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ENCICLOPEDIA ESPAÑOLA
�E

DERECHO Y ADMINISTRACION,
O

NUEVO TEATRO DE LA LEGISLACION
DE ESPAÑA E INDIAS.

A
ma, id quod Deo oblatum dedicalur, nenio esl
qui témere manibus conlingere audeat, ñeque vd
id proprius accedere; sic el cum quis ab Ecle*
sia separaiur, eum ab ómnibus abscindens , e
magno cum terrore ómnibus dcnunlians, ul
ab eo separenlur, et abscedanl. »

aAnat heñía, dice Fagnani, deribatur ab
ana, quod esl sursum,et ihero, quod esl quee-
dam figura, adformam lillercs E cum traclu-
quee frontibus damnalorum imprimebatur: ita
que analhema dicitur quasi annalhera, id esl,
superna malediclio.n Espresael mismo autor
la fórmula y circunstancias con que á ve-
ces se aplica el anatema, y todas consisten
en cierta publicidad y solemnidad imponen-
te y hasta terrífica, como en breve manifesta-
remos.

De lo dicho deberíamos inferir que el ana-
tema es solo una escomunion 6 condenación

ANATEMA. Hay cosas que se com-
prenden sin dificultad hasta que se  trata de
esplicarlas, La palabra anatema, de origen
griego, es de uso frecuente en el derecho
y hasta en  el lenguage común; y sin embar-
go ,  todavía, en vez de definirla, hay que
eaplicarla, pues no convienen los autores
en cuanto á su exacta y rigorosa significa-
ción, toda vez que según unos es  simple-
mente una excomunión ; según otros una
pena mas grave.

San Juan Crisóstomo (4) habla así del ana-
tema. «¿Quid, íjiter, esl analhema? Judi ip-
sum (Paulara) tía locuentem. Siquisnon amal
Dominum Nostrum Jesuchrislum analhema
rit, hocesl,  ab ómnibus segreguetur, alienus
ab ómnibus sil. Nam quemadmodum anatfie-

( * )  Qotnil. IS ,  Cap. ad ttotn.
TOMO I» .
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ANATEMA(i

eclesiástica con formas públicas de terror;
pero realmente no es asi, cuando vemos esa
misma palabra aplicada y usada por la
Iglesia y por los autores en otra forma.
En el Concilio deTrento, por ejemplo, ve-
mos usada la palabra anatema en cánones
rigorosamente dogmáticos, en cánones d i s -
ciplínales, y enasuntos puramente j udiciales.
De todo lo dicho, y habida consideración á
la práctica y á las disposiciones del derecho,
puede concluirse que la palabra anatema es
una enunciación genérica, una fórmula com-
pendiosa y enérgica que espresa á un tiem-
po la prohibición y la pona, equivaliendo por
lo tanto á prohibición, condenación ó repro-
bación por parte de la Iglesia con excomu-
nión, ó censura. Otras veces anatema es la
excomunión publicada con solemnidad im-
ponente, y hasta terrible, según hemos in-
dicado ya. Tal es la excomunión , ó anatema
llamada vulgarmente á mala candela, y ca-
nónicamente ad revelalionem. Los que co-
mo nosotros hayan alcanzado todavía en la
práctica alguno de estos actos imponentes,
recordarán cuánto es el terror y la conster-
nación que llevan consigo. A la excomunión
ámala candela es aplicable con propiedad
el superna malediclio de Fagnani y el mag-
no  cum terrore de San Juan Crisóstomo en
los lugares citados.

Para completarla idea sobre el anatema,
sus  formas, y parsimonia con que debe usar-
se, puede verse el Cap. 3.° Ses. de re-
formal. del Concilio de Trento, y las Leyes
43 y 27, til. 9 ,  de la Part. 4 ?

Dice asi el notable epígrafe del capitulo
citado: «Excommunicalionis gladius non est
temere slringendus; sed maturé ac ubi executio
realis, aulpersonalis fieri nequil. Legatur be-
né, ac servetur hujus Capituli tenor.»

En cuanto al anatema en el sentido so-
lemne y terrible de que hemos hablado,
dice así el Concilio. «Qua propterexcommu-
nicaliones Hice , quee monitionibus prcemissis
ad  finem revelationis , ut ajunl, aul pro de-
perditis , aul substractis rebus , ferrisolenl,
a nemine prorsus, prcelerquam ab Episcopo,
decernanlur, el tune non alias, quamex renon
vulgari, causáque diligenler , ac magna auc-

torilale per Episcopum examina ta , qmv ejus
animum moveal, nec ad cas concedendas,
cujusvis secularis , eliam magislratum , anclo-
rílate sufficiat ; sed solum hoc in ejus arbitrio,
et conscienliá sil possilum , quando ipse pro
re , loco , persona , aul tempore , decernendas
judicaverit.»

Rácese luego cargo de la necesidad de
recurrir en lo judicial á un medio coercitivo,
eficaz, cuando no alcancen los ordinarios
en los casos de contumacia, y presentando
yá el anatema bajo de un punto de vista
bien diverso; dice as i :  aQuod 4» executio
realis , vel personalis adversas reos hac ratio-
ne fiere non poleril , silgue erga judicem con-
tumacia , tune eos eliam anathemalis mucrone.
arbitrio suo , prcetcr alias penas, ferire. In
causis criminalibus , ubi executio realis , vel
personalis, ut supra , fieri poleril, eril á cen-
turia abstinendum ; sed si dictce executionis
facile locus esse non possit , licebil judici hoc
spiriluali gladio in delinqucnles uti , si tu-
rnen dclicti qualitas , proecedenle sallem bina
monitione, eliam per ediclum, id  postulel »

Aquí se  ve, pues, que el anatema, según
dejamos indicado , es algunas veces una
mera censura ó simple excomunión , y otras
una excomunión con solemnidad y formas
imponentes.

Hablando de esta última forma del ana-
tema, dice así la primera de las 4o$ ya me-
dicadas leyes de Partida:

«Estremada manera bi ha  para descomul-
gar con solepnidat , que pertnnesce á los
obispos tan solamente ct non á los perlados
menores que ellos. Et esta se face de esta
guisa: el obispo que hobiere á dar la sen-
teacia debe haber consigo doce clérigos
misacantan , que tenga cada uno dellos en
mano sendas candelas acendidas, el deben
tañer las campanas ; et estonce debe decir
el obispo como descomulga á algún home
ó mujer , nombrando qualquier dellos por
su nombre , faciendo saber á todos los que
hi estubieren por que razón lo face, dicien-
do asi , quel echa fuera del reino de Santa
Iglesia , et lo aparta de todos los bienes que
se facen en ella. Et cuando esto hobiere
dicho debe tomar una candela , et echarla

Enciclopedia española de derecho y administración



ANATOMIA. 7
mas ordinaria. sé entiende por esta palabra,
el estudio de la estrutura, de la situación
y de las relaciones de las parles que com-
ponen el cuerpo humano.

En la acepción mas general y filosófica,
la anatomía es la ciencia de la organización
considerada en los diferentes séres , desde
el mas , sencillo de los vegetales hasta el
fanerógamo mas compuesto , desde el úl-
timo de los zoofitof hasta el hombre.

Aun cuando pueda parecer estraña á nues-
tro objeto la materia que nos ocupa, es de
grande importancia el estudio del cuerpo
humano, para apreciar bien infinidad de
casos que ocurren en las causas criminales,
como haremos ver en los artículos correspon-
dientes en donde trataremos las principales
cuestiones que, con relación á la anatomía,
interesan á los jueces y jurisconsultos.

Dos son las principales divisiones de la
anatomía: comprende la una la que se apli-
ca al cuerpo de los animales , y se llama
zootomia, y la otra la del cuerpo de los ve-
getales, designada con el nombre defiloto-
mia. La zootomía se subdivide ademas en
anatomía comparada ó comparativa, veteri-
naria, general, descriptiva, pintoresca, fisio-
lógica, patológica, haciendo el estudio de
las diferentes partes del cuerpo humano, que
se la llame osteología, si se refiere A los
huesos, miologia, si á los músculos, ya
angeilogia, si ú los vasos de la circulación
dé la  sangre, neurología, s í e s  álos nervios
ó bien splanchonologia, si hace conocer los
órganos de los sentidos, de la voz, de la ge-
neración, y las visceras contenidas en las
cavidades del cráneo, del tórax y del abdó-
men.

Sin el conocimiento de la anatomía , no
podrían hacerse con fruto las operaciones
que ilustran al juez, al acosador público y
al defensor de los procesados por muer-
tes ó por heridas, cuya causa y gravedad
se investiga; por cuya razón se considera
necesario este estudio, para apreciar el re-
sallado de estas operaciones. V. A<rr*psiA.

ANCIANOS.  Con tan venerable nom-
bre se designan las personas que han alcan-
zado una edad avanzada, y generalmente los

en tierra* el amatada con los píes , ó en
agua, seguntque es costumbre en algunas
eglesias; e t  eso mesmo deben facer todos
los otros clérigos que las candelas tovieren
acendidas en las manos. Et estonce debe
decir el obispo , que asi sea muerta su alma
de aquel que descomulga como mueren
aquellas candelas si non ficiere emienda á
santa iglesia, de aquello por quel echan
della; et por desprecio de aquel non debe
ninguno lomar aquellas candelas por servir-
se de lias , mas débenlas lodos desechar.
Et después debe el obispo facer saber con
sus cartas por todas las eglesias de todo su
obispado quién es aquel á quien descomul-
gó asi ,  et por qué razón lo fizo, e l  que se
guarden de fablarle, et de se acompañar
con él. El esta descomulgacion llama santa
eglesia anatema, que] quiere (lanío decir
como espada del obispo con que debe malar
á los que facen muy grandes pecados e l  non
se quieren emendar.»

Cuando la excomunión había de publi-
carse por otra persona que por el obispo,
libraba este despacho, ó letras al efecto,
llamadas vulgarmente paulina , siendo en-
tonces muy varia la práctica, seguí las
localidades . unas veces se verificaba lo
prevenido por la ley de Partida , y otras se
leía el despacho al ofertorio de la misa en
un dia festivo.

Para alzar una excomunión de este géne-
ro,  cuando no era genérica ad revelalionem,
ó pro deperdite , aut substráete', sino per-
sonal , supuesta la enmienda ó retractación
del excomulgado , debían observarse las
mismas solemnidades que para imponerla,
al tenor de lo dispuesto en la citada ley 27
de la Partida I .“ V. Excowiioi*.

ANATOCISMO. El ínteres de los
intereses, ó sea un contrato por el cual se
pacta que los intereses ó réditos devengados
se agregarán á la suma principal que se
adeuda para formar de lodo un capital que
produzca nuevo interes. Este se llama inte-
teres compuesto.

ANATOMIA. La etimología de esta
voz es griega y procede de á través,
y de acción de corlar. En la acepción

Lorenzo Arrazola



ANCIANOS.8
mayores de sesenta años. La decrepitad no
acompaña siempre á la ancianidad, sino
únicamente en los casos en que el hombre
ha abasado de su naturaleza , ya entregán-
dose al vicio en la primavera de su vida, ora
habiéndose tenido que dedicar con esceso
á ímprobos trabajos corporales , ó á los
sedentarios del bufete.

En todas épocas ha inspirado profundo
respeto y honoríficas consideraciones la an-
cianidad , así en los pueblos cultos y civili-
zados como entre las tribus nómadas y sal-
vages. En el origen de todos los pueblos
descubrimos el sentimiento de adhesión
y veneración hacia la senectud , llevada
hasta el eslremo de que esta circunstancia
era un título suficiente para ejercer la auto-
ridad. A la esperiencia , á la madurez y á
la prudencia de los ancianos se confiaba en
la antigüedad la dirección de los negocios
comunes, y la resolución de las contiendas
que entre los particulares se suscitaban.

Esta costumbre observamos en la nación
hebrea, donde el gobierno primitivo era pu-
ramente patriarcal ¡ y en época posterior,
los ancianos eran las personas mas consi-
deradas y los que tenian derecho á formar
el Sanhédrin.

Las tribus salvagcs reverencian á los an-
cianos, aun mas que los pueblos civilizados,
y les prestan Liemos y delicados homena-
ges, santificando tanto su afecto , que  al-
gunas de ellas jamás abandonan sus restos
mortales en las escursiones de su vida
errante y aventurera.

En la antigua república de Esparta, la
elección para el senado solo podía recaer
en los ciudadanos que hubiesen cumplido
sesenta años, confiando así este pueblo se-
vero la dirección suprema del Estado á ios
varones que habian pasado ya la edad de
las pasiones y de la irreflexión.

Entrelos romanos, (apalabra latí na jenert,
que significa anciano, esplica el origen de
la voz íwwiíus, senado, porque esta respe-
table corporación fue compuesta en su prin-
cipio de ancianos. Si luego no exigió la ley
esta circunstancia , y pudieron nombrar los
censores miembros para este consejo á los

ciudadanos qué poseyesen 800,000 y mas
larde 1.200,000 sextercios , todavía reque-
ría que no pudiesen ejercer tan importante
cargo sino después de haber servido á la
república en otra magistratura.

La palabra señor se deriva en nuestro
idioma de la voz latina sénior, con la que
se designaba respetuosamente á los an-
cianos.

La Iglesia profesó también en su origen
estraordinario aprecio á los ancianos , dis-
tinguiéndolos sobre manera y confiriendo á
los sacerdotes de mayor edad los cargos mas
considerables y honoríficos de! cabildo. No
ha llegado esta costumbre hasta nuestro
tiempo ; pero su recuerdo sirve para enal-
tecer mucho á los individuos que obtienen
dignidades eclesiásticas , pues se entiende
que si no se les ha elevado á ellas por su
edad , se ha tenido presente que su pruden-
cia y sus virtudes equivalen á aquella cir-
cunstancia.

La constitución del año tercero de la re-
pública francesa estableció también un con-
sejo llamado de los ancianos, del que no se
podía formar parte sin haber cumplido cua-
renta años y ser casado ó viudo.

El título de este consejo no era el mas
propio , puesto que á sus miembros no se
les podía considerar ancianos ; pero él in-
dicaba claramente cual era el espíritu de la
institución. Señalando como base de la elec-
ción la cualidad de haber cumplido cuaren-
ta años , á la vez que rendia un tributo de
respeto á la senectud , que podía aspirar
con preferencia á componer dicho cuerpo,
reconocía no menos esplícitamente que tam-
bién se combinan la prudencia, el acierto
y el vigor de la edad viril,

Bonaparte premió la condescendencia con
que se prestó este cuerpo á la conspi rabión
del 18 de brumario , trasladando á la mayor
parte de sus individuos al senado qué creó
la constitución consular.

Nuestra actual constitución, asi como la
de 1837, exige la circunstancia de cuarenta
años para ser senador, y aun cuando no pue-
da llamarse anciano al hombre deesta edad,
siempre es un hecho digno de notarse la

Enciclopedia española de derecho y administración



ANEJO. 9
ANDORRA (Vállesete). Sobre es-

ta pequeña república tienen señorío al pro-
pio tiempo que los condes deFoix,  los obis-
pos de  Urgel. De esta circunstancia y de
la de ser unpais limítrofe, nacen relaciones
especiales con el mismo que alguna vez to-
man el carácter de tratados de potencia á
potencia entre ios reyes dé España y e l
consejo general de la república. En ese caso
se hallan los convenios de  22  de diciembre
de 4834 y 47 de  junio de <844 sobre que la
república no recibiera ni diera ausilio á
los enemigos armados de la reina Isabel 11.
V. LA COEEOCIO* DE CANTILLO.

ANDRONA. El lagar destinado en
las iglesias para solos los hombres, cuando
era costumbre qne estos y las mugeres es-
tuviesen en los templos con separación.

ANEJO. De la palabra latina adnexiu
lo que está unido ó ligado á otra cosa por la
ley, ó por la Voluntad del hombre , aunque
por estension, y sobre todo en  el lenguaje
común se toma por lo que  naturalmente está
unido á otra cosa, ó es  efecto, ó consecuen-
cia de ella. Así se dice que las penalidades
van anejas a la  vida, ó á la condición huma-
na. Por aqui se  entiende bien lo que  es  ane-
jar, anexidad y anexión. En lo civil anexi-
dades y conexidades son palabras rituales
del formulario de  escrituras, que espresan,
hablando de un fundo, sus servidumbres, y
cualquier género de derechos accesorios,
cuyas palabras sin embargo pudieran susti-
tuirse con otras mas determinadas y preci-
sas. En lo canónico se llama anejo un bene-
ficio menor que está unido á otro, una dig-
nidad que va unida á un í  prebenda, una
parroquia unida á otra s in confundirse s in
embargo, sino conservando sus denomina-
ciones. Por principios generales todo bene-
ficio unido á otro deja de ser título canónico
de ordenación, y es que por regla general
se unen,  cuando son incongruos, aunque
hay también anejos por fundación.

En estos últimos tiempos la palabra anexión
se  aplica á la unión de un territorio á otru,
y en el dia se contrae especialmente á la
calculada por algunos de la Isla de  Cuba a
los Estados Unidos, lo cual en  la forma que

2

atención qne tiene h ley de  confiar fun-
ciones tan elevadas á hombres que hayan
pasado la  juventud.

Las leyes civiles también conceden varias
exenciones á los mayores de sesenta años,
pudiéndose escusará esta edad de ejercer
cargos municipales y provinciales , y recla-
mar el beneficio de  la jubilación los emplea-
dos en la carrera administrativa. Es causa
legitima, asimismo , para escusarse del
desempefio de  la tutela , la cualidad de  ha-
be cumplido setenta años , l a  cual conferia
por la ley de Partida el derecho de no ser
llamado á declarar en juicio, debiendo ir el
mismo juez A la casa del septuagenario á
recibir sd  declaración (4).

Se  ve  , pues,  que la sociedad ha  honra-
do  en  todos los tiempos y en  todos los paí-
ses i los ancianos, atribuyéndoles mayor
carácter y autoridad aquellos pueblos cuyas
costumbres eran mas parás y sencillas.
Nuestra época mas positiva , fundada en
loo grandes medios que han puesto al al-
cance de la juventud los estraordinarios
adelantos de  las ciencias , ha limitado sus
respetos y consideración hacia la senec-
tud,  reservándole las preeminencias que
hemos señalado , la presidencia de las cor-
poraciones ínterin la elección ó el gobierno
no han designado quien ha de ocuparla, el
sitio preferente en toda reunión privada, y
otras atenciones delicadas que todo el  mun-
do  siente y comprende.

ANCLAJE ANCORAJE (Dere-

cho de). Cierto derecho que se imponía á los
buques que llegaban á los puertos de los do-
minios de  España, el  cual era mayor ó menor
según la capacidad del buque y el puerto á
que  arribaba. Este derecho estuvo un tiempo
destinado á sostener la alta dignidad de
Almirante. Su cobranza ha estado encomen-
dada á los capitanes de los puertos y des-
pués á los empleados de la Hacienda. Sien-
do este derecho uno de los comprendidos
en la categoría de  derechos de puerto ha
seguido las alternativas de estos. V. DE-

MECHOS DE PUESTO.

Oí  Ley » .  ti*. p ».
TOMO IK .
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ANILLO.40
se  proyecta, se  diría con mas propiedad usur-
pación, espoliarían,

ANFIBOLOGIA. Palabra ó sen*
tencia que puede lener dos ó mas sentidos.
V. AMBHMUBBA», IWTBBPBETACIONÍ.

ANFCS. En el lenguage antiguo lo
mismo que Alfonsos.

ANGARIAS. Era en lo antiguo un
servicio que equivalía al que hoy llamamos
de bagagcs , y consistía en prestar cada
uno sus caballerías y carruages para el
trasporte de tropas , equipage del príncipe
ó seflor feudal, etc.  Esta obligación era tam-
bién estensiva á las naves. El servicio ó
gravamen de angarias era estipulado, ó fijo,
y eventual. El primero iba anejo á los feu-
dos y cnfitéusis, porque los fundos ó terri-
torio se concedían con esa carga , como
aun hoy muchos propietarios la estipulan
con sus colonos : el segundo tenia por fun-
damento una necesidad perentoria , en cu-
yo caso se embargaban para dicho servicio
las caballerías, carruajes y buques, como
hoy también se hace. Por el derecho anti-
guo el servicio eventual de angarias era
ostensivo hasta las naves estranjeras , y lo
mismo diremos de las caballerías y carrua-
jes de los no indígenas , y ciertamente que
cuando este servicio se determina por una
necesidad suprema y perentoria, apenas po-
dría reputarse injusto, mediando sobre todo
ladebidaindemnizacion; pero hoy difícilmen-
te lo consentiría el derecho moderno, sin
ocasionar un conflicto igual ó mayor que el
que pudiera autorizar el mencionado servi-
cio, atendido sobre todo, no tanto la razón,
como el poder de la nación, cuyos buques
ó súbditos hubiesen sufrido el gravamen.
Es  este en todo caso de tanta consideración,
que no es estraño que se hayan consagrado
á desenvolver sus fundamentos y derechos,
innumerables tratados, y muy especialmente
en los países feudales, asi como también ha
debido ser objeto de la legislación. Puede
verse á Viñio ad Pechyum : 4sun» , Derecho
Marítimo : Selden, Mace clausura ; tocen de
Jure marítimo-, y en cuanto al Derecho Ro-
mano, las leyes del código, 4.a de nav. non
exc.: 10 de Sacros, eccles.: id. úllim de fa-

brie,: 3 el 4 , Qure res vend. non pass.t 5 de
navicul. Lo mas violento del derecho antiguo
en esta parte era la regla común de que el
bagagero ó naviero que perdiese sus buques
ó trasportes en el servicio forzado que se
le obligaba á prestar, no tenia derecho á
indemnización, lo cual era evidentemente
contra razón y justicia. Hoy ya hemos insi-
nuado que atraería aun mas que esa res-
ponsabilidad. Los eclesiásticos estaban exen-
tos del servicio de angarias en lo que tenia
de personal ; pero no en prestar sus caba-
llerías y carruages. El servicio de angarias
en su fundamento y en su forma se equipa-
ra en un lodo, como ya queda insinuado,
al de bagages , y aun al de alojamientos en
el dia.

ANILLO. Llámase asi á un aro ó cir-
culo de metal que se pone en los dedos, y
en esta acepción es muy común darle e |
nombre de sortija. No incumbe á nuestro
objeto detenernos á investigar cual baya
sido el origen de los  anillos, bastando solo
que hagamos mención de la remota antigüe-
dad á que se eleva la costumbre de servirse
de ellos para adorno de las manos , y de la
variedad de los metales y piedras preciosas
que para su composición introdujo la osten-
tación de los magnates de todos los pue-
blos.

El anillo de oro era en Roma el distinti-
vo de los caballeros y patricios ; pero desde
el tiempo de los emperadores se concedió la
facultad de llevarlos á los libertos, como
para simbolizar el lazo de gratitud y reco-
nocimiento que debia unirlos á sus patro -
nos.

ANILLO EPISCOPAL. Es  una
sortija que forma parle de los ornamentos
pontificales, y que reciben los obispos ál
tiempo de su consagración. En los primeros
siglos no se les permitía que llevasen la sor-
tija en el dedo anular de la mano derecha
mas que al tiempo de celebrar la misa, fue-
ra de cuyo caso habian de llevarla en el
pulgar. Esta distinción ya no está en prác-
tica. Los reyes de Francia y los emperadores
investían antiguamente á los obispos y ar-
zobispos dándoles la cruz y el anillo. Los
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llares, sus pendientes, sus braceletes y sus
anillos para hacer los vasos del santuario.
Sostienen otros qne no servían estos anillos
de otra cosa qne de mero adorno , siendo
lo cierto que ni una ni otra opinton se fun-
da bastante para que podamos decidir si se
daban estas sortijas en la ceremonia del
matrimonio, ó si no tenían otro destino que
adornar los dedos de  las mujeres.

León de Módena, P. IV, cap. 3, dice que
los primeros hebreos no acostumbraban dar
el anillo en la ceremonia de las nupcias, y
que aun cuando luego fue introducido este
uso, se practicaba rara vez. Selden en su
tratado de la mujer hebrea, lib. 11, cap. 24,
afirma que los novios daban un anillo á la
esposa en los esponsales ; pero que hacia
veces de la moneda que anteriormente te
les daba y debía ser del mismo peso.

Los griegos y los romanos han practica-
do  idéntico rilo, así como lo admitieron tam-
bién con posterioridad los cristianos. Es an-
tiquísimo este uso, si hemos de atenernos
á los testimonios de Tertuliano en su trata-
do dei vestido de las mujeres, de Gregorio
de Tours en las vidas de los Padres, de San
Isidoro en su lib. 11, cap. 19, Do Officiio;
y como lo prueba Laurencio Pignorius en su
primera y décima nona carta, por las anti-
guas liturgias, en las que se halla la ben-
dición del anillo nupcial, así como en el ór-
den romano, y en los mas antiguos rituales.

Entre los cismáticos griegos bendice el
sacerdote dos anillos, uno de oro, que da
al marido, y otro de plata que entrega á la
mujer.

Otra clase de anillóles la de les destina-
dos á sellar, en los cuales se  grababan y
aun se  graban las armas de las familias; pe-
ro esta costumbre, muy en voga entre los
lacedemonios y los demas pueblos de la an-
tigüedad y de la edad media, se halla en el
dia en bastante desuso.

En las ruinas de Clunia fce han encon-
trado y se encuentran en el dia grao núme-
ro de camafeos , que pertenecieron á los
anillos signatorios de sus antiguos habi-
tantes.

ANILLO, en términos de blasón, es

obispos Man este adorno como un distinti-
vo que indica su unión con la Iglesia, des-
de los primeros tiempos del cristianismo.
Hablan de esta costumbrediferenles padres
y doctores, y en el capítulo 28  del IV Con-
cilio de Toledo, celebrado en el año 633, se
dispone terminantemente, que si un obispo
fuere privado de su dignidad, y en  otro Con-
cilio posterior se le declarase inocente, no
se le considere reinstalado en aquella has -
la  después de haber recibido, de manos de
otro prelado y ante el altar, la estrella lla-
mada Orarñm , el anillo y el báculo ó da
cruz.

Por la congregación de ritos se  ha prohi-
bido á los notarios no participantes, á los
doctores, á los canónigos de catedrales, sin
exceptuar á las dignidades, usar el anillo
mientras celebren la misa, y en general al-
canza esta prohibición á todos los eclesiás-
ticos qne no tengan derecho para ello. Pa-
ra usar los abades el anillo, que es adorno
peculiar dé los  obispos, han de tener á su
Cavar un  privilegio ó la posesión , así como
para disfrutar de los demas honores ponti-
ficales.

De los obispos ha pasado el uso del anillo
á los cardenales de la iglesia romana, quie-
nes deben dar para -ello una cantidad deter-
minada, pro jure artnulí Cardinalatii.

ANILLO DEL PESCADOR. Se
llama al que contiene el sello con que se
marran los breves apostólicos, suponiendo
ó dando á entender , según alguna opinión,
que San Pedro fue quien primero se sirvió
de él. Sin embargo, es lo cierto que no se
conoce ni se  ha usado este término sino des-
de hace unos 500 años, y lo que mas pro-
bable parece es que se  ha adoptado tal de-
nominación por llevar esculpida la imagen
del apóstol.

ANILLO NUPCIAL. Es el que
ae acostumbraba dar á la novia al contraer
los esponsales, anntdi oporualitii, ó los de
bodas ó de consorcio, nnniUi geniales, annu-
li pranubi, annuli nuplíales. Algunos remon-
tan el orígen de esta costumbre basta á los
hebreos, porque en el Exodo se dice que
los hombres y las mnjeres dieron sus co-
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un círculo que se  coloca en el centro délos
escudos.

ANILLO. Fué el nombre también que
se dió en la época constitucional de 1820 á
23 á una sociedad secreta, fundada con el
objeto de oponer un dique á la exaltación
que producían en los ánimos las ideas de-
mocráticas: anillaros se llamaba entonces á
cuantos opinaban que Iaconstitucionde18l2
era demasiado popular, si bien admitían el
principio de la representación nacional. Véa-
se los artículos BLASON,  BRETE,  EAPOM

Y OBISPO.

ANIMALES.  En el sentido que va-
mos á tratar de ellos en este artículo son
lo mismo que brutos ó los séres vivos que
carecen de razón. La legislación los consi-
dera bajo diferentes aspectos *y en cada
uno de ellos han sido objeto de dispo-
siciones especiales y determinadas. Unas
veces los considera con relación al pa-
trimonio del hombre contándolos en el nú-
mero de sus cosas y de sus bienes; otras
veces se ocupa de ellos con relación á la
agricultura , y en este sentido concede á
los dueños de los animales ciertos privile-
gios de que se hará mención en su oportuno
lugar. También establece el derecho dife-
rentes disposiciones relativas á los anima-
les al tratar de la caza y pesca, y finalmente
son objeto de las leyes que se dirigen á la
conservación de la salud pública en los di-
ferentes reglamentos de policía dictados pa-
ra este fio.

En el presente artículo nos proponemos
generalizar la materia cuanto nos sea posi-
ble examinando, en primer lugar los princi-
pios jurídicos sobre los animales y sus dife-
rentes especies, en segundo los medios le-
gales de adquirir y perder su dominio; des-
pués hablaremos de los derechos que el
hombre puede ejercitar respecto de ellos, y
últimamente de la responsabilidad que in-
cumbe al dueño por razón de los daños que
ocasionan. Todas fas demas doctrinas y dis-
posisiones relativas á los animales en las
diversas relaciones que no se comprenden
en este lugar van tratadas y espuestas en
sus propios y respectivos artículos.

PARTE LEGISLATIVA.

STB ARIO.

Fuero Juzgo.
Partidas. -
Código penal.

FUERO JUZGO.

LEY 7 ,  T1T. 4 ,  LIB. 8 .

Si algunos animales se hieren 6 maltra-
tan el dueño del animal que hirió dé otro
sano como el herido ó estropeado.

LEY 12 ,  ID. ID.

Si algún animal que estuviese en poder
de su dueño hiciere daño dé el animal por
el daño ó repárelo como mandare el juez.

LEY 46 ,  ID. ID.

Dispone que si alguno tuviere buey bra-
vo ú otro animal lo mate luego antes de
que haga daño; y que si sabiéndolo no lo
matare responda del daño con las penas pe-
cuniarias que establece.

LEY 49 ,  ID.  ID.

Si algún perro mordiese á un hombre y
la mordedura le causase daño ó la muerte,
el dueño no sufrirá pena si no azuzó el perro:
si lo azuzó contra ladron ó malhechor tam-
poco tendrá pena; si le azuzó contra otro
que no lo fuese debe satisfacer todo el daño.

LEY 6 ,  TÍT. 5 ,  LIB. ID.

El que encontrase caballo ú otro animal
errante puede tomarle haciéndolo saber al
sacerdote, al señor de la villa ó al juez ó pú-
blicamente ante los vecinos. Si no lo hicie-
re asi será tenido por ladron.

PARTIDAS.

LEY 17 ,  TIT. 28 ,  PABT. III.

Cualquiera que cogiese bestias salvajes
ó aves las hace suyas por el acto de la
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LEY 48 ,  rnr. 30 ,  Piar.  tD.

Saliendo de poder del dueño las aves ó
bestias bravas pierde su tenencia.

LEY 22 ,  TIT. 15 ,  PABT. 7 .

El dueñode bestias amansas quecausaren
daño está obligado á repararle haciendo una
de dos cosas ó satisfacer su importe ó ce-
der la bestia al perjudicado. Pero si el daño
fuere originado por culpa de otro este de-
berá responder.

LEY 23 ,  ID. ID.

El dueño de bestia brava que causare da-
ño á alguno debe satisfacer su  reparación ,
gastos de curación, perjuicios causados y
todas las pérdidas que haya esperimenlado
el que sufrió el perjuicio en su  persona.

LHY 24 ,  ID. ID.

El dueño del ganado debe satisfacer el
daño que hizo en heredad agena : si el que
lo guardaba ó el dueño de él hubiera intro-
ducido el ganado á sabiendas debe satisfa-
cer el daño doblado .

CODIGO PENAL.

Art. 477 antes 474. El dueño de gana-
dos que entraren en heredad agena y causa-
ren daño que esceda de dos duros será cas-
tigado con la multa, por cada cabeza de
ganado :

4 .® De 3 á 9 rs. si fuere vacuno.
2.°  De 2 á G s i  fuere caballar, mular ó

asna!.
3?  De 1 á 3 si fuere cabrío y la heredad

tuviere arbolado.
4.a Del tanto del daño ó un tercio mas

si fuere lanar ó de otra especie no compren-
dida en los números anteriores.

Esto mismo se observará si el ganado
fuere cabrio y la heredad no tuviere arbolado.

Art. 485 antes 482. Incurrirá en la mul-
ta de medio duro á uno.

aprensión, ora las prenda en su heredad
ó en la agena; pero si estuviese presente el
dueño de la heredad y se opusiere á la en-
trada, si á pesar de esta prohibición cogiese
alguno bestia ó ave en la heredad, no será
suya sino del dueño de ella. Lo mismo su-
cedería si este encontrase al cazador ya den-
tro é hiciese la misma prohibición,

LEY 1 9 ,  ID. ID.

El dominio de los animales salvajes se
pierde luego que estos salen de poder del
dueño y recobran su libertad natural: asi
mismo le pierden cuando huyendo se  ale-
jan tanto que se pierden de vista ó aun
cuando se  les vea se hallan tan distantes
que difícilmente se  les puede cojer.

LEY 21 ,  ID. ID.

El venado herido y perseguido por los
cazadores pertenece al que le coje.

LEY 23,  ID. ID.

Las abejas, que son animales salvajes, se
hacen de  aquel que las encierra en la col-
mena ó en otra cosa.

LEY 23 ,  ID .  ID.

El dueño de animales salvajes por su na-
turaleza y domesticados ó amanzados con-
serva el dominio de ellas mientras tienen la
costumbre de ir y venir á la casa.

LEY 24 ,  ID. ID.

El duefto de los animales que no son de
naturaleza salvaje conserva el dominio aun-
que vuelen y se vayan de la casa y no
vuelvan.

LEY 25 ,  ID. ID.

Las crias de las vacas, yeguas ó asnas y
demas bestias semejantes pertenecen á
aquellos cuyas fueren las madres á no ser
que hubiese costumbre en contrario.
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42. El dueño de un animal ferot ó da-

ñino que le dejare suelto ó en disposición
de causar mal.

25. El que entrare con.. . .  caballerías
ó animales dabinos en heredades plantadas
ó sembradas.

Alt. 486 antes 483. El dueño de ganados
que entrare en heredad agena y causare
daño que no pase de dos duros será casti-
gado con una malta con arreglo á la escala
del art. 477 en su grado mínimo.

En caso de reincidencia se impondrá el
grado medio á no intervenir circunstancia
atenuante.

LEGISLACION ESTRANJERA.

La legislación de los códigos modernos
de Europa, basada en esta materia sobre los
principios de la romana, difiere muy poco y
en pantos accidentales solamente déla nues-
tra. Los romanos establecieron la famosa
división de los animales en fieros, mansos
ó domésticos y amansados y determinaron
como único medio de adquirir los primeros
la ocupación. �Fera igilur bestia, el  volvere»
el  pitee» el omnia ammelia qua mar» calo el
térra nascunlur , simal alque ab  alicuo capia
fuerintjure gentium slalim illius esse inci-
piunl.9 Los amansados que en su origen
eran fieros se adquirían por el mismo Ulu-
lo, y los mansos que eran considerados co-
mo cosas pertenecientes al patrimonio del
hombre le correspondían por los diferentes
medios legales en cuya virtud se adquiría
la propiedad de ellas.

Esta propiedad en los animales fieros du-
raba mientras continuaban en poder del que
los adquirió ; los mansos correspondían
siempre á sus dueños, cualquiera que fuese
el lugar donde se hallaren, y los amansados
que tenían la costumbre de ir y volver á las
casas continuaban en la propiedad de sus
dueños mientras conservasen esacostumbre.

Los dueños délos animales eran responsa-
bles de los daños que ocasionaban en las per-
sonas ó en las cosas de otros cuando contra
su  natural instinto ó costumbre y siu ins-
tigarlos inferían dichos perjuicios. Las le-

yes délas 42 Tablas dispusieron que el  due-
ño del cuadrúpedo satisfaciese ó reintegra-
se al ofendido la estimación del daño ó
le entregase la bestia. De donde resul-
taba que s i  este era cansado por una fiera
ó por cualquier otro animal salvaje, debía
intentarse la acción útil para el resarcimien-
to, la cual no tenia lugar cuando el perju-
dicado la incitó ó irritó para ello. Instigán-
dola un tercero debía repetirse contra este
por la acción de la ley Aquilia : causado el
daño en cosas age ñas por hechos naturales,
como pastando en prados y míese» de otros,
se procedía por acción diferente, y últi-
mamente cuando el daño se verificaba á
consecuencia de mezclarse y reñir rebaños
ó piaras de ganados de dueños distintos,
no podia repetirse por el perjudicado ni in-
tentarse acción alguna.

La división indicada se  halla también re-
conocida en algunas leyes francesas. Según
ellas el dominio de los animales salvajes
que viven en el estada de libertad natural
no pertenece á nadie y se hacen del primer
ocupante; los demas son considerados co-
mo cosas y bienes del patrimonio de aquel
á quien pertenecen. La responsabilidad de
estos por los daños que causen los anima-
les está determinada espresame ate en al-
gunas leyes rurales y en el art. 4385 del
código civil, que impone la responsabilidad
al propietario ó al que se  sirve de ellos
mientras se verifica este uso,  tanto en el
caso de que el animal estuviese bajo el pe-
der y guarda del mismo propietario como
en el de que se hubiera huido y escapado.

La legislación inglesa reconoce dos cla-
ses de animales, unos que son de natura-
leza privada ó doméstica (domita natura)
y otros que son feroces ó salvajes (fera
natura). Sobre los primeros puede tener y
tiene el hombre los mismos derechos y la
propiedad absoluta que sobre las demas co-
sas ; sobre los salvajes conserva esta pro-
piedad mientras se hallan en su poder. El
dueño es también responsable de los daños
que los animales ocasionan, concediendo la
ley inglesado! remedios á la parte perjudi-
cada para conseguir la reparación. El uno es
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no sino de todos los que-uacen en el aire,
en la tierra y en el mar, no es  esa la signifi-
cación qne debe darse á las palabras del le-
gislador, puesto que ni quiso dar á enten-
der ni mucho menos afirmar que los brutos
fueran capaces de obligaciones y derechos,
y por consecuencia de leyes como ios hom-
bres. El emperador Justiniano hablaba figu-
radamente y aludiendo á los actos que so
consideran propios y peculiares del dere-
cho natural por cuanto se ejecutan median-
te el instinto ó impulso de Ja naturaleza,
solamente quiso espresar que respecto de
.ellos habia cierta semejanza entre los hom-
bres y los animales, y que á la manera que
en estos parecen notarse ciertos indicios de
inteligencia, así también parecía haber los
del derecho natural. Por lo demas era cosa
clara que no siendo estos seres susceptibles
de razón no podian serlo de derecho, porque
donde no existen la razón y la libertad, que
es el fundamento y el ejercicio de ella, ni
existen las nociones de lo bueno , de lo jus
to y conveniente, ni pueden imponerse los
preceptos de la ley para que sea obedecida
y observada, ni cabe por consiguiente que
exista el derecho dirigido á regular dentro
de los debidos límites las obligaciones y las
facultades supuestas ó creadas por las leyes
mismas.

Nace de esta doctrina, incontestable una
consecuencia atendible en el órden civil, y
es que los animales ni pueden delinquir n i
ser castigados : la responsabilidad por los
daños que ellos ocasionen, sea en  las cosas
sea en las personas recae en su caso sobre
los dueños: hacerla recaer sobre unos séres
que no teniendo libertad para obrar se mue-
ven por el impulso de una fuerza irresisti-
ble, sobre injusto seria altamente ridículo.

¿I  cuál será laestension y el carácter de
las relaciones que las leyes civiles establez-
cen entre el hombre y los animales? Para
conocerlas y determinarlas de la manera
mas genérica es  indispensable conocer el
destino de los últimos, y este destino se
comprende examinando la naturaleia, la
organización y hasta la capacidad de los bru-
tos. Nacer, vivir, conservarse y perpetuar-

apoderarse del animal cansante del dafto y
retenerle en  su  poder hasta que el propie*
tarto le haya dado satisfacción completa del
perjuicio : el  otro recurrir al remedio común
egercitando la correspondiente acción judi-
cial. Esta acción es la que Se denomina de
Tretptus vi et armis. En las demas legisla-
ciones se  reconocen con cortas ó insignifi-
cantes diferencias los principios de la legis-
lación romana.

PARTE DOCTRtVAL.

�VREABBB. �

Ssc. I. Dg LOS ANIMALES EN GENERAL.

SBC. I I .  Da  LAS DIFERENTES ESPECIES DE ANI-

MALES QUE RECONOCE BL DERECHO.

SEC. III .  DE LOS MODOS LBGALSS DE ADQUI-

RIR Ó PERDER EL DOMINIO DE LOS

ANIMALES.

SBC. IV. RESPONSABILIDAD EN QUE INCURRE

EL DUEÑO DE LOS ANIMALES POR

LOS DAÑOS QUE CAUSAN EN LAS

' COSAS Ó EN LAS PERSONAS.

SECCION I.

DE LOS ANIMALES EN GENERAL.

Se ha dicho ya que se comprenden bajo
la denominación de animales lodos los sé-
res vivientes que no están dotados derazon
como la están ios individuos de la especie
humana. La razón, pues, es  el atributo que
separan esos seres irracionales de la comu-
nión de  los hombres y la carencia de esa no-
ble facultad lo que hace que no sean capa-
ces como ellos de obligaciones morales ni ci-
viles, ni de derechos ni de reglas, que son
patrimonio de los hombres, porque llevan el
sello de la razón y de la inteligencia.

No son por consiguiente los animales sus-
ceptibles de ningún derecho como los hom-
bres ; y aun cuando el emperador Juslinia-
no dió á entender lo contrario al definir el
derecho natural diciendo que es  aquel que la
naturaleza enseñó á todos los animales y que
no era propio solamente del género hurna-
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se, y gozar de todas las sensaciones agrada-
bles que pueden nacer del ejercicio de sus
facultades y de la impresión de los objetos
estertores sobre sus sentidos, es  en resúmen
el destino de aquellos con relación á ellos
mismos. Mas con relación al hombre, su
destino moral y filosófico es darle ideas
grandes del poder y de la sabiduría del
Criador, y su destino físico proporcionarle
abundantes y diversos recursos para su
conservación , para la satisfacción de sus
placeres , para su recreo y para la os-
tensión de sus derechos, de sus goces y de
sos conocimientos. Así las relaciones entre
el hombre y los animales son todas las que
pueden derivarse inmediatamente de este
destino físico de su creación con relación al
primero: son las que pueden existir entre la
cosa criada y la voluntad absoluta de aque-
llos para quienes lo ha sido; son en fin ésten-
sas, variadas é indefinidas, y pueden reasu-
mirse con exactitud en  la facultad que le
compete para usar de ellos según lo exijan
sus necesidades.

Puede el hombre por consiguiente dispo-
ner de los animales que ya posee á su vo-
luntad y arbitrio; puede disponer como dis-
pone, usa y abusa de las demas cosas que
forman parte de su patrimonio, puede em-
plearlas como emplea todas las demas que
están destinadas á servir de instrumento
para la satisfacción de sus goces y necesi-
dades. En cuanto á los que no posee y na-*
cen ó viven en el aire, en la tierra ó en el
mar, el hombre tiene el derecho ilimitado
de apoderarse de ellos, sea por la fuerza,
sea por la astucia, sea por otro medio cual-
quiera, sin otra limitación que la de obser-
var religiosamente las prescripciones esta-
blecidas para que este derecho no degene-
re en perjuicio de la propiedad de otros.

Son, pues, los animales en el órden de las
leyes civiles cosas que, ó pertenecen al pa-
trimonio de los hombres, ó le es  potestativo
adquirir por los medios comunes y ordina-
rios, bienes de que el hombre dispone á su
antojo como puede disponer de cualquier
otro objeto movible ó inmueble, y que como
ellas está sometido al poder discrecional y

absota to dé su  facultad y de su  derecho.
Puede venderlos , donarlos , permutarlos.
Puede trasmitirlos como cualquier otra cosa
por causa de muerte; puede darlos en usu-
fructo y arrendarlos, puede por último usar
de ellos de la manera que crea mas con-,
ducenle al fin de que se cumpla y efec-
túe el objeto que se haya propuesto.

Sin embargo, este derecho no puede usar- '
le el hombre de una manera tan absoluta
que cause ó pueda causar perjuicio á los
demas. En el ínteres de la sociedad está
que los individuos de ella no bagan mal
uso de sus facultades, porque el abuso de
unos embarazaría el uso de los demás. De
aquí han nacido las disposiciones legislati-
vas ó reglamentarias que en todas las socie-
dades bien regidas y administradas coartan
facultad de servirse de los animales ó la so-
meten á determinadas condiciones y requi-
sitos.

¿Y le será lícito al hombre matar á los
animales, sea por puro capricho, sea para
servirse de ellos? En la esfera del derecho
natural no deja de ofrecer alguna dificultad
la contestación a esta pregunta, y escritores
hay muy respetables que en ese terreno
niegan ál hombre el derecho ó la facultad
de hacerlo. Pero en el órden civil la cues-
tión es mas llana y no puede disputarse al
hombre el ejercicio de ese derecho estremo.
El hombre, disponiendo basta ese punto'de
los animales que adquiere¡legítimamente ó
que le pertenecen del mismo modo, no causa
violencia ninguna ni infiere injuria á otro.
Podrán las leyes, consultando la convenien-
cia pública, poner algunas restricciones al
ejercicio de ese derecho ; podrán prescribir
que se use con cierta moderación y dentro
de las condiciones de una necesidad cierta
ó de un recreo razonable; podrán impedir
que se ejercite en ciertas épocas y durante
cierto período de tiempo ; pero todo esto
que el interes público dicta y exige en de-
terminados casos, ni constituye la regla ge-
neral, ni destruye el derecho común y ordi-
nario que envuelve, como hemos visto, la fa-
cultad de que se trata.

Hemos dicho que los animales ocupan en
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viviendo en su  libertad natural y obedecien-
do al instinto de su  naturaleza, vagan libre-
mente por la tierra, por el aire ó por el  mar
huyendo de la presencia y compañía del
hombre. Llamáronse fieros según Vinnio á
ferendo quod nalurali suo ímpetu feranlur vel
quod é conspectu hominum se auferant in  80-
liludines-, y el carácter distintivo que cons-
tituye su particular naturaleza está, no en
los instintos fieros y dañinos de ella sino en
la propensión natural, d natura ínsita, de va-
gar libremente por aquellos elementos hu-
yendo de la compañía humana. Así la legis-
lación romana contaba entre los animales
fieros, no solamente los cuadrúpedos, sino
también las aves y los peces, no solo las
bestias de instintos feroces, sino las abejas,
los pavones y las palomas, y de acuerdo con
ella la nuestra establece que las abejas son
como cosas salvajes (1) y que los «pavones
é gavilanes , é gallinas de India , é palomas
é grúas, é ánsares, é faysanes é las otras
aves semejantes de deilas son salvajes se-
gún su natura, etc. (3)».

Animales mansos son aquellos que nacen
en las casas de los hombres, vivenen su  com-
pañía y apetecen hallarse en ella. Esta cla-
se  comprende: primero, los cuadrúpedos des-
tinados á ciertos servicios, como los caba-
llos, asnos, perros, bueyes, vacas, etc. Se-
gundo, los que se comprenden en el nom-
bre genérico de ganados de cualquier clase
y especie que sean, como carneros, ovejas,
puercos, cabras, etc. Y tercero, las aves que
nacen y se  crian en las casas, como las ga-
llinas comunes, los capones, ánsares, etc.
El carácter distintivo de estos animales con-
siste en que nazcan y se crien en nuestras
casas: así decia la ley 24 del libro y parti-
da citados. «Gallinas, ó capones, ólos ansa-
res que nacen é se crian en las casas de
los homes non son de naturaleza salvaje».

Por último los amansados son aquellos que
siendo de naturaleza salvaje han sidocojidos
y domesticados por el hombre acostumbrán-
dolos ásu compañía, de manera queadquie-

el órden civil y con relación al hombre el
lugar de las demas cosas que ésten en su
patrimonio* De este principio asi como na-
cen las facultades y los derechos ya indica-
dos, se  derivan también obligaciones y con-
secuencias onerosas para aquellos á quienes
les pertenecen. El hombre esperimente en
ellos las mismas responsabilidades que en
todas las demas cosas de su  propiedad: son
bienes que se confunden con todos los de-
mas de  su  patrimonio y á la manera que
estos se  califican de  muebles ó de inmuebles
para diferentes efectos legales, los animales
son objeto de la misma distinción según las
circunstancias que concurren en ellos. De
este particular asi como de algunos privi-
legios concedidos con relación á ciertos ani-
males, de  las restricciones impuestas para
la adquisición de ellos y de las obligacio-
nes que se  exigen á los dueños por consida-
racioná la salud pública d al Ínteres general,
se  hablará en sus artículos respectivos. V.
LANNAMMEA,  BIENES, OABA, LANGOSTA,

CANAMO.

SECCION II.

BKLXS PmaKxTTKS ESPECIES DK ANIMALES QUE

BBCOMOCE EL DERECHO.

El epígrafe de esta sección indica desde
luego que no vamos á examinar las diferen-
tes clases en que se dividen los animales
zoológicamente considerados : hablamos de
ellos en  el órden civil, y de la división que
el derecho civil reconoce debemos ocupar-
nos esclusivamente.

Las leyes romanas, tomando por tipo la
índole y los instintos de losanimales, los di-
vidieron en tres clases, á saber : fieros /e-
ra, mansos , domestica y amansados, man-
suefacta. La legislación de las Partidas
adoptó y reconoció esta misma clasificación,
que es la base de las disposiciones que s e
refieren á los animales considerados como
bienes y á los medios legales de adquirir y
perder su  propiedad.

Los animales fieros eran, según la legis-
acion romana y son por la nuestra, los que

TOMO 111*

( l )  Ley 22, tic. 28, parí. 3.
Ley 93, id. id.
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ANIMALES.♦8
ren la costumbre de ir y volver á las casas
donde se han domesticado. Esta, como es
fácil observar, es  una clase intermedia que
por la libertad que ba disfrutado en su  ori-
gen tiende á los animales salvajes; pero por
su  estado ulteriory por sus hábitos actuales
tiene mayor y casi completa analogía con
los animales domésticos. Su naturaleza es
fiera; pero el hábito posterior los ha hecho
pertenecer á la especie de los mansos. Así
la ley ya citada al hablar de las diferentes
dases qne ya hemos nombrado, á saber: pa-
vones , palomas , grúas , faisanes , etc., dice
que «siendo salvajes según natura acostum-
braron ios ornes á las vegadas á amansar é
criar en sus casas. »

Esta división, como hemos indicado en la
parte legislativa, fue adoptada en casi todas
las legislaciones antiguas; sin embargo, al-
gunos jurisconsultos modernos han creído
ver una redundancia inútil en la especie de
los animales amansados y han establecido
otra división en que se comprenden dos cla-
ses solamente; los privados ó domésticos,
qne como lo da á entender la palabra, son
aquellos que están en poder del hombre y
sirven para los usos ordinarios de la vida,
como los caballos, bueyes, carneros, etc.,
y los salvajes, que son los que viven en su
libertad natural y originaria in laxitale na-
turali fuera del poder de los hombres y que
pasan á él por la fuerza ó por el arte, como
las aves, los pescados, etc.

Esta división viene á ser en  último resú-
men igual á la primera porque los animales
amansados se hacen en realidad mansos y
se  equiparan á ellos mientras viven en la
casa del hombre y en su compañía y reco-
bran su primitivo carácter de fieros cuando
se han buido de ella perdiendo la costumbre
de volver para recobrar dicha libertad. Es-
to no obstante nosotros seguiremos en este
artículo la antigua clasificación , ya porque
nos parece exacta y ya  porque sirve de ba-
se y fundamento á las diposiciones de la
mayor parte de los códigos, y especialmen-
te de los nuestros, advirtiendo que aun cuan-
do esta división tiene escasa aplicación en
la práctica, es  indispensable tenerla presen-

te cuando se  trata de la ocupación de los
animales ó de los medios legales de adquirir
ó perder su dominio.

Reconoce el derecho ademas de las men-
cionadas, otra clase de animales llamados
dañinos, qne son los que tienen el instinto
ó propensión de causar daño, ya  en los ani-
males mansos ó domésticos, ya en los sem-
brados, ya en las personas á quienes acome-
ten. A esta clase pertenecen los lobos, zor-
ras, garduñas, gatos monteses, tejones, etc.,
y las leyes y reglamentos administrativosse
ocupan de ellos en el sentido de  dictar dis-
posiciones eficaces para prevenir ó dismi-
nuir los daños que causan frecuentemente.
En nuestras antiguas leyes constan las me-
didas eficaces que se tomaron para el ester-
minio de Cales animales, y esas mismas y
otras mas eficaces se han reproducido en
disposiciones posteriores , que daremos á
conocer en  el artículo «asa.

SECCION III.

DE LOS MEDIOS LEGALES DE ADQUIRIR Y PEBDEB

EL DOMINIO DE LOS ANIMALES.

Al hablar en  el artículo aa  visraMM de
los medios de adquirir la propiedad dijimos
que son de dos especies, á saber: originarios
y derivativos; que por los primeros se ad-
quieren las cosas que no corresponden á
otro, y por los segundos las que ya  han en-
trado en el patrimonio de alguna persona;
que entre aquellos se comprenden la ocupa-
ción que abraza la cazay pesca, la aprehen-
sión de cosas abandonadas y la invención y
la accesión, y finalmente que entre los se-
gundos se comprenden la tradición y todos
los demas que proceden de las disposiciones
del derecho.

Estos principios, que fueron desenvueltos
en aquel lugar determinan la teoría relativa
á los medios legales de adquirir la propiedad
de los animales. Si estos son privados ó do-
mésticos, quecomo hemos dicho pertenecen
al patrimoniode los hombres y se  cuentan en-
tre sus cosas, la propiedad de ellos no pue-
de adquirirse sino por cualquiera de  los me-
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legiwn. Se adquiere según ello» dicha pro-
piedad per  industrian cuando el hombre co-
ge  y domestica animales de aquella especie
criándolos á fuerza de arte y de industria, ó
teniéndolos encerrados de manera que no
puedan escaparse ni usar de su  libertad na-
tural. La propiedad de ellos no compete si-
no en tanto cuanto el hombre los tiene en
su poder; pero en el momento que salen de
él cesa desde luego, á no ser que tengan la
costumbre de volver, animuip revertendí, lo
cual se infiere y determina por los hechos
y hábito anterior. Se adquiere, añaden, la
propiedad per impotenliam cuando las aves
por ejemplo fabrican sus nidos en los árbo-
les propios de una persona ó los conejos
establecen sus madrigueras en el terreno
de «ella, en cuyo caso la propiedad especial
de las crias compete al dueño del terreno
basta que pudiendo hacerlo vuelen ó huyan.
Y en fin se adquiere propter privileyium
cuando uno goza el privilegio especial de
cazar estos animales en determinado sitio
y de matarlos ó prenderlos. La propiedad
en este caso es transitoria y compete mien-
tras los animales se hallan en la estension
del terreno comprendido en el privilegio, pu-
diendo impedir el que lo disfruta á cualquie-
ra otro que se apodere de dichos animales
mientras se hallen en aquel distrito.

Las leyes - romanas adoptaron con corta
diferencíalos principios quesehan espuesto
relativamente á los medios de adquirir la
propiedad de los animales, y ellos son tam-
bién los que constituyen nuestro derecho
en esta parte. Jusliniano designó como úni-
co medio de adquirir la propiedad de los
animales fieros, la ocupación, siendo indi-
ferente que esta se verificase en fundo pro--
pio ó en ageno, con tal que se realizara la
aprehensión material y positiva. La ley 17,
til. 28 ,  Parí. 3, reconoce el mismo princi-
pio diciendo : « Bestias salvajes , é las aves ,
é los pescados de  la mar é de  los ríos , quien
quier que los prenda son suyos luego que los
ha  preso, quier prenda alguna de  estas cosas

en la su heredad misma ó en la agena. Un
solo caso de cscepcion á esta regla recono-
ce nuestro derecho, y es  cuando el dueño

dio» que establece la ley para trasmitir la
propiedad de las cosas privadas; pero si  son
fieros ó salvajes, como quiera que estos vi-
viendo en  su  libertad natural no pertenecen
á nadie ni  aun al propietario del fundo don-
de  se  encuentran porque no los posee, cla-
ro es  que la  propiedad de ellos no puede ad-
quirirse sino del modo y forma con que se
adquiere lúdelas cosas, que nosiendo de otro
se  hacen del primer ocupante por medio de
la aprehensión.

Antes de  pasar adelante enlaesplanacion
de estas ideas conviene advertir que la pro-
piedad de los animales puede tener dos carac-
teres diferentes entre si porque, ó es  como la
que compete sobre todas las demas cosas, ab-
soluta, inherente á la persona y tal que no
pueda ni deba ser privado de ella el dueño
á no  ser por su propio hecho ó mediante su
consentimiento, ó limitada, condicional y de-
pendiente de circunstancias particulares.
El hombre, puede tener sobre los animales
domésticos ó privados la misma propiedad
absoluta é incondicional que ejerce sobre
todos los objetos inanimados supuesto que
estos animales no dejan de ¿star jamás en
su continua posesión ni abandonan su casa
ni se  separan de su compañía sino acciden-
talmente, en  cuyo caso conserva la propiedad
y no hay términos hábiles para que sea
privado de ellos. Pero en cuanto á los ani-
males salvajes ó fieros la propiedad del hom-
bre nopuede ser permanente, continuay ab-
soluta; durará todo el tiempo que dure su
posesión; y como esta deja de subsistir sin
hecho del hombre y sin su consentimiento,
ene!  instante mismo que los animales s i -
guiendo la ley de su instinto y obedeciendo
á su  .naturaleza recobren la libertad origi-
naria, la propiedad que sobre ellos se ejer-
ce  hade ser condicional, limitada y depen-
diente de  la circunstancia que se acaba de
indicar.

Los jurisconsultos de otros países al ha-
blar de la propiedad limitada y condicional
que compete al hombre sobre los animales
salvajes, añaden que puede tener esta pro-
piedad de tres modos, ásaber: per induslríam
hominis, propter impolenüam y propler privi-
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de la heredad prohibiese á uno que entrase
i casar en ella , ó cuando hallándole ya ca-
zando le prohibiese del mismo modo hacer-
lo : si  á pesar de esta prohibición lo verifi-
case , los animales aprehendidos no serian
snyos sino del propietario del terreno según
la disposición citada. Deberemos advertir,
sin embargo, que esta disposición está mo-
dificada por el real decreto de 3 de mayo de
<834 en los términos que se indica en el
artículo propio. V casa.

La propiedad que se adquiere sobre los
animales salvajes por la ocupación tiene lu-
gar, no solo respecto de aquellos que no
llegaron á perder su naturaleza y se con-
servaron siempre en su estado originario,
sino aun respecto de los que ocupados ya
han salido del poder de quien se  habia apo-
derado de ellos volviendo á su antigua y
primitiva condición. Cuando esto sucede y
los animales huyen y se alargan tanto que
el dueño no los puede ver ó aunque los
vea se hallan tan apartados que á duro los
podrían prender, adquiere la propiedad de
ellos el primero que los ocupa.

El código de las Partidas juzgó tan ne-
cesaria é indispensable la aprehensión para
adquirir la propiedad de los animales sal-
vajes, que proponiéndose en la ley 21 del
tít. y Part. citados el caso de que persiguien-
do uno algún animal de aquella especie ya
herido le cogiese otro, resuelve que la pro-
piedad corresponderá á este « ca maguer ellos
lo traigan ferido non es  aun en su  poder é
podría acaecer muchas cosas porque non lo
aarian.» Las mismas disposiciones se  obser-
van cuando se trata de animales salvajes
que hubiesen caído en trampa, lazo ó cepo;
«quien quier que venga primeramente é lo
fallare é lo prisiere que deve ser suyo.»

Las consideraciones de equidad que in-
dudablemente hablan en este caso á favor
del que hirió, se sacrificaron á la severidad
del principio establecido, del cual es una
consecuencia lógica y precisa la resolución
adoptada por la ley.

Sin embargo de la disposición conteni-
da en ella, la misma ley de Partida hace
mención de la costumbre que en contrario

ANIMALES.
se observaba en  algunos logares; y efecti-
vamente la ley <6, tlt. 4 ,  lib. 3 del Fuero
Real dispuso terminantemente que nadie
debería coger la fiera ínterin fuera, en su
seguimiento el que la hirió. Lo mas justo
en esta materia seria lo que propone un es-
critor moderno para conciliar los derechos
encontrados del que hiere el  animal y del
que le coje, á saber, dividirla entre uno y
otro como se practica ademas en el reino
de Aragón con arreglo á uno de sus fueros.

La importancia que tienen las abejas por
la utilidad y la abundancia de su produc-
ción hizo que la misma legislación de las
Partidas díctase , en órden á la adquisición
de su propiedad, disposiciones particulares*
aunque basadas en el mismo principio de
la ocupación. La ley 22  del tít. y part. cita-
dos dispuso que el dueño del árbol donde
las abejas se hubieren posado, no pudiera
por este solo hecho hacerlas suyas , nece-
sitando para ello encerrarlas en enjambre,
colmena ú otra cualquier cosa semejante.
La ley se fundó en el principio de que la
propiedad de los animales nó puede adqui-
rirse sino por la ocupación, ó lo que| es lo
mismo por el acto de aprehensión material
que la confiere. V.  ABEJAS.

También creyó conveniente el código de
las Partidas determinar la regla que debe
observarse para la adquisición de los ani-
males que nacen de los que están en nues-
tro poder ó nos pertenecen. El emperador
Justiniano habia dicho ya  en sus institu-
ciones (4): Item ea ques ex  animalibus domi-
nio luo subjectis nata sunt eodem jure tibí ad-
quiruntur, y el rey don Alonso adoptando el
mismo principio ordenó que las crías de los
animales deben ser de  aquellos cuyas fueren
las fembras y los pariereis, esceptuando dos
casos, á saber: cuando hubiere costumbre en
contrario usada en aquel pais,  ó se  hubiera
convenido y estipulado otra cosa entre e l
dueño del macho y el de la hembra (2). El
principio de la legislación romana, adoptado
en nuestra legislación y en todas las demas
antiguas y baodernas es muy conocido par-

( ! )  Lib,  9 ,  t i l .  1 ,  parr. 19.
(9; Ley 93 , til 28 , parí.  3.
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La propiedad de los animales que son de

naturaleza fiera ó salvaje compete al duefio
mientras los retiene en su poder ó en algún
lugar destinado especialmente á su repro-
ducción ó conservación. Mientras esto se
verifica, la propiedad de ellos es  tan invio-
lable como cualquier otra ; pero en el mo-
mento mismo en que recobrando su libertad
originaria cesan de estar en la posesión del
que los retenia, pierde la propiedad y se  ha-
cen del primero qüe los ocupa á no ser que
pertenezcan á la clase de aquellos que tie-
nen la costumbre de volver, lo cual se  re-
conoce y determina por los hechos ante-
riores. La ley finge en este caso qoe los
animales no se han separado de la casa y
compañía del duefio toda vez que la cos-
tumbre de volver hace la separación mo-
mentánea, y no puede dar á nadie la segu-
ridad y la persuacion de que han quedado
abandonados. Cuando mis palomas se se-
paran volando de mi palomar , indudable-
mente continúan eu mi posesión, y yo con-
servo la propiedad que me corresponde en
ellas porque tienen la costumbre de volver
reconocida ya en los hechos de todos los
dias.

Estos principies generalmente admiti-
dos fueron los que adoptó la legislación ro-
mana. El emperador Justinianó los estable-
ció espresamente en sus instituciones y e
código de las Partidas se acomodó á ellos
eu sus leyes 19 y 23 del título y partida
citados en  este artículo.

Sin embargo, el código de las Partidas
hace á este propósito una distinción nota-
ble entre los animales fieros que no tienen
ó no han podido tener por sus instintos la
costumbre de ir y volver á las casas y los
que han llegado á domesticarse hasta e l
punto de obrar así. Al hablar de los prime-
ros, la ley 49 declara que la propiedad se
pierde luego que salen de poder del duefio
ó tornan al primer estado en que eran an-
te que las prisiesen ó cuando huyen ó se.
alejan tanto que fas non pueden ver ó aun-
que fas vean esta aquel tan apartado de
ellos que á duro las podrían prender. De
los segundos dispone la ley 23 que mientras

bu  «egvilur y esta regla se  funda-
ba, según la doctrina délos jurisconsultos de
aquella memorable nación, en que  la hembra
siempre es conocida y el macho pocas veces
loes .  Sin embargo, el célebre Puffendorf si-
guiendo esta misma doctrina da para apo-
yarla otra razón mas sensible, digámoslo así,
diciendo que la hembra hasta el momento
de parir es  de  poca utilidad al propietario
y exijeá la vez mayores cuidados y gastos
para su conservación, por lo cual era nece-
sario conceder cierta especie de compensa-
ción en favor del mismo, declarando suya
la cria. La legislación inglesa que sigue por
punto general la doctrina establecida, tuvo
sin duda en cuenta la consideración espues-
ta por Puffeadorf pnesto que establece co-
mo escepcion de dicha regla las crias de los
cisnes, las cuales pertenecen igualmente al
duefio del macho que al de la hembra, sin
duda porque d uno no se aparta de la otra,
y ambos propietarios esperimentan el mis-
mo perjuicio teniendo que procurar su ali-
mento y conservación (1).

La propiedad de los animales domésticos
se  conserva y subsiste como la de las de-
más cosas pertenecientes al patrimonio del
hombre, y no puede perderse sino por el
propio hecho ó consentimiento del dueño.
Estos animales ó sirven para el alimento
del hombre ó están destinados á trabajos
útiles al mismo, yen  cualquiera de estos
dos casos tienen un valor real y positivo:
turbar al duefio en el goce pacífico de su
propiedad ó privarle de ella seria un abuso
punible ó mas bien un delito que la ley no
puede tolerar.

Así la ley 24 del lit. y parí, de que he-
mos hecho ya mención, declara terminante-
mente que aun cuando vuelen ó se  vayan
de  las casas y no  vuelvan, no por eso pier-
de  su duefio la propiedad, ante dcíimos, aña-
de, que quien quier que las prendiese con en-
Icncion de las fazer perder d su señor que ge-
las puede demandar de furto bien assi como
las oiras cosas que tubiese en su casa ó ge las
furiasen.

( i )  Blie tostone, loa» 3 , pif .  Í3I.
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conservan la costumbre de ir y volver á la
casa de aquel que ios cria conserva la
propiedad por do  quier que anden , lo cual
indica claramente que no basta el hecho de
alejarse de la casa y la presencia del pro-
pietario; pero lugo que, añade la ley, ella?
por si se dejan de la costumbre de  ir é de  tor-
nar , pierde el dueño la propiedad , y se ha-
cen del primero que las ocupa.

La dificultad en es punto se presentará
al determinar cuando habrá de decirse y en-
tenderse abandonada la costumbre de ir
y volver en estos animales. El emperador
Justiniano, lejos de haber establecido una
regla terminante y satisfactoria cueste par-
ticular, usó de un círculo vicioso de pala-
bras que no pueden resolver la duda de
que vamos hablando. El emperador Labia
dicho que el dueño de los animales salvajes
conservaba su propiedad doñee animum re-r
verlendi habeaul, y estableciendo después la
regla para determinar cuando habría de con-
siderarse perdida la intención de volver
añadió Revertendi aulem animum eidenlur
desinere habere tune cum revertendi consue-
tudinem deseruerint. De manera que la con-
servación del animo se infiere por la con-
servación de la costumbre, y el abandono
del primero por el abandono de la segunda;
pero la conservación de la costumbre no se
determina por ninguna regla establecida por
la ley. Los comentadores del Derecho Ro-
mano, siguiendo su costumbre y su propó-
sito se  encargaron de llenar este vacío. Vía-
nlo dice, que la costumbre de ir y volver
en los animales debe estimarla el  juez por
las circunstancias. Otros quieren que la
costumbre de no volver baya de determinar-
se  por dos ó tres actos de intermisión , cuya
opinión es rechazada por el comua de los
autores, y otros, en fio , siguiendo la opi-
nión de Fab. , opinan que ]a costumbre de
que habla la ley. se verifica cuando el ani-
mal no vuelve á pesar de estar á la vista
de su  dueño ó de los familiares cuya com-
pañía solía apetecer, ó cuando se aleja de
la casa y de la población permaneciendo
huido algunos dias. Creemos en medio de
todas estas opiniones que no es  posible lijar

una regla absoluta y aplicable á todos los
casos, y adoptando la juiciosa sentencia de
Vinnio nos parece que la cuestión debe re-
solverla siempre el juez consideradas las
circunstancias que en cada caso particular
serán distintas. En cuanto á las abejas qne,
como hemos dicho, están sometidas á dispo-
siciones especiales, la ley 22  declara que el
dueño del enjambre huido no pierde su pro-
piedad hasta que vuelen tanto , que el due-
ño las pierda de vista ó se hayan alejado
tanto que no pudiera seguirlas ni  cojerlas

SECCION IV.

RESPONSABILIDAD EN QUE INCUBES EL DUEÑO DE

LOS ANIMALES POR LOS DAÑOS QUE OCASIONAN

EN LAS PERSONAS O BN LAS COSAS.

Es un principio de eterna justicia y de
necesaria aplicación en la sociedades civi-
les que el hombre no debe causar jamás per-
juicio á otro. Esta prohibición no solo le
obliga á abstenerse de ejecutar personal-
mente aquellos actos que pudieran inferirle,
sino á procurar que las personas que de  él
dependen y las cosas que le corresponden
no sean jamás causa, motivo ni instrumen-
to para que los demas esperimenten detri-
mento ó menoscabo en las suyas ó en sus
personas. Es por consiguiente responsable
en toda sociedad bien constituida , no solo
de los perjuicios debidos á sus hechos per-
sonales, sino de los que han originado
aquellas personas de cuyas faltas debe res-
ponder con arreglo á la ley, y de los que
ocasionen las cosas que estau en su poder
ó le pertenecen.

De la exacta aplicación de esta doctrina
se sigue el principio admitido, como ya se
ha dicho en todas las legislaciones, de que
el dueño del animal ó el que hace las veces
de tal, sirviéndose de él , es responsable de
lodos los daños que haya ocasionado , ora
sea en las cosas agenas, ora en las perso-
nas. El que esperimenta el daño por la ra-
zón y motivo de que se va hablando , debe
tener su acción espedila para reclamar del
dueño la conveniente reparación , á no ser
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dueño del animal es  responsable de los da-
ños causados por el mismo, fue adoptado
por todas tas legislaciones desde la antigua
de los romanos, fuente y maestra de ella*.
Ahora añadiremos que lo fue también por
la nuestra , y que subsiste como regla fun-
damental de la jurisprudencia en los térmi-
nos que espondremos muy en breve.

El emperador Jnstiniano al tratar de los
daños causados en las cosas agenas adoptó
el principio sin limitación alguna ; mas al
hablar de los daños causados en las perso-
nas no determinó la responsabilidad de los
dueños tan lata é indefinidamente. En el
1. ,  tít. 9 ,  lib. 4 de sus instit. dijo: Anima-
lium nomina qua ralione careni, ti qua las-
civia aut  pavero aul ferUale pauperiem fece-
rinl noxalis aelio lego duodecim tabularum
prodila et t . . .  «rf puta, ti cguus calcilrosus
calce percutiera, aut bos comu pelero solilus
cornu pelierit. »

Exigió por consiguiente el legislador co-
mo circunstancia necesaria para la respon-
sabilidad del dueño en este caso que el  ani-
mal hubiese dado alguna prueba de la ma-
la condición en virtud de la cual ejecutara
el daño, de donde se  infiere que si este fue-
ra cansado por un animal que constante-
mente hubiese dado muestras de su condi-
ción mansa y pacifica, el daño seria imputa-
ble considerándose como un accidente de
todo punto fortuito. Mas al hablar de los ani-
males que no sonde semejante índole y na-
turaleza sino que por su instinto tienen la
propensión de hacer daño, dió mas latitud á
la responsabilidad del dueño consignando
el principio de que esta es mas eficaz y di-
recta por el simple y mero hecho de te-
nerlos.

Eo el §. 3 del mismo títnlo y libro, dijo:
eCaterum scimdum esl adililio edicto prohi-
bcri nos canem, verterá, aprum, vrsum, leo-
nem ibi habere qua vulgo iter fit. El  si ad-
versas ca factum erit el nocilum libero Itomi-
ni esse dicatur quod bonnm el (equumjudici
videlur tanti dominas condemnetur : eatera-
rum vero rerum guaníi damnum dalum sil
dupli. En este caso no tenia lugar la acción
noxal: el du2ño estaba obligado á responder

que se haya debido á un accidente de todo
panto fortuito ó A un acontecimiento en que
el mismo perjudicado haya tenido alguna
culpa.

La justicia y la conveniencia de estos
principios no  puede desconocerse ni poner*
se  en duda siquiera : para esplicarlas dicen
los jurisconsultos que los animales mansos
ó domésticos pueden ejecutar el daño,
obrando de dos maneras distintas, secundum
nateram y centra naturam de la primera
cuando al obrar no han hecho otra cosa
que seguir su instinto y observar sus cos-
tumbres naturales ó adquiridas, como por
ejemplo cuando el buey, la vaca, el caballo
y las ovejas se introducen en el campo
ageno, y obedeciendo á su  instinto y á sus
hábitos , comen las yerbas y los pastos; y
de  la segunda, cuando obrando contra su
instinto y naturaleza, que los inclina A no
hacer daño á nadie, muerden, hieren ó de
cualquier otro modo maltratan á una per-
sona sin escitacion ni provocación de parle
dé  ella. En el primer caso,'añaden, hay una
razón evidentemente poderosa para imponer
la responsabilidad del daño al propietario
de  los animales porque él es quien en últi-
mo resultado ha venido á aprovecharse del
perjuicio inferido al dueño del campo; fuera
de que culpa tiene, y responsabilidad por
consiguiente, el que debiendo anticiparse
con su previsión á toda eventualidad los
deja en  disposición de que puedan ejecu-
tarlo. En el Segundo, la responsabilidad
que por el mero hecho de tener los anima-
les en su  poder, contrae implícitamente el
dueño de indemnizar los perjuicios que con
ocasión de ellos se originen, justifica la res-
ponsabilidad de que vamos hablando. Si se
trata de animales que no son de índole
mansa y doméstica, esa responsabilidad es
mas evidente y directa todavía porque es
mas directa y eficaz la obligación que con-
trae el que los tiene , fuera de que rara vez
sucederá que estos animales causen daño,
sino por efecto de alguna omisión ó falta
que cometan el dueño ó la persona encarga-
da de su cuidado y custodia.

Hemos dicho que el principio de que el
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de todo el daño según el prudente arbitrio
judicial.

El Fuero Juzgo se conformó con estos
principios estableciendo la responsabilidad
del dueño en uno y otro caso. La ley 12 ci-
tada en la parte legislativa decia «Si alguna
animalia ficier algún danno en poder de so
sennor de la animalia debe dar el animalia
por el danno ó facer la enmienda como
mandare el juez. En esta disposición se
contenian la acción noxal y la útil se-
gún las diversas circunstancias que he-
mos indicado. Cuando el animal era bra-
vo y propenso por su  naturaleza á hacer da-
flo, mátelo luego ante que faga mal, decía la
ley 16 del mismo til; y lib. é si lo sabe por
los vecinos quel difieren que es tal ó después
lo tosiere ó lo govemare é no lo quisier luego
malar é después matar algún home » /¡riere
faga ende enmienda al sennor cuerno manda
la ley del omezilio , añadiendo la ley que de-
bía pagar ciertas cantidades que va desig-
nando en cada uno de los casos que com-
prende determinados por la calidad de la
persona que hubiera sufrido el daño, esto
es  , si la persona es hombre de tal ó cual
edad, mujer, niño, etc .

La legislación de las Partidas consignó
terminantemente la responsabilidad de los
dueños de los animales por los daños cau-
sados en  las Cosas agenas , como en los
campos, sembrados, arbolado, etc. Vacas ó
ovejas , ó puercos ó algunos de los ganados ó
bestias que los ornes crian faciendo daño en
viña, ó en huerto, ó en mieses ó en prados ó
en otra cosa de alguno , si el daño fuere ma-
nifiesto ó lo pudiere probar aquel que lo reci-
bió deregelo facer emendar aquel tuyo es el
ganado que lo fizo é debe ser apreciado el da-
ño por omes buenos é sabidores é desque fuere
calado si aquel que guardaba el ganado ó el
señor de el lo metió y á sabiendas develo pe-
char doblado. E si por aventura, el non lo me-
tió y ,  mas  el ganado se furto, é entró y á fa-
cer el daño, sin sabiduría del que lo guarda-
ba entonce develo pechar sencillo ó desampa-
rar el ganado ó la bestia que lo fizo en lugar
fie la enmienda del daño (1). La única dis-

tinción que en el presente caso hacia la ley
citada nacia de  la culpabilidad ó inculpabi-
lidad del dueño de los animales. Si este los
metió d sabiendas debía satisfacer el daño
doblado; si este se causó sin culpa del mis-
mo dueño y por un accidente que no estu-
vo en su  mano evitar la reintegración debía
ser sencilla. Si el daño había sido causado
en las cosas por animales bravos de natu-
raleza, que el dueño no tuviese encerrados ó
en disposición de que no pudieran cometer-
l e ,  debia satisfacerle doblado sin distinción
de casos ni de circunstancias (1).

En cuanto á tos daños causados en las
personas distinguían las leyes de Partidas
entre los animales mansos y los bravos.
Cuando los primeros hacian el daño por su
maldad ó por costumbre mala que ayan co-
mo si siendo caballo ó cualquier otra bestia
de montar sin culpa de otro lanzase las coces,
la ley imponía la responsabilidad al dueño
y le obligaba á una de dos cosas, ó á resar-
cir eí daño ó á entregar el animal al que le
sufrió. Cuando el daño había sido causado
por animales bravos, como león, onza, leo-
pardo, oso, lobo, gineta, etc., respectode ios
cuales la ley imponía al dueño la obligación
de guardarlos é tenerlos encerrados de ma-
nera que non faga daño á ningún si el due-
ño no los tenia en esta disposición y por
esta razón causaban daño en la persona de
otro de manera que lo hiriesen ó maltra-
tasen, debia satisfacer aquel todos los gastos
de curación basta la completa realización
de esta ademas los menos cabos recibidos y
los intereses que hubiera dejado de perci-
bir. Si el herido moria de resultas de las
heridas debia pagar el dueño 260 mrs. de
oro, la mitad para los herederos del muerto
y la otra mitad para el fisco, y finalmente si
quedaba lisiado de algún miembro, dejaba
la reparación al prudente arbitrio del juez.

El Código penal ba consignado espresa-
menle la responsabilidad de los dueños de
los animales cuando se trata dedaños cau-
sados en las cosas, si bien no  establece los
diversos grados que comprendía la ley de

(i) Ley 33, Ul. y lib. cit.(1) Ley 14, lít. 15, parL 7-
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sados en las cosas; pero , ¿estará sujeto á
esa misma responsabilidad por los daños
causados en las personas? Indudablemente:
en punto á la obligación de indemnizar los
perjuicios causados por el animal, ora sea
en las cosas, ora en las personas, el Código
penal nada ha innovado ni podía innovar
por la razón anteriormente referida. La In-
demnización estaba impuesta por las leyes
civiles como consecuencia del abandono
unas veces, de la culpa en otras y siempre
de la obligación inherente á la cualidad de
propietario; y lo único que el Código pehal
ha hecho con relación á estos casos ha si-
do imponer las penas que ha conceptuado
oportunas en cada uno de ellos según su
gravedad y sus circunstancias. En todos los
casos, pues, de que hablan las jeyes de
Partida y nosotros hemos mencionado, ora
sea el animal manso, ora sea bravo, su  due-
ño estará sujeto á la responsabilidad ci-
vil que nazca de los daños ejecutados por
la bestia, y si bien no tendrá lugar la pena
del doblo, porque e l  código no la establece,
lo tendrá la indemnización de los daños y
perjuicios que la persona haya esperimen-
tado por medio de la acción civil que con-
cede el derecho para este efecto.

Pero ¿tendrá lugar en este mismo caso,
á saber, cuando el animal ba causado daño
en las personas la responsabilidad penal?
En el caso á que se refiere esta pregunta
creemos nosotros que pueden verificarse
varias hipótesis, diferentes gradaciones que
no deben resolverse del mismo modo. Si e l
animal era manso naturalmente y nunca ha-
bía dado muestras de su propensión á ha-
cer mal, no hay circunstancia ninguna que
pueda determinar la penalidad del dueño;
pero si el animal estaba viciado ó era de
mala índole, si en algunas ó en  muchas
ocasiones había dado muestras de ella ha-
biendo llegado á contraer la costumbre de
que habla la ley de Partida, y á pesar de
ello y conociendo todo esto el dueño no
adoptó las precauciones necesarias para
evitar que ejecutase el daño , creemos que
cuando menos habrá existido de parle de es-
te la imprudencia temeraria de que habla el

Partida* Ya ¡as penas del duplo que en sus
respectivos casos imponía este código se
bailaban en desuso mucho tiempo antes de
lá publicación de aquel; pero hoy deben
considerarse abolidas y lo están efectiva-
mente, porque como es  sabido, según el artí-
culo 494 hoy 497 dél mismo código no pue
den imponerse otras penas que las deter-
minadas espresamente en el mismo.

En su virtud el dueño de ganados que
¡entraren en heredad agena y causaren da-
llo que esceda de dos duros será castiga-
do coola multa que.espresa el articulo 477
en los diversos casos que comprende. El
dueño de  animales bravos ó feroces que
debiendo tenerlos encerrados y en disposi -
ción de  que no puedan hacer daño los de-
jare sueltos, y por esta causa cometieren
daño en el campo, árboles ó sembrados age-
nos, será castigado con la multa de medio
duro á cuatro, debiendo ademas satisfacer
en uno y otro caso la justa reparación del
perjuicio que hubieren originado.

Los artículos citados no hablan mas que
de los ganados que causasen daño en here-
dades agenas ó del dueño de animal feroz
y bravo que le dejase suelto y en disposi-
ción de hacer mal ; pero ¿existirá la misma
responsabilidad de parle del dueño cuando
el daño se hubiere causado, no eu las here-
dades sino en  cualquir otra cosa y no fuese
bravo ó feroz el animal que lo hubiese in-
ferido? Creemos que sí porque el código pe-
nal ni en  estos ni en otros artículos ha de-
jado sin efecto la responsabilidad civil im-
puesta por tes leyes de Partida en estos
casos; ni podía hacerlo toda vez que sus
disposiciones se  limitan á determinar la pe-
nalidad en  que habían de incurir los dueños
de los animales en los casos que espresa
como castigo de su imprudencia ó de su
abandono. La obligación legal de indemni-
zar dicho perjuicio subsiste en el caso pro-
puesto y .  se  hará efectiva por medio de la
acción civil que el derecho concede para es-
te objeto, la cual no debe confundirse en
ningún evento con la penal.

Lo espuesto basta aquí se refiere á la res-
ponsabilidad del dueño por los daños cau-

TOMO ni.
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artículo 469. La imprudencia nó es la inten-
ción, ni la resolución, ni la voluntad deli-
berada de cometer el daño; pero es la omi-
sión de la diligencia necesaria para dejar de
causarle, la cual constituye la culpa; es el
estado de la voluntad intermedio entre el
delito y la inculpabilidad, y eso es precisa-
mente lo que se verifica y concurre en el
dueño del animal que, reuniendo las condi-
ciones mencionadas, no adopta respecto de
él las precauciones debidas y conducentes
para evitar que el daño se  verifique. En ho-
ra buena que al hombre no se le castigue
por lo que no puede preveer una inteli-
gencia regular. ó una diligencia llevada á un
punto razonable; es sin embargo y será
siempre responsable ante la justicia y el
sentido común de aquellos males que pu-
diendo y debiendo proveerlos no loa ha pre
cavido.

Hemos dicho que en los casos cspucstos
habrá cuando menos de parte del dueño de
los animales imprudencia temeraria y que
en este concepto deberá imponérseles la
responsabilidad penal; pero cuando hay de
partede aquel malicia, cuando bay intención
decidida de causar el daño; cuando por
ejemplo el dueño del animal le suelta ó le
azuza y le ostiga- para que nauerda, hiera
ó maltrate, entonces el daño se debe á un
hecho directo, á la voluntad plena y delibe-
rada de causarle, y no hay culpa ni impru-
dencia, sino delito que uo  puede dejar de
sujetar al dueño del animal á una pena cor-
respondiente á él. La responsabilidad que
nace en  estos casos no es la responsabili-
dad ordinaria en  que incurren los dueños
de los animales por los daños que ellos oca-
sionan en el órden común. En estos casos
los animales son propiamente hablando el
instrumento de que el hombre se vale para
causarlos, como en otras ocasiones se vale
del palo , del arma ó do ía piedra; por con-
siguiente la responsabilidad debei ¿graduar-
se por los resultados del hecho, esto es.  por
las lesiones , por las heridas, por la impor-
tancia en fin y calidad de) daño , castigándo-
se por los artículos del código que dicen
relación á estos hechos.

El principio referente á la tesporoabífí-
dad civil ó sea á la  obligación de indemni-
zar los perjuicios causados por los anima-
les puede ofrecer alguna dificultad en su
aplicación cuando estos ó no se hallan ba-
jo la guarda, vigilancia y cuidado dé los
dueños, ó cuando han sido entregados á
otra persona en' alquiler ó usufructo ó bajó
cualquier otro concepto que haya conferido
su uso ó disfrute. En la hipótesis indicada
pueden verificarse diferentes casos que
conviene distinguir porque su  resolución
es también diversa. Si los animales han
causado e l  daño en la ocasión de que (a
guarda y cuidado de ellos estaba confiada á
un criado ó dependiente del dueño ó a cual -
quier otro que desempeñara semejante en-
cargo en nombre suyo, indudablemente la
responsabilidad pesará sobre dicho dueño,
no solo porque en principió lodos los hom-
bres responden del perjuicio ó daños que
las personas á quienes emplean ó confian la
ejecución de algún encargo causan en e l
desempeño de semejantes servicios, s ino  por-
que el articulo 48 del Código penal inquine
espresamente la responsabilidad civil,  aun-
que subsidiaria y en segundo término á los
amos y á las personas dedicadas á cual-
quier género de industria pontos delitos ó
faltas de sus criados ó dependientes en  e l
desempeño de su obligación ó servicio. Si e l
daño ha sido causado en la ocasión de  es-
tar los animales en poder del usufructuario
ó de otro que los tuviese en alquiler ó pa-
ra servirse de ellos en su propio nombre y
representación y no en la del dueño, cree -
mos que la responsabilidad debe pesar so-
bre aquel y no-sobre el segundo, porque la
responsabilidad de este  no podría apoyarse
en ningún principio legal y en ninguna con-
sideración de justicia. La responsabilidad
en la materia de que vamos hablando debe
fundarse y se funda en un hecho posit ivo
ó negativo ; es decir; en la acción ó en  la
omisión; en haber ejecutado un hecho i l í -
cito, ilegal ó imprudente que haya ocasio-
nado el perjuicio, ó en nohaber hecho lo  que
hubiera evitado semejantes consecuencias,
en cuyo caso , como se observa , hay una
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esta parte de nuestro artículo que cuando
el daño causado por los animales no es de-
bido á la mala índole ni á las inclinaciones
de ellos ni á descuido, faltas ó cualquier
otro hecho imputable de  su dueño ó de  las
personas que se sirven de  ellos sino á la
imprudencia ó culpa de  algún tercero ó de
la misma persona perjndicada que hubiera
estimulado ó instigado al animal, la respon-
sabilidad civil y penal recaerá sobre ellos
y no sobre el propietario. En este caso
existe una persona evidentemente culpable
que con sus hechos propios y de una ma-
nera directa ha dado lugar á que aquel se
verifique, y claro es  que  debe cesar la res-
ponsabilidad del dueño, que  se  funda en  una
culpabilidad presunta que no puede presu-
ponerse cuando hay culpabilidad real, efec-
tiva y directa.

En órd n á los daños que pueden esperi-
meular los dueños de los animales por los
alentados cometidos eu  ellos,  véase e l  ar-
ticulo donde se trata esta materia; B.iñoft.

A XIV BIES  ARIO.  Lo que suceda
cada año. En lo eclesiástico se  aplica á las
festividades ó sufragios anuales de libre
institución, ó fundadas por los fieles ; quod
fil pro dcfunctia, dice la Glosa, hablando de
los aniversarios por los finados, ««no reiw-
lulo ú dic morlis eoruin. En lo civil se  aplica
a las funciones ó solemnidades anuales por
algún acontecimiento notable, como sucede
entre nosotros, por ejemplo, respecto del 2
do mayo y de la publicación dé la  Constitu-
ción política de 1837. En el uso , y en un
sentido lato, la palabra aniversario se apl i -
ca también á fiestas, sufragios ó conmemo -
raciones que se verifican antes del período
de un año, y aun muchas veces dentro de
é l .  Así las tablas llamadas de aniversarios
que suele haber en muchas iglesias, y debia
haberlas en  todas, espresan todas las funda-
ciones y las cargas piadosas con que tiene
que cumplir el párroco, cabildo ó comuni-
dad, aunque el cumplimiento de ellas sea
mensual, semanal y aun diario. Hemos d i -
cho, aunque de paso, que las tablas de ani-
versarios debía haberlas en todas las ig le-
sias no solo por que ellas evitan e l  olvido

imputación personal que produce la obliga-
ción de reparar el  daño. Esta imputación per-
sonal ó sea la acción y la omisión que dan
lugar á ella , no pueden objetarse al dueño
en  el caso de que se  trata, porque e l  hecho
4 la omisión del usufructuario, del que tie-
ne  el ganado eu alquiler ó del que se  sirve
del mismo en su propio, nombre, no son he
chos personales de  aquel , ni en ellos ha
tenido la menor parte; son completamente
agenos y solo $u causante debe responder
de  las consecuencias á que den lugar

En otro caso podría suceder que hallán-
dose el propietario de  los animales á lar-
guísima  distancia del lugar donde por he-
chos personales del que se -servia de ellos
en  su propio nombre hubiera causado el
daño, vendría eso no obstante obligado á su
reparación, lo cual seria en estremo v io -
lento y contrario á todos ios principios de
la justicia, de la equidad y del buco senti-
do. En fin, la responsabilidad del Sueño por
los hechos agenos se comprende y justifica
cuando estos son debidos á personas sobre
las que el primero debe y puede ejercer la
vigilancia y el cuidado necesario para evi-
tar que el daño se verifique, y evidente es
que al  propietario no le es potestativo ejer-
cer vigilancia ni cuidado sobre los actos del
usufructuario ó de aquel que tiene los an i -
males en alquiler, porque estos no se  hallan
sometidos á ningún género de dependencia
de parte del dueño , ni existen entre ellos
otras relaciones que las derivadas inmedia-
ta y esencialmente del contrato celebrado.
Finalmente, en órden al usufructuario to -
davía milita la especial razón de que por lo
común el usufructo se  establece s in la inter-
vención del propietario, debiéndose á la vo-
luntad y á los actos de  una tercera perso-
na; de forma que ni aun el celo esquisilo y
el sumo cuidado que pudiera exigirse del
dueño en la elección de  las personas á quie-
nes concede el uso ó alquiler de los  anima-
les, puede alegarse con relación al  que goza
y tiene el usufructo por disposición de
aquel á quien anteriormente correspondía
la propiedad de aquellos.

Advertiremos por último para completar
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de obligaciones sagradas, sino también por-
que, como muchas veces sucede, sirven y
han servido las mismas para perpetuar la
memoria de derechos familiares, y son des -
de luego un repertorio fácil y cómodo de
ellos.

Como el aniversario en lo eclesiástico
lleva consigo lapreslacion ó gravamen que
asegura su cumplimiento aniversario, se to-
ma muchas veces por la misma prestación
ó gravamen, que por ser ademas de índole
perpétua, se  enumera en el lenguaje legal
con los gravámenes de este genéro , y por
tanto con los vínculos y mayorazgos, por
lo que en este punto nos referimos á dichos
artículos y á las leyes de vinculación y dcs-
vinculacion civil de que se hará mención
en ellos. Sobre el modo y la obligación de
cumplirlos deben verse también las leyes y
disposiciones de desamortización eclesiás-
tica.

Según el concilio de Trento, Sess.  25 de
ref. Cap 4,  cuando el número de sufragios
de los aniversarios es gravoso ó imposible
por la disminución ó bajas de las rentas y
emolumentos, pueden los obispos reducir-
los. En 4625 la congregación del Concilio
decidió lo contrario. A pesar de eso en Espa-
ña rige la disposición del Concilio, y los dio-
cesanos están en posesión de egercer ese
prudencial derecho.

Los canonistas suscitan la cuestión de sí
los emolumentos de los aniversarios en cor-
poraciones ó cabildos se han de computar
en las distribuciones de ínter prtvscnles , y
aun enumerarse entre los emolumentos de
una prebenda ó beneficio. La opinión ge-
neral está por la afirmativa en el primer ca-
so , y por la negativa en el segundo. En su
consecuencia el prebendado ausente por cau-
sa necesaria participa como los presentes,
y sobre todo ello hay varias declaraciones.
Si el Papa concediese permiso á un preben-
dado para no residir con opcion, como sue-
le suceder á todos los emolumentos y obser-
vaciones ordinarias y estraordinarias , el
ausente portal título no percibirá mas que
las que proceden de derecho común , único
en que puede disponer el Papa; pero no las

que se debiesen por la voluntad del hom-
bre, como si  un fundador dispusiese que las
rentas ó emolumentos hayan de distribuirse
únicamente ínter presentes. Debe tenerse
sin embargo en consideración que en estas
malcrías la ley suele ser 1 costumbre y*
práctica constante de cada cabildo.

ANONIMO. Palabra de origen grie-
go, y significa cosa sin nombre. En el dere-
cho tiene esta palabra dos aplicaciones prin-
cipales. üna es  á las sociedades ó compa-
ñías mercantiles, formadas por acciones y
dirigidas por mandatarios amovibles las
cuales son llamadas anónimas á causa de
que ningún socio da nombre á la sociedad.
V.

La otra aplicación principal de la palabra
anónimo es á los memoriales, esposictones,
cartas y cualquier género de documentos
sin nombre. En general el anónimo, como
el seudónimo, ó documento con nombre fal-
so, ó supuesto, se emplea para infamar, ca-
lumniar, herir á las personas, turbar la paz
de las familias, etc. En este sentido anóni-
mo equivale á libelo infamatorio. Véase este
articulo. Las leyes han tenido que venir mu-
chas veces en defensa de las personas y de
su reputación y tranquilidad contra la ten-
dencia infernal de los anónimos y libelos, y
han prohibido terminantemente se les ad -
mita enjuicio, estableciendo no produzcan
efecto alguno en él, ni en materias de jus -
ticia, ni de gracia. Deben verse sobre e s to
la ley 5, tít. 9, part. 7,: la 7 y 8. tlt. 33, lib.
42. Nov. Recop: la real cédula de 18 de  ju -
lio de 1766; y real órden de 21 de julio de
1826.

Prohibido justamente á los tribunales y
autoridades proceder por anónimos, ni aun
á verificar pesquisas, debe fijarse sin em-
bargo hasta qué punto deba llevarse esta
prohibición. V. acusAOiew. Noso ros cree-
mos infalible ysábia esta regla en el órden
judicial. Grande es en general la per -
versión de los anónimos; pero es cierto que
no siempre tienen por objeto el dañar. Mu-
chas veces avisan de un mal que debe ev i -
tarse: de un abuso que debe corregirse: de
la existencia de un cadáver, del cuerpo de
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lenguage común. Va generalmente asida
con las palabras cédula ó citación , y sirve
de fórmula para los emplazos ó llamamien-
tos de particulares ó de individuos de cor-
poraciones t hechos por estas ó por alguna
autoridad, con un dia de anticipación al en
que se ba de verificar el acto para'que se
cita.

ANTELACION. Lo mismo que de-
recho preferente por prioridad de tiempo, y
también por prioridad de llamamiento, como
sucedía en  las fundaciones de mayorazgos,
aunque esta cualidad se  espresaba mas fre-
cuente y casi técnicamente con la palabra
prefación. En lo canónico sirve en general
ai mismo fin la palabra latina anieferri t que
equivale también á preferir á uno respecto
de otro en el disfrute ó declaración de un
derecho , contrayéndose á la materia bene-
ficia!. La cláusula antean*» es  formularia en
las provisiones de beneficios , y equivale á
declarar el papa que el provisto debe ser
preferido á todos los demas, lo cual se en-
tiende sin embargo sin perjuicio de  tercero,
si este tuviere jue tn re ;  mas no asi si solo
tuviere jas ad  retn , como sucedería á un
mandatario, ó que solo tuviese el derecho
de eepectativa, y eso aun cuando ya hubie-
se  aceptado el beneficio. Tampoco la cláu-
sula anteferri produce su  efecto cuando con-
curre con gracias mas favorables, como por-
ejemplo las perpétuas respecto de  las tem-
porales. Cláusula anteferri, es la regla , ap-
pasita tn aova propisione non estendü vim
suam nisi Cfd qraliat tibí símiles ; non auietn
ad  majores. Conforme á este principio , si
el Papá hubiese mandado ya la unión de
dos beneficios , no produciría su efecto te
provisión especia! con la cláusula de antefer-
ri  que hiciese posteriormente de  alguno da
ellos. Cap. quamvis, deprabend.

Como este género de provisiones que so-
breviene á otras , ó á derechos anteriores,
son en cierto modo perturbatorias, el buen
sentido ha limitado su uso;  ha limitado
también su estension, como hemos visto
en las reglas que preceden : algunas nacio-
nes las han resistido de todo punto , como
te Francia por el  articulo 53 de las que se

un delito en parage desconocido. Es inda*
dable que en estos casos puede y debe pro*
cederse por anónimos no contra personas,
ai respecto de las cosas, aunque de lo que
apareciese en cuanto á estas, baya que pro-
ceder luego contra aquellas.

Debe distinguirse también entre la esfe-
ra judicial y la gubernativa. Hay en cuanto
i los anónimos una sentencia vulgar, que
puede muy bien admitirse como regla prác-
tica en la esfera gubernativa, y es, hablan-
do del anónimo, que ni  creerlo, n i  despreciar-
lo. Todo revela la obra de la prudencia. Es-
tay  no una regla general inflexible, es la
que ha de apreciar en cada caso el valor y
tendencia del anónimo. Diremos que en el
órden judicial, lo propio queenel guberna-
tivo, nunca debe procederse contra persa*
ñas por anónimos , pero que respecto de
cosas, alguna vez puede y debe procederse
á las prudentes indagaciones en el sentido
que dejamos indicado. Bn el alto gobierno
Recientemente se  piden informes por la
vía reservada acerca de la aptitud, morali-
dad ó comportamiento de los funcionarios,
en virtud de anónimos, y no pocas veces la
justicia y la conveniencia se  han hallado en
al caso inevitable de aplicar el oportuno re*
medio á males y abusos, hasta allí desco-
nocidos y ni aun sospechados.

AI  T APOCA : la obligación escrita,
vale ó pagaré que firma el deudor por lo
que recibe á préstamo, ó de otro modo.

ANTEDATA. La anticipación de la
fecha, lo cual si  es  con malicia ó perjuicio
de tercero es nn hecho panifile que sujeto
á responsabilidad, por falsedad, estafa,
abuso de confianza ó otro delito análogo,
según los casos. Los artículos 1010 y <011
del Código de Comercio declaran ser cóm-
plices en  las quiebras fraudulentas, los que
de acuerdo con el quebrado adelantan la
naturaleza ó fecha del  crédito pan favore-
cer el derecho de algún acreedor, aun cuan-
do el fraude se verificase antes de la decla-
ración de quiebra. V. AvrEaacioM,
�BBA», �oaesma.

ANTE-fHEM. Es una de las espre-
gones latinas que están admitidas en el
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llaman sus libertades. Luis el XI también
publicó un edicto en 1464 encaminado á
prohibir su uso y cumplimiento. En Espa-
fia están abolidos por medios mas legales
y pacíficos, según lo están las futuras, expec-
tativas, afecciones, etc.  , por solemnes con-
cordatos como el de 1753.

ANTE MI.  Fórmula práctica adopta-
da  en el foro para la firma de  los escriba-
nos públicos ante quienes pasan ciertos ac-
tos; de la preposición ante ,  tomada en una
de sus dos acepciones que determínala eje-
cución de algún acto en presencia de  otra
ú otras personas, y el pronombre yo. Asi,
decimos, actuarse un proceso por ante tal
escribano, y otorgarse un instrumento pú-
blico, ante tal otro. En su  consecuencia usan
los escribanos esa fórmula e i f l a  ante firma
de ciertas actuaciones judiciales, y de  las
escritoras públicas, para espresar que aque-
llas y el otorgamiento de estas  se han veri-
ficado á su presencia.

Esta fórmula trae origen del testo de va-
rias leyes de las Partidas. La 2 ,  tít. 19, de
la 3 ,  dice, hablando de los escribanos «que
sepan bien tomar las razones ó las posturas
que  los hombres pusieren entre s i ,  ante ellos»
La 9 del mismo tít. y Partida, ordena «que
tengan un libro registro en el  cual escriban
las notas de todas las cartas, en  la manera
que las partes que se las mandan hacer,
acordaren ante ellos» La 54,  tít. 8 ,  de la
Partida citada, espresa la fórmula que deben
usar para autorizar las escrituras públicas,
después del signo, á saber: «YoF.,  escriba-
no de. . .  estaba delante cuando los que  son
escritos en esta carta, ficieron el pleito, ó
la postura , ó la vendida etc.» Por último:
las leyes 56, 63  y 64, del título y partida
referidos, después de formular las escrituras
de venta, contienen las palabras siguientes;
la 1 . *  «el cual precio fué pagado al vendedor
sobre dicho, ante m i  F.,  escribano público»:
la 2 .a «el cual precio fué dado é pagado por
mano del comprador, ante m i  el escribano
público;» y Ja3.a «cuyos maravedises contó,
é dio al vendedor, ante  m i  el  escribano pú-
blico.» De manera que estas leyes prescri-
ben á los escribanos y notarios como circuns-

tancia do los instrumentos públicos que so
otorguen ante ellos, la espresion terminante
de haberse verificado los actos á su presen-
cia en la forma que de  ellos consta; y decon-
siguiente puede decirse que es un requisito
legal en  lodos los que autoricen. V. Escai-
TVRAS PIBLICAS,

En cuanto á las actuaciones judiciales en
que haya de hacerse uso deesa  fórmula por
los escribanos, nos referimos á los artículos
á que corresponde. V.  amaso», j c i -
CIO».

ANTICIPACION,  ANTI-
CIPO.  Estas palabras que en  el uso co-
mún significan el acto de ejecutar alguna
cosa antes del tiempo regular ó señalado,
en el lenguage rentístico espresan las con-
tribuciones estraordinarias que en las ur-
gencias del Estado imponen los gobiernos
á ciertas clases de  contribuyentes , á cuenta
de las contribuciones ordinarias , futuras ó
recmbolsablcs del produelo de ellas ó de
otras reutas en  la forma y plazos que se  de-
termina. Anticipo se llamó á la contribución
eslraordinaria de 200 millones , decretada
el 30 de agosto de 1836,  para atender á los
gastos de la guerra, y también á la de 100
millones, decretada el 21 de junio de 1848,
para ocurrir á la crisis del banco Español
de san Fernando producida por el despre-
cio de los billetes. Asi mismo se espresa
con estas palabras los adelantos que sue-
len hacer al gobierno algunos particulares
á virtud de contratos que celebran con ellos.
Este sistema ha sido justamente reprobado
por gravoso y perjudicial al Estado.

ANTICRESIS.  El contrato por el
oual consiente el deudor que una finca de
su.  propiedad pase á poder del acreedor para
que perciba los frutos de ella en compensa-
ción de los intereses del dinero prestado,
hasta que se le haga pago de el .  Es  pa-
labra griega que significa goce ó uso con-
trario , y se aplica con exactitud á este con-
trato por cuanto el acreedor y e l  deudor
usan y se aprovechan recíprocamente de  la
cosa que cada uno entrega.

Por la definición que acabamos de dar
puede inferirse, que el anticresis es  un con
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I falo real que no se perfecciona , sino por
la tradición de la cosa que pasa á poder del
acreedor para percibir los frutos de ella, y
que su objeto no es precisamente asegurar
el pago de la deuda sino facilitar el cobro de
los intereses, ó realizarle con la percepción
de  los frutos.

El añlicresis consiste esencialmente en la
cesión de ellos y el carácter propio y espe-
cial de este contrato que lo distingue de los
demas, está en la facultad que trasmite de
percibir los productos de la finca entregada
al acreedor.

Por esta consideración se comprende á
primera Tista la diferencia que hay entre
el añlicresis y la prenda ó la hipoteca, la
cesión de acciones , el pacto comisorio y
algunos otros contratos semejantes. La
prenda se constituye sobre cosas muebles
adquiriendo por ella el acreedor un derecho
real para perseguirlas y hacerse pagar con
su producto el importe del crédito, lo cual
no se verifica en el añlicresis que nuda de-
recho sino para perebir los frutos de la
cusa raíz , imputándolos en cuenta de los
intereses. Se diferencia también de la hipo-
teca en cuanto por esta no pasa la posesión
de  tas cosas en que consiste al acreedor,
mientras que en el añlicresis es de esencia
como hemos dicho la tradición de ella para
que se veritique el fin especial del contrato.
Difiere asi mismo de la cesión, porque este
acto autoriza á ios acreedores á vender los
bienes y á reintegrarse con los frutos y el
capital cuando el primero no autoriza al
acreedor para realizar semejante venta. En
fin , el pacto comisorio envuelve la facul-
tad de que no pagando el deudor en el dia
estipulado pueda el acreedor disponer de la
cosa hipotecada sin que en ella quede á este
ningún derecho , lo cual no se  verifica en el
añlicresis.

Las condiciones esenciales de este con-
trato y aun puede decirse que su verda-
dera fisonomía, «ocstán determinadas en las
leyes ni en las doctrinas de los comentado-
res. Hasta cu su definición hay notable di-
vergencia entre los pocos escritores que se
ocupan de él. Hay quien crea que el carác-

ter distintivo del contrato anticrético con-
siste en el abandono completo y absoluto
de los frutos de la cosa por parte del deu-
dor, para que el acreedor los baga suyos
en compensación de los intereses, pero sin
tener en cuenta la proporción regular entre
aquellos y estos ; mientras otros creen que
no es de esencia del contrato ese abandono
total de los frutos , sino la cesión de ellos
en la parte suficiente para compensar el in-
terés legal del dinero prestado. Nosotros
creemos que deben distinguirse los tiempos
y las épocas para fijar con alguna exactitud
las ideas y las doctrinas en una materia en
que hay que caminar a ciegas toda vez que
carecemos de leyes que se ocupen directa-
mente de ella.

Empezando por la época mas antigua, di-
remos que la legislación romana conoció el
añlicresis introducido en aquella nación,
según afirman algunos comentadores por la
costumbre, tomada sin duda de los griegos.
No están aquellos enteramente de acuerdo
cu punto al carácter distintivo del aulicre-
sis,  pero lo mas seguro e s ,  que entre los
romanos el contrato consistía en la cesión
absoluta de todos los frutos toda vez que
no era otra cosa sino una especie de garan-
tía que daba el deudor á su acreedor ce-
diéndole al mismo tiempo el usufructo de
la cosa inmueble en que aquella consistía,
llcincccioen sus Pandectas y otros comen-
tadores sostienen que cuando no había pro-
porción entre los frutos de la linca dada en
auticresis y los intereses del dinero recibi-
do escediendo los primeros notoriamente
del importe de los segundos, el esccso de-
bía imputarse en el capital, considerándose
como pago parcial de este. Pero otros juris-
consultos combaten esta opinión demostran-
do que no era admisible eu ningún caso la
imputación del esceso en el capital y esto
parece mas verosímil ó seguro en primer
lugar, porque como hemos vislo, la e t i -
mología misma de la palabra añlicresis, lle-
va consigo la compensación entre los frutos
y los intereses y el uso absoluto aunquccon-
trariodel dinero, y de la finca, y en segun-
do ,  porque en aquella legislación enconlra-
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trios nd pocas disposiciones dirigidas & fa-
vorecer la condición de los deudores anti-
eré ticos, de lo cual no hubiera habido ne-
cesidad si la Índole particular del contrato
rechazara la aplicación absoluta y omnímo-
da de los frutos al «creedor y autorizara al
deudor para pedir que el esceso de estos
sobre los intereses lejilimos se  imputara fttí
el capital Lo que si es  cierto es  , que como
en Roma los prestamistas llegaron á abusar
escandalosamente de la usura , y fué nece-
sario adoptar disposiciones muy enérgicas
y severas contra Id» logreros . el contráte
anti crético que se prestaba tan cómodamen-
te para paliar las usuras mas exorbitantes,
no estuvo jamás en boga y mereció siempre
la animadversión y la censura de los juris-
consultos y de los hombres de buena fé,
hasta que convencido el emperador Justi-
nianode los inconvenientes que llevaban
consigo esa clase de convenciones prohibió
espresamente á los acreedores que pudie-
ran tomar á titulo de anlicresis las fincas
rústicas de los labradores.

El derecho canónico no autorizaba nin-
gún interés por razón del mútuo: era por
tanto consiguiente que condenara e'l anti-
cresis ora se pactase que el acreedor debiera
percibir todos los frutos de la finca, ora se
estableciese alguna proporción entre los fru-
tos y los intereses. Asi se  lee en el capí-
tulo 4 , título 49 ,  libro 5 ,  DecreL Greg-
Usura etl lucrifaen reí pignora...... Et
si quis, dispone el Canon ; alicujus posse*-
sionem data pecunia sub hac specie (vel con-
dique'] ptgnus acceperil, s i  sorlem suam
deduoiis expensis de fruclibus jam pereepit
absoluto possessionem restiluat debitari.

Ademas el derecho canónico considera-
ba el anticresis bajo el mismo punto de vis.
la que la legislación romana , es decir , co-
mo un pacto en virtud del cual se daba en
hipoteca una cosa raíz con la condición de
que el acreedor debería hacer suyos los fru-
tos en compensación de los intereses del di-
nero; y bajo este concepto, decian los cano-
nistas , con razón se condena el contrato
auticrético que vicia y desnaturaliza el de
hipoteca, por cuanto esta solo se da al acre-

edor para su seguridad y garantía, no para
percibir los frutes que pertenecen esclusl-
vamente al duefio , en virtud de la natura-
leza misma del contrato.

Mas adelante el rigor del derecho canóni-
co empezó á modificarse , y se autorizó co-
mo es sabido , á los acreedores para perci-
bir algún interés ó Usura, no per el mútuo,
sino habida consideración al dallo que se
les irrogaba por causa del préstamo ó ai
lucro que dejaban de percibir. Desde enton-
ces pudo y debió ser lícito á ios prestamis-
tas percibir alguna paite dolos frutos en
compensación del dafio emergente ó deí lu -
cro cesante, porque no seria justo que auto-
rizándoseles para llevar un interés módico-
en dinero por los conceptos expresados no
pudieran percibir ese mismo interés en los
frutos de una finca, siendo el resultado
idéntico para el acreedor y el deudor en uno
y otro caso. El derecho canónico reprueba,
pues, y no podia dejar de condenar el cod-
trate anticrélico cuando lleva en sí la cesión
absoluta de los frutos sin guardar relación
ni proporción alguna con la cuantía de los
intereses legítimos correspondientes al ca-
pital prestado.

Nuestras leyes no se  han ocupado del
contrato auticrético , ni para condenarle ni
para sancionarle, y no encontramos una so-
la en la cual se dé idea de la naturaleza , ni
de las condiciones de  semejante estipula-
ción. Nuestra jurisprudencia, sin embargo,
la admite y de ella se ocupan algunos escri-
tores sosteniendo su validez y legitimidad.
Nosotros diremos que hay contrato anticré-
tica siempre que se pacta que el acreedor'
ha de percibir en frutes los i a teceses cor-i
respondientes al dinero prestado; esta cir-
cunstancia es precisamente laque constitu-
ye, como ya se ha dicho, el fondo ó esen-
cia de este contrato; pero si no se determi-
na la cantidad de los frutos que ha de per-
cibir el acreedor en compensación de los in-
tereses, ó si se estipula espresamente qué
los hade percibir todos, ésten ó no en pro-
porción de los interesas, creemos que el con-
trate anticrético en cualquiera de estos dos
casos se  sostendrá únicamente en cnanto al-

Enciclopedia española de derecho y administración



ANTICltáSlS. 33
cuales evidentemente no  hablan del anticré-
sis. La  cuestión de que se trata debe resol-
versé por los principios que lá legislación
establezca en  materia de Usura: la legisla-
ción que pone tasé al interés dél dinero no
podría sin contradecir su  sistema en una
parte muy importante y esencial permitir
que con otro nombre y á la sombra de  una
falaz combinación se eligiera Un interés in-
definido y exorbitante en frutos.

Pero si el anticrésis en  él sentido es-
puesto no puede dejar de  ser un  contrato
lícito y permitido, su Uso es muy poco
frecuente tanto e i í ,  nuestro pais como en
las demas naciones. La  razón es tan obvia
como sencilla. Si se trata de  establecer
con esta convención una garantía á fa-
vor del acreedor, indudablemente es prefe-
rible A ella la hipoteca como seguridad mas
sólida y de resultados mas eficaces ; y si se
recurre á este mismo contrato como medio
de pago O reintegro estipulando que el es-
caso de los frutos sobre el importe de  los
intereses legítimos se impute en cuenta del
capital, ofrece menos ventajas al acreedor
que la venta á retro. Por eso en  la prácti-
ca  ó exige el acreedor de  su deudor el pa-
go  de  los intereses y la hipoteca que le ase-
gure el  capital, ó procura conseguir una ven-
ta de  aquella especie, que suele ser equi-
valente al  contrato anticrélico considerado
bajo la  base usuraria, ilegal é injusta que
admitieron los romanos.

A pesar del poco uso que actualmente se
hace de esta convención, no  podemos prescin-
dir de indicar, siquiera sea brevemente, los
principios jurídicos que deben aplicarse en
la resolución de algunas cuestiones á que
puede dar lugar en los tribunales.

Ya  hemos dicho que este contrato como
puede celebrarse en  la actualidad no  da  de-
recho mas que para percibir los frutos de
]a finca en la parte proporcional al importe
de  los intereses legítimos. De  aquí se sigue
que el  acreedor anticresisla por efecto de
este contrato solamente no adquiere ningún
derecho real sobre las cosas n i  aun el de
hipoteca,  y que los demas acreedores de
deudor pueden perseguirlas dirigiendo con-

tftnée esta proporción y no  fuero dé ella, y
que por lo  mismo el acreedor no podrá ha*
cer suyos sino la párle de  frutos que baste
á cubrir él  interés legal del dinero, sléndó
permitido ál deudor reclamar él esceso ó
exigir que se impute en  el pago dél  capital;
Bajo este punto de vista es comd puede con-
siderarse hoy y admitirse él Contrito de que
vamos hablando; y bajo del  mismo le admi-
ten y consideran lás legislaciones estran-
jeras. El  artículo 2086 del código francés
establece esta convención esprésathedte
disponiendo al propio tiempo que el acrée-
dor no  adquiere por él contraté anlitré-
tico mas que la facultad de percibir los fru-
tos de  la finca con la obligación de impu-
tarlos anualmente en cuenta de  los intere-
ses si se le debieran satisfacer y el sobran-
te en  la del capital ó crédito.

Considerado asi el  anltcrésls nada tie-
ne  de ilícito ní  , dé contrario á las buenas
costumbres y a la  justicia. En  la esfera del
derecho natural la razón y lá conciencia no
pueden condenar que un  hombre que ha
prestado su dinero por favorecer á otro
y que tiene derecho á percibir una remu-
neración razonable en  la misma especie la
perciba en  frutos. En  el terreno de la justi-
cia no  püéde darse ana compensación mas
conforme al órden de las cosas y tal veí
mas beneficiosa al  deudor que satisface los
intereses. Pero considerado como una ce-
sión absoluta de todos los frutos á fátor
del acreedor sin guardar relación ni  propor-
ción alguna con los intereses no  puede dar-
se nn  contrato mas ocasionado á la usura
ni que mayores perjuicios pueda irrogar á
aquellos que por sus circunstancias espe-
ciales se ven en  la precisión de aceptar
cualquier linaje de condiciones, por duras
y aflictivas que sean, para hacer frente á lá
necesidad y al  apuro de una situación criti-
ca  y difícil.

Paréennos por consecuencia dé lo es-
puesto muy ociosa lá cuestión que suscitan
algunos escritores relativa á si nuestras
leyes tolerad ó condenan este contrato , y
mas ocioso todavía entrar en  el  exámen de
las leyes que se citan á este propósito, las

TOMO ui.
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ANTICRESIS.54
ira ellas las reclamaciones que sean pro-
cedentes. Síguese también que el acreedor,
no puede considerarse dueño de la finca da-
da en anticrésis por el hecho solo de no ha-
berse pagado la deuda al tiempo convenido.
La legislación francesa ha previsto este ca-
so y lo resuelve espresamente en los térmi-
nos indicados, añadiendo, como lo dispone
igualmente la ley de Partida, que todo
pacto celebrado en sentido contrario debe
considerarse nulo y como no puesto.

¿Podrá dudarse si el acreedor anlicresista
tendrá derecho á percibir los frutos de la
finca á pesar de las reclamaciones de otros
acreedores que recibieron posteriormente
esa misma finca en hipoteca? ¿ Podrá ven*
derse por ejemplo esta finca á instancia de
estos acreedores? ¿podrá adjudicárseles en
perjuicio del derecho que asiste al acreedor
anticrélico para percibir los frutos? La
cuestión no parece dudosa por cuanto el
anticrésis no confiere al acreedor mas que
la facultad de percibir los frutos sin adqui-
rir sobre la cosa ningún derecho real, pri-
vilegio ni preferencia; por consiguiente, esa
facultad no puede desvirtuar los derechos
que da la hipoteca á los acreedores que la
han estipulado y contraído legítimamente.

El derecho correspondiente al acreedor
anticresisla ni le autoriza á disfrutar la fin-
ca ,  sino en términos regulares ó según
suele decirse en el derecho como un buen
padre de familias. Si la abandona ó s i  por
causa del mal cultivo se  deteriora y me-
noscaba está obligado á resarcir los perjui-
cios originados al deudor propietario de
ella.

Pudiera dudarse, no mediando estipula-
ción espresa, s i  es  el acreedor quien dehe
satisfacer las contribuciones y demas cargas
de la fincad si deben pesar sobre el deudor.
La opinión mas general y la mas razonable
es que dichos gastos debe satisfacerlos el
primero como poseedor de la finca descon-
tándolos de los productos de ella. Así lo es-
tablece el código francés, añadiendo que el
acreedor debe también proveer á la conser-
vación y mejoras útiles y necesarias de la
finca, siendo responsable en otro caso de

los daños y perjuicios que por su  omisión
ocasionare.

Cuando el anticrésis se  ha establecido por
un número de años determinado con la con-
dición de que el acreedor ha de percibir to-
dos los frutos porque se  estima y gradúa su
importancia equivalente á la de los intereses
legitimes y al de las espensas, el deudor lie* .
nc la facultad de reintegrar al acreedor an-
tes del plazo convenido volviendo á su po-
der la finca. Esta proposición no ofrece di-
ficultad ninguna cuando los productos de
ella son ciertos y constantes todos ios años
como sneederia tratándose de una finca ar-
rendada por uná cantidad fija. Pero si los
rendimientos son eventuales en su existen-
cia y en su  cuantía como sucedería tratán-
dose de un campo ó de otro fundo de pro-
ducción insegura, cuya circunstancia hubie-
re entrado en el cálculo de los contratantes
para establecer cierta compensación entre
los años malos y los buenos, fijando para ello
un período dado: parécenos que cuando me-
nos la equidad exigiría que no se permitiera
al deudor usar de aquella facultad por cuan-
to debería suponerse que el plazo se había
estipulado en favor del acreedor y que la
rescisión anticipada desvirtuaba esta consi-
deración tan justa, á no ser que el deudor
en este caso se allanase á indemnizar a su
acreedor del perjuicio que pudiera causar-
le el pago verificado antes del tiempo con-
venido.

Concluiremos nuestro trabajo diciendo
que de este contrato nacen las mismas dos
acciones que produce el deprenda ó hipote-
ca; una en favor del deudor para recobrar
la cosa después del pago de la deuda ó pa-
ra exigir del acreedor la conveniente in-
demnización s i  se ha deteriorado otra en
favor del acreedor para reclamar ó exigir
la entrega de la misma finca y la indemni-
zación de los gastos ocasionados sí los pro-
ductos no bastasen para sufragará ellos.

AATICUADO. Se aplica lo mismo
en jl  de derecho, que en el lenguage co-
mún, á la voz, práctica, ó disposición que
por antigua ha dejado de estar en uso. Hay
diferencia entre anticuado y antiguo, y es
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que te primero escluye el uso, lo segundo
agrega al uso mayor antigüedad, lo cual
siempre proviene de la sanción del tiempo.

ANTIGÜEDAD. En el derecho y
en la administración es una cualidad que
equivale i prioridad de tiempo entre los fun
cionarios públicos, y á la cual van anejas
singulares prerogalivas, como la de presi-
dir subsidiariamente á una corporación, etc.
La aplicación de este principio es universa!,
alcanza á todas las clases de la administra-
ción del Estado: en todas es  regla general
que subsidiariamente y hasta que el go-
bierno provee en vacantes, ausencias y en -
fermedades, si especialmente no está pre-
venido lo contrario, preside el mas antiguo.
Las especialidades de esta teoría han de
verse en  los artículos particulares de cada
clase.

ANTIGÜEDADES. Se comprende
en esta locución genérica todo lo que lleva
en s i  la sanción del tiempo, y puede servir
de  enseñanza, ó de recuerdo á la posteridad
como muros y otras obras de arquitectura,
esculturas , pinturas, escritos, medallas y
todo género j en fia, de monumentos. La
antigüedad fué en general bien poco avara
de  conservar los testimonios materiales de
los hechos. La barbarie ha sido aun mas
destructora que lué descuidada la an-
tigüedad. La moderna civilización ha hecho
y hace trabajos, y no del lodo inútiles es -
fuerzos, por reparar el daño de las dos.

De aquí el establecimiento de corporacio-
nes científicas y facultativas, como las aca-
demias de la historia, de arqueología, etc.:
y estaba encargado á los antiguos corregi-
dores y alcaldes mayores que procurasen la
reparación y conservación de los muros y
monumentos públicos. Honrosas son bajo
este punto de vista para nuestros monarcas
y sus gobiernos la ley 3, tít. 2 ,  lib. 8 de la
Novísima Recopilación y la rea! órden de 19
de setiembre de 1827, que recapitulan las
muchas y muy especiales adoptadas anterior-
mente, con el fin importante del descubri-
miento y conservación de antigüedades. El
mismo objeto tuvo la real órden de 28  de
abril de 1837, prohibiendo eslraer del reino
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pinturas y otros objetos antiguos: y la crea-
ción por último de las comisiones científi-
cas y artísticas creadas en cada provincia
para la reunión y conservación de pinturas,
esculturas, escritos y demas objetos y his-
tóricos y preciosos de los conventos supri-
midos, de donde después han resultado
museos y bibliotecas provinciales, aunque
no tantas ni tan ricas como pudieran ha-
berlo sido.

Hemos aplicado la denominación de ant i -
güedades á todo lo que viniendo de tiempos
remotos sirve de enseñanza, ó de recuerdo,
y en este sentido autores eminentes se han
dedicado A escribir las antigüedades de
derecho: así es como se ha mandado en al-
gunos planes de estudios, y nunca se  re-
comendará bastante bien este importante
estudio: y así es como, en fin, la jurispru-
dencia romana tiene aceptada y deben acep-
tarla todas las jurisprudencias: antiquilalis
nihil  pénilus ignorare licet.

ANTILLAS. Forman estas islas el
archipiélago mas considerable del mar
Atlántico, en figura de arco circular, situa-
do entre las dos Américas, septentrional y
meridional.

Se dividen en grandes y pequeñas Anti-
llas, pudiéndoseles unir las Lucayas, que
con ellas presentan una línea seguida de
tierras, separadas entre sí por brazos de
mar, cuya anchura generalmente es menor
que la longitud de las islas. El Océano
Atlántico ecuatorial se comunica por estos
canales con el mar de las pequeñas Antillas,
llamadas también Caraibas.

Cuatro son las grandes Antillas , Cuba,
la Jamaica, Haiti y Puerto-Rico, de las
cuales la primera y la cuarta pertenecen a
España , la Jamaica á la Gran Bretaña, y
Haití, conocido también por Santo Domin-
go ,  es  desde fines del último siglo, pueblo
independiente, habiéndose emancipado de
los gobiernos español y francés, que se d i -
vidían antes su dominio.

Sin duda se dió á oslas islas el nombre de
antillas por su posición delante del conli -
nenie americano, derivándolo de las dos vo-
ces latinas ante insidie, aun cuando ya se las

Lorenzo Arrazola



ANTINOMIA.36
llamaba así en un tiempo en que se igno-
raba que existía otro continente al  Oeste del
antiguo mundo. Los mapas anteriores al
descubrimiento de la América, aplicaban la
designación de Anlilla á una tierra situada
al  Oeste de las Azores, y se creyó que las
Antillas eran él  país llamado Anlilia por los
primeros que á é l  arribaron. Pero el primer
nombre que Colon puso á las dos primeras
islas que descubrió, fue á Santo Domingo
la Española, y á Cuba la Isabela.

Espafta solo conserva en el vasto archi-
piélago que un  dia fué suyo, Cuba, Puerto-
Rico y la isla Margarita. La  mayor parte de
las Antillas se bailan actualmente sometidas
á la Inglaterra, y otras dependen de Fran-
cia y Dinamarca.

Para conocer el régimen económico ad-
ministrativo y judiéial, y todo cuanto ade-
mas nos ha  parecido conveniente decir so-
bre estas islas y demas posesiones ultra-
marinas, pueden consultarse ios artículos
oeMmaa, iivmias.

ANTINOMIA. La  contradicciónreal
ó aparente de dos ó mas leyes entre sí,
puesto que anli es una preposición griega;
que significa siempre oposición, ó contra-
riedad, y nonuM, voz griega también que
significa ley.' Si la antinomia es real y efec-
tiva, y las leyes en que resulte son de di-
versas épocas, debe estarse siempre á la
posterior. Si fuesen simultáneas, pues que
no debe suponerse que el legislador quiso,
ni pudo contradecirse á sabiendas, debe la
jurisprudencia conciliar su sentido. Si no
fuese posible, si la práctica, la convenien-
cia ó el buen sentido lo resistiesen, debe
recurrirse al legislador. Por estension se
llama también antinomia la contradicción
que resulta, ó parece resultar entre cláusu-
las de una misma ley ó disposición. La  re -
gla es, interpretarlas siempre de un  modo
que tenga efecto el fin principal y conocido
del legislador , como se practica y hemos
asentado respecto de la ambigüedad y os-
curidad de escrituras y documentos priva-
dos. Si eso no fuese posible, si la jurispru-
dencia no facilita tampoco solución, es ine-
vitable el recurso al legislador, y asi lo

previenen varias disposiciones , prescribien-
do también el modo con que debe veri-?
ficarse,

ANT1-PAP A:  el que se dice papa
aunque su elección sea reconocida como
ilegítima: es en general un  jefe de un bando
ó parcialidad, que causa cisma en la  Igle-
sia- Se cuentan 28  anti-papas, habiendo sido
el primero Novaciano en e l  tercer siglo, y
Amadeo, duque de Saboya el último en  el
siglo XV  bajo el nombre de Eelix V.  Los
publicistas proponen Ips medios siguientes
para hacer cesar esta grave calamidad de
la Iglesia: 1 Convocación de un concilio
general: 2 .Q Que los contendientes com-
prometan su derecho en arbitrios : 3 .9  Que
todos cedan y se apele á nueva elección;
4?  Que se recurra á la fuerza para com-
pelerlos á ceder : § ° Que convengan entre
sí los contendientes en  esperar unos á que
muera el que hubiese de considerarse como
papa legítimo: fi.° Que todos cometen ó
deleguen laque llaman su autoridad, ó fa-
cultades en uno de ellos , y que este por
tanto ciña la tiara como legítimo y único.

Fácilmente se comprende que algunos de
estos medios soná propósito , mas bien que
para legitimar, para falsear una elección de
pontífice, que entonces es legítima cuando
se ha verificado por los medios y formas
establecidas por la  Iglesia. Tal es, sin em-
bargo, la índole de un cisma, de esta cala-
midad universal del orbe católico, que hacp
desear un término, olvidando el rigor y los
ápices del derecho. Modernamente se ha
hallado por algunas naciones uq nqevo me-
dio de terminar el cisma, y os el de pegarla
obediencia á todos los contendientes á la
tiara. Asi lo verificó la Francia en el graa
cisma de Occidente , pues á eso equivale
el edicto de neutralidad publicado por Car-
los V I  en 1418. V.  ciama, mama,

ANTIPOCA. En Aragón es la escri-
tura en que se reconoce un censo ó renta.
En  Castilla se llama simplemente escritura
de reconocimiento, la cual suele verificarse
cada diez años, al suceder un  nuevo here-
dero, ó llevador, y judicialmente cuando un
mero llevador de una hipoteca ceqsuql, p re -
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de ausiliar á los párrocos en la administra-
ción de Sacramentos. Posteriormente por Bre-
ve de 10 de febrero de 1801 se reiteró la pro-
pia gracia páralos mismos fines, la cual por
real cédula de 10 de febrero de 1805 se re-
dujo, y mas bien se amplió á media anua-
lidad en las capellanías laicales. No obstan-
te el citado real decreto de 2 de agosto de
1795 para que los beneficios eclesiásticos
no se proveyesen hasta pasado un año de
vacante, el bien y decoro del servicio y del
culto hizo que bien pronto se faltase á esta
regla, si bien gravando siempre al agracia-
do con el pago de la anualidad, para lo cual
ó daba fianza abonada, ó lo verificaba con
tos productos mismos del beneficio que en
este caso no percibía él .

En el mencionado Breve de 1801 se  hizo
eslensiva la gracia á los beneficios y enco-
miendas de las cuatro órdenes militares y
de la de san Juan de Jerusalen.

Dictáronse varias determinaciones para
la recaudación de la anualidad, así en Es -
paña como en Ultramar, sobre lo cual debe
verse el título 24, libro 1 de la Novísima
Recopilación, y los artículos EWPOLiow,

▼ACANTEA.

ANUBADA Era una contribución
personal que se  componía y exigía en favor
de las personas que estaban en el deber de
convocar las gentes para la guerra. Se cono-
cía también con los nombre de Abnuda, Ab-
nubda.

ANUPTA. No se  sabe nada cierto ni
de la cantidad en que consistía ni de la for-
ma ó método de su repartimiento y recauda-
ción.

El documento mas antiguo en que se ha-
ce mención de ella es el privilegio espedido
por Alonso I á favor de la iglesia de Santa
María de Valpuesta en 12 de las calendas de
junio de la era de 81 2 (20 de mayo de 774).
En él se lee, «que ninguno sea osmio de los
inquietar (á los pueblos y términos) por ten-
sado, anubada, trabajo de castillo ó servicio
fiscal ó real (1).

fiere dimitirla, cuando puede, librándose
asi de  las consecuencias del juicio y de to-
da reclamación; se convierte en constitu-
yente de un censo no suyo, cu de sus cau-
sadan les, añadiendo por este hecho propio
y espontáneo en, favor del censualista á la
acción real, como mero llevador por título
singular, la personal de reconocimiento.

ÁNTOR. En Aragón el vendedor de
buena fé de una cosa hurtada ó robada. An-
loria es el descubrimiento de este primer
vendedor á fin de computar la buena fé pa-
ra el efecto de la prescripción, que essabido
no procede en estos casos sino viíio purga-
to, ó lo que es lo mismo, cuando la buena
fé sustituye á la mala que hay siempre en
el robador y sus encubridores y cómplices.

ANUALIDAD. En términos genera-
les espresael sueldo, rentas ó emolumentos
de  un oficio ó beneficio, correspondientes á
un afio. Anualidad eclesiástica espresa los
productos anuales de cualquier pieza ecle-
siástieaque por concesiones pontificias tie-
nen nuestros reyes la facultad de percibir
eq todas las vacantes de las mismas. Al ha-
blar de la anata manifestamos ya que aun-
que esta equivale también á la renta ó emo-
lumentos de un año, era distinta de la anua*
lidad eclesiástica. Y en efecto , las piezas
eclesiásticas en general, además de estar
gravadas por diversos fines piadosos, ó que
se reputaron justos, no obstante que fuesen
profanos, como la estincion de vales reales,
con la media anata y con una mensualidad
por separado, lo estaban también con una
anualidad. Por Breve de enero de 1793 se
concedió al rey la facultad de percibir los
frutos y emolumentos de todas las vacan-
tes de piezas eclesiásticas, de patronato real,
con aplicación á la consolidación de vales.
Por real decreto de 2 de agosto del mismo
afio, no habiéndose limitado en el Breve la
duración de las vacantes , se ordenó que
no se proveyesen los beneficios que va-
casen, hasta pasado un año. Por real órden
de 18 del propio mes, se dispuso se eseep-
tuasen de la gracia concedida por el mencio-
nado Breve los beneficios curados, y aque-
llos cuyos poseedores tuviesen la obligación (1) l'intlla. Biblioteca «le Hacienda de Eipafl'* I I .

Apéndice al l ib. l . aum.  t .
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ha derramado en los últimos tiempos in-
mensa luz sobre la cuestión, y rectificando
sus propios errores, como era consiguien-
te, la cronología y la historia han rectificado
los suyos, aunque menos completamente,
sobre todo en aquellas cuestiones en que la
impiedad sigue su destino de esplolar la di-
ficultad y la oscuridad, en vez de esclare-
cerlas: y descansando por necesidad sobre
los adelantos de aquellas ciencias, la legis-
lación, este es  un punto que merece siem-
pre el estudio del jurisconsulto y muy es-
pecialmente del canonista.

d/lo proviene de annus ,  y esta palabra
de la griega ana, equivalente una y otra á
círculo, periodo, revolución y espresan según
el uso las de la Tierra al rededor del Sol, ó
del Sol al rededor de la Tierra, según el s is-
tema astronómico que se adopte, desde que
uno de dichos astros parte de un punto del
Zodiaco basta que vuelve á él, después de
haber recorrido con su movimiento periódi-
co los doce signos del mismo. Sobre este pun-
to es  indiferente para la legislación cualquier
sistema astronómico que se siga, pues uno
y otro dan el mismo resultado: siempre el
año espresará el mismo período, la misma
cantidad de tiempo, la sucesión ordenada y
completa de las cuatro estaciones, cualquie-
ra que sea el astro de cuyo movimiento re-
sulten.

En el sentido anterior, esto es,  tomando
por medida de tiempo la revolución de  un
astro, se ve bien que astronómicamente ha-
blando puede haber arios de diferentes de-
nominaciones y duraciones, pues mientras
la luna hace su revolución al rededor de  la
Tierra en menos de un mes, y el Sol en 363
dias y cerca de 6 horas, el grande año sidé-
reo ó grande ano platónico, abarca un perío-
do de cerca do 23,748 años solares, todo
según el principio deque se parte, y le apli-
can que se haga de la palabra circulo, revo-
lucion, periodo, al pasar de esta acepción ge-
nérica á la específica ó convencional. Pero
las naciones han adoptado para sus -cálcu-
los la revolución de aquellos astros que l e s
son. digámoslo así, mas familiares, oslo e s ,
del Sol y la Luna, y de aquí el que la Icgis-
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primera de esta» dos palabras significa la
declaración que se hace por la autoridad
competente de que un acto , tratado , testa-
mento , contrato , reglamento , etc., queda
sin valor ni fuerza alguna para obligar, y
la segunda espresa el acto de dictar seme-
jante declaración. En la práctica tienen po<
co uso estas voces, sirviendo comunmente
para significar los mismos actos las frases
adeclarar nulo, dé ningún valor ni  afecto» *se
declara nulo, ele. Así se dice al hablar de la
anulación de las sentencias ase declara nu-
la la sentencia dictada» etc. Se ha  de  servir
usted declarar nulo el auto. Se declara nulo
el contrato.» Se  ha  de  servir us t ed . . .  declarar
nulas las actuaciones desde el folio 3 .

ANO. Como todo sucede en el tiempo,
como por él se determina la duración y
vencimiento de nuestros empeños y obliga-
ciones, los pueblos mas rudos tienen y han
tenido siempre alguna regla para compu-
tarle. Pero siendo la medida verdadera y
exacta del tiempo un punto facultativo, que
ni aun la ciencia alcanzó á determinar en
muchos siglos, bien se ve que los medios
de computación habían de ser varios, ine-
xactos por necesidad, casi tantos como los
pueblos y naciones; y siempre sujetos á va-
riación y corrección, según el adelanto pro-
gresivo de la ciencia. De esta verdád testi-
fican á un tiempo la filosofía, la legislación
y la historia, y no es menos cierto que de
la necesaria confusión que babia de resul-
tar de este principio, podría abusarse y han
abusado á su vez la impiedad y la ignoran-
cia, haciendo una aplicación viciosa ó inde-
bida de la voz año, que en su acepción ge-
nérica y etimológica, puede sin violencia
referirse, como en breve veremos, á perío-
dos de tiempo infinitamente desiguales, y lo
mismo á la revolución solar, que á la lunar,
todo según el fenómeno celeste que sirviese
de base y fundamento, liemos indicado ya
que esta confusión alcanzó á la filosofía, á
la historia y á la legislación, tanto eclesiás-
tica como civil: abarcó errores necesarios y
voluntarios, ora astronómicos, ora cronoló-
gicos, ora históricos: la astronomía al fin
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lacion eclesiástica y civil, se limiten al año
solar y lunar. Las revoluciones lunares sin.
embargo han entrado siempre por mucho
en la estructura, digámoslo así, del ailo so-
lar que ha venido á ser el año usual y co-
mo el año por escelencia , y de ahí la
división de este en porciones , ya  iguales,
ya desiguales, que llamamos meses. En su
artículo manifestaremos lo conveniente so-
bre esta fracción del año. Solo diremos aquí
que por.lo general en io antiguo los meses
fueron todos iguales, y constaban de treinta
dias; despees desiguales como hoy se co-
nocen. Unas veces el año se ha dividido co-
mo hoy, en 12 de estas secciones; otras en
solo diez, como sucedia entre los romanos,
y según ¡o indican los nombres numerales
de  setiembre, octubre, noviembre y diciem-
bre que estos meses conservan, hasta que
por Ñuma se  añadieron los de enero y fe-
brero.

Esta división del año en porciones igua-
les ó desiguales, seria indiferente, si se  sal-
vase en elloJa verdad astronómica; pero no
habiéndose observado, sucedió como era
inevitable, que el capricho y el error en el
arreglo de meses influyó en el de dias, que
es  el elemento cardinal del año, y el que por
último han tenido que fijar la astronomía y
la legislación. .

Los egipcios dieron al principio al año
solar 360 dias, y después, queriendo sin
duda corregiré! error, 365. Así lo recibió la
posteridad, y llegó hasta Julio César. No-
tóse que ios equinocios se  atrasaban, y que
continuando así ,  podrían confundirse con
los solistícios , contando la primavera por
ejemplo en diciembre y el otoño en junio.
Comprendióse que este error procedía de
haber supuesto que la revolución zodiacal,
verificada por el Sol , según el sistema de
Tolomeo, se verificaba en 365 dias, mien-
tras en cada año empleaba algunas horas
mas, que entonces se supuso ser seis com-
pletas , las cuales no computadas, atrasaban
un día en  cada cuatro años. Julio César rea-
lizó la reforma del calendario , mandando
que el año 708 de la fundación de Roma
constase de-445 dias para subsanar los alra-
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sados ó no computados , restableciendo asi
las estaciones. Dicho año se llamó por eso
año de  confusión , y espresa que las esta-
ciones se * habían atrasado nada menos
que 80 dias , en cuyo caso , el equinocio
por ejemplo de 21 de marzo caia según el
cómputo civil, el 31 de diciembre. Para en
lo sucesivo se  mandó que las seis horas que
en la revolución solar suponían esceder
de los 365 dias , no se contasen cada año,
sino cada cuatro , formando un dia que se
añadiría al mes de febrero , contando dos
veces el dia 24 del mismo. El año que con-
taba este dia mas se llamó bis-sextus , y de
ahí bisiesto, por el modo de contar de Jos
romanos que decían al 24 de febrero sexto
kalendas Martij, y después al mismo dia
bissexlus ó dos veces sesto.

Inmenso fué el adelanto hecho por Julio
César; pero no podía ser definitivo. La as-
tronomía mostró después que el tiempo in-
vertido por el Sol , ó por la Tierra , en la
completa.revolución zodiacal, no es  de 365
dias y seis* horas como se supuso, sino
de 365 , cinco horas , 48 minutos prime-
ros , 45 segundos y 30 terceros. Ahora pues
tenia que verificarse un fenómeno opuesto.
Si antes por contar seis horas menos , se
atrasaba la computación un dia cada cuatro
años , abora contando sobre once minutos
mas cada año, se aumentarían con el tiem-
po algunos días, y adelantarían los equino-
cios , y por tanto todas las estaciones.

Así se realizó en efecto, y tanto que
en 1582 se notó que los equinocios se ha-
bían adelantado 10 días, lo cual inducía
una gran perturbación , sobre lodo en el
oficio eclesiástico , y ya no podia tener apli-
cación lo establecido por el venerando Con-
cilio de Ni cea sobre la celebración de la
Pascua. El Papa Gregorio XIII , después de
consaltar á los astrónomos , emprendió la
reforma ó corrección que , como la de Cé-
sar, lleva su nombre; y si este añadió 80
dias al año de 708 de Roma , Gregorio XIII
suprimió 10 al mes de octubre de 1582,
mandando que el dia 5 se  contase 15 , con-
tinuando después la numeración por el ór-
den regular.
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tribunales y autoridades civiles, observán-
dose lo en ella establecido en lo judicial,
oficial y escriturario.

3.° Qúe para evitar perjuicios «á todos
los plazos y términos judiciales que antes
de la publicación de dicho calendario se  hu«
biesen dado , sé añadiesen los dichos diez
dias mas ; y asimismo en los pagos de ren-
tas ó de cualquier otra deuda en que no se
pudiese reducir á prorata lo que Contasen
dichos diez dias; pero que pudiéndose pro-
ralear, se verifique para que desde el prin-
cipio del añu venidero en adelante vengan
todas las cuentas justas con los años ¿ s in '
que sea necesario añadir foá dichos diez
dias.»

4.° Que de los sueldos públicos se  reba-
jase en  dicho mes de octubre la prorata de
ios diez dias.

5 .° Que se cuidase igualmente de que
en ningún otro ramo la reforma irrogase
perjuicio á nadie.

6 .* Y por último, que en aquellos domi-
nios en ,que por la distancia no pudiesen la
bula y pragmática ser recibidas , publica-
das y aplicadas en aquel año , lo fuesen eri
el siguiente de 4583, ó en el primero en
que se tuviese noticia oficial de ellas.

Hay diversas clases de años, aunque Solo
mencionaremos aquí los que tienen alguna
relación con el órden legal y político.

AÑO SOLAR , que en el sistema
coperaicano babia de llamarse año terrestre:
la duración de 365 días , 5 horas , 48 minu-
tos primeros , 45 segundos y 30 terceros,-
empleada por el Sol (ó sea por la Tierra) en
recorrer los signos del zodiaco, hasta vol-
ver el astro al  mismo punto de que partió,
y que se adopte para la computación , sién-
dolo generalmente el solí slicio invernal, que
corresponde al 24 de diciembre-, aunque
en esto la legislación no ha seguido á la
astronomía , como en  breve veremos.

AÑO LUNAR. Hay opiniones sobre
que en los tiempos antiguos y en la crono-
logía exagerada de algunos pueblos , se  lla-
maba así cada lunación : hoy es  la duración
de doce lunaciones, y algunas veces dé
trece, cuya razón indicaremos. Doce lona-
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Pero esto no completaba la corrección.

Hemos visto que. las seis horas de la cues*
tion, no eran completas , sino que fallaban
á estas sobre 41 minutos. Hallóse que
estos venían á formar un día en cada 433
años , y se estableció que en dicho período
se suprimiese un día en la computación , y
que de cada cuatro siglos el último ano de
los tres primeros no fuese bisiesto. Por esta
razón no fue bisiesto el año de 4700 , ni el
4800 . nj toserá el 4900; pero s í  el año
de 2000, y así en adelante.

Todavía esta computación, según el es-
tado actual de los conocimientos astronó-
micos, no es de lodo punto exacta. Los 14
minutos de que se  viene hablando , hemos
visto que no son realmente tales , sino 44
minutos. 44 segundos y 30 terceros, cuya
fracción, aunque pequeña, vendrá á au-
mentar un dia en cada 72 siglos desde la
corrección gregoriana.

La corrección gregoriana , publicada por
bula de 24 de febrera de 4582, aunque
concerniente al oficio y asuntos eclesiásti-
cos , trascendió como no podia menos al ór*
den civil. Adoptáronla las naciones some-
tidas á la obediencia del Papa. Por preven*
cion y tenacidad de sistema la rechazaron
los protestantes ; pero como en  ello, mas
bien que contra la determinación del Papa*
iban realmente contra la evidencia , la fue*
ron adoptando, á los 22 años los de Alema-
nia , Dinamarca y Holanda , y á los 70 los
ingleses. La Rusia sin embargo sigue con-
tando por uno y otro arreglo, juliano y
gregoriano. �

En España , como podia suponerse , se
adoptó desde luego la reforma por pragmá-
tica de 49 de setiembre del mismo año, que
es  la ley 44, lít. 4, libro 4 de laNov. Recop.,
la cual dispuso.

4 .* Que la Bula fuese cumplida por los
arzobispos, obispos y demas prelados ecle-
siásticos, .debiendo reducirse conforme á
ella el próximo octubre á 24 dias, contan-
do 45 el dia 5 ,  y continuando después la
numeración de dias y meses en la forma
ordinaria.

2.‘  One también se cumpliese por los
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Navidad y concluye en igual dta y hora del
año siguiente.

Duran te él cesan las demas indulgencias,
escupiólas concedidas para in articulo mor-
t ís ,  ó para ganarlas dentro de Roma. No se
sabe quien instituyó el año santo , y se  cree
proviene de la ley antigua, como parece
revelarlo, primero el que también se  le lla-
ma de jubileo ó de alegría general, como
entre los hebreos; y segundo por empezar
acontarse desde la hora de vísperas acer-
cándose así á la costumbre hebrea de em-
pezar á contar el día al poner del sol. Bo-
nifacio VIH mandó que el aflo tanto ó de ju-
bileo se celebrase cada 100 años : Clemen-
te VI cada 50: Urbano VI cada 33 : Paulo II
cada 25.

AÑO SABATICO. Aquel en que
los hebreos debían dejar descansar las tier-
ras, y los pobres participaban de sus despo-
jos y frutos naturales , lo cual sucedía
cada siete años. .

AÑO OE GRACIA. Es sabido que
la era cristiana ha empezado á contarse
uñas veces desde la Encarnación , y otras
desde el nacimiento de Jesucristo , día en
que la ley antigua fue sustituida por la de
gracia. Año de gracia, pues , es  el que se
computa desde el nacimiento -de Jesucristo.

En algunas catedrales de fuera de España
se llamaba también año de gracia aquel en
que falleciendo un prebendado, acrecían los
frutos y emolumentos de su prebenda á los
demas, hasta que esta costumbre fue abo-
lida por el Concilio de Tréveris en 1310.

AÑO ORAN  DE . En términos de la
dataria romana se llama así el año en que
fallece el Pontífice, por cuanto se conceden
ó permiten como es indispensable algunos
meses mas para poner corrientes las fe-
chas y asientos de lo despachado en tiempo
hábil sin incurrir en nota de falsedad.

AÑO CIVIL. Aquel de que se sirven
las naciones para regular el tiempo. Hay
que atender respecto del año civil á dos co-
sas, á su duracipn y al diaen que empieza.
Bajo el primer ponto de vista el año civil
es hoy en España como en casi, todas las-
naciones cultas según hemos dicho ya , e l

ÁNQ.
ciernes so  donfftanqu masque 354 días y un
terció coa corta diferencia , resultando de
aquí que el aflo lunar tiene sobre 11 dias
menas que el solar ; lo cualen el trascurso
de tres- años produce una diferencia de cer-
ca de 34 dias. Témanse unas veces 30 y
otras 39 de estos para formar un mes, que
se  añade al año lunar para igualarlo con el
solar, y de este modo cada cuatro años
consta aquel de 13 lunaciones , según he-
mos indicado. Este mes sobreañadido es
el que se  llama técnicamente embolismo. El
aflo lunar, pues, tiene cada tres años se-
guidos 45  4 dias, y el Cuarto 383 unas
veces y otras 384 , según el numera de
los que bayfcn correspondido al mes embo-
tísmieo.

AÑO JULIANO. El solar de 365
dras y 6 horas, conforme á la corrección de
Julio César.

AÑO OREGORI ANO. El .solar
de  385 dias , 5 horas , 48 minutos , 45 se-
gundds y 30 terceros , según la corrección
de  Gregorio XIII.

AÑO BISIESTO. El que consta
de  366 dias , para embeber las 6 horas que
motivaron la corrección de César , y cuyo
día , cómo es sabido , se añade al mes de
febrero , numerando cofre latí vameule hasta
29 ,  y no contando dos veces el 24 del mes,
cenólos romanos;

Dicese también en plural años julianos y
nterpegárlanot , los que han corrido ó se
computan conforme á cada una de las dos
correcciones.

Alto ECLESIASTICO. El año
solar que se  cuenta desde la primera domi-
nica de adviento ,'� <fue es siempre la mas
inmediata, anterior ó posterior al día de
san Andrés. Este affo lo usa lá Iglesia para
el  arreglo del rezo y oficio divino.

Alto SANTO. Aquel,en que el Papa
concede indulgencia plenaria á todos los líe-
les del orbe católico, mediante el cumpli-
miento de las prácticas religiosas que se
prescriben , y suele ser la visita de cierto
número de iglesias, prévia confesión y co-
munión. El aflo santo empieza á coatarse
desde la hora de vísperas del día anterior á

TOMO nt.
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cuanto al principie ó punte de  partida:
unas fijaron el 25  de- diciembre; día de la
natividad de Nuestro Señor Jesucristo; otras,
como antes hemos indicado , el 25  de mar-
zo, dia de su encarnación. Dionisio el me-
nor fija en  este dia la era que lleva su nom-
bre, y algunos papás, entre ellos Eugenio IV,
la adoptaron. Hoy la práctica general en
Roma es  que en los rescriptos de la Cance-
llería se  cuentan los años -desde la Encarna-
ción; y en los de la Cámara desde ¡a nátivi-
dad , distinción importante para apreciar y
reducir á una época como o el tenor de unos
y otros documentos y nombres antiguo»,
como para la legitimidad de los mismos.

Anteriormente ea  Roma , y aun hoy
para algunos usos , se  empieza á contar e l
año desde el dia posterior inmediato á l a
Pascua de  Resurrección, lo cual puede oca-
sionar duda y una confusión eslraordiaaria,
pues que por Ufl método e l  principio dd  afio
varia , siendo como es la Pascua una fiesta
movible, entre e l  22  de  mano y el 25  de
abril.

En Francia se  siguió por «rucho tiempo
la costumbre de empezar á cootar los afios
desde el dia de  Navidad: durante la segunda
dinastía de sus reyes, se adoptó la costum-
bre de Roma de contar desde e l  día después
de Pascua, basta que Carlos IX,  por la  or-
denanzadel Rosellon, artfculo 39 ,  dispuso
Se contase desde 1 ? de  enero.

En Espafia la diversidad ha  sido mayor,
si cabe, pues sobre contarse unas veces por
los años del reinado de  sus  reyes ,  como en
tiempo dé los godos , después sucesivamen-
te por la era de César, por la cristiana, y
en esta desde el 25  de  marzo,  según dis-
puso Don Juan el I en las Córtes de  Segó-
vía , afio de 4383, Sé tenia en cuenta tam-
bién la egirá, como diremos al hablar de  las
eras, hasta que por último se  ordenó la com-
putación desde I de enero.

Sobre la computación general y usual ha
habido siempre y hay en muchas naciones
computaciones particulares ó modos espe-
ciales de  contar; como v .  g .  por consulados,
como en la antigua Roma, por años de pon-
tificado , de reinado, de  la fundación de un

w
solar gregoriano. En el segundo concepto
hay muy notables diferencias en  los diver-
«M puntos del globo» y aun fueron mayo-
res en lo antiguo , por los motivos que re-
veta» esas mismas diferencias.

Los chinos empiezan á contar el afio eon
U luna primera de marzo.

Éntre los indios el año religioso empieza
también con la luna de marzo, y el civil con
la de setiembre : los persas lo empiezan á
contat eá  junio : los turcos al entrar el sol
en  avies: los antiguos mejicanos, según
Acosta, en 20 de febrero, siendo una cosa
bastante singular para la  crítica histórica
que entró ellos él afio solar constaba, como
entre los egipcios y casi todos los pueblos
del viejo mundo, de  365 dias, pues que se
componía de 18  meses de  A SO, que dan un
resultado de 360 , dejando cinco fuera de
cuenta, los cuales dedicaban i los placeres.

Entre los romanos, después de Numa, e l
afio empezaba el 1?  de enero; de  donde á
este mes le venia el hombre de  Jonwirüw,
ó el que abría la puerta del año.'

Las variaciones anteriores interesan prin-
cipalmente á la cronología y á ¡la historia;
pero hay otras que ocasionando notable
confusión, importan sobremanera en  el de*
rocho, en lo oficial y escriturario, y en las
transacciones sociales, en  que es  preciso re-
currir á documentos antiguos. Hay actual-
mente prácticos en  la curia romana , cuyo
conocimiento exacto conduce á discernirlas
bulas, breves y documentos auténticos de
los apócrifos, como dijimos hablando de las
abreviaturas usuales y formularias en su
artículo correspondiente. A este propósito
debemos añadir todavía algunas indicacio-
nes, que si bien corresponden en rigor al
órden eclesiástico, también alguna vez tras-
cienden á lo civil, ya  por la influencia nece-
saria del derecho canónico, ya porque las
bulas mismas y breves , publicados por la
autoridad temporal , reciben el carácter de
leyes.

I con efecto: al sustituir parala computa-
ción del tiempo la era cris Liana á la de  César,
que como es  sabido, empieza 38 aiíos antes
dé Cristo, las naciones se dividieron en
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AÍIO UTIL. Aquel en que solo se

cuentan los días utilizables para el fin. de
que se  trata, como por ejemplo, si es en
asuntas judiciales, los dias de tribunal, en
cuyo caso el afio en realidad tendrá mucho
mas de 365 dias. En esta razón la ley 3 ,
título 13 , Partida 7,  no solo establece que
en el afio útil no se comprendan los días
festivos , sino que conforme al principio
equitativo y racional de derecho, impedi/ú
non curril terminas, determina que tampoco
se cuenten aquellos dias en que el actor se
vió imposibilitado por causa legitima de
acudir al tribunal. «En ese aunó , dice, non
se deben contar los dias que non juzgan los
juzgadores ; sino los otrps en que aquel a
quien fue fecho el robu, fue embargado por
alguna razón derecha , de manera que non
pudiese facerla demanda.» Gregorio López,
dice, comentando la misma ley:  tn anno
úliii non computefiter dies in quibus judex
nonjudicat; necquibns ador . juste raliane
impedilus, non polesi apere. Esta materia
tiene su natural ecplanacion en te teoría
general sobre términos judiciales, cou sus
diferencias de útiles y perentorios ó fatales.

Ata» ACADÉMICO. La duración
de un curso escolar ó universitario, que á
veces no es sino de nueve meses, según los
reglamentos y la facultad ó ensefianza de
que se trate.

El mismo valor entendido , convencional,
ó consuetudinario tiene la denominación de
a*e en los empeños y obligaciones de cor-
poraciones ó personas , como por ejemplo,
arto cómico, etc., sobre lo cual ha de estarse
al tenor de los contratos , y en sq  defecto á
la costumbre. . . .

A lO ECONOMICO. Suele llamar-
se así al que rige para el  pago de contribu-
ciones.

A$O DE PROBACION O DE
NOVICIADO, El que por los Cánones
debe preceder á la profesión religiosa.

En punto al indulto cuadragesimal, el
abo se cuenta desde la publicación de la bu-
la basta otra publicación, por cuya razón el
afio es por lo común desigual.

En cuanto al modo de contar los afios de

FWblo , oenttitucion de ua Estado, de un
gran suceso, etc. . ie anal no trae otra difi-
cultad que la molestia de  reducir los afios
*1 cómputo ordinario. -

En los contratos entre particulares, usos
y costumbres despueblos, y en la adminis-
tración y práctica oficial de tribunales, el
comptimieato de  ciertos deberes se doler-
■tina por afios, que no podiendo siempre
ser el civil, nacen de aquí diversas denomi-
naciones , algunas de las cuales , por tener
ye una  dignificación. fija, no necesitan ex-
presarse, ó basta la mera enunciativa,
■uaataas atrae requieren mayor espresion
tu  la escritura ó documento de su razón,
▲sí por ejemplo:

EMERGENTE , que pudie-
ra  llamarse accidental ó convencional ; es el
q«e sq  fija ipor una determinación oficial, á
contar, por ejemplo, desde la fecha de la
misma, por cláusula de una fundación, ó
por  contrato entre particulares ; empieza á
correr desde el din prefijado del año civil,
y acaba en el  anterior correspondiente del
afio civil que .signe. Estos afios , sino se
determina otra cosa ó. hay práctica autori -
aada en contrario, son siempre continuos,
ae cuentan , no de momento á momento,
Biao de  día á dia , y constan de 365. En
acantas mercantiles , dice terminantemente
el artículo 256 del código de  comercio , co-
mo signe: «En todos los cómputos de dias,
meses y afios , se  entenderán , el dia de 24
horas , loa meses según, están designados
en «I calendario gregoriano, y el afio.de
365 dias.* Conforme á lo dicho el que na-
ce  el 4 .�  de enero y muere el 3 1 de diciem-
bre del mismo afio ha vivido un afio com-
pleto. Sobre este punto, dice así el juris-
consulto Paulo, ¡ib. ‘ 2y7> ,ad  legem Jnl, el
Jtep. «AftmcWtro» implel qui estremo anni die
montar. dwwcMÓw non «talt m , ut notar erl;
and Ireroeitlunmo , eexagéteimo quinto die dir
citar , incipiente plañe, non exacto die ; guio,
4Nwum ctvilíter, non ad  mamante, temporum;
sed addiee attmoramut.*
- Ata» CONTINUO. Es aquel en
que corren ó se cuentan todos los dias sin
intermisión. �
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edad ó de preparación y aptilnd que la s l e -
yes canónicas y civiles exigen para llegar á
ciertos cargos, categorías ó dignidades, ó al
ejercicio de ciertas profesiones, corre como
un principio genera! la regla siguiente: ín
favorabilibüS annus inceplus summittur pro
completo, lo cual sin embargo tiene no po-
cas escepciones, y creemos oportuno indi-
car, aunque ligeramente, las reglas que so-
bre ello establecen los teólogos y cano-
nistas.

1.a El arto debe ser completo, siempre
que en las bulas, breves, rescriptos, etc. se
espresa el mismo:

1.® En genitivo, como 20 annorum.
2 .* En acusativo con las proposiciones

per ó post, como per 20 anuos ó post 20
anuos.

2?  El abo empezado se toma por com-
pleto. ‘

4.* Si se designa en acusativo con las
preposiciones ad  ó ante, como ad 20 anuos ó
ante 20 annos.

2.® Si en ablativo con la preposición ín,
v. g . ,  in quinto anno.

3.a Si en las bolas, breves, etc., no se
espresa el año con las fórmulas entes indi-
cadas, ni con palabras terminantes, sino de
un modo que ofrece duda, rige la regla ge-
neral de que en lo favorable el afio empeza-
do se tiene por completo, y al revés en lo
odioso. Limitada esta regla á los asuntos de
pura gracia, bien se ve que no puede tener
aplicación cuando mediase perjuicio de ter-
cero, como si se tratase de la sucesión de
nn vínculo, beneficio familiar, etc. Véanse
los arlículosc*XEWD4Hie, coMPirruiev,
caevei.oGU, Épeca Y

ANO RURAL. ANO AGRI-
COLA. En general se llama asi el que ri-
ge en los contratos sobre disfrute y cultivo
de la tierra.' Entre propietarios y arrendata-
rios ó colonos, son freéuerttes las contien-
das sobre el modo de contar el año para el
desahucio y pago de rentas/ cuando nada
era mas fácil que evitarlo, espresándolo ter-
minantemente en las escrituras y contratos.
A pesar de lodo se omite osla circunstancia
uo pocas veces, y entonces es menester ate-

nerse al nso, ó á una razon deducida de la
naturaleza de las cosas. En punto *1 pago
de rentas que consisten en especie, lo na-
tural y lo común es  verificarlo al tiempo de
h recolección. El año por consecuencia se
contará de cosecha á cosecha, ó según la es*
presión usual, á frutos levantados, ksi el
año para el pago de las rentas en granos es
de verano á verano*, con la variedad que en
esto puede inducir el clima. En unas pro-
vincias por tanto el año rural en  el sentido
en que vamos hablando será dé julio á ju -
lio. y en otras de agosto á agosto. En el ar-
riendo de viñas el año rural para el pago de
rentas será de vendimia á vendimia: en e l
de olivares, de diciembre á diciembre. La
renta en dinero debe seguir en este ponto
fa regla de la renta en especie, pues que la
razon de deber se completa con la recolec-r
cion ó alzamiento de frutos.

Todavíh esta regla puede modificarse en
cada caso dado. A veces las rentas de las
tierras sé estipulan en una sola especie;
por ejemplo en trigo,'  cualquiera que sea
el género de producción á que se  las desti-
na: otras en una especie compuesta, como
por ejemplo , trigo y centeno, ó trigo y ce-
bada, que es lo que indica la espresion
usual de á pan mediado. En estos casos re-
girá la regla general que antes hemos indi-
cado; pero si la renta se estipulase en la es-
pecie misma que produjese la tierra, el ano
para demandar el pago de rentas, vencerá
al terminar la recolección respectiva, y,  con-
cretando la regla, tan luego como se  hubiese
verificado el eotrojaixriento de aquella espe-
cie. El fundamento natural de esta regla es
porque entonces se completa la razon de de-
ber, porque nada es mas natural, equitati-
vo y justo para el propietario y para' el co-
lono. que el que el pagó de rentas se  verifique
en el fruto mismo producido por la tierra: y
porque en la demora, sobre empezar á ca-
recer el propietario de lo que ya se le debe,
hay el peligro de la adulteración y del des-
aparecimiento de los fruto? entrojados.

El afio rural para la duración de los ar-
riendos, y por consecuencia para el desahu-
cio, sigue la índole de las labores prepara-

Enciclopedia española de derecho y administración



ASO.
disponía qtre te mujer que sin mandato del
rey casase desde el día en que muriese su
marido hasta un  afio cumplido, «pierda la
meitad de cuanto oviese, ó lo que quedase,
hay anlo sus fijos, ó nietos del marido que
hubiere muerto; e l  si non los oviere, ha-
yaalo los parientes mas propincuos del ma-
rido muerto. >

La ley 3, título 42, Part. 4, ordenaba que
la mujer que casase dentro del afio de luto,
ó ficieté maldad de m cuerpo, incurre en no-
ta de infamia, y pierda tes arras, y cnanto
recibió del maridó por donación, ó tanta-
mentó, todo lo cual pasará á los hijos de
aquel matrimonio, y en taita de ellos á los
demas herederos legítimos, librándose te
viuda de estas penas si casaba con licencia
del rey.

La ley 5, titulo 3,  Part. 6, completando,
digámoslo así,  la legislación romana, priva
á la mujer de te teslameutificacion pasiva
de estrafios y de la de parientes del marido
del cuarto grado en adelante.

La 3, título 6 ,  Part. 7 ,  amplía la sanción
penal de tes anteriores, haciéndola eslensiva
ál padre qué casase á sabiendas á te hija
viuda, y lo propio al nnevo marido, salvo
que hubiese casado por mandato del padre,
ó abuelo que le tuviese bajo la patria potes?
tad, en cuyo caso estos sufrirían la pena.
' Las dos leyes anteriores daban por razón
de te prohibición legal y de sus determina-
ciones penales la confusión de estirpe, ó
duda que podria resultar sobre paternidad
respecjo del hijo que nádese durante et
afio; y te sospecha desfavorable á 1a mujer,
qde podria concebir el ’nuevo marido porisu
impaciencia en pasar á nuevas nupcias,
añadiendo aun la segunda de dichas leyes
que también porque no se recelase de ella
que había tenido parte on la muerte del ma-
rido.

Los autores añadieron una nueva razón
sacada realmente de la ley romana co-
mo este la dedujo de la naturaleza de las co-
sas, y era el jénero de injúria que decían
inferirse á la memoria del finado. Este fór-
mula es sin duda inconveniente. La ofensa
es realmente á te sociedad y buenas costo m*

tortas, ceuáo te cava y barbecho; lo uno
porque hasta entonces no se  irroga porjuv-
cio en  lo contrario, ni al dueño, ni al colo-
no; y lo otro, porque aun levantado el fro-
to principal, queda al colono el disfrute de
pastos, Como la rastrojera, la pámpana, etc.

Esta regla regirá aun cuando los arrien-
dos sé hagan, con) o con frecuencia se veri-
fica, por tantas cobechas á tai hoja, y tantas
á tal Otra, por cuanto los pastos y aprove-
ehamibntos' antés'iñdicados son parte de la
cosecha.

ASO BE LUTO O DE V1U-
■DEDAD. -El qne se sigue inmediata-
mente i la muerte del marido, y dentro del
cual la viuda ha podido ó no pasar á nuevas
nnpetes, seguh tes diversas legislaciones.
Entrelos romanos la viuda no podia con-
ttaer nuevamente dentro'dcl año de luto (4).
En  caso contrario, lo propio- que si vivía
escandalosamente, incurría en la nota dé in-
fame, pérdia el derecho á cuanto había per.
¿íbido dé  te liberalidad del marido, y se ha-
cia  incapaz de recibir ciertas herencias.

Como en tantas otras cosas , nuestra te-
jistecrton siguió á la romana. El Fuero Juz-
go  dispone en  su ley 4, título 2, libro 3
«que si la mujer, despbes de 1a muertede
su marido se casa con «tro ante que cum-
pla ficiere adulterio, la meited
de  Codas sus cosas reciban los fijos delta, et
del primer marido. E si non tiene, tos pa-
rientes mas propincuos del marido moerto
hay» la meitad. E por esto queremos que
haya te mujer esta pena, porque ella á quien
el  maridó deja prennada, cuando se coitamoi-
to de casar, ó de facer adulterio, que no mate
el  parto ante que sea nascido. Todavía man-
damos que aquellas mujeres sean sin pena
de esta ley, las cuales se casan ante del
abo cumplido con licencia del príncipe. *

La ley 4, título 2, libro 3 del Fuero Real

nr  1.  9, i lu  9,  I tb.  1,  Córt. SI (ju* mulle? neqo«quim
luelut  religiones! priori  r i r i  nupiiarutn fetiintlione prtci-
ttterlt, ex Jureqtridem norhi lmo «ít infamlx. pr- ter  e
Mcno-to viro-pHr* trrükm perismbonorgra ia doletn non
det .  ñeque e l  ex tett»mentó- o lu i  qn»m lesilam partera
relinq ru  O*aiu«i prelerea b «redi latura, lep iorum.  fi-
delemnbeortH», tupremi volubtate telictorum, morit-
eaaM donMioMm, sil epptra, n» tuque órnala ab be-
ndita» vel eoberedlhoa, *u t  Ib  Intetiiíto aucnedentlbu»
vindieari jobetnoa. ne  in  t i  ip  quibua cqrreciion«fn me»
rom Induximu», fisei vídeamwr habcre ralionem....»
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APARCERÍA.16
bres, pues parece fallarse en ello» al respe*
lo debido á la memoria del marido.

La exageración en combatir esta opinión,
que por los términos en que se concebía, se
prestaba seguramente á la impugnación, hi-
zo nacer sin duda un sentimiento contrario,
y por pracmálicas de Enrique III publicadas
en <400 y <401 en Canlalapiedra y Vallado-
lid, las cuales forman hoy la ley 4 ,  título 2 ,
libro 40 de la Novísima Recopilación, alió
la prohibición de los Fueros y Partidas, or-
denando que las viudas pudieran casarse
cuando quisiesen, y estableció la pena de
dos mil maravedís contra los jueces que en
tal caso procediesen contra las viudas ni los
que casasen con ellas.

La ley no iba ciertamente de acuerdo con
la filosofía. La confusión de la familia, y la
suerte del posible póslumo, destituido en
ese caso de otro amparo que el de la ley,
son siempre una gran razón, como lo es  todo
lo que está fundado en la naturaleza de las
cosas. El nuevo Código penal por tanto,
derogando la ley recopilada, dispone en su
artículo 390, que «la viuda que casare an-
tes de los 301 dias desde la muerte de su
marido, ó antes de su  alumbramiento, s i
hubiere quedado en cinta, incurra en las
penas de arresto mayor y multa de 20 á 200
duros.»

En la fijación del tiempo parece que el
Código ha tenido presente lajurisprudencia
romana, que reducía el afio de luto á diez
meses, por calcular ese sin duda el término
máximo de la gestación.

Todavía quedan pendientes las cuestiones
sobre la paternidad de un hijo que naciese
en tiempo dudoso, por haber la viuda con-
traido nuevo matrimonio dentro del afio. So-
bre ello pueden verse los artículos Mmi*

PMTiiaoy otros análogos..
APARCERIA. Palabra antigua que

sirve para espresar la compañía ó sociedad
celebrada entre dos ó mas personas que van
á la parte en alguna grangería. Rícese mas
comunmente de la que tiene por objeto be-
neficiar las haciendas del campo y la venta
de sus frutos ó la cria de ganados y el trá-
fico en ellos, y se  derivó según Covarrubias

del nombre jwt , tú  , per la parte que ca-
da uno de los interesados lleva en  el trate
ó especulación á que se refiere. La. aparce-
ría se contrae por consiguiente entre el
dueño de un campo que lo da á otros para
que lo cultive, no por una pensión en dine-
ro, en cuyo caso el contrato seria de arren-
damiento, sino por una parle de los frutos
que produzca, no siendo esta determinada, ó
lo que es  lo mismo, no consistiendo en cier-
ta y determinada porción de ellos, como por
ejemplo , diez . veinte ó cuarenta (anegas'.
Contrácse también entre el dueño del ga-
nado y la persona á quien lo, cede para que
le entregue una parle de sus beneficios.
V. MCIEDAB.

APARCERO. El que tiene celebrado
el contrato de aparcería con otro ó sea e4
que va á la parle con otro en alguna gran-
jeria. V. AFABCEMA.

APAREJADA EJECUCION.
Locución forense que está muy en uso en
la práctica, y que sirve para espresar la
cualidad que tienen ciertos instrumentos,
determinados por las leyes, de ser suficien-
tes para servir de fundamento á la acción
ejecutiva, y de los cuales se  dice que pro-
ducen ó que hacen aparejada ejecución.
V. EaccvCien , avicae KwciTfv».

APARTARSE. Desistir formalmen-
te de la acción intentada ; separarse del jui-
cio promovido , renunciar al ejercicio de
un derecho que se está ejercitando. En es-
te sentido tiene mas frecuente uso la pala-
bra separar. En el artículo correspondiente
á ella espltcamos la doctrina relativa al de-
sistimiento judicial en los casos indicados.
V.  AEPiatB.

APARTAMIENTO. El acto de
desistimiento que formaliza enjuicio alguno
de los litigantes. V. AMKVA».

APEAR. Es la operación de  deslindar
las tierras determinando los límites ciertos
de ellas para que pnedan fijarse los mojo-
nes que atestigüen la pertenencia de cada
una de las propiedades deslindadas. Véase
AFEO, A«*4OMAMlETrO , DESLINDE.

APEDREAR. En su significación
general y común equivale á tirar, arrojar
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APELACION. 47
sino también á las personas que no bao li-
tigado, siempre que se  les cause por la sen-
tencia ó providencia algún daño ó menos-
cabo en sus derechos; y finalmente, la
últiína parte manifiesta el objeto del recurso,
que no  es otro, sino que el superior revise
el fallo apelado y lo reforme ó lo Sustituya
con otro en los términos que considere mas
justos.

La apelación es un remedio ordinario
contra las injusticias cometidas por los tri-
bunales inferiores, concedido no en el favor
solo de las partes, sino en beneficio de la
sociedad en general, como útilísimo y aun
necesario para la mas recta y mas espedita
administración de justicia. Hállase, pues,
admitido, tanto en el fuero ordinario, como
en los especiales , lo mismo en los asuntos
criminales, que en los civiles. Mas como la
materia criminal es muy diferente de la ci-
vil, y por consiguiente diversos los trámites
y formalidades que en una y otra se obser-
van, tomaremos de aquí ocasión para divi-
dir el articulo en dos partes muy principa-
les; una que tratará de la apelación en los
ásuntos civiles y otra en los criminales.

Por lo que hace á los tribunales de fuero
especial , no juzgamos conveniente al me-
jor orden y claridad, formar capítulo aparte
sobre cada uno de ellos; primero, porque el
derecho civil confiese ios principios gene-
rales , comunes en grao parte á todos;
segundo, porque siendo estas jurisdicciones
escepciones de la regla ordinaria, la supo-
nen existente en iodo aquello que espresa-
mente no ha sido derogada. Por estas razo-
nes nos acu paremos en las secciones res-
pectivas de los puntos en que cada tribunal
especial se aparta de las máximas y marcha
adoptada por el derecho común, concillando
por este método la brevedad, con la ventaja
de hacer resaltar las diferencias entre unos
y otros.

Otra división se presenta también de
Tas apelaciones , muy digna de llamar
nuestra atención. Porque las apelaciones,
bien pueden ser principales, bien acce-
sorias , y aun cuando nuestras leyes no con-
tienen disposición alguna relativa á las ú l -

piedras; pero en su significación jurídica
espresa cierto castigo que usaron algunos
pueblos antiguos. La leyG, tit31 de la Par-
tida 7 que autoriza algunos castigos bárba-
ros y atroces, como quemar, echar á las
bestias bravas , etc. . dispuso espresamente
que los juzgadores non deben mandar ape-
drear ningún orne.

APELABLE. Esta palabra no se  usa
por sí sola, sino unida á las de sentencia,
auto ó providencia, para indicar la cuali-
dad de  ellas dé ser por su naturaleza sus-
ceptibles de  apelación. V. APELACION.

APELACION. Esta palabra procede
de la latina áppellalio, que significa llama-
miento, provocación, reclamación , y en sú
sentido jurídico no es  otra cosa que «el re-
curso que concede la ley á todo el que se
siente agraviado por sentencia ó providen-
cia de  juez ó tribunal inferior para ante el
superior inmediato, á fin de que la enmien-
de Ó revoque: e s ,  en resúmeri, la institu-
ción de una segunda instancia. Las leyes de
las Partidas llaman á este recurso alzada,
palabra que aplican también á la tercera y
ulteriores instancias ; pero como el recur-
so de la tercera instancia y los estraordi-
narios tienen hoy nombres propios, reser-
vamos su  doctrina para los artículos iN-
«nwneiA QUEJA, smicA,  «É-

«UNDA SUPLICACION Y NULIDAD. Algu-
nas léjtslaciones especiales, como la canóni-
ca, llaman también apelación al recurso de
la tercera y ulteriores instancias, signifi-

cando así con una sola palabra cosas tan di-
ver sas, lo cüal quita al lenguaje la preci-
sión y claridad que debe tener. Siguiendo
nosotros la tecnología del derecho civil, cir-
cunscribimos el sentido de la palabra apela-
ción ásolo la segunda instancia.

La definición anterior espresa perfecta-
mente lá naturaleza de la cosa que se quie-
re dar á conocer; porque la palabra recurso
indica una nueva instancia, un segundo de-
bate en  que las partes pueden hacer uso de
pruebas y defensas no empleadas anterior-
mente; la voz agraviado dá á entender que
el recurso de  apelación no solo se concede
á los litigantes que se creen perjudicados,
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limas, y muchos prácticos al administrar*
las tampoco les han dado un nombre propio,
creemos que el adoptado les conviene per-
fectamente y revela de una manera espresi;
va su Indole y naturaleza. La apelación
principal es  la qne ha sido interpuesta en
primer lugar; y por el contrario accesoria
laque con motivo de aquella introduce el
otro litigante con objeto de mejorar alguno
de los particulares de la sentencia que no
le favorecen. Esta apelación viene siempre
después de la principal, y como dependen-
dencia de ella, por cuya razón puede distin-
guirse muy bien con el adjetivo accesorias.
Nuestros prácticos llaman i esta apelación
accesoria, adhesión á la apelación- nom-
bre que no espresa en nuestro juicio la ná-
uraleza y relaciones de este acto.

PARTE LEGISLATIVA.

■caair

Leyes del Fuero Jusgo.
Leyes de las Partidas.
Leyes de la Novísima Recopilación.
Disposiciones posteriores.
Leyes mercantiles.
Leyes administrativas.
Leyes de minas.
Leyes de Hacienda.
Leyes militares.
Leyes de Indias.
Leyes canónicas.
Legislación eslranjera.

LEYES DEL FUERO JUZGO.

LEY 22  , TIT. 1 , L1B. 2 .

Cuando alguna délas partes tiene al juei
por sospechoso, debe este librar el pleito
con el obispo de la ciudad , y ambos poner
pdr escrito su sentencia, pudiendo apelar
de ella para ante el rey , y si resultare que
juzgaron mal, debe revocarse la sentencia,
devolviéndole al apelante lo que por aque-
lla se le mandaba entregar, y condenando al
juez á que le entregue otro tanto mas; si re-

soltare que la sentencia era justa, se confir-
mará y se condenará al apelante en la mis*
ma pena que se impondría a |  juez, si hu-
biese juzgado á tuerto ; y si no. tubiere con
qué pagar, reciba cien azotes ante el jaez.

LEV 26 ,  ID. , ID.

Los pactos ó conciertos que hacen las
parles , instigadas ambas ó alguna de ellas
por el juez , obligándose á no apelar ni re-
clamar contra su injusta sentencia, son nu-
los y de ningún valor ni efecto.

LEV 27 ,  ID. ÍD .

Las sentencias ó providencias que dicten
los jueces contra derecho por miedo ó por
mandado del rey son nulas y deben revo-
carse.

LEY 28 ,  ID. ID .

Los obispos deben amonestar á los jueces
de su territorio que juzgan mal contra los
pueblos , para que reformen las providen-
cias y las dejen sin efecto; y si no lo quie-
ren hacer, el obispo del territorio debe lla-
mara! juez y á otros obispos úá  otros hom-
bres buenos, y enmendar e| pleito el obispo
con el juez según derecho. Y si el juez fue-
se tan porfiado que no se preste á la en-
mienda, juzgue solo el obispo, y la provi-
dencia que dictare remítala al rey para que
confirme lo que 1c pareciese que es justo.

LEYES DE LAS PARTIDAS.

LEY O , TÍT. 5 ,  PABT. 4 .

En los pleitos eclesiásticos puede apelar-
se para ante el Papa , omisso medio.

LEY 34  , TIT. 6 , ID.

El clérigo apremiado por el ohispo para
que sé  ordené, si después de alegar justa
causa para no hacerlo, se le vuelve á man-
dar, puede apelar de esta providencia, mas si
no la alegó , no puede Interponer apelación.

LEY 23 ,  TIT. 19 ,  ID.

Puede apelarse para ante el legado del
Papa , omisso medio.
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APELACION* 49
LEI 5»  f!T* 22 ,  ID.

Los obispos no pueden alzarse contra la
resolución de los arzobispos, por la que
acuerdan volver á visitar el obispado.

LEY 32 ,  TIT. 9 ,  PART. 2 .

El adelantado puede oír las alzadas de las
sentencias que diesen los alcaldes de las
villas. El que se  sintiere agraviado de las
setencias que el adelantado ó sus alcaldes
diesen en los negocios de su competencia,
puede apelar para ante el rey , y debe otor-
gársele la apelación, y dar las cartas del
adelantado selladas con su  sello, en  las que
se deben poner todas las razones de los
pleitos, tales como pasaron ante é l ,  ó ante
sus alcaldes , y enviarlas al rey con él para
que pueda saber si se  alzaron coa derecho.

LEY 4 ,  TIT. 24 ,  10 .

De las sentencias del capitán de navio en
los negocios de su  tripulación , debe ape-
larse para ante su almirante , y no para an-
te  el rey , á menos que este estuviese en la
flota, ó el capitán dictase la sentencia el dia
en  que el buque volviese donde el rey se
hallase*

LEY 23 ,  TIT. 4 , PART. 3 .

Las sentencias de los avenidores dadas
maliciosameifle ó con engaño, se  deben en-
derezaré enmendar según alvedrio de algu-
nos  hombres buenos, escojidos para esto en-
tre los jueces ordinarios de aquel lugar en
que se  dictare.

LEY 35  , TIT. 4 ,  10.

De las sentencias de los avenidores no
hay apelación , habiéndose establecido pena
en  el compromiso. Mas si pena no se  hubie-
se  puesto, y las partes hubiesen aprobado
te sentencia por palabra, por escrito, ó la
consintiesen, dejando trascurrir diez dias
sin reclamar contra ella, quedará firme y
valedera.

TOMO ni.

LEY 23 ,  TIT. 5 ,  ID.

El procurador contra quien se ha dado
sentencia puede apelar, aunque no se le
baya concedido esta facultad en la carta de
personería; mas no seguirla alzada, mien-
tras no se le confiera poder para ello.

LEY 1 , TIT. 9 , ID.

Dada sentencia contra el que tiene la co-
sa objeto del litigio , puede ser desapode-
rado de ella y ponerse en secuestrao , aun-
que haya interpuesto apelación , si hay mo-
tivo para sospechar que la malmeterá ó
desgastara los frutos de ella.

LEY 110 ,  TIT. 18 ,  ID.

Esta ley contiene la fórmula de la sen-
tencia dictada por loa oidores y juzgadores
de  las  alzadas de casa del rey, tanto en el caso
de confirmar la sentencia, como en el de
confirmar una parle y revocar otra.

LEY 52  , TIT. 18 ,  ID.

Del hecho que ejecutare aquel a quien el
rey manda carta para ello , no puede nadie
alzarse , á menos que se hubiere escedido
de cuanto se le ordenaba en ella.

LEY 1 , TIT. 23  , ID.

«Alzada es querella que alguna de las
«partes face de juicio, que fuese dado con-
«tra ella, llamando é recorriendo á enmien-
»da de mayor juez; é tiene pro el alzada,
«cuando es fecha derechamente , porque
«por ella se desalan los agravamientos que
«los jueces facen á las partes lortíceramen-
«te, ó por non lo entender.»

LEY 2 ,  ID. ID.

Todo hombre libre puede alzarse de la
sentencia dada contra él. También puede el
siervo en las causas civiles en que tiene
personalidad para estar en juicio y en las
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criminales. Mas si el juicio fuese dado con*
tra su Señor , en razón de algún yerro de
que le hubiesen acusado , entonces e! sier-
vo non se podría alzar por su Señor, como
qtiier que lo podría facer su  hijoqtte fuese en su
poder. Otrosí, si el hijo que está en poder de
sn padre se puede alzar de todo juicio , que
fuese dado contra é l ,  en razón de los bienes
suyos que el padre tuviese en guarda, onde
quier que los oviese ganado. La misma facul-
tad tienen los guardadores de los huérfanos,
los personeros , y sus sustitutos legítimos,
á saber: los que fueron nombrados por aque-
llos en los pleitos que comenzaron por de-
manda y por respuesta. El señor del pleito
puédese alzar de la sentencia dada contra
su personero; y si este no se alzó de ella
ni se le hizo saber, tiene para apelar el pla-
zo de diez dias, contados desde el que lo su-
piere. Pero si el personero tuviese bienes
suficientes para pagar al señor todos los
daños que se le originaron por su culpa,
debe pecharlos, y quedar firme el juicio.
En caso contrarío podrá el señor interponer
y seguir su alzada.

LEY 3 ,  ID. JO.

El procurador dado para un pleito deter-
minado, débese alzar déla sentencia, y ha-
cerlo saber al dueño del pleito , para que
siga la alzada si quisiere, porque él si bien
puede, no está obligado á seguirla contra
su  voluntad. Pero si fuere dado generalmen-
te para todos los pleitos, ó en el poder s e
dijera que pudiese ó debiese seguir el alza-
da,  seria tenido de alzarse y de seguir la
instancia, maguer non quisiese.

LEY 4 ,  ID. ID.

No solamente pueden apelar las partes, ó
sus personeros, sino también los terceros
á quien pertenece el pro ó el daño que vinie-
se de aquel juicio. El vendedor, por ejemplo,
podrá alzarse de la sentencia dada contra
el comprador, y este á su  vez, cuando el
primero fuese vencido sobre aquella cosa
que le vendió. En el caso que el vendedor

APELACION.
se alzase del juicio, pero sospechase el com-
prador que no lo hacía con buena fé , pue-
de acudir al jnez, y pedir que no proceda
adelante , hasta que él vea el pleito y es-
ponga sus razones. Iguales derechos tiene
el acreedor, cuando fuere dada sentencia
contra su deudor sobre aquellas cosas que
le había empeñado. Lo mismo decimos del
fiador , el cual se puede alzar, aun cuando
el comprador y el vendedor se  aquieten y
otorguen el juicio.

LEY 5 ,  ID. ID,

Cuando fuere dada sentencia sobré algu-
na cosa mueble ó raíz que pertenece á mu-
chos en común , cualquiera de ellos que se
alce y venza, aprovecha su victoria á los
compañeros. Pero si alegase alguno que era
menor y se desatare la sentencia por via de
restitución, este beneficio no aprovecha á los
domas que no apelaron. Lo mismo sucede
en las servidumbres , cuando alguno de
aquellos á quien pertenece en común toma-
se alzada, pues de ella se aprovecharían los
otros, escepto en el usufructo. Y cuando
son muchos los guardadores de un huérfa-
no y todos mueven pleito por é l ,  la alzada
que interpone el uno, aprovecha á los de-
mas, si todos administran. El que no admi-
nistra no podrá alzarse del juicio dado con-
tra su compañero que administra , ni podrá
tampoco aprovecharse déla apelaciou inter-
puesta por este.

LEY 6 ,  ID. ID .

El pariente puede alzarse por su pariente
condenado en causa de sangre; y aun cuan-
do estelo rehúse, le aprovecha el alzada. La
razón es ,  que siempre finca la mancilla de
la deshonra en su linage. Cualquier estra-
ño movido de amoró piedad , puede inter-
poner apelación , pero para que sea vale-
dera, es menester que el reo la otorgue y
consienta.

LEY 7 , ID- ID.

Cuando á instancia de los parientes del
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APELACION. 51
si por aventura no hubiesen dejado perso-
ñero, entonces la  sentencia que diesen con-
tra ellos no les empecerla, pues debe el juez
á su instancia restituir el pleito al estado
que tenia cuando se verificó la ausencia.
Esto mismo debe ser guardado con res-
pecto á la sentencia dada contra el cautivo.

LEY 11 ,  ID. ID.

Si habiendo ido uno á romería ó á escue-
la, ó sido desterrado ó preso, se fallase con-
tra él algún pleito que hubiese dejado co-
menzado, no se  podrá alzar de la sentencia
á su regreso , siempre que hubiera dejado
procurador, ó hubiera habido quien lo de*
fendiese derechamente. Pero si el procura-
dor muriese antes de darse la sentencia,
puede á su  regreso pedir al juez dentro de
diez dias contados desde que llegó y lo su-
po,  que torne el pleito al estado que tenia
antes de salir. Y lo mismo se deberá hacer,
si al partir no pudo encontrar personero
que le defendiera, prévio el juramento de
malicia.

LEY 12  , ID. ID.

Si emplazadas las partes para oír senten-
cia , no pudiese alguna de ellas presentarse
dentro del plazo por fuerza ó engaño de su
contrario, la que se dicte en su perjuicio
no le empece , probando aquel impedimento,
debiéndose restituir el pleito al estado que
tenia antes. Pero si el engaño ó la fuerza
proviniere de un tercero , ó el obstáculo
consistiere en ¡os caminos , ladrones ó en-
fermedad , no tiene lugar la restitución,
pero sí cabe apelar de la sentencia da-
da dentro del plazo de diez dias, contado!
desde el en que hubiere sabido el fallo.

LEY 13 ,  ID. ID.

De toda sentencia definitiva se puede al-
zar cualquier que se tuviere por agraviado
de ella. Mas de otro mandamiento ó senten-
cia que diese el juzgador andando el pleito
antes de la sentencia definitiva, no puede
ni debe ninguno alzarse. Futra» ende , s»

testador se da contra los herederos senten -
cía de nulidad del testamento , y no apelan
de ella, pueden apelar y seguir la alzada los
legatarios. Y aun cuando los herederos se
alzasen del juicio , podrán los últimos ser
con los herederos en seguir la alzada, ma-
yormente si tienen sospecha de que estos
no proceden rectamente.

LEI 8 , ID. ID.

Cuando el juez nombrare á uno guar-
dador de algún huérfano, loco, ó pródigo,
no se puede alzar de este mandamiento,
sino que debe proponer sus escusas dentro
de 50 dias. Pero si el juez no se las admi-
tiese, y se creyere agraviado de  este fallo,
podrá entonces apelar.

LSY 9,  ID. ID.

También puede alzarse aquel á cuyo fa-
vor fuese dada la sentencia, cuando no es
tan cumplida como debía: tal seria, si la he-
redad que demandaba con los frutos, le fue-
se  dada sin los frutos , ó no condenando al
vencido en las despensas que hizo derecha-
mente el vencedor del pleito, ó dando sen-
tencia de  otra manera semejante de esta,
que no correspondiese cumplidamente á la
demanda ó prueba , ó razones que fuesen
presentadas en el pleito. Pero si el actor ó
el reo fueren rebeldes en no querer venir
al plazo que el juez les puso para oír ó dar
sentencia , no se pueden después alzar de
ella. Si el demandado fuere obediente en
venir, mas fuese desmandado en no mostrar
ó entregar aquella cosa que le demandaban,
y por eso fuese condenado en cuanto jura-
se  la parte contraria , podrá alzarse de esta
sentencia.

LEV 10 ,  ID. ID.

Los ausentes por causa de la república,
s i  dejan personeros en su  lugar, pero estos
no los defienden bien , ó no se alzan de la
sentencia dada contra ellos, pueden hacer-
lo por sí mismos desde el dia que tornen á
su casa,  ó lo supieren, hasta diez dias. Y
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APELACION.52
mandase el juez dar tormento d n/juno d
tuerto , ó facer alguna otra cosa torticeramen-
te , que fuese de tal natura que , set/endo aca-
bado elpleilo, no se podría después ligeramen-
te enmendar d menos de gran daño ó de gran
vergüenza de aquel que se tuviese por agra-
viado. En estos casos se podría alzar, sin
esperar la sentencia definitiva. Mas cuando
el demandante y demandado pactan en jui-
cio ó fuera de él , que ninguno podrá alzar-
se  de la sentencia que se  dé ,  ó cuando fue-
se  uno vencido en juicio que debiese dar algo
al rey, bien por razón de cuenta, despecho,
ó de cualquier otra debda , ó cuando el rey
mandase á algunos que decidan pleitos de-
terminados sin apelación, no pueden las
partes agraviadas apelar de la sentencia.

LEY I 4 ,  ID. ID.

Cuando la sentencia contuviese varias
partes, puede apelarse de unas , y Consen-
tirse las otras. Y si alguno fuere condena-
do por muchos yerros ó delitos , y se alza-
re de los mayores , el juez debe recibir e l
alzada y suspender la ejecución de la pena
impuesta á los.menores, hasta que aquella
se decida. Pero si apelase de los menores,
entonces no debe admitir la apelación has-
ta ejecutar la pena impuesta á los mayores.

LEY 15 ,  ID. ID.

De la aclaración ó declaramiento que ha-
cen los jueces de sus sentencias á instan-
cia de las partes, puede apelarla que se
sintiere agraviada.

LEV 16 .  ID, ID.

Los ladrones conocidos, revolvedores de
los pueblos, ó sus  caudillos en aquellos ma-
los bollicios, los forzadores y robadores de
vírgenes, viudas ó mujeres religiosas , los
falsificadores de monedas ó de sellos del
rey. los que matan áyervas óá  traición,
ó aleve; probándoles su delito por buenos
testigos, ó por su  confesión hecha en juicio
sin premia, no se pueden alzar de la sen-

tencia dada contra ellos por dichos yerros.

LEV 17 .  ID, ID.

Se puede apelar, tanto de los jueces pues-
tos para todos los pleitos ordinarios, como
de aquellos que lo son para pleitos señala-
dos, salvo en los casos esceptuados en las
leyes anteriores. Pero del emperador ó rey
ninguno se puede alzar , si bien puede pe-
dirle merced , que vea si ha alguna cosa
de enderezar ó de mejorar en aquello que
juzgó. Eso mismo decimos del adelantado ma-
yor de la corte del rey, que non se pueden
alzar de él ; ni de la sentencia que dan los
jueces de avenencia contra alguna de las
partes qne metieron el pleito en su mano;
á no ser que alguno de estos juecessc mos-
trase manifiestamente enemigo del demarr-
dador ó del demandado, y la parte que esto
entendiese, afrontase á aquel avenidor su
contrario, que non diese juicio, ni andoviese
mas por aquel pleito; en cuyo caso podrá
apelar de la sentencia que diere.

LEV 18 .  ID. ID.

El que se sintiere agraviado por la sen-
tencia de un juez, puede se alzar del á otro
que sea mayoral. Pero la alzada debe ser
subiendo de grado en grado , del menor a!
mayor, no dejando ninguno entre medias.
Si quisiese alzarse al rey desde luego, pa-
sando por los otros jueces, bien puede ha-
cerlo. Y sí interpone la apelación para otro
mayoral, distinto de aquel á quien corres-
ponde en grado; ó igual del juez inferior,
vale la alzada, no para darles su cohoci-
miento, sino para que envíen el pleito á
aquel que tiene derecho de juzgarlo. Si por
el contrario se hubiere alzado para otro
juez menor óestraíto, es lo mismo que s i .
nada hubiere hecho.

LEV 20 .  ID. ID.

De las apelaciones que interponen las
viudas, huérfanos ó los pobres que no tie-
nen veinte maravedís , ó los muy viejos.
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APELACION. 63
debe conocer el  mismo rey, ó nombrar quien
las despache luego. También conocerá solo
el rey de las alzadas contra las sentencias
de los jueces nombrados por él para fallar
determinados negocios.

LEY 21  . ID. ID.

Cuando el rey nombra á un juez para l i -
brar un pleito señalado , y este juez dele-
gado lo encomienda á otro, de la sentencia
que diere el último, se debe apelar al juez
delegante. Mas si este mismo lo oyese ó lo
librase, la alzada debe ser al rey. Si el que
nombrase delegado fuese un juez ordinario,
y después de contestado el pleito, subdele-
gase á aquel sus facultades, la parte agra-
viada por la sentencia de este último, debe
apelar ai juez ordinario y no al delegado.

LEY 22 .  ID, ID.

La alzada se puede interponer de pa-
labra, luego que fuere dada la senten-
cia , ó por escrito , desde el dia que
fué dada hasta diez dias. Si la parte ape-
lante se  temiere algún mal del juez, debe
leer su escrito ante bornes buenos, para
hacer testimonio como se alza de aquel jui -
cio.

LEY 23 .  ID. ID.

La parle debe seguir la alzada al plazo
que le pusiere el juez, y si el juez no lo hu-
biere señalado, dentro de dos meses. De
modo que si el apelante no se presenta den-
tro de estos plazos, debe quedar firme la
sentencia y pagar las costas á la otra parle.
Si es  su  contrario el que no comparece, y
no se le señaló plazo, el juez débelo em-
plazar para que venga á seguir el juicio;
en  cuyo caso, si no comparece dentro del tér-
mino del emplazamiento, el juez procederá
según derecho conforme á su leal entender.
Lo mismo sucederá si se le señaló plazo y no
comparece dentro de él. Mas si acaeciese
que ninguna detestas partes se persona, que-
dará firme la sentencia, y ninguna parle
pagará las costas á la oirá.

LEY 24 .  TD. ID .

En los plazos para alzarse y seguir la al-
zada deben contarse los dias feriados; é si
alguno se alzase fuera de tiempo, la otra
parle puede alegar que no debe ser oido, y
que debe cumplirse la sentencia, é si la otra
parte no estuviera delante, el juez de su
oficio puede hacer eso mismo. Empero si e l
tiempo en que debia seguir el alzada pasase,
porque el juzgador non le pudiere oir, ó non
quisiere , entonces no le empece al que se
alzó.

LEY 26 .  ID, ID.

Los apelantes no deben usar de palabras
injuriosas contra el juez de quien se alzan,
sino referirles mansamente el pleito como
pasó, las razones alegadas y la sentencia
que fuere dada sobre ello. El alcalde ó juez
débelo otorgar, dándoles traslado de lodo
bien é lealmeule dentro de tercero dia, con-
tado desde el en que interpusieron la ape-
lación, y si no lo hacen deben pagar á la
parle el daño que recibiere, y las costas
y gastos que le ocasionaren. También debe
ponerles plazo para que se presenten á se -
guir la apelación. Durante la apelación el
juez de cuya sentencia se apeló , no debe
hacer ninguna cosa de nuevo en el pleito,
ni en aquello sobre que fué dada la senten-
cia, estando ademas prohibido el que mal-
traten ó denuesten á los apelantes.

LEY 27 ,  ID. ID.

El juez de alzada, luego que la parle pa-
reciere ante él, debe abrir la carta en que
es cscriptáel alzada, examinar el pleito co-
mo pasó, y la sentencia en él dada, mandan-
do al apelante esponga los agravios.... Y si
alguna de las partes dijere, que halló de
nuevo carias ó testigos que le ayudan mu-
cho en su pleito, que no pudo mostrar ante
el otro juzgador, devegelo recibir. Y si vie-
se que la sentencia fué dada derechamente,
débela confirmar, y condenar al apelante cu
las costas, y enviar á las partes otra vez al
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APELACION.54

primer juez que cumpla su  sentencia, ó ande
adelante por el pleito principal, cuando el
alzada fuere sobre algún incidente. Pero si
entendiere que se alzó con derecho, mejore
la sentencia, juzgue el principal sin conde-
nación de costas, y no lo envie á aquel que
juzgó mal. Otrosí, si el juez superior hallase
que alguna cosa habia sido innovada por
fuerza ó por engaito, ó por mandamiento
del primer juzgador, del estado que tenia
al tiempo de tomar la alzada, la debe hacer
tornar á su lugar: y si  la parte agraviada ale-
gase y probase que no habia interpuesto la
apelación por miedo de que le herirían, ma-
tarían ó prenderían, debe ser oída, como si
hubiera apelado.

LBY 28 ,  ID. ID .

Cuando en una causa criminal ha sido
dada sentencia de muerte, perdimiento de
miembro ó destierro, y muere una de las
partes, después de interpuesta la apelación,
bien sea el acusador, bien el acusado, se
acaba el alzada, y se termina el proceso.
Pero si la sentencia fuere contra la persona,
y contra los bienes del acusado, termina so-
lo respecto á la primera, y los herederos del
acusado están obligados á seguir la alzada,
si quisieren heredar sus bienes. Los here-
deros del acusador pueden seguir el alzada
en cuanto á los bienes, si quisieren, dentro
del plazo de cuatro meses, además del que
tuvo el finado.

LEY 29 ,  ID. ID.

Si la cosa litigiosa muere después del al-
zada, y es  de tal naturaleza que vale casi
tanto como viva, debe el juez seguir la a l -
zada. Mas si después de muerta no se  pu-
diese aprovechar,, ó valiese muy poco, no
debe seguirla, sobre la cosa muerta, mas sí
sobre la estimación que pudiera valer cuan-
do era viva. De manera que si aquel contra
quien fué dada la sentencia tenia la cosa
de mala fé, como si la habia de hurto ó ro-
bo, ó de quien sabia que no era dueño; si el
juez superior confirmase la sentencia, debe

el poseedor pechar cuanto valiese, cuando
era viva y además los frutos y rentas, que
el Señor hubiera podido llevar de ella. Em-
pero si la tuviese de buena fé, se termina el
pleito por la muerte de la cosa, siempre que
hubiese ocurrido por ocasión, y sin culpa
del que la tenia.

Lar 4 ,  T ir .  25 ,  ro.

De la sentencia que dictare el rey ó el
adelantado mayor de la corte no cabe ape-
lación, mas puede pedirse merced.

LEY 5 ,  TIT. 25,  ID.

El que podiendo apelar de una sentencia
no lo hace, la consiente y no puede después
reclamar contra ella por otro recurso.

LBY 5 ,  TIT. 26 ,  ID.

Lasentencia dada en apelación, no se  anu-
la porque falte la lilis contestación.

LEY 8 ,  TIT. 4 8 ,  PABT. 4 .

De la sentencia que diere el adelantado
mayor de la corle del Rey, no puede apelar-
se, pero puede pedírsele por merced que
vea ó enmiende su sentencia, si quisiere.

LEY 56 ,  TIT. 5 ,  PABT. 5 .

El comprador contra quien se da senten-
cia sobre la cosa comprada, debe apelar, si
el vendedor no estuviese delante, y si  no lo
hace, no puede reclamar de este el sanea-
miento.

LEY 6 ,  TIT. 40 ,  PART. 7 .

Pena esta ley al juez que no admi-
tiendo la apelación, deshonra al apelante.

LEYES DE LA NOVISIMA.

LEY 4 ,  TIT. 20 ,  LBB. 44 .

Ley i ,  til. <*,  Hb. S del Fuer» Beal.

De la sentencia que den el alcalde ó el
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APELACION. 65
la alzada y baga lo qué debe : otro si man-
damos que aquellos que apelaren, no sean
osados de decir al alcalde que juzgó mal, ni
denuesto alguno, salvo que en buena ma-
nera digan y razonen aquello que hace á su
pleito ; y quien al alcalde denostare ó avil-
lare , peche el alcalde ¡diez maravedís por
la osadía, y sobre esto pásese á la pena
que manda la ley , según que fuere la inju-
ria: y si el alcalde deshonrare ó denostare
al que apela de él, haya la misma pena. Y
lodo juez que denegare apelación y no la
quisiere otorgar, habiendo lugar, caya en
penado treinta mil maravedís para nuestra
Cámara, salvo en los pleitos que son sobre
nuestras rentas.

LEY 23 ,  ID. ID.

Ley I ,  t i l .  13 del orden»miento de Aleal i .

Establecemos que de las sentencias io-
terlocutorias no haya alzada, y que los juz-
gadores no la otorguen ni la den, salvo si
fueren dadas sobre defensión perentoria, ó
sobre algún artículo que haga perjuicio en
el pleito principal; ó si dijere y probare la
parte dentro de los nueve dias, que no es
su juez, y el juez se pronunciare por tal, ó
lo recusare por sospechoso, y no se acom-
pañare, según le está prevenido ó si en los
pleitos criminales no guardare lo que se con-
tiene en la ley I ,  til. 2 de este libro; ó si la
parte pidiere traslado del proceso publicado,
y el juez no se lo quisiere dar. En cualquie-
ra de estos casos la parle agraviada se pue-
de alzar de la sentencia, y eljuezestá obli-
gado á otorgar la apelación.

LEY 2 ,  ID. ID.

Ley 9,  t i l .  13 del ordenamiento de Alcali.

Cualquiera de nuestras justicias que es -
pesamente señalare dia para dar senten-
cia, notificándolo á las partes, si alguna no
pareciere para oirle aquel dia ni después
de dada, no se  alzare de ella en cuanto el
juez estuviere asentado juzgando los plei-

juez, siquier sea. juicio acabado, siquier
otro sobre cosa que acaezca en pleito, aquel
que se  tuviere por agraviado pueda apelar
basta cinco dias, desde el día que fuere
dada la sentencia, ó recibido el agravio y
viniere á su noticia, y si asi no lo hiciere,
quede firme en adelante. También manda-
mos que en dicho dia quinto sea contado
aquel en que fuere dada la sentencia ó he-
cho el agravio.

LEV 6 ,  ID. (D.

Ley I .  UL  18, !ib. 1 del  Fuero Beel.

Cuando el apelante se  presente ¿ seguir
el alzada, y no el apelado, habiéndole seña»
lado término para comparecer , el juez que
ha de conocer de ella vea el proceso, y los
agravios que alega el primero y determine
lo que hallare por derecho. Mas si al ape-
lado no se  le hubiere señalado término para
comparecer , debe antes citársele, y oírsele
sí se presentase , pasando en caso contrario
á fallar la causa, según dicho es  anterior-
mente.

LEY 22 ,  ID. ID.

Leyft.lít. 15, lib, 1 del Fuero Beal.

No se otorgue apelación en los pleitos
siguientes : si se alzare algún hombre de
mandar que otro que no sea descomulgado
ó devedado, que no sea sepultado; ó sobre
cosa que no se pueda guardar, como sobre
uvas, antes que el vino sea fecho de ellas,
ó sobre mieses que se han de segar, ó so-
bre otra cosa semejante que perece por tiem-
po, ó si fuere sobre dar gobierno á niños
pequeños. Sin embargo aun en tales pleitos
puédese querellar y proseguir su  derecho
aquel que se  creyere agraviado por el alcalde.

LEY 24 ,  ID. ID.

Ley V, t i l .  19, l ib .  9 del Fuero Ret í ,  Don Enrique 111
titulo de >tnl>. cap. 2J.

Si algún hombre se agraviare del juicio
que el alcalde diere y apelare de él, no le
denueste, ni le diga mal por ello, mas reciba
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APELACION.56
tos, que dende en adelante no se  pueda al-
zar; pero si la sentencia fuere dada después
del dicho dia señalado, la parte que no fuere
presente contra quien fuere dada, puede se
alzar hasta quinto dia después que le fuere
notificada.

LEY 5 ,  ID. ID.

Ley B, t i l .  13 del ordenamiento de AleaU.

El juicio de alzada se  debe seguir y aca-
bar en el término de un año,- contado des-
de el dia en que se apeló de la sentencia,
salvo si hubiere algún embarga derecho
porque no se pueda seguir y librar, y s i
por culpa del juez fincare delolibrar, pague
las costas y daños á las partes.

LEI 3 ,  ID. ID.

Ley i, til. <3 delordenunioQlo de Alcali,

El apelante debe presentarse ante el juez
superior á seguir la apelación dentro del
plazo que le hubiere asignado el inferior, y
si este no lo hubiere señalado, debe com-
parecer ante el rey hasta cuarenta días, si
fuere allende los puertos; y si fuere acucn-
de ios puertos hasta quince días ; y si el rey
estuviere en la villa hasta tercero dia, si
faere el alzada de los alcaldes del rey ; y
si fuere de los de la villa para ante otro al-
calde mayor en la villa que haya poder de
oir las alzadas, que la siga hasta tercero dia;
y si fuere la alzada del término, tierra y ju-
risdicción páralos alcaldes déla vilTa, que ha-
ya nueve días contados desde á aquel en que
le fuere otorgada Inapelación. Los mismos
plazos tiene el apelante para querellarse del
juez, si no le quisiere otorgare! alzada, y
si en este tiempo no lo quisiere seguir ó no
se querellare como dicho es, fiinque firme
el juicio de que se alzan en estos plazos
que dichos son: y la parle que hubiere de
seguir el alzada, sea tenido de presentarse
ante el juez de las alzadas con todo el proce-
so del pleito, y de lo conti-ario no será oido
y quedará firme la sentencia, sin que le val-
ga decir que no tiene dinero para pagarlo.

Pero s i  el señor de! pleito ó el procurador
en su  nombre alegare y probare que es po-
bre, podrá seguir la apelación y apremiar
al  escribano á que le dé el proceso sin di-
neros; y lo mismo debe observarse, cuando
alegare y probare otra razón derecha porque
no pueda seguir el alzada.

LET 7 ,  ID. ID.

DooJiunl l  en  UM,  pet, 14.

Las apelaciones que por uso y costum-
bre antiguase interpusiesen en los lugares
de señoríos para las nuestras ciudades, vi-
llas y lugares, donde antiguamente solian
ir ,  que vayan libremente á Las dichas c iu-
dades y villas, y que los dichos señores no
pongan obstáculo ni impedimento á los ape-
lantes, ni perturven nuestra jurisdicción,
sopeña de la nuestra merced.

LEY 8 ,  TIT. 1 ,  LIB. 5 .

Don luán !  eoBrlbiesca y don Juan l i an  Tordeiülaaim.

Todos los pleitos, causas y cuestiones asi
civiles como criminales que pendiesen ante
los de mi consejo, y otros cualesquier jue-
ces ,  asi ordinarios como delegados y comi-
sarios sean remitidos para su despacho á
las audiencias y chancillerías. Y asimismo
mandamos que todas las apelaciones asi de
las nuestras ciudades, villas y lugares, como
de la reina y príncipe, como de lodos los
otros infantes, duques, condes, perlados y
caballeros, y cualesquier otras personas
vayan á las chancillerías, sin que los tales
señores puedan poner en ello embargo.

LEY 8 ,  TIT. 20 ,  LIB. 41 .

Deo Fernando y dofia Isabel en Toledo, afio USO, ley 47.

Ordenamos, que la sentencia definitiva,
que fuere dada y pronunciada por los nues-
tros alcaldes y jueces délas ciudades, villas
y lugares de nuestros reinos, que fuere de
cuantía de veinte mil maravedís ó dende
ayuso la condenación de ella sin las costas,

Enciclopedia española de derecho y administración



APELACION. 57

sopeña de diez mil maravedís á cada uno,
y de privación de los dichos oficios: y man-
damos al dicho juez, y á los otros dos dipu-
tados, que dentro de ios dichos diez días,
despees de pasados ios treinta, determinen
la dicha causa, sopeña de diez mil marave-
dís, y las costas para la parte que sobre
ello le requiere; los cuales ejecuten luego
el corregidor ó justicia de) pueblo, sopeña
que, ho lo haciendo; 1o paguen con el cua-
tro tanto, y se le ponga por capítulo en la
residencia; y que ademas de esto paguen á
la dicha parte la cantidad de lo que monta-
ré en la cansa principal porque se  apela. Y
si la parte que se sintiere agraviada no hicie-
re sus diligencias, por manera que dentro de
los dichos diez días se  pueda ver y determi-
nar el pleito; mandamos, que dende en ade-
lante la sentencia quede firme y pasada en
cosa juzgada: y mandamos ¿ los dichos
jueces, que después de dada la dicha sen-
tencia, y pronunciada en regimentó, la eje-
cuten luego sin dilación alguna, sopeña, que
incurran en pena de veinte mil maravedís,
la tercia parte para nuestra Cámara, y la
otra para el denunciador, y la otra para los
pobres de la cárcel del lugar dó sucediere.

t.F.V 9 ,  T IT .  I ,  L íB .  ) .

Don Fernando y doGaJtabelen 1u  ordena»a t  de Medi-
na, cap, | ,  año 14ÍP.

Todas las apelaciones de cualesquier jue-
ces asi ordinarios como delegados vayan á
las nuestras chancillerías, salvo las qne es -
tá mandado vayan á nuestro Consejo.

LKT <7 ,  T IT .  SO,  L IS .  1 I

Don Farrtaudí y doña laabel en Sarilla. Pragmática da s
de Junio de t*00, cap. M .

Mandamos, que los procesos que fueren
apelados para ante nos y las pesquisas y
testimonios que enviaren cerrados, después
que fueren signados, cerrados y sellados, tes
hagan sobreescribir encima, poniendo entre
que parles es, y el juez delante quien fue
apelado y á quien va remitido, y que todos

que en tal caso no sé pueda interponer ape-
lación ante nos, ni para nuestro Consejo y
oidores, ni otros jueces de la nuestra corte
y chancillaría; ni tes jueces de quien se  ape-
lare, sean tenidos de la otorgar ni la otor-
guen, 90 pena de las costas; pero si cual-
quier de las partes litigantes se sintiere
agraviada de tal sentencia, que pueda ape-
lar de  ella, hasta cinco dias, del din en que
se diere la sentencia, y viniere á su  noticia,
para ante el Concejo, justicia y oficiales de
la ciudad de la jurisdicción donde el juez
dió la sentencia, en tes lugares j partes do
las apelaciones acostumbran ir al regimien-
to: y mandamos, que el proceso pase ante
el escribano ante quien pasó en la primera
instancia, el cual lleve Inego el proceso ori-
ginal á los jueces que fáerefl nombrados;
los cuales el dicho Concejo elija, nombran-
do entre ellos dos buenas personas, los cua-
les en  uno con el juez que dió la sentencia,
hayan juramento que á todo su leal poder
y entender juagarán aquel pleito bien y fiel-
mente: y an|e dio? el apelante sea tenudo
de concluir el pleito, y ante el mismo es-
cribano dentro de treinta dias, dende el día
que pasare el  quinto dia en que se pudo
apelar y presentar: y después dentro de
otros diez dias primeros siguientes, los,di-
chos tres jueces diputados, ó loados dellos,
si los tres no se conformasen, den y pro-
nuncien sentencia en el dicho pleito, con-
firmando ó revocando, añadiendo ó men-
guando la primera sentencia, como hallaren
que se debe de hacer; y lo que estos así
determinaren sea firme, y ejecutado por la
justicia ordinaria, y no haya ni se resciba
apelación ni suplicación para ante nos, ni
para ir á nuestra audiencia, ni para ante
otro juez alguno; y esto se entienda, si la
ciudad, villa 6 lugar donde esto acaeciere,
CSlaviere mas de ocho leguas lejos de las
óqestras chancillarlas; pero que si éstuvie-

leguas ó menos, que vayan á ellas
Moldes pleitos .por apelación, según se usó
y acostumbró. Y mandamos al Concejo do
esto acaeciere, que luego que por el apelan-
te fuere requerido dentro de los dichos cin-
co  dies, nombren tes diohos dos diputados,

TOMO 111.
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tico, den nuestras cartas en la forma acos-
tumbrada en el Conseje para que se le otor-
gue la apelación, y si el juez eclesiástico no
la otorgase, manden traher á las dichas nues-
tras audiencias el proceso eclesiástico origi-
nalmente, el cual trahido, sin dilación lo
vean, y si por él  les constare que la apelación
está legítimamente interpuesta, alzando la
fuerza, provean que el tal juez la otorgue,
y reponga lo que después de ella hubiere
hecho, y si por el dicho proceso pareciere
la dicha apelación no ser justa y legítima-
mente interpuesta, remiten luego el tal pro-
ceso al juez eclesiástico con condenación de
costas si les pareciere, para que él proceda
y haga justicia.

LEY 1 ,  TIT. 8 ,  ID.

Cédula da 93 de agosto de 1599

Determínanse en esta ley los pie itos y cau-
sas que deben seguirse ante los tribunales
y jueces reales, aunque sean actores ó reos
los comendadores de las órdenes, ó la mis-
ma órden, ó la mesa maestral, y aquellos en
que pueden conocer los jueces de la órden
y se previene 2.  Que en los logares donde
la órden de Santiago tiene la jurisdicción
temporal, se guarde lo que siempre se  bá
hecho, reservando pata nos y para nnestra
corona real y para nuestros jueces y oficia-
les en lo que toca á las segundas apelacio-
nes, y de todo lo otro que nos es debido por
razón de la suprema mayoría conforme á
derecho y leyes de estos reinos.

En 1a nota 2 A esta ley se  dice que por cédu-
la de los señores reyes católicos, de 10 de no-
viembre de 1495, y sobre cédula de 21 de junio
de 1496 se supone estar mandado que de las sen-
tencias de los gobernadores de las órdenes de
Santiago y Calatrava ó sus tenientes se apelase
Eara ante el Consejo de las órdenes, como se ha—

ia acostumbrado apelar para anlc sus maestres,
y por otra cédula de 3 de noviembre del mismo
año so previno, que en las anteriores había sido
la intención de los reyes solamente declarar que
el Consejo representaba y era habido como cada
uno de los maestres para que fueren ante él las
apelaciones que podían y debían ir ante estos,
pero no perjudicar é la real preeminencia, ni
que dejase de conocer la audiencia de los casos y
cosas que le correspondían según las leyes del
reino. Asimismo por otra cédula de 26 de junio
de 1513, se mandó que en adelante por estar y
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los dichos procesos y pesquisas signadas
vengan á nuestra corle en hoja de pliego
entero, y puestos ios derechos en las es-
paldas, sopeña que el escribano que no lo
hiciere, devuelva lo que llevó con el cuatro
tanto mas para nuestra Cámara.

LEY 4 ,  TÍT. 20 ,  UB.  <1 .

Don  Femando y done babel  en tas ordenante» de Ma-
drid, cap. 34, eo 1301.

En las causas que vienen á las nuestras
audiencias por vía de apelación ó remisión,
tengan las partes para presentarse, y venir
y seguir las causas, y traher los procesos
los términos que están ordenados por la ley
del ordenamiento de Alcalá; que si fuere
acuende los puertos, sean quince dias, y si
allende, cuarenta; y que sobre esto no se
hayan de esperar los términos de doce dias,
á saber, los nueve dias de corte y tres de
pregones, y que de aquí adelante no se ha-
ya de acusar ni escribir la rebeldía de ios
dichos nueve dias de corte, ni tres de pre-
gones.

LEY I ,  TIT. H ,  LIB. 2 .

Cíduli  de lo de noviembre de 18M.

Las apelaciones de las sentencias de los
jueces subdelegados de Cruzada en negocios
de Cruzada, Bula y Subsidio, vayan al comi-
sario general y no á las audiencias Ó chan-
ciller las.

LEY 2 ,  TIT. 2 ,  ID.

Don Cirio» y dofla Juana en Toledo, aDo 1595,

Por cuanto asi por derecho como por cos-
tumbre inmemorial nos pertenece alzar las
fuerzas que los jueces eclesiá ticos y otras
personas hacen en las causas que conocen,
no otorgando las apelaciones que de ellos le-
gítimamente son interpuestas , mandamos a
nuestros presidentes y oidores de nuestras
audiencias de Valladolid y Granada, que
cuando alguno viniere ante ellos, quejándo-
se de qué no se le otorga la apelación que
justamente interpone de algún juez eclesiás-
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escedan de mil maravedís, ventílense suma-
riamente, sin oír abogados, ni asentar por
escrito mas que la absolución ó condena-
ción. sin que de dichas sentencias puede
apelarse, ni admitirse restitución, ni otro
recurso alguno, todo lo cual no se  entienda
en los casos y penas de ordenanza.

Por el arl. í ,  § .  G de la real Cédula de 6 do
octubre de 1768, se  declara que la cantidad para
losjuicios verbales deque  puede y debe conocer
cada alcalde de cuartel en Madrid, es hasta 500
reales; y por real resolución, á consulta de 16 do
marzo do 1796, comunicada en circular do 18 de
diciembre se previno, que en ios juzgados mil i-
tares se  conozca en  juicio verbal hasta en canti-
dad de 500 rs. en España y 100 pesos en Indias,
así como sobre palabras y hechos livianos, sin
que haya recurso ni remedio de las determina-
ciones que en  tales negocios se dieren. (Notas 1
y 2 de la  Novísima Recopilación á esta ley).

LEY 19 ,  T IT .  20 ,  ID .

Lo» tui *too» ea  Madrid, peU 83, ario 1331.

Cuando alguno fuere preso por causa pe-
cuniaria, no seicndo la causa criminal, si
apelare de la sentencia que contra él fuere
dada, depositando la cantidad ea que fuere
condenado, ó dando fianzas , sea suelto,
para que pueda proseguir la apelación.

LEY 18 ,  ID .  ID .

Lo» mi»tno»en h i l a r l e»  de VaUadoUd, peí. 44, 1337.

■ Por evitar los inconvenientes que resul-
ten en no venir eu los testimonios de apela-
ción declarada la cantidad sobre que es  el
pleito, y si la causa es  civil ó criminal, man-
damos, que los escribanos ante quien pasa-
ren los tales procesos de que asi se  apelare,
en los testimonios de apelación en las causas
civiles pongan la relación de la demanda y
la cantidad de ella, con la reconvención si
la hubiere, y también la sentencia ó rela-
ción de la cantidad de ella, y lo mismo en
las causas criminales, so pena de ser sus -
pendidos de oücio por dos meses, y man-
damos á los presidentes y oidores de las
audiencias que provean como los dichos
testimonios vengan claros, de manera que
se pueda entender si la causa es  civil ó
criminal.

residir en  la corte el Consejo de las órdenes, re-
mitiesen ¿ este las c lianci llenas todas las causas
que fuesen A ellas en grado de apelación de los
gobernadores; alcaldes mayores y ordinarios del
territorio de  las órdenes, para que en él ae  cono-
ciera de ellas y determinasen, cuya cédula se de-
rogó por otra de 7 de  agosto de 1523 en la que
se ordenó quo en  adelante conociese la chancille-
ría de las causas y negocios que fuesen en apela-
ción de  las sentencias que se  dieren en los lugares
de ¡as órdenes.

LEV 16 ,  T IT .  20 ,  L l l í t .

Don Cárloi y dofi* Juana en Madrid, peí .  37, afio 1548.

Cuando en virtud de las ordenanzas de
los pueblos fechas sobre mandamientos, los
corregidores y justicias de las ciudades y
vjllas de nuestros reinos condenaren á al-
gunos regatones ó personas delincuentes
en sus tratos hasta en  cuantía de mil mara-
vedís y dende abajo, que la pena se ejecute
en la  persona y bienes del condenado, sin
embargo de su apelación; la cual, despees
de ejecutada , pueda proseguir ante quien,
y donde viere que le cumple

LEY 14 ,  ID .  ID.

Lo» miitnoi en  Madrid, pet.  M ,  ano 1538. *

Las apelaciones en causas criminales,
cuya condenación no pase de seis mil ma-
ravedís, vayan donde ban acostumbrado ir
y no al regimiento. Lo mismo se observará
respecto de las apelaciones de igual suma
que se interpusiera de los alcaldes entrega-
dores de calladas y mestas.

LM 2 ,  T IT ,  I I ,  L IB .2 .

Cédala do 18 de aeilcmbre de <551.

Que las apelaciones de los pleitos y cau-
sas en materia de cruzada, bulas, subsi-
dios cuartas y cuentas de ello, vayan al co-
misario general de cruzada.

LEY 8 ,  T IT .  3 ,  L1B. 11 .

Lo» mfraee en  Madrid, peí. SO, año 1534.

Los pleitos civiles sobre deudas que no

Lorenzo Arrazola



60
LEY 15 ,  ID .  ID .

Lo» mimo» c» Alcili, tMJ.

De los alcaldes mayores de los adelanta-
mientos de Paleada . Burgos y León , aun
en los pleitos de seis mil maravedís aha-
jo, se apele pena nuestras audiencias, y
no para los concejos de los lugares,

LEY 13 ,  ID- 10 .

Don Cirle» y don Fdipe en l»s ordenanza» del consejo
becbas en la Coran», año 1554, cap. *.

Mandamos, que todas las apelaciones de
cualesquier jueces ordinarios como delega-
dos vayan á la nuestra chancilleria, salvo
las apelaciones de residencias, y las cartas
ejecutorias que del nuestro consejo emana-
ren de cosas vistas en él y de las pesquisas
y pesquisidores que fueren por nuestro
mandado ó los del nuestro consejo que no
llevaren poder de determinar. Y que las ape-
laciones de los alcaldes de la nuestra casa
y corte de las causas civiles vayan ante los
del nuestro consejo, estando en el lugar
donde el tal negocio se verificare, y si el
nuestro consejo partiere del tal lugar sin
determinar el pleito, irá á terminarse á
nuestra audiencia, salvo si nuestra corte
asentare dentro de veinte leguas del tal lu-
gar, ea en tal caso mandamos que el tal
pleito se siga y fenezca en el nuestro con-
sejo.

LEY 2 ,  T1T. 8 ,  LIB. 2 .

Cédula de 44 de mayo de 1554.

Semanda que las apelaciones de todos los
pleitos y causas en negocios que se trata-
ren ante los visitadores generales de las
dichas órdenes y ante las justicias de ellas
sobre cosas tocantes á disposiciones de co-
mendadores, caballeros y otras personas de
las dichas órdenes, y de las sentencias,
mandamientos y otros autos que se  dicta-
ren en las residencias públicas ó secretas
que se lomaren & los gobernadores y jueces
de residencia y alcaldes mayores de las ciu-

APELACION.
dades, villas y lugares de los partidos de
las dichas órdenes, y de las que se dieren
y pronunciaren por los jueces perseguido-
res y de comisión que se  proveyeran en e l
consejo de ellas, no puedan ir ni vayan á
las audiencias y chancillerías reales, ni otra
parte alguna, sino ante los del dicho con-
sejo de las órdenes.

LBT 4 ,  ID .  ID.

Cédula de 41 d» mayo de IM í .

Las apelaciones de todos los pleitos, can-
sas y negocios que se trataren ante los go-
bernadores ó jueces de residencia, alcaldes
mayores y otras justicias y jueces de las
ciudades, villas y lugares de las órdenes de
Santiago, Calatrava y Alcántara, y de cada
una de ellas, tocante á rentas, derechos,
preeminencias y otras cosas anexas á la»
mesas maestrales de las dichas órdenes y
de cada una de ellas, y á las encomiendas ,
conventos, monasterios, hospitales, ermi-
tas y cofradías, y á otras cosas qne consigo
tengan anexa espiritualidad , no puedan ir
ni vayan á las audiencias y chancillerías
reales, ni á otra parte alguna, si no ante el
consejo de las órdenes, salvo ep las cosas y
casos que fuere sobre estancosy nuevas im-
posiciones.

LBY 3 ,  ID .  ID .

Cédula de SJ de diciembre de 1M».

Las apelaciones que se interpusieren
de la ejecución de cualesquier ejecutoria
libradas por los dichos jueces de comisión,
que se ejecutaren en cualesquier ciudades,
villas y lugares fuera del territorio de las
órdenes de Santiago, Calatrava y Alcánta-
ra ,  vengan ante los jueces de comisión
que en aquel tiempo conocieren de los plei-
tos y causas que se suplican del consejo de
las órdenes para el rey, los cnales conoz-
can de las tales causas y las sentencien y de-
terminaren conforme á justicia.

Enciclopedia española de derecho y administración



APELACION. 6<
LBT 2 ,  TIT. 4,  LIB. 2 .

Auto teordado de 9 d« octubre de 164a

Car. III. 4. Para obviar la multiplicación
de breves en materia de justicia, ordena-
mos y mandamos, que asi en el tribunal (de
la Nunciatura) como en la abreviatura, s e
tenga cuidado de.no conceder letras, comi-
sión ú otro breva alguno en grado de ape-
lación, sin que se presente testimonio del
agravio del juez a quo\ y que no se libre sin
que primero se presente y quede en el oficio
poder legítimo de la parte apelante; y para es-
to no se admitan cauciones algunas; y si el
juez ó notario de la primera instancia rehu-
sare dar el dicho testimonio, en este caso, ex-
hibiéndose féde la petición del apelante y de
negación del juez ó notario, se  pueda des -
pachar la tal inhibición sin el dicho testi-
monio.

Cxp. IV. 4. En cualquiera inhibición
que se despachare en este tribunal en virtud
de apelación, se ponga cláusula, lia tanm
quod, ñ sen  tenlia, a qua exislil appellalwn,
nonfueril definitiva, velvim definitiva non

habens, présenles Uleree nullius sil  roboris
vel momentí, auT prasens inhibilio non af[i~
c ia l .

Cap. V. 4 . En. cuanto á oir los reos en
causas criminales, acudiendo los apelantes
á la abreviatura por breves de comisión, se
ponga en la signatura de la súplica la cláu-
sula, oralore in carrerillas constituía , vel  pa-
tito judicato: y si se despachase letras por
el tribunal en grado de apelación ó por via
de recurso, si el apelante se presentare per-
sonalmente, se le mande ante omnia, que se
constituya preso en la cárcel eclesiástica de
esta villa, ó en otra parle según la calidad
de la persona y gravedad de los delitos, y
con fianza eclesiástica de cárcel segura y
de guardarla con censuras y penas pecunia-
rias, según la gravedad de las causas y ca-
lidades de los delitos; y estando preso s e
le manden despachar letras ordinarias para
citar, inhibir y compulsar los autos en for-
ma; y si en los casos por derecho permiti-
dos se presentare por medio de su procura*

urá ,  rrr. 2 ,  in.

D*B  Ctrlw y doña Jaana < W&

Los procesos que se mandan llevar por
vía de fuerza, vayan á las audiencias bajo
de cuyos limites estuviere el juez eclesiás-
tico.

LEI 5 , T1T. 8,  TD.

CMola do 7 do noríonbro do IMS.

Por ella se deroga la escepcion ó limita-
ción puesta en la ley i de este título.

ier 9 ,  rn. 20,  ni. <4.

Do»  Felipa n OD ¡M  Cdrteodo Madrid, pal. tY. «80.

En las apelaciones de los pleitos que van
i los ayuntamientos, los escribanos entre-
gnen los procesos á los jueces nombrados
dentro de los dos primeros dias de los diez
que  se  dan para sentenciar, annque la parte
■o  lo pida, so pena de diez ducados.

HT 6 ,  TIT. 8 ,  LIB. 2 .

Cédula do 10 do aaero de 1609.

Las segundas instancias de todas las cau-
sas criminales y mixtas contra los caballe-
ros de las órdenes militares correspon-
den al consejo de las órdenes que conoce
de las primeras.

LEY <0 ,  TIT. 20 ,  LIB. 1 | .

Dow Felipe IH  en la corte de Madrid 1611.

Ordenamos y mandamos que asi en los
lugares donde hay chancillerías y audien-
cias, como en los que están ocho leguas de
ellas, toquen á sns ayuntamientos las ape-
laciones de las sentencias definitivas en
pleitos cuya cantidad no esceda de treinta
mil maravedís, quedando á elección dé las
partes elegir tribunal, quier sea el de cual-
quiera de las dichas mis audiencias , ó el
ayuntamiento de la ciudad, villa y lugar.
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dor (en caso que se  admita) se  le mande ante
todas cosas ponga poder legítimo en los au-
tos y testimonio del agravio; y siendo super
articulo injusta carcerationis, se ponga la
cláusula, firmo remanente :n carceríbw; y si
la apelación fuere de sentencia definitiva,
íeroa/tí forma molus propii Pii IV  ei F, como
siempre se ha estilado en el tribunal.

Cxp. XV. En la forma de sustanciar las
causas, se guarde y observe el estilo y prác-
tica del tribunal.

LEY 4 ,  T1T. 44  , UB.  3 .

■«elución de 7 de Junio de 1649

De las sentencias que dictaren los capi-
tanas de la guardia de S. M., puede apelar-
se para el  Bureo.

LEY 7 ,  TIT. 8 ,  LlB. 2

Sobre cédula de S7 de majo de 1663.

Se ordena la observancia de la real cédu-
la de 49 deenero de 4609, que es la ley 6
de este título.

LEY 4 ,  TIT. 9 ,  ID.

Cédula de t í  de febrero de 1696.

Que las apelaciones de las providencias del
juez privativo de las iglesias de las tres órde-
nes militares vayan al consejo de lás órdenes
solamente, para ante quien se las otorgara.

LEY 2 ,  TIT <4 ,  LTB. 3 .

■oniacion de I I  de uino de 1697.

Que las apelaciones en los negocios de
que conocen los capitanes de la Guardia
Real , vayan al Bureo y al consejo de guer-
ra acumulativamente.

LEY 9 ,  TIT. 8 ,  LIE. 2 .

Cédala de 16 de majo  de 1707.

Que de las sentencias que en las causas
criminales y mixtas de los caballeros de las
órdenes dictaren en primera instancia el

Consejo de las órdenes, se  pueda apelar á
la junta de comisiones (1).

LEY 2 .  TIT. <3 ,  ID.

Cédale de <1 de noviembre de 1711.

Los ministros del tribunal de cruzada co-
nozcan de las segundas instancias en los
negocios de espolies y vacantes.

LEY 8 ,  TIT. 12 ,  ID.

Real ót den de M da abril de 1761.

Las apelaciones de las causas de que co-
noce la dirección de la gracia de escusado
vayan á la sala de justicia del Consejo de
Hacienda.

LEY í ,  TIT. I ,  ID.

A coDiull i  del Consejo pleno de IB de agallo de 1767.

El nuncio de S. S.  use de las facultades
que se le conceden por el siguiente breve
sin perjuicio de las concordias de 26 de se-
tiembre de 4 737, 20 de febrero y 10 de s e -
tiembre de 1753 y la celebrada con el nun-
cio don César Facheneti (ley 2 ,  de este t í-
tulo y libro).

Breve del Papo elemento X l l l  de 4*  de diciembre de 1766.

Y ademas (le damos y concedemos plena
autoridad) para proceder, y conclusas de-
vidamenle según fuere de justicia, termi-
nar las causas de dichos crímenes y otras
cualesquiera criminales, meras y mistas,
eclesiásticas y profanas y otras pertenecien-
tes de cualquier modo al fuero eclesiástico
(fuera de las causas en primera instancia,
sino es  q-ue necesiten reparo de gravámea
irreparable ó que tengan fuerza de senten-
cia definitiva), así por via de recurso y sim-
ple querella, como en fuerza de cualesquie-
ra apelaciones interpuestas ó que se inter-
pusieren de cualesquiera jueces ordinarios
y también delegados de la dicha silla......... .

í l í  Esto junto quedó «oprimido por Pragmático de
abril de 179», que e i  la ley 16, tit. S I ,  Hb. I I .
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LEY 6 ,  IB- ÍD .

■vtolaclen y circular del Cenie|o de M de Mvtanbn
de 17«7*

Encaminada á reprimir los abusos de la
Nunciatura, previene qué las apelaciones
no se admitan ni se concedan sino jrada-
íim, según se dispone en el cap. Romana
de apellai, iuQ,  en el  Concilio deTrenio, ca-
pítalo 7, Sess. 22 de fíeformal, y se repitió
en el cap. .25 de la Bula de Clemente VIH,
26 de octubre de 1600, que empieza Apovio-
lici minislerií, espedida para estos reinos;
que los arzobispos, nuncios apostólicos, le-
gados a latera y jueces de la curia romana,
no admitan apelaciones ni espidan inhibi-
ciones en todos Ion negocios y causas que
deben ser ejecutivas, según lo dispuesto en
la Bula espedida por el Papa Benedicto XIV,
que comienza Admilí tanlis  ecclesia regimen,
en cuya ejecución procedan los obispos os-
cilada su jurisdicción ordinaria, ó también
como delegados de la Silla Apostólica, appe-
Uationc vel inhibilione quaeumque poslposila;
que en las causas en que las apelaciones
proceden en ambos efectos se observen las
reglas y preceptos que previenen el modo
de admitirlas el Conciliode Tremo, las cons-
tituciones citadas , y la concordia con el
Nuncio Don César Fachineli (ley 2 de este
titulo}.

Nota 8 de esta ley.

Per circulad acordada del Consejo de 26 de
enero dé 4769 te previno por punto general,
3ue los reverendos obispos , metropolitanos y

eraas jueces eclesiásticos seculares y regula-
res del reino, admitan precisamente las apela-
ciones con determinación M metropolitano ó su-
perior inmediato del juez de la anterior instancia,
y no en otra forma, castigando á los notarios que
admitieren pedimentos de apelaciones vagas , ú
omisto medio, y multando á los procuradores y
abogados que los firmaren.

LEY 1 .  T IT .  10 ,  L1B. 3 ,

Decreto de !8de  aorhmbre de <7M.

Las apelaciones que de los negocios que
conocen los alcaides gobernadores é inten-
dentes de los palacios, alcázares, sitios rea-

les y casas decampo qne iban antes & la jun-
ta de apelaciones, irán en lo sucesivo p la
sala de justicia del Consejo, incluso el sitio
de San Ildefonso qne no ha tenido tribunal
de apelación señalado.

LEY, 2 ,  ID. ID.

FraMoa'del C»0Mje da  M fe  «brM da nm.

Las causas sobre cazas, cortas, etc. en les
bosques reales, se consulten con el  Conseje
y las sentencias que se dictaren en las da
certas se ejecute* sin embargo de apela-
ción-

LEY 8 ,  ID.  JD.

Cédula do 17 de febrero da 1771.

Las apelaciones de las sentencias que
dictaren el gobernador de las reales ace-
quias de Jarama y Colmenar de Oreja en lo»
negocios de su competencia, vayan al Con-
sejo en su sala de justicia.

LEY I ,  TIT. 5 ,  LTB. 2 .

Real deertlo da M d« octubre de 1773.

Inserta esta ley el breve de 26 de marzo
de 1771 por el que se  crea el tribunal de la
Rota de la nunciatura Apostólica, á quien
el' nuncio debe en adelante cometer el cono-
cimiento de las apelaciones en los pleitos
seguidos en primera instancia ante los obis-
pos y arzobispos de estos reinos, por dere-
cho propio ó delegación de aqueL ordenán-
dose ademas que en las causas criminales
se observe perpéluay puntualmente en todo
y por lodo lo prescrito por el Concilio Tri-
dentíno, por los sagrados Cánones y por las
constituciones Apostólicas acerca de las
apelaciones y recursos, en todo lo que sea
compatible con esta nueva forma de juzgar
las causas , establecida por estas nuestras
letras, por lo cual se observará parpétua*
mente el órden gradual y legitimo en ad-
mitir y recibirlas apelaciones y cualesquie-
ra recurso, de suerte que siempre quede
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APELACION.64
silva á les ordinarios la facultad de conocer
en primera instancia.

LEY U,  TIT. SO,  LIB. 14 .

t>M Cirio» l l l  por re»lnclon i eoniull* y sítala del
Cornejo de 3 do noviembre < 77a

Conformándome con el dictamen del Con-
sejo, he venido en mandar que se  observe y
guarde como ley por punto general en es*
tos mis reinos de Castilla y León, que sus
ayuntamientos conozcan en adelante de las
sentencias apeladas de las justicias ordina-
rias de sus respectivos pueblos hasta en la
cantidad de cuarenta mil maravedís, y sien-
do necesario derogo y anulo todas las cosas
que sean ó puedan ser contrarias á esta mi
real resolución.

LEY 4 ,  TIT. 5 ,  LIB. 2 .

taita octubre da 1717.

Al tribunal de la Rola, como colegiado
único eclesiástico de apelaciones últimas en
estos reinos en lo perteneciente á la juris-
dicción eclesiástica sin escepcion, corres-
ponde el conocimiento de las de la vicaría
general del ejército.

LEV 4 4 ,  TIT. 8 ,  ID-

(Adula del Cornejo da l*i órdauea do 11 de  noviembre

da 1717.

De las providencias que dictare el juez
administrador de las encomiendas de los
infantes baya apelación al Consejo de las
Ordenes, sin perjuicio, ni retardación de
lo que fuere ejecutivo.

LEY 9 ,  TIT. 40 ,  LID. 3 .

Ordénaosla del real aillo da Aranjuex de  I I  de mayo
de  179...

En las causas de menor cuantía que no
esceda del valor de mil reales, no habrá
otro recurso contra las providencias del te-
niente gobernador del sitio, que la recla-
mación para ante la junta de gobierno, y
ninguno contra lo que esta resolviere.

En las causas Criminales las apelaciones
las admitirán para la sala de Corte, y en las

civiles de mayor cuantía para ante el Con-
sejo en sala de justicia.

LEY 42  , TIT. 42 ,  LIB. 2 .

Decreto de  11 de turto de  179*.

En los negocios ó pleitos entre los admi-
nistradores del Escusado y los interesados
sobre asuntos no eclesiásticos de que cono-
cen los subdelegados de rentas, las apela-
ciones vayan al Consejo Real de Hacienda
en la sala de justicia, según se previno en
real órden de 6 de febrero de 4787 y otras
anteriores.

LEY 6 ,  TFT. 10 ,  LIB. 3 .

Beal  eédnU de 1 da mirto de

El gobernador del real sitio de San Lo-
renzo no admita las apelaciones de las sen-
tencias que dictare de los negocios de su
jurisdicción, sino para ante el Consejo en
su sala de justicia.

DISPOSICIONES POSTERIORES.

UAL CEBOLA DE 6 DE FEBRERO DE 4830.

Le concede fuerza de ley al breve espedi-
do por el S .  P. Pió VIII con fecha 5 de oc-
tubre de 4829 , por el que se faculta ai
Nuncio para admitir las alzadas ó apela-
ciones en causas de fé , cometiendo su
decisión al tribunal de la Rota por el mismo
Orden que está prescrito en la Constitución
del Papa Clemente XIV , de 4774 , para las
demás causas civiles ó criminales que se
cometen al mismo tribunal para su  sustan-
ciacion y decisión , observando , empero,
todas aquellas solemnidades que suelen y
deben observarse en los juicios de materia
tan grave.

REAL ORDEN CIRCULADA EL 45 DE FEBRERO

DE 4835.

Se manda que los tribunales eclesiásticos
se conformen á la práctica y leyes que
observan los civiles, en cuanto á la remisión
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3?  Dentro del preciso término4e ocho

dias de habérsele pasado los autos, e l  aynn<
lamiente pleno* asistido de algún asesor le-
trado, se instruirá bien de lo que de ellos
resulte, y oyendo de palabra cuapto las
partes tuvieren queesponer, ó intentaren
probar con nuevos testigos qne presen-
ten en el acto; pero sin admitirles ningún
escrito ni dar lugar!  mas trámites, pronun-
ciará ex  aqno el bono la sentencia-que le pa-
rezca mas justa, la cual sin ulterior recurso
será llevada á debido efecto por el  juez, de-
volviéndose los autos para ello.
. Art. 49. En  los juicios sumarísimos de
posesión será siempre ejecutiva la  senten-
cia del juez deprimerajnstancia , sin em-
bargo de apelación , la cual no se admitirá,
sino solo en el efecto devolutivo; é inter-
puesta y admitida bará el juez que á elec-
ción del apelante , ó se remitan los autos á
la audiencia en compulsa á costa de este, ó
se aguarde para remitirlos originales, á
que sea plenamente ejecutada dicha senten-
cia, citándose siempre, y emplazando.pre-
viamente á los interesados para que acu-
dan á usar de su derecho ante el tribunal
superior.

Art. t>0. En  los demas casos en que con-
forme á la ley sea admisible en Ambos efec-
tos la  apelación, el  juez admitirá lisa y lla-
namente la que se interpusiere , y desde
luego remitirá á la audiencia los autos ori-
ginales á costa del apelante, con la prévia
citación y emplazamiento sobre dichos, sin
que.se puedan exigir derechos algunos coa
el nombre de compulsa.

Art. 61. En  las causas criminales obser-
varán muy cuidadosamente , ademas de le
que respecto aellas ordenan las leyes, el  ca-
pitulo primero de este reglamento las dispo-
siciones qne siguen. Regla décima cuarta. La
sentencia definitiva será notificada á estas
inmediatamente (á las partes), y apelen, ó
no, se remitirán desde luego los autos ori-
ginales á la audiencia del territorio con pré-
via citación y emplazamiento délas mismas,
siempre que la  causa fuese sobre delito á que
por la ley esté señaladapena corporal. Si la
causa fuere . '¿obre delito liviano á que por

9

de loa autos erigmala* á sus respectivos
superiores en  los casos do apelación y de-
mas recursos.

RÉAL ÓRUEN DK1?  DB JULIO DE 1835.

Tercero. Se previene entre otras cosas,
que las causas de (é se sustancien confor-
me en un todo á le que se ejecuta á los de-
mas precios eclesiásticos, admitiéndose las
apelaciones, recursos de fuerza y otros que
procedan de derecho.

ERAL DECRETO DÉ 26  DB SETIEMBRE DÉ 1835 .

Reglamento provisional para la administra-
ción de justicia.

Déla sentencia que den el  alcalde ólos te-
nientes en juicio verbal, no habrá apelación.

ArL 10. No la habrá tampoco de ¡as
que pronuncien los jueces de primera ins-
tancia en los jpicios verbales.

Art. 41. De Ies demandas civiles que,
pasando de las cantidades expresadas en
el precedente artículo , no escedan en la
Península é islas adyacentes de los 40,000
maravedís que Ojala ley 1 1, lit. 20,  l ib. 11
de la Novísima Recopilación, y del cuadru-
plo en Ultramar , conocerán losJueces de
primera instancia por juicio escrito , sin
que de la sentencia que dieren baya lugar
á otro recurso que , ó el  de apelación para
ante el  ayuntamiento de la  capital del partí*
do judicial respectivo, ó el de nulidad para
ante la real audiencia.

Art. 42. En  el caso de interponerse al-
guno de estos recursos, se observarán las
reglas siguientes.

1 .a La  parle agraciada deberá interpo-
ner uno ú otro ante el mismo juez que hu-
biere dado la sentencia, y dentro del preciso
término délos cinco dias siguientes al de su
notificación, so pena de que pasado sin ha-
cerlo quedará firme y ejecutoriada la sen-
tencia.

2.a Si se interpusiere apelación para
el ayuntamiento , la admitirá el juez sin
otra circunstancia , y le pasará los autos
originales, haciendo citar y emplazar antes
a las partes, para que dentro de tercero dia
acudan á usar de su derecho.

TOMO 111.
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laley no se impónga pena de esta clase . se
le remitirá á la audiencia con igual forma-
lidad, cuando a’gona de las partes interpon-
ga apelación dentro de los dos dias siguien-
tes al de la notificación de la sentencia; la
cual causará ejecutoria, y será llevada desde
luego á debido efecto por el juez , sino se
apelare en dicho término,

Art. 58. Corresponde á las audiencias
Primera: conocer en segunda instancia de las
causas civiles y criminales , que los jueces
de primera instancia de su distrito les remi-
tan en apelación ó en consulta.

Art. 79. En las demas causas criminales
que venga en apelación del juzgado inferior
ó en consulta de sentencia definitiva pronun-
ciada por él , sobre delito de pena corporal,
la audiencia para determinar en vista ó en
revista oirá al fiscal en su caso, y también
á las demas parles , si  se  presentaren, con-
cediéndoles un término que no pase de nue-
ve días á cada uno, con las circunstancias
que abade la regla 5.a del citado artículo 54.
Si pasado el término del emplazamiento he-
cho en el juzgado inferior no se hubiere
presentado alguna de las partes cuando el
fiscal dé su dictamen, se le conferirá tras-
lado de este, mandando emplazarla de nue-
vo por el término absolutamente necesario,
según la distancia; y si tampoco así se pre-
sentare personalmente, ó por medio de apo-
derado , se  habrá por conclusa la causa,
trascurrido que sea dicho término, é inme-
diatamente se procederá á la vista, hacién-
dose en estrados las citaciones y notifica-
ciones por lo respectivo á aquella parte.

Art. 90. 7 .a Conocer en apelación (el
TribunaT Supremo de Justicia), asi de los
asuntos judiciales de la real Hacienda en
todo el reino, según lo que determinen las
leyes, como también de todos los asuntos
contenciosos de la real Caja de amortiza-
ción.

REAL DECRETO DE 8 DE OCTUBRE DE 1833 .

Artículos adicionales t i  reglamento provisional «obre ad-
aiioislracton de  just ic ia .

Primero. En las apelaciones de autos
ifitei locutorios , y en los definitivos sobre

negocios de menor cuantía, se observará lo
establecido en el artículo 69 del reglamento
provisional para la administración de justi-
cia en lo respectivo á la real jurisdicción
ordinaria.

REAL ÓRDEN DE 1 0 DE AEBH, DE 1835 .

Dispone que los tribunales eclesiásticos
inferiores, en los juicios ordinarios, admi-
tan las apelaciones en ambos efectos, con-
forme á lo dispuesto en las leyes civiles»
arreglándose en lo demas á loque estas pre-
vienen, prescindiendo de cualquier costum-
bre contraria. Al mismo tiempo se ha ser-
vido mandar S. M. que se recuerde á los
tribunales eclesisálicos el mas puntual y
exacto cumplimiento de la real órden cir
colada en 15 de febrero del afio anterior,
mandándoles uniformarse á la práctica y
leyes que observan los civiles en cuanto á la
remisión de los autos originales á sus res-
pectivos superiores en los casos de apela-
ción y demas recursos.

LEY DE 17  DE ABRIL DE 1821 .— RESTABLECIDA

EN AGOSTO DE 4836 .

Art. 25. Notificada la sentencia á las
parles, las emplazará el  juez con término de
ocho días para ante la audiencia territorial»
haciendo saber al reo en el acto que nom-
bre procurador y abogado , y si pasado este
término y dos dias mas no se presentasen
procurador y abogado nombrados por e l
reo,  y que residan á la  sazón en la capital,
el tribuna) los nombrará de oficio.

DECRETO DE LAS CÓRTES DE 8 DE MAYO, FROMUL-

. GADO DE 43  DE 4837 .

Se autoriza al Tribunal Supremo de Justi-
cia para que por ahora conozca de las ape-
laciones de que conocía el suprimido con-
sejo de Indias , fallando con arreglo á las
leyes vigentes y establecidas para los domi-
nios de Ultramar.

Enciclopedia española de derecho y administración



APELACION. 67
Art. 27. Todos los términos señalados

en esta ley son perentorios é improroga-
bles, pero no se  contarán en ellos ios dias
feriados en que vacan los tribunales.

BUL DECRETO DE 4 DE NOVIEMBRE DE <ÍÍ38.

Artículo úpico. Por ahora y mientras
no se publique la instrucción provisional
de enjuiciamiento, en lugar de la regla dé-
cimacuarta del art. 51 y de ios artículos 72,
75 y 76 dtd reglamento provisional para
la administración de. justicia, contenido
en el real decreto 2G de setiembre de
<835, se observarán las disposiciones si-
guientes:

4 .a Que sustituye á la regla <4 del ar-
tículo 51.

La sentencia definitiva será notificada á
estas (las partes) inmediatamente, y apelen
ó no, se  remitirán desde luego los autos
originales á la audiencia del territorio con
prévia citación y emplazamiento de las mis-
mas, siempre que la causa fuere sobre de-
lito á que por la ley esté señalado pena cor-
poral. Si la causa fuere sobre delito liviano,
á que por la ley no se imponga pena de esta
clase, solo se remitirá á la audiencia con
igual formalidad, cuando alguna de las par-
tes interponga apelación dentro de los dos
dias siguientes al de la notificación de la
sentencia, la cual causará ejecutoria, y se-
rá llevado desde luego á puro y debido efec-
to por el juez, sino se  apelare en dichos tér-
minos.

Será obligación del escribano que noti-
fique la sentencia definitiva al reo, advertir-
le que, si en el término del emplazamiento
no eligiera procurador y abogado que le de-
fiendan en el tribunal superior, le serán
nombrados por este de oficio, y con el pro-
curador se entenderán los traslados y ac-
tuaciones relativas al mismo reo hasta que
recaiga en el proceso sentencia ejecutoria.
El escribano que omitiere esta formalidad,
ó no la hiciere constar en la diligencia de
notificación de la definitiva, incurrirá en la
multa de 200 hasta 560 reales de vellón. El
mismo escribano escribirá apudacta elnom-

TIT. 5 ,  GAP. 3 , DE U CONSTITUCION DE <812 ,

VUKNTB COMO LEI.

Art. 281. La sentencia que dieren los
árbitros se ejecutará , si las partes al hacer
el compromiso no se hubieren reservado el
derecho de apelar.

LET DE < 0 DE ENERO DE <838 .

Art. <3. La sentencia no apelada (en
los pleitos de menor cuantía seguidos en los
tribunalesordinarios) se tiene por consentida
y pasada en autoridad de cósa juzgada por
ministerio de la ley y sin necesidad de de-
claración judicial. Trascurrido el término
de la apelación el juez ejecutará la sen-
tencia.

Art. <4. Si se interpusiere apelación
dentro de los cinco dias señalados por la
ley, el juez la admitirá lisa y llanamente y
sin dar traslado, mandando que se  cite á las
partes para que dentro de quince días acu-
dan por sí ó por medio de procurador á la
audiencia del territorio, á la que remitirán
los autos á costa del apelante.

Art. <5. Llegados los autos ála  audien-
cia, hecho el repartimiento inmediatamen-
te que baya trascurrido el término de la ci-
tación ó emplazamiento, se dará cuenta á ¡a
sala á que corresponda y esta mandará pa-
sar los autps al relator, señalando desde lue-
go  el día de la vista, que ha de ser uno de
los seis primeros siguientes.
-Art. <6. El dia señalado dará cuenta el

relator sin formar estrado ni ajustamiento,
pero leyendo á la letra lo que sea necesario,
especialmente en las diligencias de prueba.
No asistirán abogados; mas se permitirán
que hablen las partes 6 sus procuradores
sobre los hechos.

Art. <7. Los pleitos de menor cuantía
pueden verse y determinarse en segun-
da instancia por tres magistrados , de
los cuales hacen sentencia dos votos con-
formes.

Art. 25. La apelación se puede interpo-
ner por escrito ó in yoce. En el último ca-
so se anotará por diligencia formal.
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bramiento de defensor ó defensores en su
caso, y firmará el reo esta diligencia, que
equivaldrá por poder en forma.

2.* Que sustituye al art. 72.
En las demas causas criminales que ven-

gan en apelación de juzgado inferior ó en
consulta de sentencia definitiva pronunciada
por él sobre delito de pena corporal, la au-
diencia para determinar en vista ó en revis.
ta oirá al fiscal en su caso y también á las
demas partes ó sus defensores, si se  pre-
sentaren ó hubiesen sido nombrados apud
acia, concediéndoles un término que no pa*
se  de nueve días á cada uno, con las cir-
cunstancias que añade la regla 5.* del artí-
culo 51 .

Si pasado el término del emplazamiento
hecho en el juzgado inferior, no hubiesen
comparecido las partes, se  les nombrará de
oficio defensor y procurador, con quien se
entenderán las actuaciones relativas á la no
compareciente, hasta que recaiga ejecuto-
ria en el proceso.

REAL DECRETO Dí  4 DE NOVIEMBRE DE 4838 .

Art. 1<. El auto en que se deniegue el
recurso de nulidad por el tribunal á quo es
apelable para ante el Supremo. Si se inter-
pusiese ta apelación, el tribunal d quo man-
dará sacar testimonio de lo conducente por
señalamiento de los interesados, y le remi-
tirá al Supremo, dentro de los 15 dias in-
mediatos al en que se  les hubiese notificado
el auto de que se apeló, emplazando á las
parles para que se presenten á usar de su
derecho en dicho tribunal dentro del térmi-
no respectivamente señalado por el artículo
anterior. El tribunal Supremo prévia entre-
ga de los autos á las mismas para el solo
efecto de que informen el día de la vista,
decidirá definitiva é irrevocablemente e s -
te incidente.

DECRETO DE 2 DE MAYO DE 1845.

Para evitar los gastos de dobles apunta-
mientos, inmediatamente que 'se remita á
un tribunal superior ó al supremo algún

pleito ó causa en apelación ó coúsulta, de!
repartimiento pasará el proceso al relator
para la formación del apuntamiento ó me-
moria) ajustado, al cual correrá unido al
pleito ó causa, para que los defensores sa-
quen las copias ó anotaciones que tengan
por conveniente, y formado el apuntamien-
to seguirá el asunto su legal sustanciacion.

REAL ÓKDEN DE 5 DE JULIO DE 1 847.

Dispone que de tas sentencias que dicta-
ren los administradores de encomiendas en

los negocios que aun eslen reservados á sd
jurisdicción, pueda apelarse para ante el
tribunal de las Ordenes.

LEV PHOVISÍONAL PARA LA APLICACION DEL COM-

00  PENAL.

Regla 15 (antes 4.’). De la sentencia qúe
dieren los alcaldes, no habrá tugar á otro
recurso que el de apelación -para ante el
juez de primera instancia del partido.

16 (antes 5 .a). Si se interpusiere ape -
lacion por cualquiera de las partes, la ad-
mitirá el alcalde siempre que fuere intro-
ducida en los tres primeros dias siguientes
al de su notificación; y sin mas formalidad
pasará al juez una copia testimoniada del
acta y la sentencia, haciendo citar y em-

plazar antes á las parles, para que dentro
del término de diez dias acudan á Usar de su
derecho. A continuación de la copia testi-
moniada se pondrá nota de haberse admiti-
do la apelación, y se  estenderá la diligencia
de emplazamiento.

¡ 17 (antes 6 .a). Al dia siguiente de  ha-
berse concluido el término del emplaza-
miento, el juez señalará dia para la vista,
acordando en el mismo acto que por el es -
cribano se ponga de manifiestoel espediente
á las parles por el término de cuarenta y
oche horas.

18 (antes 7 .a). En los juicios sobre faltas
ejercerán el ministerio fiscal: Primero. Los
promotores en las segundas instancias.

Acto coptínuo de la vista el juez dictará
sentencia, la cual causará ejecutoria.
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cuitadas que ya  han ocurrido respecto á los
consulados de Africa, de los fallos pronun-
ciados por los establecidos ó que se estable-
cieren desde el Cabo de Buena Esperanza
inclusive hasta el Cabo Blanco, sobre laa
castas de Matraecos, irán las apelaciones
á la audiencia de Canarias; desde el Cabo
Blanco hasta et Pefion de Veles, á la de Se-
villa; desde el Pefion de Veles basta Mosta-
garin, & la de Granada; y del resto de las
costas de Africa y pontos de Levante, á la
de Mallorca.

DICMTO DBS M JUNIO DI 4850.

Art. 3.* Después de la regla 24 (de la
ley provisional para la aplicación de las
disposiciones del Código penal) se afiaden
las siguientes:

22. En  la instancia de apelación ante el
juez del partido, no se admitirán nuevas
pruebas á las parles. Celebrada la vista con
arreglo á la disposición 6 .a, se dictará sen-
tencia, y archivándose el espediente en el
juzgado, se remitirá al  alcalde testimonio de
ella para sq ejecución.

27. Si en la sentencia de apelación se
modificare la pena atenuándola , no se hará
aumento alguno en la  cantidad de las coa-
tas; si se confirmare la sentencia, ó agrava-
re la  pena, podrá aquella aumentarse hasta
el equivalente á la tercera parto de h multa
impuesta.

28.  Los jueces de primera instancia...
no devengan derechos en los juicios sobre
faltas. Los escribanos de las alcaldías cu i -
darán de distribuir en la debida proporción
entre los demás funcionarios que los deven-
gan, la  cantidad impuesta por condenación
de costas, y de remitir al  juzgado de apela-
ción la  parte que le corresponda.

42. Los autos de prisión y sus inciden-
cias, son apelables en un solo efecto: Luego
que se interponga el recurso, el juez de la
causa remitirá al tribunal superior inme-
diato testimonio en relación, sin omitir, bajo
su responsabilidad, ninguna circunstancié
importante del proceso , sea en favor ó cu
contra del reo.

APELACION*
ÓBDBN DI 4 .* DB JULIO DB 484®.

Art. 3 . °  Las apelaciones de que habla
la ley provisional, ae ¡QierpoOdrán, siguien-
do el mismo principio, para ante el juez de
primera instancia, en cuyo distrito de baya
cometido ia falla, aun cnando la mayor par-
le de la demarcación del alcalde ó teniente
de alcalde corresponda á otro distrito ju-
die!aL

'B1AL DMUTO M 92  DI SBTttMMB DI 4848o

Cuando no convengan entre sí laa
demarcaciones municipales y judiciales,
siendo desigual por lo tanto el número de
los tenientes y el de los juzgados de primera
instancia; si el de les primeros fuere mayor,
se observará respecto á tas apelaciones, lo
dispuesto sobre este panto en la real órden
de ! . �  de julio del presente afio.

BKUTO coa FUERZA DI L«Y DE 29  DB SBTIBMBU
se  4848.

Art. 7* En  los juicios correccionales
pan aplicación de lo dispuesto en el libro
tercero del Código penal, conocerán el vice-
cónsul en la primera sentencia y el cónsul
en apelación al tenor de lo prevenido en las
reglas 3 .  y 4. (boy 3.* y 45) de la  ley pro-
visional dictada para la  observancia del mis-
mo Código.

Si no hubiere mas que cónsul ó vice-
cónsul, él mismo conocerá de la apelación
con asesor ó adjuntos, conforme á ¡a re-
gla 4?  (hoy 45) de la misma l ey .

Art. 48. Las apelaciones ea los casos
prevenidos en el  articulo 43,  se interpon-
drán-y admitirán respectivamente para ante
la audiencia territorial, ó tribunal superior
inmediato de los mismos.

Art. 49. De las apelaciones á que die-
nea lugar las providencias de los tribunales
consulares, cuando procedan como juzga-
dos de primera instancia, conocerá la au-
diencia territorial mas inmediata de la  Pe-
nínsula ó posesiones de Ultramar. En  sn
consecuencia, á fin de «vitar dudas y difi-
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APELACION.70
El tribunal superior faltará, prévio dic-

tamen fiscal, y si no se hubiere recibido
aun la confesión al encausado, sin audien-
cia pública. De la decisión que recaiga no
habrá lugar á súplica.

43. Si en la acusación se pidiere la im-
posición de alguna de las penas correccio-
nales y el reo se conformare con ella, el juez
la aplicará sin mas trámites, si la concep-
túa justa, y consultará el fallo con el tribu-
nal superior, remitiendo original el proceso.

44. Si el juez ó tribunal estimaren justo
hacer en la pena alguna variación, que no
altere esencialmente su naturaleza correc-
cional, lo decretarán así y consintiéndolo el
acusado, se llevará á efecto la sentencia.
� 46. Si el tribuna! superior, previa au-

diencia y dictamen por escrito del fiscal
de S. M., no estuviere conforme con la pe-
na impuesta de conformidad del procesado,
se devolverá la causa para que se siga por
los trámites ordinarios.

46 .  Solo serán necesarios cinco magis-
trados para ver y fallar aquellos procesos en
que el juez inferior haya impuesto ó pedido
el fiscal de la audiencia la pena de muerte ó
alguna de las perpétnas.

También concurrirá igual número de ma-
gistrados, cuando la sala crea que el reo
merece alguna de dichas penas, aunque el
juez inferior no la haya impuesto , ni pedido
el fiscal de S. M.

LEYES MERCANTILES.

CÓDIGO DE COMERCIO.

Art. 1180. En la segunda y tercera ins-
tancia conocerán de las causas sobre nego-
cios de comercio las chancillcrías y audien-
cias reales en cuyo territorio se  halle el tri-
bunal de comercio, ó juzgado real ordina-
rio , que haya conocido de la primera ins-
tancia.

Art. 1212. En las causas de inayorcuan-
tía. cuyo interés no sea mayor de tres mil
reales en los tribunales de comercio, y de
dos jnil en los juzgados ordinarios, causan
ejecutoria sus respectivas sentencias.

LEY DE ENJUICIAMIENTO SOBRE LOS NEííOClOS Y

CAUSAS DE COMERCIO.

Art. 388. Se dá el recurso de  apelación
con efecto devolutivo y suspensivo de todas
las sentencias definitivas de los tribunales
de comercio, dadas enjuicio ordinario, cuya
interés esceda de tres mil reales, y de las
de los juzgados- que conozcan délos  nego-
cios mercantiles, cuando pase de dos mil.

Art. 389. Las sentencias interlocutorias
dadas en la misma via ordinaria son apela-
bles en uno y otro efecto: Cuando se deses-
time la recusación, sea por insuficiencia de
la causa propuesta, ó por no estimarse bas-
tantemente probada. En la que se provea
sobre la escepcion de la incompetencia de
jurisdicción, ya se declare el tribunal com-
petente, ó incompetente. Si se denegare la
prueba en el pleito, ó el término estraordi-
nario para hacerla.

Art. 390. '  Solo procederá en el efecto
devolutivo la apelación de las sentencias
interlocutorias en que se  admita la recusa-
ción sobre cualquiera de  las escepciones
dilatorias que se haya propuesto, no siendo
la de incompetencia de jurisdicción. En que
se declare por contestada la demanda. En
que se reciba la causa á prueba ó se conce-
da el término eslraordinario. En que se  de -
niegue la comunicación de autos.

Art. 391. En el juicio ejecutivo solo
procede en ambos efectos la apelación de
sentencia, en que denegándose el remate de
los bienes ejecutados, se revoque la eje-
cución.

Art. 392. La de la sentencia de remate y
providencias que se den para la venta y ad-
judicación de los bienes ejecutados y pago
del ejecutante, no tiene lugar mas que en el
efecto devolutivo.

Art- 393. En los procedimientos sobre
quiebras no tendrá mas que efecto devolu-
tivo la apelación- sobre las sentenciasen que
se decidan. El articnlo de reposición de la
declaración de quiebra. Las pretensiones
del quebrado sobre soltura, ampliación y
arresto ó salvo-conducto. Las reclamaciones
contra los nombramientos de los síndicos.
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diferirse su remesa, pasado e l  término pre-
fijado para sacarla.

Art. 400. En Jas apelaciones sobre pro-
cedimientos de quiebras no se remitirá mas
pieza de autos que la respectiva á la prori-
deocia apelada, sin perjuicio de que el tri-
bunal superior mande remitir testimonio de
cualquier actuación que obre en las demas
piezas de autos que se estime necesaria en
el juicio de apelación.

Art. 401 . Las partes deberán presentar-
se en el tribunal de apelación dentro del
término del emplazamiento. En defecto de
hacerlo el apelante, con una sola rebeldía
por término de tercero dia, que se  notificará
en los estrados, se declarará por desierta la
apelación, devolviéndose los autos al tribu*
nal inferior para que se  lleve á efecto la
providencia apelada.

Art. 402. Si el  apelado no se presenta-
se  en la segunda instancia, se  sustanciará
esta con los estrados del tribunal, sin per-
juicio de que, si lo hiciese posteriormente,
se le admita á hacer parteen el juicio en el
estado que tenga.

Art. 403. Personándose el apelante en
la segunda instancia, se le entregarán los
autos por término de seis dias para quees-
prese agravios de la sentencia apelada. De
la espresion de agravios se conferirá trasla-
do al apelado por igual término de seis
dias.

Art. 404. Con la contestación del de-
mandado, si la apelación fuere de auto in-
lerlocurio, se tendrá el pleito por concluso,
mandándose citar las parles para sentencia.

Art 405. En las apelaciones de senten-
cia definitiva podrán, asi el apelante como
el apelado, presentar nuevos documentos
que se refieran á actos posteriores á la con.
testación de la demanda, ó que siendo de
fecha anterior jure la parte que haga uso
de ellos, que no habían llegado á su noti-
cia, ó que no pudo proporcionárselos en
tiempo oportuno para producirlos en la pri-
mera instancia.

Art. 406. Si el apelado presentare do -
cumentos con su contestación, se conferirá
traslado al apelante. En su defecto se ten-

Sobre la aprobación del convenio entre el
quebrado y los acreedores. Las demandas
de los síndicos para la aplicación de los ar-
tículos <038, <039 y <040 del Código de
Comercio.

Art. 394. Procederá en ambos efectos la
apelación de las sentencias sobre lacalilica-
cion de la quiebra, en que se haya declara-
do de primera, segunda ó tercera clase, sin
perjuicio de llevarse á efecto la libertad del
quebrado en los dos primeros casos con ar-
reglo al párrafo 2, artículo < 1 43 del Códi-
go de Comercio.

Art. 395. También se  admitirá en am-
bos efectos la apelación de las sentencias
dadas en el procedimiento de quiebra. So-
bre acciones que se hayan* sustanciado por
la via ordinaria, en conformidad de los ar-
tículos 222, 234, 239 y 242 de esta ley. So»
bre tercerías de dominio de los bienes de la
quiebra. Sobre agravios de las cuentas del
depositario ó de los síndicos. Sobre las re-
peticiones contra los síndicos por haber
comprado efectos de la quiebra.

Art. 396. Las apelaciones se interpon-
drán en el término perentoriode cinco dias,
y se proveerá sobre ellas lo que correspon-
da en derecho sin traslado ni otra suslan-
ciacion.

Art. 397. Admitiéndose la apelación en
ambos efectos , se  acordará por la misma
providencia la remesa de autos originales
al tribunal á quien corresponda su conoci-
miento. Esta se verificará á costa del ape-
lante, prévia citación y emplazamiento de
todas las parles litigantes, para que en el
término de veinte dias acudan á usar de su
derecho en la segunda instancia.

Art. 398. Si solo procediese la apelación
en el efecto devolutivo, se mandará sacar
compulsa de los autos, prefijándose término
al escribano para darla Concluida, y qué se
remita al tribunal de apelación. Pero si es-
tuviere ejecutada la providencia apelada, ó
no hubiese que practicar diligencia alguna
en su cumplimiento, se remitirán los autos
originales.

Art. 399. Por morosidad del apelante en
pagar los derechos de la compulsa uo podrá
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APELACION.71
drácl pleito per concluso con aquella, maa-
dándose traer para sentencia, citadas las
pajees. Lo mismo se verificará con el escri-
Ce de  réphoa del apelante en el caso qoe
tenga esta lagar. '

Art. 413. Siempre que se  confirme por
el tribunal superior la providencia apela-
da, se condenará ea  costas al apelante.

Art. 414. En las apelaciones de los jui-
cios ejecutivos no tendrá lugar mas prueba
que la documental de que las parles bagan
uso en conformidad del articulo 405. -

Art. 415. Las parles que se sintieren
agraviadas de la providencia en que se les
hubiere denegado el recurso de apelación,
usarán de su derecho ante el tribunal supe-
rior , acompañando testimonio de la pro-
videncia apelada , del escrito de apelación
y del auto proveído en su consecuencia; y
si  por estos documentos y los informes con
justificación que el mi sai» tribunal podrá
exigir, hallare que la apelación fue mal de-
negada, la declarará admitida , y mandará
venir los autos originales.

Arl. 416. En las apelaciones admitidas
solamente en el efecto devolutivo, si des-
pués de venida la compulsa al tribunal su-
perior, se pretendiere por el apelante, que
se declare al recurso el efecto suspensivo,
se conferirá traslado al apelado por término
de segundo día preciso , y si en vista de lo
que esponga estimare el tribunal arreglada
á derecho la petición del apelante, declarará
admitida en ambos efectos la apelación, y
espedirá despacho para que se suspenda
la ejecución de la providencia apelada re-
mitiéndose los autos originales.

Art. 417. Cuando se hubiere admitido
«n  ambos efectos una apelación que no pro-
cediese mas que en el devolutivo, podrá el
apelante pedir en el tribunal superior, an-
tes de espresar agravios, que se  mande po-
ner en ejecución la providencia apelada ; y
si con prévia audiencia de la parte contra-
ria en un traslado que se le conferirá por
dos dias precisos, hallare el tribunal que
asi procede de derecho , mandará librar
despacho al inferior con inserción de la es-
presada providencia , para que la lleve á

efecto, reteniendo los satos en el tribunal
para el conadmiento de la segunda ins-
tancia.

Art. 455. Las providencias dadas en  los
juicios verbales con audiencia de  ambas
partes, serán ejecutivos, sin admitirse sobre
ellas apelación uí otro recurso.

LEYES ADMINISTRATIVAS.

LCT na 2 DB ABRIL D8 <845 .

Art. <9. De las sentencias de los conse-
jos provinciales se apelará ante el consejo
supremo de administración del Estado. Las
apelaciones no serán admisibles en litigios
cuyo interés , p adiendo sujetarse á una
apreciación material , no llegue á dos mil
reales.

aaSLAMKNTO BK LOS CONSEJOS nOVIMiALM

na I * na oct saa DR 1845.

Art. 58. Contra la sentencia dada en re-
beldía, habrá el recurso de rescisión ante el
consejo que la hubiere dictado. Antes de
decidirse sobre la rescisión de la sentencia,
no se podrá interponer apelación ni otro
recurso alguno. . .

Art. 68. Conforme á lo dispuesto en el
articulo 19 de la ley de organización de  los
consejos provinciales , solo podrá apelarse
de las sentencias dictadas en primera ins-
tancia por dichos consejos, cuando el inte-
rés del litigio ó valor de la demauda, po-
diendo sujetarse á una apreciación material,
llegue á dos mil reales. . .

Art. 69. La apelación se interpondrá
necesariamente dentro de diez días, conta-
dos desde la fecha de la notificación de la
sentencia.

Art. 70. La apelación se  interpondrá
para ante el consejo real, salvo el caso pre-
visto cu el articulo 109 de la ley de ayunta-
mientos. La parte que no apele podrá adhe-
rirse á la apelación basta el dia de la vísta
esclusive.

Art. 71 . El recurso de apelación no sus-
penderá la ejecución de Ea sentencia, salvo
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APELACION. 73
ArU 255. Si el apelado no compareciere

por medio de abogado en el término del ar-
tículo 252 y en la forma allí determinada,
se  seguirá la instancia en rebeldía.

Arl. 256. Si en primera instancia no se
hubiere proveído la ejecución interina de
la definitiva, la sección, á solicitud del ape-
lado , podrá acordarla desde el primer dia
en que se  le diere cuenta del negocio.

Arl. 257, A instancia del apelante po-
drá la sección desde el primer dia en que se
le diere cuenta del recurso, y atendiendo
a sus circunstancias: Prohibir ó suspender
en todo ó en parte la ejecución interina de-
clarada por el inferior. Mandar que presen-
te fianza el apelado, á quien el inferior no
hubiere puesto obligación do otorgarla.

Art. 258. En la instancia de apelación
se observará lo dispuesto en los artículos
precedentes con las modificaciones que
siguen.

Arl. 259. No se admitirá en la instan-
cia de apelación ninguna pretensión ni e s -
cepcion nueva , salvo aquellas que no se
hayan podido proponer en la primera ins-
tancia.

Art. 260. La sección , ó el consejo en su
caso, para mejor proveer, podrá ordenar
se practiquen de  nuevo ante ella las diligen-
cias probatorias de primera instancia que
estimare viciosas ó insuficientes. También
podrá ordenar cualquiera otra clase de ac-
tuación ó prueba que no se hubiere practi-
cado ante el inferior.

Art. 261. El consejo confirmará ó revo-
cará en todo 6 en parte la sentencia apelada,
proveyendo de nuevo sob re los pumos en
que la revocare,

Art. 262. Si la apelación no hubiere re-
caído mas que sobre algún incidente , el
consejo proveerá tan solo acerca de é l ,  re-
servando al inferior la decisión de lo prin-
cipal.

Arl. 263. Sin embargo, en el caso del
artículo anterior, el consejo, si revocare el
fallo del inferior , podrá decidir sobre lo
principal, cuando lo pidieren todas las partes.

Art. 264. El consejo no podrá fallar su-
bre ninguno de los capítulos de la demau-

lü

si en esta se  hubiere mandado lo  contrario ,
Art. 72. No podrá apelarse de las pro-

videncias ínter loen lorias: las nulidades y
agravios que con ellas se causaren, se ven-
tilarán y decidirán en el Consejo Real con
Los recursos de nulidad y apelación que se
interponga de las sentencias definitivas.

MKAL DECRETO DE 30 DE DICIEMBRE DE 1846.

Cap. 1 .  Art. 2 .  Compete igualmente
al Consejo conocer en apelación y nulidad
de las resoluciones de Los consejos provin-
ciales , y de las de cualquiera otra auto-
ridad que entienda en primera instancia en
negocios con tencioso-administrali vos.

Cap. 17. Art. 251 . En el término seña-
lado por el artículo 69 del reglamento de
los consejos provinciales de 1 de octubre
de 1845, la parte que se sintiese agraviada
interpondrá el recurso de apelación por es -
crito ante el consejo respectivo , y se hará
saber al apelado con cédula de ugier.

Arl, 252. Dentro de tres meses , s i  la
alzada se interpusiere en Canarias , y de
dos, s i  en la Península é islas adyacentes,
contados desde el trascurso de los diez dias
concedidos para interponerla , el apelante
mejorará el recurso, deduciendo ante el
Consejo Real la demanda de agravios por
medio de uno de sus abogados, apoderado
debidamente, ó en su caso por el represen-
tante de la administración y de las corpora-
ciones que están bajo su  tutela. Con la de-
manda presentará el apelante: Primero.
Certificación de haber interpuesto el recur-
so y haberse notificado al apelado en tiem-
po y forma. Segundo , certificación sacada
con citación de la sentencia apelada y de la
probanza sobre que esta hubiere recaído.

Art. 253. En el término prescrito por el
artículo anterior se presentará ante el con-
sejo el abogado del apelado con poder bas-
tante para representarle en juicio.

Arl. 254. Si el apelante no mejorare el
recurso en el término señalado , se  decla-
rará desierta la apelación y la sentencia
consentida á la primer rebeldía que le acu-
se el apelado.

TOMO W.
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APELACION.74
da que no se hubieren propuesto á la deci-
sión del inferior, salvo si se tratare: De
compensación por causa posterior á la de-
finitiva de primera instancia: De intereses
y cualesquiera otras prestaciones acceso-
rias vencidas después de la definitiva: Pe
daños y perjuicios causados desde su pro-
cedimiento.

Arl. 2G5, El secretario del consejo re-
mitirá al del inferior certificación del rca|
decreto que contenga la resolución final en
la segunda instancia, dentro de la semana
en que se publique en el consejo. El secre-
tario del inferior pondrá sin demora la cer-
tificación con la minuta de la definitiva en
primera instancia, cstendiendo al pío ó al
margen de ella la nota oportuna.

REAL ORDEN DE 5 DE FEBRERO BE 1848 .

Se previene por ella á los jefes políticos:
4 . °  Que cuantió la administración sea

en los negocios contenciosos-administrati-
vos, la parte apelada lo ponga en conoci-
miento del ministro de la Gobernación, den-
tro de tercero dia después de notificado el
auto en que se haya admitido la apelación á la
parte contraria, acompañando copia literal
de este auto y de la sentencia.

2.’  Que cuando se  deje do apelar de
una sentencia que sea contraria en todo
ó en parte á lo solicitado por la administra-
ción en el litigio, lo participen igualmente
á dicho Ministerio, esponiendo las razones
que para proceder asi hayan tenido.

REAL ORDEN DE 9 DE ABRIL DE 1848 .

Dispone, que ademas de los documentos
que debe presentar el apelante con la de-
manda de agravios, con arreglo a! articulo
259 del reglamento del Consejo Real, lo ha-  :
ga en lo sucesivo de la demanda, de la con-
testación y de los demas escritos de las
partes, si los hubiere. !

LEV ELECTORAL PARA NOMBRAMIENTO DE DIPUTA- !

DOS A CORTES DE I 8 DE MARZO DE 1846 .  I

Art. Jjft. De las resoluciones (sobre in -  |

clusíones y exclusiones en las listas electo-
rales) tomadas por el jefe político, se  podrá
interponer recurso ante la audiencia del
territorio; pero solo podrán interponerle
aquellos sobre cuyas reclamaciones ó ins-
tancias hubieren recaído las resoluciones
mencionadas.

Art. 31. El recurso se interpondrá den-
tro de los quince primeros dias del mes de
abril por medio de procurador ó de mero
apoderado, ó directamente por el mismo
recurrente.

La audiencia pedirá en seguida a! jefe
político el respectivo espediente original, y
venido que sea, la sala que conozca lo man-
dará pasar al ministerio fiscal y ai defensor
del recurrente, á cada uno por un dia y pa-
ra el solo efecto de instruirse, citándose al
mismo tiempo para la vista con preferencia
á cualquier otro negocio.

Hecha relación en el acto de la vista, in -
formarán de palabra el ministerio fiscal y
el defensor, y la sala dictara inmediatamen-
te sentencia.

Con esta sentencia, contra la cual no ha -
brá ulterior recurso, devolverá la audiencia
el espediente al jefe político dentro de los
últimos quíncedias de abril, librando al re-
currente testimonio de la sentencia, si lo
pidiere. Todos estos procedimientos se en-
tenderán de oficio.

LEYES DE MINAS.

REAL DECRETO DE 4 DB JULIO DE 1825,

Art. 41. Las apelaciones de las senten-
cias que los inspectores de  distrito, como
subdelegados, dicten en los asuntos conten-
ciosos relativos á las minas y oficinas de
beneficio, irán a la dirección general del
ramo.

INSTRUCCION PROVISIONAL DE 8 DE DlClF.'M-

BRE DE 1825 .

Art. 9. La dirección general de minas
ejercerá la jurisdicción contenciosa en las
apelaciones de los inspectores de distrito ó
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viudales. Consejo lleal, tribunales ordina-
rios , y de hacienda, guardando de consi-
guiente las apelaciones de sus  sentencias, las
reglas que se  siguen en cada uno en los de-
mas negocios de su competenda.

LEYES DE HACIENDA.

I.EV PENAL SOBRE LOS DELITOS DE FAAÜDE CO.X-

TR\  LA REAL HACIENDA DE 30  DE MAYO DE 4830 .

Ajt. 126. En la  segunda y tercera i n s -
tancia conocerá privativa y esclusivamenle
de las causas sobre delito dp contrabando y
defraudación mi Consejo Supremo de Ha-
cienda, cerrándose irrevocablemente el jui
do  con sus providencias que causen ejecu-
toria.

Art. 483. Serán apelables las decisiones
del superintendente general de mi real Ha-
cienda en las causas sobre dclilos de con-
trabando y defraudación.

4 Siempre que por ellas se imponga pe-
na corporal, cualquiera que esta sea.

2.’ Cuando el total de la condenación pe-
cuniaria lleguen diez mil reales vellón.

En ambos casos, la apelación tendrá l u -
gar en los efectos suspensivo y devolutivo.

Art. 184. Serán también apelables las
sentencias del superintendente general , en
que la condenación pecuniaria llegue á cin-
co mil reales vellón, siu suspenderse la eje-
cución de la sentencia, bajo la responsabili-
dad de los participes en la distribución de
la pena á su devolución , en caso de revo-
carse en segunda instancia.

Art. 485. También podrá apelarse délos
apercibimientos judiciales impuestos por el
superintendente general en causas cu que no
tenga lugar este recurso , contrayéndose la
apelación a) apercibimiento y no á las penas
pecuniarias.

Art. 4 86. De las condenaciones que en
su totalidad no lleguen á cinco mil reales
vellón, no seda apelación de la decisión del
superintendente general.

Art. 4 87. Procediendo el recurso de
apelación en ambos efectos, se proveerá por
el mismo auto de su admisión la remesa de

intendentes, en virtud del articulo 41 del
real decreto de 4 de julio de 1825, y de la
disposición del número 6 de esta instruc-
ción.

Art. 48. En los negocios contenciosos,
que de los juzgados de los inspectores de
distrito, ó de los intendentes de las provin-
cias, se eleven en grado de apelación á la
dirección, siendo de sentencia definitiva, ó
de auto inlerlocutorio con gravamen irrepa-
rable, y escediendo su importancia do tres
mil reales , se admitirá la apelación , y se
procederá breve y sumariamente, observan-
do lo dispuesto en el artículo 41 del real
decreto y lo indicado en el número I I  de
esta instrucción, precediendo á toda actua-
ción la comparecencia de los interesados ó
de sus  apoderados para tratar con empeño
de su  avenencia.

Art. 49. Si por este medio no se corla-
se el litigio, se entregarán los autos al ape-
lante para espresar agravios en el término
de seis dias improrogables, y por oíros tan-
tos se dará traslado de su alegato a) contra-
rio ; recibiéndose á prueba la causa única-
mente, cuando la que se ofrezca recaiga so -
bre puntos nuevos y conducentes no venti-
lados en la primera instancia, con señala-
miento de veinte dias á lo mas, comunes á
ambas parles ; y hecha su publicación, se
concederán á cada uno ocho dias para sus
nuevos alegatos. Con ella ó sin ella en su
respectivo caso , y citadas las parles, pronun-
ciaran la sentencia que corresponda.

Art. 140. Los inspectores de distrito,
cuando desús sentencias definitivas ó autos
mterlocutorios con gravamen irreparable
apelaren las partes para ante la dirección ge-
nera!, otorgarán las apelaciones, con tal que
se interpongan dentro de tercero dia, que la
importancia del negocio pase de tres mil
reales y que el crédito quede pagado ó ase-
gurado.

LEY DE 4 I DE ABRIL, DE 4849 .

En el capítulo 7.° determina los tribunales
que deben conocer de los asuntos de minas,
distribuyendo estos entre los consejos pro-
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autos originales á mi Consejo Supremo de Ha-
cienda, á costa del apelante y prévia cita-
ción y emplazamiento de todas las partes ¡i*
ligantes.

Art. 488. Si solo procediese Inapelación
en el efecto devolutivo , se remitirán tam-
bién los autos al Consejo, conservándose en
el juzgado de la subdelegaron testimonio
de la sentencia y demas que sea conducen-
te para procederá su ejecución.

Art. 489. Sintiéndose agraviada una
parle litigante del auto en que deniegue la
apelación el subdelegado de rentas , podrá
acudir á mi Consejo Supremo de Hacienda
con testimonio de la sentencia, del escrito
de apelación y del auto de denegación, y apa'
reciendo por dicho testimonio y las demas
instrucciones que el Consejo estime necesa-
rias,' que la apelación procede de derecho, se
declarará admitida por el mismo Supremo
Tribunal, y se mandará la remesa de autos
originales.

Art. 4 90. No se dá apelación de las pro-
videncias interlocntorias de los subdelega-
dos en las causas de contrabando y defrau-
dación. Las partes á quienes se cause agra-
vio en el órden de la sustanciaron , usarán
de su derecho ante el superintendente ge-
neral, como juez universal en primera
instancia de estas causas, para que reforme
y dirija los procedimientos de sus subdele-
gados con arreglo á derecho, sin perjuicio
de que en la segunda instancia se Lomen en
consideración , para calificar los méritos de
la providencia definitiva , los defectos de la
sustanciacion del juicio, si los hubiere.

Art. 494. En la segunda instancia no
se admitirán mas escritos que el de espre-
sion de agravios de la sentencia apelada al
apelante, y el de su impugnación al apelado,
con los cuales se tendrá la causa por con-
clusa de derecho y se  procederá á la vista
y decisión.

Art. 492. La prueba testifical no tendrá
lugar en la segunda instancia sobre estas
causas , sino cuando habiéndose dejado de
dar en la primera, intervengan en la deci-
sión hechos impugnados por cualquiera de
las partes , ó si se  hubiesen propuesto al-

APELACION.
gunos de nuevo , cuya prueba se considere
indispensable. La prueba documental se
admitirá en cualquier estado de la sustan-
ciacion , antes de haber la causa por con-
clusa.

BEAL CEDULA DE 40  DB NOVIEMBRE DB <828 .

Art. 3.a El tribunal Mayor de Cuentas,
como autoridad judicial, conocerá también
de las apelaciones que se  interpongan con-
forme á derecho de las providencias judi-
ciales que dieren los juzgados de Hacienda
en materia de cuentas , cobranza de alcan-
ces y sos insidencias.

REAL ORDEN BE 20  DB JULIO DB (834  .

Dispone entre otras cosas , qne la juris-
dicción concedida al tribunal Mayor de
Cuentas para conocer en apelación de las
providencias dictadas por los subdelegados,
y en tercero por el mismo , debe entender-
se limitada á las que recaigan en causas
formadas , seguidas y determinadas por
delitos descubiertos al tiempo del exámen
de las cuentas, que sujeta á su calificación
el artículo 4.* de la real ordenanza de 40 de
noviembre de 1828 , y en las que han co-
nocido y procedido los subdelegados por
su orden y subdelegaron, pues las que
han recaído y recaigan en adelante en
causas principales, seguidas y determina-
das definitivamente en las subdelegaciones
por delitos de infidencia, falsificación, alte-
ración de documentos , abuso de caudales,
ó efectos de la real Hacienda ó del Estado
y cualesquiera otros en que haya sido per-
judicada aquella ó este . y en que han
conocido á consecuencia de su primitiva
jurisdicción, inmediatamente subdelegada
por el superintendente general de la real
Hacienda, han estado y están sujetasen su
segunda y tercera instancia al conocimien-
to y jurisdicción del Real y Supremo Conse-
jo de Hacienda.

REAL DECRETO DE 27  DE NOVIEMBRE DE 4 8 35.

Dispone, qne de las apelaciones de las
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sentencias que dicten los intendentes y sub-
delegados en las causas de fraude y con-
trabando conozcan las audiencias territo-
riales.

MAL ORDEN DE 17  DE DICIEMBRE DE 1 835.

Establece entre otras cosas que á las
audiencias territoriales corresponde cono-
cer en grado de apelación de las causas de
fraude y contrabando.

.REAL ORDEN DE 15  DE MARZO DE 1836 .

Enterada S. M. la reina gobernadora de
las dudas consultadas por el intendente de
Mallorca acerca de la inteligencia del real
decreto de 27 de noviembre y real ór-
den de 17 de diciembre último, ba tenido
a bien declarar, que el citado decreto no se
limita á las causas de contrabando y fraude,
sino que abraza todas las demás cuyo co-
nocimiento corresponde á los juzgados de
real Hacienda.

CIRCULAR DEL TRIBUNAL MAYOR DE CUENTAS

D8» 20  DB OCTUBRE DE <838 .

El tribunal, después de haber oido á su
fiscal togado y de conformidad con su dic-
tamen, ha resuello se dirija la presente cir-
cular á todos los intendentes , subdelegados
de rentas de la Península é islas adyacentes,
previniéndoles, que en apelaciones que in-
terpongan las partes de sus providencias
en los pleitos ó causas de que tratan los
artículos 3.° y 17 de la referida ordenanza,
y en los que entienden en comisión , ó por
autoridad delegada de este tribunal, las ad-
mitan precisamente para el mismo, como
único competente en la materia, según se
marca en los citados artículos.

REAL ORDEN DE 28 DE ENERO DE 1839.

Por el ministerio de Gracia y Justicia se
comunicó al de Hacienda con fecha 10 de
enero la real órden dirijida al presidente del
Supremo Tribunal de Justicia , por la que

S. M. ha tenido á bien resolver , que el tri-
bunal Mayor de Cuentas debe continuar por
ahora y mientras por una ley no se dispon-
ga otra cosa, en el ejercicio de las facultades
que le concede la real cédula de 10 de no-
viembre de 1828, y en el conocimiento de
las apelaciones en negocios de cuentas ó
sus incidentes, de que según la propia cé-
dula le toca conocer.

REAL ORDEN DE 6 DB FEDERO DE 1839 .

Dispone , que correspondiendo á las
audiencias en grado de apelación el cono-
cimiento de las causas de contrabando y
defraudación , cumplan los intendentes y
subdelegados , con respecto á las causas y
negocios contenciosos de Hacienda pública,
las disposiciones contenidas en el artícu-
lo 53 del reglamento provisional para la ad-
ministración de justicia.

REAL ORDEN DE 25  DE JUNIO DB 1839 .

Declara, que los subdelegados no de -
berán remitir en consulta á las audien-
cias territoriales las sentencias definiti-
vas pronunciadas por ellos en primera
instancia con los requisitos prescritos en
las reales órdenes de 27 de noviembre y 17
de diciembre de 1835,  sino publicarlas y
ejecutarlas inmediatamente, cuando no hu-
biere apelación; pues solo en el caso de
haberla , ó en los relacionados con referen-
cia á la resolución de G de febrero último,
deberán conocer las audiencias , según se
halla ya dispuesto, sin que convenga por
ahora dar mayor eslension á aquellas fa-
cultades.

LEY DE 20  DE MARZO DE 1846 .

Dispone en su art. 4.’, entre otrascosas,
que la apelación de las sentencias que los
consejos provinciales dicten en los negocios
sobre indemnización á los partícipes legos
de diezmos vaya al Consejo Real.

REAL ORDEN DE 20  BE MAYO DE 1849 .

6.* Todas las veces que recayere sen-

Lorenzo Arrazola



APELACION.
icncia definitiva sobre un negocio de la
■mencionada clase (Sobre calificación de los
derechos de partícipes legos en diezmos)
los fiscales interpondrán el recurso de ape-
lación que corresponda para ante el Con-
sejo Real, según el art. 4.° de la ley de 20
de marzo de 1840.

7.* El fiscal del Consejo Real será quien
ejerza la acción de la Hacienda pública en
los asuntos contenciosos de diezmos, lleva-
dos en apelación á dicho cuerpo, bajo las
reglas establecidas por el reglamento del
mismo.

LEYES MILITARES.

REAL CEDULA DE 17 DE DICIEMBRE DE 1703,

Que el Consejo de Guerra no se entró-
me La á conocer ni conozca de lo locante á
á mis guardias en cosa alguna, aunque sea
por via de apelación, ni en otra forma; que
los autos, determinaciones y semencias dc-
finilivas que dicten los capitanes de Guar-
dias con su acesor en los negocios de su
competencia se consulten Con mi real perso-
na para su ejecución antes de pronunciar-
las, reservándome el desagravio que las
partes intentaren contra ella.

OKDEWAMSAA GE1ERALES BEL EJER-

CITO DE 22 DE OCTUBRE DE <768.

TRATADO 8 ,  T1T. 4 , ART. 3 .

De las sentencias de los capitanes gene-
rales en materias civiles y criminales, po-
drán recurrir los oficiales al Supremo Con-
sejo de Guerra, donde se determinarán en
última instancia ; pero los procesos proce-
dentes del consejo de guerra general, cuque
haya duda, y los de sentencias de oficiales
que deben consultárseme antes de su ejecu-
ción, los pasará el capitán genera! á mis ma-
nos por la via reservada de mi secrelariodcl
despacho de la Guerra, con el parecer del
auditor ó asesor.

TRATADO ID , TIT. 8 ,  ART- 6 .

De las sentencias del auditor general del

ejército no se podrá apelar á Consejo, ni
tribunal alguno, y solo scrá permitido á l a
parte que se sienta agraviada, hacérmelo
presente por la via reservada de Guerra en
forma de recurso, para que yo lo mande
examinar.

TRAT. ID . ,  TIT-  <1 ,  ART. 6 AL FIN,

Dispone, que de los autos y procedi-
mientos que las justicias ordinarias d ic -
taren en autos de inventario de mili-
tares difuntos, como delegados del Con-
sejo de Guerra, puedan las parles que se
sintieren agraviadas ocurrir al dicho Con-
sejo de la Guerra y no A otro tribunal a l -
guno.

TRATADO I» . ,  TIT. 11  , ART. 13 .

Las apelaciones, quejas ó recursos que
en todo lo dicho (cu los inventarios y autos
de testamentaria ó abintestato de los mili-
tares) anejo y dependiente puedan ocurrir,
han de sor precisamente á mi Supremo Con-
sejo de la Guerra con inhibición de todo otro
tribunal, á csccpcion únicamente en los ca-
sos en que el militar difnnio fuese de algu-
no de los cuerpos privilegiados que tienen
su tribunal y fuero distinto privativo, pues
á este, ó á la justicia ordinaria como su .sub-
delegada, pertenece providenciar en tales
casos.

ORDENANZA DEL REAL CUERVO DE GUARDIAS DE
CORPS DE 27  DE MARZO DE 1792 .

Dispone entre otras cosas , que las sen-
tencias definitivas y los autos que tu -
viesen fuerza de tales, que los sargentos
mayores del real Cuerpo de Guardias d i c -
ten con acuerdo de asesor en los plei-
tos y causas de su competencia, se consul-
ten con S. M. para su ejecución, con remi-
sión de los procesos originales y por la
via reservada de la secretaria del despa-
cho de la Guerra, quedando así ejecutoria-
das , y sin mas recurso que á la real
persona.
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ORDENANZAS DE ARTILLERIA DE  22 DE JULIO

DE t802.

Reglamento 14. Art. 26. Las apelaciones
que en su caso y tugarse interpusieren por
ios reos y parles interesadas, han de ser
precisamente para.mi Supremo Consejo de
la Guerra, donde se ejecutoriarán los plei-
tos y causas, según justicia.

ORDENANZAS DE MATRICULAS DE MAR DE 12  DE

AGOSTO DE 1802.

Tít. 1.°. Art. 4. Aunque el comandante
principal es un jefe de toda la matrícula del
departamento, en cuanto fuese conducente á
su gobierno y manejo, como subalterno in -
mediato del capitán general en este ramo, no
tendrá autoridad judicial; y así las causas de
esta naturaleza civiles y criminales por via
de apelación, ó convocadas por el capitán
general, deben verse y juzgarse en su tri-
bunal, del que solo podrá apelarse á mi
Supremo Consejo de la Guerra.

Art. 32. En las causas de pena de la vi-
da, pronunciada la sentencia por Jos coman-
dantes de las provincias , se remitirán los
autos al capitán general del departamento,
para que reconocidos ó informados por aquel
tribunal, se remitan al Supremo Consejo de
la Guerra para su decisión.

Art. 33. Después de sentenciada una
causa por el comandante militar de la pro-
vincia, podrá alguna, de las parles interponer
apelación ante el capitán general del depar-
tamento, quien en tal caso, y siempre que lo
hubiere por conveniente, avocará así todas
las causas , cuyos autos deberán remitirle
inmediatamente los comandantes de las pro-
vincias, en el estado en que se hallaren. De
las sentencias del capitán general podrá por
último recurso .apelarse a mi Consejo de
Guerra, el que en vista de autos confirmara,
modificará ó anulará la sentencia dada por el
«apilan general en el modo mas arreglado á
justicia; pero si antes de providenciarla, ne-
cesitare de nuevas informaciones, pedirá in-
forme al mismo jefe que haya entendido in -
mediatamente en la causa, áno tener funda-

do motivo para lo contrario ; en cuyo caso
no deberá el consejo proceder contra él di-
rectamente, sino consultarme, á fin de que
yo mande dar la providencia correspon-
diente.

ORDENANZAS DE INGENIEROS DE 41  DE JL'l.tO DE

1803..

Reglamento décimo. Art. 2G Las apela-
ciones que en su caso y lugar se interpusie-
ren por los reos y partes interesadas, han de
ser precisamente para mi Supremo Consejo
de la Guerra, donde se ejecutoriarán los
pleitos y causas según justicia.

Art. 27. El ingeniero general tendrá ju-
risdicción y facultades para aprobar, alte-
rar, ó variar, previo el correspondiente exa-
men de las causas criminaleseu su juzgado,
las sentencias que los subalternos de las pro-
vincias le remitieren en consulta, antes de
su publicación , y para mandarlas ejecutar
en los reos que se conformaren con ellas,
sin perjuicio del recurso de apelación que
los otros no conformes comprendidos en la
misma causa interpusieren para mi Supre-
mo Consejo de la Guerra, en los casoseu que
fuere admisible, al modo que se ha observa-
do y practica constantemente en mi real
cuerpo de artillería.

REAL ORDEN DE 10  IE  FEBRERO DE 1807.

Con presencia de lo que se observa pol-
los juzgados de los reales cuerpos de Guar-
dias de Corps y de infantería española y
walona , semejante en punto á su jurisdic-
ción peculiar y privativa á la que por parti-
culares gracias y privilegios ejerce el de ar-
tillería, se ha servido el rey declarar, queen
lugar de lo prevenido en el articulo 26 del
reglamento 4 4 de la ordenanza de 22 de j u -
lio de 1802, se observe inviolablemente, que
el juzgado general de artillería establecido
en Madrid, conozca de todas las causas civi-
les y criminales en que sean reos demanda-
dos los individuos y dependientes de este
real cuerpo, con inhibición absoluta del Su-
ri remo Consejo de la Guerra, y que las sen —
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tencias que fueren consultadas y recaiga en
ellas la real aprobación , queden ejecutoria-
das; que todas las apelaciones que se  inter-
pongan de los departamentos de artillería en
España, sean y se  admitan en su caso y lu-
gar para el juzgado general establecido en
Madrid, en donde se ejecutoriarán los plei-
tos y causas con arreglo á Injusticia, dejan-
do espedito á las partes el recurso de súpli-
ca  á mi real persona ; que por lo respectivo
á ambas Américas, Filipinas y Canarias,
quede á voluntad de la parte que se consi-*
derase agraviada el interponer la apelación
en el tribunal inmediato, que previene la
real órden de 4 de febrero de 1805 , ó en el
juzgado general del cuerpo, y si aun los in-
teresados se  sintieren agraviados de las sen-
tencias pronunciadas por uno ú otro de es-
tos tribunales , tengan también espedí los el
último recurso de súplica á S .  M.

REAL DECRETO DE 24  DE MARZO DE 1 834 .

Art. 3?  El tribunal Supremo de Guer-
ra y Marina conocerá en grado de apelación,
de los procesos militares con arreglo á las
leyes y ordenanzas, y de todos los negocios
contenciosos de Guerra y Marina.

5.° La sala de generales conocerá de la
revisión de los procesos y decisiones de los
consejos de oficiales generales, y asistirá á
ella un ministro togado á juicio del presi-
dente , siempre que lo exija la gravedad del
negocio.

6.° La sala de ministros togados cono-
cerá de los negocios contenciosos del fuero
de  Guerra, de Marina y de estrangeria.

REAL DECRETO DE 7 DE ADRIL DE 1834 .

Art. 12. Conocerá el Supremo Tribunal
de  Guerra y Marina de los sumarios y pro-
cesos militares sobre hechos sujetos á los
Consejos de Guerra ordinarios y de oficiales
generales, asi del ejército, como del armada,
con arreglo á lo prevenido en las reales or-
denanzas , leyes y ordenes vigentes; de los
pleitos y causas de individuos del fuero de
Guerra, Marina y eslranjería y demas asun-

tos que no tengan conexión con el servicio
militar, de los cuales conocen en primera
instancia los capitanes ó comandantes gene-
rales de provincias , departamentos 6 apos-
taderos con acuerdo de sus auditores ó ase-
sores , y que conforme á derecho tendrán
apelación al tribunal Supremo en segunda y
tercera instancia: de los recursos de indulto,
en apelación de las causas y negocios con-
tenciosos en que hubiere entendido en pri-
mera instancia el asesor de los cuerpos de
casa real, y de las declaraciones de fuero mi-
litar de Guerra y Marina.

REAL DECRETO DE 31  DE JULIO DE 1835 .

Art. 1 .* Será de la atribución del tribu
nal Supremo de Guerra y Marina conocer de
las sumarias y procesos militares sobre he-
chos sujetos á los Consejos de Guerra de
oficiales generales, asi del ejército, como de
laarmada , y á los ordinarios y estraordina-
rios de cualquier clase que sean , con arre-
glo á lo prevenido en las reales ordenanzas,
Leyes y órdenes vigentes.

2 .° Conocerá igualmente de las sumarias
que se  forman contra oficiales de órden délos
coroneles de los cuerpos, ó inspectores ge-
nerales en virtud de las facultades que les
conceden la ordenanza general y las reales
órdenes de 29 de setiembre de 1780 y 22 de
marzo de 1781.

3 .° Consultará ó fallará en la revisión de
los procesos de Consejo de Guerra ordinarios
ó de oficiales generales , según lo estableci-
do por la ordenanza y reales órdenes ; é im-
pondrá ó consultará, según los casos y re-
glas vigentes, la corrección ó castigo á que
se hayan hecho acreedores los vocales de
los consejos por haberse desviado en sus
juicios ó fallos de la ordenanza.

7.* Asimismo conocerá en consulta, gra-
do de apelación y súplica, según la natura-
leza y circunstancias de los pleitos , causas
y demas asuntos contenciosos del fuero do
Guerra, Marina y eslranjería, de los cuales
conocen en primera instancia los capitanes
y comandantes generales de las provincias,
departamentos y apostaderos, los goberna-
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nías jefes militares con acuerdo de sus ase-
sores y conforme á derecho , vendrán en
apelación á este tribunal.

REAL ORDEN DE I 4 DE OCTUBRE DE 4836 .

Mándase en ella, que el Tribunal Especial
de Guerra y Marina se arregle en un todo
al reglamento provisional para la adminis-
tración de justicia de 26 de setiembre de
4835.

. REAL ORDEN DE 20  DE OCTUBRE DE 4836 .

De dado cuenta á S. M. la reina goberna-
dora de la acordada en pleno de ese tribu-
nal (especial de Guerra y Marina ) de fecha
6 del actual, en laque á virtud de loespues-
to por los ministros togados, le ocurre la
duda sobre qué deberá hacerse con las cau-
sas y pleitos remitidos en consulta, median-
te áque,  según el decreto de 4.° de junio
de 4812, al que debe arreglarse en fuerza
del de 30 de setiembre último , no debe co-
nocer de mas causas ni pleitos que los re-
mitidos en apelación al mismo , y enterada
de todo S. M., ha tenido á bien resolver, que
las mencionadas causas y pleitos se fallen
ségun la práctica hasta aquí establecida, pues
seria causar graves dilaciones y crecidos
gastos á los interesados, volverlos para su
sustanciacion con arreglo á los decretos re-
cientemente restablecidos.

ORDEN DEL TRIBUNAL SUPREMO DE GUERRA Y MA-

RINA, COMUNICADA AL COMANDANTE GENERAL DE

CARTAGENA CON FECUA 24  DE MARZO DE 1840 .

Previene, que las providencias de sobre-
seimiento que recaigan en las causas crimi-
nales que se promuevan en los respectivos
juzgados de Marina, no se lleven á efecto
sin consultarlas con dicho Tribunal Supre-
mo y hasta la superior resolución, cuya con-
sulta se ejecute por medio de la comandan-
cia general.

LEYES DE INDIAS.

LEÍ. 17 ,  T1T. 31 ,  Í1B 2 DE LA RECOP.

Las apelaciones de las semencias que en
los negocios de su competencia pronuncia-

11

deres de  plazas ó coroneles de milicias pro-
vinciales con acuerdo de sus auditores ó
asesores, ejerciendo todas las funciones
de Tribunal Supremo de la milicia de tierra
y mar; y respecto de los juzgados de la
Guardia Real, de los cuerpos de artillería é
ingenieros , precediendo mi real determina-
ción , según las ordenanzas y aclaraciones
posteriores.

8.° Igualmente conocerá en el mismo
grado de apelación y súplica de todos los
negocios relativos á la real Haciondamititar,
sobre contratas, fábricas , hospitales, arma-
mento , vestuario y equipo de los ejércitos,
sueldos y demas objetos pertenecientes á
ios diferentes ramos de Guerra y Marina,
desde que se manden determinar y concluir
en justicia, y pasen como tales á los juzga-
dos militares de cualquier clase que sean.

encuno DE i . °  DE jumo DE <812  MANDADO

0BSBBVAB POR RÉAL DECRETO DE 30  DE SETIEM-

BRE DE 1830 .

Art. 2. Las sumarias y procesos mili-
tares sobre hechos sujetos á los consejos
de Guerra ordinarios de capitanes , y los de
oficiales generales , en todos los casos en
que se  dirigían en consulta al rey por la vía
reservada , ó al éstinguido Consejo Supre-
mo de Guerra y Marina, se remitirán en
adelante en derechura por los jefes milita-
res al Tribunal Especial de Guerra y Mari-
na,  el cual resolverá por sí en los casos en
que las ordenanzas autorizaban para ello á
dicho Supremo Consejo , ó consultará al rey
ó á la regencia del reino con su dictamen y
la sumaria ú proceso original , cuando las
citadas ordenanzas exijeu la real resolución
para que se  lleven á efecto las determina-
ciones.

Art. 4. Los demas pleitos y causas de
individuos del fuero militar de Guerra y
Marina sobre asuntos civiles ó delitos comu-
nes, que no tengan conexión con el servicio
militar, de los cuales, según lo dispuesto
por las ordenanzas, conocen eu  primera ins-
tancia los capitanes y comandantes genera-
les de las provincias y departamentos y de-

tono ni.
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rea  los oidores visitadores, en caso que de
derecho haya lugar á ellaí, las otorguen
para ante la real audiencia,

LEY 20, ID. ID .

Délos autos interlocutorios que el visita-
dor de la tierra proveyere y se puedan r e -
parar en definitiva, no se admita apelación
en las audiencias, en los casos en que de
justicia no se deba admitir.

LET 1 , TIT. 1 < , LID. 3 .

Los vireyes, como capitanes generales de
las provincias del Perú y Nueva-España co-
nozcan en segunda instancia de lodos los
delitos, casos y causas que eu cualquiera
forma locará á los capitanes, oficiales, ca-
pitanes de artillería, artilleros y demás gen-
te de guerra que sirviese asueldo en dichas
provincias, lo mismo que de los casos c r i -
minales con los capitanes de caballos é in-
fantería nombrados para que sirvan en las
ciudades y puertos de aquella costa, y con
sus soldados cuando estuvieren eu camparía,
debiendo los vireyes en el conocimiento de
la segunda instancia, domas de su asesor
letrado, nombrar otro en los casos que les
pareciere que no tiene inconveniente.

LEY 2 ,  ID. ID.

Establece lo mismo que la primera, res-
pecto á los capitanes generales de la Espa-
ñola, Nuevo Reino, Tierra-firme, Guatema-
la y Chile.

LEY 3 ,  ID. ID.

Que el gobernador y capitán genera) de
Filipinas conozca en apelación de las causas
criminales y militares de los soldados or-
dinarios que se hubieren levantado para al-
guna facción militar y estubiercu con las
armas en la mano, siendo reos, y de las ci-
viles de la gente de milicia de Terrenate , y
en las civiles de aquellos conozca en apela-
ción la audiencia.

LEY 4 ,  ID. ID.

Ordena, que las apelaciones de las senten-
cias que dictaren los gobernadores y capi-
tanes generales de las ciudades y provincias
de Cartagena, Habana, Cuba, la Florida,
Puerto Rico, etc., eu causas y pleitos de gen-
te de guerra,  inclusos los oficiales y solda-
dos de artillería, vengan á nuestra junta de
guerra de Indias.

LEY 7 ,  ID. ID.

Que las apelaciones en los negocios que
conocen los alcaides y castillanos de los
castillos vayan al gobernador y capitán ge-
neral.

LEY <8 ,  TIT. 3 ,  LID. íi._

Las apelaciones de los alcaldes ordinarios
en casos de hermandad, de que conocen á
falta de los alcaldes de la hermandad, vayan
ante el presidente y oidores del distrito; y
si hubiese sala de alcaldes del crimen, irán
á esta.

LEY 22 ,  TIT. 8 ,  ID.

Mandamos, que los escribanos del número
de la ciudad ó villa donde residiere audien-
cia, en cualquier pleito ó negocio de que las
parles ó cualquiera de ellas apelare á la au -
diencia de auto imerlocutorio , sean obliga-
dos, al siguiente dia que no sea feriado, a ir
á los estrados á hacer relación , aunque las
parles no se hayan presentado en grado de

! apelación, sin aguardar que les sea ordena-
do con pena , ni sin ella, pena de seis pesos
y el daño ó interós de las parles, y en cuan-
to á citadas, ó á sus procuradores, para qua
se hallen presentes, guarden la ley 32 , títu-
lo 27, lib. 2 .

LEY 2 ,  TIT. tO ,  ID-

Todas las condenaciones que se hicieren
por la justicia, regimiento y fieles ejecuto-
res de las ciudades donde residiere audien-
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LEY 4 , ID. ID.

Manda, que durante la apelación, los jue-
ces déla  casado contratación, ni el presi-
dente suelten los presos de las causas ape-
ladas, cualquiera que sea la calidad de ellos-

LEY 5 ,  ID. ID.

De todas tas apelaciones que se interpu-
sieren de los jueces de registros de Cana-
rias, Tenerife y Palma, en los pleitos y cau-
sas civiles y criminales , sobre cantidad , ó
condenación de cuarenta mil maravedises ó
menos , conozcan el regente y jueces de
apelación de la real audiencia de Canaria y
en ella se fenezcan y acaben ; y las demas
apelaciones vengan ante el presidente y jue-
ces de la casa de contratación de Sevilla, y
con lo que determinen, confirmando ó revo-
cando por sus sentencias ó autos, se acabe
el juicio sin mas apelación, ó suplicación,
ni otro remedio ni recurso alguno ; pero s i
la sentencia fucre de muerte, ó inutilización
de miembro, ú otra pena corporal , ó des-
tierro perpetuo, en tales casos vengan las
apelaciones al Consejo de Indias y no á otro
Tribunal.

LEY 6 ,  ID. ID.

Manda, que la audiencia de Canaria no re-
tenga las causas que vayan á ella en apela-
ción de auto intcrlocutorio ó articulo en los
asuntos que determina la ley anterior , sino
que la devuelva al juez de registros para que
pronuncie la sentencia en definitiva.

LEY 7 ,  ID. ID.

Ordena, que los j ucees de comisión otor-
guen las apelaciones para las audiencias de
sus distritos , si en la comisión ó negocio
particular no se mandase otra cosa, que en
tal caso se ha de guardar nuestra órden.

LEY 8 , ID. ID.

De las sentencias que pronunciaren los
jueces de residencia, proveídos por Nos

cía real , hasta en cantidad de seis pesos de
á ocho reales, y si faere por pena de orde-
nanza hasta lado tres mil maravedises , se
puedan ejecutar sin embargo de apelación, y
los que fueren condenados en ellas podrán
seguirsus apelaciones, conforme a derecho.

LEY 9 ,  ID. ID.

Las audiencias no impidan ninguna eje-
cución de sentencias que deben ejecutarse
sin embargo de apelación, especialmente en
causas militares.

LEV 1 , TIT. 12  , ID.

Manda, que en los pleitos civiles de seis-
cientos maravedises y mas, que pendieren y
se trataren en la casa de contratación de Se-
villa , vayan en apelación de las sentencias
de vista al Consejo de Indias , si alguna de
ias parles no quisiere seguir la instancia en
la casa.

LEY 2 ,  ID ID.

Si los jueces de la casa denegaren la ape-
lación al Consejo de las sentencias definiti-
vas y autos intcrlocutorios que hubieren
pronunciado ó proveído , pongan en las
respuestas que dieren las causas que les
mueven á no otorgarla, y hagan poner en
los testimonios la cantidad sobre que se l i-
tiga específicamente , y los nombres de las
partes , y si los pleitos son civiles y crimi-
nales , para que mejor se pueda proveer en
los negocios, loque convenga y sea justicia.
Y el escribano en el testimonio de apelación
ponga el tenor de la sentencia ó auto de que
se apelase, pena de diez mil maravedises pa-
ra la cámara.

LEY 3 ,  ID. ID.

Ordena, que los jueces letrados no conoz-
can por apelación de los mandamientos que
dieren los contadores de averia, si antes no
bad oido estos en justicia á las parles que
se opusieren á ellos.
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fie ha de apelar a! consejo, y en las deman-
das de parles á las audiencias , con que la
condenación no esceda de seis cientos pesos
de oro, ó lo que estuviese determinado espe-
cialmente para cada provincia ; pero esto no
se  entienda en lo tocante á condenaciones
que se hicieren por los dichos jueces de
residencia á pedimento fiscal, en nombre de
]a cámara ó fisco, ni de oficio , porque las
apelaciones en estos casos interpuestos, han
de venir al Consejo y no á otro tribunal, y
con esta limitación se  practique la ley 69,
til. 15,11b. 2 .

LEY 9 ,  ID.  l o .

En las apelaciones de autos interlocuto-
rios que los oidores visitadores de la pro-
vincia proveyeren, se guarde la ley 2, titu-
lo 31 , lib. 2 ,  y en las que se interpusieren
de sentencias definitivas, s e  otorgarán las
que fueren conforme á derecho para las au-
diencias de donde hubieren salido.

LEY 10 ,  ID .  ID .

En los pleitos civiles que pasaren ante la
justicia ordinaria de las ciudades de Limay
Méjico , sí se apelare indistintamente para
ante cualquiera de los alcaldes del crimen,
Jueces de provincia , y ¡a parte se presen-
tare en este grado ante el escribano de pro-
vincia que quisiere elegir , si fuere de auto
interloculorio , vaya el escribano de la c iu-
dad á hacer relación ante el alcalde, y con
lo que resolviere , remíta los autos á la jus-
ticia ordinaria, para que allí las partes pro-
sigan hasta la sentencia definitiva; y si se
apelare de sentencia, ó auto que tenga fuer-
za de definitiva, se preséntela parte ante
unalcalde del crimen , y luego se despache
mandamiento compulsorio y saque el proce-
so ,  y le presente ante el escribano de pro-
vincia para que allí se siga el pleito ; y si
as partes quisieren apelar para ante los oi-
dores, lo podrán hacer, guardándola misma
forma.

LEY 11 ,  ID .  ID .

Las audiencias devuelvan á los jueces de

provincia las causas que fueren á ellas en
apelación y cuyas sentencias confirmen,
para que aquellos las manden ejecutar.

LEY 12  , ID .  ID .

Solo en apelación podrán conocer los al-
caldes mayores , de lo que comenzaren á
conocer los ordinarios

LEY 13 ,  ID. ID .

Las apelaciones en causas civiles de los
alcaldes ordinarios de Limay Méjico, vayan
á la sala de oidores de aquellas audiencias,
conforme á las ordenanzas délas audiencias
de Valladolid y Granada.

LET 14 ,  ID .  ID .

Las apelaciones en las causas de que co-
nocen los oficiales de Hacienda, vayan á la
audiencia del distrito.

LEY 15 ,  ID .  ID .

Las audiencias de Lima y Méjico han de
conocer por apelación en causas de orde-
nanzas hasta en cantidad de cinco mil ma-
ravedises , y las que escedieren, se han dp
ver y determinar por los alcaldes del crimen .

LEY <6 ,  ID .  ID .

Los alcaldes del crimen, como jueces de
provincia , no puedan conocer ni conozcan
en grado de apelación de los autos ó sen-
tencias que hubieren proveído ó pronun-
ciado los jueces ordinarios de fuera de la
ciudad, aunque sea dentro de las cinco le-
guas, ni de lo que se proveyere ó acordare
en el regimiento, y solamente puedan cono-
cer en este grado en causas civiles de la
que proveyeren las justicias ordinarias de
lamisma ciudad, y así se practique la ley I . ’ ,
tít 17, lib. 2 .

LEY 17 ,  ID .  ID .

Los ayuntamientos conozcan en aoelaciou
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proeedea de derecho, otorgaránlas apelacio-
nes para ante las reales audiencias de sus
distritos.

LEY 24 ,  ID. ID.

Para mas estension y claridad de las le-
yes 34 y 35, tít. 15, lib. 2 > mandamos, que
si en todos los casos en que los vireyes
procedieren á título de gobierno, ó cédula
nuestra, en que se les cometa cualquier ne-
gocio , ó causa en lo general del oficio , si
algunas de las partes interesadas se  agra-
viare , tenga el recurso por apelación á la
real audiencia, donde el virey presidiere, y
en ella se guarde justicia sobre el negocio
principal y calidad déla apelación, en cuan-
to así tiene efecto suspensivo, ó devolutivo,
y no se entienda que está inhibida, sino
fuere cuando en las cédulas especialmente
se declarare.

LEY 25  ID.  ID.

Si los vecinos y moradores de los lugares
de la gobernación de Popayan, que están
en el distrito de la audiencia de Santa Fé,
siguiesen algunos pleitos ó causas ante el
gobernador de la dicha provincia de Popa-
yan, en otro lugar sujeto á la audiencia de
Quito, vayan las apelaciones á la audien-
cia de Santa Fé y no á la de Quito, aunque
haya conocido el gobernador, estando en
lugar sujeto á la de Quilo ; y que lo mismo
se entienda con los vecinos y moradores de
los lugares de la dicha gobernación , sujeto
á la audiencia de Quito, salvo en unos y
otros , si el gobernador hubiere conocido
en primera instancia en algún lugar, por
haber surtido allí el fuero las partes , por
delito ó contrato , ó por otra razón legitima,
que en tal caso las apelaciones han de ir
a la audiencia en cuyo distrito estuviere el
lugar donde se  hubiere conocido de la causa,
aunque las partes tengan domicilio en lu -
gares de otro distrito.

LEY ID.  ID.

Mandamos , que de las sentencias pro-

de las sentencias pronunciadas por la justi-
cia ordinaria en negocios cuya entidad no
pase de sesenta mil maravedises. Y los ca-
bildos de la Habana y de su  gobernación,
no cscediendo de noventa mil maravedises.

LEY 18 ,  in .  ID .

Corresponde el conocimiento de la apela-
ción al ayuntamiento donde naciere y tu-
viere principio la causa.

LEY 19 ,  ID. ID.

Las apelaciones que se interpusiere? de
los fieles ejecutores de la ciudad donde re-
side audiencia, vayan al cabildo y no á la
real audiencia, si la condenación no escede
de treinta ducados, y si escede , vayan pre-
cisamente á la audiencia.

LEY 20 ,  ID. ID.

De las sentencias que dicten los ayunta-
mientos en los negocios de sesenta mil ma-
ravedises, que vayan á ellos en apelación,
no haya apelación y se ejecuten.

LEY 21 , ID. ID.

Confirmando las audiencias las sentencias
apeladas, devolverán los pleitos ó causas á
les alcaldes ordinarios para su ejecución.

LEY 22 ,  ID. ID.

Puédese interponer apelación de los au-
tos, acnerdos y órdenes que hubiesen pro-
veído los vireyes, ó presidentes en gobier-
no, para las reales audiencias, como se  con-
tiene en la ley 35, lít. 13, lib. 2 .  Y se decla-
ra que de los vireyes se ha de apelar para
las audiencias de Lima y Méjico , y no para
otra alguna de las subordinadas, debiendo
en tales casos hallarse presentes á la vista y
determinación toáoslos oidores, en acuerdo
de justicia, y no de sala particular.

LEY 23, m. tn.

Las justicias ordinarias, en los casos que
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ntinciadas por los jueces y justicias de las
villas y lugares de la provincia de Popayan,
que no escedieren de cincuenta pcsos.se
pueda apelar a! concejo, justicia y regi-
miento de la ciudad , villa ó lugar donde el
juez hiciere la condenación de causas civi-
les y pecuniarias, y lo que fuere determi-
nado, guardando las leyes de estos reinos
de Castilla, se  ejecute y no haya lugar á
apelación; pero si cscediere de esta canti-
dad, se pueda apelar y apele a! gobernador
ó juez de residencia, que es ó fuere de
aquella provincia, y sí esta sentencia y la
primera fueren conformes, hasta en canti-
dad de quinientos pesos de oro, y no mas,
se pueda ejecutar por el gobernador ó per-
sona á quien él remitiere la ejecución, dan-
do fianzas la parle á cuyo favor se ejecuta-
re para el caso en que se revoque la sen-
tencia; y si la causa ó condenación cscediere
de los quinientos pesos, ó la sentencia del
gobernador 6 juez de residencia no fuere
conforme á la primera, se pueda apelar para
nuestras reales audiencias de Quito ó Nue-
vo Reino de Granada conforme á lo dispues-
to por la ley 25 de este titulo, guardando
la forma y órden de derecho sobre sustan-
ciar el proceso , y citando á las parles para
que vayan en seguimiento de su apelación.

LEV 27 ,  ID. ID.

De las sentencias de los alcaldes mayores
de la provincia del rio de la Plata conozca
en apelación el gobernador de ella, escoplo
en los casos que deben ir al ayuntamiento.

LEV 28 ,  ID. ID.

El apelante puede entregar la mejora al
escribano de la audiencia que quisiere,
quien dará cuenta para que se reparta.

LEV 30,  ID. ID.

Los que apelasen para el consejo de Tier-
ra Firme, desde el cabo de la Vela y golfo
de Venezuela , hasta el cabo de la Florida,
Santa Marta, Nicaragua, c dio de Honduras,

Higueras, Guatemala, Yucatán. Nueva-Es-
paña y rio de las Palmas, y lo á esto adya-
cente, se han de presentar dentro de ocho
meses; de las provincias del Perú, dentro
de un año; de las Filipinas, dentro de año y
medio, contados estos términos desde el día
que saliere de cada provincia la Hola ó
armada ó navio de registro para estos
reinos.

Lev 33  , in .  m .

Los jueces inferiores, después de haber-
se apelado de sus sentencias, no puedan sol-
tar ningún preso.

LEY 54 ,  UT.  45 ,  ID.

Dispone, que las apelaciones de las provi-
dencias que los oficiales reales de las cajas
de partido dictaren en las cuentas de Ha-
cienda, dadas por los corregidores ó alcaldes
mayores, vayan al tribunal de Cuentas de
la provincia, y que si alguno de los puntos
sobre que se apelare fuere caso en que se
hubiere de determinar conforme á derecho,
se vea y determine por los oidores de la
real audiencia, que conforme á lo ordenado
para los tribunales de cuentas conocieren
de las demas causas de aquel tribunal.

LEV 37 ,  ID. ID.

Las apelaciones en las demandas de resi-
dencia á los gobernadores de Venezuela y
sus tenientes vayan a la  real audiencia déla
Española, si fueren hasta mil ducados, y si
escedieren de esta cantidad venga al Con-
sejo.

LEV 38 ,  ID. ID.

Las apelaciones en las demandas de resi-
dencia á losgobernadores, capitanes genera-
les, presidentes, oidores y fiscales de laau-
diencia de Manila y otros cualcsquier mi-
nistros, así civiles como criminales, vayan
en apelación y se fenezcan en aquella au-
diencia, si no escedieren de mil pesos cor-
rientes.
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dimientos de comisarios despachados por
los tribunales de cuentas, no han de cono-
cer los vireyes, presidentes y audiencias,
sino el tribunal de contadores donde se ha
de acordar, y por cuyas provisiones se des-
pachan , basta que cobrado el alcance haya
pleito formado, que es el tiempo en que
hade i r á  la audiencia y jueces nombra-
dos, como se dispone por la ordenanza 33
de 1605, ley 37 de este titulo.

LEY 42  , TIT. 6 ,  ID.

De las sentencias que pronunciaren el
piior y cónsules , pueden apelar las partes
aute uno de los jueces oficiales de la casa
de contratación que mandaremos nombrar
en cada un afio y no ante otro cualquier
tribunal , quien con dos cargadores de Se-
villa que elija, determine el pleito á esti-
lo de mercaderes.

LEY 47  , TIT. 9 ,  ID.

Las apelaciones en materia de cuentas de
tributos, cuya cobranza haya estado a car-
go del corregidor ó alcalde, mayor de las
providencias que se dictasen por los oficiales
realas en las cajas de las cabezas de parti-
do, vayan al tribunal de Cuentas de su dis-
trito, y si alguno de los puntos sobre que
se apelase, se hubiere de determinar con-
forme a derecho, se verá y determinara por
los oidores de la real audiencia donde el tri-
bunal de Cuentas residiere, guardándose lo
ordenado en la ley 54 , lit. 13 , lib. 5.

LEY 4 ,  TIT. 17 ,  ID.

Las apelaciones en todas las causas de
comiso de mercancías, hecho en los puertos
de la India, y de esclavos en cualquier par-
le, vengan al Consejo, y lasque se interpu-
siera en causas de aprehensiones de mer-
cancías hechas de tierra adentro vayan á las
reales audiencias del distrito donde tocan.

LEY 1 4 ,  TIT. 29 ,  ID.

Las apelaciones en asuntos de cuentas.

m 30, iD. iD.

Los jueces de residencia no ejecuten las
sentencias que en estas causas pronuncia-
ren, habiendo apelado las partes en tiem-
po y forma, sí no fuere en las cantidades
que por derecho está dispuesto.

LEY 2 !  , TIT 4 , LIB. 6 .

Dispone, que de los autos y sentencias
que el oidor dictare en negocios de comu-
nidad y cajas de censos haya apelación á
la audiencia donde el oidor ejerciere.

LEY 22 ,  TIT. 1 , LIB. 7 .

Los jueces de comisión nombrados por el
alcalde del crimen y el pesquisidor admi-
tan las apelaciones de sus autos y senten-
cias, en los casos de derecho para auto los
alcaldes del crimen.

LEY 37 ,  TIT 1 ,  LIB. 8 .

Délos  pleitos, negocios, diferencias y
causas que resultaren de cuentas y sus a l -
cances ante los contadores , no conozcan
los tres oidores para verlos en justicia ni
otros ningunos por via de agravio , apela-
ción ni en otra cualquiera forma hasta
haberse ejecutado los mandamientos de los
contadores y pagado las partes , escoplo en
los negocios y casos que los contadores re-
mitiesen.

LEY 75  , TIT. I , ID.

Dispone, qué las apelaciones que los ofi-
ciales reales interpusieren de los autos que
ios contadores dieren contra ellos en mate-
ria de rentas y haciendas que por ordenan-
za deben aquellos dar cobradas, ó mostrar
diligencias bastantes, no sean oidas hasta
haber pagado.

LEY 93 ,  u» .  m .

De las apelaciones y agravios que se in-
terpusieren y espresaren de autos y proce-
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cuyos pagos se justifican por órdenes y cé-
dulas reales , se  admitan y otorguen para
ante el Consejo de Indias,

CEDULA DE 22  DE AGOSTO DE 4766 .

Arl. 6.° El tribunal de apelaciones (de
la intendencia) en los recursos que se  in-
troduzcan, proceda con arreglo á la d i s -
posición de derecho, según la naturaleza de
las causas , y solo las admita de las
sentencias definitivas pronunciadas por el
intendente, y de los autos interloculorios
que tengan la misma fuerza, ó causen daño
irreparable, imponiendo fuera de estos ca-
sos las penas que se  hallan establecidas
contra lo que con facilidad y sin justo mo-
tivo interponen semejantes recursos.

Arl. 46. Los recursos de apelación de
autos interlocutorios . se actuarán por el
escribano de la intendencia, pasando á dar
cuenta de ellos al tribunal: pero en los de-
mas casos deberá entregar los procesos al
escribano de este juzgado, quien evacua-
dos los devolverá al oficio, donde tuvieron
su origen, para que se  archiven en él.

REGLAMENTO DE MILICIAS DE CUBA DE 49  DE

ENERO DE 1769 .

Cap. X.  Arls. 4 y i .  El capitán general
conocerá en apelación en las causas civiles
y criminales de los coroneles , oficiales,
sargentos, cabos y soldados de las milicias ,
y de todas las que sentenciaren y determi-
naren los gobernadores y sus tenientes.

Cap. XI. Arl. 7. Debiéndose concluir las
causas criminales con la mayor brevedad,
tendrá recurso de apelación alcapilan gene-
ra!, quien la determinará con acuerdo de su
asesor y el auditor general de Guerra, con-
firmando ó revocando las sentencias que se
hubieren dado en ellas, según hallasen jus-
ticia; pero en esta apelación se han de re -
mitir originales los autos, y sin otra sus-
tanciacion se ha de determinar por el es-
presado capitán general.

Arl. 8.  De las sentencias definitivas
que se dieren por los jueces de primera
instancia , aunque no se haya apelado de

ellas, siempre que la sentencia contenga
pena de muerte, destierro, azotes, mutila-
ción de miembros ú otra grave, no se  ha de
ejecutar sin la remisión de autos y apro-
bación del gobierno superior del capitán
general, en los términos qtíe va prevenido.

REAL ORDEN DE 20  DE ABRIL DE 4780 .

Previene, que lo mandado en las leyes 4 y
S, tít. 41, lib. 3 de laliccopilacibn de las de
Indias sobre las apelaciones á los vireyes,
presidentes y capitanes generales de la is-
la Española, nuevo reino de Tierrá Firme,
Guatemala y Cbile, sean ostensivas álos ca-
pitanes y comandantes generales de las de-
mas provincias de Indias.

ORDENANZAS DE INTENDENTES DE NUEVA ESPAÑA

DE 4 DE DICIEMBRE DE 4786 .

Art. 6?  Previene en su última parte á
la junta superior de real Hacienda que
crean los artículos 4 y 3, que deje los asun-
tos contenciosos que traigan origen de la
jurisdicción real ordinaria y causa de poli-
cía y gobierno en apelación de los inten-
dentes, los subdelegados y demas jueces
ordinarios, sujetos á la respectiva audien-
cia del territorio, como lo están por las le-
yes recopiladas dé Indias.

Art. 49. De los autos ó sentencias que
dieren los tenientes asesores de los inten-
dentes gobernadores, como jueces ordina-
rios. deben admitir las apelaciones y recur-
sos de las partes para la audiencia del dis-
trito, conforme a las leyes de aquellos reinos.

Art. 78. Manda admitir fara la junta
superior dé real Hacienda las apelaciones
que se  interpusieren de los intendentes en
los casos que procedieren y entendía antes
el tribunal de apelaciones.

ORDENANZA GENERAL DE INTENDENTES DE 23  DK
SETIEMBRE DE 1803  (1 ) .

Art. 43. La junta superior contenciosa

( ! )  La junta superior contenciosa da Hacienda rtaft-
diida ciear cu cad» capital de luperintendencia por él
articulo 15 , y lo ordeñado eñ punto A apelaciones en loa
que se inserían, están vigentes en las dos Antillas y en
l ia  Filipinas por declaraciones hechas de real  órdru.
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y pasen las audiencias y sus  ministros por
lo que declararen ú ordenaren los vireyes, ó
presidentes, con lo demas que dicha ley pre-
viene, sin admitir recurso que impida su co-
nocimiento, ó tenga por objeto la inhibi-
ción del virey ó presidente; pero que si en
el progreso del negocio, en que por ser ó
haberse declarado de gobierno en la forma
referida , se  hallare conociendo ó entendien-
do el virey ó presidente, y dictare alguna
providencia definitiva, ó que tenga fuerza de
tal, y que conforme á las reglas generales
del derecho fuere a¡ielable, puedan en este
casólas partes apelar de ella, presentán-
dose de hecho en la audiencia; y esta man-
dar , sin mas requisito previo, que el escri-
bano de gobierno vaya á hacer relación de
la causa al tribunal para proveer en la
vista lo que fuere justo , no impidiendo los
vireyes por ningún motivo que dichos es-
cribanos pasen á hacer relación, ó que en
tregüen los autos ó espedientes en la escri-
banía del tribunal para el mismo fin ; en
inteligencia que la calificación de si ha ó no
lugar al grado que los vireyes y presidentes
suponen corresponderles por ser materia de
gobierno, es un abuso introducido contra
la disposición espresa de la ley 35 del mis-
mo titulo y libro, porque los vireyes solo
pueden declarar conforme á la 38 si les
competo ó no el conocimiento; pero de nin-
gún modo si tiene ó no lugar la apelación
á la audiencia, fundados en ser asunto de
gobierno , pues en los de esta clase es pre-
cisamente en los que la ley 35 les manda
que no impidan las apelaciones.

REAL ORDEN DE 10 DE FEBRERO DE 1807.

Esta fue circulada también al ejército de
Indias. Véase en uEvca wuTAiu pues-
tas anteriormente.

BEAL ORDEN DE 19  DE SETIEMBRE DE <807 .

Para uniformar el cuerpo de ingenieros
en Indias con el de artillería establece, que
por lo respectivo á la dirección del propio
cuerpo de ingenieros en Indias quede a la

«a

de hacienda se compondrá del snpermlen-
dente , regente de la real audiencia , dos
oidores y fiscal de real Hacienda , ó de lo
Civil en  su delecto , y los cuatro primeros
tendrán voto decisivo en todos los asuntos
puramente contenciosos y apelaciones que
en ellos se interpongan en las causas de
Hacienda y Guerra, tanto de providencias
del superintendente (que en tal caso no
concurrirá), como délos demas intendentes.

Art. 16. Decláralo que debe entenderse
por contencioso , y anade, en estos otros
semejantes casos, sustanciados los autos
por el superintendente ó intendentes que
corresponda, se  admitirán las apelaciones
conforme á derecho en la junta conten-
ciosa. �

Art. 25. El superintendente delegado no
podrá impedir las apelaciones que de sus
providencias ó de las de los intendentes se
interpongan en tiempo y forma para la junta
superior contenciosa.

REAL ORDEN DE I DE FEBRERO DB 1805 .

Previene, que de las sentencias de artille-
ría en Indias dadas en primera instancia,
puedan las partes apelar en ambas Améri-
cas ,  Canarias y Filipinas á los vireyes,
capitanes generales y gobernadores inde-
pendientes , á fin de que reunidos con los
dos ministros de la audiencia que nombre,
si estuviere en el pueblo de intendencia, ó
con los dos letrados que le parezcan resi-
dentes en los mismos destinos y concur-
riendo también el comandante de artillería,
juzguen las apelaciones , informándose cada
uno de los jueces militares del letrado que
fuere de su agrado, sustanciándose dichos
recursos de apelación en el juzgado del vi-
rey, capitán general ó gobernador.

■BAL  CEDULA CIRCULAR DE 29  DE AGOSTO DE  1 806  .

En ella se declara, que con arreglo á la
letra, genuino sentido y espíritu de la ley 38,
titulo 15, libro 2 déla Recopilación, cuando
ne ofrezca duda sobro si el punto de que
se  trataos de justicia ó de gobierno, estén

TOMO l l l .
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parte que se considere agraviada de las sen-
tencias dadas en primera instancia por los
juzgados provinciales del mismo cuerpo, la
libertad de interponer la apelación, ya sea
en el juzgado general de Madrid, ó ya en el
tribunal inmediato de los vircyes, capitanes
generales y gobernadores independientes,
que previene la real órden de 4 de febrero
de 1805 para el cuerpo de artillería, y cuan-
do los interesados se sintiesen aun agravia-
dos de las sentencias pronunciadas por al-
guno de los dos tribunales, tengan también
espedito el último recurso de súplica á S. M.
según esté mandado observar al cuerpo de
artillería por la real órden de 10 de febrero
del corriente año.

ORDENANZA DE LA JUNTA DE GOBIERNO V DE LA

SUPREMA DE APELACIONES DE LA REAL CASA T

PATRIMONIO DE <817 .

Capítulo 1,° Las apelaciones de los juz-
gados de las subdelegaciones irán á la junta
suprema.

REAL ÓRDEN DE 26  DE MARZO DE 1817 .

Se crean por ella dos tribunales de revi-
sión, uno paralas Antillas y otro para las
Filipinas, de las causas criminales de los
aforados de marina , formadas en concejo
ordinario de Guerra, cuyas sentencias de-
bían remitirse á la aprobación de S. M. ó del
supremo Consejo, facultándolo para que las
revea y las apruebe, y para que conozca- eo
grado de apelación dé las  otras criminales
contradichos aforados que se forman en los
juzgados de los comandantes generales de
marina.

REGLAMENTO DE LA JUNTA SUPERIOR CONTENCIOSA

DE REAL HACIENDA DE LA HABANA, APROBADO POR

REAL ÓRDEN DE 29  DE NOVIEMBRE DE 1834 .

Art. 41. La junta superior conocerá en
spgnnda instancia de todos los negocios y
causas contenciosas que determinen en esta
capital el tribunal de la intendencia , los
jueces hacedores de diezmos, el de la real

lotería, el juzgado apostólico y reíd de la
Santa Cruzada, el de la media annata ecle-
siástica y el juez de anualidades; y en las
provincias, de las que vengan en alzada de
los respectivos intendentes y jueces de
iguales ramos constituidos en ellas.

REAL ORDEN DE 26  DE  JULIO DE 1836  , COMUNICA-

DA AL TRIBUNLA SUPREMO DE JUSTICIA EL 1 0 DE

SETIEMBRE.

Declara, que al Supremo Tribunal solo
toca conocer de las causas de contrabando
y demas de que se  interponga apelación de
las sentencias délos de Ultramar, en el ca-
so y grado prescrito por las disposiciones
vigentes, y de ningún modo de las que re-
miten de oficio aquellos intendentes, que han
de tener precisamente un curso gubernativo.

REAL ÓRDEN DE 9 DE JUNIO DE 1844.

Por ella se ha ratificado á la presidencia
y audiencia de Puerto Rico la real cédula
de 29 de agosto de 1806, previniendo al
tribunal de gobierno, que en negocios de
gobierno no impídalas apelaciones qne otor-
gan las leyes vigentes de Indias.

REAL DECRETO DE 26  DE NOVIEMBRE DE 1841.

Art. 16. En élse  dispone, que sea váli-
do y tenga efecto lo que se hiciese pasados
los sesenta dias que fijan las leyes de In -
dias para terminarse en definitiva las causas
de residencia , sobre la admisión de la ape-
lación que se  interpusiese para la sala de
Indias del tribuna! Supremo de Justicia.

REAL ÓRDEN DE 2 DE NOVIEMBRE DE  1 844.

En ella se ordena al presidente y regente
de Puerto Rico, que había consultado sobre
si la calificación del grado en un espediente
que conocía por vía de gobierno correspon-
dían! gobierno 6 á la audiencia, «que V. E.
en cumplimiento de la cédula de 29 de agos-
to de 4806, debe cumplir con las comunica-
ciones de la audiencia para que vaya el es-
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quien se apela dirija cartas dimisorias, lla-
madas vulgarmente Apóstalos, al juez que
ha de conocer de la apelación, debiendo pe-
dirse y concederse dentro del término de
cinco dias.

Cánon 25 (del mismo, tít.  35, cap. 2). Nü
es admisible la apelación viciosa y mali-
ciosa.

Cánon 26 (del mismo, til. 36, cap 4).
Apelando el poseedor, si el éxito de la causa
es dudoso , secuéstrense los frutos de la
posesión.

Cánon 27 (del mismo, tít. 37 ,  cap 4).
El que interpusiere una apelación injusta,
quede obligado á restituir á la parte contra-
ria el cuádruplo de lo que esta gastase en
seguirla.

Cánon 28 (del emperador Justiniano, no-
vela 23). El remedio de la apelación pueda
interponerse dentro de diez días.

Cánon 33 (del concilio Milevitano , capi-
tulo 24). No es permitido apelar de los
jueces elegidos de común consentimiento.

Cánon 34 (del concilio 3.“ de Carlago,
cap. 40). SÍ las partes de común acuerdo
eligiesen jueces , permítase apelar aun de
un número menor que el elegido.

Cánon 37 (del mismo lugar). , También
se determinó que si de unos jueces ecle-
siásticos seapelaseá otros que tengan mayor
autoridad, no obste esto á aquellos cuya
sentencia se  revocó, si no pueden ser con-
vencidos de que fallaron con ánimo iuicuo,
ó llevados de ambición ó favor.

Cánon 40 (del Papa Adriano). No es
permitido seguir por procurador la apela-
ción interpuesta en causa capital, ó en que
se trate del estado de una persona.

Cánon 44 (del mismo, tomado de las Au-
ténticas). El tiempo para seguir la apela-
ción es el de un año, ó de dos si interviene
justa causa.

DECRETALES DE GREGORIO IX.

LIB.  2 ,  TIT. 28 .

C*p . l .  Ate j indrol l l  en ilMO.

Es nula ipsojure la colocación de un be-

cribado a hac?r relación de los autos y en
su defecto que se entreguen en la escriba-
nía de Cámara, y que hecha relación proce-
da la audiencia según las leyes.»

K6LAMENT0 DE LAS MILICIAS DE CANARIAS DE

22  DE AkBIL DE 1844 ,

Art. 282. Las apelaciones en los nego-
cios que competen al tribunal de la capita-
nía general de las islas Canarias, se eleva-
rán para ante el tribuna] Supremo de Guer-
ra y Marina, coa arreglo á las disposiciones
vigentes.

DISPOSICIONES CANONICAS.

DECRETO DE GRACIANO.

Causa S, que i t .  s.

Canon 4. Al que apela sea permitido
quitar la causa injusta, por el remedio de
la apelación.

Canon 7. Si alguno cree que su propio
metropolitano le perjudica, apele á otra
silla mayor.

Canon 9. No se niegue audiencia al que
de unos jueces eclesiásticos haya apelado á
otros, cuya autoridad es mayor.

Canon H .  No puede conocer de la causa
de apelación, sino aquel á quien se apela.

Cánon 12.  Soloáquellos para ante quie-
nes se apela pueden oir las causas ó j nícios
de los litigantes.

Canon 23. En las causas criminales es
permitido apelar: y no debe negarse la ape-
lación al que por sentencia fue condenado
á suplicio.

Cánon 22 (del código Teodosiano). El que
quisiere apelar del juez que conoció de su
causa para ante otro juez, hágalo dentro de
cinco dias, y dentro de ellos preséntese sin
escusa alguna al juez de la apelación, y
compútese en este término el dia mismo en
que recibió las letras. Si el camino es mas
largo, cuéntense, ademas de estos cinco
dias f los que se necesiten para andar
el camino. |

Cánon 24 (del mismo, tít. 34). El juez de I
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nelleio, hechadespues de la  apelación ínter- :
puesta con causa probable y verosímil.

I
Cap. 5. El  miitno ooid.

No es admisible l a  apelación general ó de
perjuicio no determinado.

Cap. 3. E l  misma «a  id*

No puede apelarse de la  corrección legi-
t ima.  no siendo esccsivaen el modo.

Cap, 4 .  EL mutuo

Si el apelante no prosigue la apelación
dentro de! término señalado por el juez de
quien apeló, se le obligan estar y pasar por
la sentencia ó juicio que aquel hubiese pro-
nunciado (concuerdan con el 21 y 23).

Cap. fl E l  mUnio.

Cuando la apelación es á Roma, el ape-
lante tiene un  año para seguir el recurso, y
dos con causa necesaria y evidente, á no
ser que e l  juez de quien se apeló modere el
tiempo en consideración á la  distancia de
los lugares y á la  cualidad de las personas
y del negocio. Y si dentro de este tiempo no
le sigue, queda firme la sentencia de que
apeló y no volverá á ser oido en apelación
sobre el mismo negocio. Si hubiese apelado
de que se le sigue gravamen, antes de en-
trar ,  en el plei to,  será oido tal apelante,
puesto que los sagrados cánones permiten
á menudo apelar fueradel juicio, y esto sue-
le llamarse mas bien provocación á la causa.
Mas si se apelare antes de la sentencia, se
le obliga á estar y pasar por el fallo de
aquel á quien apeló. Además, si es raptor
ó fornicario manifiesto no puede apelar,
aunque todo delincuente pueda hacerlo de
la sentencia condenatoria.

Cap. 6. El  inHtno en dicho aflo.

El  juez de quien se apeló en una causa,
puede conocer en otra de la  reconvención, á
no recusársele como sospechoso. (Concuer -
da con él el cap. 24).

Cap. 7 .  El  rn l taa .

Si uno de los litigantes apela del juez in-
ferior al Papa, y otro al infer ior,  el pri-
mero está obligado á comparecer á la  cita-
ción del juez inferior,  para oponer a l  menos
su apelación: de otro modo valdrá el pro-
ceso de este, á no ser que supiere la ape-
lación hecha al Papa......

Cap. 8. EL mismo en 1174.

E l  trascurso de dos años no perjudica a|
apelante, para que sea oido concausa legí-
t ima, al meaos por el beneficio de la  resti-
tución í n  integrum.

Cap. 9 .  El  mismo en 1173.

Si el reo acudió á la silla apostólica, des-
pués de la  citación, ó de tener noticia de las
letras dimisorias , el delegado que lo fuere
del Papa para conocer con la cláusula
apclltilione remola, proceda en la  causa; pe-
ro  no, s i  el reo emprendiese el camino á la
curia antes de la  citación. (Coacuerdan con
¿1 los capítulos 15 y 30).

Cap. <0. E l  miimo en 11H>

Si sobre alguna escepcion nace cuestión
y sucede enlabiarse de aquí apelación , ha-
brá de sobreseerse en’ la escepcion ; y lo
mismo en la  causa principal, cuando sin la
resolución del artículo no pueda esta ter-
minarse. Si la  apelación interpuesta es ma-
liciosa, no impide al juez la ejecución de la
sentencia.

Cip. I I .  El  mittno.

Puede interponerse apelación en causas
leves .

Cap, 19, El  tniimo.

Según los cánones se apela también an-
tes de la  sentencia: según las leyes no,  á
no ser en ciertos casos. La  apelación y
la recusación se equiparan, en que en una
y otra se requiere causa racional. El  t iem-
po señalado al juez delegado para decidir
la  causa, empieza á correr desde que reci-
bió las letras ó rescripto.
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cha la apelación interpuesta para que dejen
de corregirse sus escesos por medio de cen-
suras canónicas.

Cap. 93. E l  mismo en 1179.

El que se opone á la apelación de su
contrario, no puede apelar después sobre el
mismo asunto.

Cap. 96. El  mismo en 1198, en e l  concilio de Letras .

El prelado no debe suspender ni esco-
mulgar al súbdito sin proceder amonesta-
ción: ni el súbdito, especialmente religioso,
puede apelar contra la disciplina eclesiás-
tica. El juez á quo señala término al ape-
lante para proseguir la apelación , y si den-
tro de él no lo'hace, el juez d quo reasume
la jurisdicción. Mas si el apelante no prosi-
gue su apelación, es  condenado en costas á
instancia del apelado.

Cap. 97. E l  mismo.

El juez ó quo conoce dé la  causa, sin
perjuicio de la apelación, sí el apelante no
la sigue ...... (Concuerda con el capítulo 33.)

Cap. 98. El  mismo.

Si amonestado un canónico para que re-
sida, apela, se le dá término para proseguir
la apelación ; y entretanto sirva el benefi-
cio un vicario á costa de sus frutos; y si no
prosigue la apelación , ó no reside , queda
privado de la prevenda.

Cap. 99. El  reiamo en 1176.

No se apela del juez ejecutor de la sen-
tencia.

Cap. 33. E l  mi imo.

Al religioso no escuda la apelación, con-
tra las constituciones de su regla.

Cap. 33. E l  mismo en 1176.

No se devuelva la causa al juez á quo,
no estando aun mejorada la apelación, á no
ser por consentimiento de las partes.

Cap. 13. El  alamo.

El reconvenido por injuria hecha á cléri-
go. ó por adulterio, puede apelar, como su
delito no sea notorio. (Concuerda con este
el capítulo siguiente.)

Cap. 10. El  miaño.

El escomulgado puede ser absuelto ad
cautelan, mientras está pendiente el cono-
cimiento de la apelación ; y si apareciese
que apeló legítimamente, no se le castiga-
rá, porque celebró los divinos oficios entre-
tanto. (Concuerda con él el 25.)

Cap. 17. El  tálamo.

Si el poseedor, que apela al Papa, es  tur-
bado en la posesión, el juez á quo puede
conocer en juicio ordinario de la queja an-
te ¿I entablada con este motivo.

Cap. 18. El  mismo.

Si alguno interpusiese (apelación general
de todo gravámen que pueda aconlecer-
le, no valdrá la apelación; ñero si se inter-
pusiere de cualquier juez sobre todo gra-
vámen ó perjuicio que pueda inferírsele en
una causa, aunque tal apelación es  gene-
ral, debe deferirse á ella por el juez.

Cap. 19. El  mismo.

La apelación frívola no escusa al inferior
de la obediencia al superior, ni de ser cas-
tigado como inobediente á no purgar de
otro modo su  inocencia.

Csp. 90. E l  mismo

El que jura estar ó pasar por el juicio de
la Iglesia, y después apela, sea obligado ó
á guardar el juramento, ó á seguir dentro
de 40 días la apelación que hubieren inter-
puesto. (Concuerda con él el siguiente.)

Csp. 99.

Al que, apelando á la silla apostólica, co-
metiese después crimen grave, no aprove- i
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Cap. 87. El mism». Cap. 43. El mismo eu  1S10.

Desierta la apelación por negligencia del
apelante, el juez puede proceder de oficio
en los casos enque tenga jurisdicción.

Cap. 47, El mismo en <919.

SÍ se señala á las parles uu lugar inse-
guro, pueden apelar, aunque baya la cláu-
sula apella Iione remota.

Cap. 48. E l  mismo en  M.

El reo puede apelar, si no se le oye al es-
cepcionar que el procurador del actor ca-
rece de suficiente poder, ó que ha sido ci-
tado eu virtud de otras letras que no se
mencionan en las segundas.

Cap. 49. El misiDU co  id.

Puede lícitamente apelar el reo que uo es
oido al pedir que se declare lo que pide en
su libelo.

C«p. 30. El  mismo en 1913.

El juez d quo no puede fijar término para
concluir la apelación: y si lo hace se  en-
tiende que se ha fijado para presentarse.

Csp, SC. El mismo en  id.

El queextrajudicialmenle apela por cau-
sas verosímiles y probables para no ser mo-
lestado en la posesión, sí después e s  des-,
pojado , debe ante todas cosas restituírsele
al estado que tenia antes de apelar.

Cap. 39. El  misma en id.

El emprender el camino á la silla apostó-
lica hace las veces de apelación, si se guar-
da lo que en esta debe guardarse.

Usp. 53. El mismo en Id.

La * cláusula apellalione remota esciuye
toda apelación no concedida espresamente
por el derecho.

Aunque el excomulgado apele de la esco-

La sentencia de entredicho no se suspen-
de por la apelación.

Cap. 38. Clemente 111 en  <190.

El juez de apelación devuélvala causa
al juez primero, como no le conste que se
apeló de un gravámea ó injusta sentencia.

Cap. 39. El intimo.

Si el que apela y no prosigue la apela-
ción vuelve ante el juez d quo y es nueva-
mente gravado, puede apelar de nuevo, no
obstante la primera deserción.

Cap. 40. Celestina III en  i i lS .

Queda en suspenso la sentencia de esco-
munion, suspensión ó entredicho dada con
condición, s i s e  apela antes de que esta s e
cumpla.

Cap. 44. El animo.

Si por medio de un rescripto se come-
te el conocimiento de muchos artículos co-
nexos, y en el uno se  deniega la apela-
ción, se  entiende denegado también en los
demas ......

Cap. 49. El misma.

Ni el juez n¡ el contrarío están obligados
á deferir á una apelación á que no defirió
el apelante.

Cap. « .  Inocencio 1H en  <901.

No puede recusarse al juez ejecutor ni
apelarse de él, si no se escede en el modo de
su  comisión. (Vide capítulo 29.)

Cap. 44.  El  míame.

Admitida por el juez la apelación ó apro-
bada por la parte, es perentorio el término
prefijado para seguirla, de modo que se
procede contra el ausente lo mismo que si
perentoriamente se le hubiere citado, y no
pueda ninguna de las partes prevenir e s -
te término.
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munion, puede ser noobstante denunciado
y privado de los réditos del beneficio.

Cap. S I .  E l  rohm« en id .

Si el que apela para ante el superior,
comparece ante el juez inferior sobre cosas
locantes á la misma apelación , se  entiende
que renuncia á Inapelación misma. Mas si
protesta que no por esto es  su  ánimo renun- i
ciar á la apelación, no ha de oírsele , como I
que alega cosas contrarias: á no ser notoria
la inj uslicia de aquel acto sobre cuya enmien-
da acudió al inferior.

Cap. 55- El m1»mo en Id,

La apelación legitima priva al juez infe-
rior del conocimiento de la causa, que pasa
al superior en cuanto á lo principal y acce-
sorio; y son nulas las sentencias de esco-
munion y entredicho dadas después de la
apelación.

Cap. 56. E l  mlimo en  I5H.

Si el Papa avoca á si alguna causa, no
vale el proceso hecho después por el juez
menor, como no valdría si de él se  hubiese
legítimamente apelado.

Cap. 37, El  mismo en id.

Si establecido término por el juez al ape-
lante para seguir la apelación . callase este
esta circunstancia , y obtuviese letras, no
valen; pero si el tiempo no estuviese deter-
minado, la parte apelada puede solicitar el
término de derecho, si de la dilación se le
sigue algún gravámen: y no prosiguiéndo-
se  la apelación, el juez superior debe obli-
garles á ello.

Cap. M .  El  mismo en Id.

Si una de las partes es  contumaz por no
querer presentarse, puede el juez de apela-
ción terminar el negocio principal, si se  apeló
después de contestado el pleito.

Cap. 58.  E l  mimo en e l  concilio general de t i íB .

El que apela antes de la sentencia, está
obligado á espresar la causa razonable por-

] que lo hace ante el juez d quo ; sin que sea
I admisible laescepcion de haber enviado con
j anterioridad apoderado á la silla apostólica,
J ó haber obtenido letras, que aun no se han

presentado al juez.

Cap. 60. E l  m¡>mo en diobo concillo.

Si el juez de quien se apela de un gravá-
men lo revoca, puede proceder en el nego-
cio principal.

Cap. d i .  El  mismo eo Id .

...........«En los escesos notorios no se ad-
mite apelación: en los dudosos debe espre-
sarse ante el juez una causa probable que
deba reputarse legítima; y si no se prosi-
gue, el juez á qno debe continuar en la cau-
sa. Lo mismo tiene lugar si prosigue la
apelación y no prueba la causa. Esta cons-
titución no es  estensiva á las causas de re-
gulares.

Cap. 6S. Honorio 111 en 1711.

Si el juez tuviese por contestado el pleito
con la respuesta errónea del abogado, que
fue rectificada é invalidada dentro del mis-
mo día por el procurador de la parte, pueda
este apelar; también se  podrá apelar, si el
delegado del Papa subdelega lacausaen otro,
y este 1» comete á otro en su lugar.

Cap. 61. El  miaño ra  dicho «no.

No basta que el apelante manifieste que
opuso una escepcion legítima y verdadera,
y que apeló; sino que es  menester también
aue haga ver que apeló por no habérsele
admitido.

Cap. 64. El  míame en  id .

Si el apelante a quien señaló término
para la apelación nombra procurador sola-
mente para contradecir, y la apelación ha
sido admitida por el juez ó consentida por
taparte, sea condenado en costas, si su
contrario prosigue legítimamente la ape-
lación.

Cap 85. El  misma en  id.

Ninguno puede apelar tres veces de una
misma sentencia.
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causa, solo hace relación « los artículos
precedentes á que se une, no A los siguien-
tes, como no se repita al fin de las letras:
esto es  si son muchos y diferentes entre sí
los negocios cuyo conocimiento se delega.

Cap. n .  E l  mimo en id .

La apelación de uno aprovecha i los de-
más, si todos tienen igual derecho, es uno
mismo el negocio, una misma la causa de
defensa, y todos condenados por una mis-
ma sentencia: no de otro modo.

Cap. 73. El  elimo enid.

El justo miedo escusa, de suerte que el
que en virtud de él no apelase tiene por
apelante, si protesta seguir el recurso y es-
poner los agravios.

SEXTO DE DECRETALES.

LIB. 2 ,  TIT. I d .

C»p. 1, Inocencio IV  en el  concHIe de León de rttó.

El que apela al Papa en juicio ó fuera de
él, debe hacerlo por escrito, espresar la
causa, y pedir los Apóstalos. Si el apelado
quiere y lo pide, los interesados deben acu-
dir al Papa por sí ó por medio de procura-
dores instruidos sobre lo principal. En las
apelaciones que se interponen de la senten-
cia definitiva, nada se innove. Si el apelan-
te no observa este órden, se tendrá por no
apelante devolviéndose la causa al juez in -
ferior, y condenándosele en las costas legí-
timas. Si hace tomismo el apelado, se  pro-
cederá contra él como contumaz, lo mismo
en las costas que en la causa, cuanto el de-
recho permite.

Cap. 3. E l  tntem*.

Del vicario general del obispo se apela
al arzobispo, no al obispo.

Del súbdito del obispo se apela á este, no
al arzobispo, a no haber costumbre en con-
trario.

Cap. M .  El  mfaao raid.

La apelación interpuesta omiíío medio no
vate, y propuesta esta escepcion, impide el
conocimiento del recurso.

Cap 87. Gregorio IX  en  4331.

Si el que dejó de ser tutor es  reconveni-
do como tal por un tercero, puede apelar.

Cap. 69. El  Entino en 1134.

Es lícito apelar, si el juez innova alguna
cosa acerca de! negocio principal antes de
contestado el pleito, ó adelanta sin causa
el dia señalado. Y si el procurador nombra-
do para interponer y seguir la apelación no
guardó la forma del mandato, se admite la
apelación, aun después de pasado un año.

Cap. 70. El  mismo en 1333.

1.  Para justificar la apelación inter-
puesta con causa ha de probarse la ver-
dad déla causa ante el juez ad quetn, á no
ser que la prueba se  hubiese ofrecido ante
el juez aguo y este la hubiese rechazado.

2 . .  Si el  juez desestimó la apelación ó no
consintió la parle, el apelante puede impe-
trar letras para seguir la apelación por me-
dio de procurador nombrado para impetrar
y contradecir, aunque la parte apelada esté
dispuesta á seguir el juicio en la curia por
sí ó por medio de procurador idóneo.

3.  Antes de dar principio ai seguimien-
to de la apelación , el apelante puede, si
quiere, aun contra la voluntad del apelado,
pedir que se  remita la causa al juez á quo\
pero será condenado en las costas.

4. El artículo de apelación se decide
por el juez ad quem, estando ausente la par-
te en rebeldía, aunque no haya tenido lu-
gar la contestación del pleito en el mismo
artículo de apelación, ó en el negocio prin-
cipal.

Cip. 74. El  miimo en 1135.

Ta  clausula apellatione remota puesta en
;inedio de las letras de la delegación de una
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la sentencia y condenarle en costas : esto,
si el juez principal no admitió la apelación;
pero si la admitió, no es de necesidad la re<
misión. Guárdese el derecho antiguo en
cuanto á las apelaciones que se interpon-
gan de sentencia definitiva.

Cap. *. Bonitacio V en í 298 , en  Roma.

Si el apelante no pide con instancia los
Apóstolas dentro de 30 dias , renuncia á la
apelación. Si requerido el juez legalícenle,
no los entrega , sino que procede después,
su proceso no vale.

Cap. 7. É l  miaño.

Cuanto el juez inferior innove después
de la sentencia definitiva de que se apeló,
como lo que lo fuere antes Me apelar se  re-
vocará al momento por el juez de apelación.
Mas lo que después de apelar se atentase
antes de ladeíini liva, no se  revocará, si antea
no consta la verdad , á no ser que el aten-
tado se hubiese hecho después de la inhi-
bición hecha debidamente.

C»p. 8. EL mismo.

El que estrajudícial mente apela, debe
hacerlo dentro de los 10 dias desde que su-
po el gravamen; después de este término
podrá ser oído por otro remedio del derecho
común, mas no por el de apelación.

Csp. 9.  El  mistos.

La apelación presentada por escrito vale
aunque no se lea ante el juez.

Csp. 10. E l  mismo.

El juez á quo no puede compeler al ape-
lante á que pruebe la verdad de gravamen,
pero sí citarle para que oiga su revocación:
la cual hecha, puede proceder en la causa,
aunque no comparezca, lo mismo que si no
hubiese apelado.

Csp. 1*.  E l  mismo.

Por la apelación interpuesta de la  defini-
tiva, puede revocarse la interloculona, s i

13

El arzobispo no debe cometer la causado
apelación interpuesta del obispo, ni citar á
las parles, si en la apelación no se espresa
causa probable.

Si se niega que el negocio ha sido apela-
do, el arzobispo no impedirá que el juez de
la causa principal proceda, como no sea que
antes le conste la devolución.

Si se objeta que se  «interpuso apelación
antes de la sentencia , con causa injusta ó
menos legítima, y que por esto no debe ad-
mitirse la apelación, el arzobispo, ó su ofi-
cial, no pueden impedir se proceda en la
causa, á no ser que admitida la apelación
como probable, empezase á conocerde la ver-
dad de la causa.

Si se  dice que se apeló de la definitiva en
un caso prohibido por derecho , desde que
el arzobispo empezase á conocer acerca de
esto, puede impedir se  ejecute la sentencia.

El arzobispo no puede ejercer jurisdic-
ción contra tercera persona que innovase
alguna cosa, cuando se  hubiese él inhibi-
do de conocer en la causa que fue llevada al
mismo en apelación.

El arzobispo no puede eximir de la juris-
dicciondel obispo al que apelaen Otras causas.

Debe por derecho apelarse de los obispos
al arzobispo, en las causas en que aquellos
tienen jurisdicción temporal, á no ser que
un derecho especial permita otra cosa.

El arzobispo no puede revocar la censu-
ra eclesiástica impuesta por el obispo al
apelante, á no ser después de llamadas las
parles y conocer legítimamente de la causa.

Luego que el arzobispo declare que se
apeló sin razón antes de la sentencia, debe
al momento remitir la causa al sufragáneo.

Cap. 4. El  mism*

Si el juez'd quo,  requerido, no entrega
al apelante el  testimonio para mejorar la
apelación y después procede en la causa,
el proceso no vale, á no haberse renuncia-
do á la apelación.

Cap. #. Clemente Y ea  1907-

E1 juez de apelación debe remitir al juez
principal al que apeló inicuamente antes de

TOMO ni.
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perjudica el negocio principal ; no de otro
modo.

CLEMENTINAS.

L IB .  2 , TIT.  42 .

Cap. i .  Clámenle V en e l  concilio de Vlena de 1311.

Vale la apelación hecha ante la mayor
parte de los jueces ; pero la apelación, ad-
misión de ella y fijación de término debe
notificarse al apelado.

Cap. 3. El  tniamo en id .

Basta que el testimonio de apelación, ó
los Apóstolas, se pidan en un escrito, y con
instancia; y si para recibirlos señala el juez
cierto término, no pidiéndolos dentro de él
el apelante, se entiende que renuncia á la
apelación. Lo mismo , cuando el juez señaló
término incierto de derecho, dentro del cual
no los pidió debidamente el apelante, ó re-
husó recibir los que se  le ofrecían.

Y si el juez dentro del término que pre-
fijó para dar los Apóstalos, no los diese al
apelante que los pide: ó si mientras se pi-
diesen, respondiese que los daria, sin seña-
lar término cierto , ó asegurarse que que-
ría darlos dentro del término legal , y re-
querido después por el apelante en lugar y
tiempo oportuno, pidiéndolos con insistencia,
no cuidase de entregarlos dentro del dicho
término , entonces el apelante puede prose-
guir su apelación, como si espresamcnle se
le hubiesen denegado.

Cap. 3. E l  mismo en id.

El apelante está obligado á seguir la ape-
lación estraj udicial dentro de un año de in-
terpuesta la apelación, ó inferido él grava-
men ; y si deja de hacerlo sin legítimo im-
pedimento, se declara desierta la apelación,

Cap. 4 El  mismo en id.

El tiempo señalado por el juez ó por la
ley para seguir la apelación, no corre para
el apelante cuando hay compromiso ó las

APELACION.
partes han convenido espresamente acerca
de ello, á no ser que amenazando peligro
la tardanza, decrete otra cosa el juez.

€*p .  S. El  tnitmo en id.

Al apelante que apela de sentencia inter-
locutoria no es  licito seguir otras causas
que las señaladamente espresas en su ape-
lación. Nie l  proceso del primer juez puede
justificarse ni impugnarse por cosas nuevas
ó que han de probarse nuevamente: solo sí
por las que se  hicieron ó exhibieron ante él.

Cap. A. El  niiimo ewld.

Las gestiones para continuar una apela-
ción declarada desierta, no obstan paraque
se tenga la sentencia por pasada en autori-
dad de cosa juzgada.

Cap. 7. El  miamo en id.

Cuando el que segunda vez apela de la
denegación de una escepcion perentoria,
sucumbe , no debe ya oírsele acerca de ella
en la causa de apelación que después inter-
ponga de la definitiva, á no ser que enton-
ces la proponga en debida forma, y antes s e
le hubiere denegado por no hacerlo asi.

CONCILIO DE TRENTO.

sesión 43.

Capitulo i de reforma.

No cahe apelación, antes de la sentencia
definitiva del obispo, ó de su vicario gene-
ral en las cosas espirituales, de la sentencia
interloculoria, ni de ningún otro gravámen,
cualquiera que sea,  en las causas de visita
y corrección, ó de aptitud é ineptitud,
como ni tampoco en las criminales : ni el
obispo ó su vicario estén obligados á diferir
á semejante apelación por frívola; sino que
puedan proceder adelante, sin que obste
ninguna inhibición emanada del juez de
apelación, ni tampoco le sea obstáculo nin-
gún estilo ó costumbre contraria, aunque
sea inmemorial, á no ser que el gravámen
alegado sea irreparable por la sentencia de-
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sean nulas ipso jure las inhibiciones', pro-
cesos y demas autos que se hayan se-
guido.

SESION 24 .

Cap. *0 de reforma.

Las causas que de cualquier modo per-
tenezcan al foro eclesiástico , aunque sean
beneüciales , solo han de conocerse en pri-
mera instancia ante los ordinarios de los
lugares, y se  han de finalizar precisamente
dentro de dos años, á lo mas,  desde el día
en que se entabló el pleito ó proceso; s i
así no se  hace , sea permitido á las partes
ó cualquiera de ellas recurrir pasado
aquel término al Tribunal Superior, con tal
que sea competente , y este tomará la
causa en el estado en que estuviere, y pro-
curará terminarla con la mayor prontitud.
Antes de este tiempo no se cometan á otros
ni se avoquen, ni ninguno de los jueces
superiores admitan las apelaciones que las
partes interpongan , ni se permita su co-
misión ó inhibición , sino después de la
sentencia definitiva ó que tenga fuerza de
tal, y cuyos daños no puedan repararse
apelando de la definitiva. Se esceplúan las
causas que, según los cánones, deben tra-
tarse ante la silla apostólica , ó las que el
Sumo Pontífice tuviese á bien, por urgentes y
fundados motivos, cometeré avocar por res-
cripto especial de la signatura de su  San-
tidad , firmado de su propia mano. Ademas
de esto , no se dejen las causas matrimo-
niales ni criminales al juicio del Dean, Ar-
cediano, ú otros inferiores , ni aun en el
tiempo de la visita, sino solo al examen y
jurisdicción del obispo, aunque haya en
las circunstancias alguna lilis pendien-
te, en cualquiera instancia que esté, en-
tre el obispo y Dean ó Arcediano, ú otros
inferiores, sobre el conocimiento de estas
causas. Y si la una parte probare ante el
obispo, que es verdaderamente pobre , no
se le obligue á litigar en la misma causa
matrimonial fuera de la provincia, ni en se-
gunda, ni en tercera instancia, á no querer
la otra parte suministrarle sus alimentos y
los gastos del pleito. No presuman tampo-

finí tiva, ó no se pueda apelar de esta , en
cuyos casos deben subsistir en su rigor los
antiguos estatutos de los sagrados cánones.

Cap. 1 da  Id.

Si aconteciere que las apelaciones de la
sentencia del obispo ó de su  vicario general
en  lo espiritual sobre materias criminales,
se delegasen por autoridad apostólica inpar-
tíiut ó fuera de la curia romana , en caso
que haya lugar, la apelación se ha de co-
meter al metropolitano ó á. su  vicario ge-
neral en lo espiritual , ó. en  caso de ser
aquel sospechoso por alguna causa, ó diste
mas de dos días legales de camino , ó se
haya apelado de él , cométase á uno de los
obispos mas cercanos , ó á sus vicarios;
pero no á jueces inferiores.

Cap. * da id.

El reo que en causa criminal apela de la
sentencia del obispo, ó de su vicario gene-
ral en lo espiritual, presente de necesidad
al juez ante quien apeló los autos de la pri-
mera instancia, y de ningún modo proceda
este á absolverle sin haberlos visto. El juez
de quien se haya apelado debe entregar
gratis los mismos autos al que los pidiere
dentro de treinta dias : á no hacerlo así,
termínese sin ellos la causa de la mencio-
nada obligación, según pareciere en jus -
ticia.

SESION 22 .

Cap. 7 de  reforma.

Los Legados y Nuncios Apostólicos, los
Patriarcas. Primados y Metropolitanos, es-
tén obligados á observar en las apelaciones
interpuestas para ante ellos, en cualesquie-
ra causas, tanto para admitirlas como para
conceder las inhibiciones xlespues de la
apelación , la forma y tenor de las sagradas
constituciones en  especial la de Inocencio IV
que principia «Romana,» sin que obsten en
contrario costumbre alguna, aunque sea in-
memorial, estilo ó privilegio: de otro modo
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co los legados, aun los á latera, los nuncios,
gobernadores eclesiásticos, ú otros, en fuer*
ta de ningunas facultades no solo poner
impedimento á los obispados en las causas
mencionadas, ó usurpar de algún modo su
jurisdicción, ó perturbarles en  ella; pero ni
aun tampoco proceder contra los clérigos
ú otras personas eclesiásticas, á no haber
requerido antes al obispo y ser este ne-
gligente: de otro modo sean de ningún mo-
mento sus procesos y determinaciones, y
queden ademas obligados á satisfacer á las
parles el daño causado. Añádese, que si ah
guno apelare en  los casos permitidos por
derecho, ó se  quejaro de algún gravamen,
6 recurriere á otro juez, por la circuns-
tancia de ser pasados ¡os dos años queque-
dan mencionados, tenga obligación de pre -
sentar á su  costa ante el  juez de apelación
todos los autos formados ante el obispo,
con la circunstancia de avisar antes al mis-
mo obispo, con el fin de que si le parece
conducente alguna cosa para entablar la
causa, pueda informar de  ella al juez de la
apelación. Si  compareciese la parle contra
quien se  apela, obligúesela también á pagar
su  cuota en los gastos del traslado de  los
autos, en caso de querer valerse de ellos;
á no ser que se  observe otra práctica por
costumbre del lugar; es  á saber, que pague
el apelante los gastos por entero. Tenga el
notario obligación de dar copia de los mi s -
mos autos al apelante con la mayor pronti-
tud, y á mas tardar, dentro de un mes, pa-
gándole e l  competente salario por su  traba
jo. y s» el notario cometiese el fraude de'
diferirla entrega, quede suspenso del ejer-
cicio de su  empleo á voluntad dvl ordinario,
y obligúesele á pagar en pena doble canti-
dad dé la  que importaren los autos, la que
se ha de repartir entre el apelante y los
pobres del lugar, Si  el juez fuese también
sabedor, ó tuviese parle en estos obstáculos
y dilaciones, ó se  opusiere de otro modo á
que se  entreguen íntegros los autos al ape -
lante dentro de dicho término, pague tam-
bién la pena de doble cantidad, según va di-
cho: sin que á la ejecución de todo lo e s -
presado obsten ningunos privilegios, indul-
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tos, concordias que obliguen solo á sus
autores, ni otras costumbres , cualesquiera
que sean.

LEGISLACION ESTRANJERA.

La apelación , tal como se  encuentra or-
ganizada en el Derecho Romano moderno,
apenas se diferencia de la que reglan y ad-
miten nuestras leyes de Partidas y aun ¡as
Recopiladas. Establecido y consolidado en
tiempo de Justiniano un órden gerárquico
en todas las jurisdicciones , era cosa natu-
ral que se concediese á las parles el dere-
cho de elevar sus  pretensiones al superior,
cuando creyesen que las decisiones del in -
ferí orles  i erogaba perjuicio, y también que se
facultase al primero para reveer el fallo del
segundoy conlirmarloó revocarlo según en-
tendiere justo. La estension del derecho de
apelar, y la forma del procedimiento en la
admisión del recurso y en la segunda ins -
tancia , han sido objeto constante de refor-
ma en el DerechoRomano, y nada lo prue-
ba tanto como los veinte y ocho títulos que
sobre apelaciones se  encuentran en el cuer-
po del derecho civil, á saber: los <3 títulos
primeros del L. XLIX. D. los 8 desde
el 62 al 90 del L. VIL C. y los capítu-
los 1 ,2 ,3 ,  4 ,  5 ,  6 y 7 de la Nov. 23. Co-
mo la mayor parte de sus  disposiciones han
pasado á nuestras leyes con muy leves re-
formas , no creemos conveniente descender
aquí á pormenores que encontrarán un lu -
gar mas oportuno en la parte doctrinal de
este mismo articulo.

La legislación francesa no guarda tanta
armonía con la nuestra como el Derecho Ro-
mano. Esta divergencia no es  estraña s i  con-
sideramos, que en la mayor parle de aquel
pais llegó á olvidarse la legislación romana;
que las costumbres feudales se  enseñorea-
ron de todo el territorio, y que el combate
judicial fue el único medio de ampararse
y guarecerse contra la iniquidad é injusti-
cia de los señores. Semejantes hechos, ar-
raigados en  las ideas y en la vida íntima de
aquella sociedad, debían ejercer un influjo
constante; y aun cuando aquella organiza-
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El plazo para interponer la apelación es ,

en lo civil, el de  tres meses ,  y no solo se
diferencia el derecho francés del nuestro en
dar mas espacio á los litigantes para apelar,
sino que no permite usar de  esta facultad has-
ta después de  pasar ocho dias de  haber sido
publicada la sentencia. Semejante innova-
ción tiene por objeto impedir las alzadas
hijas de la irritación y efervescencia de los
primeros momentos, dando lugar á que
con la calma y serenidad entre la reflexión
en el ánimo, y sea la que decida s i  con-
viene ó no  apelar de la sentencia.

La parte relativa á los autos iuterlocuto-
rios presenta también bastante claridad.
Sabido es  , que e»le es  uno de  los puntos
mas oscuros y que ofrece mas dificultades
en la práctica. El Código de  procedimien-
tos ha dividido los autos comprendidos bajo
el nombre genérico de  interlocutorios en
dos clases ,  unos preparatorios, y otros
verdaderamente interloculorios. Los prime-
ros, que solo se proponen la instrucción
y marcha del negocio, no  son apelables
sino después de pronunciada la sentencia
definitiva y juntamente con la apelación der
esta; los segundos, que son los que prejuz-
gan e l  fondo de la  cuestión, admiten desde
luego la apelación.

Los procedimientos han sido también
simplificados y despojados de  las formas
inútiles y dispendiosas que el Derecho
Romano introdujo y que formaban nues-
tro método antiguo de  mejora, que aun
se practica en algunos tribunales.

El Código prusiano, como redactado con
anterioridad, no iguala al francés, antes
bien los redactores de este lo tuvieron á la
vista y tomaron de  él algunas disposicio-
nes ,  mejorándolas.

El Código moderno de  Ginebra presenta
un tratado mas completo, con divisiones mas
exactas y metódicas , enmendando muchos
de los defectos que se  oponen al francés.

Este código contiene esta materia en un
solo titulo, dividido en siete secciones. En
la primera sección determina ios casos en
que es  admisible la apelación: en  la segunda,
los términos para interponerla, sobre lo cual

cion política desapareció, y volvió á rena-
cer la afición al estudio de los derechos Ro-
mano y Canónico» todavía no  se  han borra-
do  completamente sus huellas, y aun se
puede asignar el origen bárbaro de  alguna
de  sus  disposiciones. Bástenos citar por de
pronto Ja multa llamada amende de  fol appel,
que se impone al apelante que sucumbe, la
cual tuvo su nacimiento en el régimen de
los combates judiciales, y que es  inadmi-
sible según los buenos principios filosó-
ficos.

No  diremos por esto , sin embargo , que
e l  código de  procedimientos francés no  haya
introducido algunas mejoras en  esta mate-
ria, que aventajan á lo  establecido por el
Derecho Romano.

Simplificada la organización judicial y
reducidas á lo que deben las jurisdicciones
especiales, el derecho francés tiene tan
sencillo y claro el órden gerárquico de  los
jueces, no  so loen  Incivi l ,  sino también
en  lo criminal, que es muy fácil conocer
desde luego,  aun á los no peritos, el tri-
bunal competente á donde deben llevarse
las  apelaciones. En lo civil , del juez de  paz
se  apela al tribunal de primera instancia, y
de  es te ,  así como también de  los tribunales
de  comercio álacourv royo/, ó audiencia ter-
ritorial , en  los casos en  que procede la ape-
lación. En  lo criminal , del juez de paz en
materia de  simple policía se  apela al tribu-
nal de  corrección del partido, y del tribunal
de  corrección en  materia de  policía correc-
cional ,  se apela,  sí es  de partido, para el
de  igual clase de  la capital del departamen-
to, y si es  de  capital de departamento para
otro igual del departamento mas inmediato,
dentro del territorio de la misma cours ro~
gal ó audiencia , á menos que en aquel ó
este resida la cours royal, pues en este caso,
debe llevarse A ella la apelación. De las
cabsas sobre los llamados crímenes por e l
Código penal francés y delitos graves por
el nuestro, conoce el Jurado, y no hay
apelación. V.  e l  art. «vMiNinrRAcaon M
jwsTiciA, tomo I,  pág. 675, donde se daá
conocer la organización de los tribunales
franceses.
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establece que no pueda interponerse antes
de ocho dias ni  después de tres meses de pro-
nunciada la sentencia, salvo en algunos ca-
sos en favor de los menores y personas pri-
vadas de la administración de sus bienes; en
la tercera regla la forma de la apelación; en
la cuarta se trata de los efectos generales de
la apelación y de los casos esceptuados en
que puede ó debe llevarse á ejecución la sen-
cia apelada, con ó sin Ganza; en la quinta
establece los trámites y procedimientos de
las segundas instancias; en (a sosia deter-
mina lo que puede decidir el tribunal de
apelación , y en la sétima prescribe las
reglas sohre la interpretación y aclaración
de las sentencias de vista.

Por esta ligera indicación puede muy bien
comprenderse que el código de procedimien-
to del cantón de Ginebra es  mas metódico
y completo que el francés, y el mas regu-
lar de los códigos modernos.

En Inglaterra aparece la materia de las
apelaciones bajo el mismo carácter anóma-
lo que presenta su organización judicial y
su órden de proceder. Los jueces inferio-
res son en casi lodos los negocios delega-
dos de los altos tribunales, y por lo tanto
van á estos las apelaciones de las sentencias
que pronuncian los primeros. En muchos
casos, de uno de estos altos tribunales, que
residen en íVeminster, se apela para el
otro; en varios, se apela para ante la Sala
del Echiquier y siempre de esta para ante la
Cámara de los Lores, que es el Supremo Tri-
bunal de laGran Bretaña. Así sucede, que en
cierta clase de negocios puede apelarse dos,
tres, cuatro y aun cinco veces. Sobre esta
organización judicial de Inglaterra, y el órden
gerárquico desús  tribunales hemos dichoya
lo bastante en el articulo ASMuuanMCioiv
vBJumcu, tomo 1, pág. 678 y siguien-
tes, á donde remitimos al lector para evitar
repeticiones. Solo añadiremos, que el modo
de alzarse contra un juicio erróneo es por
medio de un escrito, llamado wn'l o f error,
que se interpone ante el mismo tribunal de
apelación, y que paraevitar apelaciones frí vo-
las é inmotivadas, el apelante debe dar cau-
ción por el doble en dinero de la suma ad-

judicada en la sentencia, y tambietT por los
gastos é indemnizaciones á que pueda ha-
ber lugar.

PARTE DOCTRINAL.

■VMABI*.

CAPITULO PRIMERO. imeBccciM
MISTOHBCA .

CAPITULO SEGUNDO. LA
Clon EN LM AECNTOE NE OWI-
MIMALE».

StÜ. L UTILIDAD Y FUNDAMENTOS DE LA

APELACION.

S«C. I I .  DB LAS SENTENCIAS O PROVI-

DENCIAS QUE SON O NO APELA-

BLES.

4 . °  De las sentencias definiti-
vas .

§. 2 .°  De las sentencias ó pro-
videncias ínterlocuto-

rios , y otras deter-
minadas decisiones ju-
diciales.

SfiC. 111 .  QUIENES PUEDEN APELAR.

§. 4.* De las partes ó sus repre-
sentantes.

§. 2 .°  De los que sin haber litiga-
do, se sienten perjudi-
cados.

§. 3.” De las personas á quienes
aprovecha la apelación
interpuesta por un  ter-
cero.

S1C. IV .  &E LOS TERMINOS PARA APELAS.

4.° Dentro de qué plato debe
interponerse la apelación.

§ .  2 /  De las causas que w
penden 6 prorogan el
plato para apelar.

SzC. V .  ANTE QUIEN Y PARA ANTE QUIEN

DEBE APELARSE.

S®C. VI .  EN QUE FORMA DEBE INTERPONER-

SE LA APELACION.

SfiC. VIL DE LOS EFECTOS DE U APELACION

Y DE SU ADMISION.

§. I . °  Del efecto devolutivo.
§. 2 /  Del efecto suspensivo.
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§. 2.* Dentro de qué término debe

interponerse la apela-
ción.

§. 3.* Para ante quien debe ape-
larse.

§. 4 . ’  En qué forma debe ape-
larse.

SEC.  I I .  DE LAS PROVIDENCIAS O SENTEN-

CIAS QUE DEBEN CONSULTARSE.

SíC. III. DEL PROCEDIMIENTO EN US  CAU-

SAS REMITIDAS EN APELACION O EN

CONSULTA AL TRIBUNAL SUPERIOR.

§ .  I .� De la sustanciarían y trá-
mites de la apelación en
los juicios sobre faltas.

§. 2.* Id. id. de la apelación y
consulta en los delitos co ■
muñes.

§. 3.* Id. id. en los delitos de
fuero de guerra y marina.

§.  4.* Id. id. en los delitos de
fuero eclesiástico.

CAPITULO CUARTO. ■»* AMiA-
C ION ACCEAOH1A, � AMK-

BIO.W A LA  APBLAClM.

SlC. I .  ORIGEN. NATURALEZA T UTILIDAD DE

U APELACION ACCESORIA.

SEC.  II. DE LOS CASOS EN QUR TIENE LUGAR

U APELACION ACCESORIA.

SlC. III .  DEL TIEMPO EN QUE DEBE INTER-

PONERSE , Y EN QUE FORMA.

CAPITULO QUINTO. DE ™ amn-
CIBIREM EM  ULTRAMAR

CAPITULO PRIMERO.

INTRODUCCION HISTORICA.

J. 3.* De la denegación ó admisión
de Inapelación.

S1C. VIII .  DE LOS RECURSOS LEGALES CONTRA

LA DECISION DEL INFERIOR QUE DE-

NIEGA , O ADMITE INDEBIDAMENTE

LA APELACION, Ó MANDA RJECUTAB

LA SENTENCIA APELADA.

§ .  1 .� Del recurso contra la dene-
gación improcedente.

§.  2 /  Del decurso contra la ad-
misión en un solo efecto
procediendo en ambos, ó
al revés.

§, 5.* Del recurso contra los alen-
tados de los jueces infe-
riores.

SlC. IX .  DE LA REMESA DE AUTOS ORIGINA-

LES O EN COMPULSA AL SUPERIOR.

SlC. . X .  DENTRO DE QUE TERMINO DEBE EL

APELANTE PRESENTARSE A MEJO-

RAR SU  APELACION.

SBC. XI .  DEL PROCEDIMIENTO DE LA APELA*

C1ON ANTE LOS TRIBUNALES DE AL*

ZADA.

§. i . °  De la sustanciacion y trá-
mites de la apelación en
los asuntos comunes.

§.  2?  Id. en los negocios mercan-
tiles.

§. 5.* Id. en los asuntos conten-
cioso- administraiivos.

§ .  4.° Id. en los de cuentas de la
Hacienda pública.

§.  5 . °  Id. en los del fuero de guer-
ra y marina.

§. 5 .°  Id. en los del fuero eclesiás-
tico.

SlC. XII. DE LA DESERCION O DESISTIMIENTO

DE LA APELACION.

CAPITULO TERCERO. »E  M APELA-

C1«B T OejESOLTA KN ■ATO-

MIA OBIMINAt.
SlC. I. DE LAS PROVIDENCIAS Y SENTENCIAS

QUE SON Ó NO APELABLES*

SEC. I I .  DE US  PERSONAS QUE PUEDEN

APELAR; DENTRO DE QUE TERMINO;

PARA ANTE QUIEN, Y EN QUE FORMA.

§ .  i .� Personas que pueden ape-
lar.

Es talla justicia y conveniencia en que
se funda el remedio de la apelación, que la
historia nos lo presenta bajo una ú otra
forma en lodos los países algún Unto civi-
lizados.

No es  esto decir que las apelaciones se
conociesen en un principio con la osten-
sión y regularidad , con que después se
formularon y han sido acogidas en los có-
digos modernos. Ninguna institución nace
la primera vez perfecta de manos del bom-
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bre: el tiempo, la esperíencia y los adelan-
tos sociales las van puliendo, y sucesiva-
mente mejorando.

En el Egipto, cuyas instituciones nos
son muy poco conocidas, sabemos, sin em-
bargo, que había gerarquías judiciales , lo
cual nos dá á entender que existirían re-
cursos de unos á otros jueces hasta llegar
al tribunal superior, que estaba en la cús-
pide, compuesto de treinta miembros.

El pueblo hebreo nos presenta un ejem-
plo muy semejante. Allí existía el conse-
jo de los setenta, llamado Sanhedrin, el cual
no solo tenia por objeto Tallar los negocios
mas importantes en primera y segunda ins-
tancia, sino que conocia de todos los de-
mas por vía de apelación. Ya Moisés, si-
guiendo los consejos de su suegro Jethró,
habia establecido príncipes del pueblo que
mandasen, unos, mil hombres; otros, ciento ;
otros, cincuenta, y otros , diez. Estos jefes
juzgaban las pequeñas diferencias que
ocurrían entre sus subordinados, y solo
reservaban á la decisión de Moisés los
asuntos mas Arduos y complicados. Con el
tiempo se organizaron las apelaciones, de
manera, que del caudillo de diez hombres
se apelaba al de ciento, de este al tribuno,
y por último al consejo supremo, donde se
terminaban definitivamente (os negocios.

También en Grecia y Roma aparece des-
de los primeros tiempos el gérmen de esta
institución. Sin embargo, el diferente orga-
nismo político de aquellas repúblicas revis-
tió la facultad de apelar de nuevas y diver-
sas formas. Como la soberanía residía en
las juntas ó comicios populares, era lógico
y natural que las apelaciones de los magis-
trados fuesen al pueblo. Asi demuestran
que sucedía en Atenas y Esparta repetidas
indicaciones que encontramos en Plutarco y
otros escritores griegos, las cuales, si bien
ponen de manifiesto el principio en general
de la apelación, no especifican los porme-
nores que lo acompañaban.

Al llegar á Roma detendremos un poco
mas el paso para examinar el origen y pro-
greso sucesi vo de esta institución, que reci-
bió allí su completo desarrollo. Desde los

tiempos mas antiguos á que remonta su
historia, tenemos datos que confirman, que
la facultad de apelar fue reconocida y prac-
ticada, aunantes de escribirse cu las leyes.
Horacio, que conquistó á su patria la su -
premacía sobre Alba, su rival, héroe y par-
ricida en un mismo dia, solo debió la vida
á la absolución que pronunciaron los comi-
cios de la sentencia capital que por su cri-
men le habia sido impuesta. Las curias con-
ferian con el imperitim la potestad de casti-
gar con pena de muerte, á otra corporis
aflictiva, y con mullas la desobediencia al
poder soberano; pero de la sentencia habia
recurso á ellas, provocalio, el cual se daba
aun contra las decisiones de los reyes (1).
Este derecho, que según Nibebur (2) fue en
su origen un privilegio de los patricios, no
se  concedió en un principio ni aunáestos con-
tra las decisiones del dictador y nosceslendió
á mas de una milla de Roma. Espulsados ¡os
reyes y conferidos á los cónsules el imperium,
nació el derecho del velo reciproco entre los
magistrados, y con el velo la potestad de
invalidar uno las decisiones de otro. Las le-
yes Valerias hicieron estensivo á los plebe-
yos el derecho de provocación á la asamblea
de sus iguales, á los comicios por tribus,
contra las sentencias de los magistrados, en
los casos en que decidiesen de la vida de
ciudadano, de su libertad, ó del derecho de
ciudadania. Los tribunos eran los guardia-
nes de este precioso derecho, suspendiendo,
con la interposición de su veto, la ejecución
de las sentencias délos demas magistrados.

Acaso se podrá objetar, que los ejemplos
y razones alegadas parecen referirse mas
principalmente a los asuntos criminales que
á los civiles. No negaremos por cierto que
en estos últimos reina mas oscuridad sobre
la forma y ejercicio de la facultad de ape-
lar, teniendo que acudir á conjeturas para
suplir la falla de datos históricos y legislati-
vos. Pero sí creemos demostrado, que la ge-
neralidad con que está formulado el derecho

f1 ) Cidfr, De Republi, II, 51. Poviicalionem etíam á
regibut fuiite, deelaranl pontificales libré, tignifieanl
nostri elíam augúrale*.

(S; Uisioria ílotuana, tomo I, ¡03, noli S9O.
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Esta organización debió vahar de forma,

cuando desapareció la república para con-
vertirse en  imperio. Augusto,  que reunió
en si lodos los poderes, usaba de  las facul-
tades concedidas á cada magistratura en  los
casos que ocurrían. El veto de  los tribunos
y el derecho de  revisión de los comicios
ambos estaban en su mano , viniendo por
ellos á constituirse en  supremo poder judi-
cial, no solo sobre los negocios que radica-
ban dentro de una milla de  Roma, sino so-
bre lodos los del territorio de la república.
De este derecho supremo y de  la nueva or-
ganización gerárquica que recibió la magis-
tratura, nació el  remedio de  la apelación ba-
jo la forma que aparece en  e l  cuerpo del de-
recho y que fue despees adoptada por las le-
gislaciones modernas. En  Roma se  apelaba
de los pretores al prefecto de la ciudad; en
Italia de los magistrados municipales i los
correctores; en las provincias á los legados
y gobernadores; en muchos casos al sena-
do, y en último término al emperador. Del
juez delegado se apelaba al delegante. To-
das estas jurisdicciones se  modificaron sen-
siblemente desdé Constantino por la nueva
constitución.

He aqui el bosquejo que ha  trazado la
diestra pluma de Waller sobre la organiza-
ción de  este derecho, según resulta de  las
leyes (1).

Para que la apelación fuese debidamente
formulada, era necesario interponerla inme-
diatamente y de  viva voz, ayudada, ó bien
dentro de  un término dado y por medio de
un libellut. El juez entregaba al apelante,
para que pudiera seguir la nueva instancia,
un acta justificativa de haber interpuesto la
apelación, cuya acta se llamaba Uleree di-
misoriie, ó de un nombre griego, aposloli.

Á estas Uleree se agregaba una copia del
proceso, llamada acta. Con estos documen?
meatos debia el apelante presentarse den-
tro del plazo legal ante el  tribunal superior.
Cuando la apelación se  llevaba al  emperador,
estuvo cu uso desde el siglo IV, que el juez

de  apelar, abarca lando los casos civiles co-
mo los criminales, pues una vez reconocido
en  estos, su  admisión en  los primeros es  una
consecuencia inmediata. La vida y la liber-
tad son los bienes mas preciosos que e l
hombre posee, es  verdad; pero los intereses
de  fortuna, condiciones de  su existencia y
felicidad, ocupan también un lugar muy
preferente £□  su  corazón.

La facultad de  apelar en  los negocios civi-
les, en  que á veces se  libra la suerte de  toda
uua familia, se  hallapor todos los autores re-
conocida; pero el  determinar como se  ejercita-
ba, héaqui en loque no concuerdan sus  opi-
niones. El sábio alemanZimmern (3) . ha pre-
sentado una teoría tan ingeniosa como sólida,
fundada en la organización política de la re-
pública. Sabido es  que lodos los magistrados
romanos tenían el uso del velo , respecto de
las decisiones que emanaban de otro igual
ó inferior; y que reservado con mas espe-
cialidad á los tribunos de la plebe, supieron
hacer de  él todo el cimiento de sü  gran po-
der é influencia. El ciudadano que se creia
agraviado por una sentencia, no tenia mas
recurso contra el imperium del magistrado
que la  habia dado, que acudir á otro igual
ó superior, invocar su  ausilio, y oponer po-
der á poder por la intercesión del velo; De
aqui nació el verbo appellare y la voz ape-
lación; porque el condenado llamaba en  su
favor á otro magistrado, appellabat eum, pa-
ra que por su intercesión paralizase los
efectos de  la sentencia. Lo mas común fue,
dirigirse á los tribunos, los cuales después
de oidas las partes interponían su  velo;
siempre que se había faltado á los princi-
pios de justicia, ó á los trámites del proce-
dimiento. Vemos, pues, que entre la provo-
cación al pueblo y la apelación al magistra-
do mediaba una diferencia capital; la pr i -
mera envolvía en s í  la idea de un nuevo
juicio, en  el cual se podía reformar la sen-
tencia dada, sustituyendo otra en su  lugar;
la segunda dejaba sin efecto el juicio ante-
rior, pero no tenia virtud para dictar un
nuevo fallo.

( t  ) Historia del procedimiento civil entre loa romanoi,
cap- V.

14
(1) Tratado do loo «eeíonca eiUr« loo romana».

TOMO Ul .
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formase unarda/ío ó consullatio detallada del
negocio, la cual se  comunicaba alas partes
para que agregasen á ella sus alegaciones
y remitiesen con mensajeros todo el offiiium
á la cancillería imperial. Symmaco nos ha
conservado en sus cartas muchas de estas ¡
rda/iones, y algunas muy interesantes, para
la historia del Derecho. Déla Cancillería iba
el negocio al consislorium para su examen
y decisión. Tal era el procedimiento en las ¡
apelaciones de los procónsules, del conde de ‘
Oriente, del prefecto de Ejipto, de los vica-
rios de las diócesis, las cuales, salvo algu-
nas escepciones, se  interponían directamente
para ante el emperador. Mas tarde ordenó
Teodorio II que se procediese en estas ape-
laciones en la forma ordinaria, y estableció
con este fin una comisión permanente com-
puesta del prefecto del pretorio y del cues-
tor. <*Ne, diceel Emperador, ne noslris ocu-
pationibus quibus pro utilitate nttindi a sin-
gulorum nomnumquam negotiis avocamur,
aliena defraudari commoda videanlur». La i
forma de la consullatio no tuvo ya lugar, sino |
cuando se apelaba de las sentencias dadas
por los funcionarios mas altos del imperio.

Por lo demas, las apelaciones no eran ad-
misibles en lo general, sino de las senten-
cias definitivas, y solo por escepcionse ad-
mitían de ciertas interloculorias, basta que
Justiniano las prohibió absolutamente , ne
liles in  infinita exlendanlur. Del grado ge-
rárquicoque ocupaba el magistrado que ha-
bía dado la sentencia , dependía el derecho
de apelar una ó mas veces en un mismo
negocio. En la última época se limitó á dos
veces cuando mas.

Dicho se  está que no podía apelarse del
emperador que no reconocía superior. Tam-
poco se  podia del prefecto del pretorio. Las
apelaciones inadmisibles se castigaban con
cierta multa. Los que sin motivos bastantes
apelaban, sufrían la pérdida de cierta suma
consignada de antemano y el pago del cua-
tro-tanto de los gastos del proceso; poste-
riormente se introdujeron nuevas penas,
hijas de la rapacidad y del menosprecio del
hombre, que resaltan en todas las institucio-
nes del Bajo imperio.

En el siglo IV se introdujo el uso de las
suplicaciones ó retracta lionas contra las sen-
tencias del prefecto del pretorio, de que
quien , como se ha dicho, no se podia ape-
lar. Esto fué en realidad una forma indirec-
ta de apelación.

Pero hagamos alto en  la historia de la
apelación entre los romanos, y vengamos
á determinar las vicisitudes porque ha pa-
sado en nuestro derecho esta instilación,
perfeccionada ya en muchos puntos por los
legisladores del mundo.

A todos consta que, cuando J ustiniano pu-
blicó sus inmortales códigos, el imperio de
Occidente había desaparecido, y España, la
postrera de sus tierras, había pasado también
al dominio délos bárbaros. Estos pueblos, sa-
lidos del Norte , trageron consigo nuevas
ideas, nuevas costumbres y nuevas formas de
gobierno. Sumamente atrasados en  civiliza-
ción, y llevando una vida erran le y aventure-
ra, no necesitaban leyesescritas, ni tribunales
fijos; el poder judicial residía en sus  asam-
bleas populares, las cuales juzgaban el hecho
y aplicaban el derecho, según refiere Tácito
en su  tratado de Moribus germanorum. En
semejante estado de sencillez salvaje mal
podían conocer las apelaciones, cuya insti-
tución supone un grado mayor de cultura y
complicación en las relaciones sociales. Mas
luego que fijaron su  asiento en las provin-
cias conquistadas, y constituyeron en ellas
poderosas monarquías , luego que su ru-
deza primitiva se modificó, y recibieron la
influencia de los vencidos, adoptando mu-
chas de sus leyes é instituciones dieron
también cabida en sus códigos a este reme-
dio, que a la par que sirve de garantía á la
recta administración de justicia, contribuye
á la tranquilidad y bien general del Estado.

Dispútase con calor sobre si en Eran-
cia existió, durante la primera y segunda
raza de sus reyes, algún recurso contra las
sentencias que dictaban los jueces. La opi-
nión general se inclina por la afirmativa,
aun cuando no faltan razones para soste-
ner lo contrario. Entre nosotros no puede
haber cuestión sobre este particular. Ora

¡¡ porque los visigodos estuviesen mas ade-
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fallos que pronunciaban. Andando el tiempo,
los echevini, mas atentos á los intereses pri-
vados, comenzaron a escusarse de asistir a
los juicios, y entonces los documentos con-
temporáneos hacen mención de los scaMuí,
que eran los hombres libres que en ausen-
cia de aquellos designaba el conde para que
compusieran su tribunal. Elegíanse entre
¡os individuos de la nación á que pertene-
cían ambos litigantes, y si eran de distinta,
el tribunal era misto. Desde el reinado de
Cario Magno los scabini aparecen ya como
una institución uniforme y general , por
cuyo medio, y la práctica de  los missi tlo-
rninici que enviaba el emperador á todos los
puntos de su tierra, se iban anmentando las
atribuciones de la corona. Nada semejante
áeslo se encuentra entre nosotros. No cons-
ta ni sabemos que existieran las asambleas
de hombres libres para juzgar, ni echevini,
ni rachimbourgi , ni scabini; antes bien el
Fuero Juzgo, obligatorio para los godos
igualmente que para los naturales, presen-
ta la idea romana del juez y adopta las con-
secuencias que lleva consigo su estableci-
miento. Tan fundadas observaciones nos
mueven á calificar de muy débil el argu-
mento de analogía que presenta Savigny
11) para hacer ostensiva á nuestra patria
la organización judicial germánica que aca-
bamos de describir. El que los godos pro-
cedieran de un mismo origen que los fran-
cos, lombardos, borgoñeses y alemanes, no
es un dato suficiente para afirmarlo , cuan-
do no hay documento alguno que lo acre-
dite, antes bien el único que existe ofrece
tina prueba contraria. Es, pues, mas lógi-
co deducir , que en este punto como en
otros los godos dieron un ejemplo notable
que los distingue de las demas tribus ger-
mánicas.

La tercera diferencia consiste, en que e l
sistema feudal, que durante los siglos me-
dios se  difundió por todas parles, no adqui-
rió en España la misma estension y pre-

i ponderancia que en los demas países; ni
los derechos señoriales fueron tan desme-

lantados en  civilización que las Jemas tri-
bus germánicas, ora porque el clero, ilustre
por su  sabiduría y santidad de vida, ejercie-
se un ascendiente moral sobre los vencedo-
res, el resultado es  , que la nación españo-
la aventajaba notablemente por aquella épo-
ca á las demas de Europa , y ofrece noveda-
des y monumentos dignos deestudio y admi- 1

ración.
Entre las diferencias que la separan

del resto de los demas pueblos y dan á to-
das sus instituciones un color propio y local,
contaremos como la primera, el ejemplo
único de haber abolido el uso de las leyes
romanas , reemplazándolas con un código
sencillo, común á todos los españoles; mo-
numento insigne que á través de los tiem-
pos permanece aun en pie para atestiguar la
gloria y esplendor de aquella monarquía.

Es la segunda diferencia, que en ningún
documento antiguo, ni en el citado Fuero
Juzgo, se  encuentra rastro ni vestigio alguno
de que en España se introdujera la organi-
zación judicial germánica, que rigió en
Alemania y Francia durante las dos prime-
ras razas de sos  reyes. No puede ponerse en
duda que las tribus germánicas, al es  tablecer-
se en las provincias del imperio, dejaron á
ios vencidos el uso de sus leyes, siguiendo
ellos sus  prácticas y costumbres, é introdu-
ciendo el  sistema llamado de las legislacio-
nes personales. Resultado de esta prudente
conducta fue, que trasladaran á los nuevos
territorios la sencilla organización judicial
de ellos conocida, acomodándola á las nue-
vas exigencias de su posición social y polí-
tica. En frente de otros pueblos de diverso
origen, y obligados á vivir con ellos en ín-
timo contacto y unión de intereses, era de
absoluta necesidad , darles parte en dicha
organización, y asignarles el lugar corres-
pondiente en las diferencias que pudieran
suscitarse entre unos y otros. Asi vemos,
que tanto en Francia, como en Alemania é
Italia, se generalizó la institución de los
ecbevtn», que eran los hombres libres que
bajo la presidencia del conde juzgaban to-
dos los negocios civiles y criminales de su
cantón, dando el nombre de piadla á los (1) Hitloria dHDerecAo remano ru lo  edod m«dia.
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didos y estradrdinarios como la historia
acredita que fueron en el resto de Europa.

De semejantes hechos deriva el que la
facultad de juzgar haya estado siempre en
España inherente al poder real y se haya
considerado como emanación suya la ejer-
cida por todos los demas, existiendo por con-
secuencia de este principio la apelación al
rey de todas las sentencias que dictaban los
jueces. Varias leyes del Fuero Juzgo lo de-
muestran y todos los documentos históricos
sucesivos lo confirman. Citaremos en com-
probación de esto la ley 22, tít. 1 , lib. 2 (Fue �
ro Juzgo romanceado) la cual dice: «Et iodo
une que dize, que a el judez por sospechoso,
sis quisiere del querellar mas adelantre, pues
que el pleyto fuere acabado é cumplido, puede
apellar aniel príncipe aquel judez. El si el ju-
da  fuert provado, ó el obispo, que julgó tuer-
to, lo que mandaron tomar á aquel á quien lo
jutgaron, sea todo entregado, y el judez le en-
tregue otro tanto de lo so, porque julgó tuerto, I
el el judíelo demas sea desfecho. El si algún
orne se querella con tuerto del judes que dice
que julgó tuerto, ¿después friere provado quel
judes lo julgó derecho, la pena que debía re-
cetor el judes, s» tuerto juzgase, la debe rece-
tor el otro, porque se querelló con tuerto. E si
non asiere onde los pague, reciba ciento ato-
les aniel judes. La ley 28 prosigue; Nosamo-
nestamos á los obispos de Dios, que deben aver
guarda sobre los pobres, que ellos amonesten
los jueces que judgan tuerto contra los pueblos,
que meioren, ¿que fagan buena v ia , i  que des-
fagan lo que judgarou mal. E si ellos non lo
quisieren faier por su amonestamiento, é qu i -
sieren judgar tuerto, el obispo en cuya tierra
es, debe ¡amar al juez que dizien que judgó tuer-
to, ¿otros obispos, e otros ornes buenos, y emen-
dar el pleylo el obispo qum el juez, según cue-
rno es derecho. E si el juez es tan porfiado, que
non quiere emendar el juicio con él , estonze
obispo lo puede judgar por si, y el juizio que
fuere emendado, faga ende un escriplo de cue-
rno lo enmendó, y envíe el escriplo con aquel que
era agraviado aniel rey,  que el rey confírmelo
guel semeiare que es derecho. Y la ley 29 con-
tinúa: El juez, si alguno le demanda razón de
lo que judgó aniel sennor déla cibdad, ó ante
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otro juez ante qui mandare el rey, débele res-
ponder. E si el pleyto viniere aniel rey- los jue-
ces qui mandare el rey, deven terminár el
pleyto sin el obispo, é sin loe otros juezes.

Esta prerogaliva de la apelación corfir-
mada en los testos que acabamos de citar,
se continuó sin interrupción en todas las
épocas sucesivas, y bailó cabidá en cuantos
códigos posteriormente se formaron. Ver-
dad es ,  que tanto por efecto de las circuns-
tancias sociales y políticas en que la re-
conquista colocó al naciente reino de León
y de Castilla, como por la introducción de
las costumbres feudales, generalizadas en
toda Europa, los señores y magnates usur-
paron varias de las atribuciones de la sobe-
ranía, y llevaron sus pretensiones y sus
fueros basta el de  administrar justicia en
los pueblos de su pertenencia y jurisdic-
ción. Pero conviene no perder de vista
que esta facultad de dispensar justicia no se
consideró jamás como un derecho absoluto,
ni se dió por consiguiente á sus fallos el
carácter de irrevocables; antes bien se  con-
signó cuidadosamente el principio de  que
su ejercicio era una emanación de la sobera-
nía real, á la cual podia siempre apelarse de
las sentencias que los señores ó sus delega-
dos daban en primera i estancia. El Fuero Vie-
jo de Castilla, ese código propiamente nobi-
liario, en  que se  bailan recogidas y ordenadas
las varias preeminencias, franquicias y de-
rechos de los ricos homes é hijosdalgo, con-
firma nuestro juicio. La ley primera en que
se consignan las regalías de la corona, dice:
Estas cuatro cosas son naturales al señorío del
rey que non las debe dar d ningund orne, nin
las partir de si, ca  pertenescen d él por razón
del señorío natural: justicia, moneda, fonsa-
dera é suos yantares. Justicia, es la primera
atribución de la soberanía; y de su  adminis-
tración se  mostraron siempre muy celosos
los monarcas de Castilla. Costumbre fue en
ellos antiquísima, andar visitando el reino,
parándose en los pueblos á oir y fallar los
negocios do los súbditos que acudían á im-
plorar su protección. Aumentadas las aten-
ciones del Estado con su misma grandeza
y prosperidad, fue preciso señalar algunos
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do. Y también que el mismo rey don Juan II
mandó que los dichos señores na pongan obs-
táculo «i tmpedimpfiío d los apelantes, ni per-
turben nuestra jurisdicción, sopeña déla nues-
tra merced (1). Estas tentativas parciales,
estas usurpaciones y atentados cometidos
por uno ú otro grande en tal ó cual época
□o pudieron causar un derecho , antes bien
sirven para poner en claro el principio con-
trario, como la. regla ordinaria y legal. No
en vano, pues, afirmamos, que las facultades
de los señores y sos  derechos feudales no
fueron tanescesivos en nuestra patria, como
en lo demas da Europa. Echese si no una
rápida ojeada por Alemania, Italia y Fran-
cia, y se  verá que arraigado el feudalismo
en toda su estension, los señores y gran-
des feudatarios se  arrogaron la facultad de
administrar irrevocablemente la justicia en
sus dominios. Las apelaciones en su genui-
no sentido desaparecieron , y el rey solo
tuvo derecho de juzgar en las tierras de su
obediencia.

Mas como las instituciones que llevan en
sí una justicia intrínseca , y satisfacen una
necesidad social, no pueden desaparecer
por mucho tiempo, sin renacer bajo una ú
otra forma , las apelaciones revistieron
en aquellos paises feudales la que re-
clamaba el espíritu de la época, y los
combates y duelos judiciales llenaron el va-
cío que había ocasionado su falta. No pu-
diendo recurrir al rey contra los juicios de
I03 señores, recurrieron á Dios, cuya supe-
rioridad no podían aquellos desconocer,
creyendo que daría la victoria á aquel que
contase de su parle la razón y la verdad.
Esta clase de apelaciones envolvían una in-
juria á los jueces, declarando que habían
fallado mal y deslealmente, por lo cual el
combate se verificaba entre ellos y el ape-
lante , y si el tribunal se  componía de va-
rios miembros, tenia este que sostener el
duelo con todos sus individuos. Semejante
institución hacia muy peligroso el oficio
de juez , al paso que tampoco era ventajosa
al apelante, que tenia que vencer á Lodos

días á la semana para este objeto. D. Alon-
so X,  en  d ordenamiento hecho en las Cór-
tea de Zamora de 1274 , acordó lomar tres
dias en la semana para librar los pleylos , é
quesean lünes, é miércoles, e viernes. D. Alon-
so XI los redujo á dos días, lúnes y viernes,
el primero para oir peticiones y querellasen
viles, el segando para las causas criminales.
Por último los reyes católicos lo limitaron á
los viernes únicamente.

No se crea por esto que es nuestro áni-
mo pintar aquellos siglos turbulentos y agi-
tados como una época de regularidad y ór-
den, en que las atribuciones estaban deslin-
dadas, y los negocios marchaban á compás
por las vías legales y ordinarias. El poder
real, centro de la unidad, no había aun ad-
quirido la fuerza conveniente; y desempe-
ñado á veces por reyes débiles , sometidos
ciegamente á un privado, y poco aplicados
al cuidado de los asuntos públicos, se  ofre-
cía á los ambiciosos la ocasión mas propi-
cia de  ensanchar sus derechos y prerogaii-
vas á costa del bien general del Estado.

Nuestro historiador Sempere y Guarióos
no duda afirmar que, «á fines del siglo XV
ya no  se  contentaban los señores con la
jurisdicción ordinaria ó de primera instan-
cia, sino que aspiraban á la suprema, lla-
mada mayaría de justicia, reservada siem-
pre á la soberanía en los tiempos anteriores
como uno de los atributos mas insepara-
bles de la magestad real.» Cita en compro-
bación una queja de los procuradores del
reino á don Juan II coqtra don Alfonso, con-
de de Denía, en la cual dicen , que después
que ovó el dicho marquesado, won conren/ia
que ninguna apelación de su tierra fuese al
rey, nin á la su audiencia, nin consentía que
caria del rey fuese en su tierra complida.
Pero es menester añadir que el rey declaró
y contestó lo siguiente. Que todos los pleitos
de ios señoríos se librasen ante los alcaldes
ordinarios de  la villa ó logar que era donadío
de señor ó caballero, fasta que diesen sentencia.
E si la parte se sintiese agraviada, apelase al
señor de la tai villa ó logar . E si el señor noa
le firiese derecho , e le agraviase, estonce pu-
diese apelar ante el rey. E fincó asi asosega- ( I )  Ley?, tlt, tt. Ub. H .Nof .  Rec.
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los individuos del tribunal para conseguir
su objeto. San Luis abolió este uso bárbaro*
mandando que las apelaciones se llevasen
a los tribunales reales, y se juzgasen por
las pruebas que presentase cada parte. El
que desee ver los pormenores con que se
verificaban estos combates , y los casos en
que podiaó no tener lugar, consulte á Mon-
tesquieu en su  Espíritu délas leyes, lib. 29.
V. también raiieBia avoiciacBN,

Por lo que toca á nosotros, no hemos en*
contrado testo ni rastro alguno que indique,
que el combate judicial haya sido conocido
como un medio general de apelar, ó invali-
dar las sentencias dictadas por los tribuna-
les. Lo que se  conoció en los siglos medios,
fue el combate como prueba; de lo que ha-
blan nuestros códigos es del desafiamiento
y de la facultad de retarse que tenían los
fijos-dalgo para vengar sus agravios, prefi-
riendo, según dicen las Partidas, defender su
derecho é su lealtad por armas, que meter-
lo á peligro de pesquisas é de falsos testi-
gos. Asi es,  que esta institución uo presen-
ta entre nosotros el mismo carácter que en
los demas paises, ni se  encuentra ley algu-
na que imponga al apelante la obligación
de batirse con sus jueces. Verdad e s ,  que
la idea de injuria que se  creía causaban las
apelaciones y que, en aquellos tiempos ca-
ballerescos de un honor puntilloso y exage-
rado, dió nacimiento á los duelos, se en-
cuentra también en el fondo de nuestras
disposiciones legislativas, Hemos visto que
el Fuero Juzgo imponía siempre en caso de
apelación una pena, ora al apelante, si.su-
cumbia en sus pretensiones, ora al juez, si
era vencido en la segunda instancia. Porque
se decía, ó el juez juzgó bien, ó mal; si lo
primero, el apelante que califica de injusta
la senteocia, causa un agravio al tribunal,
que debe reparar de algún modo; si lo se-
gundo, no queda bastante satisfecha Injus-
ticia, enmendando el tuerto, si  por otra parte
queda impune el que lo verificó. Mas esta
cuestión se ventilaba judicialmente ante un
tribunal superior, y no por las armas y en
combates, como en las demas naciones que
hemos citado. La facultad, pues, de apelar

es entre nosotros tradicional ; está sancio-
nada en todos los códigos , y admitida en
todas las ¿pocas de nuestra historia, mas
su organización y desarrollo se han verifi-
cado paulatinamente, según se  baoido per-
feccionando las demas instituciones del ór-
den judicial, como vamos á ver.

Reconocido el principio deque toda justi-
cia emana del rey, consecuencia necesaria
era que todos los jueces adquiriesen de  él
la potestad de juzgar, y que todos sus fa-
llos pudiesen ser revisados por el misino,
para confirmarlos ó reformarlos, según en-
tendiere ser justo y equitativo. La apela-
ción directa al rey es el primer paso que
dió esta institución en  nuestro derecho. La
dificultad de oir el rey las alzadas, y el per-
juicio que resultaba á los particulares y á
la causa pública de tener que acudir siem-
pre al soberano para obtener justicia contra
las sentencias de los jueces, y otras varias
causas políticas dieron origen al estableci-
miento de un órden gerárquico judicial de
dos,  tres ó mas grados en cada una de las
jurisdicciones, y desde que esto se verificó,
aparece la apelación bajo la forma de re-
curso del inferior al inmediato superior, y
nacen los otros remedios ordinarios de re-
visión gradual, conocidos entre nosotros con
el nombre de suruca, y los estraordinarios
de  SUPLICACION, INJUSTICIA NOTOWÁ Y NULI-

DAD. Veamos cuándo y cómo se realizó este
tránsito en nuestra historia.

En  los primeros siglos de la monarquía
goda, ó en la época que hemos llamado en
otro lugar golico-romana, eran jueces infe-
riores los duques , condes , vicarios ó te-
nientes de estos, los pacificadores , tiufados,
qui ngentenarios , centenarios, defensores,
numerarios , villicos y prepósitos; los de-
legados por el rey ó por los jueces ordi-
narios , y los árbitros nombrados por com-
promiso de las partes. De lodos estes podía
apelarse para ante el rey, ó para ante su tri-
bunal de Corle, presidido por él, compuesto
de consejeros entendidos (3). En algunos ca-
sos constituían los obispos con otros saeer-

( I )  Concilio Toledano IV  , can. 79.
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dotes y buenos ornes legos, una especie de
tribunal de alzada para reveer las senten-
cias torcideras de los jueces inferiores y
enmendarlas, si estos no se prestaban á
mejorarlas por si , en cuyo caso debían los
obispos remitir al rey una especie de testi-
monio de lo  actuado, con las sentencias, para
que este confirmase la que mejor le pare-
ciere (4). Se ve, pues, que en asta época el
único y verdadero juez deapelacionerael rey;
porque ni la sentencia en revisión de los
obispos tenia fuerza sin la confirmación del
roy, ni el tribunal de la Corte era sin el rey
tal tribunal de alzadas.

Esta organización tomó nueva forma en
los siglos sucesivos , contribuyendo á ello
el  estado político que se  estableció con ¡a
reconquista, el reflejo de las instituciones
feudales, que se  elevaron en otros países, el
ensanche progresivo del territorio, la intro*
duccion de las leyes romanas y la subdivi-
sión de jurisdicciones.

Los señores, prevalidos de sn prepoten-
cia y de  la debilidad de algunos monarcas,
llegaron á ejercer jurisdicción por derecho
propio , nombrando jueces inferiores en sus
estados y reservándose muchas veces , aun
por concesiones reales, la facultad de re-
formar las sentencias de aquellos por ape-
lación. Los pueblos ganaron también por
fuero el  derecho de nombrar algunos jueces
inferiores, pero tanto de  los jueces señoria-
les, como de los ferales y realengos, pudo
siempre apelarse para ante rey , cuya juris-
dicción suprema no pudo usurparse por los
señores , ni aun por el titulo de prescrip-
ción con que á falta de otro mejor ganaban
la ordinaria, ó de primera instancia.

En el reinado de san Fernando se realizó
el pensamiento de establecer por comarcas
ó condados un tribunal superior permanen-
te, donde se oyeran las apelaciones de los
pleitos sentenciados por los jueces ordina-
rios. Fue este el de los adelantados mayo-
res de  las provincias, cuya autoridad en el
órden político, administrativo y judicial la

equipara la. ley á laque tenían en tiempo de
ios romanos los prcescs provincia (4 ). Cono-
cía de todas las apelaciones que el rey oi-
ría, si en  la tierra fuere , como dice la ley.
y juzgaba con consejo de omes sabidores
de fuero ó de derecho.

Ademas de estos adelantados, había uno
especial en  la corte, llamado adelantado
mayor de la corte del rey, al cual iban las
apelaciones de los pleitos que en ella se
seguían.

En esta época había también alcaldes de
corle, cuyo número y atribuciones se  de-
terminaron en el nuevo ordenamiento que
don Alonso el Sabio presentó en las Corles
de Zamora del año 4274 . formándose con
tres de ellos una especíele sala para oír
las alzadas que venian á la corle de los reinos
de León, Eslremadura. Toledo y Andalucía.

La primera planta de un tribunal superior
colegiado permanente no aparece hasta el
tiempo de Enrique II. Este presentó en las
Cortes de Tqro de 4374 la creación de uno
de esta especie , el cual reorganizado por
donjuán [ ,  don Juan l !  y los reyes católi-
cos, quedó definitivamente establecido en
Valladolid con el nombre de Chancillaría.
Esta, con la de Granada y las otras reales
audiencias que posteriormente se fundaron,
constituían un órden superior en la gerar-
quía judicial , conociendo en apelación de
la generalidad de los negocios (2).

Coetánea con el establecimiento de las
Chancillerlas y audiencias, fue la institu-
ción del Consejo de Castilla , al que siguie-
ron los Consejos supremos de la Cámara de
Castilla, de Guerra, de Hacienda, deludías,
y de varias juntas supremas ó tribunales su-
periores en materias especiales ; todos los
cuales conocían también de ciertos negocios
en grado de apelación.

Larga seria nuestra tarea, si quisiéramos
determinar aquí el juez ó tribunal de ape-
lación, ó de  segunda instancia, á donde de-
bían ir, tanto los pleitos y causas ordinarias,
como los especiales y pri vilej iados en la

( i .  Ley M,  tit, 9.  Tart a.
Loy M y 9, t i l .  I ,  l . ib.5.  y Ley «8. til  40, Llh. 11,

No». Rec.
0 )  Ley M ,  tít. 1 , hb, Sj ley 8 ,  tU. 1 , lib. 1», Fuero
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APELACION.U2
época en que se hallaban instituidas ge-
rarquías judiciales en todas las jurisdiccio-
nes. Basta al propósito que nos proponemos
en esta reseña histórica del recurso de ape-
lación, indicar la época en que comenzaron
á establecerse como institución permanente
tribunales de segunda instancia, reser-
vando para las secciones siguientes dar
á conocer los jueces y tribunales que
actualmente conocen en grado de apela-
ción de todos los negocios susceptibles de
ella.

La estension del derecho de apelar no
aparece limitado por las leyes del Fuero
Juzgo, ni por razón de las personas, ni por
razón de las cosas, ni tampoco por la ca-
lidad de las sentencias. La generalidad con
que hablan dichas leyes induce á creer que
se  concedía á todos los que se sentían agra-
viados de la sentencia, bien estuviere dada
en materia civil ó criminal, bien versase el
negocio sobre mayor ó menor cantidad.
Lo mismo en este punto que en casi
todos los del procedimiento de apelación
guardan profundo silencio las de aquel
código , y ciertamente que no halla-
mos sobre esto muchas reglas ciertas y
precisas hasta las leyes de las Siete Par-
tidas.

En este cuerpo legal se encuentran ya
organizados el derecho de apelar y la for-
ma de proceder, casi de la misma manera
que lo dejó dispuesto la legislación romana
de los últimos tiempos. El derecho de ape-
lar aparece limitado bajo varios conceptos;
ya por razón de las personas, ya por la
calidad de las sentencias , ya por la na-
turaleza del negocio, ya en íin por h en-
tidad de la cosa que se litiga , lijando
también el plazo de diez dias para la inter-
posición del recurso. Muchas de las dispo-
siciones de las leyes de Partidas están vi-
gentes todavía, habiendo servido los prin-
cipios consignados en ellas para la forma-
ción de las posteriores, que no han hecho
en general otra cosa que ampliarlos ó res-
tringirlos en su aplicación práctica, co-
mo tendremos ocasión de notarlo en las
secciones siguientes.

CAPITULO SEGUIDO.

DE LA APELACION EN LOS ASUNTOS NO GEMINALES.

Según dejamos indicado al principio de
este articulo, la materia de apelaciones, s i
ha de tratarse con toda claridad y precisión,
conservando á la vez la grao ventaja de pre-
sentar enlazadas las leyes generales con las
especiales ó privilegiadas, debe dividirse en
dos partes principales, comprensiva la una
de las apelaciones eu tuda clase de negocios
no criminales, ó como dicen algunos, en ma-
teria civil, tomada esta palabra en su es -
lension mas lata y en un sentido opuesto a
lo criminal, y la otra de las apelaciones en
toda clase de causas, ó lo que es lo mismoen
materia criminal; porque los principios y ¡a
doctrina que rigen en uno y en otru caso, no
pueden esponerse conjuntamente sin pro-
ducir trastorno y confusión en las ideas.
Conforme á esto, nos proponemos en este
capitulo hablar únicamente de las apelacio-
nes en los asuntos no criminales, tanto del
fuero común ú ordinario como de todas las
demas jurisdicciones, examinando cu dis-
tintas secciones cuanto se reiiere a la pro-
cedencia de la apelación en cada caso, y a
la manera y forma de intentarla y seguirla
según el órele ti establecido por las leyes,
ó adoptado á falla de ellas por la  práctica
uniforme de los tribunales.

SECCION I.

FUNDAMENTOS V UTILIDAD DE LAS APELACIONES.

Cuando una institución se halla recibida
en pueblos diversos , y se  encuentra acogi-
da en todas las épocas de su historia, gran-
des y poderosas razones debe contar en su
abono de utilidad y justicia maniüeslás.
Habiendo, pues, demostrado en la sección
anterior la práctica constante de las apela-
ciones, restaños esplicar los fundamentos
indestructibles en que se  apoya, y que ase-
guran su duración. Es tan innato al
hombre el amor á la justicia , y tal la ne-
cesidad que siente de practicarla , que so-
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razones de lodos tiempos, y lan inherentes
á la naturaleza del hombre y ó la constitu-
ción de la sociedad, que son el verdadero
motivo porque se miran acogidas en todas
las legislaciones.

Sin embargo, no han faltado en estos
últimos tiempos escritores que hayan ne-
gado su utilidad , habiéndose también
propuesto en la asamblea constituyente
de Francia por varios de stis miem-
bros la supresión del órden gerárquico de
tribunales y de ¡as segundas instancias.
Su número es  ciertamente muy corto, y
sus argumentos débiles y de  fácil contesta-
ción, pues se reasumen en los siguientes.

I Que las apelaciones son contrarias a
la celeridad y economía Un recomendables
en los juicios , prolongando los litigios y
aumentando considerablemente los gastos y
demas consecuencias lamentables que de
ellos se derivan.

2.° Que debilitan y atenúan el prestigio
qué deben tener los fallos judiciales, sin
que este inconveniente cierto se  halle com-
pensado por las ventajas probables que se
les atribuyen, pues Carecemos de medios
para conocer cuáles jueces fallaron con
acierto , siendo tan fácil que se  hayan equi-
vocado los primeros como los segundos.

3 .* Admitido el principio de las apela-
ciones es una consecuencia lógica la multi-
plicidad de instancias hasta ló infinito, pues
no hay razón para pararse en la tercera mas
que en la coarta, y únicamente la voluntad
del legislador es la que decide el número
que ha de bastar para causar ejecutoria.

4 .* Que los mismos jurisconsultos ro-
manos, á quienés se  supone partidarios de
la apelación, reconocen sus inconvenientes,
como se deduce dél siguiente pasaje de
Ulpiano, que regularmente se  cita mutilado.
Appellandi usus quam sil frequens, quamque
necessarius nema est qui nescial : quippe cum
ínigiufaton judicantíum, vcl imperitiam cor-
rigat, licet nanumq uatn bene latas senUntiaa
tn pejií» reformel; negus enim ulí ve meliur
pronuntiat , qui novtssímus senlon¿iam ¡atu-
ras csl.  No siempre el juez último, dice,
pronuncia sus fallos acertadamente, sinrv

ÍJ5

bre su  cimiento descansan y se Sostienen
las sociedades humanas ; mas por desgracia
los encargados do dispensarla y distribuirla
son hombres como los demas , es  pues los á
los errores, debilidades y paciones in hércu-
les á nuestra naturaleza* Sus sentencias
pueden ser injustas, bien por equivocación *
de juicio, por ignorancia de entendimiento
ó por dejarse llevar á sabiendas de alguna
pasión de ódio ó favor á alguna de las par-
tes. Cuando esto sucede, Como laesperien-
cin lo acredita con demasiada frecuencia,
natural es  que la sociedad ofrezca á la per-
sona ofendida los medios de reparar . las in-
justicias de qhe ha sido víctima. Estos me-
dios no pueden set oíros que el estableci-
miento fie tribunales superiores, facultados
para rever y reformar las sentencias de los
jueces inferiores, y que tanto por su  com-
posición, como por sú  ilustración y catego-
ría, den mayores prendas de acierto á la
sociedad y á los litigantes. Aun cuando no
fuera mas que porque su institución for-
talece la obligación en que eslan los jueces
de  primera instancia , do fallar con él ma-
yor detenimiento y acierto, su conveniencia
seria grandísima, y la necesidad de conser-
var este recurso fuera de toda duda. Pues
si vemos que aun ahora se dan muchas
sentencias absurdas ó injustas, ¿qué no
debemos presumir que sucedería, no exis-
tiendo el freno dé la  Apelación, ni el temor
consiguiente de merecer y sentir la censura
de un tribunal superior?

Puede también acontecer, que uúa sen-
tencia sea justa relativamente á lo que se
alegó y probó en juicio, y al mismo tiempo
falte intrínsecamente á los principios de
equidad ; bien porque una de las partes no
haya tenido á mano lodos los medios de
prueba, ó se haya descuidado en hacerlos
valer por ignorancia ó impericia, bien por-
que después haya encontrado documentos
nuevos que justifiquen plenamente su de-
recho. Conveniente es en este caso propor-
cionar un medio de rever el juicio para
reformar y enmendar los agravios causados
en el primero. Estas son las principales ra-
zones en que se  fundan las apelaciones,

TOMO tu .
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APELACION.444
que reforma en mal sentido las sentencias
dictadas con acierto. He aquí derribado por
tierra el fundamento mas fuerte en  que se
apoyan las apelaciones.

A pesar de  estos inconvenientes, algunos
de los cuales no negaremos, las ventajas de
la apelación son muy superiores y general-
mente reconocidas. En primer lugar nota-
remos, que el objeto principal de los  juicios
es  la verdad y la justicia , las cuales jamás
deben sacrificarse á otras cualidades acce-
sorias, como la brevedad y la economía. Cier-
to es que el legislador debe procurar con
solicitud que los trámites de  los procedi-
mientos sean lo mas sencillos y menos dis-
pendiosos posibles ; pero no de mane-
ra que desatienda la idea primordial , y
deje sin la suficiente garantía la vida , la
propiedad y el honor de los ciudadanos. De
aquí es, que pediendo mirarse las apelacio-
nes como la salvaguardia de estos derechos
tan preciosos, en nada le perjudican las di-
laciones y gastos que se proponen un fin
tan interesante.

Donde sus  adversarios hacen hinca-
pié es  en el segundo argumento, á la
verdad el mas fuerte que presentan ; pero
que es  de  aquellos que por probar dema-
siado nada prueban. ¿No  es mas razo-
nable afirmar que el nuevo examen , y el
peso de  un segundo juicio fortifican, mas
bien que enflaquecen la autoridad de los
fallos judiciales? Lo que debilita su pres-
tigio es  la iniquidad y el error que eu
ellos encuentran cabida muchas veces , y
este peligro en vez de disminuir seria mu-
cho mayor si no existieran las apelaciones.
Pero se  dice, ¿y en  qué señal se  conoce que
la segunda sentencia contiene la verdad
mejor que la primera? No hay seguramen-
te una prueba decisiva, pero sí presuncio-
nes muy fuertes á su favor. El mayor nú-
mero de  jueces, y por consiguiente de  lu-
ces, su categoría mas elevada , su  misma
posición , la discusión que precede al fallo,
y el menor contacto en que se hallan con
los interesados, son otros tantos motivos
que aseguran laimparcialidadde sus  juicios
y les concilian la veneración y respeto ge -

neral. No  llevaremos nuestra defensa hasta
el punto de  negar que la sentencia de
un tribunal superior destruya alguna vez
injustamente la del inferior ; nonntim-
qtuim tn pejua reforme/; pero esta es  la es-
cepcion y no la regla; así es  , que el juris-
consulto romano tuvo buen cuidado de.  po-
ner el adverbio nonnumquam después de
haber sentado la necesidad general de  la
apelación. Semejante contingencia no  está
eu mano del hombre hacerla desaparecer:
para ello tendría que arrancar de  lar natu-
raleza humana la posibilidad de  errar y las
pasiones que son  sus  compañeras insepara-
bles. Las palabras , pues , de Ulpiano con-
firmando esta verdad , nada prueban contra
una institución que él mismo llama necesa-
ria y frecuente.

Por último, la multiplicidad de instan-
cias de que se lamentan los opuestos á esta
institución, no es una consecuencia indis-
pensable y lógica , porque puede s in graves
inconvenientes causar ejecutoria la senten-
cia del superior, como sucede ya  en  muchos
casos. La posibilidad de  que yerren, tanto
los jueces de segunda, como los  de primera
instancia, no es motivo eficiente para que,
se aumenten hasta lo infinito las apelacio-
nes, porque dicha medida equivaldría á re-
nunciar á la administración de justicia, que
seria el peor de todos los males. No estan-
do  en  las facultades del legislador mudar
la naturaleza humana, debe limitarse á ha-
cer menos probables sus  estravios y debili-
dades dentro de los términos que marca
la prudencia. Su fin no  puede ser la certeza
absoluta ó matemática, que  en  este como en
otros muchos puntos nos está negada, sino
la evidencia moral, que basta para dirigir
al hombre y á la sociedad en. sus destinos,
sobre la cual reposan muchas de  sus doc-
trinas, instituciones y actos importantes,
sirviendo de  guia cierta y maestra á la hu-
manidad. Entre nosotros , pues, la  cuestión
queda reducida á saber si  deben conservar-
se las tres instancias que hoy conocemos,
ó bastarían dos para asegurar los derechos
de los particulares. Es  nuestra opinión, con-
signada ya eu el artículo ABMiMitrna-
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de terminar esta materia con las siguientes
palabras del conde de  la  Cañada (1), las cuales
con la elegancia y concisión características
de  este respetable autor, reasumen todas
las razones que se alegan á favor de las ape-
laciones. a Cuán necesaria sea la apelación,
y cuán grande y general el bien que trae al
mundo, á mas de lo que dicen las leyes, lo
asegura y acredita la misma esperiencía.
Y én  efecto, con el uso de  este remedio en-
miendan ios jueces superiores los agravios
que los inferiores causan con sus  sentencias
por ignorancia ó malicia, ya  sea  juicio aca-
bado , ó cualquier otro, sobre cosa que
acaezca en pleito: sirve este mismo remedio
para suplir y enmendar las omisiones y de-
fectos que puedan haber tenido las mismas
partes que litigan en alegar y probar los
hechos de su justicia: igualmente aprove-
vecha para preservarse de las Ajusticias y
agravios que harían los jueces, s i  entendie-
sen que por otro no se podían descubrir ni
corregir, y 'últimamente llena de satisfacción
á tos interesados, viendo que por el juicio
de muchos jueces se  declara su  justicia.»

SECCION II.

DE LAS SENTENCIAS Ó PBOVIDENCIAS QUE SON

Ó NO APELABLES.

La apelación no es nn derecho abso-
luto , que pueda ejercitarse siempre y
contra toda decisión judicial. La ley lo
ha limitado en consideración á otros de-
rechos tan respetables, ó si interés dé la
causa pública, estableciendo escepciones
en favor de algunas especies de decisiones,
ó de determinadas decisiones judiciales.
Hay, s in embargo, en este punto dos reglas
generales, á saber: que  las sentencias defi-
nitivas son apelables, y que no lo son las
sentencias ó providencias interloculorias.
Cada una de estas reglas generales tiene
numerosas escepciones, y para esponerlas
con el mayorérdeu y claridad posibles, for-
maremos de  cada regla general y sus  escep-

<■�< �£  JvmuciA , que este punto no
puede resolverse con pleno conocimiento,
si de  antemano no se sabe la organización
de los tribanales. Porque es una verdad
que salta á la vista de  todos, que cuan-
tas mas seguridades de acierto é impar-
cialidad ofrezcan aquellos en su forma-
ción , tanto menos necesarias son las garan-
tías denuevas instancias. Por eso los pai-
sas en  que son colegiados los tribunales
que  entienden en primera, se  contentan con
dos grados de  jurisdicción, como sucede en
Francia. Nuestra legislación ha dado aco-
g idaá  las dos teorías del juez único en
primer grado, y de los tribunales colegia-
dos en segundo, diferencia que aconseja y
recomienda un tercer juicio de revisión al
menos en  ciertos casos. Ya el reglamento
provisional ha puesto algunas cortapisas á
la facultad de  suplicar, negándola cuando
el negocio que se  litigue no llegue á deter-
minada cantidad ó valor, y según se trata
de la propiedad ó de la posesión ; pero to-
davía podría ser útil llevar mas adelante su
espíritu. Así como creemos que , en  el caso
de discordar en algo los tribunales de ape-
lación del juicio del inferior, es  conveniente
y necesaria una tercer instancia, juzgamos
también que, siendo la  sentencia de vista
enteramente conforme al auto apelado, no
hay motivo para negarle la verdad y la
fuerza de  ejecutoría. Así lo ha  consagrado
el Código de  Comercio para los asuntos
mercantiles en  su artículo <214, y creemos
que ha procedido cuerdamente , introdu-
ciendo un verdadero adelanto en  el sistema
de procedimientos. Porque supongamos
que la sentencia de revista revoque , como
puede suceder, los dos fallos anteriores en
toramente conformes, ¿dejará satisfecha la
conciencia pública, y tendrá á los ojos de
la razón fuerza suficiente para destruir el
derecho declarado por la conformidad de dos
sentencias, constituyendo otro nuevo? Gra-
ves motivos de duda existen para creerlo
asi, los cuales se esplanarán con mas os-
tensión en los artículos «wLicA Y »«c*-
MlXACaOM BE EOS TKlBEttlLES.

Por último, no podemos resistir al deseo (I 1 hMftfacicHm pr«eííea», parí* II ,  tttp- i
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APELACION.116
cioncs el objeto do un párrafo distinto. Mas
antes de entrar en materia debemos hacer
una advertencia importante, y es, que va-
mos A considerar en esta sección las senten-
cias ó providencias bajo su sola cualidad de
ser ó no ser apelables, ó lo que es  lo mismo,
de las sentencias ó providencias que puedan
impugnarse por la via de apelación. Los
otros recursos de oposición, queja, nulidad,
restitución, etc., conque puedan reclamar-
se las sentencias ó providencias, quedan fue-
ra de nuestro actual propósito, debiendo de
consiguiente entenderse, que cuando negue-
mos la calidad de apelable á una decisión
judicial, no por eso prejuzgamos si existe ó
no otro recurso para poder impugnarla ó re-
clamarla, lo cual puede verse en su artícu-
lo correspondiente.

1 /  Da las sentencias definitivas que so»
ó no apelables.

Ya hemos dicho anteriormente que, por
regla general, son apelables las sentencias
definitivas en toda clase de negocios civiles
y en toda especie de fuero; pero que esta
regla general tenia muchas esccpciones.
Lo primeru que hay que investigar, si la deci-
sión judicial es á no verdadera sentencia defi-
nitiva, porque no tienen este carácter todas
las resoluciones de los jueces que ponen
término á los negocios. Para conocer la na-
turaleza de la decisión judicial conviene no
perder de vista si esta procede de la juris-
dicción meramente voluntaria, ó de la juris-
dicción contenciosa. El estender ilimitada-
mente á las decisiones de una y otra clase la
cualidadde apelables, impediriael libre ejer-
cicio de las funciones judiciales, con lo cual
se causarían graves dados á la sociedad y á
los particulares. Siempre que estos someten
á un juez actos ejecutados por ellos en vir-
tud de un derecho que les concede la ley,
para que aquel interponga su autoridad y
decreto judicial, ó acuerde la práctica de al-
guna otra solemnidad , como sucede, por
e jemplo, en la adopción, la decisión del juez
no tiene el carácter de verdadera sentencia
y no es  de consiguiente apelable. Siconellasc

perjudican derechos legítimos de un terce-
ro, espedita tiene la via de oposición par*
recurrir al juez, á fin de que le tenga por
parte en el asunto, le comunique los autos
y previa audiencia falle definitivamente. La
decisión que recaiga entonces es ya un*
verdadera sentencia, y por lo tanto apela-
ble. La dación de tulor es  también un acto
de jurisdicción voluntaria, porcaya razón
no puede el nombrado apelar de ella por la
mera notificación de en nombramiento. Si
cree que le asiste derecho para escusarse
de este cargo , debe hacerlo presente al
juez que le ha nombrado, A fin de que le
releve de él, y solo en el caso de que lo
desestime, es  cuando le es permitido apelar
de esta nueva decisión, que es  la que le irro-
ga perjuicio y lastima su derecho (1).

Las decisiones, pues, que verdaderamen-
te tienen el carácter de sentencias definiti-
vas, son las que emanan de la jurisdicción
contenciosa y ponen un término á ios negocios
en que se  ventilan derechos contrapuestos,
ó lo que es  lo mismo, las declaraciones que
con conocimiento de causa y en el juicio cor-
respondiente hace el juez en favor de alguno
¿algunos de los derechos que se litigan. El
mismo concepto que merecen las sentencias,
tienen y deben tener las aclaraciones que
hacen de ellas los jueces dentro del término
legal, por cuya razón son apelables también
las aclaraciones y declaramien tos délas sen-
tencias definitivas (3).

Y no basta que la sentencia sea definitiva,
es necesario ademas que cause perjuicio ó gra-
vamen á quien interpone la apelación.

Este principio es  tan obvio y sencillo,
como que hemos visto que en él estriba
principalmente el fundamento de las apela-
ciones. No causando perjuicio la sentencia,
falla á la parle el interés para querellarse
y de consiguiente no existe la necesidad de
aquel recurso. Sin embargo, los autores sus-
citan la cuestión de si este remedio puede
previamente intentarse contra un gravamen
futuro, y producir todos sus efectos si llega
á verificarse. La opinión negativa se halla

( i )  Ley 8 ,b t .  »3. P . r t .  3.
t t )  Ley 10, lil.  V ,  *.
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ó descuido de la parte, su reforma era una
consecuencia indispensable, ¿cuál, pues,
podía ser ya  el objeto y fin del juicio de al-
zada? De estos dos juicios el uno vendría á
ser absolutamente inútil, y por consiguien-
te la disposición que adoptan nuestras le-
yes queda plenamente justificada á los ojos
de la razón y de la justicia. Otra cosa seria,
si de la causa y sentencia definitiva cons-
tase notoriamente, que ni el juez ha causa-
do agravio á la parle, ni esta puede mejorar
su  derecho en otra instancia. Faltando en
este caso el supuesto que motiva y justifica
la apelación , se deberá despreciar como
frívola y calumniosa, pues no pudiendo
aprovechar á la parte que la propone, se
convertiría en daño de la causa pública, d i -
latando los pleitos, y causando otros gra-
ves perjuicios á los que litigan. Esta opi-
nión del conde de la Cañada nos parece muy
digna de  observarse en la práctica por las
poderosas razones que presenta en su  apo-
yo; sin embargo de que no deja de ofrecer
dificultades el calificar con seguridad cuan-
do las apelaciones son frívolas y maliciosas.
Este acto necesita mucha meditación por
parte del juez, que debe adquirir una com-
pleta certeza de que la apelación intentada
reune aquellas cualidades, para no esceder-
se,  desechándolas.

Mas  para que el  perjuicio ú gravamen que
sienta el apelante produzca el recurso de  apela-
ción, es indispensable que  le introduzca y for-
malice dentro del término legal. Las senten-
cias no apeladas dentro del plazo que seña-
lan las leyes, se tienen por consentidas (1),
así como el desamparo del recurso intenta-
do induce también igual consentimiento,
el cual destruye toda presunción de perjui-
cio ó gravamen, dando á las sentencias la
fuerza de cosa juzgada. Véase mas adelante
en sus correspondientes secciones, cuándo
deben tenerse las sentencias por consenti-
das y pasadas en autoridad de cosa juzgada
por trascurrir los términos' señalados para
apelar, sin ejercitar este recurso, y por
deserción ó deseslimienlo.

*11 Ley S, t i l .  25 1‘arl. 3; leyes 1 y 3 , t i t .  90 Ib .  11,
“ Xovisti&a Recopilación,* Ar l .  13, ley de 10 de enero de 1MJ®.

fundada no solo en el  testo preciso de la ley.
que únicamente concede alas partes la facul-
tad de apelar de  juicio que fuere dado contra
ellas (I). y no de los que se pudiesen dar
sino en las razones mas poderosas de buen
sentido y conveniencia pública. ¿Para qué
serviría esta apelación hipotética, en caso
que el perjuicio no se  llegara á irrogar, si-
no para hacer caer en ridiculo la ley,  deján-
dola burlada y sin efecto? ¿Y aun cuando el
juez pronunciara definitivamente contra el
apelante, ¿de qué podía aprovecharle una al-
zada nula en su  origen, ni cómo se habían
de unir para darle fuerza el primer tiempo in*
hábil con el segundo, que es  el único que tie-
ne  aptitud para producirla? Es, pues, visto
que el gravamen que motiva el ejercicio de
este recurso, ha de ser presente, y tan cierta
es esfa proposición, que en las sentencias
interlqcutoriasde que se puede apelar, s i
el  juez reforma, como puede, su juicio, aun
después de interpuesta la apelación, esta
queda desvanecida y sin resultados.

Otra duda puede ofrecerse sobre este
puqlo, que tampoco es de difícil resolución.
¿Será preciso que el apelante pruebe el
agravio que le causa la sentencia, para que
le  sea admitida la alzada, ó bastará que lo
diga? Este último eslremo parece el mas
conforme á nuestra legislación, y también
el  mas racional. Las leyes, tanto de las Par-
tidas como de la Novísima Recopilación, que
tratan de este particular, se espresan d i -
ciendo, que se puede alzar todo el que se
sintiere agraviado, ó se tuviere por tal (2), El
uso constante de estos dos verbos indica de
una manera clara, que se deja á la creencia
y arbitrio del perjudicado el ejercicio de la
apelación, sin exigirle la prueba ó demos-
tración en que funda su agravio. Y á la ver-
dad esta prueba solo tiene su lugar opor-
tuno en  el juicio de alzada, puesto que, s i
previamente se  exigiera, vendría á ser este
de pura fórmula, estando ya prejuzgada la
cuestión. Porque demostrado el agravio de
la sentencia del inferior, ora procediese de
error ó malicia del juez, ora de omisión

( i )  Ley I ,  til. 13. Parí. 3 .
<91 Ley <3. t i l .  23, Parí. 3;  ley f ,  tlt.  90, lib. 11. Moví-

s ima Recopilación.
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Finalmente, para que la sentencia definiti-

va  sea apelable es necesario que el negocia en
que recaiga sea susceptible de segunda ins-
tancia.

Aun cuando generalmente todos los asun-
tos judiciales son susceptibles de la segun-
da instancia, hay fuertes y poderosas razo-
nes en algunas especies de negocios ó en
casos determinados que aconsejan se dé la
preferencia á la brevedad y pronta termi-
nación del litigio sobre la mayor garantía
del acierto que supone la revisión del fallo
por el superior. Las escepcioncs que por
este concepto se oponen á la regla general
establecida, son tantas y de tal importancia,
que nos creemos en el deber de detenernos
á especificarlas con el órden y claridad que
nos sea posible.

La primera limitación que ba debido ofre-
cerse y ponerse al ejercicio de esta facultad,
es la insignificancia descaso valor del nego-
cio litigioso. Porque á la verdad en estos
asuntos que versan sobre pequeñas canti-
dades , fallan los motivos para sospechar
del juez, para suponer que se habrán pues-
to en juego intrigas ó influencias ilegales,
ni que se habrá torcido la justicia; y so-
bre todo hay una razón aun mas poderosa,
y es,  que las dilaciones y gastos de una se-
gunda instancia, muy superiores al valor
de la cosa que se litiga , serian mas perju-
diciales á los particulares , que las ventajas
que en algún caso raro podría traerles la
libre concesión de este recurso. Por eso en
todos los tiempos y en todas las legislaciones
se ha negado la apelación en pleitos que no
llegaban á determinada cantidad, terminán-
dose definilivamenleen una sola instancia y
con una sola sentencia. Las leyes de la Noví-
sima no solo disponían que en los pleitos
y deudas que no escediesen de mil marave-
dís no se admitiese apelación ni recurso
alguno, sino que ordenaban que semejan-
tes negocios sé ventilasen sumariamente,
sin oír abogados , y sin asentar por escrito
mas que la absolución ó condenación del
demandado (1). El reglamento provisional,

APELACION.
teniendo en cuenta las variaciones de los
tiempos y de las fortunas individuales, ha
adoptado el principio de que los negocios
que no escedande 10 duros en la península
y de 30 en Ultramar se ventilen en juicio
verbal , ora ante los alcaldes , ora ante el
juez de primera instancia, que en el pueblo
de su residencia puede tomar conocimiento
á prevención con el primero, sin que de las
sentencias que dieren uno ú otro se  admita
apelación para ante ningún tribunal (1). Los
jueces de primera instancia conocen priva-
tivamente y del mismo modo que en el caso
anterior, de los pleitos que no pasen de 25
duros en la Península é islas adyacentes,
y de 100 en Ultramar, no habiendo tampoco
contra sus fallos apelación (2). �'

Guiado el legislador por estos sanos prin-
cipios los ha aplicado igualmente á los fue-
ros especiales, tomando en cuenta su índo-
le y naturaleza característica para hacer
las variaciones oportunas.

En los negocios mercantiles no se ad-
mite tampoco apelación de las sentencias
que se dictan en juicio verbal , al cual s e
sujetan todas las demandas cuyo interés no
escede de mil reales vellón en  los tribuna-
les de comercio y de quinientos en los juz-
gados ordinarios (3). Y eslendiendo esta
doctrina á los juicios por escrito , no se  ad-
mite tampoco apelación de las sentencias
definitivas en las causas de mayor cuantía,
cuyo interés no sea de mayor de tres mil
reales en los tribunales de comercio, ó de
dos mil en los juzgados ordinarios (4), en  lo
cual difiere del derecho común, pues este
admite la apelación en los negocios llama-
dos de menor cuantía. .

Lo conlencioso-administrativo, que exige
por su naturaleza mas celeridad y rapidéz
en los pleitos , no podia dejar de estar tam-
bién sujeto á esta escepciou , y por eso la
han consagrado las leyes que ordenan los
procedimientos en esta materia , estable-
ciendo que no sean admisibles las apelacio-
nes de las sentencias que dicten los Conse-

co Art. 31, Regí. pro»,
i?) Art 40 del mi*n>o reglamenta.
(3 � Arts. U1O del Cod. de Cotn. y í.iíde la ley de E" j �
tli Arts. l i l iOd .  de Com. y IcydcEnj.{1) Ley 3, til, 3. lib. 1t, Sor. tlccopi
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de entablarse el recurso de reducción , ó
enmienda á arbitrio de buen varón (I). Las
sentencias de los árbitros no son apelables,
si las parles al hacer el compromiso no se
han reservado el derecho de apelar de
ellas (2).

En los negocios mercantiles no son tam-
poco apelables las sentencias de los arbi-
tradores ó amigables componedores (3), ni
las de los árbitros, si con arreglo á los pac-
tos del compromiso causare ejecutoria la
sentencia arbitral (4).

La tercera limitación procede de los pac-
tos ó convenios de las partes, aun cuando
por la ley sean los negocios susceptibles de
segunda instancia. Cuando los litigantes se
obligan, sea en juicio ó fuera de é l ,  á no
apelar de la sentenciaquc pronuncie el jnez,
esta sentencia es para ellos inapelable (5).
La facultad de acudir á un tribunal supe-
rior es un derecho que asiste á los parti-
culares, al cual pueden renunciar, según lo
crean conveniente. Nada impide al litigan-
te vencido se aquiete con la sentencia, y
le preste su consentimiento, ora espesa-
mente, ora dejando pasar el tiempo de la
apelación; ¿qué razón, pues , habría para no
permitir él que, anticipándose á este suceso,
se comprometan previamente ambos á no
usar de este remedio? Aquí no solo renun-
cia cada uno al derecho introducido en su
favor, lo cual es  permitido á todo el mundo,
sino que ademas dicha renuncia no es  gra-
tuita, pues adquiere la ventaja de que su
contrincante qnede ligado lo mismo que él
en el caso de ser vencido (6).

La contumacia ha sido en otro tiempo un
hecho que ha limitado la regla general, y lo
es hoy todavía en lo conlencioso-adminis-
trativo.

Privábase al reo contumaz del derecho
de apelar de la sentencia dada contra él en
pena de su desacato y desobediencia á los
mandatos judiciales. La máxima de derecho

jos provinciales en  los litigios cuyo interés,
pudicndo sujetarse á una apreciación .mate-
rial , no llegue á dos mil reales (4).

En los negocios contenciosos de minas
era basta ahora necesario que escediera su
interés de tres mil reales para que (uese ad-
misible la apelación déla sentencia, y que-
dara ademas satisfecho ó asegurado el pago
del crédito declarado en ella á favor de la
otra parte. . Mas abolida la jurisdicción es-
pecial que regía en este ramo, y siendo
hoy esta clase de asuntos de la compe-
tencia de ios tribunales ordinarios, ó de los
contencioso-administrativos , según sea su
Indole y naturaleza, claro es que deben
acomodarse en  adelante á las reglas de pro-
cedimiento peculiares á cada uno de estos
fueros.

Finalmente , en  el fuero militar no son
tampoco apelables las sentencias que se
dicten en negocios cuyo interés no esceda
de  quinientos reales eo  España y cien pesos
en Indias (2).

La segunda limitación , que produce es-
cepciones á la regla general, se reitere á
las sentencias que dictan los jueces elegi-
dos por las partes, porque considera la ley
que la confianza que les dispensan los liti-
gantes es  suficiente garantía.

Asíes, que en los asuntos comunes no son
apelables las sentencias ó laudos que dic-
tan los avenidores ó amigables componedo-
res, habiéndose establecido penaenel com-
promiso (3) á no ser que alguno de estos
jueces se  mostrase manifiestamente enemi-
go  del demandador ó del demandado, y la
parle que esto entendiese, afrontase á aquel
avenidor su contrario para que no dictare
sentencia, ni continuase conociendo en el
pleito, en cuyo caso podrá apelar de la sen-
tencia que diere (4). De las sentencias que
dictaren los avenidores maliciosamente ó
eon engaño, no cabe apelación, si  bien pue-

( t )  Artículos 19 .  ley de 9 de abril  de 1*43 y 68 de l  re-
glamento ce 1 ' de octubre del mismo año.

. 9 ;  Reai resolaciou de 16 de marzo de 1790, comu-
nicada en circular de 18 de diciembre del mismo afta,
¿tota Sa l  til. 3, l ib. I I .  Nov Recop.

« 3j Ley 35, t i l  4. Parí. 3.
(4;  Ley 47, t i l  93. Parí. 3.

( ! '  Ley 93, til 4, Parí,  3.
¡9) Arl -281.  cap.  9,  tu  5.  Constitución «le 1819.
(3) Arts. 297 v 3<»2, ley «le Euj.
(4) Art.  294,  "ley de Enj.
� 5 '  Ley 13 . t i l .  23 . Part .  3.
(6> Ley 13,  t l t . 23 ,  Pan. 3.
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Romano, contumaz non appcllat fue admiti-
da en el nuestro (1), si bien no toda contu-
macia bastaba á producir igual efecto. Ni
la contumacia en comparecer, ni la contu-
macia en responder tenían esta virtud , re x

servada solo á la llamada verdadera , que
tenia lugar cuando citada una de las par-
tes por mandato del juez para parecer á oir
sentencia á dia y término cierto y determi-
nado, señalado es  presamente, no se  pre-
sentaba á oirla á aquel tiempo . ni en el ci-
tado dia, después de dada -la sentencia, y
estando el juez todavía haciendo audiencia
apelaba de ella. Cualquiera de los requisi-
tos indicados que fallase , ora fuere el se-
ñalamiento de dia , nra la citación, ó bien
que no se hubiese dictado la sentencia en el
término prefijado le quitaba la fuerza eje-*
cutiva, y daba al reo el derecho de apelar.

Estas disposiciones de las antiguas leyes
han ido poco á poco perdiendo su eficacia
porta influencia de otros principios y de
otras doctrinas mas elevadas, que no per-
miten se coarten los medios de defensa. La
apelación es sin duda un medio de defensa
eficacísimo contra las injusticias de los jue-
ces, y en vez de restringirla es necesario
extenderla todo lo posible. Esta máxima
aplicada al caso en cuestión está implí-
citamente reconocida en las leyes que
ordenan se notifique al reo contumaz la
sentencia coya formalidad carecería de ob-
jeto, si no se le concediese el derecho
de apelar dentro del plazo legal. De consi-
guiente , la contumacia no es boy en los
negocios ordinarios un hecho que prive al
contumaz del derecho de apelar de la sen-
tencia que le perjudica.

La ley de enjuiciamiento sobre los nego-
cios mercantiles ha cansagrado expresa-
mente esta doctrina disponiendo (8) que el
demandado contumaz pueda interponer
apelación de la sentencia definitiva dada en
su  ausencia y rebeldía, haciéndolo en tiem-
po y forma. Igual determinación adoptan
los códigos modernos en toda clase de jui—
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cios fundados en la consideración mny
atendible de que muchas veces un litigan-
te, bien por deseo de terminar pronto el
pleílb, ó por miedo á la influencia de su  con-
trario, y poca confianza en el juzgado infe-
rior, puede dejar de comparecer, reservan-
do áu defensa á la tnayor imparcialidad é
ilustración del tribunal superior.

En la curia romana tampoco se ha obser-
vado nunca contra los contumaces el rigor
que prescribía el derecho Romano, pues se
les permite apelar en el término ordinario
de los diez dias después de publicada la
sentencia.

Solo en los negocios tonlencioso-admi-
nistrátivos está hby el contumaz privado
del derecho de apelar desde lucgb de la
sentencia que le condena. Para reconquis-
tar este derecho y su ejercicio , e s  preciso
que ante lodo pida la rescisión de la sen-
tencia ante el mismo Consejo Provincial
que la ha dictado (3). Para entablar este re-
curso tiene el término de 45 dias, que el
consejo puede ampliar prudencialmente,
cuando él rebelde contumaz estuviere
ausente de la provincia. De la ,  sentencia
que en este juicio recayere , podrá apelar
en el término ordinario ; pero si dejare pa-
sar el plazo que señala la ley para pedir la
rescisión, queda inhabilitado para ejercer
ningún otro recurso, y el fallo causa ejecu-
toria.

Son también escepeton á la regla general
las sentencias dictadas á virtud de recono-
cimiento ó confesión judicial , siempre que
ésten ¿justadas á lo reconocido ó confesa-
do , en cuyo caso no puede interponer ape-
lación aquel que confesó, pues Se tienen
como cosa juzgada (4). Mas si el juez se
escediere, condenándole á mayor cantidad,
ó agravando de cualquier modo lo confesa-
do ó reconocido, bien podrá interponer el
recurso de apelación.

Debemos advertir por último que las sen-
tencias definitivas dictadas en primera ins -
tancia por los tribunales superiores ó su*

(3) Art.  58, reglamento de los Consejos Provinciales
de i . *  de octubre de 1845.

(4) Ley 9. IH. 13. Parí. 8.
ft) Ley 9, t i l .  33. Par U 3 .

Art. 163, ley de Enjuiciamiento*.
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APELACION. 121
uso y ejercicio para cuando se hubiese
ya pronunciado lascntencia definitiva, como
hoy lo establece la legislación francesa res-
pecto de los autos preparatorios.

Pero no podía ocultarse á aquellos legisla-
dores, que no todos los autos y sentencias
interlocutorías eran de una misma Indole y
naturaleza. Unas, es verdad, que solo dirigen
latnarchadel negocio, hasta ponerlo en dis-
posición de recibir el fallo que lo termine,
y vienen á ser menos autos de suslanciacion;
pero otras ponen fin á un incidente, y si
bien no resuelven, prejuzgan la cuestión
principal, ó causan un daño irreparable á la
parte contra quien se  hayan dado. De las
primeras , es una cosa clara que, si se.
permitiera apelar indistintamente , á cada
paso se vería detenida y embarazada por un
litigante malicioso la marcha del procedi-
miento y la acción de los tribunales; pero
en cnanto á las segundas, aparece también
como muy justo y conveniente, que secón-
ceda la apelación inmediata sin aguardar al
fallo definitivo, en cuyo caso sería tal vez
aquel remedio inútil ó insuficiente á reparar
dmal causado. Asi vemos queá renglón se-
guido del mandato prohibitivo, se  encuentra
en la misma ley 1a escepcion á favor de
aquellas sentencias interlocutorías que cau-
sen un gravámen irreparable en definitiva.
La aplicación de un principio tan vago
y general no podía menos de suscitar en la
práctica graves inconvenientes y dificulta-
des. Las leyes recopiladas procuraron ata-
jar este mal, descendiendo á esplicar y es-
pecificar mas los casos en que se puede
apelar inmediatamente de los autos inlerlo-
cutorios (I). La doctrina, pues, reconocida
como universa! y corriente entre todos los
autores prácticos es, que en los negocios
ordinarios puedo apelarse desde luego do
todos aquellos autos inlerlocutorios que tie-
nen fuerza definitiva , ó que causan á la
parle un gravamen que después no puede fá-
cilmente repararse. Los primeros en rigor no
debían contarse entre las sentencias inlerlo-

| ciliorías, pues tienen todo el carácter y fuer-
ii ___________________________ - __

«II l e t  13 .  t i l .  20. bl». 11 de la No», flec.
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premos en negocios de su competencia, no
son apelables, sin embargo de que sean
susceptibles de segunda instancia , si no
suplicables , como puede verse en el artí-
culo 0OKIC.I,

§. 2.® Délas sentencias ó providencias Ínter*
locutorios y otras decisiones que san 6 no
apelables.

Sentencias, ó providencias intevloculorias.
Hemos asentado por regla genera!, que las
sentencias interlocutorías que dirigen el ór-
den del juicio, y disponen y preparan la se-
rie de actuaciones necesarias para que pue-
da definitivamente fallarse, no son de suyo
apelables. Tal era el axioma que consagra-
ba la legislación romana, y que reconoce la
nuestra, aten tas ambas á promover la breve-
dad de los litigios, negando á los conten-
dientes la facultad de impedir con repetidas
apelaciones, la libre y pronta acción de los
tribunales de justicia. La Ley de Partida (I)
esplana los fundamentos de esta disposición
en los términos siguientes : «Mas de otro
«mandamiento ó juicio que Gcierc el juzga-
ador, andando por el pleito, ante que diese
«sentencia definitiva sobre el principal, non
«se puede, nin debe ninguno alzar. Los sá- >1
»bios antiguos que establecieron los dere- ¡|
«chos de las leyes, tuvieron por bien, que ¡I
«ninguno non se pudiese alzar, maguer que
«se tuviese por agraviado de él. E esto pu—
«sieron por dos razones. La ona, porque los
«pleitos principales non se alongasen, nin
«se embargasen por achaque de las alzadas,
«que fuesen tomadas en razón de tales agra-
«vamienlos. La otra, porque en el tiempo
«que se  ha de dar el juicio afinado, la parte
«qne se tuviere por agraviada del juzgador,
«se puede alzar, é fíncale en salvo para po-
«der demandar, é mostrar ante él juez de la
«alzada, todos los agravamientos que reci-
«bióencl pleito del primer juez.» Del con-
testo de esta ley se infiere, que propiamen-
te no niega la facultad de apelar de cualquier
auto interloculorio, sino qne suspende su

(n  Ley «,111.93.  Par! .  3.
TOMO i i i .
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za de definitivas, terminando una cuestión
incidente ó especial, y no pudicndo el juez
dar otro fallo sobre el mismo asunto; cuan-
do es sabido que está en su mano apartarse
y enmendar sus autos interlocutorios en
cualquier estado del pleito, judex ab  iníerlo-
cutorio semper discedcre polest. Entre los au-
tos ó sentencias que tienen fuerza de defi-
nitivas se cuentan las que recaen sobre ar-
tículos de prévioy especial pronunciamiento,
admisibles con arreglo á las leyes, ya se for-
mulen como artículos de incontcstacioná la
demanda, ya se introduzcan en el progreso
del pleito sobre otras declaraciones prévias.
V. A*Ticvix»s de prévio y especial pronun-
ciamiento. Las que desestiman artículos
prévios impertinentes é ilegales, hijos déla
mala fé, ó del propósito de prolongar el
pleito, no son apelables bajo ningún concep-
to. La ley 1 3,  lít 23, Part. 3, quiso dar á co-
nocer las sentencias interlocutorias que son
apelables por causarse con ellas un grava-
men irreparable, y se espresa así: «Si man-
dase el  juez dar tormento á alguno á tuerto,
ó facer alguna otra cosa torcideramente, que
fuere de tal natura , que seyendo acabado
el pleito, no se podria después ligeramente
enmendar, á menos de gran daño ó de gran
vergüenza de aquel que se  tuviese por agra-
viado. En estos casos se podrá alzar sin
esperar la sentencia definitiva.» Conforme á
esta regla y á lo determinado en la ley 23,
tít. 20, lib. 11 de la Novísima Recopilación,
los autores prácticos están conformes en
que sun apelables las sentencias ó providen-
cias interlocutorias que recaigan sobre los
puntos siguientes:

1.° Escepcion de declinatoria, ó cual-
quiera otra dilatoria que exija una declara-
ción prévia, como, por ejemplo, falla de re-
presentación ó personalidad en el pleito.

2 .* Escepcion perentoria, aunque lo re-
gular es  que propuesta como tal, aunque
sea de naturaleza mista, no se resuelvan
basta la sentencia definitiva.

3 .* Recusación.
4.’ Restitución del término probatorio

pedida por el menor.
5 .  ° Nulidad de actuaciones.

APELACION.
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6 .° Admisión ó denegación de artículos,

testigos ó pruebas.
7 .° Limitación del término probatorio,

y otros de igual naturaleza.
8 /  Mandato de dar ó hacer alguna cosa.
9 .°  Juramento supletorio deferido por

el juez.
La ley de 10 de enero de 1838, que fija

los trasmites inas rápidos que deben obser-
varse en los pleitos de menor cuantía, da
motivo para juzgar , que no considera ad-
misibles las apelaciones de los autos inter-
locutorios. El deseo y espíritu que la domi-
na, de abreviar los procedimientos en  esta
clase de negocios, la obliga á determinar,
que los artículos de incontestacion y de
prévioy especial pronunciamiento no obsten
para que el demandado conteste subsidia-
riamente á lo principal, debiendo el juez
resolver sobre ellos lo que proceda al d ic -
tar la sentencia definitiva (1). Queda con es-
to quitada la ocasión para interponer ape -
laciones, bastad momento de darse la  sen-
tencia , pues los otros autos inlerlocuto-
rios que pueden recaer , no son bastan-
tes á causar un perjuicio irreparable.
Estos no pueden ser mas que el de traslado
de la demanda, el de recibimiento á prue-
ba, y la próroga de término para examinar
testigos ausentes. Sobre ellos dicta la  ley
reglas tan precisas y circunstanciadas, que
no creemos pueda el juez irrogar un  grava-
men imposible de repasar. Así opinamos,
que en los pleitos de menor cuantía solo  se
permite apelar de las sentencias definitivas,
y no délas inlelocutorias, como no sea con-
juntamente con aquellas.

En los negocios mercantiles, partiendo la
ley de Enjuiciamiento déla regla general de
que no son apelables las sentencias inter-
locutorias, establece las escepciones que
tienen lugar en la vía ordinaria, bien en
uno ó en ambos efectos, como veremos eu
su lugar: 1 .a Las que desestiman ó admiten
la recusación. 2 .a Las que proveen sobre
la escepcion de incompetencia de jurisdic-
ción, ya se declare el tribunal competente ó

(I) Ar|s. 4 y 11 de la ley eluda.
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mente de las providencias meramente inter-

loculorias, y el 262 del Consejo Real solo se
refiere á las providencias inlerlocutorías con
fuerza de definitivas que causan un grava-
men irreparable por la sentencia, como su-
cede siempre que se resuelve un incidente.
Esta es  en nuestra opinión la inteligencia
que debe darse á ambos artículos, ya por
que con ella desaparece la contradicción en
que los ponesd literal contesto, ya también
porque seria inesplicable á los ojos de la
razón y de la justicia la negativa de la ape-
lación de aquellas decisiones que causan
un perjuicio irreparable por la sentencia de-
finitiva.

El derecho Canónicoen un principio abrió
tanto la mano á la admisión de apelaciones,
que no solo las recibía de las sentencias
interlocutorias. sino hasta de los actos estra-
judiciales, siguiéndose de esta ilimitada l i -
bertad, suma perturbación en el órden ecle-
siástico y hasta en las costumbres priva-
das. Adoptando una máxima contraría á la
profesada por el derecho civil, con el tiem-
po y la esperiencia la fue modificando has-
ta coincidir en  un mismo punto, á la mane-
ra que los que parten de estrenaos opuestos,
vienen á encontrarse en medio del camino.
El Concilio Tridenlino, que tantas y tan pru-
dentes reformas hizo en la disciplina de la
Iglesia, corrigió este abuso, mandando que no
se admitiesen por los superiores mas apela-
ciones que las que se  interpusieran de una
sentencia definitiva vel definitiva vim há-
denle el cujus gravamen per apellationem á
definitiva reparari nequit.  Vemos, pues*
acordes ambos derechos proclamar una
misma regla, que posteriormente ha re-
cibido una nueva confirmación. Como los
trámites de los procedimientos no son otra
cosa que formas salvadoras de la justicia,
encaminadas á averiguar y defender la ver-
dad en tos juicios, el Estado, que debe pro-
tección á lodos sus individuos, tiene el dere-
cho, y mas bien pudiera decirse el deber.de
velar porque se observen los medios mas
adecuados para conseguir tan importante fin.
En virtud de este derecho superior de pro-
tección ha dispuesto, que los tribunales in-

incompetente, ó sobre cualquiera otra es  -
cepcion dilatoria. 3 .a Las que admiten ó
deniegan la prueba, ó el término estraordi-
nario para bacétla. 4.a Las que declaran
por contestada la demanda. 5.* Las que do
niegan la comunicación de autos (1). En la
vta ejecutiva son también apelables las pro-
videncias que ordenan la venta y adjudica-
ción de loa bienes ejecutados, y las que
mandan hacer pago al ejecutante (2).

fin ios negocios contencioso-administra-
tiros se establece también por regla gene-
ral, que no son apelables desde luego las
sentencias inlerlocutorías. El artículo 72
del reglamento de los consejos provinciales
de 4.°  de octubre de 1845 se espresa
así. «No podrá apelarse de las providencias
sinlerkcutorias; las nulidades y agravios que
»con ellas se  causaren , se ventilarán y
idecidirán en el Consejo Real con los recur-
sos de nulidad y apelación que se inter-
ponga de las sentencias definitivas.» Según
el tenor literal de este artículo, parece que
ninguna providencia interlocutoria, bien
sea de mera sustanciacion, bien recaiga So-
bre algún incidente, y causeó no á las par-
tes un gravamen irreparable, es apelable en
los negocios que se  ventilan ante los conse-
jes provinciales; pero puesto en relación
con el 262 del reglamento del Consejo Real
de 30  de diciembre de 1 8 46, desaparece e4
rigor que aparenta, quedando claro y pre-
ciso el sentida de sus palabras y determina-
da la eslension de su significado. Dícese en
este articulo que si la apelación no hubiese
J saiiOT latir que sobre algún incidente, el Con-
sejo proveerá tan soló acerca de él, reservando
al inferior la decisión de lo principal. Lue-
go caben apelaciones antes de que se  pro-
nuncie por el consejo provincial la senten-
cia definitiva, é independientemente deesta.
que es  como se ve lo contrarío de lo que pa-
recese ordena en el articulo 72  antes citado.
Laconcordancia y armonía de ambas dispo-
siciones es  sencilla á pesar de su aparente
contradicción. El articulo 72 del reglamen-
to de los consejos provinciales habla única-

(1> Articulo* 359 y J9O, ley da Enjuíc aroiento.
(1) Art. 391.
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feriores eclesiásticos se atemperen en todo
lo relativo á procedimientos á lo que dispo-
nen las leyes civiles, mandando que admi-
tan las apelaciones en los mismos casos y
produciendo los mismos efectos que en el
fuero ordinario (I).

Otras decisiones que son apelables. Ade-
mas de las sentencias definitivas y provi-
dencias inlerlocutorias de que queda hecha
referencia, hay otras decisiones, ya judicia-
les, ya gubernativas en materias especiales,
que son susceptibles de apelación, y son las
siguientes:

Én primer lugar es apelable el auto en
que se deniegue por el tribunal á quó la
admisión del recurso de nulidad que se in-
terpone contra la sentencia ejecutoria del
mismo (2).

También son apelables en materia de
quiebras las sentencias en que se deci-
dan, el artículo de reposición de la decla-
ración de quiebra; las pretensiones del
quebrado sobre sollura, ampliación y arres-
to ó salvo- conduelo; las reclamaciones
contra los nombramientos de los síndicos,
ó sobre la aprobación del convenio entre el
quebrado y los acreedores ; las demandas
de los síndicos sobre devolución á la masa
de las cantidades indebidamente satisfe-
chas, y nulidad de contratos ó donaciones
fraudulentos , hechos con las circunstancias
que determinan los artículos 1038, 1039 y
4040 del Código de Comercio; la califica-
ción de la quiebra; las que seden  so-
bre acciones que se hayan sustanciado
por la via ordinaria contra los síndicos
por los daños y perjuicios causados á la
masa por fraude , malversación ó negli-
gencia culpable, ó en demanda de nulidad
ó revocación de contratos hechos por el
quebrado en fraude de los acreedores, ó en
reclamación contra los acuerdos de la jun-
ta de acreedores en el reconocimiento ó
graduación de créditos, ó sobre agravios
de las cuentas del depositario ó de los sín-
dicos, ó finalmente sobre repeticiones con-

tra los síndicos por haber comprado efec-
tos de la quiebra (4).

De las resoluciones tomadas por e l -  jefe
político sobre inclusiones ó esclusiones en
las listas electorales, hay también recur-
so á la audiencia del territorio (9).

Finalmente, en materia de disciplina son
apelables ciertas decisiones: otras no pueden
reclamarse por apelación, sino por otro re-
curso, y algunas quedan firmes y causan
ejecutoria. Pueden verse los artículos *ao-
c iDo,  ai'Ez, EscBiBAso y los referen-
tes á los demas curiales y empleados.

En los negocios que se  promuevan contra
los intereses del Estado, es apelable la pro-
videncia que obliga al oficio fiscal á contes-
tar la demanda entablada sin haber obteni-
do el demandante resolución en el asunto
por la via gubernativa (3).

SECCION III.

QUIENES PUEDEN APELAR.

Que las personas que han litigado en
juicio puedan alzarse de la sentencia ape-
lable que les perjudica, es cosa muy natu-
ral y fuera de toda duda. Pero no son so-
to los litigantes los que pueden valerse de
este remedio para poner á salvo sus dere-
chos; la ley otorga igual facultad á todos
aquellos que se sintieren ofendidos ó per-
judicados por la sentencia, aun cuando no
hubieran sido partes en el juicio. Asilo dis-
ponía también el Derecho Romano, adoptan-
do la máxima «.alio condemnalo, is cujus in~
terest, appellare potesl. Si la aplicación de
esta regla general se  limitara á aquellos ter-
ceros, contra quienes la sentencia dada sin
su asistencia al juicio produce sin embargo
fuerza de cosa juzgada, ningún inconve-
niente habría que oponer, antes bien seria
muy justo concederles la facultad de apelar,
como el único medio de defenderse contra
aquel fallo que les daña y perjudica en sus

ib  Arl. 59í ) 393, ley de F.njuiriamiento.
< Arl . 3ü. ley eh-etorni de 13 de tnutro de 1346.
� 3 Heder ordenes de dcjuuio de  <817 y � �  da Mar-

i o  «Ir- 1S.>9,

■1 Real < riendo 10 de abril de 1806.
■2 Arl. U del rea. «leueto de A de noviembre de

iHt>.
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intereses. Pero estendicndo indistintamente p
el uso de sle recurso á lodos los perjudi- '!
cados, aun cuando no se verifique la cir-  ¡
constancia arriba enunciad* , creemos que ■
se peca contra otra regla respetable y se ¡¡
causa un inconveniente grave , permitiendo '
que una demanda nueva se  introduzca desde j
luego ante el tribunal superior, y que por ■
ello se prive á la otra parte de la garantía ¡¡
de una instancia. La facilidad y brevedad ¡
en terminar los litigios bao prevalecido sin
duda en el ánimo del legislador, antepo-
niéndolas á la fuertísima consideración de
no defraudar á ninguno de los contendien-
tes de sus justos medios de defensa.

Mas como quiera que se haya admitido
en nuestra legislación el principio de la ro-
mana en toda su latitud , nos vemos obliga-
dos á dividir esta sección en los tres párra-
fos siguientes.

§. De las partes y sus representantes. i
I

Las panes. No solo el litigante vencido
tiene el derecho de apelar {<). sino también
d vencedor, cuando no ha obtenido todas i
las ventajas que se prometía y que en su ¡
opinión le eran justamente debidas (2). Tal
seria el caso en que se le adjudicara una
heredad sin hablar de restitución de frutos,
ó se le concediera por completo su deman-
da sin condenar en las costas á su adver-
sario. Estos dos ejemplos, puestos en la
misma ley y otros análogos ó semejantes,
dan lugar á la apelación por parte del
vencedor.

Pero invirtamos los términos del último
caso, y tratemos de examinar, si el vencido
y condenado en las costas puede alzarse de j
la sentencia bajo este solo concepto , con- ;
sintiéndola en lo principal. La ley clara- ;

mente nos dice, que el vencedor puede
consentir unos particulares y apelar de i
otros que le perjudican, ó no atienden* 1

debidamente á sus derechos; pero calla |
respecto del vencido. Algunos autores nie-
gan á este que pueda limitar su apelación '

■I* Ley 3, lit. 33. 3. i;
i L*y », tit, 33. P.irt, 3. i¡

á las costas, fundándose en que son una
cosa accesoria que debe seguir la suerte
de lo principal; nosotros sin embargo te-
nemos por mas cierta la opinión contraria.
El derecho de ambos litigantes uo puede
menos de ser igual , porque la lucha ha de
ser con las mismas armas , y de aquí se
infiere que en el caso en que el uno pueda
apelar, debe sobreentenderse en el otro
idéntica facultad y autorización. Asi como
el vencedor puede apelar de la sentencia
que no ha condenado en costas á su adver-
sario. por el mismo motivo le es permitido
á este alzarse de aquella que se las impone.

Ademas, la condenación de costas no es
una consecuencia indispensable del venci-
miento; falla por lo taulo la razón para con-
siderarla como una mera accesión, pues mas
bien constituye una parle principal, de su -
y o apelable. Diremos de consiguiente, que la
condenación de costas, aun cuando la sen-
tencia no irrogue otro perjuicio.es bastante
motivo para apelar.

La apelación personalmente interpuesta
por las parles tiene rara vez lugar, ya por-
que carezcan de capacidad para compare-,
ccr en juicio por si mismas, ya porque den
sus poderes á otras personas para que ges-
tionen á su nombre y sigan el juicio.

Los Representantes ¡le las partes son de
dos especies, unos autorizados por las le-
yes, y otros por los mismos interesados, y
ambos, no solo lícnenla facultad de seguir el
juicioen primera instancia, sinola de apelar
de las sentencias que perjudiquen en algo
á sus representados. Hablaremos separada-
mente de cada uno de ellos.

Son representantes legales los tutores y
curadores de los que se hallan en la menor
edad, ó están privados por su falta de jui-
cio, ó prodigalidad, de la administración de
sus bienes; los padres respecto álos ne-
gocios en que sus hijos no pueden ges-
tionar por si; los maridos respecto á sus
uiugcrcs en casos semejantes, los síndicos
de un concurso ó de una quiebra, los defen-
sores de una herencia vacante ó de un au -
sente, y el oficio fiscal.

Los tutores y curadores representan á
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concierne á su  fortüna é intereses. Este
principio es  una consecuencia indispensa-
ble del desapoderamiento que opera la ley,
quitando al quebrado la administración de
sus  bienes desde el momento de la declara-
ción de quiebra. Pero bueno será advertir,
que esta inhibición se  refiere solamente a
la administración de  los bienes, y está muy
lejos de causar una incapacidad absoluta y
personal para comparecer en juicio. Asi e s ,
que el quebrado puede pedir por sí reposi-
ción del auto que  lo reduce á esta deplorable
situación; con él  se  sustancia igualmente e l
espedienlede caliiicaciondequiebra.de cuya
sentencia puede apelar s i  la cree injusta; y
del mismo modo tiene aptitud para hacer
valer sus  derechos de padre, marido ó tu -
tor ante los tribunales de justicia. Su  inca-
pacidad se  limita, pues, á celebrar contra-
tos, presentar demandas contra sus deudo-
res, y seguir ó contestar las que un tercero
entable, reclamando intereses, porque sien-
do toda su  fortuna la fianza y garantía de los
derechos de sus  acreedores, deben estas re-
clamaciones sustanciarse con la masacomun,
y por consiguiente con los síndicos que la re-
presentan. Véase el artículo Quinu.  A-
hom  bien , sen tada esta máxima, q ue es  de  ver-
dad y justicia incontestable, ¿se negará igual-
mente al quebrado la facultad de apelar de las
sentencias que se den contra sus  bienes, en
el caso que ios síndicos no bagan uso de es-
te remedio? Nolo creemos por cierto, y aun
cuando en apoyo de este parecer no pode-
mos presentar uu testo claro y preciso de la
ley escrita, asi se infiere del espíritu que
domina en  todas sus  disposiciones, y dé las
reglas mas ciertas de justicia. El Código, en
verdad, priva al quebrado de la adminis-
tración de sus  bienes y efectos, pero no l e
quita la propiedad, y con esto dá claramen-
te á entender, que no depende de los síndi-
cos el sacrificarla á las exigencias de un
tercero. Debe, pues, aquel tener los medios
legales y comunes para defenderla, y evitar
el perjuicio que el  descuido, la ignorancia ó
malicia de los síndicos podrían irrogarle.
No e s  oira la razón porque el Código le  au-
toriza expresamente para poner reparos A

■us pupilos en  lodos los actos civiles, ya
sea por s í  mismos, ó ya por medio de pro-
curadores deben defenderles en toda clase
de negocios, evitando lodo género de  per-
juicios. En los asuntos judiciales suele nom-
brárseles un curador ad litem, lo mismo que
á los menores que tienen que litigar dere-
chos contrapuestos con sus  padres, bajo
cuya potestad se  hallan. Unos y olros< y
los curadores ejemplares, pueden interpo-
ner apelación de las sentencias que ten-
gan por perjudiciales á los derechos ó inte-
reses de sus  representados.

El padre es  también el natural defensor
de los derechos y bienes que corresponden
¿ sus  hijos menores, ó que se hallen en su
patria potestad, y que por s í  no pueden
comparecer en juicio. Pero si dada la s en-
tencia en contra suya se  aquietare con ella,
el hijo á quien perjudica, conserva el dere-
cho de apelar, no solo respecto de los bienes
castrenses ycuasi-caslrenses,  en los cuales
tiene facultades mas estensas, sino también
del peculio profeclicio y adventicio , cuyo
usufructo corresponde al padre M). Solo
que en este último caso es opinión común,
que la apelación debe interponerla á nom-
bre del padre, que es su  administrador le*-
gal y usufructuario.

El  marido es  el representante legal de la
muger en los casos en  que esta no puede
por sí comparecer en juicio, y por lo mis -
mo tiene el derecho de apelar de las sen-
tencias que considere perjudiciales ó gra-
vosas á los intereses que se le tienen enco-
mendados.

Los síndicos de una quiebra puede decir-
se  que tienen un doble carácter, pues á la
vez que representan la masa de acreedores
y son los legales administradores de su
haber, ejercitan por otro lado cuantas ac -
ciones competen al quebrado, y con ellos
deben sustanciarse las demandas civiles que
se intenten contra sus  bienes. Por esto nos
hemos creido autorizados para decir, que
los síndicos son también representantes le-
gales del quebrado, para lodo aquello que

( l í  L»y � ,  Piri.3.
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tancia que establece una escepcion al prin-
cipio de que solo puede apelar aquel que se
tenga por perjudicado. Esta doctrina está
fundada en la justa defensa que merecen
los intereses públicos, los cuales no quiere
fiar la l$y al juicio y buena fé de una sola
persona, como sucedería si los representan-
tes de la Hacienda en los tribunales inferio-
res, tuviesen la facultad de consentir las
sentencias contrarias á ella, dejándolas pa-
sar en autoridad de cosa juzgada. Cuando
el juicio de aquellos recibe la confirmación
de los fiscales de los tribunales de alzada, ya
no hay motivo para sospechar de la confor-
midad prestada.

Sin embargo de que esta doctrina parece
aplicable también á los negocios conlencio-
so-administralivos, pues en estos como en
los de Hacienda , es  el interes público ó ge-
neral el que se controvierte , los represen-
tantes de la administración ante los Conse-
jos provinciales tienen la facultad de ape-
lar ó consentir las sentencias contrarias A
sus pretensiones , cumpliendo los goberna-
dores civiles con ponerlo en conocimiento
del ministerio de la Gobernación, espumea-
do las razones que para proceder asi hayan
fepido (<).

Habiendo tratado ya de los representan-
tes legales, vamos á hablar de los conven-
cionales que por otro nombre llamamos per-
boneros ó procuradores. Los procuradores por
regla general no solo pueden, sino que de-
ben apelar de la sentencia que envuelva
algún daño ó injusticia contra su poderdan-
te. Las leyes espresan terminantemente
esta obligación, distinguiendo únicamente
dos casos, uno en  que el procurador cumple
con interponer la apelación (2), y otro en
que debe seguirla hasta su resolución (3).
Tiene lugar el primero, cuando el poder ha
sido dado para un pleito determinado, pues
entonces, si bien puede el procurador se-
guir el juicio de alzada, no puede ser á ello
obligado contra su voluntad, habiendo de-
jado ya á cubierto los derechos del dueño
con la interposición del recurso. Se  verifica

ti) Real órden de B de febrero de 1UB.
Ley 53. t i l .  B. Parí.  3 .

(5) Ley .1, t i l  >5, Perl. S.
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las cuentas que los síndicos presenten de su
administración, y alegar los agravios que
hayan causado; para bacer las repeticiones
oportunas contra Jos daños originados A la
masa , por malversación , fraude ó negli*
gencia culpable; y entablar las acciones
correspondientes contra los síndicos que
hayan comprado efectos de la quiebra, fal-
tando al mandato espreso del legislador.
Véase como el espíritu del Código es alta-
mente favorable á la opinión que hemos
emitido.

El defensor de un ab-intestato ó de una
herencia vacante, como representante legal
de los derechos de  la sucesión, puede apelar
de las sentencias ó providencias que'lenga
por gravosas.

El ministerio fiscal es hoy en todos los
negocios contenciosos en que se halle inte-
resada y sea parte la Hacienda pública , el
único representante legal de la misma (I).
Según la clase de negocios, lo son en prime-
ra instancia, ya los promotores fiscales de
los juzgados ordinarios, como sucede en ma-
teria de capellanías colativas , mostrencos,
¿indemnización de partícipes legos en diez-
mos, ya  los promotores fiscales de los Tribu-
nales de Comercio en los negocios de este
ramo, ja  ios abogados fiscales de las subde-
legaciones de rentas en  los asuntos de que
estas conocen y en  lo conlencioso-adminis-
trativo de Hacienda de que conocen los con-
sejos provinciales, ya los fiscales de S .  M.
en las audiencias, Tribunal mayor de Cuen-
tas, Consejo Rea) y Tribunal Supremo de
Justicia. Los promotores fiscales de los juz-
gados ordinarios y tribunales de comercio
asi como los abogados fiscales de las subde-
legaciones de rentas, no solo tienen el de-
recho de apelar de las sentencias que ten-
gan por perjudiciales á los  intereses dé la
Hacienda, sino que en algunos casos están
en el deber de apelar de Jas definitivas que
se pronuncien, aun cuando consideren que
las sentencias son justas y que están arre-
gladas A los méritos del proceso (2), circuns-

Í L  Real de>‘ro(ode L*  de julio de t8óO.
�?' Circular de la  dirección de renta* y arbitrio* do

amortización de H de dicirtnbre de 1X30, B«* i i ra i  ¿r-
oen de ’O de mato de 1M0. 6.*
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ACIO.X.
§ 2.* Personas que sin haber litigado pue-

den apelar.

Todos aquellos á quienes pertenece el
pro ó el daño de la sentencia, pueden ape-
lar de ella, aun cuando no hayan sido par-
tes en el juicio (I). Ya anteriormente tuvi-
mos ocasión do manifestar, que este prin-
cipio tan general, entendido respecto de
aquellos contra quienes el fallo pronuncia-
do tiene fuerza de cosa juzgada, era muy
justo y necesario. Porque á la verdad, no
puede decirse en rigor que estos terceros
no han litigado en primera instancia, pues
si ellos no lo han hecho por si , han estado
representados por uno de los contendien-
tes, como causantes de su derecho, por cuya
razón la sentencia dada contra aquel viene
á perjudicarles, pesaparece, pues, el incon-
veniente que existe respecto de los demas
que no se hallan en igual caso, los cuales
usando de la apelación contra una senten-
cia que para ellos no lo es propiamente,
invierten el ónien general de los juicios,
eliminando uua de las instancias que la ley
admite como útiles y necesarias.

Sentadas estas ideas primordiales, pasa-
remos a examinar cuales son las terceras
personas, á quiénes el legislador otorga el
derecho de  apelar y que nuestros autores
prácticos reconocen con el nombre de ter-
ceros opositores coadyuvantes.

<.° Apenas merece que nos detengamos
unmonienlorespeclodelos primeros, que son
los herederos, quienes, sucediendo en to-
dos los derechos y obligaciones del difunto,
pueden en los pleitos promovidos por él ó
contra él apelar de las sentencias, y realizar
todos los actos que su causante hubiera es-
tado autorizado para ejecutar, si viviera.
Mas la cuestión varia, si suponemos que un
tercero ha demandado á uno de los cohere-
deros, reclamando el pago de una deuda de
la herencia, y se ha dado sentencia contra
el último. En este caso el otro heredero, su
compañero, no tiene la facultad de apelar; y
por una razón sencillísima de fácil corn-

i l )  Ley 4 y 19, lit. 29, Parí. 5 ;  l«y 1, til. lib 11,
Nov. Hec.

<28 APEÉ
el segando eslremo, cuando el poder fuere
general para todos los pleitos, ó siendo es-
pecial contiene la cláusula de que el procu-
rador deba continuar la alzada, pues en ta-
les casos no puede escusarse de cumplir
con esta obligación. Vista ya la necesidad
que pesa sobre el procurador para apelar,
parece lo lógico y lo natural examinar qué
efectos produce la falla de su cumplimien-
to, tanto respecto de su persona, como de
la del dueño. El descuido ú omisión de aquel
prueba por lo menos culpa de su parte, y
esta sola consideración basta para demos-
trar, que se halla sujeto ala  responsabilidad
de satisfacer y pagar todos los daños que
por su causa puedan originarse á su repre-
sentado. En este principio se funda la d is -
posición de nuestras leyes, que autoriza al
dueño del pleito para exigir y resarcirse con
los bienes de su procurador negligente ú
omiso de todos los daños y menoscabos que
haya sufrido en sus intereses (!). En ca-
so que la fortuna del procurador sea bas-
tante para cubrir su importe, el dueño no
tiene otro recurso que este, y se halla pri-
vado de ía facultad de apelar de la senten-
cia, la cual queda firmo ó irrevocable. Mas
si sucediese que el procurador careciese ab-
solutamente de bienes, ó no fueren suficien-
tes para el indicado resarcimiento, el due-
ño no puede sufrir un perjuicio tan grave
por culpa agena, y entonces le otorga la ley
la facultad de apelar por sí, empezándose á
contar el término legal desde el dia en que
supiere que se había dado sentencia contra
él, y que el procurador no se había alzado
de ella. Tales son las determinaciones le-
gales sobre esta materia. La práctica sin
embargo no admite la apelación interpuesta
por el dueño fuera del plazo que dejó espi-
rar el procurador, por la sencilla razón de
que las notificaciones hechas á este, produ-
cen el mismo efecto que si se hiciesen á la
parte en persona para contar los términos,
á menos que la ley exija la notificación per-
sonal del interesado.

(1) Ley V, cit. 23, Pjr t .  3.
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,ACION. 129
na del testamento la pérdida de todos sus
derechos, Pero su  condición ha variado infi-
nitamente en virtud de las leyes recopila-
das: por ellas los legados conservan todo su
yigor, aun cuando el testamento se anule
por causa de preterición ó desheredación,
igualmente que en el caso que no haya he-
redero, ó que el nombrado por el testador
no quiera adir la herencia (1). Toda |a  d i -
ferencia consistirá en estos casos, en  las
personas que han de pagar los legados,
cuya obligación pasará á los herederos le-
gítimos con la misma fuerza que pesaba
sobre los testamentarios. Estas variaciones
en  el derecho de los legatarios, producen
un efecto muy trascendental, y es que la
sentencia de nulidad no les perjudica real-
mente, como no lleve envuelta la ruina de
los legados; único caso en que podrán hoy
ejercitar el derecho de apelación, si los he-
rederos testamentarios consintiesen la sen-
tencia.

3.* El vendedor tiene facultad para ape-
lar de la sentencia que se diere contra el
comprador sobre la cosa que le veqdip,
siempre que este último la consienta ó no
se alze en el tiempo marcado por la ley; el
comprador goza del mismo derecho, cuando
el vendedor fuese vencido sobre la cosa que
aquel le compró (2).

Aunque estos dos casos parecen confun-
didos c identificados en la ley, y dominados
por un mismo principio , son sin embargo
muy diferentes y merecen una esplicacion
particular y detenida. Empezando por el
vendedor, la facultad de apelar que la ley lq
concede no tendrá uso en todos los casos,
como nos será muy fácil demostrar. Supon;
gamos queun tercero, pretendiendo ser due-
ño de la cosa vendida, ó siéndolo realmente,
entabla su demanda de reivindicación con-
tra el comprador, como poseedor de ella.
El juicio se sustancia por lodos sus trámi-
tes, y recae sentencia contra el comprador,
obligándole á devolver al verdadero dueño
la cosa que había comprado de quien no

APEE
prensión. Es sabido, que la di visiop de la
herencia se hace por ministerio de la ley,
siempre que el testador no ha es  presado
una voluntad contraria. De aqui dimana
el que los heredemos representen separa?
damente la persona del difunto en sus de-
rechos activos y pasivos; de manera que
cada heredero solo puede ser demanda-
do por el acreedor del difunto á prorata de
aquella popeionde herencia que ha recibido;
y la sentencia que se diere contra uno ó dos
délos herederos, no hace cosa juzgada res-
pecto délos otros, según la regla res ínter olios
acta atiis non nocet. Del mismo modo Jos  deu-
dores del difunto no pueden ser reconvenidos
por cada heredero, sino á proporción de lo
que le corresponda en la deuda, no aprove-
chando ni perjudicando á los demas el re-
sultado de su demanda. Es, pues, claro, que
no dañándoles la sentencia, Ies falta interés
para apelar, requisito y condición indispen-
sable para que tenga lugar este recurso.

Otra cosa seria si un tercero entablase
demanda de nulidad del testamento contra
uno de tos herederos nombrados, y obtu-
viese sentencia favorable; en este caso y en
todos los demas en que por la sentencia se
irrogue perjuicio á los coherederos, pueden
estos apelar de ella, aunque no hayan liti-
gado en la primera instancia.

Por el mismo principio se concedia
á los legatarios por la ley de Partidas el
derecho de apelar contra la sentencia que
declaraba nulo el testamento de donde pro-
cedía su  derecho. Ordenaba esta ley , que
en el caso que los herederos legítimos hi-
ciesen declarar nulo el testamento del d i -
funto, y que todos sus bienes les fuesen
adjudicados, si los herederos nombrados en
é l  no apelaban da dicha sentencia, pudiesen
hacerlo los legatarios. Esta disposición se
hallaba en completa consonancia con otras
del mismo Código, según las cuales era la
institución de heredero como la raiz y base
capital del testamento, de cuya subsisten-
cia dependían los legados, como accesorios.
Nada era mas natural , que los legatarios
pudieran apelar de una sentencia, que tanto
les perjudicaba, yendo envuelta en la rui-

TOMO m.

( i )  J.e? 1. l i t .  18. l ib .  10.  No?. Rec.
Vstj Ley 1, t i l .  93, l'«r1.3.
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APELACION.no
lo era. La ley de Partida, dice ', que el
vendedor puede apelar de la sentencia,
si  él comprador deja pasar el tiempo legal
sin hacerlo. Pero aquí se  presentan reflexio-
nes poderosas que dejan esta facultad sin
términos hábiles para ejercitarse en una
porción de casos. Porque, ó el comprador
ha citado de eviccion al vendedor en el tér-
mino que igualmente prescriben las leyes,
ó ha dejado de cumplir con esta importante
solemnidad. Si ha hecho lo primero, y el
vendedor se ha personado en el juicio, vie-
ne á ser parle integrante de él, y gota de
los derechos que corresponden en general
á los litigantes. Si á pesar de la citación y
denuncia del comprador, se obstina en no
comparecerá defenderse en primera instan-
cia y los autos se  sustancian con él en re-
beldía, su  posición es igual á la anterior
respecto al derecho de apelar. Solo en el
caso en que, citado y emplazado y no com-
pareciendo, siga el pleito el comprador, y
este no apele de la sentencia que le conde-
na, es  cuando podrá tener aplicación la ley
que dejamos citada. En el  segundo supues-
to, de que el comprador no le haya citado
de eviccion, y siga por sí solo el pleito, no
corresponde tampoco al vendedor el dere-
cho de apelar, porque le falta interés propio
y ningún dallo ni peligro tiene que temer
de la sentencia. No habiendo sido citado por
el comprador oportunamente, al menos an-
tes de la publicación de probanzas , cesa su
responsabilidad á la eviccion y saneamien-
to, y desaparece el motivo que la ley de
Partidas tuvo presente para conceder la ape-
lación. Si en el contrato de venta hubiesen
pactado los contrayentes, que el  comprador
no fuese obligado á denunciar al vendedor
el pleito que le moviesen, y, que este que-
dase sin embargo sujeto á la eviccion, se
mantendría el interés del vendedor en im -
pugnarla sentencia que le perjudica, por
cuya razón podrá apelar de ella, si  el com-
prador no lo hiciere. Como este derecho que
concede la ley al vendedor depende del he-
cho de no usar el comprador del que le com-
pele, el tiempo para apelar el primero em-
pezará á correr desde el día que supiere I

que el comprador ha dejado pasar el plazo
de Inapelación.,

Supongamos ahora que el dueño, dejan-
do en paz al comprador, sea porque igno-
re la venta , sea por otra cualquier causa,
se dirige contra el vendedor y obtiene
una sentencia favorable á sus  pretensiones,
¿podrá el comprador apelar de ella? Para
resolver con acierto este punto t debemos
distinguir dos casos diferentes que pueden
ocurrir. El comprador podrá ignorar unas
veces que un tercero bá entablado pleito
con el vendedor sobre la cosa que le ba s i -
do vendida, al paso que otras tendrá noticia
de su  existencia , y no viéndose directa-
mente molestado, preferirá callarse, dejan-
do que el vendedor mantenga solo lá lid.

En este último supuesto la sentencia pro-
nunciada contra el vendedor le perjudica,
lo mismo que si hubiera litigado, pues la
ley supone fundadamente que en el mero
hecho de tener noticia del pleito y no ha-
ber salido á él , consiente tácitamente en
ser representado por el vendedor y en pa-
sar por todo lo que en el juicio se  determi-
ne. Es  claro, pues, que de rigorosa justicia
le compete la facultad de apelar de una sen-
tencia, que aunque no ba sido dada contra
él directamente/ le puede perjudicar mucho
en sus consecuencias. Mas cuando el com-
prador ignore la existencia del liligio, varía
notablemente su posición , y ya no puede
dañarle su resultado contrario al vendedor,
el cual habiéndole traspasado todos sus de-
rechos , mal podría representarle en el jui-
cio sin su consentimiento. Parece, pues, que
careciendo de interés para apelar , debería,
según los principios que hemos asentado,
negársele esta facultad. La ley sin embargo
se la concede , tanto para comparecer en
primera instancia, coadyuvando la defensa
del vendedor, como para apelar, aun cuando
no haya comparecido. La razon que sin duda
ha guiado al legislador para admitir esta
cscepcion de los principios generales , es
promover la facilidad y pronta terminación
de los negocios , pues corriendo juntas las
esccpciones y defensas del comprador y
vendedor, cuyo origen es uno mismo , se
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se | del deudor no puede privarles de este de-

recho. Así lo espresa mas circunstanciada-
mente la ley poniendo el siguiente caso. Un
vendedor da fiador de la venta que celebra,
y después de consumada, un tercero enta-
bla el Juicio de eviccion y quita la cosa al
comprador; aun cuando este y el vendedor
se conformen con la sentencia , el fiador
podrá apelar de ella. Este ejemplo está to-
mado de la legislación romana , la cual al
consignar la escepcion de la regla general
á favor délos fiadores, usa de estas palabras;
Igitur venditoris fidejussor appellabit, licet
emptor et vendilor acquiescant , L.  5 D.
appellat.

J. 3.° Personas á quienes aprovecha la ape-
lación interpuesta por un  tercero.

En el párrafo anterior hemos tratado de
las personas que sin haber litigado podian
apelar : ahora nos vamos á ocupar de aque-
llas que, sin litigar ni apelar, les aprovecha
la apelación interpuesta por un tercero.
Este beneficio se funda en la identidad del
negocio y de las defensas comunes á lodos,
cuya circunstancia dá motivo para presumir,
que el que se  alzó, obra en  representación
y nombre de los demas, que tienen con fun-
didos con él sus derechos é intereses. Mu-
chas veces es también efecto de la necesi-
dad, como sucede cuando la obligación es
individua, pues no pudiéndose ejecutarla
sentencia respecto del que apeló, y siendo su
causa inseparable de la de su compañero,
indefectiblemente tiene que aprovecharle la
apelación.

En este caso se hallan:
Primero. Los dueños á quienes per-

tenece en común alguna cosa, mueble
óraiz,  pues si fuere dada sentencia so-
bre ella, basta que alguno de los con-
dueños apele para que aproveche la a l -
zada á todos los demas ( 4 ). La ra-
zón es que , siendo igual el interés de lo-
dos,  se supone que mutuamente se han
dado poder para representarse ios unes a

acortan mucho los trámites judiciales
disminuyen los gastos y se resuelve mas
rápida y ventajosamente la cuestión que
forma el objeto de la disputa. Pero téngase
en cuenta, que la apelación por parte del
comprador no es  necesaria, sino facultati-
va; es  decir, que aun cuando no apele, no
por eso le dañará la sentencia que se dé
contra el vendedor, sino es en  el caso único
que hemos indicado de saber la existencia
del litigio.

i . °  Por iguales ó idénticas razones cree*
mos que corresponde el derecho de apelar
al cedente y cesionario , donante y donata*
rio , y usufructuario en sus respectivos
casos.

5.° En quinto lugar entran los acreedo-
res á quienes *su deudor ha entregado al-
guna prenda ó hipoteca para seguridad de
su  crédito. Su posición y sus derechos son
muy semejantes á los que acabamos de ma-
nifestar que tiene el comprador. Si un ter-
cero entabla contra el deudor la reivindica-
ción del objeto que ha empeñado , la sen-
tencia de restitución no perjudica al
acreedor que ignórela existencia del litigio.
Si por el contrario le consta de una manera,
iududable , y deja proseguir su  curso sin
presentarse , se  entiende que hace tácita-
mente defensor y procurador de sus dere-
chos al deudor , teniendo el fallo definitivo
contra él , lo mismo que contra el deudor,
fuerza de cosa juzgada. De aquí dimana, el
que no apelando el deudor , pueda hacerlo
el acreedor á su nombre, como interesado
en  su revocación. En el caso que la senten*
cia dada contra el deudor no le perjudique,
tiene iguales derechos y facultades que el
comprador, fundados en las mismas consi-
deraciones que dejamos es  pues tas.

6.° Los fiadores por razón de alguna
deuda ó contrato pueden alzarse de la sen-
tencia que se  diere contra su deudor. Apó-
yase esta disposición en el lazo jurídico que
los une con las personas á quienes fiaron,
en  virtud del cual el juicio dado contra el
deudor, adquiere también contraellos fuerza
de cosa juzgada. Teniendo, pues, un interés
propio en apelar, el silencio ó aquiescencia t i ,  L»y 3, 5. tit. 2 Parí. 5.
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APELACION.133
los otros , y en éste entender fian perma-
necido callados, viendo que ya había quien
saliese á defender stis derechos en el juicio.
Solo una escepcion pone la ley y es, cuando
el que reclama bonica la sentencia es  nn
menor, y logra dejarla sin efecto por la
vía de restitución , en cuyo caso no apro-
vecha el beneficio á los que no apelaren de
ella.

Segundo. Del mismo derecho gozan ¡os
Obligados in  solidum, pues el fallo que con-
dene á uno de ellos á la paga, se aplica
Igualmente á todos los demas, aun cuando
no se hayan personado en el juicio. Sabido
es que el acreedor que tiene á su favor una
obligación de esta clase, puede demandar
el todo’á cualquiera de los deudores, dejan-
do en paz á los demas ; pero como el de-
mandado puede reclamar de los coobligados
la porción que á cada uno corresponda, es
fclaró y evidente el interés que tienen en
que no se ejecute la sentencia que le con-
dena al pago. Cualquiera, pues, de ellos po-
drá apelar, y su apelación aprovechará á
los demas compañeros.

Tercero. Parecido á este caso és el de los
tutores que han sido nombrados conjunta-
mente para el cuidado de la persona y bie-
nes de un huérfano. Todos ellos son solida-
riamente responsables de las resultas de su
administración, y por tanto podrían creerse
comprendidos en el caso anterior. Pero co-
mo muchas veces se convienen en  que uno
solo administre, para que haya mas orden
y unidad en las delicadas operaciones que
exigé él exacto desempeño de este cargo,
de aquí nacen algunas diferencias que de -
ben tenerse muy presentes. Si todos admi-
nistran, lá apelación que interpone uno de
ellos déla sentencia que fuere dada en con-
tra suya, aprovecha á todos los demas, aun
cuando hayan guardado silencio. Pero si
unos administran y otros no, y se diere sen-
tencia contra los primeros, la ley dispone
que el alzada que intenten los que no admi-
nistran, no aproveche de ningún modo á los
que han administrado. Dice aun mas, á sa~.
ber: que los que han permanecido separa-
dos de la tutela , no puedan tomar alzada

por sí (1). Semejante prohibición debe fun-
darse en la responsabilidad mas inmediata
que pesa sobre los tutores que administran;
pues aun cuando por este acto no cesa la
solidaridad de los demas, sin embargo no
pueden ser reconocidos útilmente, sino des-
pués de haber agolado todos los recursos
legales contra los primeros. Es decir , que
si el menor entabla su acción en primer lu-
gar contra uno de los lulores que no se  han
mezclado en la administración y manejo de
sus bienes, el demandando podrá oponerle
que se dirija antes contra los administra-
dores, y por medio de esla escepcion logra-
rá eludir las pretensiones é intentos del
menor.

Cuarto. Cuando se  diere sentencia sobre
una servidumbre, ora fuere rustica ó urbana,
que perteneciese á muchos en común, la
apelación que interponga uno de ellos apro-
vecha á los demas, pues su causa es indi-
vidua (2). Por idéntico motivo creemos que
un condueño podrá alzarse de la sentencia
que condene á su compañero á soportar una
servidumbre sobre el fundo rústico ó urba-
no que les es común á los dos.

Por punto general, siempre que la materia
objeto del juicio sea indivisible, la apela-
ción de una parte redunda en beneficio de
la otra necesariamente, pues hay imposibi-
lidad de ejecutar la sentencia, aun respecto
deella. Solo señala la ley una escepcion, y es
respecto del usufructo. En el caso que mu-
chos tengan el usufructo de una finca y
fuese dada sentencia en contra, la apela-
ción que interponga uno no aprovecha á
los demas. A la verdad no se encuentra
una razón satifactoria en que fundar esta
diferencia, pues si se dice que este es  un.
derecho personal que cada uno debe defen-
der, igual calificación puede darse á todos
los demas, que en tanto son útiles, en
cuanto nos traen beneficios y ventajas per-
sonales. Pero sin duda ha prevalecido la
consideración, de que el usufructo es divi-
sible, y que por lo tanto puede ejecutarse

(l> Ley 3. ante? citada.
Ley 5 ,  id. id.
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sabido, por don Alonso XI, en las Córte*
celebradas en Alcalá en 4348, dándoles
fuerza legal por la ley primera del ordena -
miento que en las mismas se hizo , si
bien con el carácter de código supleto-
rio. que todavía conservan. Dedúcese de
aquí , que las leyes del ordenamiento de
Alcalá , como todas las de los reyes pos-
teriores, ocupan un lugar preferente , y
disponiendo aquellas , que el término pa-
ra alzarse de la sentencia sea de cinco
días, queda plenamente demostrado que el
plazo de diez dias, establecido en las Parti-
das, jamás estuvo en observancia. Ambas
leyes del Fuero y del Ordenamiento se en-
cuentran en la Novísima Recopilación, for-
mando nuestro derecho vigente sobre este
punto. El plazo, pues, para apelar de las
sentencias, tanto definitivas como interlo-
cutorias. es únicamente en el fuero ordina-
rio el de cinco dias, término fatal éimproro-
gahle, salvas algunas escepciones que en
el lugar correspondiente apuntaremos. Tó-
ennos ahora examinar desde cuándo empie-
zan á correr, y cómo se deben contar.

Puesto que el plazo de los cinco dias es
fatal y produce el terrible electo de privar
al litigante que lo ha dejado pasar de la fa-
fullad de entablar Inapelación, es absolu-
tamente necesario que baya un acto solem-
ne, por el cual conste que la parle que ha
sido condenada , tiene conocimiento de la
sentencia, y pueda hacérsele cargo y atri-
buírselo á mora y culpa suya, si no ha uti-
lizado los medios que el legislador le h*
concedido para atacarla. Este acto solemne
es y no puede ser otro que la notificación
de la sentencia á la parle eu persona, ó á
su representante según los casos (1), cuyo
requisito satisfecho, adquiere la sentencia,
por el trascurso del tiempo legal, fuerza
de cosa juzgada, dando al adversario el de-
recho de pedir la ejecución del fallo con-
sentido por ¡a aquiescencia de la otra parte.
La notificación es, pues, el principio natu-
ral del término para apelar. Ahora bien, sien"
do este un axioma incontestable, ¿le será

la sen tencía en la parte que disfrute el usu-
fructuario vencido.

SECCION IV.

DI  DOS TKRMrNOS PAMA APILAR.

Para que el derecho de apelar produzca
■u resultado, es preciso que se  ejercite den-
tro del término legal, porque de no hacer-
se así, se tiene la sentencia por consentida,
declarándose en su consecuencia por pasa-
da en  autoridad de cosa juzgada. El térmi-
no para apelar no es  uno mismo en todas
las jurisdicciones , habiendo también casos
en  que se proroga ó suspendo por causas
determinadas. Examinaremos. pues, con
separación los plazos dentro de los cuales
debe interponerse la apelación y las causas
que los suspenden y prorogan.

§ I .� Dentro de qué plazo debe interponerse
la apelación.

Los términos para apelar no han sido
siempre los mismos, ni existe uniformidad
entre el fuero ordinario y algunos especia-
les, siendo este también uno de los puntos
en  que están mas divergentes las legisla-
ciones de todos los países. El derecho ro-
mano solo concedió en un principio dos
dias para apelar, y tres si se hacia por pro-
curador. Este sistema, sumamente premioso,
producía inconvenientes de tanta gravedad,
que habiendo llamado la atención del em-
perador Jusliniano, alargó su plazo á diez
dias, ora hubiese el apelante litigado por sí,
ora representado por un tercero. Las leyes
dePartidas señalan este mismo término, pero
existen ftiertes razones para suponer, que
jamás se  ha observado en el foro. Antes de
que este código adquiriera valor legal en
los tribunales, el Fuero Real que se compu-
so de las costumbres y prácticas mas ad-
mitidas en los fueros municipales, solo con-
cedía cinco días para apelar, indicio cierto
de que este seria el plazo mas usado y re-
cibido en todos los tribunales de la monar-
quía. Publicáronse las Partidas, como es (I el articulo NOTIFICACION .
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APELACION.434
permitido al litigante vencido interponer la
apelación de la sentencia que le condena,
«n  aguardar á que se le notifique? Este caso
es enteramente diferente del primero, y por
eso creemos que su resolución debo ser
también diversa. La notificación de la sen-
tencia no produce el derecho de apelar, que
toma su origen del agravio ó injusticia de
aquella; no hace mas que señalar el princi-
pio de su término, ó el principio del consen-
timiento. Habiéndose, pués,  introducido
aquella en favor de la parte vencida, no hay
inconveniente alguno en que renuncie á un
derecho que redunda en su beneficio, y for-
malice é introduzca la apelación sin aguar-
dar al acto solemne de la notificación.

Otra cuestión se suscita en  este lugar que
presenta mayores dificultades para su  reso-
lución. Hemos indicado oportunamente que
los terceros & quienes perjudica el fallo da-
do en un litigio en que no se han mostrado
parte, goian sin embargo de la facultad de
apelar, aun cuando no haga uso de ella el
principal condenado. En semejantes circuns-
tancias se hallan el vendedor, el legatario,
el acreedor y el fiador, etc., cuando respecti-
vamente se hadado sentencia contrael com-
prador, heredero, deudor ó persona á quien
se  fió. Ahorábien, ¿el plazo para apelar estos
interesados comenzará á correr desde la no-
tificación hecha ai principal, de modo que
sea uno solo el término para ambos , ó des-
de que llegue á su noticia la sentencia? ¿ó
será ademas indispensable que se les noti-
fique solemnemente? La ley no está espresa
ni terminante, dando pie con su silencio á
conjeturas mas ó menos fundadas, y á que
se apliquen á su esclarecimiento los princi-
pios generales de jurisprudencia. De estos
y aquella se deduce, que la notificación he-
cha solamente al principal que litigó, no
puede ser bastante para que corra el tér-
mino contra el tercero, á quien igualmente
perjudica la sentencia. Porque el derecho
que ejercita este interesado, que llaman los
autores de segundo órden, es  un derecho
propio, y no delegado, del cual no puede
privarle, ni aun la aquiesciencia del princi-
pal. Así lo ha reconocido la ley, consignan-

do espresamente que los fiadores pueden
usarde la apelación , aun cuando sus res-
pectivos deudores consientan y se confor-
men con el resultado del juicio. Igual dere-
cho tienen el vendedor, el legatario y el
acreedor, indicando ademas la ley respec-
to de estos, que solo nace en ellos la facul-
tad de apelar cuando el comprador, el he-
redero ó el deudor han dejado pasar el tiem-
po legal sin hacer uso de este recurso. Si,
pues, para su legítimo ejercicio, es  circuns-
tancia indispensable que el principal se ha-
ya inhabilitado para introducirlo, es  una
cosa evidente que el término que las leyes
le conceden á este fin, no puede correr con-
tra los terceros, ni por consiguiente contar-
se para ellos desde el din de la notificación
al principal. Antes por el contrario se de-
duce, que dicho plazo no puede empezar á
correr, sino desde el momento en que es-
pira el que tiene este para apelar. Mas co-
mo la ignorancia de hecho á nadie perjudi-
ca, para que pueda imputárseles la omi-
sión y trascurso del tiempo, no soto es ne-
cesario que tengan noticia de la sentencia,
sino que sepan ademas que el principal no
apeló, contándose desde entonces los cinco
dias para suplir por su parte esta omisión.
Dicha circunstancia resuelve á la par los
otros dos estremos de la cuestión, pues es
evidente que el simple conocimiento de  la
sentencia, ni aun su  solemne notificación,
son bastantes para producir por sí solas el
nacimiento ni la pérdida de un derecho que
depende de otra condición. Sin embargo,
haciendo esta medida depender la facultad
de apelar délos terceros, no de una circuns-
tancia clara é innegable, sino de un hecho
de conciencia, podrá dar lugar á disputas
y dilaciones sumamente gravosas. Para evi-
tarlas en beneficio común, creemos necesario
y justo á todas luces, que el término para
introducir la apelación no empiece á correr
para los terceros basta que se  les notifique
la sentencia, que es  el único medio legíti-
mo é indudable de saber que ha llegado á
su noticia. Esta notificación tendrá la ven-
taja de señalar un punto cierto de partida
para contar el plazo de la apelación, sin
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APELACION. <35
no el dia de la notificación, favoreciendo asi
el derecho de la parte vencida.

Dando demasiado valor á esta considera-
ción el código francés de procedimientos y
la jurisprudencia formada con arreglo á sus
principios, escluyen también de la cuenta
el del vencimiento, consagrando la máxima.
Dies termini non compulantur in termino.
Nosotros no hallamos motivo fundado para
escluir el del vencimiento, puesto que vie-
ne á completar el término legal, y puede
usar y disfrutar de él libremente la parle
en cuyo beneficio se ha introducido; resul-
tando que loque se consigue con su esclu-
sion es aumentar en un dia mas el plazo de
la apelación. Creemos mas arreglado lo dis-
puesto en el reglamento provisional en con-
formidad con la práctica anterior de nues-
tros tribunales, lo cual se halla ademas cor-
roborado por una disposición espresa de la
ley de Enjuiciamiento en los negocios mer-
cantiles (4), por la que se dispone que el
dia de la notificación no se cuente en tér-
mino alguno legal, pero sí el del venci-
miento.

Estos dias deben ser naturales y comple-
tos, de modo que la parle goce enteros los
cinco que la ley le concede, sin cercena-
miento ni disminución alguna. El sistema,
pues, que aconsejan algunos escritores de
espresar el escribano en el acto de notificar
la sentencia la hora en que lo verifica para
empezar á contar el plazo de la apelación,
de modo que el litigante tenga libres las
420 horas naturales que componen los cin-
co dias,  nos parece ingenioso, pero no
por eso deja de ser también , aunque indi-
rectamente, contrario á la  ley. Nosotros opi-
namos que de no contarse el dia de la noti-
ficación, como hemos visto, que sucede en los
negocios ordinarios y en los mercantiles, el
dia de término debe ser hábil absoluta y
completamente para la introducción del re-
curso, no haciendo falta por lauto la desig-
nación de hora, y siendo solamente indis-
pensable la del dia.

¿Pero en estos cinco dias deben compu-
tarse los feriados ? En los asuntos ordi-

(1)  Ar l .  8* .  ley de En).

ofrecer el inconveniente de entrar en una
disputa sobre si el tercero sabia ó no que el
principal habia dejado pasar el  tiempo hábil
que la ley le concede. Pero en atención á
que los terceros no pueden apelar hasta que
el principal haya dejado trascurrir el térmi-
no en que lo  puede hacer, creemos que el
litigante vencedor, luego que espire el plazo,
debe hacer que se notifique la sentencia á
los  terceros á quienes perjudica, para que
apelen, ó de  lo contrario queden sujetos á las
consecuencias de su omisión y consenti-
miento.

Debatido ya suficientemente este punto,
pasemos á examinar cómo deben contarse los
cinco dias que la ley concede para la apela*
cion. Graves disputas han sostenido ¡os in-
térpretes y autores sobre si habían de com-
putarse los dias de término, es  decir, el de
la  notificación y el del vencimiento, ó si de-
bería escluirse alguno de ellos. Por derecho
romano era la opinión mas general que el tér-
mino á quo, ó el de la notificación, se debía
incluir en el número, no habiendo duda ni
disputa sobre el término ad  guem, ó el del
vencimiento. Nuestras leyes comunes han
adoptado esta versión, dirimiendo la con-
tienda de una manera clara y terminante.
Las primeras disposiciones , tanto del Fue-
ro como del ordenamiento de Alcalá, esta-
ban redactadas en estilo algo vago , pues
ordenaban solamente que la parte agraviada
pudiera alzarse hasta el quinto dia, después
que le fuere notificada la sentencia (i).  El
sentido literal de estas palabras parecía fa- '
vorecer mas la opinión contraria, de que el
dia de la notificación quedaba escluido de
la  cuenta, y algunas dudas deberían susci-
tarse cuando los reyes católicos tuvieron
que mandar espresamente que en dicho dia
quinto se contase aquel en que fuere dada
la sentencia (2). Así quedó resuello por el le-
gislador, que tanto el dia a quó, como e|  dia
ad  quem se  computasen en el número de los
cinco. Posteriormente, la práctica primero,
y después la ley (3) han escluido del térmi-

( i )  Ley ?, l i l . aO. l ib . l l .Kov .  Recp.
3 )  Ley 4, u t . iu ,  h)>. H .  Aov.Recop.

Arl .  41, i.' regí. pro*. Ue littüe ktiierubre de 1855.
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Barios no cabe la menor duda , ordenando
la ley que en los plazos para alzarse y
seguir la alzada deben contarse los días
feriados (1). El perjuicio que parece pué*
de irrogarse ¿ los apelantes, en el caso
en que sucedan al dia de ¡a notificación de
la sentencia ó providencia dos ó mas feria-
dos. puesto que en estos no puede actuarse
sin tiabilitacion . no existe en realidad, y la
práctica ba buscado el medio de evitarlo.
Consiste este en entregar al actuario en su
oasa el escrito de apelación, exigiéndole pon-
ga en él la nota de  presentación con las cir-
cunstancias del dia y hora en que lo recibe.
Lo que la ley quiere es  que conste si  dentro
de término se  ejercita ó no el derecho de ape-
lar, no dice que esta manifestación se haga
precisamente en dias no feriados, y por
medio de la nota de presentación puesta
por el escribano actuario , queda aquel be-r
ebo suficientemente justificado.

En los negocios de menor cuantía y en
los mercantiles está mandado, que en el tér-
mino para apelar no se computen los dias
feriados (2).

En lo  contencioso-administrativo el legis-
lador ha alargado algo el plazo para apelar,
señalando el de diez dias, en los cuales no
debe contarse el de la notificación de la
sentencia, ni tampoco el del vencimiento.
El reglamento de los consejos provinciales
dejaba lugar á dudas respecto de este últi-
mo estremo, pues* únicamente decía: «La
«apelación se interpondrá necesariamente
«dentro de diez dias, contados desde la fe-
echa de la notificación de la sentencia (5).»
Esto, pues, equivalía á decir, que el dia déla
notificación quedaba escluido, á 1a par que
debia contarse el del veocimiento para que
jel recurso se interpusiera dentro de los dies
dias. Pero en el reglamento del Consejo Real
se  aclaró este punto, adoptando ladisposicion
francesa, de que el dia del vencimiento no
se cuente en término alguno legal (4). Por
tanto, de la sentencia de un -consejo provin-

(1}  Ley 8 Í .  l i l .  23. Pirt. 3.
W Ari .  si, l«y de 10 de  enero de 1938 Art. 0. ley

de £n>
(«I Art.  69. reglamento de 1.® de octubre de 1845.
(4) Art.  969, reglamento de 30 de  diciembre de 184c

APELACION.
cial dictada y notificada el 4, puede válida-
mente interponerse apelación el 45,  que es
el siguiente al dia del vencimiento, y si este
es festivo, el <6, pues también ordena (4)
que si el término concluye en domingo ó
dia festivo se  prorogue al dia siguiente.

El recurso contra las resoluciones de los
jefes políticos sobreinclusiones ó esclusiones
en las listas electorales para diputados áCór-
tes, debe interponerse ante la audiencia del
territorio dentro delps quince primeros dias
del mes de abril (2).

Finalmente, en los asuntos eclesiásticos el
plazo para apelar es de diez dias , el  cual
creemos vigente á pesar de la real órden de
4836, que solo se limita á mandar que se
admitan las apelaciones en  ambos efectos y
se remitan los autos originales á los tribu-
nales superiores, lo mismo que sp verifica
en el fuero común.

fi, 2?  De las causas que suspenden ó proro-
gan el piase para apelar. .

Las leyes de las Partidas reconocen va T
Has causas que tienen fuerza para suspen-
der ó prorogar el plazo de la apelación mas
alia del término ordinario* de suyo fatal é
improrogable. Tiene esta materia muchos
punto? de contacto y mézclase frecuénter

mente con. la de restituciones, por cuya ra-
zón no aparece tan clasificada ni deslindada
como debiera. A primera vista conpee cual-
quiera que puede un litigante hallarse en
situaciones tales, que seria muy duro y
basta injusto reducirle al término tan corto
para apelar que admiten nuestras leyes. Lp
ausencia por un motivo de interés público,
una enfermedad grave, un accidente impre-
visto en el camino al tiempo que fuera á ha-
cer valer sus derechos , podrían muy bieq
dar lugar á qué trascurriera el término fa-
tal, sin que le fuera posible aprovecharse de
él.  Es, pues, conveniente y equitativo á to-
das luces que el tiempo en que exista un
impedimento legitimo, se tenga pomo tras-
currido; y que estando durante él en su?-

(1) Art.  270. dicho Regí.
(3; AH. 31, l»y d« t i  d« nano de I I

Enciclopedia española de derecho y administración



¿RELACION. 137
concluir el pleito, ó nu hubiesen podido
encontrar persona idónea para este encar-
go, podrán pedir que e l  pleito se reponga
á su anterior estado en el término de los diez
dias contados desde que supieren á su vuel-
ta el fallo pronunciado.

Así como la ley anterior habla solo de
los pleitos que- empezaran después de l a
ausencia, esta se ocupa de los que hubie-
ran comenzado antes , debiendo suplirse la
una con la otra, completándose mutuamen-
te, de donde resulta que el ausente por cau-
sa de romería, estudios, y el desterrado ó
preso, podrán pedir restitución en los plei-
tos que se hubiesen fallado en contra suya,
si no hubieran dejado procurador , con tal
que se hayan comenzado después de su
ausencia.

De otros impedimentos se hace cargo la
ley de Partidas, que entonces serian fre-
cuentes, y que abora rarísima vez se ver i -
ficarán, por' ql estado mas culto de núes--
tras costumbres , y por el  sistema actual de
enjuiciar. El  adversario que contara de su
parle la victoria, se valdría entonces, para
impedir que, ausente la otra parle, se pre-
sentára en el tribunal á oír la sentencia, de
la fqepa ó del engallo , con el fin de dar lu -
gar á que trascurriera el término fatal de la
apelación. Del mismo modo podia ser este re-
traso efecto de alguna enfermedad grave, ó
de algún tropiezo en el camino, como ladro-
nes, nieves, inundaciones ú otro caso fortui-
to. En  semejantes circunstancias laley,  fun-
dada en la equidad , proveia al ausente de
remedio, unas veces otorgándole la restitu-
ción . otras solamente la facultad de apelar.
Guando el adversario se valia de la fuerza
ó del engallo para detenerle , la  ley le auto-
rizaba para pedir la reposición del proceso
al estado que tenia antes de que se verifi-
cara aquel atropello ; pero cuando el impe-
dimento provenía de un tercero, ó de un
caso fortuito, entonces podia apelar de la
sentencia dentro del término legal , que se
empezaba á contar desde que llegase á su
noticia. En el día, como el término no em-
pieza á correr hasta el acto de la  notifica-
ción de la sentencia , y las leves han toma-

1 <8

Pensó el  plazo señalado para apelar, po em-
pieceá correr.sino desde el momento en que
cesa aquel obstáculo. Sentados estos prin-
cipios generales, pasemos ahora á examinar
cada una de las causas que suspenden ó
prorogan el plazo para interponer la ape-
lación.

La primera es la ausencia del reino por
motivo de servicio ó interés público, ó por
continuar los estudios, ó i r  en romería, ó
haber sido desterrado ó hecho cautivo ( l ) .
En.  estos casos hay quq distinguir, si el au-
sente por causa de la república dejó ó no
procurador qnq cuidara de sus intereses, y
le defendiera. en  los pleitos qqe contra é l
pudieran suscitarse. Si sucedió lo primero,
y el  procurador no le defendió bien, q no
apeló como debía dq la sentencia que fuesq
dada en contra suya, el ausente podrá, se
gun se dispone en la ley 10  abajo citada,
apelar por sí dentro de diez dias , que
se empezarán á contar desde que tornare á
su  casa y lo sqpiqre. ¡Si no dejó procurador,
la sentencia no le perjudica, y podrá va-
lerse de la restitución , para que el  juez re-
ponga el plejtp al eslgdp qup tqnia an-
tes de ausentarse. Para intenta esta re-
clamación lien? el tiempo de cuatro apos,
que es lo que duran por punto geqeral
las restituciones. Entienden los aujqres
prácticos , y. entre ellos Gregorio J,opez
en sus glosas á las leyes citadas, quq las
anteriores disposiciones se refieren al caso
en que el pleito no se hubiera incoado
antes de la ausencia , porque si tal hu-
biera sucedido, y el auseqte po hubiera
dejado procurador , no podría á sp vuelta
valerse del beneficio de la res|itqcjpp en
l>ena de su abandono y de su mala Té. tyalja
fundamento esta interpretación en la ley
1< , tít. 23  , Parí. 3 , que al hablar de
los ausentes por causa de los estudios ó ro-
mería, dispone que, si se ausentaren después
de  comenzado el pleito y dejaren procurador
que los defienda coa celo , no podrán á su
vuelca alzarse de la  sentencia que recaiga;
pero que si el procurador muriese antes de

(1) Leves 1Q y 11, l l i ;  Z, P»rt. J.
TUMO in.
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APELACION.<38
do las dispoRciones convenientes para
que se verifique con toda solemnidad , y
obtener una completa certeza de que ba
llegado á noticia de los interesados , ó de
sus  representantes . creemos que no pue-
den ocurrir los impedimentos anteriores
que acabamos de examinar.

Otra cuestión puede suscitarse y es,  si las
leyes de Partidas que hemos citado , se ha-
llan vigentes ó han sido derogadas por las
de la Nov. Recop. que establecen, sin hacer
diferencia alguna, el término fatal de los cin-
co dias para interponer la apelación. Ortiz
de Zúfiiga (<) al hacerse cargo de esta ma-
teria se  espresa en los siguientes términos.
«Estos privilegios, reduciéndolos á su verda-
dero valor, y sin la exajeracion que suelen
dispensar los autores, se reducen en reali-
dad al ejercicio de la restitución in inte-
grum ; mas no á una verdadera apelación
de la. sentencia, pues respecto de este re-
curso la ley vigente e s  la recopilada poste-
rior á todas las demas en que aquellos se
fundan.» No creemos que esta opinión ab-
soluta sea del todo exacta. Verdad es que
en la mayor parte de los casos de que se
ocupan los autores á que hace referencia
el pasage anterior, lo que tiene Ingar es la
restitución , pero hay algunos en que solo
se concede la facultad de apelar, y no pa-
rece que laley recopilada se haya propuesto
derogarlos. Esta no hace mas que sentar la-
regla, común y ordinaria, reduciendo el
plazo de los diez días á cinco, . pero sin to-
mar en  cuenta las circunstancias especia-
les que hacen que su curso se suspenda en
casos dados. Las leyes de Partidas que tra-
tan de ellos están vigentes en nuestro jui-
cio,  con la única modificación de que los
diez dias que entonces eran el plazo de-
signado para apelar queden reducidos á
cinco. Asi, pues , el ausente por causa del
servicio, pero cuyo procurador no le haya
defendido bien , y lo mismo el impedido
por un accidente improvisto, podrán inter-
poner por si la apelación en los cinco dias
en lugar de los diez que dice la ley de Par-

tidas, Acontar desde que cese su ausencia*
ó impedimento y tengan noticia de la se»--
(encía.

Otra de las causas qae los autores enu-
meran entre lasque suspenden el plazo do
la apelación es la menor edad; pero esta no
puede contarse en rigor en esta clase» per-
teneciendo mas bien á las restituciones in
in tegrvm,  á cuya admisión nuestras leyes
abren la mano con harta latitud. Los meno-
res de edad y todas las corporaciones qne
gozan de iguales beneficios, como el fisco,
iglesias, concejos, universidades y estable-
cimientos de pública beneficencia, tienen el
derecho de pedir restitución contra la sen-
tencia que les daña por el largo espacio d*
cuatro años , contados en los primeros desde
el día que cumplieren 25 años, y en los se-
gundos desde que se pronunció la senten-'
cia que les perjudica. Esta reclamación
pueden intentarla ante el inferior ó el supe-
rior, según la plaza; pero su beneficio esmaft
lato que él de la apelación, puesto que se
dirige á obtener la reposición del pleito al
estado que tenia antes de haber sufrido el
dallo el menor. No nos loca portento en es-
te lugar entrar en los pormenores que ten-
drán la amplitud y estension convenientes
en el artículo iMTnvcjM lare-
óavN. Véase.

Mas hace á nuestro propósito otro caso
sobre el cual guardan silencio nuestras le-
yes, á saber:* dentro de qué tiempo debe
apelar el heredero, cuando el vencido mue-
re durante el plazo señalado para entablar
este recurso. ¿Tendrá Solo los dias que fal-
tan, ó deberá gozar el término íntegro? ¿En
este caso ¿desde cuándo y cómo debe empe-
zar á contarse? He aquí las cuestiones que
tenemos que examinar para dar la compe-
tente solución á la pregunta anterior. A falta
de una disposición espresa y terminante, re-
curriremos al Derecho Romano, fuente y ori-
gen del nuestro, consultando al mismo tiem-
po las inspiraciones de la razón y la equi-
dad. En el Código lib. Vil,  til. 46. pár-
rafo 6. encontramos una ley que se ocupa
de este caso, y dice: Si vnus ex  litigaloribus
adltuc pendente appvlltilione de/unclus sil,  nont , DiMteteea Jadlr i t l .
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eleva esta máxima á h* categoría de dispo-‘
sicion legislativa, pues ann cuando el tras-
curso de un término trae consigo la pérdi-
da del derecho cuyo ejercicio regula, escep-
túa el caso en que muera dentro de él tapar-
le interesada (<}. Dado este supuesto se  sus-
pende su corso y no vuelve á correr contra

' sus herederos hasta que venza el concedi-
do para hacer inventario, ó deliberar.

SECCION V.

ANT8 Q01U1 T PARA ANTE QUIEN DEBI  APILARSE.

Para que el recurso de la apelación pue-
da progresar, dando entrada A la segunda
instancia, no basta que la sentencia sea por
su naturaleza apelable, ñique la persona
que lo entabla tenga la facultad de inten-
tarlo, ni que haga uso de ella dentro del
término legal; es  necesario también que se
interponga ante el juez y para ante el tribu-
nal competente. Estas dos condiciones han
dependido siempre de la organización judi-
cial establecida, variando en todos los paí-
ses, según se ha ido aquella reformando. En
los primeros tiempos de la monarquía , en
que los jueces no tenían otro carácter que
el de delegados ó comisionados del monar-
ca, todas las apelaciones iban directamente
al rey. Luego que se establecieron alguna»
gerarqufas judiciales , las apelaciones po-
dían llevarse del inferior al superior en
grado, quedando sin embargo abierto el ca-
mino para elevarlas desde luego al sobera-
no. Las primeras leyes que consignaron en-
tre nosotros el principio de que toda apela-
ción dehe precisamente interponerse ante
el inferior que dictó el fallo y para ante su
inmediato superior, fueron las de las Parti-
das, las cuales ordenan que «agraviándose
alguno del juicio que le diese su juzgador,
puédese alzardel, á otroque le sen mayoral,
subiendo de grado en grado todavía del
menor al mayor, non dejando ninguno entre
medias (2).» Mas á renglón seguido de haber

rteidwtm lawtam temporil haredes ejus he-
beant, ted etiam olioi qvator mentee. Si an-
iel» «d deiiheralíonem hareditatis certum tem-
putindulgelur, poetlapsumejiu temporil, qua-
fuer meneium numerabiiur epatium: ne iqno-
rantee negotium , vil etiam tuper adennda
Arredílate debitantes priuiquam aliguodcom-
modum senlianl, damnit affici compellantur.»
Esta ley, de acuerdo con la equidad, no solo
otorga al heredero ún plazo para interponer
la apelación, sino que dispone que si no hu-
biera trascurridoel señalado para deliberar,
no se empiece A contar hasta que baya es-
pirado. La razón es muy obvia , y la misma
ley la indica; es menester otorgar al here-
dero un plazo suficiente para enterarse de
la fortuna y negocios del difunto, a fio de
que con conocimiento de cansa pueda arre-
glar su  conducta, y resolver loque le con-
viene hacer. Adoptando, pues , el espíritu
de esta disposición- y concillándolo con las
demás que rigen sobre la materia, opinamos,
que el  vencedor debe hacer que se notifique
al heredero ta sentencia, para que no pueda
alegar ignorancia; y que el plazo para ape-
lar, no se empiece A contar, sino desde que
baya espirado el señalado para hacer inven*
tarjo, ó deliberar. En el caso que estos pla-
tos hubieran ya pasado al tiempo de hacer-
le la notificación, el término empezará á cor-
rer desde este di*. Asi viene á concillarse
el que el heredero pueda enterarse del es-
tado de la herencia, y calidad del negocio
que se ba ventilado, con las reglas y máxi-
mas comunes que rigen en la materia de
apelaciones. La ley 28, til. 23, Part. 3,
aun cuando solo habla de las acusaciones
criminales, parece estar redactada bajo la
imprestoá y espíritu de estas ideas. En el
caso que muera el acusado, y la sentencia
de que se  alzó sea contra sus bienes, sus he-
rederos tienen qne seguir la alzada, si quie-
ren heredar; mas si el muerto es el acusador,
entonces la ley concede á sus herederos el
plazo de cuatro meses ademas del que
correspondía al finado, á fin de que entera-
dos del estado de sus negocios, puedan pro-
ceder con acierto A seguir ó renunciar la

Apelación. El reglamento del Consejo Real Arl .  273 Re; l .  de 30 de diciembre de IMS .
Ley i* , U i t3 ,  Tari. 3.
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APELACION.<40
establecido el principio, ponen la escepcion
admitida entonces en todas las legislaciones,
de que si alguno quiere luego tomar la pri-
mera alzada para el rey , antes que pasase
por los otros juecés , bien lo puede hacer,'
cuya escepcion. ampliada bn tiempos poste*
rioresá los tribunales presididos por el rey.
fue motivo de perturbación en el órden ju -
dicial. Los Papas , a imitación los reyes,
quisieron también tener el conocimiento
de todos los negocios eclesiásticos, y al
efecto dictaron varias disposiciones pa-
ra que se  puede apelar para ante ellos,
sus legados á lalcre y nuncios , omisso
medio; basta que en el concilio de TrenlO se
restableció el principio, de que las apelecio-
nes se interpusieran gradatim, ó cómo dice
la ley de las Partidas, «subiendo de grado
en grado del menor ál mayor, non dejando
ninguno entre medias.» La escepcion que
esta misma ley establece y las que se  hicie-
ron después á sil sombra , todas han des -
aparecido con la organización actual de los
tribunales, en la cual solo aparece el rey
como raíz de toda jurisdicción y única fuen-
te de clemencia.

El principio es, como sé ve, claro y pre-
ciso; pero su aplicación no deja de ofre-
cer alguna dificultad, cuando son en gran
número los fueros especiales y privilegia-
dos, y cada uno tiene su órdeu jerárquico
de tribunales ; puesto que debe conocerse
primeramente, quienes soh los jueces infe-
riores competentes en cada negocio dado,
para poder determinar después quien es  el
tribunal inmediato superior. Semejante es -
tado de cosas existía entre nosotros hace
poco tiempo, pero las últimas reformas no
solo han reducido mucho el número de fue-
ros privativos y privilegiados, sino que han
constituido á muchos superiores en centro
de varias jurisdicciones, mejora importantí-
sima que prepara el tránsito á la reducción
definitiva de los fueros especiales al núme-
ro que aconsejan los mas sanos principios.

Sentadas estas ideas generales, vamos á
determinar ios jueces ante quien deben hoy
intentarse las apelaciones y los tribunales
para ante quienes deben interponerse

Corresponde conocer á las audiencias de
las apelaciones que se interpusieren de ln
sentencias ó providencias apelables que den
los jueces de primera instancia de su terri-
torio en los negocios ordinarios, inclusos
los relativos al real patrimonio , correos y
minas de que conocían no hace mucho tri-
bunales especiales (< ): de las que pronuncien
los tribunales de comerció ó jueces de pri-
mera instancia en sú defecto en los asuntos
mercantiles (2), y de las tjue dicten los ár-
bitros en materia civil ó comercial (3).

En los asuntos contencioso -administrali-
tivos. inclusos los de minas, deben interpo-
nerse las apelaciones de fas sentencias de
los consejos provinciales para ante el Con-
sejo Real . ésceptolas que pronuncien en loa
negocios de cuentas municipales, que han
de hterporterse para ante el tribunal Ma-
yor de Cuentas á quien corresponde so co-
nocimiento (4). T ambien deben llevarse al
Consejo Real las apelaciones de las senten-
cias que dicten los consejos provinciales en
los pleitos sobre indemnización á los parti-
cipes legos en diezmos (5).

En los asuntos de la Hacienda pública
de qué conocen las subdelegaciones de ren-
tas, irán las apelaciones de las sentencias
que dictaren en lo contencioso- administra-
tivo al Consejo Real (6): en materia de cuen-
tas y sus incidencias al tribunal Mayor de
Cuentas (7), y de lo demag á las audiencias
territoriales (8).

En el fuero de guerra debemos distinguir
los negocios civiles y de estrangería, cuyo
conocimientó corresponde á los juzgados
generales , de los que conocen privativa-
mente los juzgados especiales y privilegia-
dos de artillería, ingenieros y alabarderos.

1 TO Art. n .  I . *  Reflatnenlo provisional. Bel l  dedea de
S» de setiembre de <836 Orden del Regente de 9 de se-
tiembre de 1841. Real oeereta de 17 de octubre de 1845.
Lev de «1 de abril de 1149.

<*i ArL-1180 OdlKO de coroerelo.
(3 Lev 4. t i l .  17, Lib. 41, Sov. Rec.  Art- SSÍ. Ley de En-

juiciamiento
|4) Ar t .  109. ley de 8 de enero de 4848. Art.  19. ley de

S de abril de 1843. Art .  70. reclámenlo de 1." de oelnhre
de 1845. Ar t .  1.  re elamento de 10 de diciembre de 1940;

' lev de 11 de abril de <819.
Art.  4, ley de to de mina de 1946. Art. 4 ,  inatroe-

einn de M de maro de 1*40.
(61 Art. 9. realamento de 30 de diciembre de 4040. '
("» Art. 3.* Real eédnta dé lo  de noviembre de 098.

Real  orden de 58 de enero de 1Í3H.
(9> Rea! orden de i 3 de mar ode035y )a«  que refiere.
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APELACION. U<
diente á guerra , las apelaciones que se in-
terpongan de las decisiones que en la vía
judicial dictaren los juzgados de las inten-
dencias ú ordenaciones militares, deben ser
también para ante el Tribunal Supremo de
Guerra y Marina (1).

En el fuero de marina hay apelación de
las sentencias que en los asuntos civiles y
de Hacienda de su competencia dictasen los
comandantes de provincia para ante los ca-
pitanes generales del departamento (2).

Viniendo ahora á los negocios propios
de la jurisdicción eclesiástica, vamos A
permitirnos esponer algunas consideracio-
nes generales.

El fuero eclesiástico tiene también esta-
blecido su órden gerárquico de tribunales,
donde se  resuelven y fallan hasta obtener eje-
cutoria los negocios que son propios de su
competencia. Nacidos unos de la misma
esencia é índole de la institución de la Igle-
sia, han pertenecido siempre y no pueden
menos (íe pertenecer á su especial y priva-
tivo conocimiento. Esta sociedad, fundada
pára un íin eterno, espiritual y divino, ne-
cesita como todas ejercer las facultades,
atribuciones y jurisdicción indispensables
para mantener el orden, conservar las cos-
tumbres, y realizar el grandioso objeto de su
instituto Foresta razón nadie ha disputado
jamas sli esclusiva competencia para enten-
der en los asuntos que versan sobre la pu-
reza del dogma y de las costumbres, sobre
el cumplimiento y solemnidades de los sa-
cramentos y sobre losdelitos eclesiásticos de
apostasía, heregía , simonía y violación de
votos. Pero hay otros que entran en laclase
de temporales, que alaben á los intereses
privados que los eclesiásticos no pueden
menos de tener como hombres, sobre los
cuales la Iglesia no conoce en virtud de un
derécho esencial é inherente A su naturale*-
zii, sirio por concesión de los príncipes, de-
bida á su munificencia, á su piedad y A los
serviciós que es preciso confesar ha pres-
tado esta institución en favor del Estado.

Las apelaciones de las sentencias que pro-
nuncien los capitanes ó comandantes gene-
rales con acuerdo de su auditor, deben in-
terponerse para ante el Tribunal Supremo de
Guerra y Marina ( I ) ,  así como las de los
autos y providencias que las justicias ordi-
narias dictasen en autos de inventario de
militares difuntos, como delegados dé la
autoridad militar (2). De las que se  interpu-
sieren de los juzgados inferiores de artille*
ríaé ingenieros, debe conocer el juzgado ge*
ñera) establecido en Madrid, que es uno
mismo para ambos fueros (3); lo cual sub-
siste sin embargo de los reales decretos qué
establecen que conozca el TribunalSupremo
de  Guerra y Marina en grado* de apelación
de todos los negocios contenciosas que cor*
responden en primera instancia A los capi-
tanes y comandantes generales de las pro-
vincias y departamentos y demas jefes mi -
litares con acuerdo de sus asesores (4). Las
sentencias que dicta el juzgado especial de
alabarderos no tienen fuerza de tal, ni pue-
den publicarse si no obtienen Antes la apro-
bación de S. M. con arreglo á ordenanza , y
para conciliar en lo posible los trámites de
la antigua legislación con el derecho de ape-
lar de  la sentencia que ai agraviado otorgan
las nuevas leyes, se ha establecido por con-
venio celebrado con fecha 10 de abril
de 1839 entre el ministerio de la Guerra y
el Tribunal Supremo de Guerra y Marina,
que en la real órden en que se apruebe lá
sentencia dictada por el juzgado de alabar-
deros , se autorice á este para otorgar lá
apelación que proceda y se interponga en
tiempo y forma para ante el referido Tribu-
nal Supremo (5).

En los asuntos concernientes A la Ha-
cienda militar sobre contratas , fábricas,
hospitales, armamento . vestuario y equipo
de los ejércitos sueldos y domas correspon-

dí* Art. 8, t i l .  1 .  mt .  «, Ordenanzas jeneralea del
ejército. Art.  12. Ocal decreto de 1831: Art. 7 ,  Real de -
creto de 31 de lulio de 1833: Art. 4. Decreto de lea Cór �
tHii*  1 .® de junio de 1819 restablecido por Real decre-
to de 30 de setiembre de >830.

í9  Art.  0 al fin. t i l  11, trat. 8 de dicha* ordénenlas.
''SI Art.  93. Reglamento 11, Ordenanzas de artillería:

Art 93. reglamento 10. Ordenanzas de Ingenieras.
< 4’ Art. 4 ,  Decreta de las Córte* de 1.® de junta de

181i antes citados v los anteriores.
3 D’cho convenio. e«ro �;.*

■ I '  Art. 8 d<-| Real decreta de 31 de lu'io 1835.
(2' Arta. 4 j 33, t i l .  i ,  ordenanza* de matricula de mar

de 19 de agosto de 1801.
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Movido el poder temporal de  estas razones
de consideración y deferencia, deseando
ademas realzar el decoro de esta clase Lene*
mérita, le otorgó el  privilegio de que sus  tri-
bunales entendieran en  los negocios de los
clérigos, ensanchando la esfera de su  fuero
primitivo. Pero como el origen de estas con-
cesiones era humano y voluntario, he  aquí
que, variadas las circunstancias políticas y
sociales, ha podido ser conveniente restrin-
gir la demasiada amplitud que un día se le
dió, y coartar sus  atribuciones Con arreglo
á lo que demandan las nuevas necesidades,
las exigencias y aun las preocupaciones de
la época.

Consignados estos  principios generales, el
tribunal de  primera instancia en  el fuero ecle-
siástico es  el délos  obispos, quienes entien-
den de los negocios judiciales por medio de
su  provisor ó vicario. De las sentencias que
dan hoy apelación para ante el metropolitano
respectivo (4), el cual tiene constituido uno
ó mas vicarios generales para conocer de
ellas» En arzobispados muy grandes» como
el de Toledo, suele el metropolitano consti-
tuir para el mejor y mas pronto despacho
de  los negocios, dos ó mas vicarios en cier-
tos puntos á donde vayan las apelaciones
de  las diócesis que señala, los cuales son
para ellas e l  tribunal competente de  alzada.
Así en el primado de Toledo hay un vica-
rio en Alcalá, y otro en  Toledo, que tienen
sus territorios demarcados, de  cuyos fallos
se apela para el tribunal de la Rota, que  es
el superior en este fuero. Hay que adver-
tir que en los negocios eclesiásticos no  ri-
ge  la restricción que en los civiles , en  los
cuales no  se  puede apelar mas que  una vez,
y suplicar otra, quedando concluidos con
tres sentencias conformes ó no;  antes bien
en sus tribunales se permite apelar indefi-
nidamente , hasta que se consiga obtener
tros fallos conformes. Délas sentencias que
los metropolitanos dieren como ordinarios
en primera instancia se apela directamente
al tribunal de la Rota, asi como también de
los obispados de Oviedo y León, que tienen

( I )  Concilio de TrctHo Scss. 21,  ca¡». 20, He reforma!.

este privilegio dé  exención, y por eso sé  Hi-
mno obispados exentos. Conoce también e!
tribunal de la Rota , por apelación en ter-
cera instancia, de  los negocios que en  la  se-
gunda deciden los metropolitanos , y si no
se consigue con su fallo la conformidad
puede apelarse para ante la misma , hasta
tanto que se consiga (I) .  A la misma van
también las apelaciones y recursos que  se-
¡interponen de  la vicaría general del ejér-
cito (2).

En el fuero eclesiástico existe también
otro tribunal superior, á saber : el tribunal
de las Ordenes, que lo es de alzadas para
los negocios eclesiásticos del territorio com-
prendido en  su  demarcación. No  es  este el
lugar oportuno de  esplicn  con detenimien-
to el origen, progreso y vicisitudes porque
ha pasado la jurisdicción de este tribunal
superior; bástanos saber que,  privado de  la
personal y temporal contenciosa que nndia
ejerció, se  halla hoy limitada á los negocios
eclesiásticos de  las iglesias establecidas en
el territorio de las cuatro órdenes militaros.
En él existen tres obispados prioratos , de
cuyas sentencias se apela para el consejo,
en  e l  cual se  ven en  segunda y tercera ins-
tancia. Estos obispados son el  priorialb de
Uclés, el de  san Marcos de León, residente
en Llerena, y el del abad de Alcalá la Real.

También van al mismo las apelaciones
que se  interpongan de  las sentencias que
dictáronlos administradores de  las encomien-
das en los negocios que  aun están reserva-*
dos. á su  jurisdicción (3). '

Del tribunal de  las Ordenes se  apela para
la Rota, como único tribunal de  apelaciones
últimas en  estos reinos en  lo perteneciente
á la jurisdicción eclesiástica sin escepcion.
según declara la ley 4,  l ít.ñ, lib. i ,  Nov. Rec.

No nos resta hablar mas que de  los dos
tribunales de  cruzada, subsidio y estusado
y de la colecturía de  espolios y vacantes,
cuya importancia ba  disminuido infinito en
nuestros dias con los trastornos y variacio-

(1) Leyes 4 y 6, til.  4, lib. 9, Rcc. y la v>la B,
lev i ,  tii.’ó. lito. Id. id.  Real cédula de 6 de labrero do
1ÑO.

(2, Ley 4. t i l .  5,  lib. 2 ,  Nov. Rec.
i.3/ Real orden de 5 do julio de 1S47.
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n a implorar su protección, admitirá la alza-

da. En  el día, hallándose mejor organizada
la administración de justicia , no creemos
posible que exista un caso en que tengan
aplicación las leyes de Partida. Los de au-
sencia ó impedimento se hallan previstos
por el legislador que provee de persona que
ejerza la jurisdicción interinamente; de mo-
do que funciones tan necesarias y augustas
jamas oslan paralizadas. El  de temor justo
tampoco es factible: ningún juez abusaría
de tal modo de su autoridad, n i  tiene hoy
los mismos medios que en otros tiempos
para imponer á los litigantes, y retraerlos
con motivo fundado de producir ante él la
apelación. Pero si tal cosa sucediese, creé-'
mos que podría el  apelante introducir des-
de luego el recurso ante el superior, siem-
pre que fuese dentro del término legal.

Pero ¡deberá el apelante determinar en
su apelación el tribunal ad guem , ó bas-
tará que diga que lo hace para ante el su -
perior competente? A primera vista pare-
ce que , siendo la apelación un llamamiento
que hece el vencido -á un  nuevocombate ju-
dicial, debe manifestar al vencedor el terre-
no áque  lo cita y el tribunal que ha de en*
tender en la contienda. No baste que la ley
lo tenga determinado, el apelante, que re-
presenta el papel de actor y no debe dejar
duda en el ánimo del apelado sobre este
particular tan importante.

Las leyes de Partidas previeron varios
casos, en los que el apelante no intentase su
recurso para ante él inmediato superior
competente, disponiendo que si la apelación
sé interponía para ante un  tribunal de igual
grado al que sentenció en primera instancia,
ó para ante uno superior, pero incompetente,
no por eso fuese nula la apelación, sien que
esta se llevase al tribunal competente. Mas
si  el apelante interponía el recurso para an-
te un juez inferior a) que dictó lasentencia
ó providencia apelada , en este caso decla-
raron que se tuviese por nula. La  práctica
que se sigue sobre esté punto es, ó especi-
ficar en la apelación el  tribunal para ante
quien se apela, ó espresar genéricamente
que el juez) admita la apelación que se- ia-

■es que han ocurrido en los bienes y rentas
de las iglesias, y, en el modo de proveer á
lamanutencion y subsistencia.

De  los negocios de cruzada conocen en
primera instancia los subdelegados que
nombra el  comisario general en las dióce-
sis. y de sos sentencias se apela para ante
el tribunal de cruzada existente en Ma-
drid ( i ) .

El  tribunal de la  colecturía de espolies y
vacantes reside también en la corte, y A él
deben traerse las apelaciones que se inter-
pongan de los juzgados de los subcoiectores
de los obispados (S).

Conocido el juez inferior y su inmediato
superior, el apelante debe, según dijimos al
principio, interponer la apelación ante el
juez ó tribunal á gw, y de ningún modo an-
te el tribunal od quem (3).

El  fundamento de esta disposición es
moy claro y comprensible. No  teniendo e l
juez conocimiento de la  introducción de este
recurso, podría seguir adelante en el  pleito,
y llevar á cabo su sentencia, no consiguién-
dose por lo mismo uno de los objetos prin-
cipales del apelante, que es paralizar y sus-
pender la jurisdicción del inferior.

Las leyes departidas se ocupan del caso
en que por miedo al juez inferior y recelo
de esciiar su enojo, no conformándose con
la providencia que dictó, no se atreve el l i -
tigante á producir la alzada ante él, ó no
puede tener lugar por impedimento ó au-
sencia del juez. Cuando tal cosa sucediese,,
le autoriza para interponerla ante hombres,
bqenos. Heyia Bolados añade (4.) que ppdrá
también verificarlo ante el escribano, á fin
de teopr un  medio de hacer constar ante.el
tribunal superior quepor su parte «cumplió
en cuanto le era dable con ios preceptos le-
gales. Si aun por temor al juez no se atre-
viese tampocp á dar este paso, podrá desde
luego introducir el recurso ante el supe-
rior, quien probad* la  justa causa qup obligó

Ley 1 y 9,  llL I I ,  Lib 9,  Wov. Mee.
m Ley 9,  Ut.1B.l4b. 1 ,  Hov. Btc.
(3) El  qne «lesee Iniitulree mee i feudo de los »*un-

U»  Me  oompeiM4 lM  jaece» ó iribanelea oo primera ina-
tMcía, cuya» sentencia» aoá apelable» p»ra ante lo» *u -
perioret 4 aupremoa que dejamos «eüelado», puede ver loa
arUeulo» COMPETENCIA. FUEROS.

<4i Curia filípica.
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APELACION.U4
terpone para ante el tribunal competente,
sin que la omisión ó equivocación en de-
terminar el tribuna! adquem , lleve nunca
consigo la pérdida ó nulidad del recurso.
Si sucediera . el caso de que se recur-
riese, ó de que subiesen los autos ante un
superior incompetente y ante él se perso*
nase el apelante á mejorar la apelación, lo
que debe hacer aquel y se practica es, man-
dar que la parte acuda donde corresponda,
y que se devuelvan los autos al inferió de
quien proceden.

SECCION VI.

EN QUE FORMA DEBE INTERPONER LA ABELACION.

Nuestras leyes, acordes con las romanas,
no han sido muy esplícitas ni severas en
punto á las formalidades que deben acom-
pañar las apelado,nes, admitiendo que pue-
dan hacerse, no solo pop escrito, sino tam-
bién de viva voz ( | ) .  La apelación verbal. lo
mismo en Ronja que entre nosotros, solo
tiene aplicación al tiempo dp publicarse 1
sentenciq, ó en el acto de su notificación,
de modo que si la persona á quien se hpce
saber, contesta en el momento, ape¡a, el es-
cribano debe hacerlq constar, y semejante
apelación se considera legítimamente intro-
ducida. y produce todos sus efectos legajes.
Pasado este acto solemne, la parle qup
quiepq apelar, y no puede hacerlo verbal-
mente, sino que debe presentar un escrito
ai juez que entendió del pegocio. manifes-
tando su intención de recurrir al tribuqal
superior competente, para que reforme aque-
lla sentencia qqe injustamente le perjudica
ó le causa agravio en sus derechos. Es Je
escrito debe tener ciertos requisitos, si bicq
repetimos que nuestras leyes son bastanje
parcas y diminutas al espresar cuántos y
cuáles han de ser. Pero la misma ra?on
dicta que son indispensables, por lómenos,
la indicaciop de la persona que apela, con-
tra quién, en qué negocio y de qué senten-
cia, de qué juez y para aqle qué tribunal. Si

( i !  Ley 99 , t i t .  93 ,ParL3,  Art.  95, Ley de <0 de enero
de 1831.

faltara alguna de estas circunstancias, e l
acto quedaria incompleto ó indeterminado,
no pudieudo llevarse á efecto por carecer
de términos hábiles para la ejecución. Como
ya manifestamos anteriormente y ahora es
ocasión de recordar, no está obligado el l i -
tigante á espresar los agravios que le irro-
ga el fallo del inferior; basta que diga que se
los causa, usando sin embargo de palabras
decorosas, que no injurien ni rebajen e l
prestigio de la autoridad judicial (1). Tanto
este acto de apelación, como el de su notifi-
cación puede hacerse de procurador á pro-
curador: es decir que el procurador que s i -
guió el juicio en primera instancia está fa-
cultada para apelar, asi como la notificación
que de este acto se le haga, es legítima y
valedera. Semejante facultad es consecuen-
cia inmediata del principio que hemos adop-
tado del Derecho Romano, por el cual la re-
presentación del procurador no cesa con la
sentencia definitiva, sino que, considerándo-
se todavía dueño del pleito , conserva la ca-
pacidad suficiente para interponer apelacio-
nes. Los códigos módernosque se han publi-
cado en Europa últimamente son mas cir-
cunspectos y mirados en este punto, pues no
solo han desterrado el uso de la apelación
verbal, sino que exigen en el acto que le dá
fuerza judicial ciertas formalidades de esen-
cia, entre las cuales se cuenta la de qoe
no valga la notificación hecha al procurador,
sino que debe hacerse á la misma persona
del litigante, ó no pudiendo ser habida , en
su domicilio jurídico.

Entre nosotros disputan los prácticos s i
es permitido apelar verbalmente de las sen-
tencias interlocutorias, á la manera que to
es de las definitivas, ó se  exige como requi-
sito necesario que se  haga por escrito. De-
fiende esta última opinión Hevia Bolaftos,
añadiendo, que ademas deben espresarsc
los motivos de agravio que impelen al liti-
gante á valerse de este recurso, salvo
únicamente en aquellas que tienen fuer-
za de definitivas. Aun cuando este autor no
alega razón alguna, hay á su favor un ar-

(1) Ley M id. id.
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APELACION. US
recurrir á las leyes comunes; asi como sien
estas no encontramos tampoco la resolución
que deseamos, acudiremos á los usos y cos-
tumbres recibidas en el  comercio. Ahora bien ,
limitándose la ley mercantil á admitir el
principio de la apelación , regulándolo en
ciertos casos y procedimientos, en todos
aquellos sobre los que nada diga , debe apli-
carse el derecho común. De  este modo que-
da resuelto nuestro caso, pues no diciendo
nada sobre el modo de introducir el recurso
de  alzada, se sobreentiende que debe regir
el mismo que en los pleitos civiles. En con-
firmación de este juicio podemos citar lo
dispuesto para lasmaterias administrativas,
en las cuales, no queriendoel legislador que
se usara la apelación verbal , ha tenido buen
cuidado de  mandar terminantemente que se
baga por escrito , y se notifique al apelado
por cédula deugier (1). Conoció claramente
que su silencio sohre el particular se hubie-
ra entendido é interpretado como la volun-
tad de que se aplicara á estos negocios el
derecho hasta ahora reconocido y vigente.
Tenemos, pues, que en el día solo en los
asuntos contencioso- administrativos está
mandado que la apelación deba hacerse por
escrito, y con mayores formalidades que en
los demás ordinarios. La notificación debe
hacerse por cédula de  ugier, es  decir, que
este funcionario deberá acudir á la casa-ha-
bi tac ion del apelado, dejarle copia del auto
y recoger firmada la cédula original, que se
unirá á los autos.

SECCION VII.

DE LOS EFECTOS DE LA APELACION Y DE SU ADMI-

SION.

La apelación produce por regla general
dos efectos, conocidos con los nombres de
efecto devolutivo y efecto suspensivo. Entién-
dese por el primero, la competencia de  ju-
risdicción que se atribuye al superior para
conocer del asunto apelado , y la cesación
consiguiente de la del inferior; y por el se-

guíñenlo poderoso é indestructible. Por de
coatado los autos interlocutorios que se  di-
ce  tienen fuerza de  definí tivos,  son realmen-
te verdaderas sentencias , y de consiguiente
deben contarse mas bien en este número, y
aplicarles los principios y reglas que ri-
gen en  aquellas. Pero en los autos verdade-
ramente interlocutorios es sabido que antes
de apelar debe preceder el acto de pedir re-
posición , porque estando en  las facultades
del juez el reformarlos , solo cuando se nie-
ga á ello, causa un agravio verdadero al li-
tigante, y le d¿ motivo fundado para alzar-
se. Es,  pues, visto, que debiendo preceder
esta formalidad, la apelación se ha de inten-
tar pqr escrito , y como al solicitar la reposi-
ción ó reforma del auto, se han de alegar
las razones convenientes para mover el áni-
mo del juez, y estas han de contener los
agravios y perjuicios que aquella irroga, la
opinjon de  flevia Roíanos es muy legítima
y fundada. Así es una práctica constante y
uniforme , pedir la reposición del auto inter-
locutorio, introduciendo la apelación subsi-
diaria para el caso en que aquella se denie-
gue. V. *EP<»sacioN.

Pasando del fuero común á los especiales,
la primera duda que se ofrece es  saber si
en los negocios mercantiles se halla admiti-
da la apelación verbal. El código , lo mismo
qi ie la leydc Enjuiciamiento, guardan un
absoluto silencio, dando lugar con él á di-
ferentes interpretaciones, Parócenos la mas
lógica y arreglada á los buenos principios
la que, sostiene la afirmativa ; y esto por una
razón muy sencilla y de constante aplica-
ción. Las leyes mercantiles , que crean en
verdad un derecho esccpcional, reconocen
sin embargo como base el común ócivil,que
abraza los principios y máximas generales
de justicia y equidad, que deben gobernar
las relaciones sociales. Este derecho con-
serva su fuerza y vigor en todo aquello
que no ha sido modificado por el código de
comercio, lo mismo que en aquellas materias
sobre que este guarda silencio. Es, pues,
una regla incontestable en la práctica , que
á falta de disposiciones especiales ó incom-
pletas en los asuntos mercantiles , debemos

TOMO IH.
U ■ Arl VU Ten! do 50 de diciembre de 1M*.
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regla admitida en las legislaciones modernas
y que el derecho romano esplicaba con esta»
palabras : taníum devolutwn , -quantum ape-
llatum. Es sabido que la apelación puede
interponerse de todos los estreñios y dispo-
siciones contenidas en la sentencia, 6 bien
limitarse á alguna ó algunas de sus partes,
consintiéndoselas otras por los litigantes (1),
en lo cual manifiestan claramente su inten-
ción de no atribuir al superior mas jurisdic-
ción que la que necesita para resolver los
puntos apelados. De aquí se infiere, que el
tribunal de alzada es absolutamente incom-
petente para decidir sobre reclamaciones
nuevas, ni sobre los particulares de una
sentencia que no han sido atacados por
ninguna de  las partes. La estension de la
devolución depende, pues, délos términos
en que se haya propuesto la apelación. Si
el apelante se contenta con decir qué se
alza de la sentencia por los agravios y
perjuicios que le ocasiona , sin espresarios,
no cabe duda de que su ánimo es atribuir
al juez superior el  conocimiento del negocio
entero. Y tampoco será bastante á variar es-
ta decisión, el que insista con mas fuerza en
uno ó varios de sus estrcmos , pasando á
examinar los otros con mas rapidez ó lige-
reza.
' Pero si el escrito de apelación menciona
esprésamente uno 6 dos de los capítulos que
contiene la sentencia, callando sobré los
demas, entonces solo respecto de aquellos
podrá entender el superior, habiendo adqui-
rido los restantes fuerza de cosa juzgada
por la aquiescencia de ambos litigantes. Es-
ta resolución es üna consecuencia precisa
del principio que han adoptado las leyes,
de permitir que una sentencia sea divisible
en varias partes, podiendo ser atacadas unas
y consentidas otras. Cuando estas estuvieren
de tal modo ligadas que la apelación de una
comprendiese implícitamente la de las de-
mas, bastará que el apelante use de este
recurso respecto de alguna, para que el tri-

¡ hunal conozca y decida sobre todas.
i Si se ofreciesen dudas entre los litigantes

gundo, la inejecución de lo mandado en la
sentencia apelada hasta que quede ejecutoria*
da. Ambosnacen de la misma esencia de aquel
recurso, y son una consecuencia natural del
objeto que por él se propone la parte conse-
guir. El litigante vencido en primera instan-
cia trata, para que se corrijan los erroresó in-
justicias que cree se han cometido en la sen-
tencia que le condena , de llevar y someter
á otro tribunal el conocimiento del litigio, y
de suspender durante esta nueva contienda
la ejecución inmediata de la sentencia ape-
lada. De aquí viene el llamar á estos efectos
naturales de la apelación, devolutivo y sus-
pensivo, los cuales si bien van unidos en la
generalidad de los casos, no faltan otros en
que procede y se otorga el uno sin el otro.
La ley y en sn defecto la jurisprudencia se-
ñalan y especifican los casos csceptuados de
la regla general; pero como para que real-
mente produzca laapelacionel efecto, defec-
tos que aquellas le atribuyen , es  necesario
que el juez la admita en los que proceda;
por eso tenemos necesidad de hablar pri-
mero de los efectos devolutivo y suspensivo,
según la ley y la jurisprudencia , y después
de la denegación ó admisión del recurso
por el juez.

1 . ’  Del efecto devolutivo.

El fin principal de las apelaciones es abrir
la puerta á una segunda instancia , elevan-
do el conocimiento del negocio al tribunal
superior, para que á virtud de la jurisdic-
ción que por aquel actosele atribuye, revea
el pleito , oiga á las partes , y confirme ó re-
forme la sentencia apelada. Por eso no hay
apelación admisible en toda clase de nego-
cios, que no proceda en el efectodevolutivo.
Pero si toda apelación atribuye al superior
competente jurisdicción para conocer de la
sentencia apelada , ¿se estenderá esta juris-
dicción á todo el pleito, á mas del pleito, ó
solo á alguna parte de  é l?  La regla es, que í
la jurisdicción del tribunal de alzada se es-
liendo á todos aquellos puntos comprendi-
dos en la apelación, y que no es  competen-
te respecto délos consentidos ó no apelados;
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APELACION. U7
sobre la ostensión de  los términosde la ape-
lación , el tribunal de alzada es  el único com-
petente para decidirlas.

Podrá suceder que la sentencia apelada,
aunque ventajosa en el fondo al apelado,
contenga alguna disposición que le sea des-
favorable: ¿cuáles serán en este caso las fa-
cultades del tribunal, si el perjudicado no se
queja? El derecho romano hacia una distin-
ción; si el apelado no comparecía, el juez
podía proveer ¡o que creyera mas justo , su-
pliendo su falta; pero si se presentaba en
el juicio y nada reclamaba, el tribunal no
podia enmendar por su autoridad los agra-
vios que el interesado mostraba no sentir (1).
Semejante distinción carece de fundamento,
y ni en la práctica ni en las leyes hallamos
rastro que acredite su existencia y observan-
cia entre nosotros. Porque á la verdad , si
solo los estreñios apelados son del resorte
y competencia de los tribunales de alzada,
no hay razón para hacer diferencia entre
ambos casos; tanto en uno como en otro se
ve su aquiescencia al fallo del inferior,
puesto que no ha querido utilizar el medio
que el legislador le proporciona de adherir-
se  á la apelación de  su contrario , para obte-
ner la enmienda 6 reforma de aquellos par-
ticulares que no le son favorables. Otro caso
enteramente contrario al que acabamos de
examinar puede ocurrir, á saber: que el fa-
vorecido por la sentencia apele sin embargo
para mejorar su posición , y que el condena-
do guarde silencio. Hevia Bolados lo resuel-
ve con suma sutileza á nuestro entender y
dá un consejo que tal vez aea saludable en
la práctica (2). Dice que, cuando uno apela
de la sentencia que es dada en sn pro , y
contra suyo, siempre diga en la apelación
que consienta en la sentencia en lo que es
en su favor, y en lo que deja de serlo y es
en su daño y perjuicio apela, para que en lo
consentido y no apelado , no se pueda por
el contrario, no apelando, pedir ni hacer re-
formación de la sentencia. De estas y otras
cuestiones parecidas tendremos que volver

á tratar en el capitulo do la apelación acato-
ría,  apreciando su valor verdadero, y á él
nos remitimos. Toda esta doctrina que
acabamos de espener con referencia á las
sentencias definitivas , tiene también apli-
cación á las apelaciones de las providencias
interlocutorias do cnalquiera especie que
sean,porcuya razón se limita la jurisdicción
del superior á decidir sobre ellas , reservan-
do al inferior la continuación y fallo de lo
principal.

Si el efecto devolutivo de la apelación
produce el resultado inmediato de  trasmitir
el conocimiento de lo apelado al tribunal de
alzada, consecuencia necesaria es  que cese y
termine la jurisdicción del inferior en todo
cuanto no se refiera á la ejecución de la sen-
tencia apelada ; porque no es posible en lo
legal que sean competentes dos diversos jue-
ces para conocer á un mismo tiempo de un
mismo punto litigioso. La suspensión de lo
sentenciado es un efecto distinto de la devo-
lución, como hemos indicado al principio y
espionaremos después , y por eso puede el
inferior conocer de la ejecución de la senten-
cia sin que por esto usurpe la jurisdicción
del superior.

Supuestas estas ideas , vamos ahora á es-
pecificar y señalar las apelaciones que solo
producen d efecto devolutivo.

En los negocios ordinarios, unos casos
están especificados en las leyes y otros es-
tan admitidos por la jurisprudencia por ra-
zón de analogía con los primeros.
■ Entre los especificados en las leyes se  ha-

llan.
1.* La apelación de la sentencia que re.

cae sobre cosa que no se pueda guardar , co-
mo sobre uvas, ó sobre mieses , ó sobre otra
cosa semejante que perece por tiempo (l ' .

2?  La que se  interponga de la sentencia
dada en los juicios sumarisimos de pose-
sión (2).

3.® La que se intente contra la senten-
cia de remate, prestando el ejecutante la
fianza oportuna (3j.

tu  Ley 99 .  l l lSO,  Hb . i l ,  Ñor.  Rec.
(9i  Ar l .  49, regí .  proT.
;#) Ley 19 , l i l .  Í 8 .  l ib. f ! ,  Roe. R« f .

(1} Ley wM. C. ,d t  appellal.
(9, Curia Pmpiv», V pan. páre. i, a j a . t t .
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La razón fundamental que han tenido las

leyes para que la apelación no  produzca en
estos casos mas efecto que el devolutivo es,
evitar el perjuicio que se irrogaría á los
litigantes de  no proveer con tiempo á la
conservación de  la cosa litigiosa , ó el que
sufrirla la parte á cuyo favor se ha introdu-
cido la  brevedad del procedimiento con la
paralización ó suspensión de lo mandado,
lo cual redundaría también en  daño de  la
causa pública.

La jurisprudencia ha estendido esta
doctrina á otros muchos casos en  que
obra la razón de  la ley, habiendo estableci-
do  algunos escritores prácticosciertasreglas
generales para conocer las apelaciones que
son procedentes en  el efecto devolutivo so-
lamente. El conde de  la Cañada dice , que
cuando, el agravio que se  cause por la sus-
pensión de  lasentencia sea de  consideración
para la parte á cuyo favor fue dada y trascien-
da á la causa pública , entonces solo de-
be  tener lugar la apelación en  el  efecto devo-
lutivo, Esta regla ha sido criticada como de-
masiado vaga y por tanto demasiado flexible,
por autorizar la arbitrariedad judicial en
favor de  los intereses menos legítimos, por-
que  si la apreciación del perjuicio que la
suspensión de  la sentencia pueda inferir á
las partes y al público, queda pendiente del
arbitrio del juez , no  cabe duda que se le
reconoce un  poder peligrosoque sin respon-
sabilidad podrá ejercer en  daño de  la justi-
cia. Otros escritores, deseando establecer
otra regla mas  precisa, dicen, que las apela-
ciones, bien sean de sentencias definitivas,
bien de  interlocutorias, soloson admisibles en
el efecto devolutivo en  los negocios urgentes,
cuya tramitación es  rápida y sumaria. Aun-
que mas práctica esta regla y también me-
nos arbitraria, puesto que no.es el juez,  si-
no la ley la que determina los negocios que
han de  tratarse en  juicio sumarísimoó su-
mario , no por eso creemos que es  cierta en
toda su estensión. En esos mismos juicios
sumarios, lassentenciasó providencias pue-
den apelarse, ya  por una parte, ya también
por otra , y es  sabido que las apelaciones que
interpone el litigante, á cuyo favor bá csta-

,ACION.
blecido la ley la brevedad del juicio, áóh
procedentes en ambos efectos. Supongamos
que en  un juicio ejecutivo y sumario por su
naturaleza , manda el juez que se prac-
tique tal ó cual cosa que paraliza el curso
legal del pleito ; y que el ejecutable á quien
perjudica lo  mandado , pide reposición déla
providencia, y negada, ínterponeapelacion;
no  habrá quien dude que esta apelación es
procedente en  ambos efectos, aunque recaiga
sobre una providencia dictadaen un  juicio su-
mario , y como tal argente, y es  la  razón, por-
que interpuesta por el privilegiado con el fin
de  que se deje espedito el  benefició que le
otorga la ley, no  debe tener aplicación en  su
daño el principio restrictivo , retardando el
curso breve del negocio y obligándole ¿ ha-
cer gastos innec esarios.

Otros autores práticos en  vez de  estable-
cer reglas generales han descendidoá espe-
cificar los casos en que la apelación es  solo
procedente enel efecto devolutivo* formando
largos catálogos en  cada materia y en  cada
jurisdicción.

Nosotros creemos qtie ,  para evitar desa-
collo de  la inexactitud que envuelve toda
regla general absoluta , y la fatiga de  pasar
revista en  cada caso á esos largos catálogos,
por lo regular incompletos también , lo  me-
jor de  todo es  tomar por guia las razones
que ha tenido la ley en los casos que espre-
sa y aplicar su doctrina á los demas en
que concurran circunstancias idénticas.

De  las sentencias dadas por el juez,  pro-
veyendo sobre la recolección de frutos, nos
da varios ejemplos laley recopilada, añadien-
do  , ó sobre cosa semejante que perece por
tiempo. Dentro deeste precepto están indu-
dablemente todas las providencias ósenten-
cias interlocutorias , cuyo objeto es  conser-
var las cosas litigiosas, en lo  cual debe su-

I ponerse están interesadas todas las partes;
como por ejemplo, las que ordenan el depó-
sito délos bienes del que muere abintestato,
ó encargan la  administración de  los mismos.
Siempre que la mora ó dilación pueda 5er
causa del deterioro ó pérdida de  la cosa ob-
jeto del juicio, la apelación de las providen-
cias que provean á su conservación , solo
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medio de  las fianzas que mandan prestar
á los favorecidos.

Finalmente, hay algunas apelaciones que
por razones especiales solo son admisibles
el efecto devolutivo; tales son la de  la sen-
tencia dictada por los árbitros ó arbitrado-
res con arreglo al compromiso en los casos
en que sea esta apelable , y la que se inter-
ponga de  la sentencia que aprueba ó confir-
ma el parecer unánime de  los contadores ó
partidores, siempre que en uno y otro caso
se preste por el favorecido la fianza oportu-
na (1).

En los negocios mercantiles hay también
varios casos especificados en las leyes,  en
los que la apelación soto produce el efecto
devolutivo. Están sujetas á esta regla en  la
via ordinaria las que se interpongan de  las
providencias ínterlocutorias en  que  se admi-
ta la recusación sobre cualquiera de las es-
cepciones dilatorias que se haya propuesto,
no siendo la  de incompetencia de  jurisdic-
ción ; en que se declara por contestada la
demanda; en que so reciba la causa á prue-
ba , ó se  conceda el término estraordinario,
y en que se deniegue la comunicación de
autos (2). En la via ejecutiva, las que se  in -
tenten contra la sentencia de  remate y provi-
dencias que se den para la venta y adjudi-
cación de  los bienes ejecutados y pago del
ejecutante (5) ; y en  los procedimientos so-
bre quiebras, las que se interpongan de
las sentencias enque se decidan: el artículo
de  reposición de  la declaración de  quiebra;
las pretensiones del quebrado sobre soltura,
ampliación de  arresto ó salvoconducto; las
reclamaciones contra los nombramientos de
los síndicos; sobre la aprobación del conve-
nio entre el quebrado y los acreedores y las
demandas de  los síndicos sobre devolución á
la masa de  las cantidades indebidamente sa-
tisfechas por el quebrado, y nulidad de  con-
tratosy donaciones hechascon lascircunstan-
cias que determinan los artículos 1,038,
1,059 y i , 040 del Código de  Comercio (4).

son admisibles en  el efecto devolutivo.
También nos  dan las leyes varios ejemplos

de sentencias dictadas enlósjuicios sumarísi-
mos y sumarios que  son apelables únicamente
en  el  efectodevolutivo. Estas sentenciasó pro-
videncias son siempre las que  protegen á par-*
te privilegiada, á la parte á cuyo favor se ba
instituido el procedimiento privilegiado, la
queordena, por ejemplo, restituirla posesión
al despojado , la que manda ir adelante en  la
ejecución, etc.,  no  las que se pronuncian en
contra suya , como la que declara que no ha
lugar al  interdicto de  despojo, ó á sentenciar
la causa de  remate. Deaqtií la regla , de  que
solo son apelables en  el efecto devolutivo las
sentencias definitivas ó ínterlocutorias que
en  estas especies de  juicios privilegiados se
dicten en  interés de la parte á cuyo favor se
han introducido. Por eso las apelaciones de
las providencias en  que se  manda despachar
mandamiento de  ejecución y demas del jui-
cio ejecutivo; las de  los autos ó sentencias
que se  dictan en  los juicios sumarios de  ali-
mentos, de  reclamación de  salarios por los
criados , de  honorarios ó derechos por los
abogados, ó curiales,.  e t c . ,  ordenando su
prestación ó pago , no producen legalmente
otro efecto que el devolutivo.

Fúndase esta doctrina, no solo en  la razón
délos casoseSpresos en  la ley, sino en  la razón
en  que  se  apoya la insti tucion de  los ju icios su-
marios. El fin que  el  legislador se  ha propuesto
ai ordenar que tales especies de  negocios ó
demandas tengan un  procedimiento rápido,
es, áno  dudarlo , queel  demandante obtenga
brevemente lo que solicita, si pide con ra-
zón. Nada mas opuesto á éste propósito, que
conceder á las apelaciones de  la otra parte
contra las providencias ó sentencias que pa-
ra la ordenación y terminación sumaria se
dicten, el efecto suspensivo conjuntamente
con el devolutivo; con arma tan terrible no
cabe celeridad, es imposible el  juicio suma-
rio , es un sueño el privilegio. Lo único
compatible con los derechos respectivos
de los litigantes es  , que la ejecución de
las sentencias apeladas no hagan iluso-
rio el resultado délas apelaciones justas,
á lo cual han provisto nuestras leyes por

p ) Leves 4 v 5, tit. 17 . lib. <4 . Nov. Rec.
(3) A rt. 590Je  y de Enjuiciamiento.
(3; Art .  399, id.
(4) Art. 39», id.
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. En los negocios contenciosos-administra-

tivos, en que la brevedad de los trámites es
una de las circunstancias inherentes á su  na-
turaleza, las apelaciones no  tienen en gene-
ral mas efecto que el devolutivo. Puede su-
ceder sin embargo que la suspensión se re-
comiende por equidad ó por motivos sufi-
cientesá juiciodel tribunal , y que este man-
deenlasentenciaquenoseejecute,siseinter-
pone apelación. Cuando asi se declare, pro-
cederá esta en ambos efectos, como diremos
después.

En los negocios civiles del fuero militarse
observan las mismas disposiciones y reglas
que hemos espuesto al hablar de los tribu-
nales ordinarios.

También se observan en el fuero eclesiás-
tico, aunque en este hay ademas algunas
sentencias ó decisiones que solo son apela-
bles en el efecto devolutivo, tales son las que
se dan sobre precedencias en las procesiones
públicas y otras de esta clase (1); ó sobre que
el administrador de una obra pia dé  la
cuenta de su cargo; ó sobre la colación,
elección , confirmación « prestación de  bene-
ficios, su constitución, exámenó reproba-
ción de los agraciados (2) ; ó sobré residen-
cia de  beneficios; Ó en ios juicios de visita
y corrección de  costumbres, si se procede
ostrajudicialmente (3) ;ó sobrecorreccion fra-
terna, no escediéndose en el modo, forma,
y sus circunstancias , y finalmente las sen-
tencias de escomunion, de  las cuales dice la
ley de  las Partidas que «tan gran fuerza
tiene la sentencia de  escomunion , que luego
que es  dada liga , lo que non facen las otras
sentencias; é esto es  en tal manera, ea maguer
se alce después de ella aquel contra quien
la dan , todavía finca ligado, fasta que sea
absuefto. »

§. 2 .a Del efecto suspensivo.

En el parráfo anterior establecimos como
axiomá, que toda apelacionadmisibleprodu-

cía siempre el efecto devolutivo; y ahora
añadiremos como regla general, que toda
apelación admisible produce también el  efec-
to suspensivo. El primero es el único que
puede darse solo , y por eso nos hemos
ocupado antes en determinar los casos en
que las leyes y la jurisprudencia conceden
á la apelación aquel solo efecto.

Fuera de  los casos especificados en el  pár-
rafo anterior ó comprendidos en las regias
allí establecidas, las apelacioneslas concede
siempre la ley en los negocios ordinarios en
el efecto suspensivo. Esta es  una de las con-
secuencias naturales del recurso, y uno de
los fines que se  propone el apelante que se
siente agraviado del fallo del inferior. Cuan-
do no existe una razón especial que haya he-
cho necesaria, equitativa ó conveniente la
ejecución inmediata del fallo , este debe
quedar en suspenso y las cosas objeto del
recurso en el mismo estado que tuviesen
antes de  que aquel se pronunciara. Una sen-
tencia , una providencia no consentida ó no
ejecutoriada es  en principio una decisión re-
vocable , y siéndolo no debe autorizarse su
ejecución, como no sea encausa privile-
giada.

De todo lo dicho se  infiere, que lasapela-
ciones procedentes que enlavia ordinaria se
interpongan, ya desentencias definitivas, ya
de interlocutorias, producen siempre el efec-
to suspensivo. En losjuicios sumañsimos, su-
marios y ejecutivos son también admisiblesen
ambos efectoslas apelaciones que interponga
taparte á cuyo favor se  ha introducido el pri-
vilegio por lasrazones que anteriormente de-
jamos espuestas. Lo mismo sucede en los
juicios de menor cuantía respecto á las sen-
tencias definitivas. Sin embargo, hay enca-
so dudoso para algunos que conviene exa-
minar con detención. ’

Es  una contienda no decidida todavía, la
de si las demandas ejecutivas que no  esco-
den de  dos mil reales, deben arreglarse á los
trámites marcados para todos los negocios
comprendidos en estos límites , llamados de
menor cuantía, ó si deben seguir el procedi-
miento propio de su naturaleza, que es  la vía
rápida d e la ejecución. Razones muy fuertes

(1 ) Concilio de Tronío see. 93 , e«p. 1J.
(9) Toodui. ib.  1 , canonicarutn , cnp.1t.
( Concilio de Trente iee. 91. cep, lo.
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legal de ser admisible la 'apelación de los
juicios ejecutivos solo en un efecto. Este
argumento, débil de suyo, lo es  mucho mas
todavía en boca de quien cree , que la ley
de 10  de enero ha derogado las especiales
á los pleitos ejecutivos en negocios de me-
nor cuantía , pues si esta derogación se en-*
cuentea en el art. 1 de la ley, todas las dis-
posiciones posteriores parten de esta base,
y se aplican á toda clase de demandas, sin
necesidad de mas repetición. Por otra parte
la redacción del citado art. 14  es bien ter-
minante: en todos los negocios que se sigan
con arreglo á dicha ley,  propuesta que sea
la apelación, se remitirán los autos sin dar
traslado, citando á las partes para que en el
término de 15 dias comparezcan á sostener
sus pretensiones ante la audiencia territorial.
No distinguiendo, pues, la ley, nosotros no de-
bemos distinguir. Pero ann cuando la ley de
menor cuantía no haya derogado las espe-
ciales que rigen en los negocios de naturale-
za ejecutiva, á cuyo estremo nos inclinamos,
si el demandante prefiriese el juicio que
marca h primera al juicio ejecutivo, es  nues-
tra opinión que la alzada produciría ambos
efectos , porque en el mero hecho de aban-
donar la vía ejecutiva, renuncia sus privi-
legios.

Hemos dicho antes que la práctica de
los tribunales es varia en cuanto al pro-
cedimiento que deban seguir las demandas
de menor cuantía que tienen por base un
documento ejecutivo , por cuya razón acon-
sejamos al abogado que procure conocer de
antemano la que se siga en el juzgado donde
ha de presentarla para atemperarse á ella, y
no empeñar ásn cliente en una cuestión teó-
rica todavía no resuelta con ; uniformidad.

La ley deEnjuiciamientoparalosnegocios
mercantiles sienta la misma regla que el de-
recho civil , de que son apelables en uno y
otro efecto las sentencias definitivas de los
tribunales de comercio, dadas en juicio or-
dinario, en los pleitos cuyo interés esceda
de tres mi) reales , ó de dos mil cuando se
ventilen ante los juzgados de primera instan-
cia. Respecto délas sentencias interlocu-
torias dadas en la vía ordinaria , detorroi -

APELACION.
apoyan ambas opiniones , aun cuando nos »
convencen mas las que abógan por el se-
gundo estremo; sin embargo, es el resultado
que en  muchos tribunales prevalece la opi-
nión contraria , y sin atender á la cualidad
privilegiada del crédito, seles comprende en
la ley de menor cuantía. De aquí nace la
cuestión quevamos á proponer. Se  sentencia
el pleito á favor del demandante , y el de-
mandado apela; ¿esta apelación se admitirá
en ambos efectos , ó; solo en el devolutivo,
como es. propio de  los negocios ejecutivos?
Ortiz de  Zúñiga opina (1) que aun cuando las
demandas ejecutivas de menor cuantía deben
sustanciarse con arreglo á los trámites que
prescribe la ley de 10 de enero de 1838 para
todos los pleitos do esta clase sin distinción,
la apelación, con todo, solo producirá el efec-
to devolutivo , siguiéndose la práctica cor-
riente en los demas pleitos ejecutivos de fa-
cilitarse testimonio ó compulsa á la parte
tetera para la vista déla segunda instancia.»
A pesar de la consideración que nos merece
este escritor, no podemos asentir á su pare-
cer. Porque salta desde luego á la vista
cierta contradicción que no se puede ha*
ror desaparecer fácilmente. Es induda-
ble que , ó bien la ley de 10  de enero
ha derogado, como pretende el  citado escri-
tor, las de  la Novísima Recopilación que es-
tablecen trámites especiales para todos los ne-
gocios ejecutivos, y en este caso deben atem-
perarse á todas sus disposiciones, ó subsis-
ten vigentes estas últimas, y entonces podrá
el demandante optar por la via ejecutiva. Pe-
ro seria absurdo , y por lo tanto fuera de las
facultades de nn  litigante, el hacer una com-
posición de  ¡as dos leyes , y seguir una has-
ta la sentencia , y desde ella en adelan-
te acogerse á la otra. La razón en que
se fonda el autor de la Biblioteca judicial es
sumamente débil , pues se limita á decir,
que aun cuando el art. 14  de  la ley de me-
nor cuantía previene la remisión de autos á
la audiencia , propuesta que sea la alzada,
como no espresa que esto deba entenderse
en todos los juicios, no derógala doctrina

(<■ Biblioltra iuii til. S, pág. <31.
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na la misma ley que produzcan ambos I
efectos ; las que provean sobre la incom-
petencia de jurisdicción; las que nieguen
la prueba ó el término estraordinario para
hacerla, y las que desestimen la recusa-
ción, ora por insuficiencia de la causa pro-
puesta, ora por no haberse probado bas-
tantemente (1).

En las quiebras procede también la ape-
lación en el efecto suspensivo ; en  las senten-
cias que se dieren sobre la calificación de la
quiebra, ora se haya declarado de primera,
segunda ó tercera clase. En los dos primeros
casos se pondrá al quebrado en libertad , si
estuviere todavía detenido. Tanto este como
los síndicos pueden apelar de la providencia
de calificación, siéndoles admitida la apela-
ción libremente en ambos efectos. Lo debe
ser igualmente en las sentencias dadas en
los pleitos que el quebrado ó los acreedores
muevan á los síndicos por los daños y per-
juicios causados á la masa por frauda, malver-
sación ó- negligencia culpable, cuyas accio-
nes se sustancian en ramo separado por la
viadel juicio ordinario., Lo mismo sucederá
con las demandas de nulidad ó de revoca-
ción de los contratos hechos por el quebra-
do en fraude de sus acreedores. Debemos ad-
vertir, para que no se crea que hay contra-
dicción entre lo que decimos aquí y loque he-
mos espuesto en el párrafo 1 , que la ley, tra-
tando de cerrar la puerta á los fraudes que
pudiera intentar, un comerciante al verse en
la deplorable situación de quebrar, ha de-
clarado nulos é ineficaces en si estos actos
ycoutratosdel quebrado, por solo el  hecho de
haberse realizado en un tiempo muy inme-
diato á la declaración de. la quiebra. La ley
ha establecido contra ellos una presunción
legal, sin admitir en contra justificación al-
guna. Los sindicos, pues , están autorizados
para entablar las demandas convenientes á
fin de que vuelvan á la masa común aquellos
bienes que se consideran distraídos mala-
mente en perjuicio de los acreedores. Natu-
ral es y conveniente que las sentencias que
recaigan sean ejecutivas, no produciendo

la apelación que de ellas se interponga mas
que el efecto devolutivo oomo hemos visto.
Pero hay sin embargo otros que la, ley con-
sidera válidos en sí, aunque faculta á los
acreedores para pedir su anulación ó revo-
cación, probando que han sido ejecutados
en fraude de sus derechos. Estas demandas
se sustancian é introducen en  los tribunales
compelen tes según las formas que rigen en  el
juicio ordinario siendo h apelación admisi-
ble en ambos efectos. Asi se  verificará ; i . °
en los pleitos que intenten los acreedores
para que se declaren nulas las enagenacio-
nes á titulo oneroso de bienes raíces hechas
en el mes precedente á la declaración de la
quiebra. T d Sobre las constituciones dótales
ó reconocimiento de capitales hechos por un
cónyuge comerciante á favordel otro en los
seis meses precedentes á la quiebra. Se  osee p-
túa el caso en que los bienes asignados fue-
sen inmuebles de. abolengo; ó lo» hubiesead-
quirido y poseído de antemano el cónyuge
en cuyo favor se haga el reconocimien-
to de dote ó capital ; porque entonces
hay un titulo real- que esduye toda idea
de que el reconocimiento pueda ser fraudu-
lento. 5.° Sobre confesión de recibode dinero
ó de efectos á titulo de préstamo que, he-
cha seis meses antes de la quiebra en
escritura pública , no se acreditare por
la fé de entrega del escribano , ó habién-
dose hecho por documento privado , no
constase uniformemente en los libros de
ambos. 4.® Todos los contratos, obliga-
ciones y operaciones mercantiles del que-
brado que no sean anteriores de mas de
diez dias á la declaración de la quiebra.
También son admisibles en ambos efectos
las apelaciones de las providencias que se
den en los pleitos que intenten los acreedo-
res con los síndicos á fin de que judicialmen-
te les sean reconocidos los créditos que la
junta de acreedores hubiese desechado:
igualmente que en aquellos en que alguno
se  oponga á la graduación acordada para el
órdeu en el pago. Lo mismo sucede en los
pleitos sobre tercerías de dominio de los
bienes de la quiebra , sobre agravios de las

| cuentas del depositarioó de los síndicos, óen<t) A?t. Ut. MU, de Eojuiciemleato.
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que le quede ya jurisdicción para declarar
si es  ó no procedente , y si se baila ademas
revestida de todas las formalidades que exi-
je el derecho para su validez. Semejantes
cuestiones toca resolverlas al tribunal supe-
rior, en quien radica la competencia y ju-
risdicción desde el momento en que una de
las partes provocó Inapelación. No se crea,
añaden, que son estas meras sutilezas, des-
tituidas de fundamento , é hijas de un denso,
irreflexivo de innovar: ahí estala legisla-
ción francesa , en la cual prevalece este sis-
tema , negando á los tribunales de primera
instancia la facultad de rechazar una apela-
ción notoriamente tardía , por haberse inter-
puesto después del término prescrito, ó del
todo nula por faltarle alguna de las solemni-
dades necesarias. El tribunal inferior queda
desposeído de la autoridad y competencia pa-
ra entender en un negocio desde el momento
de la apelación , la cual opera ipso jurelade-
volucion al superior, único que tiene facul-
tades para decidir si dicho recurso es ó no
admisible.

La opinión contraria es sin embargo la
cierta , atendidas nuestras leyes , las cuales
tienen también en su apoyo razones pode-
rosas. Porque, si bien, nada hay mas justo,
que el que produzca sus efectos una apela-
ción revestida de las formalidades déla ley ,
que la hagan aparecer como fundada, aun
cuando después no resuelve tal; tampoco ha-
bría cosa mas dura, y cruel que conceder la
misma virtud á un acto evidentemente nulo.
¿No es un principio innegable que lo nulo
es como si no existiera, qwd nullum teí,
nuUum producil effttclum? Y ¿á dónde nos
conduciría por otro lado esta libertad otorga-
da á los litigantes de paralizar por una ma-
nifestación cualquiera de su voluntad, fue-
ra de tiempo, informal tal vez ,  los efectos
de una sentencia? En vista de  estas reflexio-
nes,  y atendiendo á nuestro sistema de pro-
cedimientos, que difiere mucho del francés,
no cabe duda que el juez inferior puede y
debe rechazar la apelación interpuesta fue-
ra del tiempo legal , ó que carezca de los
demas. requisitos necesarios para su validez.
Esto no qnita al superior la jurisdicción

fia sobre Jas repeticiones contra estos por
haber comprado efectos de  la quiebra.

En los negocios conlencioso-administrati-
vos hay establecida una regla contraria á la
que rige en los asuntos ordinarios , á saber:
que las apelaciones de las sentencias de los
consejos provinciales no proceden ene!  efec-
to suspensivo. Esta regla, nacida de la natu-
raleza especial de  aquellas negocios, tiene sin
embargo una escepcion y es, en los casos en
que el consejo provincial mandare la suspen-
sión de la sentencia (l)-La ley ha dejado al
prudente arbitrio del tribunal la apreciación
de las circunstancias que en cada caso pue-
den aconsejar la suspensión del fallo , pues
habrá muchos en que no sufra por ello la
causa pública ni. la acción administrativa.
Sil embargo, esta apreciación del tribunal
inferior no es decisiva; devuelto el conoci-
miento de  los autos al Consejo Real, puede es-
te á instancia de parte revocar lo resuello por
el primero, mandando que se ejecute provi-
sionalmente la sentencia con ó sin fianza
prévia. Este procedimiento se ha importado
de Francia, en cuyos tribunales se  decide al
dictar la sentencia si es  ó no ejecutiva pro-
visionalmente, produciendo la apelación el
efecto suspensivo, siempre que no se decre-
ta la ejecución provisional.

g. 3.° De ladenegacien ó admition de la ape-
lación.

Dada la sentencia ó providencia y nolifica-
daá Las partes, la que se tiene por agraviada
interpone la apelación ante el juez que la
dicto, según acabamos de manifestar. ¿Pe-
ro tiene este juez autoridad para admitir ó
rechazar la apelación, y para declarar ade-
mas el efecto ó efectos que debe producir?
Esta es la primera cuestión que debemos
examinar.

Dicen algunos que , arrancando este re-
curso el conocimiento del negocio de ma-
nos del inferior, y trasladándolo al tri-
bunal de alzada , deben cesar desde este
momento las atribuciones del primero , §in

(i)  Alt  71,  Begt. de  1 o da « labre  delSÍV
TOMO IH .
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que le compele para conoccrdc la proceden-
cia de la apelación: puede conocer y decidir
sobre esto, revocando la declaración previa
del inferior, cuando contra ella reclame algu-
na de las partes, como veremos después.

El juez no lia de obrar en esto según su
arbitrio ; debe arreglar su declaración á lo
establecido por las leyes y la jurisprudencia,
denegando absolutamente las apelaciones
improcedentes, ó admitiéndolas en ambos
efectos, ó únicamente en el devolutivo, se-
gún proceda. Hay sentencias y providencias
que no son apelables, según dejamosespnes-
to en la Sección II, y hay otras que lo son ya
en el efecto devolutivo solamente, ya en este
y en el suspensivo, como acabamos de ver en
los dos párrafos anteriores ; pues bien, el
oficio del juez debe limitarse, una vez inter-
puesta la apelación, á declarar si es ó no es
admisible y qué efecto produce con arreglo
á la ley, ó á la jurisprudencia.

En vista de esta doctrina fácil será com-
prender, que distamos tanto de la opinión de
aquellos escritores que sostienen que el juez
no debe denegar nunca ninguna apelación en
el efecto devolutivo, como de la de ios otros
que dejan al arbitrio prudencial del juez
ti quo la admisión ó denegación do las ape-
laciones. Ambas opiniones son contrarias á
las leyes, y carecen por lo tanto de funda-
mento.

Los términos con que el juez d quo admi-
ta ó deniegue la apelación deben ser siem-
pre claros y precisos, para que no' se dude
si la admisión ó denegación es en un solo
efecto ó en ambos efectos. La denegación
absoluta so formula diciendo. «No ha lugar á
la apelación que interpone esta parteóte.»
La admisión suele presentar variedad defor-
mas en la práctica, lo que ha dado motivo
para que.se susciten dudas sobre la verda-
dera inteligencia de las mas usuales. '

De cuatro modos dicen los autores prácti-
cos que puede el juez inferior admitir la
apelación, 1.* libremente ó en ambos efectos,
2.a en solo pl efecto devolutivo, 5.u cuan-
to ha lugar en derecho, 4.° simplemente ó
sin espresar la manera en (píela admite. Res-
pecto de los dos primeros modos ninguna

dificultad puede ocurrir; c! juez, consultan-
do la naturaleza y calidad del negocio, pro-
cede con arreglo á las leyes, declarando el
efecto ó efectos que ha de producir. Loa
otros dos son de suyo vagos , y dan motivo
para dudar cuál es su verdadera mtelijenda;
razón mas que suficiente para que deban
desterrarse del foro. El juez debe’ siempre
dictar sus autos en términos claros y de fácil
comprensión, pues siendo un precepto que
han de cumplir los litigantes, mal podrían
hacerlo, si su sentido fuera nn misterio. Por
otro lado todos los autores convienen en que
tanto cuando el juez otorga la apelación lisa
y llanamente, como cuando dice que la ad-
mite cuanto ha lugar en derecho, debe en-
tenderse en ambos efectos; de  consiguiente
á nada conducen, ni para nada sirven estas
fórmulas vagas y obscuras. Y á la verdad,
supongamos que el juez declara que  admite
la apelación sin decir en qué efectos, ni po-
nerle cortapisa alguna. Este auto, como es-
presa el conde de la Cañada , tiene una for-
ma indefinida , que equivale á la universal,
concurriendo alguna razón de equidad y be-
neficio. Y como estas circunstancias se veri-
fican en la apelación en que se interesa la
natural defensa de los litigantes, dehe en-
tenderse con toda la amplitud posible en
favor del que la interpone. Este desea siem-
pre que se te admita en ambos efectos, y
respondiendo el juez simplemente, sinlimi-
tar como podía su concesión, se entiende
que se refiere á las pretensiones de toparle,
y accede completamente á su solicitud.
La otra fórmula en cuanto ha lugar en
derecho, es un modo ingenioso de no decir
nada , y hace necesaria otra declaración pos-
terior del juez que fije el sentido de su pri-
mer auto. Por el se ponen en duda, no solo
los efectos que ha de producir la apelación,
sino hasta si es ó no admisible en aquel ne -
gocio, y quedan las partes tanignorantcs del
derecho que les asiste , como antes de haber-
se dado. Sin embargo; como se seguirían
graves perjuicios de no permitir al apelante
(pie continuase su recurso hasta nueva de-
claración , la intelijencia común y la prácti-
ca de los tribunales superiores se ha. lijado
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cutiva la sentencia, admitiendo la apelación
que se interponga en solo el efecto devoluti-
vo,  sin el trámite superfino de dar traslado
á la otra parte (I).

La ley de enjuiciamiento en los negocios
mercantiles lo ha prohibido absolutamente,
mandando que el juez provea sobre la
apelación coa arreglo á derecho, sin mas
traslado ni sustanciacion (2).

Tcniendoá la vista todos estos anteceden-
tes, es nuestra opinión, que en los negocios
ordinarios debe el juez desde luego admitir
ó denegar la apelación, si  esto no ofrece di-
ficultades, ni puede producir una cuestión
legal, y que solo en los casos dudosos de
derecho es cuando podrá dar traslado y
oir sobre este incidente á la otra parte.

SECCION ¥111.

DE LOS RECURSOS LEGALES CONTRA LA DECISION
DEL ÍNFEIUOR QUE DENIEGA, Ó ADMITE INDEUI "

. DA MENTE LAAPELACION, Ó MANDA EJECUTAR LA
SENTENCIA APELADA.

Apcsardequeeljuczúi/uodebe atemperar-
seá las leyesyá lajurisprudencia en la admi-
sión ó denegación de las apelaciones, podrá
suceder sin embargo que, apreciando mal las
circunstancias del caso,deniegueuua apela-
ción procedente, ó la admita en un solo efec-
to procediendo en ambos, ó al reves, y que
por ello irrogue un perjuicio á alguna de las
partes. Se ha mostrado la ley tan celosa de
los derechos de los litigantes, que asi como
ha tenido por causa suficiente para interpo-
ner Inapelación, el que uno se sienta perju-
dicado con la sentencia, del mismo modo lm
estimado por bastante el que una de las
partes crea que la admisión ¿denegación de-
clarada por el juez es improcedente, para
que le conceda el derecho de reclamar con-
tra ella. Podrá suceder que la declaración
del juez á quo sea la mas legal ; esto no obs-
tante, si una de las parles cree que le per-
judica y reclama, no puede menos de entrar-

de una manera constante , en atribuirle los
dos efectos suspensivo y devolutivo. Cree-
mos, pues, en vista de estas reflexiones que
ios tribunales inferiores deben espresar al
tiempo de otorgar la apelación , si lo hacen
libremente en ambos efectos, ó solo en el
devolutivo , desterrando los otros dos medios
que hemos examinado como inútiles y aun
perjudiciales. En los autos mismos tiene el
juez todos los antecedentes y datos necesa-
rios para resolver si es ó no admisible la
apelación y los efectos que debe producir;
con arreglo á ellos debe fallar y no envolver
se  en una nube misteriosa, que al cabo tam-
poco le libraría de la responsabilidad en que
temiera incurrir.

Para mayor seguridad y esclarecimiento
la práctica le facilita otro medio de ilustrarse,
dando traslado ájapariccontraria del escrito
de apelación, áíin de que espouga las dificul-
tades que se le ocurran y crea conveniente
alegar para que el juez rechace ó no admita
en  toda su ostensión el recurso y petición
de su  contrincante. Semejante trámite de
dar audiencia al otro litigante, nolocrecnios
necesario. en la generalidad de los casos,
pues todo lo que este pueda alegar, ha de
constar ya al juez por Jos mismos autos, asi
como si el recurso se ha interpuesto ó no
dentro del termino legal, y si viene ó no en
forma. Cuando no produzca una cuestión de
derecho, es pues., el traslado, una dilación
sin objeto, y una pérdida inútil de tiempo,
del cual se muestra muy avaro el legislador
en esta materia. Sin embargo, no puede ne-
garse que esta práctica tiene en el día un
apoyo indirecto en la ley sobre negocios de
menor cuantía, la cual previene de un mo-
do espreso, que se admítala apelación hsa y
Llanamente sin dar audiencia ni traslado á la
otra parte. Fúndase este mandato sin du-
da alguna, en el conocimiento deque en los
demas negocios se acostumbra usar este trá-
mite , por cuya razón se ha visto la ley obli-
gada á prohibirlo en los de menor cuantía r
para conseguir su objeto de que se terminen
con la mayor celeridad y prontitud posibles.
Lo mismo debe observar el juez en los jui-
cios sumarisimos de posesión, en que es eje- ; L Art. t t ,  ley de 10 de enero de 1SJ».

Arl. JW, liy de Enjnkiiivienlo.
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se en el examen previo de su legalidad y
justicia. También podrá suceder queel juez
á guo,  privado por la apelación de la compe-
tencia para continuar conociendo en el ne-
gocio, ó para ejecutar la sentencia apelada,
ordene sin embargo el que se haga ó ejecu-
te alguna cosa , introduciendo alguna nove-
dad en lo apelado. Contra este abuso puede
también reclamar la parte agraviada, soli-
citando la reposición de las cosas al estado
que tenían al tiempo de interponerse laape-
cion. Para conseguir los objetos que dejamos
indicados conceden las leyes á las partes los
oportunos recursos que vamos á dar á cono-
cer cb los parráfos siguientes.

§. 1 .� Del recurso contra la (fenegacionimpro-
cedente.

Hemos dichoque el jueza 9110, al fallar
sobre la admisión ó denegación de la alzada
que ante él se interpone , puede negarla y
causar con esta declaración un agravio al
apelante.

Contra esta providencia debía la ley dar
algún recurso, por cuyo medio pudiera el
«agraviado hacer valer sus derechos en caso
de ser injusta, pues fácilmente se conoce
que si el juez inferior estuviera facultado
para negar irrevocablemente la apelación,
ninguna garantía existiría contra sus injus-
ticias y desaciertos. Sentado este principio
veamos cuál es el sistema que adoptan las
leyes, y qué debe seguir el apelante. ¿Será
el mismo de la apelación? Seguramente que
á primera vista se presenta una razón en fa-
vor suyo. El auto denegatorio irroga á la
parte un perjuicio irreparable, y en tal con-
cepto es de suyo apelable: sin embargo, aun
cuando suelen algunos practicarlo , no lo cree-
mos ni el mas útil , ni el mas procedente.
Este juicio nuestro se apoya en una disposi-
ción espresa de la ley,  yen un argumento de
conveniencia y hasta se puede decir de sen-
tidocomun. La ley ordena, y esta es  la razón
mas poderosa, que cuando el juez deniegue
la apelación injustamente, el agraviado ten-
ga para querellarse ante el tribunal superior
los mismos plazos que para presentarse an-

ACION.
te el á seguir la apelación (1) , de donde se
infiere , que el recurso que procede contra
la providencia denegatoria de! inferior es  el
de queja. En apoyo de esta interpretación
natural y genuina , viene el sano criterio de
la razón; porque cualquiera conoce que seria
un contrasentido apclaral mismojuez que de-
negó la apelación. ¿Y si negara esta segunda
apelación, como seria muy probable, qué
debería .hacerse en este caso? Seguir ape-
lando, seria un proceder infinito que no
daría resultado: e s ,  pues ,  mas conve-
niente acudir desde un principio al re-
curso de queja , cumpliendo literalmen-
te con lo que ordena la ley. Resulta, de lo
espuesto, que la partea quien sé deniegue la
apelación injustamente en su concepto, pue-
de y debe hacer uso del recurso de queja ante
el tribuna] superior, para que, estimándolo
oportuno, mande al juez que admita la alzaba
y remita los autos. El recurso de queja se  for-
mula presentando el agraviado un escrito
ante el tribunal superior análogo al objeto,
acompañado de un testimonio espresivo de
la naturaleza y calidad del pleito, con copia
literal de la sentencia apelada, de la notifi-
cación, del escrito de apelación, y del auto
denegatorio que recayó sobre él. El tribunal
podrá tomar las noticias convenientes y exi-
jir del juez que informe con justificación;
deberá ademas dar audiencia al otro litigan-
te ,  citándole y señalándole un breve térmi-
no para comparecer, y con su audiencia, si
cumple con lo mandado , ó en rebeldía , si
no comparece, resolverá el incidente. En el
caso en que decida que procede la apelación,
mandará librar carta-órden al inferior para
que laadmita con arreglo á derecho , ó en tal
ó tales efectos , y remita los autos prévia c i -
tación y emplazamiento de las partes.

A caso podrá suceder alguna vez que el
juez inferior lleve su suspicacia hasta el
punto de no querer facilitar al agraviado el
testimonio del pleito que necesita para for-
malizar su querella. Cuando tal suceda, el
querellante se presentará ante el tribunal
superior, haciendo preséntela conductaile-

i )  Ley S.lit. io . l ib .1 t .  Kov, Brc.
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permitan que se  desvie del camino y formali-
dades que están prescritas para su  procedi-
miento. Semejante facultad del poder tempo-
ral deriva del derecho innato á ¡a soberanía
de proteger á todos los súbditos, y procurar
que ninguno sea atropellado , y se guarden
hasta conel culpado las formas salvadoras de
la inocencia y de  la justicia. De  esta considera-
ción primordial, que marca bien el origen y
naturaleza de  los recursos de  fuerza, deriva
un principio que no debe olvidarse, porque
rige en todos ellos,  á saber: que los tribu-
nales reales no fallan sobre el fondo del ne-
gocio , sino sobre si es  ó no de  la competen-
cia de  la jurisdicción eclesiástica en  el de
conocer y proceder, ó sobre si se han obser-
vado los trámites debidos en  los dos restan les
de en el modo, y en no otorgar. Ademas la ley
ha procurado hasta tal punto guardar siem-
pre el decoro y consideración debida á la
potestad déla  Iglesia , que  los tribunales rea-
les fallan la fuerza en vista de  los autos
originales formados por el ecclcsiástico, sin
admitir pruebas ni  alegatos de  la parte inte-
resada. Sentados estos antecedentes, que no
hemos podido prescindir de  apuntar aquí, y
que serán esplanados debidamente en  el ar-
tículo KKcvMws Ms rvcasA , pasemos á
ocuparnos del recurro de fuerza en no otorgar,
que es  el que ahora nos ataño examinar.

El juez que niega la apelación que la ley
concede á uno de los litigantes, le causa un
agravio irreparable y ataca el derecho natu-
ral de  defensa , aun cuando haya dado su  fa-
llo conforme á justicia. Porque son dos co-
sas que no deben jamas confundirse, el fallar
injustamente y el negar la apelación de una
providencia bien ó mal dada. Contra el pri-
mer agravio no hay mas remedio que la
apelación al tribunal superior en gerarquía
de cada fuero; contra el segundo existe en  el
eclesiástico el recurso de fuerza en no otorgar
á los tribunales civiles. Este recurso no solo
tiene lugar cuando el juez eclesiástico n ie -
ga rotundamente la apelación, sino queso
estiende á los casos en que solo la admite en
un efecto, correspondiendo su admisionen
los dos, ó al contrario. La primera cuestión
que se ofrece examinar , es saber si basta

gal del juez y pidiendo que se le mande en-
tregar el citado testimonio , á lo cual acce-
derá aquel ,  espidiendo la orden competente
ó que  informe con justificación

En los tribunales de  comercio la parte
que se  sintiere agraviada de  la providencia
en que se la hubiere denegado el recurso de
apelación, podrá recurrir á la audiencia ter-
ritorial en queja, acompañando testimonio
de la providencia apelada , del escrito de
apelación y del auto provcido en  su  conse-
cuencia. La audiencia, en vista de estos do-
cumentos, ó tomando informes, si viere que
no son bastantes para ilustrar su ánimo, re-
solverá la cuestión , mandando traer los
autos, si estima que el tribunal inferior ha
obrado injustamente negando la apela-
ción ( i ) .  La ley de  Enjuiciamiento en nego-
cios mercantiles , es  la qne describe y seña-
la mejor las formalidades y requisitos con
que se debe inaugurar y presentar el recur-
so de queja , y de  ella se han tomado indu-
dablemente para el fuero ordinario.

En lo contencioso-administrativo no hay
trámites establecidos en  los reglamentos de
los consejos provinciales y consejo real para
la marcha que deba seguir este recurso, por
cuya razón aconsejamos que  en  los casos en
que los tribunales inferiores deniegúenla
apelación que ante ellos se interponga sien-
do procedente, se reclame esta providencia
ante el superior en la  forma que tiene es -
tablecida la práctica en los negocios or-
dinarios.

En lo  eclesiástico se concede un recurso
particular contra el auto del juez que
deniega la apelación legítimamente inter-
puesta , que se  llama de fuerza en no otorgar.
Siempre que los jueces ecclesiáslicos se en-
trometen á conocer de  negocios que no son
de su competencia, ó en los que les perte-
necen, no observan los trámites y formas
prescritas por las leyes y cánones de la igle-
sia, ha lugar á uno de  estos recursos , que
se entabla ante los tribunales reales para
que, alzando la fuerza, conténganla jurisdic-
ción de aquellos dentro de  sus límites , y no

( I )  Art. 415, ley de (njeieiatBlenle .
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para sil introducción la providencia denega-
toria de! eclesiástico, ó es menester ademas
que haya ejecutado su fallo. La primera Opi-
nión, ademas de ser la mas generalmente
aceptada y seguida en la práctica, nos pare-
ce lamas conforme á ley y razón. Verdad es
que la fuerza no se perfecciona y consuma
del todo hasta la ejecución de la sentencia;
¿pero no os un principio que conduce infali-
blemente á este fin el negar la «apelación?
¿Qué otro objeto puede llevar el juez, dice
el conde de la Cañada , que injustamente
niega la apelación y retiene su poder yjuris-
diccion, que el de continuar sus procedi-
mientos, concluyendo con la ejecución desús
sentencias? El convencimiento que inspiran
estas reflexiones, se halla corroborado por la
letra y el espíritu de la ley (1). «Por cuanto
nos pertenece, dice la ley, alzar las fuerzas
que los jueces eclesiásticos hacen en las
causas que conocen, «o otorgando las apela-
ciones, que de ellos legítimamente son inter-
puestas; por ende mandamos que, cuando al-
guno viniere quejándose que no se le otorga
fu apelación que justamente interpone de al-
gún juez eclesiástico, don nuestras cartas
para qtte se otoigue la apelación , y si el juez
eclesiástico no la otorgare, manden traerá
las dichas nuestras audiencias el proceso
eclesiástico originalmente; el cual traidosin
dilación lo vean, y si por él les constare
que la apelación está legítimamente inter-
puesta , alzando la fuerza, provean que el tal
juez la otorgue, porque las partes pueden
seguir su justicia ante quien y como deban,
y reponga lo que después de ella hubiere
hecho.» Es, pues, indudable que la ley
no exige como requisito mas que el no haber-
se otorgado la apelación; pero como podrá
suceder que el juez hubiese llevado á cabo
su providencia, ó empezado ¿ejecuta ría,  dis-
pone que, en el caso que se declaro que ha- <
ce fuerza, se le mande reponer todo lo que
hubiere ejecutado, pues de otro modo el
agravio que irrogó permanecería en pie.
Disputan igualmente los autores si este re-
curso necesita preparación, comoc! que se

APELACION.
entabla en el modo , ó puede introducirse di-
rectamente en la audiencia respectiva. Co-
varrubias de una manera terminante, y el
conde de la Cañada de un modo algo dudo-
so, so inclinan al último estremo.Sin embar-
go, á pesar do la influencia que deben ejer-
cer estos dos sabios escritores, los primeros
maestros en la materia , ha prevalecido jus-
tamente en la práctica la opinión contraria.
Por de contado el pasaje del conde de la Ca-
ñada ha sido en nuestro juicio mal interpre-
tado. Es verdad que asegura que el recurso
de fuerza debe tener lugar luego que sedes-
precian las apelaciones legitimas, sin esperar
otro algún procedimiento; pero hay que no-
tar, que este pasaje se  halla enclavado en La
cuestión de saber si es ó no necesario que
el eclesiástico empiece á ejecutar su provi-
dencia para recurrir al tribunal real. Susen-
tido genuino y natural no es ni puede ser
otro, que el de qucel litigante no necesita es-
pe rara que el juez empiece amostrar con ac-
tos su intención de ejecutar la sentencia;
sino que una vez negada la apelación, pue-
de entablar el recurso de fuerza , sin esperar
otro algún procedí miento. Así , pues , en nues-
tro concepto debe descartarse el parecer del
conde de la Cañada, siempre de mucho peso
por su juicio y práctica de los negocios ju-
diciales, el cual nada quiso decir contra la
costumbre constantemente observada. En fa-
vor de esta existe: primero, que el recurso de
fuerzaesci último estremo á que debe recur-
rirsc, usando y empleando todos los medios
de defensa ante el tribunal eclesiástico, y
como este puede reformar su providencia
denegatoria, debe pedirse ante él reposición;
y segundo, de q ue así séobserva sin disputa en
el recurso de fuerza en el modo de conocer
y proceder, y siendo tañíala semejanza que
hay entre él y el de no otorgar, debe guar-
darse la misma formalidad. La preparación
consiste en que la parte á quien se denegó
la apelación injustamente presente un escri-
to al mismo juez, pidiéndole que reponga
su providencia por las razones en que funda
su derecho; si el eclesiástico no accede ásu
petición, debe presentar otro , amenazándole
con la fuerza, si persiste en su negativa,}'0)  Ley 9, 9, Sor Bc<*.
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tencía sea apelable , y que cause un verda-
dero agravio al que la interpone. Estas con-
diciones son necesarias para que el juez
eclesiástico haga fuerza , negando la apela-
ción, y haya lugar al recurso de protección á
la autoridad real. En las secciones correspon-
dientes hemos tratado de cada uno de estos
requisitos, que seria ocioso y cansado repetir
ahora.

En alguna edición del Febrero reformado
se asienta la opinión de que,  cuando el
juez eclesiástico niega la apelación legítima-
mente interpuesta, tiene lugar á la vez el
recurso en conocer y proceder, como conoce
y procede , y el de no otorgar (i). Nos-
otros no podemos deferir á este parecer. Na-
da se dice en la citada obra para comprobar
este dictamen, que tampoco halla apoyo en
los maestros que tratan exprofeso de la ma-
teria. El conde déla Cañada lo que aconse-
ja, y esto ha podido dar pieá la equivocación
que queremos rectificar, es ,  que en los casos
en que tiene lugar el recurso en el modo,
debe acumularse á él el de no otorgar, para
lo cual es precisa condición que haya el li-
tigante apelado del auto interlocutorio que
le perjudica. La conveniencia de acumular
estos dos recursos se esplicamuy fácilmente.
Podrá suceder que la inordenacion del pro-
ceso no ofenda á la causa pública ni conten-
ga injusticia notoria, y que el auto sea sin
embargo perjudicial ai derecho privado
del que litiga. Si no hubiera apelado en
tiempo, le quedaría cerrada esta puerta en
lo sucesivo; poro habiéndolo hecho y sídole
negada por el juez eclesiástico, el tribunal
civil , que no halla méritos para declarar la
fuerza en el modo , limitará su auto á la
de no otorgar. Aun cuando el juez eclesiás-
tico hubiese admitido la apelación en ambos
efectos, podrá siempre la parle agraviada
usar del recurso de fuerza en conocer y
proceder, como conoce y procede, y si el
tribunal declarase no haberla, podrá conti-
nuar y mejorar la apelación ante el superior
del mismo eclesiástico. Vemos , pues , que el
recurso en el modo es un remedio mas rá-

APELACION.
pidiéndole testimonio de ambos escritos.
En el caso de no acceder tampoco á este se-
gando escrito, podrá ya introducir ante la
audiencia el recurso de fuerza, presentando
por medio de procurador un pedimento en
que haga suscinta relación del pleito, de la
negativa de apelación , y de las razones por
que cree le ha sido injustamente denegada,
acompañándolos testimonios de los escritos
preparatorios que hemos indicado. Este pe-
dimento se llama concordado, y en el debe
concluir, solicitando que la audiencia espi-
da real provisión , á fin de que el juez ecle-
siástico admita la apelación y reponga lo
obrado , ó de no hacerlo remita los autos.
Venidos estos a la audiencia, se pasan al re-
lator para que liega su estrado; se oye al fis-
cal de S.  M. y se señala dia parala vista con
citación de los interesados á lacual pueden
asistir abogados é informar de palabra. La
audiencia, sin admitir nuevas actuaciones ni
pruebas, falla enseguida, formulando uno de
los dos autos siguientes. En el caso de
proceder el recurso .dice : que el juez
que eu esta causa conoce, en no haber
otorgado la apelación de F. . .  hace fuer-
za, la cual alzando y quitando manda-
ron dar providencia, para que el dicho
juez otorgue la apelación , y F . . .  la pue-
de seguir ante quien debe , reponiendo
lo ejecutado después de la apelación, y
en tiempo en que pudo interponerse.
Si el recurso no procede , entonces el
auto se concibe en estos términos: dije-
ron, que el juez no hace fuerza en no
otorgar la apelación en esta causa y se
remita al eclesiástico para que proce-
da en ella. Según la práctica de la Chan-
cillería de Valladolid , tanto en un ca-
so como en otro habia condenación de
rostas. De todos modos los autos se de-
vuelven siempre a! eclesiástico, á diferen-
cia de  lo que sucede en el recurso de
conocer y proceder.

Es cosa que salta á la vista y por eso no
haremos mas que indicar, que para que el re-
curso de fuerza en no otorgar sea admisible,
es preciso que la apelación haya sido inter-
puesta en tiempo y forma hábil, que la sen- Til. IOS, aee. 1, num. 0493.
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pido y beneficioso , porque detiene todos los
efectos del auto interlocutoriodel juez ecle-
siástico de  un modo perpétuo , al paso que
el de  no  otorgar los suspende hasta que re-
caiga el fallo del superior eclesiástico. De
aquí se  deduce claramente, que á la vez que
el recurso de no  otorgar puede acumularse
como subsidiario al primero, la naturaleza de
este no se presta , antes bien se resiste á
desempeñar igual papel. En el mismo párra-
fo que en  el Febrero se  sienta la opinión que
acabamos de combatir, sedice,  estableciendo
las diferencias que hay entre el recurso en
el modo y en  el de  no otorgar, que el pri-
mero solo tiene lugar cuando se invierte
el órden de proceder establecido por las le-
yes;  y este,  no  solo se admite cuando se
deniega la apelación interpuesta de  providen-
cias que trastornan el sistema de sustancia-
c ion ,  sino también cuando en la resolución
de  artículos ó en la sentencia definitiva se
causa agravio en  el  fondo de  la cuestión. Es-
to es  un  error. Hemos sentando como un prin-
cipio y lo es en  efecto, que los tribunales ci-
viles no fallan enlos  recursos de  fuerza sobre
elfondode la cuestión, sino que  su  inspección
se limita á contenerla jurisdicción eclesiás-
tica dentro de susatribuciones, y hacer que
se observen las formas del procedimiento,
guardándose los términos de  defensa que las
leyes han considerado justos y necesarios.
En el momento que los tribunales reales se
entrometieran á decidir sobre la justicia
ó injusticia de  los fallos definitivos, usur-
parían las facultades de los tribunales ecle-
siásticos, y desaparecería la independen-
cia de  este fuero. Si el juez inferior ecle-
siástico da una sentencia injusta, en mate-
ria que es de su competencia y sin faltar á
los trámites establecidos para la sustan-
ciaron , el  recurso que procede es el de
apelación para el superior gerárquico en-
el mismo fuero , de  ningún modo el recurso
de fuerza.

Los tribunales competentes para entender
en esta clase de  recursos son las audiencias
territoriales que tienen jurisdicción sobre el
pueblo del juez eclesiástico que dá motivo
á ellos.

§ .  2 . °  Del recurso contra la admisión de la
apelación en un  efecto, procediendo en am-
bos é al revés.

No solamente puede el juez inferior cau-
sar un  agravio y perjuicio á las partes ne-
gándose á admitir la apelación legítimamen-
te interpuesta , sino también estendiendo
ó limitando sus efectos fuera de  los térmi-
nos que prescribe el derecho. Supongamos
que la apelación debe producir ambos efec-
tos y que el juez solo la admite en  el  devoluti-
vo ;  el  apelante puede sentir unas consecuen-
cias muy funestas de  que se ejecute la sen-
tencia no  obstante la apelación , si la ley no
le otorga un medio para paralizar la acción
del inferior, antes de que el tribunal supe-
rior esté en disposición de  fallar el negocio
en segunda instancia. Porque fácilmente se
conoce , que si tuviera que aguardar hasta
entonces, muchos de los daños esperimen-
tados serian tal vez irreparables, y por con-
siguiente absolutamente inútil para el que
se reconociera la injusticia de  que habia si-
do  víctima. Porel  contrario, supongamosque
la apelación no proceda mas que en  el  efec-
to devolutivo y que el juez la admita en am-
bos;  en este caso quien padece es la parte
apelada, por las dilaciones que va injusta-
mente á sufrir en el reintegro de  sus dere-
chos , el cual puede hacerse con e l  trascur-
so del tiempo mas difícil ó imposible de  conse-
guir. Queda, pues ,  demostrada la necesidad
de dar un  recurso á los litigantes quesecon-
sideren perjudicados por estas declaraciones
del inferior, á fin de  que puedan promover
su reforma , sin esperar ¿ la confirmación ó
revocación del fallo definitivo. Sin embargo
nuestras leyes guardan silencio sobre este
particular, y la práctica se  ha encargado de
acudir áesta  necesidad imperiosa, causando
siempre un  mal inevitable, á saber, la falta
de  uniformidad la cual es  imposible de  obte-
ner cuando no hay una pauta fijad que ate-
nerse. De  aquí resalta que  algunos tribunales
superiores , movidos de la urgencia de  deci-
dir pronto sobre las reclamaciones que el
litigante perjudicado} les presenta , las re-
suelven de  plano sin oír al contrario, para

Enciclopedia española de derecho y administración



APELACION. 161
autos originales. Cuando la apelación haya
sido admitida en ambos efectos, y el apela-
do crea que debe restringirse al devolutivo,
podrá solicitarlo así antes de  contestar á la
espresion de  agravios , dándose traslado á su
contrario por término de  dos dias, como en
el caso anterior. Si el tribunal halla justa
la pretensión , mandará librar despacho al
inferior con inserción literal de la providen-
cia para que la lleve á efecto, reteniendosin
embargo los autos para la prosecución de
la segunda instancia.

En lo contencioso-administrativo la ley
deja al prudente arbitrio de los consejos
provinciales el determinar en  las sentencias
si ha de suspenderse su ejecución; pero co-
mo la suspensión decretada puede ser gra-
vosa al apelado , tiene este el recurso abier-
to para solicitar de la sección de lo conten-
cioso del Consejo Real, desde el primer dia
en que se le diere cuenta del negocio , la
ejecución interina de la sentencia , así como
el apelante podrá también desde aquel
momento solicitar ante la misma la suspen-
sión de  la sentencia apelada , si el consejo
provincial no la hubiese acordado, y por
ello se la irrogase perjuicio (1).

En lo eclesiástico ha lugar ai recurso de
fuerza en no otorgar, cuando el inferior ad-
mite la apelación solo en un efecto proce-
diendo en ambos, ó en otorgar cuando la
admite en ambos , procediendo únicamen-
te en el devolutivo, ó en ninguno: su pre-
paración y trámites son idénticos á los que
dejamos determinados en el párrafo an-
terior.

§. 5.° Del recurso contra los alentados de los
jueces inferiores!

El juez á guo no solo puede'cansar agra-
vio á las partes, no admitiendo las apela-
ciones procedentes, ó admitiéndolas en los
efectos que no proceden , sino también no
absteniéndose de conocer en el negocio, ó
ejecutando en todo ó en parte lo apelado,
habiendo admitido el recurso en ambos cfec-

que el reteedio llegue á tiempo. Hay si a em-
bargo una consideración digna de la mayor
importancia, que tampoco debe perderse de
vista, y es, que el que tiene á su favor la de-
claración de  un juez, presenta una razón
mayor de  probabilidad en su abono, pues,el
auto del inferior debe suponerse justo y
mantenerse en vigor mientras no se pruebe
su improcedencia ó injusticia. Esta es la
misma opinión que sustenta el conde de la
Cañada , pues hablando del caso que nos
ocupa dice: «este incidente, en  el cual
se  trata de la nulidad ó revocación del auto
del juez inferior en que admitió la apelación
en los dos efectos, pide audiencia, conoci-
miento y decisión , y no debe embarazar en-
tretanto el progreso de la causa principal ,
especialmente para que se lleve original al
juez superior, en cuyo tribunal podrá tratar-
se y decidirse este articulo prévio por los
mismos hechos, calidad y naturaleza del
proceso , así como se hace para inhibir al
juez inferior cuando él no se inhibió en la
apelación, limitándola solo el efecto devo-
lutivo, y reservándose la jurisdicción para
ejecutar su sentencia.■ La autoridad, pues,
de  un escritor tan respetable, á la par que
la razón y el buen juicio, condenan la pre-
cipitación en resolver estos incidentes sin
dar audiencia á la otra parte, y sin tener á
la vista los autos. Creemos, pues, que debe
observarse, y en este sentido se va  unifor-
mando la practicado mandado por la ley de
Enjuiciamiento para casos de esta naturale-
za en los negocios mercantiles. Ordena aque-
lla (1) , que cuando la apelación se hubiese
admitido solo en el efecto devolutivo, y el
apelante crea que procede en ambos , pueda
recurrir al tribunal, pretendiendo que se am-
plíe la apelación al suspensivo, después de
venida la compulsa delosautos. De  esta pre-
tensión se conferirá traslado al apelado por
término de sqgúndo dia preciso, y con lo
que  conteste resolverá el tribunal. En caso
de  acceder á la petición del apelante espe-
dirá despacho al inferior para que supenda
la ejecución de la sentencia y remita los

( i )  Arta. 416, 417. ley de Enjuiciáronme.
TOMO l l l .

( t )  Art* .  S36, 867. reg!. de SO da diciembre de 4846.
*21
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tos. Cuando obra asi , se dice que comete
atentado , y para que se reponga y vuelvan
las cosas al sré y estado que tenían al tiem-
po de interponerse la apelación , concede la
ley á la parte agraviada el recurso corres-
pondiente, que vamos á dará conocer.

Las leyes civiles que hablan de esta espe-
cie de atentado son las 26 y 27 ,  tít. 25,
Part. 3. Dispónese por la primera «que mien-
tras el pleito anduviere ante el juzgador de
la alzada, que el otro juez de quien se al-
zaron, non faga ninguna cosa de nuevo en
el pleito , en aquello sobre que fue dado el
juicio» y en la segunda «que si el juez déla
alzada fallare que alguna de las cosas del
pleito es traspuesta por mandamiento del
primer juzgador, ó mudada del estado en
que solia ser á la sazón que tomaron el al-
zada , que la debe facer tornar en su
lugar.»

Para que proceda el recurso de atentado
son necesarias varias circunstancias. Es,
pues, la primera que la apelación se haya
interpuesto en forma; la segunda es, que la
apelación proceda y se admita en el efecto
suspensivo, y la tercera, que la innovación
se verifique después de interpuesta la alza-
da. Concurriendo estas tres circunstancias
hay atentado y puede reclamarse con-
tra él.

Esta reclamación puede hacerse ante el
mismo juez á quo, pidiéndole la reposición
de lo obrado sin jurisdicción, y si la estima,
debe desde luego llevarse á efecto, aun
cuando la otra parte apele de esta provi-
dencia, pues esta reposición se considera de
igual naturaleza que la restitución que
se otorga al despojado , la cual no es apela-
ble sino en el efecto devolutivo, según he-
mos visto. Mas cuando el juez á quo resuel-
ve  que se esté á lo mandado , ó cuando los
autos se han elevado á la superioridad , la
reclamación del atentado se presenta ante
el juez ad quem. La sustanciacion de este
recurso , mas frecuente en tiempos anterio-
res que en el actual, e s ,  según la describe
Elizondo (i) , la siguiente. Presentado el
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actor en grado de apelación y traído el pro-
ceso al tribunal , espresa por medio de un
otro sí en el mismo escrito de agravios, que
el juez, no obstante la apelación, procedió
á ejecutar tal ó cual cosa , por lo que soli-
cita que ante todo se revoque por via de
atentado lo hecho é innovado con las cos-
tas. De esta instancia previa se da traslado
á la otra parle, y conclusa y vista, si resulta
justificado el recurso, se revoca por via de
atentado todo lo hecho por el inferior des-
pués de interpuesta Inapelación, mandando
á este que reponga las cosas al sér y estado
que tenían antes de aquella y condenándo-
le en las costas. De esta sentencia ha lugar
á súplica. Terminado este incidente seman-
da despachar la carta ejecutoria correspon-
diente, cuyo cumplimiento acredita la parte
con testimonio en el curso de la causa
principal.

Respecto á los procesos eclesiásticos dis-
pone la ley (1) , que si venidos álas  audien-
cias por el recurso de fuerza en no otorgar,
se alza la fuerza y manda al juez eclesiás-
tigoque otorgue la apelación interpuesta,
debe también proveerse para que reponga
lo que después de interpuesta la apelación
hubiere hecho, á lo cual suele la práctica
unir la condenación de costas, y aun al-
guna multa , si lo innovado lo ejecutó el juez
eclesiástico después de  requerido con la
provisión acordada para la remisión del
proceso original.

SECCION IX.

DE LA REMESA DE AUTOS ORIGINALES Ó EN COM-

PULSA AL SUPERIOR.

En la misma providencia en que el juez
admita la apelación debe acordar la remesa
al superior de losarnos originales ó en com-
pulsa, según proceda. En el antiguo sistema
de mejorar las apelaciones era el superior
quien ordenaba la remesa de autos, como
veremos después, limitándose el inferior á
admitirlas ó denegarlas. Esta novedad, in-

1» (1) I.e; 9 ,  lit 9 ,  Lib. 9 ,  Ñor. Ret .« )  Met ió*  nnherMl,  lomo 6, P«rL i,e»p. S.núrn S.
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troducida primero en  el procedimiento de
los negocios de  comercio, ha sido después
consagrada en el reglamento provisional
parala administración de  justicia en los
asuntos ordinarios , sirviendo también de
regla en  algunos especiales , como los ecle-
siásticos, que deben arreglarse en sus trá-
mites á las leyes civiles.

Las reglas que ha de tener presentes el
juez para determinar si han de remitirse los
autos originales ó en compulsa al superior,
nacen de los mismos principios en que se
funda la admisión de las apelaciones en  am-
bos- efectos , ó solo en el efecto devolutivo.
Cuando la apelación procede y se admite en
ambos efectos , el inferior queda privado de
toda jurisdicción para seguir conociendo en
el proceso, y en suspenso la ejecución de la
sentencia apelada; de manera que no exis-
te entonces razón ninguna para que reten-
ga  en el juzgado los autos originales, puesto
que le son completamente inútiles , mien-
tras no se resuelva la apelación. Y si se
considera el beneficio que de ello reportan
las partes con el ahorro de gastos , breve-
dad de tiempo y justificación completa de
sus respectivos derechos , quedará fuera de
toda duda la conveniencia y justicia de la
remisión de los autos originales al superior
en  el caso propuesto. Asi lo ordena el regla-
mento provisional al disponer, que en todos
los casos en que conforme á la ley sea ad-
misible en ambos efectos la apelación , la ad-
mita el juez lisa y llanamente la que se in-
terpusiere, remitiendo luego á la audiencia
los autos originales (1).

Otra cosa será cuando la apelación pro*
cede y se admite solo en el efecto devolu-
tivo. En estecaso, si bien es  cierto que aquel
recurso atribuye el conocimiento de la sen-
tencia apelada al superior , también lo es
que el inferior conserva la jurisdicción ne-
cesaria para Hevarla á ejecución, de don-
de resulta la necesidad de que , obrando en
poder de uno de ellos los autos originales,
haya de  sacarse para el otro la correspon-
diente compulsa, si es que ambos han de

continuar su respectivo procedimiento. La
ley y la práctica han establecido en general
que los autos originales los retenga el infe-
rior, quien al admitir la apelación en solo
el efecto devolutivo, mandará se remitan en
compulsa al superior. Esta compulsa será
íntegra , ó de solo aquella parte que inte-
rese á la decisión apelada , según los casos.

El deber en que se halla hoy constituido
el juez á quo de acordar la remesa de los
autos originales ó en compulsa al superior
en la misma providencia en que admite la
apelación que ante él se interpone, le obli-
ga á jedactar esta en términos claros y pre-
cisos , sin que pueda ya cubrir por el miste-
rio de aquellas fórmulas vagas é indefini-
das, que antes solian usarse y que hemos
condenado, su irresolución ó ignorancia, lo
cual es hoy un motivo mas para que se des-
tierren del foro.

De lo espuesio resultan dos reglas genera-
les en el fuero común, ásaber: primera, que
siempre que se admita la apelación en am-
bos efectos, debe el juez á qw> ordenar la
remesa de los autos originales; y.  segunda,
que debe reservárselos y ordenar la remesa
en  compulsa, cuando admítala apelación en
solo el efecto devolutivo. La primera no re-
conoce escepcion alguna , la segunda tiene
varias , nacidas todas de  un mismo funda-
mento.

Deben remitirse los autos originales, aun
cuando la apelación solo se admita en el
efecto devolutivo en los casos siguientes:

1 Cuando la ejecución de la sentencia
ó providencia apelada no lleve consigo la
práctica de diligencias ó trámites posterio-
res que introduzcan novedad en el estado
que han tenido las cosas durante el proce-
dimiento anterior, como, por ejemplo, la ne-
gativa del mandamiento de ejecución. Aun-
que la apelación de esta providencia debe el
juez admitirla en ambos efectos, puede suce-
der que este solo la admita en el devolutivo,
encuyocaso no puede dispensarse deremitir
los autos originales al superior, puesto que
nada tiene que hacer en ellos, ni para nada
los necesita, denegado el procedimiento eje-
cutivo.( i ;  Arl. W ,  pro*.
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2.* Cuando la sentencia ó providencia

quede plenamente ejecutada, y el apelante
haya aguardado á que asi.se verifique para
seguir la apelación interpuesta. Para nada
necesita entonces el inferior los autos origi-
nales, habiendo quedado terminadas sus fa-
cultades con la ejecución provisional de su
sentencia.

5.° Cuando la providencia apelada pue-
da sin ningún inconveniente llevarse á efecto
por medio de un testimonio de lo conducen-
te , y los autos originales sean voluminosos.
En este caso la equidad aconseja que no se
grave al apelante con los gastos y demora
de una compulsa larga y costosa , cuando
de esto ningún beneficio reporta la otra
parte , ni en modo alguno favorece á la pron-
ta y cabal administración de justicia.

4.® Finalmente , cuando todas las partes
esten conformes en que se haga la remesa
de los autos originales. La parte favorecida
por la sentencia apelada puede renunciar
los derechos que le concede la ley que au-
toriza la ejecución interina de ella ; puede
renuncian á la ejecución y á todo lo demas
que es consecuencia suya, y el juez infe-
rior no puede ni debe ir contra la renuncia
de  la parle favorecida. Si esta se manifiesta
conforme en que la sentencia no se ejecute,
ó en que se lleve á efecto por medio de un
testimonio suficiente , el juez debe ordenar
la remesa de los autos ori goales al su-
perior.

La resolución del juez aguo  sobre la re-
mesa de los autos originales ó en compulsa,
hemos visto que es una consecuencia de los
términos en que admite las apelaciones que
ante él se interponen; pero como en la ad-
misión puede equivocarse, concediéndola en
un solo efecto , procediendo en ambos ó al
revés , de aquí resulta que la remesa orde-
nada á consecuencia de la admisión impro-
cedente, esté también sujeta al resultado
de la reclamación que contra aquella se in-
troduzca ante el superior por la parte per-
judicada. Si la admisión fue solo en el efec-
to devolutivo , y el superior revoca esta pro-
videncia, declarando que se admita la ape-
lación en ambos, en este caso debe orde-
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narse la remisión de los autos originales, y
también deben conservarse los originales en
el superior, cuando este revoque el  auto del
inferior en que admitió en ambos efectos la
apelación , limitándola al devolutivo , si
la ejecución de la sentencia apelada pue-
de tener lugar por medio de una certifi-
cación de lo conducente. En todos los casos
la remesa de los autos originales, ó en com-
pulsa ha de acordarse á costa del apelante,
de cuya cuenta son también los gastos de
correo. Si este se defiende por pobre, se
certificará así para que puedan cobrarse en
su dia.

La ley de enjuiciamiento para los nego-
cios mercantiles determina también los ca-
sos en que deben remitirse los autos origi-
nales ó en compulsa al superior , á conse-
cuencia de las apelaciones que ante ellos se
interpongan. Dispónese por ella que, ad-
mitiéndose la apelación en ambos efectos,
debe acordarse en la misma providencia la
remesa de autos originales al tribunal á
quien corresponda su conocimiento ; y que
si solo se admite en el devolutivo ,� se
mande sacar compulsado los autos, pre-
fijándose término al escribano para darla
concluida y que se remita al tribunal de
apelación, á menos que estuviere ejecu-
tada la providencia apelada, ó no hubie-
se que practicar diligencia alguna en su
cumplimiento , que entonces deban remitirse
los autos originales (i). El precepto de se-
ñalarse al escribano un término para darpor
concluida la compulsa, evita los perjuicios
que en los tribunales ordinarios suele infe-
rirse al apelante por la incuria ó malicia de
los escribanos en retardar la estension de
ella, )o cual dá lugar á reclamaciones ante
el inferior, y aun á veces á recursos ante el
superior , por cuya razón debería aceptarse
aquel precepto por la jurisprudencia civil.
En las apelaciones sobre procedimientos de
quiebras no deberá remitirse mas pieza de
autos que la respectiva á la providencia ape-
lada. Mas si el tribunal superior estima ne-
cesaria en el juicio de apelación cualquier

f i )  Arls 387 y 308, ley de Eojaielanirnlo.
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debe mandar que se  cite y empláce á laspar-
tes, para que acudan á usar de  su derecho
ante el  superior. En el sistema antiguo de  me-
jorarlasapelaciones, tanto el  apelante como el
apelado tenían un  término para presentar-
se ante el tribunal de  alzada, que era el que
señalaba el inferior , ó el que en  su defecto
marcaba la ley, La de  Partidas disponía (i)
que el  apelante debía seguir la apelación al
plazo que le pusiere el juez , y si el juez no
lo hubiere señalado, dentro de  dos meses,  y
que el apelado debía también comparecer
dentro del término del emplazamiento. La
ley A, tít.  13  del Ordenamiento de  Alcalá (2)
estableció, que el  apelante debía presentar-
se ante el  juez superior dentro del  plazo que
le hubiere designado el inferior, y si este
no lo hubiere señalado dentro de  cuarenta
días, s i  fuere allende los puertos , de  quince
si fuere acuende los puertos, de  nueve si
fuere del término y jurisdicción de  la villa,
y de  tres si fuere de  la misma villa , cuyos
dos primeros plazos de cuarenta y de  quin-
ce dias fueron después confirmados por los
reyes católicos en las Ordenanzas de  Ma-
drid (3). Abolido eñ el fuero común el sis-
tema antiguo de  mejorar las apelaciones por
el reglamento provisional para la adminis-
tración de  justicia, solo ordena este al infe-
rior que ,  cuando admítalas  apelaciones,
mande siempre citar y emplazar á las partes
para que acudan á usar de  su  derecho ante
el tribunal superior; mas no  le previene que
les señale un  plazo dentro del que han de
presentarse al superior , ni tampoco lo de-
signa en  defecto del señalamiento judicial,
como hacen las leyes antes citadas, de  cuyo
silencio ha nacido la práctica que observan
los jueces ordinarios de no señalar término
de emplazamiento. No se crea por esto que
quede á voluntad del apelante ó del ape-
lado el presentarse ante el tribunal de  alza-
da á usar de  su derecho , pues elevados á
este los autos originales ó en compulsa , si
es  el apelante el que no  comparece , puede
y debe á instancia del apelado declararse

otra diligencia ó documento que obre en  las
demas piezas de  autos,  podrá mandar al
inferior quele remita testimonio de  ello (1).

En los negocios contencioso-administra-
tivos de  que conocen en primera instancia
los consejos provinciales, no  se remiten
nunca al Consejo Real los autos originales á
virtud de  las apelaciones que aquellos ad-
mitan , aunque en la sentencia apelada se
ordene que no  se lleve á ejecución. Lo que
se hace es  facilitar al apelante dos certifica-
ciones, una de  haber interpuesto el recurso
y haberse, notificado al apelado en tiempo y
forma, y otra de la sentencia apelada, de
la aprobanza sobre que esta hubiere recaí-
da  (2), y-ademas de  la demanda, dé la  con-
testación y de  los demas escritos de  laspartes
si las hubiere (3). Estas certificaciones equi-
valen á una verdadera compulsa , cuyo gas-
to creemos podría ahorrarse á los litigantes,
cuando se  ordenase la inejecución de  la sen-
tencia apelada, en cuyo caso ningún incon-
veniente podría seguirse de  la remesa délos
autos originales. Ademas de  este grave in-
conveniente , produce otros de  no menos
trascendencia, cuales son, retardar el curso
breve y rápido de  los negocios contencioso-
administrativos, y privar de parte de  ins-
truccional consejo, ó á la sección de  lo  conten-
cioso, que se ven obligados con frecuencia
ó mandar para mejor proveer , que se le re-
mitan por el consejo provincial aquellas ac-
tuaciones que no  resultan en  la  certificación.
Todos estos inconvenientes desaparecerian
con la remesa de  los autos originales, cuando
uoha de  ejecutarse la sentencia, puesto que
para nada los necesita el inferior.

SECCION X.

DENTRO DE QUÉ TÉRMINO DEBE EL APELANTE

PRESENTARSE Á MEJORAR SU APELACION.

En la misma providencia en que el infe-
rior admite la apelación y acuerda la remi-
sión de  los autos originales ó en compulsa,

/I) Art. AM  . ley de Enjuiciamiento.
19». Art.  Mi,  regí, de 30 de diciembrede 13*6.
(S)' Rea! Orden de 9 de abril de 1818.

( i )  Ley M ,  tit.  93. p.  s.
(9) Ley 3,  Uu  90, l ib. t i ,  Nov. Rec.
'Ji Ley *, nt .  10, hb.  I I ,  Nov. Ree.
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por desierta la apelación ; y si es el ape-
lado el que no se presenta , lo que se prac-
tica es , que á instancia del apelante se
le vuelve á mandar comparecer dentro del
término que  al efecto se le señala ; y si
tampoco se presenta , se le acusa la re-
beldía y se le señalan los estrados del tribu-
nal, con los que se sigue la segunda ins-
tancia. Sin embargo, creemos que seria
siempre útil que el inferior señalase el tér-
mino de emplazamiento, y no haciéndolo,
que se considerase como tal el determinado
en las Leyes Recopiladas. Esto en el caso de
haberse admitido la apelación en ambos
efectos , y de mandarse la remesa de los au-
tos originales, porque si solose admite en
el efecto devolutivo, como que no depende
del apelante la estension de la compulsa , ni
la ejecución de la sentencia, cuando opte
por esperarla para que se remitan los autos
originales, no puede con justicia aplicár-
sele el plazo limitado á los casos ordinarios.
Lo mas que deberá hacerse, es lijar el térmi-
no al tiempo de remitir la compulsa , ó al de
elevar los autos originales por estar ejecu-
tada la sentencia.

En los negocios de menor cuantía debe
el juez inferior mandar que se cite á las
partes para que dentro de quince días acu-
dan porsí , ó por medio de procurador, á la
audiencia del territorio (1).

En los autos mercaniles está prevenido
que, admitiéndose la apelación en ambos
efectos, se  cite y emplace á todas las partes
litigantes, para que en el término de veinte
dias acudan á usar de su derecho en la se-
gunda instancia f2).

En negocios conlencioso-adminístrativos,
debe el apelante presentarse á mejorarla
apelación ante el Consejo Real, y el apelado
á usar de su derecho dentro de tres meses,
si la alzada se interpusiere en Canarias, y de
dos, si en la Península é islas adyacentes,
contados desde el trascurso de los diez días
concedidos para interponerla (5). No dejará

de ser estrado que en estos asuntos, que exi-
gen por su naturaleza una tramitación rá-
pida, se conceda á los litigantes un plazo
mayor que el que le otorgan las leyes civiles
y comerciales.

SECCION XI.

DEL PROCEDIMIENTO DE LA APELACION ANTE LOS

TRIBUNALES DE ALZADA.

En las secciones anteriores hemos procu-
rado dar á conocer todo lo que disponen las
leyes y establece la jurisprudencia para in-
troducir válidamente la apelación; para re-
clamar contra la denegación ó admisión im-
procedentes; para elevar los autos al supe-
rior y para personarse las partes ante él á
usar de su derecho ; en una palabra , hemos
recorrido uno por uno y en su órden natu-
ral todos los trámites que preceden á la sus-
tanciacion de la segunda instancia. Vamos
ahora á determinar el procedimiento que
debe seguirse ante el superior en osla se-
gunda instancia, ya en los negocios civiles,
ya en los especiales , puesto que las apela-
ciones se interponen por lo regular para se-
guirlas hasta su terminación, y no para
abandonarlas al principio ó á la mitad de  su
carrera. Pero antes de descender á los por-
menores del procedimiento en cada fuero ó
jurisdicción, creemos necesario dar á cono-
cer la práctica antigua de mejorar las ape-
laciones en todos los tribunales; práctica
que si bien está hoy abolida en la genera-
lidad de ellos, todavía se conserva en algu-
nos, como manifestamos en su lugar.

El método practicado hasta la publicación
del reglamento provisional en el fuero civil
para llevar la apelación al tribunal superior,
era el admitido en la legislación romana y
canónica, y conocido con el nombre de me-
jora. Reducíase este trámite á pedir el ape-
lante al juez inferior que le suministrara un
testimonio espresivo de la naturaleza y ca-
lidad del pleito con la copia de ¡a sentencia,
del escrito de apelación y del auto de su
admisión, para que pudiera presentarse con
él al tribunal superior, y solicitar que en su

( f )  Art .  11. ley Os <0 de enero de 1833,
i'J> Ar l .  397, lev de EnjiiiciaaiOnio,
■3< Artículos y 953 del rval decreln de 30 itedi-

cirmbte de n í6 .
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establecidos en el mismo punto donde re-
sidían las audiencias, pudiese el agraviado
introducir la apelación desde luego ante el
tribunal superior, omitiendo los trámites de
presentarla al inferior, pedir el testimonio
y mejorar el recurso. Por este medio se lo-
graban las inapreciables ventajas de ahorrar
mucho tiempo y costosos gastos , razón sin
duda porque semejantes apelaciones, llama-
das de hecho , se generalizaron en todas las
audiencias, á pesar de no hallarse apoyadas
en ley espresa, á semejanza de lo mandado
y practicado en el Consejo. El litigante que
entablaba este recurso solicitaba, que man-
dase el tribunal ir al escribano de la causa
á hacer relación de ella y que en su vista
entregase los autos al escribano de Cámara
á quien por turno correspondiese; la au-
diencia lo estimaba así,  y enterada por el
relato de la clase y calidad del negocio, veia
si era ó no procedente la apelación y acce-
día ó no al segundo estremode la solicitud.
La abolición del anterior sistema de mejora
ha llevado también consigo la de esta otra
forma de introducir las apelaciones, de ma-
nera que solo suele usarse en aquellos tri-
bunales que todavía observan aquel sistema.

Conocidos estos usos antiguos , practi-
cados antes por todos los tribunales, veamos
los trámites que sigue hoy el procedimiento
en los civiles y en los especiales ó privi-
legiados.

§ l .“  De la sustanciarían y trámites de la
apelación en los asuntos comunes ante los
tribunales ordinarios.

Elevados los autos al tribunal de alzada,
bien sean originales , bien en compulsa , y
verificado el repartimiento según la clase á
que pertenezcan , debe aquel mandar que
pasen al relator para la formación del apun-
tamiento ó memorial ajustado , el cual
correrá unido al pleito para que los defen-
sores saquen las copias ó anotaciones que
tengan por conveniente (1). Antes no se
formaba el apuntamiento 6 memorial ajus-

to Aranreles jnHalale» mandado* «burear por real
decreto da 9 de mayo de 1S43, num. 5.

virtud acordara despachar su real provisión
á fin de que el inferior remitiera los autos,
citando y emplazando á las partes para
comparecer en este nuevo juicio. Estas co-
pias ó testimonios se llamaban en derecho
romano a postoli, apastólos, ó Hiera dimisorice,
y cuando el apelante los presentaba en el
tribunal superior, se decía que mejoraba la
apelación. Las leyes de las Partidas exigían
que el testimonio fuese íntegro, y las Re-
copiladas especificaron varias circunstancias
que habian de determinarse en ellos , pues
sin duda en aquellos tiempos servían estos
testimonios para el seguimiento de la segunda
instancia (I). La práctica sin embargo in-
trodujo los testimonios demejora, reducidos
á los particulares de la sentencia apelada,
interposición de laalzada y su admisión, con
el que se presentaba el apelante ante el su-
perior y reclamaba la remisión de los autos
originales ó en compulsa, según procedía,
con emplazamiento de las partes , á cuyo
efecto solicitaba la oportuna real provisión.

Los tribunales superiores, deseosos de
ahorrar gastos y dilaciones á los apelantes,
escusaban todo lo posible las compulsas,
exigiéndolas solo cuando no habia otro
medio, como testifica en su obra el ilustrado
conde de la Cañada. De modo, que si. la
sentencia habia sido ejecutada ya , ó podía
serlo en un breve plazo , se mandaban re-
mitir los autos originales , á pesar de que la
apelación solo hubiese sido admitida en el
efecto devolutivo. Lo mismo se verificaba
cuando los autos eran de crecido volúmen
y el juez podia proceder á ejecutar la sen-
tencia con sola su copia; en cuyo caso se le
mandaba reservar testimonio integro de la
sentencia y de aquella parte de los autos
necesaria ó conducente para su realización,
remitiendo desde luego los originales.

Otra práctica se usaba también, tomada
sin duda de la que observaba el consejo
respecto de las apelaciones que iban á él
de las sentencias de los alcaldes de Cor-
te. Reducíase á. que en los pleitos que
fallaban los juzgados de primera instancia

Ley M .  ti l .  9 .  Par.  t ;  Ley M ,  t i l .  93, Par. S; Ley 19, 1

ti l .  59.11b. 11,  Rrc. I
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lado hasta después de  haber por conclusos
los autos para la vista, cuya práctica ha sido
reformada por la disposición que dejamos
citada délos aranceles judiciales vigentes, la
cual tiene por objeto evitar los gastos de
dobles apuntamientos , y procurar la mayor
y mas pronta ilustración del asunto , no solo
al tribunal que dirige la marcha del proce-
dimiento , sino también á los defensores de
las partes.

La única escepcion que tiene esta regla,
es en los negocios de menor cuantía , cuya
rápida sustanciacion y corta entidad no con-
siente las dilaciones y gastos que lleva con-
sigo el procedimiento de los ordinarios. Lle-
gados los autos á la audiencia , y hecho el
repartimiento inmediatamente que haya
trascurrido el término de la citación ó em-
plazamiento , debe darse cuenta á la sala á
que corresponda, la cual mandará pasar los
autos al relator , señalando desde luego el
día de la vista , que ha de ser uno de los
seis primeros siguientes. En este dia dará
cuenta el relator sin formar estrado ni apun-
tamiento ; pero leyendo á la letra lo que sea
necesario, especialmente en las diligencias
de prueba , y después de hablar las partes ó
sus procuradores, se  declararán por vistos y
se procederá á su determinación , bastando
para hacer sentencia dos votos conformes de
los tres magistrados que hayan asistido á la
vista. En esta forma breve y económica se
sustancian en segunda instancia los negocios
de menor cuantía , no admitiendo escritos
á las partes, ni abriéndose la causa á prue-
ba , ni exigiéndose la intervención de abo-
gados, y causando ejutoria la sentencia que
recaiga , si confirma en todas sus partes la
del inferior, ó la revoca por los votos con-
formes de todos los magistrados que vean el
pleito , á cuyo efecto se espresará en la sen-
tencia si es por unanimidad ó por mayoría
absoluta lo que se falle ó resuelva (1).

En todos los demas asuntos comunes, bien
sean sumarisimos, sumarios, ejecutivos ú
ordinarios , la primera formalidad que debe

llenarse es el estracto , apuntamiento ó me-
morial ajustado hecho por el relator, lo
cual ejecutado debe darse á los autos el
curso que corresponda, según la naturaleza
del negocio , ó la de la sentencia apelada,
como vamos á ver.

La sentencia y trámites de las ápelacio-
nes interpuestas de autos interlocutorios,
bien se  hayan admitido en un efecto ó en am-
bos, bien sean aquellos meramente interlocu-
torios ó con fuerza de definitivos, están redu-
cidos, después del apuntamiento y de ha-
berse personado los litigantes ante el supe-
rior, á que se entreguen los autos á las
partes por su orden , y á cada una por un
término que no pase de nueve dias , para
solo el objeto de que se instruyan sus de-
fensores para hablar en estrados , y devuel-
tos, á que se señale diapara lá vista, á laque
podrán asistir los abogados á fin de infor-
mar oralmente al tribunal. Vistos procederá
este á dictar sentencia, la cual causará siem-
pre ejecutoria (i). Este procedimiento bre-
ve, que no admite á las partes nuevas alega-
ciones ni probanzas , y que exige de) supe-
rior qu$ resuelva la cuestión por los méritos
del proceso en el mismo estado que tenia
cuando se dictó el auto apelado por el infe-
rior, suele llamarse por espediente ó por sus
mismos méritos. ,

En las apelaciones de los autos definitivos,
bien se hayan admitido en un solo efecto ó
en ambos, el procedimiento es mas amplio
y la defensa de las partes mas cumplida.
Personadas estas ante el superior , decidido
el incidente que se promueva por la recla-
mación de alguna de ellas en los casos que
dejamos espuesto en la sección VIII, y hecho
el apuntamiento , se mandará que se entre-
guen los autos al apelante para que esponga
los agravios que en su concepto le irroga la
sentencia, y pida la enmienda ó reforma que
crea de  justicia. Este esc rito, que propiamen-
te inaugura la segunda instancia, se  llama M-
crilo alegato ó alegaciónde agravios, y con mas
frecuencia escrito de mejora de apelación ,

( 1 )  Real  decreto de � do octubre de 1555; «rl.  59 del
regí, provisión*! de tC de setiembre de 1535.

I I '  Artículos is, 19. 17 y 19. Ley do 10 do enero
«le <031.
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ba se introduce en forma de artículo prévio.
En este caso ésta obligado el tribunal á sus-
tanciar este incidente, señalando dia para
su vista y decidiéndolo espesamente. De  la
providencia que dictare ha lugar á súplica.
Por todos estos motivos se  comprenderá que
es mucho mas favorable á la  parte que soli-
cite la prueba el presentar su pretensión en
forma de articulo, que  no  el introducirla sim-
plemente sin exigir una declarcion prévia.
En otras audiencias, como en la de  Valla-
dolid la pretensión de  prueba se introduce
también en  el escrito deagravios ó su  contes-
tación, no en  forma de otro sí ,  sino al termi-
nar la suplica, con estas lacónicas espresio-
nes, y me ofresco á probar \Jo necesario. Al
contestar ó replicar la otra parte al escrito
en que se propone, manifiesta su  conformi-
dad ú oposición á la prueba en el lugar in-
dicado, diciendo, me conformo con la  prueba
ó contradigo la prueba , según crea proce-
dente. Formulada así la cuestión prévia so-
bre recibimiento á prueba, el tribunal la de-
c ide ,  s in  vista formal del incidente , siendo
suplicable en todos los casos la providencia
que dicte. Esta práctica, introducida por lar
Chancilleria, se recomienda por h brevedad
y economía con que se decide el incidente,
sin vulnerar en lo mas mínimo los derecho»
de los litigantes.

Aunqueen general procede h prueba en la»
apelaciones délas sentencias definitivas, lie-»
nc esto regla varias limitaciones que es  pre-
ciso tener muy presente para qucnoseinlen-
ten en  vano las que la ley rechaza. Por de
contado no  debe admitirse prueba alguna de
cosa que ,  aunque fuere plenamente justifi-
cada no  aprovecha a) que la propone, ni da-
ña a su contrario, pues estas pruebas abso-
lutamente inútiles é impertinentes son inad-
misibles en  todas las instancias ( i ) .  Tampo-
coproeedela de  testigos sobre los mismos artí-
culos propuestos en  primera instancia ú otros
que les sean directamente contrarios (2).
Fúndase la ley en que de la facultad de
volver á hacer probanza con testigos sobre
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siendo de  notar cuan diferente es  ahora la sig-
nificación que damos á esta palabra de  la que
en el sistema antiguo significaba. El ape-
lante debe presentar dicho escrito en el tér-
mino do  seis días, acompañándolo con los
documentas justificativos Jo  mismo que está
mandado practicar en primera instancia , y
con el  juramento ademas de no haber sabi-
do antes de  ellos ó no haberlos podido haber»
según se previene en la ley 1 ,  tít. 3,  lib. 11 ,
Nov. Ree. De  su solicitud, se  confiere tras-
lado á la otra parle , la cual contestará
en la misma forma y término que se hallan
prevenidos en  el primer juicio, fijándose la
cuestión cen dos escritos á lo mas por cada
parle ( i ) .  Asi como admítela ley esta am-
plia audiencia para discutir sobre la justicia
ó injusticia de la sentencia y fijar por 1*
contradicción de  los litigantes sus respecti-
vas pretensiones, también consiente que se
reciban los autos á prueba , en los casos
que espondremos después. La parte que con-
sidera necesaria la prueba y que aspira á
que en su día se otorgue por el tribunal?
debe introducir $u pretensión en el mismo
escrito de  mejora ó de contestación por me-

dio de  un otro sí , en  el  que espondrá los fun-
damentos para que se acceda á ella. Según la
práctica de la audiencia de Madrid y de  otras,
esta pretensión puede presentarse bajo dos
formas diversas, ó simplemente, ó formando
articulo de  ¡trivio y especial pronunciamiento.
Cuando la pretensión se introduce simple-
mente , suelen los tribunales proveer al otro
si diciendo, que de la vista resultara , con lo
cual nada se resuelve , obligando á las par.
Les á continuar el procedimiento como sí la
prueba no procediese, y á hacer sus defen-
sas el dia de  la vista,  no  solo sobre el punto
de prueba, sino también sobre la cuestión
principal. Vistos los autos, si el tribunal
acuerda el recibimiento á prueba T dicta en
este sentido su providencia, sin que pro-
duzcan efecto alguno las defensas sobre lo
principa] ; y si cree que no procede la prue-
ba, falla el negocio definilivameete. No su-
cede lo mismo cuando la pretcnsión de pruc-

( I )  An .  55, regí. provkioriíL
l.cy 5, l l t .  10, bilí. 11, Nov. Rec.(1) L»y 1r bl. 15, lib. 11, Ñor. Rrc.

TiTW t i l .
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de los testigos que cada una presente. La
misma determinación tiene lugar respec-
to de aquellas que, aun cuando fueron pro-
puestas en primera instancia, las deshechó
el juez, ora porque no se propusieron dentro
del término ó con la formalidad debida. Es
una máxima vulgar que en las alzadas se
puede lo' no alegado alegar, y lo  no probado
probar; pero este axioma debe entenderse
según las limitaciones que hemos indicado.
Unicamente se refiere A la admisión de artí-
culos nuevos r pero dependientes de  los an-
teriores ; porque no sé  ha demudar la figura
del juicio, antes bien ha de conservar la mis-
ma naturaleza que el  de la instancia pasada,
según se esplican en estilo de escuela todos
los autores prácticos.

El termino para probar en segunda ins-
tancia , no puede csceder del concedido
en la primera , siguiéndose la regla de
señalar un plazo arbitrario , que si no
fuere suficiente, se va ampliado hasta com-
pletar el máximum que es dado conce-
der. Los menores y corporaciones que gozan
del beneficio de restitución in integrum,
pueden usar de él contra el lapso del térmi-
no , pidiendo la restitución en el mismo
tiempo y con* las mismas formalidades que
en primera instancia. V. mrvrrrucioiv iM

■MTECBUM y PBUEBAS JUDICIALES.  RCS-

pecto de los testigos que no se  hubieren tacha-
do, nó podrán serlo después de la apelación,
porque se entiende haberlos aprobado tácita-
mente en el mero hecho de no haber dicho
nada en contra suya. Lo mismo será si se
hubiesen tachado , y no se hubieren probado
las tachas , pues como artículos del primer
juicio no pueden probarse con testigos en el
segundo. Ahora , si el juez se negó á ad-
mitir las tachas propuestas , ó ha tenido la
parle otro justo impedimento para hacerlo,
bien se pueden poner en la segunda instan-
cia , aconsejando Hevia Bolados que se pon-
gan juntamente con los agravios, probándo-
se al mismo tiempo que la causa principal.

Espirado el término de prueba, se hace
publicación de probanzas, se entregan los
autos á las partes para que cieguen de bien
probado y concluyan. Entonces se pasan al

los mismos artículos ú otros derechamente
contrarios, se sigue que los sobornan y cor-
rompen y hacen probanzas falsas, y resulta
en los pleitos mucho daño y fatiga y costa á
las partes. Como este motivo desaparece en
las escrituras auténticas y en la confesión de
las partes, estas dos especies de prueba son
admisibles en las segundas instancias como
en las primeras, con tal que las escriturasse
presenten con el mismo juramento de haber-
las hallado de nuevo, y na haber antes tenido
noticia de ellas. A pesar de que en rigor de
derecho la prohibición de admitir la prueba
de testigos en los casos que hemos citado
es absoluta, todavía se consiente en algunos
de común estilo , según esprcsa Hevia Bola-
ños (1). El primero se  verifica, cuando en la
primera instancia no fueron examinados
testigos , auque hayan sido presentados; el
segundo, cuando entrambas partes se ofre-
cen á probar y convienen en su admisión; y el
tercero por via de  restitución del privilegia-
do,  cuando, por ejemplo , los menores se va-
len de  este remedio para probar sobre losmis-
mos artículos de  la primera instancia. Otro
se  halla apoyado en las leyes de Partida, que
cuenta en su favor la mas estricta equidad.
Puede suceder que por no probar un liti-
gante su pretensión, se dé sentencia contra
el , y después en la segunda instancia ven-
ga algún testigo que estuviere ausente ó se
acuerde de  otro, cuyas deposiciones le sean
de  mucha utilidad , y capaces tal vez de va-
riar el aspecto de la cuestión,. La ley en este
caso autoriza al tribunal de alzada para que
pueda recibir estos testigos, jurando el que
los presenta que no lo hace por malicia , ni
por engaño, ni por alargar el pleito, y que
no lo verificó en primera instancia porque
estaban ausentes , ó no se acordó de ellos en
ninguna manera (2)..

Las esccpciones nuevas que propongan
las partes, deben ser recibidas á prueba,
siendo conducentes al logro de sus solicitu-
desy al esclarecimiento de su derecho; admi-
tiendo para su justificación las deposiciones

(1) Cuna filípica. Parí.  S. párrafo 3, rtim í .
( I )  Lej  39, t i l .  16 ,  Pa i l .  3 .
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relator para que complete el  apuntamiento,
y hecho se señala día para la vista , citadas
las partes, en la cual se hace la relación del
pleito,  y se  oye el informe verbal de  los le-
trados , terminando con la declaración de
vitloi que hace el presidente del tribunal.

La sentencia que este dicte dentro dejos
veinte dias siguientes puede ser, ó confirma-
toria de  la del inferior , ó revocatoria en to-
das sus partes, ó conformatoria ó revocato-
ria á la ves. Las fórmulas de redacción va-
rían en  cada uno de  estos tres casos. En el
primero se reduce á decir, que el auto de
tantos de  tal juez se  confirma: en  el segun-
do ,  que el auto de  tantos de  tal juez se re-
voca , declarando tal ó cual cosa ; y en el
tercero, que.el auto de  tantos de  tal juez se
revoca en  tal ó cual cosa, declarando tal otra,
y en lo demas se confirma , ó bien se pone
primero la declaración que hace el tribunal,
concluyéndose con esta frase , y en  lo que el
auto apelado fuere conforme se confirma , y
en  lo demas se  revoca. V. �KMTKwciA.

Guando el auto apelado se confirma en
todas sus partes , debe , según la ley , con-
denarse al apelante en las costas, y cuan-
do  se  revoca debe condenarse en  ellas al
juez (I). Mas este rigor del derecho lo ha
templado la practica basta el punto de  dejar
al arbitro prudente del tribunal superior la
imposición de  costas en  loscasosenque resul-
te- temeridad en  el  recurso, ó patente injus-
ticia en  el auto apelado.

En los recursos de  nulidad, autorizados
por el real decreto de  4 de noviembre de
1838,  hay un caso de  apelación con sus trá-
mites peculiares. Interpuesto el recurso de
nulidad dentro de  Ios-diez dias siguientes al
de  la notificación de  la sentencia que causa
ejecutoria en  la forma prevenida , y prévio
el depósito ó fianza en  su caso,  el tribuna)
ó quo debe admitirlo y ordenar la remisión
consiguiente del todo ó parte de  tos autos.
Mas como la parte puede interponer el re-
curso contra sentencia no  susceptible de  él ,
ó fuera de  tiempo, ó sin cumplir con las
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formalidades posteriores que exige la ley*
el tribunal d quo debe entonces no  admitirlo.
De  aquí resulta que estando sometida á este
tribunal la apreciación de  estas circunstancias
necesarias para la admisión del recurso,
puede suceder que las aprecie mal , y que
por ello no  lo admita , causando asi al re-
currente un  perjuicio positivo. Al tribunal
d quo no compete juzgar sobre la justicia ó
injusticia del recurso , y nunca debe dene-
garlo por este motivo, así como no  debe el
juez inferior denegar la apelación que se
interpone de su sentencia, porque crea que
no  hay razón para que se reforme. El juicio
sobre fondo del recurso es propio y priva-
tivo del tribunal «d quem , que dedde en
su d ia ,  si ha lugar ó no  ai  recurso enta-
blado. Si el tribunal d quo no  admite el re-
curso de  nulidad que ante él se  interpone,
porque juzga que no puede estimarse por el
tribunal Supremo de  Justicia , infiere, tam-
bién á la parte recurrente un agravio irre-
parable.

Para no hacer, pues, ilusorio el recurso de
nulidad que otorga la ley á los litigantes, era
indispensable, supuesta en  el tribunal « quo
la facultad de  admitirlo ó no admitirlo, se-
gún dejamos indicado , que se  concediese al
que lo interpone el derecho de  reclamar
contra el auto en que aquel deniega su ad-
misión. Este recurso es  el de apelación para
ante el  tribunal Supremo de  Justicia , el cual
se sustancia en  la forma siguiente. Inter-
puesta la apelación , el tribunal ó quo debe
siempre admitirla, mandando que se saque
testimonio de  lo conducente por señalamien-
to de  las partes ; que se remita al Supremo
dentro de los quince dias inmediatos al en
que se  les hubiese notificado el auto de  que
se apeló , y que se las emplace para que se
presenten á usar de  su  derecho en  dicho tri-
bunal dentro del plazo legal. Llegado el tes-
timonio al tribunal Supremo, so mandará
por este que pase al relator para hacer el
estractoóapuntamiento,yhccho se  entregará
á las partes por via de  instrucción por el
término ordinario, señalándose luego el dia
de la vista con citación de  los interesados,
en la cual hecha relación del negocio y oido

<«» Ley» ,  ti», t ,  lib. t, Kue.-O Ju*« .  Lev 87, ti». 2J.
5.
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el informe de  los letrados que asistan, se
declararán por vistos y se decidirá definitiva
é irrevocablemente este incidente (1).

2.° De la guitanciacion y trámites de la
apelación en los asuntos de comercio.

Aun cuando en  los negocios mercantiles
van las apelaciones á las audiencias territo-
riales, su  sastanciacion debe arreglarse á la
ley especial de  enjuiciamiento para estos
asuntos. Ella dispone que, presentándose el
apelante dentro del término del emplazan) ion-
io ,  se le  entreguen los autos por seis dias
á fin de  que diga de agravios, confiriéndose
traslado de  este escrito á la otra parte (2). En
la apelación de autos interlocutorios, á di-
ferencia de  lo que sucede en el fuero ordi-
nario, se  mejora el recurso, admitiéndose dos
escritos, uno porcada parte, con los cuales
se tiene el pleito por concluso, pues no se
pueden hacer pruebas (3). Lo mismo sucede
en las apelaciones de  sentencias definitivas,
si los interesados no presentan documentos
nuevos,  es  decir,  posteriores á la contesta-
ción de  la demanda, ó siendo de fecha an-
terior con el juramento de no haber llegado
á tu  noticia ó no habérselos podido propor-
cionar en tiempo oportuno para hacer uso
de  ellos en primera instancia (4). En caso de
tener lugar la presentación de estos docu-
mentos, se conferirá traslado á la otra parte,
y es  el úaieo caso en  que se  admiten en  este
fuero mas de dos escritos, uno por cada la-
do  (5). Los asuntos mercantiles no  se  reciben
á prueba en segunda instancia , sino en uno
de  los tres casos siguientes: l . °  de confor-
midad de  lodos los litigantes. 2.°  Cuando se
hubieren alegado hechos nuevos, que la exi-
jan para calificar con acierto los derechos
de  los interesados. 5.°  Cuando los alegados
en primera instancia no se pudieron probar
por algún impedimento ó motivo que parez-
ca fundado á juicio del tribunal superior (6).

Del mismo modo que en el fuero ordinario,
no se pueden presentar testigos ni exigirse
confesiones judiciales sóbrelos mismos artí-
culos propuestos en primera instancia, ni
sobre otros que esten en  contradicción con
loconlenidoen aquellos (1). Cuando haya lu-
gar á la prueba, debe pedirse por los in-
teresados en  el escrito de  agravios ó de  con-
testación, y el  tribunal debe proveer el auto
conveniente, sin necesidad de  mas pedimen-
tos ni alegatos (2) . En las apelaciones de  los
juicios ejecutivos no se admiten testigos, ni
otra prueba que la documental, en la misma
forma y con iguales condiciones que hemos
visto tiene lugar en  los casos ordinarios (3).
Concluido el  término de prueba, pide uno de
los litigantes que se haga publicación , y el
tribunal lo acuerda, mandando que  se  entre-
guen los autos á cada parte por espacio de
seis  dias,  á fin de  que alegue de  bien pro-
bado lo que á su derecho corresponda , y
con solo un escrito de  cada una,  <lá e l  plei-
to por concluso, citándolas para sentencia
definitiva (4). Si  el tribunal confirma la pro-
videncia apelada, debe condenar en costas
al apelante (ü). Tal es  el precepto legalque
ninguna distinción hace entre las sentencias
definitivas é interlocutorias , comprendién-
dolas á todas bajo la misma regla. Nosotras
creemos que la confirmación de  que habíala
ley no debe entenderse en un sentido abso-
luto,  de modo que si le  añade algún adita-
mento, ó la modifica ó varia , podrá el tri-
bunal superior dejar de  hacer su pronuncia-
miento sóbrelas costas sin faltar á la  ley.

§. 5.° De la sastanciacion y trámites de la
apelación en los asuntos contencioso-admi-
nistrativos.

De todas las apelaciones que se interpon-
gan de  las resoluciones de los consejos pro-
vinciales y de  las de  cualquiera otra autori-
dadque entienda en  primera instanciacn los
negocios contencioso-adminislrativos, co-

(1) A r t . i l  del real decreto de 4 de noviembre de 4858.
Arl.  403.  ley de Enjuiciamiento

(3) Art .  404. id.
(4) Ar t .  405, id.
Si Art .  4ofi, id.
(0) 4rt. 407,[id.

( I I  Art. 411,  id.
( i ,  Ar l .  408, id.
(3i Ar t .  414, id.
(4i A t t . 4 t f . id .

Ar:.  413, Id .
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APELACION. 173
siones que las hechas en  la primera instan-
cia , á menos que no se  hayan podido dedu-
cir en  ella (1). Así que podrán pedirse inte-
reses y cualesquiera otras prestaciones acce-
sorias vencidas después de  la definitiva ape-
lada y los daños y perjuicios causados desde
su pronunciamiento.

La demanda de agravios se notificará a l
apelado por medio de  cédula,  si se hubiere
personado dentro del- término del empla-
zamiento , quien deberá presenta r la contes-
tación en la misma forma que la demanda
á los veinte dias de  haberse notificado. No
podrá proponer en ella cscepcioncs nuevas,
á menos que no le  baya sido imposible hacer-<
lóenla  primera instancia (2), como la de com-
pensación por causa posterior á la definitiva
apelada. Si e l  apelado no se  persona dentro
del término del emplazamiento, se seguirá
la instancia en su rebeldía con los estrados
del tribunal. Podrá suceder que trascurrido
el término del emplazamiento , y antes ó des-
pués de  ordenarse se siga la instancia en su
rebeldía con los estrados , se presente la
parte apelada, pretendiendo que se  entiendan
con ella las sucesivas diligencias, y que se
le  oiga en  los términos que permita el esta-
do  del negocio. ¿Deberá en  este caso tenér-
sele por parte , y acceder á su  solicitud? El
reglamento del Consejo solo dice , que si el
apelado no compareciere por medio de abo-
gado en el término del emplazamiento, se
seguirá la instancia en rebeldía. Este pre-
cepto no creemos debe entenderse en un
sentido absoluto que comprenda el caso
propuesto, pues de  ser a s i ,  se  atacará el
sagrado derecho de  defensa , sin que de esto
se  siga beneficio alguno al otro litigante, ni á
la causa pública; porque, supuesto que la
sustanciacion ha de seguirse por todos sus
trámites hasta su conclusión definitiva, como
se seguiría si aquel interviniese, y supuesto
también quo el procedimiento en rebeldía
solo lo autoriza la renuncia de defenderse
que arguye la no comparecencia , no hay
motivo para rechazar su intervención cuan-

noce, como hemos visto en la  sección V, el
Consejo Rea! , escepto de aquellas que recai-
gan en asuntos de cuentas municipales,
las cuales deben ir al Tribunal Mayor de
Cuentas.

La sustanciaron de  las apelaciones ante
e l  Consejo Real , se aparta muy poco de ta
que siguen las demandas de  que conoce en
primera instancia, per cuya razón nos  remi-
timos al articulo cowwo metv en to-
do  lo  que se refiere á su organización judi-
cial y á su  procedimiento ordinario, limitán-
donos aquí á lo que presenten de  especial los
trámites de la apelación, ó de  la segunda
instancia.

Dentro del término del emplazamiento
debe el apelante personarse ante el Consejo
para mejorar e l  recurso, deduciendo la de-
manda de agravios por medio de uno de los
abogados del colegio de  Madrid, apoderado
debidamente , ó en su caso por el represen-
tante de  la administración, ó délas  corpora-
ciones que están bajo su tutela. Con este es-
crito de  demanda ó mejora de  agravios debe
presentar las certificaciones que al admitir
la apelación haya mandado entregarle e l  '
consejo provincial ó autoridad que haya
dictado la providencia apelada, de  que he-
mos hablado en la sección IX,  compren-
s ivas ,  la primera de  haber interpuesto el
recurso y haberse notificado al apelado en
tiempo y forma , y la segunda de la demanda,
de  la contestación y demas escritos de  las
partes si los hubiere, de  la sentencia ape-
lada y de  la probanza sobre que esta hubie-
re recaído (1). La demanda de  agravios se
debe redactar en la misma forma que las
otras demandas que se presentan ante el
Consejo , es  decir,  se  estenderá con claridad
y precisión , refiriendo sencillamente los he-
chos que la motiven , reasumiendo por pár-
rafos numerados los puntos de  hecho y de
derecho en  que se funde, y concluyendo
con la pretensión que de  ellos se  deduzca
y á cuya declaración se aspire. En esta de-
manda no podrán introducirse mas preten-

(< '  Art. S39 del real decreto de 30 do diciembre
de I 8W.

Idem Idem.
( I )  Articulo ía i .  Reglamento de 30 de diciembre

de  iU*. Real Arden de V de abril de <148.
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APELACION.174
dose presenta, siempre que quede en su fuer-
za lo actuado anteriormente. Esta doctrina
es la admitida y corriente en todos los demás
negocios y jurisdicciones, siendo tan pa-
tente la razón de equidad en que se funda,
que no debe suponerse derogada por ningún
precepto genérico.

¿Y en esta instancia de apelación habrá
lugar á prueba? Punto es este de tanta tras-
cendencia é importancia que no podremos
dejar pasar sin exámen. El articulo 258 del
reglamento del Consejo Real ordena, que en
esta instancia de la apelación se observe lo
dispuesto en los capítulos precedentes, con
las modificaciones que contienen los artícu-
los que siguen ; y el 260 previene, que la
sección , ó el Consejo en su caso, para me-
jor proveer , podrá ordenar se practiquen de
nuevo ante ella las diligencias probatorias
de primera instancia que estimare viciosas
ó insuficientes, y también cualquiera otra
clase de actuación ó prueba que no se hu-
biere practicado ante el inferior. Según el
tenor de estos artículos no puede ponerse
en duda que procede la prueba en la se-
gunda instancia , cuando la practicada en la
primera sea viciosa ó insuficiente , ó cuando
en ella no se hubiere practicado, puesto que
en estos casos � puede e! Consejo ordenar-
la. ¿Pero tendrán las partes derecho para
proponerla y pedirla? Aunque ninguna dis-
posición espresa encontramos en el regla-
mento del Consejo que lás autorice para
ello,  y aunque el artículo 282 del mismo,
en que se determinan los comprobantes que
han de acompañarse con la demanda de
agravios, nada se indica de presentación de
nuevos documentos , ni ofrecimiento de nue-
vas pruebas, creemos , sin embargo, que la
facultad otorgada al Consejo para ordenar la
práctica de diligencias probatorias en los
casos espresados, implica el derecho de los
litigantes para solicitarlas y ofrecerlas, lo
cual encuentra también un apoyo directo en
el contesto del articulo 258 citado, que
manda se observe en la segunda instancia lo
dispuesto en los capítulos precedentes, sino
se hallan modificados por los artículos pos-
teriores, puesto que el articulo 122 concede

terminantemente á las parles el derecho de
pedir y proponer probanzas en les términos
que se previenen en los capítulos VIII, IX,
X ,  XI,  XII y XIII del título 11, el cual no
se halla modificado por los artículos 258 y
siguientes. Las partes pueden, pues, presen-
tar y pedir nuevas probanzas, quedando á
juicio del Consejo el  admitirlas ó desechar-
las, según procedan, ó no,  con arreglo á lo
dispuesto en  el  artículo 260 del referido re-
glamento. Si la prueba consistiere en nue-
vos documentos, deberán estos presentarse
con la demanda de agravios ó su contes-
tación , según se previene en los artícu-
los 55  y 56, y si fuere de otra especie debe-
rá proponerse y practicarse en el tiempo
y forma ordenados en  los artículos 122 y si-
guientes.

Terminada la discusión escrita, y pre-
parado el informe y relación del proceso
por secretaría de la sección de lo con-
tencioso , se señalará dia para la vista , ha-
ciéndose saber á las partes por cédula de
ugier. Esta vista se verificará en  la misma
forma que está prescrita para los negocios
de que conoce el Consejo en primera ins-
tancia.

El Consejo confirmará ó revocará en  todo
ó en parte la sentencia apelada , proveyen-
do de nuevo sobre los puntos en  que la re-
vocare, y si la apelación no hubiere recaí-
do mas que sobre algún incidente, solo pro-
veerá acerca de él , reservando al inferior
la decisión de lo principal , escepto en  el ca-
so en que , revocando el fallo , pidieren to-
das las partes que decida sobre lo princi-
pal (1). Si la demanda dé agravios ó su con-
testación contuviesen peticiones ó escepcio-
nes no propuestas en el inferior, el Consejo
no decidirá sobre ellas, á menos que se
tratare de compensación por causa posterior
á la definitiva de primera instancias, de  in-
tereses ó cualesquiera otras prestaciones ac-
cesorias, vencidas después de la definitiva,
ó de daños y perjuicios causados desde su
pronunciamiento (2).

La sentencia que dicte el Consejo en ape-

:<> Art. M i .  id.
I?)  Ar l .M4,M.
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APELACION. 175
§. 4.° De . la sustanciacion y trámites! de la

apelación en los negocios de cuenta» de la
Hacienda pública.

Hemos dicho en la sección V , que de las
apelaciones que se interpusieren de las sen-
tencias ó providencias que dictaren los juzga-
dos de Hacienda en materia de cuentas, co-
branza de alcances y sus incidencias, así
como de las que pronunciaren los consejos
provinciales en materia de cuentas munici-
pales, conocia el tribunal Mayor de Cuentas.

Los trámites de estas apelaciones son los
mismos que establecen las leyes generales
en los negocios comunes, á las cuales se
refieran los artículos, de las ordenanzas de
aquel tribunal , cuando indican el órden de
proceder en ellas. Véase el artículo vaiBu-
NAI> HA Y OBI BE  CUERVAS.

§. 5.° De la sustanciacion y trámites de
la apelación en los negocios del fuero de
guerra y marina.

Al tribunal Supremo de Guerra y Marina
hemos visto en la sección V , que compete el
conocimiento de las apelaciones que se in-
terponen de los juzgados generales de guer-
ra óauditorías, así como de los juzgados de
las intendencias ú ordenaciones militares.
También van á él en la forma allí indicada
las apelaciones del juzgado privativo de Ala-
barderos. Aunque las leyes del procedimien-
to que en la segunda instancia debe seguir
este tribunal en los negocios comunes suje-
tos ai fuero de guerra, son las mismas que
arreglan la sustanciacion en los tribunales
ordinarios, y aunque esláespresamente man-
dado que en la instrucción de las causas y
pleitos se ajuste en un todo al reglamento,
para la administración de justicia, de  26  de
setiembre de 1855, todavía se practica en él
la forma antigua de mejorar las apelaciones
que hemos dado'á'conocer en  la sección XI,
sin que por esto se resista el nuevo procedi-
miento del reglamento que la abolió por
completo. Así se ven elevarse unas apela-
ciones por un sistema y otras por otro , de-
pendiendo esto, mas bien de las opiniones

lacion caiisa siempre ejecutoria, sin que se
admita contra ella ei recurso de revisión.
S. M., sin embargo podrá , cuando lo tuvie-
re ábien, no conformarse con ella* dictando
en consejo de ministros el decreto motivado
que estime justo. Dicha sentencia se espe-
dirá en forma de real decreto refrendado
por el ministro de la Gobernación de la Pe-
nínsula 0 ) .

Las apelaciones ó recursos contra las re-
soluciones que dictaren los gobernadores
civiles sobre inclusión ó esclusion indebida
en las listas electorales, mas bien pueden
considerarse como asuntos contencioso-ad-
ministralivos, que no como judiciales-civi-
les , á pesar de que se haya sometido su
conocimiento á la jurisdicción de las audien-
cias territoriales. Por eso hemos preferido
tratar de ellas en este párrafo. Los trámites
de  este recurso son muy sencillos. Persona-
do el recurrente por sí mismo ante la au-
diencia territoral respectiva , ó por medio
de procurador, ó de moro apoderado, dentro
de los quince días primeros del mes de
abril , supuesto que el l . °  debe el goberna-
dor civil haber resuelto la reclamación se-
gún está mandado, presentará su  recurso de
agravios , solicitando la inclusión ó esclu-
sion según Iss casos. La audiencia pedirá en
seguida al gobernador civil respectivo el
espediente original, y venido que sea , la
sala á quien haya correspondido el conoci-
miento, lo mandará pasar todo al minis-
terio fiscal y defensor de la parte, á cada
unn por un dia y para el solo efecto de ins-
truirse, y señalando en la misma provi-
dencia el dia para la vista con preferencia á
otro cuakpiier negocio. Visto, la sala sen-
tenciará inmediatamente lo que estime jus-
to,  y su sentencia causará siempre ejecu-
toria. Publicada esta se devolverá el espe-
diente al gobernador civil de que proceda,
dentro de los últimos quince dias de abril
con certificación de la sentencia , de la
cnal se dará testimonio á la parte , si lo pi-
diere (2).

íft  Arts. 917, S99 y 1M regí. <lc 30 de  diciembre de

■j, A r l i c t i lo  51 d r  olccloral  d< 1S de marco de
13<Ú.
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APELACION.176
particulares de los jueces que de  réglas coris-
taMes de jurisprudencia. Cuando los jueces
inferiores mandan en  . la providencia que
admiten las apelaciones , que se remitan los
autos originales ó en compulsa al superior,
según proceda , con citación y emplazamien-
to de las partes, suelen los apelantes esperar
la llegada de lo» autos al superior para per-
sonarse ante él y pedir se le entreguen para
mejorar la apelación , ó lo qué es  lo mismo,
alegar de agravios ; mas si aquella providen-
cia se limita á admitir la apelación en am-
bos efectos, úsase frecuentemente en Madrid
mejorar la apelación en la forma antigua,
personándose desde luego ante el tribunal
Supremo de Guerra y Marina con un escrito
en que se refiere el pleito que se sigue, la
sentencia ó providencia dada , la apelación
interpuesta y admitida, y se concluye su-
plicando que, habiéndole por presentado en
grado de apelación, se sirva mandar qué el
escribano de  la auditoria ponga los autos
originales en lo escribanía de  cámara , pré-
via citación , á cuyo efecto se libre la opor-
tuna certificación. Este escrito se  lleva antes
al juzgado de la auditoría con el solo fin de
que ser certifique ó testimonie por el escri-
bano de ella , bajo la autoridad del juez, que
el procurador tiene presentados en autos
poderes bastantes de  la parte apelante;, que
la sentencia apelada es interlocutoria ó defi-
nitiva ; y que la apelación esta admitida en
ambos efectos, lo cual equivale á los testi-
monios formales y estensos que antes se
usaban. Presentado el recurso ante el su-
perior, formula este su decreto en estos tér-
minos. Háse á esta parte en el grado de
apelación que espresa: el escribano del juz-
gado de  la auditoría de guerra de esta plaza
ponga en escribanía de cámara íntegros y
originales los autos que se refieren , citadas
y emplazadas- las partes en la forma ordina-
ria , á cuyo fin el apelante ponga dentro de
seis dias en poder de dicho escribano la
oportuna certificación. Estendida esta, se
le entrega al procurador bajo recibo , y este
cuida de presentada en la escribanía del
juzgado para que se cumpla lo mandado por
el superior.

Cuando el inferior admite la apelación en
un solo efecto , entonces pide el apelante
en el escrito referido, que habiéndole por
presentado en grado de. apelación , se sirva
mandar que el escribano de  la auditoría
vaya á hacer relación eldia que se le señale,
á cuyo efecto se espida la oportuna certifi-
cación , cuya petición tiene también lugar
cuando el apelante aspira á que se le admi-
ta la apelación en ambos efectos. En este
caso , si el tribunal , vistos lo» autos en  la
forma pedida, estima que la apelación pro-
cede en  ambos efectos , decreta que se re-
tengan los autos y pasen á la escribanía de
cámara , entregándose á las partes por su
órden para que presenten por escrito sus
pretensiones, cuando así procede; mas s ino
lo estima, decide el punto apelado.

En. las apelaciones que se interponen de
las sentencias ó providencias del juzgado
privativo, dé Alabarderos hay las particula-
ridades de fórmula que para su admisión,
conocimiento y decisión se determinan en
el convenio celebrado con fecha 10  de  abril,
de 1839 entre el ministerio de la Guerra y
el tribunal Supremo de Guerra y Marina,
reducidas á que en la real órden en que se
aprueba la sentencia del inferior , que según
ordenanzas- debe ser consultada con S. AL,
se autoriza á aquel para que admita las ape-
laciones que procedan , y remita los autos
al tribunal Supremo de Guerra y Marina,
para que tos sustancie y determine en las
instancias y grados que correspondan hasta
que recaiga sentencia, que con arreglo á las
leyes deba causar ejecutoria , y á que la que
dicte dicho supremo tribunal , se consulte
con S. M. antes de publicarse en la forma
acostumbrada.

Por lo demas, tanto estas apelaciones
como aquellas de  que conocen el juzgado
general de artillería é ingenieros, y el de
tos capitanes generales de departamento en
los negocios ordinarios sujetos á su fuero,
siguen la sustanciácion que establecen las
leyes comunes, en cuanto sonaplicablesá su
organización , siendo de desear que desapa-
rezcan tos restos que aun quedan de los an-
tiguos sistemas de mejora y de consulta ,
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APELACION. 177
y se firma por el M. R. Nuncio, encargando
la instrucción y conocimiento de aquel asun-
to al señor auditor á quien corresponda. Este
hace de ponente en aquel negocio y entiende
en las diligenciasde sustanciacion hasta que
se halle en estado de verse por la sala. Obte-
nido el despacho de comisión, se presenta al
auditor con un pedimento , solicitando se sir-
va aceptar el encargo que se le confiere y pro-
ceder según corresponda en derecho. Dado
este paso, el apelante toma losautosy espo-
nede  agravios, dándose traslado al apelado
según el método ordinario y admitiéndose dos
escritos por cada parte. Concluso el negocio
se cita á los litigantes para la vista pública, la
cual se celebra con abogados ó sin ellos, dic-
tándose luego la sentencia.

Como en este fuero es necesario que ha-
ya tres sentencias conformes para que re-
sulto ejecutoria, siempre que no se verifi-
que esta circunstancia, se puede apelar déla
providencia de la Rota para ante ella mis-
ma. Esta apelación sigue el trámite antiguo
de mejora, para lo cual es necesario pedir
el testimonio correspondiente, quecompren-
de una relación á la letra de la sentencia de
que se apelan Armado el apelante de esta
certificación, debe presentarla en el término
de dias con un pedimento al M. R.
Nuncio, solicitando que se tenga por me-
jorada la apelación, y que para su curso se
cometa su conocimiento á la Rota. Asi se
acuerda, y se espide en latin la comisión en
la forma que ya hemos dicho , advirtiendo
solamente que el auditor que hace de po-
nente en esta segunda instancia dehe ser
individuo de la otra sala, pues es sabido
que la Rola no tiene mas que dos. Por lo
demás la sustanciacion es enteramente igual
á la anterior. Si de la segunda providencia
queda la Rota cabe apelación, se mejora
en el mismo término y con las mismas for-
malidades que hemos espuesto; solo que en
la comisión en que se nombra el ponente,
deben indicarse los corresponsales que han
de fallar con él,  los cuales no bajarán de  cin-
co , contándose entre ellos los dos que han
desempeñado igual cargo en el primero

' y segundo turno. Cuando resulta ejecutoria

basados sobré ideas que pugnan con el ac-
tual órden político.

§. 6.* Jfe la sustanciacion y trámites Se la
apelación en loe negocios eclesiásticos.

Después de la real órden de 40 de abril
de 1836 de que hemos hecho mérito en otro
lugar, las apelaciones de los tribunales in-
feriores eclesiásticos se han atemperado á
los procedimientos que se  observan en el
fuero civil. El vicario debe admitir la apela-
ción lisa y llanamente en ambos efectos, re-
mitiendo los autos originales al superior
respectivo y emplazando á las partes para
que acudan á usar de su derecho ; todo lo
mismo que se practica en los negocios del
fuero ordinario. Poco unas tendríamos quq
decir, si no fuera porqueen la Rota se guar-
dan todavía las formas antiguas, que exigen
una esplicacion mas detenida. El tribunal
de la Rota es una concesión obtenida por el
rey Cárlos III de la corte romana , á fin
de que todos los asuntos eclesiásticos se
juzguen por jueces españoles, y se terminen
definitivamente dentro del reino. Aun cuan-
do las apelaciones se interponen para ante
el M. R. Nuncio de su Santidad, este debe
cometer su conocimiento á la Rota, siendo
el único acto en qué interviene su autori-
dad. Antes de la variación introducida por
la citada real órden de 1836, se presentaba
el apelante por medio de procurador con un
escrito pidiendo letras inhibitorias, citato-
rias y compulsorias, las cuales se mandaban
espedir al juez inferiora fin de que se inhi-
biera y remitiera les autos en compulsa, ci-
tando préviamente á los interesados. Este
trámite es hoy supérfluo, toda vez que se
deben enviar los autos originales. En su con-
secuencia el apelante presentará un escrito
al M. R. Nuncio, diciendo que habiendo lle-
gado á su noticia que los autos se bailan en
la secretaría del tribunal , y á fin de  que
puedan seguir su curso , le suplica que se
sirva cometer su conocimiento á la Rota por
medio de  la abreviaduria. Esta, en virtud
del riguroso tumo que debe llevar, espi-
de la comisión , que se estiende en latín

TOMO t l t .
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por existir tres sentencias conformes , se  cs-
presa asi en la última que la causa.

SECCION XII.

DB LA DESERCION Y DESISTIMIENTO DB LA APE-

LACION.

En la sección anterior hemos cspuesto
los trámites de la segunda instancia que se
abre á virtud de la mejora de apelación,
bien se persone en ella el apelado,, bien no;
porque la no comparecencia de este no pro-
duce otro efecto que el de que se siga aque-
lla con los estrados del tribunal en su re-
beldía. Ahora vamos á examinar los efectos
que produce la no comparecencia del ape-
lante y su desistimiento.

Deserción. Interpuesta y admitida la ape-
lación , el apelante está en el deber de per-
sonarse ante el superior á mejorar el recur-
so dentro del término que hemos dado á co-
nocer en la sección X. Ya indicamos allí
que en el fuero ordinario no suelen los jue-
ces señalar el término del emplazamiento,
ya porque no se les previene que lo hagan
en el reglamento provisional para la admi-
nistración de justicia, ya también porque á
pesar del término que en su  defecto señala
la ley 3, tít. 20, lib. 41 de la .Novísima Re-
copilación, es práctica constante, que si den- U
tro de él, no comparece é insta el apelado N
para que se declare por desierta la apela- j
cion, manda librar el tribunal superior carta- I
órden para que se le haga saber que dentro |
del plazo que le designa comparezca á iue- |
jorar la apelación , bajo apercibimiento de  H
declararla por desierta. Esta práctica tiene [
sin duda su fundamento en el antiguo sis-
tema de mejorar las apelaciones y también
en la misma ley recopilada , la cua) al pro-
pio tiempo que ordena que si el apelante no
comparece dentro del término del emplaza-
miento, finque firme el juicio , csceptúa el
caso en que probare que no pudo seguir la
apelación á tiempo por alguna razón derecha.
Esta audiencia prévia del apelante, implíci-
tamente consignada en la ley , y la impor-
tancia de declarar caducado un recurso in-

terpuesto en tiempo, ha autorizado la prác-
tica aun subsistente de  mandar el tribunal
superior que comparezca el apelante á me-
jorar la apelación dentro del plazo que le
asigna con apercibimiento de declararla por
desierta y por consentida, y pasada en au-
toridad de cosa juzgada la sentencia ó pro-
videncia objeto del recurso. Si á pesar de
este nuevo emplazamiento no comparece el
apelante á la primera rebeldía que le acuse
el apelado, so declara por desierta la apela-
ción y se le condena en las costas, mandán-
dose al mismo tiempo que se devuelvan los
autos al inferior para la ejecución de la sen-
tencia. �

Por lo espuesto se ve, que para que en el
fuero común pueda el superior declarar por
desierta una apelación, es necesario, pri-
mero , que elevados los autos y no compa-
reciendo el apelante, se haya personado el
apelado y solicite la declaración. El tribu-
nal no puede hacerla de oficio. Si el apelado
tampoco comparece ó no insta , e l  negocio
dehe quedar sin curso. Y segundo , que se
le haya hecho saber la providencia en  que
el superior le manda comparecer dentro de
cierto tiempo ; que este haya trascurrido sin
personarse y que inste nuevamente el ape-
lado, acusándole la rebeldía.

También puede suceder y sucede con fre-
cuencia que,  debiéndose remitir tos autos
al superior á costa del apelante , no se  pre-
sente este á satisfacer los gastos ó importe
del correo , y que por esta causa quede en
suspenso el curso de la apelación con per-
juicio del apelado. Cuando tal suceda, debe
este acudir ante el juez ó qvo con un escrito
en que solicite , se haga saber al apelante
que dentro del término que se le señale sa-
tisfaga el importe de la remesa de autos,
á lo cual accederá el juez , señalándole
el plazo que estime oportuno , atendidas
la distancia de su domicilio y demas cir-
cunstancias. Si trascurrido el plazo no ha
comparecido ni satisfecho el importe de re-
misión , debe el apelado presentar otro es-
crito , solicitando se le vuelva á señalar
nuevo término, con apercibimiento de quo
si dentro de él no comparece á cumplir con
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que puede y debe declarar el juez á quo,
porque no hay ley que se lo impida y por-
que redunda en beneficio de las parles y de
la pronta administración de justicia. De acu-
dir al superior para que hiciese esta decla-
ración, no podria prescindirse de sacar un
testimonio de los autos, suficiente á justifi-
car la pretensión del apelado, ó de ordenar
aquel que el inferior informase; de otorgarse
nuevos poderes en la generalidad de los ca-
sos; de citarse nuevamente al apelado; de
hacerse formal relación y de  decidirse en
vista , todo lo cual produciría dilaciones y
gastos innecesarios. Por todas estas razones
estamos por la opinión que concede al juez
á quo la facultad de declarar por desierta la
apelación en el caso propuesto , previos los
dos requerimientos indicados ; la cual es
ademas la que ha adoptado la práctica de
los tribunales. Cuando la apelación se ha ad-
mitido solo en el efecto devolutivo y el ape-
lante no comparece á sacar la compulsa,
como tiene derecho á esperar la ejecución
interina de la sentencia para que se remitan
los autos originales, solo cuando llegue este
caso procede cuanto anteriormente dejamos
manifestado respecto á la declaración de de-
serción por el juez á quo.

En los asuntos mercantiles está señalado
por la ley un término fatal y perentorio para
presentarse el apelante ante el superior á
mejorar la apelación. Trascurrido y acu-
sada una sola rebeldía por término de ter-
cero dia que se notificará en estrados, el tri-
bunal superior declarará sin mas trámites
por desierta la apelación, devolviendo los
autos al inferior para que lleve á efecto la
sentencia ó providencia apelada (i).

En los negocios contencioso- administra-
tivos está también prevenido que , si el ape-
lante no mejora el recurso dentro de! plazo
y en la forma que determina el reglamento
de 50 de diciembre de  1846, se declarará la
sentencia por pasada en autoridad de cosa
juzgada p la primera rebeldía que le acuse
el apelado.

En los tribunales de Guerra y Marina y en

lo mandado, se declarará por desierta la ape-
lación. Así se  ordenará por el juez, y si tras-
currido también este nuevo plazo, no com-
parece el apelante á satisfacer el importe de
remisión , acusada la rebeldia por el apela-
do  y á su instancia, se declarará por desierta
la apelación y se mandará llevar á ejecu-
ción la sentencia ó providencia apelada.
Esta práctica ha dado lugar á que se cues-
tione entre los teóricos , si el juez á quo tie-
ne facultad para declarar por desierta la
apelación en  este caso , ó si esta facultad es
privativa del tribunal ad qwm. Los que la
niegan al juez ó tribunal i quo se  fundan,
en  que interpuesta la apelación y admitida
en  ambos efectos, queda el inferior sin juris-
dicción para conocer de aquel negocio , de
donde se  sigue que solo el superior es com-
petente para resolver todas las cuestiones
que se refieren ai recurso interpuesto. Sin
embargo de que el principio es cierto, su
aplicación práctica al caso en cuestión chor
ca  abiertamente con la equidad y con otros
principios ó máximas legales. Interpuesta y
admitida la apelación, puede el apelante
abandonarla desde aquel mismo memento,
espresando esta voluntad tácitamente, en el
hecho de no querer satisfacer los gastos de
remesa de autos al superior , como puede
espresarla después de remitidos, en el he-
cho de  no querer presentarse ante el supe-
rior á mejorarla. Mientras no obren real-
mente los autos en el tribunal ad qwm, el
juez á quó conserva la jurisdicción necesa-
ria para llevar á ejecución la providencia
en  que ordena su remesa á costa del apelan-
te ;  pero como no puede obligar al apelante
á que satisfaga su importe, puesto que tiene
derecho para desistir de la apelación tácita
ó espesamente , de aquí nace la jurisdicción
de aquel para dictar las correspondientes
providencias á fin de que resulte por hechos
indudables la voluntad del apelante respec-
to á continuar ó desamparar la apelación in-
terpuesta. Si requerido este por una y otra
vez para que cumpla la inmediata obligación
que le impone el recurso interpuesto y ad-
mitido , desobedece los preceptos judiciales,
hay una presunción legal de su renuncia, (1) Arl. *01 , ley de Enjuiciamiento.
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los eclesiásticos , se siguen las reglas pres-
critas para los ordinarios en los negocios co-
munes , con solo las diferencias á que dá lu-
gar la práctica antigua de mejorar las ape-
laciones, observada todavía en algunos de
ellos.

Los legisladores de casi todos los países
han llevado su solicitud hasta el punto de
lijar un plazo fatal , dentro del cual debiera
terminarse la instancia de la apelación , bajo
la pena de tenerse por desierta y la sentencia
por firme y ejecutoria. El Derecho Romano
fue el primero que señaló el término de  un
año para este objeto , y de él lo tomaron las
leyes civiles y canónicas. Pero es  de admirar
que siendo nuestras Leyes de Partidas una
copia del código y Digesto de Justiniano,
no se encuentre en ellas adoptada esta dis-
posición , y sí en las del Ordenamiento de
Alcalá , que en muchas materias importantes
derogaron los principios y doctrinas roma-
nas que aquellas consagraban. Pero sea la
causa la que fuere, lo cierto es que nuestras
leyes recopiladas disponen , que la segunda
instancia se acabe dentro del término de un
año , contado desde el día en que el ape-
lante se hubiese alzadode la sentencia. A pe-
sar de  las poderosas razones y motivos de
pública utilidad en que esta medida se fun-
da , dudamos mucho que haya sido nunca
fielmente observada, ni que haya produci-
do  los ventajosos resultados que á primera
vista promete. Nada mas justo que se ponga
un freno á la malicia de los litigantes , impi-
diendo que se dilaten los pleitos en perjui-
cio de ambas partes y de la causa pública.
Llevado el legislador de  este deseo natural, y
conociendo que algunos se alzaban para evi-
tar la ejecución de la Sentencia y queconse-
guido este objeto abandonaban la instancia,
óeran sumamente morosos en su prosecución,
trató de corregir.este fraude, señalando un
plazo fatal para que la concluyesen. Sin em-
bargo , este proyecto tan sencillo al parecer,
encuentra mil dificultades que lo hacen
irrealizable, al paso que tampoco protege al
apelado , quien puede lograr su intento por
otros medios mas naturales y espeditos. La
primera cuestión que ventilan los autores

APELACION.
prácticos con sumo calor es  saber, si  cumple
la parte apelante con poner la causa dentro
del año conclusa , y en disposicion.de que la
falle el juez ; ó es menester que se acabe
efectivamente por medio de una segunda sen-
tencia. Razones hay en favor de ambas opi-
niones , si bien la segunda sehalla muy con-
forme con el testo literal de la ley. Esta di-
ce que el apelante esté obligado á proseguir
y acabar el pleito; por manera quesea libra-
do desde el dia que se alzó hasta un año.
Los verbos proseguir y acabar de que usa de-
muestran que en este plazo se debe dar la
sentencia , porque solo con ella se acaba
verdaderamente el pleito; pues la conclusión
indica solo que el litigante por su parte ha
alegado ya todas sus razones y no tiene mas
que esponer en su favor. Mas á seguida, la
misma ley que ordena lo anterior, admite
dos escepciones que vienen á inutilizarla
cumplidamente. La primera tiene lugar
cuando el apelante oviere embargo derecho,
porque non la pueda seguir ni librar, pues
probando un justo impedimento , no le per-
judica el trascurso del año. Hé aquí otro
semillero de dudas y cuestiones ; porque si
bien la ley está clara en mandar que no se
impute al apelante el tiempo que estuviere
impedido , no determina el que se le deberá
luego conceder, y si tendrá solo el que le
falte hasta completar el año útil , ó gozará de
todo él integramente. La segunda escepcion
consiste , en que la dilación provenga de la
morosidad dél juez, pues si el litigante puso
toda su diligencia en activar y terminar el
pleito , cumplió por su parte , y no debe su-
frir las consecuencias de un hecho que no
está en su mano evitar.

Seria ocioso que nos detuviéramos mas
en esta materia, porque toda ella ha llegado
á ser inútil en la práctica de los tribunales.
Ya lo testifica el conde de la Cañada de su
tiempo, dando por razón <que radicados los
autos por vía de apelación en el superior
competente / proveen las leyes de  oportuno
remedio á las partes que obtuvieron la sen-
tencia , para que insten su brevedad; y cuan-
do no lo hacen , vienen á caer en el medio
va insinuadode proceder con uniforme acuer-
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autos al  inferior para que ejecute la senten-
cia,  que por lo  mismo habrá adquirido fuer-
za de  ejecutoria.

Pero si el desistimiento sé propone ante
el inferior antes de haberse remitido los au-
tos al superior » puede suscitar la duda» y
de hecho hay variación en la práctica do los
juzgados, de si producirá el efecto de anular
la apelación é impedir sus consecuencias,
ó desi» no obstante su interposición, podrá el
juez inferior » declarando el desistimiento,
mandar que se retengan los autos , de cuyo
conocimiento se desprendió ya por la apela-
ción admitida. Los que opinan por el último
estremo, que en verdad son los menos en nú-
mero, solo presentan en su abono la misma
razón de riguroso derecho que espusimos an-
tes al hablar de la deserción, á saber: que el
inferior no tiene ya jurisdicción ni compe-
tencia, habiéndolas devuelto por su auto
en  que admitió la apelación al tribunal su-
perior» quien únicamente tiene facultad pa-
ra decidir sobre aquel incidente, debiendo
por otra parte el apelante pagar la culpa de
su incomprensible ligereza. Mas en apoyo
de la opinión contraria ,- puede alegarse: 1 .a

que si se remiten los autos al superior para
que decida sobre el desistimiento , no solo
redunda esta medida en daño del apelante,
sino también del apelado , que tardará mas
tiempo en ser puesto en posesión de los de-
rechos que le adjudica la sentencia. Por otra
parte, no pudiendo el tribunal superior man-
dar nada nuevo, es  un rodeo inútil, faltándose
á la máxima tan sabida de filosofía y de  dere-
cho, [rustra fil per piara, quee fiert polest per
pauliora. Creemos, pues, digno de adoptarse
como un término medio » que cuando el ape-
lante presenta el escrito de desistimiento Jn-
tesde la remesa de  los autos, el juez debe dar
traslado al contrario, y si este se conforma,
debe suspender su envío » declarar sin efecto
la apelación , y proceder á la ejecución de
la sentencia. Mas si el apelado no se confor-
ma con el desistimiento , entonces la apela-
ción debe seguir su curso y remitirse los
autos según corresponda a) tribunal supe-
rior. La razón que nos mueve á emitir esta
opinión, consiste en que el apelado ha ad-

do en  la suspensión temporal de la causa»
que es  el primer fundamento en que puede
consistir el no suscitarse controversias en los
tribunales sobre el tiempo qué señalan las
leyes para seguir y acabar las apelaciones .»
En el dia esta opinión se  ha elevado ya á la
categoría de  principio» porque es sabido
que , cuando las partes sobreseen en las di-
ligencias de  ■ los procedimientos civiles , el
tribunal no puede de oficio escitarles á que
las continúen. Supónese que ambos litigantes
se  convinieron mutuamente en esta suspen-
sión , y como ella puede servir de preliminar
á un arreglo amistoso» tan preferible á las
vias judiciales, no le es permitido al juez
meterse á perturbar de  oficio la tranquili-
dad y planes de los interesados. Si la parte
que obtuvo la sentencia á su favor , no ve
con gusto las dilaciones maliciosas de su ad-
versario, en la mano tiene el remedio para
instar la prosecución de la instancia, acusan-
do la rebeldía al apelante , bastando una so-
la para que obre todos sus efectos y consiga
el intento que se propone. Este remedio, que
es  el que se practica como el mas natural
y mas espedito, hace innecesaria la fijación
de  un plazo fatal para acabar la apelación.
Por otro lado los tribunales superiores á
donde van las apelaciones , están por lo ge-
neral recargados con h multitud de pleitos
y causas que á ellos se elevan y no pueden
terminarlos dentro de aquel plazo. Esta im-
posibilidad, que nace de laesencia de las co-
sas, y que no depende,,ni pueden evitar los
litigantes ni los jueces, es  otra délas causas
que impiden se cuente el término del año
para aplicar á los apelantes la pena que mar-
ca la ley.

Desistimiento. El apelante puede también
abandonar la apelación por medio de formal
desistimiento. Este es la renuncia espresa
del recurso interpuesto» así como la deser-
ción es la renuncia tácita del mismo. Si el
desistimiento se presenta ante el superior»
después de remitidos los autos por el infie1-
rior, conferirá traslado á la otra parte» y
con su conformidad tendrá al apelante por
desistido y apartado de  la apelación , le con-
denará en las costas y mandará devolver los
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quirido por la apelación de su contrario un
derecho á solicitar del superior las ventajas
que no hubiese conseguido en primera ins-
tancia, del cual no puede privarle sin su
consentimiento la variación repentina é in-
motivada de voluntad de su contrario. Es-
ta materia se roza muchísimo con las apela-
ciones accesorias , por cuya razón nos refe-
rimos ¿ la sección II del capitulo cuarto.

CAPITULO TERCERO.

DE LA APELACION V CONSULTA EN MATERIA CRI-

MINAL.

Espuesta ya en-el capítulo anterior la doc-
trina referente á las apelaciones en materia
civil, vamos á tratar en este de la apelación
y consulta en materia criminal , bajo el
mismo método y con cstension á las mis-
mas jurisdicciones. Y no se  crea que al ha-
cer uso de la palabra criminal para calificar
la materia objeto de este capítulo, nos po-
nemos en oposición con el lenguaje del Có-
digo penal vigente , pues si bien es cierto
que en la clasificación que hace este de los
actos punibles , no ha denominado crimen
ui ai género ni á ninguna de sus especies,
también lo es  que ha empleado la palabra
criminal en el sentido estenso que nosotros
ledamoscn este articulo, y que con nosotros
le dan también la jurisprudencia y el len-
guaje común, como lo comprueban los capí-
tulos segundo, tercero y cuarto del titulo 1,
los cuales tratan esclusivamente de las cir-
cunstancias que quitan , atenúan ó agravan
la responsabilidad criminal,

La importancia y gravedad que envuelve
el procedimiento criminal., en que por una
parte se interesa Ja libertad, la honra y
muchas veces el porvenir y la vida del indi-
viduo por otra el órden social y la mora-
lidad pública, han obligado al legislador á
procurar la imparcialidad y rectitud en los
fallos, estableciendo en la generalidad de
los casos la revisión de ellos por el supe-
rior, aun cuando las parles se aquieten con
lo sentenciado en primera instancia. Este
es el origen de la consulta , supletoria de

la apelación, que da entrada como esta á la
segunda instancia , y cuyo procedimiento
es idéntico en la mayoría de los casos. He
aquí el motivo que nos ha movido a tratar
de ambas en un solo capítulo, aunque con
las correspondientes distinciones.

Como las leyes del procedimiento crimi-
nal no son tan completas como las del civil,
y como en algunos casos son aplicables á
entrambos los mismos principios y doctri-
nas, de aquí la necesidad de llenar las la-
gunas del primero con la aplicación de las
disposiciones del segundo, siempre que no
no lo resista su especial naturaleza. Téngase
esto presente para consultar lo que dejamos
esplicado en el capitulo anterior, en los
casos no espresados en las secciones s i -
guientes:

SECCION I.

DE LAS SENTENCIAS Ó PROVIDENCIAS QUE SON Ó

NO APELABLES.

Dando aquí por repetido lo espuesto al
principio de la sección II del capítulo se-
gundo, ysiguiendo el órden allí establecido,
nos ocuparemos en primer lugar de las sen-
tencias ó autos definitivos, y después de las
providencias ó autos interlocutorios.

Sentencias definitivas. Es apelable toda
sentencia ó auto definitivo dictado en cau-
sa criminal , por falta ó delito comun , bien
se haya seguido el proceso de oficio , ó á
instancia de parte, bien ante los tribunales
ordinarios ó especiales (I).

Las antiguas leyes penales, rigurosas
siempre en los castigos, lo fueron también
en el procedimiento, privando al reo del re-
recurso de apelación en una multitud de
casos, ya por declarar inapelables ciertas
sentencias , ya por privar del derecho de
apelar á ciertos condenados. Por este moti-
vo no cabía apelación según la ley de Par-
tidas (2) de las sentencias pronunciadas en
causas de robo ó hurto, sedición, fuerza ó
rapto, falsificación y homecidio alevoso, si

(1) provisional, art. BI .U . '  Ley provisional
para la ejecución del Código penal. Regla 37.

| (2j Ley 16, l i l .  13. Parí 3 ,  Tomo l .
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neralcs , ' no cabe apelación contra las. sen-
tencias definitivas que los mismos pronun-
cian , solo ha higar á consulta en los casos
y forma que diremos mas adelante.

En las causas eclesiásticas, inclusas las de
fé, son apelables las sentencias definitivas
lo mismo que en el fuero común. Corres-
pondiendo á la potestad temporal dictar las
reglas del procedimiento por tocar tan de
cerca al órden público, nuestras leyes han
dispuesto, que los tribunales eclesiásticos se
arreglen á las leyes civiles en cuanto á ad-
mitir las apelaciones, remisión de autos al su-
perior y trámites del procedimiento. Por
esta razón carecen de fuerza entre nosotros
los cánones que privan del derecho de ape-
lar al sentenciado por ciertos delitos, ú que
declaran inapelables ciertas sentencias defi-
nitivas , como lo disponían también nuestras
antiguas leyes , derogadas hoy por el regla-
mento provisional para la administración de
justicia y por la ley provisional para la apli-
cación del Código penal. Cqando los prela-
dos eclesiásticos proceden gubernativamente
en  la imposición de censuras y penitencias,
en  los casos en que esto les es permitido, ya
para prevenir un delito , ya para castigar las
faltas de disciplina de  sus subordinados, no
suele admitirse apelación de estas providen-
cias eslrajudiciales.

Sentencias interlocutorias. En materia cri-
minal, lo mismo que en materia civil , son
apelables las sentencias interlocutorias con
fuerza de definitivas, dictadas en las causas
formadas por delitos comunes , y también en
las eclesiásticas. Antes que el proceso se
haga público y tengan en él intervención
todas las partes , pueden dictarse algunas
providencias que causen un daño irrepara-
ble por la definitiva, en cuyo caso no seria
justo que se  les privase del derecho de recla-
mar contra ellas por el recurso ordinario de
la apelación, siempre que este recurso no
suspenda el procedimiento, ni la ejccncion
de  lo apelado. Por estas razones es  apelable
el auto de prisión, en solo el efecto devo-
lutivo; porque si consideraciones se deben
al que solo es tenido como presunto reo,
no se deben menos á la sociedad interesa-

resultaba probado el delito por deposición
de testigos fidedignos , ó por confesión del
reo , hecha en juicio sin premia. Tampoco
cabía apelación de las sentencias condena-
torias por los delitos de heregía , lesa ma-
gostad , y sodomía ; y según los intérpre-
tes , ni de  las dictadas contra reos de delitos
notorios, ni en los casos de  hermandad (1).
Este rigor de las leyes , contrario evidente-
mente á los preceptos de la razón y de la
equidad, lo fue mitigando la jurisprudencia,
hasta que por fin ha desaparecido de las le-
yes vigentes , las cuales han procurado her-
manar en  lo posible la latitud de  ladcfcnsa
con la prontitud del castigo.

La apelación es hoy un recurso concedido
á todo sentenciado por delito común, sea de
la especie que quiera, ó por cualquiera falta.
No lo deniega la ley, como en lo civil, en
los casos de corta entidad, lo único que ha-
ce es someterlo á un procedimiento breve
y sencillo, como veremos en su lugar.

Las sentencias que el jurado de jueces de
primera instancia pronuncia en ios procesos
sobre delitos de imprenta , no son en ningún
caso apelables.

En las causas de fraude y contrabando son
apelables en ambos efectoslas sentencias de-
finitivasque condenan al procesado á una pe-'
na corporal , ó si la condenación es  pecunia-
ria siempre que llegue esta ádiez mil reales
vellón (2) . Son también apelables , aunque en
solo el efecto devolutivo, las sentencias que
condenan á pena pecuniaria , si esta llega á
cinco mil reales; mas si las condenaciones
pecuniarias no llegan en su totalidad á di-
cha suma, no se dá contra ellas el recurso
de  apelación. Cuando estas sentencias no
apelables, comprendan algún apercibimien-
to ,  el sentenciado contraerá la apelación á
solo el apercibimiento, por ser esta Ja única
parte de  la sentencia qué puede recla-
mar (5).

En los procesos por delitos militares ú otros
de  que conocen los consejos de guerra ordi-
narios y estraordíuarios , ó de  oficiales gc-

(1) Gutierret.Prí  e t ica  «urinal. Cap. 10.
(3) Ari. 183. Ley de 30 de mayo de 1830.
<3) ArU. 184. 183 y 185 id.
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da en el pronto castigo de los verdade-
ros delincuentes. La naturaleza especial
de las causas criminales hace que las ape-
laciones de las providencias interlocutorias
con fuerza de difinitivas sean únicamente
admisibles en la generalidad de los casos -en
solo’el efecto devolutivo, pues de admitirlas
en ambos, aun en los casos en que se haya
formado artículo de prévioy especial pronun-
ciamiento, so  vería continuamente paralizada
la sustanciacion de los procesos en daño co-
nocido de la causa pública. La apelación de
la providencia que recaiga á la  declinatoria
de jurisdicción, declarándose el juez compe-
tente , asimismo la que se dicte en contra de
la recusación del mismo, creemos que debe
admitirse en ambos efectos, porque intere-
sa á la jurisdicción é imparcialidad del juez
que qúiere la ley presidan á todos sus actos
como tal.

En las causas de fraude y contrabando no
son apelables las providencias interlocuto-
rias de los subdelegados (1). Este precepto
déla  ley solo es estensivo , como claramente
indican sus palabras, á las meramente in-
terlocutorias que puede el mismo juez repo-
ner, no á las que tienen fuerza definitiva
por causar un perjuicio irreparable á cual-
quiera dé las partes.

En los procesos militares, en que no es
apelable la sentencia definitiva , tampoco lo
son las interlocutorias con fuerza de tales,
sirviendo únicamente su reclamación para
que el consejo las resuelva desde luego
y las consulte si afectan á su jurisdicción,
ó en otro caso las reserve para definitiva.

SECCION 11.

DE LAS PERSONAS QUE PUEDEN APELAR , DENTRO

DE QUÉ TÉRMINO , PARA ANTE QUIÉN Y EN  QUÉ

FORMA.

Determinadas en la sección anterior las
sentencias que son ó no apelables , vamos á
dar á conocer las personas á quienes se con-
cede el derecho de apelar, y las circunstan-

< I )  Art.  1W), ley penal de SO de m í yo de 18JO.

APELACION.
cías que deben acompañará la interposición
del recurso , porqué es sabido que el valor
real de un derecho no consiste solo en tener-
lo ,  sino en ejercitarlo ademas dentro de las
condiciones legales.

§. ! . �  Persona» que pueden apelar.

Este es uno de los puntos en que el dere-
cho civil viene á completar el criminal por
ser aplicables ¿ uno y otro los mismos prin-
cipios. No solo puede apelar el reo, sino,
cualquiera otra persona á quien perjudique
la sentencia , y con tanta latitud concedieron
este derecho las Leyes de las Partidas, que lo
otorgaron á los parientes del sentenciado en
causa de sangre , aun contra la voluntad de
este, y á los estrados que se movieren á ello
por amor ó piedad; bien que para que en
este caso fuese valedera la apelación inter-
puesta , era necesario que el reo la otorgase
y consintiese (I). Véase por lo demas la sec-
ción III del capítulo segundo.

2.a Dentro de qué término debe interponerse
' la apelación.

Teniendo presente cuanto hemos dicho en
la sección IV del capítulo segundo , solo
diremos en este lugar, .que el término para
apelar de las sentencias dictadas en causas
criminales sobre delitos comunes, áque por
la ley está señalada pena corporal , es el de
cinco dias, contados desde la notificación de
la sentencia. Mas si la apelación fuese de
sentencia dictada en causa sobre delito l i-
viano á que por la ley no se impone pena
corporal, debe aquella interponerse preci-
samente dentro dé los dos dias siguientes al
de  la notificación de la sentencia , pues de
no apelar en dicho término, causará esta
ejecutoria y será llevada desde luego á efec-
to por el juez (2).

En los juicios sobre fallas , el término para
apelar es el de tres dias, contados desde el
siguiente al de la notificación (3).

(�)  Ley d,  t l t ,  W ,  parí.  í.
(S, AruB I ,  regla 14 del reglamento pioTleiooít.
t i »  Regla 11  de l a  ley proel nional para la aplicación

del Código panal.
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bunal Mayor de Cuentos, en el cual ha de
interponerse la apelación para ante este tri-
bunal (1).

En las causas por delitos comunes cuyo
conocimiento compete á los capitanes gene-
rales con. acuerdo de su asesor, deben ínter-,
ponerse las apelaciones para ante el Supre-
mo tribunal de Guerra y Marina, y para
ante el juzgado general establecido en Ma-
drid las que sobre iguales negocios se sus-
tancien en los juzgados especiales de artille-
ría é ingenieros. Las que se pronuncien por
el juzgado privativo de Alabarderos con igual
motjvo, deben apelarse para ante el tribunal
Supremo de Guerra y Marina después de
aprobada la sentencia por S.  M.; y para ante
el general del departamento de marina res-
pectivo la que se interponga de las comandan-
cias de provincia , pues en tales causas son
los mismos que en materia civil los grados
de la jurisdicción de Guerra y Marina. Solo
hay un caso esceptuado en  el fuera de mari-
na, y es  cuando la apelaciones desentencia
de muerte, en el cual debe interponerse
para ante el Supremo tribunal de Guerra
y Marina (2). En las causas por delitos
militares y demas de que conocen los con-
sejos de  guerra ordinario ó estraordina-
rio, ó de capitanes generales , como no cabe
apelación, sino consulta, reservamos para
la siguiente sección el dar á conocer el su-
perior á cuya aprobación deben someter sus
fallos.

De las sentencias ó providencias que como
jueces de primera instancia dictaren los cón-
sules españoles acreditados en país estran-
jero, ó los que hacen sus veces, en las cau-
sas de que pueden conocer hasta su termi-
nación, ha de apelarse ante ellos, y para
ante la audiencia territorial, ó para ante él
tribunal superior inmediato del fuero del
sentenciado, si este lotiene especial (3).

Finalmente , en las causas eclesiásticas
los grados de jurisdicción son los mismos
que en los demas asuntos, por cuyo motivo

f1 ) Beal Orden de 9b de julio de 1834 : 90 de enero do
1839.

(9) Arl. 89. ordenenias de matricula de mar de 19 de
agosto de 1809.

31 Arte. 19 y 18, real  decreto de 99 de setiembre Je
4848.
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En las cáusas de fraude y contrabando el

término para apelar es el de cinco dias, pues
no señalando otro la ley debe estarse al co-
mún.

En las causas eclesiásticas es el de diez
dias, cuya disposición se observa sin embar-
go  de lo establecido por la ley civil respecto
á los trámites dé los procesos.

En materia civil, el efecto que produce el
consentimientode  la sentencia por la no inter-
posición del recurso de  apelación , es  el  dar
á lo sentenciado fuerza de cosa juzgada ; no
así en  materia criminal, en los casos en que
la sentencia del inferior debe consultarse.

§. 3.* Ante qtuén y para ante qvién debe ape¿
tare».

En materia criminal, lo  mismo que en  ma-
teria civil, el principio es  que la apelación
debe interponerse ante el juez que dicte la
sentencia para ante su  inmediato superior,
de  modo que la cuestión se reduce á deter-
minar este grado en todas las jurisdicciones
que entienden de  negocios crimínales en que
cabe el recurso de apelación.

En los negocios sobre faltas , la apelación
debe interponerse ante el  alcalde ó teniente
alcalde que haya dictado la sentencia , para
ante el  juez de primera instancia de) distri-
to á que corresponda su  demarcación (i), y
en país estranjero de) vice -cónsul para el
cónsul su superior (2).

En les causas de que conocen- los jueces
de primera instancia en primer grado, ante
estos y pata ante la audiencia,del territorio
á que corresponda el juzgado (5). .

Enlae causas defraude y contrabando y de-
mas, de  que conocen las subdelegaciones de
rentas, ante los subdelegados y para ante la
audienei» del territorio (4). Esceptúase el
caso en  que la causa se  haya instruido como
incidente de algún negocio de cuentas de los
sometidos á- la jurisdicción especial del tri-

<1} Regla 4* de la' ley provisional para la aplicación
del Código penal.

(1) Arl.  7 .  real decreto de 90 de setiembre de 1848.
(3) Ar l .  58. 4.* regla prbvuinnal.
(4 )  Real orden de 87 de noviembre de (885. (7  de d i -

ciembre de 1835. 15 de mano de 1888, Gde febrero de  IMS
y 10 do febrero da 1841.

TOMO n i .
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debe tenerse aquí por repetido lo que deja-
mos dicho en la sección V del capítulo se-
gundo , pues si bien antes había tribunales
especiales para las causas de fé, cesaron es-
tos,  abolida que fue la inquisición , habién-
dose devuelto el conocimiento de ellas á los
ordinarios para que las sustancien en igual
forma que las demas (I).

§. i.° En qué forma debo apelarse.

También en este punto se diferencian
mny poco las leyes civiles y las criminales.
En los juicios sobre faltas , como que está
prohibido espresamente admitir ningún gé-
nero de escritos (2), es claro que la apela-
ción debe interponerse de palabra , lo cual
y su admisión se hará constaren seguida del
testimonio del acta y de la sentencia (3).

En todas las demas causas la apelación
podrá interponerse de viva voz , haciéndose
constar por diligencia , ó por escrito. Véase
por lo domas lo espuesto en la sección VI
del capítulo segundo. '

SECCION III.

DE LAS SENTENCIAS Ó PROVIDENCIAS QUE DEBEN

CONSULTARSE.

Ya hemos indicado al principio de este
capitulo que la consulta necesaria de las
sentencias definitivas, era una garantía en
favor de la imparcialidad y rectitud de los
fallos judiciales. Cuando esta procede, nada
significa ante la ley la aquiescencia del sen-
tenciado que arguye la no apelación en
tiempo , por lo cual no adquiere la sen-
tencia fuerza de ejecutoria. Sin duda por
esto no son ya tan frecuentes como an-
tes las apelaciones en las causas por delitos
comunes, pues elevándose el proceso al su- «f
perior por la consulta y abriéndose con ella
la segunda instancia, como si se apelase, no

tienen los agraviados necesidad de  aquel
acto para que se les oiga , y para reclamar
la revocación en todo ó en parte dé la  sen-
cia consultada.

En las causas por delitos comunes á que
la ley impone pena corporal, deben siempre
consultarse con el superior inmediato los
autos definitivos que en ellas se  dicten. El
juez de primera instancia los consultará con
la audiencia de su territorio. También con-
sultará el subdelegado de rentas con la au-
diencia de su territorio los definitivos que
dicte en causas cuyo conocimiento corres-
ponda á aquella en segunda instancia.

Y no solo deben consultarse los autos de-
finitivos, sino también los de sobreseimien-
to (1), y los en que se declaren incompeten-
tes para conocer de  la causa.

Como en las causas por delitoscomunesde
que conocen los tribunales permanentes del
fuero de Guerra y Marina deben arreglarse
en un todo al reglamento para la adminis-
tración de justicia de 26  setiembre de 1855,
deben los juzgados de  las auditorías y los
de las comandancias de marina consultarse
definitivos conel tribunal Supremo de Guer-
ra y Marina , lo mismo que los autos de so-
breseimiento y los que proveyesen decla-
rándose incompetentes.

En las causas cuyo conocimiento compete
á los consejos de guerra , la consulta á que
la ley las somete, esde índole distinta, pues-
to que porella no se abre propiamente una se-
gunda instancia en que se  oiga nuevamente
al reo, sino que solo se aspira á la aprobación
ó desaprobación de la sentencia, porlos mis-
mos méritos del proceso. Las que se sen-
tencian por los consejos de guerra ordina-
rios, deben elevarse íntegros al capitán ó co-
mandante general por el conducto corres-
pondiente, para que oyendo á su auditor,
apruebe ó desapruébela sentencia (2). Cuan-
do no se conforma con ella dehe remitirse
el proceso al tribunal Supremo de Guerra y
Marina para su final decisión (5). Si el con-

�’ r H »1 cédula de 6 de febrero de 1199, real Arden de
1°  |n>io <1.- jxr,r,.

5 H i-u!a 3 de  la ley previsión»! para la ejecución del
pvn.il.

i s  hr/i<> n üe la  ley provisional para la ejecución
de¡ Codigo j.v t u l

<41 Art.  50. 4 reclámenlo proviMontl.
�2) Art». .’»» y 30 Trat, S. tit. 5.  Ordenanza» fteneralc»

del ejército. Real orden de 96 do octubre de 1769.
(3. tica) Arden de 44 deabiil  de 1637.
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APELACION. 187
los nomhra , puede haber casos en que se
hayan modificado aquellos trámites.

Por lo demas puede verse el articulo «�»-
«EJO» BE CHEMBA.

SECCION III.

DEL PROCEDIMIENTO EN LAS CAUSAS REMITIDAS

EN APELACION Ó EN CONSULTA AL TRIBUNAL SU-

PERIOR.

Hemos hablado en las secciones anterio-
res de las providencias y sentencias que son
ó no susceptibles del recurso de apelación,
así como de aquellas que, ora se apele de
ellas, ora no, deben consultarse con el tribu-
nal superior á fin de obtener su aprobación
ó de que recaiga su censura; y hemos exa-
minado también con relación á las provi-
dencias y sentencias apelables cuáles son
las personas que pueden interponer este re-
curso, dentro de qué término debe utilizar-
se, para ante quién y en qué forma. El órden
mismo de las cosas nos lleva ahora á exami-
nar los trámites que deben observarse en la
segunda instancia de las causas criminales,
ya sea que estas se remitan en apelación, ya
en consulta á los tribunales superiores. Es-
tas causas pueden ser de diferente índole,
como lo son los juicios á que dan lugar. Si
se han instruido para castigar alguna falta,
cuyapena es  liviana y de poca monta, el pro-
cedimiento es mas breve y sencillo que el
que se observa en la segunda instancia do
los juicios que tienen por objeto delitos co-
munes. Si los juicios versan sobre delitos
del fuero de Guerra y Marina el procedi-
miento en la segunda instancia tiene algunas
particularidades que es preciso dar á cono-
cer; y finalmente, si la causa versa sobre
delitos concernientes al fuero eclesiástico,
es necesario ver hasta qué punto difiere la
tramitación de la segunda instancia de los
demas juicios. Nos proponemos, pues,  tra-
tar del procedimiento en la segunda ins-
tancia de las causas remitidas en apelación
y consulta en todas las relaciones y casos
que acabamos de indicar, y á este efecto
para facilitar la claridad en la csposicion de

sejo de guerra ordinario corresponde al caer
po de artillería, ó al de ingenieros, el  proceso
pasa i la aprobación ó desaprobación del co-
mandante , con acuerdo de su asesor , y si
no se  conforma con el  fallo del consejo, con-
sultará entonce&eon el director general del
cuerpo con el proceso original y las razones
en  que se funde la suspensión de la senten-
cia,  á fin de que con el asesor general deci-
da lo  que debe practicarse (l).En el fuero de
marina debe pasarse al capitán general del
departamento , para que con acuerdo tam-
bién de su auditor , apruebe ó desapruebe
la sentencia.

Los procesos sentenciados en consejo de
guerra eslraordinario, establecido por real
órden de 18 de abril de 1799, para los casos
en que el reo, siendo de la clase de trepa, esté
graduado de oficial , deben también elevar-
se al capitán ó comandante general para
su revisión y aprobación ó desaprobación de
la sentencia , como antes se ha dicho , con
solo la diferencia de que debe aquel gefe
consultarla á S. M. con remisión de la cau-
sa ,  cuando se imponga al reo la pena de
privación , degradación ó muerte ; en la mis-
ma forma que cuando no se conforme con el
definitivo del consejo (2).

Las causas falladas en consejo de guerra
de oficiales generales se elevan siempre á
S. M para la aprobación de la sentencia, si
la dictada por el consejo causa ejecutoria
según ordenanza , y en consulta para su
aprobación ó desaprobación, cuando la sen-
tencia condena al encausado á degradación,
privación de empleo ó muerte (3).

Los procesos que se sustancian por las co-
misiones militares ó consejos de guerra per-
manentes, suelen seguir, después de falla-
dos» los mismos trámites que los que se ins-
truyen en consejo de guerra ordinario ; pero
como estos tribunales de escepcion no se
hallan por la ley sujetos á mas reglas que
las que suele imponerles la autoridad que

' I I  Reglamento 11, art .  1 !  y 13 de 1a< ordenanzas de
ariir.enay regláis. 18, ari.  13 y 1J, ordeoaotasde Ingenie-
ro».

I j  Arl .  8 de la real orden de 18 de abril de 1709.
<8, A is. 31 y 11, t i1. í ,  t ra l . 8 ,  ord-nanxas generales.
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cuanto tengamos ocasión de decir, dividi-
remos la sección presente en los cuatro pár-
rafos de qué vamos á ocupamos.

§. i .*  De la sustanciacion y trámites de la
apelación en los juicios sobre fallas.

Hemos dicho ya, que dictada la sentencia
por el alcalde en esta clase de juicios, puede
la parte agraviada interponer apelación , de
la cual ha de entender el juez do primera
instancia del partido. Pero como el juez ne-
cesita forzosamente conocer las actuaciones
practicadas ante el alcalde, y por ellas la na-
turaleza del hecho, las consideraciones ó
medios de defensa espuestos por el proce-
sado y el fallo que hubiere recaído, debe el
segundo ante todas cosas preparar una co-
pia testimoniada del acta del juicio y de la
sentencia que hubiese dictado, poniendo á
continuación nota espresiva de haberse ad-
mitido el recurso de apelación interpuesto
por cualquiera de las- partes (1).

La disposición que acabamos de citar
dice en su segundo párrafo que á continua-
ción de la copia testimoniada se pondrá nota
de haberse admitido la apelación , y estas pa-
labras parece que hacen escusada la csprc-
sion de cualquiera otra circunstancia. Sin
embargo, nosotros creemos que el alcalde al
cstender dicha nota deberá espresar el día
que se notificó el fallo á las partes, el en que
se interpúsola apelación, y la circunstancia,
en fin , de haberse admitido, fundándonos
para pensar así en que el juez,' tribunal de
alzada en este caso , no puede ejercitar su
jurisdicción si este recurso no se interpuso
dentro de tiempo, ,y la sentencia por lo mis-
mo quedó ejecutoriada. El alcalde por equi-
vocación Ó por malicia puede suponer ad-
mitida legalmcnte una apelación interpuesta
fuera de tiempo, y como en este caso se ir-
roga un grave perjuicio á la parte favorecida,
abriendo una segunda instancia, en que el
fallo puede quedar sin efecto, resolviéndose
eljuiciode unamanera opuesta, de ahí la con-
veniencia indisputable de que el alcalde es-

APELACION.
prese las circunstancias anteriormenteindi
cadas para que el juez de  primera instancia
pueda continuarla segunda, si la apelación
es legítima , ó para que pueda devolver los
antecedentes á fin de que se  ejecute el fallo
si la apelación no se  interpuso en debido
tiempo.

Preparada la copia testimoniada en  estos
términos, el alcalde hará citar y emplazar á
las partes, previniéndoles que dentro deltér*-
mino de  diez dias acudan á usar de  su de-
recho ; de  este acto hará también que se  es-
tienda la correspondiente diligencia (i). Es-
cudado es  advertir que la citación y el em-
plazamiento deben ser para que acudan ante
el juez de primera instancia, único compór-
tente para conocer de la alzada; Practicado
este acto, el alcalde remitirá con un oficio ai
mismo juez la mencionada copia testimo-
niada , con lo cual termina por entonces y
hasta que llegue el caso de la ejecución su
autoridad. Recibida por el juez el acta tes-
timoniada del juicio, esperará á que conclu-
yan los diez días señalados en el emplaza-
miento para comparecer ante él,  y al siguien-
te señalará dia para la vistan acordando al
mismo tiempo qne por el  escribano se  ponga
de manifiesto el espediente á las partes por
el término de cuarenta y ocho horas (2). El
dia señalado se celebrará aquella con asis-
tencia de las partes si concurriesen , y con
la del promotor fiscal, que ejerce este minis-
terio esclusivamente en  las segundas instan?
cías (3).

Pero si las partes no concurriesen á la
vista, á pesar de dicho señalamiento, ó deja-
se de hacerlo el apelante ó el apelado ¿de-
berá suspenderse el acto y señalarse nuevo
dia para su realización enelprimer caso, de-
clararse por desierto el recurso en el segundo
y citarse de  nuevo alapeladoen el tercero , ó
deberá continuársela vista y dictarse iasen-
tencia correspondiente? El espíritu de la re-
gla 15 de la que' ya antes hemos hablado,
decide con bastante claridad esta cuestión,
porque si como ella determina al dia si-

(1) Regíais.
�9, l l-gla 14.

Regla 91.( * )  Kegla 19 de la ley provisional reformada.
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taria con la sencillez y brevedad de la tra-
mitación que la ley ha considerado su-
ficiente para la imposición del castigo. Por.
otra parte sería muy chocante que,, no per-
mitiéndose la presencia de los defensores
en la primera instancia que se verifica ante
un  juez lego á quien podría ser conveniente
ilustrar en la cuestión , se permitiese en los
segundas instancias que pasan ante un juez
letrado, perito en el derecho, conocedor de
sus deberes á quien no hay necesidad de
ilustrar en cuestiones de tan poca monta.

Por último, el ínteres mismo de lasperso-
nas que intervienen en estos juicios, las
cuales por lo común son las menos acomo-
dadas, inclinaría á resolver la cuestión de  la
manera que sostenemos , toda vez qne en
juicios de tan poca monta, la intervención
de  los abogados seria costosa y que la ino-
cencia de  los procesados nada arriesga y
aventura en elfo. En unos juicios en que no
se oye mas queal denunciador, al denuncia-
do  y á tos testigos; en  que no hay otra cla-
se  de pruebas complicadas y de  difícil inte-
ligencia; en que no se admiten de ningún
género en las segundas instancias; en que
na se presentan escritos y en que toda la
discusión está reducida á conocer el leve
hecho que ha dado lugar á él y el artículo
en que se  pena, ciertamente ni la inocencia
de  ios reos queda desatendida y abandona-
da por falta de defensa , ni puede echarse
de  menos la intervención de hombres enten-
didos, útilísima y aun necesaria en otros
casos para ilustrar la conciencia de  tos jue-
ces y servir de antemural á la justicia.

Celebrada la vista dispone la misma regla
tercera que acto continuo el juez dictará
sentencia ; y como pudiera entenderse por
la espresion acto continuo que en la misma
audiencia y sin levantarla tenia el juez el
deber de pronunciar el falto, bueno será ad-
vertir que dicha disposición no envuelve
semejante restricción. Si la cuestión es tan
clara que el juez puede dictarsu decisión en
el acto, podrá hacerlo sin dificultad alguna,
y entonces estendido el fallo, podrán las
partes, sí están presentes, firmar el acta de
la segunda instancia, con lo cual se evita la

guíenle de concluir el término del empla-
zamiento, el juez debe señalar día para la
víala , y esta debe efectuarse dictándose
sentencia acto continuo , como diremos des-
pués , claro es que no se ha querido tener
en  consideracion'para este acto la presencia
de  las partes y que no se juzgó necesaria
para llevarle á su debido efecto. En otra hi-
pótesis la ley no hubiere dispuesto que  se
señalase día para la vista , sino después de
haberse personado las partes, ó por lo menos
después de  haber comparecido el apelante.
Sin duda alguna la pequenez de las penas
que en estos juicios pueden imponerse; la
representación del promotor fiscal , á quien
«o  puede animar otro interés que el del
cumplimiento exacto y severo de la ley ; ha
«rrcnnstanm de que la presencia de  las
partes en el acto de la vista, puede contri*
huir muy poco al esclarecimiento de  una
cuestión , en  la cual han sido cumplidamen-
te oídas; y finalmente, el interés que tienen
por to común el órden y la tranquilidad de
las familias en que las faltas se castiguen
con toda ta  celeridad posible , son conside-
raciones muy atendibles pare decidir las |
cuestiones propuestas del modo qne en |
el  espirita de  la regla 13  se  deciden á núes- |
tro modo de ver, Creamos por tanto, que
en  los casos indicados deben los jueces llo-
ver adelanto y celebrar el acto de  la vista,
aun cuando los interesados ó alguno de
ellos no hubiere concurrido.

Otra duda puede ocurrrir , y es si deberá
permitirse la intervención de abogados co-
mo tales en la vista de estas segundas ins-
tancias. En las primeras, la regla 3.* lo
prohíbe espresamente; pero como en esta
disposición se dice solamente, que los alcal-
des y sus tenientes no permitirán en estos |
juicios informes orales de letrados , puede
dudarse si los jueces, que no son alcaldes ni
tenientes, podrán recibirlos en las segundas
instancias. Nosotros creemos que la inter-
vención de los abogados en estos juicios
breves , sencillos y de una importancia tan
escasa, los desnaturalizaría completamente,
y que esa larga discusión que presupon-
drían los discursos de los letrados, contras-
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notificación; perosi no fuera asi, él juez do-
clarará terminado el acto, se estenderá y fir-
mará el acta y dictará por separado el
fallo que tenga por conveniente. En tal
caso esta sentencia se notificará por el escri-
bano á las partes.

Háse dicho y así lo dispone la regla 14,  que
en la instancia de apelación ante el  juez del
partido , no se admitirán nuevas pruebas á
las partes. La admisión de ellas daría por ne-
cesidad lugar á otras discusiones y á otros
trámites que harian el juicio dispendio-
so y dilatado. Daria lugar á la verifica-
ción de  esas pruebas , á la tacha y repulsa de
ellas y á la necesaria admisión de otras. Eso
no obsta sin embargo en nuestro concepto
para que en algún caso, en  que fundadísi-
mas circunstancias obliguen á creer que
la verdad no resulta consignada enlas actua-
ciones, ó que se ha desfigurado por alguno
de  los interesados, acuerde el  juez en el acto
de  la vistay dentro del término déla audien-
cia las diligencias para mejor proveer que es
time conducentes, aun que esto sucederá en
pocas ocasiones. La sentencia que se dicta
en estos juicios causa ejecutoria ; por consi-
guiente tan pronto como sea notificada , en
el  caso que se ha indicado, d juez remitirá
al alcalde testimonio del fallo y este dispon-
drá desde luego su ejecución.

�?En los juicios sobre faltas cometidas en
países estranjeros por súbditos ó contra súb-
ditos españoles, en los cuales, como queda
dicho anteriormente , conocen en la segun-
da instancia los cónsules , observarán las re-
glas espuestas en este artículo, procediendo
según los trámites que prescribe la ley pro-
visional.

§. 2.* De la suslanciaeion y trámites de la
apelación y consulta en  los delitos comunes.

Existiendo notables diferencias entre el
procedimiento que se  sigue en  la apelación y
consulta de los autos interlocutorios, y el
querigeen la de  los autos definitivos, el bucn
orden exija que tratemos de uno y otro con
total separación.

Autos interloculorios. La regla 57  de la ley

provisional para la ejecución del Código pe-
nal establece, que los autos de prisión y sus
incidencias sean apelables en un solo efec-
to; que luego que se interponga el recurso,
el juez déla causa haya de remitir al tribunal
superior inmediato testimonio en relación,
sin omitir, bajo su responsabilidad, ninguna
circunstancia importante del proceso, sea en
favor ó en contra del reo , y concluye el ar-
ticulo citado ordenando , que el tribunal su-
perior ha de fallar, previo dictamen fiscal, y
si no se hubiere recibido aun la confesión al
encausado, sin audiencia pública. ¿Será es-
ta la regla general que ha de observarse en
la sustanciaron de las apelaciones inter-
puestas de autos interlocutorios con fuerzas
de definitivos, dictados en causas crimina-
les? ¿ó deberá considerarse como una re-
gla especial para las apelaciones de autos
sobre prisión y sus incidencias, aplicán-
dose á las demas las doctrinas reconoci-
das en las apelaciones de autos interlocuto-
rios en asuntos no criminales? Creemos que
el articulo 57 no ha introducido novedad
alguna en la sustanciaron ; que lo úni-
co que ha hecho consiste en fijar la regla
general preceptiva de que sean siempre ape-
lables los autos de prisión y sus incidencias
en un solo efecto. Por lo demas, la práctica
á falta de lev espresa y terminante, ha-
bía fijado ya los trámites que debían ob-
servarse en la segunda instancia de que va-
mos hablando , y la regla citada los ha san-
cionado por lo que hace á los autos de pri-
sión y sus incidencias.

Una vez remitidos los autos al tribunal
superior , bien originales, bien en compul-
sa ,  bien el testimonio en relación de lo
concerniente al auto apelado , según los ca-
sos , se pasan siempre al relator , y formado
el apuntamiento se dá cuenta á la sala para
la providencia á que haya lugar. En tal es-
tado, no siempre debe darse un mismo cur-
so al procedimiento , sino que es forzoso
distinguir cuando la apelación versa sobre
auto dictado pendiente el sumario, ó en
plenario.

Siempre que el auto apelado sé dictare
hallándose la causa en sumario , es in-
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do , ú otro cualquiera , porque no habiendo
de alegar las parles por escrito, ni benefi-
cio ni perjuicio les resultará de que se les
pasen antes ó después los autos. Sin em-
bargo , ademas de que el órden natural exi-
ge  que así se proceda , y de  que en el acto
de la vista se ha de seguir el  turno estable-
cido en la comunicación de la causa, es
también ventajoso á las partes , porque pue-
de acontecer que el  nuevo defensor del ape-
lante considere improcedente la alzada , é
influir con sus consejos para que se separen
de ella,  en cuyo caso se evitarían los retra-
sos y gastos de diligencias inútiles.

Tratándose de las acciones, dijimos ya
qne algunas de  las que nacen de los delitos
pueden ejercitarse únicamente por la parle
agraviada, y por consiguiente, queen los jdi-
cios que se  abran en persecución de talesde-
litos, no tiene intervención el ministerio fis-
cal. Parecía, pues, queen la sustanciacionde
las apelaciones de autos interlocutorios pro-
nunciados en estos juicios, tampoco debería
oírse al ministerio fiscal por identidad de
razón; mas sin embargo, como que los au-
tos interlocutorios versan en lo general so-
bre la jurisdicción del juez, ordenación del
proceso, prisión ó soltura del presunto reo, el
ministerio fiscal interviene , porque siempre
debe oírse su dictamen , cuando so contien-
de acerca de estos particulares.

Devueltos los autos, después de la comu-
nicación ¿ todas las partes, se mandan pa-
san al relator para señalar dia para la vísta.
En estas intancias no se admite prueba de
ningún género.

Señalado el dia para la vista y citadas las
partes, cuando estas hayan de asistir, se ce-
lebra aquella en audiencia pública , ó á
puerta cerrada , según que la causa se halle
en sumario, ó en plenario, ó que el delito
por el que se proceda, sea de los que la de-
cencia y la moralidad permiten ó no que se
vean públicamente. La regla 57 citada, es-
tablece como condición para que las apela-
ciones de que trata se fallen con audiencia
pública, ó sin ella, que se haya ó no reci-
bido la confesión a) procesado. Parécenos

¡ que el pensamiento de la ley se estiende

compatible con el secreto que debe guar-
darse del resultado del proceso, la comuni-
cación al acusado ó acusados para que sus
defensores se instruyan y en su dia asistan á (

informar en estrados ; y de aquí que el tri-
bunal mande en tales casos, que secomuni-
quen los autos para instrucción á la parte
acusadora, y al fiscal de S. M. No obstante
que no debe oirse á la parte acusadora por
escrito, el fiscal emite su  dictamen en esta
forma, porque detener que asistir necesaria-
mente ¿alegar in  voce el  dia de la vista, se le
embarazaría en el despacho de los numero-
sos negocios en que tiene que intervenir.
La regla general que acabamos de sentar no
es aplicable al caso en que el promotor
fiscal sea el apelante , porque cuando este
se  alza de la providencia del juez , el orden
natural exige, que se oiga en primer lugar
al que se considera agraviado , y así es  que
se comunican desde luego los autos al fiscal,
y si insiste en  la apelación, se mandan pa-
sar á la parte acusadora, si la hubiere, ó
en otro caso se acuerda pasen al relator
para señalar dia para la vista. Cuando el
fiscal de S. M. considera improcedente la
apelación , provee la sala,  teniéndole por
separado , y manda que se libre al juez de
primera instancia la certificación correspon-
diente para los efectos que procedan.

Cuando el auto interlocutorio apelado se
hubiere dictado en plenario , la sustancia-
cion sigue distinta marcha , porque ya en-
tonces interviene el acusado; pero tenién-
dose -siempre presente , que si fueren varios
icáreos presuntos y no todos ellos hubiesen
interpuesto apelación , la segunda instancia
incidental se entiende esclusivamente con
les apelantes. Hecho el apuntamiento, se
mandan comunicar los autos por via de ins-
trucción y término de  tercero dia al apelan-
te,  ó apelantes por su órden ; después á la
parte acusadora , si la hubiese , y por último
al fiscal de S. M. , salvo cuando este ó aque-
lla fueren los que se alzaron de la provi-
dencia del juez inferior , porque en este ca-
so  debe con ellos guardarse la regla general.
A primera vista parecerá indiferente que
la comunicación se haga por el órden referi-
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mas allá de  ¡o que dicen mis palabras, por-
que su razón se propone un objeto mas
importante que el de  la publicidad de la
audiencia. En efecto, como antes se  ha indi-
cado , el objeto de  no  comunicar los autos al
procesado , cuando la causa pende en  suma-
rio, consiste en  evitar que pueda instruirse
del resultado del proceso, y puesto que si se
permitiese asistir á su  defensor no  se  logra-
ría el propósito de  la ley 4 quiere decir,
que cuando esta prohíbe la audiencia públi-
ca  , ha de  entenderse que prohíbe también
la asistencia de  letrado defensor á la vista.

Sentado queen lasustanciaciondelas ape-
laciones de autos interlocutorios con fuerza
de  definitivos se forma apuntamiento , es  de
necesidad que se cumpla lo prescrito en  la
regla 41 de  la ley provisional para la ejecu-
ción del Código penal, esto es, que se  nom-
bre ministro ponente antes de  señalarse día
para la vista , á fin de  que coteje el apun-
tamiento del relator y ponga e»  aquel la
nota de  conformidad , si le encontrare ajus-
tado á los autós, ó proponga la rectificación
conveniente. Celebrada la vista con asis-
tencia por lo menos do  tres magistrados,
entre los cuales ha de  hallarse necesaria-
mente el ministro ponente, dictará senten-
cia con arreglo al rwid/ada del proceso. -

Para que haya sentencia es menester que
se  reunan tres votos,  por lo menos,- enlera-
mente conformes. El artículo 80  del regla-
mento provisional para la administración
de  justicia ' previene, que los tribunales
hayan de dictar sentencia sin qtre la sa-
la se disuelva , acto continuo de la vista,
salvo cuando algún magistrado antes de  co-
menzarse la votación espusiere que necesi-
ta ver las autos , en cuyo caso deter-
mina que haya de  dictarse dentro de  los
términos señalados á los jueces de  primera
instancia, esto es,  el de  tres dias para las
inteflocutorias (i) .  La regla' 43  de  la ley
provisional para la  ejecución del Código
penal amplia el término para dictar senten-
cia señalado á las audiencias por el regla-
mento provisional hasta 20  dias en toda

clase de procesos; pero esto no  puede en-
tenderse sino con relación á las sentencias
definitivas, y por consiguiente, en  cuanto 4
las apelaciones de  autos interlocutorios, no
puede considerarse reformada la disposición
reglamentaria.

Pronunciada sentencia, se notifica* á loo
procuradores de  las partes y no á estas,
como es menester hecérlo con las definiti-
vas, y desde luego causan ejecutoria, porque
de las sentencias enviste sobre autos interto*-'
cu  torios en  lo criminal, nose  admite súplica1.-

Si en la providencia se hiciese conde-
nación de  costos y de  tos gastos del juicio,
se mandan pasar los antos al tasador, pa-
ra la regulación de  aquellas y estos, li-
brándose préviamente certificación de  lf
providencia que cansa ejecutoria por la es-
cribanía de  cámara, la cual se remite al jue®
de  primera instancia para su  ejecución? pero
ai nada hubiera que  ejecutar, se omite esta
diligencia como innecesaria. Hecha la regu-
lación y devueltos los autos á la escribanía,
se  comunican por su Orden á las partes para
que espongan si alguna cosa tuvieren que
alegar. La tasación de  costes, como masade-
kmtefdiremos, se  comunica al fiscal con el  mis-
mo  objeto, pero esta disposición entendemos
debe limitarse al caso de  consulte ó apela-
ción del auto definitivo; porque eir tas de-
mas carece de  objeto. En efecto,- la comu-
nicación acordada por la ley provisional,
para la ejecución del Código penal tien-
de á que el ministerio fiscal examine prin-
cipalmente , si la tasación de  los gastos
del juicio es  arreglada y justen porque como
eir el caso de  no  tener bienes el procesado,
ha  de  sufrir un dia de  prisión porcada me-
dio duro, el  ministerio fiscal, á quien está
encargado velar por el exacto cumplimiento
de  las penas, está interesado en  que  los gas-
tos del juicio no  sean regulados en mayor,
ni  menor suma qtíe la justa. Esto supuesto,
como que la insolvencia de  los gastos en
que se haya hecho condenación por sen-
tencia dictada en  apelación de  auto- interlo-
cutorio , no lleva consigo la pena accesoria
de  prisión, quiere decir que la comunica-
ción de  la tasación es  innecesaria. �(1) ftegla 11, articulo 81 �
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ro al procesado, como manifestamos mas
adelante. Por cata razón y para evitar repe-
ticiones espondremos los trámites de  la ape-
lación y consulta conjuntamente, haciendo
indicación de las particularidades que solo
sean aplicables á cada una de  ellas. Respec-
to á aquellos definitivos no apelables que
deben sin embargo consultarse , tales como
el sobresimiento, pueden verse los artículos
(«WOLTI,  MBKE9KIMI KMT», etC.

Llegados los autos á la audiencia y repar-
tidos, pasan al relator para formar d apun-
tamiento; hecho este, se dá cuenta, y la
sala provee se  comuniquen al apelante , para
que mejore la apelación, por el término que
estime necesario , el cual, á lo mas,  puede
estenderse á nueve dias , ó si fuesen dos ó
mas los que hubiesen apelado, y se  viniesen
defendiendo unidos, ó el tribunal estimase
que deben hacerlo , lo mandará así , y les
podrá señalar un término, si la calidad del
caso lo requiere , que no podrá esceder de
quince dias para todos ; pero si fuesen mu-
chos los apelantes, y no pudiesen defender-
se unidos , cuando la gravedad de las cir-
cunstancias exigieren que se termino con
toda urgencia el proceso, dispondrá que en
vez de entregarse al defensor de cada uno
de  los procesados, se ponga de manifiesto á
los respectivos defensores en la escribanía
de Cámara sin reserva alguna , por un tér-
mino que no pase de  quince dias, y por ca-
torce horas en cada uno.

Acontece á las veces que la citación y em-
plazamiento hecho en  el juzgado de primera
instancia adolece de  algún vicio que induce
nulidad, y es de necesidad repararle. En-
tonces por práctica general se  manda por la
sala, en el mismo auto en que se acuerda
pasen los autos al relator, que con certifi-
cación de la sentencia , se dé órden al juez
de primera instancia para que haga citar y
emplazar á los procesados ó parte acusadora
con arreglo á derecho.

Mejorada la apelación se  confiere traslado
al acusador particular, si le hubiese , y des-
pués al fiscal de S.  M., ó solo á este en caso
de no haber acusador, por el mismo término
de nueve dias.ú otro menor si la sala lo cre-

25

Entre ios autos loteriocutorios apelables,
hay algunos que aunque no se apelen deben
consultarse, tales son aquellos por los cua-
les el juez se inhibe del conocimiento del
proceso, ya á virtud de declinatoria de ju-
risdicción, ya á virtud de competencia. Si
instruido este incidente, siempre con au-
diencia del oficio fiscal , cree que no le com-
pele el conocimiento de la causa, debe ac-
ceder á la inhibición, pero acordando en la
misma providencia que se consulte con la
superioridad, á cuyo efecto se remitirá ín-
tegro y original el proceso, á fin de que
dada cuenta en la sala que corresponda , y
oído previamente al fiscal de S.  M., apruebe
la inhibición, ó no aprobándola, mande que
continúe el procedimiento, ó que sostenga
la competencia, según ios casos, con arreglo
á derecho.

Auto* definitivos. Sentenciada la causa
por el inferior y notificado á las partes el
definitivo pronunciado, pueden estas inter-
poner apelación dentro del plazo legal ; pero
apelen ó no, debe ordenar el juez que desde
luego se  remitan los autos originales á la au-
diencia del territorio, prévia citación y em-
plazamiento de  las mismas. Esto se  entiende
en Jas causas en  que sea parte el oficio fis-
ca l ,  ya como acusador, ya como coadyu-
vante por tratarse de delito que puede per-
seguirse de  oficio , porque en aquellas que
solo pueden sustanciarse por acción priva-
da y á instancia de la parte ofendida, no de-
ben elevarse al superior sino por apelación
de alguna de las partes.

Se  ve, pues , que las causas criminales
por delitos comunes y públicos han de ele-
varse siempre al superior, una vez termina-
das, para que las revea , y apruebe ó revo-
que el definitivo dictado por el juez de pri-
mera instancia , bien sea por apelación de
las partes, bien por consulta, ó por ambos
conceptos á la vez. La sustanciacion y trá-
mites de la segunda instancia de las causas
cuyos definitivos son apelables , son esen-
cialmente los mismos , bien se abra por el
recurso de  apelación, bien á virtud de con-
sulta ; las diferencias que los distingue con-
sisten principalmente en que se oíga prime- ■

TOMO n i .
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yese suficiente ; y si la pSrte que apeló fue
la acusadora particular, mejorada la apela-
ción por esta, se comunican los autos al fis-
cal , y últimamente á los procesados por su
árdea , de manera que se observen siempre
las dos reglas generales siguientes: primera,
que la apelación ha de mejorarse antes que
se oiga á las partes que no se alzaron de la
sentencia ; y segunda, que se ha de oír al
ministerio público después que al acusador
particular , salvo cuando el apelante sea el
promotor fiscal.

Luego, que se  pasan las causas al fiscal
de S. M., ya para que conteste al escrito ó
escritos dé mejora de los procesados , ya
para que mejore la apelación, si el promotor
fiscal es  el que la interpuso, ó ya en fin, para
que, no habiendo apelación , pida la confir-
mación ó revocación del definitivo consul-
tado; lo primero que debe examinar e s ,  si
en la sustanciacion del proceso se  han omi-
tido alguna de aquellas formalidades esen-
ciales que afectan la validez del juicio, ó al-
gunas diligencias que ,  sin herir de nulidad
el procedimiento, debieron practicarse por
interesar á la integridad del sumario y al
esclarecimiento consiguiente de la verdad,
Cuando así suceda , debe ante todo con Jas
oportunas reservas hacer presente á la sala
las informalidades que haya notado en el
proceso y las circunstancias de cada una,
solicitando de la misma en su consecuencia
que,  dejando sin efecto el definitivo apelado
ó consultado, con todas las demas actuacio-
nes subsiguientes á aquella en que se  come-
tió la nulidad , ó reponiendo el proceso al
estado de sumario, ee devuelva al juez de
primera instancia para que subsane tales vi-
cios y lo continúe con arreglo á derecho. Si
la sala lo estima así, lo acuerda desde luego
sin pasar adelante en la segunda instancia,
hasta que se devuelve nuevamente el pro-
ceso concluido por el inferior. Con el fin de
evitar diligencias y gastos inútiles, nos pa-
rece seria conveniente que, aun en los casos
de apelación por parte de  los procesados, se
comunicaran siempre los autos al fiscal, lue-
go  queestuviese hechoel apuntamiento, para
que reconociéndolos, viese sise habían ins-
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truido con arreglo á derecho, ó era menes.
ter reponerlos de oficio á cualquier estado
de la primera instancia, porque así no se
inutilizaría la mejora de apelación, siempre
costosa á las partes.

En la segunda instancia de los juicios cri-
minales, puede proponerse y debe admitir-
se prueba en ciertos casos y bajo ciertas
condiciones deque trataremos después; pero
hemos visto suscitarse la cuestión , de si en
el modo y tiempo de proponerla deben ob-
servarse las mismas reglas que se  hallan es-
tablecidas para la primera instancia, esto
es, si es de necesidad que se proponga toda
la prueba de que la parte intente valerse
por medio de otrosíes en  los escritos de me-
jora de apelación, de acusación ó de  defen-
sa ,  ó si bastará que pidan las partes que la
causa se reciba á prueba , reservándose para
el término que se señale , proponer y prac-
ticar la que sea conducente.

Los que defienden esta última opinión, ae
fundan |en que , no habiendo determinado
nada sobre este punto el reglamento provi-
sional para la administración de justicia,
debe seguirse en  las audiencias la jurispru-
dencia admitida cuando aquel se publicó,
que era la misma que regia en los asuntos
comunes , y también en que, no procediendo
necesariamente la prueba en la segunda ins-
tancia en  todos los casos, como sucede en la
primera , á nada favorable conduce la de-
terminación formal de  la que se intente,
mientras no se  acuerde por la sala el recibi-
miento de la causa á prueba.

Los que sostienen que la prueba debe
proponerse en la segunda intancia en la
misma forma que en la primera , alegan
que las reglas de sustanciacion en la pri-
mera instancia en loa asuntos criminales
como en los civiles, salvo algunas esccpcio-
nes, han sido siempre unas mismas, y por
consiguiente, que prefijadas por el regla-
mento provisional las reglas y condiciones
bajo las cuales ha de proponerse la prueba
en la primera instancia , es  claro que estas
mismas deben observarse en la segunda. El
silencio que ha guardado el reglamento en
el capítulo iv ,  que trata de las audiencias,
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dias, porque siéndooste el máximum que pue-
de concederse para evacuar el traslado en
lo principal, claro es que aquel tiene que ser
mas corto. Evacuada la comunicación por el
fiscal, generalmente decide la sala si ha ó
no lugar á recibir la causa á prueba, sin ne-
cesidad de  vista , y en el mismo auto admite
ó desestima lo que considera pertinente ó
impertinente ; pero en esta parte no puede
sentarse una regla fija , porque algunas ve-
ces suelen llamar los autos para el efecto de
proveer en cuanto á la prueba con citación
formal de las partes , cuyos defensores asis-
ten á Invista, si lo tienen por conveniente.
Lo que generalmente se observa es  , que
cuando presenta dificultad la admisión de
las pruebas, es cuando suele procederse á
la vista pública ; pero como esta calificación
dimana del juicio que forma la sala, no
puede establecerse una regla cierta para
determinar cuando ha de resolverse la cues-
tión de  uno ú otro modo. .

Cuando el tribunal estima procedente la
prueba , provee mandando que la causa se
reciba á ella con la precisa calidad de todos
cargos (1) , lo cual equivale á decir, que eh
esta providencia y en el  término que señala,
se han de  alegar y probar tachas , si hubie-
se que proponerlas ; que no se entregarán
los autos álas  partes, después de practicada
la prueba, para alegar, según que porla an-
tigua jurisprudencia se hacia , y que que-
dan aquellas desde luego citadas para defi-
nitiva.

La regla 7.’  del artículo 51 del regla-
mento provisional señalaba el término de
diez dias para practicar las pruebas que las
partes propusieren y permitía su proroga-
cion á instancia de cualquiera de ellas, si se
fundase en algún motivo justo, hasta 20
dias , cuando unas y otras pruebas se hu-
bieren de practicar dentro del partido;
hasta 40,  si se hubiesen de practicar fue-
ra de este , pero dentro de la provin-
cia ; y hasta 60, si se tenían qué practicar
en  cualquiera otra provincia , pero dentro
de la Península; y por último, si fuere me-

ed un comprobante de  ésta verdad; porque si
alguna diferencia hubiese querido estable*
cer, la espresara como reforma hecha de  la
antigua jurisprudencia. Por otra parte, la
razón misma en que se funda la regla 6?
del artículo 51 , es ostensiva á las segundas
instancias ; porque si aquella consiste en
que nada sea reservado y en  que las partes
puedan tener conocimiento de  las proban-
zas, para en virtud de  ellas prepararse á la
defensa, y porque como todo ha de ser pú-
blico, cabía , que sabiendo una parte lo que
los testigos de  la otra habian declarado , po-
drí» amañar una prueba en contrario , lo
que conviene evitar, y esto se  consigue pro-
poniendo las pruebas por otrosíes, esto mis-
mo ocurre precisamente tratándose dé  la se-
gunda instancia. Finalmente, el artículo 17
del decreto de  las Córtes de  41 de setiem-
bre de  1320, restablecido por otro de 30  de
agosto de  4836, apoya esta opinión. Ordé-
nase en él,  que en las segundas y terceras
instancias no se conceda nunca nuevo tér-
mino de prueba , sino sobre hechos que la
exijan, siendo de aquellos que sin malicia
se dejaron de proponer en la primera ins-
tancia , ó que propuestos no fueron admiti-
dos, y comorantes de  conceder ó de  negar
el nuevo término de prueba, es menester
saber si los hechos la exigen , y si son ó no
de aquellos que sin malicia se dejaron de
proponer en la primera instancia , porque
de otro modo no se abre el  término probato-
rio, claro es que se ha de  proponer en la
forma que prescribe la regla 6.* ya citada.

La práctica de  la audiencia de Madrid y
en general de  las del reino, consiste en que
se proponga la prueba por otrosíes en los
escritos de mejora, contestación ó defensa,
y que con estos se comunique á las parles
que deben alegar después; pero como en las
causas que vienen solo en consulta, escribe
primero el fiscal, se acostumbra á comuni-
carle la prueba propuesta después por las
otras partes para que emita sobre ella su
dictámen. No suele en estoscasos señalárse-
le término , como generalmente nunca se  le
señala al ministerio público; pero desde lue-
go se  concibe que debe ser menor de nueve co Art. I lde l  decretóle t i  de rcUembre *e  »�*>�
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nester hacer alguna prueba en alguna de las
islas adyacentes, ó en las provincias de Ul-
tramar, dejaba al juez e|  arbitrio para fijar
el término que estimare necesario , según
las distancias, con tal de que nunca pasare
de seis meses. El decreto de 11 de setiem-
bre de 1820 , restablecido en 50 de agosto
de 1836, reformó en esta parte el reglamen-
to , determinando en su artículo 12, que
los términos de 80 y 120 dias y el ul-
tramarino, se considerasen como el máxi-
mum de los que pueden conceder los jueces
en sus respectivos casos ; pero encargándo-
les su prudente reducción , según la calidad
de las causas y de las pruebas que se pro-
pongan , y según las personas que hayan de
ser examinadas y la distancia de los luga-
res, negando las prórogas que maliciosa-
mente , ó sin verdadera necesidad, pidan
las partes. El auto por el que se admite ó
determina la prueba , lo mismo que el de-
negatorio de la próroga de término, son su-
plicares.

Recibida una vez la causa á prueba, debe
esta practicarse ante el ministro que la sala
designe ; mas á pesar de que así se halla
dispuesto por la ley , no siempre se ejecuta;
las mas veces por causas atendibles y jus-
tas. En efecto , al ordenarse que las prue-
bas en segunda instancia se practicaran , ó
bien ante el decano de la sala , ó bien ante
el ministro designado al efecto, ó no se tuvo
presente que en muchos casos seria, s ino
imposible , difícil , embarazosa y costosísi-
ma la prueba , ó no se quiso sentar una re-
gla absoluta é invariable. Las mas veces los
testigos que tienen que examinarse en se-
gunda instancia , residen en pueblos de la
demarcación judicial de donde 1 la causa
procede, distantes considerable número de
leguas del pueblodonde la audiencia reside,
y por consiguiente, seria A las partes difícil
y costoso llevar á los testigos á prestar sus
declaraciones á la audiencia, y á estos mo-
lesto un viaje innecesario. Por esta cansa y |
otras que pueden ocurrir, como la de ha-
llarse enfermo el testigo, la práctica de los
tribunales ha establecido , que*defiriendo
u la pretensión de la parte que propone la

prueba , se cometa la ejecución al juez de
primera instancia del partido en que resi-
den los testigos , librando al efecto la certi-
ficación correspondiente, prévia citación
del fiscal, el cual podo común espresa en
la citación, que las diligencias probatorias
se entiendan con el promotor fiscal del juz-
gado á quien la sala ha encomendadola prac-
ticado aquellas. Espedida lacertificacion con
los insertos necesarios y las citaciones de
las parles, se remite al juez de primera ins-
tancia , el cual procede á la ejecución de lo
que se le ordena con arreglo á derecho, c i -
tando préviainiente al promotor. En este ca-
so , lo mismo que cuando se reciban decla-
raciones ante el ministro encargado, pueden
las partes hacer á los testigos, por medio de
este ó del juez , las preguntas y repreguntas
que sean conducentes. La declaración de la
pertinencia ó impertinencia de las pregun-
tas se hará en el acto por el juez que reciba
la declaración, y en caso de desestimarlas,
se escribirán en el acta, si la parte lo pidiere,
para los efectos ulteriores. Cuando la prue-
ba propuesta sea instrumental y hubiere que
sacar testimonios ó hacer cotejos fuera de
la capital donde la audiencia reside, se acos-
tumbra también dar comisión al juez de
primera instancia.

Como la ley no es la que ha establecido
este órden de proceder por medio de comi-
sión, claro es que tampoco ha determinado
si  el juez á quien se  le diere, podrá ó no ad-
mitir la prueba de tachas, ó si propuestas
ha de remitir las diligencias al tribunal
comitente, para que este le autorice á reci-
bir las pruebas. Sin embargo de que el juez
ejecutor mero no debe salirse nunca de los
términos de la comisión , se entiende que
recibida la causa á prueba á calidad de
todos cargos, entre los cuales se cuentan las
de tachas , virtualmente se le autoriza para
admitir las que se propusieron siendo legí-
timas, y recibir las pruebas que sobre ellas
se dieren, en lo cual ningún perjuicio se
irroga á las partes, porque el tribunal co-
mitente es  el que ha de apreciarlas después
en su. valor legal.

Observándose estrictamente la disposi -
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las medidas correspondientes y hacer cum-
plir con sus deberes á todos los que intervie-
nen en los juicios, debieran ser rigorosas en
obligar á que los abogados asistiesen á las
vistas. Respecto al ministerio fiscal, man-
dado está que el fiscal, ó uno desús abogados
fiscales á quien puede autorizar al efecto,
asistan á informar en estrados en todas las
causas en que hubiese pedido pena notable-
mente mayor que la impuesta por el juez de
primera instancia, en todas las que versen
sobre delitos que por la ley esté señalada
pena grave y en la que tenga interés la Ha-
cienda pública.

El acto de la vista debe comenzarse por
la lectura del apuntamiento, guardando sala
el escribano de cámara que entienda en la
causa , y leído que sea aquel , hablarán los
letrados defensores por su órden, comen-
zando por aquel que hubiese interpuesto
apelación; pero como algunas veces sucede
que unos procesados han apelado de la sen-
tencia y otros no , de modo que la causa se
eleva en cuanto á los primeros en apelación,
y en cuanto á los otros en consulta solamen-
te , debe en lates casos tenerse presente lo
que ordena la real órden"de 13  de octubre
de 1844, la cual establece las siguientes re-
glas: primera , que cuando el fiscal se pre-
sente en estrados sosteniendo la sentencia
de que hubiese apelado ó suplicado el reo,
hable después que el defensor de este. Se-
gunda, que cuando unos procesados hayan
apelado y los otros no , hable el fiscal des-
pués de los primeros, siempre que respecto
á los no apelante hubiese pedido la revoca-
ciondela sentencia. Tercera, que cuando hu-
biese pedido la confirmación respecto A los
no apelantes , hable después de los unos y
los otros.

La falta del número necesario de minis-
tros para formar sala constituye nulidad de
te vista y de la sentencia. Son necesarios
para formar sala y dictar providencias de
sustanciacion dos ministros, y sus votos con-
formes hacen resolución, salvo si las pro-
videncias versan sobre denegación de sol-
tura, determinación de formal artículo, ad-
misión ó denegación de súplica, de prueba,

cion del articulo 13  dd  decreto de  11 de se-
tiembre de 1820 , concluido el término de
prueba, debía la sala mandar que pasasen
los autos al relator, para adicionar el apun-
tamiento , y que con la causa lo pasara adi-
cionado al ministro ponente. Se creyó sin
duda en el citado decreto, que los de-
fensores de  las partes debían ser conoce-
dores de  las pruebas, porque como públicas
podían asistir al acto de practicarlas, y lo-
mar las notas que estimasen necesarias; pero
ya porque ai es oportuno na fácil hacer ano-
taciones en d acto público de la prueba, ya
también porque la mayor parte de las veces
se practican ante los jueces inferiores, los
tribunales han adoptado la acertadísima
práctica de comunicar los autos á las par-
tes per su érden y término de terceto dia
para instrucción , luego que por nota de la
escribanía se dá cuenta de haber fenecido el
término de prueba. La próroga de este has-
ta el legal, debe pedirse, en la misma forma
y con iguales circunstancias que en la
primera instancia.

Luego que haya concluido el término pro-
batorio, cuando la causase ha recibido á
prueba, ó si no se hubiere recibido, lue-
go que las partes hayan evacuado el único
traslado que se  les confiere , acuerda la sala
conclusos y al relator, y este los pasa ai mi-
nistro ponente nombrado por el tumo esta-
blecido para los efectos que espresa el artí-
culo 41 de la ley provisional para la ejecu-
ción del Código penal ; pero- con la di-
ferencia de que cuando los autos no se  han
recibido á prueba , la conclusión se acuerda
citadas las partes , requisito esencialisimo
cuya omisión invalidaría la sentencia. De-
vueltos los autos por el ponente, el presi-
dente de la sala señala dia para la vista j y
el escribano cita á las partes para que asis-
tan sus. defensores letrados á informar de
palabra. La falta de asistencia de los abo-
gados á la vista, lo mismo que la de los pro-
curadores y la del fiscal, por si ó por medio
de uno de los abogados fiscales no invalida
el acto de la vista. Es uno desús deberes sin
embargo el de informar en estrados , y por
cierto que las salas, autorizadas para tomar
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ó de alguna otra providencia que pueda
causar perjuicio irreparable, pues en estos
casos son necesarios para formar sala tres
ministros por lo megos, y para que haya
sentencia ó resolución , que los tres votos
sean absolutamente conformes (1). Este mis-
ino número de ministros es necesario pa-
ra ver las causas en general ; pero cuando
haya de verse causa en que el juez inferior
haya impuesto, ó pedido el fiscal de la au-
diencia la pena de muerte ó alguna de las
perpetuas, ó cuando la sala crea que el reo
merece alguna de dichas penas , aunque no
vaya impuesta ni pedida, serán necesarios
cinco ministros para formar sala , y el voto
de tres hará sentencia (2). Cuando esto últi-
mo aconteciese después de vista, sedará por
no vista y se señalará nuevo dia. La regla
43 de la ley provisional citada , señala el
término de veinte dias para dictar sen-
tencia.

Los fallos definitivos de  los tribunales en
los asuntos criminales tienen que fundarse (3)
esponiendo clara y concisamente el hecho y
citando el artículo ó artículos del Código
penal de que se haga aplicación. Es deber
del juez ponente proponer á la sala los pun-
tos de hecho y de derecho sobre que haya de
recaerla yolacion, y votada una vez la sen-
tencia al mismo ministro ponente toca redac-
tarla con arreglo á lo acordado por la sala.
En aquella esposicion no se  citarán las prue-
bas que respondan de las circunstancias
del hecho justiciable, pero sí deben apreciar-
se en su valor legal , porque de su califica-
ción como circunstancias agravantes ó ate-
nuantes pende el aumento ó disminución
de la pena dentro de ios grados que el códi-
go prefija: así mismo debe calificarse la cri-
minalidad de cada uno de los procesados, ex-
presando si se les  considera autores, cómpli-
ces ó encubridores; y por último en la par-
te dispositiva se úsala fórmula tfaUamosque
debemos confirmar y confirmamos por el con-
trario, revocar y revocamos la sentencia ó auto
definitivo apelado y consultado por el juez de

■ 1} Ar l .  74 .  reglara. provisional.
9 )  R'gla 41, l«y provisional para U ejecución del Có-

digo penal
<3) Regla t i ,  lev id.
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primera instancia en talfeeha. En el primer
caso se acostumbra á reproducir la parte
dei auto ó sentencia del inferior en la que es-
presa la pena que se impone, y en el segun-
do ,  citando únicamente la fecha de su pu-
blicación ó la en que se dictó , se  determi-
na la pena que la sala sustituye en su lu-
gar, ó la cláusula de absolución de la ins-
tancia , ó de absolución libre en sus casos,
no omitiendo la fijación de las indemniza-
ciones civiles y de los gastos del juicio;
cuando sea procedente la condenación en
ellos. Si la sentencia de vista fuese en parte
confirmatoria y en parte absolutoria , se  re-
dacta en la misma forma que va espresada,
comenzando por los que en  la causa figuran
como reos principales. Estendida y firmada
la sentencia , se lee en audiencia pública y
de la original se une certificación al rollo,
la cual se notifica á las partes dentro del
término de 24  horas para los efectos conve-
nientes. Cuando la sentencia imponga la
pena de muerte á alguno de los reos que no
se halla en la cárcel de la capital donde
resida la audiencia, se suspende la publi-
cación hasta tanto que pueda salir el ejecu-
tor para el pueblo en donde deba ejecutarse,
y si residiere en la capital de la audiencia,
acto continuo de la publicación se notifica
al condenado y se le pone en capilla , toda
vez que no sea susceptible de súplica ; en los
demas casos se siguen las reglas generales
para las demas sentencias.

Siempre que la sentencia de vista cause
ejecutoria sin necesidad de declararla con-
sentida y pasada en autoridad de cosa juz-
gada, ó en caso de no causarla, declarándo-
la (al, si no se hubiese interpuesto súplica,
se mandan pasar los autos al tasador para
la regulación de costas , y efectuada esta se
comunica á las partes en los mismos tér-
minos que se ha dicho anteriormente.

§. 3.° Do la suslanciacion y trámites de ta
apelación en los delitos del fuero de Guerra
y Marina .

Quedan expresadas en las secciones an-
teriores las sentencias que en los tribunales
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la de la parte en su caso, se tiene el proceso
por concluso y se pasa a) relator para la
vista.

Cuando el fiscal ó la parte tienen por
conveniente hacer prueba en esta instancia
ó justificar algún hecho aislado pero impor-
tante para la defensa, articulan la prueba en
la misma forma que en las audiencias, prac-
ticándose de igual manera. Hechas las pro-
venzas se comunica con el proceso á las
partes por via de instrucción y un breve tér-
mino. Dispuesto el apuntamiento por el re-
lator se señala día para la vista , la cual se
celebra en sala de ministros togados con
asistencia de los letrados, si han tenido por
conveniente asistir.

De los juzgados de primera instancia de
artillería, ingenieros y marina, las apela-
ciones van, como hemos visto en otro lugar,
de  los dos primeros al juzgado general es-
tablecido en Madrid, y de los segundos al de
la capitanía general de departamento. La
sustanciacion y trámites que en ellos siguen
son idénticos á los que dejamos espuestos,
con las solas diferencias que establece la or-
ganización distinta de estos tribunales de al-
zada. Cuando de la sentencia que dictan hay
apelación para ante el tribunal Supremo de
Guerra y Marina, se  sigue en  este en los tér-
minos espuestos.

En las consultas que á este tribunal Su-
premo se elevan de las causas sobre delitos
comunes seguidas en los juzgados perma-
nentes de Guerra y Marina, se observan los
mismos trámites que hemos dado á conocer
en el párrafo segundo de esta sección.

Las consultas de las causas sentenciadas
en consejos de guerra siguen diferente sus-
tanciacion, acomodada á la índole particu-
lar de ellas. Remitidas al tribunal, las man-
da este pasar al fiscal, y con vista de su dic-
tamen, acuerda en la sala de generales lo
que cree procedente, ya sobre la aprobación
ó desaprobación de la sentencia , ya sobre
las faltas que advierta en el procedimiento,
con cuya acordada las deva al gobierno para
que S.  M. determine lo conveniente, se-
gún se esplica en d artículo cowsKJM n*
GVEM«.

militares son susceptibles de apelación , las
que á pesar de no interponerse este recurso
deben consultarse con la superioridad in-
mediata , y finalmente las que determinan
los casos en que el tribunal Supremo de
Guerra y Marina puede conocer después de
dictada» le» primeras , ya sea por apelación
ya por via de revisión y consulta-

Viniendo ahora al procedimiento que se
observa en estas instancias de apelación di-
remos, que antiguamente los tribunales mi-
litares que conocían de ellas, observaban
una tramitación diferente en varios puntos
de la que seguían los tribunales ordinarios;
pero que eltiempo sin embargo he modifica-
do poco á poco esta práctica, haciendo cono-
cer la conveniencia de adoptar en cierto mo-
do la  do los tribunales comunes, hasta que
publicado el reglamento provisional para la
adminisiracionde justicia, se mandóen I t  de
octubre de 1836 que el tribunal especial de
Guerra y Marina se arreglara en nn todo á
las disposiciones de dicho reglamento. Des-
de entonces , si bien el tribunal no las ha
adoptado, ni las observa tedas, como es sabi-
do ,  se  atempera á días hasta donde, consi-
derada Ja índole especial de su jurisdicción,
cree poder hacerlo; mas como quiera que
sea, en el punto de que ahora nos ocupamos,
á saber, en  el procedimiento de las segun-
das instancias de las causas ó procesos for-
mados por delitos comunes , no hay dife-
rencias notables que merezcan llamar Ja
atención.

Este procedimiento, cualesquiera quesean
los juzgados militares de donde suban di-
chos procesos en apelación al tribunal Su-
premo, está reducido á pasar la causa al
fiscal, á no ser que alguna de  las partes sea
apelante, en cuyo caso se entrega á esta
para formalizar la apelación y decir de
agravios. Si la causa se entrega al fiscal, de
su censura se confiere traslado á las partes,
y de lo que estas deponen se  dá igual comu-
nicación al ministerio público, quien por lo
regular concluye. Lo mismo se observa cuan-
do por haber apelado alguno de los proce-
sados se  entrega á este la causa antes que á
los demás. Con la conclusión del fiscal, ó con
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4." De la suslanciadon y trámites dé la
apelación en los delitos del fuero eclesiás-
tico.

Ya hemos dicho y repetido en este artí-
culo, que en el órden de proceder deben los
tribunales eclesiásticos arreglarse á lo esta-
blecido para el fuero ordinario. Asi que, en
las causas que se sigan en primera instan-
cia, como en las apelaciones de autos inter-
locutorios y definitivos que se interpongan,
deben seguirse las reglas que hemos dado
¿conocer anteriormente.

CAPITULO CUARTO.

DE LA APELACION ACCESORIA Ó ADHESION Á LA

■APELACION.

Hasta aquí hemos tratado de la apelación
principal en toda especie de negocios y en
toda clase de fueros,' ó sea del recurso que
interpone el litigante que se tiene por agra-
viado de la sentencia dentro del término
fatal y perentorio que le concede la ley para
que se abra una nueva instancia. Ahora va-
mos á ocuparnos del derecho que produce
la interposición de aquel recurso en favor
de la parte apelada, ó lo que es lo  mismo,
de la apelación accesoria, ó adhesión á ¡a
apelación , como Ja llaman nuestros prácti- ,
eos, dividiendo la materia en las secciones
siguientes:

SECCION I.

NATURALEZA , ORIGEN Y UTILIDAD DE LA APELA-

CION ACCESORIA.

Suarez de Figueroa define así la adhesión,
3uí>jídíartum remed ium ratione appellalionis
omisscB, quo ídem ac per appellalionem ei ad-
Itrerens consequilicr.Si buscamos un apoyo en
nuestras leyes para fundarla doctrina relati-
va á esta clase de apelaciones, no le encontra-
remos en ninguno de  los códigos existentes.
Su introducción y su uso en la práctica se  de-
ben á la jurisprudencia, la cual ha tomado
por punto de partida laleydelcódigode Jus-

APELACION.
tiniano, que establece esta facilitad á íavof
de los litigantes. En la inteligencia, pues,
de esta ley , y en la común opinión de los
intérpretes, se funda el ejercicio de este de-
recho , cuya utilidad indisputable es el
solo título que asegura su observancia y
conservación. Para comprender bien la  na-
turaleza de este recurso, recordaremos que
se da el nombre de apelación accesoria, ó de
adhesión á la apelación del contrario, á la
que interpone el otro litigante que no ¿pe*
ló en tiempo hábil para pedir la mejora de
alguno de los particulares de la sentencia
que no le favorece. Dedúcese, pues, de es -
ta consideración , que la adhesiones un be-
neficio general y un remedio estraordinario
concedido al litigante que no apeló en tiem-<
po oportuno , para que se aproveche de la
apelación que interpuso so adversario. Qué
esta facultad es un beneficio estraordinario
se demuestra segunlos principios mas obvios
y comunes de jurisprudencia. Porque á la
verdad el que siente algún agravio ó daño
por la sentencia que se hubiere dictado
en el pleito, tiene espedito el camino de
apelar de dicha providencia , y la omisión de
este recurso induce una aprobación y con-
sentimiento de lo juzgado. Y es esto tan
cierto é indubitable, que el solo hecho de
no apelar en tiempo , tiene virtud bastante
para elevar la sentencia á la categoría de
cosa juzgada, terminando el litigio sobre
los particulares consentidos. Ahora bien, si
uno de los litigantes apela, claro es que
su intención se limita á alzar el gravámen
que le irroga la sentencia , y de ningún
modo quiere atacar lo que le favorece , no
devolviendo al juez superior mas conoci-
miento que el que corresponde á los parti-
culares de que apeló , quedando los restan-
tes pasados en autoridad de cosa juzgada
por el consentimiento del otro litigante.
Resulta, pues, que en atención á estas re-
glas ordinarias, el que no apeló en tiempo,
no puede reclamar ni impugnar sus propios
hechos , despojando por una mutación pos-
terior de voluntad á su contrincante de
un derecho que ya ha adquirido. Es ,  pues,
visto, que la facultad de adherirse ¿ la ape-
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gante que sufre algún leve- perjuicio sin
apelar, sacrificando algo de su derecho á
la brevedad y terminación de los pleitos,
favorece las tendencias del legislador que
desea obtener el mismo objeto en provecho
del interés público. Si el otro litigante con
su apelación sirve de obstáculo á qua se rea-
licen tan benévolas intenciones, e l  legisla-
dor dehe socorrer al primero para que no
sea víctima de su buena fé y se halle co-
locado en peor situación que su adversario
Ademas la causa pública se interesa en ello
también, pues de no existir la esperanza
de mejorar su posición en caso de apelar
el contrario, todos los litigantes interpon-
drán por sí el recurso, á fin de no sufrir
perjuicio en sus derechos , originándose
de aquí infinitas dilaciones y molestias.
3 .u La última consideración que se nos ofre-
ce tiene mucha analogía con la anterior,
á saber: que en todo juicio debe procurarse
que haya igualdad entre los contendientes,
y no la habría ciertamente, si el que apela
pudiese obtener la ventaja de qne se refor-
mára en su favor el fallo, y el que no apeló
no estuviera facultado para solicitar y obte-
ner igual beneficio. Así es  que en todas las
legislaciones modernas se halla admitido es-
te principio, que está recomendado á la vez
por consideraciones de equidad y de utili-
dad general. Ellas sirven también para fijar
su- verdadero carácter y naturaleza. De su
examen se deduce, que la adhesión no e s
propiamente y con todo rigor una apelación
subsidiaría enteramente subordinada á la.
principal, sino utf derecho propio que com-
pete al apelado por el solo hecho de la ape-
lación de su  adversario. Esta manera de
apreciar la adhesión es muy importante y
fecunda en resultados, porque ella indica
claramente que no se circunscribe y limita
á los términos y fondo de la apelación prin-
cipal, sino que solo loma ocasión de ella
para nacer, y que una vez nacida, liene vida
propia. Varias son las palabras con que so
ha calificado esta apelación, pero ninguna
revela claramente su carácter distintivo.

I Nosotros la hemos llamado accesoria en con-
I traposirion á la pr inc ipa l  en el sentido úni-

26

facÚHi deque hoy goza, es un beneficio gene-
ral concedido en razón de los grandes moti-
vos deequidad ydeconvenienciaqueaconse-
jansu iolroduccion. Así esquela disposición
de hntiniano causó una novedad en el sis-
tema de procedimientos , come se infiere
de loe mismos términos en  que se halla con-
cebid» «ampliorem providencian! subjectis-
confereutes, quam forsitam ipsi vigilantes
inveniunt, anliquam observationem emenda-
«w, cun> in appellationum auditoriis, is so-
los pest sontentiam- judiéis emendalionem.
meruerrt,qm ad pravocalionis eonvolasset
auxiliun», altera parte qum hoc non fecisset
sententiamsequi (qualiscumquéfuisset) com-
peliendo. Saneimus i  laque: si  appell'ator se-
mel in jodíciumveneril,et cansas appeltalib-
nis aura proposuerit, habcrelicentiam et ad-
versario» ejus , si quid judica lis opponere
va luerü, si* presto taerit, hoc facere, et
judicial» mereri presidium. Sin autem
absena ftierit , niholiminús judiccm per
sunm vigorem- ejus partes adimplere (i).
Demostrado' ya este punto , pasaremos á
esponer sus tanda reentos, los cuales pue-
den reducirse á tras. l.° El supuesto de
Un consentimiento absoluto por parte del
que no a eló, que es en lo que se apo-
ya principalmente la opinión que le nie-
ga la facultad de adherirse al recurso del
contrario, es enteramente falso. El ne uso
de la apelación , rio sola puede provenir de
considerar h sentencia justa y beneficiosa,
sino también del deseo de concluir el litigio
y no  esponercl negocio á nuevas contingcn-,
gias , ahorrándose los gastos y molestias de
otra instancia. Su consentimiento , pues,
es  condicional, esdtecir, para el caso en que el
otro litigante se  aquiete por su parte con la
sentencia. Faltando esta circunstancia des-
aparece el motivo que lo guió para callar,
y le  dehe sen restituida la libertad de apelar
á que no ha renunciado de un modo abso-
luto. 2.a La equidadacoRscja que no se tra-
te con mas rigor al que en su conducta se
acerca mas al espíritu de las leyes , que
al que se aleja de él. Y es claro que el lili-

(1) Le, SO Cód.  de appcl'ai.
TUMO I I I .
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co de ser originariamente una consecuencia
de esta, aunque después viva sola é indepen-
diente. La palabra incidental con que la
distinguen los jurisconsultos franceses no
está admitida entre los nuestros, y la subsi-
diaria no revela tampoco el verdadero ca-
rácter de esta apelación. Por mas ó menos
espresivo y adecuado que sea el nombre con
que se designe, no debe nunca sacarse de él
argumentos en pro ó en contra de la natu-
raleza y estension del derecho que nace en
favor del apelado de la apelación inter-
puesta por su adversario. La razón en que se
funda debe ser la única guia que nos lleve
á la resolución de  las cuestiones que pue-
den ocurrir.

SECCION II.

DE LOSCASOS EN QUE  TIENE LUGAR LA ADHESION Ó

APELACION ACCESORIA.

Sabiendo ya lo que debe entenderse por
apelación accesoria ó adhesión, fácil nos se-
rá sentar la regla común y general para de-
terminar en qué casos puede ó no tener lu-
gar. Siempre que el litigante vencedor no
haya obtenido todas las ventajas que se
proponía , pero que sin embargo no sean de
tal importancia que le obliguen á apelar,
podrá adherirse al recurso del contrario
para ver de lograr el completo de sus
deseos y pretensiones. Ninguna dificultad
ofrece en principio esta máxima; pero al
descender á casos particulares pueden pre-
sentarse algunas cuestiones dignas de llamar
la atención.

Es indudable que si la sentencia no con-
tiene masqueun capítulo, óaun cuando sean
varios , se hallan de tal manera enlazados
que vienen á formar un todo, la apelación
accesoria es innecesaria é inútil. Porque el
litigante á cuyo favor se dió , tiene el medio
ordinario de oponerse á las pretensiones de
la otra parle , pidiendo que se confírme el
fallo del inferior, y es sabido que no se puc-
deacudirá usar de remedios estraordinarios,
sino a falta dé los  comunes y generales.

El caso único en que puede tener aplica-

ción es, cuando la sentencia contenga varias
partes, unas favorables y otras adversas, ó
cuando se  hayan omitido declaraciones sub-
sidiarias que interesen al apelado, como
restitución de frutos, daños y perjuicios,
costas, etc. En tales casos podrá suceder
que el apelante se haya alzado indistinta-
mente de la sentencia , devolviendo ai juez
superior el conocimiento del negocio entero,
ó que haya limitado su apelación á aquellas
partes que le perjudican. En el primer su-
puesto todos los autores prácticos de  común
acuerdo conceden al apelado la facultad de
adherirse; no así en el segundo. Los que la
niegan se fundan en el significado que ellos
dan á la palabra adhesión, que ciertamente
no es  el que esplica la jndole y naturaleza
del derecho que representa. ¿Y qué fuerza
puede tener un argumento sacado de una
voz adoptada tal vez exprofeso para confir-
mar sus opiniones ? Consideran la adhesión
como una met a accesión, y de aquí parlen
para defender que solo puede aquella tener
lugar en los capítulosó parte apelada, pues-
to que por su carácter accesorio no debe te-
ner mas estension quela apelación principal.
Consideran igualmente , y en esto mues-
tran mas acierto, que la sentencia que cour
tiene diferentes miembros , puede descom-
ponerse en tantos cuantos estos sean , y de
consiguiente la apelación limitada á unos
no puede contener á los demas, según la re-
gla de  Baldo tseparatorw» nidia esl conjun-
tio.» Estas son la principales razopes que
alegan en favor de su opinión, la cual nos
parece poco conforme con lp doctrina que
la jurisprudencia ha establecido en confor-
midad con lo dispuesto en  la ley del Código
dejusliniano cuyo testo dejamos copiado.
El beneficio de la adhesión se esliendo por
ella á todos los casos, y á lodos los casos es
aplicable también la razón en que se funda,
que consiste en establecer en la plenitud de
sus derechos al litigante que voluntariamen-
te se  habia sometido al fallo.judicial, á pesar
de no haberoblenido lodo lo  que deseaba, des-
de el instante que su adversario por la ape-
lación le obligaba al nuevo combate que él
hubiera querido evitar. ¿Cómo podría lograr-
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vioe. La huida, pues, que mtentára el ape-
lante , después de  haber llevado á su adver-
sario ai terreno de  una segunda instancia, no
puede privar á este del derecho adquirido
para que el  negocioso vea y falle por el tribu-
nal superior, á fin de  obtener todas las ven-
tajas y mejoras que procedan en justicia, y
que no  pudo obtener del inferior.

Parece establecer alguna diferencia á fa-
vor del apelante y crear un  caso especial la
circunstancia de  desistir antes de  que el
apelado haya producido judicialmente su
adhesión. A la verdad falta la base y la con-
dición, en  el momento solemne y preciso de
interponerse, y este defecto parece impedir
su nacimiento. Pero si bien se observa , el
derecho de adherirse nace del acto de  haber
apelado el contrario, de  él toma su  fuerza,
y existiendo ya en  facultad, es del todo in-
diferente para la cuestión que haya sido ó
no  puesta en  ejercicio. El escrito , pues , de
desistimiento debeen nuestro juicio pasarse
al apelado para que declare, ó no,  si se  con-
forma con é l ,  y solo en  el  caso afirmativo es
cuando producirá sus efectos. Por esta* ra-
zón dijimos en  la sección Xll  del capítulo se-
gundo, que cuando el  desistimiento se pro-
ponía en  el inferior, antes dé la  remesado
los autos al superior, solo debería suspen-
derse su  envio de  conformidad del apelado,
porque á la verdad los mismos principios
obran para la resolución de  este caso, que
los que hemos examinado cuando se  propone
ante el tribunal Superior.

SECCION i l l .

DEL TIEMPO BN QUE DEBE INTERPONERSE LA

APELACION ACCESORIA.

El periodo dentro del cual puede el ape-
lado adherirse á la apelación interpuesta por
su  adversaria, es  por su  misma índole mu-
cho mas lato y estenso que el que señalan
las leyes para apelar. Porque no hallándose
esta materia determinada en nuestros códi-
gos, ha podido la jurisprudencia atender so-
lamente á lo que exigían la naturaleza del
remedio y et interés de  los litigantes , en

APELACION.
se  dModi «Tapetante cauto limitaba su  recurso
áte» capítulos para él perjudiciales, y el ape-
lado se  hallaba ya  impedido por el trascurso
del tiempo de  interponerlo de  los que  para él
lo  eran? Para evitar este perjuicio se  inven-
tó  el remedio subsidiario de  la adhesión, el
cual equivale á la apelación en cuanto
iguala á ambos contendientes para que pro-
cure* obtener cada uno eu la nueva instan-
cte las mayores ventajas á que crean tener
derecho.
'■ Otra cuestión mas dificfl puede ocurrir,

en  cuya resolución ¡afluirá eonsiderablemem*
te  el  juicio que  se  haya formado sobre la ín-
dole de  esta recurso. Un  litigante se  adhiere
á la apelación de su  contrario- y este desis-
te, ¿quedará sin virtud la adhesión, ó segal-
pó su  curso? Loa que no  miran la adhesión
sino como una cosa dependiente en lodo de
la apelación, optarán desde luego por el pri-
mer estreno , pues destruida? la base sobre
que se  apoya, debe venir á tierra cuando
aquella falte. Podrá corroborarse este dio-
tómen observando , que el que se adhirió
había ya mostrado su  intención de  confor-
maree con la sentencia, s i  su  contrarío no
hubiera apelado: es  asá qué por el desisti-
miento posterior vuelven las cosas al estado
primitivo y puede lograr sa objeto sin con-
tiendas ni  dilaciones ; luego su adhesión
debe quedar sin efecto. Por mas que estas
razones tengan alguna fuerza , la encierran
mucho mayor las opuestas. Nosotros hemos
demostrado en  la sección anterior que la fa-
tallad de  adherirse subsiste por s í ,  pues es
un  beneficio general para cuya goce única-
mante exige la ley como condición precisa
que haya apelado e l  adversario. Una vez ve-
rificada esta circunstancia , es  un  derecho
del apelado , y como tal no. puede ser
anulado por la voluntad dél apelante. Cúl-
pese el último á sí propio, si no puede
rehusar el combate que provocó: su  adver-
sario hizo de  su parte cuanto estaba para
que no  se reprodujera ; pero habiéndole él
obligado, la  ley debía restablecer la igual-
dad entre ambos , y dispensar su favor al
qae en obsequio tal vez á ella , había con-
sentido en. sufrir en  silencio algunos agra-
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104  APELACION.
cuyo beneficio se ha introducido. Desde lue-
go se conoce que la adhesión no puede te-
ner propiamente lugar, mientras dura el
término para apelar, porque si tal sucedie-
ra alguna vez , seria -una verdadera apela-
ción. No debe nunca olvidarse que la ad-
hesión se ha introducido, teniendo presente
el caso en que por el trascurso del tiempo
legal se ha cerrado la puerta al remedio na-
tural de apelar, de donde se infiere que su
interposición debe verificarse ante el tribu-
nal superior á donde va á parar la alzada,
Avocada la causa ante el superior, empieza
en rigor para el apelado el periodo propib
para ejercitar su derecho, atin cuando las
circunstancias de utilidad general y privada
que aconsejan su adopción , tienen casi de-
finitivamente fijado el plazo y ocasión opor-
tuna de presentarlo. La contestación al es-
crito de - agravios es este momento críti-
co y oportuno en el que el apelado debe en
contraposición rebatir -sus argumentos, y
ampararse al mismo tiempo del beneficio
que le concede la facultad de adhesión.

Que el término debe durar hasta el acto
de la contestación es cosa admitida en la
práctica, y que se halla apoyada en podero-
sas razones tomadas déla misma esencia de
este recurso. Concedido á favor del apelado,
y no irrogándose perjuicio al apelante, pon-
qué se difiera su use hasta la contestación
defip ampliarse ti término hasta dicho mo-
mento, que es aquel en que el recurrente-,
viendo cuáles son los capítulos de la senten-
cia que combate su adversario, y las razo-
nes en que se funda , está en aptitud de for-
mar un juicio ilustrado sobre el partido que
le conviene seguir. Al tratar de contestar,
no podrá menos de establecer su plan de
defensa, y héaquí porqué la contestación
es el límite natural del ejercicio de  su dere-
cho de adhesión. Pasado este tiempo seria
estemporánca su interposición, y ademas
gravosa al apelante, que con la contestación
tuvo motivos para creer de nuevo trabada
la lid en el terreno y en los términos en ella
concebidos.

Una vez fijado por la práctica, de acuerdo
con los buenos principios, el periodo den-

tro del cual debe ejercitarse este recurso,
la forma de proponerse es  también muy sen-
cilla. Al contestar al escrito de agravios del
apelante, pedirá el apelado que se confirme
la sentencia en los estremos que le sean fa-
vorables, adhiriéndose ála apelación inter-
puesta , para que  se revoque como injusta y
perjudicial <jn h parte que le sea contraria.
Es inútil advertir que el apelado puede pre-
sentar su escrito de adhesión antea de con-
testar al de mejora, es decir, desde el mo-
mento que le -consta que su-centrario apelá;
pero como no  se le sigue perjuicio de no ha-
cerlo, antes bien-le conviene aguardar por
si el apelante desistiera de ras pretensio-
nes, lo natural y corriente en la práctica es,
que se interponga este recurso en el escrito
de contestación, y en la misma forma que
dejamos dicho,

CAPITULO QUINTO.

DÉ LCS APELACIONES ÉN ULTRAMAR.

El método, la claridad , y por otra parte
la importancia xlcl asunto, exigían que la
materia del presente capítulo hubiese sido
tratada en una ó mas secciones , con la con-
veniente división por párrafos como en los
capítulos anteriores ; le  cual sin embargo
no hemos ejecutado en obsequio á la bre-
vedad , pues mandada ó recomendada en
Ultramar la observancia del reglamento pro-
visional para la administración de justicia,
en los mas de los casos de apelación , con-
forme á nuestro propósito de  evitar repeti-
ciones ¿asta donde sea posible , en vez de
esplicaciones no  tendremos que hacer sino
referencias á lo que se practica en los tri-
bunales de la Península , que por lo mismo
queda ya tratado y espuesto en las seccio-
nes precedentes.

Debemos notar también que aunque en lo
antiguo , y aun hasta hace pocos años , en
la enunciativa de ludias ó de Ultramar se
comprendían las islas Canarias, y que en tal
concepto se trata del régimen y administra-
ción de justicia de las mismas en h Reco-
pilación de Indias, y nosotros por la ncce-

Enciclopedia española de derecho y administración



APELACION. Í(R5
aero adoptásemos para la esplanacion de  ana
teoría la división, no solo por provincias, si-
no por distritos de audiencias, de  gobiernos
y hasta de locali dades, lo qne no nos resol-
vemos á verificar, por la necesaria pro-
ligtdad , y ya también porque mandada re-
visar la legislación de Indias por real de-
creto de 3 de julio de 1841, aplicado el re-
glamento provisional para la administración
de justicia á Puerto-Rico, recomendada su
aplicación á ¡a audiencia y capitán general
de la Habana por el artículo 7.’  del real de-
creto de creación de esta: mandada verifi-
car la conveniente división territorial judi-
cial para sir definitivo planteamiento en la
misma por e l  real decreto de 29 de julio de
1845, en cuyo pensamiento parece ¡asistirse
hoy, ydebeinsistirse resueltamente, la men-
cionada legislación de Indias, por lo menos
en lo relativo á la administración de justi-
cia,, va á cambiar muy eñ breve. Este estado
de cosas, pues, determina la naturaleza de
nuestras observaciones.

Apelaciones á los ayuntamientos. Des-
de muy antiguo se conocieron en Espa-
ña las apelaciones en asuntos civiles para
ante los ayuntamientos, primero por cos-
tumbre, y desde el tiempo de los reyes Ca-
tólicos por la ley. A imitación de ello y por
el loable principio de que se administre la
justicia prontamente , y con el nienor dis-
pendio, se cstendieron á Ultramar, según se
ve por las leyes 17 y 18 del tit. 5, lib. 12
de la Recopilación de Indias. Por la prime-
ra se establece que de las sentencias de la
justicia ordinaria en asuntos cuyo valor no
esceda de sesenta mil mrs. en los pueblos do
la isla, y noventami! en la ciudad de la Haba-
na,  las apelaciones vayan al ayuntamiento,
el cual , según la segunda de dichas leyes,
ha de ser aquel en cuyo distrito ó demar-
cación haya principiado el pleito ; aña-
diendo la citada ley 17 que fuera de la can-
tidad, en lo demás hubiera de guardarse el
derecho de ('.astilla. Hasta el reglamento
provisional para la administración do justi-
cia,  se hallaba aquel consignado en las le-
yes 8 ,  9 ,11)  y 11 del tit. 20, lib. 1 1 de la
.Novísima Recopilación. Según ellas, la can-

sidad de completar el cuadro jurídico en la
sección legislativa hemos insertado algunas
leyes de dicho código relativas á las espre*
sadas islas ; estas en el día , por la consti-
cron política y modernas disposiciones, se
haHan comprendidas en  lo que se llama t«-
las advócenles v se rigen por las leyes de la
Península ; y bajó la denominación de Ul-
tramar por tanto, usada por la Constitución
del Estado, y en el epígrafe del presente ca-
pítulo se comprenden solamente las provin-
cias ultramarinas de Cuba , Puerto-Rito y
Filipinas..

De las apelaciones en cada una de estas
tres provincias , trataremos con la conve-
niente separación.

ISLA DE cv*.l.

La apelación supone siempre la coexis-
tencia de dos clases de tribunales en corre-
lación necesaria , y por tanto conocimiento
de esta parte de la organización judicial
sobre cuyo punto, lo mismo respecto de
Cuba quede  Puerto-Rico y Filipinas, debe
verse lo que tenemos manifestado en la sec-
ción quinta del artículo ADMivinTEAciDv
DE «LVTiciA (1). Supuesta la mencionada
reseña, nos limitaremos á indicar aquí lo
meramente relativo á las apelaciones de los
diversos tribunales de primer grado, así del
fuero común como los numerosos fueros
especiales.

Fuero común. La legislación de Ultramar
se halla en un estado de verdadera trasicion
entre lo antiguo y las nuevas determinacio-
nes que exige diariamente el orden actual,
el  nuevo modo de ser y de prosperar aque-
llos dominios. El respeto justamente debi-
do á la antigua legislación , y la gravedad
misma del asunto hace que aquella sea sus-
tituida lentamente , y por lo misino con me-
didas parciales, y aun circunscritas á ter-
ritorios ó demarcaciones determinadas, re-
sultando de aquí necesariamente que no solo
la legislación de Indias se halla en estado
de transición, sino de confusión; lo que exi-
giría que en este y otros artículos de su gc-

(1J Tomo I. pág. 6G3,
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jueces, que hubiesen de  concurrir á fallar
sobre la alzada con el juez originario , y se
nombraba asesor para las cuestiones de he-
cho, y determinar el grado é procedencia
de la apelación. Después por cédula da 14
de febrero de 1769 se ordenó que los toes
jaeces concurriesen con su asesor á fallar á
la posada del teniente auditor general.

Gozando las milicias locales de fuero ac-
tivo y pasivo se dudó, si siendo esto privi-
legiado, tendría lugar en cuanto á Jos afora-
dos la apelación al cabildo, y por cédulas de
13 de abril de 1773, y 23  de abril de 1777,
se declaró que probándose la costumbre de
apelar ai ayuntamiento, no obstante el nuevo
reglamento y ordenanza de dicha milicia,
en los pleitos de menor cuantía procedía la
apelación para ante el cabildo de las sen-
tencias que dictasen los gobernadores en
virtud de la jurisdicción ordinaria.

Así las cosas se dictó el reglamento pro-
visional para la administración dé justicia,
y en sus artículos 41 y 42  no solo se confir-
man las apelaciones á los ayuntamientos,
así en la Península como en Ultramar, sino
que se hacen notables novedades , pues no
solo guarda silencio sobre la restricción de
la ley 8 del tit. 20, lib. 1 1 de  la Novísima Re-
copilación, sino que altera la cantidad , los
términos y la forma , puesto que en Ultra-
mar, en vez de 60,000 maravedís para que
proceda la apelación, será elcuádruplo, esto
es, 160,000 maravedís: y en vez de los jue-
ces comisionados con el juez originario, co-
nocerá do la alzada el ayuntamiento pleno,
que en el término de ocho dias, y no del de
treinta, de como le'hubieron pasado loá au-
tos, dictará sentencia , oyendo verbálinente
á las partes, y no por escrito, podiendo
recibir declaraciones de testigos. Quedh
también coartado el término concedido á las
partes, pues antes tenian el de treinta días;
y ahora deben presentarse dentro de torte-
ro dia,  y suministrar sus justificaciones y
defensas en la forma dicha dentro de ocho.
Esta determinación del reglamento sobre las
apelaciones al cabildo fue declarada sin
efecto, como no podía menos, después que
por la nueva organización de ayuntamien-

ttdad, que era 1* regla para estes apelacio-
nes , Ene primero de veinte mí! maravedís;
después, por petición de  las Córten de treinta
mil, y por último de cuarenta mikel término
pora apelar era el ordinario de cinco dias:
inmediatamente el escribano actuario debía
remitir los autos originales a) ayuntamien-
to, y este elegía dos jueces comisionados,
que en unión del originario conocían de la
apelación por ante el mismo escribano : en
los treinta días siguientes al último de los
señalados para apelar debía concluirse el
pleito , y dictarse sentencia dentro de loa
diez inmediatos, por los tres, y si alguno no
concurriese, por dos de tos tres jueces. La
costumbre era celebrarse estos juicios á
puerta abierta , haciendo el escribano rela-
ción de los autos, y aunque opuesto al prin-
cipio de  economía, se toleraba el informe
oral de letrados , concurriendo las partes
por sí ó por medio de procurador con poder
en forma. En un principio no tenían lugar
estos juicios en los pneblos en que hubiese
audiencia ó chaucillería, y hasta el rádio de
ocho leguas; después por la ley 11 de las
citadas parece levantarse esta restricción y
aun hacer potestativo en las partes el ape-
lar para ante las chancillerías y audiencias,
ó mas bien al ayuntamiento.

Contenían las leyes del reino otra limita-
ción y era la de que las apelaciones al con-
cejo solo se observasen donde estuviesen en
costumbre , lo qué asimismo se practicaba
en Ultramar, de donde nacía la poca fre-
cuencia de dichos juicios, efecto sin duda
de la tendencia en las autoridades superio-
res y jwliciru mayores á centralizar el po-
der y la jurisdicción. Solorzano en su Polí-
tica indiana, lib. 5,  cap. 1 ,  núm. 94, dice,
que vió practicar raras veces estos juicios.
La ley 1 , tit. 3 ,  lib. 5 y otras de la Recopila-
ción de Indias los limitan á aquellos pun-
tos en que estuviesen en costumbre, y
eso mismo se previene por autos acordados
de las audiencias , como puede verse en el
dictado por la de Puerto Príncipe en 10 de
noviembre de 1829.

En la Habana era costumbre que el regi-
dor decano nombrase los dos comisarios , ó
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cion ordinaria, salvo en los juicios verbales
de menor cuantía, y los asesores son desde
dicho real decreto necesarios, y por tanto
titulares, ó de una localidad ó territorio cir-
cunscrito, nombrándolos el capitán gene-
ral en terna propuesta por la audiencia. Su
cargo dura tres años , y realmente ellos ejer-
cen la jurisdicción, por cuyo motivo no pue-
den ser recusados sino en los casos y en la
forma que los jueces letrados.

Esto supuesto decimos que van á la au-
diencia respectiva las apelaciones de los fa-
llos que en asuntos civiles dictaren en pri-
mera instancia los alcaldes ordinarios con
su asesor: loe gobernadores y tenientes go-
bernadores político-militares con su asesor
titular, como los alcaldes ordinarios, al te-
nor del artículo G.0 del real decreto antes c i -
tado ; y los alcaldes mayores letrados,
creados por el mismo decreto, y que han
reemplazado á los antiguos asesores tenien-
tes gobernadores.

Es fundamental sobre estas apelaciones la
ley 23, tít. 5 ,  lib. b de la Recopilación de
Indias. La 21 dispone que así en los pleitos
como en las causas, si se confirmasen las
sentencias de los alcaldes ordinarios que van
en apelación á las mismas, se les devolve-
rán los autos* ó procesos para su ejecución,
lo que también ha de entenderse por la mis-
ma razón de los demas jueces que fallen en
dicho grado.

Por lo dicho se vé que está abolido lo de-
terminado por la ley 12, lit. 5 ,  lib. 12 de la
Recopilación sobre que de las sentencias de
los alcaldes ordinarios hubiera de apelarse
en ciertos casos para ante los alcaldes ma-
yores, así como han cesado por efecto de las
mejoras y nuevo sistema, mas ó menos par-
cialmente introducido, las apelaciones, pa-
ra ante las audiencias también , de los oi-
dores visitadores, de los fieles ejecutores,
de los oficiales reales, y algunas otras de
que hablan las antiguas leyes y disposicio-
nes relativas á Indias , muy especialmente
las contenidas en todo el título 5 ,  lib. 12  de
la Recopilación.

Lo dicho hasta aquí sobre las providen-
cias apelables ha de entenderse lo mismo de
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tos y tribunales se separó lo administrativo
y jurisdiccional , y en España por tanto no
tiene ya lugar en ningún caso la apelación
al yuntamiento.

Mas abora preguntamos: ¿ha de decirse lo
mismo respecto de Ultramar? Establecían*
rióse en las leyes de Indias que en cuanto á
estos juicios, en lo que ellas no determinan,
se guarde el derecho de Castilla: ¿se habria
de observar en aquellos dominios el regla-
mento provisional, mientras rigieran sus ar-
tículos 41 y 42;  ó se supondrán abolidos
cuando lo han sido en España? Algunos au-
tores opinan que los mencionados artículos
no rigen en Cuba, porque nada ha consul-
tado todavía sobre ello el capitán general,
ni aprobado el gobierno de la metrópoli.
Nuestra opinión es, sin embargo, que donde
se pruebe la costumbre de apelar al ayun-
tamiento, debe observarse; y que no ha-
biéndose comunicado á Ultramar las dispo-
siciones derogatorias de los artículos 41 y
42 del reglamento provisional, rigen allí en
punto á la cantidad , pues asi se establece
en ellos mismos, sin necesidad de esperar
el dictamen de las audiencias ni de nueva
yusión que solo ha de entenderse res-
pecto de aquellos artículos que espesa-
mente no hablen de Ultramar.

La decisión del cabildo causó siempre
ejecutoria así en España, como en Ultra-*
mar, sin otro recurso que el de nulidad, y
consiguiente responsabilidad de los jue-
ces.

ó las audiencias. Debe notarse
que en  -Cuba está vigente aun el régimen
antiguo, según el cual los alcaldes ordina-
rios ejercen jurisdicción con asesor. Hasta
el importante decreto de 29 de julio de 1843
estos asesores eran voluntarios, ejercían ju-
risdicción lodos los alcaldes ordinarios, y la
ejercían plenamente, ó por s í ,  bien que
oyendo al asesor. El citado real decreto ha
introducido en este punto novedades de con-
sideración , cuales son entre otras , según
sus artículos 5 ,  6 y 7 que los alcaldes de
primera y segunda elección en los pueblos
que tengan y en lo sucesivo tuviesen alcalde
mayor letrado, dejen de ejercer la jurisdic-
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las definitivas que de las interloeutorias que
causan perjuicio irreparable-
. En cuanto al medio de hacer uno de  lá
apelación, una vez admitida, no siempre se  .
ha observado la na urna práctica. En genera)
en las capitales en que residían las reales
audiencias ó ohancilleria admitida la ape-
lación do auto interlocutorio, se citaban y
emplazaban las partes para ante aquellas,
y se remitían los autos originales, y por su
resultado, presentes las partes por medio de
procurador , haciendo relación el mismo es-
cribano originario, si  así lo mandaba la sala,
k> cual defendía del volumen y complica-
ción de los autos, decidía aquella.

Si la apelación, era sobre sentencia defi-
nitiva ó de juzgado fuera de la capital , ad-
mitida la apelación, y citadas y emplazadas
las partes , se remitían los autos originales
ája audiencia. En 26 de mayo de i 856 sin
embargo la audiencia de Puerto-Príncipe,
entonces única en la isla de Cuba, teniendo
por mejor la práctica mas costosa y dilato-
ria de  la mejora de apelación, según tam-
bién se observó en España hasta el regla-
mento provisional de  26 de setiembre de
1835, proveyó a ato .acordado., ordenando
que «escepto en las causas criminales , en
todas las apelaciones que otorgasen las jue-
ces ordinarios para unte aquella, real au-
diencia, manda dar al apelante certificación
en que conste la admisión del recurso en  uno
ó en ambos efectos y la calidad del auto ape-
lado, precediendo en ella relación de la de-
manda y de las escepciones, para que ocurra
á mejorarlo anta el superior, sin remitir
los autos como se acostumbra , hasta que
éste, -en virtud de  la dicha mejora, acuerde
que se manden concitación y emplazamiento
de las partes, -ó que el escribano pase á ha-
cer relación, si fuere intcrlocutorió el ape-
lado, ó el juzgado inferior en donde reside
la real audiencia, cuidando los jeferidos
jueces de no proveer la remisión de los pre-
sos antes de la mejora de apelación, ni man-
dar que el escribano vaya á dar cuenta de
auto interlocutorio hasta que lo determine
el superior.»

Es no obstante la misma audiencia en 5de

setiembre de 4838, reconociendo Ihe dila-
ciones innecesarias y lo» evitables dispen-
dios de las mejoras. do  apelación, ya enton-
ces abolidas en España, adoptó el siguiente
auto acordado que constituye la práctica
del dia:  «dijeron que por cuanto la espe-
rtencía ha demostrado que la práctica esta-
blecida en virtud del acordado de esta real
audiencia de 26  do mayo de 1836 sobre el
modo de mejorarlas apelaciones, «ansa gra-
ves demoras y mayores costos en la admi-
nistración de justicia con perjuicio de -las
partes para el solo objeto de obtener una
providencia, que nunca puede negarse, cnai
es  la remisión del proceso on apelaciones
oidas libremente; acordaron que respecto
de estas se  restablezca la práctica antigua de
disponer la directa ó inmediata remisión de
ios autos á esta superioridad con citación y
emplazamiento en la misma providencia en
que se oiga libremente la apelación; y que
on cuanto á las que se oigan en un soto efec-
to subsista la práctica que estableció dicho
acordado de dar certificación relativa, si el
apelante la pidiese, para fundar y acreditar
el agravio que so le  infiera en la dene-
gación».

Con, igual propósito la audiencia de la Ha-
bana en 16  de abril de 1846 proveyó auto
acordado, en el que ademas de otros porme-
nores se dice lo siguiente : « Igualmente
acordaron movidos del propio deber de acor-
tar y simplificar los procedimientos judicia-
les hasta donde permitan las leyes, que en
lo adelante ninguna alzada, asi en juicios
civiles como criminales se admita sin que á
la vez se decrete qde sea con citación y
emplazamiento de las partos , y apercibí-
míenlo de eslrador, firmando la diligencia,
pues que facilitándose asi el curso de tos trá-
mites del grado , sin necesidad de ocuparse
el tribunal de nuevos dictatorios y costosos
emplazamientos , con solo mandar requerir
los procuradores, al acusarse ta rebeldía por
el soñor fiscal ó partes presentes, si resul-
tase no haber comparecido alguna por me-
dio de su poder esperando en el término
pora mejorar la apelación que debe asignar-
se, es consiguiente la declaratoria de estra-
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tal oigan libremente estas apelaciones, y
que para dar cuenta de las demas que solo
procedan en un efecto, se omita por regla
general hacer relaciones escritas, dando
cuenta los escribanos por dentro, de los lu-
gares conducentes para aclarar la cuestión
resuelta por el auto apelado; y que si en al-
gún caso raro fuere necesario estender por
escrito la relación, la firme el escribano, y
también las partes en prueba de su confor-
midad , citándose siempre á las mismas y
haciéndolas saber el dia señalado para la
vista, á fin de que puedan hallarse presen-
tes á ella.*

Ofreciéronse inconvenientes en la obser-
vancia rigorosa de este auto aoórdado, y en
3 de diciembre de 1846, y 17 de  junio de
1847 se dictaron por la propia audiencia de
la Habana los que copiamos á continuación,
teniéndose presente que el primero de ellos
fue aprobado por el tribunal Supremo de
Justicia en carta-órden de 29 de abril de
1847 , en cuanto á su primera parte, orde-
nándose respecto de la segunda que las sú-
plicas se admitan según hubiere lugar con-
forme á derecho, y dejando por consecuen-
cia sin efecto la disposición relativa á cau-
sar ejecutoria la sentencia da vista en el
caso que se menciona.

El primero de dichos autos acordados
dice así: «En la siempre fidelísima ciu-
dad de la Habana á tres de diciembre de
mil ochocientos cuarenta y seis , reuni-
dos en acuerdo ordinario los señores del
márgen, dióse cuenta del espediente promo-
vido por el señor fiscal, para que las apela-
ciones de fallos ejecutivos se  oigan por los
juzgados de esta capital como en todos los
demas del distrito solo en un efecto, proce-
diéndose á la ejecución y á la entrega de
testimonios al apelante ó de los autos origi-
nales cuando no se necesiten para el curso
ordinario de la alzada, sin perjuicio, según
concluye su inmediata representación, todo
en conformidad de la ley duodécima, título
vigésimo octavo, libro undécimo de la No-
vísima , y en su vista discutido el punto es-
teusamente se acordó: que se libren circu-
lares á todos los juzgados de primera Í0s *

do®» con quienes se  entiendan las ulteriores |
diligencias, sin perjuicio de oírse en  las can-'
saa criminales al procurador de pobres,
coñudo- proceda -este trámi te. »

Venidos los autos al superior en el pri-
mero de  los casos que menciona el prece-
dente acordado , la sustanciacion de  la se-»
ganda instancia , es conforme á la que se
practica en  los tribunales del reino; pues si
¡Mea aUi.no media por lo común mas que un
escrito de  cada parte , que es la alegación
de. agravios, lo propio se verifica en la Pe-
■foaula, pues que no puede darse el nombhe
de escrito ó alegación á la respuesta , con-
cluyendo.

Por lo que hace á las apelaciones de  au-»
tos interlocutorios, la ley 22, lit. 8.°, líb. 5
de  la Recopilación de  Indias dispone : «que
tos escribanos del número de la ciudad ó
villa donde residiese audiencia en cualquier
pleito Ó negoció de qué las partes, ó cual-
quiera de  ellas apelase á la audiencia de  auto
inierlocutorio, sean obligados el siguiente
día , que no sea feriado, á ir á los estrados
á hacer relación, aunque las partes no se ha-
yan presentado en grado de  apelación , sin
aguardar que les sea ordenado con pena, ni
sin ella, pena de seis pesos y el daño é Ín-
teres de las partes; y en  cuanto á citarlas ó
á sus procuradores para que se hallen pre-
sentes, guarden la ley 32, tít. 27, lib. 2.» Lo
ordenado por esta última ley es que el es-
cribano que haya de hacer relación de un
pleito ante la audiencia, notifique prévia-
mente á las partes ó sus procuradores bajo
la pena de dos pesos.

Sobre las apelaciones délas sentencias de
remate y de las que solo se  admiten en un
efecto, debe tenerse presente el auto acor-
dado’ de la audiencia de  la Habana de G de
mano de i 846,  en  el cual se  dice entre otras
cosas: «Y tomándose en  consideración cuan-
tose manifiesta en apoyo de esta medida, y
sin embargo de  que para fallar las apelacio-
nes de las sentencias de remate ha obser-
vado constantemente esta audiencia la prác-
tica de  retener los autos, acordaron, de con-
formidad con el ministerio fiscal , que en lo
sucesivo los juzgados ordinarios de la capí-
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uncía , inclusos los de la capital, para el cum-
plimiento literal de la ley en cuya virtud se
proceda con sus requisitos á la. ejecución
del fallo de remate y admisión de la apela-
ción, si se interpusiere, en un solo efecto, y
sin perjuicio á la entrega del testimonio, ó
de los autos originales en su caso, para que
presentándose por el apelante en la real au-
diencia y mejorado el grado , se entreguen
á las parles con término restricto de tres
dias para la mera instrucción de sus aboga-
dos, y que puedan estos asistir á estrados
ai acto de darse cuenta por el relator en sala
de justicia; acordando ademas que en todo
evento de coníirmarse ó revocarse la sen-
tencia de remate, si el interes del pleito no
escede de dos mil pesos , la de la segunda
insUncia cause ejecutoria, y escediendo, se
admiU súplica en revista de la revocatoria
de la de remate, mas no si lo confirmase.»

El segundo de los citados autos acorda-
dos, es como sigue: «En acuerdo ordinario
de diez y siete de junio de mil ochocientos
cuarenta y siete, se tomó en consideración
la práctica abusiva introducida á perjuicio
de la mas pronta y espedita administración
de justicia, de que suplicándose y apelán-
dose en subsidio de cualquier auto interlo-
cutorio, en vez, si no de reformarse, de man-
dar desde luego. los jueces de esta capital
que el escribano ocurra á la real audiencia
á hacer relación en puntual observancia de
la ley 22, tít. 8 ,  lib. 5 de Indias, confieren
traslados, dando lugar entre tanto á que se
complique y alargue la actuación con otros
artículos inconexos, de que procede á ve-
ces, como se ha advertido recientemente en
las salas de justicia, que una alzada de que
debe darse cuenta al subsecuente dia, si es
posible , de dictado el interiocutorio, se trai-
ga al superior tribunal al cabo de seis, doce
ó mas meses, es decir, cuando pasó ya aca-
so el tiempo y oportunidad de la revocato-
ria que mereciese de justicia, quedando asi
triunfante la astucia de los interesados en
tal entorpecimiento, con provocación por lo
menos de indebidas costas y recargo de fó-
lios inútiles: y para poner en ello remedio,
oidos in vore los señores fiscales y traído á
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la vista el testo terminante de dicha ley 22,
los señores del márgen dijeron ; «Que en sn
conformidad, si los jueces no estimasen re-
vocar por contrario imperio el inlerlocuto-
rio de que se apele en subsidio, provean de
plano sin mas trámites ni traslados, que
el escribano ocurra previa venia á hacer re-
lación á la real audiencia con citación de
parles, para que se hallen presentes, si qui-
sieren, y se circule al efecto á quienes cor-
responda.»

Como á las apelaciones de autos interlo-
| colorios prepara la peticiónele revocación de

aquellos por contrario imperio, y de dichas
peticiones, impropiamente llamadas de sú-
plica, se llegase á abusar de un modo escan-
daloso, la audiencia de la Habana en el im-
portante auto acordado de 24  de febrero de
1840,  de que mas adelante tendremos que
hacer mención , dispone en su articulo 5 /
lo siguiente : «Los jueces serán muy cuida-
dosos en los artículos que inexactamente se
han llamado de súplica en primera instan-
cia, y que teniendo por ohjelo ostensible la
reposición por contrario imperio de cual-
quier providencia, contribuyan en gran ma-
nera al entorpccimieuto del juicio y al au-
mento innecesario de costas. En conseeucn-
cía no admitirán petición de esta especie
que sea infundada, condenando en las cos-
tas al abogado que en esta forma la inter-
ponga, sin perjuicio de mas severa correc-
ción en caso de reincidencia. Cuando la so-
licitud recaiga sobre providencia de enti-
dad , podrá ocuparse el juez de ella repo-
niéndola ó mandando llevarla adelante, se-
gún el mérito de los autos, sin necesidad de
conferir traslado.»

Como se ve la legislación práctica de In-
dias, hay que buscarla ya fuera de sus có-
digos, y lo que hemos observado en cuanto
á lo civil, eso mismo notaremos por lo que
hace.á lo criminal. Hay en este punió los au-
tos acordados que reasumen la legislación
y práctica del dia, siendo ellos la mejor es-
posicion que pudiéramos hacer de las mis-
mas. Es el primero el ya citado de 26 de
mayo de 1856 dictado por la audiencia de
Puerto-Príncipe, única entonces cu la isla»
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cesado, que se llevará á efecto bajo la res-
ponsabilidad del que la dictó.

Artículo 23. Puede también el procesado
mostrar su conformidad con el auto de  so-
breseimiento, aunque no le imponga pena
corporal, si le aplica otra menos grave ó pe-
cuniaria, ó contiene apercibimientos que
crea menoscabar su opinión, y entonces á
su petición se seguirá la causa por los trá-
mites legales.

Artículo 24. No apelando el acusador el
auto de sobreseimiento, y estando con él
conforme el acusado, se llevnrá á efecto sin
necesidad de consultarlo con la audiencia,
siempre que la causa sea por fallas ó hechos
á que no deba imponerse pena corporal;
pero se consultará indispensablemente, aun
cuando medie la conformidad de las partes,
cuando el procedimiento hubiese versado
sobre delito que la ley castigue con la di-
cha pena , de manera ‘que se ha de tener
cuenta con la calificación legal del hecho y
no con el castigo que se imponga al proce-
sado por circunstancias atenuantes.

Articuló 25. Los jueces estimarán como
penas corporales , ademas de la capital, la
de azotes, vergüenza, bombas, galeras,
minas, arsenales, presidios, obras públicas,
destierro y prisión, ó reclusión por mas de
seis meses.

Artículo 26. Es también apelable la pro-
videncia que concede ó niega la soltura ó el
sobreseimiento después de elevado el pro-
ceso á plenario por medio de la confesión;
pero se lleva ráá efecto la soltura, cuando se
hubiese concedido en el auto apelado bajo
la responsabilidad del que la dictó.

Artículo 30. El término para pedir reposi-
ción de alguna providencia es de tercero
dia,  que principiará á correr inmediata-
mente después de la notificación. Cuando se
pida fuera de dicho tiempo devolverá el juez
el escrito.

Artículo 31. Pidiéndose la reposición den-
tro de dicho término, deberá proveerse so-
bre ello de plano en el mismo escrito sin
traslado ni otro trámite.

Articulo 59. La sentencia será notificada
á los interesados inmcdiataincnte,auncuan-

t por tanto con Fuerza de obligar en toda
ella. Dicho ateto acordado por lo que hace
á las causas criminales, dice así: «También
tuvieron presente que en las causas crimi-
nales, los jueces de primera instancia no se
cuidan de hacer notificar á los reos las sen-
tencias que pronuncian, antes de enviar los
procesos en consulta al superior para que
usen del remedio de la apelación y consti-
tuyan su poder al procurador de pobres los
que lo fuesen, y determinaron que en ade-
lante se verifique la dicha participación, y
se  admitan conforme á derecho las apelacio-
nes que introdujesen, remitiéndose de to-
dos modos los autos -originales á la real au-
diencia, bien séa en consulta ó en grado, con
citación y emplazamiento de los interesados.
Y últimamente resolvieron que se imprima
este acuerdo y se circule á todos los juzga-
dos inferiores sujetos á esta real audiencia
para su mas exacto cumplimiento.*

Así las * cosas la misma audiencia de
Puerto-Príncipe, con el fin de regularizar
mas y dar mayor uniformidad á la adminis-
tración de justicia en toda la isla , acomo-
dándola realmente á lo dispuesto por el re-
glamento provisional de 26 de setiembre
de 1855, y muy especialmente á su artí-
culo 51 , según se espresa en la propia
determinación, en 21 de agosto de 1838
proveyó un estenso auto acordado, que debe
tenerse presente , no solo por lo relativo á
las apelaciones, sino á todo el procedimiento
en lo criminal, tanto mas cuanto que previo
dictamen de la sala de Indias del tribunal
Supremo de justicia fue aprobado por real
órden (je 30 de diciembre de 1839 , si bien
con varias modificaciones, de las cuales tam-
bién nos haremos cargo en seguida.

Después de asentarse en dicho auto acor-
dado que debe ser obligatorio en toda la isla
y servir de  norma á todos los jueces ordina-
rios de ella en  la sustanciacion y término de
las causas criminales, dicen así los artículos
refererites al punto de que vamos tratando.

Artículo 22. La providencia de sobresei-
miento es  apelable por parte del acusador y
se admitirá siempre que se  interponga el
recurso, sin embargo de la sollura del pro-
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do tengan procurador, y apelen, ó no, se  re-
mitirán desde luego los autos originales á
la audiencia con previa citación y emplaza-
miento de  los mismos, siempre que la causa
fuese sobre delito á que porlalcyesté señala-
da pena corporal. Si la causa fuese sobrede-
lito liviano, á que por la ley no se imponga
pena de esta clase, se remitirá á la audien-
cia con igual formalidad cuando alguna de
las partes interponga apelación dentro de
los cinco dias siguientes al de la notificación
de la sentencia, la cual causará ejecutoria y
será llevada á efecto, si no se apelase en di*
cbo término.

Articulo 65. Los jueces inferiores admiti-
rán, conforme ¿derecho, las apelaciones que
de sus providencias se interpusiesen pera la
real audiencia, mandando que se  cite y em-
place á las partes para su curso ai tribunal
superior.»

Las modificaciones hechas por la real Ur-
den de aprobación de este auto acordado son
las siguientes: ■

1.a Se suprimirá la palabra jurada den-
tro de veinte y cuatro horas á toda persona
presa ó arrestada.

2.a En lugar de las palabras del artícu-
lo 9.“, así ios procesados como los testigos se-
rán juramentados , se pondrán estas: «no se
ha de recibir juramento para la declaración
de los procesados, y así estos como los tes-
tigos serán examinados indispensablemen-
te ,  etc.»

5.a En vez de las palabras del artículo
21,  mas si  antes de  la  confesión* al  examinar
el sumario para hacer los cargos, hallase ei
juez que el procesado es del todo inocente , se
sobreseerá en  la  causa* se  pondrán estas: «mas
si antes de la confesión al examinar el su-,
inario para hacer los cargos, hallase el juez
que el procesado es del todo inocente, so-
breseerá en la causa con respecto á él.»

4.a El termino de tercero dia que seña-
ló el artículo 50 para pedir reposición de
alguna providencia será el de cinco dias, y
se suprimirá en el mismo artículo la cláu-
sula final que dice : cuando se pide fuera de
dicho tiempo, devolverá el  juez el escrito, por-
que este debe obrar siempre en la causa.

5.* Se añadirá al final del articulo 59
lo siguiente: «Sin perjuicio de que la au-
diencia provea con arreglo ¿derecho lo que
corresponda , si creyese que el delito no es
leve , para lo cual se le dará cuenta con tes-
timonio en relación sucinta déla causa y li-
teral de la sentencia.»

Sobre consulta de los fallos en materia
criminal la audiencia de Puerto-Príncipe en
5 de agosto de 1850 dictó el siguiente auto
acordado: «Teniendo presentes varías rea-
les cédulas y auto* acordados que hablán de
la materia dijeron! que las causas dé deli-
tos graves, ya sea absolviendo ó condenan-
do, ó bien sobreseyendo, se  deben consultar
á esta superioridad con las determinaciones
que se dieren, y generalmente todas , po-
diendo únicamente omitirse la consulta en
aquellas en que solamente se imponga á los
reos una pena correccional que no pase de
dos meses y que sea á la gente de color.»
, Finalmente, instalada la audiencia preto-
rial de la Habana en 24  de febrero de 1840
proveyó un auto acordado confirmando el
anterior, y todos los que procediesen de las
audiencias’ de Santo Domingo y Puertos-
Príncipe, y estableciendo ciertas reglas en»
lo civil y criminal. Este auto acordado, el
citado de la -audiencia de Puerto-Príncipe
de 21 de agosto de 1838 y otros muchos; de
algunos de los cuales queda hecha mención,
pueden verse en la colección titulada Xwtar
acordados de  la real audiencia de  ta isla de
Cuba , publicada en la Habana en 1840, y
en la colección y tercer apédice publicado
por Zamora con el mismo título en 1847.

Sabido es por último, que de las senten-
cias de  vista que causan ejecutoria, lo pro-
pio que de las de revista en su caso, tienen,
todavía lugar respecto de aquellos dominios
los recursos de nulidad y de injusticia noto-
ria para ante el tribunal Supremo de Justi-
cia , como se verá en sus artículos corres-
pondientes.

Apelaciones de  providencia de  gobierno.

Hay todavía otras apelaciones á las audien-
cias que pueden referirse á la jurisdicción
ordinaria, y son las que tienen lugar de los
autos, órdenes ó providencias que en nía te -
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se cometido , sino la nulidad ó vicios del
procedimiento, con tanta mas libertad cuanto
que dichos vireyes ó presidentes no  habían
de concurrir á los acuerdos parala decisión.
Así todo se determinó por la ley ya citada,
por la 58  del mismo titulo y libro , y por la
real cédula de 29  de agosto de 1806, dada en
el real sitio de San Ildefonso, y que es deci-
siva en la materia.

Fácil es comprender que ya por la índole
de este recurso, ya por la de las autoridades
respectivas que en ello mediaban , habían
do ofrecerse á cada paso dificultades que lo
embarazasen aun por el deseo de conciliar,
como era justo , dos respetos debidos á las
mismas. Partiendo de este principio se in-
trodujo por costumbre, y después se  mandó
por cédula de 19  de  mayo de 1788, que para
interponer en estos casos el recurso de ape-
lación , se hubiese de pedir venia á los vi-
reyes , la cual por motivos y razones que son
fáciles de comprenderle derogó por otra de
14 de febrero de 1797, mandando se obser-
vase la práctica de Méjico, según la cual se
apelaba sin mas formalidad para ante la au-
diencia.

Podia ser cuestión también si de  una ape-
lación que provenia de los fallos y decisio-

| nes que procedían de una autoridad como
la de los vireyes y presidentes había de co-
nocerse por una de las salas de  justicia como
en  un asunto particular y común, ó bien con
mayores solemnidades; y la ley 22  , lib. 5 ,
tít. 12  de la Recopilación de Indias, reite-
rando el principio de quede los autos acorda-
dos y órdenes de los vireyes y .presidentes,
dados en forma gubernativa, pueda apelarse
para ante las audiencias , dispone en pri-
mer lugar que dicho recurso se interponga
para ante las audiencias principales, como
las de Lima ó Méjico, y no para ante las su-
bordinadas; y segundo, que para obviar in-
convenientes en tales casos «se hallen pre-
sentes á la vista y determinación todos los
oidores en acuerdo de justicia y no en sala
particular.»

Interpuesto el recurso la audiencia debe
mandar que el escribano actuario pase á
hacer relación con los autos originales , de-
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rías de gobierno dictasen los vireyes, y hoy
los capitanes generales. Sabido es  que estos
son una autoridad Universal, y que,  entre
sus infinitas atribuciones reunian y aun.reu-
nen hasta cierto grado jurisdicción ordina-
ria y facultades de gobierno. Era posible al-
guna vez la confusión de estas atribuciones,
y que bajo Cormas gubernativas, y por tanto
en gran parte discrecionales, se decidiesen
asuntos de justicia en. forma inconveniente.
La previsión y benevolencia de nuestros re-
yes no quiso que en ningún caso , ni bajo
ninguna forma, la inmensa autoridad de los
vireyes abrumase sin recurso á sus súbditos
y subordinados, y sucesivamente Cirios V,
Felipe II y Felipe l í l  dictaron varias dispo-
siciones que después formaron la ley 35,
tít. 15 ,  lib. 2 de la Recopilación de Indias,
la cual es fundamental, y dice asi: «Decla-
ramos y mandamos que sintiéndose algunas
personas agraviadas de cualquier auto ó de-
terminaciones que proveyesen ú ordenaren
los vireyes ó presidentes por viade gobier-
no, puedan apelar i nuestras audiencias,
donde se les haga justicia , conforme á las
leyes y ordenanzas , y los vireyes y presi*
dentes no les impidan 1a apelación, ni* so
puedan hallar ni hallen presentes á la vista
y determinación de estas causas y se abs-
tengan de ellas.»

Podia ocurrir en estos casos una cuestión
previa, y era la de decidir si el asunto sobre
que versaba la apelación era de justicia ó de
gobierno ; y bien se ve que dejando la deci-
sión á los mismos vireyes y presidente era
en parte anular el recurso concedido á los
agraviados, pues casi no era de suponer que
dichas autoridades , salvo los casos de una
cofnpleta evidencia , fallasen en su contra»
La cuestión, sin embargo, era en realidad de
competencia, y por ello y por la necesidad
de evitar conflictos se estableció que loa vi-
reyes y presidentes resolvieran el punto pre-
vio de si el asunto era de justicia ó de go-
bierno , mandando que en todo caso de la
providencia definitiva que dictasen, tuvie-
ran los agraviados recurso de apelación, por
cuyo medio las audiencias pudieran enmen-
dar, no solamente Ja injusticia, si se hubie-
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pidiendo aquella ante todas cosas sobre el
grado , esto es  , si el asunto es  ó no apela-
ble Segqh qüe sea de  justicia, meramente
gubernativo, ó misto , no debiendo confun-
dirse eitá declaración con lá competencia
pata empezar á tohocct, de qüe ya hemos
hecho mérito. Antiguamente los vireyes y
presidentes pretendían Compelerles el dere-
cho de  declarar sobre el grado, y á ello les
autorizaba Una real cédula de 19 dé octubre
de  1805 dirigida á la audiencia de Guatema-
la, toda vez qué dictasen su providencia en  es-
te caso con acuerdo de asesor; pero todo que-
dó  decidido del modo que dejamos manifes-
tado por la cédula ya citada de  29  de agosto
de  1806 ,  cuyo tehor esplícito y decisivo al
plantear y resolver la doble cuestión de
rompelencia y de grado ,  como Otras acceso-
rias, sonde notar y puede verse en la parle
legislativa. Esto no obstante, todavía en al -
gunas ocasiones ha sido necesario reencar-
gar su observancia , como se verificó en real
órden de 9 de junio de 1841 , coh motivo de
que,  interpuesta apelación por el gremio de
pulperos de Puerto-Hico , de cierta deter-
minación de  gobierno , el capitán general
creyó que por la índole del asunto debía
negar aquella , con cuyo motivo so mandó
que en tales casos se observase puntual-
mente la rea) cédula citada.

Hay en el particular lo qüe debe suponer-
se y se esplica bien. Un virey , y hoy los
capitanes generales de aquellos dominios,
tienen autoridad casi real, y no puede me-
nos de ser asi: son por otra parte presiden-
tes de las audiencias; y sin embargo tienen
que ver sus  decisiones sometidas á la cen-
sura y fallo de estas , y precisamente en
aquellos asuntos en que mas de lleno apli-
can sus atribuciones prudenciales, y ademas
inmensas, esto es  , las de gobierno. Efecto
de ello sin duda en el mismo año ya citado,
reciente aun la anterior declaración , se
consultó por la audiencia de  la propia isla
si la decisión sobre el grado la correspon-
d ía ,  ó al capitán general, y en real órden
de  21 de noviembre, espedida por Gracia
y Justicia y dirigida al presidente y regente
de la isla, se  mandó cstar á lo resuelto en lá

cédula de  1806, concluyendo así: «y V. E.
en observancia de  la cédula de 29  de  agosto
de 1806 debe cumplir coa las  comunicacio-
nes de  la audiencia para que vaya el escri-
bano á hacer relación de los autos, y en sn
defecto que se entreguen en la escribanía de
cámara , y que hecha relación , proceda la
audiencia á lo que haya lugar según las
leyes.»

Para completar esta materia y consignar
una prücba de la suma importancia que han
dado nuestros reyes al recurso de  que he-
mos hablado , concluiremos insertando el
articulo 41 de la importante instrucción de
regentes de Ultramar, que es como sigue:

�Siendo de gravísimo perjuicio el que no
se observen con toda exactitud las leyes de
Indias que permiten la apelación en todas
las determinaciones de gobierno para las
reales audiencias , según y en la forma que
se prescribe en la 22 ,  tit. 12  del líb. 5 ,  y en
la 55 ,  tít. 15 ,  libro 2 ,  será uno de los mas
principales cuidados de los regentes el ha-
cer que tenga puntualísimo cumplimiento,
celando que no se defrauden unas decisio-
nes tan justas, y apartando cualquier moti-
vo  de terror que intimide á las partes para
dejar de seguir su derecho , y á este fin pa-
sarán sus oficios con los vireyes y presiden-
tes ,  los cuales se abstendrán de  asistir á los
acuerdos en que se traten las apelaciones
de  sus providencias , como se dispone en la
ley 24, tit. 13,  lib. 2 ,  y sobre lo que ocurra
en este asunto darán cuenta todos lós años
á mi real persona los regentes , ó antes si
hubiese algún motivo urgente, sobre lo  que
se les hará cargo especial en sus  residen-
cias , si estuviesen omisos en esta materia
de tanta importancia.»

Hay otros muchos casos de apelación en
que estas van á las audiencias ; pero es en
el concepto de fueros especiales , y de ello
trataremos sucesivamente en sus artículos
respectivos

Fueros especiales. Esta es tódávía lá per-
petua contrariedad que tiene en  Cuba la ad-
ministración de  justicia , hallándose aun
constituida en  lo judicial, como lo estaba en
la Península antes de  los últimos quince
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nes generales, espresa que hayan de  cono-
cer de las causas contra oficiales y soldados
de artillería que á sueldo sirviesen á sus ór-
denes, lo  cual hoy no puede tener lugar sino
en la forma que se dirá al hablar de las ape-
laciones respecto del fuero privativo de ar-
tillería é ingenieros, salvo que en  un levan-
tamiento ó espedicion eslraordinaria se apli-
casen algunos hombres de guerra á este
servicio perentorio sin corresponder á lo
mencionados cuerpos.

Con la misma limitación habrá de enten-
derse la ley 7 del propio título y libro en
cuanto establece que los alcaldes y castilla-
nos conozcan en  lo civil y criminal de las
causas y pleitos délos artilleros y otras gen-
tes que tuviesen á sus órdenes oon apelación
á los capitanes generales. Estas disposiciones
y cualesquiera otras, que para casos parti-
culares ó estraordinarios se hubiesen dado,
quedan subordinadas á lo dispuesto en las
ordenanzas especiales de artillería é inge-
nieros, dadas ál principio del presente siglo,
como diremos á continuación.

La ley 9 ocurre á un abuso que hoy ya
no se verifica, y que si ocurriese, habría de
observarse respecto á él lo en  ella dispuesto,
y es que en las audiencias no admitan ape-,
laciones que impidan se  ejecuten sentencias
qué se deban ejecutar, sobre todo en causas
militares.

Marina. Ya hemos hablado en su lugar
oportuno de las apelaciones y consultas en
lo relativo á marina en la Península. Allí
expresamos las atribuciones, primero del
Consejo Supremo de la Guerra, como tribu-
nal de alzada y revisión, y después las del
tribunal especial de Guerra y Marina que le
ha sustituido. Pero lo establecido para la
Península era por demás embarazoso para
Ultramar, sobre todo en lo criminal, qne so
liga mas inmediatamente á la disciplina y
medio de gobierno. Lo era mucho mas cuan-
do también era tardo y embarazoso el sis-
tema de  comunicaciones ; pero si en el dia
es  sin duda mas espedito, también es mayor
el movimiento y mas precipitada y compli-
cada la marcha general de los sucesos. Por
eso sin duda en 1812 el comandante gene-

años. Zamora cu sn legislación ultramarina,
no obstante su práctica y conocimiento pro*
pro de aquellas islas , después de una prolija
enunciativa de fueros especiales, todavía
manifiesta no tener la seguridad de  haber-
los enumerado todos. El cita también, y con
razón, la sentida memoria del virey Villaji-
gedo, que ya á fines del siglo anterior de*
ploraba tal confusión en el órdcn judicial,
y encareció como urgente su remedio. Esta
es también la convicción general , y aun la
del legislador, pues se ve que en la Penín-
sula se han reducido , y aun mandan redu-
cir mas los fueros especiales, asi como tam-
bién en repetidas reales órdenes , ó se pro-
mete ó se encarga la reducción de fueros, y
aun ha empezado á verificarse en la misma
isla de Cuba ; y mas todavía en la otra An-
tilla , y nosotros no queremos dejar de unir
nuestro voto al general para que así se ve-
rique , como creemos ha de realizarse muy
en breve. Entre tanto haremos mención de
los que existen, si bien limitando nuestras
observaciones á determinar los respectivos
tribunales á quo y ad  quem, y lo que sea es-
pecial en aquellas provincias, pues que el
procedimiento es, en lo demás, el observa-
do ó que se observa en la Península en sus
respectivos casos , y á tin de no repetir nos
remitimos á lo espuesto en los artículos ó
tratados correspondientes.

Fuero común de  guerra. Rige en Ultra-
mar la ordenanza general del ejercito, y por
tanto hay únicamente que notar que allí los
gobernadores político-militares equivalen
en lo judicial á los comandantes generales
de provincia en la Península, y de sus sen-
tencias se apela al capitán general. Antes
de la ordenanza general del ejército ya los
vi reyes, capitanes generales y gobernadores
tenian respectivamente, como no podia me-
nos , esta jurisdicción, y pueden verse las
leyes y disposiciones que la atribuían y ar-
reglaban en la parle legislativa del presente
artículo, y los especiales de  fuero de  guerra,
y de las mencionadas autoridades.

La ley 1? ,  tít, 11, líb. 3 de la Recopila-
ción de indias el establecer la jurisdicción y
la competencia de los vireyes, como capita-
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ral de marina de Filipinas espuso á S. M;
lo conveniente, y de sus resultas se adoptó
la real resolución de 26  de marzo de 1817,
que tija un nuevo estado de cosas, y la cual
sucintamente indicada en la parte legisla-
tiva, es como signe: «Enterado el rey nues-
tro señor de lo espuesto por el comandante
de marina en Manila en carta de 5 de octu-
bre de 1812, manifestando la grande utili-
dad é importancia de autorizar el juzgado
de marina de aquellas islas, así como ló está
el gobernador con su auditor, en las fun-
ciones de su jurisdicción para ejecutar sin
demora ni previa consulta la pena capital,
ú otra aflictiva impuesta A los malvados y
perturbadores de  la seguridad pública , con
objeto de que el pronto castigo de los delitos
contenga á los criminales y haga respetable
la justicia ; y convencido su real ánimo de
la necesidad de adoptar un medio capaz de
evitar y prevenir los malos y gravísimos
inconvenientes que se esperimentan de la
actual práctica de remitir á la Península en
los casos prevenidos por ordenanza los pro-
cesos criminales militares, en que ha recaí-
do pena capital, por cuya razón se entor-
pece la administración de justicia con gravo
detrimento do la causa pública , y se dá lu-
gar á la compasión ó á la impunidad , re-
sultando de ellos que las leyes penales pier-
den el carácter de severidad , tan necesario
para reprimir los delitos y conservar ó rec-
tificar la moral pública: después de haber
meditado sóriamente acerca del proyecto de
la formación de un tribunal revisorio , que
asimilado en su planta á la que actualmente
tiene el Supremo consejo del Almirantazgo,
ejerciese sus funciones en las capitales do
lo interior de  los vastos dominios de América
y Asia, para lo cual se  presenta desde luego
la imposibilidad de hallar suficiente número
de oficiales de la armada que pudieran com-
poner semejantes tribunales (de conformi-
dad con el dictamen de dicho consejo , so
resuelve el establecimiento do tres tribuna-
les de rfevision, de ellos uno en la Habana
para las Antillas , y otro para las Filipinas,
bajo estas reglas): 1,* Las causas criminales
formadas en consejo ordinario de guerra en

que haya recaído pena capital , la cual , se-
gún la práctica hasta ahora observada no se
podia ejecutar sin la aprobación de S. M. ó
del Supremo Consejo, se remitirán a! tribu-
nal de revisión del distrito á donde corres-
pondan , y recayendo su aprobación, se  eje-
cutará ; 2.a Este tribunal se compondrá de
cuatro oficiales de la armada, y en defecto
de  oficiales del ejército, debiendo tener á lo
menos unos y otros la graduación de capi-
tán, y será presidido en la Habana y Filipi-
nas por los comandantes generales de mari-
na ,  y si los hubiese, oon asistencia del au-
ditor. de marina ó el de guerra, si aquel
hubiese intervenido en la primera senten-
cia: 3.a Aprobada qne sea la pronunciada
por el consejo de guerra ordinario , se de-
volverá con el proceso para su-cjecucíon,
debiendo darse por el capitán general noti-
cia de esta al consejo del Almirantazgo con
un brevísimo resúmen de cada caso, y lo de-
terminado en  él : 4.a En las causas crimina-
les que se forman en loa juzgados de los co-
mandantes generales de marina, tendrán los
reos la facultad de apelar de las sentencias
que se diesen en ellos para el tribunal de re-
visión do su distrito, el cual se compondrá,
para las causas do esta naturaleza, el de Fi-
lipinas, del capitán general con cuatro mi-
nistros ios mas antiguos de aquella audien-
cia ; y en la Habana del comandante general
de marina con otros Untos letrados que ten-
gan nombramiento mas antiguo por el rey
de auditores, asesores ó fiscales de aquellos
juzgados: l$.‘ Por si la causa hubiese sido
sustanciada ó determinada por el coman-
dante general de  marina con au auditor,
como puede suceder en la Habana , entonces
remitirá aquel los autos al capitán general,
para que presidiendo el tribunal de  revisión
recaiga la sentencia que proceda de dere-
cho : 6.a Para estos casos se nombrará un
letrado quo haga las funciones de fiscal , con
cuya audiencia so dará la correspondiente
sustanciacion del proceso por el mas anti-
guo de aquellos, y conforme en todo á la
que tienen en la sala de justicia del consejo
del Almirantazgo, y la sentencia que reca-

| yeso se llevará á ejecución, dando noticia
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de ella al capitán general como se previene
en la regla tercera.»

Las apelaciones, pues, del tribunal dél
apostadero de la Habana , en asuntos civiles
y según las disposiciones generales y atri-
buciones concedidas al tribunal especial de
Guerra y Marina , vienen á este: en lo penal
en virtud de la disposición citada van al tri-
bunal de  alzada de aquella isla, que lo. for-
man el capitán general como presidente, el
juez á guo , el auditor de guerra y el asesor
mas antiguo de gobierno , observándose lo
demas dispuesto en la resolución anterior.

Artillería. En 1802 se dió á este cuerpo
privilegiado una organización especial. Su
ordenanza primitiva fue adicionada ó espli-
cada por reales órdenes de 1 de mayo de
1803, 4 de febrero de 1803, y especialmente
y por lo que hace á Ultramar por la adicio-
nal de 10  de  febrero de 1807. Según el ar-
tículo 2.° del reglamento 14  de la ordenanza
de 1802, el juzgado primitivo de primera
instancia en cada capital de departamento
de las de España ó Indias y sus respectivas
islas , se compondrá del comandante del
cuerpo , de un asesor, de un abogado fiscal
donde hubiese letrados idóneos, y de  un es-
cribano,

Según el artículo 26  del citado reglamen-
to 14  las apelaciones habrian de interponer-
se precisamente para ante el Consejq Supre
mo de  la Guerra; pero después por real
declaración ya citada de 4 de febrero de
1806, que se  circuló también á Ultramar, se
dispone que en las sentencias de artillería
en Indias dadas en primera instancia , pue-
dan las partes apelar en ambas Américas,
Canarias y Filipinas á los yireyes, capitanes
generales y gobernadores independientes, á
fin de que reunidos con dos ministros de la
audiencia que él nombre, si estuviese en el
pueblo de su residencia, y concurriendo
también el comandante de artillería , juz-
guen las apelaciones, informándose cada
uno de los dos jueces militares del letrado
que fuese de su agrado , para remover toda
sospecha de inclinación ó adhesión al dicta-
men que habían espuesto en la primera ins-
tancia, sustanciándose dichos recursos de
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apelación en el juzgado del virey, capitán
general ó gobernador, á no ser que las pro-
videncias que hayan de recaer ocasionen un
daño ó perjuicio irreparable por la senten-
cia, en cuyo caso se admitirá nueva súplica
y volverá á reverse en la propia junta, del
mismo modo que se practica en los demas
tribunales ; advirtiendo que en los parages
en que no se hallen establecidas las audien-
cias, los comandantes generales ó gefes mi-
litares, en lugar de ios dos ministros de mas
nombrarán los dos letrados que les parez-
can , y que residan en los mismos destinos,
cuya real órden se circuló al ejército de Es-
paña é Indias,

Todavía en 10 de febrero de  1807 se hizo
otra novedad no menos trascendental, pues
$i por la anterior real disposición de 1803
se sustituyó al consejo Supremo de la Guer-
ra,  ahora se establece un doble tribunal de
alzada en Ultramar, haciendo potestativa
la elección en el apelante.

Puede verse esta disposición en la parte
legislativa del presente artículo. Según ella,
en las Américas, Filipinas y Canarias, la
parte que se creyese agraviada del fallo
del inferior, puede interponer apelación
según mas le acqmode para ante el juzgado
inmediato del capitán general , al tenor de
lo dispuesto en la real órden mencionada de
1805; ó bien para ante el juzgado general del
cqerpo establecido en Madrid.

Qué personas no pertenecientes al cuerpo
de artillería, y en qué casos, quedan sujetas
á su jurisdicción, hade verseen el articula

Ingenieros. Este cuerpo tiene su orde-
nanza especial de 1805. Establece su juris-
dicción el reglamento 10 adicionado á la
misma. Desde la real órden de 19 de setiem-
bre de 1807, que puede verse en la parte le-
gislativa, esta arma está igualada en sus
prerogativas á la dp artillería. En ella se re-
produce y aplica lo dispuesto para artillería
por la mencionada de 4 de febrero de 1805,
y se establece lo que para dicha arma en la
de 10 de febrero de 1807 también. Por con-
secuencia, de los tribunales de primera ins-
tancia las partes pueden apelar á su eícc-
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cion al juzgado general de la corte ó al in-
mediato del capitán general.

Sobre revisión en lo relativo á artillería é
ingenieros, lo propio que en lo concerniente
a Guerra y Marina, véase CMsuw ■»«
CiVEMMA.

Milicias regladas. Sabido ’es que en In-
dias, ademas de las Fuerzas de línea, hay
para la defensa de aquellos importantes do-
minios, milicias regladas de caballería é in-
fantería, equivalentes á las antiguas mili-
cias provinciales de la Península, las cuales
por lo tanto no han de confundirse con las
milicias urbanas. En las de Cuba, según su
ordenanza de 19 de enero de 1769, y decla-
raciones posteriores, gozan de fuero pasivo
en lo civil y criminal los soldados, y activo
y pasivo los oficiales y sargentos : las viudas
de los que hubiesen muerto en la milicia, y
los retirados que (hubiesen servido veinte
años gozan del respectivo también según el
artículo 16 ,  capítulo. 4 y declaración de
10  de mayo de 1759, que aunque anterior
diez años, como se ve á la ordenanza, fue
confirmada por otras de 15 de abril de 1771
y 29  de  abril de 1774.

Esto supuesto , debe tenerse presente lo
que en su lugar dejamos manifestado sobre
apelación á los ayuntamientos respecto de
los individuos de estos cuerpos.

Los pleitos civiles en que el valor de lo
reclamado no escede de cien pesos, se deci-
den en juicio verbal sin apelación por los te-
nientes gobernadores y gobernadores, y don-
de no los hubiese porel oficial de mayor gra-
duación del cuerpo en las respectivas loca-
lidades. De  los fallos de estos se recurre
verbalmente á los gobernadores , al tenor de
lo dispuesto en el artículo 6.’, capítulo 10
de la ordenanza.

En las causas civiles y criminales de las
sentencias que dictasen en primera instan-
cia los tenientes gobernadores se apela á» los
gobernadores, y de las de estos en primera
y segunda instancia á los capitanes! genera-
íes, al tenor de lo dispuesto en los artículos
1.", 5.° y 5.°, capítulo 10 de la ordenanza.

El art. 10  ademas dispone lo siguiente:
«Que en todas las causas civiles y crimi-
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nales que conozca en primera instancia el
gobernador y capitán general , si las partes
se sintiesen agraviadas, Los admitirá súplica
de revista ; y si no obstante no se conforma-
sen con la determinación en revista, podrán
apelar á mi consejo de guerra, como va pre-
venido en el capítulo 11 que sigue: bien en-
tendido que en las causas civiles se ha de
ejecutar la sentencia del capitán genera],
ya sea dada en revista ó ya en apelación de
las que se hubiesen seguido por los jneces
de primera instancia , pues solo se les de-
berá en este caso conceder en el efecto de-
volutivo , y no en el suspensivo ; y en las
criminales se ejecutará también esccpto en
los casos que previene el capítulo 11 de este
reglamento.*

Deben asimismo tenerse presentes el ar-
tículo 7.% capítulo 10, según el cual, inter-
puesta la apelación, se han de remitir los au-
tos originales al capitán general, quien por
solo el resultado de ellos,  sin otra sustan-
ciaron , fallará con dictamen de su asesor,
y del auditor generalde guerra : y el 8.°, uno
y otro insertos en la parte legislativa, y se-
gún el cual, aun cuando no se apele del fallo
de primera instancia que con tenga pena de
muerte, azotes, galeras ú otra grave, se han
de remitirlos autos al capitán general, sus-
pendiendo la ejecución hasta el fallo del
mismo.

Se consultarán también los siguientes
artículos del propio capítulo 1 1 .

■ Artículo 9 .  En las causas de oficio se ha
de ejecutar la sentencia de la capitanía ge-
neral, ya sea revocando ó confirmando la
del juez inferior, y se  devolverán los autos
al juez de primera instancia , para que eje-
cute precisamente la determinación de) ca-
pitán general, sin admitir recurso ni súpli-
ca alguna.

■ Articulo 10. Lo mismo se ha de practicar
en las causas que se hagan por querella de
parte; pero si la sentencia del capitán ge-
neral fuese revocando la que dio el juez de
primera instancia , será suplícable ante el
mismo capitán general, quien deberá nom-
brar otro asesor que se acompañe con el au-
ditor de guerra, para que, sustanciada la
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multilcacion de miembro , en cuyo «do
caso se le admitirá en ambos efectos para
mi consejo de guerra.»

«Art. 15. Esta exención de poder apelar
á mi consejo de guerra se ha de entender en
los crímenes que -ocurran comunes; pero
no en el caso de ser puramente militares
que sean de sentencia, según previenen las
ordenanzas militares del ejército.»

En la segunda y ulteriores instancias ios
procuradores han de firmar las notificacio-
nes, según por la ordenanza se dispone en
cuanto á las primeras.

No obstante lo, dispuesto en los artículos
anteriores, en real órden de 27 de abril de
1784, se mandó que los capitanes generales
no se asesoren en causas militares con otro
letrado que el auditor ; y en otra de lU de
abril de 1771, que de las causas civiles en los
lugares en que no hay gobernador, ni te-
niente , conozca el que lo sea de la capital
á que pertenezca el lugar ó villa.

Últimamente, en 20 de abril de 1784,
con motivo de una alzada admitida ai vi -
rey de Buenos Aires, recayó real resolu-
ción , en que después de declarar que el
conocimiento de la instancia correspondía
al consejo Supremo de la Guerra, se dijo lo
siguiente:

«Ha observado el rey que en este recur-
so se han omitido los prontos é inmediatos,
que previenen las leyes de Indias y poste-
riores reales órdenes, donde está espresa y
prudentemente dispuesto el recurso á los
vireyes y presidentes, como capitanes gene-
rales, para evitar el  que las partes se vean
precisados, como muchas veces sucede, á
seguir sus instancias en los tribunales de
estos reinos, ó tal vez abandonarlos por
no poder sufrir las dilaciones y gastos exor-
bitantes que se les seguirían , especialmente
cuando no sufra ya la cantidad de las de-
mandas á los desembolsos que hayan hecho
ó tengan que hacer. En su consecuencia ha
resuelto , que sin embargo de  que en la real
órden de 29 de enero de 1777 , se refieren
con distinción las causasen que los recursos
de apelación deben venir al Consejo de In-
dias ó al de guerra, no por eso deben unten-

súplica, consulten los dos sobre ella ; y si
discordasen en sus dictámenes, el capitán
general llamará á otro, y oyendo á los tres"
resolverá aquello que le parezca mas de ra-
zón y justicia.

«Art, 11 . En las citadas causas se practi-
cará lo mismo que en las de oficio, esccpto
el nombramiento de fiscal , que en su lugar,
tomada la confesión al reo, se entregarán al
actor los autos, pana cfiie en el término pre-
ciso de tres dias formalice la acusación, y
contestada por el reo, en el mismo término
de tres dias, se recibirá á prueba con todos
los cargos hasta el de citacioft para senten-
cia , sin estender las diluciones ú mas térmi-
no que el de quince dias, sino fes cuando
haya necesidad notoria, ó deba darse prue-
ba en parage distante ,* pues en estos casos
arbitrará el juez, concediendo el que tenga
por preciso según las circunstancias; y he-
cho ,  se tendrá por concluso el juicio , y se
determinará con dictamen del asesor confor-
me á derecho con las apelaciones al capitán
general.»

«Ark 12. Si en las causas hechas á que-
rella de parte se ausentase el reo, se actua-
rá como en las de oficio hasta ser declarado
por contumaz; y vueltos los autos al que-
rellante, hará este su acusación , y se noti-
ficará en los estrados su traslado ; y acusa-
da la rebeldía , se recibirá á prueba con to-
dos los cargos , y ratificada la sumaria
se procederá á la definitiva que fuere de
justicia, arreglándose en todo á lo que vie-
ne prevenido en esta ordenanza.»

«Art. 13. Si después de sentenciada la
causa por el capitán general en rebeldía se
aprehendiese el reo, se le harán los cargos
que resultan del proceso , y oyéndole breve
y sumariamente , se dará por el juez de pri.
mera instancia la determinación que halla-
re corresponda de justicia , y remitida la
causa al capitán general, según va preve-
nido en estp ordenanza , se ejecutará la sen-
tencia qué diere.»
■Art. 14. En lascausas criminales se eje-

cutará igualmente la sentencia que diere el
espitan general , sin admitir apelación algu-
na , escoplo en el caso de ser de muerte ó
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derse revocados los recursos que las leyes J
1 y 2,  tít. 1 1 , lib. 5 de Indias conceden á los ¡
vireyes, presidentes y capitanes generales i
de  la isla Española, nuevo reino de Tierra- I
Firme, Guatemala y Chile, en segunda ins- |
tancia de lasúausas de los militares, cuya re- |
gla debe ser ostensiva á los capitanes y co-
mandan tes de las demas provinciasde Indias»
lo que cedeen beneficio de los mismos, pa-
ra que sin las incomodidades de recurrir
á España tengan en la América igual bene-
ficio, reservándose solo el último recurso á
ios consejos , aunque sin admitirse la ape-
lación én lo suspensivo, por los negocios dé
gravedad, de qúe tratan también las leyes
de España.»

Comisión militar-. Sabido es que desdé
1825 existe en la Habaha una comisión mi-
litar, encargada de conocer de las causas
contra bandidos y perturbadores del órden
público, corto las hubo en la Península. La
organización y vicisitudes de la misma han
de verse en su articulo respectivo. Ahora
Solo diremos que los fallos de esta comisión
se someten á la aprobación del capitán gene-
ral , sin lo cual no se éjecutaúj siguiéndose
en todo los trámites dé un consejó dé gúerrt
ordinario.

Hacienda. La legislación de hacienda eú
Indias, ha sido casi totalmente renovadá
desdé el segundo tercio del siglo anterior,
y se halla por tanto fuera de su Código,
habiendo sufrido en Cuba mas Vicisitudes
que en ningún ófro punto de aquellos do-
minios.

Hasta esa época existían los llamados ofi-
ciales realeo, sobre cuyo oficio y atribucio-
nes pueden verse los títulos 5 y 4, lib. 3 do
la Recopilación de Indias. De los fallos que
dictaban en lo contencioso se apelaba á las
audiencias del distrito, al tenor de lo dis-
puesto por la ley 14, til. 12, lib. 5. Sí im-
portaba para ilustrar la cuestión , préVia au-
torización ú órden del vi rey, ó presidente,
los jueces ó quo asistían á la vista, pero sin
voto.

En casos de comisos ,  unas apelaciones
iban á las audiencias, otras venían al Con-
sejo, sobre lo -cual puede verse la ley 4 ,

titulo 17 , lib. 8 de  la Recopilación (i) .
Pasóse después al sistema de inlenden-

�cias, Por cédula de 51 de octübre de 1764
se creó en la Habana la general de ejército;
y en csposicion dé enero de 1768 el virey
marques de Groii prdponiase crearan inten-
dencias generales en lodos los dominios de
Amerita, como asi sé verificó en 4 de di-
ciembre de 1786, caüsahdo en el órden ju-
dicial la consiguiente novedad que luego
veremos.

Según el artículo 25  de la citada real cé-
dula de 1764, el tribunal de Cuentas con el
auditor de guerra y dos letrados consultores,
constituían el tribunal de apelación, cuyas
sentencias causaban ejecutoria ; mas en
real cédula de 22  de  agbsto del año siguien-
te» se dispuso en su artículo 14  que las sen-
tencias del méúciohado tribunal de apela-
ción fuesen solo ejecutables sin perjuicio de
ulterior recurso; pues que en asuntos de
mayor cuantía la súplica se admitía libre-
mente en ambos efectos para ante el conse-
jo de Indias, declarándose en nueva cédula
de 14 de junio de 1767, que por causa de
mayor cuantía se entendiese aquella en  que
la cantidad , que la tobtivase , esccdicse de .
100,000 maravedís, siendo muy de notar
que hoy por los artículos 41 y 42 del regla-
mento provisional parala administración de
justicia por lo que hace á Ultramar en cau-
sas de cuantía de 160,000 maravedís, se ape-
la á ios ayuntamientos sin ulterior recurso
eh el foudói

Debemos notar la disposición del artículo
16, por Ser aun la práctica corriente, y el
cual disponía que en apelaciones de autos
interlocutorios » actué el escribano de la
intendencia, pasando ó dar cuenta de los

i autos, y que si aquellos procedían de senten-
cia definitiva, los remitiesen para que infor-
mase el escribano del tribunal , devolvién-
dolos luego al originario.

Estableciéronse al fin las intendencias en
Nueva-España , y dictóse la ya citada orde-
nanza general, llamada de intendentes de  4

í í )  Para abreviar y e*ÍUr equivoca elosea. aieanpre
que en l íunio»  de Ultramar uieroo» de la palabra Jtrco-
ptarúm no  otro edilatnento, M «atiende l* de ifidia».
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respectiva, audiencia del distrito, como lo
están por las leyes recopiladas de Indias.»

Por el 4 2 se determinó qne en todas las
cabeceras ed qué hubiese habido teniente
gobernador , corregidor ó alcalde mayor, se
nonibre un subdelegado , uc fuere español
y conociese de las llamadas cuatro causas,
¿ saber: de hacienda,  justicia,  policía y
guerra. El 19 es como Sigue : «De los autos
ó sentencias qiié diesen los referidos tenien-
tes como jueces ordinarios, deben admitir
las apeldciones y recursos de las partes para
la audiencia del distrito conforme á las le-
yes de aquellos reinos; y si fuesen recusa-
dos , han de acompañarse con arreglo á la
última real cédula espedida por punto gene-
tal para estos casos en 18 de noviembre de
1773; y lo mismo observarán los inten-
dentes en las caüsás y negocios de inspec-
ción , cuando ahté aquellos se recusase á sus
tenientes en calidad de asesores ordinarios,
pues nunca deben separarlos del conoci-
miento, teniendo título mío y obligación á
responder de sus dictámenes.

Desde luego la ntieva organización de tri-
bdnales de Hacienda podria tener lugar en
aquellas capitales en que hubiese audiencia,
pero no en Id Habana , que no la tenia , re-
sidiendo en dicha ciudad sin embargo , el
único intendente de la isld* Fue, pues, ne-
cesaria una organización especial [rara la
Habana, puesto que creada la intendencia,
lo antiguo no podía regir , y se dictaron por
tales motivos la real cédula de 13 de no-
viembre do 1800, y reglamento de 9 de no-
viembre de 1834, bajo cuyas disposiciones
corrió la jurisdicción de Hacienda en Cuba
hasta la creación- de la audiencia de la Ha-
bana 4 que introdujo la novedad que luego
veremos; teniendo ademas presente que por
reales disposiciones de 12  de noviembre de
1791 y 24  de julio de 1798 se había man-
dado acomodar en lo posible á las circuns-
tancias locales de Cuba la ordenanza de
1786.

Por la cédula de 1800, teniendo presente
que el intendente de la Halrana, apenas ha-
bía causa en que no hubiese intervenido en
primera instancia por s í ,  ó sus subdelega-

de diciembre de 1786. Por su articulo 4 se
creó como tribunal de alzadas una junta su-
perior de  real hacienda,' compuesta del vi-
rey en calidad de superintendente, al tenor
de lo dispuesto en la ley 8,  lit. 5 ,  lib. 8 de
la Recopilación, del regente de la audien-
cia , del fiscal de real hacienda, teniendo
voto únicamente 'en los asuntos ed que no
hubiera intervenido Como parte, del minis-1

tro mas antiguo del tribunal de la contadu-
ría, y del ministro mas-antiguo, contador ó
tesorero general de ejército y real hacienda.
Debió ofrecer dificultad el determinar en
qué asuntos podria tedef voto el fiscal ¿ pues
por la índole de su cargo apenas habría al-
guno en que no interviniese sü ministerio,
y por real resolución de 1.* de abril de <799
se declaró que eso podria suceder «en las
materias de la Caja de censos y bienes de co¿
munidades de indios, y'propios y arbitrios
de los pueblos en que procede S .  M., y ctí
su real nombre los fiscales, por vía de pro-
tección; y no en favor de sus regalías ó en
defensa de los- intereses de su erario.» El
articulo 5?  designaba los suplentes que en
ausencias y enfermedades habían de entrar
á formar el tribunal. En él 6.° se  establece
entre otras cosas, que en la junta «se ha dé
tratar, con arreglo á esta instrucción y á las
órdenes que se dieren en lo sucesivo, de re-
ducir en las provincias de aquel imperio ¿
un método igual en cuanto fuese posible, el
gobierno y administración de justicia en ma-
terias de mi. real hacienda, y eri lo econó-
mico de guerra, cuidando privativamente
la espresada junta superior, no solo de los
dichos dos ramos ó causas, sino también del
de los propios y arbitrios y bienes de comu-
nidades de los pueblos: para cuya direc-
ción y Conocimiento concedo cuanta juris-
dicción y facultades sean necesarias, con
absoluta inhibición de todos mis tribunales,
y la sola dependencia de mi real persona por
la vía reservada del despacho universal de
Indias ; dejando los asuntos contenciosos
que traigan origen de la jurisdicción real
ordinaria y causa de policía y gobierno en
apelación de los intendentes sus subdelega-
dos y demas jueces ordinarios sujetos á la
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dos,  y tomando un temperamento que con-
cillase las disposiciones de 1764 sobre crea-
ción de la intendencia militar, y las de la
nueva ordenanza general de intendentes de
1786, se mandó que la junta superior de
hacienda se coidpusiese en la Habana , con
esclusion de lo contencioso, del intendente
y su asesor, del ministro mas antiguo del
tribunal de cuentas, que presidiría, y en
casos de ausencia ó imposibilidad el que le
siguiese en antigüedad; del contador de
ejército, del asesor de gobierno, de) audi-
tor de guerra, del auditor de marina y el
fiscal de hacienda sin voto; y en defecto de
los tres letrados anteriores si no pudiesen
asistir, lo hariap en su lugar los asesores
del tribunal de altadas, el de correos y el
del consulado.

£1 citado reglamento de 1854 disponía
entre otras cosas sobre este punto:

Articulo 1.® Se  compondrá de un presi-
dente, de un vicc-presidente que concurra
por su falta, y de cuatro vocales que vola-
rán y responderán por sí de sus votos, aun-
que algunos de ellos no sean letrados, asis-
tiendo ademas el fiscal de la real hacienda,
para sostener sus derechos, pero sin voto.

ArL 2.° Cesarán los llamados suplen-
tes , por no ser adecuado su establecimiento
á ia conveniente estabilidad de los magis-
trados de uu tribunal superior, al mejor y
mas justificado del despacho de los negocios
ni á los sabios estatutos, por donde se go-
biernan las reales audiencias de América, y
aun las mismas juntas superiores contencio-
sas de otras capitales,

Art. '5.* Serán vocales propietarios y fi-
jos, el subdelegado del tribunal de cuentas,
el auditor de guerra dé la  capitanía gene-
ral , el teniente gobernador primero y el au-
ditor de marina, los cuales guardarán en
los asientos y firmas el órde n antigüedad
en  sus respectivos destinos.
. ArL 7?  La junta superior contenciosa

conocerá y determinará las recusaciones
que se pusieren á cualquiera de sus voca-
les , guardando en ello lo que con relación
á las causas, y al depósito y penas se haya
dispuesto por las leyes de Castilla y de In-
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dias en órden á las recusaciones de los pre-
sidentes y oidores de las audiencias , eá
todo lo que sea adoptable á la particular or-
ganización de la misma junta; entendién-
dose en el concepto de presidente solo el
superintendente, y en el de oidores todos
los individuos de la junta, incluso el con-
tador mayor decano cuando presidiese; sía
que por esto pueda conocer la junta del re-
curso de súplica.

Art. 8 .u En el caso de que tanto por la
determinaciondcl arliculoderecusacion, co-
mo para cualquier otro, ó para dirimirlas
discordias que puedan ocurrir, nó hubiere
tres jueces letrados, el que á la sazón pre-
sidiere la junta nombrará el abogado ó abo-
gados que fuesen necesarios, observándose
en todo lo que no sea contrarió á esto cuan-
to se haya determinado por las reales céda-
las y órdenes dadas anteriormente sobre la
materia.

Art. ,9.a El fiiscal después de concluidos
los alegatos de las parles en estrados, reco-
mendará de palabra lo quemas se ofrezca á
su representación. Concluida la ilustración
de hechos que se necesite en una ó mas se-
siones, el presidente declarará por vista la
causa, y una vez tocada la campanilla para
empezar la votación , no permitirá interrup-
ciones, ni que se faiteen estos importantes
actos de  justicia al decoro y compostura,
que es tan propio en magistrados, á quie-
nes se fia su recta administración en la se-
gunda instancia.

Art. 10. A ningún vocal se le podrá ne-
gar el arbitrio de que se suspenda por aquel
dia la votación , y pedir los autos para me-
jor imponerse; pero con calidad de devol-
verlos á la inmediata junta , y á mas tardar
á la subsecuente , en que indefectiblemente
y bajo responsabilidad ha de resolverse el
negocio ya visto.

Art. 11. La junta superior conocerá en
segunda instancia de todos los negocios y
causas contenciosas que determinen en esta
capital el tribunal de Ja intendencia, los
jueces hacedores de diezmos , el de la real
lotería, el juzgado apóstolico y real de la
santa Cruzada, el de la media annata ecle-
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cual constituye el último estado de cosas.

Ep 23  de setiembre de 1803 se publicó en
efecto nueva ordenanza de intendentes , do-
cumento notable, y que revola en su testo y
pormenores todo el celo y esmero con que
el Consejo de Indias preparó el trabajo que
sometió á la aprobación de S.  M. ; pero ha-
biendo resultado contrariedad entre sus dis-
posiciones y algunos reglamentos militares,
por lo militar se mandó quedar sin efecto
por real órden de 11 de enero de 1804 ; bien
que algunas de sus determinaciones, ya por
haberse trascrito en ellaslasdc la ordenanza
de 1786, ya por lo acortado de las mismas, se
han rehabilitado por reales órdenes parti-
culares , como lo fueron los artículos 16,
27,  28  y 29  por la de 1 .� de julio de 1828.
Otras por el contrario han sidoespresamen-
te derogadas , como sucedió , y muy opor-
tunamente, con el 23  que ordenaba que los
superintendentes pudiesen suspenderlasde-
cisiones ejecutoriadas de la junta superior
contenciosa, consultando lo conveniente á
S. M.; disposición que si podía sostenerse,
mientras estaba en la facultad real ilimitada
el nombrar tribunales en comisión, mandar
abrir juicios cerrados, que los asuntos se
viesen con dos ó mas salas, etc. ; no des-
pués de la Constitución política y nuevas
disposiciones constitucionales. Así, es, que
habiendo todavía en 1854 ocurrido un caso
de suspensión de lo juzgado, después de
haher oido sobre ello á la sala de Indias del
Tribunal supremo de justicia , f»e dijo en 21
de junio al intendente de la Habana.

1.* Que inmediatamente se alce la sus-
pensión del auto , y de cualesquiera otros
fallos ó providencias de la junta superior
contenciosa de hacienda de la isla , lleván-
dose en consecuencia á puro y debido efec-
to, salaos los recursos de  injusticia notoria  , ó
cualquiera otro que legalmenlo corresponda.

2.® Que en lo sucesivo se abstenga V. E.
de usar de la facultad consignada ene! artí-
culo 21 de la ordenanza general de inten-
dentes de 25  de setiembre de 1805.

3.® Que quede derogada la real órden de
4.a de abril de 1826, que no obstante de ha-
ber sido anulada aquella, restableció el enm-

siáslica y el jaez de anualidades ; y ,en las
provincias de las que vengan en alzadas de
los respectivos intendentes y jueces de igua-
les ramos conlituidos en ellas.
. Arl. 12. Reasumirá el conocimiento, que

atribuía á la sala llamada de ordenanza la
antigua de intendentes de Nueva-España,
conforme á lo que se establece en el art. 17
de la nueva de intendentes de Indias de
1803, con asistencia de los contadores ma-
yores que hubiesen fallado el negocio para
el voto mas informativo que se les concede.

Art. 14. En el deslinde de las facultades
y atribuciones propias asi déla junta supe-
rior contenciosa , como de la directiva de
real hacienda, servirán de pauta los artícu-
los de la misma ordenanza de intendentes
de 1805, que hablan sobre el particular se-
gún quiere y manda otra real órden de l . °
de julio de 1828.

Art. 15. El grado de suplicación ó ter-
cera instancia, cuando la establezca el fiscal
ó alguna de las partes , queda reservado al
conocimiento del supremo tribunal de estos
dominios conforme al concepto que sostuvo
la superintendencia, y so dignó aprobar S.  M.
a su consulta por real órden de 25  de se-
tiembre de 1830.*

Esta junta, ademas de conocer en primera
instancia de las causas. contra los intenden-
tes , lo hacia en apelación de las de los mi-
nistros y demas que gozasen del fuero polí-
tico de  hacienda militar, y de lo relativo á
oficios vendibles y renunciares, si el punto
se hacia contencioso.

Creóse en 1859 la audiencia pretorial de
la Habana, con lo que cesaba el motivo que
dictó las disposiciones especiales de 1800
y 1854. El artículo 6 del decreto de crea-
ción de aquella, dice asi: «La junta de Ha-
cienda de la Habana se compondrá de los
ministros que designen las leyes de Indias,
y se escusará la asistencia de los suplentes
como los sueldos que se les pagan.»

Este articulo sustituyó al sistema especial
de la cédula de 1800 y reglamentode 1834,
el general establecido para Nueva-España
por la ordenanza de intendentes de 1786 y
por la de 1805, en lo que está vigente, lo
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plimienlb de! citado artículo-, y lo mismo el
i 9  del reglamento de la propia junta supe-
rior contenciosa, aprobado en real órden de
29  de noviembre do 1854 que renovó su ob-
servancia. *

Repúlanse, en lin , vigentes los artículos
Ha!  17 y aun el 23. El 13, 16 y 23  han sido
sucintamente indicados en la parle legisla-:
tiva,. Reproduaidos por su importancia,
como los demás relativos al punto de apela?
gipnes , dicen asi :

Art. 13. Laconlenoiosa (la ¡pota) se cora?
pondrá del superintendente , regente de ]a
real audiencia, dos oidores y fiscal de real
Hacienda , ó de lo civil en su defecto, y los
ruatro primaros tendrán veto decisivo eq
todos los asuntos puramente contenciosos,
y apelaciones que en ellos se interpongan en
las causas de hacienda y guerra, tanto de
providencias del superintendente (que en
tal caso no concurrirá) como de los demas
intendentes , sin mezclarse de ningún modo
oh cuanto sea gubernativo y económico de
dichas causas j y la espresada junta se ce-
lebrará en la posada del virey, ó de quien
por su ausencia, ó legitimo impedimento la
presida, que deberá cuidar de convocar Lo-
das las semanas, ó cop mas frecuencia si lo
hiciese necesario la multitud de sus ocur-
rencias, y todos han de sentarse por «I ór-
den con que van nombrados, concurriendo
á dicha junta los escribanos do cámara y re?
la Lores de la audiencia, según el órdeq y de?
cisión que en ella se obserye para la expe-
dición de sus negocios , y con el mismo
.asiento y ceremonias con que asisten á aquel
tribunal.*

Ají. 16. Para la mayor claridad é inte?
ligencia de las facultades de ambas juntas,
y evitar las dudas que han solido ofrecerse
sobre el verdadero sentido de las palabras
contencioso , rju berna l ivo y económico , de-
claro que asi en esta materia, como cuando
se trate de la jurisdicciqn de Iqs ¡piensen?
denles y ministros , ó adm ilustradores de
real hacienda, hade entenderse por conten-
nosQ todo lo que sea punto de derecho que
rqn razón se reduzca á pleito y haga forzo-
sas las actuaciones judiciales, como en las
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causas de contrabando , y en las que se dis-
pute la paga ó adeudo de una cantidad que
por su origen, por la cuota, ó por la varia-
ción de tiempos y circunstancias ofrezca
probable motivo de dudar, ó cuando por la
suspensión ó privación de empleo, se queje
cualquiera de los ministros que lo pueden
hacer; y en estos y otros semejantes casos,
suscitados los autos por el superintendente
ó intendentes á quienes correspondan, se
admitirán las apelaciones conforme á dere-
cho en la junta contenciosa , la cual cono-
cerá también en grado de súplica , y con su
sentencia quedarán ejecutoriados, sin mas
recurso que el de nulidad ó injusticia noto-
ria á mi Supremo consejo de las Indias en
sala de justicia, bajo las formalidades pres-
critas para ellos ; y por consecuencia de
esta declaración no deberá calificarse de
conteiicúMo cualquiera otro asunto en que
las partes voluntariamente contradigan, y

i eq que sin necesidad de otro diclámen bas-
ten las mismas reales disposiciones para co-
nocer la malicia y lijereza con que proceden
queriendo frustrar, ó á Lo menos dilatar el
cumplimiento de las providencias goberna-
tivas de que nunca bu de admitirse recurso
sea ó no verdaderamente contencioso el ne-
gocio , sin que proceda la exhibición de la
cantidad debida y disputada , para que á ley
de depósito se custodie en la tesorería hasta
1$ final resolución.*

Art. i 7. < Esta junta superior contenciora
se formará también en Ja sala del tribunal
de cuentas en que sea costumbre celebrar la
de ordeNunsu , concurriendo á ella entonces
los dos contadores que previene la ley 36,
tít. i ,  lifi. 8 ,  y reasumirá las funciones y
facultades dé lo  que antes se reconocía con
este nombre, entendiéndose con ella, las le-
yes 78  y 79 del titulo 13,  libro 2 de Indias y
las dem s que tratan de la citada sala.*

Art. 25. Aunque lo dispuesto acerca de
las juntas superiores basta para que las re-
glas generales que se han insinuado gobier-
nen los casos y ocurrencias particulares que
se ofrezcan , no obstante para evitar se  con-
fundan la autoridad y facultades que es mi
real intención ejerzan el superintendente
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� Carreo». De las decisiones en primera ins-
tancia del capitán general con su asesor se
apela á la audiencia. Omitiendo otras deci-
siones, es terminante la real orden de 26 de
marzo de 1845, que dice así: «Atendiendo
á laque me ha hecho presente el ministro de
la Gobernación de la Península á consulta de
ta dirección general de correos con motivo
de la supresión de la junta de apelaciones
dispuesta por decreto de 17 de octubre do
1842, he venido en resolver que por las que
hayan ocurrido y puedan ocurrir en los juz-
gados especiales del rameen Ultramar se ob-
serve lo siguiente :

Artículo 1 .* En la isla de  Cuba la audien-
cia pretorial de la Habana y en las de Puer-
lo-Rioo y Filipinas las territoriales respec-
tivas, conocerán en la segunda y tercera
instancia de los negocios contenciosos de cor-
reos ; por los trámites establecidos por las
leyes.

Articulo 2.* En adelante los subdelega-
dos de  correos en Ultramar otorgarán para
ante estos tribunales las apelaciones en de-
recho procedentes, y con los mismos consul-
tarán los autos y sentencias en las causas
criminales, ateniéndose á las leyes y dispo-
siciones que en el territorio de estes audien-
cias rigen para su sustanciacion en ios juz-
gados ordinarios.

Real bureo. Conocía ol espiten general
con las apelaciones para ante la junta su-
prema patrimonial dula Península. Supri-
mida esta, así como dicho fuero privile-
giado en la Península, sucedía que existien-
do en la islajuzgado de primera instancia,
no lo había de alzadas. Mandóse por algunas
órdenes de la intendencia de la real casa qite
Cuando ocurriese el caso de apelación, ó db
contienda de competencia, se diese cuenta á
mayordomia mayor para la resolución que
conviniese. La de 15 de febrero de 1841
dice así : «Intendencia general de la reel casn
y patrimonio. Escelentísimo señor t-r-Por la
comunicación de V. E., fecha 30 de setiem-
bre último y testimonio que la acompaña, ha
visto esta intendencia que ese juzgado mili-
tar provocó competencia de jurisdicción ai
de  la real casa y patrimonio en lo« autos que

delegado y . los intendentes; declaro, que
aquél no  podrid q pedir las apelaciones que
de aas providencias se interpongan en tiem-
pay> forma pata la junte superior oonlen-
ciosa, ni Iqs recursos que se hicieren á la
de  gobierno; pero le estarán subordinados
ha  totoadentes como su inmediato superior
y, gafe en  las dos causas de hacienda y
guerra, y deberán dqrle las noticias, raso-
JM  ó informes que les pida , y cumplir asi-
siemolas advertencias que les haga para el
déscupefio de sus obligaciones; y en todo
to qoe scpn providencias generales relativas
al uniforme manejo de las rentes, ya sea en
el  Modo de  su recaudación, ó én la cuota y
ptoroi4e.su cobranza, las han de cumplir
sin- alteración alguna; bien entendido que
ni el superintendente, ni ios intendentes
podrán estancar ramos algunos , ni  poner en
urendamienlo tos que se administran , ó ba-
«r-otna novedad en el sistema que se ob-
serve, sin dictamen de la junta superior de
gobierno-, que acompañarán con testimonio
da todo lo actuado para obtener mi real re-
sohtcion antes de proceder á la ejecución,
�y toe ministros de dicha junte responderán
desuerólos en lo que fuesen contrarios al
l ew de las leybs, y de este ordenanza y
ntetoa órdenes, ó de lo que bagan forzoso y
dicten las circunstancias, asi como el supe-
rintendente de lo que ejecute por conso-
«uencia de aquellos acuerdos.

Cwsíaí. Guando se hacen oontanoÍQsos
toa asuntos dp cuentas, de las decisiones
«potables de  la contaduría se recurre á la
jwMa auperiorconlenciosa,queha reasumido
por la ordenanza de intendentes las atribu-
ciones de la llamada antes sala de ordénen-
la. Para sustanciar la instancia se unen á la
junta dos contadores sin voto y solo para
itartrar la cuestión.

-Comercio. Rigiendo en Cuba desde 1832
-el código de  Comercio y Ja ley de enjuicia-
miento en materias mercantiles , véase lo es-
tablecido en esta y aquel respecto (lela Pe-
nínsula,teniendo presente que en la isla de
Cúbalos alcaldes mayores, gobernadores, te-
nientes, y alcaldes ordinarios equivalen á los
jueces de primera instancia de la Península.

TOMO n i .
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entendía seguidos por la sociedad mercantil
de Martínez y Maravillas, contra D. Domin-
go de la Herrera y doña María de la Concep-
ción Zayas, sobre pago de pesos fuertes, de
la cual competencia se separó, reconociendo
al juzgado patrimonial; y aunque volvió á re-
petirla por distinto medio, no la llevó ade-
lante. En contestación ha acordado decir á
V. E. que queda enterada de este asunto, y
que cuando ocurra poner alguna apelación á
sus providencias como subdelegado de ese
real patrimonio, se sirva darcuenta á la ma-
yordomía mayor para la determinación con-
veniente.»

Pero ¿cuál se podría adoptar? Se impro-
visaría un tribunal de alzadas; se comete-
ría el conocimiento de la instancia á un tri-
bunal en comisión, cuando vigente la cons-
titución política, nadie puede ser juzgado
sino por leyes y tribunales que preexistieran
al hecho justiciable? Por otra parle no po-
día tampoco la mayordomia mayor suspen-
dere! fallo*, ni sus efectos.

Al tratar de las apelaciones en materia de
hacienda. hemos visto ya cuan necesario fue'
derogar el artículo de la ordenanza de inten-
dentes que concedía al superintendente la fa-
cultad, hoy insostenible, de suspender los
fallos judiciales. En este estado de cosas se
ocurrió á todo por medio de la siguiente real
resolución. «Ministerio de Gracia y Justicia.
—Real órden.—Subsistiendo todavía en las
provincias de Ultramar algunos fueros espe-
ciales que han sido suprimidos en la Penín-
sula, al propio tiempo que los tribunales
privilegiados de alzada, comunes á unos y
otros, como sucede respecto del fuero del
real Bureo y junta Suprema patrimonial, re-
sultan diariamente embarazos en la adminis-
tración de justicia por no existir ó ser in-
ciertos los tribunales superiores de apelación
y decisión de competencias. Con presencia
de todo la reina (q. D. g.), se ha dignado re-
solver, que basta que pueda adoptarse una
determinación definitiva en el caso antes ci-
tado, y cualesquiera otros de la misma na-
turaleza, las apelaciones se interpongan para
ante las audiencias territoriales respectivas,
que conocerán de ellas y decidirán confor-
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me á derecho , y que las contiendas de com-
petencia se formalicen y diriman en la for-
ma que estuviere establecida por regla ge-
neral para otros casos. Madrid 16 de octu-
bre de 1850.»

Apelaciones drí juzgado de  bienes de difun-
tos. En la isla de Cuba está desempeñado
por un magistrado de la audiencia, nom-
brado por el capitán general, regularmente
por un trienio. De sus sentencias realmente
se apela; mas por la calidad de la persona,
y reputando el juzgado como una sala de la
audiencia, se dice, que se suplica para.ante
esta;

biexmos, Si las providencias de los jueces
hacedores de diezmos , irrogasen agravio que
de otro modo no pueda repararse, se apela á
la junta superior contenciosa.

Cruzada. En igual caso se apela también
para ante la junta superior contenciosa de
las providencias de los subdelegados de cru-
zada.

Mediana la eclesiástica , anualidades y va-
cantes. Lo propio hay que decir respecto de
las providencias apelables de los colectores.

fíesidenrías. Las residencias de los em-
pleados de Ultramar*, dan lugar también á
apelaciones que merecen tanto mas la aten-
ción, cuanto que no deja de reinar alguna
oscuridad en este punto y en su incierto
procedimiento por lo que hace á la segunda
instancia. Debemos decir, y con sentimien-
to por cierto, que la alta mira de nuestros
soberanos al establecer tales juicios, en ge-
neral no ha conseguido su objeto: ni nadie
espera con inquietud su residencia, y antes
al contrario , se ha convertido la misma en
una fórmula de subsanarían en su caso , de
un titulo de tranquilidad oficial, pues el fa-
llo que recae en ese juicio formulario es  una
garantía contra la murmuración y la cen-
sura, aun cuando por otra parte sea me-
recida. Hablamos, por supuesto, de la resi-
dencia secreta , y en cierto modo oficia) ; y
no atribuimos el defecto á los jueces y tri-
bunales; sino al procedimiento, aun cuan-
do la naturaleza misma del asunto no con-
sienta mucho mas. Ello es lq cierto , que el
juicio de residencia privada es mas bien uu
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espediente informativo. Creemos sin embar-
go, que este procedimiento puede mejoran-,
se; y si no que convendría mas abolir estos
juicios de residencia. Reservando el dar la
conveniente amplitud sobre este punto á
nuestras observaciones en su lugar oportuno»
noa ceñiremos ahora á lo que es objeto del
presente artículo.

Para comprenderle de lleno debe verse
todo el titulo 15 del libro 5 de la Recopi-
lación de Indias, y señaladamente de la edi-
ción de 184t> que como mas moderna, so-
bre contener como la anterior, las referen-
cias á otros títulos, cédulas y disposiciones
no compiladas que se refieren al asunto, cita
las modernamente dictadas hasta aquella fe-
cha* bespues del mencionado título y sos
referencias, la legislación de  competencias
esU casi contenida en la Cédula de 24 de
agosto de  1799, 0 la Constitución de 1812,
reglamento provisional para la administra-
ción de  justicia y real decreto de 20  de no-
*Wmb>e de 1841 * Lo relativo en dichas dis-
posiciones al punto de que tratamos es lo
siguiente:

Ley 4 ,  titulo 15  , libro 5 de la Recopila-
don. «Las residencias de oficios que se pro-
veyesen por consulta de nuestro consejo de
Indias, se tomen por la comisión y Urden, y
|uez que fuese nombrado por el presidente
de ¿I , y vendan al Consejo , guardando la
forma contenida así en esto, como en las de-
mandas públicas, en las leyes 69, titulo 15,
libro 2 y 8, título 12  de este. Y en cuanto á
ios oficios que los vi reyes y presidentes go-
bernadores proveyesen , se tome la residen-
cia por comisión de quien las proveyese, y
véanse en las audiencias del distrito donde
Inmbien han de ir en apelación las deman-
das públicas.!
- Ley 39, id. id. «Todos los jueces de resi-

dencia de vireyes, gobernadores, corregi-
dores, alcaldes mayores y las demas justi-
cias de nuestras Indias no ejecuten las sen-
tencias que en estas cansas pronunciasen,
habiendo apelado las pariesen tiempo y for-
ma para el Consejo ó audiencia , én los ca-
sos que les tocasen las apelaciones, y cono-
cimiento cu segunda instancia, si no fuese

en las cantidades que por derecho está dis-
puesto.

Por la ley 4!  , título 34 , libro 2,  se manda
que en las visitas, y autos de residencia se
acompañen memoriales de comprobaron al
remitirlos al superior.

Ley 8,  titulo 12, libro 5 id. «De las senten-
cias que pronunciasen los jueces de residen-
cia, proveídos por Nos, se ha de apelar al
Consejo, y en las demandas de partes á las
audiencias , con que la condenación no es-
ceda de seiscientos pesos de oro , ó lo que
estuviese determinado especialmente para
cada provincia; pero esto no se entienda en
lo que tocase á condenaciones, que se hicie-
sen por los dichos jueces de residencia , á
pedimento de nuestros procuradores fisca-
les,  en nombre de nuestra cámara y fisco,
ni de oficio, por que las apelaciones en es-
tos casos interpuestas, han de venir al Con-
sejo, y no á otro tribunal, y con esta limita-
ción se practique la ley 69 ,  tit. 15, lib. 2.»

Ley 31 del mismo título y libro. «Habién-
dosenos hecho relación de que en nuestro
Consejo se ven todas las residencias y visi-
tas de los vireyes, presidentes, oidores, al-
caldes , fiscales, gobernadores y otros mi-
nistros y oficiales de las Indias occidentales
é islas adyacentes , y á causa de las supli-
caciones que interponen de las sentencias
en que son condenados, se vuelve á ver en
revista , consumiendo largo tiempo , y oca-
sionando mucha ocupación en perjuicio del
despacho de otros negocios de mayor impo r
tancía é interés , y que conforme á derecho
de los capítulos y cargos hechos á los jueces
en visita , ó residencia de sus oficios, no se
admite suplicación, nuestra voluntad es
ocurrir á estos inconvenientes. Y mandamos
que en Jas residencias y visitas, que se vie-
sen en nuestro Consejo, nopueda haber, haya
ni se admita suplicación, instancia, ni sen-
tencia de revista , y que con la vista quede,
fenecida y acabada la residencia y visita, y
se despache carta ejecutoriada de ella, si
no fueren los capítulos de residencia, de que
resultase privación de oficio perpetua , ó
pena corporal , que en cuanto á estos tene-
mos por bien que pueda haber, haya y su
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admita suplicación, y no en otra cosa algu-
na ,  lo cual se guarde en, las residencias;
pero en lo que toca á las visitas , se guarde
el estilo y costumbre de estos reinos de Cas-
tilla, de no admitir indistintamente supli-
cación de las sentencias que sobre los car-
gos hechos en ellas fuesen pronunciadas por
los de nuestro consejo.»

Cédula de 24 de agosto de 1799.
Articulo l.“ Que subsistan en su fuerza

y vigor las residencias de los virajes, prc- II
sidentcs, gobernadores políticos y militares,
gobernadores , intendentes é intendentes
corregidores, observándose en la forma y l
Realidad de estos juicios lo que disponen las
leyes sin alteración alguna en el número
de los testigos de la sumaria secreta , sus-
tanciacíon y determinación de las demandas
públicas.»

Arl. 7.° Que las residencias de los víre-
yes , presidentes, gobernadores políticos jr

militares, gobernadores intendentes, ó inten-
dentes corregidores se remitan al Consejo, y
las de los demás se vean y determinen en las
audiencias respectivas en los términos que
ahora se practica, dando estas cuenta suce-
sivamente con testimonio del último pedi-
mento del fiscal, y de la sentencia definiti-
va que recaiga en cada juicio, sacado con
su citación y de la parle para mi real noti-
cia, y premiar á los que lo merezcan....,..»

Atribución 6." del tribunal Supremo de
justicia, según el articulo 261 do la Consti-
tución de 1812.

«6.’ Conocer de la residencia de todo
empleado publico que esté sujeto á ella por
las disposiciones de Las leyes.»

Art. 90 del reglamento provisional de 26
de setiembre de 1835. «Las facultades y
atribuciones de este supremo tribunal (el de
justicia) respecto á los negocios que empie-
cen en adelante serán las siguientes............. ¡
conocer también en primera y segunda ins-
tancia............. de las residencias de vireyes,
capitanes generales y gobernadores de Ultra-
mar.»

Real decreto de20 de noviembre de 1841.
■ Art. 1 .a Las leyes de Indias relativas á

residencias de los funcionarios públicos en

Ultramar se observarán exacta y puntuai-
jnenle.»
■Art. 2.* De las residencias de los tras

gobernadores presidentes de las islas d$
Cuba, Puerto-Rico y Filipinas, únicamente
seconoccrá por él Tribunal supremo de justi-
cia en sala de Indias en los términos preve-
nidos en el arl.  2." de la realcédula de 24 de
agosto de 1799, y en estas residencias serán
igualmente comprendidos Jos asesores de
aquellos gobernadoras y los secretarios do
gobierno como tales por Jos abusos ó culpa
que puedan haber cometido en el ejercicio
de sus empleos.
■Art. 3 /  La formación de los procesos y

la determinación en primera instancia de las
residencias de los gobernadores, presidentes
de las audiencias délas islas, yde los demas
funcionarios espresados en el articulo ante-
rior será un servicio por punto general ane-
jo á los magistrados de las audiencias , sin
que por él adquieran los jueces ni curiales
derecho alguno á ser remunerados por los
fondos públicos, cuando las personas resi-
denciadas queden relevadas de tosías , que
en tal caso se considerarán puramente de
oficio. En las demandas publicas cobrarán
los derechos conforme á arancel.

�Art. 4." Las residencias de los demas
gobernadores políticos y militares que no
sean presidentes, asi como las de los tenien-
tes letrados, alcaldes mayores y corregido-
res letrados ó no letrados que haya en di-
chas islas, corresponden á las respectivas
audiencias en el modo y forma prevenido
en el art.  5.° de la real cédula.citada».

�Art. 16. En el supuesto de que según
las leyes de Indias las causas de residencias
deben formarse y terminarse con sentencia
definitiva notificada en el término improro-
gable de 60 dias, será nuloy de ningún valor,
ni efecto lo que se hiciere pasado aquel tér-
mino, ánoscr sobre algún punto concerniens
te á la ejecución de la sentencia en los casos
en que según derecho deba ejecutarse, ó
sobre la admisión de la apelación, qne se
interpusiere para la sala de Indias del tri-
bunal supremo de Justicia.»

Para la debida claridad es menester dis-
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APELACION. 229
tual órden de enjuiciar , la garantía conce-
dida hoy á todo encausado requiere que se
le oiga.

Pe  aquí nace ptra cuestión, y es  si la sen-
tencia de vista causará ejecdtoria. Si se li-
mita á confirmar la declaración de) inferior,
esto e s ,  del delegado; sobré que el residen-
ciado ha cumplido con su deber , causa eje-
cutoria sin duda. Pero si fuese al contrario,
ó si hubiere de imponerse al residenciado
alguna pena, creemos de rigor la tercera
instancia. No se opone á ello en nuestro sen-
tirla disposición del reglamento provisional,
de que él tribual supremo conoce en estos ca-
oseh primera y wfiinilu inslatieia,]o quepa-

rece escluír la tercera. Debe tenerse presen-
té que el delegado no ha hecho declaración
sobre penas, reservándolo como debe al Tri-
bunal Supremo: que este en su caso lo hace
por primero vez en la sentencia de vista ; y
que aun concedida súplica , no hay en realidad
para el residenciado mas quedos instancias.
Esta opinión estará tanto mas en la equidad
y en el rigor absoluto de los principios, si
siguiendo el tenor literal déla legislación de
Indias , el fallo de vista se dictase por solo
el resultado de autos.

. Hay que resolver otra cuestión, y e s ,  si
¿n la primera instancia de los juicios de re-
sidencia se dá apelación de los autos inter-
locutorios. Aquí los principios vuelven á ce-
der ante el tenor de la ley, ó de otro modo,
los principios generales ceden á los especia-
les del caso. Según las disposiciones antes
copiadas, el juicio Secreto de residencia de-
be concluirse en el término preciso de seis
meses, y el publico en el de cuatro, pena de
nulidad, de lo que después se obrare, la que
recientemente se ha declarado alguna vez.
En su consecuencia si se interpusiere apela-
ción de autos intcrlocutorios se admitirá;
pero su resolución se reservara al Tribunal
Supremo. De otro modo , cuando este de-
cidiere; ya el término fatal habría trascur-
rido; y pudiendo ser infinita» las apelacio-
nes i que aun por malicia , por temer el re ■
soltado fina) se interpusieren , los juicios
durarían, no seis meses, sino muchos años:
podrían llegar á ser el ridiculo de la propia

tinguir entre la rarüfencta reservada, y digá-
moslo asi oficial y la -pública. La primera
está limitada según se ve por las disposi-
ciones anteriores á los vi reyes, capitanes ge-
nerales y gobernadores ; hoy ya á estas dos
últimas clases, si bien se siguen haciendo os-
tensivas á los> asesores y secretarios da di-
chas autoridades, según por disposiciones
anteriores estaba mandado. El conocimiento
en primera y segunda instancia corresponde
al tribunal supremo de justicia.

Públicas son las qde se instruyen contra
otros funcionarios sujetos á residencia por
queja , ó reclamación de parte y aun por
acusación fiscal. El conocimiento correspon-
de á las audiencias del modo que se empre-
sa en las disposiciones anteriores , dándose
cuenta al Tribunal Supremo y al gobierno
del resultada definitivo. Sustanciaron la
común ; como que son verdadera juicios en-
tre partes , pues en su caso el mismo fiscal
es parte como los particulares.

Volviendo á la residencia secreta, ü oficial,
hemos visto que su conocimiento en primera
y segunda instancia corresponde al Tribunal
supremo de justicia , si bien para la primera
instancia delega por medio de cédula ó co-
misión en forma , que salvo algún caso es-
traordinario, deberá ser para uno de los ma-
gistrados de la audiencia. La sentencia defi-
nitiva que este dicta no es  como las demás,
esto es, no es tal sentencia. Se limita á de-
clarar que el residenciado ha cumplido bien
su encargo , ó ai contrario. Si resultasen
motivos para la imposición de penas; se re-
serva este punto parala decisión del Tribunal
Supremo. La delegación ó nombramiento del
juez comisionado la hace el presidente del
Tribunal Supremo , por medio de cédula.

Notificada la sentencia, se cita y emplaza
al residenciado para iodas las instancias y se
remiten los autos al Tribunal Supremo con
memorial de camprubacion que es en suma
un memorial ajustado, en el que por necesi-
dad han de  constar los cargos, si resultasen.

En el rigor legal la residencia de revista
debe dictarse por solo el resultado de autos;
pero en nuestra opinión, si hubiese de im-
ponerse alguna pena al residenciado, el ac-
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institución y miras saludables del legislador.

Unicamente podría admitirse en un caso
y es, si la apelación se interpusiese sobre la
incompetencia del juez; pero esta no se-
ria esccpciondc la regla, pues si es incier-
ta la competencia ó cierta tal vez la incom-
pencia del juez, lo es la existencia del juicio,
y mal pueden correr los términos. Nuestra
opinión es sin embargo, que aun en estera-*
so, estando seguro el juet de su competen-
cia, debe seguir adelante.

Debemos concluir este dsiluto con una
observación y es que cuanto hemos dieho
sobre ía obscuridad del procedimiento , y
procedencia en un caso de  súplica, é ins-
tancia de revista, no es porque desconoí-
camos las determinaciones de las leyes an-
tes insertas; sino porque las creemos insu-
ficientes , ó no conformes al órden y prin-
cipios actuales de procedimiento.

Apelaciones en lo eclesiástico. Es poco lo
que tenemos que decir. En aquellos remo-
tos paises la necesidad ha aconsejado, y las
leyes autorizado una regla. La apelación á
Roma, y aun á la Rota seria un recurso in-
terminable. Las apelaciones por tanto del
primer sufragáneo van al metropolitano co-
mo porderecho común: las de las senten-
cias de este en primera ó segunda ins-
tancia, por orden sucesivo hasta causar
ejecutoria al obispo prnpinquior, ó mas cer-
cano.

La ley 10, título 9 ,  libro 1 de la Recopi-
lación de Indias, dice asi:  «Por breve apos-
tólico de la santidad de Gregorio XIII , que
se espidió á15de  mayo del año pasado
de 1373, se dispone y manda, que to-
dos los pleitos eclesiástos, de cualquier gé-
nero y calidad que hubiese en nuestras In-
dias occidentales, se sigan en todas instan-
cias*, y fenezcan y acaben en ellas, sin los
sacar para otra parte. Por lo cual , manda-
mos á nuestras audiencias reales de las In-
dias ,  que hagan cumplir y ejecutar, cada
una en su distrito , lo dispuesto por el bre-
ve ,  dando noticia de él en todas sus partes,
y la órden que convenga para que se cum-
pla y ejecute.»

Sabido e s ,  que en cuanto á las Indias la

legislación eclesiástica es especial, apartán-
dose por lo tanto del derecho común , lo que
i a fluye para que en general sea menos co-
nocida. Esta consideración, y la importancia
que tiene todo lo que es  relativo á Ultramar,-
nos ha hecho considerar como conveniente,
y aun necesario el dar á esta parle de  nues-
tros trabajos la mayor estension posible , en*
cuyo supuesto insertamos á continuación el
breve apostólico, notable por cierto, á que
se refiere la ley anterior , el cual mas de una
vez tendremos que citar en esta obra, y es
como sigue:

«Gregorio papa XHI para perpétua me-
moria de lo infrascrito. La obligación del
oficio pastoral en que por disposición divi-
na nos hallamos , requiere que ocurramos
con la presteza posible a los daños y gastos
de los pleitos que se tratan en el fuero ecle-
siástico. Y habiéndonos recientemente es-
puesto nuestro caro hijo en Cristo, Fi-
lipo rey católico, que en las parles de las
ciudades, tierras, lugares, pueblos y- seño-
ríos de las Indias y Tierra Firme, islas del
mar Océano , por estar tan distantes de la
curia romana, era muy dificultoso poder al-
canzar breves apostólicos , y que por eso las
apelaciones que de cualesquier sentencias
se interponian en las causas, así criminales
Como civiles, y.olras concernientes al fuero
eclesiástico, era muy dificultoso recibirlas y
admitirlas, y que así seria de gran comodi-
dad para los moradores de ellas, que s e
Jes escusasen los daños, y gastos que por la
dicha distancia se les ocasionaban, que dos
sentencias dadas en tiempo hiciesen cosa
juzgada, y de ellas no se pudiese apelar mas,
y héchose á nos para esto humildes súplicas
por parle del rey Filipo, para que nos dig-
násemos de nuestra benignidad apostólica
proveer de remedio oportuno en razón
de lo referido; y Nos, que en cuanto con
Dios podemos , deseamos de toda voluntad
la quietud y comodidad de cualquier pue-
blo, absolviendo al dicho rey Filipo de cua-
lesquicr censuras, para solo el efecto de con-
seguir la presente gracia, é inclinándonos
asemejantes suplicaciones, quecemes, y con
autoridad apostólica ordenamos y manda-
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aquellas parles, leyes , estatutos y costum-
bres, aunque sean juradas ó confirmadas por
confirmación apostólica ó en cualquier otra-
forma, y asimismo con derogación de cual-
lesquiér estatutos ó letras apostólicas que se
hayan dado á cyalesquier jueces, así ordi-
narios como delegados, y á cualesqnier otros
debajo de cualesqnier tenores y forma, aun-
que sean con clausulas derogatorias de las
derogatorias, y otras mas eficaces é insóli-
tas c irritantes, y otros decretos, quede
cualquier modo se hallen concedidos, con-
firmados , aprobados é innovados. Porque a
todos olios, aunque requieran que se baga
espresa y especial mención suya para revo-
carlos, ó que se guarde otra forma esquisita
para esto por el tenor de las presentes (te-
niéndolos por espresos y dejándolos por lo
demas en su fuerza) por esta vez, especial y
espresamente los derogamos, y todo lo de-
mas que pudiese ser en contrario. Y porque
seria dificultoso que estas presentes letras se
llevasen originalmente á lodos los lugares,
queremos é igualmente porautoridad apos-
tólica mandamos, que á sus traslados, firma-
dos de mano de algún notario público, y au-
torizados con el sello de alguna persona
constituida en dignidad eclesiástica, se dé
la misma fé que se daría á las mismas letras
originales, si fueran exhibidas y mostradas,
Dado en Roma en San Pedro, debajo del
anillo del Pescador á 15  de mayo de 1575,
en el primer año de nuestro pontificado.*

Es muy de notar que concedido este bre
ve á la solicitud de Felipe ]J en 1573, pasa-
ron treinta y tres años sin que se pudiera en
ejecución, hasta que así se mandó por cé-
dula de 7 de marzo de 1606. Habían ya
muerto á la sazón el monarca que lo había
obtenido y el pontífice que lo concedió. Esto
dió lugar á que varias audiencias pusiesen
reparo en su ejecución, fundándose según
principios generales, pero en nuestro con-
cepto mal aplicados, en que muertos, como
queda dicho, el obtinente y el concedente,
sin haber hecho uso de él, podia suponerse
caducado. No lo estaba en realidad, ni toca-
ba á la parte á quien interesaba el suscitar
sobre ello dificultades. Asi lo vid el Consejo
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moa, que en todos los reinos, tierras y se-
ñoríos de las Indias y Tierra Firme , é islas
del mar Occéano, y en otras de cyalesquier
nombre que fuesen , sujetas al dicho rey Fi-
lipo, mediata ó. inmediatamente , siempre
que aconteciese apelarse de las sentencias
dadas, así en las causas criminales como en
cyalesquier otras, que concerniesen al fue-
ro eclesiástico, si la primera sentencia se
hubiese pronunciado por algún obispo , se
apele para su metropolitano, Y si la dicha
primera sentencia fuese pronunciada por el
mismo metropolitano, se interponga la ape-
lación para el ordinario sufragáneo mas cer-
cano, cuya sentencia, si fuese conforme á la
primera, tenga fuerza de  cosa juzgada, y se
deluego á ejecución por el que la pronuncia-
seno obstante cualquier apelación. Pero si
las dos sentencias dadas, ó por el ordinario y
metropolitano, ó por el metropolitano y or-
dinario mas cercano, no fuesen conformes,
entonces se apele al otro metropolitano ú
obispo que fuese mas vecino á la provincia
de  aquel que dió la primera sentencia, y la»
dos de estas tres que fuesen conformes (las
cuales también mandamos que tengan fuer-
za y autoridad juzgada), las ejecute aquel
que diese la última, sin embargo de cual-
quier apelación. Y ordenamos que todos, y
cuatesquier juicios que se intentasen en otra
forma, fuera de la referida, sean de ningún
valor y fuerza, y que se tengan por nulas,
irritas, y sin efecto cyalesquier apelaciones
que estuviesen interpuestas ó en adelante
se interpusiesen sin guardar la dicha
forma, Y que así se juzgue y deba -juzgar
por cualquier jueces y comisarios, de  cual-
quier calidad y autoridad que sean, y tam-
bién por los ordinarios de los lugares y au-
ditores de las causas de) palacio apostólico,
quitando como por la presente quitamos, a
todos y cualesqnier de ellos, la facultad de
poder juzgar en otra forma, y declarando
por nulo, irrito, de ningún valor y efecto
todo lo que en contrario de esto por cual-
quiera de  ellos, conciencia ó ignorancia, y
por cualquier vía y autoridad se hiciese ó
atentase; no obstante las constituciones,
aunque sean municipales y particulares de
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de Indias , y por cédula de 4 de febrero de
4608 para la audiencia de  Lima, y 17 de ju-
lio de 1609 para ta de la Plata , se mandó
guardar y cumplir.*

Nótense en este importante breve las s i -
guientes novedades: 1.* que cesa la apela-
ción al papa: 2.' que se apela de mayor á
menor, esto e s ,  del metropolitano al sufra »
gáneo-: 5?  que también se apela de igual á
igual , 6 de sufragáneo á sufragáneo : y 4.°
que solo dos sentencias conformes causan
ejecutoria. La razón de todo es la inmensa
distancia de los vastos dominios de Ultra-
mar y la juste consideración también de
economizar gastos a aquellos naturales, es-
tablecidos y organizados en distintas condi-
ciones que los europeos: y en cuanto á la
anomalía, que parecen presentar la segunda
y tercera novedad indicadas , debe conside-
rarse que procediendo el juez ad quem en es-
tos casos como delegado del papa, reviste
por el hecho la cualidad de metropolitano,
cuya razón sirve y ha servido en varios ca-
sos para dirimir dificultades sobre el parti-
cular. Puede suceder , por ejemplo , que el
sufragáneo para antee! cual se apele por mor
inmediato f según el contenido del segundo
caso, ó .!g segunda novedad notada, se baile
accidentalmente en la diócesis del metropo-
litano que ha fallado en primera instancia;
se pregunta si allí mismo podria conocer de
la apelación contra el principio general de
que nadie ejerce válidamente jurisdicción en
territorio adrado. Considerando qne el su-
fragáneo en esje caso, por ytrlud del breve ó
delegación pontificia, adquiero e l  carácter de
metropolitano para aquel negocio, este ca-
rácter le atribuye competencia en su dióce-
sis y en la 4e ' Í uez ® 7U0 » y as * sc decidió
en un caso ocurrido en Lima; podiendo aun
añadirse la razón , especialmente indicada
en el breve , de ahorrar gastos á aquellos
naturales.

Máa delicada es otra cuestión que se pro-
mueve y es  , si dada siempre la razón de ne-
cesidad y de la especialidad de aquellos jue-
ces, podrá conocer el vicario general en a ir
sencia ó en presencia del propio obispo. Ej
derecho común se opone á ello y puede ver-

se lo establecido por el Concilio de Treóto,
m.  14 ,  bap. 4 . ,  teniendo consideración á
que las- delegaciones son siempre persona-
les. Hay sin embargo una diferencia natu-
ral entre la delegación á una personó y la
delegación real , ó al que desempeñare un
cargo. La concesión por otra parte no está
aquí hecha en forma espresa de delegación;
sino de escepcion , ó privilegio por motivos
generales ; no personales : y que habla
el breve del metropolitano y sufragáneo,
cómo habla de ellos el derecho común, y
por tanto no esoluyendo el conocimiento é
intervención del provisor , cuyo oficio es ya
ordinario. Sobre estas y otras cuestiones á
que dá lugar la ejecución del Breve, véase
á Solorzano, Política indiana, capítulo 8, li-
bro 4.

PCERT9-BIC*.

Respecto á este isla y de las Filipinas, no
diremos mas que lo que sea especial á las
mismas, refiriéndonos en lo no menciona-
do á lo dicho respecto de la de Cuba.

En Puerío-Ricoestá vigenteel reglamento
provisional para la administración de justi-
cia, lo que esplíca toda la tramitación de los
asuntos del fuero común.

El juzgado de difuntos está allí á cargo
del alcalde mayor de la capital, diferencián-
dose en esto de las demas islas.

En lo relativo á marina está' subordinada
al apostadero de la Habana.

Es sabido que allí como en las demás is-
las rige el código de comercio , y la ley de
enjuiciamiento, desde 1852, debiendo notar
aquí que, como era de necesidad en las An-
tillas y Filipinas , los nombramientos para
el consulado los hacen los capitanes gene-
rales.

En cuanto á tribunales eclesiásticos la
diócesis de Puerto-Rico fue sufragánea de la
de Santo Domingo. Perdida esta isla por la
España, aquella diócesi ni es  metropolita-
na , ni tiene metrópoli. Sabemos que se ha
pedido breve á Su Santidad para que la dió-
cesis de Puerto-Rico sea declarada sufragá-
nea de la de Cuba : entre tanto osla anoma-
lía obsta poco para las apelaciones en jusli-
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cía, puesto que por el breve antes inserto do
Gregorio Xlll es  metropolitano para el efec-
to de las segundas intancHs el obispo mas
próximo;

Queremos notar aquí úna cosa respecto
del breve. Establece este que cuando no
sean conformes las sentencias de primera
instancia y primera apelación» en euyo caso
la segunda causa ejecutoria , la causen las
dos que , después de una segunda apelación
sean conformes. Puede ocurrir muy bien el
caso de que de tres sentencias ningqna sea
conforme á la otra. Creemos que en este caso
rige basta cierto punto el derecho común»
esto es  , que se continuará apelando hasta
que resulten , no tres ; pero sí dos sentencias
conformes » tas cuales causarán ejecutoria 4)
tenor del breve.

Hay últimamente en Puerto-Rico una es-r
pecialidad de que es precisodar razón. Cer-
ca de  ella está la isla de Vieques, correspon-t
diente á la España*» pero por mucho tiempo
albergue casi solo de piratas, La necesidad
de estirparlos, y de utilizar sus bosques y
otras ventajas » hizo pensar en colonizar la
isla» como se ha realizado. La organización
dada en ella á la administración de justicia
está consignada en las siguientes reales ór-
denes y reglamento » que insertamos á con-
tinuación» puesto que lo relativo á apela-
ciones no podría ser bien comprendido, sin
serlo todavía una legislación particular, re?
reciente y por necesidad poco conocida.

Real órden de 16 de setiembre de 1847
por Gracia y Justica:

«El vico-presidente de las secciones de
Gracia, Justicia y Ultramar del Consejo real»
dijo á este ministerio en 27 de  marzo último
lo siguiente:

«Con real órden de 24  do febrero próxir
mo  pasado espedida por el jqinisterio del
digno cargo de V. E. fue remitido á informe
de las secciones de Gracia y Justicia y Ul-
tramar del Consejo real el adjunto espediente
instruido con el objeto de determinar el sis-
tema de administración de justicia que de-
berá establecerse en la nueva colonia de
Vieques, dependiente del gobierno de Puer-
to-Rico. Examinados con la mayor detención
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lodos los antecedentes, se ofrecen considera-
ciones especiales a) lado de otras generales
y propias de la naturaleza del punto some-
tido á informe. Para evacuarle no bastaría
consultarla necesidad generalmente recono-
cida de que haya uniformidad en la admi-
nistración de justicia; ni Inconveniencia de
quesean unos mismos los procedimientos en
puntos de una colonia , donde es conocida
con ventaja una ley de enjuiciamiento casi
idéntica á la que rige en la metrópoli. El
órden de litigar y enjuiciar establecido en la
Península, no ha podidoserviresclusivamen.
te de norma á las secciones, cuando ademas
de los principios generales y circunstancias
comunes , existen otras particulares de ori-
gen, de localidad, de hábitos, de  conserva-
ción y de interés, porque se trata de una
población naciente, situada en un punto im-
portante de nuestras Antillas y regida hasta
hace poco tiempo por el prudente albedrío
de una sola persona , á quien fue debida la
primera idea sobre colonización. Al tratar-
se de esta y de la regularidad y fomento de
la isla de Vieques, se han dictado medidas
administrativas, militares y políticas, dis-
tantes en mucho de las que rigen en Ultra-
mar, tocante á la'scguridad de los puertos, al
ejercicio de la autoridad , contribuciones,
de derechos de importación y esportacion»
y otras materias , sobre las cuales no ha po-
dido ni debido establecerse un sistema ge-
neral. Lo propio sucede con el de adminis-
tración de justicia respecto del cual constan
en el espediente dos proyectos , que aun
cuando sencillos y de fácil aplicación, toda-
yía las autoridades superiores de Puerto-
Rico informan que seria perjudicial el plan-
tear aquellos en una colonia de escaso nú-
mero de habitantes, pacíficos, eslraños á
toda clase de litigios, y libres hasta ahora
de que en su sudo se cometan faltas ó deli-
tos dignos de que sobre ellos se forme un
proceso criminal. Pero ya sobre esto existe
un ejemplar que podría reproducirse, y por
esto sin duda el gobernador general de la
isla, y las demas autoridades, y el fiscal y
sala de Indias del Tribunal Supremo , aun
cuando no creen útil ni conveniente que se
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dicte un reglamento para la administración
de justicia en Vieques, consideran oportuno
que las causa? se remitan al juzgado de
Humacao , para que siguiendo el curso
legal llegue á terminarse . por el tribunal
competente, á no ser que el fuero del reo
diese la jurisdicción á jueces de otra línea,
que entonces ellos, entenderán después de
terminado el sumario , que instruirá el go-
bernador de lanueva colopia. Se encuentra,
pues , previsto el caso deque ocurra un pro-
cedimiento criminal, y por, lo mismo que
en él se encárgala formación del sumario al
espresado gobernador , convendrá -también
Ojar sus atribuciones en materias civiles por
si .ocurriesen pleitos, y para que al fallarlos
quede sujeto á upa responsabilidad tan ne-
cesaria como puede serlo el que, atendidas
las circunstancias especiales enumeradas al
principio de este informe, no se  establezca en
¿1 una rigorosa tramitación, ó las fórmulas
que deban guardarse para el ejercicio de
aquellas atribuciones. Las secciones al de-
terminadas dejan la parto reglamentaria
encomendada á los que, validos de conoci-
mientos locales, y guiados por la prudencia
y política que recomiendan en sus informes,
completarán unaobra cuyas bases en dicta-
men de las secciones podrá ser la dé facul-
tar al gorbemador de Vieques para que ejer-
za las siguientes atribuciones judiciales.
En lo civil deberá ,conocer en juicio verbal
de las demandasque no pasen de 100 pesos,
causando su fallo ejecutoria. De esta canti-
dad hasta la de bOO corresponderá también
al gobernador conocer verbalmenle ; pero
de su fallo podrá interponerse apelación
para ante el regente de la audiencia de
Puerto. Rico, no debiendo admitirse aquella
mas que en el efecto devolutivo. El regente
conocerá de esta segunda -instancia enjui-
cio verbal, como se  le autoriza por el párra-
fo 51 de la real instrucción de 20 de junio
de 1776. En los negocios que escodan deliOO
pesos el gobernador ejercerá el cargo de
juez de paz ó de conciliación, ysi las partes
no se conforman deberán instruir el juicio
escrito ante el juez de primera instancia de
Humacao. En lo penal, el gobernador será

el juez competente para conocer de  las can-
sas leves con apelación al tribunal ordinario
de alzada del fuero del reo, cuando no se
imponga á este pena de presidio; pero caso
de imponérsele esta ó mayor pena, sus fa-
cultades quedarán limitadas á formar el su-
mario y remitirlo al juez competente, que
en el fuero común deberá serel  de primera
instancia de Humacao. Para llevar á efecto
estas disposiciones, el gobernador superior
de Puerto-Rico, puesto de acuerdo con el
regente de la audiencia , formarán el regla-
mento que estimen mas adecuado, y ponién-
dolo desde luego en ejecución , lo elevarán
á laaprohacion del gobierno. Poreste medio
se salva el principio de que la jyrisdiceion
se. ejerza en la metrópoli y sus colonias por
delegación dcS.M.: se provee á la necesidad
siempre viva, y si cabe mas imperiosa en
un pueblo naciente, de que se adminístre
justicia con rectitud: se  evita la distinción
de fueros que podrían causar envidias: y se
reserva la elección de los medios que con-
vendrá emplear para la ejecución del siste-
ma propuesto, á funcionarios inteligentes y
celosos de la conservación y prosperidad de
la nueva colonia de Viequcs.=«Enlerada la
reina (Q. D.  G.) del anterior dictamen, se
ha servido aprobarle en todas sns parles, y
mandar que sea trasladado á V. E. á fin de
que tenga cumplimiento cuanto en él se
propone. Al mismo tiempo, confiada S. M.
en el celo que distingue á V. E.,ha tenido á
bien autorizarle para que al proceder ¿ la
formación del reglamento de administración
de justicia, que deberá regir en la nueva
colonia, altere las bases indicadas por el
Consejo, que estime inconvenientes, oyendo
el voto consultivo de la real audiencia y
dando cuesta al gobierno por esta secreta-
ria.»

Comunicada la anterior al presidente on
27 de noviembre de 1848 se le decia:

■ Y remitida igualmente á las mismas ser.
ciones del Consejo la comunicación de esa
capitanía general de 14- de junio último,
dando cuenta del reglamento redactado; en
vista de su segunda consulta, ha mandado
S. M. se reitere á V. E. la real órden inser-
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En cumplimiento de la real disposición del 27

de noviembre de 1848 que me autoriza para
establecer el órden de administración de jus-
ticia en la isla de Visques, con arreglo á las
bases dictadas por las secciones reunidas
del Consejo real, habiendo oido el voto con-
sultivo de la real audiencia , y de confor-
midad con su parecer, he tenido á bien dis-
poner se ponga en ejecución desde e l \ 5  del
mes de agosto próximo venidero , para su
puntual observancia, el siguiente regla-
mento.

CAPITULO 1.

PARTE CIVIL.

SECCION PRIMERA.

Del juicio verbal ante el gobernador.

Artículo 1.* Las demandas civiles cuya
entidad no esceda de 100 pesos , y las que
Superando esta suma no pasen de la de 500,
se sustanciarán y decidirán en juicio verbal
por ante el gobernador de la isla de Vieques
en calidad de juez real ordinario y con ju-
risdicción privativa.

Art. 2.* En los juicios de esta clase, bien
asi como en todas las actuaciones judiciales,
civiles ó criminales que al gobernador com-
peten según este reglamento , intervendrá
como fiel de fechos el secretario del gobier-
no ú otra persona que al efecto eligiere el
gobernador.

Art. 3.° El interesado en provocar el jui-
cio lo manifestará asi con relación sucinta
del hecho, verbal ó escrita, al gobernador,
quien espedirá cédula citatoria del deman-
dado en que se le prevenga comparezca cou
un hombre bueno y con los medios de jus-
tificación que estime conveniente en tal día,
hora y auditorio, para contestar la demanda
que sobre tal cosa intenta proponer contra
el F.  —Esta cédula se entregará a) mismo
demandante, equivaliendo esto á su citación
formal.

Art. 4.* Para que se practique la del re-
convenido , el ador habrá de requerir con

|* dicha papeleta al sugelo que haga veces de

ta , y se le remita ademas la adjunta copia
del referido informe de las secciones, para
que V. E. proceda nuevamente como en di-
cha real órden se previno á su antecesor. >

En 10  de abril de 1849 se le trasladó la
contestación de Gobernación, que dice:
■Examinado el dictámen de las secciones

de Gracia y Justiciay;Ultramar del Consejo
real , acerca del sistema de administración
de justicia* que convendría establecer en la
isla de Vieques; y evacuando el informe pe-
dido por esa secretaria del despacho á la de
mi cargo eon fecha 5 de diciembre de 1847,
me manda S.  M. manifieste áV. E., como lo
ejecuto de real órden, que este ministerio de
acuerdo con el de Estado se halla conforme
con el sistema de administración de justicia
propuesto por dichas secciones ; porque
atendiendo á las necesidades de aquella co-
lonia llena las miras del gobierno, que de-
ben reducirse por ahora á impulsar la orga-
nización de la referida isla, en términos que
la administración que en ella se establezca,
pueda aparecer mas bien que la causa , la
consecuencia natural de su progresivo des-
arrollo y prosperidad. De  rfeal órden lo
traslado á V. E. para que lo tenga presente
al llevará cabo lo dispuesto en la resolución
que se le comunicó en 27 de noviembre an-
terior. �

En virtud déla autorización dada al ca-
pitán general por la citada real órden de 16
de setiembre, este en 31 de mayo de 1850
ha publicado un reglamento particular de
justicia. Organizada la administración de
esta y los procedimientos de un modo algún
tanto especial , hemos visto al querer tras-
ladar todos los artículos relativos á las ape-
laciones que no pueden ser bien compren-
didos sin los demas que determinan los jue-
ces y la índole de los juicios. Por este
motivo creemos indispensable haber de in-
sertarle á la letra, como lo verificamos , con
lo cual, cuando tratemos de otros puntos de
la administración de justicia en sus artícu-
los respectivos, no habrá mas que refe-
rirse al presente sobre la legislación peca-
liar á cada uno.

El espresado reglamento es como sigue:
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alguacil ó portero, quien constituyéndose
tn la morada de atjuel , se la entregará al
mismo en persona, ó en defecto á la familia
de su casa; y si no encontrare á nadie, lo
liará al vecino mas inmediato, tomando ra-
zón en todo caso del nombre, apellido y ca-
lidad del que la reciba, que pondrá en co-
nocimiento del gobernador.

Art. í).° Si el demandado no concurre
al primer llamamiento , se despachará á su
costa y á petición del actor segundo compa-
rendo en que se le aperciba do precederse á
verificar el Juicio en su ausencia, si esta vez
ño compareciese, surtiendo el fallo los pro-
pios efectos que si hubiere asistido. Pero el
gobernador se cuidará siempre de que entre
la citación y el juicio medie tiempo sufi-
ciente para que los interesados puedan
prepararse.

Art. 6." No es necesario que estos con-
curran personalmente al juicio : podrán ha-
bilitar persona que lo haga en su nombre,
confiriéndoles al efecto autorización en pa-
pel del sello tercero, estendija por ante el
secretario fiel de fechos y dos testigos, que
firmarán con aquel, si supieren hacerlo;

Art. 7 .a Llegada la hora de la celebra-
ción dd  juicio, y presentes actor y reo ó
sus apoderados ante el gobernador con dos
hombres buenos nombrados uno por cada
parte , propondrá el actor su demanda con
las razones en que la funde, y contestará en
seguida el reo ó demandado, deduciendo las
defensas, escepcioues y reconvenciones que
te cumplan , ambos de palabra, si no traje-
sen preparadas sus alegaciones por escrito.

Art. 8?  itera fijar mejor la verdad de
los hechos y asegurar el acierto del fallo,
deberá el gobernador admitir por via de jus-
tificación cualquiera prueba quclos interesa-
dos ofrezcan y sea compatible con la rápida
tramitación de este juicio, ora consista en
documentos ó testigos (como estos no pasen
de tres por cada parte en las demandas de
100 pesos y de 0 en las demas), bien en ju-
ramento que una defiera á la otra ú esta le
devuelva , permitiendo siempre que ambas
se hagan preguntas concernientes al asunto,
ó haciéndoselas el gobernador de oficio para

APELACION.
■■ aclarar los héchós eü qiiehaya discordancia;

y aún caso ñecesario, pbdrá exigir para me-
jor proveer que declaren sobre ello bajo de
juramento.

Art. 9.° Si en la primera audiencia no
hallare el gobernador que el negocio se haya
instruido suficientemente, y las partes ofre-
cieren ndevos documentos ó testigos, podrá
prorogar el juicio para otra , designándola
en el acto , y quedando emplazados para la
misma tes interesados y hombres buenos, sin
necesidad dé nueva citación; y á instancia
fie aquellos puede acordarse la de los testi-
gos de que les convenga valerse, si rehúsan
presentarse Voluntariamente.

Art. 10. Evacuada la prueba ó la con-
testaciod del reo ¡ cuando no la haya, oirá el
gobernador el dictamen de tes dos asocia-
dos; y sin que ténga precisión de confor-
marse con él, dará ante el secretario fiel de
techos el fallo que estime justo, bien en la

I misma audiencia , ó á mas tardar dentro de
cuatro días.

Arti 11. Durante el juicio, el secretario
irá tomando sucesivamente y con la debida
exactitud nota de cuanto en él ocurra , á fin
de que el fallo que recaiga pueda asentarse

I después, con espresion circunstanciada de.
todo losüstadcial de los antecedentes, en un
libi o que el gobernador ha de llevar con el
titulo de «juicios verbales,» debiendo firmar
el acta de cada uno , no solo él mismo con
los hombrea buenos y el secretario, sino tam-
bién los testigos, cuando se hayan presen-
tado para prueba..

Art. 12. En la portada de dicho libro se
estampará el sello dd  gobierno y de Vie-
ques, y todas sus hojas estarán foliadas y

I rubricadas por el gobernador. Las actas se
seguirán una á la otra, sin dejar hojas ni
espacios en blanco, y en cada una se hará
mérito de la relación que el alguacil haya
hecho sobre entrega de la cédula citatoria
del reo, conforme á lo dispuesto en al artí-
culo 4."—Cuando hubiere de salvarse algu-
na enmienda ó enlrercnglonadura se rubri-
cará por las personas mencionadas en el an-
terior.

J Art. 13. Dictada la prov idencin , se har
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parte, ú otra persona á su nombre, sí no
supiere hacerlo, se reputará poder bastante.

Art. 16.  Si los interesados no apelaren
de la providencia del gobernador en el pla-
zo que prescribe el artículo 13 ,  se tendrá
por consentida y pasada en juzgado por mi-
nisterio de la ley sin .necesidad de declara-
ción ulterior, y aquel la llevará á debido
efecto por la vía de apremio, no observando
mas trámites que los precisos para la venta
de bienes.

Art. Í7i Cuando requerido el deudor no
pagaré dente? de segundó dia , se le embar-
garán y Vetíderán en públicd Subasta bienes
suficientes, pregonando lós muebles por tér-
mino de tres dias, y los rdicfes por el de nue-
ve, haciéndolo de tres eh ttts.

Art> 18. Los incidentes que puedan
ocurrir en la ejecución del fallo los resol-
verá el gobernador tie plano t si no fueren
contenciosos ; y siéndolo , como en caso de
qué sobré lós bienes encargados se introdúz-
ca una tercería dé preferencia ó de domi-
nio , habrá dé decidirlos en otro juicio ver-
bal j si fuesen objeto de é l  por su entidad,
quedando entretanto suspensa la ejecución
del primero; Pero si llegare caso en que el
incidente suscitado séa de tnayot cuantía,
entonces el gobernador , con idéntica sus-
pensión y prévlo el competehtfe juicio con-
ciliatorio entre todos los interesados , remi-
tirá á es  los con las diligencias etactiadas,
no habiéndose avenido , al juek de primera
instancia dé Humacao < para que ante él
promuevan el juicio qúe corresponda.

Art. 19. Dicho juez , resuelto que sea
el incidente, lo pobdrá en noticia del go-
bernador con devolución de las diligencias,
para los efectos que , según los casos, fue-
ren consiguientes;

SÉCctON SEGUNDA.

Del juicio verbal en apelación,

Art. 20. Las partes ó sus apoderados se
presentarán al regente dentro del término
del emplazamiento, y le entregarán una pa-
peleta espresiva de la calle y casa en qué

saber á las partés en seguida ; y si la entidad
de la demanda no escede de 100 pesos, será
aquella inapelable y causará por tanto eje-
cutoria. Pero escediendo de esta suma hasta
la de 500, la par-te que se sienta agraviada
del fallo ,. podrá en el acto de notificársele
imponer á la voz 'apelación para ante el re-
gente de la real audiencia de Puerto-Rico,
lo que se hará constar en el acta del juicio,
que siempre deberá estenderse el mismo día
que se concluya. No i dterpon iéndose aque-
lla al tiempo de la notificación, podrá Veri-
ficarse lo mas tarde dentro de los dos dias
siguientes, también á la voz, compareciendo
la parte ante el gobernador y fiel de fechos,
y ajustándose á continuaciod del acta dili-
gencia formal que firmarán todóst Si la parte
no supiere, lo hará á su nombre un testigo
á ruego.

Art. 14. La apelación siempre deberá
admitirse solo en el efecto devolutivo ; y
como quiera que se interponga, el goberna-
dor, sin que sea precisa petición de parte,
dispondrá se saque desde luego testimonio
íntegro del acta, y en su caso de la diligen-
cia espresada en el artículo precedente;
cuyo testimonio, autorizado cotí su firma-,
la del secretario fiel de fecho y sello del go-1

bierno, lo remitirá por el correo mas inme-
diato á costa del apelante á dicho jueá su-
perior de alzada , citando y emplazando á
las partes para que por sí , ó por medio de
apoderado, comparezcan ante el mismo con
sus respectivos hombres buenos en el im-
prorogable término de veinte dias á contar
desde el de la remisión del testimonio.—4Al
efecto se pondrá en este la fecha en que se
remite.

Art. 15. En el acto del emplazamiento
manifestarán las partes si -han de concurrir
al juicio de apelación por si mismas ó por
apoderado;- y en el último caso espresarán
la persona ó personas á quienes dan su po-
der con facultad de sustitución, pudiendo
nombrar abogados ó procuradores de esta
capital , ó cualesquier otros sugetos idóneos
y de su confianza que dentro ó fuera de ella
residan. Dicha manifestación firmada por el
gobernador , secretario fiel de fechos y la
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habitan en esta capital , á fin de que pueda
citarles oportunamente por medio de un al-
guacil de la real audiencia , para que con-
curran á la celebración del juicio con sus
respectivos hombres buenoA en el día , ho-
ra y lugar que les señale.' La citación será
verbal.

Art. 21. Si el apelante, ó su apoderado
no compareciesen dentro de aquel término,
el regente lo comunicará al gobernador. ; y
teniéndose por desierta la apelación, adqui-
rirá el fallo de este la -autoridad de cosa
juzgada. Citando en tal caso la pírte apela-
da hubiese comparecido, podrá reclamar
ante el gobernador que el apelante le in-
demnice de los gastos , daños y perjuicios
que le haya ocasionado la apelación desier-
ta, á cuyo efecto k y á petición suya, el re-
gente ordenará que el escribano de cámara
le libre, con su V.* B.°, certificación de la
comparecencia en tiempo hábil.

’Art. 22. Si se presentare el apelante,
pero no el apelado, el regente procederá á
conocer en rebeldía, oyendo á aquel y á su
hombre bueno en la hora que les pretigc.

Art. 23. El juicio verbal en segunda
instancia se sustanciará por dicha autoridad
del mismo modo que el de la primera, con
la diferencia de que solo podrá admitir la
prueba que las partes alegaren en el acto,
desechando siempre la propuesta, admiti-
da ya ante el gobernador, ó la directamen-
te contraria.

Art. 24. Sustanciado el juicio, el regen-
t e ,  hecho cargo del testimonio remitido por
aquel y de Jo nuevamente actuado , pronun-
ciará de plano por ante el escribano de cá-
mara de la real audiencia el fallo que sea
justo, confirmando, revocando ó enmen-
dando el dictado por el gobernador.

Art. 25. Cuando sea confirmatorio y
manifiesta la temeridad del apelante , con-
denará á este en las costas , y ademas en la
indemnización de gastos, daños y perjui-
cios á favor de la parle contraría , si com-
pareció por sí ó por apoderado que, resi-
diendo fuera de la capital , haya venido á
ella para la celebración del juicio. El re-
gento fijará la cantidádcn que estime aque-

APELACION.
llos , según las circunstancias del caso ; pero
no podrá esceder nunca de 50'pesos

Art. 26. Si el fallo fuese revocatorio ó
modificativo, su ejecución corresponderá
al gobernador, quien hará cumplir con toda
exactitud y bajo su responsabilidad lo de-
terminado por el regente. Siendo confirma-
toria la providencia de este,  romo entonces
nada hay que ejecutar en el fondo del ne-
gocio controvertido, se atendrá aquel á
exigir del apelante las costas, y en su caso
la cantidad de que habla el anterior artícu-
lo,  siempre que en esta capital no se hayan
satisfecho una y otras.
< Art. 27. Las actas de los juicios verba-'
tesen segunda instancia se estenderán por
la escribanía de cámara á continuación de
los testimonios remitidos por elgobernador.
En ellas habrá de insertarse el fallo que
recaiga con espresion sucinta de los ante-
cedentes; y cada una será firmada solo por
el regente y el mismo escribano, quien cui-
dará de conservar legajados dichos testi-
monios y actas subsiguientes por el,órden
cronológico de fechas.

Art. 28. Dentro de los cuatro días pos -
tenores al de la celebración del juicio , e l
regente trasmitirá al gobernador una copia
del acta en papel del sello 3.’ , autorizada
por el escribano de cámara con su V.* B . ’y
el sello de regencia. Si las partes pidieren
compulsa, dicho escribano sola franqueará
por los derechos correspondientes.

CAPITULO II.

DE LOS NEGOCIOS DE MAYOS CUANTIA i
JUICIO DE CONCILIACION.

Art. 29. Los negocios que escedan d«
500 pesos se llaman de mayor cuantía, y no
podrán ventilarse verhalmente sino por
medio de juicio escrito ante el juez de pri-
mera instancia de Humacao sin distinción
de fuero; pues para lo civil , todos los ha-
bitantes de Vieques se hallarán sujetos al
común ordinario.

Art. 30. Dicho juez , á no ser en los
casos escepluados por el real decreto de 26
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Art. 3A. - El dictamen de  los asociado*

don que se hubiesen conformado las partes
ó la providencia del gobernador consenti-
da, terminarán absolutamente el litigio, sur-
tiendo el efecto de. verdadera transacción.
Cuando con esta última no se hayan aquie-
tado, todavía eígobe mador las exhortará á
que por so propio bien comprometan la
contienda en amigables componedores que
por vía de equidad y según su leal saber y
entender la ajusten y decidan. Si las partes
lo acordaren asi ,  concertarán definitiva-
mente en el acto mismo de la conciliación
las bases del compromiso, á cuya estricta
observancia quedarán ligadas ellas y los
compromisarios, luego que acepten su en-
cargo.

Art. 3b. La ejecución de las transaccio-
nes, convenios ó providencias consentidas
en los juicios de paz, corresponde al go-
bernador, quien á instancia verbal de cual-
quiera de las- partes y con asistencia del se-
cretario fiel de fechos hará se lleven á efec-
to por la vía de apremio sin escusa ni ter-
giversación alguna. Pero si al verificarlo se
suscitare algún incidente contencioso de
mayor cuantía, entonces, prévio juicio de
conciliación entre todos los interesados v
caso de no avenirse , los remitirá con lo
obrado al juez de Humacao para que en jui-
cio escrito le determine con arreglo á dere-
cho, quedando en el ínterin suspensos los
procedimientos del gobernador. Resuelto e!
incidente, dicho juez se lo comunicará á
este, devolviéndole Jas diligencias páralos
efectos oportunos.

Art. 56. Con las mismas formalidades
que prescribe el art. 12, el gobernador lle-
vará un libro con el nombre de «juicios de
paz» donde se entiendan por acta espresiva
de si las partes se han conformado ó no con
el diclámen de los hombres buenos; de la
providencia que el gobernador dicte en ca-
so negativo; de si aquellas se aquietaron ó
no con la misma; de la exhortación que en
este último caso les ha de hacer para que
comprometan sus diferencias; de si se han
avenido ó no en el compromiso y bases que
para él fijaren cuando lo hayan hecho. Cada

«le setiembre de 1835 , no admitirá ninguna
demanda civil ni ejecutiva sin que el actor
acompañe certificación de haber intentado
el medib conciliatorio ante el gobernador
de Viequcs, quien privativamente ejercerá
el cargo de juez de pazco los negocios que
espresa el artículo anterior.

Arl. 31. Para que se practique el juicio
de  conciliación , bastará que el demandante
se lo pida verbalmente al gobernador, quien
prevendrá sin demora la citación del de-
mandado por medio del alguacil ó portero.
Si no acudiere al primer llamamiento, el
gobernador mandará citarle segunda vez á
costa suya , conminándole con una multa

■ de 2 á 10  pesos, según las circunstancias
del caso y de la persona y si aun asi no
compareciese , dará aquel por terminado el
acto, espedirá al demandante certificación
de haberse intentado la conciliación y de
no haber tenido efecto por culpa del de-
mandado , declarando á este incurso en la
multa, que leexigirá desde luego.

Art. 52. Las partes podrán apoderar
persona que asista en su nombre al juicio
de paz, debiendo hacerlo én la forma pre-
venida en el arl. 36, y espresando siempre
que el poder es para este objeto.

Art. 55. Con el demandante y deman-
dado ó sus apoderados deben concurrir
también al juicio dos hombres buenos nom-
brados uno por cada parte; y constituidos
todos en presencia del gobernador y secre-
tario fiel de fechos, oirá el primero por su
órden las pretensiones respectivas de aque-
llos y fundamentos que aleguen en su apo-
yo: pedirá en seguida el parecer délos aso-
ciados, que se  esforzarán siempre en buscar
medios pruduntes para reducirlos á la paz:
si no lo consignen, el gobernador en vista
de todo pronunciará en el acto ó lo mas lar-
de dentro de cuatro dias la providencia con-
ciliatoria que estime mas propia, para evi-
tar ún litigio formal entre los mismos; te-
niendo entendido que, al dictaraquella,mas
bien debe hacerlo como un amigable compo-
nedor que trata de arreglar una transacción,
que no como un juez que aplica estricta-
mente al caso los preceptos de la justicia.
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acta deberá firmarse por el gobernador, los
hombres buenos y los interesados si su-
pieren.

Art. 37. Cuando estos últimos no acep-
tasen el fallo conciliatorio y rechazasen tam-
bién la idea del compromiso, se dará ni que
la pida certificación literal del acta del jui-
cio para los efectos mencionados en el artí-
culo 50.

Art. 58. El mismo gobernador conocerá
también, como juez real ordinario, en todas
las diligencias judiciales sobre asuntos civi-
les, aun de mayor cuantía, hasta que lle-
guen á,ser contenciosos entre partes; en cu-
yo caso, previo juicio de paz, deberá remi-
tirlas al juez de primera instancia de Hu-
macao. Igualmente podrá, á solicitud de
parte, conocer en aquellas diligencias que,
aunque contenciosas y de entidad njayor
que la de 500 pesos, sean urgentísimas y no
den lugar á acudir á dicho juez letrado,
como la interposición de un retracto, inter-
dicto de despojo, prevención de un inven-
tario y otras de igual naturaleza, remitién-
dolas al mismó en su caso, una vez evacua-
do el objeto en aquella parte que la qrgeq?
cia requería.

Art. 59. Cuaqdo la demanda ante el go-
bernador fuere sobre retención de efectos
de un deudor que intente sustraerlos, ó so-
bre algún otro pqo|o de igual urgencia, y
se pidiere que aquel provea provisional-
mente para evitar los perjuicios de la dila-
ción, lo h rá as j pl gobernador sin demora, y
procederá inmediátanjenle al jqicio de paz.

Art. 40, El juez de Humacao en  la sus-
tanciacion y decisión de las demandas ciyi-
les se arreglará á derecho,

CAPITULO III,

PARTE CRIMINAL.

SECCION PRIMERA.

bel procedimiento por fallas é injurias li-
vianas.

Art. 41. El gobernador conocerá enjui-
cio verbal de los negocios sobre injurias li-

vianas, riñas y faltas de poca entidad, aun-
que intervengan ofensas de obra, siempre
que no causen herida, contusión ó daño no-
table, ni haya habido intervención de ar-
mas.

Art. 42. Luego que aquel reciba queja
de haberse ejecutado un espeso de esta cla-
se, dispondrá se citen las parles para la ce-
lebración del juicio, el cual se  sustanciará y
decidirá en la forma y modo que se ha pres-
crito para los negocios civiles.

Art. 45. Si la parte ofensora se negase
á comparecer al juicio verbal, el goberna-
dor la hará conducir arrestada para solo el
acto de su celebración; mae si es el ofendi-
do quien rehúsa presentarse, se entenderá
que perdona, y no se verificará el juicio.

Art. 44. Las providencias que en aquel
se dicten serán inapelables; pero la pena que
se imponga habrá de ser puramente correc-
cional, y nunca podrá estenderse á mas que
4 un mes de arresto ó mulla de 20 pesos,
reprensión verbal, apercibimiento para el
arreglo 4» conducta en lo sucesivo y conde-
na en las costas del juicio. A los esclavos
podrá imponérseles hasta el número de 25
azotes.

Art. 45. El gobernador, llevará con se-
paración para los juicios verbales en mate-
ria criiqinal qn libro arreglado á lo que pre-
viene el artículo 12.

SECCION SEGUNDA.

I)e4 procedimiento por delitos.

Ar|, 4fi. lluego que en la isla de Vieques
se coipela algún delito, procederá el gober-
nador, bien de oficio ó á instancia de parte,
á formar con la mayor actividad las prime-
ras diligencias del sumario, dirigiendo todo
su coqato á descubrir y acreditar legamen-
te la ejecución del delito y sus circunstan-
cias, y quiénes hayan sido los autores, cóm-
plices ó ausiliadores.

Art. 47. Al efecto, sin perjuicio de so-
correr inmediatamente al ofendido, si peli-
gra su existencia ó la seguridad de su per-
sona y bienes, procederá á su examen y á
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fechos, quien le' acompañará en todas las
demas actuaciones y diligenciasdel sumario.
A unos y otros no les deberá hacer nunca
sino preguntad directas y de ningún modo
capciosas ni Sugestivas; y será estrecha-
mente responsable, si para hacerlos decla-
rar á sn gusto', empleare alguna coacción
física ó moral , ó alguna promesa , dádiva,
engaño é impropio artificio.

Art. 51.  Cuando el delito que dió mar-
gen á la causa , merezca ser castigado con
presidio ú otra mayor pena, el gobernador,
rastraido el sumario , pero sin tomar la con-
fesión al roo , remitirá á este con lo obrado
al juez competente , quien continuará la
causa conforme á derecho. En el fuero co-
mún será juez compotente el de primera
instancia de Humacao, y los fallos que pro-
nuncie vendrán en apelación ó en consulta
al tribunal superior de la real audiencia.

Art. 52. Las causas en que se proceda
por delito por el que no debia imponerse al
reo alguna de las penas indicadas en el ar-
tículo precedente, serán sustanciadas y de-
cididas por el mismo gobernador con juris-
dicción privativa en la primera instando.

Art. 55. En ellas , una vez conclusas
las primeras diligencias , recibirá al reo- su
confesión con cargos , para lo que le habrá
de leer íntegramente las declaraciones y du-
cu mentes en que se funden con los nombres
de los testigos ; y si por ellos no tos cono-
ciere , deberá darle cuantas Señas quepan
y basten , para que puefia venir en conoci-
miento de quienes son. No podrá hacer
otrqs cargos que tos que efectivamente re-
sulten del sumario, pi otra? reconvenciones
que las que racionalmente se deduzcan de
lo que responda el confesante , debiendo
abstenerse el gobernador de agravar unos y
otras oon. calificaciones arbitrarias , y de
evacuar Jas citas que se bagan en la confe-
sión , las cuales deben quedar para que el
tratado como reo pruebe después lo qpp le
convenga.

Art. 5¿. En cualquier estadq, gn que
aparezca ser inocente el prpccsado uo solo
le pondrá inmediatamente en libertad sin

|i costas algunas, sino que ademas sobreseerá

instruir con toda eficacia la correspondien-
te información sumaria de testigos en solo
lo que baste para comprobar la verdad de
los hechos; al reConocimientó de los obje-
tos, vestigios á señales materiales del deli-
to, ai las hubiere ; á recoger todos los ins-
trumentos ó efectos con que pueda haberse
cometido; á arrestar eú los casos de alguna
gravedad á las personas que aparezcan reos,
ó que por algún motivo racional ó indicio
suficiente se presuma ó sospeche que lo son|
no menos que al embargo de  bienes cuando
el delito lleve consigo responsabilidad pe-
cuniaria, aunque solo en la cantidad áque
esta pueda estenderse; y tomará, en fin,
todas las demás disposicionesque el eelo y
prudencia' sugiera , segun la naturaleza ¿
índole de los diversos caspa , cuidando siem-
pre de omitir la evacuación de aquellas
citas y la práctica de aquellas diligencias
que sean superfinas ó inútiles.

Art. 48. A toda persona arrestada ó
presa , que no lo esté por razón de pena
correccional aplicada ó de juicio ya pro-
nunciado, le recibirá declaración sínfito
alguna dentro de las 24 horas de hallafó
en la prisión ó apresto; y si no pudiere ha-
berlo por urgencias preferentes del servicio
público , espresará el motivo en el proceso,
cuidando de que dentro de dicho término
se  informe á aquella de la causa porque lo
está y del nombre del acusador si lo hubie?
re , recibiéndose la declaración tan pronto
coipo er pueda.

AlL 49- El gobernador no podrá poner
ó reteper á nadie en prisión ó arresto sino
por algún motivo racional bastante en que
no haya arbitrariedad, según se indicó ya
en el artículo 4"-“Tampoco podrá morti-
ficar A ninguna pejrsqna [ralada como reo
con hierros , ataduras , qi piras vejaciones
que po sean precisas para su seguridad, ni
tenerla en incomunicación , sino cuando lo
exija la naturaleza de las averiguaciones
suiparia$, y por soto aquel tiempo qup sea
realmente necesario.

Art. SO. Los procesador y testigos serán
precisamente juramentados y examinados
por el gobernador ante el secretario fiel dp

TOMO III.
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desde luego respecto á él ,  declarando que
el procedimiento no le pare ningún perjui-
cio en su reputación. Sobreseerá asimismo
cuando, evacuada la confesión, viere que no
hay mérito para pasar mas adelanto, ó que
el procesado no resulta acreedor mas que á
alguna pena leve que no pase de repren-
sión, arresto ó mulla, en cuyo caso la apli-
cará al proveer el auto de sobreseimiento,
causando este ejecutoria.

Arl. 55. Si recibida la confesión no pu-
diere sobreseerse por merecer el reo pena
mayor que las indicadas, pero que no  esce-
diese de cuatro meses de prisión, ó de 50
pesos de multa, ó bien de 50 azotes en dos
tandas con el intervalo necesario siendo es-
clavo, podrá decretarla el gobernador, y
será ejecutoria desde luego, siempre que el
reo ó reos se conformen con ella. — Esta con-
formidad debe hacerse constar en la causa,
debiendo firmarla el reo ademas del gober-
nador y secretario, y no sabiendo, un testigo
á su ruego.

Árt. 56. Si el reo no se conformase con
ella, ó fuese mayor pona que esta y menor
que 1a de presidio, se continuará la causa
en la forma que prescriben los artículos s i -
guientes.

Art. 57. Recibida que sea la confesión,
se conferirá traslado al reo por el término
de seis dias, á no ser que hubiese acusador;
en cuyo caso se le dará primero vista por el
mismo termino.—Este no podrá prorogarse
sino por justa causa queseesprese en el
proceso, y por el tiempo absolutamente ne-
cesario, procurando, siempre que sea posi-
ble, que la próroga no esceda del que se
deja designado.

Art. 58. Por medio de otrosíes en ios
escritos de acusación y defensa, deberá ne-
cesariamente cada parte articular toda la
prueba que viere convenirle ó renunciar á
ella, espresando en uno y otro caso, si se
conforman ó no con todas las declaraciones
del sumarió.

Art. 59. Si las partes de consuno renun-
ciaren la prueba y se  conformaren con todas
las declaraciones del sumario, habrá el go-
bernador por conclusa desde luego la causa,

y dichas declaraciones, aunque no ratifica-
das, harán plena fé en aquel juicio. Pero
si alguna de las partes articulare. prueba, ó
espusiese que no se conforma con todas las
declaraciones del sumarie, el gobernador
recibirá inmediatamente la causa á prueba
con calidad de todos cargos por un  término
común y proporcionado que no pase de  diez
dias, el cual , á petición de cualquiera de
las partes, si para ello espusiere en autos
algún justo motivo , podrá ser prorogado
hasta veinte dias , cuando hubiere de prac-
ticarse alguna prueba fuera de  la isla.—
Este término se entiende también impro-
rogable.

ArU 60. La ratificación de aquellos tes-
tigos con cuyas declaraciones no se confor-
me alguna de las partes, y las demás prue-
bas que por estas se articulen , se ejecuta-
rán dentro del término probatorio con ci-
tación de todos los interesados , los cuales
podrán asistirtir por s í ,  ó por medió de
persona que diputen , al cotejo ó compulsa
de documentos y al examen ó ratificación
de los testigos , y á hacer á estos con la de-
bida moderación y regularidad las pregun-
tas que estimen , debiendo contestará ellas
el repreguntado , ú menos que el goberna-
dor Jas decláre impertinentes ó impropias,
pudiendo ademas dentro del mismo término
poner y probar las tachas de los testigos
presentados en el plena rio.

Arl. 61. Cumplido d término probato-
rio y acreditado así por nota del secretario,
unirá este á la causa las pruebas. practica-
das , poniéndola en poder del gobernador
para sentencia.

Art. 62. Si dentro de los tres primeros
días qué obre la causa en su poder , hallare
el gobernador en ella defectos sustanciales
que subsanar, 6 faltaren algunas diligen-
cias precisas para el cabal conocimiento de
la verdad , acordará que para mejor proveer
se practiquen sin pérdida de momento todas
las que sean indispensables , bajo su res-
ponsabilidad en el caso de dar con esto
margen 4 innecesarias dilaciones.

Arl. 63. Si no hubiere que practicar
ninguna de aquellas, dictará dentro del pe-
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derechos judiciales, tanto él como sus 'su-
balternos observarán e| arancel que rija en
el territorio de  esta real audiencia.

Art; 70. Cuando el gobernador se esce-
diere de  las facultades que en  este regla-
mento se le otorgan, ó de  cualquiera otra
manera abusare de  sus atribuciones judi-
ciales, la parte agraviada podrá nsar del re-
curso de  queja ante el  juez superior com-
petente. Puerto-Rico 51 de mayo de  1859.
—Juan de  la Pezuela.

rn.apts.tN.

La organización judicial de Filipinas, en
un todo análoga á la de la Habana, después
del establecimiento de  los alcaldes mayores,
y tenientes gobernadores, que todos son
jueces letrados, como se ve por el real de -
creto de  25  de  setiembre de 1814, no ofrece
nada de especia).

APELLIDAR : APELLIDO.
Para comprender la significación primitiva
que se atribuyó á estas voces, basta exami-
nar su etimología , las costumbres de  nues-
tros mayores y la legislación antigua de
España. En cuanto á la etimología , lo que
dice Covarrubias es lo que creemos mas

. exacto : es, dice , aclamar tomando la vos
del rey , como AQUI DEL REY: ó VIVA EL REY; y
entre las pai vialidades declarándose á voces
por ana delias. D/jose del verbo apello apella#,
que algunas veces significa allegarse. De  es-
tas palabras se infiere , que apellidar era y
se  entendía por llamar , convocar , congre-
gar á cierto número de personas que vivían
en común , habitaban un mismo territorio
y tenian lazos é intereses mutuos para al -
gún fin en que todos se hallaban interesa-
dos.  Esta esplicacion va de  acucrdocon nues-
tras antiguas costumbres; según las cuales,
era muy frecuente hacer estos llamamien-
tos estraordinarios y solemnes de los habi-
tantes de una localidad ó distrito , para de-
fender sus  propiedades, cuando se veían ame-
nazadas ; cspulsar ó rechazar á los invaso-
res que se entraban por las tierras, recupe-
rar lo que á cada uuo , ó al común hubie-
se  sido robado, etc. ,  lo  cual sucedía tanto en

rentorio término de  sets días, y sin necesi-
dad de  nueva citación, lá sentencia definí ti-
va, que será notificada á las partes inme-
diatamente.

Art. 64. Estas podrán apelar dentro de
los cinco días siguientes al de  la notifica-
ción para ante el tribunal ordinario de  a l -
zada de su  respectivo fuero, que en lo co-
mún será la real audiencia de Puerto-Rico.
Interpuesta aquella, el gobernador la admi-
tirá siempre en ambos efectos, y remitirá
por el correo inmediato los autos originales
á la superioridad que corresponda, previa
citación y emplazamiento de  las partes por
termino de  veinte dias. .

Art. 65. En. el acto del emplazamiento
se les hará saber nombren procurador y
abogado que les defiendan en  el tribunal su-
perior. Si lo  hicieren así ,  esta manifestación
firmada por el secretario fiel de  fechos y las
partes ú otra persona á su nombre, si no su-
pieren hacerlo, se tendrá por poder bastan-
te. Cuando no  hayan efectuado dicho nom-
bramiento, lo hará de  oficio el tribunal de
segunda instancia.

Art. 66. Si las partes no se alzaren del
fallo del gobernador dentro del plazo que
señala el artículo 64-, causará ejecutoria, y
desde luego le  llevará aquel á debido efecto.

Art. 67. Tratándose de  injurias que,
aunque no  livianas objeto de  juicio verbal,
se  repara le ofensa sin detrimento de la jus-
ticia con la simple condonación del ofendi-
do, el gobernador no admitirá querella, á
no  haber precedido ante él juicio concilia-
torio sin avenencia de las partes. Pero las
injurias graves por su naturaleza ó circuns-
tancias, en  cuyo castigo toma la sociedad
un  interes directo por mas que  no las recla-
me  el agraviado, serán objeto de juicio cri-
minal escrito, sin necesidad de  que preceda
el acto de  conciliación.

Art. 68. En los delitos ó faltas puramen-
te militares, los reos serán juzgados y pe-
nados por sus respectivos jefes conforme á
ordenanza. "

Art. 69. El gobernador se atendrá en
cuanto al uso de papel sellado á la real cé-
dula de  1850; y por lo relativo al cobro de
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tiempo de paz, como de guerra , asi de par-
le de vecinos audaces y revoltosos , como de
enemigos armados , que hacían guerra mas
uniforme y sostenida ; y en general y prin-
cipalmente, cuando parcialidades diversas
se ponían en continua colisión y en decla-
rada guerra. Por cuya razón se apellidaba
á las gentes que correspondían á cualquiera
de ellas, para los indicados fines,y se usaba
del apellido , ó llamamiento , por medio de
señales fijas y previamente acordadas y
'convenidas , por loque de campanas , de
trompetas ó de cualquier otro instrumento
'ó síguo de convocación, alarma y concurren-
cia. Estas costumbres fueron en España una
tradición continuada ó semejante á la de
ulros pueblos mas antiguos, ó coetáneos.

Entre los españoles es sabido que en las
guerras contra los moros era el grito ó ape-
llido mas usado , el de Santiago cierra Es-
paila entre los franceses JZonl Foi Saint
Denis; y entre los mahometanos la voz de
Alá,  Alá,  muchas veces repetida.

«A veces en un mismo ejército Lbabia dos
apellidos ó gritos de guerra , cuando este se

"hallaba compuesto de dos diferentes nació-
mes :  así en  la batalla dada entre Enrique
>de Trastaniara y Pedro el Cruel en 1569,
>los españoles del partido de Enrique grita-
� ron Castilla al  rey Enrique* y los franceses
-ausiliares mandados por Bertrán de Gues-
>clin: Nuestra Señora y Cues clin.»

Los gritos particulares que daban los ge-
fes durante la batalla y al que respondían
los soldados é vasallos, servían para reu-
nidos y atraerlos á sus respectivas bande-
ras , y para que unos y otros pudieran co-
nocerse y distinguirse en los momentos bor-
rascosos y urgentes de las acciones de
guerra.

De estas costumbres se conservan en
nuestras leyes importantes documentos, que
sirven á su esplicacion y comprobación. La
ley 24  , tit. 26 ,  part, 2 ,  es bastante esplí-
cila sobre esta materia. Según ella , la voz
apellido equivale á llamamiento que em-
plean los hombres para reunirse y defender
lo suyo , cuando reciben daño ó violencia,
indica los varios modos de hacer estos lia-

momientos, tales son la voz humana, la»
campanas, trompetas, timbales, tambores,
ó cualquiera otra señal que produzca soni-
do y llame la atención. Hechos en tiempo
de paz ó de guerra» determinan la obligación
en que están todos cuantos los oigan, á sa-
lir desde luego á pie ó á caballo , hasta re-
cobrar lo que hubiesen perdido. En la ley '
25  del mismo titulo y partida , se hace
mención de los apellidos en tiempo de guer-
ra y previene lo que deben ejecutarlos con-
vocados para asegurar sus propiedades , an-
tes de partir ; les advierte que vayan bien
prevenidos, para evitar emboscadas , com-
binando los medios de defenderse y ofender
al enemigo: y por último , dispone , que
los que siguen el apellido, tienen derecho á
repartirse cuanto arranquen á los enemigos,
hechas las deducciones debidas que en la
misma ley se contienen.

De estos antecedentes se deduce , que la
primitiva y originaria significación de la
palabra apellido era la de una convocatoria
ó llamamiento de personas , enlazadas por
algún motivo de  común ínteres , para de-
fenderse y protejerse contra las tentivas ó
invasiones de otros parciales contrarios, ó
de verdaderos enemigos. ■

Esta definición y la esplicacion que la pre-
cede, nos comiirce á la otra significación de
la misma palabra qnc está mas en uso y es
la qne hoy conserva. YaCovarrubias, antes
citado» lo dice con estas palabras: asi los del
apellido se juntan y llcgán á su parcialidad,
be  aqui los nombres do las casas principales
se llamaban apellidos , porque los demas se
allegaban d ellos, y unos eran Oñe: , y Otros
Gamboa. De manera que , no conservándo-
se actualmente » ni la costumbre antes es-
plicada , ni la voz que la designaba, fuera
de las provincias de Cataluña en que se
han mantenido estos usos, la voz sin embar-
go ha llegado hasta nosotros, sirviendo hoy
para designar, no ya el  acto , sino el signo
de la parcialidad, comarca, pueblo, sitio etc.
que facilitaba la reunión de los parcia-
les v asociados en una ¡dea é ínteres idénti-
co y común. Por esta causa se esplica que

I haya apellidos que son nombres de lugares,
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otros de  provincias , muchos do proceden-
cia genealógica de otras personas, no po-
cos de profesiones , de nombres propios, de
edad, de  defectos, etc.;  y en  una palabra de
todas J3s causas lijas ó eventuales que dieron
origeft á una denominación ó á un apellido
en el sentido antes esplicado. Por consi-
guiente podemos ya con seguridad y acier-
to dar idea de  la significación del apellido
en su último estado , diciendo: es el
nombre orignario del Hnuge ó de  las familias
que fija su  procedencia y la filiación de  sus
individuos,  tomo partes que  4 ellas pertene-
cen , y que se formó por la celebridad de  al-

gún hecho-, de  algún lugar,  ó de  alguna perso-
na de  donde arrauca su origen.'

Según esta definición y las esplicacioucs
que anteceden , se ve con bastante claridad
el origen y causas de  los apellidos , sin que
en medio de la irregularidad y desigualdad
con que han llegado á tener consistencia las
instituciones humanas, dejemos de recono-
cer algunas anomalías , ó escepcioncs á la
regla mas común , que para estudiarlas tie-
ne que establecer la ciencia, cuando entra
con el criterio dé la  razón, á examinar su
historia y las vicisitudes que sufrieron. Es-
ta es una tarea difícil , pero casi siempre
útil ; porque los orígenes de las cosas
encierran un fondo de  lilosofia , que en
vano desconocerían los hombres acostum-
brados á apreciarlas por el lado de  la super-
ficialidad y por el aspecto mas deslumbra-
dor y estraño.

No estamos en el caso por ser ageno á
nuestro plan,  de ocuparnos Coh mas esten-
sion del origen é historia de los apellidos
en el sentido que vamos hablando: pero en-
tiéndase que podríamos citar muchos he-
chos capitales que contribuirían sin duda á
ilustrar mas y mas esta materia, sacados
de  la historia sagrada , y de la profana , en
los cuales se ve  palpablemente la causa cier-
ta que hemos asignado á la formación de
los apellidos cu las naciones europeas, que
desde los siglos medios comenzaron á hacer
uso de  este signo de filiación , ó de distin-
c ión  entre unas y otras familias.

La distinción sin embargo mas regular y
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ordenada de  nombres y apellidos , fue de-
bida principalmente en lo antiguo á los ro-
manos , destinados el parecer por la Provi-
dencia para inventar » introducir y probar
las reformas útiles á la civilización del gé-
nero humano. Aunque no en los principios
de su naciente sociedad , sino mas adelan-
te , y según la opinión de algunos escrito-
res , cuajado se verificó su Union con los
sabinos , se reconocieron en aquella repú-
blica : el prxnomen , el agnomen y cogno*
inen, «Los pre-nombrvs, eran personales á
■los individuos que los usaban como entre
■nosotros k> son los nombres de bautismo.
■La sola diferencia que había era , que cn -
■ tre nosotros los nombres de bautismo son
■casi inlini toa , mientras que entre l o s  ro
■manos solo había para todas las familias
� unos treinta pre-numbres los cuales se iban
sucesivamente repitiendo entre ellos.»

El ¿u/itomcn equivalía ¿ nuestros apelli-
dos , denotando al individuo y la raza gens
de donde descendía, cuyos nombres acaba-
ban en  tus como Marlius , Qaint ius ,  Poslhu-
mius.

El corjHonirti indicaba la rama de la fami-
lia de la casa á que pertenecía el individuo.
Estos terminaban en na , alguna vez en o , ó
en ur ,  y nunca en tus: como llrulus, Lotus,
T-acilus , Cicero , Ligar.

Sobre el uso de estos nombres ofrece la
historia de aquel pueblo varias singularida-
des que pueden consultarse, mas como
asunto de  curiosidad y de instrucción , que
como materia de cuestiones jurídicas y ad-
ministrativas.

Sabido es  que e|  tiempo en que verdade-
ramente empezaron á emplearse ios ape-
llidos entre nosotros con regularidad, se
rclicre al siglo XI tomando los nobles los
nombres de  sus feudos, y los plebeyos y .
feudatarios, el de  las profesiones, ó de los
oficios que cgcrcian y de  otras fuentes, ya
indicadas antes,  y que son conocidas en la
historia de nuestro país. Porque ni nuestros
mayores, ni los pueblos que invadieron la
Europa para repartirse las  inmensas pro-
vincias de  Boma, empleaban sobrenombre
alguno que los distinguiese. La mayor par-

Lorenzo Arrazola



246
te, pues, de los apellidos proceden de! título
de las propiedades, ó de los pueblos de que
eran señores los nobles que trasmitieron
apellido á su familia , y á este origen se de-
be que aun hoy sea el artículo de ó del una
partícula que supone ascendencia novilia-
ria, pues indica que tal familia egercia domi-
nio en tal fortaleza ó tal pueblo. .

Otros muchos apellidos espresaron en  su
principio las cualidades , la profesión ü ofi-
cio del que los llevó primero. Otros se deri-
van de los nombres propios de los padres,
y son todos los que llamamos patronímicos,
como por ejemplo , Perez de Pero (Pedro),
López de Lope» Sánchez de Sancho, Gon-
zález de Gonzalo, etc.

Bastantes se derivan también del pueblo,
de la provincia y aun de la nación del que
los adoptó ■, no pocos de plantas , de )os
ejercicios dé la agricultura, etc., y algunos
también de las inclinaciones y aun de los
defectos de las personas.

En España hay asimismo ciertos apellidos
que recuerdan gloriosos hechos de armas y
acciones heroicas, y que fueron el premio

1 que los monarcas ó la multitud concedieron
á varones esforzados : tales son Guzman el
Rueño, Girón (Tellez de), Vargas, Machuca
y otros varios.

A primera vista se descubre la grande
importancia pdra la conservación del orden
social, para la paz de las familias, para la
distribución de bienes , y en fin , ppra infi-
nitos objetos que no nos detenemos áespo-
ne<s de  que se conserven los nombres y so-
brenombres, ó bien los apellidos délas fa-
milias en los individuos que á ellas corres-
ponden con ciertos derechos y obligaciones.
Aunque la administración pública podría
valerse de otros medios para conocer á los

. súbditos, exigirles el cumplimiento de cier-
tos deberes y facilitarles el goce de ciertos
derechos , no hay uno que pueda sustituir
á teste, singularmente porque va ligado á
todos los actos de la vida y á todos los en
'que la legislación civil y criminal tiene que
apreciar el mérito y la justicia de  las per-
sonas.

Por esta causa sé ha atendido en general
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y desde que se hicieron los apellidos comu-
nes en Europa , á que no se alterasen los
que á cada rama de! tronco originario cor-
responden, en Jas personas que de ellos des-
cienden. Las legislaciones todas se han
ocupado do este punto, y han adoptado dis-
posiciones con tendencia á este fin, que
prueban la importancia en que han tenido
sus autores esta medida de órden y de re-
gularidad.

lia habido , sin embargo , muchos abusos
é infracciones de la regla común, habiendo
sucedido algunas veces que hijos de unos
mismos padres han tomado apellidos di-
versos , sin mas reglas que la voluntad de
aquellos , aunque siempre fundada en algún
motivo frívolo, ó en alguna razón de menos
valer, en comparación de la poderosísima que
aconseja la tradición constante del mismo
signo de filiación y de dependencia. El abuso
se toleró por las leyes y los gobiernos , y
aun se canonizó , cuando se trató de las fun-
daciones vinculares, ó de los mayorazgos,
en algunos de los cuales se atendió con pre-
ferencia á la cualidad afectiva del fundador,
permitiendo á este imponer la cláusula de
que todos los poseedores adoptasen , en e l
acto de serlo , su propio apellido. Esto, sin
embargo, no perturbaba tanto el órden ge-
neral , como la variación voluntaria del ape-
llido paterno , por cuanto la adopción del
apellido del fundador no impedía conser-
var en segundo lugar el que era propio, y
porque al fin habia un hecho reconocido y
justificable que, aclarando Jas dudas que
pudiesen ocúrrir, dejase las cosas en el
mismo estado.

Las reglas de trasmisión del apellido son
bien conocidas: los padres comunican el su-
yo á los hijos legítimo ó legitimados , á los
naturales reconocidos, á los varones ó hem-
bras. Como los hijos pertenecen á la familia
del padre y no de la madre , de aquí el que
lamugerno trasmite su apellido á los hijos:
por costumbre usóse sin embargo, poner
en segundo lugar el apellido de la madre,
lo cual sucede cuando concurre algún moti-
vo de afección , tal vez de distinción , tal
vez también algún hecho notable que le ha-
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ya hecho apreciable; pero sin trascenden-
cia á otras personas de su misma descen-
dencia: uso que ha llegado á hacerse gene-
ral y que ya constituye regla en la materia
Las hembras cuando se casan dejan en al-
gunos países su propio apellido para tomar
el de su marido; y en España se va también
introduciendo esta costumbre, especialmen-
te en las grandes poblaciones : pero sucede
principalmente en los actos sin trascenden-
cia del comercio de la vida social, mas bien
que en los instrumentos solemnes en que
por lo común se usa poner primero el nom-
bre ó apellido paterno, y en segundo lugar
el del marido, precedido de la preposi-
ción de. En América los escla vos toman el
apellido de sus amos aunque sean legí-
timos.

Los niños espósitos Como de padres des-
conocidos, no tienen apellido: la piedad y
la humanidad han encontrado, sin embargo,
un medio de hacer menos bochornoso su
estado y menos perceptible á las miradas
curiosas de las gentes , cual es el de poner-
les parte del nombre primero de pila, un
segundo nombre de un Santo, que les sirve
como de sobrenombre o apellido, y el cual
con el tiempo viene á convertirse en signo
de descendencia después de algunas gene-
raciones. Sin embargo, no todos los apelli-
dos que llevan el nombre de santo traen este
origen, pues varios motivos inocentes ó res-
petables pudieron influir on la adopción de
esta manera de apellidarse sin ser espósitos
los que los aceptaron ó recibieron.

Contrayendo estas ideas y noticias á las
cuestiones de aplicación administrativa y
jurídica que nacen de la materia, nos hare-
mos cargo de las que mas resaltan y tienen
relación con ella, para lo coallas iremos
presentando separadamente y dando á cada
una la solución mas conforme con los prin-
cipios y con las reglas de buen órden en
que se interesa la sociedad, la legislación
y la administración pública.

Primera. ¿Si el apellido es propiedad es-
clusiva de la familia que le lleva, podrá
esta familia enagenarlc y trasmitirle á per-
sonas de otra diferente? A primera vista y

por regla general no puede desconocerse
que las familias no pueden disponer de una
propiedad que es común á todos los indi-
viduos que la componen; que es además el
signo distintivo conque son conocidos en
la sociedad; que sirve de base á su estado
civil, y es el lazo común de todas las afec-
ciones y hechos que engrandecen á los hom-
bres, y que les dan cierto carácter fijo de
identidad y de mutua relación, en qne tan-
to se interesa el amor y la justa estimación
de las generaciones.

Hay ademas un motivo de interes público
en que asi suceda y en que no se infrinjan
las disposiciones dictadas con tendencia á
procurarlo. En el articulo £«»T.ia»i»Tic.* se
dá razón de todas estas disposiciones , há-
cia las cuales llamamos la atención de nues-
tros lectores, singularmente las que se re-
fieren á la manera do llevar los registros pú-
blicos , á la especificación de nombres y
apellidos de los padres, madres y abuelos, y
á otras precauciones que prueban la impor-
tancia que se dá á este registro, no solo con
respecto al órden público, sino al bien de
las familias, órden de las sucesiones y prue-
bas de  origen y descendencia para los de-
mas efectos legales. Por tanto, y cuando tal
es  el interes de las leyes en este asuntó, no
debe estar al arbitrio de ningún particular
alterarlo dando el apellido propio ú quien
carece de él ó tiene otro diferente. Hay sin
embargo algunos casos de escepcion,los cua-
les por lo mismo que son tales confirman
la regla; entre ellos puede citarse el de la
adopción por concesión del gobierno, la cual
se otorga cuando han precedido las debidas
formalidades, con la facultad de imponer al
adoptado el apellido del adoptante. En esto
no hay inconveniente por cuanto es la au-
toridad pública lá que interviene en el acto,
y ademas, por cuanto atendida la práctica
que se observa y los puntos que se justifi-
can, rara vez esta concesión podrá causar
el perjuicio que hemos indicado mas arriba.

Segunda. Otra cuestión nace de la ante-
rior, que se resuelve en el mismo sentido.
¿Podrá una familia ó cualquier individuo de
ella reclamar contra la usurpación de su
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apellido por persona de diferente origen y
descendencia? La contestación nos parece
ohvia: si la propiedad de una cosa tiene un
signo y valor reconocido , mayor ó menor,
según el que tiene derecho en las de' esta
clase, á darle la familia ó el individuo de ella
que reclama, no hay duda que Cualquiera
4e  ellos podrá con derecho oponerse al uso
de su apellido por persona que no le tenga,
y valerse de los medios que le faoilitc la au-
toridad para lograr su objeto. Por otra par-
te , el Estado que necesita conocer á sus
súbditos, que los conoce por los signos del
apellido que llevan desde que nacen en to-
dos los actos de su vida , que por este signo
lo empadrona para la dispensación de to-
dos sus beneficios, y para exigir do ellos el
cumplimiento de las obligaciones que son
propias del estado social, no solo no se  opon-
drá , sino que facilitará siempre por dobles
motivosde protección á favor de las familias,
y custodia del órden público los medios do
impedirquesc boga usodeolros nombres di-»
ferentes, que se cambien y subviertan los que
á cada uno se ha señalado i en este derecho
se funda también el del individuo por reco-
nocer ambos un mismo origen, y una razón
semejante.

Tercera, Otra cuestión hay mas gravo
que es propiamente de  órden público , esto
es, si puede cualquiera cambiar de apellido
voluntariamente.

Antes de resolverla conviene hacer algu-
nas distinciones. La mudanza puede ser ac-
cidental y sin objeto ; puede ser maliciosa
en genera), ó maliciosa para un objeto de-
terminado; puedo hacerse con trascenden-
cia ó sin ella.

Nuestras leyes de Partida acondes en cier-
ta manera con el derecho romano, impusie-
ron una pena, y por cierto grave , al que
mudase de apellido; pero hicieron la distin?
cion qqe se deduce del adverbio maliciosa-
mente qpe pone por condición, «Otrosí, dice
la ley 2, título 7 ,  Partida 7 ,  face falsedad
aquel que cambia maliciosamente el nombre
que ha, tomando el nombre de otro , ó di-
ciendo que es fijo de algún rey , ó de otra
persona honrada, sabiendo que no lo era.»

X1D0.
Por las leyes 5 y 6 del mismo título y Par-
tida se dá contra la mudanza de apellido la
acción popular, y se dispone que los que tal
falsedad cometan sean desterrados para
siempre á una isla, que hereden sus bienes
los parientes hasta el tercer grado , y caso
de no haberlos la cámara del rey: penas que
con razón han caido en desuso y se han mi-
tigado por el influjo de las luces y costum-
bres que le han ejercido sobre los fallos de
los tribunales. Estas leyes, acordes con la le-
gislación romana, son las únicas que encon-
tramos en los anales de nuestra legislación.

Respecto á aquella , un rescripto de los
emperadores Diocleciano y Maxímiano, que
es  la ley 1 , C. de mutatione nominis , con-
firma lo que hemos dicho: estas son sus
palabras: Sicut in  inilio nominis. cognominis,
pranominis recognoscendi singulos intposilio
libera esl privati's; ita éorum mutatio ino*
cenlibus periculosa non esl. Matare ilaque no-
mea, vel prcenomen, síve cognonem sitie aligua
fraude , lidio jure , si líber esl secundum ea
quee soepe statula sutil , nrinime prohibueris,
nullo ex  hoc prcejudilio futuro.

El código penal en su capítulo 7 lleva el
epígrafe siguiente: De la usurpación de fun-
ciones, calidad g nombres supuestos. Pero es
de notar que en todo el capítulo no se en-
cuentra disposición ninguna que hable del
caso en cuestión.

Este silencio, que no podemos llamar omi-
sión, nos induce á creer que cuando la mu-
danza do apellido es inocente y no se hace
con malicia y trascendencia, ni envuelve
miras perjudiciales, no importará responsa-
bilidad penal, al tenor de lo que el derecho
do las Partidas y el romano dispusieron.
Pero si por el contrario la mudanza del ape-
llido envuelve un íinjimiento, que le dá el
carácter de maliciosa, no podrá dejar de
agravar la responsabilidad del delito come-
tido, frustrado ó intentado que el autor de
la mudanza se proponga y cometa. Esto en
nuestro entender concilia todos ]os estreñios
de la cuestión , y se halla ademas conforme
con otros artículos del código citado. En
efecto, el capitulo 1.a del titulo 12  del mis-
mo libro 2?, trata de las usurpaciones del
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las tierras deslindadas ; pero en sentido mas
general y lato significa el mismo deslinde ó
demarcación de la? tierras que se adjudican
á cada uno de los dueños colindantes y tam-
bién el documento ó instrumento jurídico
en que se consigna el acto de deslindar ó
demarcar dichas propiedades. V. *■«�-
XKJMIEWTO, AFEO, ■KSLIKBE.

APERCIBIMIENTO.  Esta pa-
labra, que au su sentido genérico espresa
el acto de apercibir, tiene diferentes signi-
ficaciones en el foro según sean los casos,
las circunstancias y aun los negocios á que
se aplique. El deseo de fijar con la posible
exactitud la inteligencia de ella en sus di -
ferentes acepciones jurídicas , y las reglas
admitidas por la jurisprudencia respecto de
cada una exije que nos ocupemos de esta
materia con alguna detención.

En Iqs negocios civiles el apercibimiento
que acuerda ó decreta el juez equivale al
requerimiento ó amonestación que jiaceá
uno para que ejecuto ó deje de ejecutar un
ac|o determinado , coqiqináqdole al propio
tiempo con exigirle una multa ó cqn hacer
efectiva cualquiera otra responsabilidad que
anuncia en el mismo acuerdo ó provehido
para pl caso de no cumplir el apercibido el
requerimiento ó amonestación judicial. Usa-
se muy frecuentemente en los juicios suina-
risimos haciendo saber al despojador ó per-
turbador de la posesión que goza el quere-
llante que en lo sucesivo se abstenga de mo-
lestarle ó perturbarle en ella bajo apercibi-
miento de exigirle cierta mulla con la cual
se le conmina desde luego. Tiene aplicación
del mismo modo en los juicios de desahu-
cio, en los cuales se acostumbra mandar
que el inquilino ó arrendatario dejen libre
y á disposición d« su dueño la casa o here-
dad dentro del término que se prefija bajo
apercibimiento de ser lanzados caso de no
verificarlo. Acuérdase también el apercibi-
miento en los juicios ordinarios , por ejem-
plo, cuando el demandado se muestra parte
y no loma los autos para contestar la de-
manda , en cuyo caso se le hace saber que
lo verifique bajo apercibimiento de darse
por contestada. Tiene finalmente algún uso

52

estado civil, y como uno de los medios. de
intentar y consumar este delito, que tan gra-
vemente castiga el código sea la suplantar
cion'de nombre de aquí el que en mqchos
casos pueda tener aplicación lo depuesto
en ql artículo 594. El artículo 450, dice lo
siguiente: El que defraudase á otros usando
de nombre finjido , será castigado: con arres-
to mayor, si la defraudación nq excediese
de 20  duros: con la de prisión correccional
excediendo de 20 duros, y con la prisiqp
menor excediendo de 500 duros. En estas
disposiciones vemos otra confirmación di-
que el cambio de nombre por sí, no arrastra
la pena, sino el hecho criminal y malicioso
para que sirve : el delito entonces está en la
mala acción que ha sido consecuencia dol
tinjimiento ó suplantación.

Pero debemos advertir que la sociedad exi-
ge ademas de las disposiciones generales de
la legislación , que determinan los derechos
dejos súbditos y sus obligaciones, sus deli-
tos y sus penas, otra porción de obligaciones,
unas fijas, otras eventuales que con el ca-
rácter de gubernativas imponen á aquellos
ciertos deberes y restricciones en beneficio
del órden común. Por lo tanto la mudanza
del apellido que podrá muy bien no ser un
delito, será un hecho que introduzca la per-
turbación y confusión en los aclqs adminis-
trativos, y que por lo mismo no podrá ser
mirado con indiferencia. Ha de tenerse pre-
sente que sin estadística , sin certidumbre
del estado de las personas y las cosas, la ac-
ción social no puede caminar con acierto y
desembarazo y sin aquella precisiop que tija
la razón de todas sus disposiciones ; y que
para que esta estadística y certidumbre exis-
tan, no ha de tener cada individuo en la so-
ciedad facultad para cambiar el signo prin-
cipal con que es  conocido en ella.

APELLIDO. En el proceso de apre-
hensión, es la petición ó pedimento que re-
vestido de todas las condiciones prescritas
se presenta ante el juez para obtener el se-
cuestro ó la provisión de aprehensión. Véase
APBEBEU1ORÍ.

APEO. En los juicios de amojona-
miento y deslinde es la operación de medir

TOMO ni.
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hasta en los juicios ejecutivos, y esto acón- 1

tece cuando ó por dudar el juez del mérito
legal del documento en que se apoya la eje-
cución, ó por el deseo de dispensar al deu-
dor un brevísimo plazo para verificar el
pago acuerda que este lo efectúe dentro de
él,  bajo apercibimiento de ejecución en otro
caso. En todos ellos y en otros semejantes
en que puede tener aplicación el apercibi-
miento judicial denota como hemos visto el
requerimiento que hace el juez para que el
apercibido practique ó se abstenga de prac-
ticar algún acto y la conminación de la pena
ó responsabilidad y perjuicio que ha de su-
frir si no cumple su providencia.

Ademas de los negocios que se acaban de
referir tiene lugar también el apercibimien-
to judicial en los criminales y en ellos ad-
mite dos conceptos diferentes. Unas veces se
imponía el apercibimiento en los autos de
sobreseimiento, en los cuales al tiempo de
declarar concluido y terminado el proceso
se amonestaba al reo para que en lo suce-
sivo evitara la repetición de la falta ú omi-
sión en que hubiera incurrido, ó procurara
no dar ocasión ú que se fe tuviera por sos-
pechoso en su conducta. En estos casos el
apercibimiento equivalía á una ligera pena
que por via de corrección se imponía al reo
y con la cual purgaba los motivos que la au-
toridad judicial había tenido para proceder
contra él. Otras veces era el apercibimiento
la conminación que hacia el jaez en defini-
tiva al reo , á quien imponía una pena , de
que seria esta aumentada mas ó menos gra-
vemente en el caso de cometer otro delito
ó de reincidir en el perpretado. También
significaba alguna vez esta conminación,
que envolvía el apercibimiento, que el juez
no tendría con el reo la consideración que
entonces usaba y que le castigaría con todo
el rigor de las leyes en el caso de dar lugar
á nuevos procedimientos.

El Código penal dá ocasión muy fundada
en ndestro concepto para dudar si el aper-
cibimiento judicial puede tener aplicación
en los procedimientos criminales , y esta
duda nos parece muy razonable y digna por
su importancia de tomarse en consideración, fl

El apercibimiento, concretando mas las
anteriores ideas, 6 era una leve pena im-
puesta en espiacion de una falta ó de sos-
pechas sobre la conducta del reo , ó era una
amonestación dirigida á hacerte entender
que en caso de reincidencia se le impondría
mayor castigo, ó era finalmente, una especie
de declaración de que la lenidad con que
se le había tratado en aquel caso se con-
vertiría en rigor al provocar otro procedi-
miento. En ningunode estos conceptos cree-
mos que el apercibimiento pueda admitirse
hoy dia en las causas criminales. Dio en el
primero, porque según el artículo 19  del Có-
digo penal, ninguna falta puede ser casti-
gada con pena que no se halle previamente
establecida en el mismo y el apercibimiento
judicial no está reconocido como pena en la
escala general que comprende el articulo 24
del mismo código; antes por el contrario,
el 22  aunque se concreta ¿ las correcciones
que los superiores imponen á sus subordi-
nados en uso de su jurisdicción disciplinal
y atribuciones gubernativas, declara que es-
tas correcciones no son penas, dándoles un
carácter muy diferente. Las faltas que antes
eran objeto de procedimientos criminales,
los cuales se sobreseían atendida la escasa
importancia del bechoconcluido el sumario,
hoy lo son de otra clase de juicios y se cas-
tigan con las penas leves que el código esta-
blece;1 por consiguiente, el apercibimiento
judicial no puede tener aplicación en los so-
breseimientos como pena de una falta co-
metida por el procesado. Tampoco puede
tenerte en el segundo de los casos espresa-
dos, porque determinada en la ley la pena
que debe imponerse al reincidente, no hay
la menor necesidad de advertirle con anti-
cipación que si vuelve á cometer el delito
se 1c agravará y que este mayor castigo
será cierto y efectivo en el caso presupues-
to. Fuera de que podría darse lugar á creer
que esa advertencia anticipada era indis-
pensable para que en lodo raso pudiera im-
ponerse la mayor pena, lo cual seria un gra-
ve y perjudicial error, supuesto que á na-
die escusa la ignorancia del derecho, y á
ningún procesado serviría de legitima de-
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inferiores y subordinados, ó á ciertos fun-
cionarios que sin tener semejante dependen-
cia, concurren con ellos al desempeño de
algún cargo ó ministerio. Asi un tribunal
superior apercibe á un juez inferior para que
en lo sucesivo evite las faltas que ha come-
tido, y un juez apercibe al escribano para
que procure no incurrir en determinadas
omisiones.

Fácilmente se comprende que en estos
apercibimientos caben todavía diferentes
gradaciones según las palabras que se  em-
pleen y la fórmula que se use; asi en el ór-
den de las demostraciones ó censuras que
puede hacer un tribunal superior, por ejem-
plo, respecto de los jueces inferiores, caben
diferentes grados de rigor, y de severidad,
según las palabras que se empleen para ello.
Se encarga ó se advierte a l  juez que en lo su~
cesivo procure evitar tal falla, es una demos-
tración mas templada que la de  el juez pro-
cure, e tc . ,  y esta lo es  mas á su vez que la de
se previene, y esta en fm, lo es mucho mas
que la de se apercibe al  juez para que en ade-
lante, etc. Del mismo modo en la esfera de
este apercibimiento y dentro de su signifi-
cación caben diferentes calificaciones: decir
á un juez ó á otro funcionario, apercibe
para yue en lo sucesivo cuide, es menos se-
vero qye se apercibe para que en lo suce-
siva se  abstenga , y esta demostración es
mucho mas templada que la de se aperciba
para que se abstenga, quedando el tribunal
muy  d la mi ra  de su  comportamiento. La pru-
dencia de los tribunales es la que debe de-
terminar el grado de severidad de la re-
prensión ó apercibimiento acomodando los
términos y las formas de él á la índole y
ostensión de  la falla cometida, á las circuns-
tancias personales del funcionario, y á lai
que concurren en el caso de que se trata -
para atenuar mas ó menos la gravedad de
aquella.

Antes de la publicación del reglamento
provisional, solían los tribunales superiores
usar con demasiado rigor de la facultad que
esencialmente fes compete para corregir y
amonestar á sus inferiores y subordinados.
Era entonces ilimitada la autoridad de di-

fensa la ignorancia de las disposiciones del
código en  esta parte. Por último, no puede
tener lugar el apercibimiento en la última
dela¿ acepciones indicadas, porque deter-
minadas las penas correspondientes á cada
delito y á cada una de las circunstancias
atenuantes ó agravantes que pueden con-
currir en ellos, á ningún juez ni tribunal ea
licito disminuirla por consideraciones ostra-
ñas á la causa y voluntarias, ni aumentar
su rigor, cualquiera que sea el comporta-
miento del procesado en lo sucesivo, salvo
el caso de reincidencia ó cualquier otro que
hayan previsto las leyes.

Sin embargo de esta opinión, úniea que
creemos compatible con la actual legisla-
ción penal, pudiera suceder que los tribu-
nales apreciándola de otro diodo, continua-,
ran imponiendo apercibimientos á los pro-
cesados, en sentido equivalente al de re-
prensión ó corrección por faltas ó sospe-
chas originadas con su conducta. En tal ca-
so podrá suscitarse la duda de si el reo
apercibido tendrá la facultad de conformar-
se ó no con semejante corrección y de re-
clamar, caso de creerla ofensiva para su ho-
nor y reputación, que .se siga la causa por
sus trámites, áfin de hacer valer los legíti-
mos medios de esculpacion que le asistan.
Esta cuestión, suscitada mas de una vez an-
tes de ahora, está enlazada con otra mas
general, qucj nace de los artículos 51 y 70
del reglamento provisional para la adminis-
tración de justicia , reducida á si de los
autos de sobreseimiento en que se impone
alguna pena, corrección ó multa, puede in-
terponer el que se considere agraviado al-
gún recurso judicial. Como esta dificultad
la examinamos detenidamente en el articu-
lo propio de ella, nos referimos á él donde
nuestros lectores encontrarán esplanada la
materia. V.

liemos hablado hasta aquí de la aplica-
ción que tiene la palabra apercibimiento en
los negocios civiles y criminales, con rela-
ción á los litigantes y procesados; róstanos
hablar de la que tiene respecto de otras per-
sonas. Usase en efecto para reprender,
corregir ó amonestar los superiores á sus
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chos cuerpos, era absoluta y casi arbitraria; I
ellos podían avocar á sí á cada paso el co-
nocimiento de los negocios sometidos al de
los jueces.inferiores-, mezclarse, cuando lo
creían conveniente en el ejercicio de su ju-
risdicción é interponerse en los actos de
ella. Subsistió ademas en toda su fuer-
za y vigor aquellos hábitos de superioridad
y de prepotencia por úna parte, y de subor-
dinación y -dependencia por otra, de que
nos han dado no pocos ejemplos las tradi-
ciones, los usos y hasta las fórmulas de las
antiguas chanoillerias y audiencias. Nó es
estraño, pues, que el ejercicio de esa auto-
ridad absoluta les llevará, como en efecto
les llevó, a dictar con mayor frecuencia de
la que convenía las amonestaciones y aper-
cibimientos que hemos indicado.

El reglamento provisional para la admi-
nistración de justicia tuvo presente este mal,
y deseando remediar en cuanto fuese posi-
ble sus consecuencias, siempre perjudiciales
para la administración de justicia, dispuso
en el art. 20 que los tribunales se abstu-
viesen de molestar ó desautorizar á los jue-
ces inferiores con apercibimientos, repren-
siones ú otras condenas por leves y escusa-
bles fallas ó por errores de opinión en casos
dudosos , y que sin perjúicio dé censurarlos
y corregirlos cuando efectivamente lo me-
recieran, no dejaran nunca de tratarlos cort
aquel decoro y coúsideracion qúe se debía
á su ministerio. La nueva disposición no
pudo ser por consiguiente mas oporturta.
Corríjase á los jueces con severidad , casti-
gúeseles con todo el rigor á que les hagan
acreedores sus abusos ; pero no se les mo-
leste por errorés de opinión y cscusahles
faltas en que todos estamos espuestos á in-
currir; no se menoscabé con esos apercibí -
mientos humillantes y repetidos el prestigio
de su autoridad, porque rebajada ésta y des-
pojada de su fuerza moral , no queda ante
la consideración de los subordinados otra
cosa mas que la persona desautorizada del
juez , objeto de desdén ó de menosprecio.

Pero los jueces pneden quebrantar sus
deberes y faltar por culpable abandono ó
por inescusable ignorancia á las prescrip-

APERCIBIMIENTO.
ciones regulares y comunes de su ministe-
rio. Los jueces son ademas hombres, y es-
puestos á la flaqueza de su condición nece-
sitan nu freno que los contenga y que les
haga conocer la responsabilidad de sus ac-
tos y que esta responsabilidad será efecti-
va citando á su conducta no presidan la
justicia; lo* moderación y la inteligencia qué
hay derecho á exigir de su posición y de
sus circúnstancias.

Por esta razob, sin duda, el mismo re-
glamento después de consignar la disposi-
ción que hemos trascrito, añade en el ar-
ticulo 59 que las audiencias podrán pedir
y exigir á lós jueces inferiores ordinarios
de su territorio las listas, informes y noticias
que estimen tespccto á las causas civiles ó
criminales fenecidas, y el estado de las pen-
dientes; prevenirles lo que convenga para
su mayor y inas pronta espcdicion , y cuan-
do haya justo motivo , censurarlos , repren-
derlos, apercibirlos, multarlos y aun for-
marles causa, eté. Es, pues, indudable que
los tribunales supériores pueden dictar res-
pecto de sus inferiores esos apercibimientos,
si bien con la moderación y prudencia que
prescribe el art. 20; que pueden imponerlos
á todos los demás dependientes y subordi-
nados suyos' y finalmente lo es que en me-
dio de la coúsideracion que deben dispen-
sar los tribunales y los jueces á los aboga-
dos, tratándolos coh el decoro correspon-
diente que recuerda el art. 19 del mismo
reglamento , podrán también apercibirles,
cuaudóenla dirección ó defensa de algún
negocio traspasaren la linea prescrita por
la ley, por la razón y por el decoro propio
de sus honrosas funciones.

Róstanos hablar ahora del remedio legal
que compete á estos funcionariosoperciñidoj
para sincerar su conducta y obtener que se
levante la condenación. El reglamento pro-
visional en la segunda parte del arl. 59 ya
citado, dice : «Pero deberá la audiencia oír-
los en justicia siempre que reclamen contra
cualquiera corrección que se les imponga
sin formarles causa.» Es,  pues, el remedio

j que la ley les permite ejercitar el de que se
I les oiga en justicia ; y si bien la disposición
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cionarios apercibidos recurrir ai tribunal
superior suplicando w»  cantar instancia,
cuya fórmula , como es sabido , equivale en
lós tribunales superiores á la que se emplea
eh los inferiores para pedir reforma por
contrario imperio de alguna providencia. Del
escrito en que se interpone el recurso , se
dá traslado al fiscal y demas partes intere-
sadas, si las hubiere < y sin otros trámites
se levanta él apercibimiento ó corrección ó
desestima el tecurso, podiendo después in-
terponerse súplica do esta última provi-
dencia. La súplica sin causar instancia no
nos parece procedente en estos casos; el
recurso legal y admisible en el los,  es el
que hemos examinado en primer lugar,
á saber: el de que se oiga en justicia,
y éste es el que aconsejamos cómo mas pro-
vechoso á los qué se hallan en el caso de
ejercitarle.

Cuando en primera instancia se hubie-
ra interpuesto un apercibimiento á algu-
no de los funcionarios del órden judicial
y el proceso hubiera de remitirse por su na-
turaleza al superior en consulta de la sen-
tencia pronunciada , el apercibido aguarda-
rá á qúe el tribunal superior pronuncie su
fallo, y si confirmare el apercibimiento del
inferior , usará del mismo remedio legal
que sé haya indicado. Si el procedimiento
no hubiera de remitirse á la superioridad,
el apercibido podrá pedir que se le oiga en
justicia ante el mismo juez, apelando para
ante el superior de la resolución que dicte.

APERCIBIDO. Palabra que se
aplica á la persona á quien se ha impuesto
algún apercibimiento judicial : así se dice
que el juez tal fué apercibido con multa ó
formación dé Causa. V. APsatcamimeivTo.

APEHOS. Palabra que en su senti-
do genérico y propió se aplica al conjunto
délos instrumentos que sirven para ejecu-
tar las faenas ú operaciones de la labranza.
Por analogía se cstiende á los instrumentos
ó herramientas jje cualquier oficio. Según
la ley 15, tit. 31, lib. 11, Nov. Recop., los
aperos ó aparejos que tuviesen los labrado-
res para labrar no pueden embargarse , ni
estos pueden ser ejecutados en ellos á no

anterior habla únicamente de los jueces in-
feriores, se entiende de todos los demas su-
bordinados y funcionarios á quienes pueden
los tribunales superiores [imponer semejan-
te corrección en üso de la jurisdicción dis-
ciplina! que ejerce respecto de ellos.

Los tráihiles de dicho recurso se reducen
á presentar el juez ó funcionario ápercibidó
luego que sé notificá la providencia de! tri-
bunal , un escrito por medio dé procurador
pidiendo que se le oiga en justicia y qneá
este fin s e l e  entreguen los áütos. Otorgada
la entrega "de ellos por la misma sala qué
hubiere dictado el apercibimiento, y envista
de su resultado, se forma y presenta el escri-
to correspondiente , acompañando , si hay
necesidad de ello, lós documentos que se con-
sideren pecisos para la defensa dél quere-
llante , sustanciándose después el recurso
por los trámites regulares , con audiencia
del fiscal, si el apercibimiento se impuso eú
causa de oficio , ó con la dél fiscal y de las
partes interesadas, si las hay en el proceso:
Pasados después en oportuno estado al re-
lator, y señalado diá para la vista del re-
curso , provee la misma sala ío que tieué
por. conveniente y de lá seúténcia qúe dic-
tare hay lugar á súplica por parte del qué
4e considerase agraviado.

Ademas de esté récUrsó, qúe es el que co-
munmente se ejercita y el único que per-
mite el reglamento provisional, hemos visto
alguna vez interponer el de súplica ordina-
ria de las sentencias ó proveídos que con-
tienen los apercibimintos de que vamos
hablando. El juez ó funcionario apercibido,
notificado legalmenle, produce aquel reme-
dio  dentro del término señalado por las le-
yes y admitido pasa á otra sala dondé se
sustancia por los trámites comunes y pro-
pios  de esa instancia, y no concediéndose
otro alguno de la sentencia confirmatoria
ó revocatoria que se dicte porque no se
da  súplica de sentencia ya suplicada. Esto
medio ,  aunque mas breve y espedito, priva
a l  querellante de una instancia, y puede
ser menos favorable á su defensa.

Ultimamente hemos visto también en al-
gunas ocasiones á ios jueces y demás fun-
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ser por deudas reales , por el pago de los
arrendamientos y por las cantidades que el
dueño dé la heredad les hubiese anticipado
páralos gastos de la labor; entendiéndose
que para que pueda verificarse la ejecución
en estos tres casos, es necesario que los la-
bradores carezcan de otros bienes y recur-
sos con los cuales puedan ser pagadas las
deudas. V. uikAMxt*.

APERTURA. Palabra cuya signi-
ficación se comprende por la del verbo dé
donde' emana , y que se refiere en general
al acto con que se dá principio á uña serie
de  otros del mismo género, ó con que sé eje-
cuta bajo ciertas solemnidades alguno pres-
crito por las leyes pare determinados fines.
En este último sentido se dice qué se hace la
apertura del testamento cerrado , de cuyo
asunto hablamos en seguida; y en cuanto
al primero basta recordar para comprender-
lo el acto anual de apertura que tiene lugar
cuando se  inauguran los estudios en las uni-
versidades , institutos y demás estableci-
mientos de enseñanza pública , por medio
del acto solemne que precede á los demas.
La apertura se aplica en el mismo sentido á
los tribunales, consejos, parlamentos, aso-
ciaciones, etc., estando sujeta en cada Uno
de  ellos á cierto órden y número de forma-
lidades y solemnidades, que según su clase
y naturaleza so hallan previamente estable-
cidas. Las circunstancias con que se hace
esta apertura de  las corporaciones públicas,
los efectos que produce, y demas qúe tiene
relación con este acto, se  csplican en sus ar-
tículos respectivos.
APERTURA DE TESTAMEN-
TO. El acto solemne en que el juez abre y
publica con las. formalidades de derecho un
testamento cerrado, para que comprobada
su identidad y elevado á instrumento pú-
blico , pueda surtir sus efectos.

PARTE LEGISLATIVA.

Leyes del Fuero Juzgo.
Idem de bis Partidos.
Idem de la Novísima Iteropilacuín.
Legislación cslranijera.

LEYES DEL FUERO JUZGO.

UCY 13 ,  TLT 8 ,  US .  2 .

Él testamento escrito debe ser presenta-
do ante él obispo y testigos dentro de seis
meses : el qúe por engaño no lo mostrare,
dará de sus bienes á aquellos á quienes se
dejó algo en el testamento otro tanto de lo
que les señaló el testador.

LEYES DE LAS PARTIDAS.

LKT 1 , TIT. 2 , PABT. 6.

Aquellos á quienes se deja algo en testa-
mento cerrado, pueden pedir ante el juez
sú apertura despües de la muerte del testa-
dor, júrando no proceder maliciosamente
sino por creer que se les manda en él alguna
cosa. No valen los pactos que se hicieren an-
tes de la apertura del testamento sobre las
cosas que en él se hubieren dejado.

LEY 2 ,  ID. ID.

Si estuviere el testamento en el lugar
donde se pide la apertura , debe el juez ha-
cer que se lo presenten y abrirlo ; si estu-
viere fuera , debe señalar á aquel en cuyo
poder está , término para que lo presente;
el que se negare á ello está obligado á dar á
los reclamantes lo que se le dejó en el tes-
tamento, y á indemnizar los daños y per-
juicios que les hubiere ocasionado.

Uíf 3 ,  ID. ID.

El testamento debe abrirse ante el juez
ordinario y los testigos que lo firmaron. El
juez hace que los testigos reconozcan sus
firmas y el testamento; si no estuviesen
presentes lodos los testigos , se abre ante el
mayor número , remitiendo después el tes-
tamento á los ausentes para el reconoci-
miento de sus firmas , si no pudiesen venir
por algún impedimento , estuvieren distan-
tes , ó fueren personas muy condecoradas.
No es obstáculo para proceder á la aper tu-
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, lo que se le deja , y se aplica al alma del tes-

tador: si nada se le deja, debe pegar d daño
á la parle y dos mil maravedís para la Cá-
mara -

LEY 6 ,  n>. ID .

Ley 4 ,  lítalo 9 , Ub. 5 Sel OrtUauníopio *oal.

El clérigo instituido heredero por un se-
glar , está obligado á mostrar el testamento
al juez seglar que es el competente de la
pausa , y para hacerlo leer y publicar , dc-

Iben  ser llamados aquellos á quienes in-
teresa.

LEGISLACION ESTRANGERA.

El derecho romano guarda grande analo-
gía con nuestra legislación en los dos títulos
especiales que contiene sobre esta mate-
ria (1), sus disposiciones sirvieron de base á
las leyes departidas que hemos espuesto.Én
efecto , las leyes I y 2 , til. 2 ,  Part. 4 ,
concuerdan coa las leyes 1 y 2 , tit. 3 ,

| libro 29 d$l Cód.» aunque con la dife-
rencia dtí que en la ley 1 de Partidas que
queda pilada, so permite pedir la apertura
del fes|amepto soúmeple á aquellos á quie-
nes ap panda pa él alguna cosa , y en las
deipigpsfoá cuantos interese: la ley 1 ,  tí-
tulo 3 , lib. 29  del J)ig. dice : ómni-
bus quicumque detideranl tabulas teslameiili
¡mpioere. sel elicem describen, dispíciendi des-
cribendique poleslalem. faclurum se Proelor
pollicelur: y la ley 2, ttbularism lesionen-

I l j  insírwientum non esi homúiis; hoc
esl fyaredis, sed uuiversorwn quid illic scrip-.
tum efl t quíu poliús publicum esl inslrumea-
tum. Esta diferppQÜj desaparece casi del
|odo por la* razones que espondremos en
)# parfe dQ£Pmal de esta mismo articulo.
La ley 3 de Jas de Partida citada, concuer-
da coalas 4 , .  6 y 7 del Dig. y con la 2
del Código de los títulos y libros menciona-
dos : la 5 con la 3 del Código ; la 6 con la
8 del Digesto, si bien esta ley 8 se halla
modificada por la ley 9 , que esceplúa el

re que afgano de tos testigos no reconozca
su Grran. Si todos ó la mayor parte de los
testigos estuvieren ausentes y resultase per»
juicio en la tardanza, se hace la apertura,
publicación y traslado ante hombres buenos,
y se vuelve ¿cerrar con las Remas de estos
hasta que vengan Tos testigos instrumenta-
les, quienes hacen hl reconocimiento; mas
si fueren á otra parte, deberá el juez enviar
á ella él testamento en los términos antes
espuestos: después de observado esfo «a
traslada el testamento al registro y se  dan ú
los interesados las copias que piden,

LEI 5 ,  10. ID ,

Al heredero se dá Copia de lodo el testa-
mento ; pero al legatario solo de bu legado,
sin espresar la fecha del testamento para evi-
tar falsedad. Si el testador prohibid que
se abriese alguna parle hasta cierto tiempo,
ó que no sé diera traslado de alguna disposi-
ción , se ha de guardar su voluntad, y el
juez no debe dar traslado de aquello en que
puede haber perjuicio , aunque el testador
no lo prohíba.

LtT G,  ID. ID .

El testador puede cerrar y prohibir que
se abra hasta cierto tiempo la-parte del tés?
lamento en que nombra sustituto pupilar
al hijo á quien instithye por heredero, para
que ignorando el sustituto la sustitución, no
maquine la muerte' del huérfano ; el juez
en esle caso cumplirá la voluntad del tes-
tador.

LEYES DE LA NOVISIMA RECOPILACION-

LEY J ,  TIT. 18 ,  L ia ,  10 .

Lry I I .  til. Si líb. > del Fuere Keai, y rjon U»riqqe tyl
eú « la * * *4M  eqel  tilBlode l|i de Gipvt. u .

El que inviere en su poder un testamen-
to ,  sea ó no testamentario, debe mostrarlo
a l  juez en el término de un mes, y el juez
hade  hacerlo leer ante sí públicamente.
El que no presentare el testamento, pierde 3 )  DtgMl* lít. 3v Hb . * :  Cód.. Itt. 39.
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caso en que el testamento del padre no con-
tuviere nombramiento del tutor, pues en?
tonces manda abrir las tablas pupilarcs para
ver si se disponía en ellas sobre la tutela.

No es tan conforme el  derecho romano con
el nuestro en las solemnidades sobre el acto
deaperlura.Estas se hallan cunosamentedes-
crilas por el jurisconsulto Paulo en sus sen-
tencias: dignas son estas diferencias de que
las espongamos. En Roma , dice (1), se hace
la apertura del testamento en presencia de los
testigos que lo signaron ó al menos de su ma-
yor parte. Después que estos han reconocido
sus signos, se rompe el hilo del testamento,
se abre este, se lee su contenido, y sepermk
te sacarcopias; hecho lo cual , se le pone un
sello público y se deposita en un archivo
para que puedan sacarse copias cuando fue?
se necesario. Los testamentos hechos en los
distintos territorios ó agregaciones de per-
sonas conocidos con los nombres de muñid-
pía colonitc oppida , prtefecturóe, vid, casleíla
y conciliábulo deben ser leídos desptfes de
abiertos en la plaza pública ó en el templo,
á presencia de los testigos ó de personas hon-
radas, entre la hora segunda y la décima del
dia; y después de sacada una copia, se se-
llan por los magistrados que han autorizado
la apertura. Esta se hace tan luego como el
testador muere , ó á lo sumo cinco dias des- «
pues, sí están presentes las personas que de-
ben pedirla y asistir al acto, y si están au-
sentes, en los cinco dias siguientes al de sp
regreso.

Con el objeto de aumentar los casos* de ,
caducidad , la ley Papia Poppea estableció
que la adición de la herencia no pudiera ha-
cerse antes de la apertura del testamento, á
no ser que fuese uno solo el heredero insti-
tuido (2). Con el mismo objeto retrasó hasta
la apertura del testamento la cesión del día
de los legados (5); pero Justiniano dejó sin
efecto esta disposición volviendo á los anti-
guos principios.

El Código civil francés establece en su ar-
ticulo 1,007 las mismas reglas para la aper-

tura que nuestro derecho. El testamento mís-
tico ó secreto debe presentarse al presidente
del tribunal de primera instancia del distri-
to en que se abre la sucesión. Se procede á
la apertura que se hace en presencia ó con
citación al menos del notario y testigos que
firmaron el acta de suscricion y que se ha-
llan presentes en el lugar de la apertura, y
el presidente estiende acta de la presenta-
ción, apertura y estado del testamento, man-
dando que se deposite en poder del escriba-
no que designa. .

Según el Código prusiano (I) los here-
deros abinteslato pueden impedir la apertu-
ra del testamento por espacio de seis se-
manas después de la muerte del testador.
Si en los cincuenta y seis años siguientes
al depósito del testamento, no se hubiese
tenido noticia de la muerte de) que le otor-
gó y ninguna persona hubiere reclamado
sq cumplimiento , el juez debe citar á ios
interesados en la herencia por medio de
los periódicos. Si á los seis meses de hecha
la citación nadie se presenta , debe el juez
abrir el testamento, ver si hay en él legados
á fayor de establecimientos de beneficen-
cia, etc. , y ponerlo nuevamente bajo sello
después de haber participado á los directo-
res 4e dichos establecimientos lo que pu-
diere convenirles. .Cuando los herederos es-
tan domiciliados en el lugar donde se halla
sitqado pl tribuna) y son conocidos del juez,
deben ser citados para la apertura del testa-
mento : si fueren desconocidos ó estuvieren
ausentes se les nombra un curador ad  hor,
el cua) se cerciora de la integridad de los
sellos y de Iq fidelidad de las firmas.

El código sardo establece (2) que cuan-
do se llegue á saber la muerte del testa-
dor, disponga el tribunal en virtud de pe-
dimento que hagan los interesados que se
abra el testamento, á no ser que el acta de
su otorgamiento contenga la condición de
que no se  abra hasta cierto tiempo. La aper-
tura y el estado del testamento deben justi-
ficarse por medio de espediente formal que
se instruye al electo ; el. presidente rubrica

■ I )  Sen'». li< 6. lib. 4.
(9 P*rr.  | lib. 1 , til. (ib. e del Cód.
(S) Frac. (ílp. 9i y Si.

<1l Ariinilo» 213 «I i .J .
9j Articulo 7GG.
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SECCION UNICA.

DE LA APERTURA DE LOS TESTAMENTOS

CERRADOS.

Nada mas importante para la conserva-
ción de los derechos do los herederos y le-
gatarios y de euantos tienen interes en que
se cumplan las disposiciones testamentarias,
que establecer las formalidades convenien-
tes para proceder á la apertura de los tes-
tamentos cerrados , para que asi no sea
fácil violar la voluntad del testador, ósuplan-
tar el documento cu que la dejó consigna-
da: sin esto vendrían á ser inútiles las so-
lemnidades prescritas en la ordenación de
los testamentos , y se daria ocasión para
sustituir la voluntad verdadera del testador
con un documento apócrifo, comprensivo
de disposiciones contrarias á ella. De aquí
la uniformidad que se advierte en lodos los
códigos de la culta Europa en rodear aquel
acto de  sabias y numerosas precauciones.

Al esponer las que se mandan observar
en nuestras leyes y las que en su conformi-
dad ha adoptado la practicada los tribuna-
les, hay que examinar: l . °  Las personas
que pueden pedir la apertura del testamen-
to: 2.° Las que tienen obligación de presen-
tar este documento: 3." El juez ante quien se
hace la apertura: i ?  Las diligencias de
apertura.

§. 1 /  Personas que pueden pedir la apertu-
radel testamento.

Según la l ey ! ,  lit. 2 , parí. 6 ,  pue-
den pedir la apertura del testamento aque-
llos á quienes se les manda en él alguna
cosa; pero los intérpretes hacen estensivag
esta disposición á favor de todas las perso-
nas á quienes interese la apertura , aunque
nada se les deje en el testamento, apoyán-
dose eji la ley 1 ,  tít. 3 ,  lib. 29 del Di-
gesto, y Gregorio López propone el ejem-
plo del hijo que habiendo sido preferido
quiere pedir la nulidad del testamento. No
necesitaba en nuestro concepto el apoyo de
tan autorizado intérprete la sólida base de)

todas las hojas de la minuta del testamento.
Según el código de la Luisiana no pueden

cumplirse los testamentos místicos sino des-
pués de probarse legalmente su autenticidad
por la declaración jurada de cuatro testigos
lo menos de los presenciales al acto de la
suscricion : estando presente el notario que
la otorgó , basta su declaración jurada con
la de dos testigos solamente ; si alguno de
loSlestigos se hallase ausente ó hubiese fa-
llecido , se practica la prueba por declara-
ción de los testigos vivos que se encuentren
en el lugar de la apertura ; si no se encon-
trase presente ninguno, basta la declaración
jurada de dos personas dignas de fé que
aseguren que reconocen las firmas ó el acto
de suscricion.

Según la legislación inglesa no se exige la
publicación de un testamento , esto es , la
declaración oficial hecha por el testador de
qne lo que presenta es su última voluntad;
bastan la firma y la atestación. Se recomien-
da á los testadores dejar muchas copias de
su última voluntad para mayor economía y
para la comodidad de los testamentarios,
porque después que el testamento ha reci-
bido la aprobación legal , los espedientes
llevan consigo grandes dificultades y gastos,
y si se quiere tomar conocimiento de las
disposiciones testamentarias en el tribunal de
prerogaliua (court of prerogatives) es nece-
sario acompañarse con un jurisconsulto,
diligencia dispendiosa para el que se ve en
el caso de emplearla.

PARTE DOCTRINAL

MJMAMie.

SBUCIQM UNICA. DE LA APERTURA DE LOS TES-

TAMENTOS CERRADOS.

l . °  Personas qae pueden pedir la
apertura del testamento cer-
rado.

§.  i . "  Personas que tienen obligación
de presentarlo.

§. 5-‘ Juei competente para la aper*
tura .

4..’ Diligencias de apertura.
TOMO l l l .
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derecho romano ; hállase fundada en la na-
turaleza de las cosas: antes de efectuarse la
apertura del testamento cerrado, no es  fácil
saber cuales son las personas d quienes se le-
ga en él alguna cosa, y esta cláusula, que es
la misma de que se vale la ley de Partida,
debe entenderse como refiriéndose á las per-
sonas que tienen derecho á la herencia, ó en
quienes existen motivos fundados para pre-
sumir que se les deja algo en el testamento,
según se deduce también de la última parte
de la misma ley. El juramento de no pro-
ceder de malicia que exigen las leyes de
Partida en el que pide la apertura , apoya
también la interpretación espucstá que ha
sido adoptada por la práctica.

§. 2.* Personas que tienen obligación de  pre-
sentar el testamento.

Tiene obligación de presentar el testa-
mento cerrado todo el  que lo tuviere en su
poder, ya fuere ó no testamentario , ya fue-
re seglar ó clérigo, pues para estos casos
los eclesiásticos están sujetos á la jurisdic-
ción civil. La presentación debe verificarla
dentro de un mes siguiente ai dia de la
muerte del testador; de lo contrario aquel
que fuere omiso, si se le dejase algún legado
en el testamento, lo pierde y se distribuye
por elalma del testador , y no dejándosele
nada, debe indemnizar al interesado en la
apertura los perjuicios que le hubiese Oca-
sionado. En este último caso, prescribía la
ley 5 ,  tít. 18 ,  lib. 10 de la Novísima Reco-
pilación que so pagasen ademas dos mil ma-
ravedís por la Cámara , pero esta pena debe
entenderse derogada por las establecidas en
los artículos 228 y 453 del Código penal,

> según los casos. En la sección III del artícu-
lo AHUMO HBcoivraAWB* (1) hemos trata-
do la cuestión de aplicación de aquellas
disposiciones penales que parece se  contra-
dicen , y á ella nos referimos por evitar
repeticiones.

3.° Jues competente para la aperittra del
testamento.

La apertura de los testamentos cerrados
corresponde á la jurisdicción civil, bien sean
seglares ó bien eclesiásticos los otorgantes.
Para fijar cual de los jueces es competente
por razón de su territorio , preséntense du-
das que no deja de ofrecer dificultad para
resolverlas. No pueden versar estas acerca
del caso en que se pida la apertura del tes-
tamento ante el juez del lugar en que el tes- �
tador otorgó su última voluntad y donde fa-
lleció , sino cuando el lugar en que se otor-
gó el testamento, el en que se baila, el del
fallecimiento del tostador, ó el del en que se
pide la apertura estén sujetos á diferente
juez ordinario. Las leyes 14, título 5,  lib. 3
del Fuero Real ; 2 ,  titulo 2 ,  Partida 6; 4, tí-
tulo 2,  libro 5 de las Ordenanzas de Castilla,
y 5 ,  título 18,  libro 10 de la Novísima Reco-
pilación, solo espresan claramente que debe
abrirse ante el juez ordinario ; nada nos aña-
den las glosas de estas leyes que pueda ser-
virnos de guia para resolver la cuestión
enunciada. El derecho romano era mas ex-
plícito sobre esta materia. La ley 18  del tí-
tulo 28  del libro 6 del Código , que es  una
constitución de los emperadores Arcadio y
Honorio dispone, confirmándose con la anti-
gua costumbre, que continúe entendiendo en
la publicación de los testamentos, esto es,
en su apertura, el magistrado del censo, y de-
clara que si se arrogase otro juez esta atri-
bución , sean nulas las disposiciones testa-
mentarias á cuya apertura.se proceda : tes-
tamenta r,mnia ccelera que quee apud o/ficium
censúale publicari solent, »M codcm loco reser-
venlur , nec usquam permillalur fieri ulla
irán¡latió ;suos namque retinendus est fidelisi-
mee vetusta lis  ; quern si guis in hac urbe vo-
luerit mutarcirrilam mortuorum videri faciet
volunfatem. Pero esta ley se cree modifica-
da por una constitución del emperador Jus-
tino que forma la ley 23  del mismo título
del Código, y en la cual, al penar al que
usurpa aquellas atribuciones con una multa
de 50  libras, alega por fundamento lo injus-
to que seria dar A aquella usurpación el

(1) Tomo primero, pinina 931, Debo lenerir pretrnte
que escrita dívba sección «ules de la reforma del Coduo
penal, lo,  articulo, que allí te citan con los número* 920,
921 ,9-H,  438 y 442 . tienen en la <itio»a edtciou reforma-
da lo* sígüierrte»-. 926, 917, 939, U&  y 453,
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López la citada ley de.  Partidas sea favora-
ble do  un modo absoluto al juez ante quien
se pide la apertura del testamento, en  con-
currencia con el del lugar del otorgamiento,
el del fallecimiento del testador, y el en  que
se halla la última voluntad. Por estas con-
sideraciones creemos que la cuestión no está
decidida por las leyes,  y que para su  reso-
lución es menester seguir las reglas que
aconseja la prudencia.á .fin de  que se conser-
ve  ante todo la integridad del testamento, y
después para que se evjtcn en lo posible
perjuicios y dispendios á los interesados.
Asi , nos inclinamos á creer que en caso de
competencia de  varios jueces para la aper-
tura de  los testamentos, deben preferirse
por el órden siguientes l . °  El del lugar en
que se  otorgó , si el testamento se  halla allí.
2.° El del en  que falleció el testador, si tam-
bién en él estuviere e l  testamento. 5.a El
de  cualquier lugar donde esté la última vo-
luntad. 4 .u El lugar en que pidieren su
apertura. 5 .a El en que se hubiere preveni-
do  judicialmente una testamentaria : cu  este
caso el juez que  entienda en  las diligencias,
si llegare á saber que hay un testamento
cerrado posterior al que se reputaba como
verdadera última voluntad del difunto, de-
berá de oficio pedirlo á cualquiera en  cuyo
poder se hallare y proceder á su apertura.
Lo mismo sucederá en el caso en que se
hubiere prevenido un abinlestato.

Con arregloá lo que hemosdichocn el pár-
rafo tercero de  la sección VI del articulo *L-
vAi.DE0lralandodelasaLribuciones judicia-
les que  estos funcionarios tienen en  los nego-
cios civiles , están también comprendidos
bajo la denominación de jueces ordinarios
cuando se  trata déla  apertura de  los testamen-
tos. Pero en este caso deben hacerlo preci-
samente ante escribano público, en  cuyos
registros se protocolice la última voluntad.

§. 4.a Diligencias de apertura.

Para el acto de la apertura de  los testa-
mentos cerrados se siguen las siguientes di-
ligencias, con sujeción á las leyes y á la
práctica de  los juzgados. El que se cree in-
teresado en su apertura , presenta un pe *

efecto de  anular tas últimas voluntades: neo
enim coittedendtun Mi ut  suprema vola defi-
cienlium eversionis quicquamex incongrud
¡Httintiatione conlrahanl K dum res ab incon-
fracM usurpalur audacleer.

Al  tratar de  resolver en España la cues-
tión propuesta , conveniente es  indicar los
motivos que pueden alegarse á favor de la
competencia de  cada Uno de los jueces.' La
del juez del lugar en  que se  halla el testa-
mento, tiene á su favor la grao ventaja de
evitar los estravíos á que la traslación de
uno á otro lugar puede dar ocasión. El lu -
gar del otorgamiento tiene la circunstancia
favorable de  que residiendo allí los testigos
instrumentales y el escribano ante quien se
otorgóla carpeta del testamento, las dil i-
gencias de  apertura se practican con mas
facilidad y co menos dispendios , á lo que
se  agrega que es  el sitio mas ¿propósito para
descubrir las falsificaciones ó alteraciones
qué pudieran haberse hecho en la última
voluntad. La conveniencia de que el lesta-
metlto se  abra en el mismo punto en que
suele radicar Ja testamentaría , parece abo-
gar  'por el logar en que el testador falleció.
Por últ imo,  ¿favor  de  la preferencia del
juez ante quien se pide la apertura del tes-
tamento , puede alegarse por algunos e l  tes-
to  délas leyes de  Partidas de la edición ofi-
cial de  Gregorio López de en que se
dice (1) que debe hacer la apertura el  juez de
la villa ó logar do lo pidieren. No desconoce-
mos  la  fuerza que puede tener este argumen-
to, fuerza s in  embargo que sedisminuye mu-
cho al  observarse que  en  la edición de las Pa-
tídasde la academia de  la historia, tan auto-
rizada para que de  ella se use en los tribuna-
les como la de  López de 1555 ,  según la real
órden de  8 de  marzo de  1818,  se  omiten las
palabras do lo pidieren , palabras que solo
se encontraban en  dos códices de los varios
que la academia tuvo presentes en sus tra-
bajos. Esto nos hace presumir que las pala-
bras do lo pidieren pudieron ser intercala-
ción de  algún copista. Agrégase que no cree-
mos  que ni aun con la lectura de Gregorio

(n  Ley S .Ui .  í , parí. 6,
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dimento en que csprcsa haber muerto el
testador, dejando el testamento cerrado, y
solicita quese decrete la apertura y publica-
ción solemne de la disposición testamenta-
ria, que se mande reducirá escritura pública
y dar á los interesados las copias y testimo-
nios que necesiten, jutarido que no procede
de malicia, sino por presumir fundadamen-
te que se le deja algo en el testamento.
Acompáñala partida de defunción, si el tes-
tador falleció en otro pueblo, y ó en el cuer-
po y súplica del escrito, ó en un otrosí pide
que se mande al que tenga el testamento en
su poder que lo presente, á cuyo efecto de-
be designarlo. El juez, en vista de este pe-
dimento, manda que le presente el testa-
mento aquel en quien estuviere depositado;
señalándole plazo si se hallase alísente. Pre-
sentado el testamento, llama el juct á su
presencia al escribano que lo autorizó y á
los siete testigos instrumentales. Esta pro-
videncia debo notificarse al recurrente, y
también si fuere posible por hallarse pre-
sente, á la parte contraria , que suele ser el
heredero abintcstato. Aunque en la práctica
se omite las mas veces esta última diligen-
cia, la conceptuamos útil, Unto para el Casó
de que, el que tiene el interes opuesto tu-
viere que alegar algo sobre la inconvenien-
cia de efectuarse la apertura, como para que
se cerciore de que se procede á ella con ar-
reglo á derecho. El juez debo recibir decla-
raron hajo juramento, y separadamente al
escribano y á cada uno de los testigos qué
espresará: 1." Si reconoce por suya la fir-
ma ó signo respectivamente puesto en la cu-
bierta, y la firma del testador y las de las
personas que firmaron en su nombre ó en
el de los testigos: 2.° Si se halló presente
con los demas testigos y el escribano públi-
co al otorgamiento: 3.’ Si reconoce él plie-
go ó cuaderno que se le presenta; y 4.° Si
la cubierta se halla cerrada según quedó al
tiempo de firmarla, ó si advierte indicios de
haberse abierto ó cambiado algo que no es-
tuviese al otorgarse. Debe el juez hacer por
sí mismo esta diligencia, porque la ley no
le permite cometerla al escribano ni á otro
por ser up acto pcrsonnlisimo. Efectuada

APEHTUftA.
esta justificaron y la de haber fallecido el
testador, si no se presentó la partida de de-
función, acerca de lo cual pueden declarar
los mismos testigos, ó hacerse Indagación
con arreglo á derecho, «i el juez ve que el
testamento ó cuaderno no está roto ni es en
nada sospechoso; lo abre á presencia de. los
testigos y del escribano, sin que sirva de
obstáculo para proceder á su. apertura que;
alguno de los testigos niegue que es  suya la
firma, En este caso siendo mayor el número
de los que reconocen tas suyas, se procede-
rá á la apertura, cuidando de dejar intactas
las firmas para los usos importunos. Aconse-
jan los autores y lo autoriza la práctica que
el juez lea para sí el testamento por si hu-
biere prevenido el testador que se emitiese
en la publicación alguna de  sus disposicio-
nes hasta tiempo determinado, ó por si re-
sultare perjuicio atendible dp que se divul-
gase alguna de sus cláusulas; en tales casos
debe quedar dicha parle reservada hasta
que desaparezcan los inconvenientes que se
oponen á la publicación. Hecha la lectura
privada, entrega el juez el testamento al es-
cribano para que lo lea en el acto á todos los
circunstantes, y en seguida ordena que se
tenga por testamento y última voluptad del
difunto, que se reduzca á escritura pública,
se protocolice con la cubierta en los regis-
tros del escribano actuario , y que se den á
los interesados los traslados y testimonios que
pidieren, los cuales deben ser comprensi-
vos de todo el testamento para los herederos,
pero para los demas interesados solo de la ca-
beza, pie y cláusula que con ellos tenga re-
lación. Suele también y es conveniente, in-
cluirse en los traslados las diligencias de
apertura, las cuales originales se protocoli-
zan con el testamento en el registro pú-
blico.

No pudiendo ser habidos todos los testi-
gos, basta la asistencia de la mayor parte,
esto es, de cuatro: á presencia de ellos se
abre el testamento y se saca el traslado, sip
perjuicio de que hagan después el recono-
cimiento los impedidos y ausentes, remi-
tiendo en su caso el testamento para este
efecto á los respectivos jueces competentes-
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Así cánones apócrifos son los introducidos
por mano oculta entre los legítimos, y la
Iglesia ó los padres tienen declarados apó-
crifos varios libros, salmos ú oraciones con-
tenidas en alguitos ejemplares antiguos de
Id Biblia, ó admitidos por algunas sectas, ó
comisiones, en cttyh caso se encuentra la
oración Burilada de Manases, la genealogía
de Job, el libró de En(>c, etc. Véase «¿Cap.
Sa  acia Eec. disi, 15: Conc. de  Trento, test.

4 de canonicis scripluris.
APOCRISARIO. El que responde

por otro ó le repteSerita. Se llamaban así los
agentes ó representantes que el papa , los
patriarcas y obispos tcnian en las cortes de
los emperadores. En latín se llamaban estos
agentes responsales. Posteriormente en algu-
nos países, sobre todo en Francia, se ha
dado ese nombre á un eclesiástico que te-
nia á su cargo representar los autos genera-
les del clero: al limosnero mayor del rey, y
al confesor del mismo, llamado en señal de
su prestigio y dignidad Cusios Palalij. Véase
lo que dijimos en el artículo *GEMT«.

APODERADO: APODERA-
MIENTO : APODERAR. Estas
tres Voces proceden étimológicamenle de la
de poder , que en el sentido del presente ar-
tículo significa las facultades que nos com-
peten por la ley ya Como personas suijurü,
va como dueños , y algunas veces también
como personas públicas. Asi , hallarse una
cosa en nuestro poder, es  estar en nuestro
dominio; dar poder á alguno, es  cometerle
algunas de nuestras facultades legales con
facultad de obligarnos. Apoderar á alguno
por tanto, es darle poder para que nos re-
presente en juicio ó fuera de él en todas
aquellas cosas á que el poder ó la autoriza-
ción se esliendo , y del modo que en ellos
se espresa. El que recibe este poder se lla-
ma apoderado.

En algunas parles apoderar á uno de una
cosa , es darle posesión judicial ú oficial de
ella , y es porque desde entonces entra
aquella realmente en su poder.

Apoderamicnlo liene una significación ge-
nérica, activa y pasiva, aplicable á lodos
los casos en que lo fueren las palabras opo-

APODERADO.
Si todos ó la mayor parte de los testigos se
hallasen ausentes y hubiere perjuicio en la
dilación ¿juicio del juez, se hace.la apertu-
ra, publicación y traslado ante hombres bue*
nos, y se vuelve á cerrar firmando estos
mismos. Cuando vuelvcú los testigos instru-
mentales se hace entonces el reconocimien-
to, y constando la certeza de todo, se unen
sus declaraciones á lo actuado y se decla-
ra el testamento instrumento público (I):
Si hubiesen fallecido todos ó la mayor
parte de los testigos f ó se ignorase su
paradero, se hace información por el juez
acerca de la legalidad del escribano pú-
blico por quien se signó la cubierta (si
también hubiese fallecido), y de que los tes-
tigos estaban en el lugar al tiempo del otor-
gamiento y eran personas aptas para testi-
ficar. Ademas se reconocen las firmas del
testador y testigos y la firma y signo del es-
cribano por quien las conociera, ó en su de-
fecto se comprueban con otras indubitadas
de  los mismos: hecho oslo se procede á la
apertura en la forma espresada.

Según la ley 1 , tít. 2 ,  parí; G, es nulo todo
pacto, transacción ó convenio que se hiciere
antesde la apertura del testamento cerrado,
disposición dirigida á evitar que puedan co-
meterse abusos, fraudes y engaños.

APOCA. Recibo ó carta de pago. Es
voz griega como la de antapoca. .Nosotros las
tomamos de los romanos. Se usan rara vez 4
solo en algunas providencias y mas en lo an-
tiguo que al presente. Apoca pública era en-
tre los romanos la carta de pago dada á los
contribuyentes por los recaudadores de los
tributos,. Habla de estos documentos el títu-
lo 22, libro 10 del Código. Por la tercera de
sus leyes, el recaudador de tributos que
mostraba las apocas ó cartas dé pago , ó de
entrega de lo por él recaudado, correspon-
dientes á los tres últimos años, no podia ser
inquietado por los demas.

APOCRIFO. Según su etimología
griega es  lo mismo que oculto ó desconocido;
y por traslación se aplica á las obras ó es-
critos que tenemos por supuestos ó falsos.

( I )  Ley 3 .  t i l .  1 ,  Parí.  O.
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¿erar y apoderarte, espresando en cada uno,
ya el acto, ya el resaltado, según el sentido
en que se use»

APODERARSE. Ocupar una cosa
sin dueño ; torta? ún punto defendido por
el enemigo, ó cosas pertenecientes á él ; ar-
rebatar injustamente y empleando la fuerza,
personas ó cosas, lo que constituye los deli-
tos de rapto , robo, ó piratería, según los
casos.

APORTAR. En el lenguage del foro
es lo mismo que traer, y se aplica para cs-
presar que el marido ó la muger , pero mas
especialmente esta última , traen á la socie-
dad conyugal algunos bienes, que sustanti-
vada la voz, se llaman por lo mismo aporta-
dones* No aportar, por lo tanto, es  lo mis-
mo que no traer cosa alguna al consorcio.

APORTILLADO En lo antiguo
era un magistrado-popular especie dejuez
de  paz que se establecía á las puertas de
las poblaciones para escuchar y dirimir de
plano las cuestiones incidentales , ó del mo-
mento entre los Concurrentes de los pueblos
circunvecinos»

APORTILLAR Hubo un tiempo
en que los despojos de las ñucas rurales,
como la espiga, el rastrojo, la pámpana, etc.,
no se  reputaban frutos de la heredad , en el
sentido de constituir un derecho esclusivo
del señor causahabiente, como el colono,
y sucedía una de dos cosas : que dichos
despojos se reputaban Arbitrios de los pue-
blos, y el ayuntamiento los arrendaba, apli-
cando el precio del arriendo al fondo de pro-
pios y arbitrios, ó los ganados del concejo
los pastaban libre y gratuitamente , efecto
natural y consiguiente al sistema ya indica-
do y al de favor y protección dispensados
en general á la riqueza pecuaria. Tal siste-
ma era opuesto á la libre facilitad dé los
dueños para cerrar ó acotar sus .hereda-
des. La prohibición de hacerlo era de dere-
cho común, lo contrario era efecto de una
gracia ó privilegio particular que no se con-
cedía sino con la Obligación de aportillar la
heredad cercada , levantados frutos , á fin de
que del modo dicho fuesen aprovechados
los despojos. Si el dueño no aportillaba , lo

APOSENTADOR.
verificaban impunemente tos arrendata-
rios de loa pueblos, y de no haber arrenda-
tarios, los ganaderos y cualquier vecino
particular, que entraba al rebusco , espi-
gadero ú otro género de disfrute de qie
eran capaces los despojos de  la heredad;
peroá la vista todavía del dueño, sin -espe-
rar á mas que al alzamiento de la última
gavilla ó resto del fruto principaL Con la
misma libertad con que en el caso dicho se
aportillaban las cercas, se  allanaba ó rompía
el simple acotamiento. Los antiguos siste-
mas sobre la. propiedad territorial , han
variada en este punto, y en  virtud de la  nue-
va legislación de acotamientos, toda here-
dad e entiende cerrada ó acotada respecti-
vamente , y nadie puede aportillar ni utili-
zar sus despojos, sino con beneplácito del
dueño. Todo dueño , ademas , tiene por di-
cha legislación la libre faculta! de cercar
sus heredades sin necesidad de aportillar.
V. «�raMiBtrr®.

APOSENTADOR.  La persona en-
cargada de procurar oficialmente á otras el
alojamiento ó habitación. Muchas son las le-
yes dictadas con motivo de los aposenta-
mientos de la corte , ya para corlar algunos
abusos de los aposentadores en dispensar del
alojamiento á algunas personas, y en recibir
dádivas de otras , ya  para fijar los precios
que debían satisfacer los aposentados por el
servicio de camas y demas que recibieran,
ya para determinar las casas ó personas ex-
ceptuadas de esta carga, ya en fin para seña-
lar las que deban disfrutar de este bene-
ficio (I).

Las ordenanzas generales del ejército re-
conocen también con el nombre de aposen-

I tador al oficial nombrado por el capitán ge-
neral del ejército en campaña, para que bajo
las inmediatas órdenes de!  cuartel maestre,
hoy comandante del estado mayor, cuide de
procurar el alojamiento de las tropas en los
puntos señalados para cuartel general. El
tituló 8 ,  tratado 7 ,  dispone lo siguiente'

Art. 1." A proposición (por terna) del
cuartel maestre nombrará el capitán gene-

í t i  Ley , t i l ,  1 . I’arl, i. Leyei del titulo 14 , lib.
Noeiiim* Recopilación.
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ductor general de  equrpages, el  aposentador,
el contralor de  artillería con su oficina , el
preboste con su  compañía y ministros de  eje-
cución, y precisamente con inmediación á la
easa del capitán general el oficio de  posta
ó correo con sus  dependientes respectivos.

Art. 7.° Entre los alojamientos de  pri-
mera clase elegirá el  aposentador una de las
mejores casas para el  intendente del ejército
y cuidará de  que las que destine para con-
taduría y tesorería tengan la estension y co-
modidad posible para alojar sus gefes y es-
tablecer las oficinas.

ArU 8 /  Señalará alojamientos á los co-
misarios ordenadores , á los de guerra , al
poseedor de  víveres, al director de  hospita-
les y á los facultativos de ellos.

Art. 9,® Si hubiere casas inmediatas al
parque do  artillería y se  escasease de  aloja-
mientos, dará solamente una al comandante
deál ,  y repartirá las demas á aquellos des-
tinos que no sean los mas precisos á la In-
mediación del general.

Art. 10. Los mercantes . vivanderos y
otros de  esta especie, no podrán ocupar con
sus tiendas otros parajes para la venta de
sus géneros que los que el aposentador les
señale , dándoles papel firmado suyo con
asignación del puesto en  que han de  colo-
carse , procurando que este sea en  pro-
porción de  proveerse cómodamente e l  ejér-
cito. -

Art. 11,  Luego que el aposentador haya
dispuesto el alojamiento formará dos listas,
una del cuerpo militar, que empezará por el
capitán general, y otra del de  hacienda, de
que será cabera el intendente, y ambas las
fijará en la puerta del capitán general, es-
pesando el nombre de  la casa , y el del su-
geto á quien se  aloja en ella , y á mas dará
otra copia para la secretaría del general.

Art. i 2.  Ninguna de las personas aloja-
das podrá mudar de  casa sin el  conocimien-
to del aposentador, y en cualquier disputa
que sobre esto ocurra dará su decisión el
cuartel maestre.

Art. 13 .  Aunque se hallen cana fuera
de  las grandes guardias , no podrá el cuar-

1 tel maestre distribuirlas , ni ocuparlas (por

ral del ejército un oficial agregado ó gra-
duado que  ejerza las funciones de-aposen-
tador, con el sobresueldo de  cincuenta es-
cudos de  vellón al mes,  dos raciones de  pan
y otras dos de  cebada diarias ademas de  las
de su grado, cuya asistencia se le continua-
ra durante la gaerra par certificación del
cuartel maestre, que justifique en existencia
en este empleo « arreglando su ejercicio á lo
siguiente. <�

Art. 2.** En consecuencia de  las órdenes
que le diere el cuartel maestre, de  quien inj

mediatamente ha de  depender, pasarla  loa
lugares elegidos para enartel general , !  pre-
sentándose á las justicia hará con su asis-
tencia reconocimiento y relación de  las ca-
sas que  contenga el vecindario, distribuyén-
dolas en  tres ó cuatro clases, según la esten-
sion y comodidades de  cada una ,  para
repartirías con proporción á les oficíales ge-
nerales y demás empleados que en el cuar-
tel general deban alojarse.

Art. 3.° El órden que ba de  guardaren
la graduación y distribución de  los alojamien-
tos será el siguiente :.-Al cgpilan general , al
cuartel maestre general, al teniente general
de día, al mariscal de  campo de  día, al in-
geniero general, al mayor general de  infan-
tería, al de caballería y dragones, y con in -
mediación á cada uno de- los espresados á
sus ayudantes respectivos , y al ingeniero
comandante con los demas de  este cuerpo
|ior sus clases.

Art. 4.° Al comandante general de  arti-
llería se  la proporcionará casa con la posible
inmediación al parque; pero si no la hu-
biese, se le dará una de las de  primera cla-
se del cuartel general.

Art. 5.* A los tenientes generales y ma-
riscales de  campo, á quienes el capitán ge-
neral exima de  alojarse ó acampar en  sus  di-
visiones respectivas, se les repartirá por su
órden de  graduación y antigüedad las casas
que correspondan de primera clase en el
cuartel general , é igualmente de  segunda ó
tercera � sus  ayudantes.

Art. 6.°  Después de  k>s referidos se  alo-
jará al vicario general , el auditor de guerra,
el ca pitan de guias y su compañía, el con-
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arbitrio propio) individuo alguno del ejér-
cito sin escepcion de clases.

Art. 14. Si Yo fuere á campaña y se hu-
biere de formar alojamiento en el cuartel
real , el aposentador de mi casa separará las
precisas para los principales dependientes
de mi real familia ; eligirá las competentes
para los criados de inferior clase , y las res-r
tantes las dejará al aposentador del ejército
para el estado mayor de él ,  cuidando de re-*
servar la mejor, después de la mía ó de otra
persona real, para el capitán genera).

Art. 15. Siempre que el ejército haya do
retirarse á cuarteles de  invierno ó de acan-
tonamiento, procederá el aposentador en
cada uno de los pueblos que el cuartel
maestre general le señalase con este mismo
arreglo , á cuyo fin le dará noticia del nú-
mero de tropa y ciases do oficiales que ha-
ya de  alojar; y practicando previamente el
reconocimiento de las casas con asistencia
de los regidores ó justicias, hará su distribu-
ción y se les dejará firmada para que á pro-
porción que las tropas lleguen ocupen las
que se les hubiere señalado.

En la marcha de las tropas que están de
guarnición , se nombra también un oficial
que Cuide del alojamiento, y sobre su nom-
bramiento y sus fnneiones disponen las mis-
mas Ordenanzas generales , tít. 14 ,  tratado
6 ,  lo siguiente:

Art. l . °  En el día antecedente al señala-
do para marchar un regimiento, ó con la an-
ticipación que la precisión de su movimiear
lo permitiese, dispondrá el coronel ó co-
mandante que se adelante un oficial con dos
soldados por compañía al lugar donde hu-
biere de hacer tránsito , llevando el itinera-
rio ú órden que tuviere , y un estado de los
oficiales y tropa del regimiento para pre-
venir el alojamiento y lo demas que fuere
necesario. Reconocerá la plaza donde haya
de formar, y para la caballería verá por sí
mismo las caballerizas , bebederos para los
caballos y cuanto conduce á su asistencia
para que esté limpio, previniendo á las jus-
ticias que si algún soldado cometiese des-
orden, sedé  aviso pronto á la guardia de
prevención para prenderlo y castigarlo.

APOSENTADOR.
Art. 4.° Luego que el oficial comisiona-

do á hacer el alojamiento haya recogido las
boletas y reconocido las casas que en ellas
se señalan, graduará (según su calidad y la
de los oficiales de estado mayor y gradua-
dos qué tuviere el regimiento) , su  distribu-
ción en esta forma:

Art. 5.° Primero ai coronel del del cuer-
po: segundo al teniente coronel : tercero al
sargento mayor: Cuarto á los graduados que
hubiere, y todas las demas boletas (escep-
tuando las que han de darse con distinción)
se distribuirán en las tres Clases de  capita-
nes , tenientes y subtenientes , dando á los
oficiales de cada compañía las mas ¡media-
tas á la suya, y los ayundantes y abandera-
dos se alojarán siempre cerca de los gefes.

Art. 6.° Eu la caballería y dragones se
observará la misma regla que prescriben
los artículos precedentes.

Art. 7.* Para que el oficial que hace el
alojamiento pueda con anticipación marchar
á disponerle en el tránsito inmediato, man-
dará el coronel (fuego que esté en marcha
el regimiento), que se  adelante un oficial con
dos soldados á recibir las boletas y. enterar-
se de lo que el que Jas hizo deja prevenido,
y el oficial que para este fin se  adelantare,
deberá salir fuera del pueblo á encontrar el
regimiento para entregar las boletas señala-
das, y las que por compañías han de ser
distribuidas cuando se forme el regimieuto.

Véase por lo demas el artículo
MIKMTO.

APOSENTO.  (tECAUA »■) Cono-
cida es en la historia la costumbre, casi ge-
neral., de dar aposento á varias clases y per-
sonas que desempeñaban cargos públicos, ó
gozaban de ciertas prerogativas por su dig-
nidad; sabidos son tapibien el número, cali-
dad y facultades de los aposentadores encar-
gados de  facilitar el alojamiento, las obliga-
ciones de los dueños y habitantes de las
poblaciones , y todos los pormenores y cir-
cunstancias relativas á esta materia. Mu-
chos son los documentos que podríamos adu-
cir en comprobación de esta costumbre, y
del derecho en que se considera fundada,
singularmente los que suministra á este prc-
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señeias temporales del rey: pues estas no
alteraban en nada el curso de los negocios,
la conservación de las oficinas, estancia de
los funcionarios ú oficiales , tribunales su-
premos, consejos, morada real , servidum-
bre y demás que servia de cortejo ú acom-
pañamiento ordinario del jefe del Estado.

El tratado de la regalía de aposento es-
crito con bastante anterioridad á la alega-
ción fiscal que hemos citado arriba , supone
ser muy antiguo su uso y establecimiento,
bien que sin citar ninguna ley patria de los
principios de la monarquía en que se hu-
biese fundado: supone también que las casas
en la córte estaban aplicadas por mitad á
este servicio, y al dejos dueños de las mis-
mas. Donde se encuentran ya disposicio-
nes ciertas y positivas sobre la materia es en
el Código de las Partidas, en las cuales pue-
de consultarse la ley 25, título 9, Partida 2;
la i ,  título 11, Partida 1; la 51 título 6,  Par-
tida i .  Puede consultarse también la ley 27,
titulo 3 ,  libro 1 del órden, y la 7 ,  título 21 ,
libro 2 ;  las leyes 3 y 4,  título 21, libro 2 de
ídem, y la ley recopilada del tiempo de don
Juan II, en que se mandan observar las le-
yes antiguas sobre aposentamiento.

Otras leyes del ordenamiento real y de la
Nueva Recopilación contienen disposiciones
especiales sobre la materia que no pasaron
á la Novísima, pero que podrán consultarse
por quienes se propongan conocer todos los
pormenores de un punto que ya perdió su
importancia por la modificación de las cos-
tumbres y de las ideas ; entre cuyos docu-
mentos llamamos la atención hácia las orde-
nanzas do los reyes Católicos para los apo-
sentadores,

Pero lo que mas conviene á nuestro pro-
pósito y al objeto de este articulo, es el co-
nocimiento del origen y de la importancia
de la carga de aposento, que como regalía
de los monarcas y gravámen de las casas de
Madrid, se estableció cuando se trasladó de-
finitivamente la corte á esta villa, en el rei-
nado del señor don Felipe II. Hablando de
ella, dice la alegación fiscal, ya citada, lo
siguiente. «No se halla que en el principio
se formalizase mas regla que la común, de

pósito la legislación romana , que omitimos
por ser demasiado conocidos.

Para que mejor se comprenda esta eos-
tambre conviene distinguirla de la hospita-
lidad que,  como ofició imperfecto, reco-
miendan los principios de la moral común y
natural; pues en la de que hablamos en-
contramos que fue carga en común , ó invo-
luntario gravamen de parle de quien le con-
tribuyo, y del que es peculiar de la real fami-
lia , ministros y personas de que se forma (a
córte (j)‘. Por muchas razones, conocidas en
el derecho común, romano y pátrio, se con-
sideró el aposento como regalía de la ma-
gestad y carga de ios súbditos, la cual com-
prenda en su lata significación no solo el hos-
pedaje de la persona real y familia , sino lodo
lo perteneciente á su real obsequio, y espedi-
ción de la común canta de la provincia ó rei-
no: en cuyo principio se funda el hospedage
mrtitar como medio de auxiliar el servicio
de los procomunales intereses , siendo tan
general la obligación de prestarle, que los
emperadores Arcadlo y Honorio declararon
sujeto á él hasta su misma casa imperial:
Videlicel ut neo noslra quidem domus ab his
habeatur i nmuñís (2).

Con relación al aposento de  la córte en
España, es cierto, que desde muy antiguo
se hallaba establecido y regularizado este
servicio. Para cuya inteligencia, debe tener-
se presente lo que, según la ley de Partida,
se entendía por Corte entre nosotros: Corte,
dice , es llamado el lugar do es el rey , é sus
vasallos, * sus oficiales con él , que han coti-
dianamente de consejar , é de servir , é los ho-
rnos del reino, que se llegaud, y,  ó por honra
de el , ó por altar derecho , ó por facerlo , ó
por recabdar las otras cosas que han de ver
con él etc. De manera que donde quiera que
está el rey, se entiende que está la córte,
aunque desde el tiempo que por la conquis-
ta de la paz, se fue regularizando la resi-
dencia de los monarcas, siempre hubo un
lugar destinado á esta residencia que fue y
se llamó la córte, no obstante algunas au-

(1 )  Alegación Fixcal por el derecho, y regalía* déla del
real apoaenio de corte. p*« s vuelta.

( 1 . In  lee. 1.  Cód. de Exeoct. r l  iranxlau mll iu  aannn
Jib. 11.

TOMO 111.

Lorenzo Arrazola



APOSENTO.266
ceder á el real aposentamiento la mitad dé
las casas de ¡a villa de Madrid, erigida en
corle, con la real -asistencia.» En la cédula
que se inserta literal en dicha obra de 26 de
marzo de 1565, se dictan varias disposicio-
nes para regularizar el servicio del aposen-
to, cuyos objetos principales tienden al or-
nato de  la corte, comodidad de los vecinos
y servicio yestension del real aposento. Co-
mo se señaló en dicha cédula el término de
15  años, para la edificación y reedificación
de las casas al tenor de las reglas en ella
dictadas ; reconocidos algunos inconvenientes
se prorrogó la escepcion por otros ocho años;
dándosele nueva forma, por otra cédula de
1.° de  febrero de  1584, que original puede
verse en el lugar citado.

En otra cédula de 29 de marzo de  1588
) id.) para evitar fraudes y torcidas interpre-
taciones, se fijan varios preceptos que todos
parten de la idea capital de corresponder la
mitad integra de las casas, para la regalía de
aposento, teniendo limitado ios dueños, as*
del edificio, como del suelo, ¿ esta mitad}
todo su dominio en ellas. En el mismo año
y en  el día 17 de  diciembre, don Felipe H,
espidió cédula en  que autorizaba las exen-
ciones temporales ó perpetuas de la carga
de aposento; y en otra de 2 de junio de
1592, mandó que se repartiesen para el
aposentamiento las casas de la corte, sin re-
servar estudios , graneros , bodegas, cuadras y
otras oficinas que solian eseluirse.

Don Felipe III trasladó de nuevo á ’Valla-
dolid su corte y residencia, en 1600. Pero
Madrid solicitó su restitución, promovién-
dola con eficaz solicitud y oferta de la sesta
parte de los alquileres de sus casas en 10
años (ademas del aposentamiento de la cor-
te , cuya sesta parte se  redujo á 250,000 du-
cados. En 25  de junio del año de 1606, se
dispuso en otra real cédula que las casas de
iniómoda partición (llamadas de malicia), se
repartiesen en la forma posible,' ó se  regu-
lase á maravedís la tercera parte de su pro-*
duelo, como pareciere mejor, principio y
origen de la carga de tercera parte, así lla-
mada.

En otra de 1608, ademas de confirmarse

las anteriores , se concedieron 15  añps de
exención á lo que de nuevo se labrare, pa-
gando durante ellos, lo que antes estaba re-
partido, y qnedando el todo sujeto á rega-
lía, para desde cuando cumpliese la exen-
ción. Con motivo de varias dudas y recia,
(naciones de tos propietarios, sobre valua-
ción y pago de la carga, se espidió otrareai
cédula en 24  de  junio de 1610, en que pone
término á ellas y se fijan reglas que caso ne-
cesario pueden consultarse.

En este tiempo y con posterioridad , es-
tuvo confiada la dirección, administración,
recaudación y visita de la regalía, á una jun_
ta llamada junta de  aposento; ante la cuaj
se actuaban todas las diligencias, se resol-
vían todas Jas cuestiones que ocurrían y se
anotaban las vicisitudes de las propiedades ,
habiéndose recogido en su archivo docu-
mentos muy importantes para el conoci-
miento de dominio de las casas, estension
de su suelo, alteraciones de aqueí dominio
y demas circunstancias que pueden intere-
sar á los poseedores y á la administración.

Mas el rey don Fernando VI por cédula es-
pedida en San Lorenzo en 22  de octubre de
1749 (1), tuvo á bien decretarla supresión de
la junta de Aposento, y mandar que los efectos
que hasta allí había duiyido dicha junta, se
administraren en adelante por el superin-
tendente general de la real Hacienda en la
forma y bajo las reglas que se prescriben en
la ordenanza que dictó á este fin;'y de  las
cuales no creemos necesario .hacer espresa
mención, por haberse hecho en cierto modo
innecesarias, por lo que decimos mas ade-
lante: lo � mismo decimos con respecto á la
publicada en la misma fecha (2) sobro el. utodo
de hacer la visita de todas las casas de la corle
para la carga y contribución de  la regalía dej
hospedage de  la familia real.

Sin embargo, nos parece oportuno repro- 1

ducir las resoluciones á consulta del Conse-
jo de Hacienda , en sala de justicia de 5 de
junio de 1760. y 5 de setiembre de 1761 (5),
según las cuales se sirvió mandar S.  M.,

( i  > Ley i ,  ti l .  <5, ¡ib. 3. Noii*.  ftecop.
>9) Ley 2. id. id ,
(3) Novia. Kecop. ñola 6 á la  ley 21, ti l .  15. Lür 5 .
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las casas bajas ó pequeñas hasta la conve-
niente proporción. En le 2.* y 3.* se hacen'
varias prevenciones para que puedan ser
habidos los dueños de los solares, y para
que llegue á su  conocimiento, á fin de que
presenten sus títulos y dentro de un año si-
guiente ejecutar la obra; y cuando no,  có-
mo ha de procederse para que quede garan-
tido el derecho del que edifique en ellos:
todo lo cual ha de ejecutarse por el corre-
gidor y ayuntamiento de Madrid , según la
4.*. En la 5?  se habla del caso en qne las
casas pertenezcan á mayorazgo, respecto á
las cuales se dictan disposicionesespeciales.

En virtud de esta ley se redujo mucho la
carga de aposento, pues una gran parte de
las casas reedificadas , ó levantadas en sola-
res y yermos desde aquella época, quedaron
por cincuenta años exentas de pago , ya
bastante reducido por las redenciones per-
mitidas en la ley anteriormente citada. Des-
de el momento que degeneró de  su objeto
primitivo y que vino á convertirse en una
de tantas rentas del Estado , administrada

’por  la superintendencia general de la Ha-
cienda pública, los monarcas se fijaron con
preferencia en el principio de orden que
aconseja sean todas dirigidas y administra-
das bajo la dependencia del ministerio en-
cargado de todos los productos , rentas y
bienes públicos.

La tendencia de las disposiciones poste-
riores, ha sido la misma. En 17 de enero

para que los dueños de las casas y sitios
de Madrid pudiesen libremente y s in  el gra-
námen de: la casa aposento, repararlas y fa-
bricar otras de nuevo, se enajenase de su real
Erario está regalía . regulándose sus capita-
les al  respecto del 4 por 100, asi de las casas
privilegiadas como de lasque no lo estuvieren.
Por otra resolución á consulta de la misma
sala de justicia de 8 de junio de 1768, de-
terminó S. M. que para hacer estas reden-
ciones, no se admitan créditos ningunos con-
tra la Real Hacienda, sino que se hayan de
hacer precisamente con dinero efectivo, debién-
dose tener presente , que por real orden de 9
de febrero de 1761 , mandando S. M.  que las
cantidades que por estas redenciones da car-
gas de aposento entrasen en esta tesorería ma-
yor; se  pusiesen en esta con separación , á fin
de emplear su  importe , ó en reducciones de
juros, ó en restitución délos  precios entrega-
dos d la corona por alcabala, tercias ú otras
alhajas enagenadas de ella,  que se declaren
deberte incorporar á la misma corona (1).
Por real resolución comunicada en órdende
3 defebrero de 1770, habiendo presentado
el Consejo de Hacienda en consulta de 29
de agosto de 1768 los perjuicios que causa-
ban los censos enfiléuticos , proponiendo
al mismo tiempo, entre otros medios, de evi-
tar estos daños, y facilitarla construcción
de los edificios cu la corte , la libertad de la
casa de aposento; se sirvió S.  M. concederla
por los dies primeros años d tos que edifi-
qweo en los solares yermos de la villa de Ma-
drid. (2).

El señor don Carlos III por decreto de 14
de octubre y provisión del consejo del 20
de 1788 (3j, dictó varias disposiciones sobre
reedificación de casas en solares y yermos
de Madrid , y estensiou de las bajas y pe-
queñas. En la primera se concede exención
de la carga de aposento por el termino de
cincuenta años, á favor de las casas que se
edifiquen en los solares y yermos que hay
dentro de Madrid , y á favor también de los
qne levantaren , estrndicren y aumentaren

de 1805 se declaró pudiera redimirse esta
carga. En 11 de noviembre de 1820, se
confirmó la misma facultad de redimir á los
dueños de las casas gravadas en ella. En de-
creto de las Córles de 25 de junio de 1822»
sedicc:Art.  \ . 0 el valor de la regalía de
aposento de Madrid en el próximo año econó-
mico. que empieza en i . °  de  julio del corriente
y acaba en 50 de junio de 1823 en 500,000
reoles.—2.° Se suspende la redención de. esta
carga por ahora y hasta que con arreglo del
ar t .  558 de la constitución se subrogue esta
renta con otra de igual ó mayor rendimiento.

En estas dos disposiciones se advierte en
! primer lugar , lo mucho que ya estaba re-
r dncido el producto de esta carga , cuando

. 1 i Vola 6. id. id.
■ «) NoL* 7, id. id.
(3 > Ley ». Ul. « .  Lib. 5, Ñor. Bee.
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te  computó en solos 500,000 reales ; y en l
segundo lugar, que si bien se suspendió I
la redención , no fue por amor á ella y por-
que se considerase uno de los rendimientos
naturales de  las rentas públicas , sino por-
que una vez establecida , se prefirió el sis-
tema de que no  continuase la redención,
hasta que este producto no se hubiere sub-
rogado ó sustituido con otro equivalente,
para evitar la disminución arbitraria de los
fondos que hasta entonces habian ingresado
en el erario público.

En 6 de agosto de 1856, y por real órden
espedida por el ministerio de Hacienda se
declararon válidas todas las redenciones de
la carga de aposento hechas durante la épo-
ca constitucional , en virtud de la real órden
de 11 de noviembre de 1820, antes citada.

En otra real órden de 17 de Abril de
1837, S. M. atendidas poderosas y convin-
centes rosones de utilidad pública , se sirvió
resolver , que ni en la tasación y liquida-
ción para Ja subasta y pago del remate de
los valores de las fincas urbanas pertene-
cientes á amortización se lome en conside-
ración ó haga mérito de la carga de aposen-
to conque se hallasen gravadas , ni so sa-
tisfaga dicha carga durante el tiempo en
que se  administren por las dependencias de
amortización.

Por el art. 12  de la ley de presupuestos
de 23  de mayo de 1843 , se dispuso, que
la redención de la carga de aposento pu-
diera hacerse pagando el capital en cuatro
años , ó sea por cuartas partes , al fin de
cada uno', en  títulos del 4 y 5 por 100 , ó su
equivalente en metálico , con arreglo á los
precios que dicho papel tenga en la bolsa
de Madrid el dia en que deba verificarse el
pago. Esta resolución ha facilitado estraor-
dinaríamente las redenciones; porque ade-
mas de  hacerse con la comodidad de los cua-
tro plazos, hay la ventaja de que los efec-
tos públicos se computan por todo su valor;
y solo se. da en dinero, cuando se hace la
redención en dicha especie , el valor que
corresponda al que aquellos tengan en la
bolsa de Madrid , el dia de la entrega. Por
resultado de esta libertad concedida á los

APOSENTO.
dueños , nos consta que se han despacha-
do mas de seiscientos espedientes de re-
dención , y que hay pendientes unas dos-
cientas solicitudes para el mismo fin ; en
términos de que los rendimientos de esta
carga se han reducido tanto que apenas
llegarán en el año presente (1850) á cuatro
mil duros.

En cuanto á su administración desde qne
se declaró dependiente de la superintenden-
cia de la Hacienda pública , ha estado encar-
gada á una oficina especial que desempeña-
ba las funciones consiguientes á su objeto,
con agregación á la contaduría de la pro-
vincia de Madrid, hasta fines de  julio de
1845. Desde l . °  de agosto del mismo año
vino formando parle de la administración de
contribuciones directas; y por real órden
de 21 dejunio de este año,  en su disposi-
ción cuarta se mandó, que desde l . °  de
enero de 1831 se agregase esta dependencia
á la administración de fincas del Estado.

Aunque esta carga va sensiblemente ca-
ducando y llegará á estinguirsemuy pronto,
hemos, creído conveniente entrar en este
breve resúmen de las disposiciones y vicisi-
tudes que ha sufrido, porque sus efectos en
cuanto á la apreciación de hechos y dere-
chos que pneden ser objeto de contiendas
particulares, serán durade ros , y exigirán
en muchas ocasiones la consulta de lósante-
cedentes legales que tienen relación conellos.

APOSTADERO. Esta palabra pro-
viene de la de puesto, como las de  apostarse
por colocarse en observación , y apostar, en
el sentido de colocar alguna fuerza con el
mismo fin. Y aunque por este motivo la voz
apostadero pudiera estender sus acepciones
á cualesquier asuntos sociales , el uso la ha
limitado á los de marina. En su sentido lato
significa hasta el establecimiento temporal
de un número cualquiera de buques de  guer-
ra en ün parage determinado para algún fin,
que suele ser la seguridad y defensa de  un
fuerte ó territorio amenazado , la protección
del comercio ó de los propios súbditos en
país estrangero, el ausilio de la marina na-
cional en latitudes muy remotas , etc.

En sentido mas estricto la voz apostadero
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El abandono sin embargo de una creencia

herética, gentílica ó en cualquier sentido
errónea, para abrazar de lleno la fé católi-
ca, con respecto á esta se llama convenion;
respecto de aquella abjuración; en ningún
caso apostada. Nace esta diferencia de la
reprobación con que queremos notar las
creencias falsas ó anticatólicas, y el respeto
debido á la religión verdadera , siendo como
es , la voz apostasia un nombre de odiosidad.

Por esta razón precisamente en su sentido
específico se emplea para espresar el aban-
dono de la fé católica , no hallando para esto
efecto, dicen los canonistas , otra mas igno-
miniosa y atroz. Apostata , women esi deles-
tábile, etgraece uescientibus airocius quod la-

tiné dieiiur tránsfuga , rebellis. Apóstata,
pues, en el sentido canónico es el que aban-
dona la creencia católica que había abraza-
do; y también , como en breve veremos, el
clérigo ó monge que abandona su estado
clerical ó religioso. Entre nosotros el após-
tata de la fé se llama también renegado.
. Por las leyes de la Iglesia, la apostasia es

siempre delito, esto e s ,  ademas de ser pu-
nible en el foro interno ó de la conciencia,
como toda contravención á las leyes divinas,
lo es también en el esterna.

Entre los delitos llamados eclesiásticos,
es por su gravedad y trascendencia reputa-
do el primero, siguiéndole el de heregía
para diferenciar así el abandono absoluto de
¡a fé católica; de la duda , ó el error obsti-
nado sobre algunos de sus dogmas sola-
mente.

Por derecho civil se comprende que ha
de serlo en aquellos estados en que la reli-
gión católica sea la única y esclusiva, como
en España. Donde la religión no es única,
será ó no delito, seguir el favor que merez-
ca á los ojos del legislador la religión cató-
lica. En España por las indicadas razones
fue siempre un crimen gravísimo. La mejor
esposicion y reseña histórica que podemo»
hacer en este punto son las mismas leyes,
que recopilaremos sucintamente , reserván-
donos hacer después sobre ellas Jas observa-
ciones oportunas.

■ La ley 17 , tit. 2 ,  lih. 12  del F uero Juzgo j

equivale i comandancia general , ó como si
digiramos, capitanía general de marina, en
puntos apartados y dependientes de la me-
trópoli , y mas propiamente en las colonias.
Entonces apostadero espresa una idea com-
pleja que comprende las de par?uá, arjena/,
seguridad y defensa del puerto, protección por
mar á Ja marina y al comercio ; autoridad y
jurisdicción del gefe del puerto; Antigua-
mente la España tenia apostaderos de este
género en todas sus posesiones ultramari-
nas, donde bahía un virey, ó capitán gene-
ral : perdidas la mayor parte de sus colo-
nias , no tiene en  el dia mas que el de la
Habana, el dé Puerto-Rico y el de Cavite
en las islas Filipinas, á tres- leguas de Mani-
la. En diciendo que los comandantes gene-
rales de estos puntos son gefes superiores
militareis con auditor , se  deducen fácilmen-
te todas las consecuencias legales que caen
dentro del fin de la EnpicLOPEDiÁ.

En sentido análogo á apostadero , apostar-
se es  colocarse una fuerza terrestre ó marí-
tima en observación, acecho, ó descubierta
en un punto determinado, por donde se teme
avenida del enemigo: aportar es destinar ó
destacar tales fuerzas con el indicado fin.

Hablando en general hemos dicho que loa
apostaderos se establecen en las colonias ó
puntos muy apartados de  las metrópolis.
Alguna vez sin embargo se llaman, así los
departamentos ó capitanías generales de
marina, cuando por razón de economía, por
ejemplo, son reducidos á comandancias de
marina, como recientemente sucedía en Es-
paña respecto de los departamentos . del
Ferrol y de Cartagena, denominándose en-
tonces por lo lanío apostaderos.

APOSTASIA : APOSTATA:
APOSTATAR. Apostasia es una voz
griega que significa dwrcíoa. En un senti-
do lato se emplea para espresar el abandono
de una creencia, secta ó profesión en el ór-
dcn religioso: de una bandera, partido ó sis-
tema en el órden político; y con mas ó me-
nos propiedad se usa también alguna vez
en  otro género de asuntos no políticos ni
religiosos, para indicar que se ha mudado
da opinión, profesión , etc.
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establecía ya que el cristiano, y sobre todo
si era hijo de cristianos, que se circuncida-
se ú observase los ritos de los judíos, fuera
castigado con pena de muerte, añadiendo
aun «que fuese penado de muy crueles pe-
nas;» queriendo decir al parecer que aun
la de muerte se agravase con padecimientos
especiales. Anadia también la confiscación,
si los herederos fuesen culpables del mismo
delito.

La ley 1,  tit. 1 ,  lib. 4 del Fuero Real pa-
rece se propuso desenvolver ó completar
este pensamiento, cuando siete siglos des-
pués, añadiendo rigor á rigor, ordenaba que
el que se hiciere moro ó judio ó hiciese mo-
ro ó judio á su hijo, muriese por ello «é que
la muerte de este fecho á tal fuese de fuego.*

La ley 2 del propio título y libro, esta-
blecía contra el mero hercge la misma pena
de muerte por fuego.

Ley 7 ,-tit. 24 ,  Part. 7. El cristiano que
se tornase judio ó herege , muera por ello,
y hágase de sus bienes lo que esté dispues-
to respecto de los bienes de los hereges.

Ley 4 , tit. 2 , id. El que renegando de
nuestra fé se hiciese moro, muera por ello,
y sus bienes, si no dejase herederos cristia-
nos hasta el décimo grado , sean confisca-
dos para la Cámara.

Ley 5 ,  id. id. � Apostata en latín tanto
quiere decir en romance, como cristiano
que se fizo judio, et después se tornó á la
fé de los cristianos. Et por que tal home
como este es  falso, é escarnecido de  los de-
mas homes , magüer se repienla non debe
qdedar sin pena.... et  dijeron los sabios an-
tiguos que debo ser enfamado para siem-
pre , de manera que su testimonio nunca
sea. cavido: nin pueda haber oficio, nin
logar honrado, nin pueda facer testamen-
to , nin ser establecido por heredero de
otro en ninguna guisa : et aun después
desto decimos que vendida, nin donación
que el oviese fecho, ó el ficiese á otro desde
aquel día en adelante que fizo este yerro,
non queremos que vala. Et esta pena tene-
mos que es mas fuerte á este atal, que si lo
mataren, cá la vida deshonrada que) fará,
le será por muerte en cada dia non pudlen-

do usar de  las honras, nin de las ganan-
cias que ve usar diariamente á los otros.»

Es tanmotable esta ley, que no hemos po-
dido menos de copiarla literalmente.

Ley 6, id. id. Si una muger cristiana se
hiciere judia, mora ó herege, la dote, arras
y bienes comunes sean todos del marido ; y
viceversa si el  marido cometiese dichos crí-
menes.

Ley 7 , id. id. Si el que renegase de  la
fé y-luego volviese á ella, no fuese acusado
en vida, puede ser perseguida su fama por
acción popular hasta cinco años después de
su muerte. Si fuese acusado en vida , y se
le probase el yerro , caígan sus bienes en
comiso , según en otras leyes se dispone. - '

Ley 8 , id. id; Si el renegado que se hizo
moró hiciese algún servicia señalado á ios
cristianos, sea relevado de la pena de  muer-
te : si después de eso se convirtiese de
nuevo á la fé católica, sea relevado asimis-
mo de las peñas de I nfamía y de  confisca-
ción.

Ley 5 ,  tit. 5, lib. 12 de la Nov. Recop.
Los reconciliados por los delitos de here-
gía ó apostasía, ni los hijos de los que hu-
biesen sido quemados, ó condenados por
dichos delitos, no pueden tener cargos pú-
blicos bajo las penas de los que egercen
empleos ó cargos que no tienen, y de con-
fiscación de bienes, lo cual se contará hasta
la segunda generación por línea mascúlina,
y hasta la primera por línea femenina, y en
cuyas penas se incurrirá por el mero hecho,
sin necesidad de proceso, sentencia, ni de-
claración, y todavía las personas quedarán
sujetas á lo que el rey quiera hacer de
ellas.

Hasta aquí el derecho antiguo. A graves
consideraciones dá lugar una legislación tan
severa, tan complicada, y sostenida sin em*
bargo al través de tantos siglos. Vemos las
severisimas penas establecidas por el Fuero
Juzgo y Fuero Real. Las de Partida mitiga-
ron algún tanto al parecer esta severidad*,
pero ellas mismas parece también que qui-
sieron atenuar esta templanza con otro gé-
nero de  rigor, fundado en nuestro concepto
en una errada política. Si se castigaba hasta
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temor de  perder la herencia obligaría á los
herederos á retraer al renitente del propó-
sito de  apostatar, la ley 6 del título y partida
antes citada estableció el confisco en[favor
del marido , si la muger se hacia mora ó ju -
dia; y vice-versa , aplicando al consorte que
permaneciese en la fé ¡a dote , atras y cmr»«
tos bienes pertenecían al apóstata , cuando lo
lógico era que pasaran á sus herederos no
culpables. Y si por otra parte hubiera de
concederse algo á la humana flaqueza, á las
sugestiones de  la Codicia , y al tédio tal vez
de una unión no afortunada, ¿quién mas  en
posición que el marido, y vice-versa que la
muger para impulsar, en  vez de  evitar el  es.
travio del otro consorte , cuando de  ello se
esperase tan cuantioso lucro? -

Llevando hasta el  último punto el  rigor ya
desplegado, y cerrando mas y mas la puerta
sin quererlo sin duda, al arrepentimiento,}»
ley 7 siguiente estableció, no  solo acción po-
pular contra el converso, sino que si hubiese
sido tan afortunado , que no hubiera sido
acusado en  vida, podía serlo por cualquiera
hasta cinco años después de  su  muerte.

La ley 8 establece que si el apóstata que
se hizo moro prestase algún servicio seña-
lado á los cristianos, y se  convirtiese á la  fé,
queda libre de  la pena de  infamia y de  to-
das las demas. Prescindiendo de  la incohe-
rencia en los principios, si la gracia conce-
dida por esta ley no fuese ostensiva á los
conversos de  quienes se trata en  la anterior,
lo cual ella no espresa , la contradicción
seria manifiesta.

No podemos prescindir de  notar aquí lo
inexacto y vicioso de  la definición de  apoeta-
sía , dada por la ley b ,  antes mencionada, y
que hoy haría poco menos que inútil, y en la
mayoría de  los casos inaplicables, las dispo-
siciones del Código penal sobre este delito.
Apóstata en  latín, dice la citada ley, tauloquis-
re decir en  romanee como cristiano que se  face
judio ó moro, ele., después se tornó á la fé de
los cristianos.

La ley loma la especie por el género: un
caso por los muchos que pueden ocurrir.
Puede abandonarse lafé católica, sin abrazar
otra creencia : puede abandonársela , abra.

con escesiva severidad eEabandono de la fé
católica;' si.tal era el celo, y el respecto- tri-
butado á esta, debia facilitarse el retorne á
ella, y hacer posible el arrepentimiento, en
vez-de aumentar los obstáculos. Y sin em-
bargo la ley 5 del título y Partida antes ci-
tados declaró infamado para siempre al cris-
tiano que hecho moro ó judio, volvía de
nuevo á la fé católica. Quedaba inhabilitado
por tanto para podqr declarar, y su testimo-
nio no  hacia fé: no podía obtener cargo pú-
blico ni  asiento honorífico: quedaba priva-
do de  testar, y de  ser instituido en ninguna
forma ni por nadie:, y eran pulas las ventas
y donación hechas por é l ,  ó en su favor,
desde su  apostasía en  adelante. A beneficio
de  este conjunto de  penas, se  le relevaba de
la muerte;. pero «esta pena, dice la  ley, refi-
riéndose á la infamia y las demas, leñemos
que es  mas fuerte ó este alai, que si lo mata-
sen, cá  la vida deshonrada quel fará, le será
por muerte de  cada día, non pudíendo usar de
los honores, nitide las ganancias que ve usar
comunalmente á los demus. Parece imposible
tanta filosofía y tal error de aplicación. Es
de notar que en  esto la legislación civil se-
guía en  gran parte á la canónica, como lue-
go  veremos. El pueblo á su  vez, por un  celo,
puro en  su origen, pero no  hermanado con
la caridad cristiana, vertiendo todo el vene-
no  del apodo sobre la.frente y la existencia
del que  creia no  poder mirar si  no como hom-
bre de  maldición, llamaba á los así convertí-.
doS,cwwe»*M«, lornadisof , marranos; denomi-
naciones tedas contumeliosas y de  ignominia;
y las corporaciones civiles, las cofradías,
y hasta los cabildos eclesiásticos, invocan-
do el mismo principio , les cerraban sus
puertas. Hemos hecho esta ligera digresión
porque no  puede tratarse con imparcial cri-
terio de nuestra antigua legislación, s in fi-
jarse especialmente sobre este y otros pun-
tos análogos de  la. misma , aprendiendo así
cuanto puede el espíritu del siglo sobre las
leyes, cuando parece que al contrario debia
ser formado y dirigido por ellas.

Sin guardar una rigorosa conformidad con
el principio de no confiscación, y abando-
nando la razón del Fuero Juzgo de que él
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zandola ; pero sin convertirse en enemigo ni
perseguidor de los cristianos: puede, en fin,
en cualquiera de los casos lanzarse el após-
tata á este vituperable empeño. Mas para
cometer el delito de aposlasia basta el mero
abandono déla fé católica. Los demas serán
nuevos hechos punibles ó circunstancias que
agravasen el  caso; y asi, tan apóstala es en
la esencia del hecho el cristiano que se hace
ateo, como el que abraza otra creencia ; y no
lo hubieran dejado de castigar las mismas
leyes de Partida, ni dejaban de hacerlo las
eclesiásticas ; si bien la antigua legislación
se acamodó en general al definir la aposta -
sía, á lo que era mas común y mas de temer
en España por el contacto necesario y conti-
nuo con moros y judios.

La material lectura de nuestras antiguas
leyes relativas al grave delito de apostasía
inclinan á tacharlas, mas que de energía, de
severidad y rigor, y aun de nimia crueldad;
y se las podría hallar mas crueles, compa-
rándolas con las legislaciones modernas so-
bre el mismo punto. Es menester, sin em-
bargo, no perder de vista que esas leyes vie-
nen á ser juzgadas, algunas de ellas después
de doce siglos; y las que menos seis , des-
pués de que fueron hechas. Distinguiendo
las épocas , se hallará que el rigor , la falta
de coherencia alguna vez con los principios,
la crueldad nimia, si fuese efectiva, serian
consecuencia de los tiempos, mas bien que
vicio de las leyes. Al aplicar el criterio le-
gal y filosófico á este periodo de nuestra le-
gislación , no es posible perder de vista, pri-
mero el fervor religioso, hasta exagerado en
losprimerostiemposde una creencia : segun-
do que cuando porta índole de las costum-
bres y de los tiempos se prodigaba por no
grandes motivos, la pena de muerte , el no
establecerla, ó cualquiera otra de tas de pri-
mera gravedad, contra los apóstatas, hubie-
ra parecido poco aprecio y respeto hacia la
religión del Estado: tercero que algunas de
esas leyes fueron hechas en aquellas cortes-
concilios en que entraba por tanto el senti-
miento religioso y el elemento eclesiástico:
cuarto el contacto íntimo y necesario con
enemigos acérrimos y peligrosos de In fé ca-

tólica, como los moros y judios: y por últi-
mo que hechas varias de esas leyes en una
época de verdadera transición, y por tanto
de abusos , males y errores envegecidos y
sin remedio; ni son ni pueden ser dichas
épocas lasque se distingan por la coheren-
cia con los principios.

Menos satisfactoria esplicacion admiti-
rian tas leyes , que pasados ya los tiempos
de transición, continuaron ese rigor, al pa-
recer escesivo , que otras , bajo el imperio
de tales circunstancias habían adoptado , s i .
la filosofía y la esperiencia no enseñaran que
hay pocos odios mas enérgicos que los odios
de religión, y este fue, sin embargo, por
muchos años y aun siglos el estado de las
cosas en España por la coexistencia de las
razas mora y judia en una nación de cris-
tianos, que siempre se ha distinguido, ade-
mas por la energía y pureza del sentimien-
to religioso. A impulso de estar causa conti-
nua hasta se llegó á prohibir con severas
penas la conversión de los moros , tártaros
ü hombres de cualquiera secta religiosa al
judaismo, y los que lo hiciesen ó procura-
sen lo hiciesen otros , quedaban por el he-1

cho reducidos á cautiverio , y á la libre
disposición del rey (1).

Los reyes católicos ampliaron el princi-
pio de escluir á ios apóstalas de todo cargo
público y honorífico , haciendo de estos una
prolija enumeración, en que se comprendía
basta el oficio de alguacil (2) : y sobre las
muchas y muy severas disposiciones que
contra moros, judios , apóstatas y hereges
comprenden los títulos 1 , 2 y 5 del libro
12  de la Novísima Recopilación , se adopta-
ron como remedio radical las medidas im-
ponentes y sobremanera trascendentales
dé la espulsion de moros y judíos y el esta-
blecimiento del tribunal de la Inquisición.

Después de algunos siglos el antagonis-
mo religioso , las causas de irritación cons-
tante habian desaparecido: revoluciones de
diversos généros cambiaron la faz de la
Europa : en mejor ó peor sentido infinitas

(1) Ley l . l i l .  i ,  l ib .  U de laNovíiima Recopilación.
(3) Leyev 3 y 4, t i l .  5, lib. 19 de la Novísima Reco-

piiactoa.
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«Esta pona cesará desde el momento en

que vuelva al gremio de la Iglesia.»
Hemos dicho que en estas penas moder-

nas hay analogía en lo esencial con las pe-
nas de la Iglesia. Y en electo, el apóstata
por su propio hecho se pone desde luego
fuera de la sociedad eclesiástica, pues re-
niega del principio que es su emblema y
su base cardinal; pero todavía la Iglesia lo
declara escluido de derecho por medio de
la escomuuion. Los códigos españoles cita-
dos han adoptado una pena análoga: elimi-
nan de la sociedad política al apóstata por
medio del extrañamiento, según puede verse,
en los artículos antes copiados 255 del de
1822, y 156 del de 1848. En uno y otro se
deja ademas abierta la'puerta al arrepenti-
miento, cesando la pena y sus consecuen-
cias, si el apóstata volviese al gremio de la
Iglesia.

Al lado de esto tenemos, es verdad, la |cy
famosa de 17 de abril, que castigaba con la
pena de muerte al que conspirase para mu-
dar la religión del Estado, que era la cató-
lica; pero es cierto también que esa ley se
dictó bajo el imperio do circunstancias las
mas apremiantes, y que al designio de ha-
cer cambiar la religión del Estado, se llega
en el hecho criminoso que ella se propuso
castigar, el delito de traición ó de rebelión.

Escriclje en su Diccionario razonado asien-
ta una opinión que puede fácilmente indu-
cir á error, y que la autoridad de quegoza
dicho autor nos obliga á rectificar.

� Todas estas disposiciones , dice, después
de babor hecho mención de las leyes del
Fuero Juzgo, Partidas y Novísima Recopila-
ción , relativas al delito de aposlasía , han
caducado ya , y no so» mas que históricas, Xa
hay en estos tiempos quienes quieran hacerse
moros, n i  judíos, ni cuando se han de dar los
oficias públicos se va á buscar el orit/eu deloi
candi latos.» El autor, como se ve, admite sin
e.splicacion la definición de apostaría, dada
por la ley de Partida, y ya hemos notado
hasta qué punto es viciosa y errónea. Da
todavía á dicha definición mas fuerza que
la que le dió la ley, asentando que en vir-
tud de aquella no se Ritiendo por apóstata

ideas recibieron otra apreciación* y la mo-
derna legislación penal de las naciones es
totalmente otra en cuanto á los delitos con-
tra la religión. Según el sistema religioso
y político de cada pueblo , asi es su legisla-
ción sobre este punto : en algunos códigos
penales, por tanto, casi se prescinde, ó se
prescinde del todo de los delitos contra la
religión : puede decirse que por regla ge-
neral no tratan de la apostasia , como con
mayor ostensión diremos en su lugar opor-
tuno. España sin embargo, fuertemente ad-
herida al principio católico ,' ha mantenido
y mantiene la religión única, y su nueva
legislación penal se distingue en este punto,
según era indispensable, de la de todas las
naciones: sus códigos penales de 1822 y el
que 1c ha sustituido en 1848, establecen
penas contra el delito de apostasia; pero to-
talmente diversas de las antiguas, y en lo
sustancial, asimiladas á las penas dé la
Iglesia.

Y con efecto , el articulo 255 del Código
penal español de 1852 establece que : «El
español que apostatase de la religión ca-
tólica apostólica romana , perderá todos
los empleos, sueldos y honores que tuviese
cu el reino, y será considerado como no es-
pañol; pero si volviera voluntariamente al
�eno de la Iglesia, recobrará su condición
y honores, y podrá obtener otra vez sus
empleos y sueldos, si el gobierno quisiese
conferírselos.»

El artículo 2 de la ley de 17 de abril de
1821 , ordenaba, sin embargo, que el
que conspirase directamente y de hecho
á establecer otra religión en las Españas
ó á que la nación española deje de profesar
la religión católica apostólica romana , se-
rá perseguido también como traidor, y su-
frirá la pena de muerte. Los demás delitos
que se cometan contra la religión serán cas-
tigados con las penas prescritas, ó que se
prescribiesen por las leyes.»

El artículo, en íin, 156 del Código pe-
nal vigente , ordena que : «el español que
apostatase públicamente de la religión ca-
tólica apostólica romana , será castigado
con la pena de ostra ñainiento perpetuo.

TOMO I I I .
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amo el cristiano que se hito moro ó judio,
cuando la ley» al hablarse, como queda di-
cho, del delito de que estamos tratando, hizo
mas bien una enunciativa, una versión del
latín, bien que á todas luces equivocada, que
una declaración y en ningún caso una decla-
ración taxativa y esclusiva , lo cual hubiera
equivalido á sancionar la impunidad en in-
finidad de casos.

Puede también inducir á error la asertiva
desque en la provisión de los oficios y car-
gos de honor, no se va á examinar si los can-
didatos son moros ó judíos. No se examina
lo que se dá por sentado ; y en tales casos
se hace un supuesto que es constitucio-
nal y legal. No puede obtener cargos públi-
cos el que noesciudadano español; y no pue-
de ser ciudadano español el que no es  cató-
lico romano. Hechos recientes, públicos y
solemnes patentizan si se examina ó no la
creencia de los aspirantes: diariamente se
hace ese exámen para conceder ó negar car-
tas de  naturaleza , y diariamente también se
están negando por no ser católico el pre-
tendiente.

Trayendo ahora la cuestión al terreno de
los principios, examinada como tésis gene-
ral , á la luz de la razón7 y de la filosofía ,
diremos que para los fines temporales y so-
ciales , la peor de las apostasías es cabal-
mente la que para en el ateísmo.. Todas las
sectas creen algo que respetan: creyendo y
respetando, temen y esperan: tienen por
tanto algún género de moralidad: moralidad
que se acerca más á los fines sociales, s¡
está en la base de la creencia la existencia
del Dios único, la cual sola, aun mal com-
prendida , es la ley tácita del hombre y de la
humanidad ; mientras elateisraoes la muer-
te de lodo sentimiento trascendental, la ne*
gacion de lodo lo que habla á la conciencia
del hombre.

En cuanto al artículo del Código pena],
unos lo han censurado por defecto: otros
por esceso: otros, en fin, bajo el punto
de vista de los resultados prácticos , como
un mero homenage á los principios.

La primera censura no es fundada. Es-
ta censura es la que se hace al Código en I

general de ser poco eficaz , poco esten-
sivo, de propender mas bien á la lenidad
que al rigor , en los escesos contra la reli-
gión. Los patronos dé esta opinión, censu-
rando el Código y el artículo en cuestión por
defecto, pecan ellos por esceso , aun cuando
este esceso sea de celo, por otra parte loable.
La Iglesia sola es la que castiga alguna voz
el pecado y el delito , y aun eso en distinta
forma después de la primitiva disciplina,
y de haber admitido la distinción de foro
interno y externo. La ley humana tiene que
limitarse, y se limita al delito, al hecho
esterior, único apreciable en forma jurídica;
dejando á Dios y á su Iglesia la residencia
y el castigo del pecado. Dos observaciones
se ofrecen aquí á la critica mas apasionada:
primera, que la pena establecida por el Có-
digo contra la apostasía , es en un todo aná-
loga á la canónica, pues lo que es  la excomu-
nión en \o  eclesiástico, eso mismo, salvo la
diferencia de fines, es el extrañamiento en lo
político y social, pues es lanzar la sociedad
de su seno al miembro corrompido que an-
tes ha renegado de ella; y segunda que de
todos los códigos penales modernos , no hay
ninguno mas rigoroso en delitos y errores
contra la religión que el español , como ve-
remos al reseñar la legislación estrangera
en este articulo y sus análogos, y especial-
mente en el de religión.

La segunda censura contra el artículo del
Código es tan infundada como la primera.
Sin tal vez apercibirse de ello sus autores,
se resiente de las tendencias exagerada-
mente filosóficas, ó tibiamente religiosas, de
los últimos tiempos. Si debe fomentarse
todo lo que civiliza ; reprimirse todo lo que
depraba; utilizarse todo lo  que vigoriza las
buenas costumbres, y con su irresistible
sanción hace inviolables los pactos y santi-
fica las obligaciones , ¿por qué será impro-
pio de un código , tan filosófico como se
quería, en el buen sentido, y aun en un sen-
tido exagerado de esta enunciativa , con tal
que no rechace los principios , el ocuparse
d« los esccsos contra la religión? ¿Cómo
dejar de todo punto para la otra vida el
remedio de males que le necesitan en esta?
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Código. Antes podia tenerse por público
todo 10 que podia ser probado por dos testi-
gos; hoy la nueva legislación requiere algu-
na vez mas que eso, y la cuestión actual se
reduce á examinar si la disposición del Có-
digo es aplicable en este punto al delito de
apostasía.

Al establecer el Código que la apostasía
punible es la pública , no ha determinado
específicamente el grado y circunstancias
de esta publicidad. Pero establece en el ar-
tículo 585 (i) «que entonces la calumnia y la
injuria por escrito, se reputarán hechos con
publicidad,  cuando se propagasen por medio
de papeles impresos , litografiados ó graba-
dos, por carteles ó pasquines fijados en si-
tios públicos, ó por papeles manuscritos, co-
municados d mas  de diez personas.  � Después
en el artículo 6 del real decreto con fuerza
de ley de 22 de setiembre de 1848, se de-
clara «que definido una vez en el Código un
delito, cualidad ó circunstancia, siempre
que el mismo Código hablase de aquel, ó de
estas, se estenderán definidas en los pro-
pios términos.» ¿Inferiremos de aquí estar
definido que en todos los casos la publici-
dad consiste en que un hecho, por ejemplo
la apostasía , llegue á conocimiento de diez
personas por lo menos? Creemos que no;
sino únicamente en el caso espresado en  el
artículo del mismo Código, esto es, cuando
un hecho se haga notorio por pajales ma-
nuscritos. Cuando por este medio empieza
á ser conocida ó divulgada la apostasía de
uno, entonces se entenderá realizada públi-
cament � para poder castigarla con arreglo
al Código, cuando el manuscrito sea comu-
nicado á mas de diez personas: en los demas
casos la apostasía se hará pública como
cualquiera otro hecho punible , y podrá de-
ducirse por hechos opuestos, como por ejem-
plo haberse circuncidado , ejercer el sacer-
docio de una secta, etc.

Y aquí se presenta una segunda cuestión
de consideración é importancia, que nece-
sariamente tendrá que ocurrir en la prácti-
ca, á saber: el que se afiliase en una secta,

(!)  Todas las citas que hiciéremos del Código p*M
son con arreglo A la edición reformada de 1880.

¿Cómo no establecer sanción penal para lo
que antes ha sancionado la Constitución po*
litica del Estado, y sabido es que todas
nuestras constituciones declaran como re-
ligión esclusiva de los españoles la católica
apostólica romana? Y añadimos que aun sin
eso la religión y el culto público no pueden
ser nunca preteridas, ni objeto indiferente
en ningún Código penal sin un esceso de
filosofismo funesto.

Con lo dicho puede darse por contestada
la tercera opinión, que no queremos llamar
censura del articulo del Código. Ciertamen-
te que los casos de aposlasía serán por for-
tuna rarísimos ; y si es un principio de de-
recho que las leyes se hacen para lo que
ordinariamente sucede, poco necesitarían
Us  opuestos al artículo para deducir que
por nuestras mismas concesiones es ocioso.
Sin embargo, es una verdad ya demostrada,
que si en todo caso el artículo hubiera de-
bido consignarse, todavía conviene no perder
de vista que en un pueblo que está entrando
en comercio y trato abierto con todas las
naciones , con individuos y clases de opues-
tas creencias, que tiene un contacto nece-
sario con los estados infieles de las costas de
Berbería , si la apostasía es mas rara , es en
gran parte porque está y ha estado siempre
penada; siempre al renegado salen y han
salido al paso nuestras leyes.

Fundan otros la tercera observación en la
difícil prueba del delito de apostasía, pues
nadie será tan necio que la verifique públi-
camente ; y solo la apostasía pública es pu-
nible según el Código.

Es esta sin duda la cuestión que habrá que
ventilar casi siempre que se trate de casti-
gar el delito de apostasía , y no es pequeña
la dificultad que su resolución ofrece, según
el estado de la legislación.

Antes del Código penal , la autoridad ju-
dicial tenia un poder omnímodo para apre-
ciar lo que reputaba punible, por la ilimi-
tada aplicación que podia hacer de las reglas
de prudencia , en la apreciación del hecho
y en la graduación de la pena.

Hoy la culpabilidad y la penalidad tienen,
digámoslo asi ,  tasa y medida lija por el
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nero de heregia. ¿Diremos para salvar toda»
las dificultades, que los hechos á que se re-
fiere el artículo 150 son reputados por el
Código, mas bien como actos irreligiosos
que como heréticos, esto es, como inobser-
vancia de las obligaciones del cristiano, y no
como abandono del dogma? Desde luego el
artículo 150 no resiste esta iafteligéncia. El
que cree y sostiene con tenacidad errores con-
denados por la Iglesia, es herege sin duda.
El citado articulo sin embargo no habla de
sostener , sino de publicar dichos errores. Hay
ademas que en ningún caso este artículo
comprendería todas las heregia»; resultando
de ello (pie el Código condenaba una sola
de las infinitas especies de ellas, mientras
por el hecho autorizaba las demas, pues que
según el mismo no es delito sino lo que es-
pesamente está por él declarado así: y no
debe por último perderse de vista para la
cuestión la ligera pena con que dicho artí-*
culo castigaría el delito grave de heregia,
si fuese tal el único hecho punible que men*
ciona, si bien agrava aquella considerable
mente en la reincidencia. De lodos modos es-
ta es una cuestión importante que merece
esplanarsc , y nosotros lo haremos al tratar
de la heregia. Si entonces hallásemos, como
hallaremos, quo osla no tiene sanción espe-
cial en el Código, inferiremos necesariamen-
te que viene comprendida en la enunciati-
va general aposlasía. Entre tanto, creemos
que el tribunal queso atenga ,al tenor lite-
ral del articulo 15G, respecto de todo el que
abdique las cualidades de católico apostóli-
co romano, hará bien; pues que este artícu-
lo no decide sobre el dogma, ni conforme á
los ápices canónicos; sino civilmente, esta-
bleciendo una garantía en favor del princi-
pio constitucional, de la religión católica
apostólica romana, que es la de los españo-
les, con esclusíon de otro culto.

Concedemos que hay cierto rigor en esta
doctrina. Bien sabemos que algunos de nues-
tros autores opinan, ó parecen opinar, que
el artículo 150 habla, no de malos católicos,
sino de verdaderos herege», esto es, de in-
dividuos que en ese caso dejarían de ser c«-
túlicus apostólicos romanos , y que sin cm-

protestante por ejemplo, ¿seria apóstata ó
solo herege? No le hace que esta cuestión
parezca ociosa en términos canónicos; pues
no hay duda en que no es lo mismo aban-
donar un dogma que todos. Debe tenerse
sin embargo presente, que no obstante esc
principio, en e! mismo derecho canónico se
llama apóstata al cismático, qué do todos los
dogmas cristianos no niega sino la autoridad
universal del Papa, y su preeminencia de
cabeza visible de la Iglesia, y eso en un caso
particular las mas de las veces, ó respecto
de un ponlilice determinado. Hay que tener
présenle que sin resolver esta cuestión de
un cierto modo, esto e s ,  diferenciando en-
tre la aposlasía , esencialmente canónica, y
la política , ó en el orden constitucional y
legal, el Código sancionaría un contraprin-
cipio constitucional, y la impunidad en la
mayoría de los casos , por lo que hace á los
delitos contra la religión del Estado. En
tal supuesto , decimos, que el que se afi-
liase en una secta protestante, es sin duda
herege en el sentido canónico ; pero após-
tala en el del Código penal , que trata del
que abandona la religión cristiana bajo
los tres connotados de ralóliat apostóliia
rumana,  y portante la religión de los espa-
ñoles, la religión dol Estado. Tal os el tenor
literal de la ley penal española. Para soste-
ner esta doctrina, sin embargo, era necesa-
rio que el Codigo hablase solo de aposlasía
y no de heregia: mientras parece que en el
articulo 150 habla de los hereges. ¿Inferire-
mos contradicción entre este artículo y el
I5G, que en su literal contesto habla de la
aposlasía? Porque no hay duda en que deja
de ser católico apostólico romano, el, herege,
el que se alilia cu cualquiera secta, aunque
sea cristiana. En ese caso tendríamos casti-
gados con penas bien desiguales al herege y
ai apóstala, aun cuando uno y otro dejen
de ser católicas rumanas. Volvemos á repetir
que el articulo 156 eS terminante en decla-
rar apóstata para los efectos penales del mis-
mo al qtns abandona la religión católica
apustiilica rumana '  y no hay duda que ab-
dica esas cualidades el que se hace protes-
ta nfr , ó se manchó con cualquier otro gé-
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cualidad constitucional de  cristiano católico
apostólico romano, y por tanto la de ciudada-
no español, sea estrañado de estos reinos.

Si todavía esta opinión pareciese algún
tanto violenta , téngase presente que siem-
pre todos los derechos, inclusos el canónico
en lo que hace al fuero esterno , como, en
breve veremos, han castigado al apóstata y
al herege con las mismas penas.

También puede ser objeto de duda el sen-
tido práctico de la palabra públicamente em-
pleada como sacramental por el articulo del
Código: «E*í Apuñol, dice, que apostatase pú-
blicamente, etc.» La versión literal del artí-
culo parece ser que la apostasia se realice
por un acto especial ad  Aoc, llamando la
atención pública sobre sí el que lo ejecuta,
y no deduciéndose de los hechos. Así pare-
cen opinar algunos de nuestros comentaris-
tas. Nuestra opinión es que así se sanciona
la impunidad , pues ninguno ha de ser ni
tan protervo, ni tan necio, que podiendo tan
fácilmente eludir la pena de la ley , la pida
á voces. Eso seria aun mas que protervia.
Seria un cinismo que no autoriza á supo-
ner el carácter, ni las costumbres públicas

. de los españoles , aun de los menos apren-
sivos en materias religiosas. Suponer por
otra parte tal exigencia de la ley solo en el
delito de apostasia, argüiría cierto despego
odioso hacia la religión del Estado, pues que
para los demas delitos no se exige ese géne-
ro de publicidad, sino el que de pública
conste y puedan probarse. La mira del Có-
digo, pues, al espresarse así, no pudo haber
sido otra, sino anunciar que debe respetarse
el secreto de las conciencias: que no ha do
inquietárselas para ver si son culpables;
pero no que no hayan de llegar á serlo cuan-
do conste la delincuencia porque el pensa-
miento se haya convertido en hecho. Así la
versión práctica, jurídica, de la espresion
apostatar públicamente, debo reputarse equi-
valente á esta : «el que con hechos públi-
cos y positivos manifestase ó diese d cono-
cer haber abandonado el catolicismo, siéndole
probado, sufrirá la pena de estro ñnmienlo etc.»
En una palabra, si la disposición del Código
no ha de ser un estéril homenage al princi -

burgo, no reputándolos comprendidos en el
artículo 15G, continuarían siendo ciudadanos
españoles. Pero si hay rigor en la opinión
enunciada , no está en nuestra doctrina ; este
rigor nace lógica y necesariamente de los
principios, del tenor de la Constitución po¿
Ii tica, de  la confrontación de los mismos ar-
tículos del Código entre si. No hay medio de
salvar la abierta contradicción entre ellos, y
en conciliarios con la Constitución do] Esta-
do , sino por la diferencia por nosotros esta-
blecida entre actos de irreligión, entre la vio-
lación del precepto y el abandono absoluto del
principie: el articulo 156 no puede tener otra
inteligencia. Sino , preguntaremos ¿puede
recibir carta de naturaleza y adquirir la cua-
lidad de ciudadano español el qüe de noto-
riedad, por profesión, sea y haya de conli¿
nuar siendo protestante, ó heregc de  cual-
quiera otra secta? De ninguna manera. Pues
¿cómo continuarían siendo ciudadanos espa-
ñoles los que públicamente, apartándose de
la creencia católica romana, se hiciesen he-
rcges ó protestantes?' La clave aquí para la
solución de todas las dificultades no es  pre-
cisamente la índole canónica el hecho, sino
su carácter civil y constitucional , que en
este punto pende todo de  la ley: és que la
Constitución política y las leyes constitucio-
nales han establecido como requisito indis-
pensable para ser ciudadano español , el ser
católico apostólico romo no, y esta cualidad se
pierde lo mismo por abandonar todos los
dogmas, que por abandonar uno solo. El ri-
gor, pues , de. los principios, la letra de la
ley, la- fuerza de las cosas , autoriza las si-
guientes deducciones: 1.* el Código no ha-
bla específicamente de la heregía: 2.* No
podiendo establecer la impunidad de ella,
por cuanto es contra el principio constitu-
cional, debe reputársela comprendida en  la
apostasia, castigada por el artículo 156; por
la razón ya indicada de que así se pierde la
cualidad de católico apostólico romano por
abandonar todo el dogma cristiano, como por
el de una parte de é l?  5." el artículo 156 del
Código debe ser entendido jurídicamente,
como si dijese: «el que espontáneamente y de
vúblico hiciese, lo necesario para perder la
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pío, sino una resolución práctica, Cómo de-
ben serio siempre las de las leyes, y mas en
materias tan capitales, no es el sentido del
articulo 136 que el hecho cardinal de la
apostasia haya dé realizarse públicamente to-
mando ésta palabra como una solemnidad
ritual para perpetrar el delito ; sino qüe
sea notorio y conocido, que pueda probarse
por hechos positivos, sin cuya circunstan-
cia no puédá procederse.

Y aquí ténemos resuelta otra cuestión de
índole delicada*, á saber: ¿hasta que punto
la autoridad judicial ha de respetar, no ya
el secretó de la conciencia , sino aun el se*
creto doméstico? Grande es la circunspec-
ción que en este punto necesitan los tribu-
nales , si bien no seria menos opuesto al fin
de  la ley el abuso de la circunspección que
el abuso de autoridad. La solución de  la
cuestión es sencilla. Mientras rio se trata
mas que de secreto , la autoridad ba de
respetarle absolutamente, y decimos mal,
aunque no hacemos mas que plantear la
cuestión como suele plantearse : él secreto
en el sentido en que vamos hablando, es
una entidad negativa: consiste en no cons-
tar á la autoridad , como tal , nada punible. .
El respeto en este caso equivale práctica-
mente á no proceder sin motivo legal,  lo
que por cierto no esun privilegio solo de los
delitos contra la religión. En ellos, como en
todos, ia  razón justa de proceder son solo los
hechos , pues que estos y no los pensamien-
tos son del dominio de la ley. Sí , pues , la
apostasia privada , ó tomando la cuestión
en los términos en que suele proponerse, si
el pensamiento , la apostasia interna se
convierte en un hecho notorio, si el secreto
doméstico se trasluce , si uno ó mas domés-
ticos escandalizados denuncian á la autori-
dad un culto doméstico reprobado, la cues-
tión se traslada ya al terreno de los hechos
justiciables, y la autoridad puede proceder,
sin mas diferencia que la establecida por
nosotros en  el articulo agente diplomático,
y es , que el estrangero no católico , autori-
zado para residir, como un embajador pro -
testante por ejemplo , los individuos de
una legación estrangera, los úbditos mar-

roquíes, etc.,  no pueden ser inquietados por
su creencia, ni por el culto privado y pura-
mente doméstico de la misma ; pero un
español no se hallará nunca en ese caso,
llegando á conocimiento de la autoridad
por medios legales, pues que el secreto ya
no lo es, y porque por el artículo 364 nue-
vamente añadido al Código , es justiciable
todo hecho contra las buenas costumbres.
Así un español puede ser apóstata en su
conciencia , y solo Dios le pedirá cuenta:
puede serlo en sus hechos privados domésti-
cos, mientras sean un secreto absoluto: en
recibiendo publicidad por medios legales, que
es  decir, por hechos y no por pesquisas ó in-
quisición arbitraria; sin otro fundamento
que el recelo que la sospecha privada , la
autoridad puede y debe proceder i y puede
proceder también respecto de los estran-
gerosno católicos, ya residentes por un tí-
tulo público, ya domiciliados ó transeúntes,
que no limiten el ejercicio y prácticas de su
Creencia á una absoluta reserva y aisla-
miento; á los primeros está prohibida la pu-
blicidad : y á todos el escándalo y la pro-
paganda.

Dispone por último el repetido artículo,
según hemos indicado ya, que la pena en
él establecida, cesará desde el mpmento en
que el apóstala vuelva al seno de la Iglesia,
de donde nace otra cuestión práctica, á sa-
ber: si la pena cesa con reintegración ó sin
ella. La solueiones fácil» La cesación de  la
pena en este caso no es una restitución ni
integración. Han corrido los efectos de la
cosa juzgada, mientras ha subsistido su
causa , y cesan cuando esta cesa. Así, pues,
si el apóstata, por ejemplo, hubiera sido
poseedor de un mayorazgo , cuyo disfrute
exigiese de necesidad la cualidad de  espa-
ñol , un usufructo , étó., no podrá reclamar
los frutos y rentas percibidos y debidos per-
cibir por el legítimo sucesor, durante el
tiempo trascurrido de la condena.

En lo canónico la palabra apostasia ha te-
nido y aun tiene la misma significación, ya
genérica , ya específica , ya antonomástica,
que queda mencionada. En el primer sen-
tido, San Cipriano llama apóstatas á los
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no de la fé cristiana: tes demas circunstan-
cias ó actos de subsiguiente perfidia , son
solo motivos de agravación.

Es de notar que siendo 1a apostaste de
perfidia el mayor éntrelos delitos contra la
religión , hay poquísimos cánones compila-
dosque hablen específicamente de ella, mien-
tras son infinitos los qqe tratan de la here-
gía. Es sin duda por la mayor frecuencia con
que seincurria , mas bien en un error en
Increencia, que no enel abandono completo
de  ella. Los primeros concilios, sin embar-
go, desplegaron el último rigor contra los
apóstatas , hasta el punto de ser censurada
1a primitiva disciplina, y muy especialmen-
te la de  la Iglesia de España, de  nimiamen-
te severa, citando para ello el cánon prime-
ro del concilio lliberitano, qqe dice: plaeuit,
ul  quicumque ppst fidem hapliemi solutari»,
adulld míale , ad  templum ¡dolatraturus ae» .
ceeserit , el fecerjí quod eqt crimen eapttaíe,
non in fine eommunnionem aceipere.

Los autores se dividen en el modo de juz-
gar en este punto la primitiva disciplina,
sosteniendounos, como Natal Alejandro, que
el indicado rigor no fue general ni propio de
las grandes iglesias , sino de iglesias parti-
culares, con)o la de España ; y otros por el
contrario. Todos citan ejemplos y cánones
en su apoyo , y todos pueden citados. Nos-
otros hallamos mas fundada la opinión de
los segundos , si bien ese rigor y severidad
se esplican suficientemente por la índole
de  los tiempos, por el estado de 1a sociedad
política en aquellas épocas , y no menos de
la sociedad cristiana , vejada con persecu -
ciones deshechas y perturbadoras como las
de Licinio, que motivó los cánones del con-
cilio de  Nicea.

Debe ademas tenerse presente, que no au-
siliada la Iglesia en un principio , y antes
perseguida por la potestad civil, tenia que
concentrarse, digámoslo asi, sobre si misma,
y como sociedad perfecta, atender al dogma
y á la disciplina, á lo temporal y á lo eter-
no, castigando con una misma resolución el
pecado y el delito. Tal fue el estado de la
sociedad cristiana hasta Constantino, y aun
el apoyo de  este emperador era contrariado

APOSTASIA.
ángeles malee: San Agustín al primer hom-
bre: Tertuliano denominaba apéstalas de  la
ventad á los que erraban voluntariamente:
en la primitiva Iglesia se  llamaban apóstatas,
y eran castigados en tal concepto , aunque
con menos penas1que  los ya bautizados los
catecúmenos; y lo propio se verificaba por
el derecho civil , como se  ve  en la ley 2,  tí-
tulo de  apóstatie del Código Teodosiano: y
muy posteriormente, sobre ser castigados
con las mismas penas los apóstatas propia?
diente tales , que los hereges, fueron oom?
prendidos igualmente , según algunos, en
la misma calificación genérica contenida en
el cap. E&communicamus, til, da Harelicis,
de las Decretales de Gregorio IX.

En el segundo sentido se  llaman apósta-
tas los cismáticos que no son r sin embargo,
si no hereges, y lo son también los clérigos
y religiosos que abandonan su trage, reí ir
gion y clausura, como en breve veremos.

Por antonomasia , en fin , se denominan
apóstatas loa cristianos que reniegan de
la fé.

La apostaste , pues, es  por derecho cañó?
nico de tres especies: apostaste de  perfidia,
de desobedienriay de  irregularidad,

Apoetatia de  perfidia ó apoetasía de  la fé. 1
definirla algunos autores canonistas incur?
ren en  el mismo defecto que hemos notado
respecto de las leyes de  Partida , suponien-
do que la apostaste de perfidia consiste en
abandonarla fé cristiana y abrazar el jq?
daismo ú otra creencia, y aun convertirse
en enemigo de  los’cristíanos , comoJuliano.
Los cánones hablan alguna vez también en
concreto. , uniendo la deserción del gremio
déla  Iglesia, con la circunstancia de  hacer-
lo para abrazar el judaismo ú otra creencia;
pero pudo muy bien usarse de ese lenguage
para expresarla gravedad de las penas que
para aquel caso dado se  establecen, y ya tam-
bién por la necesidad de atajar con mano
fuerte los escándalos que mas frecuente-
mente ocurrían : los cánones en ese pun-
to, y lo mismo á su vez las leyes civiles, han
de considerarse como una legislación ca-
suística, pues por lo demas la apostaste
consiste esencialmente en- el mero abando -
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por la persecución dte su colega y rival Li-
cinio: aun vencido y muerto su rival , no
se hallaba en libertad de perseguir abier-
tamente la apoetasía , pues que temía dis-
gustar y castigar de hecho á los gentiles de
quienes necesitaba. Así, á pesar de  su fer-‘
vor naciente por el cristianismo, se le ve re-
ducido á reparar los males de la persecu-
ción de  Licinio, y á establecer penas,  no
contra todos los apóstatas , sino contra los
que abandonaban la fé católica para abrazar
el judaismo.

La Iglesia entretanto combatía con sus
propias armas, como antes y después, sus
infinitas contraridades , mezclando el rigor
y la clemencia, según se lo aconsejaba y
permitía la acervidad de los tiempos. Asi , á
mediados del siglo III los padres del primer
Concilio de  Carlago, celebrado por San Ci-
priano , decían > hemos juzgado qua no debe
quitarse á los apóstatas lu esperanza de  la co-
munión,  d fip de  que  su  desesperación no haga
peor su ca ída . . .  aunque debe dilatarse su  pe-
ni tencia. . .  orar  por ellos.,.‘ y  decidir según las
causas y las disposiciones de  cada uiu> cu par?
ticuiar,

Medio siglo después hemos visto la inexo-
rable disposición del Concilio español de  El-
vira. Algunos autores t creen sin embargo,
que la palabra conmunioiimn usada en el ca-
non citado , y que se había de negar á los
apóstatas, hasta en 'al  caso de muerte , es-
presa solo la Eucaristía, y no la absolución é
incorporación del apóstata al gremio de la
Iglesia. Ol ios ,  como Pctavio, Sismondo y
Morino con algunos inas, son de sentir que
dicha palabra etilos primitivos tiempos equi-
valía a la de absolución ó reconciliación cuu
la Iglesia, en cuyo caso la determinación del
Eoqcilio español no podía ser mas dura. Aun
en este caso en España, como en toda la Igle-
sia, la .disciplina se uniformó y dulcificó, y
venios progresivamente arraigarse la seve-
ridad clemente dol Concilio de Cartago, gra-
duando los casos y dejando la puerta abierta
al arrepentimiento. Asi el Concilio general
.N iceno estableció entre otras cosas en su ca-
non onceno � Placuil Sancln Syitodo, licel in-
dú/iii xinl mi.wrirwdid (los apóstatas); lamen
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aliquid área os huma  nilatís osieneR. Si  qu{
enim ex  animo pmnitenl, tribus anuís iiitorau-

dientes habeanlur: si  tomen fideles sunt, el sep-
tem anuís ali is  Ínter panitentos s inl i  dúobus
ilem unáis extra communioncm in  ora  liona
sola participen!  populo.

El concilio ancirano continuó este mismo
temperamento , .distinguiendo los muchos
casos en que puede hallarse el apóstata, esto
es, si obró por temor, por vanidad, por ín-
teres, por perversidad; si entró en los tem-
plos de los gentiles, si sacrificó á los ídolos
si el apóstata era presbítero ó solo diácono,
ó sulidiácono, etc.,  y sabida es la distinción
de apóstatas bajo el punto de  vista de cas-
tigar, ó disculpar mas ó menos su crimen,
llamábanse ultróneos los que espontáneamen-
te renegaban de la fé ; turificados, los que
llegaban á quemar incienso á los ídolos ; sa-
crificarías, los que comían de  la carne de  los
sacrificios ; HMáticos, los que por medio de
un amigo gentil, tomando su nombre sacri-
ficaban, y oblepi n atestado ó salvo conduc-
to de haber abandonado la le , el cual ser-
via al cristiano moliculoso para eludir el
confisco y la persecución.

El Papa san Siricio en 584, en su carta á
llimcrio , decía: apositiiis qvandiu v iount ,
agenda prvnitenfia est, el in  último fine suo
rceoncilialionis gratiá tribuenda. Lo propio
estableció el Concilio de Arles, el Valenti-
niano y otros, y esa fue por último la disci-
plina universal de la Iglesia.

Pero la Iglesia misma, apreciando las exi-
gencias de los tiempos , sustituyó el me-
dio de  las penitencias canónicas con otros,
ha admitido la diferencia entre el fuero in-
ternoy el externo, y por tanto, las formas ju-
diciales; y en la disciplina actual el herege
y el apóstata, son castigados con las mismas
penas, reducidas en general á la excomu-
nión, degradación on su oaso, y pérdida de
beneficios, gracias, y honores, privación de
sepultura eclesiástica, incapacidad para de-
clarar, aun convertidos, en causas contra
cristianos; y después del siglo Xll la  confis-
cación de bienes, aplicándolos al fisco ecle-
siástico.

El juicio eclesiástico no escluye el  civil,
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Cométese por los individuos de) clero regu~
lar y secular.

Los primeros incurren en este genero de
apostasía, cuando después de emitidos sus
votos en una orden aprobada, dejan el há-
bito y la vida monástica. Estos, aun salien-
do solo para estudiar, pero verificándolo sin
licencia,- incurren por el hecho en excomu-
nión. Para reputarles-apóstatas es  necesaria
sin embargo la contumacia, esto es, que ha-
yan resistido á las amonestaciones de sus su-
periores para volver á su convento. En caso
de volver, han de ser recibidos, aunque
también castigados conforme á la regla y á
los sagrados cánones-.

El que abandona su convento para entrar
en  otro, no es apóstata.

No exime de apostasía el conservar el
hábito de la órden y la tonsura , toda vez
que sé abandone la comunidad , y no se re-
conozca la autoridad de ningún prelado.

Los apóstatas <|c este género, sobre las
penas de excomunión , incurren en irregu-
laridad , pierden el privilegio del canon , y
pueden ser compelidos y encarcelados por
sus superiores, impartiendo en su caso el
tusilio del poder temporal.
■ Los clérigos seculares incurren en el cri-

men canónico de que vamos hablando, si
teniendo órden sacro , y aun solamente ór-
denes menores, si tuviesen beneficio ecle-
siástico al abandonar el hábito clerical y las
funciones de su estado, vivieren como le-
gos y profanos. Los meramente tonsurados
sin beneficio , pasan á otro estado impune-
mente y aun si tienen beneficio con tal que
lo renuncien.

Desde luego se ve que esta especie de sa-
ludable rigor, hasta en la denominación
del hecho , este rigor, decimos , acerca de
un hecho que deja intacta la fé ,  tiene por
objeto vigorizar la disciplina y revela las
graves dificultades con que siempre se ha
luchado y aun se lucha en este punto, mo-
tivo por el que uno y otro derecho , unas y
otras potestades han hecho siempre empeño

j común en reprimir el escándalo.
Por bula de Pío IV en 1558, se dispuso

que los apóstatas debian renunciar á los bc_
ñfi

ni í l  revés; péroes indudable que aquel tie-
ne que modificarse hoy, salvo,, en las penas
espirituales, pues que la confiscación de
bienes se  halla abolida por la Constitución
del Estado, y la nota de infamia por el Có-
digo penal. V. mtBEGVA. �
� Apostasía de  desobediencia. Se incurre en
ella csando no se reconoce al Papa como
cabeza de la Iglesia, 6- se le niega la facili-
tad de hacer cánones. No constituyo, pues,
esta Clase de apostasía Ja mera no obedien-
cia de  lo mandado, sino la negación del
principio, cuyo delito y error, por romper
la unidad de la Iglesia, se llama cisma.  Y
aquí vuelve á renacería cuestión, antes tra-
tada, sobre la inteligencia del artículo 150
del Código penal. El apóstala de desobe-
diencia , ó sea el cismático , no abandona
toda la fé cristiana: abandona sin embar-
go lo suficiente para dejar de ser católico
apostólico remano ,  y sin embargo, si no
se le supone comprendido en |a disposi-
ción del citado artículo 130 , no tiene pe-
na por el Código, y quiere decir, que cual-
quier español podría hacerse cismático' iiñ-
punemente , lo podría ser una parte de la
nación , ó toda ella ; y eso nb obstante , sos-
tenerse que estaba acatada la Constitución
del Estado, en cuanto establece queja re-
ligión de los españoles es la católica apostó-
lica fontana.

Aquí se ve también que alguna vez el be-
rege, según pernos indicado en su lugar, es
reputado apóstata. El Cán. 1 ,  dist. 22, dice
así: gui aulem romana; ecclesia1 priuilcgiwn
abipso summo omnium  ecclcsiitntin capile tn t -
dilum atiferre, h ic  prociddnbio inha'resim la-
bitur; el cam Ule vucelur injustas, h i ee s ld i -

rendus hareticus.

Si pues se niega el principio de autori-
dad, la apostasía de desobediencia se casti-
ga con las penas de la heregia: sino se que-
brantan ó desobedecen los cánones y man-
datos del Papa por desprecio, la violación
se castiga con excomunión y á veces con
deposición. G.  Violatores, 25. q .  1: Cap. si
guando de  Rescripl.: tum non ab  homine, de

Judie: C .  Generali de  elect. 6.
Apostasía de  religión o de  irregularidad.

TOMO <11.
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medios de represión contra los que delin-
quían contra la religión. Pueden verse sobre
el particular los títulos bal 12,  lib. 1 del Có~
digo, y en especial el título 6 de  ¿poslalis-
Ya por la ley 2 del título 5 , los rebaptisan-
les eran1 castigados con la última pena-
Abora por la ley 1 del título 6 ,  el cristiano
que se bacía judio, incurría en la pena
de conliscacion de bienes; por la segunda
el apóstata era privado de las facultades de
testar, y sobrj este punto podiá su  crimen
ser perseguido hasta [cinco años después de
su muerte: por la tercera eran privados de
todo trato y comercio con los demas: de la
testamenlifaccion activa y pasiva: de poder
testificar en juicio, ni fuera de él : no babia
nunca esperanza para ellos, ni remisión por
ningún género de espiacion ó sacrificio: y , .
no los eslranumos de nuestros dominsos, dice
el legislador, porque repulamos mayor pena
para ellos el vivir entre los demas, y estar pri~
vados, sin embargo, del trato y sufragios de
sus semejantes ; siendo aquí de notar hasta
la identidad de razones y de lenguage entre
nuestras leyes de Partida y las romanas : la
ley 4 declara imprescriptible la acción contra
el crimen de aposlasia, reitera la prohibi-
ción relativa á la teslamentifaccion , y la
esliende á las donaciones y ventas: la ley 5
imponía la pena de muerte y de confisca-
ción al que por fuerza ó por persuacion
apartase á un cristiano .de  su fé ,  ya este
fuese libre ó esclavo: por la sesla , en fin,
el monge ó clérigo secular que se contami-
naba con las heregías que menciona, sobre
incurrir en las penas establecidas contra
los apóstatas y hereges , debían ser estraña-
dos del imperio.

En lo antiguo todas las legislaciones de
países cristianos establecian penas mas ó
menos severas contra los. hereges y apósta-
tas. En Francia por las ordenanzas y decla-
raciones de 1663, 1664 y 1666 los apóstatas
eran condenados, según las circunstancias
del caso , á estragamiento temporal ó per-
péluo, y á la confiscación de bienes.

Después de las perturbaciones religiosas
de los últimos siglos, cuyo resultado ha sido
el protestantismo, infinidad de sectas, y l i -

neficios curados que tuviesen á su cargo ó
que los ordinarios los declarasen vacantes,
y que cuando tales apóstatas volviesen á
sus conventos, llevasen un birrete negro con
motas blancas para distinguirse de los de-
mas, cuyo -rigor sin embargo se mitigó con
motivo del año santo que se aproximaba.

Pío V declaró que el qué dejaba la reli-
gión antes de profesar, no era apóstata.

El título 9 de la Partida 7 y el 9 , libro 1
de la Nov. Hecop. , contienen saludables de-
terminaciones sobre el particular , entre
ellas la de autorizar á la potestad secular á
proceder á la detención del clérigo ó reli-
gioso desertor ó apóstala , que por inmora-
lidad ó indisciplina abandone su trage y
clausura , ó pernocten fuera de sus conven,
tos, cuyas disposiciones, siempre por des-
gracia mal observadas , no nos detenemos á
esplanar , por haber de hacerlo en los ar-
tículos correspondientes.

El Concilio de  Trento, que por el canon
sfori privilegio non gaudeat, priva del beneficio
del fuero al clérigo que no lleva hábito cle-
rical y tonsura abierta , establece en el ca-
pítulo 4 ,  Scs. 23  de regularib. Nec lieeat re-
gularibus d sais convenlis recedere , etiam
pr<elestu ad superiores suos accedendi ; nisi
abisdem missi , . aul vocali fuerint. Qui vero
sine prmdicto mandato, t’n scriplis óblenlo,
repcrlus fuerit, ab ordinariis locorum, lan-
quam de sestor sui instiluli punnialur. lili
autem, qui sludiorum causa ad  universilales
millnntur, in convenlibus tantwn habilcnl;
aligui ab ordinarias contra eos procedalur.
Según ya se previene en la Ses. 6,  Cap. 5 y
en la 7 ,  Cap. 14.

Véanse ademas las disposiciones canóni-
cas siguientes: Decretales de Gregorio IX;
lib. 5 ,  til. 9 de apottalis: C .  ne religiosis de
regularibus: C .  Abbates, 18 g,  2.

En cuanto á la ligislacion estrangera, me-
rece especial atención la de los romanos, ya
por la época á que se remonta, ya por
la influencia que ha tenido en las legisla-
ciones posteriores, pues que sobre ella se
modelaron, digámoslo así ,  á su vez, pri-
mero la canónica y luego la de Partidas,
siendo idéntico por lo tanto el rigor y los
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Esta disciplina también ha caído en des-

uso. En vez de apostólico en el sentido de
las leyes de Partida se llama al papa sucesor
de San Pedro ; y las voces apostólico, apostó-
lica se aplican en su acepción común de ad-
jetivos á calificar lo que procede de los após-
toles ó de la silla pontificia, como tradición
apostólica , bula, breve ó constitución flpwtóli-
co, etc. , y por estension, y sin incurrir por
ello en condenación alguna , se aplica tam-
bién á las cosas concernientes á los obispos,
como cuando decimos, misión apostólica, celo
apostólico, etc.

APOSTOLOS. Palabra griega que
significa enriado ó remitido , y se aplicó an-
tiguamente en el foro civil, y después en
el eclesiástico , al testimonio auténtico que
debía darse por el juez d qnoal apelante pa-
ra presentarse en grado de apelación ante
el juez ad quem. Llaman asi á dicho tcsli--
monio la ley 5 ,  tít. G2, lib. 7 del Código, y
la misma tít. 6 ,  lib. 49  del Digesto , cuyo
testo notable por lo que di remos, es como
sigue: posl appellalionem interposilam Hileras
dandee sunl ab  eo , á quo appellalum est, ad
eum qui de appellalione cognilwus est, siv  e

principesa, sive quem alium : quas Hileras di-
misorias site apóstoles appellant. Sentus au~
tem litterarunt talium est: appellare justa Lu~
cium Ticiüm á senlenlia iUius, qiue Ínter illas
dicta est. Sufficil aulem petiisse inira  dimisso-
rias inslanlerel sepius, ui si non accipiat, id
ipsum conlcstatur; nam instantiam repetentis
tlimissorias constitutiones dessiderant. jEquum
est igitur si per eum steteril qui debebat daré
Hueras, quominus es t ,  ne hoc accipienti no-
cent. a

Equivaliendo la voz griega apostólos á la
latina dimissus , esto e s ,  enviado ó remitido
el testimonio de apelación se llamó también
letras dimisorias. Llamadas asi ó llamadas
apóstalos, equivalían á lo que entre nosotros
se ha denominado hasta hace muy pocos
años testimonio de apelalion , debiendo no-
tar la remotísima antigüedad de este docu-
mento y del trámite judicial que supone, y
que en ello la legislación civil, lo mismo que r

la canónica, no hicieron mas que aceptar 4
la legislación romana. De esta se tomó tam-

hertad ó tolerancia de cultos , es claro que
la legislación no podía castigar lo qtrc auto-
rizaba ó toleraba, y si bien algunos códigos
modernos hablan de delitos menores contra
la religión católica, ninguno de los conoci-
dos, á escepcion del español, de la apostaría.
' Sobre varios casos que pueden ocurrir en
la práctica , ya en foro secular, ya en el
eclesiástico, véase la Biblioteca de Ferraris,
articulo Apoetasía.

APOSTOLICO. Con este adjetivo se
designaba en los primeros siglos de la Igle-
sia lo que correspondía á los apóstolas, y lo
que emanaba y provenia de ellos, ó se repu-
taba así, como por ejemplo , cánones apostó-
licos. Después se dió indistintamente y por
mucho tiempo el nombre de papa y de  apos-
to/, al romano pontífice y á los obispos, y
como era consiguiente la calificación de
dportótico á lo que pertenecía á los mismos,
ó emanaba de ellos, según la índole y signi-
ficación común de esta voz ; la cual con el
tiempo se hizo antonomástíca ó específica,
respecto solo de los pontífices ó sucesores de
San Pedro, hasta el punto de que en el Con-
cilio de Reims, presidido por León IX en
<049, fue excomulgado el arzobispo de San-
tiago de Galicia por haber tomado el título
de apostólico. Hasta tal punto convaleció esa
costumbre y disciplina, que en el siglo XIV
la voz apostólica se usaba como sustantivo
pan  denominar al pontífice romano. En mu-
chas leyes de los títulos 4 y 5 de la Parti-
da <■ se llama apostólico al papa. En razón de
esto dice la ley 3 del segundo de dichos tí-
tulos : « Apostólico de Roma, obispo es tam-
bién como uno de los otros , así como dicho
es en la ley tercera ante dcsta. Pero nos que-
remos aquí mostrar porque es así llamado...
Apostólico tanto quiere decir como aquel que
tiene lugar del apóstol. E como quiera que los
otros obispos sean en lugar de los apósto-
les... pero porque este tiene lugar de San
Pedro á quien Dios adelantó sobre todos los
apóstoles , por eso llaman á este apostólico, é
non á los otros... E porendecl apostólica tiene
el Ipgar de San Pedro , é es cabeza de todos
los obispos... el apostólico es vicario seña-
ladamente de Jesucristo en todo el mundo. >
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bien la necesidad de haber de instar el ape-
lante para que se le proveyese de testimo-
nio,  cuya circunstancia se recomienda tanto
por los cánones , para que el silencio no
pareciera consentimiento en el lapso del
término.

En las Sementinas, tit. 2, lib. 12  se lati-
niza la voz griega apostelo?, sustituyéndola
con la de apostoii, la cual traducida literal-
mente, ha dado lugar á que algunos, en vez
de  apóstelos, digan aposteles, lo cual había y
hay razones de decoro religioso para evitar.

En los últimos tiempos era ya mas fre-
cuente en el foro eclesiástico el uso de la
palabra lebas dimisorias, y recientemente el
de testimonio de  apelación, que el de aposte-
las, )a cual en los tribunales españoles pue-
de ya considerarse en desuso, pues estando
mandadas observar y propagándose mas ca-
da dia en lo eclesiástico, las prácticas v re-
glas de los tribunales civiles, es sabido que
en estos, después de las reformas introdu-
cidas por el reglamento provisional para la
administración de justicia y disposiciones
sucesivas, ha dejado de ser necesario el tes-
timonio de apelación y la mejora de ella,
y desde luego el juez ¿ quo remite los autos
apelados al juez ad quem, citando aquel y
emplazando á las partes para artte el segun-
do en el propio auto en que admite la ape-
lación, habiendo cesado justamente las dila-
ciones y costosos trámites de la mejora de
apelación.

Los canonistas diferenciaban los apostelas
dividiéndolos en cinco clases; reverenciales
si el juez manifestaba en ellos que admitía
la apelación solo por respeto al superior:
refutatorios, si solo admitía la apelación en j
el efecto devolutivo: repositorios, si en vir- ¡}
tud de pedir los apóstelos, reponía; y solo fa- I
cilitaba aquellos por supererogación, por si
todavía el apelante quería insistir, y el juez |
adqttem toma Conocimiento del caso: testi-
moniales, si el juez á quo no cra propieta-
rio, sino interino ó regente de la jurisdic-
ción: y convencionales, si ambas partes con-
venían en que el proceso se remitiese al su-
perior por apelación.

Sobre el modo y tiempo de pedir y usar

APREHENSION.
de los apósteles, véase el articulo AP®í.t-
ca«M.

APRECIAR.  Enclórdcn adminis-,
trativo y en el judicial , es lijar ó determi-
nar autoritativamcute el precio ó valor de
las cosas. Y decimos autoritativamente por-
que tales apreciaciones se hacen por la au-
toridad, de mandato suyo, por funciona?
ríos ó profesores á cuyo empleo ó profesión
va inherente esa facultad, ó por meros par-
ticulares; pero nombrados por avenencia ó
compromiso, en  cuyo caso su dictamen es
obligatorio para los comprometidos según
los términos de aquel. Tiene lugar el apre-
cio siempre que para llenar un íin adminis-
trativo, ó judicial, ó para hacer posible una
transacción social es indispensable conocer
el valor de una cosa, la estimación de un
servicio, ó de los resultados de un hecho ó
de una omisión, como en los casos de resti-
tución de lo que ya no existe, de despea
fectos, daños ó perjuicios, pago de servicios
no ajustados, etc. La apreciación ó justipre-
cio recibe según los casos, el nombre de  tasa
ó tasación, reducción de derechos y avalúo.
Cada caso tiene sus reglas particulares en
la administraccion ó en el ,derccho4 y se ve-
rán en sus respectivos artículos. .

APREHENDER LOS BIE-
NES. En el orden de los procedimientos
ferales de Aragón equivale á poner en se-
cuestro los bienes litigiosos teniéndolos bajo
su autoridad el juez hasta que se acredite
quién debe poseerlos. V. APBEHEisiM.

APREHENDER LA POSE-
SION.  Adquirir de hecho, tomar la po-
sesión de alguna cosa ; entrar cu  la tenen-
cia de ella. Véase posesión.

APREHENSION.  Uno de los cua �
tro procesos ferales de Aragón, que tiene por
objeto y íin principal ampararen la posesión
al que se halla en ella, aunque después se
esliende á tratar del dominio y asegurar en
la plena propiedad de las cosas á quien acre-
ta tener mejor derecho á ellas. La impor-
tancia que este procedimiento tiene en  los
tribunales de Aragón nos inclina á.dar al-
guna idea de su naturaleza y de sus trámi-
tes, remitiendo á losque desearan ó neccsi-
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I

Parte primera. Empieza este primer pe-
riodo del proceso con un pedimento que se
llama apellido, en  el cual , después de ale-
gar la violencia que se esperimenta en la
posesión de los bienes, y de espresar el ti-
tuló ó derecho real que la legitima , cuya

tasen mayor instrucción en la materia á la
estensa Obra que acerca de ella publicó el
doctor D. Juan Francisco La-Ripa, abogado
de Zaragoza, titulada Ilustración d los cuatro
procesos (orales de Aragón.

«La aprehensión , según este escritor, es«KJ4L ap iC Í IVUQlVU I V£ ) ULL valí /  VSVJi  I IU1 j tiB; | LUJL,U V U t  l V V i l  1 U<l l  IO  1C- jA,I M I I I <1 g tU  V a

la ocupación ó secuestro de bienes sitios que X circunstancia es de esencia en  toda aprehcn-
OA mAA/ la  kílrtna „AA A l  1 .1AA AA/41AA0 .A  AAAt t  .Í A * AA  0A  A VAAA Irt A A * wA0  A A A . A A t A , n f*A A A .  Asion , se ofrece la correspondiente informa-

ción y se pide que en virtdd de cfla se ocu-
pen á mano del juez los bienes espresados,
y que así aprehensos sé éncomienden debi-
damente, según fuero, salvo el derecho de
las partes, así en cuanto á la posesión, como
en cuanto á la propiedad.

Practicada la información , sin citación

se manda hacer por el juez ordinario secu-
lar donde aquellos existen, ó por la real au-
diencia del reino, por la que á querella del
que la insta los toma á au mano la jurisdic-
ción real para mantener con conocimiento
sumario de causa, libre de violencias, al  que
está en la posesión vel cuasi de dichos bie-
nes ó de algunos derechos reales que tenga

de parte, y hallando el jtléz la acción espe-
dida, provee un aiito én estos términos:
"Aprehéndanse á poder V manos de este tri-
btlüal los bienes puestos y confrontados en
el apellido con stls frutos y rentas, y así
aprehensos se encomienden conforme á fue-
ro j salvo el derecho de las partes en pose-
sión y propiedad.»

De este auto, que es  h provisa de aprehen-
sión, no puede apelarse , como tampoco po-
dia suplicarse cuando le dictaba el tribunal
superior. Inmediatamente se ejecuta enco-
mendando los bienes ft los regidores del

sobre ellos ; y para amparar después con
conocimiento plenario al verdadero posee-
dor; y últimamente para adjudicarlos al
que le pertenezcan con mejor título.»

El fin principal de este proceso es; como
queda dicho, amparar en la posesión al que
la disfruta, por eso se dice que la jurisdic-
ción real loma d mano los bienes inmuebles
para mantener, libre de violencias, al que
los posee, debiendo preceder siempre que-
rella ó instancia de la parte porque la apre-
hensión no puede proveerse de oficio. Ha-
cíase la aprehensión antes por el juez ordi- j
na rio y también por la real audiencia que á
prevención con los primeros podía acordarla
respecto do cualesquiera bienes existentes
dentro del reino; pero boy después de las
disposiciones terminantes que se compren-
dan en el -artículo 44  del reglamento provi-
sional para la administración de justicia, no
puede la audiencia conocer en estos proce-
sos en primera instancia habiendo quedado
por consiguiente reservado el conocimiento
para los jueces inferiores en sua respectivos
territorios.

El proceso de que se trata tiene cuatro
partes ó periodos bien distintos entre s i ,  á
saber: la ejecución del secuestro que se lia- ;
ma la provisa ó provisión y mandamiento 1

del secuestro; el articulo delite pendente ; el '
de firmas y el de propiedad. De cada uno de |-
ellos daremos una tijera idea, bastante sin. ¡¡

pueblo donde existen y se reportan las dili-
gencias al mismo juez, quedando por con-
secuencia ocupados los bienes por la juris-
dicción real; pero de forma que al verdadero
poseedor no se le quila su posesión priván-
dosele únicamente de la material detención
de aquellos.

En ese estado puede tener lugar el artí-
culo de revocación de la aprehensión, que
es admisible cuando no han precedido los
requisitos de solemnidad para acordarla ó
faltan alguno ó algunos de los que se ape-
tecen por forma del proceso ; siendo de ad-
vertir que la revocación se ha de fundar y
resolver por los misinos méritos del procedi-
miento, sin poderse traer otros nuevos bajo
ningún concepto.

Parte segunda. Reportada la aprehensión
el que se considera con derecho á los bienes.'

embargo para conocer la índole especial y presenta un pedimento llamado projrosiriav ,
la tramitación de este procedimiento. , ded uciéndolo en debida forma y acampa-
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fiando lo que se llama el cartel de citación
para llamar y citar por público pregón á to-
dos los que consideran tener derecho á los
bienes aprehonsos. En el cartel se señala el
término de cincuenta dias, que es el peren-
torio y fatal ♦ y dentro de él deben compa-
recer deduciendo sus respectivos derechos
en pedimentos que se llaman proposiciones,
y acompañando los documentos que corro-
boren su intención. Estos pedimentos se
comunican entre los interesados, los cua-
les presentan otros que se llaman, repli-
cas*, á estos se responde con nuevos ale-
gatos que se llaman triplicas, y concluidos
los términos para rqplicar y triplicar, se
abre un término de cuarenta dias para pro-
bar y publicarlas probanzas. Este término
es también fatal y solo, de consentimiento
délos interesados puede suspenderse. Pa-
sado este término queda la causa conclusa
y se dicta sentencia, .por la cual se manda
poner cu posesión al que roejor derecho ha
justificado; pero dando la fianza Coral, lo
cual es tan preciso que no se debe ejecutar
sin este requisito la sentencia. Esta, que se
llama de lite pendente es siempre ejecutiva y
en su virtud el que la obtiene, -queda cous-
t i m i (lo de tentador de los bienes aprehensos
que se le entregan, mas no verdadero po-,
scedor, porque no es propia esta declara-
ción del articulo de lile pendente. Así si la
sentencia fuere revocada , ó el detentador
fnere vencido en otro articulo, debe en vir-
tud de la apelación, que solo se admite en
el efecto devolutivo, restituir con los bienes
ios frutos percibidos y debidos percibir.

Parte tercera. Constituida ya la pose-
sión interina de. que se ha hablado, puede
entrarse en el juicio plenario, para disputar
ampliamente la posesión: el articulo que
con este objeto se promueve, se llama de
firmas, y en él se resuelve quien es el ver-
dadero poseedor. Como es  muy raro que en
el artículo de firmas se revoque la decisión
dictada en el artículo de lite pendente, tiene
muy poco uso el primero, en la práctica sin
embargo deque cualquiera puede intentar-
lo. El modo de seguirle se reduce á presen-
tar una demanda posesoria .llamada la /ir*

Mw , con la cual se emplaza á todos los
opuestos en él artículo de lite pendente; es-
tos presentan respectivamente sus escritos;
se recibe el pleito á prueba » en cuyo térmi-
no por lo regular, se reproduce la que se
practicó en el artículo anterior, y pasado se
da la sentencia en la propia forma que la
del citado artículo , siendo esta ejecutiva
con arregló á la naturaleza del juicio. El
que obtiene dando sus fianzas, entra en la
verdadera posesión de los bienes.

Cuarta parle. Resuelta- ya la posesión
se hace tránsito á otro artículo en que se
trata de la propiedad de los bienes. El qué
ha sucumbido en los anteriores á otro que no
haya litigado y aun el mismo que alcanzó
la posesión pueden promover el articuló de
propiedad demandando la de los bienes ó
derechos aprehensos. Emplazados los que
deban serlo presentan sus escritos llama-
dos cédulas de defensas de los cuales, se da
traslado reciproco concluyendo para prue-
ba á la cual se reciben los autos como se-
bace en el juicio civil ordinario de Cas-
tilla. Puesto en estado de sentencia se pro-
nuncia esta declarando pertenecer los bie-
nes en propiedad y dominio al que justifi-
care que le pertenecen. Esta sentencia es
ejecutiva si el proceso es interno y se lla-
ma asi para todos los que litigaron en al-
guno de los artículos precedentes al paso
que se llama eslerno para aquellos que no
litigaron ó para los que deducen otro título
que el que exhibieron en alguno’de los pri-
meros artículos. La apelación se admite al
tribunal superior y de la sentencia de vista
ha tugará la revista en el mismo tribunal.

APREMIAR:  APREMIO. Pa-
labras que en su sentido general significan
compeler ó obligar á uno ¿ que haga ó eje-
cute alguna cosa, y el medio que se pone en
ejercicio para conseguir semejante objeto.
El apremio puede tener lugar en la vía ju-
rídica y en la de hacienda ; en la primera,
cuando el juez adopta las medidas de coac-
ción que reconoce y permite el derecho para
que tenga efecto algún mandato suyo ; en
la ley,  cuando se adoptan los medios auto-
rizados por las minaas leyes para compeler
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Este término sefialado en esa primera pro-
videncia suele aún reducirse por algunos
jueces en unsegundo precepto á otro menor
bajo el mismo apercibimiento de apremio
á su costa; y si todavía no se cumpliere la
providencia judicial, se pone el alguacil lla-
mado de apremio á costa del remiso, y se-
ñalando la dieta que debe percibir. Si aun
así no se cumple la diligencia ó el acto pre-
venido, se suelen poner dos, y si tampoco
esta medida produjese efecto, se manda que
el alguacil de apremio se convierta en al-
guacil de vista con dietas mayores. Final-
mente, si á pesar de todo esto el requerido
se mantuviese aun inobediente, se le con-
mina con formación de causa, la cual se
lleva á efecto por la inobediencia; si la con-
minación fuese también insuficiente cons-
tituyéndose eñ la cárcel al renitente y omi-
so é instruyendo el oportuno proceso/

Si el acto de que se trata consistiere en
la presentación del requerido para prestar
una declaración, reconocer una firma ó prac-
ticar cualquiera otra diligencia de esta na-
turaleza, suele acordarse despuesde resultar
la ineficacia del alguacil de apremio y de
vista, que este bajo su responsabilidad con-
duzca á la presencia judicial á la persona
de quien se trata , impetrando para ello el
correspondiente ausilio si fuese necesario.

Otras veces en lugar de alguacil de apre-
mio se conmina á la persona que rehúsa el
cumplimiento del mandato judicial con la
imposición de alguna multa, y si todavía no
se prestase á la ejecución, del acto, se le.
declara incurso en ella y se le conmina
con otra mayor. Si tampoco de este modo
se consigue que se le declara incurso en la
segunda multa y se le conmina con forma-
ción de causa por su inobediencia , y si tam-
poco fuere eficaz este medio se lleva á cabo
la instrucción del proceso.

Estas vias de apremio que,  como se ha
dicho, tienen lugar cuando se trata de ncto
ó diligencias judiciales exequibles por su
naturaleza, y tales que el requerido no pue-
de contradecir, ofrecen entre otros incon-
venientes, dilaciones muy perjudiciales para
la administración de justicia y constituyen

á los contribuyentes morosos al pago de sus
débitos.

En la vía jurídica el apremio tiene lugar
en diferentes casos, que examinaremos por
su úrdcn y particularmente en los siguien-
tes artículos. Ademas del apremio judicial,
considerado en términos generales, se reco-
nocen otros especiales que se adoptan para
casos y objetos determinados. De todos ellos
nos haremos cargo en los artículos subsi-
guientes

APREMIO Mu re  cuMrenwKiv- I
T»  M P«»VIBENCIA« JtJMtHLEt. Es
toda disposición ó medida coactiva que
adopta un juez para estrechar y obligar
á la persona que es objeto de ella á que
cumpla alguna diligencia ordenada por
el mismo. Tiene lugar este apremio cuan-
do el juez manda que uno ejecute al-
guno de aquellos actos personales cuya
.realización no puede omitirse, ya porque
provenga de un mandato judicial con-
sentido ó ya porque pertenezca á la clase
de los que el misino juez puede disponer y
mandar cumplir bajo su responsabilidad.
Asi por ejemplo cuando el juez acuerda que
uno entregue alguna cosa que está obligado
á dovolver y no lo verifica; cuando el mis-
mo manda que comparezca en su audiencia
á rendir cierta declararacion y no cumple
su precepl»; cuando se ha de practicar al-
guna diligencia judicial que exígela presen-
cia de una persona y no se presta á ella el
juez, se  ve  en el caso de usar de alguna de
las medidas coactivas que autorizan las le-
yes para que tenga cumplido efecto el acto,
so pena de dejar sin observancia sus pro-
veídos en perjuicio de los derechos de la
parte interesada en la ejecncion.

Los medios de apremio empleados fre-
cuentemente por los tribunales son el al-
guacil á alguaciles, la mulla y la prisión;
esta última cuando los primeros son inefi-
caces y la- inobediencia no puede atajarse
de otra manera.

El apremio empieza por hacer saber al
que es  objeto de esta medida, que dentro
del término que se le prefija, cumpla con
lo mandado bajo apercibimiento de apremio.
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á las jueces. en cierta posición poco dig-
na de su elevado carácter y de  su autori-
dad. Esa serie de procedimientos ¡ntermi na-
ifes  ; esa repetición de providencias y con-
minaciones ilusorias ó infructuosas ; ese
aumento progresivo de las dietas aplicadas
á los alguaciles; el orden en fin y la forma de
colocar estos dependientes de justicia, pri-
mero uno, después dos y sustituyendo últi-
mamente á estos el alguacil de vista , todo
esto hace embarazoso el cumplimiento de
las providencias judiciales, y las mantiene
por espacio de mucho tiempo en una inob-
servancia escandalosa. Los que deben sitq
plificar las actuaciones del apremio, y omi-
tiendo muchas de las que ahora se practican,
conviene que se concreten ¿ las que pue-
dan dar un resultado pronto y efectivo.
Apercíbase con el apremio á la persona que
debiendo cjecutaralgun acto de los que debe
practicar, hemos indicado se muestra remi.
so en el cumplimiento del precepto judicial;
constitúyasc el apremio á costa de la misma,
y si todavía estos medios coactivos fuesen
ineficaces apercíbase con la formación de
causa y llévese esta á efecto para castigar
la inobediencia. Todas las demas actua-
ciones deberán escusa rse para hacer mus
fácil y pronto y menos dispendioso el im-
portante objeto de la administraoioq fie
justicia.

APREMIO PARA LA IHA’O
LUCIO A DE AUTOS. Es o! auto ó
mandamiento que dicta el juez; para que uq
litigante ú quicu se entregaron aquellos,
los devuelva al juzgado por conducto de la
escribanía. Llámase tambieq. «premio ou el
sentido de este articulo la medida misma
coercitiva de que se v alo el juez á fin de
que dicha devolución tenga lugar; por ejem-
plo, la prisión, el algqacii.de vistq, Iq mul-
ta , etc.

El apremio cq el orden de los procedi-
mientos comunes y ordinarios es una medi-
da indispensable, sin la cual ó la sustancia,
cion de los juicios se haría interminable, ó
produciría entorpecimientos de suma con-
sideración á cada paso. Entregados los au-
tos á una de las partes para deducir algu-

na pretensión ó contestar á otra de su adr
versarlo, estaría en su mano prolongar in-
definidamente el acto si la que interesa en
la brevedad no pudiera reclamar la devolu-
ción por el medio indicado, toda vez que la
ley en dichos, negocios no facilita otro para
conseguir este objeto. Hay procedimientos
en los cuales ol mero trascurso del término
cscluye la posibilidad de ejecutar el acto;
hay tribunales en que el escribano tiene
la obligación de recoger, pasado el téruúao,
los autos sin necesidad de estilación oi de
mandato judicial; pero en los negocios civi-
les dgl fqero comqq no se reconoce otro
medio qqe el apremio judioial para conse-
guir la devolución ó entrega de los pro?
ccsos.

Lo que importa entre todas cosas es de-
terminar, con la exactitud que procuramos
imprimjr a nuestras doctrinas , el caso ó los
casos en que debe tener lugar el apremio
de que vamos hablando. En este punto la
práctica no es uniformo. Hay tribunales, co-
mo son los de porte , en los que el apremio
qo sp cq o funde con la rebeldía , antes al
ooqtrqriq , considerándose distintas estas
(jos vias procesales se aplican en casos to-
talmente diversos. Hay otros en los que el
apremio se confunde con la rebeldía , y
para reclamar la devolución de los autos
se acusa esta solicitándose que se despache
el apremio. Eq nqeslro concepto la prácti-
ca de los tribunales de la corte , que es
también la mas general , es la que debe se-
guirse , y con arreglo á ella debería unifor-
marse la de lodos los domas del reino.

Según esta práctica ya heñios dicho que
el premio se distingue de la rebeldía. Eu '
efecto notificada la demanda al reconvenido,
tiene este un termino para mostrarse parte
y pedir los autos á fin de contestar la recla-
mación. Entonces pueden ocurrir , entre
otros, dos casos que deben distinguirse para
el objeto de que vamos hablando: i Que el
demandado no se muestre parte dentro de
aquel término y que este transcurra sin ha-
ber venido al juicio: 2.° Que se muestre
parle, tome los autos y deje pasar inútil-
mente el plazo de la contestación sinprodu-
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que se encuentren, á costa del apelado (V.

En los de menor cuantía debe presentar
el demanuado su contestación dentro de-
nueve dias, y pasados el escribano hará re-
coger los autos con escrito ó sin é l ,  sin que
se necesite para ello petición de la parte
ni mandato del juez (2).

En los eclesiásticos generalmente no se
apremia mas que una vez. Deducido el
apremio, se manda que la parte devuelva
los autos dentro de dos ó tres dias, bajo
cierta multa , la cual se hace efectiva si no
cumple el mandato judicial.

En los criminales, cumplidos que sean los
términos, el escribano, sin necesidad do.
que se acuse rebeldía , ni de especial pro-
videncia del juez , tiene obligación de reco-
ger la causa y de darle el debido curso , po-
niéndolo en conocimiento del mismo (5).

Esto solo se entiende respecto de las par-
tes ; respecto de los fiscales y promotores fis-
cales , el articulo 15 del reglamento provi-
sional dispone, que podrán ser apremiados
á instancia de las partes como cualquiera
de ellas; cuya disposición, sin embargo,
tampoco se observa, al menos en los tribu-
nales superiores, sin duda porque los res-
petos y Its consideraciones debidas al mi-
nisterio fiscal, contienen á los procuradores
y los retraen de instar por semejante medio
la devolución de los procesos.

En los negocios contencioso-administrati-
vos no puede tcner lugar el apremio , toda
vez que,  ni en los consejos provinciales, ni
en el Consejo Real se entregan las actuacio-
nes á las parles interesadas.

Nuestra legislación atenta con el mayor
esmero á promover la buena administración
de justicia , viene haciendo desde tiempos
muy remotos laudables esfuerzospara evitar
los graves inconvenientes que ofrecen las
dilaciones maliciosas y los entorpecimien-
tos calculados de Ips litigantes en la marcha
de los negocios judiciales; pero todas las
medidas que en este sentido han sujerido á
los legisladores su celo y buen deseo se han
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cicla. Esos dos casos , como desde luego se
observa, son muy diferentes, no solo en su
esencia , sino en todas sus circunstancias,
y no debe tener por lo mismo en uno y otro
el lemandado interesado en la brevedad el
mismo recurso para remover el entorpeci-
miento de las actuaciones. En el primero,
pues , se acusa la rebeldía al demandado,
puesto que rebelde es quien desobedeciendo
el precepto judicial no compareced defender-
se.  En el segundo no se dá esta acusación por-
que el demandado ha venido al llamamien-
to del juez, y no debe ser considerado con-
tumaz quien le obedece y respeta. Lo que se
hace en la práctica que vamos esponíendo es
reclamar la devolución de los autos, es de-
cir , apremiar al demandado á que lo verifi-
que por el recurso legal qne queda indicado
Esta práctica es la que creemos que debe
adoptarse como regla uniforme en estos
procedimientos, dejando reservada la acu-
sación de rebeldía para el caso en que no
compareciendo alguno de los litigantes á
tomar los autos, fuera necesario compelerle
á ello.

Consistía el apremio antiguamente y por lo
común, en la prisión con que conminaba el
juez á la parte para el caso de no devolver
los autos dentro del plazo concedido: la fór-
mula ordinaria del auto que se dictaba al
escrito en que se pedia el apremio era
hoy ó cárcel; con la cual se daba á entender,
que si el litigante no verificaba la devolu-
ción de los autos en el mismo día de la no-
tificación , procedería el alguacil á reducirle
á prisión por vía de apremio hasta que lo
ejecutase. En la actualidad el apremio con-
siste en el requerimiento que hace el al-
guacil á la parle para la entrega de ellos, y
no verificándola se constituye el primero de
apremio en su morada con la dieta de cos-
tumbre , hasta que cumpla la providencia
judicial.

En los negocios mercantiles se piden
y despachan apremios para la devolución
de los autos ; pero con un solo pedi-
mento debe esta verificarse procediéndose
á su recogida si no los devolviera en el
dia de poder de cualquiera persona en

rouo tu.

(1)  Art. ?!  de la ley de enjuiciamiento.
(1) Art. 3 de la ley de (O da enero da I1M.
(Sj Regla i t  del art. 31. Redarnaato proviaioaal.
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pudia ser mas terminante. Los plazos debe-
rían considerarse precisos y trascurridos,
acusada. la rebeldía, sin necesidad de peti-
ción y sin la de especial providencia debe-
ría despacharse el apremio recogiendo los
autos con el fio indicado.

Examinando ahora los efectos que pro-
dujo la disposición contenida en el regla-
mento tenemos que reconocer desgraciada-
mente que fue tan estéril ó ineficaz como
las precedentes. Todos los abusos que se
propuso corregir en beneficio de la admi-
nistración de justicia , subsistieron hasta
hace poco tiempo. Ni los términos éran pre-
cisos y perentorios; ni era uno soloel que se
concedía; ni el apremio se despachaba sino
después de reiteradas providencias judicia-
les; ni aunque se despachase bastaba para
conseguir la devolución de los procesos; ni
estos finalmente se recojian sino después de
muchas gestiones y de prolongados plazos,
que la malicia ó la astucia de los curiales
sabia proporcionarse.

El escándalo había llegado á un punto tan
deplorable que, cuando un litigante tomaba
los autos, lo cual verificaba comunmente
después de algunas exitacianes, dejaba pa -
sar el término y que se le apremiase á la
devolución. Apremiado en los términos an-
teriormente espuestos se notificaba la provi-
dencia á ambas partes, y después de algu-
nos dias requería el alguacil á la que tenia
en su poder los autos ó á su procurador.
Dos, tres y á veces seis dias después de he-
cho este requerimiento se pedia y acordaba
la recogida; notificábase este proveído , y
pasados algunos dias se hacia el requeri-
miento á la propia persona que el anterior.
Todavía se dejaba pasar algún tiempo, lo
cual obligaba á la parte á pedir que se cons-
tituyese el alguacil con cierta dieta, ó que
se conminase á su contrario con alguna mul-
ta y entonces era cuando se solicitaba lo
que en el lenguaje de la curia se llamaba el
primer término. Este se concedía por lo co-
mún y especialmente en los juzgados infe-
riores sin restricción alguna resultando, que
fenecido, volvía á reproducirse la serie de
las actuaciones que se acaban do describir.

estrellado en el ínteres bastardo que la mis-
ma legislación ha dejado á la curia.

Las leyes recopiladas señalaron términos
para el emplazamiento del demandado en
los juicios ordinarios, para la contestación
á la demanda, oposición y prueba de excep-
ciones, escritos de réplica y duplica, previ-
niendo que fueran precisos y que trascur-
ridos no pudiera tener lugar el acto. Sin
embargo esta disposición fue completamente
ineficaz y el grave mal de las dilaciones en
la instrucción de los procesos continuó como
basta entonces , haciéndose los juicios otra
vez duraderos é indefinidos al abrigo de los
abusos patrocinados por los curiales.' En el
año de 1853 descoso el rey de aliviar la
suerte de los litigantes , y de que á la des-
gracia de serlo no se agregasen gastos y di-
laciones que hiciesen mas triste y penosa su
posición, ordenó entre otras medidas que los
apremios debieran ejecutarse á costa de los
apremiados, asi como todas las diligencias
que se originaran desde el escrito de apre-
mio hasta la entrega de ios autos reclama-
dos en la escribanía, cualquiera que fuese
la condenación do costas en definitiva (1).
La ineficacia de este remedio y la continua-
ción de los abusos hicieron que al publicar-
se el reglamento provisional para la admi-
nistración de justicia en 1855 no pasara
este importapte punto desapercibido, y en-
efecto, en la regla 2 del artículo 48 se dis-
puso terminantemente que fueran precisos
y perentorios los términos que señalan las
leyes recopiladas para los objetos indicados
poco ha, y que el juez bajo su mas estrecha
responsabilidad, no pudiera nunca proro-
garlos sino por causa justa y verdadera que
debería esponerse y por el tiempo absolu-
tamente necesario, con tal que la próroga no
escediera en ningún caso del término seña-
lado por la ley, debiendo bastar siempre el
que se acusara una sola rebeldía -cumpli-
do el término respectivo para que sin nece-
sidad de  especial providencia se despachase
el apremio y se recojieran los autos á fin de
darles su debido curso. La disposición no

(t> Seal deereU do S» de febrero de
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lo era, en fin, disponer las cosas de manera
que esa responsabilidad se exigiera irremi-
siblemente. De este modo mientras la pu-
blicación- de la nueva ley de procedimientos
viniera á fijar definitivamente el órden y la
regularidad en esta materia, se conseguiría
disminuir en gran parte los perjuicios del
actual sistema, corregir abusos que tanto
menoscababan la dignidad de los tribuna-
les y hacer menos penosa la suerte, siempre
angustiosa, de los que se ven precisados á
recurrir á ellos para ventilar á costa de sa-
crificios las contiendas que no ha sido posi-
ble terminar en otro terreno.

Este grande interés de la administración
de justicia en la última época que hemos
recorrido ha quedado satisfecho cumplida-
mente á consecuencia de la real órden es-
pedida en 5 de setiembre del corriente año
18'30 , cuya parte dispositiva no podemos
dejar de trascribir en este lugar por la suma
importancia que en el día tiene. Dice así:

Artículo 1 /  Se encarga el puntual y ri-
goroso cumplimiento de la regla segunda ar-
tículo 48 del reglamento provisional para la
administración de  justicia,  bajo la mas estre-
cha responsabilidad de los jueces , tribuna-
les y cualesquier otros funcionarios á quie-
nes incumba velar sobre su observancia.

El ministerio fiscal , los tribunales supe-
riores y el Supremo de justicia aplicarán
todo su celo y autoridad para que así se ve-
rifique , haciendo cesar toda costumbre,
práctica ó corruptela que bajo cualquier de-
nominación se oponga al literal contesto de
la citada regla.

Art. 2.° Los mismos procurarán que lo
dispuesto en ella tenga aplicación en los
asuntos criminales en cuanto lo permita la
índole especial de estos.

Art. 5.° El pedimento de próroga de
término legal espresará terminantemente la
causa que se  alega, y el auto de apremio se

, fundará precisamente en hallarla justa y ver-
dadera, según se previene en la regla citada.

Art. 4.° Si no obstante lo terminante-
mente dispuesto en el artículo 1.’  continua-
sen los abusos que se tratan de reprimir por
la presente determinación, la parle perju-

Despachada por segunda vez la recogida y
requeridos de nuevo el procurador ó la par-
te pedían un segundo término , y aunque
algunas veces se concedía con denegación de
otro en muchas ocasiones no contenia ni aun
esa fórmula. Pasado este tercer término vol-
vían á repetirse las mismas diligencias de
apremios ,' requerimientos y recogida, y si
el término se había dado con denegación se
pedia y obtenía otro por equidad , si no se
reclamaba sin esta circunstancia. Por últi-
mo, aun después de terminar este plazo de-
bían repetirse los mismos procedimientos
y diligencias, hasta que fatigado el litigante
que instaba la devolución del proceso con
esa lucha incesante, capaz de abatir las fuer-
zas del hombre mas animoso, conseguiaó no
al cabo de muchos meses lo que debió ob-
tener dentro de un plazo perentorio y limi-
tado. xNosotros hemos visto conferir un tras-
lado por tres dias y convertirse este breví-
simo término en el largo y prolongado de
seis meses, á pesar de que uno de los liti-
gantes interesado vivamente en la brevedad
no dejó de instar un solo momento para la
devplucioh de los autos.

El mal era grave y reclamaba con ener-
gía pronto y eficaz remedio. Noabogarcmos
jamas, ni eso cabe en nuestros principios ni
en nuestros hábitos, porque se pongan es-
torbos y restricciones al ejercicio de los le-
gítimos medios de la propia defensa; pero
entre este estremo y el anterior , entre el
abuso de restringir ó corlar este derecho y
el de dilitar, so pretesto de defenderse, la
sustanciacion de una manera indefinida cau-
sando perjuicios imponderables , burlando
esperanzas legítimas y haciendo al juez ju-
guete ó instrumento de las malas y perni-
ciosas artes que sabe emplear la mala fé,
habia un término medio y ese era el que
convenia adoptar con premura por el ínte-
res de la buena administración de justicia.
Era indispensable que lo dispuesto en la ley
recopilada y en la regla segunda del artícu-
lo 48 del reglamento provisional fuese una
verdad práctica y constante; lo era hacer
responsables á los jueces y á los tribunales
dé la  inobservancia déoslas disposiciones;
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dicada podrá invocar en sus escritos el cum-
plimiento de la misma, protestando su in-
fracción: lo propio han de verificar los pro-
motores fiscales y fiscales de S. M. en plei-
tos ó causas en que interviniesen, y en uno
y otro caso el juez ó el tribunal resolverán
necesariamente acerca de ello en definitiva.

Art. 5.* Los relatores en su informe fi-
nal, ó para la vista, y los ponentes en su
caso, harán mención precisamente de si en
la sustanciacion han sido observados los trá-
mites sobre términos, conforme á las leyes
y disposiciones vigentes; y las salas de justi-
cia harán mención en sus fallos de si dichas
formalidades han sido observadas ó no, con-
signando siempre la demostración conve-
niente que reclamen los abusos en este pun-
to, atín cuando la parle haya omitido el no-
tarlos, y pedir reparación al tenor délo dis-
puesto en el artículo anterior.

Art. 6.a Constituyendo la infracción de
las leyes y disposiciones vigentes sobre tér-
minos un caso de responsabilidad por negli-
gencia ó por abuso contra los jueces y tri-
bunales, y contra el ministerio fiscal, po-
nentes y relatores, al tenor de lo dispuesto
en los artículos 4.a y o.*, el Supremo tribu-
nal de Justicia lo tendrá así presente en los
asuntos de que tome conocimiento, ya por
el recurso ordinario de nulidad, ya por avo-
cación de autos fenecidos, hecha de oficio
en virtud de la suprema inspección que le
compete, ya en fin, porque para el propio
objeto se le dirijan ó manden avocar de real
orden.

Art. 7.* A fin de que en las providen-
cias dictadas para reprimir abusos y unifor-
mar la práctica en los asuntos judiciales
haya la conveniente unidad, las quejas que
se eleven al ministerio sobre infracción de
esta y demas disposiciones que arreglen él
procedimiento judicial se remitirán al tri-
bunal Supremo de Justicia para que resuel-
va lo conveniente según ella, ó consulte lo
que se le ofrezca y parezca en el órden gu-
bernativo sobre personas ó sobre cosas.

Art. 8.* Al tribunal Supremo de Justi-
cia, á los regentes y presidentes de sala , y
al ministerio fiscal en sus respectivas cate-

gorías incumbe especialmente velar por e|
puntual y rigoroso cumplimiento de la pre-‘
senté determinación y de todas las que ar-
reglan el procedimiento; y por tanto, donde
no alcance su autoridad á corregir los aba-
sos, impartirán la del gobierno, esponiendo
y consultando lo que crean mas conveniente,
en la seguridad de que S.  M. está firmemen-
te resuelta á que la presente determinación
surta todos los efectos que de su puntual
observancia deben esperarse , y que pueda
redamar la mas pronta y cumplida admi-
nistración de justicia.

Esta disposición ni en su objeto ni en sus
detalles necesita iustificacion alguna. Ape-
lamos á la conciencia y al testimonio de las
personas que tienen intervención en la ad-
ministración de justicia para que nos digan
con lealtad si era posible permitir ya pormas
tiempo los abusos que en éste punto la en-
torpecían y embarazaban. liemos oido la-
mentar la imposibilidad en que estas dispo-
siciones constituyen á los abogados para
despachar oportunamente los procesos; pero
los que intentan hacer creer la verdad de
cstesupuesto inconveniente no son tan francos
corno debieran. La verdad es que los aboga-
dos venían á despachar los negocios dentro
del último término que se concedía, es de-
cir, dentro de un término perentorio y bre-
ve al mismo tiempo: el resultado será, pues,
que las disposiciones á que se alude antici-
pan el plazo para el despacho, pero no le
acortan ni le restringen y mucho "menos
pueden hacerle difícil ó casi imposible como
sostienen las personas cuyos intereses en-
cuentran cierta especie de oposición con el
nuevo sistema.

En el primer artículo de esta rea) dispo-
sición se encarga el puntual cumplimiento
de la regla segunda, art. 48 del reglamento
provisional que anteriormente hemos tras-
crito, y á propósito de ella podrá reprodu-
cirse una observación que creyó poder ha-
cer con algún fundamento cierto escritor
muy notable , sobre el contesto de dicho ar-
tículo. En él se manda , dijo, que sin ne-
cesidad de especial providencia deba des-
pacharse el apremio y rccojcrsc los autos
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y los. tribunales en este particular son muy
sencillas; las espondremos brevemente, por-
que deseamos que en un punto tan esen-
cial de los procedimientos judiciales se
adopte una práctica uniforme' y constan-
te á fin de que no se dé entrada en lo su-
cesivo á los abusos que se ha procurado ex-
tirpar.

Regla primera. Cuando un litigante tiene
en su poder los autos ya para evacuar algún
traslado, ya para deducir alguna solicitud
y no es apremiado á la devolución de ellos,
el juez no puede despachar el apremio n i
acordar medida alguna coactiva, porque na-
da puede mandar de oficio para la conti-
nuación de los negocios civiles. *

Segunda. El litigante que tiene tomados
los autos y no puede devolverlos despacha-
dos dentro del término legal debe producir la
solicitud de próroga antes de que espire este
plazo, porque fenecido , siendo como es pe-
rentorio y apremiando el contrario, no pue-
de ya extenderse ni prorogarse. Si no se
apremia y devuelve los autos después del pla-
zo , debe admitirse él escrito.

Tercera. Fenecido el término legal y
apremiando la parle , el juez ó tribunal de-
be mandar que se despache el apremio con-
tra la que tiene tomados los autos y que
se recojan de poder de ella dándose cuenta
en la audiencia inmediata de haberse veri-
ficado ú no la recogida. Esta última circuns-
tancia es  muy esencial para evitar que las
providencias de apremio se hagan ilusorias
como sucedía antes de ahora. Si en la au-
diencia inmediata se da cuenta de haberse
verificado la devolución nada hay que ha-
cer ya en órden al apremio ; pero si se
manifiesta que la recogida no ha podido te-
ner lugar por alguna de las muchas circuns-
tancias que pueden combinarse para ello,
el tribunal ó juez podrá removerlas adop-
tando disposiciones mas enérgicas y condu-
centes.
' Cuarta. Despachado el apremio y man-
dado recoger los autos de poder de quien
se hallen, el escribano queda autorizado pa-
ra practicar todas las gestiones necesarias á
dicho obgeto; mas si á pesar de ellas en-

lo cual nada significa , ó significa qué el
'escribano se ha de  constituir en  juez , que-
dando autorizado para que acusada la re-
beldía sin necesidad de dar cuenta y sin que
preceda decreto del tribunal ó juez que co-
nozca del asunto, estienda por sí el apremio,
resultando de aqui en sentir de aquel es-
critor un grave inconveniente toda vez que
se reviste á dicho funcionario de facultades
<¡ue no debe tener en razón á ser propias
del mismo tribunal ó juzgado. La observa-
ción sin embargo parte de un supuesto
equivocado: la reglad.* dice,  que bastará
una sola rebeldía... para que sin necesidad
de especial providencia se  despache el apre-
mio ;4de  manera que en el caso de esta dis-
posición al apremio ha de preceder forzo-
samente un auto judicial en que se tenga
por acusada la rebeldía y se mande proce-
der al apremio y á la recogida /le autos que
es consiguiente á dicha medida ; por consi-
guiente ,.al ejecutarse este proveído no es
el escribano quien ejerce fungones judicia-
les , sino el que obra en fuerza de un man-
dato judicial, como mero ejecutor de él y
delegado para llevarle á efecto. El juez será
en último resultado quien acordando el
apremio y devolución de autos, acuerda
por este solo hecho las medidas necesarias
para la ejecución de su proveído , sin que
quede reservado al escribano mas que la
parte material de despachar el apremio y
verificarla recojida por medio del alguacil.
Esto es lo que sustancialmente se practica
en los negocios mercantiles y lo que mas
directamente se observa en los procedimien-
tos de menor cuantía donde, como ya hemos
visto, pasado el término de la contestación
sin petición de apremio ni providencia de

"ninguna clase, el escribano hace recojer los
autos, con escrito ó sin él,  y les da el curso
correspondiente.

¿Pero cuáles serán Jas providencias que
los jueces y tribunales deberán adoptar en
vista de la regla 2.* del art. 48 del regla-
mento , para despachar el. apremio y que
tenga lugar la recogida de los autos con
sujeción á ella? A nosotros nos parece que
las reglas que deben observar los jueces
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contrare algún obstáculo para remover el
cual fuesen necesarias especiales providen-,
ciaSjfomopor ejemplo, la resistencia abierta-
de la parte á la entrega de autos, su oculta-
ción etc., dará cuenta de ello en la audien-
cia inmediata al juez ó tribunal para que
determine lo conveniente.

El art. 5?  dispone que todo pedimento
de próroga del término legal espresará la
causa en que se apoye y que el auto de pró-
roga se fundará precisamente en hallar es-
ta causa justa y verdadera. Pero ¿cuáles son
las causas justas y verdaderas para pedir y
obtener próroga del término? ¿Había necesi-
dad de que se espresaran estas causas en el
reglamento, ni en el articulo 5.° que exami-
namos? Creemos que no : ni estas causas
pueden determinarse individualmente á
priori , porque no es posible preverlos to-
dos , ni el buen sentido puede desconocer
que las causas justas de que aquí se habla
son aquellas que exentas de malicia, y á pe-
sar de los deseos de la parte han impedido
razonablemente el despacho y la devolución
de los autos dentro del término legal. En
este punto hay que dejar mucho arbitrio á
la prudencia judicial. Diremos sin embar-
go que el estraordinario volumen de los
autos ; la concurrencia de algunos negocios
voluminosos y complicados en el despacho
del letrado ; la enfermedad de este ; la im-
posibilidad de contestar una demanda sin
las instrucciones de una parte ausente y
otras semejantes, que no obstante los deseos
y los esfuerzos del interesado impiden la de-
volución de aquellos , son causas indisputa-
blemente justas para pedir próroga del ter-
mino y que se acceda á él.  Diremos también
que el espíritu de la real órden que exami-
namos no tiende á coartar ni á restringir
los medios legítimos de defensa; por consi-
guiente que cuando se trata de la primera
próroga del término legal, única que según
ella puede concederse , ¡os tribunales y jue-
ces no deben ser tan severos coma en el
caso de solicitarse la segunda; que si bien no
deben conceder jamás término alguno sin
la espresion de una causa que justifique la
próroga , en caso de duda deben mostrarse
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mas bien indulgentes que rígidos en la con-
cesión de él. No creemos que los tribunales
y jueces vengan á ser hoy mas severos en
este punto de lo que permite el espíritu dt
la disposición citada ; pero si alguna vez
pudiera observarse lo contrario, nacerá esto
sin duda de la exageración con que se apli-
quen las disposiciones de la real órden, mas
no de la inteligencia natural y genuina de
ellas.

¿Y en qué términos habrá de hacerse la
justificación de estas causas para que pue-
dan y deban considerarse verdaderas y le-
galmenle probadas? ¿Habrá de darse una
prueba directa y acabada en  cada uno, como
hemos oido que pretenden algunos, poco in-
clinados á dispensar la debida justicia á las
disposiciones de que se trata? Repetiremos
que en estos casos, tanto cuando se trata de
calificar las causas, como cuando se habla
de su justificación , hay que dejar mucho
influjo á la prudencia y discreción de los
tribunales. Ellos tendrán presente la posi-
ción de los letrados; examinarán el volu-
men de ios procesos; atenderán á las cir-
cunstancias especiales de los diferentes ca-
sos que pueden ocurrir, y enla  mayorparte
de ellos hallarán la justificación de las cau-
sas en los mismos antecedentes que tienen
á la vista. Muchas veces bastará alegar la
certeza de un hecho que conste por notorie-
dad. En fin, volvemos á decirlo, la pru-
dencia y la discreción de los tribunales han
de ser la regla mas segura para proceder
con acierto cu esta materia.

Un adelanto muy notable contiene la real
órden de 5 dé setiembre sobre la regla 2.
del Reglamento provisional, debido sin du-
da á las lecciones de la esperiencia. La re-
gla 2.a exigiael cumplimiento de lo dispues-
to en ella bajo la mas estrecha responsabi-
lidad de los jueces; pero no estableció
ningún medio para hacer efectiva esta res-
ponsabilidad , ni para remover las causas
que podían impedir el cumplimiento de
aquellas disposiciones que al fin las hicieron
ilusorias é ineficaces. La real órden ha lle-
nado completamente este vacio disponien-
do: l . °  que el ministerio fiscal , los tribuna-
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do de la reforma que se intentaba, formando
de ella una especie de ensayo para el por-
venir. Convenia asimismo , que la jurispru-
dencia que había de sustituir á las práctica»
ó corruptelas que se trataba de reformar
fuese constante y uniforme en todos los
tribunales y juzgados; convenía, en fin, dar
el primer paso para conseguir que el pro-
cedimiento judicial entre nosotros se vaya
purificando y Jquiriendo el carácter de-
sencillez y de claridad que ha ido per-
diendo con el trascurso délos tiempos; y eon
este fin sin duda sé dispuso en el articu-
lo 7.°, que las quejas elevadas al ministerio
sobre infracción de estas y demas disposi-
ciones que arreglan dicho procedimiento,
se remitirán al Supremo tribunal de Justi-
cia para que resuelva lo conveniente según
ella , ó consulte lo que se le ofrezca en el
órden gubernativo sobre cosas ó sobre per-
sonas. Deseamos sinceramente que el tiem-
po y los resultados correspondan á tanto
celo y previsión y á los nobles esfuerzos que
sé notan en la disposición que hemos ana-
lizado.

APREMIO. En materias de Ha-
cienda publica es la coacción que se emplea
contra los deudores del Estado por razón de
contribuciones cuando -retardan ó resisten
»u solvencia. Se da este nombre mas espe-
cialmente á los medios coactivos que las le-
yes y las instrucciones establecen para ha-
cer efectiva la cobranza de contribuciones;
pero se aplica también al procedimiento eje-
cutivo que las autoridades administrativas
pueden usar contra otra clase de deudores
por razón de alcances ó desfalcos, rentas de
fincas del Estado y demas obligaciones que
entran en la categoría de las rentas públi-
cas. La materia de apremios tiene tan natu-
ral enlace con los sistemas de administrar y
recaudar, que ni puede comprenderse bien
sin el conocimiento de estos sistemas, ni es
fácil tratarla con absoluta independencia de
ellos , habiendo por lo tanto necesidad de
repetir aquí algo de lo correspondiente á
otros artículos, si bien procuraremos evi-
tarlo en cuanto sea dable. V. ABwii»»TaA-
CIOW »E  MAClENTB*. *ECAV>ACI*N.
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les superiores y el Supremo de Justicia
apliquen todo su celo y autoridad á fin de-
que tengan el debido cumplimiento , ha-
ciendo césar toda costumbre práctica ó cor-
ruptela que,  bajo cualquier denominación,
se oponga al literal contesto de ellas. 2.°
Que los relatores en su informe final y los
ponentes en su caso, hagan mención preci-
samente de si en la sustanciacion han sido
observados los trámites sobre términos. 3.°
Que las salas de justicia hagan mención en
sus fallos de si dichas formalidades han sido
observadas ó no , consignando siempre la
demostración conveniente que reclamen los
abusos en este punto. 4,° Que constituyendo
la infracción de las leyes y disposiciones
vigentes sobre términos un caso de respon-
sabilidad por negligencia ó por abuso contra
los jueces ó tribunales y contra el minis-
terio fiscal ponentes y relatores, el Supre-
mo tribunal de Justicia lo tendrá así pre-
sente en los asuntos de que lome conoci-
miento.

Todavia estas disposiciones no parecieron
suficientes: aun podia suceder que el celo y
la eficacia encargados tan enérgicamente á
los tribunales no produjeran el resultado
apetecido , y que poco á poco fueran aquellas
cayendo en desuso. Para evitar este inconve-
niente, se llevó la previsión mucho mas allá
de lo que comunmente se observa, y se dis-
puso en el artículo 4.*, que si, no obstante
lo terminantemente dispuesto en el articu-
lo l . ° ,  continuasen los abusos que se tra-
tan de reprimir por la presente determina-
ción, la parte perjudicada podrá invocar en,
sus escritos el cumplimiento de la misma,
protestando su infracción , lo cual han de
verificar los promotores fiscales y fiscales
de S. M. en pleitos ó causas en que inter-
vengan, debiendo resolver necesariamente,
en uno y otro casa, el juez ó tribunal acer-
ca de ello en definitiva.

Finalmente , la real órden contiene otra
medida, á la cual no podemos dejar de pres-
tar el mas sincero elogio. Convenia no solo
desterrar el grave y escandaloso abuso de
que en esta parte adolecía la administración
de justicia , sino también sacar algun parti-
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PARTE LEGISLATIVA.

SUMARIO.

fíeal decreto de 25 de mayo de 1845.
Idem de 23 de julio de 1 850.

DECRETO DE 23  DE MAYO DE 1845 .

CAPITULO SESTO.

Obligaciones de Ion contribuyentes, cobradores,
ayuntamientos y alcaldes.

Art. 34. La contribución recae sobre los
productos líquidos dol año mismo en que
debe realizarse el pago. De este son respon-
sables la persona ó personas que perciban
dichos productos líquidos; pero será exigi-
do de laque posea lascadas ó dol dueño de
los ganados al vencimiento de cada plazo de
cobranza.

No serán, sin embargo , responsables los
propietarios del pago de las cuotas señala-
das á los labradores ó colonos, contra quie-
nes ha de dirigirse siempre la acción de la
cobranza con independencia de aquellos por
la cantidad que deban satisfacer.

Art. 55. A falta .del propietario se exi-
girá la cantidad total señalada á las ñucas,
al arrendatario , colono ó inquilino, él cual
descontará á aquel al pagarle la renta la
parte de la cuota que á este corresponda. El
propietario asimismo descontará al censua-
lista el tanto por ciento que le corresponda
satisfacer, y que aquel haya pagado por su
cuenta.

Art. 56. No sferá admitida la suspensión
del pago de cuota legalmente impuesta á
pretesto de reclamación pendiente. Si esta
se resolviere después en favor del contribu-
yente , le será abonada en  el pago ó pagos
inmediatos; y en el caso de no quedar su-
jeto á ninguno, devolviéndole la cantidad
entregada.

Art. 57. El pago de esta contribución
se ejecutará por mensualidades anticipadas
y con obligación cu el contribuyente de ha-
cerle en el sitio y á la persona que con an-

APREMIO.
lerioridad estarán designados por el alcalde
ó autoridad administrativa. Se entiende ven-
cido el plazo para el pago de cada mensua-
lidad el día 5 del mismo mes á que aquella
corresponda.

Art. 58. Deja de ser exigible al contri-
buyente toda cuota cuyo pago no haya sido
reclamado en el espacio de dos años, sin
perjuicio de la responsabilidad de la perso-
na encargada de la cobranza para con el te-
soro.

Art. 59. La cobranza se ejecutará por
medio de cobradores nombrados por los
ayuntamientos y bajo fianzas que estos se-
ñalarán y aprobarán.

La remuneración de los cobradores se fi-
jará según las circunstancias de cada po-
blación y con aprobación del intendente, en'
un tanto por ciento de las cantidades que
aquellos recauden y entreguen en la teso-
rería ó depositaría.

Art. 60. No obstante lo dispuesto en el
artículo precedente , el gobierno dispondrá
que la administración se encargue desde
luego de la cobranza en las capitales de pro-
vincia y sucesivamente en los demas pue-
blos, según lo permitan sus circunstancias
relevando de este encargo á ios ayunta-
mientos.

En los pueblos en que este órden se es-
tablezca, se abonará á la administración por
remuneración de cobranza un cuatro por
ciento de las cantidades que hayañ de re-
caudarse, sin perjuicio de hacer en adelante
la rebaja que admita la perfección de este
servicio.

Art. 61. De los cobradores será obliga-
ción el entregar á cada contribuyente una
papeleta en que conste la cuota y cantida-
des adicionales que le hayan tocado en el
repartimiento ; pedir oportunamente los
apremios contra los morosos , y vigilar sobre
la exactitud y puntualidad dq su ejecución
solicitando de la autoridad competente las
providencias de corrección que correspon-
dan á los abusos que notare.

Los cobradores responderán con sus fian-
zas de los atrasos en que por su negligencia
incurran los contribuyentes, así como tam-
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bien de la puntual entrega de los Fondos re- ¡
caudados á la tesorería de la provincia ó ¡
depositaría del partido dentro de los pcrio- I
dos que para hacerla esten señalados.

Art. 62. Sea qüe la cobranza esté á car-
go de los ayuntamientos ó al de la adminis-
tración de la Hacienda pública, los alcaldes
de todos los pueblos que no sean capital de
provincia ó cabeza de partido administra-
tivo tendrán en ella una intervención inme-
diata con facultad de suspender bajo su res-
ponsabilidad, á los cobradores que no cum-
plan exacta y puntualmente sus obligacio-
nes, reemplazándolos provisionalmente con
personas de su confianza hasta la decisión
del ayuntamiento ó del subdelegado ó in-
tendente, á quien, según corresponda, da-
rán inmediatamente cuenta.

Art. 63. Se consideran gubernativos to-
dos los procedimientos de la cobranza, sin
exceptuar los que llevan consigo medidas
coactivas contra las personas que tomen
parte en ella ó en los repartimientos, y en
ningún caso podrán mezclarse en ellos los
tribunales ó juzgados , mientras se trate
del interes directo de la Hacienda pública.

CAPITULO SETIMO.

Medidas coactivas -contra los contribuyentes
morosos.

Art. 64. Las medidas coactivas que han
de emplearse contra los contribuyentes mo-
rosos , serán:

1.* Conminación al pago con recargo
sobre el débito, y con señalamiento de tres
dias para verificarle.

2?  Apremio con ejecución y venta de
bienes muebles.

3 . '  Apremio con ejecución y venta de
bienes inmuebles.

Estas medidas se aplicarán gradual y su-
cesivamente, sin hacer uso de una de ellas
hasta que se hayan apurado los recursos de
la anterior.

Art. 63. Cada cobrador tendrá un libro
de apremios , en el cual sentará correlativa-
mente lodos los que se espidan , represando

TOMO ni.

respecto de cada uno su duración , coste y
resultado. Coa esta misma espresion forma-
rá una relación de los contribuyentes que
hayan sufrido el apremio en cada mes,  Ja
cual será remitida por el alcalde con su
V.” B.° al intendente ó al subdelegado del
partido en su caso.

Con presencia de estas relaciones se for-
mará en la intendencia de cada provincia un
estado por cada trimestre de los apremios
de los diferentes grados que hayan tenido
lugar en cada pueblo, su coste y resultado;
remitiéndose un ejemplar aJ ministerio de
Hacienda y otro á la diputación provincial
cuando se halle reunida , para que pueda
precederse según convenga á la averigua-
ción de las causas del atraso en el pago de
la contribución de los pueblos donde ocurra,
y á la adopción de las medidas necesarias
para removerlas.

Art. 66. En cada pueblo habrá un eje-
cutor de apremios nombrado por el alcalde,
y por el intendente en donde la cobranza
se haga por cuenta de la administración.
Este ejecutor será el único encargado de lle-
var á efecto los apremios contra los contri-
buyentes morosos del mismo pueblo, sin
otra retribución que el importe de lasdiclas
que se señalarán.

En las grandes poblaciones podrá aumen-
tarse el número de .ejecutores de apremio
hasta el de cobradores que haya en ellas.

Art 07. El ejecutor de apremio en nin-
gún caso recibirá de los contribuyentes can-
tidad alguna , ni aun por lagjlietas que le
esten señaladas, y cuyo importe se entrega-
rá inmediatamente en poder del cobrador
para que por este le sea entregado después
de terminado cada apremio , y aprobados
sus procedimientos por c! alcalde ó por la
autoridad administrativa en donde esta di-
rija inmediatamente la cobranza.

Art. 68. El dia 6 de cada mes el cobra-
dor presentará al alcalde una relación de
los contribuyentes que no hubieren satisfe-

: cho sus cuotas.
El alcalde pondrá en la misma relación la

i providencia de conminación con el recargo
!' de cuatro maravedís por cada real de los

58
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que constituyan el total del débito, cuales-
quiera que sean los conceptos de que este
proceda, siempre que su cobranza «esté á
cargo del cobrador.

Art. 69. La conminación se hará á cada
contribuyente por medio de papeleta firma-
da por el alcalde , en la cual se espresará
la cantidad del debito y recargo ; y causará
todo su efecto entregada que sea a] contri-
buyente mismo ó á cualquiera individuo de
su familia ó servicio que no sea menor do
edad.

Cuando el ejecutor no encuentre indivi-
duo alguno de la familia ó servicio del con-
tribuyente , volverá segunda vez en el mis-
mo dia á la hora en que ordinariamente
aquella se halle en casa, y si tampoco en-
contrare persona alguna hábil, tomara por
testigos del hecho á dos vecinos , y se consi-
derará como entregada la papeleta.

Art. 70. Fenecido el término señalado
en las papeletas de conminación, se forma-
rá inmediatamente por el cobrador nueva
relación de los contribuyentes que no hu-
bieren satisfecho sus descubiertos, y pre-
sentada al alcalde, este providenciará den-
tro de las veinticuatro horas el apremio de
ejecución con venta de bienes muebles.

En el mismo dia , ó á mas Lardar en el-
siguiente / el ejecutor notificará la provi-
dencia á cada contribuyente ; y si en el tér-
mino de veinticuatro horas no presentare el
recibo que acredite el pago integro del dé-
bito ó recargo , se llevará á efecto la eje-
cución.

Art. 71. Si después de notificada la pro-
videncia de la ejecución se observare que
el deudor sustrae ú oculta los efectos sobre
que aquella deba recaer, el ejecutor proce-
derá inmediatamente al embargo y al depó-
sito de efectos , á no ser que en el acto el
contribuyente presente personaabonada que
se constituya responsable de los efectos em-
bargados.

Art. 72. Serán esceptuados de) embargo
y venta para el pago de contribuciones:

l .°  Los ganados destinados ala labor y
acarreo de los frutus de la tierra que el deu-
dor cultive, y los carros, arados y demas

instrumentos y aperos propios de la la-
branza.

2.  ° Los instrumentos , herramientas ó
útiles que los artesanos necesiten para sus
trabajos personales.

3 .' La cama compuesta de las piezas or-
dinarias del deudor y su consorte; y la de
los hijos que vivan en su compañía y bajo
su potestad.

4.° Los uniformes, armas y equipos mi-
litares correspondientes al grado y estado de
activo servicio ó de retiro del ejército ó
Armada.

Art. 75. El ejecutor hará el inventario y
embargo de efectos delante de dos testigos,
y en el acto requerirá al deudor para que
nombre un depositario que se encargue de
la custodia y conservación de aquellos. Si
el deudor no nombra depositario ó el nom-
brado no ofrece garantía suficiente, el eje-
cutor nombrará otro que desde luego se  en-
cargue de los efectos embargados.

Cuando sean varios los contribuyentes
ejecutados, el alcalde nombrará, á propues-
ta del ejecutor , un depositario que se en-
cargue de los efectos de todos.

Art. 74. Todo contribuyente establecido
en el mismo pueblo, si no se hallase física-
mente imposibilitado, está obligado á acep-
tar el encargo de depositario de los efectos
embargados, cuando fuere nombrado porel
alcalde ; pero tendrá derecho al abono de
los gastos que el depósito le cause.

Art. 75. Cuando no pueda verificarse el
embargo, porque el deudor se niegue á
abrir las puertas de su casa , ó de cualquier
otro modo oponga resistencia, el alcalde
prestará al ejecutor los ausilios necesarios
para que continúen sin interrupción los pro-
cedimientos.

Art. 76. La tasación de los efectos se
hará inmediatamente por un perito nom-
brado por el ejecutor y otro que nombra-
rá el deudor, nombrando un tercero el al-
calde en el caso de discordia entre aquellos.

Art. 77. La venta se hará en pública su?
basta dentro de los tres dias siguientes al
del embargo en el sitio y hora que el alcalr
de habrá señalado con anticipación por
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hrédio de anuncio público ó pregón , y no-
tificando antes la providencia al deudor. El
alcalde ó persona que le represente presi-
dirá el acto de la subasta.

Art. 78. Será postura admisible lá que
cubra las dos terceras partes de la tasación;
y si aquella no se presentase en el espacio
de dos horas después de abierto el remate,
será admitida la que cubra el importe del
débito y costas del apremio , sea cualquiera
el valor de la tasación. En el caso de no
verificarse la venta ,■ el alcalde podrá dis-
poner que el todo ó parte de  los efectos se
trasladen á otro pueblo en donde aquella
sea mas espeditaj

Art. 79. El depositario entregará el pro-
ducto de la .venta al cobrador , y este le
aplicará á cubrir el débito de la contribu-
ción, y de lo que sobrare se satisfarán las
costas del apremio.

Art. 80. Cuando el valor de los efectos
hallados al deudor no alcanzase á cubrir el
débito, se estenderá el embargo á los frutos
ó rentas que le pertenezcan , encargándose
el depositario de su recolección ó cobranza.

Art. 81. A las disposiciones anteriores
estarán sujetos los administradores, arren-
datarios ó Colonos , cuando esté á su cargo
el pago de la cuota señalada,, sin admitírse-
les escusa alguna, ni aun la de haber satis- ,
fecho con anticipación e! precio del ar-
riendo.

Art. 82. . Los procedimientos del ejecu-
tor se considerarán terminados con la venta
de  los efectos, aun cuando quede pendiente
la recolección de frutos ó cobranza de ren-
tas á que se haya estendijo el embargo. Las
diligencias actuadas serán entregadas al �al-
calde, cubriéndose provisionalmente por el
fondo supletorio el déficit que resulte.

Art. 83. Cada tres meses el ayuntamien-
to, asociado de un número igual de mayo-
res contribuyentes, examinará las diligen-
cias actuadas en apremios que no hayan cu-
bierto los débitos porque fueron espedidos,
y decidirá si han de considerarse deíinila-
vamente estos débitos como partidas falli-
das , ó ha de procederse á la venta de los
bienes inmuebles de los deudores. En este
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último caso la venta se anunciará desde
luego con plazo de quince dias , no solo en
el mismo pueblo en qué se  hallen las fincas,
sino también en los inmediatos y en la ca-
beza del partido.

Los trámites para estas ventas serán los
mismos que para los de efectos muebles,
dando á este remate toda la solemnidad que
las leyes señalan á los de su clase.

Art. 84. El cobrador tendrá el derecho
de  intervenir en los actos de los apremios y
de reclamar ante el  alcalde contra cualquie-
ra ilegalidad ó abuso, recurriendo al subde-
legado del partido cuando aquel no atendie-
ra su reclamación.

Art. 85. No se exigirán á los contribu-
yentes colectivamente otros derechos ó cos-
tas por este apremio que ios siguientes:

Para el ejecutor :
Hasta 500 fs. inclusive de  dé-

bito ........................................ 8 rs. diarios.
De 501 á 1,000 inclusive. . 12
De 1,001 á 3,000. . . . . 16
De 3,001 á 5,000..................... 20
De  5,001 arriba....................... 24

Para el ausiliar del ejecutor, cuyas fun-
ciones desempeñará el alguacil que tenga
nombrado el ayuntamiento , ó el que para
estos casos nombrare el alcalde:
Hasta 1,000 inclusive de \

débito. ; . . � 4 rs. (porcada día
De  1,001 á 5,000. . 5 ¿ que ocupe.
De 3,001 arriba. . . 6 )

Para los peritos y tasadores el jornal que
se halle establecido ó sea costumbre en cada
pueblo abonar á los maestros de las respec-
tivas clases que se ocupen , con tal que no
esceda en ningún caso de  20  reales diarios,
y de  que solo se les satisfaga el tiempo que
estuviesen empleados; pero nunca podrá
ser menos de medio dia.

Para la voz pública pgr cada subasta 3
reales de vellón.

Por un pliego de papel del sello cuarto
mayot p ra el despacho y estension de este
4 reales vellón. Y el importe del papel del
mismo sello mayor que se invierta en cada
espediente , aun cuando estos se actúen en
papel de oficio; pues en este caso ha de
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hacerse el reintegro equivalente á aquel.

Las traslaciones de los bienes muebles de
un punto á otro serán siempre á costa de los
deudores.

Art. 8G. Desde el día en que cada con-
tribuyente acredite haber satisfecho su des-
cubierto, cesará para con él el pago de die-
tas y costas, y el apremio continuará para
con los demas en los términos referidos,
cualquiera que sea la suma en que dismi-
nuya el importe total de la cantidad que
sirvió de base para el señalamiento de las
dietas.

Art. 87. En las capitales de provincia y
cabezas de partido, en que la cobranza esté
eselusivamente á cargo de la administra-
ción, las papeletas de conminación serán
firmadas por el administrador después de
acordado el apremio por el intendente ó
subdelegado á quien corresponderá dispo-
ner los de todos los grados.

Para la venta de los bienes inmuebles se
consultará no obstante al ayuntamiento, el
cual contestará precisamente en el término
de ocho dias, procediéndose en otro caso
como si hubiera contestado.

CAPITULO OCTAVO.
Medidas coactivas contra los cobradores.
Art. 88. Los cobradores, sean nombra-

dos por los ayuntamientos ó por la admi-
nistración, serán apremiados al pago del
importe de las cuotas mensuales de. coya
cobranza eslen encargados, si no verifican
su entrega en la tesorería de la provincia ó
depositaría del partido antes del día 13 del
mes mismo á que la cobranza corresponda.

Se lijarán periodos mas cortos de entrega
á los cobradores que reunan sumas consi-
derables de fondos ; pero ni unos ni otros
serán apremiados al pago de las cuotas que
no hayan podidq hacer efectivas según los
trámites establecidos, siempre que presen-
ten la correspondiente justificación.

Art. 89. En cada partido administrativo
habrá nombrado por el intendente un eje-
cutor de apremios que será el encargado de
ejecutar, bajo la dirección de la adminis-
tración, todos lus que hayan de dirigirse

contra los cobradores, alcaldes ó ayunta-
mientos del mismo partido , remunerán-
dote con los salarios ó dietas que por cada
apremio se les señalaran. .

Art. 90. El apremio contra los cobrado-
res será decretado por el intendente de la
provincia ó subdelegado del partido, espi-
diéndose despacho en que se espresarán el
importe del descubierto y las dietas que de-
berá el ejecutor, graduadas por la cantidad
del descubierto , en la forma siguiente:
Cuando el descubierto no esceda de 6,000

reales 12 maravedís diarios.
De  6,001 á 10,000. . . . <5
De 10,001 á 13,000. . . .  20
De 13,001 á 20,000. . . .  25

De 20,001 arriba. . . . . .* 1 de  dietas.
En el número de dias en que el ejecutor

devenga salario , se contarán los de viaje de
ida y vuelta á razón de dos , cuando la dis-
tancia del partido al pueblo de la residen-
cia del cobrador no esceda de seis leguas;
cuatro cuando la distancia sea mayor y no
esceda de doce leguas, y seis desde este nú-
mero para arriba..

AH. 91. El importe de las dietas del
ejecutor ingresará con el del débito en la
tesorería ó depositaría , y de ella le recibirá
aquel después de aprobados por el intenden-
te ó subdelegado los procedimientos de
apremio.

Art. 92. El ejecutor en el mismo dia , ó
á mas tardar en el inmediato ó signiente al
de su llegada al pueblo de la residencia del
cobrador, presentará el despacho al alcalde,
por quien será cifhipli mentado en el acto.

Si el alcalde rehusare ó dilatare el cum-
plimiento del despacho, el ejecutor le re-
querirá para que Jo esprese en él bajo su
firma , y si á esto se negare lo haré constar
por diligencia y se retirará, dando inmedia-
tamente cuenta del hecho al intendenté ó
subdelegado.

Si el intendente ó subdelegado hallare in-
fundada la resistencia del alcalde, le sus-
penderá del ejercicio de sus funciones, y
dirigirá el apremio contra él y contra el co-

¡ brador juntamente.
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Art. 97. A la venta de  los bienes inmue-

bles que conaitnyan la fianza del cobrador,
se procederá cuando la de los muebles no
haya sido suficiente para satisfacer el des-
cubierto y costas , disponiéndola en este ca-
so el intendente con la conveniente publici-
dad en la cabeza del partido.

Art. 98. En el caso de resultar que el
descubierto procede de no haber sido el co-
brador oportuna y eficazmente ausiliado por
el alcalde, el ejecutor lo manifestará á este,
señalando los casos y requiriéndole á con-
testar en el término de veinticuatro horas.
Igual diligencia practicará cuando resulte
entorpecida la cobranza por el ayuntamien-
to,  el cual deberá ser reunido por el alcalde
dentro del mismo término de veinticuatro
horas , para que en otro igual conteste al
requerimiento del ejecutor.

Sea que contesten ó no en los plazos se-
ñalados , el alcalde, ó el ayuntamiento en su
caso , el ejecutor á su vencimiento remitirá
todo lo actuado al intendente ó subdele-
gado , para que declare la persona ó perso-
nas responsables del descubierto , y contra
quien ó quienes ha de continuarse ó dirigir-
se el apremio. Esta declaración no se  diferirá
por mas tiempo que el de tres dias, conta-
dos desde el en que el intendente ó subde-
legado reciban las diligencias.

Art. 99. No será admitida al cobrador
reclamación alguna después que haya sido
declarado responsabledel descubierto, mien-
tras no presente recibo que acredite su to-
tal pago el de las costas del apremio.

Art. 100. Cuando los cobradores tengan
dada su fianza en dinero, será aplicada des-
de luego en el todo ó en parte á cubrir su
débito , con solo el mandato del intendente
ó subdelegado, en viste de la certificación
que presentará el administrador de la con-
tribución.

CAPITULO NOVENO.

Medidas coactivas cónica los ayuntamientos
y alcaldes.

Art. 101. El apremio contra los ayunta-
mientos tendrá lugar:

Aiíw 93. Cumplimentado por el alcalde
el despacho , el ejecutor le notificará inme-
diatamente al cobrador, y acto continuo pro-
cederá al depósito del dinero, libros y demas
documentos pertenecientes á la cobranza.

El depósito se hará bajo doble inventario
en poder de la persona que señale el alcalde
bajo su responsabilidad.

El inventario será firmado por el cobra-
dor, depositario y ejecutor , recogiendo ca-
da uno de estos dos últimos un egehiplar de
aquel documento.

Art. 94. Como de los procedimientos
que se  sigan puede resultar libre de respon-
sabilidad el cobrador, y culpables el alcalde
ó ayuntamiento, estos en unión ó sepa-
radamente podrán nombrar una persona que
acompañe al ejecutor en todas las diligen-
cias con facultad de reclamar contra cual-
quiera ilegalidad , inexactitud ó error.

Art. 93. Formalizado el depósito , el
ejecutor procederá á la liquidación de la
cobranza, reclamando del alcalde, si lo cre-
yese necesario, la presentación de los con-
tribuyentes con los recibos que el cobrador
les boyan espedido en el periodo á que la
liquidación se refiera.

Si  de  esta operación, que deberá ejecutarse
en el término mas breve y sin interrupción,
resulta algún desfalco en los fondos recau-
dados, el ejecutor procederá inmediatamen-
te al embargo y depósito de los bienes mue-
bles del cobrador , dando conocimiento al
alcalde para que,  reuniendoal ayuntamien-
to , nombre este persona que se encargue
de  continuar la cobranza.

También tendrá lugar el embargo de los
bienes muebles del cobrador cuando el des-
cubierto proceda de morosidad suya en ]a
cobranza ó petición de apremios.

Art. 96. La venta de los bienes muebles
embargados se hará en pública subasta bajo
las mismas formalidades prescritas respecto
de los contribuyentes ; y si no se hallare
comprador en el mismo pueblo, el inten-
dente ó subdelegado podrá disponer que se
trasladen á otro punto , en el cual podrán
venderse por la cantidad del descubierto, ó
por otra menor, prévia retasa.
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1.” Guando por su culpa, no se haya eje-

cutado en tiempo oportuno el repartimiento,
y por consiguiente no hítya podido el cobra-
dor dar principio á la cobranza en los plazos
señalados.

2?  Guando sus disposiciones hayan en-
torpecido directa ó indirectamente la co-
branza.

3." Guando en los casos de responsabili-
dad esclufcjva del cobrador no alcánzate el
producto de tenta.de los bienes muebles de
este y los inmuebles de su lianza á cubrir
su débito ó descubierto.

Los repartidores serán también mancómu-
nadamente apremiados con el ayuntamiento
cuando hayan diferido sus operaciones mas
allá del tiempo que para concluirlas les
está señalado y esta sea la causa del entor-
pecimiento de la cobranza.

Art. 102. El apremio será dirigido es-
clusivameute contra el alcalde:

1.’ Cuando resulte que no convocó en
tiempo oportuno al ayuntamiento para que
este se ocupase de las operaciones del re-
partimiento que le están encomendadas,

2.a Cuando haya negado ó dilatado las
providencias ó ausilios pedidos por el cobra-
dor ó por el ejecutor de apremios para ejer-
cer sus respectivas funciones.

5.° Cuando en las notas ó estados de co-
branza autorizados con su firma se hayan
omitido cantidades cobradas.
, 4.° Y finalmente, cuando con sus dispo-

siciones haya entorpecido directa ó indirec-
tamente la cobranta ó encubierto algún des-
falco del cobrador.

Art. 105. Los apremios dirigidos contra
los ayuntamientos ó alcaldes tendrán el ca-
rácter de ejecutivos, y ninguna demanda ni
reclamación será admitida durante sn curso
mientras no se acredite con recibo del teso-
rero de la provincia ó depositario del par-
tido el pago total del débito ó su consigna-
ción en poder del mismo tesorero ó depo-
sitario.

Art. 104. En el despacho que para estos
apremios ha de espedirse , se espresará la
persona ó personas contra quien ó quienes
se  dirige, y la causa en que se funda la pro-

APREMIO.
videncia, sin perjuicio de los demás céqlií -
silos ordinarios.

Art. 105. El ejecutor dentro de  las vein-
ticuatro horas desde su llegada al pue-
blo , ó del recibo del despacho si ya estu-
viese en él i le presentará al alcalde, por
quien sérá convocado el ayuntamiento den-
tro de otras veinticuatro horas con cita-
ción del ejecutoí. Este concurrirá y notifi-
cará la providencia de apremio al ayunta-
miento, Señalándole él plazo de cuatro dias
para verificar el pago en la tesorería ó de-
posilarjá. .

En el atto mismo el ejecutor señalará de
entre los individuos responsables uno ó dos
que hayan de serlo inmediatamente del pago
y contra quien se dirigirán los procedimien-
tos, sin perjuicio de su derecho á ser indem-
nizado por los demas.

Arl. 106. Si al vencimiento de los cua-
tro dias el ayuntamiento no presentase el re-
cibo que acredite el pago , el ejecutor pro-
cederá al embargo de los bienes muebles del
individuo ó individuos designados, esten-
díéndole sucesivamente á los demas respon-
sables , cuando los efectos embargados no
sean suficientes á cubrir el débito y costas.

Art. 107. La venta de efectos tendrá lu-
gar en la forma prescrita para la de los em-
bargados á los cobradores; trasladándolos á
la cabeza de partido ó á otro pueblo, prévia
órden del intendente ó subdelegado, cuando
no se haya presentado cobrador en el pue-
blo mismo de los deudores.

Art. 108. El apremio se suspenderá lue-
go que se haya verificado la venta de los
bieues muebles , aunque su producto no al-
cance á cubrir el débito y costas. Retirado
en este caso el ejecutor, presentará lodo lo
actuado al intendente ó subdelegado , por
quien será inmediatamente conminado el
ayuntamiento con la venta de los bienes in-
muebles si en el plazo de quince dias no ha
satisfecho todo su descubierto.

Art. 109. La ejecución y venta de los
bienes inmuebles se llevará áefeelo si conti-
nuase el descubierto del último plazo seña-
lado, espidiéndose con este fin nuevo des-
pacho.
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66  del propio real decreto, y 39  y 40  de la
instrucción de cobradores de 5 de setiembre
de 1845.

Art. 2.° En la papeleta de que habla el
artículo 61 del real decreto de 23 de mayo
de 1845 se espresará la cuota anual de con-
tribución y cantidades adicionales con que
cada individuo se halle inscrito en la lista
cobratoria sacada del repartimiento, y los
plazos en que respectivamente deberá eje-
cutar su pago.

La papeleta se estenderá por los recauda-
dores con referencia á las mismas listas y
con el V.* B.* de los administradores en las
capitales de provincia y en los pueblos ca-
beza de partido administrativo, y del al-
calde en los restantes, y se repartirá en to-
dos á domicilio por los agentes del recau-
dador. A los contribuyentes forasteros que
no tengan colono ni encargado en el pueblo
se tes remitirán por conduelo de los alcal-
des do los pueblos en que residan. Las pa-
peletas que no puedan ser repartidas se de-
volverán á la administración ó al alcalde en
su caso para que conste la razón por qué nó
han sido entregadas á los respectivos inte-
resados. '

Al principiar y concluir la distribución de
papeletas se anunciará en los parages pú-
blicos y en los boletines oficiales, para que
el contribuyente que no reciba la que le sea
respectiva pueda reclamarla de la autoridad
correspondiente.

Art. 3." Antes del vencimiento del plazo
señalado para la cobranza de las cuotas de
cada uno de los cuatro trimestres del ano,
los recaudadores harán insertar los oportu-
nos anuncios en los boletines oficiales de la
capital de provincia, y fijarlos en los para-
ges públicos y de costumbre en los demas
pueblos , invitando á los contribuyentes á
que dentro del plazo marcado por su ins-
trucción verifiquen el pago de sus respecti-
vas cuotas en los puntos que los mismos re-
caudadores designarán de acuerdo con las
respectivas autoridades, cscepto en las capi-
tales de provincia en que la cobranza se hará
á domicilio, según está mandado, evitando
de este modo’que el primer áviso que rcci-

La venta se ejecutará en pública subasta
en  el pueblo mismo, y á falta de comprador
en el de la cabeza de partido ; y si aun asi
no se verificase aquella , precediendo la re-
tasa , se pondrán los bienes en administra-
ción por cuenta de la Hacienda pública has-
ta la resolución de la dirección general del
ramo, á quien se dará cuenta con remisión
del espediente.

La direcion general con presencia de las
circunstancias de cada caso, dispondrá que
se  adjudiquen las fincas á la Hacienda pú-
blica por las dos terceras partes de su últi-
ma tasación, ó que se reparta el débito en-
tre todos los contribuyentes del pueblo.

Art. HO. En el caso de dirigirse el apre-
mio contra el alcalde, quedará este des-
de luego suspenso en el ejercicio de sus fun-
ciones, y no será repuesto en  ellas mientras
no haya satisfecho el descubierto de que se
haya declarado responsable.

Art. 1H.  El intendente ó subdelegado
someterán al juzgado respectivo el conocí -
miento de los delitos que bajo cualquiera
forma se cometieren en los pueblos para re-
sistir ó embarazar la cobranza de contribu-
ciones ó la ejecución de apremios, siguién-
dose las demandas por la administración de
la Hacienda pública del mismo modo que en
los litigios en que esta sea interesada , sin
que por esta causa se suspendan los proce-
dimientos gubernativos.

REAL DECRETO DE 23  DE  JULIO DE  1850.

Art. 1 * La facultad de espedir los apre-
mios contra primeros contribuyentes de que
trata el articulo 87 del real decreto de 23  de
mayo de 1845 compele á los administrado-
res en las capitales de provincia y en los
pueblos cabeza de partido administrativo,
con aprobación simultánea ó prévia de los
gobernadores, en cuyo nombre los espedi-
rán, y en todos los demas pueblos á los al-
caldes presidentes de los ayuntamientos, ya
se haga la cobranza por cuenta de estos, va
de la Hacienda; entendiéndose que esta fa-
cultad se ha de ejercer en los términos y
bajo las reglas que contienen los artículos
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ban los contribuyentes sea el apremio de
primer grado.

Art. 4?  Los apremios de primero y se-
gundo grado se comprenderán en lo sucesi-
vo en un solo despacho, que deberá espe-
dirse el día 6 del segundo mes de cada tri-
mestre.

El apremio de primer grado se concretará
á imponer á cada contribuyente moroso el
recargo de 4 maravedís en real de los que
constituyan su total débito, lo cual se par-
ticipará por el ejecutor al interesado al
tiempo de entregarle la papeleta de que
trata el articulo 69 del espresado real de-
creto , en los términos y bajo las formalida-
des que el mismo dispone , estendiendo de
ello la oportuna diligencia para los efectos
subsiguientes.

El de segundo grado, ó sea el de ejecu-
ción con venta de bienes muebles , tendrá
lugar al cuarto día de entregada la papeleta
del primero, si el contribuyente no satisface
su débito con arreglo á los trámites estable-
cidos en las disposiciones deleitado capítu-
lo 7.*, sin perjuicio de continuar después,
si fuese necesario , el del tercer grado para
ejecutar los inmuebles ó raices , en caso de
acordarlo asi el ayuntamiento , conforme á
la facultad que le concede el artículo 85  del
propio real decreto.

Art. 5.* Deja de ser colectiva la obliga-
ción de los primeros contribuyentes al pago
de las dietas y costas de los apremios de se-
gundo y tercer grado , y en su lugar se es-
tablece la individual como en el del primer
grado , en esta forma: ■ .

Se exigirá á cada contribuyente en el
apremio de segundo grado, ademas del re-
cargo de 4mrs.  en real sobre débitos;

Desde 1 á 1,000 rs. el . . . . . .  10 por 100
De 1,001 á 3,000 el 6 por 100
De 5,001 á 5,000 el 4 por 100
Y de 5,001 en adelante el. 2 por 100
En el apremio de tercer grado se exigirá

sobre los recargos correspondientes al pri-
mero y segundo:

Desde 1 á 1,000 rs. el 5 por 100
De 1,001 á 3,000 el 5 por 100
De 3,001 á 5,000 el 2 por 100

Y de  5,001 en  adelante e l . . .  1 por 100
Art. 6.” Los recargos que se imponen

por cada uno de los tres referidos apremios
se devengan y son exigibles desde el mo-
mento, y no antes, en que el ejecutor los
notifique á los respectivos interesados , se-
gún el órden gradual en que deben ejer-
cerse.

Art. 7.* Los espresados recargos perte-
necen esclusivamente á los ejecutores, obli-
gados, como lo quedan, á llevar adelante y
terminar los tres apremios ; pero no se les
entregarán » ingresando y permaneciendo
entre tanto en poder de los recaudadores,
hasta que se halle realizado el pago del dé-
bito y concluido el procedimiento , dando
para ello la administración, luego que exa-
mine y apruebe los espedientes, la oportuna
órden al recaudador.

Art. 8.* Será obligación del ejecutor sa-
tisfacer las dietas que se devenguen por los
ausiliaresy peritos de la comisión, aspeomo
los derechos del papel del despacho , y cua-
lesquiera otros gastos que en ella se ocasio-
nen , bajo el concepto de que los contribu-
yentes no deben pagar por los apremios otra
cantidad que la de los recargos espresados.

Art. 9.° El intendente de Madrid y ios
administradores de provincia y de partido
no espedirán en lo sucesivo otros apremios
de primero, segundo y tercer grado contra
primeros contribuyentes que los que se ba-
ilen dentro de los casos marcados en este
real decreto , y los que se consideren indis-
pensables para realizar los descubiertos pro-
cedentes de contratos celebrados por los
deudores con la administración de la Ha-
cienda pública , ó de ramos ó impuestos
cuya cobranza directa sé halle á cargo de la
misma administración , pues en los demas
esta facultad es de la competencia y obliga-
ción de los alcaldes de los pueblos como
queda dispuesto.

Art. 10. No se hará novedad en el siste-
ma establecido por las disposiciones del ca-
pitulo 8.a de mi citado real decreto de 23  de
mayo de 1845 para el apremio de ejecución
contra los recaudadores, que son responsa-
bles directos á la Hacienda del importe de
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acción civil, civiles son y han sido comun-
mente los medios empleados para compeler
al contribuyente moroso; pero habiéndose
dado á su ejercicio no pocas veces cierto
aspecto correccional, han recorrido ia escala
de embargo y venta de bienes del deudor,
costas, multas , dietas y arresto porapremio
personal. En este punto la historia no pre-
senta mas variantes que las de mayor ó me-
nor severidad desplegada según las épocas
por las leyes , por los reglamentos ó por los
agentes de la recaudación , y es un hecho
notable que desde que empezó á uniformar-
se con alguna regularidad el ejercicio de la
acción recaudadora , el espíritu constante de
las disposiciones de la autoridad suprema ha
sido una tendencia manifiesta á reprimir
los abusos de los ejecutores de la cobranza.
Tan antigua, tan grave y perniciosa aparece
la inclinación de estos agentes al doble abuso
de vejar á los contribuyentes y defraudar al
Erario público , en cuya representación ges-
tionan , que , salvas algunas épocas de inu-
sitado rigor, se observa siempre en las ins-
trucciones rentísticas, antiguas y modernas
cierto espíritu tutelará favor del primereen,
tribuyente, empeño manifiesto de poner li-
mites razonables á los medios de aprendió
contra é l ,  y constante severidad contra los
escesos y los descubiertos de cobradores, ar-
rendadores y funcionarios á quienes se dá
el nombre de segundos contribuyentes. Por
lo demas en el fondo el apremio fiscal se di-
ferencia poco del apremio civil: es un jui-
cio ejecutivo abreviado y mas ó menos so-
lemne, mas ó menos sumario, mas ó menos
recargado de medios de coacción. Siempre
se ha considerado como acción y facultad
peculiar déla administración económica del
Estado; pero según el espíritu dominante de
las diversas épocas en nuestra organización
política y civil , ha tenido un carácter mas
decididamente judicial ó mas esclusivamen-
te administrativo. Así, por ejemplo, las leyes
del cuaderno de alcabalas no autorizaban
otros ejecutores que los jueces letrados, no
reconocían otras comisiones de apremio que
las que llamaban audiencias de ejecución,
compuestas de juez, escribano y alguacil, y

las contribuciones cuya cobranza les está
encomendada, entendiéndose comprendidos
en este caso los ayuntamientos que asi
mismo la verifican con arreglo á la declara-
ción que contienen los artículos 10 y 11
de mi. real disposición de 5 de setiembre
de 1847. - ,

Art. H .  Las dietas y costas que se de-
venguen en los apremios contra los ayunta-
mientos y recaudadores , como responsables
de la cobranza de los impuestos en los casos
á que se refiere el articulo anterior, se se-
ñalarán y exigirán con sujeción á lo dispues-
to en el capitulo 8.° del espresado real de-
creto, sin que en ningún caso , ni bajo pre-
testo alguno, se hagan recaer sobre los pri-
meros contribuyentes.

PARTE DOCTRINAL.

Mraaai». ,

Sf.C. I. RESEÑA HISTÓRICA.

SRC. I I .  DE LOS APREMIOS Y SUS ESPECIES.

§.  ! . �  Apremio» contra los contri-
buyentes morosos.

2 .a Apremios contra los cobra-
dores.

t¡. ?.a Apremios contra los ayunla-
lamienlos y los alcaldes.

§. 4.* Apremios especiales.
SRC.  I I I .  CONSIDERACIONES GENERALES.

SECCION I.

RESEÑA HISTÓRICA..

La historia de los medios de coacción em-
pleados por la autoridad pública en nuestro
pais para hacerefectiva la cobranza de con-
tribuciones sigue naturalmente las fases y
vicisitudes de nuestra administración eco-
nómica, ye s  por lo tanto oscura en los pri-
meros tiempos de la monarquía ; mas cono-
cida luego, y señaladamente desde los reyes
católicos, y reducida siempre á limites es  -
trechos por la naturaleza misma del asunto.
Como en la recaudación de los tributos se
ejerce por la administración pública una

TOMO III.
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no entendían que los negocios de cobranza »
de tributos fuesen otra cosa que un verda-
dero juicio entre partes; al paso que en
instrucciones posteriores es frecuente enco-
mendará intendentes y administradores el
nombramiento de comisionados de apremio
y ejecutores, revistiendo para la coacción á
estos agentes de carácter y derechos pura-
mente administrativos. Para confirmación
de estas nociones generales que, en pro de
la claridad hemos anticipado, recorramos,
aunque ligeramente, las principales épocas
de nuestra historia.

Durante la dominación romana recauda-
ban los tributos los exactores curiales nom-
brados por los tribunales de cada partido y
dependientes del cuestor de la provincia , y
sin duda los medios de coacción eran el em-
bargo y venta de bienes con costas y multas
sugun se comprueba hasta por el carácter
judicial de los recaudadores, aun sin con-
tar con la índole misma y el objeto del pro-
cedimiento. Ya entonces existieron abusos y
vejaciones que parecen inseparables de la
recaudación; y sohre la opresión causada
por las violencias de los pro-cónsules y pre-
tores que gobernaron la España , y que en

calidad de conquistadores procuraban de
ordinario enriquecerse y contcnter á Roma
con el envio de gruesas cantidades , vino
también á agravar la suerte de los contri-
buyentes ibéricos la plaga do los arrendado-
res de tributos, contra cuya codicia y exac-
ciones se levantaron no pocas veces los ódios
populares. La historia general de Roma nos
muestra el grado de odiosidad á que llega-
ron por susescesos los publicanos, y la par-
ticular de España en la época contemporá-
nea, atestigua de los agravios causados por
los arrendadores , con las sublevaciones po-
pulares que concitó á menudo su codicia , y
que alguna vez ,  como bajo el gobierno del
pretor Lucio Canuleyo (1), solo pudieron
aplacarse por la promesa de que no habría
en lo sucesivo arrendadores de tributos.
Resulta , pues, ser un hecho constante que
en toda la duración del dominio de los ro-

manos, la tiranía y rapacidad de los gober-
nadores por una parle, y por otra la codi-
ciosa arteria de los arrendadores, apenas
dejaron lugar al ordenado juego de la ac-
ción recaudadora en sus limites legales, y
que las mas veces la moderada ejecución
de Jos apremios ordinarios hubo de ser
reemplazada por las exacciones violentas,
las multas y confiscaciones y las amenazas
y vejaciones personales.

Con la ruina del imperio romano cam-
bió de tal manera la situación de los pue-
blos que le constituían , y se alteró tan pro-
fundamente su estado social, que no bay
hipérbole en decir que desapareció de todo
punto la sociedad antigua, y sobre sus es-
combros se levantó otra nueva ruda y pri-
mitiva, cual podían formarla los salvages
destructores de Roma. Aquellos pueblos
bárbaros traían de sus bosques instintos y
costumbres radicalmente diversos de los há-
bitos sociales de la civilización antigua; y
al establecerse como conquistadores en las
naciones del Occidente , formaron socieda-
des nuevas, y tan originales, que solo en
raros puntos dejaron percibir algún vesti-
gio del pueblo conquistado. Entrelos fenó-
menos de aquellas sociedades singulares,
era muy uotable el de no existir en ellas
verdadero erario páblico , porque la orga-
nización feudal le hacia en cierto modo in -
necesario y casi irrealizable. No habiendo
otra necesidad propiamente nacional que la
de atenderá los gastos de la guerra, el feu-
dalismo la satisfacia cumplidamente por
aquel encadenamiento bien conocido de
obligaciones del vasallo para con el señor,
y del señor para con el rey. Las otras nece-
sidades públicas del órden social se cubrían
aisladamente encada señorío , por los me-
dios que arbitraba el señor y que pendían
desu carácter personal y délos, hábitos, se-
gún las ideas entonces recibidas sobre la ín-
dole del dominio de la tierra. La propiedad
territorial , tal cual la concebía el feudalis-
mo ,  era la base principal de los recurso*
pecuniarios; y repartida entre los señores y
los reyes les servia de titulo para exigir de
les siervos y colonos cuanto les era necesa-(1) lUrian«,  lomo I I ,  página 1M.
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para que pudieran legítimamente repartir-
los , nos ha dejado en este como en laníos
otros puntos, un dato curiosísimo, que en
vano sebosearía en otra parte, para cono-
cer lo que eran los apremios de aquella leja-
na época. «Que á los cogedores, dice, demar-
�zadga , moneda , martiniega , fonsadera y
«otras cogechas, manda el rey, se les ayude
�y  cumpla lo mandado, y que se les recuda
�con el pecho ó con los maravedises reparti-
*dos; que á los que no lo hicieren, tos pren-
»dan y los afinquen, y al que peños le ampa-
raren haya la pena que el rey lobiere por de -
trecho: y sí no pagare sobre la prenda que la
tvendan.t He aquí espresado el sistema de
apremio de aquellos tiempos que se reducía
sencillamente é prendar y afincar, esto es ,
embargar bienes muebles y raíces del deu-
dor, y á vender lo embargado para hacerse co-
bro, si después del embargo no pagaba. Aña-
de la ley que al que peños le ampararen, ó lo
que es lo mismo, el que tenga dada lianza,
haya la pena que el rey tobicre por dere-
cho; y esto debía sin duda referirse á los
arrendadores ó personas que por ajuste ú
otro titulo tuviesen responsabilidad colecti-
va de entregar e! importe de los tributos de
un pueblo ó territorio, y que son los que
después se han llamado segundos contribu-
yentes, pues solo de ellos se concibe que
peños les ampararen ó sea que tuviesen de
antemano prestada lianza. A estos, en caso
de morosidad, se les apremiaba con penas
arbitrarias, que según la naturaleza de las
cosas, y aun las costumbres de la época, se-
rian multas ó penas pecuniarias, indepen-
dientemente del reintegro verificado á costa
de la prenda ó hipoteca que se vendía.

Este sistema de apremio hubo de durar
hasta que generalizada la alcabala , repeti-
dos los pedidos ordinarios y estraordínarios
y planteado un órden de tributos mas es-
tenso y complicado principió á considerarse
este ramo de administración como uno de
los mas importantes de la gobernación del
Estado, y se crearon los contadores mayo-

1 res y dependencias especiales para el ma-
nejo de las rentas de la Corona. Entonces

I empezó á tomar cuerpo el pernicioso meto-

rio. Ella constituyó en los principios el te- -J
soco esclusivo de los reyes , y si andando el
tiempo hubieron de recurrirá prestaciones de
otra especie, exigidas ála generalidad de sus
súbditos, estas tardaron mucho en adquirir
ei carácter de verdaderos impuestos públi-
cos, y conservaron por largo tiempo la ín-
dole y el sello peculiar de derechos feudales.
No es propio de este articulo el entrar en
largas investigaciones sobre los tributos que
se recaudaron en España durante la edad
media, mayormente cuando la materia de
apremios sola tiene relación con los direc-
tos , y no se roza con la cobranza de los im-
puestos indirectos, que tan numerosos fue- I
ron en aquella época. Prescindiendo, pues,
de estos, debemos advertir que durante la ¡
monarquía visigoda, que fue la menos feu-
dal de cuantas fundaron los bárbaros del |
Norte, no hay vestigios seguros de la clase I
de tributos establecida, aunque no faltan
comprobantes deque existí tren aquel perio- i
do un órden tribularioregularizado, y acaso
semejante al de los antiguos romanos; pero
en cuanto á los primeros siglos de la recon- |
quista, se conserva memoria de la marzadga, <i
martiniega, yantares, fonsadera, pecha, mo- ']
neda forera, conducho y otros muchos que
se pagaban á ios reyes en reconocimiento de
vasallage y para sostener los gastos de su
dignidad y las atenciones de la guerra. Par-
ticipaban en gran manera estos tributos del
carácter feudal , si bien merecían el título
de contribuciones públicas por obligar á la
generalidad de los naturales , salvos los
exentos , y por estar destinados al servicio
del rey , que personificaba entonces el Es-
do. Ellos y los servicios ó pedidos constituye-
ron hasta el siglo XIII las contribuciones,
cuya recaudación podía exigir apremio ; y
respecto de los medios empleados para ve-
rificarla, solose sabe que la jurisdicción pa-
ra cobrar y administrar los tributos perte-
nencia al mayordomo mayor del rey, y que
la coacción usada contra los morosos, con-
sistía, como siempre, en el embargo y venta
de sus bienes. La ley de Partida que formu-
ló las cédulas ó cartas reales que habían de
espedirse á los, recaudadores de tributos
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do de Jos arriendos, y entonces los apremios
de recaudación fueron mas numerosos y ve-
jatorios, se duplicaron con los exigidos por
los arrendadores contra el contribuyente y
con los espedidos contra los arrendadores y
cobradores por la administración directa y
superior del Estado, y requirieron ya el en-
vió de  ejecutores y comisiones de ejucucion,.
dando lugar á abusos y vejaciones , y com-
plicando y embrollando de tal manera la re-
caudacion_, que ya desde fines del siglo XIV
llegaron á ser objeto de medidas severas, de
leyes y reglamentos generales, dignos de
atención por mas de un concepto.

Lo primero que se encuentra con carác-
ter de disposición general es una medida
de rigor contra los arrendadores de rentas
y pechos dictada por D. Juan 1 y confirma-
da por D. Enrique II en <590 (1), por la que
se ordena que cuando se les halle en des-
cubierto se tomen todos sus bienes y los de
sus fiadores , que se pongan en almoneda
pública y se adjudiquen sin tasación al que
diere por ellos el valor del descubierto ó
algo mas , y solo en caso de faltar quien
ofrezca lo suficiente á cubrir el débi to se la-
sen y vendan por lo que valieren. Por aquí
se ve hasta qué punto llegaba ya en aquella
época la severidad, y aun pudiera decirse
la prevención contra los arrendadores, pues
solo así se concibe l a  dureza de adjudicar
todos sus bienes y los de sus fiadores sin
aprecio, y cualquiera que fuese su valor al
que entregase el importe del descubierto á
favor déla Hacienda. Ya que se conocían y
toleraban las vejaciones que estos especula-
dores causaban al contribuyente, no se que-
ría por lo menos consentir que ni por un
momento retuviesen en su poder ó usur-
pasen lo que le habian exigido, en nombre
del Estado ó bien lo que en equivalencia ha-
bian ellos ofrecido.

Concedióse á los pueblos en el reinado de
D. Juan II, año de <455 (2), que los cogedo-
res de rentas y pechos se pusiesen por los
concejos, si bien con la condición de adju-
dicar este cargo por licitación al que lo

APREMIO.
aceptase por menos precio y se constituyese
responsable del importe de la recaudación;
mas sin duda esta concesión fue ineficaz
para librar á los contribuyentes del aboso
que de los apremios hacían, no ya solo los
arrendadores, sino también los cobradores
mismos, porque así los reyes católicos como
sus sucesores D.  Carlos y doña Juana en
1498 y 1523 (1) recomendaron muy espe-
samente á los contadores mayores que no
enviaran ejecutores para cobranza de  alca-
bala y demas tributos á petición de arren-
dadores ó recaudadores sino en el taso en
que según las leyes se hubieran de nombrar
jueces, y que aun entonces solo nombrasen
al corregidor ó juez residente mas cercano,
señalándole un salario razonable. También
se preceptuó en la misma ley que las ejecu-
ciones se proveyesen con la menor vejación
que ser pudiera, que los juecs y ejecutores
pusieran mucho cuidado y diligencia en des-
pachar estos negocios sumariamente y con
el favor posible, y que si asi no lo hacían ú
obraban con negligencia , se enviasen á su
costa otras personas que hiciesen á las par-
les cumplida justicia. Escuchaban aquellos
monarcas frecuentes y sentidas quejas so-
bre los escesos y corruptelas que la dureza
de los recaudadores poruña parte, y la co-
dicia por otra, de los ejecutores y curiales
habian introducido en el ramo de apremios, -
y su regia solicitad procuraba evitar á los
súbditos tan indebidas vejaciones, poniendo
coto á los abusos observados. No eran sin
embargo suficientes á remediar el mal estas
medidas, puesto que en las ordenanzas de
la Coruña, en el cuaderno de alcabalas y en
todas las instrucciones de los reinados pos-
teriores hasta nuestros dias, se observa el
mismo constante afan de poner límite á los
medios coactivos de la cobranza de tributos
y de garantizar al contribuyente contra el
rigor y el abuso de los apremios. Ya se exi-
gía que las comisiones de jueces ejecutores
fueran examinadas por el Consejo : ya se
prescribía que solo durasen estas comisio-
nes el tiempo inescusable, que no pudiera

f i l  Ley t * .  t i l .  9.  Nn», Bernp.
.S’ L« j  7, H .12,11b. 8 Xo». Rccop. (*■ Ley lU. S.lib Not. Rerop.
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dical que se  ha perpetuado hasta nuestros
dias, y que ya entonces parecía haberse con-
cebido de antemano. Tal es  el pensamiento
de encomendar á las justicias ó ayuntamien-
tos de los pueblos la recaudación de tributos,
bajo la condición de recibir un tanto de re-
compensa y de quedar responsables al pago
del importe de la cobranza y de sus gastos.
La ley recopilada de 1687 (1) estableció que
la cobranza de las rentas que se administra-
ban por el consejo de Hacienda y sala de
millones corra á cargo de las justicias, lle-
vando estas un 6 por 100 por premio de re-
caudación en vez del 5 por 100 que antes
llevaban, y quedando de su cargo el pago
de costas de ejecutores y audiencias en caso
de morosidad , y no por cuenta de pueblos
y vecinos. Esta ley prueba que habían ya
cesado los antiguos cogedores y recaudado-
res directos de ¡a administración; pero que
continuaban y no habian de cesar los ejecu-
tores y audiencias de apremio contra los
morosos, sustituyendo solo su acción direc-
ta contra el contribuyente por Ja acción es-
clusiva contra los nuevos cobradores , que
para responder de todo rccibian premio.
Concluiremos , pues , el periodo histórico
que vamos recorriendo con una observación.
Si tan antiguo y constante aparece el em-
peño de las leyes y reglamentos en dirigir
casi esclusivamente contra los segundos con-
tribuyentes sus medios de coacción y cor-
rección ; esto no debe causar estrañeza al
considerar cuan pocas veces se entendía di-
rectamente la administración pública con el
particular pagador de lo» impuestos. De es-
tos la mayor parte fueron indirectos , y en
ellos claro es que no cabía mas apremio qu«
el que se dirigía contra el recaudador, por-
que la forma de su pago no permite moro-
sidad departe del contribuyente, mas aun
con respecto á toda clase de tributos , la
índole peculiar de nuestra administración
económica hizo que casi siempre se inter-
pusieran entre el contribuyente y el Estado
personas responsables de la recaudación, ya
en concepto de arrendadores, ya como di-
putación de los reinos ó como comisión de

Ley 18. l i t .  9 i ,  l ib .  9. Ñor.  Itecop.

tenerlas un mismo juez por mas de dos
años , que solo personas de letras pudieran
desempeñarlas, y que á todos se les tomase
residencia de sn  cargo: ya sj,  mandaba que
los labradores y personas que poco pueden no
fuesen. molestados por arrendadores, Heles
y cogedores con pleitos injustos ni deman-
dados , sino de quince en quince dias en su
residencia, ó de treinta en treinta ante el
juez de otro lugar, que se hubieran de re-
fundir en una sola demanda los créditos de
un mismo arrendador por diferentes rentas
ó los de varios arrendadores por una mis-
ma , y que ningún labrador pudiera ser
demandado mas de una vez durante las épo-
cas de  recolección: ya se disponía que loe
pleitos y causas sobre cobranza de. rentas se
librasen breve y sumariamente , sin figura
de juicio, sabida solamente la verdad y sin
recibirse otro escrito que el memorial lla-
namente hecho sin consejó de abogado; y
ya en. fin, se ponía tasa á los derechos y die-
tas de los ejecutores, estableciendo que los
alcaldes, merinos, alguaciles, ballesteros y
demas oficiales solo llevasen 50 mrs. ai mn
llar salvo en las ciudades , villas y lugares
donde hubiese costumbre de pagar menos,
y que solo en lugares de señorío, órden ó
behetría ó contra arrendadores que se fue-
sená ellos por no pagar, pudieran exigirse
adema» cuatro maravedís por cada legua
para el alguacil merino ó juez, y también la
costa de la gente que llevasen si fuese ne-
cesaria por ser los lugares rebeldes (1).

Hé aquí compendiado cuanto en materia
de apremios rigió hasta el fin de la dinastía
austríaca. En el reinado del último monarca
de  ella D.  Carlos 11 se creó la superinten-
dencia general , y se modificó la adminis-
tración de las rentas públicas que desde
tiempos de Felipe II había venido á cargo
del consejo de Hacienda, como sucesor de
las antiguas contadurías mayores. Entre
las novedades que tan sin fruto se ensaya-
ron en aquel reinado, qaizá mas desventu-
rado todavía en administración económica
que en la política , hállase una bastante ra-

j o  Uve. 9 y 10, l l l .  J y 1,5  y B ,  Úl .  T, l lb. 9. Norlsimi ■
Recopilación.
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millones, ya como justicias de los pueblos
encabezados, ó ya como ayuntamientos ó
cobradores recompensados para verificar de
su cuenta y riesgo la cobranza.

Llegamos ya al periodo histórico de nues-
tro país, en que comenzó á regularizarse y
reformarse con mas inteligencia la adminis-
tración de Hacienda , y en (pie se echaron
los cimientos de lo que esta había de ser
hasta nuestros días. Los reinados de Feli-
pe V y de Fernando VI ofrecen vasto campo
de meditación á los observadores en todo
lo relativo á reformas económicas y á es-
fuerzos hechos para dar unidad , eficacia y
regularidad á la acción administrativa, y
ciertamente que si se csccptúa el sistema
de tributos en (pie se continuaron nuestras
viciosas tradiciones, hay mucho que aplau-
dir en lo que adelantaron sobre administra-
ción los ministros de aquella época , y mas
que todos el célebre marqués de Ensenada.
No parece sin embargo que el ramo de los
apremios mejorase en la misma proporción,
puesto que por las instrucciones de aquel
tiempo vemos el mismo espíritu que en rei-
nados anteriores de contener los abusos y
de dar garantías al contribuyente. Pudo
consistir esto hasta cierto grado en la con-
tinuación de los arriendos de rentas, que no
se logró suprimir por completo hasta 1750;
pero provenia también principalmente de la
invencible tendencia de los recaudadores y
ejecutores á abusar de su misión y cometer
escesos. En vano se había creado la supe-
rintendencia general y sus agentes subal-
ternos en cada provincia con encargo espe-
cial de velar por el remedio de los abusos
en materia de apremios, pues que para
suplir la negligencia de. estos funcionarios
se mandaba en 1705 (1) que todos los tri-
bunales, ministros y justicias del reino, bajo
pena de destitución é inhabilitación, cela-
sen , corrigiesen y enmendasen los esccsos
y daños que se cometieran por los recauda-
dores y que no se remediaran por los superin-
tendentes de  rentas en punto á exigir sumas

escesivasy á proceder por apremios rigu-
rosos.

Para generalizar y uniformar el remedio
de estos abusos se publicó la instrucción de
5 de mayo de 171G (1), cuyas disposiciones
principales se reducían á determinar que se
acumulasen en un solo despacho de ejecu-
ción todos los débitos de un pueblo por
cualquier concepto: ¿señalar mil maravedís
al juez , setecientos al escribano , y cuatro-
cientos al alguacil de las audiencias de eje-
cución , á título de dietas ó salarios: á pro-
hibir el despacho de audiencias contra pue-
blos , cuyos débitos no escediesen de un
cuento de mrs. , reuniendo en un mismo
despacho los de pueblos contiguos : á pres-
cribir que las diligencias de ejecución se
revisasen por los gefes superiores y se casti-
gase todo abuso ó esceso cometido en ellas,
restituyendo á los deudores to que se les
hubiere exigido indebidamente : ¿ man-
dar que se apremiase ¿ los arrendadores
si’ las audiencias por ellos solicitadas no
presentaban en tiempo á revisión sus dili-
gencias; y á prevenir en fin, que se diera al
Consejo cada seis meses noticia exacta de
todas las audiencias y ejecuciones despa-
chadas así como de los abusos en ellas cor-
regidos. Pero la regla permanente , la Ifey
fija, la ordenanza observada y apenas alte-
rada durante un siglo fue la instrucción ge-
neral de 15  de marzo de 1723 (2) en cuanto
se refería á la materia de apremios por sus
artículos del cinco al ocho inclusive. Ccmo
quiera que esta instrucción abrazaba los
principales puntos de organización y admi-
nistración general en materias de Hacienda,
sufrió modificaciones mas ó menos profun-
das en otros ramos ; pero en punto á los
apremios, todavía en 1824 se referia á ella
como vigente la de 18  de octubre que en-
tonces se publicó para sustituirla. Sus prin-
cipales reglas muestran lo que se babia ade-
lantado en tan interesante materia y mani-
fiestan un espíritu de protección hacia los
pueblos y las clases contribuyentes tal vez

< «; Ley 14 , (it. 52 . lib. 6. No*. Reeop.
(S; Ley !5. til.  « .  lib. 8, Nov. Reeop.(f Ley I I ,  til . 25 , lib. 6 , Vov. Rvcop.
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dado sin dilación, y que cumplido un tercio
sin haberlo hecho, los superintendentes y
subdelegados dispusieron que no pagando
dentro de tercero día se presentase preso
en la cárcel de la cabeza del partido uno de
los alcaldes ó regidores encargados de la co-
branza , que le tuvieran alli basta quince
dias, pasados los cuales sin halicr pagado,
mandasen presentar preso al otro alcalde ó
regidor soltando al primero , y si pasados
ambos términos no hubiesen hecho el pago,
despachasen ejecutores ó audiencias á costa
de dichos alcaldes ó regidores y nunca con-
tra vecinos contribuyentes; en prohibir que
durante los meses de junio, julio y agosto
se despachasen audiencias ni ejecutores
para la cobranza de rentas reales sin eseep-
cion: y en prescribir por último que solo
pudieran librar estos despachos en el resto
del año los superintendentes y subdelega-
dos, y nunca los administradores, debiendo
comprender siempre en uno solo los débitos
por todas rentas y contribuciones.

Desde entonces basta 1824 solo confirma-
ciones de aquella instrucción se encuentran
en las escasas ordenanzas análogas de los
reinados posteriores. D.  Fernando VI por la
de intendentes de 1749 (1) solo dispuso en-
comendar á estos nuevos funcionarios la
autoridad eschisiva en todo lo relativo á la
cobranza de rentas y contribuciones ; pero
les prescribía al mismo tiempo la rígida ob-
servancia de las medidas sobre apremios
dictadas por la instrucción de 172'3. En el
reinado de don Carlos III nada consta man-
dado en contrario sentido de la misma ins-
trucción que durante todo él se halló vigen-
te. Del tiempo de don Carlos IV solo se co-
noce la disposición legal de 1802 (2), por la
cual se declara peculiar de los alcaldes or-
dinarios y regidores con esclusion de los
corregidores y alcaldes mayores todo lo re-
lativo á derechos y obligaciones en la co-
branza de contribuciones y rentas públi-
cas; pero siempre al tenor de lo establecido
por la misma instrucción citada de 1723; y
finalmente en el primer periodo del reinado

L.  16, t i l .  92, !lb. 6, Xov, Kccop.
l 9 )  Ley 21, l i l .  92, lito. 6, Kecop.

exagerado , pues suponiendo , y no sin fun-
damento, que el mejor medio de evitar las
vejaciones del apremio es no dejar lugar á
la morosidad activando la recaudación , se
exigió rigurosamente de los ayuntamientos
esta actividad, y se llegó basta el estremo
de disponer el arresto sucesivo de sus indi-
viduos por quincenas en la cabeza del par-
tido siempre que se observase retraso en la
cobranza, haciéndoles por último responsa-
bles del importe de la recaudación y man
dando espedir esclusivamente contra ellos
los despachos y audiencias de ejecución. Por
laudable que parezca á primera vista la ten-
dencia de estas medidas, llevadas hasta tal
estremo, había el riesgo de que produjesen
opresión en vez de alivio para el contribu-
yente , porque claro es  que los alcaldes y
regidores responsables con tan dura condi-
ción de la cobranza, habían de emplearla
misma ó mayor dureza para cobrar sin di-
lación ni escusa los tributos y redimir asi
sus vejaciones personales , y« quizá habían
también de pugnar por exigir cantidades in-
debidas para tener con que hacer frente á
las costas y gastos de  las ejecuciones que les
amenazaban. Por lo demas las medidas fun-
damentales y en  general acertadas de aque-
lla célebre ordenanza consistían en recomen-
dar á las justicias de los pueblos, asi como
á las audiencias y ejecutores, que obrasen
con toda equidad para cobrar los débitos
reales y no embargasen ni vendiesen á ve-
cino alguno la capa, manto, mantilla, cama
ni sartén : en disponer que los labradores no
pudiesen ser ejecutados en sus bueyes, mu-
ías ú otras bestias de arar, ni en los aperos
de  labor, ni en sus sembrados y barbechos
en ningún tiempo del año, salvo si no tu-
vieren otros bienes, y aun en este caso se
les había de reservar un par de bueyes, mu-
ías ú otras bestias de arar con los corres-
pondientes aperos y granos necesarios para
sembrar y para su preciso sustento, y ade-
mas cien cabezas de las que tuviesen de ga-
nado lanar : en ordenar que para evitar á los
pueblos los escesos y violencias de las eje-
cuciones, las justicias y regidores recauda-
sen y entregasen en arcas reales lo recau-
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de don Fernando VII, la instrucción gene-
ral de rentas de 16  de abril de 1816 solo ha-
bló sobre apremios en sus artículos 26 del
capítulo V, y 100 al 102 inclusive del VIII;
mas sus preceptos de suyo poto importantes,
se refieren visiblemente y parece que supo-
nen existente el sistema de apremios que
venia siguiendo desde el segundo cuarto del
siglo precedente.

En 18 de octubre de 1824 se publicó una
instrucción especia) sobre apremios, que al
parecer tenia por objeto introducir en el
sistema de la de 1726 las reformas y modi-
ficaciones que habia hecho necesarias la
mudanza de los tiempos; pero en realidad
no se hizo otra cosa que rebuscar nuevos
medios de rigor para hacer efectiva la co-
branza de contribuciones, conservando en
el fondo las mismas prescripciones anterio-
res. Bajo el nombre de apremio de comisión
y ejecución se establecieron los ejecutores
y audiencias de otros tiempos, aunque con
señalamiento de nuevas dietas proporciona-
das al estado económico de la época , y  por
cierto nada moderadas , pues consistían en
12 á 30 reales diarios para los comisionados
de apremio , y en 60, 56 y 16 para las au-
diencias de ejecución. La grande novedad
que en esta instrucción se hacia consistió en
la invención délos apremios militares, pen-
samiento erróneo y hasta repugnante A que
hubo de renunciarse cuatro años después.
El apremio militar, tal cual en dicha ins-
trucción se establecía , repugnaba á los fines
sociales de la fuerza armada, haciéndola
degenerar de ausiliar de la autoridad en
agente curial de los apremios. La fuerza ar-
mada costeada y mantenida por el Estado,
está sin duda destinada , entre otros objetos,
á prestar mano fuerte á la autoridad en-
cargada de recaudar los tributos, mas por
la naturaleza misma de las cosas, solo debe
impartirse semejante ausilio en caso de re-
sistencia violenta ó rebelión, y aun enton-
ces todo lo que parece justo y decoroso exi -
gir del deudor rebelde, independientemente
del castigo que merezca según el Código
penal, es el gasto estraordinario que en el
movimiento de la tropa hubiere ocasionado I

su resistencia ó sea la costa de la gente que
contra lugares rebeldes llevase el ejecutor,
como decia una ordenanza ya citada del s i -
glo XVI. A aquellos tiempos fue preciso re-
troceder en 1824 para introducir los apre-
mios militares, y todavía se desfiguró v
exageró la imitación aplicando este medio
de fuerza á los casos ordinarios en que no
hay resistencia armada , y en que basta por
tanto la coacción civil, y señalando á la
tropa , en vez del prest estraordinario que
podía necesitar , gruesas dictas á costa del
deudor, que oscilasen la codicia del soldado
y dieran cierto aspecto de especulación y
jucro á los austeros servicios de su institu-
to. Debió sin duda esta invención hacer
sentir muy pronto sus naturales y pernicio-
sos efectos de viciar al soldado y oprimir á
los pueblos, puesto que ya se declaró abo-
lida en la instrucción general de recauda-
ción de 6 de julio de 1828 , dictada bajo el
mismo reinado y ministerio en que se habia
espedido la anterior.

Por los capítulos 4.° y 5." de esta instruc-
ción se determinaron las medidas coactivas
que los ayuntamientos podían emplear con-
tra los contribuyentes morosos, las cuales
no pecaban de rigorosas en cstrerao , con-
sistiendo en recargos, mullas y ejecuciones
aplicadas con oportunidad para no dejar lu-
gar á notables atrasos; y con respecto á los
ayuntamientos mismos cuando fueren deu-
dores, se confirmaron los apremios estable-
cidos ya por la instrucción anterior , con la
sola escepcion del militar que quedó desde
entonces suprimido. En cuanto á lo demas,
por estas instrucciones se respetaron y reha-
bilitaron las épocas anuales de moratoria y
los privilegios de labradores y gente desva-
lida que ya de antiguo venían concedidos
como un tributo de justicia, debido a la  im-
portancia social de la claseagrícola en nues-
tro pais y á la consideración que en todas
partes merecen los contribuyentes pobres y
laboriosos.

Terminamos aquí esta reseña histórica,
porque las últimas disposiciones esplicadas
han estado rigiendo basta la reforma gene-
ral de 1845 , que constituye el actual siste-
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instrucción provisional de 5 de  setiembre de
1845 sobre recaudadores. Ño la insertamos
ni la juzgamos aquí por ser asunto propio
del artículo BEcausACiew. Bástanos indi-
car que aunque parece imitado el pensa-
miento de la administración francesa, no es
nuevo en la de  nuestro pais como se ha vis-
to en la precedente reseña histórica, y que
eran tantos y tan trascendentales los incon-
venientes de  la cobranza por los ayunta-
mientos, que por muchos que sean los de
la recaudación directa, seria de  desear que
esta se generalizase al menos para ensayar
en  grande escala sus resultados asi morales
como económicos. Como quiera en el día se
conocen tres clases de  recaudadores, á sa-
ber: los generales que son los que  tienen á
su  cargo la cobranza en una ó mas provin-
cias, ó en uno ó mas distritos que compren-
dan diferentes pueblos: los especiales que
se nombran para solo las capitales de  pro-
vincia ó para las cabezas de  partido; y los
particulares que recaudan en cada uno de
los demas pueblos. Los que pertenecen á las
dos primeras clases son los recaudadores di-
rectos nombrados respectivamente por el
gobierno y por la administración central y
provincial: los de  la tercera son los cobra-
dores elegidos por los ayuntamientos donde
todavía corre á su cargo la recaudación. To-
dos ellos reciben un precio proporcionado
ya convencional ó ya fijado por las instruc-
ciones, pero que nunca puede esceder de la
parte correspondiente á gastos de cobranza
en el 4 por 100 y los dos maravedís en real
que por las contribuciones de inmuebles y
de  subsidio se exigen de  recargo para cos-
tear el reparto y la cobranza. Son también
responsables del importe de  la recaudación
para con los funcionarios administrativos en
cada localidad, y tienen obligación y dere-
cho de exigir de  cada contribuyente la cuo-
ta que se  hubiese repartido por plazos bre-
ves y anticipados, los cuales se lijaron pri-
mero en periodos mensuales , y después se
ampliaron á trimestres por virtud de  real
órden de 23  de mayo de 18445. Las demas
disposiciones notables en punto de recauda-
ción consisten en que deja de ser exigibie

roa , y porque las grave* alteraciones eco-
nómicas que en las diversas épocas consti-
tucionales *e intentaron , apenas tuvieron
tiempo de ensayarse y dejaron escasa hue-
lla en  la administración respecto de la co-
branza de  tributos , no habiéndose de  nuevo
planteado en la época actual hasta después
de  once años trascurridos desde que comen-
zó  la revolución política. Tan fuerte ha sido
la rémora que á la reforma harto indicada
ya,  del sistema tributario, Opusieron la guer-
ra civil y los trastornos; y tanta es la d i -
fertnciá que media entre la dificultad de
cambiar la faz política de  un pais y la de
variar la naturaleza de  sus tributos.

SECCION H.

DE LOS APREMIOS Y SUS ESPECIES SECl’M El.

SISTEMA ACTUAL.

La reforma tributaria de 1845 trajo consi-
go  la de  la administración de Hacienda, asi
en laparte  orgánica como en  la reglamen-
taria , y habiéndose acomodado á ella entre
otros puntos el relativo á la recaudación y
medios coactivos de realizarla, daremos
Una idea sucinta de su actual estado , tal
como le ordenó la instrucción general de
23  de  mayo de aquel año ,  con las aclara-
ciones y modificaciones que después se han
hecho.

Ante todas cosas debemos advertir que el
método de  cobranza que vamos á esplicar
aunque dictado mas especialmente para la
contribución de  bienes inmuebles, cultivo y
ganadería se aplica también á la de  subsidio
industrial y de  comercio y las demas direc-
tas según precepto espreso de  sus instruc-
ciones respectivas. La recaudación se halla
en  estado de transición desde un método á
otro. El pensamiento dominante en la última
reforma ha sido relevar á los ayuntamientos
del gravoso cuidado de la cobranza , y en-
comendar esta de nuevo á agentes directos
de la administración , los cuales tienen cier-
to carácter mistode especuladores y funciona-
rios administrativos. Para formar completa
idea de este sistema debe leerse la prolija

TOMO ni.
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al contribuyente toda cuota cuyo pago no se
haya reclamado dentro de dos años sin per-
juicio de la responsabilidad para con el Te-
soro de la persona encargada de la cobran-
za : en que los cobradores están obligados á
entregar á cada contribuyente una papeleta
espresiva de la cuota y demás sumas que
se le hayan repartido: á pedir oportunamen-
te los apremios contra los morosos , y á vi-
gilar sobre la’ exactitud de su ejecución,
quedando ellos responsables con sus fianzas
de los atrasos á que diese lugar su negligen-
cia: en que los alcaldes bajo la dependen-
cia de los subdelegados de Hacienda y de
los intendentes ó gobernadores intervienen
en la cobranza con su autoridad, la vigilan
y pueden suspender y reemplazar provisio-
nalmente bajo su responsabilidad á los co-
bradores en caso de omisión ó esceso; y fi-
nalmente en que deben considerarse guber-
nativos todos los procedimientos de la co-
branza sin esceptuar los que llevan consigo
medidas coactivas.

§. 1 Apremios contra contribuyentes morosos..

Pero viniendo ya á estas, las que hoy
están autorizadas csel visivamente contra los
contribuyentes morosos son: 1 . ' ,  la conmi-
nación al pago con recargo sobre el debito
y con señalamiento de tres días para verifi-
carle : 2?  , el apremio con ejecución y ven-
ta de bienes muebles: 5.‘ ,  el apremio con
ejecución y venta de bienes inmuebles. La
simple enunciación de estas medidas que
eolo pueden aplicarse gradualmente sin
echar mano de una hasta haber apurado
los recursos de la anterior, explica lo bas-
tante su índole y su ejecución sin que nos
detengamos á detallar su aplicación , tal
cual puedo verse formulada en la instruc-
ción ya inserta, liaremos sin embargo no -
tar que según esta la conminación, lleva
consigo un recargo de cuatro maravedís
por real de los que constituyan el debito, y
debe hacerse por medio de papeleta firma-
da del alcalde y entregada al contribuyente
ó persona de su familia ó su servicio: que
fenecido el término de la conminación sin

haber pagado, el alcalde ¿ petición del co-
brador., providencia el aprendo de embargo
y venta de bienes muebles : que requerido
con este el contribuyente y no satisfaciendo
el débito y recargo dentro de 24 horas, se
lleva á efecto la ejecución procediendo al
embargo, del cual solo están exceptuados
los ganados de labor y de acarreo de frutos
de la tierra que el deudor cultive , los car-
ros, arados y demás instrumentos y aperos
de labranza , la cama del deudor y sn con-
sorte y la.de los hijos que vivan en su com-
pañía y bajo su potestad, y los uniformes,
anuas y equipos militares de los individuos
de esta clase activos ó retirados : que depo-
sitados y tasados por peritos de nombra-
miento común los efectos embargados, se
procede á' su venta dentro de los tres dias
siguientes al del embargo: que esta se ve-
rifica en pública subasta, siendo postura
admisible la que cubra Jas dos terceras par-
tes de la tasación, y si á Jas dos horas de
abierto el remate no se presentase postura
de esta clase ó superior, es admitida la que
cubra el importe del débito y costas del
apremio sea cualquiera el valor de la tasa:
que si no se consigue realizar la venta, el
alcalde puede dispoucr que el todo ó parte
de los efectos embargados se trasladen á
otro pueblo donde sea mas espcdjta: que
en caso necesario puede extenderse el em-
bargo ú los frutos ó rentas pendientes cuya
recolección ó cobranza quede á cargo del
depositario, terminando coula venta de los
antes embargados los procedimientos del
ejecutor: que cada tres meses el ayunta-
miento asociado de un número igual de
mayores contribuyentes examina las dili-
gencias de apremio actuadas contra contri-
buyentes que aun después de ellas no hayan
cubierto sus débitos, y decide si han de
considerarse estos definitivamente como
partidas fallidas ó si ha de procederse á la
venta de los bienes inmuebles de los deu-
dores, la cual en este caso se anuncia desde
luego por termino de quince días no solo en
el pueblo donde radican las fincas, sino
también en ios inmediatos y en la cabeza
del partido; que los trámites para estas
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calor por dietas , desde 8 hasta 24  reales
diarios en  una escala ascendente por grados
de  4 rs. de aumento , según la entidad pro-
porcional de los débitos en otra escala que
corre desde 500 hasta pasados 5,000 rs. por
grados, primero de 1,000 y después
de 2,000 rs. de subida. Para el alguacil ó
ausilíar del ejecutor que tenga nombrado
el ayuntamiento ó que nombre el alcalde
de 4 á 6 rs. diarios en? escala de. un real de
aumento por cada grado de débito des-
de 1,000 á 5,000 re., y de 5,000 arriba.
Para los peritos ó tasadores- el jornal que
sea de costumbre en cade -pueblo sin que
pueda esceder; nunca de 20  rs. diarios ni
abonarse -por mas días que los empleados
ni por menos de medio día. Para la voz pú-
blica 3 rs. por cada subasta. Para estension
del despacho de ejecución 4 re. jx>r un
pliego de papel del sello cuarto mayor y
ademas el importe del papel del mismo sello
que se invierta en cada espediente , hacién-
dose el reintegro equivalente si so actuase
en papel de oficio; y finalmente, toque
puedan importarlas traslaciones de bienes
muebles de un punto á otro que se dispu-
sieren- y que siempre se han de verificar á
costa dé los deudores. La economía y ven-
taja presumible de este arancel consiste en
que sea colectiva la responsabilidad de tos
deudores apremiados al pago de dietas y
costas, y para asegurar este beneficio se
cuida en la instrucción de establecer que
los apremios solo se puedan espedir á la
vez por periodos fijos , por grados y colec-
tivamente contra los morosos, siendo el es-
píritu de todas estas medidas que no haya
en cuanto sea posible mas que un solo es-
pediente de apremio por cada periodo de
atraso de todos los contribuyentes morosos
de un mismo pueblo.

Tal es el sistema actual de apremios con-
tra contribuyentcntcs que estableció la ins-
trucción de 1845, y que no ha recibido has-
ta ahora alteraciones de importancia , si se
csceptúan las contenidas en el real decreto
de 23  de julio de 1850; porque la circular de
3 de setiembre de 1847 , si bien interesante
en punto á tos apremios, se limitó á simples

ventas son los mismos que para las de efec-
tos muebles , dando al remate sin embargo
toda la solemnidad que las leyes señalan á
tos de  su dase  : que el cobrador tiene de-
recho de intervenir-en los apremios y re-
stañar ante el alcalde contra cualquiera
ilegalidad ó abuso,' recurriendo al subdete-
gado dd  partido cuando aquel no atendiere
su reclamación, y finalmente que donde la |
cobranza está efusivamente á cargo de la
administración las papeletas de conmina-
ción se  firman por el  administrador, después
de  acordado el apremio por el intendente Ó

- subdelegado á quien corresponde decretarle
en  toctos sus grados, debiendo sin embargo
consultarse al ayuntamiento para acordar Ja
Mata do  tetones ¡amuebles. 1

* - OT lo demas los apremios están á cargo
esetusivo de ejecutores debiendo haber uno
.fijo en cada pueblo nombrado por el alcalde
ó por el intendente según que la recauda -
cien esté en manos del ayuntamiento ó cor-
ra por cuenta de la administración, y solo
en las grandes poblaciones puede aumen-
tarse el número dé ejecutores hasta el de
cobradores que en ellas exista. Estos agen-
tes no gozan otra retribución que las dietas
señaladas por instrucción, cuyo abono es
de’ cargo colectivo y proporcional entre to-
dos tos deudores comprendidos en los apre-
mios; nunca perciben por sí cantidad algu-
na del contribuyente, debiéndose entregar
en su caso el importe de las dietas al co-
brador para que este las abone al ejecutor
luego que sus procedimientos de apremio
hayan sido terminados con la aprobación
del alcalde ó de la autoridad administrativa
según los casos, y tienen obligación de lle-
var un libro de apremios espresivo de su
número, su duración, su coste y su resul-
tado, formando relaciones, que visadas por
la autoridad local sirvan para formar en las
intendencias estados trimestrales de que se
ha de remitir un ejemplar al ministerio de
Hacienda. Con respecto á dietas y costas,
la instrucción previene, que por razón de
apremios soto puedan exigirse á los contri-
buyentes colectivamente en los que contra
ellos se dirigíanlas siguientes: para el eje-
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«aplicaciones, y en lo principal se ha re-
producido por el reciente decreto. Las dis-
posiciones de este son notables y de no po-
ca trascendencia , habiéndose propuesto en
él la administración suprema, enmendar los
defectos y salvar los inconvenientes obser-
vados en el método vigente. El primer pun-
to á que se refiere es el de la autoridad á
quien compete la espedicion de los apre-
mios. El gran número de ellos que corres-
pondía espedir á los intendentes ó bien á los
administradores, con autorización de los
gobernadores de provincia, embarazaba c|
servicio, retrasaba la acción administrativa
de la cobranza , desautorizaba á los alcaldes,
y daba á los ejecutores cierta independencia
de sus gefes, que aunque transitoria, era
peligrosa, así para los contribuyentes como
para el Tesoro público. Se ha ordenado por
tanto, que la facultad de espedir los apre-
mios contra primeros contribuyentes com-
peta á los administradores con aprobación
prévia ó simultánea de los gobernadores,
solo en las capitales de provincia y en las
cabezas de partido , y que en todos los de-
mas pueblos toque á los alcaldes , ya se ha-
ga la cobranza por cuenta de los ayunta-
mientos, ó ya por la de la Hacienda , con lo
cual resultará que siempre la autoridad que
despacha los apremios sea la misma que está
encargada y se halla al alcance de vigilar de
cerca á los ejecutores durante todo el curso
de las diligencias de apremio.

El segundo objeto de reforma ha sido la
entrega á los contribuyentes , así de las pa-
peletas de reparto , como de las de conmi-
nación. La puntualidad en esta entrega es
tan esencial, cuanto que sin ella no existe
para el contribuyente posibilidad de pagar
una cuota que no conoce, ni responsabilidad
de una multa con que no se le conmina en
liempo determinado. Y sin embargo son mu-
chas y muy fundadas las quejas contra la
indolencia ó malicia de los cobradores y eje-
cutores en esta parte, y muy frecuentes los
casos de consistir en el apremio el primer
aviso que reciben los contribuyentes, lo cual
como se deja conocer ofende al sentimiento
de equidad; agria el ánimo de los deudores,

y compromete la dignidad de la adminis-
tración en materia de suyo tan ocasionada
á la impopularidad. Para evitar este mal
en lo posible, ademas de reencargar y cs-
plicar lo ya dispuesto por los artículos 61 y
69 de la instrucción de 1845, se previene
que la papeleta de cuota con toda la es-
presion y formalidades establecidas, se re-
parta á domicilio por los agentes del re-
caudador, devolviéndose á la administra-
ción , ó ai alcalde en su caso, las que no pue-
dan ser repartidas para que conste la razón
de no haberlo sido: que al principiar y con-
cluir esta repartición de papeletas se anun-
cíe en los sitios públicos y en los boletines
oficiales para que el contribuyente que no
haya recibido la suya pueda reclamarla dé la
autoridad correspondiente: que antes del
vencimiento del plazo señalado para el pago
de la cuota de cada trimestre se hagan in-
sertar por los recaudadores en el Boletín ofi-
cial y fijar en los parages públicos invitacio-
nes á los contribuyentes para que. dentro de
los plazos de instrucción acudan á pagar en
los puntos designados escepto en las capita-
les de provincia donde se hará á domicilio
la cobranza : y que la papeleta de recargo ó
sea el apremio de primer grado se entregue
al interesado con las formalidades ya pre-
venidas enterándole de su contesto y esten-
diendo de ello la oportuna diligencia. Tam-
bién se ha dispuesto que los dos apremios
de primero y segundo grado se hayan de
comprenderen un solo despacho, el cual de-
berá espedirse el día G del segundo mes de
cada trimestre, no podiendo hacerse uso
del segundo sino al cuarto dia de entregada
la papeleta del primero sin perjuicio de re-
currir al de tercer grado si fuere indispen-
sable cuando el ayuntamiento lo acordase
según lo establecido. Pero el punto en que
se ha hecho una grande innovación es el re-
lativo á dictas y costas de los apremios, ha-
biéndose convertido de colectiva en indivi-
dual la responsabilidad á su pago, y reem-
plazado por un nuevo recargo proporcional
la escala gradual de dictas diarias y las cos-

Í ta s .  Observábase que la responsabilidad co-
lectiva no correspondía á los fines que se
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propúso la instrucción: que en vezdealivip
causaba aumento de vejación á los contri-
buyentes por lo mucho que se  prolongan los
procedimientos: que esta prolongación na-
cía muchas veces de dilaciones estudiadas
por- la codicia de los cobradores y no pocas
también de obstáculos creados por circuns-
tancias especiales ó malicia de uno ó mas
deudores , cuya resistencia gravaba á los
demas: que el sistema de dietas ordinarias
fomentaba el interés de los ejecutores en
proceder con lentitud, y pecaba ademas por
su desproporción , no alcanzando unas ve-
ces ¿ recompensar justamente á los ejecuto-
res, y causando otras un gravámen sucesivo
que llegaba hasta recargar las cuotas de
menor cuantía con un 70  á un 500 por 100
al paso que se notaba un alivio despropor-
cionado en las de mas importancia , acaso
por estar mal calculada la escala gradual, y
también por efecto inevitable de  la manco-
munidad. Y como al misino tiempo se ha ex-
perimentado que el recargo individual pro-
porcionado á la cuota y establecido para el
primer grado de apremio daba los resulta-
dos mas ventajosos presentando los caracte-
res de sencillo , equitativo, eficaz y exento
de inconvenientes como medio de coacción,
se ha sustituido á las dietas diarias , gene-
ralizándole, haciéndole aplicable á los apre-
mios de segundo y tercer grado , estable-
ciendo para ceda uno de estos distinta es-
cala de recargo proporcional , y refundiendo
en ella todos los gastos y costas del apremio
cuyo pago queda de cuenta de los ejecuto-
res. En cuanto á las nuevas escalas tienen
la circunstancia tan especial como fundada
de ser descendentes bajando el tanto por
ciento del recargo á medida que sube la
cantidad del débito , y siendo corto el nú-
mero de los grados , con el justo fin de que
nunca pueda esceder de sumas moderadas
el costo de) apremio. Así la establecida para
el apremio de segundo grado consiste en el
10  por 100 sobre débitos de hasta mil rea-
les, el 6,desde mil á tres mil, el 4 desde tres
mil á cinco mil,  y el 9 desde cinco mil en
adelante. La correspondiente al de tercer
rado se  reduce á una escala menor en la mi-

tad del valor de los recargos que solo llegan
al 5 ,  3, 2 y 1 por 100 en proporción del mis-
mo importe gradual de débitos. De este
modo se ha creido ocurrir al remedio de los
inconvenientes observados, creando estimu-
lo para el pago . quitando todo motivo in-
teresado en la lentitud de los procedimien-
tos, asegurando la igualdad proporcional en
el gravámen impuesto á los deudores, y
procurando á los ejecutores una recompensa
moderada sin esceso de vejación para el
contribuyente. El tiempo demostrará si es
ó no acertada esta reforma , que nosotros
creemos desde ahora poder calificar de fun-
dada y razonable.

§. 2.°  Apremios contra los cobradores.

Refiérese lo hasta aquí dicho á los atrasos
de los contribuyentes, respecto de los cuales
importa mucho suavizar y hacer en lo posi-
ble llevaderos los medios de coacción. En
cuanto á los cobradores y ayuntamientos,
su responsabilidad es de otro género, y aun
considerada solo bajo el aspecto civil é inde-
pendientemente delacriminalidadque pueda
envolver, exige acción mas fuerte y vigoro-
sa de parte de la autoridad administra-
tiva. Así en cuanto á los cobradores de cual-
quiera origen, la instrucción de 1845 pro-
cura ante todas cosas que no puedan parar
en su poder sumas cuantiosas, obligándoles
á poner en las arcas del Estado los fondos
que recauden por periodos fijos y siempre
mas ó menos breves : les exige fianzas pro-
porcionadas: les hace responsables de cual-,
quien atraso de los contribuyentes que no
justifiquen haber sido inevitable, ó que pro-
ceda de omisión suya ; y no admite contra
ellos la conminación con recargo, limitando
el apremio á la ejecución en sus dos grados
de embargo y venta de bienes, primero mue-
bles, y después raíces, y aplicando al pago
en primer lugar los valores de la fianza , si
esta fuese en dinero, ó en último cuando
consista en bienes inmuebles. Para esta cla-
se de apremios debe haber en cada cabeza
de partido administrativo un ejecutor espe-
cial nombrado por el intendente y que pro-
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ceda bajo la dependencia directa de la ad-
ministración , y las dietas señaladas á estos
ejecutores se fijan en una escala de 12  , Ib ,
20 , 25 , y 30 rs. diarios, según que el des-
cubierto llegue ó csceda A las sumas de
6,000, 10,000 , 15,000 y 20,000 rs.,  enten-
diéndose invertidos en el apremio los dias
de viage del ejecutor , desde su residencia
á la del deudor , si bien poniendo límite á
las jomadas que exija la distancia. Con res-
pecto á la forma del procedimiento , estos
apremios están sujetos á las reglas comunes
establecidas para los anteriores; pero tienen
ademas otras especiales que requiérela con-
dición csccpcioual de los deudores. Como se
hallan estos encargados de la recaudación
de caudales públicos, cuando se espide apre-
mio contra ellos porque faltaron al puntual
pago de alguno de los plazos señalados, es
preciso empezar por ocuparles los fondos,
libros y papeles de la recaudación que obren
en su poder, ya' para evitar que cometan
nuevos abusos ú ocultaciones , y ya princi-
palmente para investigar y comprobar el
verdadero descubierto en que se encuentran
y las causas de que proviene. Ai efecto se
ordena en la instrucción que , pedido al al-
calde el cumplimiento del despacho, el cual
no podrá este dilatar ni rehusar sino bajo
la responsabilidad de quedar mancomunado
con el deudor , después de suspenso, si no
fuese fundada la resistencia , el ejecutor
proceda á constituir cu depósito bajo in-
ventario y en poder de la persona que el
alcalde designe, el dinero , libros y docu-
mentos pertenecientes A la cobranza: qne
en seguida se formalice de esta una liqui-
dación exigiendo, en c n so necesario, de los
contribuyentes la presentación de recibos,
y que por ella se lije el verdadero dcscu-
bicrtodel cobrador, determinando si su pro-
cedencia es de desfalco ú omisión por parte
suya ó si nació de falta del alcalde en pres-
tarle ausilto ó de entorpecimientos puestos
á la cobranza por el ayuntamiento: que en
los dos primeros casos se proceda desde
luego y previa suspensión y reemplazo tem-
poral del cobrador á la ejecución en sus
bienes y lianzas por el orden establecido, y
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que en los dos últimos, esto e s ,  cuando re-
sultare culpa del alcalde ó del ayuntamien-
to, se exija de los interesados contestación
al cargo y se remita todo lo actuado al in-
tendente para que declare dentro dé tercero
dia, quiénes sean la persona ó personas res-
ponsables contra las cuales haya de conti-
nuarse el apremio. En este punto el ya ci-
tado decreto de 23 de julio de 4850 no ha
hecho sino confirmar el método de apremio
establecido contra recaudadores por la ins-
trucción de 1845, añadiendo tan solo la de-
claración de que se entiendan por tales los
ayuntamientos A quienes esté encomendada
la cobranza de tributos.

3." Apremios cou/ra hw ayuntamientos y liM
alcalde».

Por lo que respecta a ayuntamientos y
alcaldes existe naturalmente otro órden de
apremios. Contra aquellos solo pueden estos
tener lugar cuando por su culpa no se
haya ejecutado en tiempo oportuno el re-
partimiento ni podido por tanto el cobrador
dar principio á la cobranza en los plazos
marcados, cuando sus disposiciones hayan
entorpecido esta directa ó indirectamente,
y cuando los bienes muebles é inmuebles
del cobrador; inclusa su fianza, no alcancen
á cubrir el descubierto de que sea respon-
sable. Contra los alcaldes el apremio pro-
cede cuando no hayan convocado á tiempo
al ayuntamiento para las operaciones de re-
partimiento , cuando hubieren negado ó d i -
latado las diligencias ó ausilios pedidos por
el cobrador ó por el ejecutor de apremios,
cuando en las notas ó estados de cobranza
autorizadas con su firma se hayan omitido
cantidades cobradas, y cuando con sus dis-
posiciones hayan entorpecido de cualquier
modo la recaudación ó encubierto algún
desfalco. Tampoco estos apremios admiten
otros grados que los de embargo y venta de
bienes muebles y raíces , ni tienen distinta
forma que los demas; pero en el procedi-
miento requieren alguna especialidad. Su
carácter es también ejecutivo, sin qtie du-
rante su curso se admita demanda ó recia-
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y de  rentas de finca# del Estado es una ac-
cipo también admÍHÍsUaliva , guarda la po-
sible analogía con la-,recaudación general
de los impuestogy tributos ordinarias , y en
caso de morosidad por parte de los deudo?
res se hace efectiva por medio del apremio
gubernativo. En cuanto á los arbitrios, in-
corporados ya á las demas rentas los pocos
que hoy subsisten, siguen la condición
cprnun y se exigen por los mismos medios
coactivos autorizado# para todas ellas; y por
lo que respecta i los débitos por arriendos,
censos u otro título cualquiera sobre fincas
del Estado, desde la instrucción do 9 de
mayo.de 1855 hasta el día lodos los regla-
mentos, órdenes y disposiciones vigentes
los equiparan á los de  cualquier otra renta
pública, y autorizan para su cobranza el
apremio gubernativo ó la ejecución en vir-
tud de  certificación del débito dada por la
contaduría respectiva , según ya se prescri-
bió por los artículos 2.° y 6.a do. aquella
instrucción.

Otro apremio especial es el establecido
para la cobranza de  alcances ó desfalcos de
los empleados que manejan fondos. Los
procedimientos para el reintegro de la Ha-
cienda en estos casos están declarados ad-
ministrativos , debiéndose seguir por la vía
de apremio mientras se dirijan contra em-
pleados ó fiadores, y no pudiendo pasar á
judiciales, sino en las incidencias de terce-
ría provocadas por personas estradas á toda
responsabilidad para con la Hacienda. Así
lo determina en su artículo 11 la ley de 20
de febrero de 185 la cual en los siguien-
tes 12  y 15 establece el órden con que han
de aplicarse al reintegro los bienes de las
personas responsables, y declara los únicos
casos en que los acreedores particulares
contra los mismos bienes han de tener pre-
lacion sobre el crédito de la Hacienda. La
autoridad á quien compete el ejercicio de
estos apremios cuando los alcances han sido
descubiertos antes de la rendición de cuen-
tas, es  el gefe inmediato del alcanzada con
aprobación del superior económico de la
provincia, según previene el artículo 14  de
la misma ley, que reserva sin embargo ul

mackm raknkñp na se acredite el pago ó
consignación del débito en tesorería. El re-
querimiento de pago se hace en él á las
personas que el despacho designa como res-
ponsables, con otorgamiento .del plazo de
cuatro día» para realizarle. La responsabi-
lidad de los deudores es  mancomunada y el
ejecutor puede elegir entre ellos la persona
ó personas contra quienes dirija el procedi-
miento, ejn perjuicio de su  derecho de re-
sarcimiento ¿ costa de  las demas. La eje-
cnciop empieza y se Umita en el primer
periodo por la venta de bienes muebles, ler-

cual * el ejecutor se retira aun-
que floresultc cubierto lodo el débito á fa-
voj.dn La Hacienda. Para proceder al último
grado de venta de bienes inmuebles , debe
preceder conminación con plazo de quince
días , y nuevo acuerdo y despacho del in-
tendente después, de trascurridos. Si no
puede realizarse la venta de  estos bienes,
apurados que sean los trámites del apremio,
se dé  cuenta á la dirección para que, aten-
didas las circunstancias de cada caso decida
si se  han de adjudicar las fincas-a la Hacien-
da perlas dos terceras partes de la retasa,
ó si se ha de repartir el . débito entre los
contribuyentes del pueblo. Y por último, el
apremio dirigido contra un alcalde lleva
consigo la suspensión en el ejercicio de sus
fineione# hasta la completa satisfacción del
doaqbjÑJWU) , y la Jurisdicción sobre conoci-
núeato de  Jos delitos que bajo, cualquier
forma se  cometan en los pueblos para resis-
tir «Abaracur la cobranza de contribucio-
nes U ejecución de apremios, se pone es
elusivamente ¿ cargo de los juzgados de
Hacienda.

§. 4.° Apremios etpetiatei.

Hay ademas en materias de Hacienda
otros apremios, cuya especialidad los dis-
tingan de  los comunes basta aquí repuestos
y cuya índole requiere una mención parti-
cular. paremos, pues, de ellos breve idea
para complemento de la doctrina peculiar de
este artículo.

La cobranza de. arbitros de amortización
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deudor, prévia consignación del descubierto
el derecho de reclamar ante el tribunal de
cuentas contra ¡as providencias de dichos
gefRS. Mas cuando los alcances se descubren
y declaran por virtud del exámen de las
cuentas, la jurisdicción para apremiar á su
pago á todos los responsables es privativa
del tribunal mayor de Cuentas y sos dele-
gados, asi en el órden gubernativo eomo en
el judicial, según lo declarado en los artícu-
los 3 ,  17 y 90  de la ordenanza de dicho tri-
bunal de 10 de noviembre de 1828.

Corresponde por último ál mismo tribu-
nal el ejercicio de otro apremio especiali-
simo establecido para compeler ¿ la presen-
tación de cuentas en los plazos marcados
por las instrucciones á todos los empleados
obligados á rendirlas, y á cuantas personas
hayan tenido á su cargo algún manejo de
los fondos públicos. Este apremio procede
contra todo el que retarde ó rehúse la pre-
sentación de cuentas , es por su naturaleza
gubernativo, y consiste en los medios coac-
tivos que determina la citada ordenanza
de 1828 por sus artículos desde el 95 hasta
el 97 inclusive. Estos medios son por órden
sucesivo el requerimiento con fijación de
plazo, la conminación con multa de 500
reales y suspensión de empleo y sueldo ; el
cumplimiento de esta amenaza, realizando
la multa y la suspensión, los apercibimien-
tos de doble multa, de privación absoluta de
empleo, de inhabilitación para volver á ser
empleado y de arresto personal , la aplica-
ción de las penas anunciadas en  este aper-
cibimiento y la formación de la cuenta por
persona nombrada de oficio.

Tales son los principales apremios auto-
rizados para proteger la actividad y efica-
cia de la administración económica contra
toda clase de deudores. Todavía los hay
para hacer efectiva la cobranza de débitos
de contratistas; pero estos no necesitan es-
plicacion particular, porque solo son apli-
cables cuando se han estipulado en el con-
trato , y porque entonces deben ajustarse á
la forma ordinaria. Lo único que conviene
tener presente es que jamas debe omitirse
esta estipulación en los contratos que sohre

rentas ó servicios públicos haya de celebrar
la administración.

SECCION 111.

CONSIDERACIONES GENERALES.

Si las contribuciones son una necesidad
vital de los Estados que no podrían existir
sin Tesoro público , la acción de recandar-
las compete á la administración activa del
poder supremo, y es por su naturaleza eje-
cutiva é indeclinable. Las necesidades del
servicie público son constantes , periódicas
y esenciales para el órden social : la ley
provee á su satisfacción , entre otros me-
dios , por el de los impuestos y títulos , cuya
recaudación autoriza; y supuesta la justa
distribución , que siempre se presume de
derecho, no puede resistirse, negarse ni di-
latarse por los contribuyen les el pago de las
cuotas que se Jes hayan repartido. Tal es
el fundamento con que en todos los tiempos
y en todos lospaises se ha consideradolaau-
toridad pública con derecho á exigir el pagó
de tributos ejecutivamente. La acción de la
comunidad Contra el individuo para que con-
tribuya al sostenimiento de) mecanismo so-
cial con alguna parte de su fortuna es  incon-
testable, y escrita en las leyes fundamen -
tales ó consignada en las costumbres yen  la
tradición , forma un principio inconcuso y
una regla invariable en el órden de las so-
ciedades humanas. Pero como todos los de-
rechos de la autoridad pública , reconoce
por límite la necesidad social , y exige en
su ejercicio precauciones , templanza y cir-
cunspección. Los principales inconvenien-
tes de las contribuciones tienen su correc-
tivo en el estudio económico de la riqueza
imponible, en la moderación de los cupos,
y sobre todo en la justicia ó igualdad pro-
porcional de la distribución. Todavía, sin
embargo, quedan males gravísimos que pre-
caver en todo lo relativo á medios de co-
branza. La recaudación de los tributos aun
supuesta su conveniencia , su moderación
y su igualdad, puede ocasionar vejaciones
incalculables al contribuyente y pérdida
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del mejor sistema de tributos y la adminis-
tración no corresponde á tos altós fines so-
ciales de la ley tributaria. Infiérese de aquí
que independientemente de Ja naturaleza
conveniente de las contribuciones, de la jus-
ticia , de su repartimiento y aun de los bue-
nos métodos de recaudación , para hallar el
acierto en punto á las medidas coactivas que
deben emplearse en la cobranza es preciso
el concurso por lo menos de tres indispen-
sables condiciones, ¿ saber: actividad en la
recaudación ordinaria, moderación en la
naturaleza y costas de los apremios, vigi-
lancia y severidad para con los agentes de
la cobranza. Lá actividad de la recaudación
es  Tin medio preventivo tan útil al Erario
como eficaz para evitar al contribuyente las
vejaciones del apremio. Cuando el débito es
corto y proporcionado á los medios del deu-
dor , su exacción en periodos lijos es fácil y
espedita sin que pueda arruinarle por coac-
tiva que se haga; mas si se le abandona á su
morosidad, el débito se aumenta y envejece,
y los recursos de su pago menguan, y la co-
branza se dificulta y se agravan las vejacio-
nes del apremio. Y todavía tiene la lentitud
en la cobranza otro inconveniente grave de
que hay en nuestro pais frecuentes y deplo-
rables ejemplos, cual es la necesidad en qu?
al fin viene á encontrarse la autoridad pú-
blica de hacer condonación de los atrasos
envejecidos. El perdón de los débitos atra-
sados por contribuciones parece una medida
tutelar, y lo es hasta cierto punto en cir-
cunstancias dadas, naciendo las mas veces
de la necesidad ó de la imposibilidad abso-
luta de la cobranza, y fundándose no pocas
en un sentimiento de humanidad y de con-
veniencia por no consumar la ruina de los
deudores , los cuales de ordinario vienen á
ser sucesores inocentes del responsable pri-
mitivo. Envuelven sin embargo siempre ta-
les concesiones un principio de injusticia y
de desigualdad que exige se economicen, ó
cuando menos se procure evitar á toda cos-
ta que se hagan necesarias. Su resultado
inevitable es  que se favorece la condición
del deudor moroso con desventaja manifiesta
del que fue puntual , y con grave compro-

sensibles al Erario público , si no se medita
mucho y se procede con imparcialidad en el
establecimiento de los métodos yen la adop-
ción de los principios. El principal de ellos
consiste en procurar que la recaudación sea
segura y rápida con la menor vejación posi-
ble del contribuyente, y evitar que los agen-
tes de  ella abusen, ya en daño del Tesoro
por fraudes y desfalcos, ó ya en perjuicio de
los particulares con exacciones indebidas.
Es, pues, indispensable al ordenar este ra-
mo de  la administración , apartarse á la vez
de estrenos encontrados , y no proceder por
ciego espíritu fiscal ni dejarse arrastrar por
la flaqueza de ganar una efímera populari-
dad. La cobranza de los tribunos es un ser-
vicio público tan respetable y necesario co-
mo otro cualquiera de los que mas se aca-
tan , y es preciso que se parta del supuesto
de que es  inescusable y de que los agentes
á quienes se encomienda desempeñan fun-
ciones tan honrosas como importantes. La
impopularidad que de ordinario persigue á
estos agentes no está tanto en la naturaleza
de las cosas , cuanto en el descrédito en que
incurren por sus propios vicios y por los
del sistema establecido para nombrarlos,
autorizarlos , vigilarlos y reprimirlos. Tam-
bién debe contarse con que es  un lamenta-
ble error sacrificarlo lodo al interes esclu-
zivo de la cobranza. En este punto hay con-
sideraciones que no se desatienden impúne-
loeate. Si  se  deja por omisión al contribuyente
retrasarse, y si después se le arruina á fuerza
de rigores para exigirle los atrasos, no solose
rosiente la equidad, si no que se ataca la rr
qoeaa general y llega á cercenarse la materia
imponible: si cuando se hace preciso emplear
la coacción sobrepujan las costas de la co-
branza al valor de la deuda, el contribuyen-
te se imposibilita para seguir pagando, y
los agentes de la administración reportan
«n lucro injusto y escesivo sin provecho
ninguno del Erario : y finalmente , si el ojo
vigilante del poder supremo no está incesan'
tendente fijo sobre la conducta de estos agen -
lea, y su mano poderosa levantada siempre
para reprimir abusos y proteger al oprimi-
do , la recaudación compromete el crédito
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miso déla moralidad legal, que se crean es-
tímulos á la morosidad y á las malas artes
empleadas en dilatar el pago , y que se agra-
va doblemente la condición de los buenos
pagadores por la necesidad de suplir con
nuevas imposiciones el déficit que ocasiona
la condonación. Es por lo tanto favorable
mas que alTesoro á los contribuyentes mis-
mos el no dejarles atrasarse en el pago dé
los tributos por medio de una constante ac-
tividad en el ejercicio de la acción recauda-
dora. Por este medio ha llegado á conse-
guirse en Francia, y estaba ya logrado de
antemano en Inglaterra, suavizar el rigor de
los apremios y hacer escasos y de rara apli-
cación los procedimientos coactivos mas
sensibles. En cuanto á la moderación de es-
tos procedimientos su evidente necesidad y
su justicia se sienten mas que se demues-
tran. Por su naturaleza nunca debe el apre-
mio degenerar de su propio carácter que es
esencialmente civil y administrativo. Para
los fraudes ó la resistencia violenta que
constituyan delito, el Código penal ó las le-
ves especiales prestan el correctivo necesa-
rio: para vencer la indolencia ó la omisión
del pago basta la coacción civil ejercida por
la autoridad administrativa contra los bie-
nes del deudor. Y en esta coacción es justo
imponerle también las costas del procedi-
miento ó los recargos que á ellas correspon-
dan y que sirvan al propio tiempo de medio
represivo de la morosidad ; pero aquí es
donde importa sobre todo la prudencia , y
ademas el estudio desapasionado de  las cir-
cunstancias del país, del tributo , de la si-
tuación económica y del estado habitual de
las clases contribuyentes para hallar la me-
dida de lo justo en la determinación de los
recargos. El sistema de dietas diarias asig-
nadas á los ejecutores se lia resentido siem-
pre de error en el principio de que nacía.
Buscábase en él un fuerte estimulante para
interesar á los deudores en abreviar el pago
y no se calculaba que se creaba al mismo
tiempo un interés opuesto de parle de los
ejecutores, que tantos recursos tienen para
prolongar la duración de los procedimien-
tos. Sucedía, pues, que al fijarse la escala
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de las dietas no se trataba ya de hallar la
proporción equitativa del gravamen inhe-
rente á los apremios , sino de dotar mas ó
menos pingüemente á ios ejecutores con el
doble fin de reanimar su celo y de estrechar
para el pago á los contribuyentes. Esto, como
se ve , es repugnante y violento, y se halla
fuera del principio de que debe partirse,
que no es  otro que el de proveer á los gas-
tos naturales y necesarios de la ejecución á
costa de los deudores en pena y como re-
medio del mal ocasionado por su morosidad.
Perjudicar hasta un punto ruinoso á los con-
tribuyentes por crear una injusta grangeria
en favor de  los agentes de la cobranza es  un
contraprincipio y un lamentable estravío
del espíritu fiscal. Por lo demas la vigilan-
cia ejercida sobre estos agentes es el primée
elemento de una bien entendida recauda-
ción. Sin hablar ahora de los cobradores de
cuya exactitud y moralidad tanto importa
asegurarle, y concretándonos á los ejecu-
tores, cuya misión se enlaza mas estrecha-
mente con la materia de apremios, importa
sobremanera que sean elegidos con acierto,
que se les quite todo ínteres en dilatar el
curso ó descuidar el éxito de las ejecucio-
nes , que se hallen á cubierto de toda sos-
pecha no percibiendo directamente del deu-
dor ni aun sus propios derechos, qne no les
sea posible escederse en vejaciones contra el
apremiado , que se vigile constantemente su
comportamiento por la autoridad inmediata
y se revisen y censuren sus actuaciones por
la superior, castigando instantáneamente
todo abuso, y finalmente , qne no por esto
se les vilipendie ni se les despoje del decoro
y prestigio indispensables á todo agente de
la autoridad encargado de ejercer funciones
coactivas. En este punto ha habido entre
nosotros grande abandono con notable per-
juicio de las costumbres públicas. En vano
las instrucciones prescribían requisitos mas
ó menos estudiados para la elección de co-
misionados de apremio y ejecutores , porque
entregada á subalternos ó á gefes de  pro-
vincia esta facultad, y establecido el prin-
cipio de nombrar una persona distinta para
la ejecución de cada despacho de apremio,
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inferirse el juicio que formamos del sistema
que hoy rige sobre apremios en nuestra le-
gislación rentística. Tenérnosle en general
por acertado y por acomodado en lo esen-
cial á los buenos principios; mas sin entrar
en el examen y censura de sus defectos sobre
puntos de detalle, observamos alguna otra
medida qUe convendría reformar. No puede
defenderse entre otras como justa la que.
según la instrucción de 1845, autoriza para
adjudicar al que solo ofrezca el valor del
débito y las costas los bienes puestos en su-
basta, qualquiera que sea su cuantía, si á
las dos horas de abierto el remate no se
hiciere postura que cubra las dos terceras
partes de la tasa. Esto podrá ser eficaz; pe-
ro es durísimo y puede dar lugar á abu-
sos deplorables y á usurpaciones amañadas.
Decretado en el siglo XV! contra los ar-
rendadores nos parecía esceso de rigor ó
prevención: sancionado hoy contra toda
ciase de deudores por contribuciones , nos
parece una exageración fiscal, impropia de
nuestros tiempos. No se advirtió tal vez al
adoptarla , que á su sombra y sin provecho
alguno del Erario , puede arrebatarse á un
deudor toda au fortuna por un pequeño dé-
bito si hay confabulación en unos é indi-
ferencia en otros de los concurrentes y ac-
tuarios en la subasta ; porque para comple-
mento de estravio ni aun se pono límite
alguno á los embargos. Antes pues de lle-
gar á tanto estremo sería preferible agotar
los esfuerzos para la venta por su justo
precio, adjudicar los bienes á la Hacienda,
cargar el valor del débito sobre el fondo su-
pletorio ó declararle en último recurso por
partida fallida. Tampoco puede dejarse de
censurar como escesivas las multas con que
se castigan algunas omisiones. Hay en las
instrucciones vigentes ciertos medios que
con el carácter de correccionales hacen el
efecto de coactivos en alto grado. Impónese
á los contribuyentes por bienes inmuebles
la obligación de presentar anualmente rela-
ciones juradas y detalladas de los predios,
censos y ganados que posean ; y á los que
no cumplan este deber en un breve plazo
se les pena con la inulta de una cuarta par-

APREMIO.
k importancia del cargo se rebajaba por
la calidad de las personas elegidas , y á su
ves esta depresión imposibilitaba una elec-
cionmejor, viniendo á parar las comisio-
nes de esta especie en patrimonio de clases
estradas por su condición social á toda re-
presentación de autoridad. Debemos confiar
en  que este mal encuentre gran remedio en
la reforma de  haber hecho permanente para
cada localidad el cargo de ejecutor, por-
que así al menos no han de ser tan frecuen-
tes lo» errores en la elección de las per-
sonas , y sobre todo ,■ porque así se acos-
tumbrará el pueblo contribuyente á ver
en ollas, unos funcionarios habituales y ne-
cesarios de  la administración en vez de
iqstnuDenfos accidentales de opresión cual
debían sin duda hasta aquí representárse-
les. Por lo que respecta á la forma de su
nombramiento, solo hay que recordar que
los procedimientos de apremio son por
su  naturaleza administrativos y que por
tanto á las autoridades de este órden com-
pete la elección. Si pudo en otros tiem-
pos suponerse que el apremio fiscal era un
acto necesariamente judicial y del resorte
exclusivo de los tribunales, ni se desconoció
nunca la intervención que en él tocaba á la
administración , ni podría hoy sostenerse tal
principio. En la actual división de los po-
deres públicos según la índole de las cons-
tituciones modernas, la administración ge-
neral tiene dentro de su esfera todos los me-
dios de  autoridad indispensables para hacer
efectivos los servicios públicos con arreglo
¿las.leyes; y la cobranza de tributos es uno
importantísimo entre estos servicios, y la
coacción para llevarla á cabo, es uno de
aquellos medios de autoridad que debe por
sí misma ejercitar sin necesidad de impar-
tir estrado ausilio. Por eso y porque solo se
trata de actos en que no hay contienda la
cobranza de tributos con el ejecicio de la
acción coactiva que ella exige, se encomien-
da en los pueblos modernos exclusivamente
á agentes de la administración.

Tales son las doctrinas elementales mas
bien que desenvueltas indicadas acerca de
la materia de este articulo. Por ellas puede
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te de la renta de sus tincas ó de  las utili-
dades de su grangería. Otro tanto sucede
en la contribución industrial, en la cual se
obliga á los matriculados para su pago á
proveerse de un certificado de hallarse ins-
critos en la matrícula, y los que omiten ó des-
cuidan este requisito incurren en una multa
del cuadruplo de la cuota que les correspon-
da, mulla que por el nuevo decreto de i .“
de julio de este año de 1850 se ha suaviza-
do algún tanto reduciéndola á escala desde
el duplo al cuadruplo. De todos modos nos
parece que hay csceso de rigor en la cuan-
tía de estas multas , y que señaladamente
la del cuarto de renta ó utilidades es exage-
radamente gravosa y desproporcionada. Por
último nada tenemos por demás en punto
á precauciones para asegurarse de que son
entregadas con efecto á los contribuyentes
las papeletas de cuota y de recargo. Esto es
importantísimo por el aspecto de arbitra-
riedad é injusticia que tiene naturalmente
cualquier descuido en materia tan delicada;
y si bien por el reciente decreto de 23 de
julio de 1850 se han dictado sobre ella me-
didas eficaces, todavía nos parece el asun-
to susceptible de otras mas seguras, entre
las cuales debería descollar la de hacer res-
ponsables en el pago á los cobradores que
por indolencia ó negligencia faltaren á la
puntual entrega de las papeletas.

APREMIO A PROCESADOS.
Eran los medios coactivos de que se valían
los jueces para compeler y estrechar á los

procesados á que se confesaran autores ó
cómplices de algún delito. Estas medidas eran
el tormento, la mas general y usada , los
grillos, el peal , las esposas, la prensa apli-
cada á los pulgares y algunos otros dirigidos
á hacer sufrir dolores mas ó menos fuertes
y agudos hasta arrancar la confesión que se
deseaba. Asi se conseguía una declaración,
fruto las mas veces del apremio y del tor-
mento, que lejos de llevar la convicción pro-
funda de la verdad al ánimo del juezdebia
llenarle de dudas y de angustiosa incerti-
dumbre.

No hay necesidad de advertir, atendidos
la índole y el objeto de estos apremios, que

el uso y la autoridad de ellos han debida
estar sometidos á la influencia de la civili»
zacion y de los tiempos. Asi en el ato de
1803 hizo el Consejo de Castilla una gra»
reforma en este punto , y en  el de 1812 *1
publicarse la Constitución política de la mo-
narquía, cuyo espíritu fundamental es bien
conocido, susautores no pudieron pasar indi-
ferentes y desapercibidos sobre unas prácti-
cas tan contrarias á las costumbres de la
época y á los sentimientos de humanidad
que predominaban en ella. En el art. 383
quedó establecido que no se usaría nunca del
tormento ní dolos apremios, y érala! la fuer-
za de la convicción pública en esta parte,
era tan íntimo y profundo el sentimiento
que aconsejaba dejar enteramente espedí ta
la voluntad de los reos para que sus decla-
raciones fuesen de todo punto libres, que en
el año de 1814, época de restauración dé lo
antiguo y de abolición de todo lo que debia
su existencia al anterior período constitu-
cional, fue respetada, sin embargo, la dis-
posición que hemos trascrito. El rey man-
dó en 25  de julio de dicho año, que quedase
abolido para siempre en el órden legal el
uso de los apremios y de todo género de
fermentos para las declaraciones de los reos
y de los testigos, á los cuales se babia he-
cho estensivo el uso de tan repugnantes
medidas.

No creemos que las prácticas judiciales
vinieran á contrariar después de esta época
las sanas prescripciones del real decreto c i -
tado, ni á exigir ningún recuerdo ó una
nueva disposición sobre su observancia ; y
sin embargo, en el reglamento provisional
para la administración de justicia, se creyó
oportuno y conveniente determinar, como
se hizo en el artículo 8.° , que tanto á los
procesados como á los testigos no se les
deberían hacer nunca por los jueces si no
preguntas directas y de ningún modo cap-
ciosas ni sugestivas ¡ siendo estos estrecha-
mente responsables, si para hacerlos decla-
rar á su gusto empleasen alguna coacción
física ó moral, ó alguna promesa, dádiva,
empeño ó impropio artificio: medios que
equivalen indudablemente á los apremios de
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ntode los procesados induciéndolos ¿confe-
sarse culpables de delitos que no hubiesen
cometido y el espíritu dominante en todas
las referidas disposiciones fue que los pro-
cesados hubieran de tener completa libertad
en la emisión de sus declaraciones sin que
fuera posible jamás restringirla, violentarla
ni coartarla.

Pero la proscripción de los apremios y de
otros medios equivalentes capaces de pro-
ducir el mismo resultado no lleva consigo la
esclusion de algunas medidas que en ciertos
casos y cuando el juez tiene la convicción
moral de la culpabilidad de los reos, puede
adoptar para que las investigaciones de la
justicia no sean ilusorias é ineficaces. Hay
una gran diferencia entre el apremio ó cual-
quier otro medio de coacción física y mo-
ral que, influyendo directamente sobre el
ánimo de los reos, les obliga con mas órne-
nos imperio y decisión á confesaré dejar de
confesar un delito, y esas otras medidas á
que hemos aludido, combinadas por el ta-
lento y la prudencia, las cuales sin obrar so-
bre la voluntad disponen las cosas de ma-
nera que el reo en medio de la libertad mas
completa se resuelve á confesar tal vez lo
que le perjudica. Los primeros están y de-
ben quedar con razón proscriptos : los se-
gundos no. En la lucha que representa siem-
pre la instrucción de un proceso criminal,
trabada entre el juez y el reo, lucha en que
se agitan armas desiguales porque el reo
cuenta con todos los recursos de su mali-
cia, de la previsión, de la amistad y aun de
la compasión misma, hay necesidad de dejar
algún arbitrioá la acción del primero para
que su autoridad y el imperio de la ley no
vengan á ser el juguete de la posición ventajo-
sa en que se coloca el procesado. No se  con-
fundan, pues, los resortes provechosos que
puede emplear el juez sin influir de una ma-
nera decisiva en el ánimo de aquellos con
los medios coactivos que les obligan ¿decla-
rar á gusto y satisfacción de la persona en-
cargada de arrancarles una declaración con-
tra su voluntad.

Pero puede suceder que el procesado se
niegue á prestar su declaración ó confesión

qtie vamos hablando, si no en su índole al
menos en sus resultados.

No eran, sin embargo, las preguntas cap-
ciosas ó sujestivas y la coacción física ó mo-
ral los únicos medios de apremio que ponían
en au uso los jueces para arrancar á los pro-
cesados la confesión de un delito. Para con-
seguir este reprobado objeto , podían tam-
bién mortificarlos con hierrosy conataduras;
podían hacerles esperimentar otras vejacio-
nes análogas ó parecidas que no fuesen ne-
cesarias para su seguridad; podían tenerlos
en incomunicación indebida ó podían pro-
longar ese estado, triste y aflictivo de suyo,
por mas tiempo que el que fuese realmente
preciso para las investigaciones del sumario:
lodo esto lo previó el mismo reglamento y
quedó prohibido en el artículo 7 de una ma-
nera espresa y terminante.

Aún podían llevarse mas adelante los me-
dios de influir de un modo pernicioso en el
ánimo de los reos, y de apremiarlos á la
confesión de los delitos. Podía abusarse del
estado lamentable do nuestras prisiones co-
locando á los reos de manera que esperi-
raentasen dolorosos tratamientos antes de
prestar sus declaraciones, y comoeste era un
panto en que convenia cerrar todos los sen-
deros á la arbitrariedad , el artículo 297 de
la Constitución de 181 2, que como compren-
dido en el capítulo 5 del título 5 está en ob-
servancia , ordenó que las cárceles se dis-
pondrían de manera que sirviesen para ase-
gurar y no para molestar á los presos ...... y
que nunca podría tenerse á estos en calabo-
zos subterráneos ni mal sanos.

Ultimamente ; en p| reglamento se llevó
tan adclanteose espíritu déla moderna legis-
lación; que en el artículo 9 se ordenó que los
jueces no hicieran á los reos otros cargos
que los que resultasen del sumario y tales
cuales resultaran; que no hicieran tampoco
otras reconvenciones, sino las que racional-
mente se dedujeran de las respuestas del
confesante; y que el juez se abstuviera de
agravar unas y otras con calificaciones ar-
bitrarias.

Sin duda alguna por estos medios podían
los jueces ejercer igual coacción en el áni-
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y que obstinado en un profundo y pertinaz
silencio desprecie las amonestaciones del
juez y rehúse contestar á sus preguntas: en
este caso ¿tendrá facultad para apremiarle
á que lo ejecute, no con el fin de influir en
su voluntad , sino con el de que responda en
el sentido mas conveniente á la verdad y á
sus intereses? Aun cuando algunos escrito-
res han opinado por la afirmativa nosotros
(íreemoi que el tenor literal de las termi-
nantes disposiciones qiie dejamos citadas
no permite el uso de los apremios-ni aun en
este caso y para un fin que puede ser tan
útil. La del decreto de <814 prohíbe en tér-
minos absolutos el uso de los apremios y de
cualquier otro género de tormento para las
declaraciones y confesiones de los reos ; y
no seria exacto que no se habían empleado
esos medios coercitivos en la declaración ó
confesión de un procesado cuando inaugu-
rado el acto y dentro de él se emplearan si-
quiera fuese con el fin de poner término al
silencio del mismo reo. El articulo de la
Constitución de 1812 está concebido en tér-
minos mas absolutos y terminantes todavía;
porque disponiendo que no se usara nunca
del tormento ni de los apremios escluye por
necesaria consecuencia aun el caso de que
vamos hablando. Por otra parte los proce-
sados no pueden hablar sino para inculpar-
se ó para negar su delincuencia: si han de
hablar para negar su delincuencia inútil es
apelar á los medios do rigor y de severidad
que constituyen el apremio á fin de obtener
semejante resultado; y si la confiesan des-
pués de haber ensayado semejantes medios,
la confesión ha de resentirse de la coacción
que ha podido producirla , y no es regular
que inspire en el ámino del juez la confian-
za necesaria para imponerle la pena cor-
respondiente. Lo que en semejante caso de-
berá hacer el juez, es recomendar al reo el
deber que la ley y la conveniencia pública
le, imponen de decir francamente la ver-
dad para que la justicia pueda llenar los
santos fines de su institución; podrá hacerle
presentes las consecuencias de su silencio
que á ningún objeto útil conducirá cuando
la culpabilidad aparezca justificada en el

proceso; podrá advertirle que un silencio
tan calculado autoriza al juez para tenerle,
sino por confeso del delito que se le imputa,
al menos como vehementemente sospechoso;
podrá , en fin , hacer valer todos los recur-
sos que su celo y su prudencia le sujieran,
y si después de lodo aun el reo persistiese
en su obstinación deberá declarar terminado
el acto, ora sea declaración, ora confesión,
y continuar el procedimiento como si hu-
biese contestado llanamente á las preguntas.

Pero si el juez faltase á los deberes men-
cionados en este artículo, sí usare de apre-
mios para arrancar la declaración del pro-
cesado ó hiciese valer otro género de coac-
ción física ó moral capaz de influir con ma �
yor ó menor preponderancia en su ánimo,
¿qué pena deberá imponérsele?

La satisfacción á esta pregunta no es po-
sible determinarla de un modo absoluto,
porque la apreciación de la culpa y consi-
guientemente de la responsabilidad del juez
nace délas circunstancias especiales de  cada
uno de los casos que pueden darse. El juez
que para conseguir su objeto afligiese al reo
con alguno de los tormentos indicados al
principio, ó que le pusiera en un calabozo
incómodo é insalubre, ó que le hiciera sufrir
cualquier otro padecimiento de esta natu-
raleza seria mucho mas culpable que si em-
please solamente la persuacion ó el engaño.

El juez que se valiera de unos ú otros
medios para hacer declarar al reo un delito
que no hubiese cometido y por ello sufrie-
se la pena correspondiente, seria asi mismo
mas culpable que si los hubiera empleado
para inducirle á confesar un delito que real-
mente hubiera perpetrado. Importa, pues,
distinguir cu esta materia las diferentes o
principales combinaciones que pueden ve-
rificarse, para que en los casos dados se de-
termine la culpabilidad del infractor de una
manera tan clara y precisa como correspon-
de al ínteres de la justicia.

El juez, como hemos dicho antes, puede
emplear los apremios físicos ó morales para
obligar ai reo á declarar un delito que real-
mente ha cometido. En este caso sin duda
ha hecho un bien á la causa pública, porque
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sidad de las circunstancias que pueden con-
currir en cada uno de ellos. La pena pecu-
niaria se impone también para castigar el
perjuicio causado ¿ aquel sobre quien se ha
ejercido la coacción, ó á otra persona que
haya venido á ser víctima de ella; y según
sea este perjuicio mayor ó menor, ó según
k) reclame la' diferente gravedad de las cir-
cunstancias, así será mayor ó menor la mul-
ta desde los tO á los 100 duros que pres-
cribe el artículo citado.

APREMIO POR SUSTITU-
CION DE PENA.  En la administra-
ción de justicia relativa á los negocios cri-
minales se llama apremio á la prisión cor-
reccional que se impone á los sentenciados
que no tuviesen bienes suficientes para sa-
tisfacer alguna de las responsabilidades
pecuniarias que puede comprender la sen-
tencia. La prisión en este caso se sufre por
vía de apremio y como sustitución de la pe-
na pecuniaria que no puede hacer efectiva el
procesado. V. AktuT«. PBistow.

APREMIO A TESTIGOS. Es el
que se dá contra el testigo que designado
por un litigante ó llamado por el juez para
deponer en algún negocio que se ventila
ante su autoridad se niega á comparecer; ó
contra el que habiendo comparecido se nie-
ga á declarar lo que sabe y le consta, dando
lugar en uno y otro caso á que se adopte
contra él alguna medida de rigor ó apremio.

Como decimos en el articulo correspon-
diente no todos los testigos tienen la obliga-
ción de presentarse ante los jueces para ren-
dir su testimonio, ni todos pueden ser com-
pelidos á verificarlo verbalmente. Hay per-
sonas exentas de aquella obligación y hay
otras que al menos en cierta especie dé ne-
gocios tienen la prerogativa de testificar
por escrito. En consecuencia no todos los
testigos pueden, ser tampoco objeto de! apre-
mio judicial de que nos ocupamos en este
artículo ni contra todos ellos sin distinción
pueden adoptarse las medidas coercitivas
en que consiste semejante apremio.

El apremio á los testigos esy ha sido con-
siderado siempre como una medida indis-
pensable para la defensa de ios derechos in-

ha evitado la impunidad de un delito que
esteriliza los saludables efectos de las penas;
pero los medios empleados para ello son ile-
gales, impropios de la autoridad , son un
abuso flagrante del poder , y esa violación
no debe quedar tampoco impune. El juez
puede emplear los mismos medios para
obligar al reo á declarar un delito que no
ha cometido; en este caso la eulpa es  mayor
porque la responsabilidad á que puede que-
dar sujeto el reo es  en el fondo injusta ; al
abuso de autoridad, puede agregarse aquí
el padecimiento de  una pena indebida. En
cualquiera de los dos casos espresados pue-
de suceder que se imponga al reo el castigo
correspondiente á su delito ó que no se im-
ponga, la responsabilidad del juez en uno
y otro ño debe ser tampoco la misma. El
juez emplea los apremios para obligar al
procesado á que se confiese reo de un deli-
to y á que denuncie como cómplices á de-
terminadas personas ; ó los emplea para in-
clinar y obligar al procesado á que niegue
su delincuencia y la complicidad de perso-
nas que realmente tuvieron parte en la per-
petración de) delito. En suma , el abuso de
autoridad en que puede incurrir el juez que
emplea el apremio para arrancar de los la-
bios de un procesado una declaración que
repugna á su voluntad , puede presentarse
combinado de diferentes circunstancias que
es necesario apreciar debidamente para la
graduación de la pena con que debe ser
castigado. Esta pena se halla determinada
en el artículo 300 del Código penal. El em-
pleado público, dice, que desempeñando un
acto del servicio cometiere cualquiera ve-
jación injusta contra las personas, ó usa-
re de apremios ilegítimos ó innecesarios
para el desempeño del servicio respecti-
vo ,  será castigado con las penas de sus-
pensión y multa de 10  á 100 duros. La
doble pena que aquí se impone no puede ser
mas oportuna. La suspensión se impone en
todos los casos, porque en todos hay abu-
so de autoridad: y será mas- ó menos dura-
dera dentro de la escala de un mes á dos
años que puede recorrer conforme al arti-
cula 26  del mismo Código , según la diver-
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di viduales y para la comprobación délos de-
litos en que tanto se interesa labuena admi-
nistración de justicia. Ni la decisión de las
contiendas de aquella especie ni el castigo
de estos delitos pueden depender de la re-
pugnancia caprichosa ó calculada que opon-
gan los testigos á declarar lo que les consta
en uno y otro caso. La autoridad debe tener
la facultad de hacer comparecer ante ella al
testigo renitente y de adoptar para ello los
medios que mejor conduzcan á este fin.

Esta es la doctrina adoptada desde muy
antiguo por la legislación espadóla. El Fue-
ro Real la consignó espresamente (i) , dispo-
níendoquela parte hubiera de presentar los
testigos ante el juez al plato que le puto el al-
calde «é fúgalo* ir ante si maguer que no
■ quieran por cuanto les fallare sino por los
cuerpos...» El código de las Partidas (2) im-
puso la misma obligación de comparecer
ante el juez para rendir el testimonio. «E si
» alguno , añadió , fuese rebelde que non
> quisiese venir á decir su testimonio pué-
» dele el jaez apremiar faziéndolo prender
» hasta que venga.» Por último, en la Noví-
sima Recopilación adoptándose lo dispuesto
por la ley del Fuero Real se dispuso «que el
» alcalde fuese tenido de compeler y apre-
» miar los testigos de que la parte se entien-
» de aprovechar para que vengan ante él á
» decir sus dichos sobre cualquier pleito ci-
» vil ó criminal al plazo que él les pusiere.»

Los medios de apremio que el juez pue-
de adoptar con semejante objeto eran según
la ley del Fuero Real la prisión y el embar-
go  de bienes y ambos á dos los reconoció y
adaptó la práctica de los tribunales como lo
asegura Gregorio López en la glosa segunda
de la ley citada diciendo: *Cogi enim potosí
pignoribat captit, el mulla indicia...  Uvero
noqtu hoc nffícortl , earcerari potosí , ti  aiiit
rtmodiú cogi. � Hoy día el apremio consiste
en el mandamiento que dicta el juez para
que comparezca el testigo ó testigos reni-
tentes en su audiencia el dia señalado bajo
apercibimiento de tal ó cual mulla, con laque
desde luego les conmina si el testigo ó tes-

(<j  Lo? ñ t í * .  0. lib. S.
(I j  My  U ,  Ut. i í ,  jurl. ».
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tigos notificados legalmente no comparecie-
ren, manda el juez que la multase haga
efectiva y les conmina con otra mayor; ai
tampoco cumpliesen este proveído se lleva
á efecto desde luego y se señala dia para la
nueva comparecencia conminándole con for-
mación de causa por la desobediencia , y s i
tampoco lo verificase á pesar de estos reitera-
dos acuerdos se forma é instruye el  proceso.

En los negocios criminales puede dictar
el juez de oficio , y dicta en efecto el man-
damiento oportuno para que tenga lugar la
comparecencia de los testigos ; en los ci-
viles la parte interesada en que se reciban
las declaraciones de ellos presenta escrito
diciendo, que teniendo que valerse de tal
ó tales testigos que se resisten á compare-
cer para rendir su testimonio, se les haga
saber que comparezcan bajo apercibimiento
de apremio: acordado así , si el testigo ó
testigos no lo verificasen , la misma parte
va deduciendo de nuevo las oportunas soli-
citudes al tenor de lo que se ha espuesto en

I el párrafo anterior.
| Pero ¿ podrá el juez adoptar alguna me-
| dida coactiva para obligar al testigo que ha
U comparecido ante su autoridad á quede-

ponga lo que sepa y le conste acerca de l
particular por que es interrogado? ¿O debe-
rá respetar su silencio si se obstinase en no
declarar, como hemos dicho que debe ha-
cerlo respecto de  los procesados? Creemos,
y aun juzgamos que en ello no puede haber
duda , que la posición del testigo con rela-

I c ion  al punto que examinamos es muy di-
ferente de la de los procesados. El procesa-
do , como ya hemos advertido, no puede
hablar sino para inculparse ó pan negar
su culpa , y su responsabilidad nace de  las
pruebas del delito que se han ido acumu-
lando en el proceso. El testigo tiene un de-
ber sagrado, que le imponen el interes y la
conveniencia de la sociedad, de manifestar
lodo lo que sabe y todo cuanto le conste
respecto del mismo delito y de sus perpe-
tradores, y sin faltar á este deber, tan im-
portante y sin defraudar á la sociedad mis-
ma de los beneficios que encuentra en su
cumplimiento no podría encerrarse en  un
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mas privilegiado todavía puesto que no se
concede á toda clase de acreedores; mas rá-
pido en su curso porque se suprimen en él
muchos trámites del ejecutivo y son más
breves los que se observan; y mas eficaz en
sus resultados puesto que no dá tanta en-
trada á los medios maliciosos de los deudo-
res : este procedimiento es el que se llama
de apremio ó uta de apremio y pago. Es por
consiguiente la via de apremio un medio ju-
dicial introducido en favor de cierta clase
de acreedores para conseguir el pago de sus
créditos de una manera mas breve y suma-
ria aun que la via ejecutiva. Este procedi-
miento tiene mucha analogía con el que
establece la actual legislación francesa co-
nocido por que es el acto
procesal por el que los acreedores hacen
embargar los bienes muebles pertenecientes
á sus deudores para proceder á su venta y
con el produelo pagar el importe de los cré-
ditos ; pero indudablemente la vía de apre-
mio lleva grandes ventajas al procedimiento
indicado en la sencillez de su marcha y en
la eficacia de sus resultados.

La via de apremio tiene lugar en los ne-
gocios comunes y ordinarios; le tiene tam-
bién y mas frecuentemente en los tribuna-
les de comercio donde la necesidad de pro-
ceder brevísima y sumariamente contra
cierta clase de deudores exige una via rá-
pida y especialísima , y le tiene, por últi-
mo , en los negocios de la Hacienda pública
para perseguir á los deudores morosos y
compelerlos al pago de sus respectivos adeu-
dos. Del procedimiento de apremio en el
último caso hemos hablado ya en el articulo
APRKMI* EW MATERIA BE  BACIEKBA;

del mismo en los dos primeros hablamos en
el presente dividiendo para mayor claridad
la materia del modo siguiente :

PARTE DOCTRINAL.

BUHABIB.

SECCION UNICA. BEL PROCEDIMIENTO DI  APRE-

MIO EN LOS NEGOCIOS ORDINA-
RIOS Y MERCANTILES.

42

silencio tan opuesto á loe grandes fines de
la administración de justicia. Si los testi-
gos no pudieran ser obligados á declarar
10 que saben y les consta , natural es que
todos se dejasen llevar de las consideración
nes que generalmente retraen á los hombres
de revelar la verdad en loe juicios; así
los tribunales, careciendo de pruebas y de
la eficaz cooperación que encuentran en los
testigos , se verían por lo común en la ne-
cesidad de absolver ¿ los delincuentes y la
mayor parte de los delitos quedarían im-
punes. Por otra parle, si la ley obliga á los
testigos á comparecer ante el juez para
rendir su testimonio, esa obligación lleva
implícita la de decir todo lo que sabe y le
consta sobre el hecho interrogado : el testi-
go  que se niega á ello falta á Una obliga-
ción altamente recomendable , menospre-
cia la autoridad del juez que le pregunta y
comete un desacato que rebaja el prestigio
de  ella. No hay duda, pues, que el juez ante
quien un testigo se rebela y se obstina en
no  manifestar hechos que pueden conducir
á que se cumpla el propósito de la justicia,
puede adoptar contra él por via de correc-
ción todas las medidas que estime condu-
centes, hasta el punto de formarla la cor-
respondiente causa por la inobediencia y
desacato y de imponerle las penas á que
por este concepto se  bava hecho acreedor.

APREMIO (viA mu). Es una es-
pecialidad muy notable en el sistema de
nuestros procedimientos judiciales el que
sirve de asunto al presenteartículo, llamado
también vía da apremio y pago. Nadie des-
conoce el juicio especial y privilegiado que
desde muy antiguo establecieron las leyes
españolas á favor de los acreedores, á fin de
que pudiesen conseguir con la conveniente
brevedad el pago de sus créditos ; institu-
ción útilísima y una de las mejor combina-
das que comprende nuestra legislación y
que aventaja notablemente á los procedi-
mientos análogos establecidos en otros pai-
aos. Pues bien: dentro de este procedimien-
to ejecutivo, si podemos espresarnos asi , y
participando completamente de su natura-
leza, existe y se conoce otro procedimiento

TOMO DI.
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§. 1 .a Casos en que tiene lugar la

via de apremio.
§. 2.° Condiciones necesarias

para que tenga lugar la via
de apremio.

§. 3.° Trámites que se siguen en
los procedimientos de apre-
mio.

SECCION UNICA.

tencias que se dictan en los jnicios de me-
nor cuantía, en cuyos casos previene el arti-
culo 24 de la ley de 10 de enero de 1857
que procederá el juez encargado de llevar
á efecto la sentencia de  plano, y sin permi-
tir gastos y dilaciones que puedan escusar-
se: 2." Para la ejecución de las providencias
que se dictan en los juicios verbales, en loa
cuales tratándose de pequeñas cantidades,
se adopta esta tramitación sencilla y bre-
ve, á fin de que sin dispendios ni dilacio-
nes se reintegre el acreedor de su crédito:
5.° Y últimamente, tieno lugar cuando se
trata de exigir las costas en que ha sido con-
denado un litigante; cuando se reclaman
honorarios por cierta clase de funcionarios
del órden judicial, como abogados, procu-
radores, etc.; y cuando estos últimos piden
judicialmente que las partes á quienes re-
presentan les habiliten de los correspon-
dientes fondos hasta la sama que fija el juez
ó tribunal, ó que parece regular y bastante.
En los dos primeros casos la corta importan-
cia del crédito que se reclama, y en el últi-
mo su naturaleza privilegiada, autorizan con
razón el oso de este procedimiento.

En los negocios mercantiles, que son por lo
general las transacciones privadas en que
mas se interesa la utilidad pública, hay ne-
cesidad de que las personas que en ellos in-
tervienen puedan valerse de medios pron-
tos y eficaces para exigir el cumplimiento
de aquella clase de obligaciones, que sin la
seguridad de él no se emprenderían nunca.
Por lo mismo tiene lugar la via de apre-
mio:

l . °  Contra los consignatarios á quienes
sean entregadas las mercaderías que les vi-
niesen consignadas ó contra cualquier otra
persona que las hubiese recibido con título
legítimo por los fletes en los trasportes ma-
rítimos, y los portes en las conducciones
terrestres, con tal que no haya trascurrido
un mes desde el dia de la entrega (1). La
utilidad misma del comercio, la convenien-
cia de facilitar los trasportes y conduccio-
nes de efectos para aumentar el cambio de

(t) Ari.  360 da la ley de enjuiciamiento.

DEL PROCEDIMIENTO DE APREMIO EN LOS NE-

GOCIOS ORDINARIOS Y MERCANTILES»

Siendo la via de apremio un procedimien-
to especial y mas rápido que el juicio ejecu-
tivo, es consiguiente que haya de tener
lugar no en todos los casos en que este pro-
cede, sino en aquellos solamente en los cua-
les motivos muy atendibles y singulares ha-
cen indispensable la rápida sustanciacion
que en él se observa. La calidad del crédito,
la necesidad de atender con urgencia al
reintegro de un acreedor privilegiado y la
utilidad pública que se interesa muchas ve-
ces en que este reintegro se verifique con
prontitud y sin entorpecimientos, son las
consideraciones que autorizan la especiali-
dad del procedimiento que examinamos.
Exige ademas condiciones indispensables
para que pueda ejercitarse, y tiene por úl-
timo ciertos y determinados trámites de cuya
observancia no puede prescindirse. De to-
dos estos estremos vamos á ocuparnos en
los párrafos siguientes.

§ .  1.* en que tiene lugar la via de
apremio.

Procede la via de  apremio, como ya he-
mos indicado, en los negocios ordinarios y
en los mercantiles. En los primeros tiene
poco uso hallándose reducida á aquellos ca-
sos en que por la escasa cuantía del crédito
ó por su índole privilegiada se ha creído
conveniente. En los segundos es mas gene-
ral y frecuente el ejercicio de ella.

En los negocios ordinarios procede la via
de apremio: 1 . �  Para la ejecución de las sen-
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ellos, y por consiguiente el tráfico, inspiró
la acertada idea de asegurar el pago de los
fletes y de los portes per todos los medios
que pueden hacer frente á la malicia de los
deudores: uno de esos medios se creyó, y
con razón, que podria ser ¡a aplicación déla
via de apremio para el cobro de ellos, cuan-
do no ha trascurrido un mes desde el dia de
la entrega.

*.2* Procede también contra los asegura-
dores en los seguros marítimos, por el im-
porte de las pérdidas ó daños que hubiesen
sobrevenido á las cosas aseguradas en los
riesgos que corriesen á su cargo, y por la
misma razón contra los asegurados por los
premios de los seguros marítimos (1). Con-
sideraciones muy obvias persuaden la con-
veniencia de dar á los aseguradores y ase-
gurados entre sí el derecho de reintegrarse
por un medio espedilo y pronto de ¡as su.
mas que respectivamente puedan adeudar-
se. El interes del comercio exige que los
contratos de seguros marítimos se multipli-
quen para evitar las eventualidades á que
está espuesta la fortuna de los comercian-
tes ; y claro es que semejante objeto no se
cumpliría sino hubiese la seguridad de rea-
lizar con tanta facilidad las acciones y los
derechos que produce el contrato entre los
interesados.

o.° Procede asimismo contra los carga-
dores y capitanes de las naves, por las vi-
tuallas suministradas para el aprovisiona-
miento de estas y los consignatarios de las
mismas cuando se haya hecho de su órden
este suministro (2). La consideración es-
puesta en el párrafo anterior ha hecho que
las leyes, interesadas en fomentar el comer-
cio marítimo, hayan procurado facilitarle
por todos los medios posibles y remover
cuantos obstáculos pudieran entorpecerle.
El medio mas eficaz en este caso es  dar al
especulador que se encarga de aprestar los
víveres necesarios para que los cargadores
y capitanes de las naves puedan realizar
sus viages, el derecho y el recurso de cobrar

con prontitud las sumas invertidas en esl*
objeto.

4-.* Procede del mismo modo la via de
apremio contra los mismos cargadores, por
el pago de los salarios vencidos de la tri-
pulación de la nave, ajustados por mesadas
ó viages, y contra los capitanes de los pro-
pios buques, cuando aquellos no se haHaren
en el lugar á donde deba hacerse el pa-
go (1). La calidad de estos salarios combi-
nada con el importante objeto de fomentar
el comercio marítimo, exige también que el
derecho preferente que compete á los mari-
neros y demas dependientes que se emplean
en las conducciones de aquella clase, pue-
da hacerse efectivo por un medio brevísimo,
como es el procedimiento de que vamos ha-
blando.

U.° Ultimamente, procede la via de
esta clase contra los que hayan contratado
con intervención de corredor , por los cor-
retages devengados en la negociación (2).
Estos créditos gozaq de la consideración
de alimenticios , y no hay cosa mas razo-
nable y justa que el corredor que ha em-
pleado su tiempo, su trabajo y tal vez su
habilidad en proporcionar un negocio acaso
muy lucrativo á los interesados, tenga ese
medio de reintegrarse fácil y prontamente de
los derechos que le corresponden. En todos
estos casos milita la misma razón y se  parte
del mismo principio : el interes del comer-
cio y la índole privilegiada del crédito re-
claman el uso de este medio judicial.

Hay otros todavía en los cuales la natura-
leza de los antecedentes en que se fun-
dan los derechos que se tratan de ejecutar
autoriza el mismo procedimiento. Cuando
se pide la ejecución de las sentencias de los
tribunales de comercio , ó de las arbitrales
que hayan pasado en autoridad de cosa juz-
gada y de los laudos de los amigables com-
ponedores que hayan sido consentidos por
las partes ó no se hubiesen reclamado den-
tro del término de la ley, deberá proce-
derse también por la via de apremio inten-

j, lándose esta en los tres meses siguientes al

' (U  Art. MO. párrafo 3
* ,4, Art. 350, pirrafo �.

(1 Art. 350.
/j; Art. 330. p*r. 4.
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día en que hubiere adquirido dicha senten-
cia ó tenido fuerza ejecutiva. Pasado este
plazo tendrá solamente lugar el procedi-
miento ejecutivo (1).

2.* Condiciones necesarias para que tenga
lugar la vía de apremio.

Por lo mismo que el curso de este jui-
cio es tan rápido corto hemos anuncia-
do, y que se  observan en él trámites tan
breves, hay necesidad de que concurran
ciertas condiciones para que pueda ejerci-
tarse 4a acción privilegiada que dá lugar á
la vía de apremio. Todas estas condiciones
se reducen por un concepto general á la
justificación previa y concluyente de la cer-
teza y legitimidad del crédito que se recla-
ma, y sin que se observe y cumpla puntual-
mente esta condición no es posible ni se-
ria conveniente proceder contra los bienes
del deudor, el cual podría ser molestado de
otro modo indebidamente. La razón se com-
prende á primera vista y nace de la espe-
cialidad misma del juicio , porque como
en él se dá muy limitada audiencia al
deudor , como son tan raras las escepcíones
que se le admiten , como son tan breves y
reducidos los trámites y tan escasos por
consiguiente los medios de defensa que
puede utilizar, si no se exigiera que la ac-
ción viniese desde luego preparada con el
documento ó recado justificativo que no
deje la menor duda acerca de la legitimi-
dad y certeza del crédito, muchas veces
seria perseguido indebidamente el deudor,
y no pocas se espondria el juez á tener que
dejar sin efecto ó ilusorias las actuaciones,
no sin haber causado perjuicios y dispen-
dios de consideración á los interesados. Por
esta razón , en la vía de apremio , así como
sucede en el juicio ejecutivo, de cuya Índo-
le participa tanto la primera, no ■ puede
prescindiese do que se cumpla y llene ante
todas cosas la justificación del crédito , pre-
parada con la presentación del documento
que sea conducente á este objeto.

Eu los negocios ordinarios , cuando la via

(I;  Art. J.W.

de apremio se entabla para llevar"á efecto
la sentencia dictada en juicio de menor
cuantía , el acreedor debe presentar la cer-
tificación que libra el escribano de cámara,
luego que fenece el pleito en Fa audiencia,
de la sentencia ó sentencias que hubieren
recaído y de la tasación de costas, si la hu-
biere. S» el pleito terminó en primera ins-
tancia bastará referirse á la sentencia dic-
tada por el inferior , y solicitar en los mis-
mos autos , luego que esté ejecutoriada,
que se proceda á exigir del deudor por la
via de apremio y pago la cantidad en que
hubiera sido condenado.

Si el procedimiento se entabla para ha-
cer efectiva una providencia dictada en
juicio verbal, bastará referirse á ella puesto
que consta en el mismo juzgado que ha de
instruirle.

Y por último , si se entabla para exigir
costas , honorarios ó fondos con arreglo á lo
que hemos indicado anteriormente, deberá
presentarse, Ó bien la certificación del tri-
bunal superior , en la cual se comprenda la
tasación de costas aprobada por el mismo,
ó bien carta órden ó certificación del pro-
pio tribunal , en ]a cual mande proceder á
la exacción de cierta cantidad destinada á
los objetos indicados. Si el negocio del cual
se derivase la reclamación estuviera pen-
diente en un juzgado inferior, bastará refe-
rirse á la tasación aprobada, ó pedir que el
juez proceda por la via de apremio y pago
á exigir los honorarios ó fondos que el pro-
curador solicita.

En los negocios mercantiles, cuando la Via
de apremio se promueve contra los consig-
natarios ú otras personas para hacer efecti-
vos los fletes en los trasportes marítimos y
los portes en las conducciones terrestres,
debe presentar el acreedor el conocimiento
ó la carta deporte original, firmada del car-
gador, y el recibo de las mercaderías conteni-
das en este documento (1). Este conocimien-
to debe estar arreglado álas disposiciones del
articulo 799 del Código de comercio y con-
tener, por consiguiente, todas las circuns-

i ;  Art 381, pirrafoS.
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redor ó del asegurado , fundada únicamente
en el documento de) seguro, se presentaría
desnuda , aun en la via ordiqpoia , puesto
que úo basta el mero hecho de' haber cele-
brado el contrato para que desde luego pue-
dan ejercitarse los derechos que nacen del
seguro, mucho mas desnuda se presentaría
en un procedimiento tan especial y privile-
giado como el presente. Segundo , porque
si es  de esencia en la via de apremio, como
hemos dicho, la justificación prévia y con-
cluyente del crédito , no puede reputarse tal
lá mera escritura pública ó privada del con-
trato , sin que se acredite también la condi-
ción precisa, indispensable y esencial que
debe verificarse para que tenga lugar la
indemnización en favor del asegurado , á sa-
ber: la pérdida de los objetos asegurados.
Y tercero , porque habiéndose dispuesto en
el Código de comercio que ninguna recla-
mación procedente del contrato de seguro
será admisible - sin que se acompañen los
documentos ya mencionados, debe entender-
se la disposición de la ley de enjuiciamiento
subordinada á la del Código, y que cuando
la primera exigió la presentación de la es-
critura pública ó de la póliza ó contrata
privada, fue sin perjuicio de acompañar
también los demas documentos determina-
dos ya de antemano en el Código.

Cuando la via de apremio se entabla por
el cobro de los suministros hechos para el
aprisionamiento de la nave, deberán pre-
sentarse las facturas valoradas de los efec-
tos suministrados, aprobadas por el carga-
dor, capitán ó consignatario de cuya órden
las haya entregado el acreedor (1).

Cuando el mismo procedimiento se dirija
al cobro de los salarios de la tripulación,
habrán de presentarse necesariamente las
copias de las contratas estendidas en el li-
bro de cuenta y razón de la nave , conforme
al articulo 699 del Código , de las cuales el
capitán debe facilitar copia á cada intere-
sado con la nota de los alcances que le re-
aulten. En el caso de que el capitán rehusa-
re dar este documento, podrán los intere-

. 1 ;  Art. 351, piir»(o i.
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Uncías que en él se espresan. La carta de
porte deberá estar también conforme con lo
qne dispone el artículo 904- del mismo Có-
digo ; y tanto este documento como el ante*
rior, no producirán el efecto que se ha
indicado en juicio' si carecen de alguno de
estos requisitos.

Si se promueve la via de  apremio contra
los aseguradores ó asegurados por el im-
porte de las pérdidas ó daños sobrevenidos
ó por los premios de los seguros marítimos»
deberá presenUrse irremisiblemente la es-
critura pública, póliza ó contrata privada,
según la forma en que se hubiere celebrado
el seguro (1). Sabido es que este contrato
puede celebrarse mediante escritura pública
ó pór contraU privada; pero de cualquier
modo que se celebre , el documento debe
contener para que produzca sus efectos en
juicio todas las circunstancias que se de-
terminan en el artículo 841 del Código.

Una duda puede nacer de los términos en
que está redactado el párrafo tercero del ar-
tículo 551 que acabamos de citar, compara-
dos con los del artículo 882 del Código. El
párrafo tercero del articulo 351 , como hemos
visto, no exige para que tenga lugar la via de
apremio otra circustancia mas que la pre-
sentación de la escritura pública ó privada
en que se haga constar el seguro , y el  ar-
ticulo 882 dispone testualmente, que toda
reclamación procedente del contrato de se-
guro debe ir acompañada de  los documen-
tos que justifiquen :

El viage de  la nave;
El embarque de los efectos asegurados;
El contrato del seguro;
La pérdida de  las cosas aseguradas.
Siendo, pues, la redamación que se hace

en el procedimiento de apremio por el con-
cepto de que vamos hablando consecuencia
del contrato del seguro, parece que con
arreglo al artículo 882 deberán presentarse,
ademas de la escritura pública ó privada,
los documentos de que este último artículo
hace mención. Nosotros así lo creemos: pri-
mero,■ porque si la reclamación del asegu-

Art. 33. pimío 3.
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gados exigir que lo exhiba, y se le obligará
á elle, verificado lo cual, seeslraerá testi-
monio á su presencia de lo que resulte de
sus asientos, con respecto al crédito recla-
mado', equivaliendo este á la certificación
que el capitán hubiere debido dar (1).

Cuando el procedimiento de apremio se.
entabla para hacer efectivos los corretages
devengados en una negociación , se  exhibi-
rán las facturas de los contratos ó negocia-
ciones de que procedan firmadas del deu-
dor , ó las pólizas de que deben conservar
un ejemplar , y en defecto de uno y otro
documento exhibirán las copias de los asien-
tos , hechas en el registro , en conformidad
de los artículos 91, 92  , 93, 94  y 63  del Có-
digo de comercio (2).

En el caso de que vamos hablando la re-
clamación no podrá hacerse sin que el deu-
dor reconozca la firma de la factura ó con-
trata que justifique la negociación, y si solo
se hubiese presentado nota del asiento del
corredor deberá comprobarse préviamente
la exactitud de esta por la confesión judi-
cial del mismo deudor ó por sus libros de
comercio (3).

Cuando el procedimiento de apremio ha-
ya de fundarse en titulo que no sea escritu-
ra pública ó póliza intervenida por corre-
dor, sino contrata privada ú otro documento
que sin prévio reconocimiento de los deu-
dores no tenga fuerza ejecutiva , es condi-
ción indispensable que preceda este al auto
de apremio (4).

Del mismo modo si el crédito sobre que
se pide el apremio no resultase líquido del
título que se presente, es condición indis-
pensable que se haga la liquidación por
acuerdo común de las partea, por sentencia
judicial ó por árbitros , hasta cuyo caso no
tendrá lugar aquella medida (3).

o.* Trámites que se siguen en el procedi-
miento de apremio.

Se ha dicho al principio que la esencia

y el carácter distintivo de la vía de apremio
consiste en la brevedad de los trámites que
ea ella se  observan. Esa es la circunstancia
que la separa del juicio ejecutivo y consti-
tuye las ventajas de esta manera de proce-
der. Importa, pues,, conocer con exactitud
los trámites que deben seguirse para que
el resultado corresponda fielmente al  objeto
de su institución.

En los negocios ordinarios empieza el
procedimiento por la presentación de un
escrito, al cual acompaña el documento que
justifica el crédito ó la exacción que se tra-
ta de hacer al tenor de lo espuesto en el
párrafo primero, solicitando que en su vir-
tud se requiera al deudor ú obligado para
que pague ó haga efectiva la cantidad en el
acto , y no verificándolo se la embarguen
bienes suficientes, procediéndose á su venta
por la vía de  apremio.

Cuando se procede para llevar á efecto
alguna sentencia dictada en juicio de menor
cuantía , dispone el artículo 24  de la ley ya
citada de  10  de enero de 1837, que se ba-
ga saber al deudor que pague ea  el tér-
mino de dos dias ; pero en los demas casos
no es costumbre conceder al mismo deudor
ú obligado término ninguno, sino que des-
de  luego se acuerda que pague en el acto, y
no verificándolo que se proceda al  embargo
y venta de bienes por la vía indicada.

Requerido el deudor y no pagando dentro
de los dos dias en el caso á qoe se ha he-
cho referencia ó en el acto en los demas, se
verifica el embargo de sus bienes, los cua-
les se depositan en persona abonada; me-
diatamente se procede á la venta, la cual se
ejecuta dentro de tres dias siendo muebles,
y dentro de nueve siendo raíces. Aunque
los primeros debían pregonarse para la al-
moneda dentro de loa mismos tres dias, en
la práctica no se observa esta circunstancia;
las raíces se pregonan dentro de los nueve
y de tres en tres; verificada la venta se ha-
ce por el actuario liquidación de lo que el
acreedor debe percibir por el priacipal y
costas, y entregada esta suma al mismo, se
pone á disposición del deudor el sobrante,
si le hubiese.

(1‘ Arl.  131. párrafo S.
rl) Arl. J5i , párrafo 8 .
i l .  Arl. JM.
f 4 i Arl. 3M.
(Oj Arl. 33<.
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juicios (I). Si el deudor pidiere la confesión
judicial del acreedor sobre los  hechos en
que funde la escepcion , el tribunal si fuere
día de audiencia ó el prior en su defecto
deferirá á la declaración y se recibirá en se-
guida por uno de los cónsules' .

No presentándose oposición por el deudor
dentro del término de la citación , pondrá
nota el escribano qu* lo acredite y después
ya no se le recibirá escrito alguno (5).

En la primera audiencia se dará cuenta
de los tutos, y según sus méritos y lo que
las partes ó sus defensores aleguen al tiem-
po de Invista, el tribunal mandará proceder
á la venta de los bienes ejecutados, si el
deudor no hubiere hecho oposición á la de-
manda , ó no hubiere probado su escepcion,
y en el caso de haberlo hecho bien y cum-
plidamente revocará el autode apremio con-
denando en las costas al actor (4j. Si en el
mismo acto de la vista cualquiera de las
parles tuviese por conveniente presentar
algún documento que conduzca á su defen-
sa , deberá admitírsele , y el escribano hará
relación de lo que de él resulte , y el tribu-
nal lo tendrá presente para dar su fallo.

Por último , la índole misma del procedi-
miento hace que de la decisión del tri-
bunal dictada en él no se dé recurso de
apelación , quedando únicamente á las par-
tes el derecho de promover el juicio ordi-
nario. Por esta consideración en el caso
de que 1a sentencia haya sido favorable al
acreedor, estará obligado antes de hacérsele
pago de su crédito á asegurar, si el deudor
lo exigiese , con fianza idónea las resultas
del indicado juicio (5).
APREN1HZ. APRENDIZAJE,

Estas dos voces corresponden principal-
mente á la policía y disciplina de las artes
y oficios. Con la primera se designa la per-
sona que aprende alguno de dichos oficios
bajo la dirección de un maestro: con la se-
gunda se espresa el hecho material de
aprender, ó el tiempo que en ello se emplea,

En lu  negocios mereantiUtempiesA el pro-
cedimiento por un escrito igual en todo á
una demanda ejecutiva acompañando el ti-
tulé justificativo del crédito, y solicitando
que se  requiera al deudor al pago de ia deu-
da, y no  verificándolo que se proceda al em-
bargo de sus bienes (I).

El tribunal teniendo presentes las con-
sideraciones que antes sehanespueato, exa-
minará detenidamente el fundamento de es-
ta solicitud, y bailando que procede de de-
recho despachará mandamiento cometido á
los alguaciles para que con asistencia de es-
cribano requieran al deudor al pago de la
deuda, y fto haciéndolo en el acto procedan
ai embargo dé  sus bienes {2) .

Requerido y verificado el embargo por
falta de  pago se citará al deudor para la
venta de  los bienes embargados , si dentro
de tercero día no propusiere escepcion le-
gitima contra el apremio (3). En este pro-
cedimiento no tienen cabida todas las es-
cepciones que se admiten en los juicios eje-
cutivos ; si asi fuera se desvirtuaría su ca-
rácter privilegiado. Admítense solamente
aquellas que probadas harían esencialmente
injusto el pago de la cantidad reclamada;
tales son:

Falsedad del título.
Falta de personalidad en el portador.
Pago.
Transacción ó compromiso.
El deudor debe proponer por escrito

aquella que le competa y probarla en los
tres dias prefijados en la citación (4). Si el
deudor presentase su oposición la unirá el
escribano á los autos con los documentos
que la acompañaren (5).

No son tampoco admisibles para este ob-
jeto todas las pruebas que reconoce el de-
recho en los casos comunes y ordinarios. La
prueba de laeseepcion deducida ha de prac-
ticarse con documentos ó por confesión ju-
dicial del acreedor, y no por ningún otro
medio de los que tienen lugar en los demas

' 1  Art. US.
■»i Art US.
<3‘ Art .  3J57.
(4) Art. US.
(3 AH.  3<W. p ina to ! .

( t j  Ar t .  339.
(1) Art,  350. p ímfo X.
(3) Art. 330. pirral» 6,
(4) Art.  IB i  , pArtafo i ,
,5, Arl .  15S.
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ó bien el estado, ocupación ó carácter del
que aprende. Por analogía suele también
aplicarse á toda persona que se halla en ios
primeros tiempos de la enseñanza en  las
demas cosas que sou objeto de ella, y á los
esfuerzos vacilantes é imperfectos que hace
el hombre al empezar el ejercicio de cual-
quiera profesión ó carrera , ó al ensayar
una costumbre, una série de actos, en la
ilimitada escala de las ocupaciones hu-
manas.

Con relación á las artes , el aprendizage
ha perdido toda su importancia en los últi-
mos tiempos, á diferencia de lo que sucedía
en otros anteriores. En estos, por conse-
cuencia del predominio que tuvieron ciertas
ideas económicas equivocadas, aunque con-
formes con la manera de ser de las socieda-
des ,  sucedió que las instituciones, orde-
nanzas y reglamentos de  los gremios ó
asociaciones industriales , regulaban la épo-
ca del aprendizage, tiempo fijo de su dura-
ción , condiciones que determinaban las
obligaciones y derechos respectivos de los
aprendices y maestros , con otra porción de
circunstancias y requisitos, mas ó menos
homogéneos , mas ó menos regulares , con
proporción á los diversos oficios ó industrias
qne eran objeto de la instrucción del apren-
diz y de la enseñanza del maestro. Por últi-
mo, se estableció y consideró como forzoso
el aprendizage, y se pusieron trabas infini-
tas al ejercicio délas industrias y oficios; no
podiendo ejercerse profesión ni arte ningu-
no sin haber pasado por la época del apren-
dizage , larga muchas veces y pesada , y sin
haberse sujetado á la prueba de su aprove-
chamiento y suficiencia. Aunque no son mu-
chos los antecedentes que nos suministra
sobre este punto la legislación antigua , los
hay, y no pocos, relativos á épocas poste-
riores , cuando en España empezó á tomar
y recibió la industria el estraordinario in-
cremento de que se conservan memorias y
tradiciones ciertas. Pueden consultarse las
ordenanzas generalesy especiales de artes y
oficios, deque recogió abundante copia nues-
tro laborioso escritor Larruga, y en ellas se
verán comprobadas las severas prescripcio-

nes de que acabamos de hacer mención y que
estuvieron muy enfoga entre nosotros.

Los principios económicos sobreque se ba-
só en Europa el ejercicio de la industria, en
sus diversos ramos, fueron uniformes en
cuanto á establecer las trabas y obligaciones
antes indicadas. Pero otras ideas mas racio-
nales y provechosas y mas acomodadas á la
libertad de la industria y ai mayor desarro-
llo de las facultades físicas é intelectuales
de los discípulos y aprendices, cambiaron la
faz de la legislación, habiéndose dictado en
este sentido varias disposiciones que de-
muestran aquel cambio, y que contribuye-
ron no poco, á sacar á la industria de la
servidumbre y monopolio que sobre ella se
ejerciera. Sabido es que en Inglaterra f un
estatuto de la reina Isabel , mandaba que
ningún género de industria pudiera ejer-
cerse, si no después de haber justificado
siete años de  aprendizage : que este estatuto
fue reformado , y que aquel término se  dejó
enteramente á la libertad y conveniencia
mütua de las partes contratantes. En Fran-
cia la duración del aprendizage era mas ó
menos iarga, según la especie de profesión:
este tiempo estaba determinado rigorosa-
mente por los estatutos de las corporaciones
y comunidades de mercaderes y artesanos;
pero después el aprendizage se dejó al mú-
tuo y voluntario convenio entre los padres
del aprendiz y el maestro en cuyo taller le
colocaba , cuyas condiciones se fijaban en
una escritura simple y sin autorización de
notario público, requisito que se exigía an-
tiguamente. La ley de Germinal del año XI
dispuso , que los contratos de aprendizage
consentidos entre personas mayores de edad
á nombre de los menores , sin el concurso de
aquellos bajo cuya autoridad se hallan, no
pueden invalidarse, á parle de la indemni-
zación respectiva , sino en los casos siguien-
tes: 1.° Por falta de cumplimiento de cual-
quiera de las dos parles. 2.° Por malos tra-
tamientos del maestro al aprendiz. 3 /  Por
mala conducta del aprendiz. 4.° Por haber-
se obligado el aprendiz á prestar antes de
obtener retribución pecuniaria un tiempo
de trabajo, cuyo valor se juzgase escesivo
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eular de  1 .a de mano de  1798, en que di-
recta mente se previno que debiesen ser ad-
mitidos á la prueba ó eximen de un oficio
todos los que lo pretendieran , sin que les
sirviese de obstáculo la falte de los requi-
sitos del aprendizage, oficialía, domicilio,
n i  otro alguno prescrito en las respectivas
ordenanzas.

LasCórtes generales y es  traord icarias por
decreto de 8 de junio de 1813*, restablecido
por las constituyentes en 2 de diciembre
de 1836, dispusieron, entreoirás cosas rela-
tivas á la libertad de la industria, que se
pudiese ejercer libremente cualquier in-
dustria ú oficio útil sin necesidad de exa-
men, título ó incorporación á los gremios
respectivos. —En el real decreto de 20  de
enero de .1854 , sobre asociaciones gremia-
les ,  son dignas de notarse á nuestro pro-
pósito las palabras de la base cuarta, que
dicen; «Las ordenanzas particulares de los
gremios, deben determinar la policía de los
aprendizajes , y fijar las reglas que hagan
compatible la instrucción y los progresos
del aprendiz con los derechos del maestro
y con las garantías del órden público, que
este debe dar á la autoridad local sobre la
conducta de lo» empleados de sus talleres;
bien entendido , que el individuo á quien
circunstancias particulares hayan obligado
á hacer fuera del reino ó privadamente en
su casa el aprendizage de un oficio, no per-
derá por eso la facultad de presentarse á
examen de oficial ó maestro , ni de ejercer
su profesión con sujeción*á estas reglas.»

Esta breve reseña de los antecedentes y
estado actual de la legislación, nos con-
ducen á dos consecuencias. —1.‘ No hay
obligación de sujetarse á aprendizage for-
zado, para ejercer ningún arte ú oficio.—
2/  El aprendizage voluntario estará sujeto
únicamente á las condiciones bajo las que
se establezca entre los padres ó tutores de
los aprendices y los maestros.

De aquí se infiere que serán aplicables á
estos convenios las reglas generales del de-
recho civil , por las que se examinan y juz-
gan todos lo que emanan de la voluntad li-
bre de ios hombres.

45

y superior al precio ordinario del aprendi-
zaje. En la misma ley se  dictan otras. pre-
venciones que parten de  la misma convic-
ción, y suponen la rectitud de ideas que ya
ae tenían sobreestá materia.

En España se verificó, según ya hemos
indicado', el mismo cambio. Puede consul-
tarse lodo el til. 23  del lib. 8 de la Novísi-
ma Recopilación, donde se  verán los compro-
bantes. La ley 9 de dicho título y libro con-
tiene una disposición en estremo benéfica,
reducida á quitar las trabas -que la ilegiti-
midad oponía á la admisión de aprendices,
por los estatutos y constituciones de las
hermandades y otros cuerpos erigidos con
autoridad pública, y á declarar, «que para
el ejercicio de cualquiera arte ú oficio no
ha deservir de impedimento la ilegitimidad
que previenen las leyes ...... las cuales de-
rogo... como también cualesquiera senten-
cias, estatutos, usos , costumbres y cuanto
sea contrario á ellas.» La ley <5 id. id. pre-
viene , que las viudas de los artesanos pue-
dan conservar sus tiendas y talleres aunque
casen con segundos maridos que no sean
del oficio del primero. La ley ib ,  id. id.  dis-
pone la libre enseñanza y trabajo de las
mugeres y niñas en todas las labore» pro-
pias de su  sexo , sin embargo de las orde-
nanzas de los gremios ; y la 13 concede á
las mugeres facultad general para trabajar
en todas las labores compatibles con el de-
coro de su  sexo. La declaración mas nota-
ble en este punto es  sin duda la contenida
en la real orden de 26 de mayo de  1790,
con motivo de haber solicitado un tornero
queso le permitiese trabajar en su oficio
sin obligación de examinarse en é l ,  como
pretendían los torneros ; habiendo resuello
8.  M. que su sala de alcaldes mantuviese a
este artista en el libre ejercicio de su pro-
fesión atediante su conocida habilidad y
ventaja que resulta al reino en su estableci-
miento, sin embargo de la oposición de los
veedores del gremio, y que lo mismo se  eje-
cute con cualesquiera artesanos de profe-
sión conocida ó no en el reino , cerciorándo-
te de su idoneidad, y removiendo oposiciones
gremiales. Mas terminante es todavía la cir-

TOMO i i  r .
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Hay sin embargo algunas especiales, na- I

cirios de Ja naturaleza del aprendizage y del
carácter y autoridad del magisterio,- que
dicen relación al mejor y mas exacto cumpli-
miento de las obligaciones que de dichos
contratos resultan y que proveen al servicio
de la sociedad, al orden y subordinación de
los aprendices y al cuidado, tolerancia y
discreción de los maestros, cuyas reglas con
las cuestiones, asi de naturaleza civil como
penal, que de ellas nacieren, se examinan
mas oportunamente en el articulo

V.
APRESAMIENTO. V . » m .
APROBACION. APROBAR.

Esta última voz tiene muchas acepciones;
pero las principales en el lenguage del
derecho son : primera , ratificar , haber
por bueno ó por firme lo que otro ha hecho
en nuestro nombre ó en nuestro provecho,
sin previo encargo ó mandato, ó bien es-
fcediéndose dp él. En este caso lo que es el
mandato anterior á los hechos, es el con-
sentimiento, ó la aprobación posterior para
todos los efectos del derecho. Algunas ve-
ces esta aprobación ó. consentimiento de
que nos ha de resultar obligación es tácita
ó interpretativa. Así se ha formulado el
principio de derecho de que,  todos se  entien-
de  que consienten lo que es hecho en su favor
6 cede en su  provecho. Así el menor, que Bo-
gando á la mayor edad, no reclama por via
de restitución en el cuadrienio legal contra
lo que se ha hecho en su nombre durante
la menor edad, se entiende que lo aprueba
ó ratifica : de aquí asimismo la obligación
en el caso de la negoliorum geslio. Todas
las reglas de derecho en este punto están
fundadas en el principio filosófico de qúe
sin voluntad , ni podemos merecer , ni desme-
recer, ni por tanto reputarnos obligados.
Esta es la clave para decidir en todas las
vías , en lo moral , en lo civil , en lo crimi-
nal y administrativo, si bien es indispensa-
ble tener presentes los muchos modos ra-
cionales de interpretar nuestra voluntad, y
que esta puede ser tácita, óespresa, ante-
rior, simultánea y posterior al hecho.

La teoría asentada es siempre cierta en H

el órden mora) : lo es también bajo el punto
de vista de producir obligación en el foro
estenio, en el civil y administrativo ; pero
no lo es en el criminal. El señor Lardizabal
en su discurso sobre tas penas se propone
esta Cuestión, á saber: si diciendo uno
haber ejecutado un delito en nuestro nom-
bre,  y aprobándolo nosotros, quedaremos
obligados, y la resuelve negativamente por
la fundadísima razón de que no hemos sido
causa física ni moral del hecho..

Sobre Ja fuerza que tiene en el derecho
la aprobación, ó ratihabición, dice así la re-
gla 10  del tít. 34 ,  parí. 7 .  £ aun dijeron
[los sabios) que quien ha  per firme la cosa
que es fecha en  su  neme, que vale tanto, como
si la oviere mandado facer de  primero.*

Por lo dicho anteriormente se  ve  bien que
ésta regla, aunque tan absoluta, no puede
tener aplicación en lo criminal , pues si el
decirse cometido un crimen en nuestro nom-
bre procediese , no de haberlo supuesto asi
espontáneamente el perpetrador, sino de
insinuaciones ó consejos de nuestra parte,
entonces ya seríamos responsables en otro
concepto , mas no por aprobación. Ni 1este
relevaría tampoco al perpetrador de suTes-
ponsabilidad, como sucede en el órden civil.

Ultimamente, la regla vulgar el que ca-,
Ua  , otorga , supone por lo menos un prin-
cipio de aprobación tácita, ó constitu-
ye una presunción , ó consentimiento en
el hecho negativo de no contradecir lo
que á ciencia ó presencia nuestra se di-
ce relativamente á nuestra persona ó he-
chos propios. La ley sin embargo dispo-
ne lo siguiente en la regla 25  del título y
Partida antes citados. £ aun dijeron que el
que calla non se entiende que siempre otorga,
lo cUal dicen , maguer non responda-, mas
esto es verdad que non niega lo que oye. Des-
de luego se ve que según la ley misma, si
non se entiende que siempre otorga el que ca-
lla , se entiende que otorga alguna vez. Lo
lógico es , que en todo caso si el silencio no
arguye ciertamente aprobación ó conformi-
dad , constituirá por lo menos , como hemos
indicado , una presunción mas ó menos
fuerte, según Ja. naturaleza y circnnstan-
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modo mas conveniente i los fines de la mis-
ma , pues que en el hecho de ser sociedad,
requiere régimen : en el hecho de admitir
las gerarquíás, prescribe la disciplina y su-
bordinación: y si el obispo es el pastor déla
grey, si es la providencia de la diócesis,
preciso es que nada suceda en ella sin su
consentimiento y dirección , conforme á los
sagrados cánones y á las leyes.

Aunque esto sea una verdad absoluta, las
escepciones han turbado, y aun reducido á
controversia muchas veces la regla general,
y muy especialmente desde la institución de
las órdenes regulares, por los muchos pri-
vilegios con que los romanos pontífices cre-
yeron conveniente favorecer su propagación.

Como siempre el abuso llevado al estremo
hace inexcusable su remedio, el Concilio de
Trento creyó digno de su atención el que re-
clamaban las diarias controversias sobre
aprobación para confesar y predicar , y asi
en el capítulo XV de la sesión 25  , ordenó
lo siguiente: «Aunque los sacerdotes reci-
ben en la ordenación la facultad de absol-
ver los pecados, dispone r no obstante, él
Santo Concilio, que ningún sacerdote, aun
regular, pueda oir las confesiones de los se-
culares, como tampoco de los sacerdotes,
ni creerse capaz de poderlo hacer si no tiene
un beneficio con título y cura de almas, ó
si no lo juzgan idóneo los obispos , que se
cerciorarán de ello por medio de un exámen,
si no tiene la aprobación de los mismos , que
debe concederse siempre gratuitamente , no
obstante todos los privilegios y costumbres
en contrario, aun la inmemorial.» Hay ade-
mas diferentes disposiciones canónicas sobre
aprobación para predicar y confesar; pero
esta importante materia ha de verse en los
artículos correspondientes , como conrE-
EIOW, FBEB1CACIOM, BEGMJLtBE», ETC.

APROBANTES (utavaiM) . V.
CAPITANEA APBBBAMTEA.

APROPIARSE. Trasladar á nues-
tro poder lo que no nos pertenece. Si el tí-
tulo del apropiamiento fuese lícito , como la
ocupación , adquirimos el dominio ; si ilíci-
to , como el hurto , la usurpación y otros
análogos, somos injustos detentadores.

vms del hecho, pues que así como es ana
verdad elevada á principio de  derecho que
siempre se  entiende que consentimos lo que
es  en nuestro provecho, de la misma ma-
nera es  lógico suponer que nunca consen-
timos ni autorizamos con el silencio, ni de-
jamos de rechazar , podiendo , lo que es en
nuestro daño , de  donde puede deducirse
el convencimiento de  la verdad , ó un gra-
ve  inconveniente en rechazarla. El exámen
y circunstancias del hecho y juicio critico
aobre este inconveniente, determinará el
fundamento y grado de Tuerza de  la pre-
sunción que haya de deducirse de nuestro
silencio.

La segunda acepción notable de la pala-
bra aprobación, es en la administración, y
en el derecho, la de  declarar que en una
persona , ó en un hecho concurren, en el
primer caso la aptitud, y en ambos los re-
quisitos y circunstancias exigidas ó prescri-
tas por las leyes, órdenes y reglamentos,
por la convención , por la moral ó por pac-
tos ó costumbre para algún fia. Así se
aprueban en un exámen ú oposición los
ejercicios de los examinandos : así la con-
ducta de una autoridad ó funcionario : un
proyecto de  ley sometido al  poder legislati-
vo ,  una contrata pública , un remate, etc.
De lo dicho se infiere, que para la aproba-
ción en el sentido en que vamos hablando,
se necesita siempre autoridad pública , y
como esta debe estar formulada para todos
los casos á que ha de aplicarse, por -eso
también el desenvolvimiento del principio
ha  de verse eu los artículos respectivos.

En lo eclesiástico sollama también apro-
bación la autorización ó licencias que el pre-
lado diocesano dá á los sacerdotes presbíte-
ros para confesar y predicar. No hay duda
que lodo presbítero recibe en la ordenación
la facultad de alar y desatar : ellos también,
pues, ya desde entonces son enviados ,  reci-
ben la potestad de la divina palabra , ó sea
de la enseñanza y predicación. Pero cons-
tituida la Iglesia, como una sociedad perfec-
ta, elórden y disciplina de la misma exige,
que el ejercicio de  las facultades respecti-
vas esté regularizado y sea dirigido del
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de los nares, y el que particularmente ha-
bla de los pammm coa todas sus inciden-
cias. V.

340
Conforme á la etimología de  la palabra, apro-
piado es lo mismo que poseído, ó que tiene
dueño conocido. Apropiado se dice también

, en oposición á baldío ,  para indicar la dife-
rencia que hay entre aquellos fundos que
pertenecen á los propios de ios pueblos , y
aquellos cuyo supremo dominio correspon-
de al Estado ; pero que abandonados de he-
cho por este , están en el disfrute común,
ni mas ni menos que si realmente no tuvie-
sen dueño especial..

APROVECHAMIENTOS. Aña-
diendo á esta voz el adjetivo común», se re-
fiere al disfrute que pertenece en comuu á
muchas personas ó á varios pueblos , de los
bienes que están destinados á este fin por
las leyes , las costumbres , ó algunos títulos
especiales en que se funda el derecho de los
que le gozan. Sabido es que en España hay
muchas fincas de diverso origen y dominio,
que por sus circunstancias particulares, ó
quizás mas bien por el número de las per-
sonas que tienen derecho á ellas , no pueden
fácilmente partirse, ni utilizarse; y que so-
bre todo, tratándose de pastos, se aumen-
taría esta dificultad , y la haría en muchos
casos imposible. Por esta causadlos bienes
llamados comunes, los realengos, baldíos y
y otros cuyo dominio no corresponde á los
pueblos; pero cuyo goce les está reservado,
como también algunos de los llamados de
propios | que no se arriendan, ni pueden
disfrutarse con separación é independencia;
■se disfrutan en común por los vecinos de
las poblaciones donde radican, llamándose
común» los aprovechamientos que de ellos
sacan: con la diferencia, de que se  denomi-
na asi al aprovechamiento que utilizan los
vecinos de un mismo pueblo; y aprovecha-
miento mancomunado, cuando este se hace
entre vecinos de pueblos distintos, que por
esta causa se dice tienen entre sí mancomu-
nidad. Las leyes y disposiciones dictadas
sobre el ramo de aprovechamientos y sobre
mancomunidad de pastos son numerosas; pe-
ro no nos hacemos cargo de ellas, al presen-
te porque tienen su colocación natural en
tratados mas estensos, como son los que es-
plican la naturaleza, diferencia y calificación

APTITUD. Lo mismo que capacidad
para nna cosa. La aptitud puede ser física,
intelectual y legal , según los casos. En el
órden físico y en el moral la aptitud se  apre-
cia por el sentido común, por la razón uni-
versal: en lo legal y oficial se determina por
las leyes y reales disposiciones que desde
luego fijan taxativamente los requisitos y
circunstancias que constituyen ó hacen an-
poner la aptitud, disposición ó capacidad
para nn fin dado , ó establecen los compro-
bantes de ella. Asi la circunstancia de cum-
plir 25  años : la de sufrir un exámen con
aprobación , que puede ser debida sin em-
bargo á la justicia ó i la indulgencia: e l
haber ejercido la abogacía cierto número de
años, dan , ó hacen suponer, la aptitud ne-
cesaria para ciertos fines legales ó sociales,
sobre lo cual debe estarse á lo dispuesto en
cada caso particular. ■ * ■

APUESTA.  Las palabras la tinas ¿prm-
sione certare dan la idea mas exacta de la
apuesta. Para que exista es necesario que
haya certamen, contienda, disputa entre
dos ó mas personas sobre un objeto ó suce-
so futuro é incierto ; que se fije la cosa que
habrá de entregar ó la prenda que habrá
de perder el que fuere vencido en ella ; y
que preceda una estipulación en que ambos
objetos se concierten y convengan de común
acuerdo'cntre los contendemos : stipulatiane
pignoreve deposito contendere, ui qui ex  cer-
lamine superior díscodat , pecuniam tu stipn-
latum deductum pignorrie depositara feral.

Esta materia tiene mucha analogía con lo
que sobre juegos y azares es  justamente ob-
jeto del derecho y asunto de las medidas y
disposiciones de buen gobierno; hay sin em-
bargo eu ella algunas especialidades que nos
obligan á tratarla con separación.

Aunque la eventualidad y la Contingencia
del suceso dan á la estipulación de que ha-
blamos, el carácter de azarosa ó aleatoria;
y aunque siempre se contrata sobre un
acontecimiento incierto, que lo mismo pue-
de realizarse que no realizarse y verificarse
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disputas entre loa que aspiraban y aposta-
ban por resultados diferentes ó contrarios.
Los litigantes también solían antiguamente
comprometer cierta suma de dinero, que
ganaba «l que salia vencedor en el pleito:
cayuzrei causa vice mutua sltpulaliones inter-
poní solebani-, sobre cuya costumbre son in-
numerables los ejemplos que cita Budeo,
y puede verse igualmente lo que se lee en
Cicerón, lib. 7 ,  ad  divesas epístola, cap. 2L

La legislación inglesa y las costumbres
de este pueblo singular , dan también cabi-
da á las apuestas, que son frecuentes é innu-
merables sobre todos , ó la mayor parte de
los sucesos en que hay duda, contienda ó
eventualidad. Por esta causa se concede y
admite acción sobre ellas, por regla gene-
ral, cualesquiera que sean los objetos á que
se refieran. Hay sin embargo algunas es-
cepciones y modificaciones á esta regla co-
mún, que conviene tener presentes. Por
ejemplo, segtn el acl. 5 de Jorge IV, C. 83,
todos los que juegan ó apuestan en una pla-
za pública ó cualquiera otro lugar descu-
bierto, con nna mesa ó un instrumento de
juego, A un juego ó pretendido juego de
azar, pueden ser tratados como vagamun-
dos: en lo que se observa que no es la
apuesta como tal , sino la publicidad , el
abandono de sus deberes, la desaplicación,
lo que principalmente persigue la ley. De-
jando aparte y para su oportuno lugar to-
das las disposiciones relativas á los jue-
gos, que en parte alcanzan á las apuestas,
no podemos omitir algunas particularida-
des concernientes á estas. Por lo general
las carreras de caldillos, riñas de gallos, el
pugilato, etc., suelen prestar en Inglaterra
ocasiones frecuentes de numerosas apues-
tas. Pero por el act. 13, de Jorge II, cap. 19,r
se dispuso, que el vaso de plata ó el objeto
que debe ser el premio de la carrera, no fue-
se de valor inferior á 50 libras esterli-
nas, bajo la pena de una mulla de 200 l i -
bras, pagaderas por el propietario de cada
caballo que entre en la liza, y 10 libras es -
terlinas pagaderas por ios que hacen el
anuncio del vaso. Pero aunque las carre-
ras de esta clase sean legales, sin embargo,

en  un sentido , ó en otro diferente ; sin em-
bargo, las leyes no ban colocada la apuesta
en idéntico lugar, ni la han calificado del
mismo modo que los resultados, también
eventuales , que provienen de los juegos
de suerte y azar de que en otra parle nos
ocupamos.

Es muy antiguo el uso de las apuestas, ó
traviesas, como las denomina la ley recopi-
lada, no siendo de estrañar, atendida la
naturaleza del hombre, este conato casi ge-
neral en todos los pueblos y en todas las
clases, de  mostrarse los hombres como con-
vencidos y seguros de un suceso contingente
en que se interesa no tanlo.su orgullo y su
confianza en las previsiones propias, como
su deseo de garantizar sus palabras y aseve-
raciones con el riesgo en que pone la pren-
da, ó la cantidad comprometida. Según dice
un escritor, hay en esta manera de disputar
los hombres y en el riesgo en que ponen sus
intereses y á veces prendas muy queridas,
cierto alarde de amor propio , mezclado
con el misterio del porvenir y con la tenden-
cia á la adivinación , casi innata en el hom-
bre, singularmente cuando se refiere á su-
cesos que no son comunes y ordinarios. Así
es que el trance mas difícil en la alterna-
tiva de las apuestas suele tener casi siempre
mayor y mas empeñado número de partida-
rios.

Entre los romanos estuvieron en uso las
apuestas. Basta consultar para esto la ley
3 deí Di gesto de  aleatoribus , y la ley pe-
núltima del Código de ala lu*w, en esta se
espose la antigüedad y .  universalidad de
esta clase de  convenciones. Macrobio y Sé-
neca citan ejemplos de apuestas ó de pren-
das depositadas, como garantía del suceso
futuro ; y la ley 19, párrafo 7 del Digesto de
prtescripl. ver».  , habla de los anillos que se
depositaban en señal de seguridad ó de huen
éxito en una promesa, s/wirionw causa , he-
cha y admitida con motivo de cualquiera
apuesta, al paso que Plinio confirma esta
misma noticia en el libro 53, capítulo 1,  do-
cer, diciendo, que en las apuestas ó prome-
sas, tu sponsionibttt , se echaba mano de los
anillos, como prendas de los certámenes y
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entran en la categoría de juegos , según el
act. 9 ,  de la reina Ana, cap. 14 ;  y por
consiguiente, las apuestas superiores A 10
libras esterlinas son ilegales. Una carrera á
pie entre dos ó mas concurrentes, una car-
rera de igual clase hecha por uno solo en
un cierto espacio de tiempo, y las apuestas
hechas sobre ellas, son consideradas y juz-
gadas por la legislación de juegos. Una
apuesta de menos de 10 libras esterlinas,
hecha sobre una carrera de caballos ilegal,
no puede ser repetida y recobrada por ac-
ción jurídica. Aunque los propietarios pue-
dan hacer correr los caballos por un com-
promiso de 50  libras y mas, en los lugares
destinados á las carreras , ,  sin embargo, se-
halla en observancia , que cuando empren-
den estas carreras sobre los caminos reales,
la apuesta sea ilegal é irrealizable.

De estos y otros hechos , que como es-
cepciones pueden citarse, se infiere y es*
doctrina corriente entre los juristas y en los
tribunales de Inglaterra, que las prendas, ó
apuestas son contratos legales, realizables
por una acción judicial, con tal de que
aquellas no hayan sido hechas sobre jue-
gos ilegales, ó que no sean capaces de per-
turbar la tranquilidad pública, alentar la
inmoralidad ó comprometer los intereses,
el carácter y los sentimientos de las perso-
nas que son agenas ó estrañas á las apues-
tas; ó que estas no sean contrarias al órden
público y natural. Según el . act. 7 de Jor-
ge II, cap. 8 ,  las apuestas.que digan rela-

. cion al precio actual ó venidero de los fon-
dos públicos, son ilegales y nulas; pero las
compras á plazo de fondos estraujeros no en-
tran en la prohibición del estatuto, y no son
ilegales conforme á la ley común.

Un individuo que había dado cien libras
esterlinas, á condición de recobrar trescien-
tas si la paz no se habia concluido con la
Francia en cierto espacio de tiempo, inten-
tó en seguida la acción para reembolsar di-
chas trescientas libras ; pero se decretó que
la apuesta era nula , porque se vió ser con-
traria al órden público , aunque se le per-
mitió reembolsar las cien libras entregadas.
Una apuesta hecha entre dos electores sobre

APUESTA.
el éxito de los candidatos respectivos para
el Parlamento es ilegal, porque tiende á
corromper la libertad de  las votaciones.

En Francia la legislación está calcada so-
bre otros principios. No considera la socie-
dad, ni reconoce en los individuos acción �
para repetir ó reclamar el cumplimiento de
una estipulación de esta clase: lo que prue-
ba que no reconoce ninguna obligación ci-
vil , ni ningún derecho relativo, procedente
de las apuestas , sean de la clase que quie-
ran. El artículo 1965 del Código civil, es
terminante. «La tey. dice, no concede ningu-
na acción por una deuda del juego, ó para
el pago de una apuesta ('Parí).*

Sin embargo , no es lo mismo negar esta
acción , ó mas bien no concederla , que ne-
gar las apuestas , ó dar derecho para reco-
brar lo que en consecuencia de ellas se hu-
biese pagado. Esto es esencialmente dife-
rente y está espresamente prohibido por el
artículo 1967 del mismo Código, en que se
ordena, que «en ningún caso, el que hubiese
perdido podrá repetir lo que voluntariamente
hubiese pagado, á menos que no hubiese ha-
bido do parle del ganancioso, dolo, superche-
ría ó estafa.»

En España , aunque la legislación no  se
ha ocupado espresamente de la apuesta, han
estado en general permitidas y se han con-
siderado como contratos legítimos y obliga-
torios. Por lo mismo que.no hay ley en
nuestros códigos primitivos que haya con-
signado esta disposición , los comentadores
de nuestro derecho han puesto particular
cuidado y empeño en esponer lo que sobre
este punto creyeron mas conforme con la
doctrina y con las fuentes de nuestro dere-
cho. Por manera, que opinaron , y esta fue
la regla de los tribunales, ai tenor de lo dis-
puesto en la legislación rorpana , en la que,
como ya hemos visto mas arriba, la apuesta
producía obligación y derechos civiles re-
clamares por la via judicial, como cual-
quiera otro contrato lícito. Muchas son las
citas que podríamos hacer de escritores res-
petables que trataron espresamente de la
materia; pero recordaremos particularmen-
te los siguientes: Antonio Gómez, eu el
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denominación no conviene en rigor á Jos
apuntamientos sino cuando han sido con-
certados por el relator con asistencia de los
letrados.

La formación de los apuntamientos en los
procesos que penden ante los tribunales su-
periores está encargada á los relatores; en
los juzgados de primera instancia á los es-
cribanos actuarios; en los de comercio á los
letrados consultores; en aquellos tribunales
en los cuales uno de sus ministros desem-
peña el cargo de ponente, se atribuye á él la
formación del estrado, y finalmente, en el
Consejo Real está encomendada al ausiliar
respectivo , el cual en las vistas públicas
hace las veces de relator.

Por el artículo 633 de los aranceles judi-
ciales modificados con arreglo al real decre-
to de 22 de mayo de  1846 , se dispuso que
para evitar los gastos de dobles apunta-
mientos, inmediatamente que se remita á
un tribunal superior ó al Supremo algún
pleito ó causa criminal en apelación ó con-
sulta del repartimiento pasará el proceso al
relator para la formación del apuntamiento
ó memorial ajustado, el cual correrá unido
al pleito ó causa para que los defensores sa-
quen las copias ó notas que tengan por con-
veniente, y que formado el apuntamiento
siga el asunto sti legal sustanciacion. Este
método ahorra mucho trabajo á los abogados
para el estudio de los procesos y les releva
de la necesidad de hacer el estrado de ellos
puesto que según la antigua práctica no ha-
cían los relatores el apuntamiento basta ha-
llarse los autos conclusos para definitiva con
lo cual los abogados no podían consultarlos
al tiempo de la defensa. No por eso, sin em-
bargo, los abogados deben dejar de hacer
un minucioso análisis de los autos, así para
examinar y cotejar el apuntamiento del re-
lator y solicitar en su consecuencia la am-
pliación ó corrección de algún hecho inte-
resante , como para discernir los mejores
materiales que deban emplear en la defen-
sa, y disponer la copia integra ó por es-
trado de los documentos, pruebas ó ante-
cedentes que mas conduzcan á su designio.

En las causas criminales se ha creído con-

tomo 2,  Par., cap. U,  núm. 4;  Covarrubias
»n Reg. peccat. 2p .  párrafo 4. núm, 2: Ace-
vedo tB l ib .  12, núm. 15, til. 7, lib, 8 ,  Reg;
y la Curia filípica, lib. 3,  cap. 15, núm. 1.

Sin embargo, ya en tiempo del señor don
Felipe II se tomó en consideración el esceso
con que se jugaba y apostaba en los juegos
de pelota y otros permitidos, y se prohibie-
ron espresamente la/ traviesas en dichos jue-
gos, y el que se pagasen preseas ó prendas,
so pena que por la primera vez, asi en lo que
perdiere como en lo que ganare y alravesa~
re, caya é incurra en pena de lo que mas ju-
gare de  la dicha cuantía , y lo que atravesare
con otro tanto (4 ).

La célebre pragmática sobre juegos de
embite, suerte y azar, del Sr. D.  Carlos III,
que es la ley 15 , lít. 23 ,  lib. 12  , Novis.
Recop., hizo también mención de la apuesta
en su sesla disposición en que se dice lo si-
guiente : y prohíbo conforme á la misma ley
(es la anteriormente citada ) que haya tra-
viesas ó apuestas aunque sea en estos juegos
permitidos,...

De estas dos disposiciones , acordes en c!
fondo , se infiere , que si bien en los demas
negocios y asuntos de duda y certámen le-
gítimo, la apuesta es permitida y produce
obligaciones recíprocas , no sucede lo mis-
mo cuando estas se hacen en el juego y con
ocasión de los lances de azar que ofrecen,
por mas que esos juegos sean permitidos.
La razón de esta diferencia se concibe fácil-
mente. A la vista y con mptivo del juego,
aparte de la oscuridad y ceguedad de la
suerte , hay mayor incentivo y mas provo-
cación á comprometer la fortuna y los in-
tereses, dando ocasión al inmoderado deseo
de ganancia y por consiguiente á la inmora-
lidad que por lodos los medios deben evitar
las leyes y todas las disposiciones de go-
bierno.

APUNTAMIENTO. Es el estrac-
to ordenado y esposili vo de un proceso tanto
en  lo civil como en lo criminal : llámase tam-
bién simplemente estrado , y aun con mas
generalidad memorial ajusfado, si bien esta

(t) Ley 8, d i  M ,  l ib.  15, Novuiaa  Rtccpiledom
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por la inmensa utilidad qne ha de  propor-
cionarles en  el desempeño de  sus respecti-
vas profesiones. Para conciliar el órden qne
nos proponemos siempre , dividiremos el ar-
tículo en las cuatro secciones siguientes:

PARTE DOCTRINAL,.

veniente establecer una nueva garantía en
favor de los procesados con relación á los
apuntamientos de  ellas,  y á este efecto ha
dispuesto el articulo 41 de la ley provisio-
nal, reformada parala aplicación del Código
penal , que el magistrado ponente haya de
cotejar e l  apuntamiento del relator con el
proceso poniendo en el primero su nota do
conformidad.

Este nuevo método de  que vamos hablan-
do no es general ni se practica en  lodos los
tribunales; pero tanta y tan reconocida es
su utilidad que aun en aquellos donde no se
manda desde luego la formación de los apun-
tamientos, como sucede en el Supremo de
Guerra y Marina y algún otro, si la parle
apelante solicita que ante todas cosas pasen
los autos al relator para el fin indicado y
que evacuado se  le entreguen, el tribunal lo
acuerda sin dificultad y así lo hemos practi-
cado diferentes veces.

Pero tanto en estos como en  todos los de-
mas tribunales los apuntamientos deben es-
tenderse en  el papel correspondiente; á este
efecto deberán observarse las dos reglas si-
guientes: Primera, los apuntamientos ó me-
moriales ajustados en negocios entre partes
pudientes se escribirán en papel común, es-
cepto el  primer pliego y el último, que de-
berán serlo en  el del sello tercero. Segunda,
en las causas de  oficio y en los pleitos de po-
bres, cuando se formen apuntamientos ó
memoriales ajustados, se  eslenderánen pa-
pel blanco, esccpto el primer pliego y el úl-
timo que serán de  oficio ó de pobres sin per-
juicio de hacer el reintegro de  los pliegos
primero y último en la clase del sello tercero
si hubiere condenación de  costas (t).

La importancia que tienen los apunta-
mientos para los jueces, abogados, consul-
tores , escribanos y hoy dia para los magis-
trados y funcionarios del Consejo Real arri-
ba mencionados nos empeña á reunir en este
articulo las reglas principales que pueden
seguirse para su formación en toda clase de
asuntas judiciales, creyendo que este tra-
bajo será del agrado de  nuestros lectores

Sec. I. REGLAS GENERALES PARA TODA

CLASE DE  APUNTAMIENTOS.

Src. II. REGLAS PARA FORMAR LOS APUN-

TAMIENTOS EN NEGOCIOS CIVI-

LES.

Sec. III. REGLAS PARA FORMAR LOS APUN-

TAMIENTOS EN NEGOCIOS CRIMI-

NALES.

Sec. IV. REGLAS PARA FORMAR LOS APUN-

TAMIENTOS EN PLEITOS SOBRE

AGRAVIOS DE  CUENTAS, FILIACION

Y OTROS SEMEJANTES.

SECCION I.

REGLAS GENERALES PARA TODA CLASE DE  AFUN-

TAMIENTOS.

Para preparar la formación del apunta-
miento debe leerse ante todas cosas el pro-
ceso sin omitir aun aquellas partes de  que
no se  suele hacer mención en las relaciones,
como son los escritos de  réplica y duplica y
alegatos de bien probado; pues ademas de
convenir alguna vea dar idea, mas ó menos
circunstanciada de  su contenido, sirven
para apreciar en su verdadero valor las ra-
zones de  la demanda y contestación, y de-
terminar la importancia de  cada uno de  loa
artículos que constituyen la prueba de  los
interesados.

Leido el proceso de primera intención, se
recorre despuesy examina mas detenidamen-
te formando de  él nna especie de  esqueleto,
llamado minutario ó guión , que sirve de
mucho para facilitar la formación del es-
tracto. A este efecto se van entresacando
uno por uno los documentos y demas par-
les de  que se  ha de  componer el apunta-Uj  Real órdw <La 49 d« ente d« IMS.
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mun en cinco partes, que son las mismas
que con ligeras modificaciones pueden adop-
tarse y se adoptan generalmente en los ne-
gocios criminales. Dietas partes ó seccio?
nes son el ejtatfo del pleito, los supuestos y
antecedentes, el pleito, pruebas y adwcioiuM
posteriores.

El estado se hace preceder de un encabe-
zamiento, en el cual se espresan las perso-
nas entre quienes se ha controvertido el
pleito y la materia sobre que versa. Esten-
dido aquel sigue el estado, cuya parte del
apuntamiento tieue por objeto indicar el es-
tado que tieue el pleito mismo en el mo-
mento de formar el estracto. Esprésase en
él muy ligeramente el curso que ha seguidp,
hasta que concluso legítimamente se dictó
por el juez ó jueces que hayan intervenido
la sentencia , que se trascribe á la letra.
Después se refiere si se apeló ó no, esprc-
sando en el primer caso si el recurso se in-
terpuso dentro del término legal , y que a
virtud de la apelación admitida por el juez
se remitieron los autos á la superioridad.
Si el apuntamiento se forma cuando la se-
gunda instancia se baila ya concluida, se
espresarán también en el estado las preten-
siones deducidas por* los interesados y la
sustanciacion que hubiera tenido el negocio
con posterioridad hasta su conclusión, y si
se formase en la tercera iostancia, se refe-
rirán La sentencia dictada en la segunda, las
pretensiones producidas en la tercera y la
tramitación que en ella hubiese Unido e|
negocio.

La sección titulada supuestos ó anteceden-,
tes tiene por objeto referir los hechos ó
contratos que han dado lugar y ocasión al
litigio y los documentos que se hubieraq
acompañado con la demanda y contestación.
Algunos suelen dividir en dos este periodo
del apuntamiento, comprendiendo en uno
los antecedentes y en el otro los supuestos,
cuyo método no solo nos parece útil en al-
gunos casos , sino hasta indispensable para

' facilitar la claridad del estracto. Porque no
lodo contrato ó hecho anterior al pleito es
necesariamente un supuesto de  él ni debe re-
ferirse como tal, siquiera sea un anteceden»

miento anotando en una lista los folios
en que se encuenden , la especie dedo*
cumento que sea, una ligerísima reseña de
su contenido y el lugar á que corresponda
en la división del apuntamiento. Si en la
tramitación del juicio hubiese dilaciones
que merezcan alguna atención, so notarán
en esa misma lista todas las. particularida-
des de este género que se adviertan, y sino
después deseñalar el folio que ocupa la de-
manda, se hará lo mismo con la contesta-
ción. Después de ella se anotará en el guión
el auto de prueba, su fecha y folio, dias por
que fue recibido el pleito á ella, sus pro-
rogas, folio de cualquier petición, relativa á
las probanzas y diligencias que en su virtud
se hayan practicado. Si hubiese prueba de
testigos se formará una lista particular de
ellos, anotando sus sombres, edad , estado,
folios en que se encuentren sus declaracio-
nes por el órden numérico de primero, se-
gundo y tercero con que hubiesen declara-
do y día en que hayan sido examinados,
añadiendo si les comprenden ó no las gene-
rales,de la ley. Examinadas después las pre-
guntas del interrogatorio, se indica el folio
en que se halla cada una, anotando en su
referencia (os testigos que hubieran decla-
rado al tenor de cada una. Finalmente, sino
hubiera otra novedad en la suslanciacion,
se indica el folio de la sentencia, el de la
notificación y el del escrito por el cual se
hubiera interpuesto la alzada con el del au-
to en virtud del cual se admitió, y las di-
ligencias posteriores correspondientes á este
objeto. Por este órden se prepara la forma-
ción del apuntamiento, presentando á un gol-
pe de vista y en un brevísimo cuadro el re-
sultado mas importante del proceso que se
ha de estraotar, Veamos ahora las reglas
que deben seguirse después de preparado
este trabajo en la formación de los apunta-
mientos en negocios civiles.

SECCION 11.
REGLAS PARA FODSÍAU LOS APUNTAMIENTOS EN

NEGOCIOS CIVILES.

El apuntamiento que se forma para los
procesos de esta clase se divide por lo co-

rono JH.
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le que ha ocurrido en la historia de los he-
chos preliminares de la contienda. Supues-
tos del pleito son todos aquellos hechos que
tienen una relación directa con el mismo y
que han sido causa de su provocación ; por
ejemplo, el testamento es un supuesto en
el litigio suscitado entredós ó mas personas
sobre la sucesión; y la escritura, por la que
se celebró un contrato , es un supuesto del
pleito suscitado á consecuencia de él. Todos
los demas hechos que no tuviesen semejante
relación con la cuestión promovida , las di-
ligencias judiciales que antes de ella se hu-
bieran practicado; las actuaciones de un l i -
tigio que se hubiera seguido entre los mis-
mos interesados y tuviesen cierta analogía
con la propia cuestión son antecedentes de
ella, de los cuales puede darse en la sección
do este nombre la idea mas ó menos lata que
parezca suficiente. Tanto en una como en
otra, si se adóptala división indicada, debe
procurarse con gran cuidado que los he-
chos, contratos, actuaciones y demas se refie-
ran por órden cronológico , á fin de que en
la relación sé  encuentre la historia ordenada
y sucesiva del negocio sobre que versa el
pleito, estraclando lo mas sustancial é im-
portante de  los documentos y trascribiendo
literalmente aquellas cláusulas que sirven
directamente para decidir el litigio, como
es por ejemplo la de fundación en la suce-
sión de un mayorazgo. También se anota-
rán los vicios materiales que se encuentren
en los mismos documentos y las informali-
dades que pudieran contener en su otorga-
miento. En este mismo período se espresará
si los documentos ó antecedentes fueron
compulsados ó cotejados en su respectivo
caso , espresándose en cualquiera de ellos el
resultado de las diligencias practicadas al
efecto.

En la sección llamada pleito se empieza
por referir el dia en que se presentó la de-
manda , indicando los documentos , relacio-
nados ya en la sección anterior, que á ella
Se acompañaron , y el resultado del juicio de
eonciliacion, cuya certificación se dirá tam-
bién si fue ó no presentada. La súplica de
la demanda debe ponerse por punto general

.UHEhTO.
en el apuntamiento sin alterar los térmi-
nos del escrito, para que conste con la de-
bida exactitud la acción producida y el ob-
jeto verdadero y la eslension de la misma
demanda. A continuación se referirán las
diligencias practicadas á virtud de ella , es-
presándose si fue ó no emplazado el deman-
dado; se fijará del mismo modo el dia en
que se hubiese presentado el escrito de con-
testación, indicando los documentos que
con él se hubiesen aducido y la pretensión
formulada literalmente. Por último, si en
los posteriores escritos y actuaciones no
ocurriesen novedades atendibles, bastará
decir que evacuados los demas traslados,
las partes insistieron al presentar suá escri-
tos de réplica y duplica en sus anteriores
pretensiones.

Si el demandado formó articuló de incon-
testacion , se referirá brevemente su objeto
y su resultado, á no ser que este influyera de
alguna manera en la cuestión, en cuyo caso
se dará mas amplitud á esta parle de la
relación.

Si alguno de los litigantes hubiera for-
mado antes ó después de contestada la de-
manda, un artículo indiferente para la reso-
lución del pleito, no deberá hacerse mas que
una ligerisima indicación de él ; por ejem-
plo,  si se hubiese deducido escepcion de
incompetencia , debe decirse en el estrado
que conferido traslado á Pedro, de la de-
manda, formó artículo de inhibición, ale-
gando que no debía ser demandado sino en ,
el pueblo de su domicilio , y habiéndose el
juez declarado competente por su auto de
tal fecha contestó aquel la demanda.

Esta sección del apuntamiento contiene
algunas veces otra , que se titula punto del
dia. Usase de ella cuando el estado del
pleito es decidir un artículo ó cuestión in-
cidental. En este caso se refieren en la sec-
ción pleito ligeramente los antecedentes y
actuaciones que preceden á aquel punto de
la suslanciacion en que se originó la cues-
tión incidental. Al llegar á ¿I se encabeza la
sección punto del día y se refiiere ya con la
debida eslension y puntualidad lo actuado
relativamente al particular de la cuestión.
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apreciar debidamente el mérito legal de su
testimonio. Si ninguno de  loa testigos tu-
viese tacha que inhabilite este testimonio
se espresará así ; pero si á alguno ó algunos
les comprendiesen las generales de la ley ó
parte de ellas , se indicarán las que sean y
en qúé términos , diciendo «presento tantos
testigos de tal á tal edad y sin lacha, escep-
to tal y tal que manifestaron ser parientes
en tal grado.* - >

Espuesto asi el cuadro general de  los tes-
tigos se trascribirá, la segunda pregunta
del inlerrpgatorio ó sea la primera útil ,  y
si todos la contestasen sin hacer esplica-
ciones notables ó modificaciones sobre ella
se dirá que todos la contestan por la razón
que espresen. Si unos la contestan y otros
la ignoran, se dirá. «Los testigos A ,  B ,  C
y D la ignoran , ios demas la contestan. Si
algunos la contestan en términos absolutos
y otros dan esplicaciones notables sobre los
hechos, se dirá: «Todos los testigos la con-
testan añadiendo E, F ,  G y H ,  etc. Si algu-
nos testigos contestan la pregunta sin dar
razón ninguna de ciencia, no se omitirá
esta circunstancia. En suma , en la esposi-
cion de las declaraciones de los testigos, se
procurará formar grupos ó secciones según
lo permitan la uniformidad ó analogía que
guarden estas entre si. Concluida la segun-
da pregunta se es trac taran del mismo modo
las demas contenidas en el interrogatorio.

Cuando hubiere repreguntas se acomoda-
rán siempre que sea posible á las preguntas
de su referencia, uniendo la contestación de
ellas á las que hubieren dado los testigos al
contestar estas últimas.

Concluye el apuntamiento con la sección
denominada Acluactonej posteriores , en la cual
se hace relación de haberse verificado la pu-
blicación de probanzas y de  las actuaciones
posteriores á este trámite. Si después de la
publicación se hubieran propuesto tachas á
los testigos y admitidas se hubiese abierto
otra vez el pleito á prueba para la justifica-
ción de ellas se procederá áeslractar loque
resulte en la misma forma que se ha indi-
cado para las pruebas principales. Si  no ha*
bo prueba de tachas ó después de estricta-

APUNTAMIENTO.
Si el punto incidental que forma la cuestión
del día versase sobre haberse admitido ó
denegado una apelación, como el objeto
preferente del apuntamiento en semejante
hipótesis es referir lo que resulte acercado
este punto, las demas actuaciones del pleito
principal deberán referirse brevemente y
como antecedentes.

Las pruebas tienen reservado su lugar,
como hemos dicho, con el mismo nombre
de prueba en  el apuntamiento de los pleitos.
En este periodo se hará mención del auto
por el cual prévia citación de las partes se
hubiese recibido el pleito á ella y de las
prórogas que se hubieren concedido, á ins-
tancia de una ú otra parte, del término pro-
batorio. Se hará también relación de si se
pidió ó no restitución del mismo, indicando
ligeramente la suslanciacion del artículo ó
incidente que para ello hubiese tenido lugar.
En la misma forma si se hubiera obtenido
suspensión de Ja dilación probatoria, se
hará indicación de ello, así como de todas
las particularidades dignas de atención que
hubieran ocurrido en este punto, cuidando
muy particularmente de  observar y de es-
prcsar si las probanzas se practicaron ó
no dentro del término legal. .

En el estrado de las pruebas se proce-
derá con órden y esmerado método reunien-
do todas las que prueben un mismo hecho,
esponiendo con separación las documenta-
les de las testificales, y siguiendo en la es-
posicion de las primeras el órden cronoló-
gico ó racional que parezca mas adecuado
di intento. Cuando hubiese en el litigio par-
tes coadyuvantes se reunirán sus probanzas
con las del coadyuvado, adoptando en la
esposicion el órden que permita su ana-
logía.

Si se hubiera practicado prueba de tes-
tigos , se  dirá que se presentó interrogato-
rio compuesto de tantas preguntas útiles,
por cuyo tenor fueron examinados con ci-
tación contraria ó sin ella los testigos, cuya
edad se expresará indicando la del mas jó-
ven y la del mas viejo. En algunos pleitos
conviene determinar la edad de cada uno
como circunstancia muy importante para
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da si la hubo, se dirá que entregados los
autos á las parles, presentaron sus respec-
tivos alegatos insistiendo en sus anteriores
pretensiones, y que conclusos, prévio seña-
lamiento de día para la vista , si se hubiere
celebrado t y con citación de ellas se dictó
el auto ó sentencia referidos al principio.

Si después de la publicación de las prue-
bas y antes de la conclusión se hubieren
aducido algunos documentos, se hará rela-
ción de ellos , expresando si se observaron
ó no las formalidades que deben acompañar
á la presentación; y si en el misnjo estado
una de las partes hubiera pedido posiciones,
se hará también mérito de  ellas por su órden
numérico , trascribiendo el artículo y es-
poniendo correlativamente la contestación.

Por último, el autor del apuntamiento
certificará de haberse observado en la sus-
tancíacion del pleito las leyes que arreglan
el procedimiento ó expresará los defectos y
las infracciones de ellas que se hubieren
cometido.

También hará mención precisamente do
sá en la sustanciaron se han observado ó
no los trámites sobre términos conforme á
las leyes y disposiciones vigentes al tenor
de la real órden de 5 de setiembre de 1850.

Si la índole especial dd  pleito exigiere
que se suprima alguna de las secciones en
que deben dividirse por punto general los
apuntamientos en negocios civiles , se veri-
ficará así ajuicio de la persona encargada
de formarlos,

SECCION l l l .

RHGLAS PARA FORMAR LOS APUNTAMIENTOS EN

CAUSAS CRIMINALES.

El apuntamiento en los procesos crimina-
les tiene por regla general el mismo método
que los procesos civiles, sin mas alteracio-
nes que las exigidas por la especial sustan-
nacion del procedimiento en esta materia.
Hay de consiguiente en el apuntamiento las
partes siguientes : estado , presupuesto , cau-
sa, prueba y sentencia.

En el eslttdu se signen las mismas reglas

APUNTAMIENTO.
que hemos iudicado al hablar de los apun-
tamientos en los procesos civiles.

La sección llamada presupuesto correspon-
de á la que en las procesos civiles se llama
antecedentes, y tiene por objeto hacer una
manifestación sucinta de la sustanciáciort
que ha seguido la causa desde sil principio.

Se debe decir el lugar, el día y el motivó
sobre que se empezó la causa y sí se enta-
bló de oficio , por denuncia ó en virtud dé
acusación de parte , estractando el auto de
oficio ó la querella del agraviado y todas las
actuaciones respectivas á la justificación del
cuerpo del delito. Se pasa después á espo-
ner las diligencias que se hubiesen practi-
cado con la persona del reo ó strs hiedes, y
si después de recibírsele su indagatoria se
ofreció ó no la causa al acusador ó á la per-
sona interesada en la represión del delito y
que oido el acusador y practicadas las dili-
gencias que después se referirán se fccibió
confesión al reo, dando cuenta en la sección
siguiente de lo demas actuado en el suma-
mario

Dada así una idea general de la causa en
el presupuesto se pasa á esponer en otra sec-
ción llamada causa lo que resulte del suma-
rio asi en daño como en favor del reo. En et
caso de haber muchos cargos debe proce-
derse con separación de unos y otros ha-
ciendo el estrado de todo lo que resulte en
el sumario relativamente á cada uno de los
cargos. A este efecto se empieza enumeran-
do, el cargo, diciendo, por ejemplo, cargo
primero .' se refiere en seguida el hecho
como resulte de la querella , denuncia , ca-
pitulación, etc., ó del sumario mismo; se
enumeran los antecedentes y pruebas jus-
tificativas del cargo existente en el suma-
rio , se determinan las citas y demas datos
referentes á él y se hace por último relación
de las pruebas relativas al mismo cargo. En
seguida se pasa á estradar el segundo por
el mismo órden y asi sucesivamente todos
los demas.

Cuando Unos testigos citen á otros, con-
duce á la claridad que se haga mérito de lo
que dice el citado á continuación de lo ma-
nifestado pnr el citante. SÍ la justificación
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criminal llamada prueba, se hace espresion
de las diligencias efectuadas en el pienario,
advirtiendo que recibidas las causas á prue-
ba, á calidad de todos cargos, que es pro-
bar y haber probado, y concluido para sen-
tencia según la ley de 11 de setiembre de
1820, restablecida por real decreto de  30  de
agosto de  1836, se debe hacer relación en
esta parte, no solo de las declaraciones de
los testigos si las hubiere , sino también de
las tachas contra ellos alegadas y pruebas
dadas en su justificación. Sin embargo, la
práctica tiene, autorizado, que después da
las pruebas se.entreguen los autos á las par-
tes por via de instrucción, que suele ser por
término de tres dias, para que los letrados
puedan informar ai gustan en el dia de la
vista. Finalmente, concluye el apuntamien-
to refiriendo que en oportuno estado se  dic-
tó la sentencia mencionada al principio, que
se practicaron las diligencias para su noti-
ficación, citación y emplazamiento al reo
pera ante el tribunal superior, y que se le
enteró de que nombrara en él procurador
y abogado que hicieran su defensa en di-
cha segunda instancia.

Si el procedimiento se instruyese á virtud
de la ley de  17 de abril de 1821 relativa
á los delitos especiales que comprende,
el estracto no variará en lo sustancial de
las reglas que hemos indicado, sino en
los términos y trámites mas breves de la
sustanoiacion.

Concluido el apuntamiento bará su autor
las mismas advertencias indicadas en la
seccioiv anterior respecto á la observancia
de las leyes del procedimiento y de los trá-
mites sobre términos.

SECCION IV.

REGLAS éARA FORMAfl EL  APOSTAMIENTO EX LUS

PLEITOS SOBRE AGRAVIOS DE  CUENTAS , F IL IA -

CION Y OTROS SEMEJANTES.

Si en los pleitos de que va á tratarse se
siguiera el órden trazado hasta aquí para la
formación de les apuntamientos comunes,
imposible seria que le* abogados ni los jue-

del cargo ó delito constare por documentos,
se hará espresion del documento y de su
demostración, ó por confesión del reo, ó por
cotejo pericial, ó por declaración de testigos
que lo hubieran visto escribir* Si  algún tes-
tigo se hubiese retractad» de su primera
declaración, en todo ó en parte, ó hubiera
dado esplicacioner sobre ella, se anotarán á
continuación la variación ó variaciones que
hubiese hecho en las posteriores declaracio-
nes, inclusa la ratificación del pleñarlo.
Después de espresar las justificaciones que
se hubiesen hecho, bien de oficio ó á instan-
cia de parte, se estraclará la indagatoria
del acusado y lo que resulte en cuanto á
las citas que hubiere hecho; .y finalmente,
se referirá el resultado de la confesión del
mismo.

Si en la causa no hubiere mas que un
solo cargo, se  procede á manifestar que en-
tregada la causa al acusador, alegó tales rabo-
nes y pidió tal pena, y ademas, per otrosíes
propúsolos particulares de prueba que se pa-
san  á referir; dándose igual cuenta déla con»
testación ó escrito de defensa presentado por
e 1 reo, y que á su virtud se recibió la causa
á. prueba, á calidad de todos cargos por tér-
mino de tantos días, que prorogado á otros
tantos mas, se practicaron en juicio público
coj las respectivas citaciones las siguien-
tes pruebas, que seestractarán del modo que
hemos referido en los procedimientos ci-
viles.

También se hará relación en esta parle
del apuntamiento de los artículos que ten-
gan algún interes en la decisión de la cau-
sa, como el de la libertad que hubiese soli-
citado el reo y resultado de este incidente.

Si son varios los cargos, se procede en
cada uno dé ellos del inodo que ya hemos in-
sinuado, y concluida su relación, se  hace de
lo demas de la causa en el órden ya referido.
Pero si ademas de ser varios los cargos fue-
sen también diferentes los réos con diver-
sos grados de culpabilidad, seria lo mas
oportuno para la debida claridad y acierto,
no solo estractar la cansa por cargos, sino
también por reos.

En la parte del apuntamiento en materia
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ces pudieran ver con la claridad apetecible
y conveniente el resultado de los procesos
y formar el concepto debido para compren-
derlos y fallarlos con acierto. Por esta ratón,
la práctica constante de los tribunales ha
adoptado un modo especial para los apun-
tamientos de aquellos asuntos y de él va-
mos á dar una ligera idea en la presente
sección.

Tanto en los pleitos de cuentas como en
los de filiación , etc. , se  empieza por el es-
lado determinando en él las nociones y los
hechos que antes hemos manifestado.

Sigue al estado la sección de antecedentes,
y en ella se refieren todos los que han dado
lugar á la cuestión y los documentos, es-
crituras, justificaciones y demas datos que
afectando á la cuestión en general no re-
caen determinadamente sobre ninguno de
los agravios en particular.

A seguida de los antecedentes se refiere
el pleito y en él tiene lugar y cabida cuanto
hemos espucsto en las secciones anteriores.

Si hay pruebas que afectando al pleito en
sn generalidad no se circunscriban á nin-
guno de los agravios en particular, se refe-
rirá también en la sección correspondiente
de pruebas, dejándolas que se hayan prac-
ticado con el objeto de justificar ó rebatir
los agravios en particular para cuando se
trate de ellos.

Dado á conocer el pleito en su generali-
dad , y estractado lo que tiene relación con
ella, se pasan á individualizar los agravios
por el órden mismo con que los ha espuesto
el demandante, á no ser que exista algún
motivo particular para alterarle , deducido
de la importancia de aquellos ó de la rela-
ción y subordinación que guarden entre sí.

Indicado el agravio primero se hace mé-
rito de lo que arrojen los supuestos res-
pecto de él , se refiere después la demanda
también en  lo que le concierne, se relacio-
na lo que ha contestado el demandado, y se
espoocn últimamente las pruebas particula-
res de una y otra parte, tanto testimonia-
les como documentales. Asi se continúan
estractando los demas agravios sin omitir
ninguno de los datos relativos á ellos.

Concluida esta parte del apuntamiento
se hace mérito de la sentencia y se sigue ya
el estracto como queda dicho para los do-
mas negocios civiles.

Si el pleito es de filiación se sigue el
mismo método, sin otra diferencia que lo
que se ha referido respecto de cada uno do
los agravios en particular, se entiende y
aplica ácada uno de los grados de filiación,
acerca de los cuales se ha suscitado im-
pugnación y disputa. Así so empieza por
los grados mas antiguos y se dice: « casilla
n." tal � , se refiere después la impugnación
hecha por ia parte interesada en e l la ,  la
contestación y por último las pruebas prac-
ticadas para impugnar ó justificar la filia-
ción de la persona contenida en dicha
casilla.

ARA. ARAS. Quari arca: era el
plano ó plataforma j mas ó menos estenu,
y mas ó menos elevada sobre que se ejecu-
taban ú ofrecían los sacrificios. Después se
ha llamado así á la lápida consagrada, que
se coloca sobre la mesa del altar , y sin la
cual no puede celebrarse el sacrificio de la
misa. Por respeto á la consagración del ara,
y á fin de evitar actos de profanación, debe
estar guarnecida con una cubierta fija de
lienzo. No puede consagrarla sino el obispo.
Rota por la mitad, en términos que en nin-
guno de los pedazos puedan colocarse có-
modamente y con seguridad el cáliz y la
hostia, no dehe usarse la parte del altar: en
el lenguagc figurado se toma por el allar
mismo : y en el rigor canónico ella es real-
mente el altar., pues la armadura de este :s
accesoria , por lo que puede variarse, según
hemos dicho , y debe verse en el articulo
ALT.1K.

ARANCEL. Reglamento, tabla ó ta-
rifa en que se consignan la retribución ó
derechos que han de pagarse por introduc-
ción de efectos de comercio, prestación do
un servicio determinado, consecución ó uso
de títulos, honores ó condecoraciones, apro-
vechamiento de beneficios, etc.

De lo dicho se infiere que los arancele»
deben ser muchos y diverso». Unos se pres-
tan mas naturalmente á sér «aplicados al
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tado que ha producido esta tímida reforma
en los ocho primeros meses de este año de
1850 e s ,  como debía esperarse, satisfacto-
rio. Sin que se haya resentido la industria
nacional se ba aumentado el comercio, y
este aumento * ha producido al Tesoro
2G.759,646rs. 3 mrs. sobre lo recaudado en
los ocho primeros del año pasado de 1849,
según resulta de los datos publicados en el
Boletín oficial del ministerio de Hacienda.

La naturaleza de esta obra no permite la
inserción íntegra de los aranceles ; mas para
que se conozcan en su generalidad y pue-
dan juzgarse en su espíritu y tendencia,
basta en nuestro concepto la ley que fija sus
bases principales, y las disposiciones que
les acompañan.

LEY DE 17  DE JULIO DR 1849.

Artículo 1 /  El gobierno reformará los
actuales aranceles de importación en el rei-
no de los géneros, frutos y efectos estra li-
geros y de nuestras provincias de Ultramar
con arreglo á las adjuntas bases señaladas
con el número primero.

Arl. 2.* Quedan admitidas á comercio
las manufacturas de algodón apresadas en
el arancel que acompaña con el número se-
gundo, los cuales adeudarán á su entrada
los derechos señalados en el mismo.

El gobierno designará las aduanas por
donde únicamente hayan de verificarse las
introducciones de dichas manufacturas.

NUMERO PRIMERO.

Bases para la reforma de  los arancele» de  im-

portación de  los géneros, frutes y efectos
estrangeros, y de  nuestras provincias de  Ul-
tramar.

BASl PRIMERA.

Las máquinas é instrumentos que se in-
troduzcan con destino á las industrias agrí-
colas, minera y fabril , pagarán de 1 á 14
por 100 sobre su valor.

Las materias primeras que no se produz-
can abundantemente en España , y que sir-

propio tiempo que lo que coostituye su ob-
jeto, como los de pontazgos y portazgos» los
de derechos de estola y píe de altar y otros
semejantes. Otros por el contrajo, vienen
con mas propiedad bajo la enunciativa ge-
nérica de arancel, como por ejemplo, los ju-
diciales. De esta última clase trataremos
aquí con alguna mas detención, refiriéndo-
nos en cuanto á los primeras á los artículos
respectivos, ó palabra capital que espresa el
objeto de los mismos.

Diremos en general que la formación de
lodo arancel tiene tres objetos fundamenta-
les: ocurrir á las demasías de la arbitrarie-
dad sin regla á que atenerse: determinar con
claridad y precisión el servicio ó derecho, y
evitar el abuso en su exacción y pago.

Sobre este punto no puede verse sin ru-
bor el celo infructuoso de nuestros legisla-
dores , reenca rgando sin cesar, y por tanto
tiempo sin resultado completo , el cumpli-
miento de las leyes y reales disposiciones
sobre la materia , en todas las cuales nos
será preciso hacer alguna mención.

Util y conveniente seria sin duda insertar
á la letra los diversos aranceles judicialesque
tendremos que mencionar; pero su número
y ostensión nos retraen de este propósito,
siempre atentos á evitar la difusión de esta
obra , limitándonos por lo tanto á consignar
las reglas y disposiciones fundamentales de
dichos aranceles, indicando el tratado ó co-
lección legal en que podrán consultarse tes-
ina!nenie.

ARANCELES DE ADI  A
NIAS. Ll&manse asi las tarifas de los de-
rechos que deben satisfacer en las aduanas
lo» géneros de lícito comercio á su introduc-
ción ó esportacion. En el artículo
tratamos latamente esta materia , indicando
el diverso fin que cada Estado se proponía
conseguir al establecer las prohibiciones , ó
al fijar derechos de entrada y de salida mas
A menos considerables. Después de escrito
aquel artículo se han publicado los aran-
celes de  nuestras aduanas , por los cuales
se admiten al comercio una porción de ar-
tículos antes prohibidos , y otros muchos se
ujelaná derechos mas módicos. El rcsul-
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van para el trabajo de la industria nacional,
sea cualquiera la forma 6 el aumento de
valor que adquieran, pagarán de i á 14
por 100 sobre su valor.

La madera de arboladura de buques, que-
dará comprendida en este articulo.

Las materias primeras similares á las que
se produzcan abundantemente en España,
los agentes de producción que se hallen en
el mismo caso, como el carbón de piedra y
el coke, y los artículos de manufacturas es-
trageras que puedan hacer concurrencia á
otros iguales de actual fabricación nacio-
nal , pagarán de 23  á 30 por 100.

Los artículos estrangeros que el consumo
exige y la industria nacional no proporcio-
na , pagarán hasta 15 por 100. Solo en
raso muy escepcional podrá aumentarse este
máximum hasta 20 por 100 *

Se alzarán convenientemente los derechos
establecidos en el dia á los géneros colonia-
les que sean productos de países estrangeros.

Los de posesiones españolas pagarán lo
siguiente:

La azúcar de Cuba y Puerto-Rico paga-
rán 8 reales en arroba.

La de Asia pagará 2 rs. en arroba.
Café deCuba y Puerto-Rico 8 rs. en arroba.
Al azúcar de refino y medio refino ela-

borada en la Península que se esporte para
el estrangero se bonificará con 8 rs. por
arroba de azúcar refinada.

Los demas efectos producentes de las po-
sesiones españolas de Asía adeudarán por
regla general solo una quinta parte de los
derechos señalados á los similares estran-
geros.

El derecho diferencial de bandera será
de 20 por 100. Esta proporción será mayor
en los artículos qne contribuyen eficazmen-
te á sostener nuestra navegación.

Continuará prohibida en el reino la en-
trada de los artículos siguientes:

Armas de guerra, proyectiles y municio-
nes,  inclusa toda clase de pólvora.

Azogue.
Carlas hidrográficas publicadas por el de-

pósito de marina y reproducidas en el es-
trangoro. Mapas y planos de autores espa-

ARANCEL.
ñoles cuyo derecho de propiedad no hubiera
caducado.

Cinabrio.
Embarcaciones de madera que midan me-

nos de 400 toneladas de 20 quintales cada
una.

Granos, harinas , galleta , pan y pasta
para la sopa, siempre que no esté permiti-
da su entrada por la ley de cereales.

Libros é impresiones en castellano de au-
tores españoles , á no ser que se introduzcan
por los mismos autores que tengan el dere-
cho en propiedad.

Misales, breviarios, diurnos y demás li-
bros litúrgicos. No se entenderán incluidos
en la prohibición los diccionarios y vocabu-
larios que no perjudicaren los derechos de
propiedad disfrutados por autores españoles
con arreglo á la legislación vigente.

Insignias, divisas y prendas militares.
Pinturas y figuras*, y cualesquiera otros

objetos que ofendan á la moral ó ridiculicen
la religión católica.

Sal común.
Tabaco.
Calzado y
Ropas hechas, esceptuándose las que trai-

gan los viajeros para su uso particular.
Preparaciones farmacéuticas que estuvie-

sen prohibidas por los reglamentos sanita-
rios.

BASE SEGUNDA.

Satisfarán derechos módicos á su expor-
tación del reino únicamente los artículos si-
guientes :

Alcohol ó galena no argentífera.
Cobre negro en estado de primera fundi-

ción.
Litargirio de menos de una onza de plata

por quintal.
Plomo en galápagos.
Seda en capullo.
Maderas para construcción de buques,

quedando el gobierno autorizado para adop-
tar todas las disposiciones necesarias , á fin
de que no sufra perjuicio la conslraccion de
la marina de guerra y mercante, ni los in-
tereses de los propietarios de montes.
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BASE SETIMA.

En la instrucción de aduanas que forma-
rá el gobierno se establecerán la documen-
tación , reglas y formalidades para el des-
pacho de los buques y mercancías, asi como
los recargos ó penas en que se incurra por
infracción ó falta.

Las incidencias que ocurran sobre puntos
de instrucción se resolverán gubernativa-
mente sin causar costas ni perjuicios á los
interesados.

NUMERO SEGUNDO.

ALGODON HILADO.

ARANCEL.

Continuará prohibida la estraccion del
reino de los siguientes productos :

Corcho en tablas , panas ó panes de la
provincia de Gerona.

Litúrgico que contenga una onza ó mas
de  plata por quintal.

Galena argentífera.
Plomo que contenga 24  adarmes ó mas de

plata por quintal.
Trapos de algodón, cáñamo y lino y los

efectos usados de estas materias.

BASE TERCERA.

Los géneros estrangeros y de nuestras
provincias de Ultramar, después de haber
pagado los derechos de "introducción con ar-
reglo al arancel, quedan nacionalizados y
sujetos al pago de los mismos derechos de
estraccion, consumo, arbitrios ú otros que
con cualquier denominación se cobren á sus
similares de) reino.

BASE CUARTA.

Se establecerán aduanas y depósitos en
los puntos de las costas y fronteras que el
gobierno estime mas conveniente para sa-
tisfacer las necesidades de la agricultura,
de la industria y del comercio , concillán-
dolas con los intereses del Tesoro público,
y señalando á cada una la habilitación que
le corresponda. Los empleados que han de
servirlas y sus sueldos y gastos se somete-
rán á la aprobación de las Córtes en la ley
de presupuestos.

BASE QUINTA.

Se podrán establecer alguno ó algunos de-
pósitos generales donde se admita toda cla-
se de productos, géneros y efectos.

BASE SESTA.

>■ No se concederá escepcion ni rebaja de
derechos á favor de industria , estableci-
miento público, sociedad ni persona, de
cualquiera clase que sean.

TOMO n i .

Unidad. Valor. Tipo.

Del número 60  al 80.. Libra. 10 40
Del 80  en adelante....

ALGODON TORCIDO.

Algodón torcido á dos
cabos para coser y
bordar, desde el nú-

Id. 13 35

mero 60  en adelante.
Idem de tres cabos des-

id. 15 40

de el número 60......

TEJIDOS DE ALGODON.

Primera clase.

Crudos ó blancos de
26 hilos en adelante
contados en el ur-
dimbre en cuarto de

Id. 20 44)

pulgada española... Id. 16 35
Idem id. id. id. teñidos
Idem listados, labra-

dos al telar ó eslam-

Id. <8 35

pados.........................

Segunda clase.

Muselinas y batistas de
Escocia, lisas, blan-
cas , listadas y es-

Id. 24

45

35

Lorenzo Arrazola



554
lampadas de 15  á 25
hilos contados en el
urdimbre en cuarto
de pulgada española

Idem id; de 25  hilos en
adelante

Tercera clase.

Muselinas caladas y la-
bradas al telar hasta
15 hilos contados en
el urdimbre en cuar-
to de pulgada espa-
ñola

De 15 á 25
De 26 en adelante

Oraría clase.

Muselinas bordadas á
mano hasta 15  hilos
contados en el ur-
dimbre en cuarto de
pulgada española....

Idem id. de 16 á 25.. .
Idem id. de 25 en ade-

lante. ......................

Quinta clase.

ARANCEL.
de todas ciases.

Dichos bordados.
Id. 50  35
Id. 100 35

Id. 20  40
Id. 52 40

Sétima clase.

Panas lisas y labradas.
Veludillos. ...............

Octava clase.

Gasa lisa . . . . .
Idem labrada

Novena clase.

Tules lisos estampa-
dos, calados y labra-
dos ó floreados al
telar en piezas , cor-
tes , pañuelos , es-
clavinas, tiras, cue-
llos ó cualquiera
otra forma

Dichos bordados á
mano

Décima clase.

Encajes, entredoses y
puntilla, lisos y la-
brados a) telar, bor-
dados, etc.,

Dichos bordados á
mano

Undécima clase.

Id. 40 55

Id. 60 35

Id. 60  35
Id. 80  55

Id. 28  35
Id. 58  35
Id. 50  35

Id. 100 35

Id. Avalúo 55

Id. 125 55

Id. 250 55

Id. 60  55
id. 100 55

Id. 160 55

Tejidos claros como
linones , organdis,
muselinas, chacona-
das , clarines , etc. ,
lisosó labrados, blan-
cos hasta 15  hilos
contados en el ur-
dimbre en cuarto de
pulgada española.... Id.

Idem id. de 16  á 25. . .  Id.
Tejidos claros de 26

en adelante Id.
Los mismos bordados

pagarán como las
muselinas bordadas.

Percalinas , lustrines
cristalinas y demas
telas que se usan
para la fabricación
de flores artificiales
de 20  hilos arriba...

Dichas cortadas y pre-
paradas en hojas,
semillas y otras for-
mas para hacer flo-
res

50 55
70 55

80 35

Id. 70 35

140 35Id.

Duodécima clase.

Pañuelos blancos, pin-
tados ó estampados
de 20  hilos en ade-

Sosia clase.

Acolchados y piqués
blancos y de colores
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REAL DECRETO DE 5 DE OCTUBRE DE 1849.

Artículo 1." Se aprueban los aranceles
de aduanas que acompañan á este real de-
creto, reformados con arreglo á las bases
adjuntas á la ley de 17 de julio último, y
en los cuales se comprende el de las manu-
facturas de algodón establecido por el artí-
culo 2.* de la misma ley. .

Art. 2 . ’  Por ahora, y sin perjuicio de lo
que en lo sucesivo pueda determinarse, las
citadas manufacturas de algodón se admiti-
rán en la Península é islas Baleares por las
aduanas marítimas siguientes: San Sebas-
tian, Bilbao, Santander, Corona, Cádiz, Ma-
laga, Almería, Cartagena, Alicante, Valen-
cia, Barcelona, Palma de Mallorca y Mahon.

Art. 3.* Continuarán los depósitos de
aduanas ó de géneros de lícito comercio en
los puntos en que actualmente existen, es-
ceptuando los que por su poca importancia
no produzcan lo necesario para cubrir sus
gastos.

El derecho de depósito será el mismo que
en el dia se satisface.

Art. 4.* Conforme á lo dispuesto en la
quinta de las bases aprobadas por la referi-
da ley, se establecen en los puertos de la
Coruña, Cádiz y Mahon depósitos generales
de toda clase de productos, géneros y efec-
tos.

Art. 5.° Para que las disposiciones de
los aranceles comiencen á regir en todas las
aduanas, se lijan los plazos siguientes, con-
tados desde el dia de la publicación de este
real decreto en la Gaceta de Madrid.

Quince dias para el arancel de esporta-
cion.

Un mes para el de importación de los gé-
neros de algodón , cualquiera que sea el
punto de que procedan.

Dos meses para el arancel general aplica-
do á las producciones de Europa y Africa.

Tres meses para las procedencias de las
posesiones españolas de América ó de cual-
quiera otro punto de la América estrangera
situado al Este del cabo de Hornos, y cinco
para las procedencias de los situados al
Oeste del mismo cabo.

Id. 30  35lame
Idem blancos bordados Id. Avalúo 35

Los derechos establecidos en este arancel
se cobrarán á los tegidos comprendidos en
sus respectivas clases, ya vengan en piezas,
cortes, liras, cuellos, esclavinas ó cualquie-
ra otra forma.

Las telas dobles destinadas generalmente
para pantalones, chaquetas y demas ropas
de  hombre ó para otros nsos, lisas asarga-
das, rayadas á cuadros, ó con otras labores,
de solo algodón, quedan prohibidas..

Los tegidos de seda, lana, hilo y cáñamo
que contengan mezcla de algodón en mas
cantidad de la tercera parte, continuarán
prohibidos si no cuentan 20 hilos en cuarto
de pulgada española. Los que lleguen ó es-
codan de este número se admitirán pagan-
do en su respectiva clase lo siguiente:

Tegidos lisos asargados á cuadros, ó con
otras labores, con mezcla de seda ó de lana,
ó con ambas materias, destinadas general-
mente para chalecos, llamados casimires,
pelos de cabra ó de otro modo.

Si visiblemente domina la seda ó la lana
pagaran el derecho señalado á las lelas de
estas materias respectivamente.

Si dominase el algodón conteniendo visi-
blemente una parte mínima de seda ó de la-
na, vara cuadrada 14  rs. 35 por 100. i

Tegidos lisos, asargados, rayadas y labra-
dos, con mezcla de hilo ó de cáñamo, des-
tinados generalmente para pantalones y
otras prendas de verano, llamados driles,
cutíes ó de otro modo, libra i 6 reales, 53
por 100.

Dichos con mezcla de lana, llamados ca-
simires, patencures, etc., vara cuadrada 53
reales 55  por 100.

Tegidos sencillos, lisos ó asargados, pin-
tados, llamados muselinas de lana ó de otro
modo.

Si dominase la lana pagarán como los te-
gidos de esta materia, y si el algodón, vara
cuadrada 8 rs., 55  por 100.

Si se presentase algún tegido de nueva
invención que no pueda aplicarse por ana-
logía á las partidas precedentes, pagará so-
bre su avalúo 40  por 100.
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ARANCEL.356
Ocho meses para las procedencias de Asia

é islas Filipinas.
Cumplido el plazo señalado á cada pro-

cedencia, no se admitirán reclamaciones di-
rigidas á eximirse de la observancia de los
aranceles, cualquiera que sea el motivo en
que se funden.

REGLAS PARA LA OBSERVANCIA DEL ARANCEL.

Los artículos de nueva invención se
despacharán imponiéndoles los derechos se-
ñalados á sus similares ó análogos por la
primera vez, remitiendo muestras de ellos á
la dirección general de aduanas , para que
el gobierno de S.  M. acuerde los derechos
que deban satisfacer por regla general. Si no
tuviesen analogía ó semejanza con ningún
artículo del arancel, satisfarán por la primera
vez el 15 por 100 sobre avalúo en bandera
nacional y 18 por 100 en eslrangera.

2.a Todos los artículos que se presenten
en cortas cantidades y de pequeño valor , no
comprendidos espresamentc en el arancel,
satisfarán el 15  por 100 sobre avalúo en ban-
dera nacional , y 18 por 100 en eslrangera
dando cuenta en cada caso á la superio-
ridad.

5.\  Para el despacho délos géneros por
avalúo deberán presentar los interesados á
los administradores de aduanas las facturas
originales de precios. Si los empleados no se
conformasen con ellos, y creyesen deber se-
ñalar otros , y los interesados no pusiesen
dificultad , se pasará por los precios en que
mutuamente se convenga. Si ios interesa-
dos no prestasen su conformidad, se instrui-
rá el oportuno espediente, que se remitirá
á la superioridad, acompañado de muestras
del género, si fuese dable; podiendo la Ha-
cienda adquirir la propiedad de los efectos,
abonando á sus dueño? el importe de la fac-
tura presentada, y un 10 por 100 mas, se-
gún está dispuesto en el día para algunos
artículos.

4.  a Los artículos que sean producto y
procedan de las posesiones españolasde Asia,
y que no tengan como tales señalados en el
arancel los derechos que hayande satisfacer,

solo adeudarán la quinta parte de los esta-
blecidos ¿ sus similares estrangeros, si vi-
niesen embandera española. En caso contra-
rio , se exigirán los derechos impuestos á la
bandera eslrangera procedente del estrau-
gero.

DISPOSICIONES DE LA LEY DE 17  DE JULIO UL-

TIMO Y OTRAS PARA SU CUMPLIMIENTO.

1 . a AI azúcar de refino y medio refino
elaborada en la Península , que se esperte
para el estrangero, se bonificará con 8 rs*
por arroba de azúcar refinada.

2.a Los géneros eslranjeros y de las po-
sesiones españolas de Ultramar después de
haber pagado los derechos de introducción,
con arreglo al arancel, quedan nacionali-
zados y sujetos al pago de los mismos dere-
chos de estraccion, consumo, arbitrios ú
otros que con cualquiera denominación se
cobren á sus similares del reino.

3 .a No se concederá escepcion ni rebaja
de derechos á favor de industria , estableci-
miento público, sociedad ni persona de
cualquiera clase que sea.

4.* Las incidencias que ocurran en las
operaciones de aduanas sobre puntos com-
prendidos en la instrucción, para el buen
régimen de las mismas y exacción de los
derechos de arancel , se resolverán en todos
los casos gubernativamente , sin causar cos-
tas ni perjuicios á los interesados.

5.a Los cónsules españoles en el estran-
jero espedirán desde luego á los capitanes
y patrones de buques certificados ó regis-
tros de todos los artículos admitidos á co-
mercio por el precedente arancel , en ¡os
términos que dispone la instrucción de
aduanas.

6.a Los géneros , frutos ó efectos que
lleguen á los puertos del reino, antes del
vencimiento del plazo respectivo á cada
procedencia, y cuyos dueños ó consignata-
rios quieran adeudarlos con arreglo al nue-
vo arancel , quedarán en depósito, sujetos
á todas las formalidades y requisitos que se
hallan establecidos para tales casos.

7.a Los intendentes de las posesiones
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á cualquiera el conocimiento del abuso , y
la facilidad en su caso de denunciarlo, las le-
yes desde los tiempos mas antiguos , y muy
esplícilamcnte los reyes católicos en 1480
ordenaron terminantemente su publicidad.
�Mandamos, dijeron (I), que los nuestros al-
caldes de corte y chancillerias , corregido-
res, jueces de residencia, alcaldes ordina-
rios y otros cualesquiera jueces de las ciu-
dades , villas y lugares de los nuestros rei-
nos y señoríos, cada uno en su jurisdicción,
fagan una tabla que tengan puesta en la pa-
red del juzgado, en la cual estén puestos y
declarados por escrito los derechos que han
de llevar asi el juez, como el escribano y al-
guaciles y merinos, y los otros oficiales,
conforme á los aranceles reales : y que la
tabla esté puesta donde se vea públicamen-
te, para que no se lleve ni pague mas de lo
allí contenido.»

Veinte años después, en 1500, los mis-
mos reyes católicos mandaban f'2Jque luego
que un asistente, gobernador ó corregidor
tomasen posesión de su destino, se informa-
sen si había arancel, por el  que ellos y to-
dos los oficiales públicos, inclusos los al-
caldes , debían cobrar sus derechos: que si
no lo hubiese, procediesen á formarlo en
unión de los diputados que nombrase el
ayuntamiento, y verificado en el término
de sesenta dias , lo remitiesen á la aproba-
ción del Consejo: que aprobado por este, se
fijase y tuviese siempre de manifiesto : que
el que , esto no obstante, se cscediese en el
percibo de sus derechos, l o  pagase con las
setenas: que nadie, ni en ningún caso, lle-
vase derechos dobles, salvo según se lleva-
sen en el pueblo : y por último que dichos
gobernadores, corregidores y alcaldes no
llevasen parte de los derechos que corres-
pondió cobrar á sus escribanos , ni hiciesen
partido con ellos.

Esta disposición revela desde luego tres
abusos : la inobservancia de lo mandado en
1480: que los gobernadores y jueces hacían
indigno tráfico con los curiales, ó les de-
fraudaban en sus justos derechos: que al-

españolas de América dispondrán que por
las aduanas de las mismas no se espidan re-
gistros en cuanto al tabaco en rama y de-
mas efectos de prohibida entrada en la Pe-
nínsula é islas Baleares, sino para los pun-
tos donde existan depósitos generales.

8.a Los géneros coloniales y toda clase
de mercaderías de producción estrangera
que procedan de los depósitos de la Habana
y Puerto-Rico en buques españoles, satis-
farán á su introducción en la Península é
islas Baleares el derecho que esté señalado
en el arancel á la bandera nacional , y ade-
mas la mitad del recargo impuesto á la es-
trangera, cualquiera que sea el pabellón en
que los efectos se hayan conducido á dichos
depósitos ; pero si viniesen en bandera es-
trangera, adeudarán el derecho señalado á
la misma procediendo del punto productor

9 .a No se hará alteración en lo dispuesto
en el artículo 11 de la ley de 9 de julio
de 1841 acerca de la exacción de 6 por 100
de  arbitrios sobre el importe de los derechos
de arancel.

Respecto á los aranceles de aduanas, Fi-
lipinas, etc., vigentes en nuestras posesio-
nes de Cuba , Puerto-Rico y Filipinas , he-
mos dicho ya lo bastante en el articulo
ADUANAS.  Véase.

ARANCELES JUDICIALES.
Son los que determinan los derechos que
pueden percibir los jueces, promotores, es-
cribanos y demás curiales y personas que
intervienen en los juicios.

Como hemos indicado ya ,  han sido infi-
nitas las tentativas para reglar, y aun po-
dríamos decir mejor, para sujetárosla partc
del servicio público, peligrosa siempre v di-
fícil por no poder dejar de ser cuestión de
interés pecuniario de cualquir modo que so
arregle y se trate. Infinitas, decimos, han
sido las tentativas , ya formando aranceles
particulares, ya generales, mandando re-
ducir á regla hasta los servicios mas inapre-
ciables, como es preciso decir respecto del
arancel de eclesiásticos, ó sean de derechos
de estola y pie de altar.

Como no basta la existencia del arancel,
si no se aseguraba su aplicación, facilitando Í 1 '  Lev 1, til.  W.llb. 11. No». Pee.

(5* Ley 9. t i l ,  1S. lib. t i  , bo». Rec.
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guna vez los cobraban dobles. No era la ci-
tada ley el medio de corregir este último
abuso, pnes autorizaba á percibir los que
se acostumbraron en el pueblo , pudicndo
muy bien darse por seguro que en todos la
costumbre era realmente el abuso. Aun en
nuestros dias se observaba la costumbre de
llevar la curia derechos dobles en los liti-
gios de grandes, títulos y corporaciones , io
cual recientemente , como indicaremos en
su lugar, ha sido abolido.

Los mismos reyes católicos, renovando
una ley de don Juan II , volvieron á encar-
gar la formación de aranceles y la obser-
vancia de ellos , si bien con la agravación
de que el que abusase, sobre pagar el cua-
tro tanto, perdiese el oficio (1). Cerca de
tres siglos después, en 4788, todavía se-
seguia encargándose el cumplimiento de lo
mandado sobre aranceles y su observancia
en el percibo de derechos, como puede verse
entre otras disposiciones en el capítulo 48
do la célebre instrucción de corregidores de
dicho año, lo que aun no debía bastar, pues
liemos visto reiteradas tales determinacio-
nes, siempre con iguales resultados.

Trascurridos todavía muchos años masen
esa lucha estéril, sin perjuicio de procurar
el remedio de los abusos con el justo castigo,
no pocas veces impuesto á los culpables,
pensó hallársele en la formación y perfec-
ción de nuevos aranceles, fijos, generales
y no dependientes de la voluntad de asisten,
tes, ni corregidores, ni de las costumbres ó
corruptelas locales, con cuyo motivo, pres-
cindiendo ya de otros pormenores históri-
cos , vendremos á lo vigente y á lo que in-
mediatamente le ha precedido.

Sobre el proyecto de arancel general que
llegó á imprimirse y publicarse en agosto
de 1822, en 1853 se nombró una comisión
para que formulase un arancel general y uni-
forme, mandándose entre tanto, por real
órden de 29 de diciembre de 1855 , que ce-
sase el abuso de duplicar ó triplicar los de-
rechos, porquedos ó mas personas se'com-
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prendiesen en un poder, ó por ser la parte
corporación, grande de España, ó prelado
eclesiástico. Las Córlesde 1857, por decre-
to de 3 de noviembre, autorizaron al gobier-
no para poner en ejecución con ligeras al-
teraciones, el trabajo de la mencionada co-
misión, y apareció el nuevo arancel, que pu-
blicado por real órden de 29  de noviembre
de) propio año, debía em pe zar á regir en la
Península é islas adyacentes desde l . °  de fe-
brero de 1858, y así se verificó.

Las reclamaciones de la curia hicieron
pensar bien pronto en otra reforma. Autori-
zóse al gobierno para verificarla por ley de
25 de abril de 1845, y en breve se publicó
por real decreto de 2 de mayo del propio
año.

No por eso cesaron las reclamaciones, y
como siempre encontradas: el litigante pre-
tendiendo que ios aranceles son altos, y ha-
cen cara la administración de justicia, has-
ta el punto de ser preciso alguna vez aban-
donarla; la curia por la inversa, sosteniendo
que sus larcas y servicios no están, como es
justo, remuneradas; y el gobierno, árbitro
entre unos y otros, sin casi hallar la solución
á la dificultad. Por eso en la 14  de las dis-
posiciones generales del nuevo arancel, se
encargaba á los jueces y tribunales, eleva-
sen en un breve término á S.  M., las dudas
y dificultades que ocurriesen en la práctica
y las observaciones y reformas á que diesen
lugar.

Por consecuencia de todo, y en virtud de
la autorización que tenia el gobierno, por
real decreto de 2 de mayo de 1845, fue pu-
blicado el nuevo arancel general que debia
empezar á regir desde l.“ de junio siguien-
te ,  con derogación del de 29 de noviembre
de 1857.

Tampoco estos nuevos aranceles debían
ser definitivos. Ellos mismos hacían necesa-
ria la novedad, ordenando muy prudente-
mente y con loables miras de gobierno, en
su artículo 629, que los tribunales procura-
sen averiguar con la posible certeza, cuanto
venian á percibir en cada año los subalter-
nos del órden judicial por virtud del nuevo
arancel, elevándolo á conocimiento del go-(<) Ley t, tít. y lib. citadoa, Nov¡i. Recop.
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258 , y en su lugar se establece la regla
siguiente: «No se devengarán por el juez
derechos de reconocimiento ó vista mas
que una sola vez , y únicamente en los ca-
sos espresados en los artículos 236 y 237,
sin que nunca se lleven estos derechos,
cuando para dictar una providencia no es
preciso reconocer los autos.»

Art. 30. El artículo 351 se redactará
del modo siguiente: «Los promotores fis-
cales no podrán percibir derechos en los ne-
gocios criminales sino en el caso de haber
condenación de costas , y los cobrarán de la
parte contra quien esta hubiese recaído.»

Art. 31. Después del artículo 525, se
hará la siguiente prevención: «En el caso
de que habiéndose de buscar mas de un ins-
trumento, esten todos ó varios de ellos en el
protocolo de un mismo año, y se hayan
pedido á un tiempo por un interesado, los
derechos de busca y guarda de que tratan
los artículos anteriores, no se devengarán
por cada uno de dichos instrumentos, sino
los que corresponden á uno solo por to ■
dos ellos. Mas si la busca se hubiese pedido
en distintas ocasiones, se devengaran en
cada una de ellas los derechos espresados,
aunque los instrumentos estén en el proto-
colo de un mismo año.»

Art. 56. Al artículo 631 se añadirá lo
siguiente:

«En los (ne(/ocio«) de mayor cuantía que
no pasen de 5,000 rs. , no devengarán los
mismos (cuantos tienen opcion á cobrar de-
rechos) mas que las dos terceras partes de
los derechos asignados á cada actuación ó
diligencia en estos aranceles.»

Art. 612. Los derechos señalados á toda
clase de subalternos ó personas indicadas
en este arancel se entienden siempre con
esclusion del papel sellado, que pagarán
separadamente los interesados.

Art. 613. En ningún caso , ni por la ca-
lidad de las personas, ni por la de los ne-
gocios, se exigirán derechos dobles, ni para
su exacción se atenderá nunca al número de
las personas que litigan, sino al de las
partes. Los derechos se percibirán siempre
distribuidos entre todas estas.

bienio con las observaciones oportunas, y
todavía por real órden de 9 de setiembre del
propio año, se reencargó el cumplimiento
de esta disposición, añadiendo que también
se remitiesen las quejas y esposíciones á
que el nuevo arreglo diese lugar. Los tri-
bunales cumplieron con su encargo, y re-
mitido todo al Consejo Real, conformándo-
se S.  M. con las modificaciones propuestas
por el mismo, reducidas en general á la re-
ducción de derechos de jueces, relatores y
escribanos de cámara, y asimismo en los
negocios de poca entidad, en uso de la auto-
rización de la citada ley de 25 de abril de
1845, y por real decreto de 22 de mayo de
1846, apareció el novísimo y vigente aran-
cel general, que debía empezar, y empezó
á regir en 1.° de agosto de dicho año. Este
arancel colectivo ó general, comprende los
aranceles particulares de las clases y nego-
cios siguientes:

Tribunal Supremo de Justicia con todos
sus subalternos.

Audiencias territoriales id.
Juzgados de primera instancia id. �
Tribunales eclesiásticos id.
Tribunales de comercio id.
Promotores fiscales.
Alcaldes constitucionales.
Abogados.
F ieles de fechos.
Secretarios de Ayuntamiento.
Contadores y partidores.
Contadores de hipotecas.
Revisores de letra antigua.
Arquitectos.
Agrimensores.
Médicos, cirujanos y profesores de far-

macia.
Tasadores de joyas y otros efectos.
Artesanos y menestrales.
Omitiendo los pormenores de cantidad

por la razón indicada en el principio de es-
te artículo, no podemos hacer otro tanto con
las cuestiones de principio y disposiciones
generales, de aplicación que son como la
ley de aranceles. Estas disposiciones son las
siguientes:

Art. 28. Queda suprimido el artículo
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Para graduar el número de partes se

previene, que en todos los asuntos, así c i -
viles como criminales , los que reclamen en
un mismo escrito sosteniendo iguales dere-
chos, aunque sean dos ó mas litigantes,
serán considerados como una parte sola.

Art. 614. No devengan derechos mas
actos que los que directa y claramente se
cspresan en estos aranceles; y si algún in-
teresado creyese dignos de inclusión algu-
nos de los omitidos, lo espondrá al gobier-
no por el conducto ordinario.

Art. 615. No se reputarán omitidos para
la exacción de los derechos los actos y di-
ligencias comunes á varios juicios que no
se hallen esprasados en cada uno de estos,
siendo suficiente que se designen en alguno:
en su virtud, si en los pleitos ordinarios
ocurriesen algunas diligencias no designa-
das en ellos, pero espresadas en algún otro
juicio, se cobrarán los derechos que en este
se designen; y lo propio se hará cuando en
cualquier otro juicio ocurriesen diligencias
espresadas solamente en los ordinarios.

Art. 616. Si los jueces, escribanos, pro-
curadores y alguaciles hubiesen de salir
fuera de la población de la residencia ordi-
naria del juzgado ó en comisión fuera de
los límites del partido, cobrarán las dietas
«fue respectivamente van señaladas á cada
uno en este arancel, siendo siempre de
cuenta en las partes los gastos de ida y
vuelta del viage, pero no los de manuten-
ción, debiéndose anotar las horas de ocu-
pación, que nunca podrán esceder de seis
en cada día natural , aunque sean mas las
que ocupen y se manden habilitar; y co-
brando dietas, no percibirán derechos es-
cepto en los casos en que literal y espresa *
mente se establezca lo contrario.

Art. 617. El relator ó escribano de cá-
mara, juez de primera instancia ó escribano
de número que fuesen recusados, percibi-
rán los derechos que devenguen en la forma
que se espresa en el arancel , y los acompa-
ñados los cobrarán de la parle que recusó
á aquellos desde que se admitió la recu-
sación.

Art 618. Los escribanos reales ó nota-

rios de reinos, por los instrumentos que las
leyes les permiten autorizar , y por la prác-
tica de las diligencias que se les encar-
guen , llevarán una cuarta parte menos de
lo que se asigna á los escribanos numera-
rios de los juzgados.

Art. 619. En los casos en que los dere-
chos se regulen por pliegos como en las
reales provisiones, compulsas y copias sim-
ples , se entiende que han de tener veinte
renglones por llana en la parte del sello, y
veinticuatro en las otras y siete partes cada
renglón.

Art. 620. Para acreditarla duración de
los actos y diligencias cuyos derechos se
gradúan por horas, firmarán las partes la
nota , si asistiesen al acto , y si no asistiesen,
se observarán las reglas siguientes: 1?  La
duración de las vistas de pleitos se acredi-
tará en los tribunales supremo y superiores
por nota que estenderá y firmará el relator,
y en los juzgados por nota del escribano ac-
tuario : 2.* La de las diligencias de cotejos,
inventarios, embargos y otras de igual na-*
turaleza, por nota del relator ó diligencia
del escribano actuario dando fé. 3.* Los ta-
sadores de joyas y demas personas que
practican en sus respectivas casas los tra-
bajos propios de sus profesiones, la espre-
sarán al final de la certificación que deben
dar, ó en la ratificación que presten bajo
juramento en forma.

Art*. 121. Los jueces y los escribanos
numerarios y demas subalternos percibirán
una tercera parte mas de los derechos asig-
nados en este arancel, siempre que siendo
de dia se traslade la audiencia fuera de la
población en que resida y dentro de su tér-
mino. Si la diligencia se practicase de no-
che dentro de ¡a población, cobrarán una
mitad mas de los derechos señalados , y si
se practicase estramuros de la población,
siendo de noche , doble cantidad de la que
respectivamente se  señala. Esta regla no se
estiende respecto de  los juicios verbales.

Art. 622. Los jueces y todos los subal-
ternos pondrán al pie de la firma , bajo la
multa de ciento á doscientos reales, los de-
rechos que devenguen, tanto en los negó-
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solamente quedará responsable al pago de
estas la lercéra parte de la cantidad que
percibirá.

Arti 626. Para la declaración dé pobre-
za no atenderán los tribunales y juzgados
solo á la renta ó sueldo que la parte que la
solicite disfrutase, sino á las demas circuns-
tancias qué influyan para reputarla en cla-
se de verdadero pobre, ya por la corta can -
tidad dé su rentad sueldo, salario ó produce
tos de su industria , ya también por la po-
blación, familia", casa que habite y demás
circunstancias de este género ; y en ningún
caso se decidirá este articulo sin audiencia
del ministerio fiscal.

Art. 627. Los abogados, procuradores,
escribanos y cuantas personas intervienen
en los juicios ó presenten escritos ante los
tribunales, pondrán al pié de lá súplica, en
letra y no en guarismos la fecha del dia*
mes y año en que lo ejecuten ó en que des-
pachen el escrito, sin cuyo requisito no se
les dará curso.

Art. 628. El que presida él tribunal dis-
pondrá que se tenga donde crea mas conve-
niente un ejemplar del arancel general, fir-
mado por el mismo y por el secretario del
tribunal pleno , y por el secretario del juz-
gado en este: y cada uno de los subalternos
lijará ademas en su despache un ejemplar
de su respectivo arancel , autorizado de la
misma manera. El que contraviniere á esta
disposición pagará cien reales de multa de
irremisible exacción.

Art 630. Interin se establece el aran-
cel correspondiente para los alcaides de las
cárceles, y para los pregoneros por lo tocan-
te á las publicaciones que hacen en los re-
mates, continuarán en observancia los que
rigen en el diá, ó la práctica que hubiese en
la percepción de los derechos,

Art. 631. En los negocios de menor
cuantía, los jueces, los curiales y cuantos
tienen opcion á cobrar derechos, no podrán
percibir nías que la mitad de los designados
por cada actuación ó diligencia en estos
aranceles. La diligencia de prueba se con-
siderará como la vista pública de los autos,
y los derechos que se devenguen, se gra-
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ció» civiles conw en ios Criminales, y aun*
que no los hayan dé llevar, espresándolos en
tetra y no en guarismos. Lo mismo verifica-»
rán las demas personas que devenguen de-
rechos y honorarios en los juicios , y sin esta
circunstancia no tendrán acciona ellos, de-
biendo dar unos y otros recibo á las partes
que lo exijan* sin llevar por cato derechos.
Si por erecto de la designación se quejase
algún interesado., ó- se conociese que hay
esceso en los derechos , el infractor devol-
verá dicho esceso, y ademas pagará por la
primera vez una multa equivalente al cuá-
druple del mismo ; á la segunda doble can-
tidad, y s i  reincidiese se procederá contra
él á la formación de causa. Ni los escribanos
de cámara, ni los de los tribunales inferio-
res admitirán ningún escrito de abogado
que no tenga al pié los honorarios corres-
pondientes, en tetra y sin abreviatura, y si
lo admitiesen, incurrirán en la multa de dos-
cientos reales.

Art. 623. Cuando se reclamase sobre
tasación de costas, el magistrado mas mo-
derno de la sala examinará la operación, y
serán de cuenta del tasador los derechos que
se cansen en estas diligencias si aquella es-
tuviese defectuosa. Lo mismo se entiende
respecto á los juzgados de primera instan-
cia, debiendo el juez practicar en este caso
la revisión y ser responsable el escribano
que hubiese hecho Ja tasación.

Art. 624. Cuando alguno de los litigan-
tes sea defendido por pobre, no satisfará de-
rechos algunos, ni su parle se cargará ¿
ninguno de los colitigantes. Si hubiese con-
denación de costas, los subalternos perci-
birán los derechos correspondientes al po-
bre de la parte á quien se hubiesen im-
puesto. En las causas criminales, si hubiese
mancomunidad en la condenación de costas,
solo se exigirán las de oficio, y no las de-
vengadas en la defensa del pobre, esccpto
cuando este sea el querellante ó actor , y
nunca hasta hallarse ejecutoriada lá sen-
tencia.

Art. 625. Si ganase el pleito el que es-
tuviese mandado ayudar y defender por po-
bre, no habiendo condenación de costas,

. TOMO Ul.

Lorenzo Arrazola



ARANCEL.36»
duerén por horas, percibiéndose también la
mitad de los designados á aquella. En los de
mayor cuantía que no pasen de 5,000 rea-
les, no  devengarán los mismos mas qne las
dos terceras partes de los derechos asigna-
dos á cada actuación ó diligencia en estos
aranceles.

Art. 632. En las poblaciones donde los
procuradores ejercieron su oficio á la vez en
el tribunal superior y en el tribunal ó juz-
gado de primera instancia, percibirán sus
derechos con arreglo al arancel del tribunal
ó juzgado que entienda en el negocio por el
cual los devenguen. -

Art. 633. Para evitar loa gastos de do-
bles apuntamientos, inmediatamente que se
remita á un tribunal superior ó al Supremo
algún pleito ó causa criminal en apelación ó
consulta, del repartimiento pasará el proce-
so al relator para la formación del apunta-
miento ó memorial ajustado, el cual correrá
unido al pleito ó causa para que los defen-
sores saquen las copias 6 notas que tengan
por conveniente; y formado el apuntamiento
seguirá el asunto su legal sustanciaron.

Art. 634. Como se deduce de ios articu.
los desde el 495 al 527 y del epígrafe que
les precede, los escribanos reales ó notarios
doremos están comprendidos en estos aran,
celes, y deben ajustarse á ellos con suje-
ción á lo prevenido en el artículo 618.

Habiéndose suscitado cierta duda sobre
exacción de derecho.en los juicios verbales
y de conciliación, por real órden de 22  de
noviembre de 1849, se resolvió con acuerdo
del tribunal supremo de Justicia , que no
obstante lo dispuesto en circular de 7 de ju-
io del propio año, en la cual se fundaba la
duda , á causa de haber modificado el
arancel general: y que mientras otra cosa
no se disponga deben estimarse exigiendo
2 reales para atender á los gastos en los jui-
cio de conciliación,, y 4 por cada certifica-
ción para el escribiente conforme á lo pre-
venido en los artículos 321 y 322 del aran-
cel general: y últimamente, que los porteros
de las alcaldías se consideren correspondi-
dos en el artículo 543 de dichos aranceles,
con la diferencia de haber de cobrar solo

2 reales , mitad de lo que aquel señala.
Publicado el Código Penal, y estableci-

dos en su consecuencia los juicios sobre
faltas, fue necesario regular los derechos,
y mas bien ocurrir á los enormes abusos
que bien pronto se notaron; y al reformar
la ley provisional para la ejecución del Có-
digo Penal en 1850, que es la vigente en el
día, y puede leerse tn  la edición reformada
de dicho Código, crónica oficial, se dice en
seis de sus reglas.

«16. Cuando el acusado fuere absuelto,
lo será sin artes ni género alguno de dere-
chos.

17. Tampoco podrán imponérsele, si  en
el acta del juicio, reconociendo la falta, se
sometiera á la pena señaladá por el Có-
digo.

18. En la primera instancia de los jui-
cios verbales, no escederán las costas en
ningún caso de lo que importe la cuenta,
partc de la multa que se impusiere al aco-
sado.

19. Si en la instancia de apelación se
modificase la pena, atenuándola, no se ha-
rá aumento alguno en la cantidad de  las
costas: si se confirmase la sentencia ó agra-
vase la pena, podrá aumentarse basta el
equivalente de la tercera parte de  la multa
impuesta.

20. Los jueces de primera instancia, los
alcaldes y sus tenientes, no devengan dere-
chos en los juicios sobre faltas. Los escri-
banos de tas alcaldías cuidarán de distri-
buir en la debida proporción entre los demas
funcionarios que los devengan, la cantidad
imponente por consideración de estos, y de
rfemitir al -juzgado de apelación la parte que
le corresponda.
- 21. Las diligencias que se practiquen
para determinar si el hecho punible es fal-
ta ó delito, se reputarán encaminados á fi-
jar la competencia, y por tanto los costes y
gastos se entenderán de oficio.*

Hasta aquí en el presente artículo se ha
hablado solo de los aranceles judiciales del
fuero común; pero no se crea que ha sido
ni es menor el abuso y la necesidad de re-
formas en los demas fueros. Por lo que ha-
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ce al militar, llama la aleación de lodo el
mundo, que en 1845 la curta de los tribuna-
les de dicho fuero, aceptó el  arancel general
del propio ado sin necesidad de que le fue-
se comunicado; nb habiéndolo hecho del
de 1846, pon decir no k) ha sido por el mi-
nisterio de la Guerra. Hay de por medio la
circunstancia de que aquel es mas subido
en  derechos- que este, lo que es bien digno
de  la consideración del gobierno, ya  que en
las espresados tribunales tampoco se haa
admitido, ni aplican las disposiciones dicta*
das para simplificar el procedimiento eu el
fuero común, y hacer pótese doble medio
menos dilatorios y costosos los litigios.. V.
«�VA»,  TAMJfA.

ARANCELES BE ULTRA-
MAR. Donde quiera que se hable de
aranceles hallaremos la misma pugna entre
la ley y el abuso; el mismo esfuerzo casi
siempre desgraciado del legislador, Las le-
yes de indias relativas á todo género de
aranceles, ya judiciales , ya de otras clases,
son,  como las de la Península, un testimo-
nio honroso del celo de nuestros monarcas.

Limitándonos á lo judicial la ley 15 ,  tí-
tulo 10 ,  lib. 2 ,  ordenaba que el escribano
del consejo de  ludias se atavíese al aran-
cel de Castilla: la 22 ,  tít, 22  , 42 y 45 ,  tí-
tulo 23  y 6 ,  tít. 30,  lib. 2 ;  y la 23 ,  2G,
27,  28, 29 ,  30,  51 y 32 del tít. 8 ,._lib. 5,
determinan lo relativo á los derechos de re-
latores, escribanos y demás subalternos de
los tribunales; así como la 5 y 6 ,  tít. 5,
lib. 8 lo concerniente á los de escribanos de
registros, dominando siempre la idea de
regularidad y publicidad.

Pero cu aquellas apartadas regiones se
d ióenc l lo ,  como en todo, una amplitud
inmensa á las atribuciones de las autorida-
des superiores , y por las leyes 178 y 179,
tít. 13 , lib. 2,  se encarga á los acuerdos la
formación de aranceles , cuyas vicisitudes
por lo tanto serian difíciles; y mas que
eso , embarazosas de seguir, bastando sa-
ber que la formación ó rectificación de un
arancel era materia de autos acordados,
haciendo estos jurisprudencia con fuerza
de  ley , como en otras materias, así como

también sucedió en la Península ; y creyóse
mas urgente el remedio en los tribunales
de Hacienda. -Eran diversos los aranceles
de las dependencias de este ramo y venían
rigiendo por lo que bace á la junta supe*
rior contenciosa los formados á su princi-
pio, por el primer asesor general don Diego
Miguel de Moya. Pero en carta acordada
del consejo de Indias de 19 de noviembre
de 1828 se previno al superintendente ge-
neral remitiese copia original de lodos los
aranceles judiciales dp los respectivos juz-
gados y dependencias de Hacienda, con es-
presión los que estuviesen ó no vigentes.
Instruyóse espediente , y en 27 de junio
de 1850 se elevó á la aprobación superior
un proyecto de arancel general. Sin resol-
ver acerca de él se dió la real órden de 28
de junio de 1835,  mandando que en panto
á ejecuciones , contadurías de hipotecas y
algún otro ramo no se hiciese novedad hasta
nueva resolución sobre el proyecto de aran-
celes generales, siendo de notar que en 17
de cnero del propio año el Consejo Real de
España y de las Indias habia mandado se
formase arancel general sobre contadurías
de hipotecas para la isla de Cnba, el cual
rigiese desde luego sin perjuicio de apro-
bación superior. El resultado de lodo, fue
mayor confusión que la que se trataba de
evitar, sin que bastasen, ni basten á impe-
dirla algunas resoluciones judiciales, á las
que, y á la costumbre, hay en general que
atenerse, efecto indudable raen lo de que las
novedades y sucesivos trastornos y trasfor-
maciones de corporaciones y autoridades
ocurridas en la Península desde 1853 has-
ta la supresión de los consejos de Indias y
de Hacienda , impidiesen las resoluciones
generales y uniformes que estaban prepa-
rándose.

ARANCELES JUDICIALES
BEL FUERO COMIA. No suce-
dió así en el órden judicial del fuero co-
mún, menos alterado por las reformas. Por
reales órdenes de 3 de noviembre de 1855,
y 21 de febrero de 1836 se ordenó á la au-
diencia de Puerto-Príncipe, única entonces
en la isla , formase un arancel general para
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lodos los tribunales comunes , eclesiásticos
y privilegiados en toda la isla , y apareció
el de 8 de marzo de 1858. Eleváronse in-
mediatamente quejas y reclamaciones hasta
del fiscal de S. M., y por auto acordado
de 14  de julio del propio año, se mandó
suspender la ejecución del nuevo arancel
hasta que otra cosa se resolviese, y que
entre tanto se continuasen exigiendo, los
derechos por las reglas anteriores.

Creóse entre tanto la audiencia territorial
de la Habana , y en el títiilo espedido á su
primer regente se le autorizaba á formar
un arancel provisional, acomodado á' lo que
se hubiese practicado por otras audiencias
pretoriales de Ultramar, con las novedades
ademas que el mismo creyese indispensa-
bles. En virtud de  esta autorización, el ci-
tada regente don Fermín Gil de Linares
publicó el nuevo arancel, que el capitán
general aprobó , ínterin se formalizaba el
arancel general definitivo.

Dictáronse entre tanto algunas disposi-
ciones parciales, como el auto acordado de
la audiencia pretorial de 28 de setiembre
de 1843, determinando los derechos de los
escribanos que hacen relación de autos ape-
lados, y al fin en 24  de setiembre de 1848
se publicó el nuevo arancel general para la
audiencia de la Habana y su distrito, por
medio de la real órden siguiente: .

pExcmo. señor.— La reina (Q. DI G.), oi-
do el parecer del tribunal Supremo de Jus-
ticia, se ha dignado aprobar para esa au-
diencia pretorial y los tribunales y juzgados
de  su distrito el arancel de derechos que de
real órden remito á V. E. adjunto , para que
desde luego se ponga en práctica can ¿a re-
baja dé  una quinta parlé en la ciudad de Ma-
tanzas, y con la de una cuarta en los demas
puntos del territorio de la misma audien-
cia. Ademas de esto,teniendopresente S.  M.
que la ley 178, lib. 2 ,  tic. 15 de la recopi-
lación de Indias previenen terminantemente
que los derechos no escodan del cinco tanto

de los que en estos reinos se puedan llevar,
ha dispuesto también que ese real acuerdo,
antes de la publicación del arancel , reduz-
ca Cada una de sus partidas, de suerte que

no escedan del quíntuplo de lá señalada
respectivamente para la Península en su
arancel , que igualmente es adjunto , cu-
yo esceso , como V. E. observará , ea muy
notable en los derechos de eximen y jura-
mento que devengan el secretario de acuer-
do y los alguaciles y porteros ; en los de
escribanos de cámara, y particularmente
en los artículos 2.’  y 3? ;  en los de canci-;
ller, aun después de la reducción que han
sufrido; en los de tasador repartidor; en los
de procuradores , cuyo artículo 6.° debería
suprimirse, porque el trabajo que por él se
intenta remunerar no debe estar remunera-
do ,  ni lo está en los aranceles de la Penín-
sula, debiendo hacer lo mismo, porque
tampoco aquí se valúa con el aumento que
se dá por derechos do agencia én propon*
Cion de la cantidad litigada , y en otras par-
tidas, cuya diferencia , aunque de menor
importancia , no deja de ser contraria á la
ley citada. Sin embargo de todo, es la vo-
luntad do S. M. , que si esa audiencia pre -
torial hallase que estas reducciones ofrecían
inconvenientes, no las lleve adelante , sino
que se limíte á poner llanamente en prácti-
ca" el referido arancel , tal como queda pre-
venido en la cabeza de esta real órden con
la mayor brevedad pasible, elevando á co-
cimiento de S.  M. los fundamento» de di-
chos inconvenientes, con un estado de los
productos que haya tenido en el último
quinquenio el oficio que debiera sufrir la
reducción de alguno de sus emolumentos,
con arreglo á la ley , cuya observancia se
ha recomendado.- Dios guarde á V. E. mu-
chos años. Madrid 24  de setiembre de 1848.
—A trazóla.'— Señor gobernador capitán ge-
neral presidente délas audiencias dé Cuba.»

Este arancel puede verse en el tomo 45
de la Colección legislativa de  España; pero
según se deduce de la real órden anterior,
no es  él solo al que hay que atenerse , pues
que en Matanzas ha de aplicarse con la re-
baja de la quinta parte; en los demas juz-
gados con la de la cuarta , y ea todas sirve
de principio que los derechosmo escedan del
cinco tanto qne en la Península , - según las
leyes de Indias. Para este efecto se acom-
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5.a Cuando el abogado que lleva la de-

fensa en segunda instancia , no pueda ó no
quiera presentarse en estrados y lo haga
otro en su lugar, solo se abonará á este en
tasación los derechos queJe correspondan
por su asistencia é informe verbal en es-
trados.

6.a Los derechos dé reconocimiento y
apuntamiento general del relator, los del re-
conocimiento del agente fiscal y del escri-
bano de cámara, se reducirán á una cuarta
parte en las competencias, sí éstas fueren
promovidas á instancia de parle, conside-
rándose de oficio en otro caso.

7 .*. Cuando las partes vacien de letrado
y haya condena especial de costas, sólo es-
tá obligada la parte responsable á su pago
á satisfacer la vista de un abogado de su
contrario, á no ser que resulte necesaria la
variacion.de letrado, por muerte, imposibi-
lidad absoluta ú otro motivo independiente
de la voluntad de los interesados.
� 8.a No se abonarán honorarios á los es-

critos de los «bogados que no los tengan se-
ñalados al margen.

9 /  Aunque no figuren como derechos
en la tasación, por no considerarse costas de
la actuación, las copias de escritos ú otros
lugares de autos que alguna parte exigiese
al procurador, se abonará por cada pliego.

16. En los actos porque se abona á los
procuradores asistencias, no las devengarán
ni otro derecho alguno, si los interesados ó
sus apoderados principales concurriesen á
dichos actos.

11 /  No teniendo necesidad por lo gene-
ral estos funcionarios de ver los alegatos de
las partes, ni muchos otros lugares de los
autos para formalizar cuentas, divisiones y
particiones, se entiéndela espresada asigna-
ción por foja únicamente de las que tengan
necesidad de ver, con la obligación de mar-
carlas en la nota en que se asignen sus de-
rechos; y si elquez observase algún esccso,
lo corregirá bajo su responsabilidad.

12. Si los testadores nombrasen parte la
exenta y partición de sus bienes, personas
distintas de los contadores judiciales, se en-
tenderá tal encargo como de confianza, y no

paño con él nuevo arancel el general de la
Península , y per consecuencia de todo , el
acuerdo de la audiencia pretorial publicó
el de 30 de junio de 1849, que refrendado
per el secretario de la misma se imprimió y
publicó en aquella capital.

Conforme á nuestro propósito no le in-
sertaremos; pero sí las importantes notas y
disposiciones generales que contiene , algu-
nas de las cuales han sido añadidas por la
audiencia ; pero que» según las leyes y ju-
risprudencia de aquellos dominios, tienen
fuero de obligar, como autos acordados.
Las citadas notas y disposiciones general»*
son las siguientes:

TÍOTASs

1 .a Si los.  que se examinan perfc abo-
gados, escribanos y procuradores quedasen
reprobados, llevará el secretario la mitad
de los derechos respectivos.

9.a Antes de entrar á examen los conte-
nidos en la anterior, y aljiempo de presen-
tar los documentos, depositarán el importe
de  ios derechos que se devengan, inclusa la
media anata; y siendo reprobados se les de-
volverán belmente, menos los devengados
en este caso.

5.a El abogado que habiéndolo sido de
una parle, continuase su defensa en la au-
diencia, solo llevará en la segunda instan-
cia la mitad de los derechos de vista de los
autos del inferior: y nada en la tercera por
razón de la vista de aquellos, aunque sí se
le abonará la de los folios del cuaderno de
audiencia que no hubiese examinado antes.

4.a Habiéndose observado alguna vez,
que un abogado que llevó la defensa de una
parte en la primera ó segunda instancia y
que se presentó en esta ó en la tercera á in-
formaren estrados, ha hecho Armar por otro
los escritos de estas últimas instancias con
el objeto poco delicado de cargar nuevas
vistas, se advierte, que ademas de ser cor-
regido este esceso por el señor semanero, si
por desgracia se repitiese, con la reducción
de tan indebidos derechos, se tomará razón
en la sala del nombre del letrado, para que
le sirva de  nota en su carrera.
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tendrán derecho alguno los designados á
exigir de las parles que contra su voluntad
les retribuyan este servicio.

13. De cargo del dueño administrador,
ó encargado de la finca vigilada, será pro-
porcionar al veedor de valde una habita-
ción inmediata á los secaderos ó lugares
donde se elabore ó almacene el fruto, faci-
litándole ademas alimento por su dinero.

14. Solose registrarán y lomará razón
de las escrituras é instrumentos en que ha-
ya hipoteca espresa, especial y señalada de
bienes raíces y tenidos por tales. Tampoco
se hipotecarán los bienes muebles, semo-
vientes, sueldos ó salarios, en general escla-
vos, ó cualquiera otra cosa de esta especie,
sino en el caso de que constituyan parte de
alguna finca rais, en cuyo caso se hipoteca-
rán con ella y no de  otra manera, pena al
escribano anotadorque practique lo contra-
rio, de veinte y cinco pesos de mulla por la
primera vez, cincuenta por la segunda y
por la tercera privación perpetua de oficio.

15. Los derechos asignados por este
arancel á los jueces de todas clases, aseso-
res ,  abogados, escribanos, procuradores,
curadores, contadores judiciales, anotado-
res de hipotecas,, intérpretes públicos, al-
guaciles mayores, veedores dentro de las
poblaciones, redactores de  papeles públicos,
comisarios de barrio, comisionados, tasa-
dores de costas, albéitares, carpinteros, ar-
meros, pregoneros y ministros ejecutores,
se entenderán con la rebaja de una quinta
parte en la ciudad de Matanzas, y con la
de una cuarta parte en los demas puntos del
territorio.

16. Las asistencias de que tratan los ar-
tículos de jueces, asesores, abogados, pro-
curadores, intérpretes y escribanos del aran-
cel de los juzgados en los juicios escritos,
deben graduarse á razón de una hora de
ocupación en cada una de ellas.

Dispusicimips generales.

i." Los derechos señalados á cada clase
de subalternos ó personas indicadas, se en -
tienden con esclusion del papel sellado,

que pagarán separadamente los interesados.
2.' En ningún caso se exigirán derechos

dobles, ni para su exacción se atenderá nun-
ca al numero de las personas que litigan,
sino al número de partes, entendiéndose por
una «ola todas las que litigan unidas bajo
un contesto.

3.a En los casos no comprendidos en los
aranceles, no se cobrarán derechos, porque
no tengan analogía con otros actos espresa-1

dos, debiendo acudir en este caso los inte-
resados al tribunal.

4.a No siendo fácil tasar los honorarios
de los escritos de abogados, como produc-
ción del talento y de la instrucción, conti-
nuará Ja práctica hasta aquí observada en
todos los tribunales de dejarlo á su discre-
ción; peco se recomienda al pundonor y de-
licadeza de tan nobles profesores, el que lo
ejecuten con ja debida moderación, y siem-
pre que les llevasen, los anotarán al pié de
sus escritos en letra de su puño: y si algu-
na parle se quejase del abogado por esceso
en los honorarios el tribunal oyendo al le-
trado interesado y á dos abogados de cono-
cida esperienoía y probidad, regulará lo que
juzgase prudencial mente deberse satisfacer
según la calidad del trabajo deque se trata.

5.a Lo mismo se ejecutará con respecto
á las quejas de los profesores de medicina»
cirujía y farmacia, y á cualquiera artista
que como perito hubiere intervenido en el
proceso.

6.a Siempre que los derechos se regu-
len por pliegos ó por hojas, se entenderá
que cada cara ha de tener veinte y cuatro
renglones y veinte por el lado del sello, y
siete partes el renglón.

7.\ Para acreditar la duración de  los
autos y diligencias cuyos derechos se gra-
dúan por horas, se observarán las reglas
siguientes. 1 /  La duración de  vista de
pleitos en los tribunales superiores se acre-
ditará por nota que eslenderá y firmará el
relator , y en los juzgados por nota del es-
cribano acluario. 2 .a Las diligencias de
cotejo, inventarios, embargos y otras de
igual naturaleza, por nota del relator, ó
diligencia del escribano, dando fé. 3 /  Los
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tribunales , y que sean de los que se hayan
introducido por perniciosos abusos que es-
trechamente se mandan desarraigar, se
cargarán siempre que el tribunal lo califi-
que así sobre la parte que los hubiese cau-
sado mancomunadamcnte con sus defensas,
y debiendo entenderse este artículo no solo
en la segunda y tercera instancia, en que
la alta justificación y rectitud de la audien-
cia no los permitirá, sino en los procedi-
mientos de la primera, y sin perjuicio de
las demas penas que imponga el tribunal á
los causantes de este torpe descuido.

13. .Los relatores, tanto de la audien-
cia como de.cualqnier otro tribunal , en los
apuntamientos que formen de  los autos,
harán también especial mención de todos
los defectos y vicios do sustanciacion y do
todas las actuaciones y. escritos innecesa-
rios que en dichos autos notasen , y en el
caso de  que no hubiesen notado ninguno,
lo espresarán así sin perjuicio de lo que
despees en vista de los mismos autos el tri-
bunal resol viere.

; 44. No se devengarán derechos de vista
mas que en los autos de recepción del pleito
á prueba; despachar ó denegar la ejecu-
c ión ,  decisión de artículo, acumulación,
aprobación de cuentas, particiones ó liqui*
daciones.

ib.  Al darse las sentencias definitivas
solo se  llevarán derechos de reconocimiento
y vista por cada hoja de lo que se hubiere
aumentado s í  fuese preciso reconocer para
darlas.

16. No se devengarán por un mismo
jue? ó asesor derechos de reconocimiento ó
vista mas que una vea, y únicamente en
los casos espresados , sin que nunca se lle-
ven  derechos cuando para dictar una pro-
videncia no es preciso reconocer los autos.

47. A los tasadores mayor de lonja y de
fincas y á los agrimensores , se abonarán los
derechos acostumbrados.

18. Como el medio real es la moneda
menor efectiva , no será abonable en las
partidas do las liquidaciones de costas el
quebrado que no llegue á 25  céntimos de
real : el que llega á 25  y no pasa de 75,  so

tasadores de joyas y demás personas que
practican en sus respectivas casas los tra-
bajos propios de su profesión , los espre-
sarán al final de la certificación que deben
dar, d en la ratificación que bajo juramen-
to enforma han de prestar ante el señor
ministro semanero.

8.* Cuando' los ministros subalternos
tuviesen que practicar algunos actos y di -
ligencias de noche .por urgencia conocida
ó mandato de la autoridad, lo que deberá
expresarse en él , llevarán el doble de  lo
señalado por iguales actos ó diligencias
de dia.
. 9 .a Cuando alguno de los litigantes sea

defendido por pobre, no satisfará derechos
algunos, ni su parte se cargará á los demás
colitigantes. Si hubiese condenación de
costas , Jos subalternos percibirán los dere-
chos correspondientes al pobre, de la parte
á quien se le hubiese impuesto. Si en las
causas criminales hubiese- condenación en
mancomunidad , no -se entenderá esta con
respecto á los devengados por los reos po-
bres en sus defensas, ni tampoco en las
pruebas que contra ellos especialmente
propusiese el señor fiscal y que no agraven
á los reos solventes.. ' .

. 10. Si ganase el pleito el que estuviese
mandado ayudar y defender por pobre , no
habiendo condenación de costas, solamente
quedará responsable al pago de costas la
cuarta parte de la cantidad que perciba, ó
«pie se le hubiere, adjudicado en  la sen-
tencia.

41. . Las costas de- los. apremios, qne
nunca bajo ningún título podrán darse mas
que uñó según está mandado, se cargarán
siempre por regla general á la parte . que
hubiese dado lugar á é l ,  no devolviendo
los autos inmediatamente qué haya espira-
do el término de la ley , ó quo se le haya
concedido.

12. Las costas que se causaren en dili-
gencias no necesarias, escritos viciosamen-
te repetidos ó prolongados, actos multipli-
cados, procedimientos aglomerados fuera
de lo que permiten las leyes y ordenanzas,
y la? prácticas sanas y racionales de los
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rá abonable con medio real, y desde 79
hasta el complemento, se abonará un real.»

En cuanto á Puerto -Príncipe , en el mis-
mo dia 24  de setiembre de 1849, se comu-
nicó y publicó en la Gaceta oficial, la real
órden siguiente:

«Excmo. señor.— De real órden remito
á V. E. adjuntos un ejemplar de los arance-
les judiciales de la Península, y una copia
de los reformados por el tribunal Supremo
de Justicia para el territorio de la audiencia
pretorial, áfin de que en su vista proceda la
audiencia ebancilleria de Puerto-Príncipe á
revisar los suyos y ponerlos en práctica , te-
niendo presente la ley 178, lib.% tít. 15de la
Recopilación de Indias, que previene no esco-
dan tos derechos del cinco lauto de lo que se
lleva en la Península, y sirviéndole de base
los señalados para la audiencia pretorial
con la rebaja de  una quinta parle para las
ciudades de Cuba y Puerto-Príncipe, y con
la de  una  cuarta parle para los demas pue-
blos del territorio de la audiencia , Cuidan-
do á la vez de reducir las partidas escesi-
vas que contiene el arancel de la pretorial
en los términos que á esta se ordena por
real órden de esta fecha , cuya copia es tam-
bién adjunta. Pero si como en día se dice á
la de la Habana , hallase la de Puerto-Prín-
cipe algún inconveniente para esta reduc-
ción, es la voluntad de la reina que esa
audiencia chanciílcria ponga en práctica el
arancel que forme bajo el tipo del de la Ha-
bana , y solo con la rebaja -de la cuarta y
quinta parte prevenida, esponiendo á S.  M.,
á la mayor brevedad posible, los fundamen-
tos de los inconvenientes para la reducción
indicada, con un estado de los productos
que haya tenido en el último quinquenio el
oficio que debiera snfrir la disminución de
sus emolumentos con arreglo á la ley de In-
dias mencionada. Dios , etc. Madrid.24 de
setiembre de 1848. — Arrazola. —Señor go-
bernador presidente de las audiencias de
Cuba.»

Aunque sabemos que se medita la refor-
ma general de aranceles en las demas islas,
no ha tenido lugar todavía , debiendo es-
tarse en está parte á las costumbres autori-

ARANCEL.
zadas , que lo serán , si á lo menos k) fue-
sen por la aprobación tácita de los acuerdos»
facultados por las leyes de Indias para arre-
glar los aranceles.

Dos reglas generales debemos establecer,
y son: l . ‘Que ordenándose perlas leyes de
Indias y repetidas reales disposiciones que
los derechos de arancel de Ultramar no es-
codan nunca del eÍMco tanto de los de la Pe-
nínsula , y publicados en esta los arance-
les generales , en ellos se tiene en todo caso
deficiente, ó de duda, el arancel que ha de
aplicarse en aquellos paises, con la mencio-
nada modificación: y 2.* Que dados losaran-
celes de la Península y lo propío los de Ultra-
mar en concepto de generales, á ellos han de
atenerse todos los juzgados y tribunales que
dependen de las audiencias de aquellos do-
minios , aunque solo para las segunda,
instancias, pues que espresivamente se
previene en Jas citadas reales órdenes de 24
de setiembre de 1848 que tos aranceles á que
se refieren son para las audiencias y Irita-
nüles y juzgados de  su distrito.

ARANCEL DIPLOMATICO.
V. ■MBIUTACMK BK BBFIAMATIOM.

ARANCEL DE CRUZADA
EN ULTRAMAR. V. «cía.

ARANCELES CONSULA-
RES. V- CORBVK.ABB.

ARANCEL DE DIEZMOS V
PRIMICIAS EN ULTRAMAR.
V. BI£XMM.

ARANCEL DE DERECHOS
DE ESTOLA Y PIE DE AL*
TAR. V. BlWlfeBBM , BSBBCBBB BB
EBTBL4, etC.

ARANCEL O TARIFA DE
GRACIAS AL SACAR. V. este
artículo.

ARANCEL O TARIFA DE
MEDICOS Y CIRUJANOS EN
ULTRAMAR. V.

ARANCEL DE TITULOS Y
GRANDEZAS. V. su artículo y el
de BMACIAB A*. BACAB.

ARANCELES DE TITULOS
Y LICENCIAS EN ULTRA-
MAR. V.  T ucewciAB.
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LEYES DEL FUERO JUZGO.ARANCEL DE  PORTAZGOS

Y PONTAZGOS. V. MM4M.OS
Por regla general todo arancel ó tarifa

de  derechos deque no se haya hecho espresa
mención en el presente artículo, se ha de
bascar en el especial del asunto ú objeto á
que se contrae.

ARBITRADOR, ARBITRA-
JE, ARBITRAMENTO, ARBI-
TRO. Todas estas palabras proceden de
las voces latinas arbiler, arbifrium, arbi-
trólas. Llámase árbitro ó arbitrador á ¡a
persona elegida de coman acuerdo do las
parles, ó por una de ellas para que resuel �
va con arreglo a) compromiso la cuestión ó
cuestiones sometidas á su decisión; y arbi-
traje ¿arbitramento la jurisdicción que cor-
responde á los árbitros ó arbitradores para
conocer de ellas y terminarlas, y también el
mismo juicio arbitral.

Esta forma de- juzgar está reconocida, no
solamente por las leyes civiles y canónicas,
sino también por las comerciales, llegando
estas hasta el estremo de someter necesaria-
mente la decisión de ciertas cuestiones á-
esta especie de tribunales.

Siguiendo el método que nos hemos pro-
puesto en esta obra, trataremos en este ar-
tieuio-toda la materia concerniente al juicio
arbitral, no solo en los negocios comunes,
sino también en los especiales, dando á co-
nocer primero la regla general, y después
las escepciones.

PARTE LEGISLATIVA

LEY 13 ,  TIT. 1 , un .  2 ,

Ninguno debe juzgar di pleito, sino á
quien es mandado por d príncipe, ó quien
es escogido por juez por voluntad de las
partes con testimonios de dos hombres bue-
nos ó tres.

LEV 16 ,  ID .  IB .

El juez de voluntad de las partes puede,
como los otros jueces, mandar y constreñir
po? sí ó por sayón.

LEV 25 ,  ID. ID .

Los jueces que juzgan de voluntad de las
partes , pues que le es dado juzgar y re-
ciben el poder para ello, deben haber nom-
bre de juez, así como el pro ó daño que debe
haber el juez, con arreglo á la ley.

LEYES DE LAS PARTIDAS.

LEY 48, TI?. 6 ,  PART. k

Los clérigos pueden ser elegidos por las
partes para que libren sus pleitos según su
albedrío.

LEY 2 ,  TIT. 4 ,  PART. 3 .

Los jueces de albedrío no pueden ser
puestos si no por avenencia de ambas par-
tes.

LEY 5 ,  ID .  ID .

Si el juez puesto con placer de amhas
partes fuese mayor de catorce años, será vá-
lida su sentencia, y no podrá desatarse por-
que dijeren que era de menor edad.

LEY 23, TIT. 4 ,  PART. 5 .

Arbitros en latín tanto quiere decir en
romance, como jueces avenidores que son
escogidos y puestos por las partes para li-
brar su contienda. Estos son de dos clases:
la una, cuando sqn puestos por las partes
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para que oigan y sentencien sus pleitos, y
estos son como jueces ordinarios y deben
hacer lo que ellos. La otra clase es de los
artítradores , cuando son escogidos como
amigos para avenir y sentenciar sus pleitos
de cualquier manera que sea, aun sin las
fórmulas que los ordinarios. Si sentenciasen
maliciosamente ó con engaño, deben refor-
mar sus providencias según albedrío de al-
gunos hombres buenos escogidos de entre
los jueces ordinarios del lugar, y pueden
juzgar una contienda ó muchas del modo
quelos interesados les prescriban. Deben es-
tos prometer guardar y obedecer el manda-
to y juicios que los avenidores diesen bajo
cierta pena, y no pactándose, no están te-
nidas las parles á obedecer la sentencia, á
menos que callasen y ñola contradijesen en
los diez dias de como fue dada. Todo esto
debe hacerse por escrito, y ante escribano
pñblico para evitar después dudas.

*

LEY 24,  ID.  ID.

No pueden ser objeto de avenencia los
pleitos en que recaiga sentencia de muerte,
pérdida de miembro y destierro; ni tampo-
co los de servidumbre ó libertad, y los que
versen sobre cosas pertenecientes al bien co-
mún de algún lugaró reino, á menos que por
todos ó la mayor parte del pueblo , se nom-
brase un procurador, facultándolo para que
las pusiese en mano de avenidores. Tampo-
co podrán ponerse en árbitros los pleitos de
matrimonio, ni el en que un avenidor fuese
parte, porque ninguno debe ser juez de su
mismo pleito. Cuandouno recibiese injuriad
deshonra de otro, bien puede ponerlo por
avenidor de este pleito, y valdrá la senten-
cia que diere, siempre que sea moderado,
porque si no, no está obligado á cumplirla.
Los jueces ordinarios no pueden ser árbi-
tros de derecho, mas si arbitradores ó ami-
gables componedores.

LEY 25, ID. ID.  1

Solo pueden poner sus pleitos en manos
de avenidores aquellos que pueden presen-

tarse en juicio.. El menor de veinte y .  cinco
años, que se comprometiese en  árbitros sin
licencia de su guardador» aunque dé fiado -
rea de que estará á lo que aquellos juzguen»
no incurre en pena alguna sino se  conforma
con la sentencia; pero los fiadores están obli-
gados á pagar la pena en este caso, tenien-
do el menor mas de eatorte años. Mas si Cae-
re mayor de esta edad, y no tuviese guar-
dador, conviene que esté por aquello que
mandaron los avenidores, é incurrirá en la
pena á que se obligó, á menos que probare
que le  engañaron ó perjudicaron. *

LIY 26, ID .  ID.

Deben W avenidores cuidar de decidir
los pleitos de una manera que resulte paz
entre ambas partes, y atenderá si el pleito
es de aquellos en que pueda haber avenen-
cia. Asimismo que se señale una pena en
que incurra el qae no cumpla con lo que
manden y cuantas veces lo manden. Si ni»
se obliga bajo pena, y otro entrega alguna
cosa para en el caso de no querer cumplir,
la perderá s ino  lo hace. Cuidarán también
los avenidores de decidir los pleitos de la
manera que las partes se lo otorgaren. Nom-
brando á los avenidores con la condición de
decidir por lo que dijere otro que señala-
sen las partes, no deben admitir la avenen-
cia, á menos que sea para el caso de estar
discordes y en calidad de tercero, en cayo
caso pueden nombrarlo también los aveni-
dores, y no queriéndolo hacer puede el juez
ordinario apremiarlos á ello á petición de
las partes, ó de alguna de ellas.

LEY 27, ID.  ID .

Los jueces avenidores deben decidir el
pleito dentro del término señalado, porqués!
pasa, no podrán después hacerlo á menos que
las partes les concedieran poder para ello
pasado el dia señalado por mediar algún
obstáculo, en cuyo caso, si ambas par tes con-
tradicen la prórega,ó alguna de ellas, no po-
drán los avenidores prorogarlo, á pesar de
la facultad que se les concedió, mas si solo
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á los avenidores á que lomen un hombre
bueno é imparcial, mandándolos que de co-
miin acuerdo libren aquel pleito; mas no
habiendo acuerdo , valga lo que juzgúela
mayoría.

LEY 50, ID. ID.

Hay varios casos en que los avenidores
pueden, si quieren, escusarse de sentenciar
los pleitos puestos en sus manos; esto su-
cede, cuando los litigantes después de ha-
berles concedido el poder de sentenciar ea
su pleito, empezasen aquel mismo ante el
juez ordinario, ó lo sometiesen á otros ave-
nidores. Si después de haber puesto el plei-
to en manos de estos , una de las partes lo
principiase ante el juez ordinario contra la
voluntad de la otra , incurrirá en la pena
que estuviese establecida , y los avenidores
no deben después ser apremiados á senten-
ciarlo. Tampoco lo serán, cuando alguna de
las partes los injuriase, ó cuando calos tu-
viesen que ir eu romería, en  servicio del rey
ó su consejo, por enfermedad ú otros obstá-
culos de igual naturaleza.

LEY 51 ,  ¡D.  ID.

Cuando alguno de los avenidores se des-
cubriese por enemigo de alguna de las par-
tes , después de habérsele nombrado, puedo
esta requerirlo ante hombres buenos para
que no siga adelante en aquel pleito; si no
lo quisiere dejar, se lo manifestará al juez
ordinario, y este después de averiguarlo,
debe prohibirle que siga conociendo : si fue-
se tan porfiado que á posar de esto siguiese,
no es válida la sentencia que diere y la par-
te que no la obedezca , no cae en pena ; lo
mismo se entiende si fue por regalos ó por
precio.

LEY 52 ,  ID. ID.

La reunión de todos los avenidores es pre-
cisa para dar sentencia , á menos que las
partes les hayan facultado para que senten-

| cien aunque no estén todos reunidos , y en

la contradice una parle , incurre esta en la
pena pactada. Por el contrario , si ambas
parles quisieren prolongar el plazo, y los
avenidores por motivo justo no quisie-
ren, no están obligados á hacerlo. Sino se
les señaló plazo, ni dia cierto deberán de-
cidir lo mas pronto posible dentro del tér-
mino de tres años, contados desde el dia de
su aceptación. Señalándoseles el lugar en
que han de juzgar, deben hacerlo en él , y
no señalándose, seguirán el pleito en el lu-
gar ó villa en que se  verificó el compromiso,
debiendo emplazar allí á las partes, á no
ser que estas les hubiesen dispensado de
esta formalidad.

LBY 28  ID. ID.

Muerto un avenidor no pueden los otros
decidir el pleito, á no ser que se les hubie-
se facultado para ello ; asimismo, muerta
una parle tampoco pueden hacerlo , á me-
nos que se  hubiese convenido lo contrario,
pero emplazando antes á los herederos del
difunto. Lo dicho relativamente al caso de
muerte deberá también observarse cuando
alguno de  los avenidores, antes de decidir
el pleito, entra en órden de religión, se
hace siervo , ó es desterrado para siempre,
ó cuando se pierde ó muere la cosa objeto
de la avenencia , ó cuando la parte deman-
dante renunciase á su derecho.

LEY 29 ,  ID. ID.

Los jueces de avenencia, así como libre-
mente y de su grado reciben los pleitos y
contiendas que se les encomiendan, así una
vez recibidos están obligados á decidirlos
aunque no quieran. S¡ por no querer juz-
gar, podiendo, se quejase alguna parte al
juez ordinario, debe este enviar por ellos y
señalarles un plazo para sentenciar; y si
todavía no quisieren hacerlo, débelos des-
pués apremiar , teniéndolos encerrados en
una casa hasta que libren el pleito. Si el
número de avenidores fuere par y cada mi-
tad diese un juicio diferente, el juez ordi-
nario debe apremiar tanto á las parles como
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ambos casos lo que rcsolvieren de común
acuerdo, y á falta de ¿I ,  lo que decida la
mayor parte, aquello debe valer. Deben dar
la sentencia en día no prohibido , á menos
que fuese por alguna de las razones que
pueden hacerlo los ordinarioss, ó que se le
hubiese autorizado á ello por las partes, y
limitarla precisamente al pleito , encomen-
dado y no a otro alguno , estendiéndola en
aquel á las rentas ó frutos de la cosa j y si
se les hubiese encargado la decisión de va-
rios pleitos, deben sobre cada uno dar una
sentencia , á menos que las parles les hubie-
sen prevenido otra cosa.

LEY 53, i »  m.

La parte que no quiere cumplir los matn
datos de los avenidores dentro del plazo que
estos le fijasen, debe pagará la oirá la pena
que establecieron, citando pusieron el pleito
en sus manos, sin poderse cscusar de nin-
gún modo; si al dictar la sentencia no fija-
sen plazo , entonces deben las partes cum-
plirla dentro de cuatro meses, y transcurri-
dos, incurren en la pena; mas si al deman-
dar esta , pasados los cuatro meses, la parte
á quien la demandan cumple luego el man-
dato de los avenidores , no está obligada á
pagarla.

LEY 34, ID.  m .

Las parles quedarán escusadas de pagar
la pena, cuando no pudiesen cumplir lo sen-
tenciado por enfermedad grave, por tener
que ir en servicio del rey ó su concejo , ó
por cualesquiera otros obstáculos que justa-
mente escusan; pero vencidos estos, s ino lo
cumplieren, incurrirán en la pena, á menos
que fuere la sentencia contra ley , natura-
leza, buenas costumbres, ó se hubiese dado
por pruebas falsas, engaño , dinero ó sobre
cosas muy distintas de las que se litiga-
sen, pues probada alguna razón de estas, no
valdrá la sentencia.

LfY 55, IQ. ID,

Del juicio de los avenidores no puede
apelarse , pero la parte que no se conforma-

re con ¿1 , pague la pena estipulada, y de9'
pue» no sea obligada á obedecerlo. Sí no st
estipuló pena, tampoco |a parte que no  se
conforme con la sentencia, será obligada á
obedecer, si asi lo espresa inmediatamente.
Pero si las partes, de palabra, ó por escrito
ó por silencio de diez dias, consintiesen el
juicio, valga; y el juez ordinario del lugar
lo haga cumplir á instancia de alguna de
ellas.

LEY 4 ,  TIT. 17 ,  ID.

Los clérigos y religiosos pueden ser jue-
ces de avenencia.

LEY 106,  TIT. 18 ,  ID.

La carta de avenencia llamada compromi-
so, debe hacerse en esta forma: sepan cuan-
tos esta carta vieren, cómo P. de una parte
y N. de la otra, acordaron y eligieron á M.
por avenidor, y por árbitro y por arbitrado?
y amigo comunal sobre tal contienda ó plei-
to que era entre ellos (se espresará); los
cuales se prometieron reciprocamente cum-
plir y obedecer todo cuanto el árbitro juz-
gare Ó mandare en dicho pleito, á cuyo
efecto le otorgaron libre y cumplido poder,
para que pueda juzgar y mandar una ó mas
veces por escrito ó sin él, en dia feriado ó
no feriado, estando ó no las partes delante,
guardando ó no el órden del derecho, en
cualquier lugar y tiempo, y para que pueda
prendar las partes y hacer cumplir sus pro-
videncias ó sentencia, como también para
que pueda declarar é interpretar las pala-
bras de esta, si fueren oscuras ó dudosas, y
prometieron obedecer y tener por firma
cuanto en virtud de esta carta hiciere bajo
la pena do T.» la cual pagarán cuantas ve-
ces desobedecieren lo que el avenidor juzga-
re ó mandare, debiendo sin embargo que-
dar siempre firme y valedero lo aquí con-
venido y el juicio del avenidor, páguese ó
no la pena. A lo cual se obligaron, etc.

Si las parles quisieren celebrar el com-
promiso con otras condiciones, el escribano
debe estenderlo en la manera que aquellas
se aviniesen.
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no en virtud de  engaño hecho á su  consocio,
al huérfano puesto bajo su guarda, á su po-
derdante, ó ál deponente, no  es  infamatoria.

LEY 7 ,  ID .  J».

Los infamados DO' pueden ser nombrados
jueces de  avenencia.

LEYES DELA NOVISIMA RECOPILACION.

LEY 5 ,  TÍT. 1 ,  LIB. 11 ,

{Ley 44, t i l .  Si del ordena»¡enle de AUaiá).

El juez que fuere puesto por voluntad
de las partes, si es menor de diez y ocho
años y mayor de  catorce, y esto lo  supieren
aquellas, puede válidamente dictar sen-
tencia.

LEY 7 ,  T IT .  1 ,  LIB.  10 ,

(Praemátke de 13 de octubre de HMJ

En los compromisos puedan las partes
hacer juramento.

LEY 5 ,  TIT.  11 ,  LIB.  5 .

(OrdeMtuas de Medina en U#»’.

Los oidores y alcaldes de  las audiencias
no sean árbitros de  causas que puedan ve-
nir á ellas , ni lomen ni acepten arbitra-
mento después de  comenzado el pleito ante
ellos , salvo si el negocio se comprometiese
en todos los oidores del tribunal , ó con l i -
cencia del rey, so pena de  ser echados déla
audiencia por treinta días,  y .de perder el
sueldo de  dos mesas.

LEY. 4 ,  TIT.  55, LIB.  11 .

{Pracmitica de 9 de junio de 1500, capitulo #.)

Los asistentes , gobernadores ó corregi-
dores y sus oficiales no reciban compromisos
de ningunos pleitos que  ante ellos estuvie-
ren pendientes , ni de  los que  ellos pudieran
conocer, sopeña que tornen lo que lleva-
ren con otro tanto.

ARBITRO.
LEY 107» ID .  ID.

La sentencia debe redactarse de esta ma-
nera- Yo fulano de  ta), elegido, ó árbitro ó
avenidor, según resulta de la escritura he-
cha ante tal escribano público, despnes de
oída la demanda y la respuesta, y haber reci-
bido el juramento á las partes vistos ios
testigos, las cartas y razones de  una y otra,
jdespues de tener presente el consejo de
hombres sabios, mando que fulano paguen ó
haga tal cosa, y esto sea guardado bajo la
pena puesta en la escritura de compromiso.

LEYES 15  Y 17 ,  Tttt. % í ,  ID.

Vea use en  el artículo *rix*cieM.

LEY 8 ,  TIT- 10,  PART. 4.

Ar&ürw son llamados en latin , ornes en
quien se avienen algunos para meter en  su
mano algún pleito, que lo libre según su
arbitrio , poniendo pena á las partes. E de-
fiende la Santa Iglesia que  en  mano de tales
omes sea metidopleito de departimienlo de
matrimonio, quier sean clérigos ó legos,
pin aunque fuesen obispos.

LEY 5,  T IT .  10 ,  PART. 5.

Pactándose entre socios, que cadauno tu-
viere en la sociedad en las ganancias ó en
laapérdidasla parte que señalase ¡apersona
que nombrasen , deben estar al arbitrio de
este ,  s i  hiciere las partes guisadas y dere-
chas, mas si las hiciere desaguisadas sin
mostrar razón derecha , entonces no valdría
su albedrío, y debe enderezarse por albe-
drío de  hombres buenos.

LEY 36, TIT.  5 ,  ID.

No está el vendedor obligado á hacer sana
la cosa vendida, cuando el comprador sin su
sabiduría y sin su mandato la pone en  manos
de  avenidores, y estos diesen sentencia con-
tra, é l .

LEY 5 ,  TIT.  6 ,  PART, 7.

La sentencia arbitral que condena á algu-
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tas, según que fuere condenado, si la tal
sentencia fuere revocada ; y si la oira parte
hubiere reclamado ó reclamare, ó pedido
ó pidiere reducción y arbitrio de buen va-
ron , ó fecho é ficiere de nulidad ó por otro
remedio ó recurso alguno , si la tal senten-
cia arbitraria fuere confirmada por el pre-
sidente y oidores, que de tal sentencia con-
firmatoria no haya massuplicacion, nulidad,
ni otro remedio alguno ; pero si por juez
inferior fuere confirmada , que pueda apelar
para ante el presidente y oidores, para que
sentencien en ello, y si fuere confirmada no
haya mas grado , y si fuere revocada por el
presidente y oidores , que de tal sentencia
revocatoria se pueda suplicar para ante
ellos mismos, quedando en su fuerza la
ejecución hasta que se dé sentencia en re-
revista; y que á aquellas fianzas sean habi-
das per bastantes , cuales á loa dichos jue-
ces que han de ejecutar la dicha sentencia
pareciere que lo son , y que de lo que á loa
dichos jueces pareciere y declarare sobre
esto de las fianzas, no pueda ser suplicado
ni apelado.

LEY 17 ,  TIT.  1 , L io .  5 .

(Cédula de dona Isabel do 99 de roano de 4M3).

.. Los presidentes y oidores de las audien-
cias, no manden á las partes que compro-
metan en sus manos los pleitos qué trajeren
á ellas, sino que en todos los negocios de-
terminen. lo que sea justicia; y esto mismo
se haga en los pleitos comprometidos y no
sentenciados. Pero si alguno fuere tan.du-
doso é intrincado , que parezca qne no pue-
de determinar bien la justicia y que se  debe
mandar comprometer, se consultará antes
con el rey , y se expresará su resolución.

. DISPOSICIONES POSTERIORES.

CONSTITUCION DE 1812 ,  TIT.  5 .

Arl. 280. No se podrá privar á ningún
español del derecha de terminar sus dife-
rencias por medio.de jueces árbitros.

Art. 281. La sentencia que dieren los

LEY 4 ,  TIT. 17 ,  10 .

(Cipltnlo 43 de las ordenanza* de Madrid de 4309, dada
per los reyes católicos? petición 49, COrles do Toledo

de 1394;.

Porque acacsce que las parles, por viade
paz y concordia y por evitar costas y pleitos
y contiendas antes de entrar en contienda de
juicio, y otras veces estando los pleitos pen-
dientes en el consejo, en las audiencias, y
ante otros jueces, y algunas veces teniendo
la parle sentencia ó sentencias en su favor
pasadas en cosa juzgada, sabiéndolo, acuer-
dan de poner y comprometer los tales plei-
tos y contiendas en árbitros jtn ú para que
determinen conforme á derecho, ó de jue-
ces amigos, arbitros arbitradores, y pro-
meten de estar por la sentencia que dieren
y de no reclamar de ella so cierta pena ; y
los jueces árbitros y jueces árbitros arbilra-
dores, usando de la facultad que les fue
dada, dentro del término que les fue dado,
y sobre aquellas cosas sobre que fue com-
prometido , dan sentencia, de la cual una
de las partes , acaesce, que reclama y pide
de ella reducción á arbitriode buen varón,
ó hacen contra ella ó por otro remedio; así
que comienza el pleito de nuevo y se alarga
y dilata mas que si prosiguiera por tela de
juicio , y las sentencias dadas en juicio or-
dinario en favor de las parles quedan frus-
tradas y no se ejecutan de  que á las parles
se ha rescrecido y rescrecen muchos daños y
costas y fatigas: por ende queriendo en ello
proveer y proveyendo mandamos, que  lue-
go que la tal sentencia fuese dada , de que
la parte pidiere ejecución , se ejecute libre-
mente , paresfiendo y presentándose el com-
promiso y sentencia signada del escribano
público , y paresciendo que fue dada dentro
del término del compromiso y sobre las co-
sas sobre que fue comprometido ; y que la
parte sea satisfecha de aquello sobre que
fue sentenciado en su favor , haciendo obli-
gación y dando fianzas legas y abonadas,
ante el juez ó jueces, ante quien se pidiere,
ó obiere de ejecutar la sentencia, de tornar
y restituir lo que hubiere rescibido por vir-
tud de la tal sentencia con los frutos y reu-
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truccion y sustanciacion en todos los pro-
cedimientos é instancias que tienen lugar
en las causas de comercio, se estará á lo
que prescriba el Código de enjuiciamiento,
rigiendo entre tanto una ley provisional que
se promulgará sobre esta materia.

LEY DE ENJUICIAMIENTO SOBRE
CAUSAS DE COMERCIO.

Art. 232. Toda contienda sobre nego-
cios mercantiles, puede ser comprometida
al juicio de árbitros de comercio, haya é no
pleito comenzado sobre ella y en cualquier
estado que este tenga hasta su conclusión.

Art. 253 Las personas que celebren el

compromiso han de tener capacidad para
parecer en juicio sobre asuntos mercan-
tiles.

Art? 254. Los factores y apoderados no
pueden comprometer los derechos de sus
comitentes, si en el poder no les estuviese
conferida espresamente esta facultad.

Art. 255. El compromiso es forzado pa-
ra dirimir las diferencias entre socios, se-
gún las disposiciones de los artículos 323 y
545 del Código de comercio.

Art. 256. Puede convenirse y celebrarse
el compromiso:

En escritura pública.
Por escrito presentado de conformidad en

los autos , si hubiere ya pleito comenzado.
Por convenio ante los jueces avenidores.
Por contrata privada ante las partes, que

conste por escrito y se firme por estas.
Art. 257. Los que no sepan leer ni es-

cribir, no podrán celebrar compromisos en
contratas privadas.

Si lo hicieren en pedimento que ¿ su
nombre se presente ante la autoridad judi-
cial , se ratificarán en su contenido , antes
de haberse por celebrado el compromiso, y
de procederse al juicio.

Art. 258. Los compromisos celebrados
por contrata privada deben eslenderse y fir-
marse en igual número de ejemplares cuan-
tas sean las partes contratantes y uno mas
para entregar á los árbitros.

Todos los ejemplares serán de un tenor,

ARBITRO.
árbitros , se ejecutará si las partes al hacer
el compromiso no se hubiesen reserrado el
derecho de apelar.

HEG LAMENTO PROVISIONAL PARA LA ADMINISTRA-

CION DE JUSTICIA DE 26  DE SETIEMBRE DE 1836.

Art. 25. Si las partes no se conformaren
(con la sentencia dada en juicio de concilia-
ción) todavía, el juez de paz las exhortará á
que por el bien de ellas mismas comprome-
tan su diferencia en árbitros ó mejor en
amigables componedores, y lo hará anotar
en el libro con espresion de si convienen ó
no los interesados.

CODIGO DE COMERCIO.

Art. 286. La escritura de sociedad debe
espresar necesariamente.. s . .  La sumisión á
juicio de  árbitros en caso de diferencias
éntrelos socios, espresándose el modo de
nombrarlos.

Art. 323. Toda diferencia entre socios
se decidirá por jueces árbitros, hayase ó no
estipulado así en el contrato de sociedad.

Art. 324. Las partes interesadas los
nombrarán en el término que se haya pre-
fijado en la escritura, y en su defecto en  el
que les señale el tribunal que conozca de
las causas mercantiles en aquel territorio.
No haciendo el nombramiento dentro del
término señalado , sin necesidad de próroga
alguna , se hará de oficio por la autoridad
judicial en las personas que á su juicio sean
peritas é imparciáles en el negocio que se
dispute.

Art. 325. Los jueces árbitros procede-
rán con arreglo á lo que se prescribe en el
articule 1219 sobre el orden de enjuiciar en
las causas de comercio.

Art. 345. Estas redamaciones (las de
agravios por la división del haber social) se
decidirán por jueces árbitros que nombra-
rán las partes en los 8 dias siguientes á su
presentación, y en defecto de hacer este
nombramiento, lo hará de oficio el tribunal
competente.

Art. 1219. En cnanto al órden de ins-
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- ArL 963. Los compromisos que no ten-

gan fecha se tendrán por celebrados en el
día que se haga su presentación á los árbi-
tros ó á la autoridad judicial.

Art. 264. Los efectos del compromiso
no se estienden á mas personas que á las
que lo celebraron , aunque haya en el ne-
gocio otros interesados.

Art. 265. Los herederos de los que otor-
garon ó contrataron el compromiso , queda-
rán obligados á sus resultas aunque sean
menores.

ArL 266, El nombramiento de árbitros
puede recaer en toda persona varón mayor de
veinte y cinco años, sea ó no comerciante,
que esté en pleno ejercicio de los derechos
civiles, y sepa leer y escribir»

Art. 267. La incapacidad del nombrado
para árbitro, conocida de las partes después
de celebrado el compromiso , no anulará el
contrato» La parte que lo hubiere nombrado
estará obligada á nombrar otro, y en su de-
fecto se nombrará por el tribunal de comer-
cio»

Art. 268. ‘ Los árbitros aceptarán ó re-
nunciarán el compromiso dentro de. los 8
dias siguientes á habérseles hecbo saber el
nombramiento, ó que se les hubiere entre-
gado el acta á instancia de cualquiera de
las partes. Pasado este término sin haber
hecho la renuncia, se tendrá por aceptado.

Art. 269. También se presumirá la acep-
tación tácita de los arbitros desde que hagan
cualquiera gestión de su encargo. <

Art. 270. Si el árbitro que haya rehusa-
do la aceptación estuviese nombrado por
una de las partes, y no por unanimidad en-
tre todas, subsistirá el compromiso, y estará
obligada la que le nombró á sustituir en su
lugar otra persona, ó de no hacerlo, incur-
rirá en la multa señalada en el contrato á
los que dejaren de prestarse á los actos ne-
cesarios para la preparación ó complemen-
to del juicio arbitral.

Art. 271. Aceptado el encargo tácita ó
expresamente, no podrán los árbitros dejar
de cumplirlo, y el tribunal les apremiará á
ello si no lo hicieren.-

Art. 272. El término del compromiso

espresándosc en ellos el número de ¡os que
se hayan estendido.

Art, 259. En cualquiera manera de las
sobredichas en el art. 236 , en que se ce-
lebre el compromiso, se ha de hacer espre-
sion de todas las circunstancias siguientes:

1 .a Los nombres, apellidos y vecindad
de los interesados. ■

2.* El negocio sobre que versa la con-
tienda que se sujeta al juicio arbitral.

5 .a Los nombres, apellidos y vecindad
de las personas que se nombran, por árbi-
tros, diciéndose si el nombramiento se ha
hecho de común acuerdo, ó si cada ínteres
sado ha nombrado el suyo. ■

4.a El .nombramiento de tercero para
caso de discordia, ó bien la designación de
la persona á quien se le dé facultad para
hacerlo.

5.a El plazo dentro del cual estarán obli-
gados los árbitros á dar sentencia , y en el
que deberá el tercero dirimir la discordia si
la hubiere.

6.a Si esta ha de causar ejecutoria , ó si
lea quedan á salvo á los interesados los re-
cursos de derecho, bien pagando alguna
multa por via de indemnización á la parte
vencedora, cuya cuota se lijará, ó bien sin
este gravamen.

7 .a La multa en que haya de incurrir el
que dejare de cumplir con los actos necesa-
rios para que el compromiso tenga efecto.

8.a La fecha del acta.
La espresion de las tres primeras circuns-

tancias es esencial, bajo pena de nulidad
del compromiso.

Art. 260. Si no se hubiere nombrado
tercero para dirimir la discordia de los
árbitros, ni persona que hubiere de hacer
el nombramiento,- recaerá la facultad.de
dirimirla en el juez avenidor del partido.

Art. 261. Cuando se hubiere omitido
señalar el plazo para dar sentencia , será
éste el de cien días, y de treinta el que ten-
drá el tercero para dirimir la discordia.

ArL 262. Se entienden reservados los
remedios de derecho contra las sentencias
arbitrales , cuando en el compromiso no se
hizo pacto espreso en contrario.
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cusacion admitida de algún árbitro nombra-
do por una sola parte, será también aplica-
ble ladisposicion del art. 270.

Art. 282. Aceptando ios árbitros el com-
promiso, tácita ó espresamente, mandarán
hace» saber á los interesados que deduzcan
sus respectivas pretensiones, acompañando
los documentos en que apoyen su derecho
con señalamiento de un termino, que se
graduará con relación al plazo del compro-
miso, sin que pueda en ningún caso esco-
de? de quince dias.

La parte que no lo verifique será habida
por contumaz, parándole el perjuicio que
haya lugar en la sentencia, y se le declara-
rá desde luego incursa en la pena del com-
promiso.

Art. 283. De la pretcnsión y documen-
tos que presente una parte se dará comuni-
cación á la contraria por término de 6 dias
precisos , y se le admitirán el escrito y do-
cumentos que presente en su impugna-
ción.

Art. 284. Con vista de las pretensiones
de las partes y sin mas escritos recibirán los
árbitros el espediente á prueba por el ter-
mino que estimen arreglado, según las cir-
cunstancias del negocio y el plazo del com-
promiso.

Art. 285. En el juicio arbitral tendrán
lugar todos los medios de prueba que las le-
yes permiten páralos juicios ordinarios, ob-
servándose en su práctica las formalidades
prescritas en el til. 4.° de esta ley.

Art. 286. Concluso el termino de prue-
ba, examinarán los árbitros las probanzas
hechas y si hallasen que alguna de las par-
tes hubiese reservado documentos conducen-
tes para la aclaración del derecho deducido
por cada una, ordenarán de oficio su presen-
tación, ó procederán á su reconocimiento
si por su calidad no se pudiese exigir
aquella.

Con el mismo objeto podrán mandar á los
litigantes que juren posiciones sobre los he-
chos no probados que sean concernientes á
la cuestión del compromiso.

Art. 287. Hechas lasditigenciasque pre-
viene el artículo anterior si fuesen necesa-

48

convencional ó legal comenzará á correr des- i
de el dia de su aceptación tácita ó espresa.

Art. 273. De consentimiento unánime
de las partes podrá prorogarse el término
del compromiso, aun después que este haya
espirado.

Art. 274. No podrán ser revocados los
árbitros nombrados sino por convenio de ]
todos los interesados que los nombraron, ó
por recusación que se admita con arreglo á
derecho.

Art. 275. La recusación de los árbitros
se ha de apoyar en causa legal sobrevenida
después del compromiso, y no antes.

Art. 276. Son causas legales para la re-
cusación de los árbitros de comercio Jas
mismas que se prefijan en el articulo 97 de
esta ley para recusar á los individuos del
tribunal de comercio.

Art. 277. La recusación se propondrá y
probará en el término preciso de ocho dias
ante el tribunal de comercio, y su providen-
cia causará ejecutoria.

Los árbitros suspenderán sus gestiones
desde que se les presente certificación de
haberse propuesto la recusación hasta que
le conste la resolución del tribunal.

Entre tanto no correrá el término del
compromiso.

Art. 278. Cesarán los efectos del com-
promiso independientemente de la voluntad
de los interesados.

Por la muerte ó recusación de alguno de
los árbitros, si estuvieren nombrados de  co-
mún acuerdo de las partes. .

Por el trascurso del término convencio-
nal ó legal del compromiso.

Art. 279. Los árbitros no procederán á
acto alguno de su encargo después de la re-
vocación del compromiso , ó de la cesación
de sus efectos por causa legal, bajo pena de
nulidad de lo que actuaren, y de responsa-
bilidad á los perjuicios que ocasionen con
sus procedimientos.

Art. 280. También podrán los interesa-
dos sustituir al árbitro muerto ó separado
por la recusación otro que nombren igual-
mente de común acuerdo.

Art. 281. En los casos de muerte ó re-
TOMO III.
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rías, ó solo con las que se hayan practicado
en el término de prueba , se tendrá el juicio
por concluso, haciéndose así saber á las
parles y citándolas para su determinación
final.

Art. 288. La sentencia arbitral ha de ser
conforme á derecho, según lo alegado y pro-
bado en autos, y se dará y firmará por lodos
los árbitros en el lugar donde se ha seguido
el juicio, haciéndose saber á las partes an-
tes de espirar el termino del compromiso.

Art. 289. Estando los árbitros discordes,
hará sentencia la decisión del mayor núme-
ro ; y si los votos estuviesen á número igual
ó no se reuniesen dos votos conformes que
hagan mayoría, estenderá cada árbitro su
decisión en los mismos autos, y se remitirán
estos al tercero en discordia nombrado ó
al juez avenidor en su caso para que la di-
rima.

Art. 290. La decisión del tercero ó del
juez avenidor que haga mayoría , causará
sentencia.

Art. 291. Si el tercero ó .el juez aveni-
dor no se conformase con la decisión de nin-
guno do los arbitros é hiciere voto diferen-
te, se remitirán los autos a! tribunal de co-
mercio para que dirima la discordia, se-
gún los méritos del proceso , sin nuevas
actuaciones.

En el caso que el tribunal no estuviere
acorde en su decisión, entrarán en compu-
tación Jos votos singulares de cada uno de
sus individuos con los de los jueces árbitros
y el tercero, y hará sentencia la decisión
del mayor número.

Art. 292. Si con arreglo á ios pactos del
compromiso causare ejecutoria la sentencia
arbitral, se procederá á su ejecución sin ad-
mitirse contra ella el recurso de apelación;
pero tendrá lugar el de nulidad , siempre
que los árbitros se hayan escedido en lo
juzgado de las facultades contenidas en el
compromiso.

Art. 293. El recurso de nulidad contra
la sentencia arbitral se instruirá y seguirá
ante el tribunal de comercio del territorio
donde se haya pronunciado, llevándose á
efecto aquella, no obstante la interposición

del recurso, prévia lianza de la parte ven-
cedora, que asegure las resultas del nuevo-
juicio.

Art. 294. Teniendo lugar la apelación
de la sentencia arbitral, so admitirá para
ante el tribunal de comercio que correspon-
da ,  procediéndose en todocomo en las ape-
laciones de las sentencias de los tribunales
de comercio.

Art. 295. Si el compromiso se hubiere
hecho pendiente la instancia de apelación
de la sentencia del tribunal de comercio,
los jueces árbitros continuarán está por los
trámites de derecho; y su decisión, confir-
mando ó reformando aquella , causará eje-
cutoría, salvo el recurso de injusticia noto-
ria en los casos que este proceda.

Art. 296. Los comerciantes podrán tam-
bién comprometer la decisión de sus con-
tiendas en amigables componedores que de-
cidan sobre ellas sin sujeción á las formas
legales, según su leal saber y entender. *

Art. 297.. En el nombramiento de los
amigables componedores y la forma en que
seha de celebrar ekompromiso, regirán las
mismas disposiciones prescritas con respec-
to á los árbitros, á escepcionde las circuns-
tancias 6 /  y 7.* del art .  259, que no le son
aplicables.

En su lugar contendrá necesariamente el
compromiso en amigables componedores,
bajo pena de nulidad, el pacto de la mulla
en que habrá de incurrir el interesado que
no se conforme á la decion de aquellos.

Art. 298. El procedimiento de loa ami-
gables componedores se reducirá á recibir
de las partes y examinar ios documentos
que les entreguen, relativos» sus diferencias,
y dar su decisión ó laudo, que firmarán en-
tregando una copia autorizada á cada inte-
resado.

Art. 299. Si estuvieren discordes los
amigables componedores se reunirá con ellos
el tercero nombrado y se estará á lo (¡tic
resuelva el mayor numero de votos.

No habiendo mayoría, quedará sin efec-
to el compromiso.

Art. 300. Las facultades de los amiga-
bles componedores cesarán: �
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Por la muerte de cualquiera de ellos.
Por la revocación voluntaria y unánime

de los interesados antes de pronunciarse el
laudo.

Por el trascurso del término prefijado
para darlo.

Por la discordancia de sus decisiones,
cuando no haya tercero nombrado que se
les una para hacer mayoría cu los votos.

Art. 301. Los amigables componedores
no pueden ser recusados.

Art. 502. Enteradas las partes del laudo
de los amigables componedores, queda á su
arbitrio dejarlo ineficaz, pagando la mulla
pactada en el compromiso , ó conformarse
en su ejecución.

Art. 303. Sí no usaren de esta facultad
en el término de tres dias, consignando la
inulta en manos de los misuios amigables
componedores ó en las del escribano del tri-
bunal de Comercio, se entenderá sin otra
declaración que consienten el laudo, y este
será ejecutivo como la sentencia arbitral
ejecutoriada.

Art. 304. Las facultades de los árbitros
acabarán con la pronunciación de la sen-
tencia, y las de los amigables componedo-
res con la del laudo.

De la ejecución de lo decidido por unos
y otros toca conocer y proveer en justicia
á los tribunales de comercio Ó jueces ordi-
narios que entiendan en los negocios mer-
cantiles.

Art. 500. En los negocios y obligaciones
mercantiles, tienen fuerza ejecutiva.. . 3?  La
sentencia arbitral que sea irrevocable con
arreglo á los términos del compromiso.

CODIGO PENAL.

TÍr. 8,  LiB. 2 .

Considerados los árbitros y arbilradores
como empleados públicos, según lo dispues-
to en el art, 351, son aplicables á ellos mu-
chas de las disposiciones de este titulo en
punto á prevaricación, cohecho, y fraudes.
Para no repetir el testo legal, remitimos al
lector á los artículos relativos á estos de-
litos.

DISPOSICIONES CANONICAS.

DECRETALES, LJB. 1 ,  T IT .  45 .

(Cap. I del Concilio Africano, aflodelüi .

Los jueces árbitros han de ser elegidos
en número desigual, y discordando, se está,
á la sentencia déla mayor parte.

Cap. 1, Alejandro |U ,  ano de itSi).

Si la sentencia arbitraria contiene peca-
do , que no pueda remitirse por las partes,
es nula.

Cap. 1.  el  roiítBo año, id .

El árbitro en causa patrimonial de cléri-
go , no puede adjudicar á la Iglesia los ré-
ditos de la cosa litigiosa, aunque fuese sola-
mente por la vida del tal clérigo.

Cap. 3 ,  Inocencio 111, año 1 09.

La Iglesia en perjuicio de sus exenciones
no puede comprometerse.

Cap. 4 ,  e l  mismo, año 4910.

No pueden las mugeres ser elegidas por
arbilradoras , á menos que tengan jurisdic-
ción ordinaria; y teniéndola, podrán serlo,
aunque sea sobre cosas temporales de la
Iglesia.

Cap. 6, id., año 1203.

El árbitro no tiene mas facultades que las
dadas en el compromiso , sin que pueda
admitirse reconvención alguna.

Cap. 7, el mismo, «ño ÍSO9.

El que en virtud de sentencia arbitraria!
debe hacer la elección de algún empleo, to-
mando antes consejo de otros, está obliga-
do á pedir consejo; pero no á seguirlo.

Cap. 8, al mismo, año do 1313.

No puede comprometerse en lego la deci-
sión de cosas espirituales.
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Cap 9. e l  m:«o>o arto de 1914. Cap. 1,  id .

Si el Papa delegase alguna causa al arzo-
bispo, y con autoridad de este , por los pro-
curadores de las partes se comprometiere
en tres árbitros, de los cuales dos son secu-
lares y uno clérigo, vale semejante arbitrio,
aunque aquella sea espiritual , y uno de los
procuradores , comprometiéndose en los ár-
bitros, escedíese de los límites de su
mandato.

Cap. 40, Honorio I I I ,  iño de 1920,

La potestad del árbitro para decidir la
elección litigiosa entredós,  se acaba por
muerte de uno , y el otro se tiene por elec-
to sin nueva elección.

C*p. 11, el tniimo, dicho año.

El árbitro , después de juzgada la causa,
no puede mudar la sentencia sobre las dis-
cordias nuevas, aunque hubiese recibido
facultad del Papa para transigir el negocio
entre las parles.

Cap. 14. G i rgor io lX ,  año de 1930.

No vale el compromiso hecho á dos ó mas
árbitros , con condición de que discordando,
se elija un tercero por los mismos 6 por
otros. No vale el compromiso hecho en cierta
persona.

Cap. <3, e) mismo en dicho año.

Vale el compromiso , para que uno ó mas,
ó los que eligieren estos, decidan la causa.

Cap. 14, ol mismo.

La potestaddei árbitro espira por la muer-
te de uno de los comprometientes , y no pa-
sa á sus herederos, si no se hubiese espre-
sado en el compromiso.

SEXTO, LIB. 1 , T1T. 22.

Cap. t,  Bonifacio V l l l .

Si de tres árbitros , dos se conforman en
la suma, vale la sentencia de estos; pero
discordando todos, la de la suma menor.

Si de tres árbitros uno no quisiese, ó no
pudiese intervenir en examinar y definiré!
n ’gocio, pueden proceder en él los dos res-
tantes , como si aquel estuviese presente:
debiéndose guardar, en cuanto á los jue-
ces, los derechos antiguos.

DECRETO.

Diit inet.  M>, caá*, t i ,  cueit.  I .

El clérigo en negocio contra clérigo , no
deje á su obispo , y no acuda á los tribu-
nales seculares; pero sí el negocio fuere del
mismo obispo , decídase por árbitros elegi-
dos por una y otra parte.

LEGISLACION ESTRANGERA.

En las primitivas leyes de los romanos se
consignó espresamente el juicio arbitral en
determinados casos.

Con el trascurso del tiempo se fueron
estableciendo varias especies de árbitros,
que pueden reducirse fácilmente á las dos
categorías de árbitros de derecho y arbitra-
dores. Veamos , sin embargo, las diversas
suertes de árbitros que algunos autores han
crcido reconocer en los cuerpos del derecho
romano.

1." El arbíter compromif safios , que las
partes elegían y á quien daban, por medio
de un acto llamado compromiso, la potestad
de terminar su diferencia, obligándose, ba-
jo ciertas penas , á obedecer la sentencia
justa ó injusta (1). Ex  compromisso placel ex-
ceptionem nonnasci, sed peena pelilionem (2).
Por donde se ve que las partes no estaban
obligadas directamente á cumplir la sen-
tencia, sino por el medio indirecto de pa-
gar la pena estipulada, la cual podría im-
portar mas que la suma , objeto de la con-
testación (3).

2 .° El arbilcr júralas,  elegido también

<1) !.cy 7G. D .  pro socio.
91 Lev 9. D .  de reccpti».
,? Ley 3, D.  id.
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Sin embargo, la denominación de árbitros
era la que comunmente se daba en este
caso.

Séneca marca la distinción de una mane-
ra todavía mas saliente. < Cuando la causa
es buena, dice, se prefiere un juez ¿ un
árbitro, porque el primero está sujeto por
su forma , y encerrado en los límites que
no es lícito franquear, en vez de que la
conciencia del segundo es libre y sin tra-
bas ; puede añadir ó quitar á su gusto y fun-
dar su sentencia no en lo dispositivo de la
ley , ó según las leyes de una justicia rigo-
rosa, sino eú los sentimientos de humani-
dad y compasión (1).

6 .a El  arbiler in contruclibus adjectus,

era el nombrado en los contratos para dar
su dictámen sobre las diferencias que de
ellos podían nacer (2) ; pero este árbitro mas
bien que un juez , era un apreciador.

7.a Por último, se daba el nombre de
árbitro al judex pedáneos , ó juez dele-
gado (3).

Toda esta enumeración de jueces y dis-
posiciones se pueden recapitular en la si-
guiente doctrina. Los árbitros elegidos por
las partes, sin intervención del pretor, no
podían mas que emitir una opinión desti-
tuida de fuerza ejecutoria ; pero en este
caso se estipulaba una pena contra el liti-
gante que no quisiese someterse al dictá-
men amigable , y por lo menos se podía
ejercitarte acción ex  estipula lu para recla-
mar la pena. En defecto de semejante esti-
pulación , solo resultaba de la sentencia ar-
bitral la escepcion pacli ronoSnli acordada
por el pretor á los nudos pactos , incapaces
de producir una acción.

Este estado del derecho lo modificó Jus-
tiniano, estableciendo que,  aun ciando no
se hubiese estipulado pena, lá sentencia
arbitral tuviese autoridad de cosa juzgada,
si contra ella nada se dijese en los diez
dias sigaientes á su  pronunciamiento. Aquel
emperador dió así mas fuerza á la simple

por las partes sin compromiso ; pero con ju-
ramento de ejecutar su sentencia (1): este
árbitro, así como el precedente, se llamaba
también judex (1).

3.a El arbiler ex  nudo pacto , elegido por
las partes, sin compromiso, sin estipula-
ción de  pena y sin juramento : su sentencia
no era válida sino en tanto que las partea
le prestaban aquiescencia espresa por me-
dio de su firma , ó bien tácita por el si-
lencio de diez diaz (3). Por esta especie de
arhitrage y por el que le precede había Jus-
tiniano modificado la antigua formalidad
del compromiso ; pero después por una no-
vela (4) , restableció el antiguo derecho , y
dispuso que las partes no pudieran nombrar
árbitros sino por compromiso y con estipu-
lación de pena. *

4.a El arbiler senlenlia judicum censtítu-
tus , era dado por el juez ordinario , con-
forme á una sentencia prévia ; gui á judies
dalur prcscedente senlentia (B). Este árbitro
no  era un juez propiamente hablando , pues
únicamente se empleaba para liquidar una
cuenta , hacer una tasación , discutir la sol-
vencia de un fiador, etc. , era una especie
de perito, un tasador, orómator.

3.° El arbiler incautéis bonnftdei que era
dado á las partes por el pretor en las accio-
nes llamadas de buena fé , bonos fidei, ó ar-
bAraria; el árbitro juzgaba ex  aguo el bono,
sin estar sujeto á ninguna fórmula ; orde-
naba lo que le parecia estar mas de acuer-
do con el buen sentido , la buena fé y la
equidad natural, mientras que en las ac-
ciones dichas slricli juris , debia pronun-
ciar según la ley y las fórmulas estableci-
das. La denominación de judex ó de arbiler
se daba indiferentemente á estos últimos,
sea que la acción fuese bonos fidei ó slricli
juris (6). Suscitáronse discusiones acerca de
si hablando del árbitro in  causéis bonos fidei

se le  debia calificar de judex ó de arbiler , y
Cicerón se burlaba de tales disputas (7).

( i '  Leyes receplla,

( �» bejf D<  de Ley fl. Id.  de Becepiis.
fd> Novel, n .  cap. U .
(3) Ley 14, C .  deludid!».  O, de recepta.  Ley 9, D .  QaJ

Batía dere nogaat. Ley 3, id,
{�) Ley 94 párrafo 1, D .De aquí el  M ía  pluvia.
17) l o  ontleoe pro Murena.

( i )  Senes, de beneL, Jib. I ,  c .  7.  De  «lemanita. Ley 1,
c.  7,

(1) D.  Leyea 73 3 30 , peoeocio; 7,  de eenlreb. amp. T»,
de Legal.

3 )  C.  L;  3. de adveeaUa diven. Jadíe M , p*rr. A de
apellal. Ley S de lempor, apellaL
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convención de los partes , y mas realidad
al poder de los árbitros.

Esta legislación, de que nuestras Parti-
das son casi un trasunto, ha servido de ti-
po para las demas en materia de árbitros.
La francesa, después de haber concedido
al juicio por árbitros , un favor singular en
tiempo de su revolución , hasta el punto de
hacerlo forzoso en muchos asuntos de dere-
cho civil, como manifestaremos en su lugar,
organizó esta institución en sentido mas
restrictivo en el código de procedimiento
civil, consagrando á ella el título único del
libio 5 .  Dispónese en él,  entre otras cosas,
que todas las personas pueden comprome-
ter en árbitros los derechos de que disponen
libremente; á escepcion de las donaciones
y legados de alimentos, la habitación y los
vestidos, las separaciones matrimoniales,
las cuestiones de estado, y las en que inter-
viene el ministerio público: que no es ne-
cesario lijar en el compromiso el término
en que han de juzgar los árbitros , pero
que en tal caso la misión de estos espira
pasados tres meses: que las partes pueden
renunciar á la apelación: que los términos
y las formas del procedimiento son los mis-
mos que los establecidos para los tribunales
ordinarios, á menos que los interesados
hayan convenido otra cosa: que los árbi-
tros no pueden ser revocados sino es por
consentimiento unánime de las parles, ni
tampoco recusados á no ser por causa so-
brevenida después del compromiso.

En el código de Comercio se establece
ademas el arbitrage forzado para dirimir
todas las diferencias ó cuestiones entre so-
cios por razón de la sociedad; sujetándolo
á ciertas reglas especiales, y en lo que estas
no determinen á las generales consagradas
en el código de procedimientos civil.

El arbitrage voluntario tanto en los nego-
cios civiles como en los mercantiles, está en
genera] admitido en todas las legislaciones,
y en las que son un trasunto mas ó menos
liel de los códigos franceses, tienen una or-
ganización idéntica ó semejante. No sucede
lo mismo respecto al arbitrage forzado. Este
punto presenta suma variedad en los códi-

gos de Europa y América. Hay unos que no
admiten en ningún caso el arbitrage for-
zado , como el de Hungría : hay otros que
lo establecen únicamente para las diferen-
cias entre sócios , por razón de sociedad,
como el francés, el de llalli* etc., ó para
las contiendas sobre seguros marítimos, co-
mo el de Ilamburgo, y hay en fin algunos,
que admitiéndolo en ciertos negocios, exi-
gen ademas otras circunstancias que con-
curran con esla , como el de Wutlemberg,
que requiere que las partes no hayan re-
nunciado á él con anterioridad. -

Eu Inglaterra está también consignado en
las leyes el juicio arbitral por compromiso
de las partes, no solo en los negocios comu-
nes, sino en los comerciales, bien se hallo
sometida la cuestión á los tribunales, bien
no se haya intentado la demanda. Los esta-
tutos del noveno y décimo año del reinado
de Guillermo III , cap. 15 ,  establecen , que
lodos los comerciantes ú otras personas cua-
lesquiera que quieran terminarlas diferen-
cias, contestaciones ó procesos que podrían
intentar á virtud de acción personal ante el
tribunal de equidad, puedan convenir en que
su sumisión á la decisión de árbitros ó sub-
árbitros se justifique por orden de uno de
los tribunales, quedando en libertad de in-
sertar su acuerdo en el acta del compromi-
so. Formalizado así el compromiso y proba-
do por el dicho de un testigo, el tribunal
deberá espedir la órden (sluill makc á rul),
que hace decisivas la sumisión y la senten-
cia que recaiga; y si dada la órden, rehúsa
alguna parte obedecer la sentencia arbitral
(award), será condenada en rebeldía (a» for
a conlempl <�[ the com}, á menos que se anu-
le por causa de corrupción ú otro vicio de
procedimiento de  parte de los árbitros ó
sub-árbilros, lo que debe probarse por ju-
ramento ante el tribunal.

El arbiler (árbitro juris),  está obligado á
proceder y juzgar con arreglo á la ley, aun-
que puede sin embargo consultar la equi-
dad; el arbilrator (amigable componedor),
no está obligado á seguir ninguna regla de
derecho; puede obrar según su discreción y
prudencia, y juzgar justa urbitrium boni viri.
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Los umpire, sub-árbilros ó tercer árbitros,
se eligen para decidir la cuestión en caso
de divergencia de opiniones (f).

i S sc . X . DEL REEMPLAZO DE LO<ARBITRO'¡
Y ARBITRADORES.
1 .’  F ansas que pueden dar  lugar

a l  reemplazo de  uno ornas

árbitros ó arbitra dores.

§ . 2 .®  Forma de  proceder a l  reem-
plazo de  los árbi tros  ó ar -
bilradores.

SF.C. XI . DEL PROCEDIMIENTO EN EL JUICIO

ARBITRAL HASTA LA SENTENCIA.
Src . XII . DE LA SENTENCIA ARBITRAL.

§ � 1 .*  Tiempo y lugar en  que .ha
de  dictarse la  sentencia

arb i t ra l .

§. 2 ."  Cosas que  debe comprender
la  sentencia arbitral.

§� 3 ."  Forma de  la  sentencia arbi- '
Iral.

Ssc . XII I . DEL TERCER ARBITRO,

§� l . °  Carácter y naturaleza de  las

funciones del tercer árb i t ro .

§■ 2." Casos y forma del  nombra-
miento del tercer árbi tro.

§ . 3 .*  Cosas sobre que  debe juzgar
el  tercer árbi tro y modo
de  proceder.

4.® Sentencia del tercer árbitro.
5 . °  Cuando debe conocer e l  t r i -

buna l  como juez de  discor-
dia y en  qué forma.

SEC. XIV. DE LA FUERZA Y EFECTOS DE LA
SENTENCIA ARBITRAL.

Src . XV. DE LA HOMOLOGACION DE LAS
SENTENCIAS ARBÍTRALES Y DE SU
EJECUCION.

SEC. XVI . DE LOS EFECTOS DEL AUTO DE
exequátur Y DEL DE PRESTACION

DE FIANZAS.

SEC. XVII . DE LOS RECURSOS CONTRA LAS
SENTENCIAS ARBITRALES.
1 .®  Recursos ord inar ios .

§ . 2 . °  Recursos  es lraordinarios .
SEC.  XVIII . DE LOS HONORARIOS DE LOS ARBI-

TROS Y ARBITRADORES.
SF.C. XIX. DE LA RESPONSABILIDAD DE LOS

ÁRBITROS Y ARBITRADORES.

8 . i . °  Responsabilidad cr iminal .
5 2 ."  Responsabilidad civi l .

PARTE DOCTRINAL.
BCMABICr.

SEC. I . INTRODUCCION HISTORICA.
SEC. 11. DEL ARBITRAGE EN GENERAL, SU

NATURALEZA Y ESPECIES.
SEC. III. DEL ARBITRAGE VOLUNTARIO, Y

DE LAS COSAS QUE PUEDEN SER
OBJETO DE ÉL.

Ssc . IV. DEL ARBITRAGE FORZADO, Y DE
LOS CASOS EN QUE TIENE LUGAR.

SEC. v . DE LAS PERSONAS QUE PUEDEN Ó
NO SOMETER SUS NEGOCIOS AL

- * JUICIO ARBITRAL.
SEC. v i . DE LAS PERSONAS QUE PUEDEN Ó

NO SER NOMBRADAS ÁRBITROS Ó
ARBITRADORES.

SEC. VII. DEL NÚMERO DE ARBITROS Ó AR-
BITRADORES QUE PUEDEN NOM-
BRARSE.

SEC. VIII. DEL COMPROMISO Ó CONSTITUCION

DEL ARBITRAGE.
1 . ’  Carácter y naturaleza del

compromiso.

§. 2.°  Formo* del compromiso .

§ .  ■ 3.°  Circunstancias que  debe
contener el  compromiso.

’ § . 4.“ Efectos Jel compromiso.

§ . 5.°  Fin  del compromiso.
SEC. IX. DE LAS FACULTADES Y COMPETEN-

CIA DE LOS ÁRBITROS Y ARBITRA-
� DORES.

■■ § . 1.* Cuestiones sobre que pueden
resolver.

§ . 2.® Medidas que pueden orde-
- nar .

§. 3.°  Reglas según las cuales de-
ben decidir .

8- 4.11 Termino dentro del que de-
ben juzgar .

§� 3 .”  Prorogacion de  sus facul-
ta i les.

(1) BlatLonr, llt. 3. lib. 9. cap 1, Bea»vci. T. 1, piel-
na «y8 A la 5iX¡. donde se encuentran laa disposiciones
mas esenciales sobre los arbitrajes.
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384 ARBITROS.
SECCION I. imparcial en la materia, invoca su parecer.

El antiguo testamento nos suministra algu-
nos ejemplos de este modo de conducirse
los hombres en tales circunstancias. Jacob
dice á Lahan: Pone hic coran fratribus meis
el fratribus luis, eljudicenl ínter me el le ( l ) .
Si rixali fucrinl viri , el pcrcusseril quis mu-
lierem pnegnanlem.... subjacebil damno... .  t í
arbiírii judicaverinl

En la mitología vemos que París fue ele-
gido por juez entre Minerva , Juno y Venus,
y adjudicó á esta la manzana, origen de
funestas discordias .

Establecidos con el tiempo los tribuna-
les de justicia , se ve que á pesar de
todo el favor acordado á estos , y que
justifica por otra parte la necesidad de
su existencia , el arbitrage ha atravesado
las edades sin perder nada de su indujo so-
bre los hombres , celosos en cierto modo de
tener una justicia de su elección, y de
sustraer sns debates de los gastos , de la
lentitud y de las disensiones irritantes, y
en fin , de lo que se llama estrépito fo-
rense.

De  este modo una práctica instintiva en
el hombre llegó naturalmente á formar parte
del derecho positivo de los pueblos , de cu-
yas instituciones escritas se conserva toda-
vía memoria.

Entre los gentus de la India , quedaba á
la libre elección délas partes dirigirse áun
árbitro, ó recurrir al magistrado. Hé aquí
las disposiciones mas notables que la labo-
riosidad de algunos celosos críticos ha po-
dido entresacar del código de aquella anti-
quísima nación: «Si alguno se dirige á nn
árbitro con objeto de ilustrar la naturaleza
de su causa , el árbitro examinará el nego-
cio con detenimiento. Cuando un árbitroen-
tienda en un negocio preguntará primera-
mente al demandante: ¿qué es  lo que preten-
des? y el demandante se lo dirá. En segui-
da preguntará al demandado: ¿qué respon-
des á esto? y le contestará. El que de este
modo ha oido á ambas partes y enterán-

INTRODUCCION HISTORICA.

Así como la convención es la fuente de
los deberes que los hombres se imponen
voluntariamente» asi también los primeros
jueces para resolver las contiendas nacidas
de las convenciones son sin duda alguna los
árbitros» que en último resultado no son

-otra cosa que el producto de una segunda
convención celebrada par¿ decidirlas dudas
provenientes de la primera. Así el arbitrage,
atendiendo á la necesidad que satisface,
debe haber sido una de las primeras insti-
tuciones humanas , ó mas bien una de sus
primeras prácticas, anterior á toda otra ins-
titución judiciaria.

La organización de los tribunales para
decidir las contiendas particulares supone
un desarrollo progresivo del Estado por
bastante tiempo, y la idea que necesaria-
mente debió presentarse al espíritu de las
partes en desacuerdo , fue la de remitirse á
un tercero, igualmente investido de su con-
fianza, y de abdicar en sus manos su propia
voluntad.

Para comprender la probabilidad de esta
hipótesis basta detenerse un instante en los
hechos mismos que vemos producirse en la
sociedad, «n la manera con que los hombres
que en ella viven tienen costumbre de tra-
tar entre sí y de terminar las diferencias
que los dividen. En efecto , ¿qué cosa mas
natural que referirse en tales casos al juicio
de personas que merecen nuestra estima-
ción, nuestra confianza, y cuya autoridad
inspira ya de suyo una y otra? En la infan-
cia de las sociedades, todas las disputas,
cuando las partes no podian ponerse de
acuerdo , debieron someterse á la decisión
de vecinos, de parientes y de amigos comu-
nes; y este sentimiento es tan natural, que
si una desavenencia cualquiera se suscita
entre dos particulares en presencia de un
tercero, este tercero, sea quien quiera, es
al instante puesto por mediador , por árbi-
tro; cada uno le dirige la palabra , procura
convencerle de su derecho, y creyéndole ( 1 )  Guríes. S I  , ».  M .

(2) E tod .  SJ, v .  «i .
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ARBITROS. .“85
cer ejecutar »u sentencia, sino después de
ser aprobada por los archóntas ; tenían
facultad de juzgar en rebeldía á la parte
que no compareciese en el día señalado. Al
fio de cada año debían dar cuenta de sus
decisiones, bajo la pena de infamia; pero
esta formalidad se comprende bien que no
podía tener aplicación, sino á los árbitros
sacados á la suerte que gozaban de carácter
público.

Existían también en Atenas, según Sa-
muel Pétit, otros árbitros que juzgaban e.r
ccguo el bono, concillando las partes, exigien-
do de ellas que cada una cediese algo de su *
respectiva pretcnsión: estaban sujetos á for-
mas rigorosas, y sin duda se lia dicho por
ellos «que no hay diferencia entre un árbi-
tro y un altar, porque ambos sirven de asi-
lo al afligido (1).»

En Esparta los árbitros juzgaban en los
templos, después de haber hecho prestar

I juramento á las partes de someterse á su
sentencia y ejecutarla.

En Roma fue el arbitrage una institución
judiciaria desde sus primitivas leyes. Las
doce tablas contienen una disposición seme-

Í jante á la de Soion. Cuando las partes no
podían ponerse de acuerdo, debían interve-
nir las familias para terminar la diferen-
cia {2). Otra ley del mismo código disponía
que, cuando se suscitaren cuestiones entro
los colindantes Sobre los limites de sus res-

i| pcclivas propiedades, debía el pretor nom-
1 brar tres árbitros para decidirlas. Si jurgatii

ad fines, finibus regundis prcrlor arbitrar tres
adjieilo. Y según otra, debía ser condenado
á la pena capital el árbitro que había recibi-
do dinero, por la sentencia, Sijudex, arbi-
terve jure datus ob rom dicendam , pecuniam
accepil , capital esto

En las leyes posteriores se reconoció tam-
bién el juicio arbitral, distinguiéndose va-

Ir ia s  especies de árbitros, y precisándose sus
funciones, según dejamos indicado en la
legislación esttanjera.

dose á fondo del negocio , se llama árbi- |
.tro de dicernimiento. Una vez examinada |
la causa por los árbitros, harán estos por ]
escrito un resumen de lo alegado por una
y otra parte: relacionarán las disposiciones
de los testigos y el contenido de lós docu-
mentos, ái se han presentado , y en fin , es- |
tando presentes todos los árbitros, darán la
sentencia. Pero esta no es válida cuando
un árbitro ha intervenido en el negocio do-
minado por el ínteres ó la enemistad , ó en
un tiempo do enfermedad , ó por obstina-
ción, ó por cólera.* Todo interesado podra
quejarse ante el magistrado contra la sen-
tencia de los árbitros si la creen injos- ¡
ta , y entonces el magistrado nombrará
otros (1).

Si de esta nación, que no sin fundamento
es  considerada por la mas antigua, pasamos
á la vieja Grecia, vemos que Solon dijo en
una leyj «Si los ciudadanos quieren elegir �
un árbitro para terminar las diferencias sus-
citadas entre dios  sobre sus intereses parti-
culares, tomen el que quisieren de común
acuerdo, y después estén á su decisión, sin
poder ya recurrir á otro tribunal (2).

En Atenas se conocían también otros ár-
bitros, que elegidos á la suerte tenían un
carácter público. Cada tribu suministraba
cuarenta y cuatro: debian tener al menos
sesenta años de  edad, y ser de costumbres
y conducta intachables; pero sus juicios
quedaban sujetos á apelación (3). Entre 1os
árbitros sacados á la suerte, y los elegidos
por las partes existia esta diferencia, á sa-
ber: que los últimos conocían de los contra-
tos, y los primeros do las causas públicas y
criminales (4), Unos y otros estaban obliga-
dos á prestar juramento antes de ejercer su
cargo; se les declaraba infames, si rehusaban
juzgar después de haberlo aceptado, ó si se
les probaba haber juzgado por favor ó por
interes. Debian pronunciar sus fallos antes
de ponerse el sol, ante todo el mundo, en
un templo ó lugar público ; no podían ha-

Hi  Arislól. Rrtlior. I.. J. C. í l .
(t Ti l .  bivio. Lib.  4. ■ .  11.' Cicerón Oroí. Cerina

n .  6. pro Qui-xtio, 90, 91 , 41  i 58. . . .
í 3 )  Aulo Grl io.  l ib.  ir», c. 1, Terrwoo . huioria rf<* lo

jutisp. TomMiu. pA|f ICO v Hfi.

(O  Cód d* lar prnitis, p. 114, 149.
(9) Demostb. Lcg. attic», p .  341.
I I )  Ludan, in abdícalo. I rg.  attica. �
(4) Dvoioalb. Itg. tilica.

TOMO n i .
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La facultad de decidir las diferencias en-

tre particulares se halla también consigna-
da en todos los códigos, ya generales, ya
municipales de la monarquía española. An-
tes de la publicación de las Partidas , en
cuyo cuerpo legal se reprodujeron casi
literalmente las leyes romanas relativas á
esta materia, ya había establecido el Fue-
ro Juzgq que ,' ninguno juzgare pleito si-
no fuere por mandato del príncipe, á no
ser que fuese cogido por juez de volun-
tad de las partes , y que el así elegi-
do fuese llamado juez y quedase sujeto á
responsabilidad (1). La ley 33  dice así:
b iri ni ere causas nulli licebil , nisi á principi-
bus potestale concesa, aul ex consensu par-
tíum electo judien, Irium teslium fueril elcc-
Itvnis pactís, sigáis, aul suscriplioiiibus robo-
rala (2). El arbitrage no fue una institución
nueva para los venidos del Norte, aunque
la aceptaran tal como se hallaba estableci-
da por el derecho romano en el pais con-
quistado, porque no es otra cosa el Nembda
que el doctor Pettingal y Ducange en su
glosario definen : Ctrlurn duodtvim proborum
séu legalium hominum, quos , vel ipsee parles
migantes,  vel ipse judex eligebat. Y aun pue-
de aseverarse que semejante institución en
aquellos pueblos , tan lejos de ser una imi-
tación servil de los romanos ni efecto de una
revolución pasagera, estaba por el contrario
encarnada en sus tradiciones inmemoriales
y fabulosas (3).

Es también creíble que los antiguos espa-
ñoles, independientemente de los romanos
y godos , usaron del arbitrage para arreglar
sus diferencias, lo uno porque el empleo de
este medio' debió en todos los pueblos pre-
ceder naturalmente á la institución de los
tribunales, lo otro porque la población y so-
ciabilidad de los españoles datan de tiempos
tan desconocidos y fabulosos, que ios lur-
detaaos, contemporáneos de Octavio Augus-
to, contaban en sus libros históricos seis mil
años de existencia (4); y no puede conccbir-

se que, habiendo tenido un trato tan intimo
y sostenido, primero con los fenicios y des-
pués con los cartagineses hasta el año 504
dé la  fundación de Roma, no hubiesen to-
mado de estos dos pueblos tan civilizados y
comerciantes la institución arbitral.

De todos modos, sea que los primitivos
españoles usaran este medio de determinar
los pleitos, ó que lo lomaran de los roma-
nos y de los godos juntamente, lo cierto es
que nuestra legislación antigua y aun la
costumbre consignan de una manera ine-
quívoca aquella institución.
. El Fuero viejo de Castilla, monumento le-
gal de muchos usos y costumbres délos cas-
tellanos, dice así en su libro III, titulo 1 ,  I.
«Esto es fuero de Castiellar Que si algunos
�ornes an pleito el uno con el otro, e amas
■las parles son avenidas de lo meter en ma-
gnos de amigos; después que lo han metido
■en manos de amigos, e firmado, non pue-
■den sacarlo de sus manos, sino por cuatro
■cosas, e son estas. La primera es; que an-
■si como de comienzo fueron avenidos amas
■las partes de lo poner rn manos de amigos,
■que ansí lo pueden sacar de  suas manos,
■si fueren avenidos, e tornarse al fuero. La
■segunda razón es; que sí los amigos, en
■cuyas manos fue puesto, murieren todos o
■la mayor partc, ante, que lo ayan librado,
■ lodo lo que fuere por librar , que se puede
■esc debe librar por el fueio. La tercera
«razon es; que si non se avinieren los ami-
■gos en uno, e juzgaren de sendas guisas,
■ninguno de aquellos juicios non vale, ede-
»be tornar el pleito al fuero,. La cuarta ra-
■zon es; que si el pleito es metido en- manos
■de tales ornes, como de religiosos, o de
■otros ornes, que au sobre si mayor, a quien
■ayan de facer obediencia, si su mayor gelo
■defendier, que en aquel pleito non se tra-
svase, por tal razon como esta sale el pleito
■dellos, e debe tornar al fuero. E pues el
■pleito es metido en manos de amigos por
■voluntal de las partes, si alguno- de los
■amigos finare, ante que el pleito libren,
■quicr el tercero, o quicr qualquier dellos,
■otros non pueden moler otro en suo logar
■por mandamiento de fuero, nin por otro

<1i Leyes 13 y 95. Ti l .  1, l ib. 3,  Fuero Ju/go.
(1, L ry  13. t i l .  id. id.
(3) Jon;nn4 de l* prueba por jurados.

ti» wat». Lib 3.
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Ana de Velasco, hija del dicho don Bcrnar-
dino Fernandez de Velasco y de doña Blan-
ca Herrera, porla cual nombraron amigable
componedor al rey don Fernando el Católico,
regente entonces de Castilla, para que deci-
diese las contiendas que existían entre ellos
sobre la villa de Pedraza déla Sierra y otros
bienes, siendo testigos el cardenal Cisneros,
el licenciado Luis Zapata y el doctor Lorenzo
Galindez de Carbajal y otros dos. El rey don
Fernando dictó sentencia arbitral; que fue
aclarada á petición de los tutores y curado-
res de doña Juliana de Velasco.

Ensanchado el territorio conquistado
por el conde don Sancho de Castilla, y á la
vez también el que iba ganando don Sancho
de Vavarra, casado con doña Mayor, hija
del primero, se suscitaban continuamente
entre ambos graves disputas sobre los limi-
tes de sus respectivos territorios, hasta que
convenidos eu someter amistosamente sus
diferencias en árbitros elegidos de común
acuerdo, y aprobada por ellos su decisión,
se establecieron por medio de este arbítrage
en el año 1016 los linderos entre Castilla y
Navarra.

En 1:570 Juan Begat, consejero en el de-
partamento de Dijon, fue elegido por el rey
de España y la nación suiza para decidir
sus diferencias sobre los limites del Franco
Condado,

Ocurridas algunas diferencias entre el
rey don Enrique y los prelados, ricos hom-
bres y caballeros del reino, acordaron que
don Pedro de Vclasco, hijo del conde de
I loro y el comendador mayor don Gonzalo
de Saavedra, elegidos por el rey, y don Juan
Pacheco, marqués de Villena, y don Alvaro
de Zúñiga, conde de Plasencia, elegidos por
los prelados, ricos hombres y caballeros, se
juntasen en la villa de Medina de Pomar
para oir á las partes y decidir según su ar-
bitrio las diferencias que se les propondrían,
obligándose todos á estar y pasar por lo que
sentenciaren de común acuerdo, y no ha-
biéndolo, por lo que decidiese Fr.  Alonso
de Oropcsa, de Ja orden de S. Gerónimo t
con la mayor parte de los otros ó con dos de
ellos. Al efecto otorgaron la correspondí en-

«derecho ninguno, sin volunlat de las par-
*<es, salvo si primeramente fue puesto en
»cl pleito, que si alguno menguare,' que
»qualqoier de las partes pudiese meter otro
«cnsu logar.» Y en el título 3 de dicho libro
añade I. «Esto es fuero de Cast iella . Que nin-
guna avenencia non vala, si non fueren en-
fiadas amas (1) las partes.»

El Fuero de Sepúlveda, compuesto tam-
bién de antiguos usos y costumbres y redu-
cido á escrito por don Alonso VI en 1076,
estendido á muchos pueblos de dentro y
fuera de Castilla, dice asi: «Todos los hom-
bres que se aviniesen y querella huviesen
uno de otro y ellos por sí hiciesen alcaldes
avenidores de dos hombres buenos ó mas,
todo aquello en que convinieren, valga, es-
oepto sobre cosas pertenecientes á Palacio;
y si el uno negare que hubo convenio en to-
mar aquel juicio, pruebénselo con tres ve-
cinos y valga el juicio (2).»

El rey don Pedro II de Aragón confirmó,
ea  1204 los estatutos de Montpeller, en uno
de cuyos artículos se da á los juicios arbi-
trales la misma, fuerza que á las ejecutorias
de  los tribunales supremos: Confesiones, fes-
ii /¡cationes., Iransaotiones el omnia coram ar-
latris aclilala, proinde vaíeant ac si in Cu-
ria essenl acia (Histor. de Montpeller).

Lo mismo sustancialmentc se dispone en
otros muchos fueros municipales.

Y tan usual y frecuente era el juicio ar-
bitral en toda clase de negocios, que la his-
toria nos conserva un sin número de ellos, ya
sobre negocios de familia, ya sobre los lí-
mites de distintos territorios, ya sobre su-
cesión á la coroua, ya en fin sobre asuntos
internacionales.

Citaremos en comprobación de esto al-
gunos ejemplos notables de los muchos que
podríamos presentar. El 2 de agosto de l u í  2
otorgaron en Burgos escritura de compro-
miso los tutores y curadores de doña Julia-
na de Vclasco y Aragón, hija de don Ber-
nardino Fernandez de Velasen y de doña
Juana de Aragón por una parto, y por otra
don Alonso Pimcntcl, como marido de doña

( i )  E*to es,  compromctidnt mutuamente.
Til. 125.
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te escritura de compromiso: los árbitros
aceptaron su encargo bajo juramento, y con
arreglo á él dictaron =u sentencia.

Pero el arbitrage mas notable, el mas
célebre acaso, no solo en España, sino aun
fuera de ella, ya por la importancia del
asunto, ya por las solemnidades del juicio,
ya por la gran reputación y dignidad de los
jueces , es el que tuvo lugar en 1412 en la
villa de Caspc para designar el sucesor de
don Martin, rey de Aragón. Eran muy varias
y encontradas las pretcnsiones, bastante os-
curos los derechos, grandes las animosida-
des de los parciales, mucho el poder y vali-
miento de los pretendientes, y los tres rei-
nos de Aragon, Cataluña y Valencia, que for-
maban aquella poderosa monarquía, corrían
riesgo de venir á las manos con grave per-
juicio de la paz general. Para obviar á este
inconveniente, convinieron de común acuer-
do que se nombrasen nueve jueces, tres por
cada uno, los cuales se juntasen para oir á
las partes y lo que cada una alegase , y que
aquello que determinasen por lo menos seis
de dichos jueces, hiciese sentencia firme y
valedera, con tal que de cada uno de los rei-
nos concurriese un voto. Entre los jueces
nombrados por el reino de Valencia se con-
taban Fr. Vicente Ferrer, delórden de San-
to Domingo, varón, como dice el P. Maria-
na, señalado en santidad y pulpito, y su
hermano Fr. Bonifacio Forree, cartujano.
Bcsolucion maravillosa y nunca oida, dice
el mismo historiador, pretender por juicio
de pocos hombres y no de los mas pode-
rosos , dar y quitar un reino tan impor-
tante

Los jueces, luego que aceptaron el car-
go, se juntaron y despacharon edictos en
que citaban á los pretendientes con aperci-
bimiento si no comparecían en juicio, de
tenerlos por cscluidos de aquella demanda.
L’nos comparecieron personalmente, otros
enviaron sus procuradores, siéndolo por el
infante de Castilla don Fernando, el obispo
de Falencia, y por el conde de Urgcl, el
obispo de Malta. El duque de Anjou ñoqui-;
so comparecer, y sin embargo recusó cua-
ro de los jueces como sospechosos y par-

ciales. A todos estos hicieron jurar los á r -
bitros que pasarían y tendrían por bueno lo
que sentenciaren.

El juicio se celebró sobre un tablado muy
ancho colocado delante la iglesia de Caspe,
y tan alto,  quede todas partes se pudiesen
verlas operaciones de los jueces. A este
acto, ya de suyo importante, imprimía un
carácter de magostad y respeto la circuns-
tancia de hallarse presentes los embajado-
res de los principes y los procuradores de
los que pretendían. En fin , encargado San
Vicente Fcrrer de publicarla sentencia, que
llevaba por escrito , la pronunció en alta
voz, después de haber dirigido á la concur-
rencia un discurso lleno de evangélica un-
ción. Los jueces árbitros declararon perte-
necer la corona de Aragon al infante don
Fernando de Castilla , cuya decisión fue
acojida con sigulares muestras de entu-
siasmo (I).

Fijando ahora la consideración en todos
estos monumentos de nuestras leyes patrias,
observamos dos cosas importantes ; prime-
ro , que el único arbitrage que estas admi-
tían era el vo/tm/urío, y segundo, que el
carácter de este hasta la introducción de
las Partidas, fue el de amigable composición,
siendo de consiguiente estraño á la legisla-
ción propiamente española , no solo el ar-
bilragc jurídico, esto e s ,  el que en la sus-
tanciacion y decisión del negocio obliga á
observar las leyes, sino también el arbitra-
ge forzado en ninguna especie de asuntos
litigiosos.

Las Partidas introdujeron la división de
los árbitros, en arbitros juris y arbitrado-
res ó amigables componedores, y con esta
división las disposiciones á ella concernien-
tes, tomadas del cuerpo del derecho roma-
no; pero no establecieron el arbitrage forza-
do en ningún caso.

El origen de este lo encontramos en una
viciosa jurisprudencia establecida por los
tribunales de justicia. Movidos estos, bien
por la escclcncia del juicio arbitral; bien
por la dificultad que encontrasen en deci-

(4) Zurita;. Anales de Aragoo, lomo 3 ,  lito.

Enciclopedia española de derecho y administración



589
Si la ley hubiese terminado aquí, el com-

promiso obligatorio habría quedado esplíci-
tamente proscrito. Mas era ya necesario,
como hemos dicho, prestar cierto homenage
á la costumbre, y por eso continúa la indi-
cada cédula, diciendo: .. .«Pero si alguno
(pleito) fuere tan dudoso é intrincado, que,
al parecer, deba comprometerse, se con-
sultará antes con Nos.»

A pesar de  que esta disposición respeta
en principio el arbitrage forzado para cier-
tos casos indeterminados; con todo eso ,  se
comprende bien que la mente del legisla-
dor fue proscribirlo de  un modo indirecto,
y que este objeto lo consiguió, al menos
prácticamente. En efecto, los tribunales-,
sea por haber conocido que  esta era la volun-
tad presunta del príncipe, ó por los embara-
zos naturales que ofrecía una consulta al
rey para cada caso ocurrente, fueron poco
á poco abandonando esta especie de com-
promiso hasta el punto de  haher caído eu
un completo desuso. Así es ,  que  desde la
publicación de  aquella real cédula , los tri-
bunales no han hecho uso de la facultad de
imponer á las partes el compromiso, con
dicha limitación, ni han podido hacerlo en
ningún caso después de reformadas su  o r -
ganización y atribuciones.

El arbitrage forzado , hablando con toda
propiedad , no pertenece á nuestra legisla-
ción, hasta que  el cód igo de  comercio, copian-
do lo dispuesto.en el código francés, lo ha
importado para decidir las diferencias que
ocurran entre socios de  una sociedad co-
mercial por razón de esta sociedad. Nada
habían dispuesto antes las celebres orde-
nanzas de Bilbao, de modo que ha sido una
institución nueva y estrada de todo punto á
Jos usos de nuestro comercio.

Dedúcese do, lo espucsto, que el arbitrage
voluntario de amigable composición es  el que
han consagrado siempre nuestras leyes , y
el que se presenta con carácter nacional;
que el arbitrage jurídico es  una importa-
ción del derecho romano, y por último que
el arbitrage forzado en materia de socieda-
des mercantiles e i  hijo de Ja legislación fran-
cesa.

ARBITROS.
dir en justicia ciertos negocios, bien por
descargar su responsabilidad , ó por otros
motivos, mandaban frecuentemente que las
partes comprometiesen árbilros los mismos
pleitos que ante ellos pendían, obligándo-
les también á que la elección recayese en
individuos del tribunal. Esta facultad que
se abrogaron los tribunales , contrarian-
do los derechos de  las parles, y atacan-
do á la vez ambas instituciones , causa-
ba perjuicios tan considerables, que obligó
al legislador á poner el oportuno remedio.
Para no destruir el prestigio de  los tribu-
nales y estirpar con toda seguridad el mal
del abuso, se  comenzó la reforma, prohibien-
do en las ordenanzas de  Medina de  1489 (1)
quolos oidores ni los alcaldes fuesen árbi-
tros de  cansas que hubieran de ir á las au -
diencias, y que  pudiesen tomar ó aceptar
arbitramento después de  comenzado el plei-
to ante ellos, salvo si el negocio se  compro-
metiese en todos los oidores del tribunal, ó
con licencia del rey, so pona de ser echados
de  las audiencias y de perder el sueldo, de
dos meses.

Esta disposición se hizo once años des-
pués ostensiva por la pragmática de  1500(2)
á los asistentes, gobernadores y sus ofi-
ciales , prohibiéndoles recibir compromi-
sos de pleitos que ante ellos pendiesen , ni
del que ellos pudiesen conocer,  so pena
de que tornasen lo que llevaren con otro
tanto.

Pero ni una ni oirá medida fueron sufi-
cientes á atajar radicalmente el abuso intro-
ducido en los juzgados y tribunales, como
lo comprueba la necesidad de reiterar mas
esp rosamente aquellas prohibiciones, lo cual
tuvo Lugar por la cédula de 29 de marzo
de 1505 (5). Por ella se mandó que los pre-
sidentes y oidores de las audiencias no man-
den á las partes que comprometan sus plei-
tos, sino que  cu lodos los negocios deter-
minen lo que sea justicia; y que  esto mis-
mo se haga en Jos pleitos comprometidos y
no sentenciados.

(11 l i l .  t i  . Iil>. 5 >« (;<�< <ip.
■ - I  i .rv i .  m .  35. lili. ( | ,So» is .  Hd'iip.
3» Li-y 17, <il. 1. lib, 5.
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doles el procedimiento jurídico, ó dispen"
sándolcs de él para que resuelvan conforme
á la equidad según su leal saber y entender.

Si la competencia del arbitrage viene de
la ley, recibe el nombre de necesario ó for-
zado, y si procede de la voluntad délas par-
tes se llama voluntario, subdividiéndose en
jurídico y de amigable composición , según
hayan de guardarse ó no las reglas del de-
recho en el procedimiento y decisión del
juicio; pero siempre en todas las especies
del arbitrage entran como elementos cons-
titutivos, ya mediatos, ya inmediatos, la ley
y la convención. ■

Atribuyendo la ley á los árbitros y arbi-
tradores el carácter de jueces, Ies autoriza
para dictar sentencia y les hace responsa-
bles civil y criminalmente de su1 conducta
ilegal ó injusta como tales jueces; mas no por
esto les reviste de todas las facultades que
concede á los jueces ordinarios, como vere-
mos mas adelante.

Lo mismo en el arbitrage voluntario que
en el forzado, la elección de los jueces es
un derecho de las partes, y como al elegir-
los les autorizan estas para decidir y resol-
ver las diferencias que les señalan , bajo
ciertas reglas, se ha creído por algunos, que
los árbitros y arbitradores no eran otra cosa
que meros mandatarios de los que les nom-
braban, y el arbitrage un mandato, de-
duciendo de aquí varias 'consecuencias con-
trarias á la índole y naturaleza peculiar
de sus funciones. Aunque la elección de
los jueces sea un derecho de las par-
tes , y estas puedan establecer la forma
del procedimiento, y cstender ó limitar sus
facultades, no debe desconocerse el elemen-
to legal de su jurisdicción , en cuya virtud
son jueces de las partes, y no procuradores
ó simples mandatarios de la que les nombra,
quienes están obligados á decidir en justi-
cia ó equidad, la cuestión ó cuestiones so-
metidas á su decisión. Esta independencia
judicial de que gozan y las facultades ju-
risdiccionales que les otorga la ley, no
pueden esplicarse por las reglas del mero
mandato, como tendremos ocasión de ob-
servarlo en las secciones siguientes.

SECCION n .

UEL ARBITRAGE EN GENERAL, SU MATl'RU.EZA Y
ESPECIES.

Cuando se Considera que la ley, al lado de
las jurisdicciones permanentes bajo todos
sus aspectos de competencia, gerarquía',
procedimiento y autoridad, admite un po-
der judicial transitorio, cuya existencia y
organización depende de la voluntad de
uñeros particulares , ó de las prescripciones
supletorias que ella misma establece á falta
de aquella voluntad, claramente se ve que
el arbitrage es una jurisdicción esencial-
mente escepcional y anómala. La materia
del arbitrage, como la de todos los juicios,
la constituyen las pretcnsiones encontradas
de las partes; su fin es el dejodo jujeio, po-
ner término á la contienda por medio de
una decisión jurídica; los árbitros ó arbitra-
dores, como los jueces permanentes, tienen
la potestad de sentenciar; hé aquí por que
el arbitrage es una jurisdicción; mas como
el nombramiento de los árbitros ó arbitra-
dores es un derecho de las partes, y de su
voluntad depende la forma que deben aque-
llos seguir en el procedimiento, la duración
de sus funciones y hasta la fuerza obligato-
ria de su sentencia, por eso es el arbitrage
una jurisdicción escepcional y anómala, mas
ó menos anómala, según depende mas de la
voluntad de los individuos que de los pre-
ceptos legales su establecimiento y organi-
zación.

La ley, como veremos después, haescluido
déla competencia de las jurisdicciones or-
dinaria y comercial todas las diferencias en-
tre socios de una sociedad mercantil por
hechos referentes á la misma sociedad, so-
metiéndolas al juicio de árbitros; y ademas
ha dejado á la libre voluntad de los particu-
lares el que puedan escluirdcl conocimien-
to de casi todas sus diferencias á los tribu-
nales establecidos, sometiéndolas á jueces
de su elección. También ha dejado la ley á
voluntad de las partes la elección de la for-
ma de proceder y de las reglas de decidir
que han de guardar estos jueces, imponién- "
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legal con sus dilaciones y gastos , al proce-
dimiento -breve del juicio de  amigable com-
posición, y la decisión de jueces nombra-
dos por el gobierno , al fallo de jueces por
ellos elegidos? Sucede muchas veces que Ins-
tituciones buenas en sí mismas, dejan de pro-
ducir sus buenos resultados en la práctica,
ya porque el estado de la sociedad en qne
se establecen no presente todas las condi-
ciones debidas, ya porque las personas que
hayan de funcionar en ellas no desempe-
ñen el papel que se Jes encomienda. Entre
las diferentes causas que entre nosotros pro-
ducen el fenómeno que examinamos, solo
señalaremos las que consideramos de mas
fuerza. Es la primera, la dificultad que hay
en los primeros momentos de la contienda
en reprimir el calor y la irritación de las
parles para traerlas á la celebración del
compromiso. Los primeros momentos de las
desavenencias son en lo general de lucha
irreflexiva, en que toman parte todas las
susceptibilidades y en que los resentimien-
tos ó el amor propio son los únicos conseje-
ros. En tal estado tienen poca ó ninguna
influencia las inspiraciones do Ja razón, que
aconsejan la paz ó cuando menos las vias
judiciales mas amistosas. Por eso és difícil
entonces que los interesados se pongan de
acuerdo para celebrar el compromiso, so-
metiendo la decisión de sus encontradas
pretensiones al juicio de personas de su con-
fianza. Es la Segunda causa y sin duda la
mas poderosa , la parcialidad de cada juez
respecto á la parte que le ha nombrado y
la desconfianza que les inspira á todos el
tercero que haya de dirimir la discordia.
Los litigantes buscan siempre en los árbi-
tros ó arbitradores que nombran, procura-
dores ó abogados que les defiendan, y no
jueces i m parciales é independientes que les
juzguen, y por eso, si en los nombrados no
hay la dignidad que requiere el cargo que
se tés encomienda , rara vez resulta senten-
cia conforme en el primer juicio. Cada uno
falla en favor de las pretensiones de la parte
que le ha nombrado , quedando así en pie
las diferencias que antes del pleito tenia di-
vididos á los interesados. Entonces es ne-

ARBITROS.
SECCION n i .

DEL ARBITRAGE VOLUNTARIO Y DE  LAS COSAS QUE

PUEDEN SER OBJETO DE EL'.

El arbitrage voluntario e s ,  según deja-
mos indicado en la sección anterior , el que
se constituye por la libre voluntad de las
partes , con el fin de que se resuelvan por
jueces de su elección ciertas diferencias,
cuyo conocimiento compete por la ley á un
tribunal ó juzgado establecido. Por medio
del arbitrage voluntario pueden los parti-
culares sustraer del fuero competente las
contiendas y negocios que pueden ser ob-
jeto del juicio arbitral.

El arbitrage voluntario puede $et jurídico,
ó de amigable composición , según que las
partes convengan en el compromiso, que
los jueces que eligen guarden el procedi-
miento legal y se atengan á las leyes para
dictar su sentencia, ó que procedan sin
guardar las formas del juicio y decidan con-
forme á la equidad , según su leal saber y
entender. Los jueces elegidos para conocer
y decidir en juicio arbitral voluntario ju-
rídico, se llaman árbilrps de derecho', y los
nombrados para resolver en juicio arbitral
de amigable composición, se denominan
arbitradores , ó amigables componedores.

La bondad del arbitrage voluntario no
puede ponerse en duda., porque dada la
existencia de las contiendas jurídicas, pa-
rece que nada mas deben apetecer los liti-
gantes, que someterlas al: fallo de jueces de
su elección bajo la forma de proceder que
�les designen; y puesto que depende de  su
voluntad el nombramiento de los jueces y
la brevedad del procedimiento, en su mano
está el constituir un tribunal ilustrado, in -
corruptible ó imparcial que ponga fin á sus
contiendas sin las dilaciones, gastos y per-
juicios que lleva consigo el estrépito foren-
se. Pero si es cierta la bondad de esta insti-
tución, ¿en qué consiste, puede preguntarse,
qué sean tan pocos los negocios que sé com-
prometan por las partes á la decisión de jue-
ces árbitros ó arbitradores? ¿En qué consiste
que prefieran los litigantes la tramitación
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cesario recurrir al tercer átbitro que diri-
ma la discordia, viniendo a s í a  resolverse
la cuestión por un juez que no inspira á los
contendientes toda la confianza que apete-
cen. Siendo, pues, el resultado previsto de
todo arbitrage que , venga en definitiva á
decidirse la cuestión por un tercero, que en
lo general no merece igualmente la confian-
za de las partes, pretieren estas someter sus
diferencias al juez ó tribunal establecido
por la ley, exento por lo regular de afeccio-
nes personales , conocedor délos negocios,
y responsable de sus determinaciones, quien
por la necesidad en que está de observar
las formas legales y por el correctivo de los
recursos á su superior, suponen que ha de
obrar imparcialmente y con arreglo á justi-
cia. También aleja muchas veces del arbi-
trage el temor de que quede ineficaz ¿ ya
por los recursos que concede la ley contra
la sentencia arbitral , ya por la discordan-
cia del tercer árbitro, ya por las pretensio-
nes judiciales de un tercer interesado en el
negocio, á quien no obliga el compromiso,
ya por alguna otra de las causas que dare-
mos á conocer en su lugar correspondiente.

Por estas y otras razones menos impor-
tantes se esplica en nuestro concepto el por
qué, gozando los particulares del inaprecia-
ble derecho de someter casi todas sus dife-
rencias al juicio de'jueces de su elección,
y de consiguiente á jueces de su confianza,
son tan pocos los negocios que se compro-
meten en árbitros ó arbitradores , cuando
estos juicios , y especialmente el de amiga-
ble composición, evita dios interesados la
mayor parte de los gastos que se les origi-
nan en los juicios sustanciados en todas sus
instancias ante los jueces ó tribunales esta-
blecidos por la ley.

Vengamos ahora á determinar las cosas
que pueden ser ó no objeto del arbitrage
voluntario.

En general todas las diferencias ó contes-
taciones entre dos ó nías personas sobre co-
sas que están en el comercio , y que no in-
teresan inmediatamente al orden público,
pueden scr objeto del arbitrage voluntario,
bien se haya incoado pleito formal sobre

ellas y se hallen pendientes del fallo de los
tribunales , bien no se haya promovido to-
davía formal litigio; pues pudiendo las par-
les disponer libremente de sus derechos,
tienen la facultad de comprometer en árbi-
tros ó arbitradores todas las pretensiones
en materia civil ó comercial que no están
espesamente prohibidas por la ley.

Eata es la regla. Vengamos ahora á seña-
lar las csccpc iones.

La ley de Partidas (l) dice que no pueden
ser objeto de avenencia las causas en que
pueda recaer sentencia de muerte, pérdida
de miembro ó destierro ; ni tampoco Ls  de
servidumbre ó libertad; ni las que versen so-
bre cosas pertenecientes al bien común de
algún lugar ó reino, á menos que por todos
ó la mayor- parte de él se nombre unpro-
curador , facultándolo al efecto ; ni las de
matrimonio, ni aquellas cu que el avenidor
sea parle ó tenga ínteres. �

La prohibición de la ley relativa á las
causas criminales debe entenderse de aque-
llas sobre delito en que pueda recaer pena
corporal, y en cuanto á la pena misma,
porque la declaración é imposición de esta
incumbe á la autoridad publica encargada
de mantener el órden de la sociedad. Pero
bien puede subsistir el compromiso en cuan-
to á las penas meramente- civiles ó de in-
demnización , porque el particular es libre
de. renunciar á ellas y sin perjudicar por
esto ni afectar el ínteres general de la co-
munidad á que pertenece.

Del mismo modo puede recaer el compro-
miso en todas las causas criminales que no
dan lugar á procedimiento de oficio, y que
solamente puedan formarse á instancia y
querella del ofendido, como las de inju-
rias, calumnias , lesiones no graves , estupro
y otras de igual género. En una palabra, to-
das aquellas á cuya formación debe prece-
der el acto de  conciliación ó el juicio de  paz.

Tampoco en conformidad á dicha ley ca-
lan sujetas á decisión arbitral las causas
sobro el estado de servidumbre y libertad,
aunque esta especie de causas no puedan

'1) ley 9Í . l i l .  4, t’ari. 3 .
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responder categóricamente á esta pregunta,
forzoso es tener consideración á la manera
ó condición con que el marido recibió la do-
te. Si fue en calidad de inestimada, debien-
do el marido en todos tiempos responder de
las mismas cosas, no puede enagcnarlas;
mas si fuese estimada con estimación que
causa venta , bien puede disponer de ellas
y enagenarlas según sn voluntad. Por conse-
cuencia de esta distinción, se puede concluir
que el marido puede celebrar compromiso
respecto á los bienes provenientes de la do-
te estimada con estimación que causa ven-
ta, y que no tiene igual facultad respecto á
os bienes de la dote inestimada. V. ��re.

Si la cuestiotf se coloca en otro terreno,
esto es. en la suposición de un arbitrage en
que.el marido y la muger son las únicas
partes interesadas, la solución es  mas pe-
rentoria; porque no pudiendo la muger ca-
sada parecer en juicio sino por el órgano
del marido , el derecho reputa á ambos como
una misma persona, y seria un absurdo con-
fundir en un solo y mismo sugeto los dos
conceptos de actor y demandado.

Sin duda con objeto de evitar esta conso-
lidación de derechos, que tan abiertamente
repugnan á la idea de juicio, es por lo que
la ley prohíbe poner en manos de árbi-
tros los pleitos en que uno de aquellos ten-,
ga el carácter. de interesado , y da la ra-
zón, porque ninguno debe ser juez y parle
en un mismo pleito. Esta ley al establecer
una máxima tan conforme á los principios,
no guarda desgraciadamente consecuencia,
pues á seguida sienta, que cuando uno infi-
riese injuria ó deshonra á otro, puede po-
nerse en manos de este. Tan lastimosa con-
tradicción vendría á ser un absurdo si no
fuera por el correctivo de que la sentencia
que en tal caso diese el mismo agraviado, no
obligaría al ofensor, no siendo aquella mode-
rada, que es tanto como establecer la prohi-
bición, toda vczquescdejaalcompromitentc
la libertad de pasar ó no por lo sentenciado.

Las cosas que no pertenecen al patrimo-
nio del hombre , y que por su naturaleza
son incapaces de pertenecerle. no pueden
ser tampoco objeto de arbitrage.

■ÍO
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tener lugar en la actualidad por hallarse
abolida ¡a esclavitud.

Ni las causas matrimoniales , esto es,  las
que versan sobre nulidad del matrimonio
por algún impedimento dirimente, ni las de
divorcio ó separación entre marido y mu-*
ger t sea perpetua ó temporalmente. Y la
razón e s ,  porque la sociedad conyugal no
puede menos de ser objeto constante de la
atención y vigilancia del legislador , cuya
conservación es también la conservación de
la familia como tipo de  la comunidad social.
Esto de una parte, y por otra, la considera-
ción sacramental del matrimonio., de natu-
raleza indivisible, no permite dejar á la vo-
luntad de los cónyuges , unidos por la ley y
por la  religión , ¡a facultad de faltar á las
condiciones indispensables del vinculo. Por
eso en todas estas causas hay instituidos
magistrados , á cuyo cargo somete la ley la
defensa del matrimonio en nombre de! ín-
teres público.

Mas cuando el matrimonio no se ha lle-
vado á efecto , ó cuando no le ba precedido
sino una promesa de futuro, llamada espon-
sales , no hay inconveniente en comprome-
ter en árbitros las diferencias procedentes
de este acto; porque en tanto que el matri-
monio no se realice , el ínteres de los com-
promitentes no sale de la esfera de privado.
Los esponsales confieren derechos de los
cuales pueden disponer libremente los con-
trayentes , que es la circunstancia esencial
del compromiso.

En la locución camas matrimoniales hay
quien comprende también para el efecto
del afbitrage, las diferencias nacidas de los
bienes dótales de la muger. Es muy impor-
tante en la práctica la cuestión de saber si
los bienes que constituyen la dote de aque-
lla, sonó no pueden ser materia de un ar-
bitrage. Para decidir esta y otras cuestiones
de igual naturaleza, es preciso recurrir á la
regla, de que aquel puede comprometer que
tiene la libre disposición de sus derechos y
la facultad de parecer en juicio para vindi-
cados. Ahora bien, ¿puede el marido dispo-
ner como quiera de la dote de su consorte?
¿puede por consiguiente cnagenarla? Para

TOMO in .
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Por último, la# cosas pertenecientes al

bien coman de algún lagar ó reino, dice
la ley 24, tít. 4,  Part. 3 ,  quetampoco pue-
den ser objeto de avenencia , ámenos que
por todos ó la mayor parte del pueblo se
nombre un procurador facultándolo para
ello. Así que, las cosas pertenecientes á los
propios y arbitrios de los pueblos las comu-
nes, los derechos munícipalesy provinciales,
y con mayoría de  razón las cosas y derechos
pertenecientes al  Estado, no pueden en ge-
neral ser objeto del juicio arbitral. Podrá su-
ceder que el gobierno créa conveniente en
algunos casos autorizar este medio de ter-
minar las diferencias que las comunida-
des ó corporaciones puestas bajo su tutela,
tengan necesidad de sostener , mas cuan-
do se verifique , quedará siempre á sal-
vo á las personas morales el remedio, la res-
titución tn integrwn sin perjuicio de  la res-
ponsabilidad en que aquel incurra por la
autorización improcedente. Los derechos de
la hacienda pública no pueden someterse al
juicio de árbitros sino en virtud de una
lev (!)■

SECCION IV.

DEL ARBITRAGE FORZADO Y CASOS EN QUE TIENE
LUGAR.

El arbitrage forzado, según dejamos di-
cho en  la sección segunda, es  el establecido
por la ley, como única jurisdicción com-
petente, para la decisión de ciertas diferen-
cias, y precisamente porque solo en  esta es-
pecie de  juicio pueden ventilarse y resolver-
se, conesclusionde cualquiera otra jurisdic-
ción, se le califica de  forzado, ó necesario.

. Cuestiónase largamente sobre si es útil ó
conveniente que la ley establezca esta espe-
cie de arbitrage. Los que impugnan su esta-
blecimiento en toda especie de negocios,
dicen , que reconocido por lá ley el ar-
bítrage voluntario , no debe forzarse á los
particulares, únicos apreciadores de su pro-
pia conveniencia, á que sometan la de-
cisión de sus diferencias á esta jurisdic-
ción escepcional y anómala, pues CUan-

do estos no la aceptan voluntariamente, e#
prueba segura de que no la consideran
útil ni conveniente. El arbitrage forzado,
añaden, sacrifícala libertad de los particu-
lares sin provecho para elúrden publico;
priva á las partea de las garantías que tes
ofrece la forma regular del procedimiento,
y pone en  descrédito la# jurisdicciones per-
manentes, elevando sobre ellas nn  tribunal
escepcional sin las convenientes garantías;
es, dice uno de sus impugnadores, la sátira
de la administración de justicia. Mr. Tro-
plong (t) ataca el arbitrage forzado en  su
último atrincheramiento, queeaen  tas di-
ferencias entre socios de una sociedad mer-
cantil por cosas concernientes á la misma
sociedad, y dice: «que este arbitrage es  una
manera de juzgar tan defectuosa , tan des-
provista de garantías , que ha debido de-
jarse á las partes en libertad de recurrir á
él, ó el  repudiarlo, segunjos casos. En cuan-
to á mi, que he  sido árbitro algunas veces,
declaro por esperiencia, que en ninguna
contienda de  alguna gravedad aconsejaré á
nadie que la someta al juicio de  árbitros; un
tribunal que se cree con derecho á ser mas
equitativo que las leyes mas equitativas del
mundo, me parece que solo.es á propósito
para un corto número de cuestiones de he-
cho y de intereses de poca monta. El movi-
miento de las sociedades mercantiles produ-
ce  debates demasiado importantes para que
forzosamente se  prive de su conocimiento á
los tribunales de comercio. Pero no es  este
el solo inconveniente. Cuando cada asociado
tiene derecho de nombrar su árbitro, puede
suceder, si la sociedad es  numerosa , que el
tribunal arbitral se  componga de  un número
tan considerable de  jueces, que haya las ma-
yores dificultades para reunir los intereses,
clasificarlos votos y llegar á un resultado...
Para hacer ver ademas cuan vana ha sido la
utopia del legislador , que ha creído dar á
la paz de  las sociedades mercantiles una san- -
cion inviolable, nq hay mas que recorrer las
colecciones de sentencias (arrtto) ; jas cua-
les muestran cuantas dificultades han na-

ti} Ar l .  S de la ley de SO de febrero de 1M0. 1 Cvmmrntaire <fu contrat. de toeidtd , t#m.  WS.
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bastante prudentes para aceptar voluntaria-
mente esta vía de paz y de conveniencia.»

Sin embargo de haber dado toda la fuer-
za y estension de que es susceptible este ar-
gumento en favor del arbitrage forzado, no
vemos por eso una razón concluyente que
sancione su establecimiento, porque al fio,
como sientan oportunamente los autores del
nuevo código de Ginebra en la esposicion
de sus motivos, todos los enunciados in-
convenientes cesan, juzgando los tribunales
comunes á puerta cerrada. Así es que di-
chos legisladores han. autorizado en el ar-
tículo 85 de so  código las defensas por
aquel medio secreto en las causas entre so-
cios, á fin, dicen, de  prepararla sustitución
del tribunal de comercio á los árbitros, re-
moviendo de ante mano la objeción sacada
de una publicidad qué no siempre permiten
las operaciones comerciales y los intereses
dé los socios.

De  todos modos , hablando en sentido ab-
soluto, el arbitrage forzado, en el hecho
mismo de ser obligatorio , puede conver-
tirse en una verdadera calamidad. En com-
probación de ello remontémonos ála época en
que esta especie de arbitrage se estableció
formalmente en Francia. En el siglo XVI,
reinando Francisco II, se mandó aquel modo
de juzgar para las diferencias entre los
próximos parientes en materia de divisio-
nes y particiones de  herencias , cuentas de
tutelas y otras administraciones, restitu-
ciones de dotes ‘y viudedades. Pero el le-
gislador de <790 fue mas lejos en este pun-
to ,  y estuvo mucho mas ésplí cito, pues es-
tableció el arbitrage forzado entre marido y
muger, padres é hijos, abuelos y nietos, her-
manos y hermanas, tíos y sobrinos, ó entre
afines en los mismos grados , entre los pu-
pilos y sus tutores, e tc . ,  etc.; en fin, se
estableció un arbitrage obligatorio á quien
se dió ef  nombre de tribunal de familia.
«Mas esta institución tan encomiada, dice
un recomendable escritor de aquella na-
ción, que nos recordaba la jurisdicción
doméstica, la sencillez y la piedad délo*
primeros siglos, vino á ser entre nosotros
la mas funesta délas novedades. Lasdcfen-

AMITROS.
c ido de los artículos 51 y siguientes del (Có-
digo de comercio.»

El arbitrage forzado tuvo muchos defenso-
res en Francia en tiempo de su revolución,
mas hoy dia no hay quien lo sostenga fuera
del estrecho círculo de las diferencias entre
socios por razón de la sociedad. Fúndanse
paradlo, principalmente en la conveniencia
de etitar la publicidad de los debates en es-
tos negocios por su naturaleza reservados, y
en que por este medio puede mejor conser-
varse la paz y la armonía entre los miembros
de esta especie defamilia, formada por la so-
ciedad , sin las cuales no podría prosperar.
. Mas si es tal como se figura la convenien-
cia del arbitrage en estos casos, debería ser
inútil el precepto de la ley, por cuanto el in-
terés mismo de las partes, en  cuyo favor se
instituye, supliría siempre, y con ventaja,
aquel precepto. La conveniencia individual*
no se  manda; se facilita y se  proteje. Y sien-
do esta la principal tarea del legislador
¿por qué razón imponer forzosamente á las
partes lo que ellas mismas están interesa-
das en hacer? ¿No bastaría para asegurar
este Ínteres el arbitrage voluntario? Pero mi-
rado el punto por todos sus aspectos, tam-
bién podría suceder que en; cierta cuestión
dada, una parte no temiera lá publicidad
del debate, y la otra tuviese fundados moti-
vos para rehusarla; que por la propia razón,
un litigante se opusiese al juicio arbitral
que su contrario le propusiera, y en tal caso
el perjudicado tendría que resignarse for-
zosamente al capricho ó á la malevolencia
del otro, y sufrir, mal de  su grado, todos los
inconvenientes del estrépito de las audien-
cias.. «Los hombres obran, dice el Nouvcau
Deniiarl, número 33, están de tal modo dis-
puestos á obrar contra sus propios intereses
y contra los de sus semejantes, que es pre-
ciso algunas veces, cuando su bien particu-
lar y el de la sociedad lo exijan, contrariar
el derecho común y la libertad natural * res-
pecto sellos. Por esto han creido los legisla-
dores que habia casos en que no bastaba ex-
hortar, sino que era necesario obligar á las
partes contendientes á someter sus diferen-
cias al juicio de árbitros, cuando estas no eran
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sas gratuitas fueron un aliciente: ser juez
y parte ¿ su vez unos respecto á otros, fue
un objeto de comercio : los procesos se mul-
tiplicaron hasta lo infinito; las trampas y
los enredos no tuvieron ya limites; cien
cartas-órdenes ó despachos ,- no bastaban
muchas veces para llegar á componer un
tribunal de. familia y constituirlo en sesión;
la guerra judiciaria era general; la Fran-
cia entera no fue sino una arena de litigan?
tes; el pueblo mas reducido, la familia
menos numerosa tenia sus litigantes, su
tribunal de  familia en  actividad, y la ruina
de todos era la consecuencia � inevitable;
porque siendo por lo regular las tabernas
el sitio en que se tenian las sesiones, lo mis-
mo los jueces que los litigantes se habitua-
ban á la relajación y á la holgazanería , an-
tes de terminar los litigios , y después de
haberlos decidido se veian nacer los odios,
los rencores , las animosidades , las vengan-
zas , y el encarnizamiento de todos contra
cada uno, y de cada uno contra todos , de
tal suerte, que lo que la teoría habia presen-
tado como un bien , vino á ser en la práctica
una calamidad general (1).

Este cuadro, por muy recargado que pa-
rezca, no es mas que un fiel relato de lo
que pasaba en muchas partes de la Francia,
de modo que el gobierno á muy poco tiem-
po de  aquellas funestas esperiencias , se vio
en la necesidad de  abolir implícitamente
los tribunales de familia, á pretesto de  que
la constitución del afio III no los habia
comprendido en el número de las nuevas
instituciones judiciales.

La misma suerte cupo á las demas insti-
tuciones de árbitros forzados entre personas
que no eran parientes en los litigios susci-
tados sobre bienes patrimoniales y derechos
á ellos anejos, sobre partición y división,
sobre donaciones y sucesiones y sobre re-
conocimiento de hijos naturales y su dere-
cho á suceder.- El legislador se vió en la
precisión de poner un pronto término á es-
tas jurisdicciones , declarando que el arbi-

trage forzado era contrario á la consti-
tución.

Estos y otros muchos ejemplares que po-
dríamos citar, demuestran hasta la eviden-
cia , como dejamos insinuado arriba , que el
arbitrage legal ó forzado es, hablando en
términos generales, una calamidad.

En nuestra antigua legislación no vemos
huellas de una institución tan fecunda en
malos resultados , porque aun Cuando los
contadores nombrados por las* partes para
dividir y adjudicar los bienes hereditarios,
ó para formar las cuentas de una administra-
ción , pudieran tener algún punto de con-
tacto con el arbitrage de que hablamos,
nuestras leyes patrias (1) nunca les han
dado este carácter; lo primero, porque no
se exige de las partes que los nombren in-
dispensablemente, y lo segundo porque no
intervienen en la totalidad del negocio , ni
deciden una parte de él , sino con la calidad
de someterse á la aprobación de las partes
ó del juez ordinario ante quien pende el
negocio.

Así , pues, podemos asegurar que en nin-
guna época , ni en ningún código ó cuerpo
dé la legislación española, se  ve establecido
el arbitrage forzado; porque, aunque la ley
17,  tít. I ,  lib. 5, Nov. Rec. prohíbe que des-
de su promulgación en adelante no manden
los presidentes y oidores de las audiencias
que las partes comprometan en sus ma-
nos los pleitos que tntjeren, y qué si algu-
no fuese tan dudoso que al parecer deba
comprometerse, sea consultando préviamen-
teáS .  M. ; esta ley no establece, como se
ha dicho en  la parte histórica, el compromi-
so forzado , sino que proscribe de un modo
indirecto , .pero eficaz, la costumbre contra
ley que se habia introducido en  los tribu-
nales respecto á algunos negocios.

El establecimiento del arbitrage forzado
puede decirse que sé halla autorizado le-
galmente por primera vez en España desde
la publicación del Código de comercio y
de su correspondiente ley de enjuiciamien-

(1 Nnuvcau Dcoisari. V.‘ Arbitrase, nútn. 34. tl) Ley 3, tít. 4, part. i; y ley 3, t ít .  � ,  lib, 3,  *cco|i.

Enciclopedia española de derecho y administración



ARBITROS. 397
tiempo fe «apéete de arbitrage mas útil y
beneficiosa á loa jpteretes que se desea fa-
vorecer.' La. fey no  dice que. fes socios no
pueden comprometer sus diferencias en ami-
gables.componedores, como era necesario
que lo dijera, tratándose de  establecer una
excepción á la regla común; dice por el con-
traríe*. después de  haber ordenado lo con-
veniente respecto al juicio arbitral jurídico,
que los comerciantes podro* com-
prometer la deoisjon de sus contiendas en
amigables componedores que decidan sobre
ellas, sin sujeción á las formas legales, se-
gún, su leal saber y entender (1). De esta
regla general na se esceptúa contienda ni
diferencia alguna sobre asuntos mercantiles
sujetos ,á la jurisdicción del comercio; las
abraza tedas, lo mismo las habidas entre
socios, que las que nazcan entre comercian-
tes independientes por cualquier contrato ú
acto mercantil. Las primeras palabras del
artículo, copio, que se  refiére á lo dicho en
ios anteriores sobre el arbitrage jurídico, ya
voluntario, ya forzado, quitan todo género
de  duda sobre él punto en cuestión. Antes
habia dicho (9) que toda, contienda sobre
negocios mercantiles puede ser, comprometi-
da a) juicio de  árbitros; y que el compromi-
so es forzado para dirimir las diferencias
entre socios (5). De consiguiente, al decir
después que los comerciantes podrán tam-
bién comprometer la decisión de sus con-
tiendas en amigables componedores, claro
es que les faculta para que tanto las que
pueden ser comprometidas en  árbitros, copio
las que forzosamente han de  someter al jui-
cio arbitral, puedan comprometerlas en ami-
gables componedores. En las negocios mer-
canliles, y entre estes en  los de  sociedad mas
que en ningún otro, ae requiere que el pro-
cedimiento sea breve y sin estrépito y que
se juzgue con arreglo á los principios y
máximas de  la equidad, verdad sabida y bue-
na fe guardada, lo-cualseímposibilitaría en
muchos casos prohibiendo á. los socios el
que pudiesen comprometer la decisión do

to , aunque contraído á las diferencias entre
socios.

Lo» artículo» m y 345 del «ódigr.erta-
bleeen„que teda.diferencia entre socios, así
como toda redamación de agravios por la
divi&ion del haber, social, se  decidan por jae-
ces árbitros, y el 935 dé la ley de enjuicia-
miento ordena , que el compromiso es for-
zado para dirimir las diferencias entre bo-
cios, según las disposiciones de  ios articU-
loe-333 y 545 del Código de comercio. Antes
de  entrar en el exámen de estos artículos
para determinar los diferentes casos com-
prendidos en eHos,:y sujetos por lo tanto al
arbiteage forzado, vamos á ocuparnos de
una cuestión importante á saber: si los so-
cios á quienes se obliga á someter sus dife-
rencias ó reclamaciones al juicio arbitral,,
podran comprometer estas diferencias ó re-
clamaciones en amigable» componedores* ó
si la ley que les impone el  arhitrage, les im-
pone también el arbitrage jurídico; é en
otros términos, si el arbitrage forzado pue-
de ser jurídico ó de amigable composición.

Los que sostienen que el arbitrage forzado
ha de ser precisamente y en todos los cases
jurídico, se  apoyan en el tenor litera) de los
artículos del Código de comercio y ley de
enjuiciamiento que dejamos citados. Allí di-
cen se establece que toda diferencia entre
socios se decidirá por jueces árbitros, y co-
mo este preceptores absoluto, no pueden los
soejot eludirlo, sometiendo sus diferencias
al juicio de  amigables componedores

Contra el sentido literal de la ley está el sen-
tido racional de la misma y los principios so-
brequeestán basadas todas sus disposiciones.
Al establecer la ley el arbitrage forzado, no
se  ha propuesto mas que sujetar al juicio ar-
bitral aquellas diferencias, privando de su
conocimiento á los tribunales de comercio,
y cumplido y satisfecho queda su  objete,
cuando las partes las comprometen al juicio
de  amigables componedores. El arbitrage de
amigable composición reune en su favor to-
das las circunstancias que hacen recomen-
dable el juicio arbitral y seria un oontra-
principro reconocer la necesidad imprescin-
dible de arbitrage, y condenar al  mismo

i t ) Arl .  MH, ley de enjuteiiniieulo.
( t i  At*.  MI.  Id.  Id.
(31 Ari .  MB, iJ .  Id.
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sus contiendas en amigables componedores.
Si este arbilrage es el mas beneficioso en
toda clase de negocios, y el que mejor cor-
responde á la índole y naturaleza de los
mercantiles, y si el derecho de recurrir á él
está concedido tanto en el fuero comtjn como
en el comercial á todos los que están faculta-
dos para someter sus diferencias al juicio ar-
bitral , no es posible concebir razón alguna
que justifique la prohibición de recurrir al
arbilrage de  amigable composición en las
diferencias entre socios de «na sociedad
mercantil. A loa socios obligados á compro-
meter sus diferencias al juicio arbitral les es
permitido renunciar todos los remedios de
derecho contra las sentencias arbitrales (1);
¿comó podrá sostenerse que no están facul-
tados para renunciar alarbitragede derecho,
sometiéndose al que les es mas favorable de
amigable composición?

De lo dicho resulta que a! establecer la
ley el arbilrage forzado no ha privado á
los socios de úna sociedad mercantil del
derecho que concede á todo comerciante
para poder comprometer la decisión de sus
contiendas en amigables componedores, co-
mo no ha privado á los comerciantes del
derecho de recurrirá! juicio arbitral cuan-
do ha dispuesto en  términos generales y ab-
solutos (2), que la jurisdicción de los tribu-
nales de  comercio es  privativa para toda
contestación judicial sobre obligaciones y
derechos'procedenles de las negociaciones,
contratos y operaciones mercantiles.

¿Pero una vez elegido por las partes el
arbilrage de amigable composición , seguirá
este la índole y naturaleza del arbitrage for-
zado, ó tomará el carácter de arbitrage volun-
tario? Esta cuestión ha sido largo tiempo de-
batida en Francia, cuya legislación en esta
parte ha copiado nuestro código, siendo hoy
uniforme la jurisprudencia que establece
que la amigable composición en las materias
sujetas al arbitraje forzado, no hace perder
á este su carácter particular.

De lo espuesto se  deduce, que el arbitrage )

forzado puede ser, como el voluntario, juri
dico ó deamigablo composición.
' Si los contendientes tienen la facultad de
comprometer sus diferencias en amigables
componedores, ¿pondrán también renunciar
al juicio arbitral, sometiéndose voluntaria-
mente á la jurisdicción de los tribunales de
comercio, ó de los tribunales comunes? El
arbitrage forzado está instituido por la ley
para que no conozcan de las cuestiones de
su competencia ningún tribunal ordinario
ni de comercio, por considerar como poco
conformes al ínteres social las condiciones
del procedimiento que deben estos guardar
en los litigios , y precisamente porque ha
querido que el arbitrage sea la única juris-
dicción competente para conocer y resolver
las diferencias entre socios, le ha dado el
carácter de forzado, lo cual convence de
que no les es permitido á estos renunciar
directa ni indirectamente al juicio arbitral,
acudiendo de  común acuerdo ú un tribunal
establecido , sea ordinario ó de comercio,
ó prorogando su jurisdicción ; de donde se
deduce, que tan luego como se suscite ó
promueva ante estos tribunales cualquiera
contienda de las que la ley somete forzosa-
mente al juicio arbitral, deben abstenerse
de conocer de  ella, y mandar que las partes
procedan ¿ celebrar el correspondiente com-
promiso con arreglo á la ley.

Pasemos ahora á examinar los casos en
que tiene lugar al arbitrag* forzado. El arti-
culo 323 del Código de comercio ordena que,
«toda diferencia entre socios se  decidirá por
jueces árbitros, hayase ó no estipulado así
en.el contrato de sociedad.» El artículo 345
del mismo código, dice: «estas reclamaciones
(las de agravios por la división del haberso-
cial) se decid¡irán por juecesárbitros,»y el ar-
ticulo 253 de la ley de enjuiciamiento dis-
pone que <el compromiso es forrado para
dirimir las diferencias entre socios, según
las disposiciones de los artículos 323 y 345
del Código de comercio.» Estos artículos no
establecen, segunseve ,  mas que una regla
general, como origen y fundamento del ar-
bitrage forzado., á saber; que es de la com-
peleona esclusiva de esta jurisdicción el co-

(» Arl. íKl. le» d«- Eíij.
5 AH, 1189, Cod. de comarco.
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ademas que la sociedad habida entre ellas
sea mercantil para qúe haya lugar al arbi-
trage forzado. Las únicas leyes que esta-
blecen este arbitrage son como hemos visto,
el Codigo de comercio en el título que habla
délas compañías mercantiles, y la ley de en-
juiciamiento sobre los negocios y causas de
comercio; leyes ambas que no son aplica-
bles á los asuntos comunes. Por esta razón
y por no hallarse establecido el arbitrage
forzado en las leyes generales , no están obli-
gados á someter á él sus diferencias los so-
cios de las sociedades civiles, sin que sea
tampoco aplicable á ellos por analogía lo
dispuesto en aquellas leyes escepcionales.
Cual sea sociedad ó compañía mercantil , y
cual civil , no es este el lugar de darlo á
conocer. Véase el artículo s«cie»A»E«.

Las sociedades ó compañías mercantiles
que el Código de comercio reconoce, son
cuatro : la sociedad colectiva , la sociedad
anónima , la sociedad en comandita y la so-
ciedad accidental ó cuentas en participa-
ción. Respecto de las tres primeras no puede
ocurrir la menor duda sobre que las dife-
rencias ó contestaciones entre sus miembros
están sujetas al arbitrage forzado ; mas se
ha provocado formal cuestión sobre si son
de) mismo modo aplicables á la sociedad ac-
cidental ó cuentas en participación las leyes
que establecen aquella especie de arbitrage.

Los que sostienen que el arbitrage forza-
do no es ostensivo á las diferencias entre
socios de  una sociedad accidental ó cuen-
tas en participación, se fundan en que e l
código forma una sección á parte de esta
especie de sociedades , dispensándolas de
las formalidades que impone á las demas
en su constitución , por considerarlas mas
bien como un negocio convenido con el  co-
merciante que lleva el nombre de la nego-
ciación, que no como el establecimiento de
una verdadera sociedad. Por eso añaden ha
colocado el arbitrage forzado en  la sección
respectiva á las otras tres especies de socie-
dades , y antes de hablar de la sociedad ac -
cidental ó cuentas en participación, lo cual
no hubiera hecho, si se hubiera propuesto
estender también á esta aquella jurisdicción

ARBITROS.
nocimiento y decisión de todas las diferen-
cias qne se promuevan entre socios de una
sociedad mercantil por razón de  esta misma
sociedad. De  aquí se deduce que para que
haya lugar al arbitrage forzado se  requieren
tres condiciones. 1 .a Que la diferencia que
haya de  juzgarsé sea entre socios. 2 .a Que
los socios lo sean de una sociedad ó compa-
ñía mercantil: y 5.a Que la diferencia ó con-
testación sea referente á la sociedad mer-
cantil deque  son socios. Todas estas con-
diciones deben concurrir para que hayalugar
al arbitrage forzado. Entremos en algunos
pormenores sobre cada una de  estas tres
condiciones.

Primera condición. Que lacontienda ó dife-
rencia tea entre tocios.

Los miembros de una misma sociedad en
su cualidad de asociados están obligados á
someter sus diferencias al juicio arbitral.
También lo están los herederos y causa-ha-
bientes de los socios, en cuyos derechos y
obligaciones les sucedan completamente,
aunque estos sean de menor edad, en  cuyo
caso otorga por ellos el compromiso su tutor
ó curador.

El lazó de la asociación es la primera
circunstancia que ha de existir para que
proceda el arbitrage forzado. Donde no exis-
te, no lo impone la ley, antes bien deja álos
interesados en libertad de recurrir al arbi-
trage voluntario, ó de  llevar la cuestión al
tribunal competente.

De  aqui se sigue, que las contestaciones
que se  susciten entre dos sociedades de co-
mercio, ó bien entre una sociedad y un co-
merciante estraño á ella, no están sujetas al
arbitrage forzado, sino que son de la com-
petencia del tribunal de Comercio.
, También son de la competencia del tribu-
nal de Comercio las contestaciones que pue-
da haber entre un comisionado que trabaja
por un tanto en los beneficios que reporte la
casa y su comitente respecto álacomision,
por no ser realmente asociados.

Segunda condición. Que los socios lo sean
de una sociedad ó compañía mercantil.

No basta que la diferencia ó contestación
sea entre personas asociadas , es preciso
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especial. En los artículos que consagra á la
sociedad accidental , nada se  encuentra refe-
rente al juicio arbitral, de  donde se  deduce,
que bien se atienda á la naturaleza espe-
cial de  esta sociedad, impropiamente llama-
da tal , bien á las otras circunstancias antes
indicadas, debe siempre concluirse que 1os
socios, de  una sociedad accidental ó cuen-
tan en participación, no  están obligados á
comprometer sus diferencias en árbitros ó
amigables componedores.

Sin  embargo, la dpinion contraria es  la mas
cierta , y la que se sigue por los tribuna-
les. Fúndase en  que la sociedad accidental
es una verdadera sociedad mercantil , como
puedeverse en el artículo �oeiEDA»iw» , y
siéndolo, existen respecto de  ella las mismas
razones que respecto de las demas para que
las diferencias entre sus miembros sean juz-
gadas por un  tribunal arbitraL Por otra par-
te los artículos del Código de  comercio que
dejamos copiados, hablan, en  términos gene-
rales, toda diferencia entre socios, dice el ar-
tículo 525; de  consiguiente, allí donde haya
sociedad mercantil y diferencias entre sus
miembros, allí se impone el. arbitrage for-
zado para juzgarlas y resolverlas. > Y que
este es  el sentido de  aquel articulo , se  con-
firma con lo dispuesto en  la ley de  enjui-
ciamiento en su artículo 255, en donde se
establece otra vez la regla general aplica-
ble á todas las sociedades mercantiles , de
qué  el compromiso es forzado para diri-
mir las diferencias entre socios, La so-
ciedad accidenlaló cuentas en participación,
no cabe duda que puede contraerse sin las
solemnidades que deben constituirse y or-
ganizarse las otras sociedades; pero esto no
se opone á que deba ser una misma la ju -
risdicción que deba conocer de  las diferen-
cias de los socios en todas ellas. La mayor
ó menor solemnidad que en  su constitución
deban guardar las sociedades, no es  el  fun-
damento del arbitrage forzado, y por eso es
inaplicable á la cuestión que nos ocupa
cuanto se  deduzca de  esta diversidad formal.

Tercera condición, (/ue Indiferencia ó con-
testación sea por rasen de la sociedad.

No basta quedos contendientes sean socios

de  una sociedad mercantil para que proceda
el arbitrage forzado, es  necesario ademas
que la contienda verse entre ellos sobre cosas
relativas á la misma sociedad meroanlil en

I su  cualidad de  socios de  ella. Las contesta-
¡ ciones que puedan provocarse entre los so-
| cios pueden ser muy diversas y hasta de
| naturaleza distinta , y por eso no estará de

mas que demos á conocer las mas fre-
cuentes.

Pueden ocurrir contestaciones sobre la
existencia misma de  la sociedad mercantil,
ya sosteniéndose por una de  las partes que
la sociedad es  .civil , ya que no  existe socie-
dad por ser nulo el contrato ó faltarle algu-
na de  las solemnidades esenciales. ¿Cuando
se provoquen tales cuestiones que ponen en
duda la existencia de  la sociedad mercan-
til , . han de someterse al juicio arbitral , ó
han de  juzgarse por el tribunal de  comer-
cio? ó en otros términos , ¿cuál de  las dos
jurisdicciones es  la competente? El arbitra-
ge  forzado solo se impone á los socios de
una sociedad mercantil , no á les socios de
una sociedad civil , ni  á personas-no aso-
ciadas. De  consiguiente es preciso, ante
lodo, que quede bien definida y justificada
la cualidad de  socios y la naturaleza mercan-
til de  la sociedad cuando se ponen en duda;
porque mientras no se reconozcan ó decla-
ren ambas circunstancias, no  nace la juris-
dicción arbitral impuesta por la  ley solo y
esclusivameute á los socios de  una sociedad
mercantil. De  aquí se deduee , que todas
las cuestiones que se promuevan sobre la
existencia ó no existencia de  la sociedad
mercantil , así como Sobre la cualidad de
asociado, son de  la competencia del tribu-
nal de  Comercio.

.Otra cosa debe decirse en  los casos en  que
. la cuestión promovida por Iqs socios verse

sobre si tal operación está ó no dentro del
círculo de  la sociedad, si esta debe ó no  con-
siderarse terminada por haber espirado el
tiempo ó cumplido su objeto , ó por cual-
quiera otra razón legítima : todas estas
contestaciones caen dentro de  la jurisdic-
ción arbitra), puesto que la ley somete á
ella toda diferencia entre socios de  una so-
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algún ó algunos accionistas de tina sociedad
anónima con los administradores de ella so-
bre los dividendos que les exijan , ó la que
se provoque por todos los accionistas ó por
los actuales administradores contra los an-
tiguos gerentes de la sociedad sobre cuen �
tas , daños y perjuicios , ó cualquiera otro
punto relativo á su gestión. En todos estos
casos , aunque parezca que una de las per-
sonas no tiene el carácter de socio propia-
mente dicho , tiene , ó la representación de
la sociedad , como sucede con el liquidador
y gerente , ó conserva la cualidad de aso-
ciado respecto á la obligación que se le re-
clama, como acontece respecto del accionis-
ta primitivo que ha trasferido sus acciones,
pues está por la ley obligado en garantía á
satisfacer su importe, si no lo hace el cesio-
nario.

¿Y qué deberá decirse de las demandas
que se  promuevan con el  fin de que se decla-
redisuella una sociedad mercantil? Para re-
solver esta cuestión con arreglo á los prin-
cipios de competencia es necesario hacer
una distinción. Si la demanda en  disolución
se funda sobre algún hecho propio de algún
ó alguno de los asociados contrario á lo es-
tablecido en e l  contrato de sociedad , como
si un socio no ha entregado los fondos á
que se habia obligado, ó está habitualmente
enfermo é imposibilitado para dedicarse á
los negocios de la sociedad , según se habia
comprometido, ó imprime á la sociedad una
marcha distinta de la convenida , no cabe
duda que la demanda en disolución fundada
en una de estas causas , ú otra semejante á
ellas , debe someterse al arbitrage forzado,
por la sencilla razón de qne es una contes-
tación entre asociados mercantiles por razón
déla  misma sociedad. Mas si por el contra-
rio la demanda en disolución se  funda sobre
la nulidad del contrato, bien porque se haya
celebrado sobre cosas prohibidas por la ley,
bien sin las formalidades esenciales que esta
exige para su validez y eficacia, todas estas
son cuestiones que caen fuera del arbitrage
forzado , y que competen de derecho á los
tribunales de comercio, porque en estos
casos y otros de su especie, no se trata real-

ciedad mercantil por razón de  esta misma
sociedad , sin limitación alguna. De  consi-
guiente, todo, cuanto se refiere á la declara-
ción ó determinación del hecho fundamen-
tal de la asociación mercantil, es  de la com-
petencia de los tribunales de comercio; y
por el contrario, todo lo relativo á las con-
diciones de esta asociación , á su objeto y
fin debe someterse al arbitrage forzado. Tan
luego como el tribunal de comercio recono-
ce  la existencia de la sociedad mercantil y
la cualidad de socios en los contendientes,
queda sin jurisdicción para conocer de las
contestaciones sociales, de cualquiera espe-
cie que sean.

Hemos dicho antes,. que nó basta que la
diferencia se promueva entre socios de una
sociedad mercantil para que haya lugar al
arbitrage forzado , sino que es necesario
ademas que la diferencia sea por razón de
la misma sociedad. De  aquí se  deduce , que
las contiendas que se susciten entre un
miembro de una sociedad mercantil y sus
consocios sobre el  pago de un crédito que
la sociedad le deba por otro concepto que
el de  asociado , asi como la acción intentada
por la sociedad contra uno de los socios
para obligarle á cumplir un contrato cual-
quiera celebrado con él como particular,
no son de la competencia del arbitrage for-
zado, pues en tales negocios no son los con-
tendientes asociados de una sociedad co-
mercial. Lo mismo debe decirse en todos
los casos en que falte el lazo de asociación
mercantil.

Por el contrario, debo someterse al arbi-
trage forzado la demanda dirigida á que
se declare que un socio comanditario no
ha puesto en la sociedad los fondos que se
obligó á poner en ella , ó que lo ha hecho
por una compensación ilusoria : la que se
entable para que se condene al socio que
ha vendido ó trasferido sus acciones á que
pague los dividendos hasta el completo de
ellas : la que promueva un liquidador de
nna sociedad, sea ó no socio, contra los aso-
ciados deudores para que satisfagan de las
cantidades que en su cualidad de asociados
deban á la sociedad: la que se suscite entre

TOMO ni.
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mente de resolver una cuestión entre aso-
ciados, sino una cuestión de  órden público,
cual es  decidir si se han observado ó se han
violado las condiciones legales que autori-
zan la constitución y existencia de la so-
ciedad.

Declarada la disolución de la sociedad, es
consecuencia necesaria que se proceda á su
liquidación y á la división del haber social
que resulte líquido después de satisfechas
todas las deudas de la misma. Suelen con
frecuencia suscitarse cuestiones entre los
miembros de la sociedad disuella sobre la
manera y forma de hacer la liquidación y

- los agravios inferidos en la división, y se
pregunta si estas cuestiones deben siempre
someterse al arbitrage forzado. Aunque la
sociedad esté disuella , no por eso se han
roto todos los lazos sociales entre sus miem-
bros; hay una comunidad necesaria mien-
tras no se liquide y divida el haber social,

, la cual les impone ciertos deberes y les con-
cede ciertos derechos. Sin duda por estas
consideraciones ha establecido el Código de
comercio en su artículo 345, que las recla-
maciones de agravios por la división del
haber social se sometan al arbitrage forzado.
Mas al mismo tiempo que ha creido en ar-
monía con el espíritu de la sociedad , esten-
der el arbitrage forzado hasta las últimas
diferencias que puedan dividir á los socios,
ha creido prudente establecer un término
dentro del cual deban entablarse las recla-
maciones de agravios, y someterse al juicio
arbitral, disponiendo que hecha la división
se comunique á los socios, quienes en el
término de quince dias se conformarán con
ella , ó espondrán los agravios en que se
estimen perjudicados, debiéndose decidir
estas reclamaciones por jueces árbitros que
nombrarán las partes en los ocho dias si-
guientes á su presentación, y en su defecto
y de oficio el tribunal competente (1).

Estas esplicaciones sobre cada una de las
circunstancias que deben concurrir en las
diferencias entre socios para que haya lu-
gar al arbitrage forzado, y la aplicación de

ellas á los casos mas frecuentes, nos pare-
cen bastantes para que pueda distinguirse
en todos los damas que puedan ocurrir
cuando sonde la competencia de la jurisdio-
cion arbitral y cuando corresponde su co-
nocimiento y decisión á los tribunales de
comercio.

SECCION V.

DE LAS PERSONAS QUE PUEDEN Ó NO SOMETER

SIS  NEGOCIOS AL JUICIO ARBITRAL.

En la sección ll i  hemos dado á conocer
los negocios que pueden ser objeto del ar-
bitrage voluntario , y en la siguiente los que
son de la competencia esclusiva del arbitra-
ge forzado. Deslindada así la materia de
uno y otro, vamos ahora á ocuparnos de las
personas á quienes la ley concede el dere-
cho de someter sus diferencias al juicio ar-
bitral , ya sea este jurídico ó de amigable
composición, porque.no basta para que se
celebre válidamente un compromiso que el
negocio que se compromete pueda ser so-
metido al juicio arbitral, sino que es nece-
sario también que las personas que lo ce-
lebran no tengan incapacidad para conlra-
hcrlo. El legislador no ha podido en efecto
investir á toda clase de personas de una
facultad tan importante, cual es la de sus-
tituir con jueces de su privativa elección á
los que la ley reconoce como capaces de
desempeñar cumplidamente tan graves fun-
ciones; la de abreviar ó suprimir las forma-
lidades protectoras de la defensa .; la de re-
nunciar á la útil garantía de los dos ó mas
grados de jurisdicción , y muchas veces á
todos los recursos contra las sentencias, y
en fin, la de reemplazar los jueces de dere-
cho por jueces de equidad. El ejercicio de
esta facultad exige un discernimiento y nna
libertad de espíritu de que solamente se
presumen capaces los que pueden disponer
libremente de sus derechos. El legislador ha
debido por tanto , ser muy circunspecto» en
este punto. Pueden comprometer sus ne-
gocios en manos de árbitros ó arbitradores
lodos los que tienen capacidad para conlra-(V Aru. 3U ,  343, Código de  comercio.
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de 14  años no puede celebrar compromiso,
nj  obligarse ni obligar á sus fiadores ; que
el mayor ó menor de dicha edad puede ce-
lebrarlo válidamente con autoridad de su
tutor ó curador, salvo el recurso de resti-
tución; y en fin, que el mayor de la pro-
pia edad puede celebrarlo por sí válidamen-
te , no teniendo curador , sin perjuicio de
dicho recurso (i). Esta doctrina está fun-
dada en el derecho romano; ¡finares, si in
judicem compromisserunl , el, lutore atiplare,
siipalali sttnl, íntegri restilulionem adversas
talem oblifjalionem jura desidéranl (2) .

Suscítase por algunos la cuestión de si el
compromiso de un menor puede tener lugar
respecto á los bienes inmuebles , lo cual pa-

I rece estar en  oposición con la disposición de
derecho que prohíbe enagenarlos sin previo
decreto judicial dado con conocimiento de
causa , porque comprometer es una espe-
cie de enagenacion. Pero este es un argu-
mento que no destruye la doctrina sentada,
en razón de que los menores hasta su ma-
yor edad , son incapaces de empeorar de
condición, de modo, que si de resultas de
sus contratos mejoran ó reciben beneficio,
la obligación queda subsistente ; y si por el
Contrario reciben perjuicio , el contrato se
invalida, V. wewenE». Por consecuencia,
nada importa que celebren compromiso so-
bre cosas inmuebles, si llegados á la mayor
edad , y cuatro años después , pueden to-
davía ser restituidos por entero del perjui-
cio recibido. V. nEoriTiiciom ¡n ínUprum.

Esta doctrina relativa á los menores de
edad , recibe algunas escepciones en mate-
ria comercial. En primer lugar, si el menor
es heredero Ó causa habiente de un socio de
una sociedad mercantil , queda sujeto como
los mayores al arbitrage forzado en las di-
ferencias que puedan ocurrir entre él y sus
consocios en razón de la sociedad , y está
obligado á celebrar el compromiso por me-
dio de su tutor ó curador. En todos los
demas casos , si el menor tiene la calidad
de comerciante , puede válidamente corn-

lar y parecer en juicio, dice la ley 23 ,  tí-
tulo 4> Part. 5 .  Las personas que celebren
el compromiso han de tener capacidad para
parecer enjuieio sobre asuntos mercantiles,
dice también la ley de enjuiciamiento en
materia de comercio, art. 233. Estas dis-
posiciones, á pesar de su generalidad, no
son mas que la reproducción de  . es le axio-
ma : qui contraharé nequit, ne'c comprome-
teré polest.

En consecuencia vamos de  un modo su-
maria á pasar , digámoslo asi , revista á las
diversas personas; individualidades ó co-
lecciones de individuos á quienes por con-
secuenciá de su menor edad, ó por impoten-
cia de obrar, por su dependencia ó conde-
nación , insuficiencia de poder ó situación
particular , se ha negado la capacidad de
comprometer.

Menores de edad. Por menor se entiende
en nuestro derecho el que no ha" cumpli-
do  23  años. ¿Podrá comprometer este me-
nor sus diferencias en árbitros? La regla ge-
neral resuelve negativamente la cuestión,
porque él menor, ni puede contratar ni pa-
recer en juicio; pero la ley establece algu-
nas limitaciones á esta regla que vamos á
esponer. O el menor que trata de compro-
meter, tiene curador ó no. Si teniéndole,
y no llegando á 14  años celebra compromi-
so sin su mandato ni otorgamiento, no que-
da obligado á estar á la decisión arbitral ni
á pagar la pena que hubiese sido impuesta,
aun cuando hubiere dado fiadores , ni estos
quedarán responsables á ella; pero si el
menor era mayor de los 14  años al celebrar
el compromiso, y no quisiere estar y pasar
por la sentencia , los fiadores , si los hubie-
se dado, deberán satisfacer la pena estipu-
lada. En la hipótesis de que el menor com-
promíteute carezca de curador , queda obli-
gado como si hubiese cumplido 23  años , á
estar y pasar por el juicio arbitral , salvo el
recurso de restitución, proveniente de dolo
ó perjuicio probados.

Esta doctrina que es en compendio la
ley 25  , tít. 4 ,  Part. 3 ,  la resume él mas
autorizado de los comentadores de  aquel
cuerpo de derecho , diciendo ; que el menor

i l .  Gregorio Lope», gioiu diaba ley .
Ley M ,  p Arralo I .  He  min.
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prometer todas sus diferencias sobre asun-
tos mercantiles al juicio de árbitros ó de
amigables componedores. V. wiíEB-
CI4JVTE.

Los locos , furiosos , mentecatos y pródigos,
á quienes por razón de su estado se les pri-
va de. la administración de sus bienes , y
se les nombra un curador , son incapaces
para obligarse y para parecer por sí en jui-
cio , y de consiguiente para someter sus
negocios al juicio arbitral. Solo en los casos
en que procede el arbitrage forzado, podrán
sus curadores celebrar el compromiso.

Los concursados, quebrados é intervenidos,
carecen también de la capacidad de some-
ter al juicio arbitral los negocios que se re-
fieran á los bienes ó derechos de  cuya ad-
ministración están privados , porque no pue-
den sobre ellos contratar ni obligarlos por
sí hajo ningún concepto. En los casos de ar-
arbitrage forzado, serán los síndicos ó ad-
ministradores legítimos los que deben cele-
brar el compromiso.

Las corporaciones y establecimientos públi-
cos que están bajo la tutela y vigilancia del
gobierno, son también incapaces para some-
ter sus diferencias al juicio arbitral , ya por
sí , ya por medio de sus administradores ó
representantes, como no esten competente-
mente autorizados, pues no pueden estos
renunciar á la defensa legal de los bienes y
derechos puestos á su cuidado. Cuando la
autorización proceda del gobierno, en ]os
casos en que este pueda darla, siempre. que-
dará á salvo el beneficio de restitución í»
integran que á aquellos compete si son per-
judicados, no así cuando la autorización
venga de la ley.

El gobierno no puede tampoco someter
al juicio de árbitros las contiendas que se
susciten sobre los derechos de la Hacien-
da pública , de cualquiera naturaleza que
sean, si no ésta autorizado préviamente por
una ley (1).

El tutor, el curador, el marido, el adminis-
trador judicial, el defensor de una herencia ó
de acreedores ausen les, también están incapa-

citados para someter al juicio arbitral volun-
tario, sea jurídico, óde  amigable composición
las contiendas que se susciten respecto á los
bienes ó derechos, cuya administración y
defensa se les tiene encomendadas, puesto
que no pueden disponer de ellos como de
cosa propia , ni la ley les autoriza para re-
nunciarlas garantías que ofrece á la defensa
el procedimiento jurídico en sus diferentes
grados de jurisdicción. Esta regla tiene una
cscepciop importante, y e s ,  en  los casos en
que procede el arbitrage forzado , pues en
el hecho mismo de imponer la ley esta ju-
risdicción , como la única y esclusiva para
conocer y decidir ciertas cuestiones, auto-
riza á estas personaá para ejecutar todo lo
necesario, á fin de que tenga cumplimiento
lo dispuesto por ella, es decir, les autoriza
para celebrar el compromiso. Mas como
esta autorización se limita á lo puramente
necesario para dar cumplimiento á la ley,
estas personas no están de ningún modo
facultadas para comprometer la contienda
en amigables componedores , ni para renun-
ciar los recursos legales. Las garantías de
]a defensa deben quedar tan completas como
las otorgue la ley , y por eso no pueden
aquellas personas renunciar al arbitrage ju-
rídico, ni á la apelación y demas recursos
que competen contra la sentencia arbitral,
lo cual se funda en los mismos principios
que los incapacita para someter todos los
demas asuntos al arbitrage voluntario.

La  muger casada, no puede, sin autori-
zación de su marido ó del juez , celebrar
contrato ni cuasi contrato , ni apartarse , ni
dar por quito á nadie de é l ,  ni por último,
parecer en juicib en calidad de  demandante
ó demandada (1).

Como consecuencia inmediatamente de-
ducida de estas leyes , es evidente que la
muger casada no puede comprometer en
manos de árbitros sus negocios sin haber
obtenido previamente la autorización del
marido , ó del juez en su defecto. V. Mc-
GfR CAMBA.

Mas ¿ le será permitido á la muger casada

I )  Leves 11, H .y  W, lil. l . l i b .  10. Ñor. flec.i Art. 5, ley de tü de lebrero de 1850.
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sona hábil, no modifica la incapacidad del
comitente, pues nadie puede trasferir á
otro derechos que no tiene.

Mas si al mandatario se le  confiriese en el
poder facultad espresa de  transigir , se duda
que en tal caso sea esta facultad estensiva
al compromiso. Uno -de nuestros escrito-
res prácticos (4) , opina que la facultad de
comprometer está comprendida en la de
transigir, del mismo modo que la especie
lo está en su género: pero esta opinión so-
bre no hallarse corroborada por ley alguna,
parece repugna á la naturaleza misma déla
transacción y del compromiso , entre cuyas
dos cosas existe una notable diferencia. En
la transacción , el resultado se prevee de
antemano de un modo cierto é inequívoco;
en el arbitrage , como en lodos los demás
juicios , los resultados son enteramente in-
ciertos , y por tanto capaces de comprome-
ter gravemente los intereses que tienen ne-
cesidad de una protección especial.
� Sin embargo , hay quien afirma que el

compromiso celebrado en  virtud de un man-
dato con la cláusula de poder transigir so-
lamente , es válido , si por cartas escritas al
mandatario por el mandante , resulta que
este autoriza á aquel á comprometer. Esta
doctrina, de que e l  poder ó procuración
general de gestionar , demandar , defender,
contratar y transigir , no comprende la fa-
cultad de comprometer , es un  principio in-
mutable de derecho consignado por el arti-
culo 1989 del Código civil francés , y en
conformidad á él , aducen los escritores de
la nación francesa , diferentes ejecutorias
obtenidas en sus tribunales superiores y su-
premos.
■ Estas consideraciones y la carencia de ley
positiva patria nos determinan á concluir
que un mandatario no puede comprometer
válidamente , á menos que en el poder no
vaya espresada formal y terminantemente
dicha facultad, aun cuando incluya la de
-transigir.

El rindico ó sínt/ico» de un concurso ó de
una quiebra están también incapacitados

(y- fletkajtoliuut, í.'urin FíHjHea, Hb. S, Cap. ♦♦

celebrar compromiso , cuando este recaiga
sobre bienes puramente parafernales ó es-
tradotales? De ningún modo respondemos,
aunque la muger conserve la administración
de estos bienes y sea de su cuenta y riesgo
el mejoramiento ó pérdida que esperimen-
ten. Y la razón es , porque no puede pare-
cer en juicio sin licencia del marido; y sien-
do el arbitrage una especie de juicio , es
claro que tampoco puede celebrar compro-
miso sin el indicado requisito.

Es inútil advertir que cuando el matri-
monio se  disuelve, ó cuándo, existe una se-
paración legítima entre marido y muger , y
en su consecuencia vuelven á poder de es-
ta los bienes , puede disponer de ellos y
por consiguiente comprometer en árbitros.

La muger casada que tenga la calidad- de
comerciante, puede someter las diferencias
que fe ocurran respecto á su comercio al
juicio arbitral jurídico ó de amigable com-
posición , pues en su calidad de comercian-
te puede contratar, obligarse y obligar sus
bienes y parecer en juicio sobre sus nego-
cios y contratos de comercia (1).V. <?o-

Lo mismo debe decirse en loe
casos en que proceda el arbitrage forzado.
■ Mandatario. Es un principio constante

y generalmente admitido que un procura-
dor, un apoderado , y todo mandatario no
puede comprometer los negocios ó derechos
de sus comitentes, á menos iue estos no
les autoricen á ello por medio de  un poder
especial y con la suficiente espresion de es-
ta facultad (2). Por consecuencia , un poder
general para administrar y aun para ena-
genar , y para hacer lodo lo que el mandante
haría ó hacer pudiese , estando presente, no
seria bastante á autorizar á cualquiera para
comprometer.

Aun en el caso de un poder especial y, es-
preso , no podrá el procurador comprome-
ter los negocios de su mandante, si por
otra parte este fuese persona incapaz para
celebrar por sí el compromiso; y la razón
es porque el simple acto de autorizar per-

1) Art .  0 , o y 7 , Co<l. de com. Ir» JA. ley de en-
juiciamiento.

L .  19 , ti». S , Par». L
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para comprometer al juicio arbitral las  con-
tiendas que tengan que sostener sobre los
bienes ó derechos de la masa, á menos que
por acuerdo de todos los interesados apro-
bado judicialmente, se les faculte pora ello.
En los casos de arbitrage forzado solo po-
drán sin esta previa autorización compro-
meter el negocio al juicio de árbitros de
derecho con reserva de lodos los recursos
legales.

El liquidador de una sociedad mercantil no
es mas que un mandatario con poderes ge-
nerales. En virtud de estos solo puede eje-
cutar actos de administración , aun cuando
antes de la disolución de la sociedad , haya
tenido el carácter de socio gerente; de modo,
que sí no se le ha otorgado expresamente la
facultad de someter al juicio arbitral las di-
ferencias que puedan ocurrir, no podrá
válidamente celebrar el compromiso, es-
cepto en los casos de arbitrage forzado.

El administrador ó //erente de una sociedad,
sea esta civil ó mercantil , también carecen
de la capacidad necesaria para someter al
juicio arbitral voluntario los negocios de U
sociedad. Son mandatarios que. no tienen
como tales el derecho de  renunciar á la ju-
risdicción ordinaria ó de comercio y de so-
meterse al  arbitrage voluntario. Solo podrán
hacerlo cuando se les otorgue espresamente
esta facultad y en los casos en que haya,
lugar ai arbitrage forzado.

En la sociedad accidental ó cuentas en
participación el socio principal y gerente
tiene el derecho de comprometer sus dife-
rencias al juicio de árbilros ó amigables
componedores , y esto porque es el único I
que puede contratar válidamente, y el úni- I
co personalmente responsable respecto á I
ios terceros: se  le considera como dueño del I
negocio.

SECCION Vi.

DE LAS PERSONAS QL’E PUEDEN Ó NO SER NOM-

RBADAS ARBITROS O ARBITRADORE8.

Cuando el que tiene pendiente ó próxima
¿entablar una demanda, ba adquirido la

convicción de qae es persona hábil para
comprometer ; cuando por el examen de lo
contenido en las precedentes secciones está
cerciorado de que en su adversario concur-
ren las mismas condiciones de capacidad, y
que se halla también dispuesto á compro-
meter la diferencia; cuando, por fin, está
persuadido de que el negocio es de aque-
llos que pueden terminarse por medio del
arbitrage, entonces es también cuando na-
turalmente dirigirá su vista hacia aquella
persona que por su reconocida probidad,
por hallarse nías enterada é instruida en el
negocio , le inspire mas confianza para po-
ner en sus manos la decisión de  éL

Puesto que las personas que pueden ó
deben someter sus contiendas al juicio ar-
bitral tienen el derecho de elegir los jueces
que han de juzgarlos, ¿convendrá que la
ley deje ancho é ilimitado campo á la elec-
ción, ó que por el contrario lo restrinja, de-
terminando las personas incapaces para
desempeñar aquellas funciones? Los que en
el juicio arbitral no ven mas que el interés
de Jos contendientes, sostienen que estos
deben gozar de una libertad ilimitada en la
elección , y de consiguiente que no dehe
haber incapacitados por la ley,  pues nadie
mejor que el mismo interesado puede co-
nocer las personas que merecen su confian-
za , único titulo que necesitan tener para
recibir aquel encargo. Mas considerado el
juicio arbitral bajo su verdadero punto de
vista, cual es el de una institución judicia-
ria - no puede desconocerse que sin atacar
el libre derecho de elección de  las partes,
puede la ley declarar incapacitadas á cier-
tas personas para aquellos cargos, como de
hecbo lo están muchas por la naturaleza.
Aunque el nombramiento lo hagan las par-
tes, no por eso dejan los árbitros ó arbitra -
dores de desempeñar funciones judiciales,
y de tener el carácter de jueces, y seria
cosa ridicula que por el capricho ó necedad
de ina de las partes ó de ambas se invistie-
se con el carácter de juez á un infante ó á
uu demente , asi como poco conforjne á la
moral pública y á la dignidad de la justicia
ver á un condenado á cadena perpétua des-
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parientes, los amigos, los jueces, los que no
saben leer ni escribir, los que ignoran el
idioma, los de otro domicilio ó de distinta
jurisdicción, etc. En la carencia de leyes
positivas y directas sobre la muteria, cada
cual aduce razones, trae ejemplos, produce

- ejecutorías de diferentes tribunales y alega
una jurisprudencia desmentida por otros
comentadores que citan ejemplos de juicios
contrarios. Unos apoyan sus doctrinas en
leyes romanas; otros las rechazan fundados
en que este derecho no está en observancia
ni recibido en. los tribunales.
- Que en Francia exisla semejante confu-

sión y anarquía de doctrinas, lo concebi-
mos; porque, ó se ha de admitir el princi-
pio de que todo individuo de la especie hu-
mana puede ejercer el cargó de árbitro,
puesto que la ley no hace la menor escep-
cion, ó ha de establecerse alguna regla ca-
pas de ocurrir á tal absurdo. Ahora bien;
esta regla, no partiendo del legislador, no

H puede tampoco ser uniforme, sino produelo
H de inferencias privadas y por lo mismo con-
| tradictorias.
i ¿Será que allí se consideran como necesa-

rias respecto á los árbitros y amigables com-
ponedores las mismas calidades y condicio-
nes requeridas para los jueces comunes?
Esta suposición no es tampoco admisible*
porque, no se apoya en disposición alguna
de los códigos generales ni particulares, y
porque ademas de esto, lo rechaza esa mis-
ma vaguedad de opiniones de  los comenta-
rista , y esa multitud de ejemplos de eje-
cutorias contrarias que cada uno alega co-
mo fundamento de sus doctrinas. ¿Será que
el legislador al omitir los requisitos perso-

Inales de los árbitros, ba querido abandonar
este punto al ínteres mismo de los litigantes
y respetar su independencia y libertad?
No lo sabemos; pero si tal fuese el motivo
de aquel silencio, no lo consideramos acer-
tado ni conveniente. En efecto, por mucho
que sea el ensanche que se deje al interés
privado, el legislador no puede prescindir
de establecer ciertas reglas para dirigir ese
mismo interés, y circunscribirlo á justos y
debidos límites.

empeñando las augustas funciones de la ju-
dicatura. Toda ley previsora debe declarar
incapaces de ser árbitros y arbitradores á
aquellas personas que por su edad , enfer-
medad , ó cualquiera otra circunstancia no
puedan desempeñar dignamente las funcio-
nes judiciales inherentes á aquellos cargos:
haciéndolo así no atacará de ningún modo
la libertad racional de ía elección , sino el
ridículo y la indignidad de la licencia.

La legislación francesa, tan precavida y
metódica en general, ha guardado un silen-
cio inesplicable acerca de las condiciones
de aptitud necesarias para el ejercicio de
las funciones anejas al  cargo de árbitro y
arbitrador, siendo cosa muy notable que los
legisladores de Ginebra hayan incurrido en
la misma falta, en presencia de las nume-
rosas controversias suscitadas sobre este
punto al tiempo de revisar su nuevo código.'
Este vacío de parle de unos y otros es tan-
to mas incomprensible, cuanto que' las le-
yes romanas por mas incompletas que pa-
rezcan, no presentan una omisión semejan-
te, que siendo de tanta importancia pudo
haberse llenado con aquella legislación,
bien adoptando sus disposiciones, bien mo-
dificándolas en la parte que lo exigiesen las
circunstancias de los tiempos presentes. De
lodos modos la omisión en este punto es  un
defecto ¡nescusable, y arguye inconsecuen-
cia en el legislador, que habiéndose mani-
festado tan cauto y hasta minucioso en la
espresion de los requisitos necesarios en las
personas que pueden ser partes en un jui-
cio arbitral, desprecia las calidades del juez
que ha de pronunciarlo.
' Así, los escritores de derecho francés han

tenido, necesidad de inventar diferentes in-
capacidades sacadas de la analogía mas ó
menos fundada entre el cargo de árbitro ó
arbitrador con otros cargos ú oficios. Por
eso han debalido y debaten en sus obras,
si pueden ó no ser árbitros y arbitradores
los menores, las mugeres, los intervenidos,
los mentecatos y furiosos, los sordo-mudos,
los ciegos, los esclavos, los condenados ju-
dicialmente, los sirvientes, los clérigos , los
estrangeroa, los interesados en el pleito, los
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Nuestra legislación, tanto civil como co-

mercial, ha sido mas previsora, pues ha
declarado incapaces para desempeñar los
cargos de árbitros y arbitradores á aquellas
personas que por su falta de razón, de mo-
ralidad ó de imparcialidad no podrian dig-
namente ejercerlos. Algunas incapacidades
no están espresamente declaradas tales en
la ley, pero son consecuencias precisas del
principio general que establece, por cuyo
motivo las ha aceptado uniformemente la
jurisprudencia y la doctrina.

Menores de edad. En materia civil no
pueden ser árbitros ni arbitradores los me-
nores de 14  años. La ley de Partidas dispuso
ya (1) que si el juez puesto con placer de
ambas partes fuese mayor de 14 años, po-
drá juzgar válidamente y no se desatará su
sentencia porque dijeren que era de menor
edad. En el ordenamiento de Alcalá se re-
produjo esta disposición, añadiendo la cir-
cunstancia de que las parles supieran que
era de aquella edad, pues si lo ignoraban,
no podría ser juez sino tenia la edad de 18
años. La edad de los 14 años y aun la de
los 18  nos parece prematura para el buen
desempeño de las funciones judiciales en-
comendadas á los árbitros y arbitradores, y
es chocante que aquel que está bajo cúra-
tela, privado de la administración de sus
bienes y del ejercicio de sus derechos civi-
les por su debilidad, imprevisión é iuespe-
riencia, se le eríja en juez de los derechos
y bienes agenes. Mas acertada en este pún-
tala ley de enjuiciamiento sobre causas de
comercio, ha ordenado que el nombra-
miento de árbitros debe recaer en personas
mayores de  25 años.

Igual incapacidad deben tener todas aque-
llas personas que por haber perdidola razón
están constituidas legalmente en minoría;
como los locos , furiosos y mentecatos.

Las mugeres no están espresa mente inca-
pacitadas por la ley civil, y pudiéramos ci-
tar muchos ejemplos de juicios arbitrales,
especialmente de amigable composición , en

los cuales han figurado- como jueces las
mugeres, aun las consagradas á Dios en los
conventos. Mas desde que el cargo de juez
árbitro ó arbitrador está considerado como
un cargo público, y los que lo desempeñan
como empleados públicos para los efectos
del título VIII del Código penal, no puede
ponerse en duda sucarácter Viril, que esclu-
ye é incapacita á las ihugeres. La leydc en-
juiciamiento sobre causas de comercio está
clara y terminante sobre este punto , pues
declara que el nombramiento de árbitros
puede recaer en toda persona varón. De con-
siguiente escluyc á todas las hembras, aun-
que sean de mayor edad , y tengan ademas
la cualidad de comerciante.

Los condenados á inhabilitación especia)
perpélua para dicho cargo, no podrán ser

.nombrados árbitros ni arbitradores, ni los
condenados á inhabilitación temporal por
el tiempo que esta dure. Los árbitros ó ar-
biíradores pueden cometer los delitos de
prevaricación , cohecho y exacción ilegal y
una de las penas que debe imponérseles , es
la inhabilitación especial absoluta ó tempo-
ral, según los casos (1).

Los condenados á penas principales que
llevan consigo como accesoria la inhabilita-
ción absoluta perpetua, están incapacitados
para ser nombrados árbitros ó arbitradores,
así como también lo están por el tiempo de
la condena los que hayan sido sentenciados
á pena que lleva consigo la inhabilitación
absoluta temporal.

Los condenados á la interdicción civil, pa-
rece que deben estar también incapacitados
para ejercer funciones judiciales, puesto
que se les priva del ejercicio de los dere-
chos civiles mas preciosos, como son los de
patria potestad , de autoridad marital , de
la administración de sus bienes y de la libre
disposición de ellos por contrato entre vi-

I vos (2).
I La ley’de enjuiciamiento sobre causas de
| comercio está terminante sobre este punto,
| exige en los que hayan de desempeñar las

( � )  Ley 8 ,  ti l .  4, Par:. 3.
<3J Ari .  Í66 ley de enjiii<-jamii*nlo.

I I  i Arla. 975, 3<4. 394 y 3i8 Código penal,
fl. A r l  41, Código penal
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juramento á Hacer lo que el contrario por
bien tuviere.

En conclusioti; el contrario en el pleito
no puede ser nombrado árbitro; pero pue-
de sor arbitrador solo en un caso, á sa-
ber: cuando la parte nominadora injurió al
mismo que constituye por su juez y para
que sentencie sobre -su injuria. En los demas
casos el adversario no puede ser tampoco
arbitrador , porque la ley no habla sino
taxativamente, contrayéndose á la injuria ó
deshonra.

Hasta aquí hemos hablado de las incapa-
cidades absolutas, es  decir, las que lo son
tanto para ser árbitro , como arbitrador,
bien se trate de un negocio civil , ó de un
asunto comercia!. Ahora vamos á dar á co-
nocer las incapacidades relativas. ■

No pueden ser árbitros ni arbitradores los
jueces ordinarios, ni  sus oficiales , ni  los magis-
trados en los pleitos pendientes ó que pudie-
ren pender en sus juzgados ó audiencias (i).
Las palabras lestuales de la ley son que
estos jueces y sns oficiales no reciban com-
promisos ; y como el compromiso es igual-
mente aplicable al cargo de árbitro co-
mo al de arbitrador, es indudable que la
prohibición abraza los dos conceptos. Los
motivos que el legislador turo presentes pa-
ra establecer aquella escepcion , nacen del
grande influjo que podría ejercer en la de-,
terminación del negocio la circunstancia
de intervenir en la revisión del juicio arbi-
tral uno de los árbitros ó arbitradores que
lo hubiere pronunciado. La incompatibili.
dad que de aquí resultara, seria la misma
que la del magistrado que interviniese co-
mo tal en el juicio de apalacion de una sen.
tencia dictada por él en primera instancia.
Por lo demas , se concibe bien que esta pro-
hibición no es absoluta, sino puramente re*
lativa, porque un juez ó un magistrado
pueden sor árbitros ó arbitradores en cual-
quier negocio, con tal que no penda ó pueda
pender en su juzgado ó tribunal. Así , las
leyes recopiladas que acaban de citarse,
modifican la 24  , tít. 4 , Part. 3 ,  en cuanto
autorizaba al juez ordinario para sentcn-

i t  L 3, til. 11 , >ih 5 , y k-y 1 til.  33 . Ilb. 11, N. U .
52

funciones de árbitros, que esten en el pleno
ejercicio de los derechos civiles; de consi-
guiente están por ella incapacitados los in-
tervenidos, y todos los demas que están
privados de la administración de sus bienes,
como los pródigos, los quebrados, ote. ■

Los procesados y presos no podrán en la
generalidad de los casos sef  nombrados’ ár-
bitros ó arbitradores, por la imposibilidad de
proceder debidamente en que con frecuencia
se hallarán , ya por las medidas que dicte el
juez de la causa , ya por las obstáculos que
oponga el órden carcelario.

El  contrario en  el  litigio tampoco puede
ser árbitro ni arbílrador. Hablando la ley
24 ,  tít. 4 ,  Parí. 3 de los pleitos y coniien-
das que pueden ser puestas en manos de los
avenidores y cuales no ,  dice: que el con-
trario en el pleito no puede ser nombrado
por la otra parte avenidor para quelo libre,
y que no valdría tal juicio, por la razón de
que ninguno debe ser juez de su misma
causa. Tiene, pues, inhabilitación para ser
árbitro y arbitrador el contrario en el pleito;
porque á esta prohibición esplícita , equi-
valen las palabras de la ley non valdrie lo
<jise mandase ,  nin aviniese sobre él. Y la ra-
zón es, porque siendo iuteresado seria de-
masiado exigir que obrase con imparciali-
dad y justicia en el negocio, colocándole en
el conflicto, ó de faltar á sus deberes como
juez, ó de condenarse a sí mismo.

La misma ley que establece esta incapaci-
dad, hace csccpcion en un solo caso, y es,
cuando el que injurió ó deshonró á uno,
nombra á este como arbitrador para que
sentencie sobre dicha injuria ; entonces
quiere ley que valga este juicio, con tal
que sea razonable y moderado. ' La razón
parece ser que la parle culpable, al entre-
garse en manos del ofendido, da pruebas
inequívocas de arrepentirse de su yerro , y
confia en que un acto de generosidad seme-
jante servirá mas bien para desarmar el re-
sentimiento de su contrario, que para abu-
sar de ella. Por eso la ley que esto dispone,
precaviendo el abuso, establece, que si co-
sa desmesurada mandase, débese enderezar
por albedrío de hombres buenos (jueces),
aun cuando se hubiese comprometido con

TOMO I I I .
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ciar como amigo comunal de las parles que
le nombrasen.

Las personas que no suben leer y escri-
bir no pueden ser árbitros ni arbitradores
en asuntos de comercio (1). Como estos tie-
nen que examinar documentos , dictar pro-
videncias y firmar la sentencia , la ley co-
mercial ha creído conveniente incapacitar á
los iliteratos, pues es difícil si no imposible
precaver de otro modo las falsas ó inexactas
relaciones de las solicitudes de las partes
y de los documentos en qde las fundan , y
¡a infidelidad de las providencias y de la
sentencia. En las leyes civiles no existe una
disposición idéntica, y á pesar de las ven-
tajas que lleva consigo esta incapacidad,
no nos atrevemos á eslcnderla á los asuntos
comunes.

Tales son las incapacidades ya absolutas,
ya relativas, que están consignadas en nues-
tras leyes de un modo mas ó menos tcYmi-
naute. Estas son las únicas que deben reco-
nocerse como legítimas; otras muchas que
enumeran algunos autores no tienen un
valor práctico, como que no se fundan en
la ley , sino en sus opiniones sobre la na-
turaleza de estos cargos. Hay quien, con-
siderando el cargo de árbitro ó de arbitra-
dor de igual naturaleza que el de juez or-
dinario, defienda que deben ostar incapaci-
tados para aquel cargo todos los que no pue-
den ser nombrados jueces. Otros sostienen
largas polémicas sobre si podrán ser árbi-
tros los sordos, los ciegos, los estrangeros
ó no naturalizados, los clérigos ó religio-
sos, etc. Que las leyes no han querido exi-
gir las mismas circunstancias en los árbitros
y arbitradores que en los jueces ordina-
rios , es cosa manifiesta , cuando no han
hecho estensivas á aquellos las que exigen
á estos, sino que ha impuesto á unos y á
otros las que ha tenido por conveniente
con total independencia. Cuando á los liti-
gantes se les impone el juez que ha de co-
nocer y decidir el pleito, la ley debe ser
muy cuidadosa en determinar las circuns-
tancias que debe reunir el que ocupe este

puesto á fin de que sea imparcial, ilustra-
do y justiciero; mas cuando la ley deja la
elección del juez en manos de las partes,
debe limitarse á señalar tan solo aquellas
circunstancias mas de bulto, cuya falta ha-
ría caer en el ridiculo ó el menosprecio la
dignidad de las funciones judiciales. Por
eso rechazamos todas las incapacidades que
enumeran los autores que no tienen su apo-
yo directo é inmediato en la ley.

SECCION Vil .

DEL NÚMERO DE ARBITROS Ó ARBITRADORES QVE
PUEDEN NOMBRARSE.

Conocidas ya las personas que pueden ser
nombradas árbitros ó arbitradores, convie-
ne que determinemos el número que puede
nombrarse. Cuando todas las partes hacen
la elección de común acuerdo, el número
de los árbitros ó arbitradores que hayan de
nombrar depende de su voluntad: es sin
embargo muy conveniente y oportuno que
elijan un número impar, para evitarlas di-
ficultades y dilaciones que ocurren si hay
discordia en el nombramiento del tercero.

Mas si no pueden á no quieren ponerse
de acuerdo sobre la elección , de manera
que haya necesidad de recurrir á nombra-
mientos parciales, en este caso la regla es,
que cada una de las partes debe elegir igual
número de árbitros ó arbitradores que la
otra , y es la razón , porque cada parte tiene
derecho á influir igualmente en la composi-
ción del tribunal arbitral, pero ninguna
mas que otra , siendo esta igualdad de in-
fluencia una garantía de la imparcialidad
del tribunal. Este número igual que ha de
nombrar cada parte cuando no hay elección
uniforme, pueden fijarlo de común acuer-
do, y faltando, debe nombrar unocada parle.

Se ve , pues , que determinadas las par-
tes que han de hacer la elección de árbitros
ó arbitradores, ninguna duda puede ocurrir
sobre el número de los que hayan de nom-
brarse , y que si alguna dificultad se pre-
senta, ha de referirse precisamente á la de-
terminación do las personas que’ han de(V  Ar l .MG.kj  ifctaj.
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considerarse como partes distintas. Este ;
punto no deja de ofrecer dilicullades en ia
práctica, especialmente en materia de so-
ciedades. Puede ocurrir que varios socios
de una sociedad mercantil hagan reclama-
ciones separadas contra el socio gerente so-
bre una misma cosa , y que obligados por la
ley á someterlas al juicio arbitral , aspiren
aquellos á nombrar cada uno su árbitro.
¿Deberá en este caso autorizarse el nom-
bramiento de un árbitro por cada reclaman-
t e ,  ó deberá obligarse á todos los recla-
mantes á que nombren solo un árbitro? Si
todos piden una misma cosa, como supone-
mos, no son legalmente mas que una sola
parte, aun que hayan hecho separada é in-
dependientemente la reclamación , puesto
que todos tienen un mismo é idéntico ínte-
res , y por lo tanto solo tienen derecho á
nombrar un árbitro. La ley quiere que cada
parte, no que cada individuo, tenga unain-
fluencia igual que su contraria en la compo-
sición del tribunal arbitral, lo que ciertamen-
te no se conseguiría si á muchos socios que
demandan ó contradicen una misma cosa en
virtud de un ¡nismoderecho, se les permitiese
nombrar muchos árbitros, mientras que á
su adversario común no se le consintiese
nombrar mas de uno. El tribunal asi cons-
tituido seria necesariamente parcial ; y el
mayor número decidiría la cuestión contra
el menor sin necesidad de inas razón que
la superioridad del número.

Podrán también ocurrir casos en que
siendo diferentes las contiendas que se sus-
citen entre muchos individuos , haya unos
que tengan un mismo ínteres en algunas de
ellas, y que en otras lo tengan diverso, ó aun
conforme con los que en aquellas eran sus
adversarios. En osle caso, como en todos,
debe conocerse de antemano cuántas son las
partes en el juicio arbitral, lo cual se de-
terminará por la diversidad de los intereses
y derechos que se litiguen , y cada parte,
sean los que quieran los individuos ó per-
sonas que la constituyan, elegirá el número
de jueces acordado, ó uno solo si no ha habi-
do acuerdo sobre el número, según dejamos
dicho.

TROS. 411
Las cuestiones que puedan ocurrir «obre

la determinación de las personal ó indivi-
duos que deben ser reputados como una sola
y misma parle en el juicio arbitral, las de-
ben resolver previamente { ó el tribunal or-
dinario, ó el tribunal de comercio , según
sea civil ó comercial la materia ú objeto del
arbitrage.

En el arbitrage forzado , el tribunal de
comercio debe hacer el nombramiento de
árbitro, cuando una parte no quiete hacer-
lo ,  ó cuando siendo varios los individuos
que constituyen una sola parte, no se po-
nen de acuerdo sobre la elección (1).

Conformes los contendientes, ó á falta de
conformidad declarado por el tribunal los
individuos que forman una parle para el
nombramiento, no pueden después recla-
mar sobre el número nombrado; siempre
obstaría á esta reclamación la conformidad
prestada ó la declaración judicial. Debe,
pues , ponerse en esto mucho cuidado, por-
que puede depender muy bien el éxito de la
contienda de la manera como se constituya
el tribunal arbitral.

SECCION VIH.

DEL COMPROMISO Ó CONSTITUCION DEL AR»I -

TRAGE.

Determinadas en las secciones anteriores
la naturaleza del arbitrage, sus especies y
los casos en que puede tener lugar, así co-
mo las personas que pueden someter sus

; diferencias al juicio arbitral; las que pue-
! den ser elegidas jueces árbitros ó arbitra-

dos, y el número queso permite nombrar á
cada contendiente, vamos á ocuparnos de
la constitución del arbitrage, ó sea del com-
promiso, dando á conocer en distintos pár-
rafos su carácter y naturaleza, las formas
que puede revestir, las circunstancias que
debe y puede contener, los efectos que pro-
duce, y su fin ó término.

§. i Carácter y naturaleza del compromiso.

El compromiso no es otra cosa en su esen-

(<) Ar l ,  314 Cóibgo <le comercio.
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ría que la sumisión voluntaria de dos ó mas
personas á la jurisdicción arbitral. -Cuando
dos ó mas personas se  comprometen á so-
meter una ó mas diferencias al juicio de
árbitros ó de amigables componedores ce-
lebran un compromiso, ó lo que es lo mis*
mo, establecen y constituyen la competencia
de la jurisdicción arbitral para conocer y re-
solver la diferencia ó difcrenciasque se some-
ten á ella. En esta significación fundamental
toma la palabra «ftmpromiso la ley de en-
juiciamiento sobre causas decomercio cuan-
do dice en su articulo 253, que el compro-
miso es  forzado para dirimir las diferencias
entre socios; es decir, la sumisión al juicio
arbitral es forzada, la competencia de la ju-
risdicción arbitral es  entonces forzada, á
diferencia de lodos los demás casos en que
la sumisión á la jurisdicción arbitral y su
competencia es  voluntaria, como provenien-
te del libre consentimiento -de las partes.

El compromiso puede ser_ también algo
mas que la sumisión voluntaria á la juris-
dicción arbitral; puede contener el nom-
bramiento de las personas que han de cons-
tituir el tribunal; la designación de los ne-
gocios que han de resolver; ladeterminacion
de sus facultades; la reserva ó renuncia de
los recursos legales contra la sentencia; en
una palabra, puede ser la constitución de
un arbitrage en todas sus relaciones. Consi-
derado el compromiso en esta estcnsa sig-
nificación, no puede ponerse en duda que
las partes pueden celebrar compromiso en
el arbitrage forzado, puesto que en él les
corresponde de derechorla elección del jui-
cio arbitral que haya de seguirse, el nom-
bramiento délos jueces, y la determinación
de todas las otras circunstancias qne depen-
den de la voluntad. De aquí se deduce que
la palabra compromiso tiene una significa-
ción mas ó menos estensa según se aplique
al arbitrage voluntario ó al arbitrage forza-
do. En el primero espresa la sumisión vo-
luntaria al juicio arbitral y -la constitución
de este mismo juicio, cuando en el segundo
solo significa la constitución del juicio ar-
bitral.

En el arbitrage voluntario el compromiso

TROS.
es esencial: no puede concebirse sin que -le
preceda; no asi en el arbitrage forzado, pues
la ley que lo impone ha cuidado de ordenar
lo que debe hacerse cuando las partes re-
húsan el nombramiento de los árbitros, y no
quieren ponerse de acuerdo sobre ninguna
circunstancia de las que pueden ser objeto
del compromiso.

Cuando se consideran todas y cada una
de las cosas que debe ó puede comprender
un compromiso, no puede' menos de reco-
nocerse que es un contrato sui generis que
no debe confundirse con ningún otro. Algu-
nos lo asimilan á la transacción, y después
de  asimilarlo quieren regirlo por ella; pero
no hay razon para lo uno, n¡ menos para lo
otro. En el compromiso los contrayentes se
remiten á lo que juzguen árbitros; en la
transacción las partes son sus propios jue-
ces. La transacción pone fin al pleito; e l
compromiso se limita á poner en conoci-
miento de los árbitros los puntos sobre que
han de decidir. La transacción produce el
efecto de cosa juzgada: el compromiso en-
vuelve la facultad de usar del remedio de
apelación y nulidad contra el juicio arbi-
tral. El- objeto de h transacción es evitar
una controversia: el compromiso tiene por
fin determinarla. La transacción esen gene-
ral irrevocable; el juicio arbitral puede á
veces eludirse satisfaciendo una pena pecu-
niaria. ■

El compromiso puede contraerse de dos
modos, ó como contrato principal, ó como
accesorio de otro; por ejemplo, cuando en
un contrato de venta, de arrendamiento,
de sociedad, etc., so obligan los contrayen-
tes á que todas las diferencias ó contiendas
que puedan nacer sobre el cumplimiento de
aquel contrato, hayan de someterse al jui-
cio de árbitros ó amigables componedo-
res. Esta cláusula agregada á un contra-
to cualquiera , se llama cláusula compro-
misaria, y constituyeen su esencia un verda-
dero compromiso, cuando los contratantes
no están incapacitados para con traerlo, y
las cosas objeto de él son de aquellas que
pueden comprometerse. En el contrato de
sociedad mercantil está mandado por el Cu-
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de esencia que los poderes del mandatario
consten porescritoauténtico,para hacer ver
en todo caso que no ha traspasado sus fa-
cultades, del mismo modo los poderes que
dan las partes á los árbitros , deben por
punto general hacerse constar por escritu-
ra pública, porque no de otra manera po-
dría saberse si aquellos habían juzgado en
conformidad á la intención de los estipu-
lantes. .
. Aun cuando esta aserción no fuese una
consecuencia necesariamente deducida de
la naturaleza misma del compromiso y de
su analogía con el mandato, la prescripción
misma del legislador seria suficiente á es-
tablecer la necesidad de la escritura en el
contrato de que vamos hablando.

La ley 23,  lit. 4 ,  Parí. 3 ,  después de
definir cuáles son jueces árbitros y cuáles
arbitradores y las condiciones principales
del compromiso , concluye diciendo: todo
esto debe hactrse por escrito y ante escri-
bano público para evitar después dudas.

De estas palabras de la ley fácilmente
se infiere, que el legislador quiso asegurar
de un modo auténtico é inequívoco , no so-
lo la intención de las partes , sino la esten-
sion de las facultades de los árbitros, esclu-
yendo las actas privadas y todo escrito que
carezca de las garantías de fehaciente, pú-
blico y solemne, para evitar después dudas.

Sin embargo, cuando un escrito fuese
tal que escluyere todo motivo de duda , di-
ríamos que llenaba el objeto de la ley,
aunque no fuese una escritura pública for-
mal, en el sentido riguroso que se dá á esta
palabra. Tal seria una comparecencia de
las parles hecha ante el juez que conoce de
un litigio, redactada por escrito, firmada
por las mismas partes , por el juez y por el
escribano de la causa, que dá fé de. lo que
ante él pasa. Tal seria lambien el escrito
firmado por las partes, por el cual se convi-
niesen en comprometer el negocio pendienle
en uno ó mas árbitros que nombrasen, si
este escrito fuese también presentado al
juez del negocio, y los liligantes ratificasen
después con juramento por ante escribano
su contenido; porque estas dos maneras de

digo de comercio , que los contratantes han
de convenir en la escritora de sociedad, la
sumisión á juicio de árbitros encaso de  di-
ferencias entre Tos socios , espresándose el
modo de nombrarlos (1). Cuando la cláusula
compromisaria no contenga inas que la su-
misión al juicio arbitral, deben las partes
completar el compromiso, llegado el caso
de la contienda, nombrando los árbitros ó
arbitradores, y acordando lo que estimen
conveniente respecto á las otras circunstan-
cias del arbitrage.

Por lo -demas, el compromiso puede limi-
tarse á una cuestión dada, ó eslenderse á
muchas cuestiones nacidas todas de un mis-
mo negocio ó contrato, ó de diversos, y de
este mayor ó menor número de diferencias
comprendidas en un mismo compromiso, to-
man pie los autores para dividirlo en espe-
cial ó particular, y general ó universal, d i -
visión indicada ya por Ulpiano cuando de-
cía: «Un compromiso es pleno y entero cuan-
do habla en  plural de negocios y pleitos,
porque entonces comprende todas las clases
de ellos. Pero si solo se hace en él mención
de un negocio, aun cuando se haya hecho
un compromiso pleno y entero* las accio-
nes respecto á los demas quedan reservadas;
porque efectivamente, no debe considerar-
se  incluido en el compromiso sino aquello
en que las partes se hayan convenido. No
obstante, cuando no se quiere nombrar un
árbitro mas que para un negocio, es lo mas
seguro espresar este mismo negocio en el
compromiso.»

Pero ya sea especial, ya general, el com-
promiso que en Roma no era mas que un
simple pacto, es entre nosotros un verdade-
ro contrato , sujeto á ciertas formalidades,
como veremos en los párrafos siguientes.

§. 2.°  Formas' del compromiso.

El compromiso, como se ha manifestado
anteriormente , es un contrato que tiene
grande analogía con el mandato, del cual
djliere en cuanto al objeto final ; y como es

( i )  Ari .  Código de comercio.
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estipulación serían fehacientes y no po-
drían dar lugar á dudas, que es lo que es-
elusivamente se propuso el legislador.

No se opone á estas conclusiones la
ley 106 ,  til. 18 ,  Part. 3 ,  que formulando
la carta ó escritura de compromiso, pare-
ce exigir este requisito de un modo indis-
pensable. La carta de compromiso , dice
esta ley, en el caso de contienda, se  hace di-
ciendo, que escogen á fulano por avenidor
y por árbitro , etc, , y -el escribano sentará
en la carta , etc. Se infiere de los términos
mismos de la ley que el principal elemento
de garantía es aquí la intervención del escri-
bano; por consiguiente, de cualquier ma-
nera que el acta de compromiso sea redac-
tada, con tal que la intervenga y autorice
aquel oficial público, el contrato quedará
consignado de modo que no haya lugar á
dudas. *

En esta suposición, es verdadero decir,
que entre nosotros no puede estipularse ver-
balmente un compromiso, y si se hiciese así
seria nulo, sin que pudiera subsanarse este
defecto sustancial ex posl facto, por medio
del juicio arbitral estendido por escrito á
presencia y con la suscricion de las mismas
partes á quienes afecta, aun cuando estas no
lo contradigan , ó aunque espresamente, lo
consientan; porque el derecho que uno de los
litigantes adquiera y el otro pierda á con-
secuencia del fallo , no puede . menos de
nacer del acto vicioso que le dió origen.

Una cuestión, tal vez muy frecuente en la
práctica puede suscitarse , que no debe-
mos dejar sin resolver. El art. 23  del regla-
mento provisional para la administración
de justicia previene, que si las partes no
se conformaren con la providencia dada por
el juez de paz, todavía este las exhortará á
que por el bien de ellas mismas comprome-
tan, su diferencia en árbitros, ó mejoren
amigables componedores, y lo hará anotar
cu el libro cou espresion de si convienen ó
no los interesados. Ahora bien, según esta
disposición , el acuerdo ó convenio de estos,
relativo al nombramiento arbitral, consig-
nado en el libro del juez de paz ¿sustituirá
al documento ó escritura pública que para

ARBITROS.
estipular el  compromiso requiere la ley de
Partida ? Si el juez de paz ha redactado con
fidelidad las pretensiones de los interesados;
si estos han fijado bien la naturaleza del ne-
gocio ; si han nombrado en el acto los res-
pectivos árbitros ó han convenido ambos en
uno , y si han marcado claramente los
poderes de que quieren invertirlos, parece
que unacertiíicacion literal de este concierto,
librada por el juez conciliador, es bastante
autentica para que sobre ella pueda recaer
un arbitramento. Sí en el asiento del juez
de paz solo se hace mención de que las par-
tes han convenido en terminar por medio
de jueces árbitros ó arbitrad ores su dife-
rencia, entonces la certificación del acto
solo servirá para probar que los litigantes
han adoptado este medio de ser juzgados;
pero de ningún modo podrá considerarse
como una forma de celebrar el compromiso,
en cuyo caso habrá necesidad de redactarlo
por escritura pública y no por los otros mo-
dos supletorios arriba enunciados, que so-
lamente pueden tener cabimiento tratándose
de pleito pendiente y no del que va á ini-
ciarse con el acto preliminar de la concilia-
ción. La jurisprudencia francesa ha sancio-
nado que, cuando las parles han comprome-
tido su diferencia por la mediación y con-
sejo del juez de paz , este tiene derecho de
hacer constar las convenciones en el acta
verbal (1).

La mayor parle de la doctrina que deja-
mos espuesta referente al compromiso en
materia civil, ha sido sancionada por la ley
de enjuiciamiento sobre causas de comercio
en su artículo 256. Dice este, que.  puede
convenirse y celebrarse el compromiso; en
escritura pública; por escrito presentado de
conformidad en los autos , si hubiere ya
pleito comenzado; por convenio ante los jue-
ces avenidores; por contrata privada ante
las partes, que conste por escrito y se firme
por estas.

Conociendo la ley que esta última forma
es la menos solemne y la mas espuesta á

t t i  DiMoi. Repertolre de tegliletioo, de doctrine, e l  de
jurisprudente.
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arbitradores á voluntad de  las partes. ¿ Có-
mo podrá reconocerse la intención de  las
partes, si no se  designan en el compromiso
las circunstancias reguladoras de  la juris-
dicción arbitral? La ley quiere, según he-
mos indicado en otro lugar, que el compro-
miso se haga de  modo que no quede moti-
vo de  dudas: y como la jurisdicción de los
árbitros no se presume, ni se estiende á mas
de  aquello que las partes declaran, es indis-
pensable ocurrir á estas dudas por medio de
las convenientes designaciones en el con-
trato celebrado con este fin: arbiter, nihil
extra ‘'ompromissum facore potest (1). Cual-
quiera diferencia no expresada en el com-
promiso, dice un escritor, ó que sobrevinie-
se á él ,  es  estraña á los árbitros y no puede
ser objeto de  su sentencia (2). En suma, tan-
to menos serán las dudas de los árbitros,
tanto mas claro y acertado será su juicio,
cuanto mas clara y mas detallada sea la es-
presion de  la voluntad de las partes signifi-
cada en el compromiso.

Demostrada la necesidad de  espresar en
el acto de  que hablamos las condiciones con
que lo celebran las partes y lo aceptan los
avenidores, pasemos á determinarlas.

Todo compromiso debe contener las cir-
cunstancias siguientes:

1.* El nombre, apellido y vecindad délas
partes. Sin que conste quienes son los com-
promitentes, no puede tener lugar el juicio
arbitral. ¿Cómo podría obligarse á uno á que
obedeciese los mandamientos dé los  árbitros
ó arbitradores, si no resultaba haberse com-
prometido ácumplir lo que aquellos ordena--
son? ¿Ni cómo podrían los jueces enterarse del
negocio en  cuestión si ignoraban qtiiénes eran
las partes contendientes? El compromiso no
obliga mas que á aquellos que lo han con-
traído. Es, pues, indispensable que el com-
promiso contenga el nombre y apellido de
los compromitcnles.

2 .* El nombre, apellido y vecindad de las
personas que se elijen como jueces. La elec-
ción, cuya base es  la confianza, debe recaer

( I )  L .  15, pñr. 15 v i l .  f). P>* l 'ecepl.
iSj . Nouveau Dcniúart .
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fraudes, ha ordenado que los compromisos
celebrados por contrata privada deben es-,
tenderse y firmarse en igual número de
ejemplares cuantas sean las parles contra-
tantes, y uno mas para entregar á los árbi-
tros, siendo todos de un tenor, y espesán-
dose en ellos el número de los que se  hayan
estendido (1). También ha prohibido á los
que no saben leer ni escribir el que puedan
celebrar compromisos en contrata privada.

Cuando se  formalicen en pedimento que
á su nombre se  presente ante la autoridad
judicial, exige que las partes se ratifiquen
en su contenido antes de  haberse por cele-
brado el compromiso y de procederse al jui-
cio (2).

Estas cuatro formas que menciona la ley
de enjuiciamiento no escluyen las demas ad-
mitidas en materia civil, tal como la com-
parecencia de  las partes ante el tribunal,
autorizada por este,  y estendida en  los autos
con las firmas de los interesados y la del es-
cribano actuario, según lo hemos visto prac-
ticar.

En los casos en que baya lugar al arbitra-
ge  forzado pueden las partes celebrar el
compromiso de  cualquiera de las maneras
espuestas, y cuando alguna se  niegue á ello,
debe e l  tribunal, á instancia de  la otra, se-
ñalar un término dentro del cual hagan el
nombramiento de árbitros, y si dentro de él
no  lo verificasen, lo hará deoficio e l  tribunal
por las partes rebeldes en las personas que
á su juicio sean peritas é imparciales en el
negocio que se  dispute (3).

§ .  3.“ Circunstancias que debe contener el
compromiso.

Como el compromiso es,  según hemos di-
cho ,  la Inmisión al juicio arbitral ó la cons-
titución del arbitrage en todas sus relacio-
nes,  es  preciso que comprenda, no solo las
condiciones de  aquella jurisdicción, sino las
reglas determinadas que pueden estender ó
restringir las facultades de  los árbitros y

' l  AH .  138 ley de enjuiciamiento.
'5 AH. 557 id .  id
[3. Arl.  »U  CóJ com.
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sobre persona cierta y determinada. La inccr
lidumbre sobre la persona nombrada viciaría
la elección y de consiguiente el compromi-
so. La designación debe hacerse por el nom-
bre y apellido, y no por su cualidad, aun
cuando por esta pudiera venirse en cono-
cimiento déla persona.

3.a El carácter con que se hace el nom-
bramiento , es decir, si se les nombra árbi-
tros ó amigables componedores. Esta desig-
nación lleva envuelta la elección del juicio
arbitral que ha de seguirse en la decisión,
y de consiguiente la facultad que se confie-
re á los nombrados, bien para proceder con
arreglo á las leyéR en la sustanciacion y de-
terminación del pleito , bien para conocer y
resolver sin figura de juicio según su leal sa-
ber y entender.

4.a La designación del negocio ó nego-
cios que se someten al juicio arbitral. Como
los árbitros ó arbitradorcs no pueden juzgar
sino sobre las diferencias ó contiendas que
les someten las partesque les han nombrado,
es preciso que conste en el compromiso
cuáles sean estas para que circunscriban á
ellas su sentencia. Los términos en que ha
de hacerse esta designación no están pres-
critos en la ley , basta que sean suficientes
para dar una idea clara y precisa del ne-
gocio.

Si hubiese pleito pendiente , bastará que
determinen el pleito, puesto que de él re-
sultarán las diferencias que los tiene divi-
didos. También es suficiente designación la
que espresa que someten al juicio arbitral
todas las diferencias provenientes de tal
contrato ó de tal negociación. En fin, cuando
las diferencias resulten consignadas en do-
cumentos ó procesos, bastará que se men-
cionen estos para que la designación del
negocio se tenga por suficiente.

5." Las circunstancias que sean esen-
ciales á la forma en que el compromiso se
celebre. Las escrituras públicas deben otor-
garse con ciertas solemnidades para que
sean váhdas y eficaces ; de consiguiente, si
el compromiso se reduce á escritura públi-
ca , debe contener todas las formalidades
que la ley exige bajo pena de nulidad. ' í

Según la ley de enjuiciamiento sobre
causas de comercio, son circunstancias que
debe contener lodo compromiso cualquiera
que sea su forma, bajo pena de nulidad.
1.a Los nombres, apellidos y vecindad de
los interesados. 2.a El negocio sobre que
versa le contienda que se sujeta al juicio
arbitral. 3.a Los nombres, apellidos y ve-
cindad de las personas que nombran por
árbitros, diciéndose si el nombramiento se
ha hecho de común acuerdo, ó si cada in-
teresado ha nombrado el suyo (1). En el
compromiso de amigable composición, re-
quiere también bajo la misma pena de  nu-
lidad. 4.a El pacto de la mulla en que ha-
brá de incurrir el interesado que no se con-
forme á la decisión de los amigables com-
ponedores (2).

Ademas de estas circunstancias esencia-
les , hay otras que pueden ser objeto de
convenio entre las parles ; pero que en su
defecto Jas determina la ley como reglas
adicionales al compromiso.

Tales son:
1.a El nombramiento de tercero para

en caso de discordia, ó bien la designación
de la persona á quien se dé la facultad para
hacerlo. El fin del compromiso es la deci-
sión de la contienda; mas como puede su-
ceder que los árbitros ó arbitradorcs nom-
brados no estén de acuerdo en su mayoría,
es necesario entonces que se dirima la dis-
cordia. La ley concede á las parles el de-
recho de elegir el tercer árbitro ó arbitra-
dor, y también el de designar la persona ó
personas que hagan el nombramiento; pero
es preciso que hagan constar lo uno ó lo
otro en el compromiso, porque de no veri-
ficarlo, la ley determina quién debe hacer
el nombramiento, ó quién debe scr el ter-
cero que dirima la discordia. En materia
civil, el nombramiento del tercer árbitro ó
arbitrador corresponde por la ley á los ár-
bitros ó arbilradores. La ley 26 ,  til. 4 ,  Par-
tida 5 ,  dispone: «Que si las partes quisie-
sen meter su pleito en mano de avenidores,
en tal maneta que si ellos non pudieren

(1) Ar l .  9.W, ley de enjuiciamiento.
4)  Arl .  997, id .  id.
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dose también al tercero el de treinta días
para dirimir la discordia. La ley de enjui-
ciamiento en  su artículo 259 dispone, que
las partes .hagan espresion en el compro-
miso del plazo dentro del cual estarán obli-
gados los árbitros á dar sentencia y en el
que deberá el tercero dirimir la discordia;
y en el 261 ordena , que cuando se hubiere
omitido señalar el plazo para dar sentencia,
será este el de cien dias y de treinta el que
tendrá el tercero para dirimir la discordia.

3.* La reserva ó renuncia de los recur-
sos que legalmente procedan contra la sen-
tencia arbitral. Las partes tienen el derecho
de renunciar á todos los grados de jurisdic-
ción y de convenir en el compromiso que
la sentencia arbitral cause ejecutoria : tam-
bién pueden renunciar todos los demas re-
cursos que les compela contra dicha senten-
cia. Si  no hacen espresion de estas renun-
cias en el compromiso, la ley quiere qne se
entiendan reservados. Así lo dispone la ley
de enjuiciamiento sobre causas de comer-
cio en su articulo 262 , y asi lo aconsejan
los principios y lo establece la jurispruden-
cia en los negocios civiles como manifesta-
mos en la sección que trata de los recursos
contra las sentencias arbitrales.

4.* La multa que haya de pagar la parle
que no cumpla con las providencias de los
árbííros ó arbitradores. La ley 26 ,  tít. 4 ,
Part. 3 ,  ordena: «Otro si deben guardar
(los árbitros ó arbitradores) que cuando las
partes metieren el pleito en su mano, que
las fagan obligar so cierta pena , que estén
por cuanto ellos mandaren. E si pena non y
fuese puesta, non serian tenudasde obede-
cer su mandamiento, si non quisiesen , como
de suso mostramos. E assi el trabajo que
hubiesen pasado en oyéndolas, tornárseles
ya en escarnio é en vergüenza.» Los árbi-
tros y arbitradores no tienen la potestad
coercitiva para obligará las parles á ejecu-
tar sus providencias; si estas no quieren que
el juicio arbitral sea un juego que ,  como
dice la ley,  se torne en escarnio y en ver-
güenza, es necesario que estipulen la multa
en que incurra á aquella que desobedezca
las providencias del tribuiud arbitral.

acordarse, que tomaren otro que las parles
señalasen que fuese y con ellos, estonce
decimos que bien lo pueden rescebir. E si
aquel . orne con quien los avenidores se
abian de acordar, non lo señalasen las par-
les , estonce los jueces mismos lo deben
tomar, é pueden escoger cual ellos quisieren.
E si assi non lo quisieren facer, puédelos
apremiar el juez ordinario que lo fagan , si
amas las partes lo pidiesen ó alguna
deltas.»

En materia comercial, la ley de enjuicia-
miento sobre causas de comercio dice en su
articulo 259,  que ha de hacerse espresion en
el compromiso del nombramiento de terce-
ro , para en caso de discordia , ó bien de la
designación de la persona á quien se dé
facultad para hacerlo: y en el 26  ordena,
que si no se hubiere nombrado tercero para
dirimir la discordia de los árbitros , ni per-
sona que hubiere de hacer el nombramien-
to ,  recaerá la facultad de dirimirla en el
juez avenidor del partido.

2 /  El plazo dentro del que ban de dic-
tar los árbitros ó arbitradores la sentencia,
y si facultan ó no á estos para, que lo pror-
roguen. Si el fin del compromiso es termi-
nar la contienda por medio de una senten-
cia , necesariamente debe fijarse un plazo
á los avenidores para que la pronuncien.

Las partes están en libertad de alargar ó
acortar este plazo en el compromiso , y si
no lo hacen, la ley suple su omisión deter-
minando el que deben aquellos tener para
dictar la sentencia.

En materia civil , el plazo legal á falta de
convencional es de tres años. Día cierto se-
ñalando las partes, dice la ley 27 ,  tít. 4,
Part. 3, á que puedan los avenidores librar
por juicio los pleitos que meten en manos
¿ellos , decimos que fasta aquel dia lo pue-
den facer... Mas si las partes non señalaren
plazo nin dia cierto á que los juzgadores
librasen el pleito, estonce decimos que lo
deben librar lo mas ayna que pudieren , de
manera que non se aluenguen desde el dia
que  lo recibieron, mas de atres años.

En materia comercial, el plazo es mas
cor lo ,  pues no escode de cien dias, tijái)-

TOMO ni.
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La ley de enjuiciamiento sobre causas de

comercio dispone en su artículo 259, que
se haga espresion en el compromiso de la
multa en que haya de incurrir el que de-
jare de cumplir con los actos necesarios
para que el compromiso tenga electo.

5.* El lugar en que debe sentenciarse
el pleito. La ley 27 ,  til. 4 ,  Part, 3 ,  facul-
ta para esto á las partes. «Otro si decimos,
que si las partes señalasen logar á los ave-
nidores en que libren el pleito, que allí lo
deben librar é oir, é non en otro. E si seña-
lado non fuese deltas , estonce deben ir ade-
lante por el pleito en aquella villa ó en
aquel logar do fue metido en mano dellos.»

6.a Si han de ser ó no citadas las partes
para oir la sentencia. «La misma ley 27 con-
tinúa. «Pero cuando los avenidores anduvie-
sen por el pleito, deben ser las partes em-
plazadas qilc sean delante y ;  ca de otra
guisa non lo podrian facer. Fuera ende, si
á la sazón que fueron escojidos por aveni-
dores les fue otorgado que pudiesen librar
el pleito , maguer las partes non fuesen em-
plazadas.»

7.1 Si facultan á los árbitros ó arbitrado-
res para decidir la contienda , aun cuando
muriese uno de ellos, ó uno de los compromi-
tenles. Si las partes no les otorgan esta fa-
cultad, la ley prescribe que por la muerte
de uno de los nombrados ó de las partes
quede roto el compromiso. «Muriendoaiguno
de los jueces de avenencia , dice la ley 28,
tít. 4, Part. 3, ante que el pleito que fuese
metido en su mano fuese librado por juicio,
los otros que fueran vivos non pueden des-
pués ir adelante por él;... Pero si á la sazón
que recibieron el pleito, les fue otorgado de
las partes señaladamente, que si alguno de
los avenidores finase , que los otros lo pu-
diesen librar, estonce decimos que los que
fincaron que lo pueden facer. Eso mismo
decimos si muriese alguna de las partes
principales que metieron el pleito en manos
de los avenidores , que después non lo po-
drian delibrar por juicio. Fueras ende si al
tiempo que fueron puestos , les fuese otor-
gado de las' partes , que maguer muriese
alguno dellos que los otros pudiesen librar

aquel pleito: ca estonce bien lo podrian
facer, aplazando primeramente á los here-
deros del finado.»

Si el compromiso es  en materia comercial,
la ley de enjuiciamiento considera termina-
do el jurídico por muerte de alguno de los
árbitros, en el solo caso en que este haya
sido nombrado de común acuerdo de las
partes, aunque las autoriza para que de co-
mún acuerdo puedan nombrar otro en su
lugar (1). Pero si e s  de amigable composi-
ción, lo considera terminado por la muerte
de cualquiera de los nombrados (2). Tam-
bién declara (5) , que los herederos de los
que otorgaron ó contrataron el compromiso,
quedan obligados á sus resultas aunque sean
menores.

8 .a Si han de poder los árbitros ó arbi-
tradores dictar la sentencia en dia feriado,
y si en caso de ser varias las diferencias so-
metidas á su fallo, han de poder decidir-
las todas en una sola sentencia, ó por el
contrario deben sentenciarlas separada-
mente. La ley 32 ,  til. 4 ,  Part. 5 autori-
za á las partes para que puedan convenir
sobre estos dos estreñios lo que mejor Ies
parezca, estableciendo para cuando nada
acuerden en el compromiso, que los aveni-
dores deben dar la sentencia en dia no pro-
hibido, y que si se les hubiere encargado
la decisión de varios pleitos , deben sobre
cada uno dar una sentencia.

9.  * Caso de ser varios los árbitros ó ar-
bitradores nombrados, si han de estar todos
reunidos para dar sentencia , ó han de po-
der dictarla los que se reunan. La misma
ley 32 que dejamos antes citada , dice;
«Otorgan poder las partes á los avenidores
cuando meten su pleito en mano dellos, que
maguer non se acertaren todos cu uno,
cuando quisieren dar juicio los que y fuesen,
lo pudiesen facer. Estonce decimos, que en
aquella manera que les fue otorgado de las
partes el poder de librar el pleito, queassi
deben usar dcllo, é non en otra manera.
Mas sí á la sazón que el pleito metieron cu

1 Ar i , .  y 2'ü. ley i!v rujim-ijiniüniir.
4 Ai i .  i j .  iJ .
J Afl .  Síi'i iü til.
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dos, ya termine por una sentencia , ya ante*
de proferirse esta.

Los efectos que inmediatamente produce
el compromiso son, establecer los derechos
y obligaciones relativas á los árbitros y á los
compromitentes.

Por de  pronto., cuando se dice que el
compromiso es un contrato, quiere indu-
dablemente significarse , que está sujeto á
las reglas generales de las obligaciones; pero
esto no éscluye la idea de que existan reglas
propias y peculiares de este acto.

Establecido el principio de que el compro
miso es  un contrato, se sigue: 1Z, que obli-
ga á ios que lo han celebrado y firmado , y
en defecto de firma á los que lo han apro-
bado es presa mente, ó de una manera tácita,
entregando, por ejemplo, las piezas de jus-
tificación á los árbitros. 2.® Que no puede
ser revocado el contrato por una parte sin
el asentimiento de la otra. 3.** Que por
unánime consentimiento de las parles pue-
de disolverse, con tal que este consentimien-
to sea espreso y no virtual.

Otro efecto del compromiso es el de que-
dar obligados los herederos y sucesores de
los contrayentes á pasar por lo que se haya
ejecutado en virtud del compromiso , como
Jo estarían estos (i) , ámenosrque hubiesen
convenido lo contrario. La ley du enjuicia-
miento está sobre osle punto terminante,
pues dispone: «Que los herederos de los
que otorgaron ó contrataron el compromiso,
quedarán obligados á sus resultas , aunque
sean menores.»

Es también otro efecto del compromiso
obligar á las partes contratantes á obser-
var y guardar las leyes y costumbres del
país á que por él se han sometido, y de
aquí, que el estranjero que ha convenido
en ser juzgado en España por árbitros ó ar-
bitradores españoles, tiene que acomodarse
á las leyes españolas en materia de arbitra-
ge, Puede aplicarse aquí la regla de Iwut
regil ac lum.  Todos los del señorío del legis-
lador, dice á este propósito una ley de Par-
tida (2\ están obligados A guardar las leyes

(11 l .ry 1u6. ti l .  13, Parí .  3
l? Leu 15, til. t ,  l’arl. | .

su mano non lo dixercn, decimos que todos
los avenidores deben y ser cuando obiescn
á dar el juicio, é !o quedixeren todos á aque-
lla sazón ó la mayor partida dellos, eso debe
valer. E si estonce todos non fuesen y pre-
sentes, el juicio que diesen non seria vale-
dero , maguer fuesen mas ó mejores que los
otros que non se obieren y acertado.*

10. La lecha en que se celebra el com-
promiso. Cuando este se otorga en docu-
mento solemne, necesariamente ha de conte-
ner la fecha de su otorgamiento , mas como
en materia comercial puede convenirse en
contrata privada , deben cuidar las partes
de espresar la fecha en que tiene lugar,
pues de no hacerlo , se tendrá por celebra-
do en el día que se haga su presentación
á los árbitros, ó á la autoridad judicial (1).

11. Finalmente: pueden espresar las
parles en el compromiso cualquiera otra
circunstancia que les convenga determinar,
y sobre la que esten conformes , pues la ley
les autoriza para que cstiendan ó limiten
de  común acuerdo las facultades que otor-
gan á los jueces por ellas elegidos. La ley 106,
tít. 18, Part. 3 ,  que formula una escritura
de compromiso, en que no solo se hace es-
presión de las condiciones esenciales, sino
de  las otras, que podremos llamar potes-
tativas, concluye con estas palabras: «pero
s i  las partos quisieren poner su pleito (es-
tender su contrato) en otra manera, el es-
cribano lo debe poner en la guisa que las
partes se avinieren.»

SECCION IX.

PE LOS EEECTOS DEL COMPROMISO.

Hay cierta analogía entre esta sección
y la que habla del modo de acabarse el
compromiso; pero esta analogía solo se en-
cuentra cuando se quiere averiguar los
efectos que ha podido producir el compro-
miso  ya terminado. Aquí se trata de saber
cuáles son sus efectos , considerado en sí
mismo y hecha abstracción de «us resulla-

i < ;  Arl. 663. ley de �ajnici«rnieniu.
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y á ser juzgados por ellas. Lo misino deci-
mos del que tiene pleito ó causa en reino,
porque aunque sea de otro no puede es-
cudarse de obedecerlas y ser juzgado por
ellas.

Como por el compromiso se someten las
diferencias ai juicio arbitral, sustrayéndolas
del conocimiento de las jurisdicciones or-
dinarias, mientras dura hace incompetentes
á los juzgados y tribunales establecidos por
la ley. De aquí se infiere que el compromi-
so produce la escepcion de incompetencia,
y también la de lilispendencia , las cuales
podrá oponer la parte que sea reconvenida
por la otra ante el tribunal ordinario. Este
efecto es constante en el compromiso for-
zado.

En el voluntario subsiste también, mien-
tras una de las partes se resiste á que las
diferencias sometidas por él al juicio arbi-
tral se lleven al tribunal ordinario , pues si
esto se verifica de común acuerdo, por el
misino hecho debe considerarse terminado
el compromiso, como veremos después.

Si el compromiso espira antes de que se
dicte la sentencia, de modo que la contien-
da objeto de él haya que llevarla al tribu-
nal competente para su resolución, pueden
las partes aprovecharse de los actos ejecu-
tados y consignados en el juicio arbitral,
pues como actos judiciales conservan su
fuerza y eficacia, aun después de termina-
do el compromiso.

Finalmente el compromiso interrumpe la
prescripción, puesto que por él se constitu-
ye un tribunal , á cuyo fallo se somete la
declaración de los derechos encontrados de
las partes sobre el objeto del juicio, y no es
posible desde entonces suponer el consenti-
miento que forran la base de la prescripción.

5.° b'in del compromiso.

El compromiso puede terminar, bien por
causas dependientes de la voluntad de las
parles, bien por causas independientes de es-
ta voluntad.

Las causas dependientes de la voluntad
de las parles son;

1.a La revocación del compromiso. Las
mismas parles que han celebrado el comoro-
miso ó sus causa-habientes pueden revocar-
lo de común acuerdo, renunciando al juicio
arbitral, ó revocando ios poderes á los ar-
bitros ó arbitradores nombrados. Por el
mátuo disenso se disuelven los contratos
celebrados de común acuerdo y no está
exento de esla ley el contrato de compro-
miso.

En cuanto á las formas de esta revoca-
ción, puede asegurarse que no existe una
determinada; puede hacerse espresa ó táci-
tamente. Será espresa la revocación, siem-
pre que las partes declaren á los árbitros ó
arbitradores su voluntad de qne termine el
compromiso ó cesen en sus funciones, lo
cual pueden hacer judicial ó est rajudicial -
mente según tengan por conveniente, con
tal que conste de una manera cierta esla
voluntad. Y tácita, cuando intervenga un
acto de los interesados del cual se induzca
virtualmente la intención de revocar. el com-
promiso, por ejemplo, si las parles defieren
á otros arbitros ó arbitradores el conoci-
miento del negocio, ó si acuden con el mis-
mo objeto á los tribunales ordinarios , ó si
transigen sus diferencias.

Pero ¿será válida, ó por lo menos produci-
rá su efecto, la revocación hecha de  común
acuerdo después que los árbitros han pro-
nunciado sentencia? Para resolver esla cues-
tión es  menester distinguir el caso en que
los jueces árbitros hayan hecho saber á las
partes su fallo, del caso en que estas lo ig-
noren. En el primero, la revocación es su-
pórflua y no puede tener lugar, porque la
sentencia definitiva puso fin á los poderes
de los árbitros, y no se puede revocar un
mandato que ya ha dejado de existir. Con
lodo eso, la revocación en tal hipótesis fir-
mada de las partes, puede interpretarse co-
mo una renuncia que estas hacendé la de-
cisión arbitral, y cuyo objeto es reponer las
cosas al estado qne tenian antes de cele-
brarse el compromiso. Por consiguiente,
esla cuestión puede resolverse con variedad
según la naturaleza de los hechos , cuya
apreciación no puede menos de quedar al
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arbitrio prudente del tribunal. Sin embar- i
go , cuando la sentencia fuese susceptible |
de apelación , entonces debe admitirse con
mas facilidad la interpretación que tiende
á declarar la nulidad de la revocación. I

En el segundo caso, esto es, cuando la
sentencia es  ignorada de las partes al tiem-
po de la revocación, es mas dilicil de resol-
ver la cuestión; porque por un lado el po-
der de los árbitros ha espirado por la pro-
nunciación de la sentencia ; y no existien-
do el compromiso, la revocación es también
supérflua ; y por otro los interesados que
ignoran la decisión parece tienen todavía el
derecho de revocar los poderes, puesto que
para ellos no ha cesado el compromiso. No
obstante esta doctrina , nosotros creemos
que la revocación de común acuerdo, signi-
ficada por las partes antes de saber la sen-
tencia final, es válida; y la razón es, que to-
do acto resolutorio del compromiso no pro-
duce este efecto , sino en tanto que es co-
nocida por todos los interesados la exis-
tencia, de este acto, cuya razón es la que
sirve también á establecer en igual caso la
admisibilidad de la recusación de que va-
mos á hablar.

2.1 La recusación de los. arbitros ó arbi-
trailures.—Como estos son verdaderos jue-
ces en los negocios sometidos á su fallo, no
podía menos de concederse á las partes el
derecho de recusarlos cuando puedan temer
con fundamento de la parcialidad de los
mismos. Para que haya lugar á la recusa-
ción, es necesario que la causa en que se
funde sea legítima y que haya sobrevenido
al compromiso.

En materia civil son causas legítimas
de recusación, lo mismo respecto á los  árbi-
tros que á los arbitradores; la enemistad
con alguna de las partes y el soborno por
dádivas ó promesas. Así lo establece la ley
51 , tit. 4, Part. 3. ¿Pero esta disposición
legil es limitativa, ó solamente deben en-
tenderse como ejemplos las dos causas que
comprende? Si se considera que los árbitros
y arbitradores son verdaderos jueces, á lo
menos temporalmente, y que los primeros
deben conformarse á las leyes del proce-

dimiento ordinario, entonces hay que con-
cluir que las causas de recusación son las
mismas para unos que para otros , y esta
es la opinión de algunos escritores regníco-
las, fundados en- la analogía de las funcio-
nes judiciales. Mas sí las reglas de analo-
gia se admitiesen con tal estension , no
habria ley que no pudiera inutilizarse.
En la especie actual, si el legislador hu-
biese tenido la intención de asimilar los
jueces árbitros á los ordinarios, indudable-
mente se  habria remitido á las leyes que ri-
gen las recusaciones de los últimos: pór
consiguiente, en el hecho de no haber indi-
cado esta remisión , y designado respecto á
ios- árbitros ciertas y determinadas causas
de recusación, quiso que no se estendiesen
á otras que á las señaladas.

La citada ky  35, til. 4 ,  Part. 3,  establece
un procedimiento previo y estrajudicial
para obtener el objeto de la recusación. El
interesado que quisiere recusar al árbitro
que le es sospechoso, debe requerirle ante
testigos para que se abstenga del conoci-
miento del negocio, manifestándole la oausa
que tiene para recusarlo; y el recusado pue-
de abstenerse por sí mismo sin necesidad
de esperar mandamiento del juez ordinario.
Esta disposición legal, acogida por todos los
tratadistas, ó por lo menos no contradicha
por ninguno, puede producir graves con-
flictos en la práctica, y hasta hace imposible
su ejecución. En efecto, ¿no es cierto, como
veremos después con referencia á otras le-
yes, que el árbitro no puede dimitir sus fun-
ciones después de aceptadas sin mostrar una
causa justa para ello? ¿no hemos visto tam-

¡ bien que un compromitente solo, no puede
l producir la revocación de los árbitros? Pues

entonces, ¿de qué sirve que una de las par-
tes diga al árbitro privadamente que le tie-
ne por sospechoso y que se abstenga por sí
mismo? Si se abstiene á consecuencia de tal
intimación, la parle contraria que en ello
esperimente detrimento y se oponga, podrá
hacer que se apremie al di mí tente a seguir
el pleito (1) si no prueba escusa legítima. Por

( i )  Le; *9, til. 4 ,P i tL  í.
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consiguiente, ó es necesario que ambas par-
tes consientan en la dimisión del árbitro, y
entonces existe una revocación de pode-
res, ó que la parle que cree sospechoso al
juez avenidor, proponga y pruebe paladi-
namente la causa de la recusación; porque
esta, como se ha dicho antes, debe ser moti-
vada, para que no esté en manos de un li-
tigante dejar sin efecto el compromiso en
perjuicio de su adversario.

La ley al establecer la intimación privada
ante testigos antes de formalizar la recusa-
ción, se propuso, sin duda por objeto no
lastimar el honor y la fama del árbitro, ar-
ticulando contra él enemistad ó soborno,
pero para llenar aquel objeto debió contar
con el asentimiento del otro compromitente,
ó por lo menos, permitir la libre dimisión
del árbitro.

En fin, cualquiera que sea la causa que
se alegue ó proponga para ¡a recusación,
una vez intentada esta, debe suspenderse
iodo procedimiento en el negocio hasta que
este punto quede decidido, lo cual tiene lu-
gar en todo estado del pleito, con tal que no
se haya notificado á las partes la sentencia;
en caso contrario adolecería de nulidad
cuanto se obrare, pendiente este artículo;
porque cuando se trata de la incompetencia
de un juez, no puede menos de afectarse la
validez del juicio.

En materia mercantil es necesario dis-
tinguir si los jueces nombrados son amiga-
bles componedores, ó árbitros de derecho.
Los primeros no pueden ser recusados (1).

Los árbitros pueden serlo por cualquiera
de las causas que establece la ley para re-
cusar, á los individuos del tribunal de co-
mercio, cuales son: 1 .a El parentesco de
consanguinidad con las parles litigantes
dentro del cuarto grado, y el de afinidad
dentro del segundo computados civilmente.
2-* La sociedad de comercio que exista pen-
diente el pleito entre el juez y el litigante,
aunque sea de la accidental ó cuentas en
participación, pero no la anónima. 5.a La
amistad entre el juez y el litigante antes ó

ARBITROS.
I después de comenzado el pleito que sema-
9 niíieslc poruña estrecha familiaridad. 4 .a SÍ
R el juez dependiese del litigante en clase de
y factor, administrador ó bajo cualquier otro
| género de dependencia ó relación de ser-
I vicio que le produjese sueldo ó inlercses en
i el giro del mismo negociante, ó si fuere su
I banquero ó comisionista durante el pleito,
| ó después de habéroste comenzado. 5 . ‘  Por
i haber recibido el juez del litigante bene-
B licios de importancia para sí ó su familia

que empeñen su gratitud hácia el mismo.
6 . '  Cuando medie odio ó resentimiento del
juez contra el recusante por hechos cono-
cidos, ó que en los seis meses anteriores al
pleito, ó á la época en que el juez hubiere
entrado en el ejercicio de sus funciones, le
hubiese amenazado en disensiones priva-
das. 7.* Si hubiese pleito pendiente entre
el juez y el recusante, ó le hubiere acusado
criminalmente antes ó después de incoarse
aquel, ó en cualquiera ocasión le hubiere
hecho daño grave en su persona, honor ó
bienes. 8 /  Si el juez hubiese recibido dá-
divas del litigante, pendiente el pleito, ó
hubiere dado recomendaciones sobre él an-
tes ó después de principiado. 9.* Si siendo
juez hubiere manifestado su opinión sobre
el pleito antes ó después de principiado.
10. Siempre que por cualquiera causa ó re-
lación tenga el juez intereses en las resul-
tas del pleito (i).

Todas estas causas tienen una limitación
I importante respecto de los árbitros á saber;

que hayan sobrevenido después del compro-
miso, pues si son anteriores á él , aun cuan-
do las ignore cualquiera de las partes, no
son suficientes para fundar en ellas la re-
cusación (2).

La recusación de los árbitros de comer-
cio se ha de proponer y probar en el tér-
mino preciso de ocho días ante el tribunal

J de comercio , y desde que se presente á los
árbitros la certificación de haberse propues-

n to, hasta que les conste la resolución del
ü tribunal, suspenderán el procedimiento, ba-

(t Art». !>7 y 179. id. id.
8 A j í .  373 id.  id.■J Art 301 ley d« eitjiiii latnicnio.
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el plazo dentro del cual ha de dictarse la
sentencia , había la ley ocurrido á su silen-
cio, señalando la ley civil el término máxi-
mo de tres años, y la comercial e l  de  cien
dias, contados desde el de la aceptación tá-
cita ó espresa de los avenidores nombrados.
La ley de enjuiciamiento en su articulo 275
previene, que de consentimiento unánime
de las partes podrá prorogarse el término
del compromiso , aun después que este haya
espirado. También pueden las parles en el
compromiso autorizar á los árbitros ó arbi-
iradores nombrados para qué puedan pro-
rogar el plazo fijado. Todas éstas circuns-
tancias deben tenerse presentes para deter-
minar sí ha espirado el término del compro-
miso, porque llegado este caso , nada pue-
den ya hacer los jueces elegidos, y lo que
hagan es nulo de derecho.

Cuando las partes de común acuerdo
proroguen el compromiso , deben hacer
constar la prorogacion en solemne forma,
porque bien considerado constituyen Ducha-
mente un verdadero compromiso.

2.’  La muerte, incapacidad ó impedimen-
to de  /os avenidores. En materia civil con-
cluye el compromiso por la muerte de un
avedidor (i) ,  á menos que las parles hayan
convenido en que puedan los restantes con-
tinuar el juicio y dictar sentencia, ó en que
se baya de reemplazar con otro que se
nombre en la forma acordada. En materia
comercial concluye también el arbilrage de
amigable composición por la muerte de
cualquiera de los nombrados (2) ; pero para
que termine el arbilrage jurídico por la
muerte de uno de los árbitros, es circuns-
tancia necesaria que haya sido nombrado
de común acuerdo , porque si lo ha nom-
brado una sola parte, está esta obligada á
elegir otro que lo reemplace , según hemos
visto en la secciun tercera.

Cuando las partes hayan convenido en el
compromiso que este no concluya con la
muerte de uno de losavenidores nombrados,
sino que se reemplace con otro en la forma

jo pena de nulidad de, lo que actuaren y de
responsabilidad ¿ los perjuicios que oca-
sionen con sus procedí míenlos , quedando
á la vez suspendido también el término del
compromiso, ( l i -

ba resolución del tribunal de comercio
sobre la recusación causa siempre ejecu-
toria. Para que la recusación de alguno de
los árbitros de comercio produzca el efecto
de terminar el compromiso , es preciso que
estuviese nombrado dé común acuerdo de
las partes , y que estas no lo sustituyan con
otro que nombren dq común acuerdo (2),
porque si solo está nombrado por una de
ellas, estará esta obligada á sustituir en su
lugar otra personaré de no -hacerlo incur-
rirá en la multa señalada en el compromiso
á los que dejaren de prestarse á los actos
necesarios para la preparación ó comple-
mento del juicio arbitral , debiendo ademas
el tribunal , si el arbitrage es  forzado, ha-
cer el nombramiento de oficio en persona
que á su juicio sea perita é imparcial en el
negocio que se dispute 0).

Por lo demas puede verse el articulo
KECDatCIQM.

3.a La  renuncia ó desistimiento de una
de laá parles.EI litigante que tiene la libre
disposición de sus derechos, puede renun-
ciar á ellos y desistir de sus reclamaciones
ó pretensiones. Cuando esto se verifica en
el juicio arbitral termina el compromiso. La
ley 28 ,  tít 4 ,  Parí. 3 ,  que enumera varias
de las causas por las que espira el poder de
los avenidores, señala como tal , el que la
parte que demandaba, quitase á la otra,
faciéndole pleito de nunca la demandar. Lo
mismo debe decirse cuando la parte deman-
dada accede á la  que el demandante le pide.

Las cansas independientes de  la voluntad
de las parles son en mayor número, como
se ve por el catálogo de ellas que ponemos
á continuación.

i.* La  espiración del término del com-
promiso. Ya hemos visto en otro lugar que,
no espresando las partes en el compromiso

( i )  Ar l f .  Í77 y 279, enjuiciamiento.
('£. Alta 978 y id. iu ,
<5/ Aris. 270, ttlt. iJ .  id. ,  arl. 3 i í ,  Codigo de comercio.

l e»  3V t i l .  4.  pjr l .  ».
>91 Alt .  300. ley de i-njuieiimient».
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acordada, si la parte que ha de hacer el
nombramiento no quiere hacerlo, ó si de-
biéndose hacer de común acuerdo, no con-
vienen en la persona, debe á petición de uno
de los interesados, hacer el nombramiento
el tribunal d juez en persona perita é impar-
cial, si el arbitrage es forzado, y si es volun -
tario incurrirá la parte resistente en ¡a pena
pactada, pues de lo contrario por voluntad
de una sola parte se dejaría sin efecto una
de las cláusulas del compromiso.

La incapacidad ó ,1 impedimento para
desempeñar el cargo de avenidor produce
iguales efectos que la muerte, y debe enten-
derse respecto de una y otra cuanto deja-
mos anteriormenleespuesto.

3." La  renuncia de  los avenidores. La
renuncia de los avenidores, sean estos árbi-
tros ó amigables componedores,' antes de
aceptar el compromiso es enteramente libre
y pueden hacerla sin motivo alguno; pero
después de aceptado el cargo no existe, ni
puede racionalmente existir la misma liber-
tad. El jurisconsulto Llpiano esponc con
mucho tino los motivos de esta diferencia.
«Aunque el pretor, dice , no obliga á ningu-
no á aceptar un compromiso por el que se
le nombra juez, porque semejante acepta-
ción debe ser Ubre y no forzada, sin embar-
go después que aquel es aceptado, el pre-
tor cree que es  de su deber hacerlo cumplir,
po solo porque tier.epor objeto terminar las
contiendas, sino también porque no es justo
que los que han elegido al avenidor como
un hombre honrado, capaz de decidir sus
diferencias, queden defraudados de esta es-
peranza. En efecto , suponiendo que un
avenidor rehúsa pronunciar la sentencia,
sea por favor, ó por cualquiera otra pasión
reprobada , después que el negocio se ha
examinado detenidamente y que las partes
le han descubierto sus mas ocultos secre-
tos, ¿no es justo que el pretor interponga su
autoridad para obligarle á diciar su resolu-
ción (|)?«

La ley de Partidas dice (2). «De su grado

j r  (Jlpinno inducción de IJiilot. Ley 3, Par.  l ib.  4,
t i l ,  8 ,  D.  Dr. rcceptK fluí arbi l r ium.

(3 Ley 29, t i l .  4. V.rV. 3.

é sin ninguna premia reciben en su mano los
jueces de avenencia los pleitos élas contien-
das de los ornes para librarlas. É bien así
como es  en poder dellos , quando los esco-
jen , de non tomar este oficio, si non quisie-
ren; Otro si después que lo obicren recibi-
do,  son tenudos de librarlos , maguer non
quieran. «La ley de enjuiciamiento dispone
asimismo (!) , que aceptado el encargo tá-
cita ó espresa mente, no podrán los árbitros
dejar de cumplirlo, y el tribunal les apre-
miará á ello, si no lo hicieren.

Esta regla , de que los avenidores que
han aceptado el encargo no pueden dejar
de cumplirlo , tiene algunas escepciones,
nacidas unas de considerarse como termina-
do el compromiso por revocación de las par-
tes, y otras de impedimentos legítimos: ta-
les son, si las partes comienzan el mismo
pleito ante el juez ordinario, ó lo compro-
meten en otros avenidores; si alguna de las
partes los injuriase, ó si tuviesen que ir en
comer ia, en servicio del rey ó de su concejo,
ó si cayesen enfermos, ó si ocurriese algún
otro obstáculo deigualnaluraleza (2). Cuan-
do exista alguna de estas causas y en ella
se funde el avenidor para no continuar en
su oficio, ó renunciar á él,  debe probarla,
pues esto es lo que quiere significar la mis-
ma ley abajo citada cuando á su final dice,
que: Ca por cualquier destas razones que
mostrase el juez de avenencia debe seres-
cusado; de manera que non lo deben apre-
miar de ir adelante por el pleito'que recibie-
ra en su mano, si non quisieren.

Fuera de estos casos esceptuados, el ave-
nidor que no quiera cumplir el compromi-
so aceptado , puede ser obligado por el
juez ó tribunal competente segnn dispone
la ley, y si á pesar de todo se negase á ello,
debe responder á las partes de los daños y
perjuicios que con su negativa se les hayan
irrogado.

Si en el compromiso hubiesen conven ido
las partes que en caso de renuncia de uu
avenidor, se nombrase otro en su lugar, se
procederá según dejamos espuesto al ha-

1 4) Arl. 971, ley de enjuiciamiento.
Ley 30, ti l .  4, Part. 3.
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culo 299 ,  se reunirá con ellos el .tercero
nombrado y se estará á lo .qué resuelva el
mayor número de votos. No habiendo mayo-
ría, quedará sin efecto el compromiso. Y en
el artículo 500, que l s facultades de los
amigables componedores cesarán . por la
discordancia de sus decisiones, cuando no
haya tercero nombrado que se les una para
hacer mayoría en los votos. En general
puede decirse, que en los casos en que defi-
nitivamente no resulte mayoría devotos, ter-
mina y concluye el compromiso de amigable
composición en materia comercia). Eu ma-
teria civil creemos que puede llegar también
el caso en que cese el compromiso por la
discordancia de pareceres, y es , cuando dis-
cordes los avenidores nombrados en térmi-
nos que no haya mayoría, y unido á ellos
el tercero, tampoco resulte mayoría de vo-
tos conformes, en cuyo caso nada dice la
ley sóbrela manera de derimir esta discor-
dancia, por to  cual parece que debe termi-
nar el arbi trago. La ley comercial prevee es-
te caso y lo resuelve respecto del compro-
miso de amigable composición culos términos
que dejamos espuestos anteriormente, y res-
pecto del compromiso en árbitros, ordenando
que se remitan losautosal tribunal de comer-
cio para que dirima la discordia según los
méritos del proceso , sin nuevas actuacio-
nes (i).

De la enumeración de las causas por las
I cuales se acaba el compromiso, se colige

que la mayor parte de ellas son comunes á
todas las demas obligaciones. ¿Pero hay
fuera de las indicadas otras causas resolu-
torias del compromiso? ¿Podrá considerar-
se como una de ellas la cesión de bienes?
Un espositor estraño, Jousse, conforme con
la opinión de su compatriota Voét , lib. 4,
tít. 8 ,  sostiene la afirmativa, fundado en la
ley romana, que dice:... í tem, si unus ex li-
tigatoribus bouis sais ostial, non este coyen-
dum arbitrum sentenliam dicore , rúm ñeque
oyere, ñeque convenire posñl (2). Pero esta
opinión , en sentir de otros esposi lores fran-
ceses, no puede sostenerse, porque losacree-

(1) Art.  *91, tey 4*  efiimeiim'mio.
( l j  L«y n Dn rrcept.
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blar de la muerte, incapacidad ó impedi-
menlo de los avenidores.

4.* La muerte de alguna délas partes. En
materia civil termina el compromiso por la
muerte de alguna dé las  parles, á menos
que en él se hubiese convenido lo contrario:
en cuyo caso deben los avenidores, antes da
ir adelante, emplazar á los herederos del di-
funto (1). No sucede lo mismo en materia
comercial, según lo dispone la ley de enjui-
ciamiento en su artículo 263, que orde-
na que los herederos de los que otorgaron
ó contrataron el compromiso, quedan obli-
gados á sus resultas, aunque sean menores,
sin duda porque siendo el compromiso un
contrato, debe como todos los contratos ser
obligatorio á los herederos de .aquel que lo
ha suscrito.

5 .  * La  muerte ó pérdida de la cosa que
es objeto del compromiso. Falta en este caso
la base del litigio ó diferencia, y ningún
resultado podría producir la continuación
del juicio, ní la sentencia.

6 .* La consolidado» en una de las parles
de  los derechos controvertidos. Sucede en
este caso lo que en el anterior, que falta la
base del compromiso.

7.' La  sentencia de  los avenidores. Este
es  el término mas natural del compromiso.
Dictada la sentencia no pueden los avenido-
res proceder á su ejecución ni á la exacción
de  la pena pactada en el compromiso, para
el caso de qué alguna de las partes no se
conforme con ella. Las facultades de los ár-
bitros, dice la ley de enjuiciamiento sobre
causas de comercio en su artículo 304, aca-
barán con la pronunciación de la sentencia,
y las de los amigables componedores con la
del  laudo. De la ejecución de lo decidido por
unos y otros toca conocer y proveer en jus-
ticia á los tribunales de comercio, ó jueces
ordinarios que entiendan en los negocios
mercantiles.

8 /  La  discordancia de  pareceres en los
casos siguientes. Si estuviesen discordes los
amigables componedores, dice la ley de en-
juiciamiento sobre causas de comercio, aití-

( t j  Ley 98, tiu 4, P *n .S .
TOMO 1H.
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dores del cedente ocupan el lugar de causa-
habientes , y como tales están sujetos á las
consecuencias de sus obligaciones, al mismo
tiempo que tienen derecho á reclamar de su
principal la ejecución de las que fueron con-
traídas respecto á él. «Los acreedores, dicen,
pudiendo, como pueden, representará sus
deudores y ejercitarsus derechos, la quiebra,
la insolvencia y la cesión de bienes no pon-
drán fin al compromiso.» Con mayoría de
razan, la cesión hecha por una de las par-
tes á un tercero del crédito ó de la cosa
objeto de! compromiso, no es causa sufi-
ciente á terminarlo; porque en este caso
dependería siempre de una parte inutilizar
por este medio el compromiso que suscri-
bió, y revocar los árbitros á su voluntad,
cuando la ley prohíbe toda especie de re-
vocación , que no provenga del consenti-
miento unánime de  los interesados ó de al-
guna causa determinada. En efecto, la quie-
bra no debe así como la cesión, contarse en
el número de las causas que hacen cesar
el compromiso, aun cuando por ella queda
el fallido desapoderado de sus bienes, y le
incapacita para obligarse , pasando las ac-
ciones que tenia á sus acreedores. Estas
razones son aceptables, mayormente en el
silencio de la ley y por eso las trascribimos.

SECCION IX.

DE LAS FACULTADES V COMPETENCIA DE LOS AR-

BITROS Y ARBITRADORES.

Constituido el compromiso y aceptado el
cargo de árbitro ó arbitrad or por las per-
sonas nombradas, entran estas en el ejer-
cicio de las funciones que les competen, ya
por voluntad espresa de las partes, ya por
disposición de la ley. Para conocer como es
debido la estension de las facultades y com-
petencia de los árbitros y arbitradores, es
necesario determinar las cuestiones sobre
que pueden resolver; las medidas qua pue-
den ordenar; las reglas según las cuales de-
ben decidir ; el término dentro del que han
de sentenciar y la prorogacion de sus fa-

cultades , lodo lo que nos proponemos tra
tar en los párrafos siguientes.

§. 1.* Cuestiones sobre que pueden resolver.

Los árbitros y arbitradores nombrados
en virtud de compromiso voluntario fundan
la competencia de su jurisdicción en este
mismo compromiso , y á él deben atenerse
para conocer las cuestiones que están lla-
mados á resolver. Dependiendo de la volun-
tad de las partes el someter al -juicio ar-
bitral una ó mas diferencias, siempre que
sean de las permitidas por la ley,  á todas
las comprometidas se estiende la competen-
cia de los árbitros ó arbitradores ; mas allí
donde no se halle espresa aquella Voluntad,
ni pueda legalmente presumirse , allí cesa
su competencia y su poder, porque la es-
tension de las atribuciones de aquellos jue-
ces se mide por la voluntad de las partes
formulada en el compromiso.

En el arbitrage forzado las cuestiones que
son de la competencia esclusiva de los ár-
bitros están determinadas por la ley,  y si
bien las parles pueden ensanchar las facul-
tades de los árbitros elegidos en virtud de
compromiso forzado, sometiendo á su de-
cisión otras cuestiones que las designadas
por la ley,  ó dispensándoles del rigorismo
legal en el procedimiento y fallo del nego-
cio, no tienen derecho para limitarlas ó
restringirlas. Los árbitros forzados constitu-
yen una especie de tribunal anexo al tribunal
de comercio para conocer y decidir las di-
ferencias que se promuevan entre socios de
una sociedad mercantil por razón de esta
misma sociedad. Así que su competencia
esclusiva solo se estiende por la ley á estas
cuestiones en los casos en que competiría
conocer de ellas al tribunal de comercio,
supuesta la no existencia del arbitrage for-
zado. De aquí se deduce que, cuando las
diferencias entre socios de una sociedad
mercantil versen sobre cantidad que no es-
ceda de 4000 rs.en los pueblos en que haya
tribunal de comercio, y de 500  en los demas,
no son de la competencia de los árbitros
forzados , sino que deben someterse á juicio
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tenientes , ó sosteniendo su jurisdicción,
cuando se les dispute por otro juez.

Asimismo pueden los árbitros y arbitra-
dores resolver los incidentes que ocurran
ene) juiejo arbitral, siempre que tengan
una conexión ó dependencia necesaria con
la cuestión principal , y sean por su natu-
raleza susceptibles de ser comprometidos.
La jurisdicción que nace del compromiso
es completa para decidir las diferencias ó
contiendas que en él se comprenden , por
cuya razón es estensiva á todos aquellos in-
cidentes sin cuya resolución no podrían ter-
minarse aquellas debidamente. Mas esta
conexión y enlace necesario entre el inci-
dente y lo principal no puede producir
nunca la sumisión al juicio arbitral de cues-
tiones que la ley ha sustraído de su conoci-
miento.

Si un compromiso tiene por objeto una ó
mas demandas determinadas , y comenzado
el juicio se opone reconvención por el de-
mandado, ¿podrán conocer de ella los ár-
bitros ó arbitradores? Hay autores que sos-
tienen la negativa, fundados en que la re-
convención no es un incidente necesario del
juicio arbitral, y que por lo tanto no podrían
los árbitros ó arbitradores sin salirse del
compromiso y sin escederse de sus faculta-
des conocer de ella y decidirla. Sin embargo
de esto creemos que tienen jurisdicción pa-
ra conocer y resolver sobre la reconvención,
ya porque, facultados para decidir una de-
manda , lo están indudablemente para deci-
dir las escep 'iones que á ella se opongan,
ya porqüe entablada una demanda ante una
jurisdicción, viene á ser esta competente
para conocer de la reconvención que ante
la misma presente el demandado.

La cláusula compromisaria puesta en uu
contrato, por la cual se obligan los contra-
yentes á someter al juicio arbitral todas las
diferencias que puedan nacer entre ellos
sobre la ejecución del mismo, da competen-
cia á los árbitros ó arbitradores nombrados
para c nocer de la demanda en reclamación
de daños y perjuicios por la inejccncion de
lo convenido , mas no sobre la nulidad del
contrato.

verbal en  los términos que disponen los ar-
tículos 1309, 1310 del Código de comercio,
y 446 al 458  inclusive de la ley de enjuicia-
miento sobre causas de comercio.

Cuando las partes ensanchan el círculo
de la competencia legal de los árbitros for-
zados, entonces es necesario atender no solo
á la ley , sino también al compromiso para
determinar la estension de sus atribuciones.

Una vez conocido el fundamento de  la
competencia de los árbitros y arbitradores,
tanto en el arbitrage voluntario, como en el
forzado, vamos á examinar si pueden ó no
resolver otras cuestiones diferentes de las
principales comprendidas en el compro-
miso.

Los árbitros y arbitradores pueden esten-
der su decisión á los frutos y rentas de la
cosa , siempre que no se les haya espresa-
menle prohibido en el compromiso. La
ley 32  , tít. 4,  Partida 3 , dice: «E aun de-
cimos, que se deben mucho guardar, que
non se entrometan de librar otro pleito, si
non aquel que les fue encomendado. Fue-
ras ende, en razón de los frutos ó de la ren-
ta,  que salió de aquella cosa sobre que es
la contienda entre tas partes. Ca bien como
ellos pueden dar juicio sobre la cosa prin-
cipal; otrosí lo pueden facer en razón de
los frutos, ó de las otras cosas que nascieren
ó salieren della.»

También pueden los árbitros y arbitrado-
res resolver sobre si las diferencias someti-
das á su decisión son ó no de las que pue-
den las partes comprometer en ellos. Como
sobre las cosas que la ley prohíbe compro-
meter es incompetente la jurisdicción arbi-
tral, deben los avenidores, dice la ley 26,
tít. 4 , Part. 3 ,  primeramente catar, que
el pleito que quieren meter en su mano sea
de tal natura que se pueda librar por jue-
ces de avenencia. Ca si tai non fuesse , non
lo deben nin pueden recebir en ninguna
manera.

Losárbitrosy arbitradores son verdaderos
jueces en los negocios sometidos á su deci-
sión, por cuyo motivo pueden estos como los
ordinarios conocer de las cuestiones de com-
cia,  declarándose competentes ó ineompe-
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También corresponde á los árbitros ó ar-

bitradores declarar, sí una de las parles
ha incurrido en la pena estipulada en el
compromiso contra laque desobedeciere sus
providencias, ó dejase de cumplir con los
actos necesarios para que el compromiso
tenga efecto.

Del mismo modo están facultados para
condenar en las costas á la parte que sos-
tenga con .temeridad ó malicia sus preten-
siones.

Igualmente pueden lijar en la sentencia
un plazo á la parte condenada para que
dentro de él cumpla con lo mandado (1).

Asimismo tienen facultad para dentro del
termino legal aclarar la sentencia (2).

Los árbitros y arbitradores no tienen po-
testad para conocer de las cuestiones que
se promuevan sobre Ja ineficacia ó nulidad
del compromiso , ó sobre la validez de su
nombramiento. Su jurisdicción supone siem-
pre la legalidad de lo uno y de lo otro , de
modo que cuando se pone en duda esta le-
gitimidad, quedan en suspenso y sinatribu-
ciones hasta para continuar el procedimien-
to comenzado. Véase sobre esto lo que de-
cimos en la sección IV.

Tampoco tienen jurisdicción para resolver
aquellas cuestiones incidentales que no tie-
nen enlace necesario con el pleito principa!,
ó que son agenas al juicio arbitral. Sí du-
rante el procedimiento se promoviese por
las partes alguna cuestión criminal do aque-
llas que no pueden ser objeto de compromi-
so, deben abstenerse los árbi tros ó arbitrado-
res de conocersobre ella, remitiendo al juez
competente el oportuno testimonio de lo
que resulte para que proceda con arreglo á
derecho. En materia comercial está preve-
nido , aun á los tribunales de comercio, que
si sobreviniere alguna incidencia criminal
en los procedimientos de estos tribunales,
se remitirá su conocimiento á la jurisdicción
rea! ordinaria con testimonio de los antece-
dentes que den lugar al procedimiento cri-
minal (1). En los incidentes no criminales,

Ley 33. t í t .  4 ,  1’arl. 3.
«») Ley líMi. t i l .  ta.  Pan .  3.
3 Arl .  1203. Ottigo Jp comercio.
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pero agenos á la cuestión principal, deben
los árbitros ó arbitradores abstenerse tam-
bién de conocer sobre ellos, ordenando que
las partes usen de su derecho donde corres-
ponda.

Las cuestiones sobre recusación de uno ó
mas de los árbitros ó arbitradores nombra-
dos son agenas de su competencia. En ma-
teria comercial deben llevarse al tribunal de
comercio, y en materia civil ante el juez de
primera instancia. Puede verse sobre re-
cusación lo que dejamos dicho en la sec-
ción VIH, §. 5.®

Finalmente, los árbitros ó arbitradores no
tienen facultad para imponer multas á los
que desobedezcan sus providencias, ni otra
especie de pena. Esta es materia que inte-
resa ya al órden público, y que por lo tanto
Cs estraña á la jurisdicción arbitral. Solo
cuando las partes convienen en el compro-
miso que aquella que desobedezca sus man-
datos, ó deje de cumplir con los actos ne-
cesarios para que el compromiso tenga efec-
to , pague tal cantidad, podrán los árbitros
declarar cuando han incurrido en la pena
estipulada, según dejamosespueslo anterior-
mente.

§. 2.* Hedidas que pueden ordenar.

Los árbitros y arbitradores son jueces de
las partes en los negocios sometidos á su
decisión ; de consiguiente pueden ordenar
el procedimiento, dictando aquellas provi-
dencias que son indispensables para llegar
al descubrimiento de la verdad , y sin las
cualcsno podrían ilustrar su conciencia, ni
formar una opinión recta c imparcial.

Los árbitros de derecho , á quienes por
la ley se impone la obligación de guardar
las formas legales en el procedimiento y de
juzgar con arreglo á las leyes, están por lo
mismo facultados para dictar las providen-
cias necesarias á íin de que las partes se so-
ntelan al órden legal en sus defensas y pro-
banzas. «Tales avenidores como estos, dice
la ley de Partidas (!) , desque recivícren c
otorgaren de librarlos assi , que deben an-

{( Ley »3, til.  4 ,  Par(,  B.
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probanzas , según crean que son ó no
pertinentes. ¿ Mas podrán hacer por sí
probanzas, examinándolos testigos délos
interrogatorios , ó recibiendo las declara-
ciones de los peritos, ó dirigiendo man-
damientos compulsorios, cuando esto tenga
lugar? Algunos autores niegan qne los ave-
nidores tengan facultad para hacer por sí
las probanzas , fundados en que no tienen
jurisdicción (1), en lo cual padecen una
equivocación. Los avenidores son jueces de
las parles y jueces del negocio , y si bien
no lo son de las personas que no se han so-
metido á ellos por el compromiso , están
autorizados por la ley para dictar las pro-
videncias que haga necesarias la naturaleza
del juicio, y el descubrimiento de la verdad.
Los árbitros, dice la ley departidas (2), de-
ben ir adelante por el pleito , también como
si fuesen ordinarios, oyendo é recibiendo las
pruebas. La ley de enjuiciamiento sobre
causas de comercio autoriza asimismo á los
arbitros para que reciban el pleito á pruelw,
observando en la práctica de esta las mis-
mas formalidades que los tribunales de co-
mercio (3). De consiguiente tienen facultad
para practicar por sí las probanzas. Sin
embargo , pueden ocurrir dificultades en la
práctica de ellas por carecer los árbitros ó
arbitradores de jurisdicción sobre las per-
sonas entrañas al compromiso, por ejem-
plo, sóbrelos testigos, peritos , etc. , en
los casos en que estos se nieguen á com-
parecer para declarar , ó á prestar sus de-
claraciones. Cuando los testigos ó peritos
se presentan voluntariamente á prestar su
juramento y declaración ante los aveni-
dores, estos pueden recibir uno y otra;
mas cuando admitido por los avenidores
el interrogatorio, ú ordenada la prueba pe-
ricial , se niegan los testigos ó los peritos á
presentarse ante aquellos para jurar , de-
clarar, ó presentar su declaración, en es-
tos casos no tienen potestad para obligar-
les á ello, por carecer de jurisdicción res-
pecto de las personas estradas al cornpro-

(1) Curia Filípica , Lih.  3 ,  Cap, 14. n .  16: Parladuría
Lih,  2 ,  rer .  qno. c. flti. p .  pac. i . n 93.

�9 Ley *J .  Ti l .  « , Parí. 3.
Arta. 281 , 9<4.

dar adelante por el pleito , también como si
fuesen jueces ordinarios , faciéndolos co-
menzar el pleito ante sí por demanda é por
respuesta , é oyendo é recibiendo las prue-
bas, é las razones c las defensiones que po-
nen cada una de las partes.»

Los arbitradores ó amigables componedor
res están facultados para librar el pleito en
cualquiera manera que ellos tuvieren por
bien , siempre que procedan de buena fé
y sin engaño (I) , de modo que pueden or-
denar el procedimiento según tengan por
conveniente , dictando aquellas providen-
cias de instrucción que consideren mas
conformes al descubrimiento de la verdad.

Sentadas estas reglas generales vamos á
hacer api icacion de ellas á algunos parti-
culares que suelen ser objeto de cuestión ó
de dificultades en ¡a práctica.

Entre las medidas ó providencias que
pueden los avenidores dictar para la orde-
nación del juicio, hay unas, cuya ejecución
no afecta á mas personas que á las que son
parle en el litigio, tales, por ejemplo, lasque
licúen por objeto la presentación de sus
respectivas pretensiones, la que previene
que una de las partes exiba un documento,
jure posiciones, etc., hay otras que en sus
efectos se eslienden ¿ terceras personas es-
trañas al compromiso, como las que,  ad-
mitiendo los interrogatorios de las parles,
disponen que se examinen con arreglo á ellos
los testigos que se presentaren , y hay algu-
nas finalmente, ciiyocumplimiento tiene que
encomendarse á alguna autoridad ó juez es-
tablecidos por la ley.

Re speclodelas primeras, es decir, las que
en sus ejucucion solo afectan á las parles,
no cabe la menor duda que pueden los ave-
nidores ordenarlas é intervenir en su cum-
plimiento, porque sobre los com promi ten tes
tienen jurisdicción; asi que pueden mandar
que declaren ó juren posiciones , pueden
también tomarles el juramento y recibir sus
declaraciones ó confesiones.

Los avenidores pueden asimismo recibir
el pleito á prueba y admitir ó desechar las

I I  Ley id . i d  .
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exigir aquella , como también la inspección
ocular, si esta fuese indispensable para for-
mar rectamente sn juicio.

§. 5.“ Regla» te/jun la» cuate» deben decidir.

Aunque los árbitros y arbitradores son
verdaderos jueces en los negocios someti-
dos á su decisión , con todo eso son muy
distintas las reglas á que deben atemperar-
se unos y otros en la resolución de aquellos.
Los árbitros están en el deber de ajustar
su fallo al resultado del proceso, senten-
ciando según Lo alegado y probado por las
parles ; los arbitradores pueden prescindir
del rigorismo legal , y decidir la contienda
según su leal saber y entender; los árbitros
deben juzgar con arreglo á la verdad legal;
los arbitradores pueden resolver conforme
á la verdad sabida y buena fe guardada; los
árbitros en fin , deben guardar estricta-
mente las reglas del derecho , los arbilra-
dores pueden seguir los consejos de la
equidad.

La ley de Partidas (I) , dice que los ár-
bitros d«ben dar su juicio aliñado , según
entendieren que lo deben facer de derecho:
y que los arbitradores han poder de avenir
á las partes en cuaV manera quisieren, siem-
pre que sea fecho á buena fé é sin engaño.
La ley de enjuiciamiento sobre causas de
comercio dispone (2) , que la sentencia de
los árbitros ha de ser conforme á derecho,
según lo alegado y probado en autos , y
que los amigables componedores pueden
decidir sin sujeción á las formas legales se-
gún su leal saber y entender.

Esta diferencia que existe entre los árbi-
tros y arbitradores es de la mayor impor-
tancia. En el arbitrage jurídico las partes
conservan todas las garantías de  la defensa
legal ; en el de amigable composición, todo
depende de la buena fé y de la recia inteli-
gencia de los jueces; la decisión de estos
puede ser mas bien un arreglo, una transac-
ción entre las pretensiones de las partes,
que no una declaración precisa de la justi-

H) l i l .  4 ,  P«rt. ».
(1; Arta. SIS y SM.

miso. Cuando. tal suceda, debe la parte i
quien interese la práctica de aquella dili-
gencia, acudir al juez competente con tes-
timonio de la providencia arbitral, mani-
festándole la resistencia del testigo ó del
perito y solicitando se sirva ordenar se le
haga saber que dentro de tanto tiempo se
presente á prestar su declaración, ó lo que
sea, bajo tal apercibimiento ó multa según
proceda. Este ausilio de la autoridad pú-
blica es necesario, siempre que la jurisdic-
ción arbitral se halla imposibilitada para
instruir debidamente el proceso sometido á
su decisión.

Otras veces las pruebas admitidas tienen
que ejecutarse en otro pueblo ó provincia,
de  manera que hay necesidad de encargar
la práctica de ellas á un juez ordinario, 6 á
otro cualquier tribunal establecido. ¿En este
caso y otros análogos podrán los avenidores
espedir exhortos, despachos ó suplicatorias
como los jueces ordinarios? De ningún modo,
porque la jurisdicción que ejercen no tiene
el carácter de pública, ni sus funciones se
estienden á mas personas que á las que han
celebrado el compromiso. Lo que debe ha-
cerse en estos casos es sacarse el oportuno
testimonio de lodo lo que debe compren-
derse'en el exhorto, y presentarlo ante el
juez competente para que se sirva mandar
se practique lo ordenado por los avenido-
res, librándose al efecto el exhorto, etc. cor-
respondiente. Ya hemos dicho antes que la
autoridad pública debe venir en ausilio de
la privada de los avenidores, cuando esta
no esté facultada para hacer que se ejecu-
ten sus providencias.

Finalmente, los árbitros pueden acordar
de oficio y para mejor proveer la práctica
de cualquiera diligencia que consideren ne-
cesaria para el descubrimiento de la ver-
dad, en los mismos términos que ios jueces
ordinarios. Así que pueden mandar á las
parles que juren posiciones sobre los hechos
no probados, que presenten los documen-
tos que se hubiesen reservado, y que sean
conducentes para declaración de los dere-
chos disputados, ó que se proceda á su re-
conocimiento, si por su calidad no se pudiese
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proceden contra su sentencia; entonces re-
ciben un poder mas amplio que el que se
les confiere en los casos ordinarios.

Del mismo modo reciben mayor osten-
sión las facultades délos árbilros'y arbitra-
dores, cuando las partes les dispensan de
las formalidades que deben guardar, ó cuan-
do les autorizan para hacer ciertas cosas
qtíe esceden sus atribuciones ordinarias;
por ejemplo, si les dan poder para que pue-
dan prorogar el plazo del compromiso, ó
juzgar no estando todos reunidos, ó en
día feriado, etc.

En el arbitrage forzado la jurisdicción de
los árbitros pueden las ‘partes estenderla
hasta la de amigable composición , según
hemos demostrado en la sección IV; pero
para esto, lo mismo que para renunciar los
remedios legales contra la sentencia arbitral,
es preciso que las partes puedan libremen-
te contraer un compromiso voluntario.
Así que el síndico de una quiebra, el ad-
ministrador legal, el tutor etc., obligados
por la ley á someter al juicio de árbitros un
negociode su administración, no pueden es-
tender los poderes de los árbitros bajo nin-
gún concepto.

Podrá suceder que personas hábiles para
renunciar los remedios legales contra lasen,
lencia arbitral,ry para someter sus diferen-
cias al juicio de amigables componedores,
hayan convenido en el compromiso forzado,
lo uno ó lo otro, ó ambas cosas á la vez, y
que antes de que se dicte la sentencia fallez-
ca una de las partos, dejando hijos menores,
ó que se incapacite para la administración
do sus bienes, por ejemplo, constituyéndo-
se en estado de quiebra, ó perdiendo el jui-
cio. Cuando tal suceda ¿deberán sostener-
se aquellas renuncias, y podrán consentir-
las el tutor, curador ó sindico, ó deberán
rescindirse, reorganizándose el arbitrage for-
zado con arreglo á la ley? Este punto ha si-
do debatido en Francia con calor , produ-
ciéndose ejecutorias de los tribunales en
contrario sentido, hasta que la jurispruden-
cia se ha uniformado en favor de la subsis-
tencia del compromiso convenido por las
parles en todossus estreñios. Entre nosotros

cía é injusticia de ellas. Deben , pues , los
interesados esplicar claramente al celebrar
el compromiso, si el poder que confieren á
los avenidores que nombran es para que
conozcan y decídanlas diferencias conarre*
glo á derecho, ó por el contrario, si les dis-
pensan de estas solemnidades y les autori-
zan para que las resuelvan como amigables
componedores. Las dudas que puedan sus-
citarse sobre el carácter de los avenidores
nombrados, pueden convertirse en daño de
las partes , porque en tales casos la regla
de interpretación es que deben considerar-
se como arbilradores , regla que cierta-
mente guarda poca armonia con la otra que
prescribe, que se entienden reservados los
remedios de derecho, siempre que en el
compromiso no se haya hecho pacto en con-
trario.

Término dentro del que deben juzgar.

La jurisdicción de los árbitros y arbi trá-
ileres, limitada á las diferencias sometidas
á su decisión, debe necesariamente tener
un término. Ya hemos manifestado al hablar
del fin del compromiso, que las partes pue-
den acordar la duración de este atendidas
la naturaleza y complicación de los negó
cios sometidos al juicio arbitral y la índole
del procedimiento que en él haya de se-
guirse.

Cuando las partes no han designado el
término dentro del cual han de dictar sen-
tencia los avenidores, entonces lo señala la
ley, y es, en los negocios civiles el de tres
años, y en los mercantiles el de cien dias (i).

;í.° Prorogacion de sus facultades.

Las facultades ó atribuciones de los ár-
bitros y arbilradores pueden en ciertos ca-
sos prorogarse, ya en cuanto á su eslension,
ya en cuanto á su duración.

Las atribuciones de los árbitros y arbitra-
doces son sin duda mayores cuando las par-
tes renuncian á los recursos legales que

( i  > Lr  j *7, l i t .  4, l’ari. 3,Arl- ley de enjuiciatnien-
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no puede con fundamento sostenerse sobre
esto controversia en vista del articulo 265
de la ley de enjuiciamiento que previene,
que los herederos de los que otorgaron ó
contrataron el compromiso, quedarán obli-
gados á sus resultas aunque sean menores.
La misma razón es aplicable á los demas
causa-hacientes de los com promitentes.

Las facultades de los arbitros y arbitra--
dores pueden eslenderse también en cuanto
al tiempo, bien porque se prorogue el tér-
mino del compromiso , bien porque se sus-
penda este término por alguna causa legi-
tima. ■

Estando facultadas las partes para fijar á
su arbitrio la duración del a rbítrage, natu-
ralmente lo están también para prorogarlo
por el tiempo que les parezca, asi como para
autorizar á los avenidores para que lo pro-
loguen por si ,  caso de noser suficiente el de-
signado en el compromiso, ó en su defecto
el señalado en la ley. Para que tenga lugar la
prorogacionde común acuerdado las partes,
es  preciso que los avenidores no la resistan,
pues debiendo considerarse como un nuevo
compromiso, es  indispensable que la acep-
ten para que pueda ser para ellos obligato-
ria. Si la prorogacion la hacen los aveni-
dores en virtud de la facultad que para ello
se les baya conferido, es  preciso para su va-
lidez que las partes no la resistan , porque
si se oponen de común acuerdo, ó solo una
de ellas, termina el compromiso, con esta di-
ferencia, que cuando la oposición proviene
de una sola parte contra la voluntad de la
otra, incurre aquella en la pena pactada.

El término legal ó convencional del com-
promiso puede suspenderse por alguna cau-
sa legal , y por este medio puede durar mas
tiempo del calculado cuando se celebró.
Una de estas causas es la recusación. La
demanda de recusación de un árbitro ó ar-
bitrador propuesta ante el juez ó tribunal
competente, suspende mientras se sustancia
y hasta que se decide ejecutoriamente el
poder y jurisdicción de los avenidores y de
consiguiente el  término del compromiso.

Del mismo modo queda en suspenso el
termino del arbilrage, cuando muere una de
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las partes y obliga el compromiso al here-
dero , hasta tanto que se cita y emplaza al
que esté reconocido por tal, ó á su repre-
sentante legal, caso de ignorarse quien sea,
ó ser menor de edad , etc.

También se suspende el juicio arbitral,
cuando no puede continuar hasta que se
decida algún incidente cuya resolución no
compete á Jos árbitros ó arbilradores , sino
á los tribunales ordinarios: por ejemplo, al-
gún incidente criminal.

En todos estos casos y otros análogos
debe quedar en suspenso el término legal ó
convencional del compromiso por lodo el
tiempo que dure la causa que produce la
suspensión.

SECCION X.

DEL REEMPLAZO DE LOS ARBITROS Y

ARBITRADORES.

No siempre que falta uno ó varios de los
árbitros ó arbitradores nombrados, conclu-
ye el arbitrage. Cuando á pesar de esta fal-
ta subsiste el compromiso , entonces debe
procederse al reemplazo de aquel ó aquellos
jueces que dejaron de serlo, á menos que
hubiesen convenido las parles en que los
restantes pudieran por sí solos continuar y
decidir el juicio. Vamos á determinaren los
párrafos siguientes las causas que pueden
dar lugar al reemplazo de los árbitros y ar-
bitradores, y la forma en que debe proce-
derse á él.

§. t Causas que  pueden dar  lugar al  retémpla-
lo de  los arbitros y arbitradores

El reemplazo de los avenidores es ó nece-
sario ó convencional, según que las partes
deban hacerlo forzosamente , porque la ley
lo ordene, ó en virtud de su libre voluntad,
porque así lo hayan convenido.

El reemplazo necesario solo tierna lugar
en el arbitrage forzado, porque obligadas
las partes por la ley á someter sus diferen-
cias al juicio de árbitros, es una consecuen-
cia precisa que la misma ley. les obligue á
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4.a Lá recusación de un árbitro si está

nombrado por una sola parte. La razón de
su  reemplazo en este caso es la misma que
en los anteriores.

15.a La muerte de un árbitro si su elec-
ción fue hecha por una sola parte. Tampo-
co por esta causa termina el arbitrage for-
zado, es necesario por lo mismo proceder
al reemplazo de aquel.

En todos estos casos el reemplazo dehe
verificarlo la misma parte que nombró al
qóe ha do reemplazarse ; pero como puede
ocurrir que esta se niegue á hacerlo , de-
bemos determinar aquí lo que debe practi-
carse para que la ley quede cumplida.
Ocurrida la falta de un árbitro por cual-
quiera de las causas anteriormente indica-
das, debe la otra parte interesada en que se
ejecute el reemplazo, acudir al tribunal de
comercio para dársela á conocer, solicitan-
do se haga saber á la parte que debe hacer
la nuéva elección que, dentro del término
que al efecto se le señale , proceda ai nom-
bramiento de otro árbitro que reemplace al
que dejó de serlo, bajo apercibimiento de
hacerlo de oficio ol tribunal y de declararle
incurso en la multa estipulada en el compro-
miso. El tribunal debe asi ordenarlo y notifi-
cada á las partes esta providencia, si la
que está obligada á hacer el nombramiento,
deja trascurrir el término que so le ha se-
ñalado, sin hacerlo, debe el tribunal, sin
necesidad depróroga alguna, hacer de ofi-
cio la elección en la persona que á su juicio
sea perita é imparcial en el negocio que se
dispute, declarando ademas incurso en la
mulla señalada en el contrato á los que de-
jaren de prestarse ,á los actos necesarios
para la preparación ó complemento del jui-
cio arbitral (I). El nombramiento de oficio
por el tribunal de comercio, si la parle
se niega á la elección dentro del término se-
ñalado, está espresamente consignada en
el código de comercio (2) , cuando se cons-
tituye en su totalidad el tribunal arbitral
forzado , y como la razón en que se funda
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completar tribunal, cuando la falta de uno
ó mas jueces no lleva contigo la termina-
ción del arbitrage. Las causas que pueden
dar lugar al reemplazo necesario son las

siguientes:
1 .a La no aceptación de  uno ó mas ár-

bitros, siempre que estén nombrados por
una sola parte. Si el árbitro que baya re-*
husado la aceptación estuviese nombrado
por una de las parles, y no por unanimi-
dad entre todas subsistirá el compromiso y
estará obligada la que le nombró á sustituir
en su lugar otra persona (1).

2.* La renuncia ó dimisión de un árbi-
tro , después de aceptado el cargo , con tal
que esté también nombrado por una sola
parte. Por esta causa tampoco se termina
el arbitrage forzado, por cuya razón es
preciso que se proceda al reemplazo dol
renunciante ó di mi tente para que pueda
continuare) juicio. Que Ja renuncia ó se-
paración sea fundada ó infundada , poco
importa para la cuestión que nos ocupa , el
reemplazo os necesario siempre que el ár-
bitro abandona su encargo, aun cuando este
abandono sea i njus tilica ble ó malicioso. En
todos los casos en que la renuncia ó separa-
ción sea inadmisible con arreglo á la ley, y
en que no basten los apremios del tribunal
para hacerle cumplir con su olicio, incurri-
rá en responsabilidad mas ó menos grave
según las circunstancias, poro, no podrá
prescindir de  proceder á su reemplazo la
parte que lo había elegido.

3.* La incapacidad ó impedimento «pie
imposibible á un árbitro para desempeñar
sus funciones , si está asimismo nombrado
por una sola parto. Después de  aceptado el
cargo por el árbitro, puede sobrevenir al-
guna causa que lo imposibilite para ol des-
empeño de  su oficio , como si es  condenado
á inhabili lácian > perpetua- absoluta , - etc.
Véase la sección VI. Cuando un árbitro
nombrado por una de las parles se incapa-
cite,  debe procederse á su reemplazo,
pnesto que no termina por esta causa el ar-
bitraje forzado.

(l> Arl .  970, lev de enjuiciamiento.
(9/  Art, 32*, código de comercio,

55
1 1) Art,  970, ley de enjuiciamiento.

TOMO irv.
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la ley en este caso, subsiste en  toda su fuer-
za en toáoslos demás, en que solo se trata
del complemento de este mismo tribunal
arbitral, no puede menos de aplicarse á
ellos, con tanto mas motivo, cuanto que sin
esto podría ser burlada la ley que impone
á las partes el arbitrage forzado y la obli-
gación de hacer el nombramiento délos ár-
bitros, no solo al principio del juicio,' sino
cuando alguno de los nombrados por una
de ellas deja de serlo.

El reemplazo convencional tiene lugar, no
solo en el arbitrage voluntario, sea este ju-
rídico ó de amigable composición, sino
también on el forzado en los casos que da-
remos ó conocer.

En el arbitrage voluntario pueden conve-
nir las partes que, cuando ocurra la falla
de alguno de los nombrados , bien por muer-
te ,  renuncia, incapacidad , recusación, etc.,
se proceda á su reemplazo por los que le
babian nombrado. Esta convención obliga á
los contratantes, y como al hacerla se han
propuesto que no termine el compromiso
por la falta de uno de los avenidores , sino
que continúe , no puede menos de verificar-
se el reemplazo, cuando así lo han estipu-
lado. Si el que está obligado á hacer el nue-
vo nombramiento, no quiere prestarse á
ello, incurrirá en la pena del compromiso,
en los mismos términos que si dejara de
cumplirla sentencia arbitral.

En el arbitrage forzado puede también
tener lugar el reemplazo convencional, en
todos los casos en que con arreglo á la ley
cesen sus efectos por cualquiera causa ocur-
rida antes de la sentencia, tal como la no
aceptación ó renuncia, la recusación, la
incapacidad , la muerte de uno ó mas árbi-
tros, siempre que estén nombrados de co-
mún acuerdo de las partes , porque si lo
están por una sola, entonces procede el
reemplazo necesario , como hemos visto an-
teriormente (I). Llegado uno de estos casos
podrán los interesados acordare! reemplazo
del árbitro ó arbitros que hayan dejado de

serlo, si de antemano no lo hubiesen con-
venida en el contrato de '  compromiso, de-
biendo ejecutarlo de coman acuerdo, como
antes lo habían, verificado. Si en  la elección
no pueden ponerse de acuerdo sobre la
persona, entonces deben acudir al tribunal
de comercio para que haga el nombramien-
to ,  á menos que todas las partes estuviese»
conformes en anular el anterior convenio
por el que se obligaron á hacer el (reem-
plazo.
, El tribunal . arbitral . forzado concluye
también sus funciones por haber espirado
el plazo convencional ó legal antes de dic-
tarse la sentencia, ó por la revocación de
los poderes de los árbitros nombrados ; mas
no porque hayan cesado los efectos del
compromiso por cualquiera de  las causas
que señala la ley , debe considerarse que el
arbitrage forzado ha dejado de ser la juris-
dicción única , competente y eselusiva para
decidir aquellas diferencias no terminadas
por la cesación de las fondones del tribunal
anteriormente nombrado. Cuando las partes
ó alguna de ellas insistan en sus pretensio-
nes y renueven el juicio antes provocado,
deben proceder otra vez á constituir el tri-
bunal arbitral, eligiendo los jueces que
hayan de resolver sus diferencias. En este
caso deben los nuevamente elegidos conti-
nuar el proceso en el estado que tuviese,
como sucede en los tribunales ordinarios,
cuando se nombra un nuevo juez ó magis-
trado, porque el tribunal arbitral forzado es
un establecimiento de la ley para los casos
de su competencia , como lo  es el tribuna
de comercio ó cualquier ordinario. Esto se
entiende, cuando las partes en el anterior
compromiso no  hubiesen dispensado á los
árbitros de las formalidades légalos del pro-
cedimiento, porque esta dispensación, sien-
do como es un acto voluntario dé las partes,
que pueden haber convenido en virtud de
la confianza que les merecieran los jueces
anteriormente nombrados, no debe enten-
derse reproducida en favor del nuevo tri-
bunal , como espresamente no se la conce-
dan los interesados envirtud de un nuevo
compromiso.■ 1) An» ,  270, 180 , ley j ie tn jn ic jamianto.
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acuerden. Todo esto deben hacerlo constar
por escrito en una especie de acta ó proce-
so , que terminará con el laudo suscrito por
ellos, el cual deberán hacer saber á las par-
tes para que ,les conste, y principie á con-
tarse el término concedido por la ley para
reclamar contra él. Si quisieren dar mayor
instrucción al espediente , podrán hacerlo,
así como podrán'tambien hacer que las par-
tes juren posiciones, ó que éxhiban y pre-
senten los documentos que juzguen necesa-
rios paré el descubrimiento de la verdad.

En materia comerciarla ley ordena, que
el procedimiento de los amigables compone-
dores se reducirá á recibir de las partes y
examinar los documentos que les entreguen
relativos á sus diferencias, y dar su deci-
sión ó laudo, que firmarán, entregando
una. copiaautorizada á cada interesado (1).

En el juicio de amigable composición no
es ,  pues, necesario el ministerio de los pro-
curadores, escribano y abogados, ni hay
tampoco necesidad de hacer liso del papel
sellado, aunque es indispensable que el
proceso se instruya y el laudo se dicte en el
papel del sello correspondiente, y con la in-
tervención de un escribano público , sí se
quiere que la sentencia ó laudo sea desde
luego ejecutiva (2).

En el arbi trago jurídico , la ley civil im-
pone á los árbitros la obligación de instruir
el proceso y seguir el juicio con las mismas
formalidades que los jueces ordinarios. Ta-
les avenidores como estos, dice la ley de
Partidas (3) desque recibieren é otorgaren
de librarlos assi , que deben andar adelante
por él pleito , también como si fuesen jue-
ces ordinarios, faciéndolos comenzar el plei-
to ante sí por demanda é por respuesta, é
oyendo é rccibiendólas pruebas é las razo-
nes é‘ lás defensiones que ponen cada una
dé tas partes; E sobre todo deben dar su
juicio ’ afinado , según entendieren que lo
deben faéer de derecho.

Cuando las parles celebran compromiso
en materia civil , y eligen árbitros para que

§. 2.* Forma J» proceder ai roempian de ¡os
árbitros ó arbitradores.

Cuando haya lugar á proceder al reem-
plazo de uno ó mas árbitros ó arbitradorés,
debe hacerse este en la misma forma en
que se verificó el nombramiento del que
dejó de serlo , ó en cualquiera otra legal,
con tal que sea adaptable al caso en cues-
tión. Siempre que por la resistencia del que’
debe hacer el nombramiento , ó por la dis-
cordancia de los electores, deba hacerlo el
tribunal de comercio ú ordinario , la forma
que estos deben adoptar, es  la mirara que
guardan en sus demas providencias, debién-
dose notificar la elección ¿ las partes, y
hacerse saber al nombrado para su acepta-
ción.

SECCION XI.

DKL PROCID1MIENTO A&BITHAL HASTA LA SEN-

TENCIA.

El juicio arbitral hemos visto qne puede
ser jurídico ó de amigable composición ; de
consiguiente, el procedimiento que en él ha
de  seguirse , debe ser acomodado á la na-
turaleza particular de . cada una de estas
dos especies. � > . �

En materia civil , los arbitradorés ó ami-
gables componedores están facultados para
avenir y terminar las contiendas que hubie-
re» entre sí las partes en cualquier manera
que tuvieren por bien, oyendo las razones
de  una y otra, siendo válida su sentencia,
atrn cuando no hicieren comenzar el pleito
por demanda y por respuesta, y no observa-
sen todas las demas formalidades qtie los
otros jueces están obligados á guardar (1).
Los amigables componedores están , pues,
dispensados de la ritualidad dé los juicios
ordinarios, podiendo limitar el  procedimien-
to  que instruyan á hacer ¿onstar'ta diferen-
cia ó diferencias sotnetidará su I decisión, los
fundamentos y razones en qúe las partes
apoyan sus solicitudes y la resolución que

( i )  Af t .  999. !*▼ de  en|nlrl«tnlenU>.
( i Ley 4. u i  17. l ib .  i 1. Nu* .  Mee.
< í )  Uy  » ,  üt. * ,  rvn. S.( 1 )  Uy  «&, ÜU  *, Pirt. 3»
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árbitros de Jas formalidades del proce-
dimiento legal, es  esta ; la de conferir á las
personas que se eligen como jueces de ave-
nencia , el doble carácter de  árbitros y ar-
bitradores, ó amigables componedores.

La legislación francesa reconoce también
en las partes el derecho de dispensar á los
árbitros del rigor de las formas legales,
pues ordena en el artículo 1009 del código
de proccdiinieplo civil , quo las partes y Josar-
bitros seguirán en la sustanciacion del pro-
ceso las formas y los términos establecidos
para loo tribunales, si las partes no han
pactado otra cosa.

Pueden, pues, Los compromitcnles some-
ter sus diferencias al juicio de árbitros , dis-
pensándose y dispensando á estos de las so-
lemnidades legales del procedimiento, y la
razón es, porque tienen el derecho de elegir
jueces que decidan sus diferencias, sin aten-
der á las reglas del derecho, no solo en la
sustanciacion del proceso, sino en la resolu-
ción dél negocio, y quienpuede lo mas, pue-
de también lo menos.

En materia mercantil, el procedimiento
legal que han de seguir los árbitros en  la
sustanciados del juicio arbitral , no es igual
al que siguen los tribunales de comercio,
En materia civil , hemos visto que la ley se
ha limitado á sentar la regla general, de
que los árbitros deben seguir los mismos
trámites y solemnidades que los jueces.or-
dinaríos , á menos que las partes hayan con-
venido otra cosa en el compromiso ; de  ma-
nera, que cuando las partes se han limitado
á hacer el nombramiento de árbitros, sin dis-
pensarles del deber en que están de atem-
perarse á la ley en el procedimiento , están
obligados á sustanciar el negocio por los
trámites que corresponden á la naturaleza y
entidad del mismo, es decir, deben seguir,
ó el juicio verbal , ó el de menor cuantía , ó
el ejecutivo , ó el ordinario, en fin, el que
proceda, en  los mismos términos que s i  co-
nociera <Je él el juez ó tribunal establecido
por la ley. No sucede lo mismo en materia
mercantil. La ley de enjuiciamiento sobre
causas de comercio, no admite la regla
genera) que acabamos de mencionar; an-

decidan Jas diferenciad que tes someten con ¡
arreglo á derecho, sin dispensarles de ningu-
na formalidad , ni autorizarles para que en
cosa alguna puedan obrar fuera de) círculo
legal , en este caso el sistema del proce-
dimiento que deben seguir es el mismo que
están obligados á guardar los jueces ordina-
rios en los negocios de su competencia. De-
ben sustanciar el proceso por todos sus trá-
mites ordinarios, ó sumarios, según lo exi-
ja la naturaleza del negocio, y obligar a las
partes á que en sus escritos , alegaciones y
pruebas se atemperen á lo establecido en
las leyes. En los negocios ordinarios de ma-
yor cuantía es necesaria la intervención de.
los procuradores y abogados , como lo es
en los tribunales comunes , debiendo asi-
mismo los árbitros nombrar un escribano
que actúe en el proceso y practique Loda
las diligencias.

Este órden estrictamente legal de proce-
der apenas se practica, porque las partes,
en uso del derecho que tienen por la misma
ley para ordenar como tengan por conve-
niente la forma de sustanciacion , suelen
dispensar á los árbitros en el compromiso
de ciertas formalidades, autorizándoles para
que siu sujeción á ellas, decídanlas diferen-
cias que por él se someten á su fallo. Las
partes tienen el derecho de someter sus di-
ferencias al juicio de amigables compone-
dores ; mas no puede acomodarles la amplia
libertad que en la decisión del negocio deja
á estos la ley , así como no puede convenir-
les tampoco la sustanciacion lenta y costosa
que la ley impone á los árbitros de derecho.
Deseando evitar ambos escollos , pueden dar
á los jueces que nombren un caráeter misto
de -árbitros y arbitradores, facultándoles
para que puedan prescindir de las formali-
dades de sustanciacion que tengan por con-
veniente, y obligándoles á que dicten la
sentencia conforme á las reglas de derecho;
ó bien podrán nombrarles á la vez árbitros
y arbitradores ú amigables componedores,
para que puedan así obrar en uno y otro
concepto , según lo reclame la naturaleza
del negocio. La fórmula que generalmente
ha adoptado la práctica para dispensar á los
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te reuniese opino. tribunal para ,dictar ¿u*.
providencias oír, tefUwJÍQ¡iesf teJ?*
testigos, efe-, .puesto que la ley no  ja  señar-
la,, eligiéndose por lo común , la casa habí ta-
cón del mas antiguo en la clase ó profesión,
si todos pertenecen á una misma, ó la del
de mas edad, si pertenecen á diversas Es-
tas ( reglas, sin embargo, podrán alterarse
por r zqp te  otras circunstancia , por lo
cupl.es lp mejor acordar ep cada caso lo
que sea mas conveniente. .

¿Y deberá el tribunal de  árbitros nombrar
un escribano público que actúe en el pro*
ceso y notifique s tas partes la» providen-
cias que dicten? L ley nadQ dice sobre este
particular; fpcro atendiendo á que elproce,

n dimicnto que se sigue en este juicio es pro-
cedimiento formal, aunque no tan solemne
como el  que sigue el tribunal de comercio, y
áqueen muchos casos lo impone la ley á las
partes contra su voluntad, creemos que debe
actuar en él un -escribano, público á elecdoq
délo» jueces árbitros y asi se, practica»

La intervención de los procuradores y
abogados que representen y defiendan á
las partes en estos juicios , no la consi-
dera Ja ley necesaria , mas tampoco la pro-
híbe, de donde se deduce que Las parles
están facultadas para presentarse por sí y
defenderse , así como para comparecer por
medio de procurador. y defenderse por me-
dio de ahogado , según tengan por conve-
niente

Constituido el tribunal arbitral en el lu-
gar de sus sesiones y enterado por el com-
promiso de que las diferencias sometidas á
su decisión, no han sido formalmente for-
muladas ni documentadas en otro juicio an-
terior, debe dictar providencia mandando
se baga saber á tas partes que deduzcan sus
respectivas pretensiones, acompañando los
documentos en que apoyen su ¡derecho den-
tro del término que le parezca prudente se-
ñalar, siempre que no esceda de quiuce
dias. Cuando, ha ya precedido al compromiso
un debale jurídico, en el que se hayan con-
signado las pretensiones recíprocas de las
parles con los documentos en que se apo-
yan , seria un mandato supérfluo y gravoso

les bien la .  deroga en e í  techo, te  estan
blecer un procedimiento especial y propio
pare tote juicio de  árbitro sin úistinfqon
do .cansas ni acgoeio»; te  manera que, so-,
gun. ella r ;Cuatquiere quesea lo. naturaleza
y qntidad. te  tas deferencias qpe se  sometan
al juicio te  árbitros , todas deben sustan-
ciarse coa arreglo ó un mismo procedimien-
to, á meaos., sin embargo, que las partea
hayan convenido otra cosa es  el compromi-
so, ponqué el derecho, que tienen estam para
estender las facultades de  los árbitros hasta
convertirlos o» amigables componedores, no
lo pierden1 porque el negocio objeto dpi ar-
bitraje sea por su qaluralcaa mercantil y
Mé  sujeto á Jas .leyes especíate* -te. eo-
murcio.

Si ,  pues, las parles se han limitado en el
compromiso á,  someter sua.difercncias mor»
cantiles a! juicio d§ árbitros, la sustancia-
cion que estos ban de  dar al proceso, debe
ser la que vamos á espqner, cualquiera que
sea la entidad y naturaleza del negocio (I).

Aceptando los árbitros el compromiso tá-
cita ó espresamente, mandarán hacer saber
á los interesados que tedqzcaq.sus respec-
tivas pretensiones acompañando tos docu-
mentos en que apoyen.su derecho, con se-
ñalamiento de un término, que se  graduará
con relación al plazo del compromiso, sin
que  pueda en ningún caso esceder do quin-
en dias. Tal es el tenor del articulo de
Ja ley de enjuiciamiento.

Celebrado el compromiso, lo primero que
debe procurarse es La constitución del tri-
bunal arbitral, á cuyo efecto debe requerir-
se  á los árbitros nombrados por medio de
un  escribano que dé fó de ello, para quq
manifiesten bajo su firma si aceptan ó no el
cargo.  La aceptación puede requerirse y ha-
cerse constar por otros medios, como por olí-»
c ío  ; pero debe preferirse el primero que de-
jamos indicado.

Aceptado por todos los nombrados el com-
promiso, deben designar el lugar donde han

( í )  Lo» negocio, sometido» por la ley al  Juicio verbal
�»ea fuera de )« competencia deJ arbitraje (onade,  ae-
g t in  se  ha espútalo en la sección IX ,  p i r r .  < ;  mas puedo
ser  objeto de no compromiso voluntario, y cuando p«r

se  someten el  Juicio do árbitro», quedan también tu.
jwvoo á e»t� proeedimieete.
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el que previene el articule 28i de la ley dé
enjuiciamiento , el cual por lo mismo solo
debe referirse ¿ los casos en que la cuestión
del litigio no esté formulada nidocumen-
tada légaknente. Por eso dice en el artículo
29tJ , que si el compromiso se hubiese hecho
pendiente la instancia de apelación de la
sentencia del tribunal de comercio , los jue-
ces árbitros con/íntwrdn esta por los trámi-
tes de derecho. Lo que legal mente está prac-
ticado, es inútil volver á practicarlo : lo que
procede es la continuación. De aquí se  de-
duce, que siempre que sobre la contienda
comprometida hubiese pleito pendiente,
deben los árbitros enterarse del estado que
tenga , y con arreglo ¿ él dictar sus provi-
dencias.

No habiendo recaído el compromiso sobre
pleito comenzado , deben pues , mandar los
árbitros se haga saber á las partes/ que de-
duzcan sus respectivas pretensiones , acom-
pañando los documentos en que ápoyeh sus
deréchos. Con arreglo á esta providencia
debe cada una de las partes presentar, dentro
del término que se les señale, las demandas
que qúiera ejercitar acerca del negocio ó ne-
gocios objeto del arbitraje, con los docu-
mentos que las justifiquen , pues de no
hacerlo, Será habida por contumaz y se
le declara desde luego incursa en la pená
del compromiso, parándole él perjuicio que
haya lugar en la sentencia (1). Ésto debe
entenderse siempreque todas las partes ten-
gan pretensiones que deducir , indepen-
dientemente de las dé suá contrarios, ó lo
que es  lo mismo, siempre que las partes sean
reciprocamente demandantes , porque si al-
guna limita sús gestiones á contradecir y
escepcion'ár,' no es posible que lo haga sino
después que se le comuniquen las preten-
siones del actor. ’ .

Para que el’ tribunal arbitral tenga por
contumaz á la parte que haya dejado tras-
currir el término señalado sin deducir sus
pretensiones, declarándola incursa en la
multa del compromiso , es necesario que la
otra lo pida , pues los árbitros no deben

(1) Art. 883, ley «njoRimnient*.

obrar en esto de oAoio , uno á instancia de
parte.'
' Podrá ocurrir que ninguna de  las partes

cumpla aquella providencia. Cuando tal su-
ceda ¿deberán los árbitros haberlas por con-
tumaces? La ley solo ha previsto el caso.eu
que desobedezca una de  las partes, y 10 que
en este caso previsto dispone , no es  aplica-
ble al caso supuesto , ya porque el compro-
miso no  termina por la no presentación de
las pretensiones de las parles dentro del
término señalado por los árbitros en  su pri-
mera providencia, ya porque los árbitros
no pueden hacer de oficio, la declaración
de contumacia. Si ninguna de las partes
■comparece é insta, el juicio debe quedaren
aquel estado , terminando el compromiso á
la espiración del plazo , si antes no ha so-
brevenido alguna otra causa que le ponga
fin. Mas si se presenta alguna de las partes
y pretende se continúe el juicio , creemos
que los árbitros deben dictar nueva provi-
dencia , señalando á las partes otro plazo
para que dentro de él deduzcan sus preten-
siones.

De la pretensión y documentos que pre-
sente una parte, se dará comunicación á la
contraria por término de seis dias precisos,
y se le admitirán el escrito y documentos
que prerente en su impugnación (1). Si cada
parte ha presentado su pretensión, manda-
rán los árbitros que se comuniquen á la
contraria por el órden que señalen, aunque
convendría que se comunicasen todas á la
vez con la debida separación , para ahorrar
tiempo y evitar la desigualdad de la defensa
que resulta necesariamente de unir desde
luego al proceso todas las pretensiones y
comunicarlas sucesivamente ; pues aun
cuándo la ley no concede á las partes el de-
recho de replicar á la impugnación de la
otra , no es posible evitar que aquella á
quien se da vista de la contestación de su
contrario , á la vez que se te comunican sus
pretensiones , -replique, contradiga y escep-
cione á un mismo tiempo.

Concluidoel término de los seis dias coa-

t í )  Art-SW, í*y de eajuiolMNeato,
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la tramitación, .y el silencio que guarda
respecto á loa tofoqpes orales, inducen á
creer que no permite las vistas formales en
tos juicios do árbitros. 3¡n embargo, como
nelasprohibe , y manda que. se cite á las
partes para sentencia T creemos que, si al-
guna de  ellas pide la vista formal , y el ne-
gocio es  complicado , pueden acceder á ella
los árbitros , mayormente si esperan que
Los informes orales contribuirán á ilustrar
la cuestión.

Véase sobre las medidas 1ó providencias
que loa árbitros pueden ordenar acerca de
tos incidentes que puedan ocurrir durante
el  juieio, sobre pruebas, e t c . ,  toque de-
jamos dicho en  la sección IX . 2.°

SECCION X1L

OB LA SENTENCIA ARBITRAL,

La sentencia definitiva, es  el acto supre-
mo del acbitrage , y el objeto final del conn
promiso. Enterados los árbitros ó arbitra-
dores de  la& pretensiones de las partes , y
de los fundamentos en que se apoyan,
practicadas todas aquellas diligencias que
procedan y sean necesarias pera mejor pro-
veer, y citadas las partes para sentencia,
según queda dicho , deben reunirse todos
ellos para deliberar sobre. la resolución que
deban dictar conforme álas reglas á que de-
ben ajoslar su falto Cuando todos están de
acuerde en la decisión del negocio , su re-
solución uniforme causa sentencia , mas si
se  dividen sus pareceres, en este caso es la
decisión de la mayoría la que adquiere el
carácter de sentencia. Solo, cuando están
discordes en sus resoluciones, y ninguna
de ellas reune en su favor la mayoría de
votos que determina la ley ,-deja de haber
sentencia, naciendo da aquí la necesidad
de que intervenga un tercero para dirimir
la discordia. En esta sección soto nos ocu-
pamos del caso en que la resolución de los
árbitros ó arbitradores causa sentencia, re-
servando para la siguiente el examinar
cuando causa discordia y lo que debe en-
tonces practicarse para dirimirla. .

cedidos á «ñaparía pera presentar su ün-
pugnacion á las preteasidnes de la cohtra-i
ría , sí ha tomado los autos y no los ha de-
vuelto, podrán mandar los árbitros á instah-
oía de cualquiera de ellas que se recojan/

Con vista de las pretensiones é impugna-
ciones de las partes y sin mas escritos, re-
cibirán los árbitros el espediente á prueba
por el término que estimen arreglado, se-
gún tas circunstancias del negocio y el pla-
zo del compromiso (i). Este término podrán
prorogarlo por justa causa, siempre que
puedan dentro del plazo del compromiso
dictar la sentencia y notificarla á las partes.
Todos tos medios de prueba que loe leyes
permiten para tos juicios ordinarios puedan
tener lugar en el juicio arbitral j debiéndep
se observar en su práctica las forinalidades
que en el juicio ordinario ante toa tribuna
les dé comercio (2y. V. !

Cohckiso el término de prueba ; manda-
rán toa árbitros unir álos  autos lasprobannas
practicadas, y si examinadas por ellos ha-
llasen que alguna de las partes- se  había re-
servado documentos para la aclataeton del
derecho deducido por cada una , ordenarán
dé oficio su presentación , ó procederán á
su reconocimiento, si por su Calidad no se
pudiese exigir aquella. También podrán
mandar á los litigantes que juren posicio-
nes sobre tos hfechos no probados que sean
concernientes á la cuestión del compromi-
so (3) , ó que se practique para mejor pro-
veer cualquiera otra diligencia que consi-
deren necesaria para aclarar algún hecho
oscuro , ó venir al descubrimiento de la
verdad.

Terminadas estas diligencias en tos casos
que sean necesarias , ó soto con las que se
hayan practicado dentro del término de
prueba, tendrán los árbitros el juicio por
concluso , mandando se haga así saber á las
partes y que se las cite para su determina-
ción final (4). '

La brevedad que establece la ley en

(11 Art. SM, ley de «ajuiciamiento.
:«) ArL ttljd. id.
( I  > Art. ¡d. id.
(4) Arl. 5»7, Id. Id.
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1 .� Del tiempo y lugar en qué debo dic-

tarse la sentencia arbitral.

Sea que las partes hayan señalado en el
compromiso el tiempo en que han de jua-
gar los avenidores, ó que hayan guardado
silencio, siempre el juicio dehe proferirse
dentro del término convencional en el pri-
mer coso , ó dentro del legal en el segundo,
porque fuera de dicho tiempo no existe en
los jueces avenidores jurisdicción y lo que
actuaren es  nulo de derecho (1).

Si los compromitentes no espresaron en
el compromiso otra cosa, los jueces deben
sentenciar en dias no feriados , de la misma
manera que lo deben hacer los ordina-
rios (2);

Como la regla principal á que han de
atenérselos árbitros es el compromiso, si
en él se les señaló el lugar en qne han de
juzgar, allí deberán hacerlo, y en defecto
de señalamiento , en aquel en que se cele-
bró el compromiso y aceptaron el cargo (3).

| .  2.* fie las cosas que debe comprender la
sentencia.

El fallo arbitral tiene por objeto terminar
la diferencia ó diferencias determinadas en
el compromiso; por consiguiente, para
Henar este objeto debe comprender la re-
solución de  todos los pantos objeto de la
contienda. Si la misioh de los avenidores es
la de terminar lodos los pierios pendientes
entre las partes, ó prevenirlos, darán- sobre
cada cual tina sentencia separada , á menos
que en el compromiso se les hubiese faculta-
do para comprender en una sola sentencia
la resolución de todo*.

Bien decidan los avenidores muchos plei-
tos a la vez , bien uno solo, deben redactar
la sentencia ó laudo con la posible claridad,
resolviendo cada cuestión determinadamen-
te , de modo que en cada punto decidido
halle cada parte la resolución de las pre-
tensiones que sobre él ha sostenido.

1 � Ley i í .  til. 4 ,  P«,<.  J. Arl*. Í7U y 17», lo» üe en-
)tíleí araremo. ' > �

9) Ley U ,  t i l .  4.  l 'Mt.  8_
-5, Ley 17, id. M .

Así como la sentencia debe comprender
la determinación de  loe puntos comprome-
tidos , debe contener también la declaración
sobre los frutos ó rentas de la cosa , cuando
los avenidoras decidan sobre ellos, así como
la condenación de costas, si en  ellas conde-
nasen á alguna de las partes.

La fecha del día en que se pronuncia la
sentencia es una circunstancia que osla
debe contener; lo primero, para conocer si
los árbitros la han dado dentro del plazo
legal ó convencional caque pueden juzgar;
lo segundo , para saber cuando espira el
tiempo hábil para interponer la apelación,
si las partes en el compromiso se reserva-
ron este derecho ; y tercero , para cono-
cer si ha trascurrido el término legal cu
qne por el silencio de los litigantes se tiene
por consentida la sentencia.

Sin embargo, si ¡as partos citadas y em-
plazadas pata oír sentencia , compareciesen
con este objeto ante los árbitros, y estos
pronunciasen su juicio ante ellos, ó en de-
fecto de  Comparecencia , se les notificase el
fallo por escribano público , con tal que es-
tos actos se hayan verificado dentrodel plazo
concedido para juzgar , la falta de fecha de
la sentencia no induciría nulidad.

En la sentencia arbitral debe hacerse men-
ción de los nombres de los avenidores y de
que todos los nombrados concurren á la dc-
eisiondel negocio. Si  algúno faltase, aunque
estuvieren acordes todos los presentes , la
sentencia : seria nula, porque tal vez el
aumento hubiera podido producir razones
tan poderosas, que al fin los pisos siguie-
ran su dictamen (I). Mas si en el compro-
miso se puso la cláusula de que si algunos
fallasen, pudiesen juzgar los presentes , en-
tonces la sentencia que estos dieran , será
válida, como si todos los jueces hubieran
concurrido.

Otra circunstancia , dice Febrero, afir-
mando hallarse introducida por la práctica,
debe contener la sentencia, y es, al jura-
mento de los árbitros de que cumplirán
fielmente con su encargo. Si esta forma-

0) Ley Ut. 4, P»rt. S.
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ser motivada, especialmente en el arbitrage
jurídico, sea voluntario ó forzado, espo-
njeado los fundamentos en que se apoyen
todas sus determinaciones.

SECCION XIII.

DEL TERCER ARBITRO.

No produciendo sentencia ninguna de las
decisiones de los árbitros ó arbitradores,
resulta la discordia, la cual hace necesaria
la intervención de un tercero, siempre que
el compromiso no termine por aquella causa.
Habiendo discordia, es necesario que los
árbitros ó arbitradores la hagan constar en
el espediente, consignando en él los dife-
rentes pareceres y sus motivos con la firma
de los árbitros ó arbitradores que los hayan
sostenido, porque debiendo ser aquellos
conocidos del tercero con toda exactitud
para poder en vista de lodos los anteceden-
tes del negocio formar su juicio y dictar su
resolución, y formando parle del procedi-
miento arbitral, deben quedar consignados
en el proceso. Asi está espresamente man-
dado por la ley de enjuiciamiento sobre
causas de comercio en su artículo 280, y
asi se practica también en materia civil.
De la discordia naco la necesidad del tercer
árbitro. Vamos, pues, á ocuparnos en esta
sección del caracter y naturaleza de las
funciones de este tercero, de los casos en
que es necesaria la intervención de su
nombramiento, de las cosas sobre que debe
juzgar , de la forma en que ha de proceder,
de los casos en que su decisión forma sen-
tencia y de aquellos en que por no foi mar-
la debe dirimir la discordia el tribunal.

§. 1.* Carácter y naturaleza de bis funcionen
del tercer árbitro.

Las funciones del tercer árbitro son do la
misma índole y naturaleza que las de los
avenidores discordantes.

De aquí se deduce : 1.“ Que son verda-
deros jueces y ejercen jurisdicción sobre
las personas y las cosas comprometidas

56
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Hilad, que ninguna ley exige, no se ha lle-
nado al tiempo de la aceptación , opinan
algunos prácticos que debe cumplirse an-
tes de proferirse la sentencia. Sin embargo,
este requisito no es indispensable, puesto
que no lo exige la ley, y los avenidores
pueden juzgar válidamente sin prestar el re-
ferido juramento.

$. 5." Forma de la sentencia arbitral.

La ley 107 , lit.  18  , Part. 3 , contiene la
fórmula de la sentencia arbitral , la cual es
á nuestro entender incompleta, á la vez
que inaplicable á una porción de casos. La
sentencia hemos visto en el párrafo anterior
que debe contener el lugar, dia, mes y año
en que se dicte, así como también si las
decisiones que comprende se toman de co-
mún acuerdo ó por mayoría de votos , cir-
cunstancias que no contiene la fórmula de
aquella ley. También debe firmársela sen-
tencia porlos avenidores que la pronuncien,
si saben escribir, porquede no hacerlo, apa-
recería como anónima y sin la autentici-
dad necesaria para producir todos sus efec-
tos legales.

(atando la sentencia se dicte por mayoría
de votos, y la minoría no quiera firmarla,
bastará que lo hagan los que componen
aquella , espresando en ella la negativa de
los demás; porque resultando sentencia de
los votos conformes del mayor número , lo
cual se hace constar por medio de sus fir-
mas, no debe depender de la voluntad de
la minoría hacer ineficazel fallo, ó retardar
sus efectos, negándose álirmarlo. Esto es lo
que aconseja la razon y lo que se deduce
de la disposición legal que declara ser sen-
tencia lo que resuelva la mayoría. El código
civil francés preveo este caso y ordena, qué
si la minoría rehúsa firmar, los demas ár-
bitros harán mención de ello en la senten-
cia,  produciendo esta el mismo efecto que
si hubiere sido firmada por todos (1).

En materia comercial, la sentencia debe

( I j  Art.  1010. código de [iroc»diniicnlo ct f i l .
JOMO I I I .
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2 . °  Que gozan en general de las mismas fa-
cultades y atribuciones que los otros aveni-
dores discordantes. 3.* Que están incapaci-
tados para desempeñar este cargo todos los
que lo están para ser árbitro ó arbitrador.
4.° Que pueden ser recusados por las mismas
causas que sus compañeros. 5.* Que deben
atemperarse á las mismas reglas que estos
para dictar su decisión. 6 /  Que son igual-
mente responsables de su conducta como
jueces.

Estas indicaciones tienen su complemento
en las secciones anteriores y en los párrafos
siguientes.

§, 2.* Ca*os y forma del nombramiento del
tercer árbitro.

En materia civil hay necesidad del tercer
árbitro, siempre que los árbitros ó arbitra-
dores nombrados para la decisión del nego-
cio están discordes en sus pareceres , de
manera que no resulte mayoría de votos.
La ley 29 ,  tít. 4 ,  Part. 3 ,  dice. «Pero si
acaesciese que los avenidores fuesen eguales,
asi como dos ó cuatro , é los unos quisiesen
dar un juicio y los otros otro , seyendo
tantos los de la una parte como los de la
otra , estonce decimos que deben los jueces
ordinarios, también á las partes, como á los
avenidores, que lomen un orne bueno que
sea comunal en querer el derecho para amas
las partes, é mandarles que se acuerden en
uno para librar aquel pleito. E si por aven-
tura non se acordaren, lo que juzgare la
mayor parte, aquello debe valer.» Aunque
el ejemplo que pone la ley,  presenta la di-
visión de los árbitros y arbitradores en dos
solas opiniones con igual número de votos
cada una, pudiera también suceder que
hubiese tres ó mas opiniones con igual nú-
mero de votos cada una , por ejemplo, que
siendo seis ú ocho los árbitros ó arbitrado-
res estuviesen divididos en tres ó en cuatro
pareceres. La necesidad del tercer árbitro
existe en estos casos lo mismo que en el pri-
mero, pues las dos condiciones que requiere
la ley, á saber, que el número de avenido-
res sea par, y que cada opinión tenga igual

número de votos que la otra, ambas concur-
ren lo mismo en los unos que en el otro.

Y qué diremos si siendo ocho , por ejem-
plo, los avenidores, cuatro de ellos sean de
un mismo parecer, dos de otro distinto, y los
dos restantes de otro diferente de entram-
bos , ¿habrá en este caso necesidad del ter-
cer árbitro, ó deberá reputarse por sen-
tencia el parecer de los cuatro? ó en otros
términos, ¿la mayoría de votos de que ha-
bla la ley para formar sentencia , es la ma-
yoría absoluta, ó la mayoría relativa? La
ley que dejamos copiada, claramante niega
el carácter de  sentencia al parecer que reu-
na solamente la mitad de los votos; de con-
siguiente , la mayoría de que habla y la que
exije para formar sentencia es la absoluta,
la mitad mas uno de los votantes. Esta ade-
mas es  la regla general establecida para
los tribunales colegiados, y mientras no
baya una disposición terminante que la de-
rogue, á ella debemos atenernos. Otras le-
gislaciones , tal como la de Francia , van to-
davía mas lejos ; no solo exigen la mayoría
absoluta para que haya sentencia, sino que
solo autorizan ó hacen necesaria la concur-
rencia del tercer árbitro en el único caso de
estar los avenidores divididos en dos opi-
niones , y entonces para que agregue su vo-
to á una de las dos.

En cuanto al nombramiento del tercer
árbitro en materia civil en los casos en que
sea necesario, pueden hacerlo las partes de
común acuerdo; en su defecto los mismos
avenidores, y si estos se negasen á ello, ó es-
tan discordes sobre la persona , debe hacer-
lo el juez á instancia de cualquiera de los
interesados.= La ley 26, tít. 4,  Part. 3 ,  di-
ce : « Pero si las partes quisiesen meter su
pleito en manos de avenidores, en tal ma-
nera que si ellos non pudiesen acordarse,
que tomaren otro que las partes señalasen
que fuesse y con ellos , estonce decimos que
bien lo pueden rescebir». Las partes pue-
den hacer el nombramiento del tercer ár-
bitro en el mismo compromiso, y si en él
no lo hubieren hecho, cuando nazca la ne-
cesidad de su nombramiento, á menos que
en aquel hayan designado persona que de-
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una, vean si existe motivo para recusarla-

De todos modos, sea que la declaración
de discordia deba ó no ,  según los anteriores
casos, notificarse á las partes, siempre ha
de hacerse constar en el proceso , y debe
contener la fecha para poder comprobar el
término concedido para dirimir la discor-
dia. En dicha declaración debe incluirse el
nombramiento del tercero, si lo hacen los
avenidores , ó bien espresarse el desacuerdo
de ellos sobre este punto , á fin de que sa-
bido por las partes , puedan dirigirse al juez
ordinario.

¿Si el tercer árbitro nombrado renuncia ó
se incapacita ó es recusado , deberá proce-
derse á su reemplazo por los mismos que hi-
cieron la elección anterior, ó deberá tenerse
por terminado el compromiso? Tampoco está
previsto este caso en nuestras leyes; pero lo
mas conforme á la doctrina es, que compro-
metidas las partes á que se lleve adelante
dfttrbitrage, sin embargo de  que falte uno de
los jueces, debe sin duda alguna procederse
al reemplazo del tercer árbitro. Esta volun-
tad de las partes, puede aparecer en el mis-
mo compromiso espresa ó tácitamente, y
también puede resultar de algún acto pos-
terior y formal, como si llegado el caso de
la falta del tercer árbitro , conviniesen en
que se procediese á su reemplazo.

En materia comercial, el nombramiento
del tercer árbitro puede ser hecho por las
partes ú otra tercera persona facultada por
estas, ó por el tribunal de comercio , ó por
la ley, según los casos.

Las partes pueden bacer el nombramiento
por sí mismas en el compromiso, ó bien
pueden designar la persona á quien facul-
ten para hacerlo (1/  Fuera del compromiso
y después de celebrado este, no podrán ha-
cerlo , porque dado el caso de que no hayan
hecho en él el nombramiento, ni hayan tam-
poco designado persona que verifique por
ellos la elección , si el arbilrage es de ami-
gable composición, 'se tiene por terminado,
y si es jurídico, recae la facultad de dirimir
la discordia en el juez avenidor del partido,

ba hacerlo , porque la elección de  los ár-
bitros y arbitradores que haya que reempla-
zar , así como la del tercero en discordia,
es un derecho que no pierden las partes
sino por su renuncia espresa ó tácita.

Cuando las partes no han hecho uso de
este derecho, ni en el compromiso ni cuan-
do ocurra la discordia, ni han designado
tampoco persona que haga la elección , en-
tonces corresponde hacer el nombramiento
á los mismos arbitros ó arbitradores discor-
dantes. «Es i  aquel orne, continúa la ley
antes citada , con que les avenidores se ha-
bían de acordar non k> señalasen las partes,
entonce los jueces mismos lo deben tomar é
pueden escoger cual ellos quisieren. E sí
asi non lo quisieren facer , puédelos apre-
miar el juez -ordinario que lo fagan, si á
mas las partes lo pidieren ó alguna dellas».
Esta ley Concede á los avenidores un dere-
cho y les impone un deber respecto al nom-
bramiento del tercer árbitro. Pueden hacer
la elección voluntariamente ; mas si se nie-
gan á ello , deben ser obligados por el juez
ordinario á instancia de cualquiera de las
partes.

En la elección del tercer árbitro , bien se
baga por las partes, bien por los avenidores,
puede ocurrir el oaso de que no haya acuer-
do  sobre la persona. Cuando tal suceda , de-
be  hacer la elección el juez ordinario á ins-
tancia de cualquiera de los interesados,
pues aun cuando no hay ley espresa que así
lo  determine, es un punto sobre el cual
están de acuerdo la doctrina y la práctica,
pues no hay otro medio mas imparcial y es-
pedí to de resolver la cuestión.

Cuando el tercer árbitro ha sido desig-
nado por las partes al hacer el compromiso,
y no hay dificultad en que este desempeñe
ana funciones, los árbitros no tienen preci-
sión de declarar á los litigantes la disconfor-
midad de sus pareceres ; pero si por el si-
lencio de los compromitentes procediesen
los árbitros por sí,  ó apremiados por el juez
ordinario, al nombramiento de aquel terce-
ro ,  ó lo hiciere el mismo juez ordinario, de-
ben hacer saber . el nombramiento á los
interesados, para que conociendo la per- r 1> Art. 93* , cuarta ley de enlalelnieirto.
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es  decir, que la  ley haca la designación del
torcer árbitro (1).

Si designadas varias personas por los
compromitentes para hacer la elección del
tercero, por ejemplo, los avenidores, no pu-
dieran ponerse de acuerdo sobre el nombra-
miento, l o  mismo que si las partes se hu-
biesen espresamentc reservado en el com-
promiso el derecho de  nombrarlo, caso ne-
cesario, y llegado este tampoco pudiesen
ponerse de acuerdo, entonces debe hacer la
elección el tribunal de comercio, porque no
siendo aplicable á este caso de  discordia la
elección que hace la ley en  favor del juez
avenidor del partido, es el medio mas im-
parcial y espedito que puede adoptarse para
cortar aquella divergencia.

En el arbitrage jurídico es necesaria la
intervención del tercero, siempre que los
votos de  los árbitros estuviesen á número
igual ó no se  reuniesen dos votos conformes
que hagan mayoría, porque si alguna de  las
decisiones discordes tienen mayoria de vo-
tos, aunque esta sea relativa , adquirirá el
carácter de  sentencia y no habrá lugar á la
intervención del tercero (2), No sucede lo
mismo en materia civil, como hemos visto
anteriormente.

El arbitrage de amigable composición,
termina por la discordancia de  los arbitra-
<iores , á menos que las partes hubiesen ele-
gido en el compromiso e l  tercero ó hubie-
sen facultado á alguna persona para que hi-
ciese el nombramiento, en cuyos casos es
necesaria la intervención de  aquel , siempre
que resulte discordancia en  los términos an-
tes espresados (5) .

§ 3.° Cosas sobre que debe juzgar el tercer
árbitro, y modo de  proceder.

¿El tercer árbitro, está obligado á adhe-
rirse estrictamente á una de las opiniones
que han producido la discordia para cons-
tituir con su voto mayoría , ó tiene el de -
recho de formar opinión propia sobre el li-

tigra y de  dar su dictámen con total inde-
pendencia de los anteriores? La legislación
francesa y otras estranjeras, no  dejan al  terce-
ro la libertad de su conciencia, sino que le
fuerzan á adherirse á una ó á otra de  las dos
opiniones discordes. Laley civil guarda entre
nosotros silencio sobre este particular, mas
la jurisprudencia y la doctrinase ha pro-
nunciado siempre en favor de la libertad del
juicio y convicción del tercer árbitro, aun
cuando por esta causa llegue á terminar el
compromiso. Hevia Bolaños, citando á Par-
ladorio y Escobar, ensena ya (1), que el ter-
cero en discordia puede apartarse en  todo
ó en  parte del parecer de  los árbitros ó arbi-
tradores , sin ser obligado precisamente á
conformarse con el de alguno de  ellos, ora
sea sobre una cosa ó sobre mas separadas.
Esta doctrina ha venido á recibir mayor fuer-
za con el apoyo que le presta la legislación
de comercio , la cual reconoce espresa*
mente, que el tercero, ó el juez avenidor,
puede no conformarse con la decisión de
ninguno de los árbitros y formar voto dife-
rente (2).

Resuelta esta cuestión , fácil es  determi-
nar las cosas sobre que debe juzgar el ter-
cer árbitro. Sus facultades y atribuciones
hemos dicho ya que son en general las mis-
mas que las de  los avenidores discordan-
tes ; á unos y á otro obliga el compro-
miso, y ni uno ni otros pueden salirsedeél,
ni contrariarlo. Debe de  consiguiente el ter-
cero juzgar todas las cuestiones contenidas
en el compromiso , y estender su decisión
á los frutos y rentas de la cosa , cuando asi
proceda, pudíendo también imponer con-
denación de costas en  los casos de  temeridad
ó malicia en las pretensiones de  las partes.

Determinadas las cosas sobre que puede
entender el tercer árbitro, vamos á dar á
conocer cómo debe proceder.

Con objeto de  ilustrarse sobre los motivos
que han producido la discordia , y de poder
dirimirla con mayor conocimiento de  cau-
sa, debe el tercer árbitro reunirse con los

( l i  Art. 900, SQO, ley de enjuiciemíeato.
(5? Art. , en relación coa el 91)1 id.,  id.
(J) Art.  9W y flOO. id., id

(1/  Curia Fil’ipica, )ib. 9 ,  cap. 11, a .  95.
í9; A l t .  901, hyde enjuiciamiento.
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tad é independencia que la ley le  con-
cede, diese otro dictámen diverso de todos
los anteriores, las cosas quedarian en  el mis-
mo estado de complicación, y lo mismo su-
cedería con cuantos terceros se agregasen.
El segundo estremo de la cuestión, relativo
á considerar eomo terminado el compromi-
so, parece mas conforme al silencio de la
ley, sin embargo de que su espíritu es no
permitir fácilmente que sean vanas ó iluso-
rias sus disposiciones.

Por lo tanto, si el arbitrage no ha do
perder su carácter de voluntario en todas
sus consecuencias, es preciso concluir, que
cuando el tercero designado en el compro-
miso, ó elegido por los árbitros disidentes en
su caso, pronuncie un juicio diverso del de
aquellos , la discordia no dirimida pone fin
al compromiso.

Vamos ahora á investigar dentro de qué
término ha de dictar su resolución el tercer
árbitro. Esta cuestión no carece de impor-
tancia, porque puede muy bien suceder que
los avenidores, 'en la creencia de que no so-
brevendría discordia, ó por otra causa, ha-
yan dejado trascurrir la totalidad del plazo
que se les concedió en el compromiso; de
modo, que cuando se reunieron á pronun-
ciar sentencia y sobrevino la discordia, solo
faltase un dia para concluir aquel plazo.
Como con la espiración del plazo del arbi-
trage termina el compromiso y acaba la
jurisdicción de los árbitros ó arbitradores,
¿deberá el tercer árbitro dar su parecer, en
el caso propuesto, antes que espire el dia
que falta para cumplirse dicho plazo, ó po-
drá hacerlo dentro de uno nuevo señalado
especialmente para el desempeño de su en-
cargo?

Para resolver esta cuestión, es  menester
llegar antes al estremo de la hipótesis. Los
avenidores pueden legalmenle dar su pare-
cer di Unitivo sobre el negocio en el mismo
dia que concluye el plazo que se les dió
para juzgar, siempre que dentro de él noti-
fiquen ó hagan saber á las parles su deci-
sión. Si en vez de una sentencia dan por
resultado una discordia, aun cuando esté
nombrado de antemano, ó en el propio dia

jaeces que discordaron y conferenciar con
ellos.

Esta conferencia parece exigirla la citada
ley 27, til. 4, Part. 5 ,  cuando dice «que si
ellos (los avenidores) no se pudiesen acor-
dar, que tomasen otro... que fuese y con
ellos.» La legislación francesa es  masespli-
cita en este punto, pues establece que «el
tercer árbitro no podrá pronunciar, sino des-
pués de haber conferenciado con los árbi-
tros discordantes, que serán citados á reu-
nirse con este objeto (I).»

Síguese de aquí, que si hay reunión ó
conferencia, el tercer árbitro no juzga ya
solo; que los árbitros, concurriendo á la de-
cisión, pueden modificar, cambiar sus pri-
meros pareceres y aun emitir otros entera-
mente opuestos; porque entonces todos los
que conferencian forman un tribunal único,
en  cuyo caso recae ó puede recaer una de-
liberación completa. No sucederá lo mismo
si los árbitros persisten en su primera opi-
nión y el tercero no se conforma á ella,
porque entonces la reunión no produce otro
efecto que la simple conferencia reducida á
esplicar los motivos de sus respectivos jui-
cios, la cual no constituye, sinoque prepara
la deliberación.

Como en la legislación francesa es  de rigor
que el tercer árbitro se adhiera al dictamen
de  uno de losavenidores, su voto pone forzo-
samente fin á la discordia; pero como según
nuestro derecho, le es permitido dar su jui-
cio enteramente libre y diverso del de los
otros , puede acaecer y acaece frecuente-
mente , que la discordia subsista después
del voto del tercero. Nuestras leyes comu-
nes no han previsto este caso, y este silen-
cio  da motivo á la cuestión de saber, si en la
suposición de que el tercer árbitro emita
un  parecer contrarioá los de los avenidores,
ha  de procederse al nombramiento de otro
tercero, ó bien se considera fenecido el
compromiso. La adopción del primer cs-
tremo no conduciría á ningún resultado
positivo; porque si el tercero nombrado
en  segundo lugar, en virtud de la liber-

(1) Arl. 1011, pr. cit .
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nombraren el tercer árbitro, poco ó nada
podrá hacer este dentro del plazo señalado
á aquellos, y si fuera de él no pudiera obrar
válidamente, inútil y supérfluo era su nom-
bramiento.

Concediendo la ley á los avenidores todo
el plazo señalado en el arbitraje para sus-
tanciar y decidir las controversias sometidas
á su resolución , y ordenando que en caso
de discordia nombren un tercero que la di-
rima, necesariamente ha de concederse á
esté tercero un término racional para que
se instruya del negocio, conferencie con ios
otros avenidores y dicte su resolución. Esto
es lo qne se deduce de la ley; y esto es lo
que dice la razón y el buen sentido.

El término dentro del cual debe el ter-
cero dictar su resolución puede ser mayor
ó menor á voluntad de las partes , las cuales
pueden señalarlode antemano en el compro-
miso, ó acordarlo cuando ocurra ladiscordia.
Si las partes no lo señalan, y el arbitrage
es en materia civil, debe acudírse a! juez
ordinario para que lo determine, puesto que
la ley guarda silencio sobre este punto; mas
si el arbilragees en materia comercial, ten-
drá el tercer árbitro el término de 50 dias,
que es el que señala el artículo 261 de la
ley de enjuiciamiento, en los casos en que
las partes no hayan designado en el compro-
miso el plazo dentro del que deberá el ter-
cero dirimir la discordia, si la hubiese. Es-
te término especial concedido al tercer árbi-
tro porlas partes, ó porla ley, ó por el juez,
debe siempre comenzar á contarse desde el
día de la aceptación.

§. 4?  Sentencia del tercer árbitro.

La decisión del tercer árbitro puede ó no
causar sentencia, según que sea ó no con-
forme con alguno de los pareceres ó dccisio-
nesde los avenidores discordantes, y forme
ó no mayoría. El tercero está, como hemos
visto, en libertad de adherirse á cualquiera
de los pareceres en todo ó en parte, ó de
formar voto diferente, según estime justo;
mas solo cuando se adhiere y su adhesión
produce mayoría , causa sentencia su voto.

En el caso contrario subsiste la discordia.
En este parráfb vamos solo ¿ ocuparnos de
la resolución del tercero cuando causa sen-
tencia, reservando para el siguiente espliear
los casos en que deja en pie la discordia y
de lo que deba entonces practicarse.

La sentencia causada por la resolución
del tercer árbitro debe espresar todas las
circunstancias que hemos dado á conocer
al hablar de la sentencia arbitral, y debe
redactarse en la misma forma, con las úni-
cas modificaciones que hace necesarias- la
diversidad de  casos. Como el tercero debe
hacerse cargo de los pareceres discordes de
los avenidores, para adherirse á ellos ó de-
sestimarlos , debe espresar claramente en
su resolución los particulares comprendidos
en el parecer á que se adhiere, para que no
pueda dudarse cuando aquella causa senten-
cia. Si se hubiesen sometido al juicio arbi-
tral varias cuestiones independientes, varios
pleitos distintos, en una palabra, varias de-
mandas principales para que se decidan en
una sola sentencia, en este caso debe cuida-
dosamente resolverlas con separación, expre-
sando el parecer ó decisión de los avenidores
discordantes á que se  adhiere en cada una
deellas, porqueen estos casos cada capítulo
de la decisión, comprensivo de una deman-
da ó cuestión principal, forma una sen-
tencia.

El tercer árbitro debe motivar su decisión
que cause sentencia en los mismos casos
que los avenidores, y entonces debe espre-
sar los motivos que l e  hacen adoptar el dic-
tamen á que se adhiere, y los que le hacen
rechazar los restantes.

En fin, debe arreglarse en lo demas que
es común á toda sentencia arbitral á lo que
dejamos dicho en la sección XII.

§. 5.a Cuando debe conocer el tribunal como
juez de discordia y en  qué forma.

La resolución del tercer árbitro, hemos
dicho anteriormente, causa ó, no sentencia,
según que produce á ñola mayoría de votos
conformes que determina la ley. Es, pues,
de la mayor importancia el dar á conocer
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ra conocer cuando el parecer ó resolución
del tercero en discordia causa sentencia. Si
el compromiso ba sometido al juicio arbi-
tral una sola contienda ó pleito principal,
entonces si la resolución del tercero es dife-
rente de las de los avenidores discordantes,
subsiste la discordia en la totalidad del ne-
gocio, lo mismo que si se adhiere á una
opinión que aun con su voto queda en mi-
noria. Si en el compromiso se han sometido
á la decisión de los avenidores dos ó mas
contiendas, cuestionesó pleitos principales é
independientes, para que las resuelvan to-
das en un mismo juicio, como en este caso
cada decisión particular del fallo que resuel-
ve una contienda ó cuestión principal, es
una verdadera sentencia, es necesario divi-
dir el parecer del tercer árbitro en tantas
parles distintas, cuantas sean las cuestiones
ó pleitos por él resueltos, y aplicar á cada
uno la regla anteriormente sentada, á saber:
que si su resolución no es conforme con
ninguna de las decisiones dictadas por los
avenidores discordantes, ó aunque sea con-
forme con alguna laagregacion de su voto no
produce mayoría, subsistirá la discordia
respecto de  ella, causando por el  contrario
sentencia siempre que con su adhesión re-
sulte mayoría. De aquí se deduce, que en
los casos en que el juicio arbitral comprenda
varias cuestiones, contiendas ó diferencias
principales é independientes, la resolución
del tercero puede causar sentencia respecto
á unas, y dejar subsistente la discordia res-
pecto áotras, podiendo adherirse á un diclá-
men en unas, y á otro en otras, ó no adherir-
se á ninguna, según considere justo. Noesta-
rá por demas que ilustremos esta cuestión con
un ejemplo. Pedro y Juan se comprometieron
á someter al juicio de avenidores todas las
contiendas ó diferencias que nacieran en-
tre ellos á virtud del contrato de sociedad
colectiva que formaban con tal fecha y con
tal objeto por término de tres años.

Al terminar la sociedad , Pedro reclama-
ba de Juan: l . °  Que le abónaselos gas-
tos hechos por él en su viage á París y Lon-
dres para comprar géneros; 2." Que pagaso

I los créditos que contra la sociedad tenia

cuando la resolución del tercero deja en pie
la discordia y qué es lo que debe hacerse
en Ules casos.

Sabido es que las partes pueden compro-
meter á la decisión de unos mismos aveni-
dores una ó muchas diferencias, una ó mu-
chas cuestiones , uno ó muchos pleitos; y
que comprometiendo en ellos muchas dife-
rencias, cuestiones ó pleitos pueden facultar-
les para que los decidan todos en una sola
sentencia para escusar así dilaciones y gas-
tos. La ley 32 , tit. 4 ,  Part. 3 ,  dice á este
propósito. «Otrosi decimos, que  si muchos
fueren los pleitos, ó las contiendas que son
metidas en mano de los avenidores , que
sobre cada una dellas deben é pueden dar
su  juicio. Fueras ende, si á la sazón que el
pleito fue puesto en su mano dijeron ¡as par-
tes, que todo lo librasen en un juicio. Ca
estonce non lo podrían facer, si non en aquo-
11a guisa que de comienzo les fue otorgado,
cuando los escojieron.»

De consiguiente debe distinguirse cuida-
dosamentecuantas son las contiendas ó plei-
tos que los avenidores han de decidir en un
mismo juicio; porque si son muchas, cada
capítulo de la decisión que resuelva una
contienda ó pleito, formará por sí solo una
sentencia, según el axioma , loi capiia, tol
sententice. Y la razón de esto es muy senci-
lla.  AL autorizarla ley á las partes para que
puedan someter á un mismo juicio arbitral
muchas contiendas ó pleitos, y exigir de los
avenidores que todas las sentencien dentro
de  un mismo fallo, solo se ha propuesto
evitar las dilaciones y gastos que tendrían
que  ocasionarse si se las obligase á celebrar
un  compromiso y seguir un juicio sobre ca-
da  pleito ó contienda, mas de ninguna ma-
nera quitar á cada contienda ó pleito su pro-
pia particularidad é independencia, en cuya
virtud exige una resolución especial y priva-
tiva. La ley no hace mas que autorizar el
procedimiento unido y simultáneo de varias
cuestiones, contiendas ó pleitos indepen-
dientes, en beneficio de la economía de
tiempo y de dinero, cuando las partes es-
tan conformes en ello.

Es necesario tener esto muy presente pa-
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Pablo por giros hechos por Juan con la fir-
ma social para negocios propios suyos.
3.° Que le reintegrase en efectivo, y no en
géneros, del capital que bahía aportado á la
sociedad. Juan se negaba á estas reclama-
ciones y á su vez exigía á Pedro. 4.° Que
abonase á la sociedad el valor de un carga-
mento perdido por su culpa; y 5.° Que re-
cibiese á cuenta de su haber un crédito que
había aportado á la sociedad , y que por no
haber gestionado á tiempo se había hecho
incobrable. Determinadas estas cinco cues-
tiones, contiendas, ó diferencias, en el com-
promiso celebrado al efecto , las sometieron
al juicio de cuatro árbitros , nombrados dos
por cada parte , los cuales estuvieron dis-
cordes en todas las cuestiones , estimando
dos las reclamaciones de Pedro y desesti-
mando las de Juan, y los otros dos por el
contrario, condenando á Pedro en lo que
pretendía Juan y absolviendo á este de las
demandas de aquel. Nombrado el tercer ár-
bitro, dictó su decisión estimando la recla-
mación n. l . ° ,  9.° y 4 .a , desestimando la
n. 5 .a y resolviendo respecto ¿ la  n. 3.° que
Juan reintegrase á Pedro del capital aportado
por él á la sociedad en esta forma, la mitad
en dinero y la otra mitad en efectospor valor
del último inventario. La decisión de este
tercero causó sentencia respecto á las cues-
tiones ó contiendas n. 1 .a , 2 .a , 4 .a y 5.°,
por haberse adherido, en las n. 1 .a, 2.* y 5.°
al parecer dedos avenidores, y producirla
agregación de su voto mayoría respecto á
ellas , y en la n. 4.a al de los otros dos ave-
nidores y resultar también mayoría, que-
dando subsistente la discordia respecto á la
cuestión n. 3 . ’ ,  por no haberse conformado
el tercer árbitro con la decisión de ninguno
de los avenidores y haber hecho voto di-
ferente.

¿Subsistiendo la discordia después de la
decisión del tercero en una ó mas cuestio-
nes principales é independientes de las so-
metidas al juicio arbitral , se tendrá por
terminado el compromiso respecto aellas, ó
qué deberá practicarse para que desapa-
rezca y resulte sentencia?

En materia civil termina el compromiso

respecto aquellas cuestiones principales é
independientes que no quedan resueltas
con la decisión de! tercer árbitro, bien sea
el arbitrage jurídico, ó de amigable compo-
sición.

En materia comercial también termina
el compromiso en el arbitrage de amigable
composición. No sucede lo mismo en el
jurídico, bien sea este voluntario, bien for-
zado; la ley quiere que en este baya siem-
pre sentencia , y determina lo que debe
practicarse para dirimir la discordia que
dejó subsistente la decisión del tercer árbi-
tro. Si el tercero ó el juez avenidor, dice,
no se conformase con la decisión de ningu-
no de los árbitros, é hiciese voto diferente,
se remitirán los autos a! tribunal de comer-
cio para que dirima la discordia, según los
méritos del proceso sin nuevas actuaciones.
Si no hubiese tribunal de comercio y por
esta causa correspondiese al juez de prime-
ra instancia de aquel lugar el conocimiento
de los negocios mercantiles, á el deberá
hacerse la remesa del espediente ó proceso
para que dirima la discordia.

£1 tribunal de comercio y el juez de pri-
mera instancia en su caso no deben entro-
meterse á dictar decisión sobre otras cues-
tiones que aquellas acerca do las cuales re-
sulta discordia entre los pareceres de los
árbitros, porque solo para dirimir la dis-
cordia les concede la ley jurisdicción.
Tampoco están facultados para dar mayor
instrucción al espediente, pues deben de-
cidir según los méritos del proceso y sin
nuevas actuaciones. Todo cuanto hagan
fuera de estos limites es nulo y de ningún
valor y efecto.

Si se duda entre las partes qué cuestio-
nes han quedado resuellas con la decisión
del tercer árbitro, y cuales no,  pueden
provocar esta declaración ante el tribunal
de comercio, ó juez de primera instancia en
su caso, antes que procedan á dirimir la
discordia, porque siendo un punto que
afecta á su competencia, tienen jurisdic-
ción para conocer de él y decidirlo, mas si
hubiesen procedido á dirimir la discordia,
y resultase de Indecisión dada, que se hab i"
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el tribunal dirima la discordia en todos los
casofl , creemos que en el propuesto seria
contrario al espíritu de la ley,  el dejar sin
resolver la discordia y declarar por termi-
nado el compromiso, y que lo que debe
practicarse como mas conforme á él y á la
razón es, que se llame á mas individuos del
tribunal de comercio , sino han concurrido
todos á dirimir la discordia , y si todos han
concurrido, que se llame á uno de los su-
plentes para que con su voto se forme fa
mayoría.

SECCION XIV.

DE LA FUERZA V EFECTOS DÉ LA SENTENCIA

ARBITRAL.

Resueltas las cuestiones ó diferencias
comprometidas en los términos que hemos
esplicado en las secciones anteriores, la  de-
cisión que causa sentencia adquiere por la
ley una fuerza propia, la cual puede modi-
ficarse por voluntad de las partes.

En materia civil, la legislación relativa
á esto punto ha esperimentado diferentes
modificaciones que es preciso conocer para
apreciar mejor las disposiciones vigentes.
Las leyes de las Partidas no concedían á la
sentencia arbitral mas fuerza que la que vo-
luntariamente le daban las partes. La ley
23, lit. 4 ,  Part. 3 ,  dice: «E sobre todo de-
ben prometer (las partes) de guardar e de
oliedecer el mandamiento e los juicios que
loo avenidores ücieseu sobre aquel pleito,
so cierta pena que peche la parle jpie non
quisiere estar por ello á la otra que obede-
ció el mandamiento de los avenidores. Ca
si pena non y fuese puesta, non serian to-
nudas las parles de obedecer el manda-
miento nin el juicio que diesen entre ellos.
Fueras ende si callasen desde el día que
fuere dada la sentencia fasta diez dias. Ca
estonce, maguer no» y fuese puesta pena,
tonudas serian las parte» de guardar el jui-
cio.* La ley 55  de dicho título y Partida,
corroborando y ampliando lo anterior, dice:
«Masqnien non se pagare del (juicio) peche
la pena que fue puesta, e después non será
(qnudo de obedcsceric. E sí por aventura

entrometido el tribunal á conocer de lo que
ya estaba resuello, en este caso puede la
parle interponer el oportuno recurso de
nulidad contra la decisión de! tribunal re-
caída sobre lo que estaba ya sentenciado, j

Cuando es  el tribunal de comercio el que
ha de decidir la discordia, puede ocurrir
que no todos sus individuos adopten un
mismo parecer ó seair de un mismo dicta-
men ; en este caso entrarán en computación
los votos singulares de sus individuos con
los de tos jueces arbitros y el tercero, y hará
sentencia la decisión del mayor numen).

¿Y deberán los individuos del tribunal ad- �
herirse á una délas decisiones discordantes,
ó podrán dictar su resolución con total in-
dependencia, haciendo voto diferente? El ter-
cer árbitro, hemos visto, está eulibcrtad .de
decidir las cuestiones en conformidad ó en
discordancia con la resolución de los aveni-
dores; parece, pees, que los individuos del
tribunal deben gozar en su calidad de  ter-
ceros en discordia de la misma libertad é
independencia. Sin embargo, si se consi-
dera que la ley, al facultar al tribunal para
dirimir la discordia, quiere que realmente
la dirima y que de su  decisión resulte siem-
pre sentencia , creemos que en este caso
cede en favor de la terminación del litigio
la libertad de los individuos del tribunal de
dar un voto diferente de los dictámenes de
los árbitros y tercero, debiendo por lo lau-
to limitarse á adoptar aquel que consideren
mas justo. Aim asi puedo ocurrir que dos
decisiones distintas tengan á su favor igual
número de votos, y que no haya mayoría.
¿Deberá en este caso tenerse por terminado
el compromiso, ó deberá adoptarse algutt
medio para que desaparezca el empale y se
decida por el tribunal la discordia? La ley
no ha previsto este caso y no hay de consi-
guiente disposición espresa que resuelva lo
que deba hacerse; pero teniendo en consi-
deración que el articulo 291 de la ley de
enjuiciamiento previene , que se remitirán
los autos al tribunal de comercio , para que
dirima la discordia seyun los méritos del pro-
ceso, sin nuevas actuaciones , en lo cual ma-
niliesta claramente que es de necesidad que

TOMO n i .
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pena non fuese y puesta á la sazón que fue-
ron escojídos los avenidores, estonce deci-
mos, que quien non se pagase del juicio
dellos, que lo debe decir luego, e non será
después tenudo de obedescerlo. Mas si lo
hubiesen las partes por bueno, diciendo,
cuando habían juzgado, que se pagaban del
juicio, ó escribiendo por sus manos la car-
ta de la sentencia, que la confirmaban, ó si
callasen fasta diez dias después que fuese
dada, que la non contradijesen, tal sentencia
como esta debe valer. E si alguna de las
partes pidiese después al juez ordinario de)
lugar, que la ficicse cumplir, débelo facer;
también como si fuese dada por otro juez
de aquellos que han poder de oir é librar
todos los pleitos.»

Según estas leyes el compromiso de las
partes, por el cual se sometían á la jurisdic-
ción arbitral que ellas mismas creaban, no
daba por sí solo ninguna fuerza á la senten-
cia arbitral. Tanto en el caso que hubiesen
pactado alguna pena, como en el que no,
podían desobedecer y no cumplir la senten-
cia, con esta sola diferencia, que si no ha-
bía estipulada pena, la desobediencia que-
daba impune, y si la habían estipulado, se
les podía obligar á satisfacer la pena. La
sentencia, pues, no tenia por la ley ningu-
na fuerza. Cuando adquiría fuerza de tal
era por voluntad de las parles, por el con-
sentimiento espreso ó tácito de las mismas.

Grandes males debió producir este siste-
ma, cuando hubo qoe reformarlo en un sen-
tido contrario y sin duda alguna exagerado,
dando á la sentencia arbitral una fuerza lo*
gal mucho mayor que fa que tenían las sen-
tencias de los jueces ordinarios que no es-
taban ejecutoriadas; aunque no tanta como
la que se daba á las sentencias pasadas en
autoridad de cosa juzgada. Dispúsose, que
luego que la sentencia fuese dada, de que
la parte pidiere ejecución, se ejecute libre-
mente, pareciendo y presentándose el com-
promiso y sentencia signada del escribano
público, y pareciendo que fue dada dentro
del término del compromiso y sobre las co-
sas sobre que fue comprometido, y que la
parte sea satisfecha de aquello sobre que

fue sentenciado en su favor, haciendo obli-
gación y dando fianzas legas y abonadas,
para el caso en que la sentencia fuese re-
vocada (I).

En virtud de esta ley la sentencia arbi-
tral tenia fuerza ejecutiva, bien fuese dic-
tada por árbitros, bien por amigables com-
ponedores ; tanto en el caso en que se
hubiese pactado pena en el compromisp,
como en el que no se hubiese pactado, y lo
mismo cuando las partes hubiesen renun-
ciado á los recursos legales contra ella, que
cuando se los hubiesen reservado espesa-
mente. Esta fuerza ejecutiva la otorgó la ley
independientemente de la voluntad de las
partes, y sin otras condiciones que las que
ella misma determina.

Esta fuerza ejecutiva concedida á las sen-
tencias arbitrales no consentidas ni pasadas
en autoridad de cosa juzgada, fue un privi-
legio en nuestro sentir inmotivado; porque
no se alcanza qué razón de diferencia exis-
ta entre una sentencia pronunciada por un
juez de primera instancia y la dictada por
jueces árbitros, cuando una y otra caten su-
jetas al recurso ordinario de apelación y
puedan ser reformadas, para conceder á la
segunda fuerza ejecutiva y negársela á la
otra hasta que se halle consentida ó pasada
en autoridad do cosa juzgada. Mientras una
sentencia está sujeta á la revisión, y es por
Jo tanto revocable, parece que no hay moti-
vo para que se lleve á ejecución. Solo las
sentencias consentidas ó ejecutoriadas de-
ben en buenos principios gozar de esta
virtud.

La fuerza ejecutiva que ¡a ley Recopi-
lada concede á la sentencia arbitral re-
vocable por el recurso ordinario de ape-
lación , ha sido derogada por el articu-
lo 281 , tít. 5 de la Constitución de 1812,
vigente como ley, el cual establece, que la
sentencia que diesen los árbitros, se ejecu-
tará, si las parles al hacer el compromiso no
se hubieren reservado el derecho de apelar;
de manera que si contra la sentencia arbi-
tral procede el recurso de apelación, y este

( i )  Lej 4, U t .  17, 11b. 11, Kot.  Rrcop.
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personas particulares la fuerza de un ac-
to judicial. También en el uso foren-
se se emplea esta palabra para signifi-
car el consentimiento espreso ó tácito de
las partes á la sentencia arbitral, por ha-
ber dejado trascurrir diez dias sin opo-
nerse á ella, y entonces se dice que es ho-
mologada, esto es, consentida. Pero como
nada importa que las partes hayan consen-
tido espresa ó virtualmente la sentencia, si
por otro lado una de ellas se niega á cum-
plirla; por esta razón empleamos aquí tam-
bién la palabra homologación en el sentido
de una aprobación que el juez ordinario da
á la sentencia ó laudo que al propio tiem-
po manda ejecutar.

Este decreto de aprobación y de exequa-
tu re s  indispensable, porque los jueces ave-
nidores que profirieron la sentencia, como
particulares no tienen potestad, jurisdic-
ción ni fuerza para hacerla cumplir, y á
mas de esto, sus facultades cesaron en el
hecho de pronunciar el fallo definitivo.

En materia civil, presentada la sentencia
arbitral al juez ordinario por una de las
partes para que la apruebe y mande que
desde luego se ejecute libremente, debe
este examinar con singular cuidado, si en
ella concurren todas las circunstancias que
la ley exige para que proceda la ejecución.
Estas circunstancias son las siguientes:
1.* Si la sentencia arbitral no es susceptible
de apelación, ya porque las partos no se
hayan reservado el derecho de apelar con-
tra ella ó hayan convenido en que cause
ejecutoria, ya porque hayan dejado trascur-
rir el término legal sin interponer la apela-
ción, ya porque, aun cuando la hubiesen in-
puesto, se haya declarado por desierta. 2 .
Si, á pesar de ser susceptible de apelación
y de haberse esta interpuesto, pertenece á
aquella especie de sentencias que deben
llevarse á efecto no obstante el recurso de
apelación. 3.* Si acompaha á ella el com-
promiso. 4?  Si está signada de escribano
público. 5.* Si parece que está dictada den-
tro del término del compromiso. Y 6. '  Si
resulta dada sobre las cosas comprometidas.

Concurriendo todas estas circunstancias,

se ejercita dentro del término legal, queda
aquella privada de la fuerza ejecutiva que
antes le concedía la ley Recopilada. Solo,
pues, la sentencia arbitral que esté consen-
tida ó ejecutoriada, tiene hoy fuerza ejecu-
tiva, como sucede respecto á lasque dictan
los jueces ordinarios; careciendo hoy de
esta virtud la sentencia arbitral que sea sus-
ceptible de revisión ¿ virtud del recurso de
apelación que proceda y se entable contra
ella en tiempo.

En materia comercial se han seguido es-
tos principios, estableciendo el artículo
306 de Ja ley de enjuiciamiento, que ten-
ga fuerza ejecutiva la sentencia arbitral que
sea irrevocable con arreglo á los términos
del compromiso, es decir, que pueda desde
luego procederse á la ejecución de la sen-
tencia arbitral, cuando las parles hayan con-
venido en el compromiso que cause ejecu-
toria (1). Lo mismo debe decirse si está con-
sentida ó ejecutoriada.

La sentencia arbitral ha venido, pues, á
equipararse en cuanto á su fuerza y efectos
á la sentencia dictada por los tribunales ó
jueces de primera instancia; de donde se
deduce, que en aquellos casos especiales en
que la ley ordena que la sentencia de pri-
mera instancia se lleve desde luego ó efec-
to, no obstante la apelación que de ella se
interponga, en los mismos debe también
cumplirse la sentencia arbitral, sin embar-
go de la apelación contra ella procedente.
Puede verse el artículo iPEiu iov ,  sec-
ción Vil, para conocer los casos en que la
apelación es admisible en solo el efecto de-
volutivo ó en ambos efectos. Sobre los de-
mas efectos que produce la sentencia arbi-
tral, véase el articulo SENTENCIA .

SECCION XV.

DR LA HOMOLOGACION DE LAS SENTENCIAS ARBI-

TRALES Y DE SU EJECUCION.

La homologación es el decreto por el
cual un juez da á un acto ejecutado por

( i )  Arl. 495. Ley de eojuicíatni* nto.
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debe el juez, á petición de la parte, mandar
que se  ejecute libremente la sentencia ar-
bitral.

Podrá suceder que antes de presentarse
la sentencia arbitral al juez ordinario para
que ordene su  ejecución, ó pendiente esta
solicitud, se  interponga por alguno de los in-
teresados recurso de nulidad contra ella.
¿Será este recurso un obstáculo á la ejecu-
ción de la sentencia arbitral, ó deberá no
obstante ejecutarse libremente?

La nulidad de la sentencia arbitral pro-
puesta como escepcionen el juicio ejecuti-
vo y justificada en tiempo, será un obstá-
culo á la ejecución de aquella; mas la in-
terposición del recurso de nulidad no impi-
de que se mande ejecutar y que se ejecute
en efecto, si antes no se ha declarado su nu-
lidad. Esta doctrina común en materia civil
está expresamente consignada en la leydecn-
juiciamienlo sobre causas de comercio, la
cual dispone en su artículo 295, que se lle-
ve á efecto la sentencia arbitral no obstante
la interposición del recurso de nulidad, pre-
via lianza de la parte vencedora que asegu-
re las resultas del nuevo juicio. De  consi-
guiente el juez no debe denegar la ejecu-
ción de iasentencia arbitral, porqueta parte
eonlra quien se pide baya intentado el re-
curso de nulidad contra ella, siempre que
reúna las circunstancias que dejamos enu-
meradas.

Mas si le falla alguna de aquellas circuns-
tancias, debe denegar la ejecución, bien de
oficio, bien oyendo previamente á la otra
parte. Pudiera en la aplicación de esta regla
suscitarse la cuestión, de si el juez ordina-
rio ante quien se pide la ejecución, debe
denegarla por haberse dictado fuera del tér-
mino del compromiso ó sobre cosas no
comprometidas, cuando los interesados han
dejado pasar los diez dias desde que les
fue notificada sin reclamar contra ella.
Parece que en el hecho de aprobar es-
presa ó tácitamente la sentencia, se presu-
me que los compromitentes han investido
implícitamente á los árbitros de los poderes
necesarios para sentenciar, aun excediéndose
del compromiso; ó en otros términos, se

presume que las partes conceden ex post
faelo, lo que no otorgaron á priori t y que
por esta razón el juez ordinario no puede
menos de dar el ex-egualur á la sentencia ó
laudo de que se trata, segunda regla, ubi
parles sunl concordes , nihil  ad  jndicem. No
estando consentida la sentencia, el juez
debe de oficio denegar su ejecución, cuando
aparezca que está dada fuera del tiempo
del compromiso y sobre cosas no compro-
metidas; pero si está consentida por no ha- '
ber interpuesto ninguna de las partes den-
tro del término legal los recursos que pro-
cedieran, el juez no puede denegar la ejecu-
ción por aquellos motivos , puesto que re-
nunciaron ¡as partes al recurso de nulidad
fundado en ellos.

Ea materia mercantil debe presentarse
la sentencia arbitral para su homologación
y ejecución al tribunal de comercio ó juez
ordinario en su defecto, los cuales manda-
rán que se ejecute, siempre que esté consen-
tida ó ejecutoriada, ó sea irrevocable con
arreglo á los términos del compromiso (!),
no obstante el recurso de nulidad (2)*.

Sobre las sentencias arbitrales dadas en
país esIranjero y presentadas ante un tri-
bunal español para su homologación y eje-
cución, véase el artículo MinGMiA, donde
se trata con la debida detención este punto
de derecho internacional privado.

SECCION XVI.

DE LOS EFECTOS DEL AUTO DE EXEQUATUR, Y
DEL DE PRESTACION DE FIANZAS.

Hemos manifestado poco antes, que á fia
de llevar á efecto el laudo ó sentencia, es
necesario presentar al juez ordinario, ó al
que hubiere de conocer del negocio, c) com-
promiso también la sentencia arbitral.

Dos providencias puede dar el juez con
presencia de estos documentos: una es man-
dar que se ejecute la sentencia , si con-
curren las circunstancias que dejamos dc-

H Art .  3(0 v 306. le j de enjuieumiento�
vSj Art.  295, id. id.
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de sujetarse á dichos límites. La circuns-
tancia de ser el nombramiento de los aveni-
dores obra de la libre elección de las par-
tes, no los hace siempre invulnerables á la
pasión, á la malicia y al error. Fuerza ha
sido por tanto establecer remedios contra
estas eventualidades, inherentes á la debi-
lidad humana, y á todo juicio, sea cualquie-
ra su naturaleza. Vamos, pues, á ocuparnos
en esta sección de los remedios ó recursos,
tanto ordinarios como estraorjHnarios, que
pueden darse contra la sentencia arbitral.
Estos son el de apelación, el de  reducción á
árbitro de buen varón , et de nulidad y
el de injusticia notoria.

§. 1 .� Recurso» ordinarios.

Apelación. El remedio de la apelación es
un recurso ordinario contra las sentencias
dadas en primera instancia sobre asuntos
susceptibles de segunda.

Según el derecho romano no podía ape-
larse de las sentencias arbitrales : Ex  sen-
lenlia arbitri....... appctlari non posse sccpe
rcseriplum es t ,  quia ncc judicali adío indo
piesiari potes!,» y por esta razón se pactaba
ordinariamente una pena contra el que se
negaba á cumplir lo sentenciado. El ob hoc

*invicem ponía promittilur, ul nula ejus aplaci-
tis non recedalur (I).

El mismo sistema han consagrado las leyes
de las Partidas , negando á los interesados
el derecho de apelar de la sentencia de los
avenidores, con lo cual elevaron el tribunal
arbitral á la categoría de tribunal de única
instancia. Las principales razones que ser-
vían de fundamento á esta doctrina, eran,
que establecido el juicio arbitral con el
fin de evitar las dilaciones y gastos que
lleva consigo el estrépito forense , y de
procurar á las partes un tribunal de su
elección, de nada serviría el que consiguie-
sen ambas cosas en primera instancia , si
después habían de venir á tocar aquellos
inconvenientes en la segunda y tercera.

La práctica , sin embargo , no siguió la

terminadas , y en este caso los efectos i
de este auto es abrir el juicio correspon-
diente á la ejecución decretada ; y otra es
declarar no haber logar al ex-equalur por
defecto de alguno de aquellos requisitos, en
cuyo caso queda suspendida. Ahora bien,
si cualquiera de los dos proveídos que el
juez dicte es gravoso, ó como tal lo consi-
dera una parte; ¿podrá interponer apelación
y deberá admitírsele? La repetida ley 4,
til. 17 ,  lib. 11 Nov. Recop. , concede al
juez ordinario la facultad de decretar ó ne-
gar el ex-cquatur, según vea que la senten-
cia es ó no � conforme á los términos del
compromiso ; pero asi como la misma ley
previene que la sentencia arbitral se lleve á
efecto i sin embargo de cualquier recurso
que para revocarla se utilice, con mayoría
de razón debe decirse le mismo relativa-
mente al decreto aprobatorio de dicha sen-
tencia. Toda apelación que se interponga
contra el auto de ejecución, no es admisible
mas que en el efecto devolutivo.

Sí se deniega la ejecución y se apela de
esta providencia , el juez debe admitir la
apelación en ambos efectos. V. APELtc iov ,
sección XI1.

La ejecución de la sentencia arbitral se
debe llevar á efecto unas veces bajo las
oportunas fianzas y otras sin ellas, según los
casos. V. «vic io  EJECUTIVO. Procedien-
do la prestación de lianzas y ordenándose
por el juez , á él toca efusivamente deci-
dir, si Jas que se presentan sonó no bastan-
tes, sin quede loque resuelva acerca de esto
haya lugar á apelación ni otro recurso, (i).

SECCION XVII.

DE LOS RECURSOS CONTRA LAS SENTENCIAS AR-

BITRALES.

Todos los poderes tienen necesidad de un
contrapeso que los retenga dentro de sus
justos límites, La jurisdicción arbitral, aun-
que instituida con objeto de terminar con
brevedad, economía, y por medios, digámos-
lo asi, conciliatorios, las diferencias suscita-
das entre conciudadanos , no podía menos

( i )  Ley 1 .  til.  17. Ijp. t i ,  No».  Rccop. ( i )  Lib. 1, C- Da rtctplia.
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tivos capaces de  constituir una escepcion á
dicha regla.

A primera vista parece repugnante á los
principios del derecho procesal que un
pleito pendiente en tercera y última istan-
cia é incapaz por su naturaleza de otro re-
curso, comprometido cuando estaba próxi-
mo á sentenciarse, sea susceptible de ape-
lación, después de fallado por los árbitros ó
arbilradores. La misma repugnancia ofrece
un negocio que por razón de su entidad
ó cuantía debiera decirdirse soberanamente
por un juez de paz ó de primera instancia.
En efecto , podría decirse*, cada negocio
tiene asignados los grados de jurisdicción
que puede recorrer. Sí de las dos hipóte-
sis indicadas el negocio decidido por los ár-
bitros, es  susceptible de apelación, entonces
los grados de jurisdicción ó las instancias
de un pleito, traspasarían el límite deter-
minado por las leyes, y entonces en lugar
de la brevedad y economía que aquellas se
propusieran con el establecimiento del ar-
bitrage, resultarían nuevos pleitos y nuevos
gastos , haciendo interminable la deci-
sión.

A estas pueden reducirse las objeciones
contra la admisión déla apelación de la sen-
tencia arbitral, aun cuando las partes se hu-
biesen reservado aquel remedio; pero á pe-
sar de todo está fuera de duda que la ape-
lación de las sentencias arbitrales es  admi-
sible, sea cualquiera el grado de jurisdic-
ción que haya recorrido el negocio que se
compromete. La razón que ha tenido el le-
gislador para establecerlo así, consiste; pri-
mero, en que el arbitrage es un juicio pri-
vado y puramente esccpcional, y que él por
sí no fue instituido ni sirve para revisar ni
apreciar la justicia de los fallos pronuncia-
dos por los tribunales comunes, sino para
terminar un pleito sin consideración á lo
que sobre él se haya antes decidido: segun-
do , en que las partes al comprometer el
pleito en el estado que se deja dicho, ya
deben preveer los inconvenientes que les
puede acarrear el juicio arbitral, y á ellas
deben imputarse el perjuicio consiguiente á
la adopción de esta medida ; y tercero, que

regla establecida en  las leyes délas Partidas,
según se deduce del óontesto de la ley 4,
tít. 17, lib. 11, Nov. Rec., habiéndose fun-
dado después en esta misma ley la doctrina
común, abiertamente opuesta alas leyes de
las Partidas , de que toda sentencia arbitral
es susceptible de apelación.

La Constitución de 1812, en su artículo
28! ,  tít. b, rigente como ley, resolvió la
cuestión de diferente manera que lo habian
hecho las Partidas y la ley recopilada, esta-
bleciendo, que las sentencias que dieren los
árbitros se ejecutarán, si las partes al hacer
el compromiso no se hubieren reservado d
derecho de  apelar. La apelación, pues, se-
gún este artículo, no procede contra la sen-
tencia arbitral sino cuando las partes se
reservan este derecho en el compromiso,
Así lo establecieron en Francia los legisla-
dores de 1790, y así lo ha establecido re-
cientemente el Código de Ginebra , con-
siderando el compromiso como la única
ley reguladora de la jurisdicción escep-
cional y anómala del arbitrage. Si,  pues, en
el compromiso no se reservan las partes ql
derecho de apelar de la sentencia, el tribu-
nal arbitral fallará en primera y única ins-
tancia.

Hecha esta lijera reseña de las modifica-
ciones que ha sufrido el derecho de apelar
de las sentencias arbitrales dictadas en ma-
teria civil, vamos á examinar de qué sen-
tencias se puede apelar , dentro de qué
tiempo debe hacerse, ante quién y en qué
forma.

Sobre la primera de estas cuestiones pue-
de establecerse una regla invariable y sin
escepcion alguna, á saber: que toda senten-
cia arbitral, en qne las partes, al hacer el
compromiso, se reservaron el derecho de
apelar, es efectivamente apelable, y que por
el contrario, no lo es, sino se  hizo dicha re-
seña.  Decimos que esta es una regla inva-
riable, porque ni la circunstancia de ser el
negocio comprometido un pleito pendiente
ante un tribunal supremo , ni la de que por
su naturaleza sea inapelable conforme á las
leyes comunes, ni en fin , la circunstancia
de estar ejecutoriada nna sentencia, son mo-
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cioues generales de los demas juicios, y pa-
ra cuya derogación era necesaria una ley
espresa que restringiera aquel término.

Poco diremos respecto á la forma de la
apelación, porque siendo su objeto obtener
la reforma ó revocación de la sentencia , la
partc apelante debe formular su conclusión
en este sentido, del mismo modo que se halla
establecido para los demás juicios. V. el ar-
tículo APEI.ACIOV.

El juez competente ante quien debe en-
tablarse el recurso es el de primera instan-
cia del lugar en que se dictó la sentencia
arbitral. La ley 23 ,  tit. 4 ,  Part. 3 , dice
respecto a) recurso de reducción á arbitrio
de buen varón , que si maliciosamente ó por
engaño fuese dada la sentencia, débese en-
derezar según albedrío de algunos ornes
buenos que sean escojidos para esto de los
jueces ordinarios de aquel lugar, do tal
cosa acaesciese , y la ley 35 del mismo títu-
lo y Partida, al hablar de la ejecución de
la sentencia arbitral consentida ordena, que
si alguna de las partes pidiese después al
juez ordinario del lugar , que la ficiese
complir, débelo facer. De lo dispuesto en
estas leyes se deduce que el juez competen-
te para conocer de los recursos que se en-
tablen contra la sentencia arbitral, es el
juez de primera instancia del lugar en que
se siguió y decidió el juicio , como sucede
con respecto á las sentencias de los mismos
jueces ordinarios. Las partes tienen por la
ley el derecho de someter sus diferencias
al juicio de árbitros, privando de su co-
nocimiento á los jueces competentes , y
también el de señalar el lugar en que deba
seguirse el juicio arbitral ; de donde se si-
gue, que la jurisdicción única competen-
te para conocer del negocio, bien sea en pri-
mera instancia , bien en segunda, es la que
resulte establecida en el compromiso. Por
lodo esto creemos equivocada la opinión
que sostiene Escricbe (1) de que el juez
competente para conocer de los recursos
contra la sentencia arbitral , es el de prime-

la apelación no tiene por objeto reformar
la sentencia de un juez ó tribunal institui-
do por la ley» sino la de un tribunal pri-
vado.

Habiendo examinado qué sentencias son
ó no apelables, y la naturaleza do la apela-
ción, pasemos á manifestar en qué tiempo
debe proponerse para que pueda producir
sus efectos.

El tiempo hábil de interponerla apelación
es el de diez días contados desde el siguiente
al en que se haga saber á las parles ¡a sen-
tencia , sea que estubiesen presentes al
tiempo de proferirla, sea que se le haya no-
tificado por medio de notario ú escribano
público.

Se ha dudado por algunos, si dicho tér-
mino empieza á correr desde el acto de la
notificación de la sentencia arbitral, ó bien
desde que se ha dado el auto de ex-equalur
por el juez ordinario encargado de la ejecu-
ción del fallo. La razón de esta duda con-
siste, en que hasta que el auto ejecutorio no
recaiga sobre aquel fallo, no hay verdadera
sentencia, al menos para que pueda produ-
cir su efecto necesariamente. Sin embargo;
semejante argumento tiene muy poco valer,
porque una cosa es reclamar contra la sen-
tencia arbitral y otra es pedir su ejecución
cuando una parte no se allana ¿cumplirla.
Cuando procede la ejecución inmediata de
la sentencia arbitra), la parte puede pedirla
desde luego, ó después de transcurridos los
diez dias que hay para reclamar contra la
sentencia; la ley no señala término fijo para
pedir Ja ejecución, ni hace depender de esta
el término para apelar.

No fallan tratadistas cuya opinión es que
la apelación contra las sentencias arbitrales
ha de interponerse dentro de los cinco dias
siguientes al de la notificación, fundados en
que la ley 1 ,  tit. 20, Jíb. H ,  Nov. Rec. l i-
mitó á este término los diez dias que la ley
22, tit. 23, Part. 3 ,  concedía en general res-
pecto á las sentencias de los jueces ordina-
rios; pero contra esta opinión existe un ar-
gumento concluyente y es, que los juicios
arbitrales constituyen una especialidad ¿ui
(jeiieris á que no son aplicables las disposi- ( I )  Diccionario .de legislación y jurisprudencia, pa

labra Arbitro.
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cbo pendiente el recurso de apelación <11

Teniendo lugar la apeteciéndola sentencia
arbitrarse interpondrá y admitirá para agte
el tribunal de comercio del lugar en que se
hubiere dictado, ó ol.juez ordinario en su
defecto , procediéndose en lodo como en
las apelaciones de los tribunales de comer-
cio (2). Un caso puede ocurrir en que no
puede tener aplicación la disposición legal,
en cuanto manda que conozcade laapelacion
el tribunal de comercio, y es cuando éste,
en virtud de la discordia habida entre los
árbitros y tercero, haya intervenido para
dirimirla, causando asi con su voto la sen-
tencia apelada. Cuando ocurra este caso,
creemos que la apelación debe interponerse
para ante la audiencia territorial , pues la
sentencia apelada es realmente produelo de
la decisión del tribunal de comercio,

Ucducciun d arbitrio de buen varón.  Este
recurso., establecido por la ley 25 ,  lit. 4 ,
Part. 5 ,  contra la sentencia dictada en ma-
teria civil por los amigables componedores
en los casos cu que hubiesen dictado su lau-
do maliciosamente ó con engaño, apenas
se ha practicado en tiempo alguno en la
forma establecida por la misma l ey ,  ha-
biéndose confundido con el de apelación,
desde que la jurisprudencia, fundada en la
l ey4 , t í t .  17 , lib. t i  de la N’ov. Recop.
admitió la regla de que los laudos eran ape-
lables, como las sentencias de los árbitros,
y desde que los jueces establecidos por la
ley,  están obligados á sustanciar por los
trámites que ella marca los negocios que
somete á su jurisdicción.

Gregorio López en su glosa á la dicha
ley 25 dice, que no vió en la práctica que
se eligiesen los dos hombres buenos que ella
determina, sino que conocía solo el juez
ordinario, hoy el juez de priraera instancia,
quien está obligado á sustanciar el recurso
por los trámites legales, puesto que no hay
ley alguna que le dispense de ellos en esta
clase de negocios. El recurso, pues , de re-
ducción á arbitrio de buen varón , ha veni-
do á confundirse ron el de apelación, pues-

>1) Ar is. 259, C.’, y 295, id.  id.
(1; Art. 9l>4, td. id.

ra instancia , á quien hubiese correspondido
el conocimiento del negocio, si no hubiera
intervenido compromiso.

En materia comercial varían las reglas
que dejamos sentadas respecto al recurso
de apelación contra la sentencia arbitral en
los particulares siguientes.

La sentencia que dicten los amigables
componedores no es susceptible de apela-
ción , aun cuando las partes se reservasen
este derecho en el compromiso , pues de-
clara la ley que no es aplicable á ellas esta
reserva {!). Sobre esta especie de senten-
cias arbitrales, sigue la ley de enjuicia-
miento el sistema antiguo de las Partidas
y del derecho romano, reducido á dejar en
libertad á las parles de conformarse ó no
con lo sentenciado, pagando en este caso
la pena estipulada (2). Por eso establece,
que las partes han de convenir necesaria-
mente en el compromiso de amigable com-
posición, bajo pena de nulidad, la multa
en que habrá de incurrir aquella que no se
conforme con la sentencia (5).

Esta facultad de optar entre la mulla y
la sumisión al laudo, no dura mas que tres
dias , de modo que no consignando dentro
de este término dicha multa en manos de
los mismos amigables componedores, ó en
las del escribano del tribunal de  comercio,
se  entenderá sin otra declaración que con-
sienten el laudo, y este será ejecutivo como
la sentencia arbitral ejecutoriada (4).

Una regla enteramente opuesta establece
la misma ley de enjuiciamiento sobre la
sentencia que dicten los árbitros , á saber:
que esta es siempre por la ley susceptible
de apelación. Dos casos de escepcion ad-
mite esta regla general ; es el primero,
cuando las parles hayan renunciado á este
recursoenel compromiso, pues se entienden
reservados los remedios de derecho contra
ella, cuando en el compromiso no se hizo
pacto espreso en contrario , y el segun-
do, cuando el compromiso se hubiese he-

< i )  Arl, 997, lev dolEnliiiciamieato.
Art. 302. id." id.

(3) Arl 297, id. Id.
Art. 3U3, ley de enjuicidniiroto
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dores no estaban autorizados para ello, ó
estándolo, no citaron y emplazaron al he-
redero.

7.° Cuando unos ú otros , ó el tercero,
sentenciaron pasado el tiempo convencional
ó legal para ello.

8 .' Cuando, aunque fallado el pleito
dentro del término hábil, no lo hicieron con
sujeción á la forma y facultades consigna-
das en el compromiso.

9.’ Cuando la sentencia fue dada contra
ley terminante.

10. Cuando lo sentenciado es contrario
á la naturaleza ó buenas costumbres.'

11. Cuando la sentencia ha sido dada
por engaño ó dolo.

12. Cuando fue proferida por medip de
pruebas falsas.

13 .  Cuando se dió por soborno y cor-
rupción (1). '

En el anterior catalogo de nulidades, no
hemos comprendido la falta de citación y
emplazamiento, como en los demas juicios,
porque las partes pueden dispensar á los ar-
bitros y arbitradores de aquella formalidad;
pero tratándose de árbitros de derecho pu-
ramente, el defecto de citación ó emplaza-
miento seria también un motivo de nulidad,
porque dichos jueces deben observar las re-
glas que los ordinarios.

Determinados los casos en que prorede
el recurso de nulidad contra las sentenci,!-
arbitrales en materia civil, vamos á dar á
conocer dentro de qué tiempo debe inter-
ponerse, ante quién y en qué forma.

Respecto dol tiempo dentro del que debe
ejercitarse el recurso de nulidad de la sen-
tencia arbitral, hay diversidad de opinio-
nes. Unos creen que debe interponerse den-
tro del termino de sesenta dias, contados
desde la nolilicacion de la sentencia, y se,
fundan, en que así lo dispone la ley 1 ,
tít. 18, lib. 11, Nov. Recop., respecto á las
sentencias de los jueces ordinarios. Otros por
el contrario sostienen, que debo intentarse
dentro de los diez dias siguientes al de la
notificación, y se apoyan en las leyes de l i s

lo quo conoce de él un mismo juez con ar- g
reglo a un mismo procedimiento.

§. 2.° /lecurm esiniorilinarios.

Nulidad. En general, todo juicio civil
ordinario puede ser atacado de nulidad,
cuando se ha faltado en él a alguno de Jos
requisitos esenciales y necesarios, sin los
cuales no se comprende la existencia de
un verdadero juicio. El arbitraje no puede
menos de estar sujeto á esta eventualidad.
La sentencia de los árbitros y arbitradores
puede adolecer de los mismos vicios que
otra cualquiera , y para subsanarlos otor-
gan las leyes el recurso de nulidad (1). ■

Podríase bien hacer una referencia á los
motivos de nulidad que afectan á los jui-
cios comunes, y ajustar su aplicación a los
arbitrales, evitándonos de este modo entrar
en mayores pormenores; pero la especiali-
dad de esta clase de procedimientos, nos
impone el deber de establecer ciertas dife-
rencias, lauto respecto al fondo, cuanto á
la forma del juicio, y al tiempo y modo de
ejercitar el recurso. , �

En materia civil hay nulidad en la sen-
tencia arbitral.

1 .* Cuando la sentencia se ha dado por
persona incapaz de ser árbitro óarbilrador,

2.° Cuando ha recaído sobre cosas que
la ley prohíbe someter al juicio arbitral, ó
sobre cosas distintas de las comprendidas
en el compromiso.

3?  Cuando los com promitentes carecían
<le capacidad legitima para contraer ó com-
prometer.

4.’ Cuando no han concurrido á dar la
sentencia todos los árbitros ó arbitradores,
y las partes no facultaron á los que concur-
riesen para decidir solos.

5.° Cuando concurrieron y tomaron parte
ios árbitros ó arbitradores recusados en
tiempo y forma, ó incapacitados por la ley.

(»/■ Cuando se hubiese dictado la senten-
cia, muerta una de las partes , si losaveni-

'h  l.pt 34, ti!. 4 P i r l .  3 .  y ley 4, til. 17, lib, H ,  Xo»i-
>1111 I Itl’LÜp.

TOMO 111.
i ;  1.1 j e t  é : .  23. -26. Í7 ,  .11. r>* jS | ,  til.  4. P.ir1 .3 -
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Partidas que disponen, que si las partes
callasen y no contradijesen la sentencia,
desde que fue dada hasta diez días, estarán
obligadas á guardarla, y que debe valer
tal sentencia. Nosotros somos de esta última
opinión, por las razones siguientes. El único
recurso que contra la sentencia de los ár-
bitros juris concedían las leyes de las Par-
tidas, era el de nulidad; de consiguiente,
el término de los diez dias que estas leyes
señalan á las partes para contradecir la sen-
tencia, es el término designado por citas
para interponer el recurso de nulidad. La
ley Recopilada solo se refiere á la sentencia
de los jueces ordinarios, por cuya razón no
puede considerarse derogatoria de las Par-
tidas en este punto. Las disposiciones espe-
ciales referentes al juicio arbitral y sus trá-
mites, no deben suponerse derogadas por las
leyes que reglan el procedimiento de ios jui-
cios ordinarios, si espresamente no se deter-
mina. La brevedad es ademas una circuns-
tanciaquedebc buscarseen el juicio arbitral,
la cual da mayor fuerza á la doctrina que de-
fiende la subsistencia del término consigna-
do en las leyes de las Partidas, á pesar de
la ley Recopilada. No deja también de pres-
tar apoyo á nuestra opinión, lo establecido
en las leyes mercantiles respecto á esta ma-
teria. En ellas, como veremos después , es
uno mismo el término señalado para inter-
poner el recurso de apelación y el recurso
de nulidad , lo cual resulta igualmente en
materia civil, aplicando a uno y otro recurso
el único termino concedido por las leyes de
las Partidas para contradecir la senten-
cia arbitral. Por último, el decreto de 4 de
noviembre de 1858, sobre los recursos de
nulidad contra las sentencias ejecutoriadas
de los tribunales ordinarios , solo señala
para interponerlos el término de diez dias,
contados desde la notificación, y no se al-
canza razón ninguna para que sea mayor el
que se conceda para reclamar la nulidad de
una sentencia arbitral.

El juez ante quien debe interponerse, es
el de primera instancia del logaren que se
hubiere dictado, según hemos espuesto res-
pecto al recurso de apelación.

Si la sentencia arbitral fuese apelable,
el recurso de nulidad debe interponer-
se conjuntamente con el de apelación,
ó por si solo, si la sentencia causare eje-
cutoria, pero determinando en uno y otro
caso las causas de nulidad en que se apoye.
Los trámites son los mismos que los del de
apelación.

En materia comercial ha lugar a) recur-
so de nulidad contra la sentencia arbitra!
que cause ejecutoria, siemprequclos aveni-
dores se hayan esccdido en lo juzgado de
las facultades contenidas en el compro-
miso , porque sobre esto han obrado sin
jurisdicción.

Esta regla general establecida por el ar-
ticulo 292 de la ley de enjuiciamiento, com-
prende en si varios délos casosque acabamos
de especificar, como puede fácilmente com-
probarse, y Jos que ella no contiene se ha-
llan tácita ó espresamente establecidos en
otros artículos de la misma ley.

Cuando el compromiso es nulo, necesa-
riamente ha de ser también nula la senten-
cia producto de él, por cuya razón habrá
lugar al recurso de nulidad contra ella:

1 /  Cuando el compromiso se haya cele-
brado entre personas incapaces ó no autori-
zadas.

2.° Cuando no se hayan espresado cu
él las tres primeras circunstancias que bajo
pena de nulidad e l ige  el artículo 259 de la
ley de enjuiciamiento.

5.” Cuando se haya omitido señalar la
multa en que haya de incurrir el que no se
conforme con el laudo de los amigables com-
ponedores (I).

También procederá el recurso de nuh-
lidad por otras causas.

4.  “ Cuando los avenidores sean perso-
nas incapaces para desempeñar el cargo.

5." Cuando se haya dictado la sentencia
por árbitros recusados, estando declarada la
recusación, ó mientras se sustancia, después
de habérseles presentado la certificación de
haberse propuesto $) .

6. “ Cuando las partes hayan revocado

( I I  Arl.  397. ley de enjuie¡amiente.
;3 ;  Arl. fJT. i d .  id .
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SECCION XXIV-

DE LOS HONORARIOS DE LOS ARBITROS T AR-

BITRADO RES.

Conformándonos al uso general 'de ha-
blar, damos el nombre de honorarios á 1a
retribución que es debida á los árbitros-pa-
ra indemnizarles del trabajo y de los cuida-
dos que han empleado en el estudio , ins-
trucción y fallo de un negocio. Esta esprc-
sion no es sin embargo muy exacta desde el
momento que se supone que los árbitros
ejercitan una acción con objeto de ser pa-
gados de sus trabajos, puesto que el hono-
rario, como notan algunos, envuelve la idea
de una remuneración espontánea , de una

*oferta voluntaria de tes partes ó de los
clientes.

Pero la cuestión no versa sobre la mayor
ó menor exactitud de te palabra honorarios
aplicada á 1a retribución de los avenidores,
sino sobre si estos tienen derecho á recla-
marla.

Pudiera decirse Contra esto que los hono-
rarios solo son debidos á los jueces perma-
nentes, cuyo oficio habitual es juzgar; pero
no á personas privadas, que no tienen aquel
cargo, y que si alguna vez lo ejercen, es
para un caso dado y por efecto de su acep-
tación voluntaria. Pudiera añadirse que
en rigor el árbitro no es masque un man-
datario, cuyo mandato desempeña por dar
muestras de complacencia hácia el mandan-
te. Pudiera también alegarse quelos árbitros
en ciertos casos, principalmente en el ar-
bitrage forzado, no vienen á ser en último
resultado mas que unos espertos que nom-
bra de oficio la autoridad judicial para ter-
minar una diferencia, y que en tal concep-
to no están los interesados obligados á re-
tribuir trabajos de personas no elegidas
por ellos. Por último , pudiera oponerse
que los arbitradores y amigables compone-
dores aceptan el cargo de jueces solo por
prestar un servicio á te amistad, y que el
premio de este servicio no es el salario, sino
el agradecimiento.

Pero en contraposición á estas razones

el compromiso, ó los poderes de los aveni-
dores (i).

7 /  Cuando se hubiese dictado te sen-
tencia, después de haber cesado los efectos
del compromiso por causa legal (2).

8.° Y finalmente, en el arbitrage jurídi-
co, siempre que se haya omitido en el pro-
cedimiento alguna délas formalidades esen-
ciales que lo vician de nulidad.

En materia mercantil el termino para
ejercitar el recurso de nulidad es el mismo
que para interponer el de apelación ; y
cuando proceda el de apelación, debe el
de nulidad intentarse conjuntamente con
este (3): mas si la sentencia arbitral causare
ejecutoria, entoncesse interpondrá solo, es-
presando en uno y otro caso las causas de te
nulidad que se reclama (4).

El tribunal competente para conocer del
recurso de nulidad contra tes sentencias ar-
bitrales, es el mismo que debe conocer del
de apelación, y su siislanciacion está sujeta
también á los trámites establecidos para el
recurso de nulidad contra tes sentencias de-
finitivas de los tribunales de comercio.
V. la sección anterior y el articulo ivv-

Injusticia notoria. Este recurso estraor-
dinario solo tiene lugar contra la sentencia
definitiva de- los avenidores en materia mer-
cantil, cuando el compromiso se hubiese
hecho pendiente la instancia de apelación
de te sentencia del tribunal de comercio, so-
bre negocio cuyo interes esceda de cin-
cuenta mil reales vellón, por violación ma-
nifiesta en el procedimiento de tes formas
sustanciales del juicio, ó por ser el fa-
llo dado contra ley espresa (5). El tiem-
po para interponerlo es el de treinta dias
contados desde 1a notificación de la sen-
tencia (6) y los trámites son los mismos
establecidos para este recurso en los do-
mas casos. Véase el artículo injcsnciA

A.

(1) Art. *79, ley de enjuiciamiento.
t») Art.  979, iJ .  id.
(»| Ar». 4*0,  id. i4.
(4) Art .  4*4.
13) 4rl *93. 421, Id  Id.
(6) Aria, 331, | ry  do enjuiciamiento: i«t7 y 11)8 Ctdigo

de comercio.
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existen otras mas convincentes á favor del j
derecho á la percepción de honorarios que |
asirte á los arbitros y a chilladores.

En efecto» desde el momento que estos
aceptan el cargo, cualquiera que sea el mo-
tivo de la aceptación, contraen una verda-
dera obligación, la cual les impone deberes
muy delicados y grave responsabilidad. En
general, todo hombre queso ocupa en nego-
cios de otro, empleando su estudio y su
trabajo, tiene derecho á ser indemnizado.
Asi el defensor que patrocina ú su cliente, por
masque su elección sea libre, uo poresode-
ja de. tener derecho á sus honorarios: el man-
datario tiene la misma acción, la tiene el pe-
rito, y la tiene el gestor de negocios, nct/o-
fiarum t/cslor, que sin encargo de nadie toma
sobre sí la dirección de los intereses de una*
persona ausente. ¿Por qué razón , pues , se
ha de hacer una diferencia odiosa con res-
pecto al avenidor que por encargo de una
parle emplea su tiempo y sus cuidados en
arreglar susdiferencias, sujclándoscá la res-
ponsabilidad que contrae á consecuencia
de su aceptación? No hay, no puede existir
un motivo que justifique semejante escop-
eten.

La ley positiva no podía menos de estar
en consonancia con estas razones deducidas
naturalmente de. la esencia misma dé l a s
cosas. Así es que , na se encuentra ninguna
disposición legal que prive á los árbitros y
arbil radares del derecho de ser retribuidos,
y aunque este silencio seria una autorización
implícita para exigir sus honorarios, cou
lodo eso el legislador no ha querido dar lu-
gar á interpretaciones abusivas de aquel si-
lencio, y ha establecido en el art. 528 de
los aranceles de 22 de ¡payo de 1841», que
los árbitros pueden y deben cobrar los
mismos honorarios que los jueces letrados
de primera instancia, á quienes los equipa-
ra. De los arbitradores no hacen mención
dichos aranceles- mas no por eso se ha de
inferir que. están obligados ú servir gratui-
tamente a l a s  partes que los nombran, de
las cuales podran exigir los honorarios que
prudenciulipente gradúen, según el tiempo
y trabajo que hayan empleado, y habida

consideración á lo que hubieren dejado de
ganar en sus respectivas profesiones ú oficios-
Si hubieren convenido con las partes acerca
dé la  retribución, se estará á este convenio?
sin poder exigir otra cosa mas.

SECCION .XXV.

OE LA RESP'»WUlL|iMl) HE LOS AUIHT11OS Y A1<-

1HTABDOHES.

Los árbitros y arbitradores desde la acep-
tación de su encargo adquieren ya cierto
carácter público que les impone deberes
muy sagrados que cumplir. Son jueces en
el negocio que so les con lia , y oslan como
ellos obligados á conformarse á las pres-
cripciones de la ley. No importa que su
nombramiento sea o no producto de la libre
voluntad de las parles que van á juzgar.
Esta circunstancia no les pone á cubierto
del error,  de la malicia y de la parcialidad.
Va la ley 25 , til. 4 ,  Parí. 5 ,  establece la
suposición de  que los avenidores pueden
juzgar maliciosamente, por engaño y pop
soborno , y aunque es cierto que allí no se
señalan cspresamenlc las penas en que in-
curren cuando el juicio adolece de seme-
jantes vicios, sin embargo, como basta
cierto punto equipara sus funciones á las
délos otros jueces ordinarios, y respecto
de estos, aquel y otros cuerpos del derecho
patrio, establecen sanciones penales, es
incuestionable que por una regla de rigo-
rosa analogía , la responsabilidad de los
unos se iden tilica con la de los otros.

El nuevo Código pena! ha disipado toda
incerlidujnbrc en esta parle, habiendo asi-
milado el cargo arbitral en cuanto á la res-
ponsabilidad , al de los jueces, asesores,
peritos y otros funcionarios públicos del
orden judicial. Esta responsabilidad es cri-
minal ó civil.

§. 1 . ’  Responsabilidad criminal.

El árbitro y arbitrador están calificados
de juez por la ley. y siendo sus funciones
las de administrar justicia á las partes que
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ran los requisitos legales, serán castigados
con las penas de suspensión y multa de 10
á 100 duros (i).

Si solicitaren á una muger que tenga pre-
tensiones pendientes de su resolución , in-
currirán en la pena de inhabilitación tem-
poral especial (2).

El avenidor que continúe ejerciendo su
cargo , después que hubiere de cesar con
arreglo á las leyes , será castigado con las
penas de inhabilitación temporal en su gra-
do mínimo y multa de 10 á 100 duros , de-
biendo ademas restituir los derechos ó emo-
lumentos que hubiere percibido con la mul-
ta del 10  al 50 por 100 de su importe (5).

Si cometieren algún abuso en el ejercicio
de su cargo , que no esté penado especial-
mente, incurrirán en una multa de 20  á 200
duros, cuando el daño causado por el abu-
so no fuere estimable , y del 20  al 100 por
100 de su valor cuando lo fuere, pero nunca
bajará de 20 duros (4).

Si la injusticia de la sentencia, la nega-
ción ¿juzgar, el  retardo malicioso, el des-
cubrimiento de los secretos de las parles, ó
el hecho punible ejecutado por los avenido-
res en el desempeño de sus funciones, tu-
viesen por causa dádivas ó promesas, ade-
mas de las penas designadas, incurrirán en
la de inhabilitación obsolula perpétua y
multa de la mitad del tanto de la dádiva ó
promesa aceptada.

En la misma multa y en la pena de inha-
bilitación especial temporal incurrirá el
avenidor que por dádiva ó promesa ejecuta-
re ú omitiere cualquier acto licito ó debido
propio de su cargo.

El legislador ha sido tan circunspecto
en este punto, que hasta las presunciones
de soborno se ha propuesto reprimir. Asi,
por solo el hecho de admitir regalos pre-
sentados en consideración al oficio de árbi-
tro ó arbilrador, castiga á este con la re-
prensión pública, y con la de inhabilitación
especial, en caso de reincidencia (5).

se someten á su jurisdicción, no puedq po-
nerse en dada que desempeñan un cargo
público , por cuya razón deben ser reputa-
dos como empleados públicos para los efec-
tos del titulo 8 ,  Ub. 2 del Código penal,
puesto que en el artículo 531 del mismo se
declara, que parados efectos de dicho títu-
lo octavo se reputa empleado todo el que
desempeña un cargo público, aunque no
sea de real nombramiento, ni reciba sueldo
del Estado.
. Los árbitros y arbitradoros pueden faltar
al fiel desempeño de su cargo , ejecutan-
do actos calibeados de delito por la ley y
penados mas ó menos gravemente según
su índole y trascendencia.

La prevaricación es un acto punible , y
asi cuando los avenidores dictaren á sabien-
das sentencia definitiva manifiestamente in.
justa , incurrirán en la pena de inhabilita-
ción perpetua especial. Mas .si se negaren
á juzgar so protesto de oscuridad , insufi-
ciencia ó silencio de la ley , ó retardasen
maliciosamente la sustanciacion ó fallo del
negocio ó negocios sometidos á su decisión,
entonces incurrirán en la pena de suspen-
sión por un tiempo determinado.

Cuando con abuso malicioso de su oficio
perjudicaren á las partes ó alguna de ellas,
ó descubrieren sus secretos , serán castiga-
dos, según la gravedad del perjuicio que
causaren, con las penas de suspensión ó la
de inhabilitación absoluta especial y multa
de 50 á 500 duros  (1).

Si los avenidores ó alguno de ellos sus-
trajere ó destruyere documentos ó papeles
que l e  estuvieren confiados por razón de su
cargo, serán castigados: l . °  Con las penas
de prisión mayor y multa de 50  á 500 du-
ros , siempre que del hecho resulte grave
daño de tercero, ó con la de prisión correc-
cional y multa de 20  á 200 duros, sino con-
curriese esta circunstancia; y 2." Con la de
inhabilitación perpétua especial (2).

Si á sabiendas nombraren para un cargo
público, como el de perito , tercero en dis-
cordia, etc., á persona en quien no concur-

<1 1 Arlü. Ifi9, 971, ‘273 y 175. Codigo penal reformado.
( i ,  Art .  HA.  id.

( i )  Art.VOO. Id-
Art. ¡Oí .  id .

(3 > Art.  MO,  id.
Art. 313. id.

'3; Art. 314, id.
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Si estos mismos funcionarios se intere-

sasen en cualquiera clase de contrato ú ope-
ración en que deban intervenir por razón
de sn cargo, serán castigados con las penas
de  inhabilitación temporal especial, y mal-
ta del 10 al 50 por 100 del interés que hu-
biesen tomado en el negocio (1).

Véase por lo demás los artículos referen-
tes á cada una de estas especies de delitos.

§. 2.° De la responsabilidad civil.

La responsabilidad civil es las mas veces
una consecuencia de la responsabilidad cri-
minal. Toda persona, responsable criminal-
mente de un delito ó falta , lo es también
civilmente, según el articulo 15 del Código
penal. Esta responsabilidad comprende.

1.* La restitución. 2?  La reparación del
daño causado. 3." La indemnización de per-
juicios (2).

La restitución deberá hacerse de la mis-
ma cosa, siempre que sea posible, con abo-
no de deterioros ó menoscabos, á regula-
ción del tribunal. La reparación se hará
valorándose la entidad del dañó, atendido
el precio natural de la cosa, y el de afec-
ción del agraviado; y tanto la obligación
como la acción de repetirla restitución, re-
paración ó indemnización, se trasmite á las
respectivos herederos del perjudicante y del
perjudicado.

A veces existe sola la responsablidad ci-
vil, y es cuando el hecho que la produce no
está calificado por la ley de delito ni falta.
Los avenidores pueden incurrir en respon-
sabilidad civil, cuando sin intención ni ma-
licia, sino por un descuido culpable causan
algún perjuicio á las parles Con sus actos
ti omisiones. Supongamos , por ejemplo,
que por descuido dejan trascurrir el plazo
del compromiso, sin dictar la sentencia. En
este caso están obligados civilmente á in-
demnizar á las partes de los daños y per-
juicios que por su culpa se les haya ir-
rogado.

Tales son las reglas generales sobre la

Código penal reformado,
l*) Arl. 115.

responsabilidad civil do los avenidores, l a»
cuales tienen sa debido desenvolvimiento en
el artículo HMPouiBiuwA».

ARBITRARIA (anmEtroi*). Sue -
le así llamarse la sentencia dictada por los
árbitros.

ARBITRARIEDAD. Cuando el
arbitrio, ó la voluntad del hombre reempla-
za á las reglas fijas á que tiene que someter
sus acciones , comete arbitrariedad. Esta
será por consiguiente la sustitución de la
voluntad propia á la de la ley , ó al deber
prescrito por ella. Los actos que emanan de
este vicio tan nocivo y destructor, se llaman
actos arbitrarios, y arbitrario se denomina
también el sistema de conducta que toma
por regla la de no tener ninguna y la de
obrar por las inspiraciones del capricho, ó
de la voluntad estraviada é independiente
de toda regla.

La arbitrariedad es vicio en que incur-
ren los gobiernos y los individuos: aquellos
y estos tienen principios fijos de conducta,
de que no pueden separarse, prescritos por
la ley natural, por las leyes escritas, así c i -
viles como políticas, y por la religión. Si la
naturaleza y el carácter de los gobiernos
les permite estas infracciones del órden y
de las leyes, ya porque no tengan freno que
los contenga, ya porque la misma forma
Constitutiva de ellos se las permita, enton-
ces los gobiernos son arbitrarios, recibiendo
diferente denominación esta arbitrariedad
de otras circunstancias que suelen acompa-
ñarlos, y que son sobradamente conocidas
en la historia y en la ciencia política.

Alguna vez sucede que, no obstante las
reglas establecidas por las leyes, los gobier-
nos se separan de  ellas, al parecer con fines
rectos y por considerar que sus disposicio-
nes especiales son preferibles á las de las
mismas leyes: lo cual nos induce á lamentar
esta necesidad , si es que tal cual vez es
justificable por motivos denoloria y eviden-
te conveniencia pública, y á desear y procla-
mar la importancia de que la ley y solo la
ley determine los principios de conducta de
los gobernantes. La dictadura misma exige
para que no sea abusiva, tiránica y deslruc-
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tora, que la ley fije precisamente los casos
remotos en que puede tener.lugar, y el cír-
culo de las facultades dentro del cual puede
ejercerse el poder arbitrario que al dictador
se confia. Lo demas es entregar al hombre
el arma mas terrible y que mas puede ofen-
der á las sociedades y á los individuos.

En los individuos hay unos que son res-
ponsables de sus acciones, únicamente de-
lante de su conciencia, y sin mas responsa-
bilidad que la que es común á lodos los
hombres que viven en sociedad ; pero hay
otros que por cstar encargados del desem-
peño de funciones públicas, tienen otro ca-
rácter y obligaciones mas trascendentales,
las cuales están sujetas á reglas precisas,
cuya infracción importa responsabilidad pe-
nal, con arreglo á las leyes en que -se san-
cionan los principios de gobierno, y la cor-
rección y castigo de los empleadas públicos.

ARBITRATORIA (oEMTEivciA) .

La pronunciada por los arbitradores.
ARBITRIO JUDICIAL. Es, ya

la facultad contenida dentro de límites pru-
denciales que el juez tiene para decidir los
casos que se presentan, cuando no hay ley
ó costumbre legítimamente introducida ó
esta es insuficiente ú oscura; ya la facultad
que le corresponde dentro de ciertos lími-
tes establecidos por el derecho para apli-
car las leyes.

De aquí se deduce que hay dos casos de
arbitrio judicial: uno que está dentro de la
ley; otro que está fuera de ella, pero sin
contradecirla. Tiene lugar el arbitrio dentro
de la ley, cuando esta, si bien espresa, deja
ella misma cierta latitud al juez para que
acomode su fallo ú la diversidad de circuns-
tancias que solo él puede apreciar. Apenas
habrá legislación que no presente casos de
este arbitrio, y sin cansarnos en acumular
ejemplos , podemos citar nuestro moderno
Código penal y la ley provisional para su eje-
cución, en los cuales Se deja á discreción
del juez estimar circunstancias atenuantes
ó agravantes las que sean análogas á las
q ue especifica, y en el que también se le
permite en muchas ocasiones hacer mas ó
menos graves las penas, señalando á estas
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un máximum y un mínimum. El arbitrio fue-
ra de  la ley ofrece otros caractéres distintos;
preciso es que no haya ley para el caso
que se ventila, ó que si la hay, no sea es-
presa y suficiente: entonces es cuando el
juez está llamado á ejercer la mas noble de
sus funciones, interpretándola y aun su-
pliéndola. Mas no en todas ocasiones puede
esto verificarse: hay que hacer distinción
entre las materias civiles y las criminales;
respecto de las primeras, no hay inconve-
niente en admitir el arbitrio del juez; pero
respecto de las segundas aconseja otra cosa
su índole especial, y exige el rigor del de-
recho, que si el juez no encuentra ley com-
prensiva del hecho que se supone criminal,
ó si la que existe e s  insuficiente, se absten-
ga de proceder. Y no es difícil hallar la ra-
zón de esta diferencia: en materia civil ca-
ben innumerables combinaciones, que no
todas han podido ser previstas por la ley;
una vez puestos en pugna los intereses de
dos ciudadanos, una vez que estos acuden
al juez para que la termine, es preciso que
así se verifique, porque de lo contrario no
habría razón para que ninguno cediera de su
derecho, antes bien cada cual querría hacer
triunfar sus pretensiones á- toda costa. Asi
que en estos negocios no solo es convenien-
te, sino basta necesario el arbitrio judicial
fuera de la ley. Pero la materia criminal es
mas concreta de por si ,  y sus límites están
bien señalados: por mucha que sea la varie-
dad de los actos de los ciudadanos, nunca
podrán estimarse como delitos sino aquellos
que la ley haya calificado tales de antema-
no; los demas podrán ser inmorales, podrán
cscitar la atención del legislador y darle

I motivo á su represión; pero hasta enton-
ces so reputarán lícitos, porque lodo delito
supone necesariamente una ley: por eso,
cuando no la baya csplicita no debe decla-
rarse la delincuencia, ni imponerse pena
por inducción, analogía ü otra razón de in-
terpretar, principio que ha adoptado el Có-
digo penal moderno al declarar que en el
caso de que un tribunal tenga conocimiento
de algún hecho que estime digno de re-

1 prensión y no se halle penado por la ley, se
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abstendrá de lodo procedimiento sobre él.
Y no puede ser de otro modo: es preciso
evitar llegue á realizarse el significativo
aforismo de Bacon: Durum est lorquere le-
yes ad hoc id torqueanl Ilumine».

Explicado ya hasta donde llega el arbi-
trio que el juez tiene dentro de la ley y el
que tiene fuera de ella, dejando aquel para
su lugar oportuno (V. LEY nos ocuparemos
al presente del segundo.

Dejamos dicho que este ha de estar con-
tenido dentro de limites prudenciales, para
evitar que el juez pueda sentenciar en nin-
gún caso á su antojo, y usando de una li-
bertad ilimitada, lo cual seria úna perpetua
ocasión de abusos, y dejaría á los ciudada-
nos despojados de toda garantía. El arbitrio
judicial nunca ha sido, nunca ha podido ser
la arbitrariedad judicial: la sociedad Con-
fiere la facultad de juzgar, no la de dictar
sentencias caprichosas.

Pero si es verdad que nunca ha podido
sancionarse la arbitrariedad absoluta del
juez, no sucede lo mismo respecto de su
prudente arbitrio. También podría parecer
conveniente que este desapareciera , mas
era preciso que el legislador hubiera com-
prendido y detallado en sus disposiciones
todos y cada uno de los casos que pueden
presentarse á la decisión judicial, era pre-
ciso que su previsión y su cálculo hubieran
tenido presentes todas las modificaciones,
todas las fases de que son susceptibles ios
actos humanos, designándolos individual-
mente, como se pueden designar diferentes
objetos que so tienen ante la vista. La inte-
ligencia humana puede recordar lo pasado,
conocer lo présente, pero no penetrar com-
pletamente el porvenir. Los legisladores,
según su capacidad y experiencia, según su
conocimiento de la historia y de la sociedad
en que viven , podrán ampliar la esfera
de los hechos humanos que caen bajo su
sanción; pero los que luego aparezcan bajo
un aspecto nuevo, esos darán ya motivo al
arbitrio judicial. «Las leyes una vez forma-
dlas, decían los redactores dsl Código civil
�francés, subsisten tales cuales se han es-
merilo ; los hombres por el contrario ja-

rmo.
>mas están en reposo, (ino siempre en ac -
tividad;  y este movimiento incesante á que
�tan diversas formas dan las circunstancias,
� produce á cada paso alguna combinación
�nueva, algún hecho nuevo, algún nuevo
�resultado.»

Pero aunque todas estas combinaciones,
todos estos hechas y resultados pudieran ser
previstos y objeto de las sanciones del le-
gislador, aun no se habria conseguido la
perfección, por mas que asi lo disfrazara la
apariencia, porque el infinito número de
casos, y la inmensa variedad de todos ellos
produciría una legislación complicada, d i -
ficil, casuística, incapaz de sistema y uni-
dad , y que haría imposibles las reglas ge-"
nerales que son precisamente tas que mas
conducen á la acertada decisión de los liti-
gios. A lo que debe aspirarse es á dismi-
nuir , cuanto posible sea , nunca á desterrar
del lodo el arbitrio del juc i :  verdad reco-
nocida por los filósofos mas antiguos y que

' han aceptado sin discusión los jurisconsul-
tos modernos. Aristóteles había dicho : Le-
yes Hite ujdimrp qua: arbitrio judiéis jmuca re-
linqutiul: y Bacon dejó consignado: 'Op-
tima ni esse leyem qutv mínimum relinquil ar-
bitrio judiéis.

Pudiera todavía creerse que se salvaban
los inconvenientes del arbitrio judicial . p i -
diéndose á la autoridad legislativa decisio-
nes para fallar los casos que no se hallaran
expresos en las leyes ; pero semejante medio
produciría resultados mas fatales y peligro-,
sos y lodos los vicios del sistema de ligis-
lar por rescriptos. Al paso que los jueces

i tendrán que sufrir la desmembración de sus
atribuciones , viniendo á ser objeto de des-
confianza , el poder legislativo adquiriría fa.
cuhadesqiic le deben ser extrañas, á saber:
las de aplicar las leyes , destruyéndose de
este modo la demarcación de los pode-
res públicos , que constituye uno de los
mas importantes adelantos de tas sociedades
modernas y una de las bases esenciales de
los gobiernos representativos. Y también se
conculcaría el axioma que niega efecto re-
troactivo á Lis leyes, puesto que los actos
del poder legislativo serian posteriores al

Enciclopedia española de derecho y administración



ARBITRIO. 465
Y la libertad que debe dejarse al qué la ha de
aplicar. El juez no debe ser un autómata,
ni tampoco legislador : su prudente arbitrio
se  aparta tanto del uno como del otro es-
tramo.

Antes de finalizar este artículo diremos
algo acerca de dos cuestiones relativas á la
latitud que debe darse al arbitro judicial,
y cuya solución ofrece alguna dificultad.
¿Cómo deberá fallar el juez cuando el caso
se halle previsto en la ley, pero la ley esté
anticuada ? Mandado está en nuestras leyes
que no se alegue para contradecir su obser-
vancia el decir que no se encuentran en  uso;
peroseopone para desvirtuar las consecuen-
cias de este precepto que la misma ley que
le contiene está sin uso, y que cuando la opi-
nión general se ha pronunciado esplícitamen-
te contra unasancion legislativa, y es recha-
zada por la época , en vano es pugnar para
que se observe, viniéndose á deducir de to-
do esto que el juez debe sentenciar , en el
caso dado, según su  arbitrio, porque no pue-
de abstenerse de fallar siendo su deber ad-
ministrar justicia, ni tampoco aguardar Ja
decisión del legislador no pudiendo las le-
yes tener efecto retroactivo. Indudablemcn-.
te no carecen de peso estas razones ; sin
embargo , bien analizadas , aun pudiera sos-
tenerse que en el caso de que se trata de-
bería el juez atenerse é la ley por mas que
se pretendiera estar anticuada. La disposi-
ción que espresamente niega fuerza al no
uso, no puede considerarse abolida por este
mismo no uso, que es lo que precisamente
se quiso prohibir. Y si bien es cierto elgran
poder que á la opinión se atribuye, poder
que llega á veces á hacerse irresistible, no
lo es menos que para que ese poder se sien-
ta y se conozca , ha de revelarse por seña-
les esleriores, y estas no pueden ser otras
que los casos en que se haya juzgado de
otro modo que la ley disponia. Ahora bien,
existiendo estos casos , si se han repetido
frecuentemente, la cuestión viene á ser inú-
til: se ha-introducido una costumbre contra
la ley,  y por la tanto la ha derogado; y si
los casos han sido en corto número, la ley

caso que los h&bia motivado , para el cual
habían de tener aplicación. Semejantes con-
secuencias son verdaderamente repugnan-
tes , y acaban de convencer la necesidad
del arbitrio judicial á falta de disposición
espresa de la ley.

Indiquemos ahora cómo debe usar eljuez
de esa facultad que se le concede. Habrá en
primer lugar de consultar los precedentes
ó sean los ejemplos que pueden ser aplica-
bles al caso de que se trata. Y cuando deci-
mos esto, qp nos referimos á aquellos pre-
cedentes que en virtud de su repetición
hayan llegado á adquirir el carácter de cos-
tumbre, porque entonces el juez debe res-
petarla , siempre que vaya acompañada de
los requisitos necesarios, como si fuera ley.
Tan solo cuando no han llegado á tener esta
importancia , es cuando los precedentes pue-
den guiar el arbitrio judicial. Si  son autén-
ticos , si emanan de tribunales respetables,
si se han establecido en épocas normales y
con un maduro criterio, si los recomienda
la razón, bien pueden sin inconveniente al-
guno servir para fallar otro caso de igual
naturaleza.

Convendrá también que el juez emplee el
argumento d simili ó de analogía. El caso
sobre el que ha de fallar, podrá no hallarse
espreso en las leyes ; pero si estas han pre-
visto otros semejantes, natural es que apli-
que una sanción del mismo modo semejante,
porque es de presumir que tal fuese la in-
tención del legislador. V. AivAiociA.

Ultimamente, pudiera suceder alguna vez
que faltaran precedentes , que no hubiera
tampoco lugar á la analogía; entonces es
cuando el juez necesita acudir á sus luces,
á su recta conciencia, á las máximas eter-
nas de la equidad , y recordando la impor-
tante investidura que la sociedad le ha con-
fiado , acomodar su fallo á los preceptos na-
turales , y al espíritu de la legislación na-
cional. Y. IMVEMPKETACION.

Usando el juez de sn arbitrio conforme á
las reglas que dejamos apuntadas, y que se-
rán ampliadas en sus lugares oportunos, no;
habrá ciertamente que temer grandes abu-
sos, y se concillarán el respeto que la ley exige Q sigue en toda su fuerza. Creemos , pues,

TOMO n i .  liy
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que si llegara á tener que aplicar una ley á
un caso en  ella comprendido , que  no se huT

hiera presentado desde su promulgación , ó
al menos no el suficiente número de veces
para constituir costumbre, el juez la debe-
rá aplicar , y no fa llar á su arbitrio , ya por
la disposición terminante de  nuestro dere-
cho ,  ya porque no podría constar que la
opinión general había dejado sin efecto la
ley de  cuya aplicación se tratara.

Es la otra cuestión á que aludíamos, si de-
be el juez sentenciar según lo alegado y
probado, ó según la verdad de  que se halle
convencido eslrajud ic i al mente: cuestión que
viene agitándose desde muy antiguo y con
mucho ardor, así por. ios teólogos como por
los jurisconsultos , produciendo entre ellos
gran variedad de opiniones. Unos han dicho
que el juez debía fallar según su convicción,
é invocaban una auténtica que se  encuentra
en el tít. 1 del lib. 5 del Código deJustinia-
no ,  yunpasage  en ella citado del juramen-
to que se halla en  la novela 8 .  Otros creían
que la sentencia debia sujetarse a lo que
del proceso resultara , é interpretaban á su
favor los textos anteriores, citando también
otros en  que se consignaba lo contrario. Ul-
timamente , fuera de  estas opiniones absolu-
tas,  había otras en que se hacia distinción
de causas civiles y criminales , de  estas
en leves y graves, de  tribunales superiores
é inferiores , resolviendo en estos casos la
cuestión de  diferente modo. Mas es fuera de
duda que tratándose de  paisas en que no se
halla admitida la diferencia de  jueces de
hecho y de  derecho, como no se halla en  el
nuestro, la cuestión no admite distinciones,
sino que  se ha de  decidir , ó en favor de  la
convicción legal , ó en  favor de la convicción
moral, sean cualesquiera los tribunales que
fallen y los negocios de  que se  trate ; y de
no existir aquella diferencia , tampoco es
dudoso qué opinión es la preferible : no
puede ser otra que la que proclama la con-
vicción legal. Ciertamente que puede suce-
der alguna vez que las pruebas parezcan in-
dudables y que en realidad sean ficticias:
que se crea ser verdad lo que solo es apa-
riencia, y que lodo esto conste privada-

ARBITRIO.
mente al juez. Este , sin embargo, debe de-
clarar por verdad lo que la ley presente
como tal ,  no lo que su pcrsuaciou le  dicte;
debe obrar como juez y no como particular.
Por fortuna creemos que cu muy raras oca-
siones ocurrirá este conflicto ; porque si
el juez ai principiarse un proceso sabe la
verdad del hecho que le motiva , y observa
que las pruebas van estraviándosc , y que
por el interés y e l  fraude vendrán á dar un
resultado falso, puesto que en las causas
criminales dirige el proceso, ye  las civiles
no le faltan recursos para ilustrar su fallo,
bien podrá encaminar esas pruebas de  mo-
do que conduzcan á la averiguación de  la
verdad , saliendo pocas veces fallidos su  ce-
lo ,  su prudencia y su práctica. Mas s i  á
pesar de todo llegara esto á suceder, enton-
ces ,  ya lo hemos dicho,  debe fallar confor-
me  prescriban las l eyes ,  de  cuya exacta
aplicación es responsable. No hay otro ca-
mino que seguir: abstenerse de  fallar el
caso,  sin alegar escusas legítimas , se-
ria un abandono de  la administración de
justicia que á todos debe , que no  es para él
un derecho que pueda renunciar , sino una
obligación de  que no le es dado prescindir.
Y fallar según su convicción particular se-
ria una infracción de las leyes que desde e l
momento en  que se tolerara abriría la puer-
ta á multitud de  abusos en la administra-
ción de  justicia: seria,  en  una palabra, ar-
rogarse el carácter de  jurado , abandonando
el de juez,  lo cual ciertamente no  cabe
dentro de los límites del arbitrio judicial.

ARBITRIO.  El uso que hace el hom-
bre de  su voluntad, decidiéndose poruña
cosa con preferencia á otra : y á veces la
misma voluntad. V. ALVEDRio. Significa
también el medio , generalmente injusto, á
que se  apela para conseguir un fin. Como
voz jurídica se  aplica propiamente al juicio
ó sentencia de  los jueces árbitros. V.  *■ -
BITR1GE.

ARBITRIOS MUNICIPALES.
Los medios qne se conceden á los pueblos,
ya perpétua, ya temporalmente, consisten-
tes en  derechos sohrc ciertos géneros ó ra-
mos , ó en otras recursos suficientes para
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en realidad hacían el oficio de arbitristas t
ya desde aquel reinado empezaron á consi-
derarse los arbitrios como impuestos y recur-
sos especiales , establecidos ó designados con
aplicación precisa á cubrir  un  gasto pública
determinado , y señaladamente se llamaron
asi los consagrados á la eslincion de la deu-
da pública. De este modo han venido consi-
derados hasta nuestros dias, en que por la
reforma de 1845 solo han quedado designa-
dos con tal nombre algunos muy escasos,
que ni aun tienen ya aplicación determina-
da , y que se administran en común con las
rentas ordinarias. Sin embargo de esto, da-
remos aquí alguna idea de ellos para que se
comprenda lo que han sido desde el último
tercio del siglo pasado , y lo que son hoy al
tenor de la legislación vigente.

Conocidos por escelenoia con el nombre
de arbitrios los recursos consignados al
pago de intereses y á la amortización deca-
pítales de la deuda pública , pueden redu-
cirse á cuatro clases los destinados á tan im-
portante fin desde que comenzó á reco-
nocerse sériamente la necesidad nacional
del crédito público. Ya consistieron en tm-
pueslos especiales sobre objetos determina-
dos, como los bienes de propios, los oficios
enagenados, las gracias y mercedes, las do-
naciones reales , las concesiones de pensio-
nes , cruces y títulos de grandeza , los gas-
tos de lujo , los artículos de consumo , las
trasmisiones vinculares , las herencias tras-
versales , las adquisiciones de manos muer-
tas y muchos otros de especie diferente: ya
se compusieron de exacciones competente-
mente autorizadas sobre los bienes y rentas
de la iglesia, como encomiendas , diezmos,
bulas, anualidades y vacantes de prebendas
y economatos, espolios de mitras, subsi-
dio, escusado, pensiones sobre mitras y be-
neficios y alguna otra de igual naturaleza:
ya fueron la simple aplicación de los pro-
ductos de m inas ,  y otras pertenencias es_
plotables de la administración pública: ya
se formaron con el aprovechamiento en.
renta ó en venta de todas las fincas que
por cualquier título venían al dominio ó
usufructo del Estado, como las de  mostreo-

cubrir las atenciones á que no alcanzan los
propios. V. FROPIOM Y ABBITKIM.

ARBITRIOS DE HACIENDA
PUBLICA. La acepción mas genérica
de la voz arbitrios en materia de Hacienda
es la de recursos ó medios estraordinarios
con que se procura cubrir el déficit de las
contribuciones y rentas ordinarias para el
cumplimiento de las obligaciones y gastos
del Estado. Así al menos se ha considerado
por los hacendistas durante muchos siglos
en nuestro país , habiéndose llevado la apli-
cación de este nombre hasta el estremo de
calificar de arbitrios cuantas contribuciones
nuevas, impuestos, préstamos, exacciones,
ventas, negociaciones, rebajas é invencio-
nes de toda especie se adoptaron después
dé los  primitivos servicios ordinarios, mi-
llones y alcabalas desde el siglo XIII hasta
nuestros dias , para remediar las escaseces
habituales del Erario. Es curiosa en este
particular la larga enumeración de los ar
bitrios establecidos en cada reinado desde
don Alfonso el Sáhio hasta don Fernan-
do Vil , que puede leerse en el diccionario
de Hacienda de Canga-ArgUelles bajo el ar-
tículo correspondiente. No le insertamos
aquí porque no parece del caso trasla-
dar tan prolija relación cuando en nuestro
juicio no corresponde con exactitud, ni al
sentido moderno , ni aun al antiguo de la
palabra arbitrios, habiendo en ella notable
esceso en calificar de tales muchos que nun-
ca fueron otra cosa que recargos de las con-
tribuciones conocidas ó creación de otras
nuevas y aumento de las rentas ordinarias.
Por lo domas , la significación de la voz ar-
bitrios puede decirse que ha ido reduciendo
su esfera con el trascurso del tiempo y las
reformas, viniendo ya muy limitada desde
épocas recientes, y habiendo quedado hoy
apenas empleada con aplicación á determi-
nados impuestos por el sistema tributario
de 1845. Si hasta el reinado de Carlos 111
pudieron llamarse arbitrios cuantas econo-
mías y recursos imaginaban para nivelar
los ingresos y gastos del Estado, las innu-
merables juntas llamadas de medios, que se
nombraban con admirable frecuencia y que
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eos, secuestros, confiscos, incorporaciones, I
adjudicación por débitos y aplicación por
reforma de establecimientos y corporaciones
civiles ó eclesiásticas: ya en fin se reduje-
ron á la cobranza de atrasos pendientes de
pago por arbitrios de igual naturaleza que
habían cesado ó sido suprimidos. Entre es-
tas distintas clases varió según las épocas el
número de los arbitrios adoptados, habién-
dose aplicado al indicado objeto veinte por
el real decreto de *26 de febrero de 17;-8:
treinta y tres porel de50 de agosto de 1800:
catorce por el de las Córtesde 15 de setiem-
bre de 1815: vinte y siete por el real de 15
de octubre de 1813: cuarenta y siete porel
de 5 de agosto de 1818: siete por el de las
Córles de 9 de noviembre de 1820: treinta
y cinco por el decreto real de 4 de febrero
de 1824: cuarenta y dos por el de 51 de
diciembre de 1829; y cincuenta y cuatro
por la instrucción de 9 de mayo de 1855.
Seria fatigoso y redundante el espresar
aquí literalmente los arbitrios correspon-
dientes á series tan prolijas y repetidas, ma-
yormente cuando en general cada uno de
los decretos citados no hizo sino añadir ü
omitir algunos á los ya de antemano esta-
blecidos que ratificaba. Por otra parle para
conocerlos todos parece suficiente leer el ar-
ticulo 1." de la citada instrucción de 1855,
donde se enumeran los vigentes en aquella
¿poca y donde con cortas escepciones se ba-
ilan refundidos y comprendidos todos los
que venían rigiendo desde 1798. Se inserta,
pues, este articulo á continuación para dar
idea específica de los arbitrios de que se
trata.

INSTRUCCION PROVISIONAL DE 9 DE MAYO

DE 1855.

Artículo 1?

Los arbitrios aplicados á la amortización
por los reales decretos de 4 de febrero de
1824 y 31 de diciembre de 1829 y órdenes
posteriores son los siguientes:

1 .  El producto de los dos años inmedia-
tos á la vacante de todas las dignidades,

canonicatos , prebendas y beneficios cele-,
siásticos.

2. El de una anualidad de las mismas
que debe pagar el preboste.

3. El producto de seis años de vacante
en los beneficios simples.

4. El de una anualidad cuando estos se
provean.

5.  El producto líquido de los economa-
tos deducida la congrua de los ecónomos y
las cargas de justicia.

6 .  Una anualidad de las pensiones sobre
mitras, dignidades ó beneficios concedidas
á particulares.

7. El quindenio raleado de las concedi-
das ó que se concedan á corporaciones.

8. La decimaquinta parte de la renta
anual por equivalencia á la anualidad de
toda pieza eclesiástica que se una perpetua-
mente á manos muertas.

9.  El producto de las encomiendas va-
cantes y qué vacaren de las cuatro órdenes
militares de Santiago, Calatrava, Alcántara
y Montosa.
� 10. Una anualidad de las que se con-

fieran.
11. El producto de los Maestrazgos de

las citadas cuatro órdenes militares.
12. El de las medias lanzas de encomien-

das que estas pagan á los mismos.
15. Los diezmos exentos ó de terrenos

ésceptuados de pagarlos por privilegios an-
teriores con las escepciones prevenidas ó
que en lo sucesivo se prevengan, y la recau-
dación de tos litigiosos hasta Indecisión del
tribunal.

14. Los diezmosnovales que produzcan
las tierras roturadas y los que se aumentan
por nuevos riegos á virtud de obras costea-
das por el Estado, según lo que previenen
en el particular las Bulas pontificias.

15. La mitad de dichosdiezmos después
de concluido el término prefijado y la de
los que produzcan las obras costeadas por
corporaciones ó individuos particulares.

16. El producto dé la  media-annata de
los frutos, rentas y derechos de las dona-
ciones hechas por los reyes, que pasan por
herencia á los sucesores de los donatarios,
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real decreto de 5 de agosto de 1818 y órde-
nes posteriores.

52. El producto de los diezmos y rentas
del canal de Albacete y de los demas cana-
les y acequias construidas con fondos de la
antigua consolidación y crédito público.

55. El de las temporalidades de los su-
primidos antonianos.

54. El producto en renta de las lincas de
bienes eclesiásticos secularizados , obras
pías, y de las adjudicadas por débitos mien-
tras no se verifique su venta.

55. El censo de tres por ciento sobre la
tercera parte del valor en tasación de las
fincas vendidas por el crédito público antes
del año 1820, que reconocieron los compra-
dores, y cuya redención quedó á su vo-
luntad. , . . .

36. Los arbitrios vigentes en los domi-
nios de América, según reales órdenes.

57.  Ademas de los citados arbitrios cor-
responden á la amortización los atrasos de
los siguientes hasta las fechas de su supre-
sión ó la de la nueva forma que se les ha
dado por reales disposiciones.

Los atrasos de la media anualidad en ¡as
sucesiones trasversales de vínculos y mayo-
razgos hasta 51 de diciembre de 1829.

Los del impuesto sobre aguardientes y li-
cores hasta fin de 1818.

Los de frutos civiles hasta íin de 1817.
Los del quince por cíenlo de amortización

hasta 15 de octubre de 1815.
Los del diez por ciento en vales en las

sucesiones directas de viuculos hasta 51 de
diciembre de 1829.

Los del impuesto sobre el vino.
Los de lanzas y medias annatas hasta 1?

de enero de 1818.
Los de las ventas de fincas á plazos he-

chas por la antigua consolidación.
Los del dos por ciento en ventas de fincas

hechas en las capitales y puertos habilita-
dos, como asimismo cualesquiera otros dé-
bitos que por diferentes títulos, convenios ó
negociaciones, aparezca pertenecer á la con-
solidación y crédito público con los arbitrios
siguientes:

58. El impuesto gradual sobre las hc-

con eslcnsion á los diezmes secularizados,
tercias de Castilla, tercios, diezmos del rei-
no de Valencia y los de nobles laicos de Ca-
taluña.

17. El dos por ciento anual equivalente
de las rentas donadas á corporaciones y
manos muertas.

18 .  El producto de los bienes y rentas
que se  incorporen al Estado ó que vuelvan
al mismo por su tanteo y consumo. .

19 .  El producto de los bienes y rentas
de la suprimida inquisición.

20. El de los coníiscos con arreglo á las
leyes y disposiciones del gobierno.

21 .  El del valimiento de los oficios ena-
genados de la Corona en todas sus inciden-
cias.

22. El de los estados secuestrados pen-
dientes de juicio de reversión.

25. El veinte y cinco por cíenlo en las
vinculaciones y adquisiciones por manos
muertas.

24.  El dos por ciento anual de las ren-
tas de  los bienes amortizados que no causan
sucesión.

25. La media anata de las mercedes con-
cedidas ó que se concedan á particulares.

2G. El quindenio equivalente de las ya
concedidas ó que se concedieren á corpora-
ciones ó manos muertas.

27. El cánon que se gradúa á los terre-
nos ,  baldíos y realengos que se reducen á
cult ivo por particulares.

28. El servicio de las gracias que se es-
pidan por el Consejo Real y el de las dis-
pensas de ley con arreglo á las tarifas vi-
gentes ó á las que puedan darse en lo su->
ces ivo.  .

29. Gna anualidad de las pensiones que
se concedan por cruces de Carlos 111 é Isa-
bel l a  Católica.

50. El servicio de mil y quinientos rea-
les sobre las mismas, y el de dos mil por la
concesión para usar condecoraciones cs-
tranjeras.

51 .  El equivalente á los vales de seis-
cientos,  trescientos y ciento cincuenta pesos
en  la s  sucesiones directas de grandezas y
títulos con la distinción establecida en el §
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reocias libres, establecido por real decreto
de 31 de diciembre de 1829.

59. El de la inedia anata en las sucesio-
nes directas de vínculos y mayorazgos y una
anualidad en las trasversales de los mismos.

M. El del cinco por ciento sobre los
oficios y rentas enagenadas de la Corona y
sobre los arbitrios municipales y particu-
lares.

41. El medio por ciento de hipotecas de
las ventas, cambios y contratos de bienes
inmuebles que contengan traslación de do-
minio.

42. El producto de la venta de baldíos
y realengos.

43. La quinta parte del producto de la
Bula de Cruzada y la mitad de las de ilus-
tres, lacticinios y composición.

44. El veinte por ciento de los propios
y arbitrios del reino, la mitad de sus sobran-
tes y los atrasos del antiguo diez por ciento.

45. El producto líquido de las minas de
azogue de Almadén.

46. El de las de plomo de Linares.
47. El de las de cobre de Rio Tinto y de

las demas que pertenecen al Estado.
48. El producto líquido de los bienes y

rentas que los tribunales declaren mos-
trencos.

49. Los arbitrios concedidos á la anti-
gua junta de reemplazos.

50. El aumento de cuatro millones en
el subsidio de comercio.

5 !  . El aumento de diez por ciento sobre
el importe de los encabezamientos de ren-
tas provinciales y equivalente en la corona
de Aragon.

52. Los productos de la renta de aguar-
dientes y licores.

53. Utensilios y su recargo.
54. Frutos civiles.

Es de notar que entre lo os estos arbi-
trios han figurado siempre las fincas del Es-
tado; y como en las épocas marcadas por el
espíritu de reforma se han aplicado á la na-
ción masas de bienes mas ó menos conside-
rables que pertenecían á corporaciones, este
solo recurso ha sido inmensamente superior

á los’demas para la amortización da la dea-
da, en tiempo de la antigua caja de conso-
lidación con la venta forzada de las fincas
de obras pías, y en las diversas épocas cons-
titucionales con la adjudicación al Estado
de los bienes de comunidades religiosas de
ambos sexos y del clero secular. Así se ob-
serva el contraste de haber sido mas pin-
gües los medios de amortización cuando
acaso eran menos numerosos los arbitrios
destinados i este objeto , porque nada po-
día ser tan productivo como la renta pri-
mero y el precio de la venta después de esas
masas de bienes acumulados en el crédito
público por las reformas.

En su lugar correspondiente consignare-
mos nuestro juicio sobre la bondad teóricl
y la influencia práctica que para el crédito
nacional ha tenido ese rico arbitrio. Por
ahora , prescindiendo de  él , y hablando so-
lamente de los de otra especie , debemos
repetir que,  como ya indicamos, solo que-
dan vigentes algunos pocos de los muchos
que regían en <835. La reforma tributaria
de 1845 acomodándose á las doctrinas re-
cibidas y al sistema de presupuestos anuales
refundió en los ingresos generales todos loa
recursos del Tesoro, y no hizo asignación
especial de ningún tributo al sostenimiento
de gastos determinados. Todos los ingresos
están naturalmente destinados á cubrir todas
las atenciones en la proporción establecida
por el presupuesto de gastos ; y el principio
de la centralización en el manejo de los fon-
dos públicos repugnaba también la conser-
vación del antiguo sistema de arbitrios.
Vienen sin embargo figurando con el nom-
bre antiguo en los presupuestos de aquella
época y sucesivos los que todavía no se han
suprimido; pero ya no aparecen como lo
que fueron, sino en su calidad de tributos
vigentes, que se recaudan por la adminis-
tración de rentas indirectas por virtud de
la circular de 18 de junio de 1845 y que
entran en la masa común de los ingresos del
Tesoro. Figura, pues, entre estos una partida
de «arbitrios de amortización marcados en
«la instrucción de 9 de mayo de 1835, no
«suprimidos;» pero son tantos los que han
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qué en  esto» medios está en la nivelación
de los gastos generales con los ingresos
efectivos del Tesoro la seguridad y exacti-
tud de toda clase de pagos; pero tan arrai-
gado está en nuestro país ese  medio de ins-
pirar confianza por la consignación de ar-
bitrios, que todavía hoyen  el proyectado
arreglo general de la deuda pública se pien-
sa en designar arbitrio» para proveer á la
estincion de la que se declare amorti-
zable.

ARBOL. Vegetal por lo común de
un solo tronco, que escede á los demas en
corpulencia, fortaleza y altura. Su sentido
jurídico es bastante lato, pues quecompren-
dé ciertas plantas y arbustos á las que
son aplicables también muchas de las dis-
posiciones relativas á árboles.

Bajo diferentes conceptos pueden ser los
árboles objeto de las sanciones legislativas.
Como cosas que la naturaleza ofrece al hom-
bre, nosolo para su recreo, sino también pa-
ra su utilidad y lucro, dando así estímulo á
su trabajo, pueden ser objeto de  propiedad
particular, y la ley en este concepto la se-
ñala reglas y demarca sus límites. Sancio-
nada y constituida esta propiedad pueden
causarla perjuicios la codicia y la mala fé;
y toca también al legislador reprimirlos su-
ficientemente. Ultimamente, los montes y
los árboles plantados en Jas calles, plazas y
paseos contribuyen de un modo notable al
provecho y ornato público, y en no pocas
ocasiones tienen eficaz influencia en la sa-
lubridad de los pueblos; razones que indu-
cen al fomento de los plantíos y á esc i lar el
celo de las autoridades locales, dictando dis-
posiciones para la consecución de tan impor-
tante fin. Y hé aquí claramente manifestado
como los árboles pueden y deben ser objeto
déla legislación civil, déla penal, y de la ad-
ministrativa; sin embargo, en el presente ar-
tículo no corresponde tratar de ellos bajo to-
dos los aspectos que decimos: las disposicio-
nes administrativas quedan reservadas para
el tratado de montes y plantíos; en cuanto á
la penalidad solo haremos indicaciones que
serán desenvueltas en sus lugares oportu-
nos , ocupándonos aquí principalmente de

cesado por supresión directa ó indirecta, que
en el día solo se consideran vigentes en las
cuentas del ramo nueve , y se cobran atra-
sos de otros veinte que ya no lo están.

Los vigentes son:
1?  Anualidades y vacantes.
9.° Cinco por ciento de arbitrios muni-

cipales y particulares.
5.° Cinco por ciento de rentas y oficios

enagenados.
4.° Gracias al sacar y dispensas de ley.
5.° Media anuata de mercedes y sus quin-

denios, ’
6.* Gracias de cruces españolas y es-

tranjeras.
7.a Oficios de hipotecas con los dere-

chos de inscripción. '
8.* Quince y veinte y cinco por ciento

de adquisición de manos muertas.
9.” Valimiento de  oficios enagenados y

productos de arriendo de escribanías y no-
tarías.

En cuanto á los suprimidos de que todavía
se  cobran atrasos pertenecen todos á la cla-
se  de los mas antiguos, y deberán estar sus
débitos por la mayor parte comprendidos
en  los corles de cuentas posteriores á 1828, �
esceplo lo que pueda hallarse en poder de
segundos contribuyentes.

Se ve, pues, que independientemente de 1

los arbitrios municipales , provinciales y
particulares que no corresponden á la Ha-
cienda pública, y prescindiendo de algún
otro creado en diferentes épocas por tiempo
limitado y para objetos especiales, en ge-
neral se ha reservado este nombre para los
recursos destinados á la amortización de la
deuda del Estado. Este método peculiar de j
cubrir una atención preferente del Erario ¡
público , ha sido siempre inspirado por el
deseo de infundir- confianza en el ánimo de
los acreedores de la nación, con sobrada ra-
zón desconfiados en medio de la inseguridad,
las escaseces y la arbitrariedad harto comu-
nes de la administración general , pues se
creía, aunque no pocas veces se baya frus-
trado, que solo, asi podía asegurarse una
firme garantía para los tenedores de la deu-
da. La esperiencia ha hecho ver que mas
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lo que establece en la materia el derecho
civiL

PARTE DOCTRINAD.

MIMAN*.

SECCION ÚNICA. NATURALEZA, PROPIEDAD Y

, DISFRUTE DE LOS ÁRBOLES.

§. i ."  Naturaleza y carácter dé los
árboles.

§ .2?  4 quien pertenecen los árbo-
les.

§. 3.* Restricciones que tiene el pro-
pietario.

§. 4.** Menoscabos causados en la
propiedad de � los árboles.

§. 5.° Disfrute de árboles atjenos.

l . n Naturaleza- y carácter de los ár~
boles.

Los árboles por su modo de nacer, nutrir-
se y desarrollarse no pueden menos de ser
reputados como accesorios de la tierra. Es-
te principio es de  los mas sencillos y pal-
pables; los árboles sacados del terreno pier-
den todos los elementos de su existencia, y
por eso se dice en todo el rigor de la pala-
bra que son accesorios; por eso les han da-
do este carácter todas las legislaciones sin
que sobre ello se baya ofrecido duda algu-
na. Pero para que un árbol sea considera-
do accesorio de determinado terreno y se
repule inherente á él ,  no basta que se en-
cuentreinlroducido, sino que es preciso que
hayaechadorgices, porque estas son, porde-
cirlo asi, el órgano esencial de su vida y las
que le trasmiten el jugo y las sustancias
contenidas en. la tierra; desde entonces es
desde cuando el árbol se une, se identifica
con ella; hasta su arraigo tanto puede estar
en uno como en otro suelo; y no sufre de-
trimento alguno si se le saca de aquel en
que se encuentra. Los árboles por lo que
queda dicho tienen el carácter de accesorios
y lo son de aquel terreno en el que echa-
ron raíces, regla constante de cuya verdad
persuade por si solo el buen sentido.

También creemos fuera de duda que
tienen el concepto de cosas inmuebles los
árboles en pié , no los ya corlados , porque
estos no pueden decirse propiamente árbo-
les , sino que son madera ó leña, y como
tales objetos muebles. Los árboles vivos es
indudable que pueden trasplantarse, que
pueden ser llevados de un terreno á otro;
pero esta misma traslación demuestra que
son cosas destinadas á hallarse fijas en tal ó
cual terreno. Habiéndose ya visto anterior-
mente que se reputan accesorios de este,
bien se comprende que tomen su mismo
carácter de inmovilidad : repugnaría al ór-
den natural que, siendo el suelo cosa in-
mueble, lo que no puede estar sino adherido
á él fuera mueble. Y si bien es verdad que
en nuestras leyes no hay ninguna que de-
clare especialmente el punto que nos ocu-
pa, con todo, declarándose en ellas inmue-
bles los alfolies de madera , las tinajas env
potradas en tierra y otras cosas semejantes
con mayor razón deben tener los árboles
igual carácter.

Respecto al significado que encierra la
palabra árbol dejamos ya apuntada la defi-
nición general ; de ella se infiere que para
que una planta sea considerada como árbol
es preciso qiie'tenga tronco del cual pueda
sacarse madera y que tenga ramas que for-
men lo que se llama copa. Mas también in-
dicamos entonces que el -derecha daba ma-
yor latitud á la palabra, haciéndola osten-
siva á vegetales que en rigor no pueden
decirse árboles. Las leyes romanas tenían
declarado espresamente que como tales se
conceptuaban las yedras , sauces, cañas y
las vides, como puede verse en el til. 7 ,  l i-
bro 47 del Digesto. Las españolas no hacen
aquella esplicita declaración; pero como
muchas veces al  ocuparse de los árboles
mencionan las vides y majuelos aplicándo-
les iguales disposiciones , creemos que estos
vegetales se  comprenden bajo la denomina-
ción de árboles en todos los casos en que les
pueden convenir iguales sanciones; mas no
en aquellos en que se les designa espe-
cialmente y se les aplican reglas particu-
lares.
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I nuestro entender no es muy arreglada á la
equidad , porque en el derecho nunca debe
equipararse al que procede de buena fé, al
que es  inculpable con el que obra malicio-
samente y hace á sabiendas lo que conocía
no le era licito; asi lo ha reconocido el có-
digo austriaco al disponer que cuando un
campo ha sido plantado con árboles agenos,
el propietario del suelo , teniendo buena fé
debe abonar su precio ordinario, y tenién-
dola mala el mas alto con los daños even-
tuales. El código francés por el contrario,
consigna la regla absoluta de nuestra ley;
pero añadiendo que el propietario del ter-
reno puede ser condenado, á daños y per-
juicios cuando haya lugar. Nada dicen de
estos las leyes de Partida , antes bien se
concretan á la estimación de los árboles,
por tanto no pueden exigirse; pero en caso
de que la práctica los hübiera autorizado ó
una nueva ley introdujera esta innovación,
no debería en nuestro concepto imponerse
este gravamen á toda clase de plantadores,
sino que sería mas hatural concretarle á los
que hubieran procedido de mala fé , abo-
nando los que la tuvieran buena la estima-
ción solamente , con lo cual desaparecería
la chocante igualdad que antes queda cen-
surada. Unicamente nos resta advertir res-
pecto al caso que estamos examinando, que
cuando la mala fé de! propietario que plan-
tó en su terreno árboles agenos hubiera
llegado á constituir un delito , quedará su-
jeto á una pena en el sentido estríelo de
esta palabra; pero en los demas casos, la
mala fé está suficientemente reprimida por
la ley civil , y no podrá dar lugar á un pro-
cedimiento criminal.

Pasemos ahora á esponer las reglas que
rigen en el caso de haber plantado el dueño
de ios árboles en terreno ageno. El Fuero
Real declara la pérdida del dominio del ár-
bol , y fija las indemnizaciones para los
casos de plantar en heredad común ó en la
que uno tiene de buena fé y recibió de otro
que no era dueño, disposiciones en que no
nos detenemos porque pueden verse en la

■ ley i del título 4 del libro 3 de aquel có-
digo,  y porque las mas dignas de atención

g. 9.° ¿ uiért perteNicen loa arbolea.

Para saber á quién corresponde la pro-
piedad de un árbol sirve de principio fun-
damental el que dejamos enunciado en el
párrafo anterior: el árbol es  un accesorio, y
lo es del terreno en que ha echado raíces;
asi que , sea quien quiera que lo baya plan-
tado, corresponderá siempre al dueño del
terreno en que se verificó el arraigo, lo
cual 410 es mas que una de tantas aplicacio-
nes como tiene la regla de derecho ; io ac-
cesorio sigue á su principal. Y hasta podría
ser una consecuencia del derecho de ocu-
pación, haciendo el ingenioso raciocinio de
los jurisconsultos romanos, según los que,
llevado un árbol á un terreno, luego que se
arraigaba en él y de él recibía su nutrimen-
to, venia á ser otro árbol distinto. Si siem-
pre el que planta fuera dueño del árbol y
dueño del terreno, el principio fundamental
no necesitaría restricción ni modificación
alguna ; el particular habría efectuado actos
emanados de su propiedad sin lastimar la
agena, sin perjudicar intereses de nadie*, y
para esos actos no debería establecer reglas
especiales el legislador. Pero como esto no
sucede así constantemente, sino que á veces
se presentan combinaciones diversas del in-
terés privado, las leyes no han podido me-
nos de tenerlas en cuenta y poner en armo-
nía el principio de que lo accesorio sigue á
lo principal, con otro no menos cierto, no
menos respetable, á saber, que ninguno debe
enriquecerse á costa agena. Y para com-
prender bien la doctrina del derecho espa-
ñol en esté particular distinguiremos los
tres casos que pueden presentarse, y son:
f Cuando el dueño del terreno planta ár-
boles agenos. 2.° Cuando el dueño del árbol
planta en  terreno ageno. 3.° Cuando el que
no es dueño del terreno planta en ¿1 un ár-
bol que tampoco le pertenece.

En el  primer caso , esto es , cuando algu-
no plantó árboles agenos en terreno propio
debe pagar su valor al dueño de ellos. Asi
lo previene la ley 43del tit. 28  de la Part. 5 ,
sin hacer distinción entre el plantador io
buena fé y el de mala: disposición que á
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son las consignadas en las leyes de  Partida.
Hacen esta distinción del que poseyó el ter-
reno con buena fé y de! que la tuvo mala.
Cuando alguno creyéndose dueño de un ter-
reno en virtud de un justo titulo hace en él
plantaciones de árboles, y presentándose
después el verdadero dueño recobra su po-
sesión , puede el plantador retener la here-
dad hasta tanto que sea indemnizado de los
gastos que hizo en las plantaciones; pero
cargándosele en cuenta las utilidades que
percibió: tai es la disposición de ley 41,
tít. 28, Part. 3 , la cual censura Escriche
porque puede llegar á ser gravosa al dueño
del terreno cuando los árboles valieran al
tiempo de su plantación mucho mas que al
tiempo en que el propietario recobra la po-
sesión de su heredad , razón por la que
cree debia darse á este la elección de satis-
facer , ó bien el coste de los árboles y del
trabajo, ó una cantidad igual al aumenta
de valor que por las plantaciones ha tenido
la ñuca, como lo dispone el artículo 555 del
código civil francés. Sin duda que este
aparece mas equitativo y mas suave respec-
to del propietario del terreno; pero también
la ley española es recomendable por igua-
les motivos respecto al poseedor, quien ha-
biendo' obrado de buena fé ,  cuyo supuesto
es el que estamos examinando , no es mere'*
cedor de todo el rigor del derecho , ni pudo
evitar que los árboles que él plantó á su
costa hayan bajado de valor. Asi que ambas
disposiciones presentan cada cual iguales
ventajas é inconvenientes. Por lo que hace
al que estuvo poseyendo una heredad de
mala fé , y á sabiendas plantó árboles pro-
pios, sobre perder su dominio, no puede re-
petir su valor según el contesto dé la ley 43
del título y Partida antes citados, sí bien
en este caso creemos aplicable la limitación
establecida en la ley 42, la que, tratando de
la siembra, concede al que la hizo de mala
fé y fue condenado á la restitución de fru-
tos el abono de los gastos que por razon de
ellos hizo. También parece dura á Escriche
la disposición de la referida ley 43,  y juzga
preferible la del artículo 555 del código
francés, que autoriza al dueño del terrenoá

retener las plantaciones abonando an valor
y el del trabajo , ó exigir las saque á su cos-
ta el que las hizo, fundándose en que si
aprovechan al dueño no es justo se lucre
con perjuicio de otro y deje de  abonar gas-
tos que él hubiera hecho , y si le estorban
tampoco debe obligársele á conservarlas. Lo
que de aquí se deduce es que nuestra ley,
si ba sido rigorosa , ha hecho caer este ri-
gor sobre el que obra de  mala fé , no que-
riendo que por ella reporte la mas pequeña
ventaja ; y en cuanto á la ley francesa, ado-
lece en este punto de un inconveniente, á
saber: que hace sumamente desigual la con-
dición del poseedor de maiafé,  pues hay
gran distancia entre recibir el valor de  lo
plantado y del trabajo , y tener que sacar á
costa propia los árboles sin abono alguno, se-
gún que el dueño de la finca tenga estas ó
las otras, ideas respecto al destino de ella:
si siempre es igual la mala fédel plantador,
siempre debe producir iguales consecuen-
cias y no salir mas ó menea ganancioso se-
gún sea la voluntad agena. *

Antes de hacernos cargo del tercer caso
que nos propusimos examinar, debemos es-
poner una observación coman i los dos an-
teriores, á saber: que en ninguno de ellos
se dá derecho al dueño de los árboles para
sacarlos; sin embargo, preciso es  tener pre-
sente que se parte del principio de haber
echado raíces , porque antes que esto se  ve-
rifique, no se han agregado propiamente
á la heredad , y podrá reclamarlos aquel
de quien sean. Pero á pesar de ser la regla
general no poder sacarse el árbol- que arrai-
gó,  la ley 41 , tít. 28  , Partida 3 ,  menciona
dos casos de  escepcian: 1.* Si el dueño de
la heredad fuera tan pobre que de  ningún
modo pudiera abonar al poseedor de bue-
na fé que hizo la plantación los gastos por
esta ocasionados , ni lo que le producirían
los árboles si los sacara,. 2?  Si el poseedor
de buena fé comenzara á tenerla mala y
después hiciera las plantaciones. Aunque en
ninguno de  estos casos se pene la limitación
de que puedan sacarse los árboles sin dete-
riorar el primitivo estado de la heredad, asá
debe sobreentenderse á nuestro juicio. El
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de este modo combinada no se apartaría
mucho del espíritu de la legislación patria
y de lo que recomiendan los principios de
equidad. Da cualquier manera que se la
juzgue, es á todas luces conveniente que
ol caso de que se trata sea resuelto por el
legislador, y es de creer se  haya tenido pre-
sente al redactar el nuevo código civil que
se prepara.

Tócanos ahora enumerar algunas otras
consecuencias del principio que sirve de
base á la doctrina de este párrafo.

Los árboles plantados en las riberas de
los ríos son de los dueños de los predios in-
mediatos, según declara la ley 7 del tít. 28
de la Partida 3,  puesto que las mismas ri-
beras sonde ellos: mas adelante veremos la
limitación de esta propiedad. Los árboles
que con un pedazo de tierra trae una ave-
nida á nuestro predio, luego que en este se
arraiguen serán nuestros; pero, como acon-
seja la equidad, deberemos abonar al dueño
el menoscabo que sufrió, tasado por peritos
agricultores; asilo dispone la ley 26 del t i -
tulo y Partida que acaban de citarse. Ad-
vierte Gregorio López siguiendo la opinión
de Azon que el menoscabo debe regularse
según el valor que tenían los árboles con-
siderándolos como si hubieran sido arran-
cados en la época de la avenida, y no según
el que tengan cuando echaron raíces en el
predio ageno, porque dentro modo, añade,
se seguiría el absurdo de que el dueño del
predio al que se hizo la agregación respon-
dería del daño que aconteció sin culpa suya,
al paso que el dueño de los árboles seria de
mejor condición cuando ya se habían arrai-
gado en otro terreno que cuando todavía no
había sucedido este.

Hasta aquí lo concerniente á la propie-
dad de los árboles cuando se encuentran
completamente dentro de determinado ter-
reno: veamos ahora qué dispone el derecho
en los casos que las raíces, el tronco ó las
ramas se hallaran en dos terrenos colindan-
tes. ¿A cuál de esas partes del árbol se ha
de atender para decidir sobre su propie-
dad? No se hallan de acuerdo respecte á es-
te punto ni las legislaciones antiguas ni las

código prusiano contiene respecto á esta
materia usa disposición digna de mencio-
narse, i saber: que cuando el propietario
de un terreno quien disponer de él para
otro aso,  debe permitir al plantador retirar
lo que sea posible sin perjudicar la linca,
podiendo dejarle los frutos y reclamar una
indemnización por la privación de su pro-
piedad.

Acerca del tercer easo de los que al prin-
cipio de este párrafo presentamos, á saber,
respecto al que en terreno ageno planta ár-
boles «genos, nada dicen nuestras leyes. Por
Jo que hace á los códigos eslranjeros el de
Cerdeña dispone que el propietario de los
árboles no podrá reivindicarlos, pero sí exi-
gir indemnización del plantador y aun del
dueño del terreno por razón del precio que
él no  hubiera pagado todavía; el código
francés pasa en silencio este caso, é igual
omisión se advierte en otras muchos. A pe-
sar de esto, siendo evidente su posibilidad y
podiendo presentarse al fallo de los tribu-
nales, es preciso formar alguna opinión pa-
ra resolverle y escogí lar cnal sea la mas
acertada, la inas conforme con los casos
análogos que tenemos examinados. A nues-
tro entender no debe adoptarse una regla
general é inflexible, sino que hay que tomar
en cuenta las circunstancias diversas que
pueden tener lugar: en  este supuesto vamos
áesponer nuestro parecer. Con respecto al
dueño de ios árboles, una vez que estos se
hayan arraigado, debe negársele la reivin-
dicación puesto que perdió su dominio á
causa de  ser ya accesorios del nuevo terre-
no: lo que se le debe conceder contra el
dueño de este es la estimación , en virtud
del principio de que nadie debe enrique-
cerse con perjuicio de otro: del plantador
que creía suyos los árboles nada podrá exí-
girrespetando subuena fé;pero sí reclamar
daños y perjuicios del que la tuvo mala,
en castigo de  su «ulpable proceder. Por ra-
zones idénticas el plantador que de buena
fé creía suyo, el terreno deberá ser reinte-
grado en sus gastos por el verdadero dueño,
y nada tendrá derecho á pedir si hizo mali-
ciosamente la plantación. Una resolución
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modernas. La romana nonos presenta una re-
gla invariable y constante; porque si bien en
las instituciones de  Justiniano se atribuye
el dominio del árbol al dueño del terreno
en que echó raíces, también se encuentran
en el Digesto algunos fragmentos que dan
la preferencia al terreno de  que sale el
tronco. Por lo que hace á los pueblos de
origen germánico, solícitos mas de  la guer-
ra y de la vida errante que de la agricul-
tura, aunque fueron trasformando sus cos-
tumbres por el roce y relaciones con los
países conquistados, sin embargo no en  lodo
se  acomodaron á las ideas que en  ellos pre-
dominaban, y así fue que por lo tocante á la
propiedad de los árboles se apartaron del
sistema generalmente recibido éntrelos ro-
manos, que se apoyaba en raciocinios dete-
nidos y hasta sutiles. Siguiendo ideas mas
sencillas y materiales daban el dominio del
árbol al dueño del fundo en  el que habia
nacido, sin atenderá las raíces; y el de las
ramas que colgaban sobre el terreno vecino
al dueño de este. De  los códigos modernos
merecen citarse los deBaviera y Austria; el
primero declara que cuando las raíces de
un árbol se  eslienden por terrenos de  dife-
rentes dueños, los árboles serán comunesen-
tre ellos: en Austria por el contrario la pro-
piedad se determina por el tronco. Espon-
gamos ahora el derecho español bien claro
y terminante en la materia y contenido en
la ley 43 del título 28 de  la Partida 3 .
Dispone que cuando un árbol tenga sus
principales raíces en una heredad , será
del dueño de  ella aunque lo hubiera plan-
tado el de la colindante y sobre esta caye-
ran las ramas; pero que si las raíces princi-
pales que dan el nutrimento estuvieran par-
te en el terreno de  una heredad y parte en
el de otra, será común de sus dueños. El
derecho patrio por lo tanto ha tomado por
base las raíces, pero expresando que han de
ser las principales, sin consideración algu-
na al tronco y á la s  ramas que contitnyen
el aspecto esterior delárhol, porque aquellas
raíces son las que le  dan su vida y su nutri-
ción. A nuestro juicio, si bien es esta una
verdad que no puede contradecirse, presen-
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ta inconvenientes notables el erigirla en re-
gla de  la propiedad de  los árboles: en caso
de suscitarse algnn litigio será indispensa-
ble bascar las raicee y entre estas tes prin-
cipales, las que contituyen el nutrimento; y
como este  nórmente no  puede haber señal
alguna infalible que las dé  á conocer, pues
no es  bastante que  algunas se  dejen mostrar
en  la superficie del terreno, se tendrá que
recurrir á hacer excavaciones, en  las cuales
aun cuando los inteligentes pongan todo
cuidado y esmero , ningún provecho podrá
recibir el árbol. Por esto fuera tal vez mas
conveniente y mas sencillo dar el dominio
de este al dueño del terreno de  donde sale
el tronco, á quien parece ofrecérselo la mis-
ma naturaleza. �

Del principio fijado en la ley de  Partida,
de  que acabamos de hacernos cargo, se de-
duce naturalmente que un árbol nacido en
el límite dedos  heredades, no por esto solo
e s  común de los dueños de ellas , á no ser
en el caso que sus raíces principales y nu-
tritivas sehallaran compartidasen ambos ter-
renos. Sin embargo, seria mas equitativo y
mas natura! declararlo común en todos ca-
sos por las razones que dejamos expuestas,
á las que se debe añadir la muy poderosa
del tácito consentimiento de  los dueños de
las heredades colindantes, de los cuales el
uno pudiendo plantar dentro de an terreno,
lo hizo en  la l inde,  y e l  otro no opuso recla-
mación alguna. V. De  aquí e l
que en te mayor parte de las legislaciones
modernas extranjeras, no se ha adoptado la
regla que la nuestra establece, sino la con-
tenida en el artículo 673  del código francés,
á saber: el árbol que seencuentra en la cer-
ca medianera de dos heredades» es común
como te misma cérea.

Adoptado como está en nuestro derecho
el principio de  que es  dueño del árbol el
que lo sea del terreno donde se  hallan sus
raíces principales , es  evidente que solo á él
pertenecerán los frutos que produzca por
mas que sean los de  tes ramas que cuelgan
sobre el campo vecino y caigan dentro de
este. Pero como á nadie sea lícito entraren
heredad de otro sin que consienta el dueño,
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sar los perjuicios que pueden resultar á un
propietario con alguna parte de beneficio.

2.° fíesfricciones que tiene el propieta-
rio de los árboles.

Es un principio de derecho y hasta de
equidad natural que cada cual puede ha-
cer en su propiedad lo que le convenga;
pero la misma ley que la protege y garan-
tiza , la ha señalado los límites que acon-
sejan la libertad é interés de los demas
propietarios y la utilidad pública. Por esto
el dueño de un predio puede plantar, man-
tener y destruir árboles en su terreno; pero
con ciertas restricciones nacidas de los mo-
tivos mencionados , restricciones de que
nos vamos áocupar en este párrafo, hacien-
do para ello distinción entre las que reclama
el interés privado y las que exige el interés
público.

El propietario de nna finca tiene derecho
á que las restricciones de la primera clase
sean respetadas por otro propietario que
tenga árboles en sn terreno, ó porque le
amenazan visiblemente con algún peligro,
ó porque le causan perjuicio considerable-,
que á veces puede degenerar en peligro, ó
en fin, porque le producen otro cualquier
menoscabo ó incomodidad.

Por verse amenazado de peligro un pro-
pietario á causa de los árboles grandes del
predio vecino mal arraigados, los cuales
cayendo producirían daño á él ó á sus co-
sas, puede reclamar ante el jueza fin de que
haga cesar el peligro, recurso que los prác-
ticos colocan entre las denuncias de obra
vieja. El juez para fallar debe oír á peritos,
los cuales declaren si hay efectivamente
peligro, si es inminente y qué daños podrá
causar; y si de esta información resulta que
el árbol está próximo á caer y causar per-
juicios con su caida, el juez mandará echar-
lo á tierra. Así se halla dispuesto en la ley
12 del tíU 32 de la Partida 3.

El árbol plantado en el terreno del vecino
puede no ofrecer peligro inminente y visi-
ble ; pero teniendo introducidas su  mices
en nuestro suelo, puede venir asi á coartar el
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ha sido preciso que las leyes dén al propieta-
rio del árbol algún recurso para poder co-
ger sos frutes desprendidos sobre el predio
colindante cuando su dueño quisiera impe-
dirlo. De aquí entre los romanos el origen
del interdicto concedido por el pretor con
el* nombre de glande legenda , el cual forma
en el Digestó el tí t. 27 del libro 43. Hállase
también consignado este remedio en la ley
18  del título 28  de la Partida 3 ,  y enumera-
do como uno de los casos en que se puede
entrar en heredad agena contra la voluntad
de su dueño ; pero «en tres días y no mas,»
añade la ley,  prescripción brevísima que
también fijaba la del Digesto, sin duda
para no molestar demasiado al dueño del H
predio en que cayó el fruto, y porque este, j
pasado mas tiempo, rara vez pudiera apro- I
vecharse. A pesar de todo, las palabras de la I
ley de Partida que hemos citado , «en tres
dias y no mas,» son de dudosa interpreta-
ción y se prestan á opiniones diferentes , en
las que no nos detenemos por esponerlas cla-
ramente Gregorio López en la glosa 3 de la
referida ley 18. No podemos dejar de hacer
sobre la disposición de  las Partidas una ob-
servación importante, á saber: que no se
observa universalmente en todo el territorio
español. Donde esté en uso el Fuero Real
deberá regir la que este código contiene en
su  ley 15, título 4 ,  lib. 3 ,  la cual dice que si
cayere el frutode árbol propio en tierraage-
«na, el señor del árbol lo pueda coger en aquel
«dia que cayere sin otro daño que faga al
«señor de la tierra; é si cayere ante el fru-
«to , cójalo al otro dia ; é si él no lo cogiere
«asi como sobredicho e s ,  sea de aquel cuya
«es la tierra do cayere.» También en algu-
nas partes por costumbre ó por fuero los
frutos que caen en un predio pertenecen al
dueño de este; y en Aragón tienen dispues-
to los Fueros (1) ,que el que tenga en su he-
redad un árbol con ramas quebagan sombra
en el fundo ageno, debe permitir al propie-
tario de él tome la mitad de los frutos de
aquellas ramas, ó que en otro caso las corte;
disposición prudente que trata de compco-

(�) Fw». arborib. Lib.
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líbre ejercicio de nuestro derecho de propie-
dad ó hacer peligrar una construcción nues-
tra; para evitar estos inconvenientes, y por
otra parle considerando que nadie tiene de-
recho á que su árbol se  alimente con la sus-
tancia de una tierra que es nuestra, parece
conforme ajusticia que el dueño del terre-
no esté autorizado para cortar las raíces,
sin que se oponga la consideración de que
perecerá el árbol, pues que anteriormente
hemos visto que el dominio de él pertenece
á quien tiene en su predio las raíces prin-
cipales que le nutren. A pesar de ser este
caso muy posible y fácil de prever, á pesar
de haberse ocupado de él el Derecho Roma-
no, las leyes españolas le pasan por alto : en
su silencio es indudable que por la práctica
no solo puede sino que debe autorizar el cor-
te de las raíces. Mas no es de tan llana reso-
lución si podrá baccrlo el vecino perjudi-
cado por sí mismo, ó prévio requerimiento
judicial. Las leyes romanas tenian decidido
que no podía el vecino obrar en este caso de
autoridad propia ; por el contrario, la le-
gislación francesa, con la que están de
acuerdo los códigos de Austria y de Prusia,
se lo permiten. La ley romana encuentra
su justificación en d principio de que siem-
pre que se ponen en pugna los intereses de
los ciudadanos, por mas qué uno de ellos
carezca absolutamente de rezón y funda-
mento, debe exigirse la intervención del
poder público á fin de evitar violencias y
abusos y la estension indebida á que siem-
pre propended interés privado abandona-
do á si mismo, á lo que se agrega la con-
veniencia de hacer mas respetables los de-
rechos de los particulares. En cuanto á la
ley francesa, también puede ser defendible
en  razón á que cada cual dispone libremen-
te de su terreno , á que las raíces introdur
cidas pueden considerarse parte de él y á
qué no hay derecho alguno para que ali-
mente el árbol ageno. A nuestro entender,
el sistema romano es preferible porque sin
destruir en manera alguna las razones que
apoyan d adoptado en Francia, reducidas
�á probar qne el dueño del árbol no tiene
derecho á que las raíces de este se intro-

duzcan en  el fondo ageno , añade otras de
un órden superior, que se derivan de la
conveniencia pública y. de) prestigia que
ejerce una decisión judicial. Sea de esto lo
que quiera , en España , cuando se presen-
te algún case de esta naturaleza * sin des-
conocer el derecho que tiene el dueño del
predio, nos parece lo mas prudente en caso
de oposición, hacerlo con autorización ante
el juez por lo mismo que las leyes guardan
silencio y no  conceden al vecino perjudi-
cado el derecho qne en otros países tiene
por declaración de la ley.

Con el objeto de no multiplicar inlinita-
menle los perjuicios y ocasiones de riesgo
que-resultan del caso, qne acabamos de
examinar, preciso ha sido que al propie-
tario se le prohíba plantar árboles junio á
la misma heredad del vecino , y se le señale
la distancia dentro de la que no pueda ha-
cerlo. Los romanos la tenían determinada
y nada menos que desde tiempo de las XH
tablas, .como puede verse en la ley última
del título /frtium repttndorum, 1 del libro 10
del Digesto. También la designan algunos
códigos modernos ; el francés prohibí á falta
de reglamentos y costumbres locales plan-
tar á menor distancia de dos metros de la
línea divisoria de las heredades, árboles
altos, y á medio metro los demas: el código
sardo señala tres metros para los árboles
grandes ; metro y medio para los que no lo
son, y medio metro para los frutales y ar-
bustos , distancias que no necesitan guar-
darse cuando haya pared medianera y los
árboles no escedan de su altura: el código
del cantón de Vaud no permite plantar ár-
boles altos de sombra, castaños y nogales
sino á la distancia de veinte pies de la l í -
nea divisoria de los fundos, y los demás ár-
boles frutales á la de diez, esceptnadas las
espalderas ; plantados á menor distancia
podrá el vecino exigir se arranquen á me-
nos que pruebe su propietario haber tras-
currido diez años desde la plantación. Las
leyes españolas no se  han ocupado en hacer
designaciones como las que dejamos apun-
tadas , pues la 23, tít. 52 de la Partida 5 ,
solo dice, que cuando alguno edificare junto
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al camino público guarde la distancia acos-
tumbrada ; respecto pues á la plantación de
árboles junto á la heredad vecina , deberán
servir de ley las ordenanzas y costumbres
de los pueblos. Y en verdad que al prescin-
dir nuestros códigos de este punto no ban
incurrido en una omisión digna de desfavo-
rable censura, porque sobre no ser aplicable
una regla general á toda clase de árboles,
influyen en el mayor ó menor perjuicio
que de su plantación puede seguirse mu-
chas y muy variadas circunstancias, todas
las que ni pueden ni deben tener cabida en
las leyes generales del país. Lo que única-
mente debemos advertir aquí es, que plan-
tado un árbol dentro de la distancia pro-
hibida, el vecino perjudicado tiene derecho,
noyaá  que se corten las raíces ó ramas
que le  estorben , sino á que sea arrancado
todo el árbol.
- Hay ademas de los casos mencionados

otros en que, si bien no hay peligro inmi-
nente para el predio vecino , ni un perjui-
cio tal que haga posible algún grave daño,
sinembargo producen menoscabo é incomo-
didad, lo cual hay derecho de alejar. Así
sucedería si las ramas de un árbol ageno
colgaran sobre nuestro predio. Las leyes de
las XII tablas habían ya ocurrido á este
caso: entre los fragmentos que de ellas se
han conservada, uno hay que permite cor-
tar las ramas de los árboles que caen sobre
el fundo vecino hasta la altura de 15 pies.
También en el título 26 del libro 43 del Di-
gesto Da arboribiH cadendú, se trata del in-
terdicto por el que el pretor prohibía so
impidiera cortar el árbol ageno que pende
sobre un edificio, y de otro análogo respecto
al árbol cuyas ramas colgasen sobre un
campo inmediato. Entre los códigos moder-
nos de Europa el francés dá al dueño de un
fundo facultad para exigir del vecino que
corte las ramas del árbol que caen sobre él,
al paso que el de Austria y el de P rusia le
dan derecho para que las corte por ai. Se.
gnn las leyes españolas, tanto en el caso de
que las rama» cuelguen sobre un edificio, co-
mo en el deque cuelguen sobre una heredad,
debe acudir el vecino al juez del lugar, espu-

mando el* perjuicio que se le causa , el cual
probado que sea, procederá á mandar cortar
todo el árbol de raíz ó las ramas solamente,
según recaiga el perjuicio referido sobre un
edificio ó sobre una heredad , siendo de no.
tar que no obedeciendo la sentencia el due-
ño del árbol; la puede ejecutar por sí el
del predio colindante. La ley que esto dis-
pone, á saber, la 28  del título 15 de la Par-
tida 7 ,  nada dice acerca de á quien corres-
ponderá la leña que la corta produjere; pero
fundados en una interpretación equitativa
creemos que »i el dueño de los árboles obe-
deciendo la decisión judicial los cortó, justo
es haga suya la leña; pero si el perjudicado
tuvo que cortarlos á sus espensas , deberá

I adquirir la que equivalga en valor á los
gastos que hizo-, y restituir la restante.

Conviene observar aquí que,  aunque no
muchas veces, puede en algunas darse el caso
de que estando las raíces principales de un
árbol en el fundo vecino torciera su tronco
de modo que entrara en nuestra heredad.

1 Entonces del sentido de la ley de Partida
que últimamente hemos citado, se infiere
qúe tendríamos derecho de exigir el corte
de aquel árbol en euanto nos estorbara, si-
guiéndose á este fin una tramitación análo-
ga á la que dejamos indicada respecto ai
caso de colgar ramas sobre edificio ó here-
dad.

También puede haber otras restricciones
en virtud de  las cuales el dueño de un pre-
dio no pueda plantar árboles pomo turbar
el derecho de su vecino, porejemplo, la ser-
vidumbre legítimamente establecida á favor
de este con. objeto de conservar espedí tas
las vistas. Claro es que enestecaso el due-
ño del predio sirviente no podría perjudicar-
las plantando árboles,y que de  hacerlo se-
ria compelido á corlarlos y dejar salvo el
derecho del dueño del predio dominante que
hubiera entablado la acción correspon-
diente.

Hasta aquí las restricciones áque se ha-
lla sujeta la propiedad de  lo* árboles en
beneficio de los particulares ; resta esponer
brevemente las que se han introducido por
causa de utilidad pública. Queda dicho ea
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el párrafo anterior que los árboles nacidos
en las orillas de los ríos pertenecen á los
dueños de los predios inmediatos, según la
Jey 7 del titulo 28  de la Partida 3.  Ahora
bien: en esta misma ley se prohíbe cortar
aquellos árboles cuando alguna nave se en-
contrara atada á ellos ó viniera por el río
con este objeto. Tal limitación es sumamen-
te equitativa y una consecuencia natural
del principio de que las riberas de los ríos
navegables se repulan públicas, como ellos,
en lodo aquello que se dirige á mantener li-
bre y desembarazada la navegación, remo-
viéndose lodo obstáculo que pudieran susci-j
larla los particulares, y haciendo ceder el
interés individual ante el interés general.
V. <6114.

Respecto á los árboles que se hallan junto
á los caminos públicos, exige también la uti-
lidad de cuantos por estos transilan que no
sirvan de obstáculo las ramas. Encaso deque
así fuera, autoriza la ley 28, tít. 15 de la Par-
tida? á cualquier transeúnte para que la cor-
le impunemente. Esta disposición se con-
cibe y se esplica perfectamente en los
tiempos en que se dió en el siglo XIII;
pero no puede sostenerse de un modo tan
general y absoluto en la época que al-
canzamos. Hoy dia los caminos no se obs-
truyen con tanta facilidad ya por ser mas
desahogados, y ya también por la vigilancia
de la administración pública, bien débil é
ineficaz por cierto en la edad media ; y si
á pesarde todo sucediera que tas ramas de
un árbol sirvieran de obstáculo al público
tránsito, no creemos que cualquiera tran-
seúnte pudiera cortarlas de su propia vo-
luntad y como le pareciera, porque aparte
de los inconvenientes que podrían sega ir-
se ,y abusos á que se daría lugar, hay medios
espedí los .para conseguir la remoción de
tales obstáculos, acudiendo ája autoridad
administrativa encargada déla conservación
y cuidado de las vias de comunicación. So-
lo en el caso de hallarse estas obstruidas de
tal manera que fuera imposible el tránsito,
ya por su estrechez, ya por el grande desar-
rollo que hubieran tomado las ramas de los
árboles, es cuando creemos que los parti-
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culares que por allí tuvieran que pasar, po-
drían usar de la facultad queles concede la
ley de Partida de que se ha hecho mérito.
De todos modos, ya se acuda á la autoridad
administrativa, yase obre por facultad pro-
pia, siempre existe una verdadera limitación
de la propiedad particular en obsequio del
público interés.

Los casos en que al caer un árbol, por cor-
tarle sin las precauciones oportunas , cau-
se la muerte ó herida de algún hombre, ó
mate bestias , ó produzca cualquier otra des-
gracia, casos de que especialmente se oca-
pan diversas leycs.de! Fuero Juzgo, del Fue-
ro Real y de las Partidas, no son propios de
este lugar, como que no constituyen restric-
ciones de la propiedad dé los  árboles, sino
una entre tantas ocasiones de daño prove-
niente, no de dolo, sino de negligencia, de
culpa , ó de falla de precaución. Por esta
razón los casos á que aludimos caen bajo las
prescripciones del Código penal moderno en
su título 15 del libro 2.  V. iMMuattci*
TKHEMABIA.

§. A.* causados la propiedad
de los árboles.

Los árboles son objetos que‘sirven de re-
creo, que producen utilidad: son cosas sus-
ceptibles de estar en propiedad particular.
Todo aquello, pues, que se dirija á hacer-
los desmerecer, á deteriorarlos ó á destruir-
los atenta á los intereses del propietario y
debe ser objeto de represión por parte de la
ley penal. Así lo reconocieron las XII ta-
blas, donde se imponía la multa de 25 ases
por cada árbol ageno que se cortase sin de-
recho. Pero bien se deja conocer que ios
atentados de que tratamos serán mas ó me-
nos graves según recaigan en árboles masó
menos útiles para su dueño' (puesto que no
hay ninguno que pueda decirse inútil por mas
que sea de adorno y solo sirva para recrear
la vista). Indudablemente no hay punto de
comparación entre los árboles que solo ha-
cen sombra, que solo embellecen una here-
dad y los que llevan fruto y sirven de ali-
mento al propietario proporcionándole un
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rio, por hacer de ellos mención especia
nuestras leyes.

El que tiene en usufructo una heredad,
debe regular su derecho por la naturaleza
de ella y la voluntad presunta delque cons-
tituyó á su favor la servidumbre. No podrá
por tanto cortar los árboles sin que los reem-
place con otros, y la misma obligación l e
impone la ley 22  del título 31 de la Parti-
da 3 respecto á los que se secaren, lo Cual
debe ser ostensivo á los que por cualquier
otro accidente se inutilizaran, si bien los
hará suyos en justa compensación. Si qui-
siese aumentar los árboles que la heredad
tenga, podrá hacerlo con los que la mejore;
pero si estuviera, por ejemplo, destinada A
la labor, no podrá convertirla en huerta ó
vivero, porque entonces las plantaciones
cambiarían el uso natural de la cosa. Si se
trata de un monte ó bosque, podrá aprove-
charse de sus productos y hacer las cortas
Según el destino que tenga. V. «uujrBvcre.

Por lo tocante al marido que recibió en
dote una heredad, habrá que distinguir la
estimada de la inestimada. En la primera
se le puede considerar como un verdadero
propietario; por eso la ley 27, tít. H ,  Par-
tida 4,  solo se ocupa de la segunda , dispo-
niendo que cuando los árboles no sean de
los que se acostumbran á cortar, y sin em-
bargo los cortara el marido, sean de la mu-
ger, porque entonces no pueden conside-
rarse como frutos, sino como parte inte-
grante de la dote. Igual declaración hace la
misma ley respecto á los que un tercero
cortare ó arrancare el viento. Sin embargo,
todo esto debe entenderse , aunque la ley
nada dice, cuando el marido no los reem-
plazara por otros. V. Bor*.

Ultimamente , el arrendatario debe suje-
tarse á las condiciones bajo que se hizo el
contrato, y á falta de ellas se seguirá la re-
gla de que debe mas bien mejorar que em-
peorar la heredad. Por esto dispone la ley 7
del titulo 8 de la Partida 3 , que si causa
algún menoscabo en los árboles, ya por su
propia negligencia, ya por la de aquellos á
quienes habia encargado su cuidado , el
juez deberá condenarle al resarcimiento

lucro positivo. Por esto nuestras leyes an-
tiguas distinguieron los árboles frutales de
los no frutales, castigando mas severamen-
te al (pe cortaba ó destruía los primeros que
al que lo hacia con los segundos.

No es ya actualmente de utilidad alguna
el exátnen del sistema penal que aquellas
leyes adoptaron respecto al punto que nos
ocupa, y así solo haremos notar que al paso
que el Fuero Juzgo y el Real imponían úni-
cemente penas pecuniarias, las Partidas si-
guiendo en esta como en tantas otras mate-
rias de derecho penal su espíritu de dure-
xa y á veces basta de crueldad, autorizaban
penas corporales, llegando i prescribir la de
muerte para el daño grande causado á las
parras. .
' La jurisprudencia mitigó tanto rigor, y
habia arbitrado penas mas suaves y propor-
cionadas, hallándose hoy previstos los me-
noscabos causados en* los árboles en el nue-
vo Código penal. Este los calibea y pena de
distinta manera, según os la entidad del
daño causado y el propósito del que lo cau-
só. Los dañadores que sustraigan ó utilicen
las ramas ó los árboles cortados en heredad
agena, cualquiera que sea su importancia,
son considerados como reos de hurto, y cas-
tigados como tales (1). Los que- sin aquella
circunstancia causaren el mismo daño , son
tenidos como reos de falta , y castigados
mas ó menos gravemente según la entidad
de aquel (2). V. riirrAf, auiro, Baffo.

5.“ Disfruta de  árboles agenoe.

Es una regla general que el dueño de un
predio puede hacer de sus árboles el uso
que mas le plazca; pero en todos aquellos
casos en que se posee una heredad á nom �
bre ageno, naturalmente ha de hallarse su-
jeto á ciertas reglas el disfrute de los árbo-
les que  en  ella haya. Esta materia debe que-
dar reservada para sus lugares oportunos;
así que, enel presente artículo, solo haremos
rápidas indicaciones sobre los derechos del
usufructuario, del marido y del arrendata-

(11 Art. Í 37 .  p i r r .  3 . Código pentl  reformado.
ArL y 489, id. id.

TOMO >11.
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oyendo peritos que tasen el daño. Añade la
ley de Partidas que igual resarcimiento pro-
cede si el tal daño fue causado por la ven-
ganza de personas enemistadas con el ar-
rendatario; pero con mucha razón advierte
Gregorio López que así debe entenderse
cuando no puso este toda la custodia que
dehia y podía poner, particularmente sa-
biendo que tenia enemigos: si á pesar de
todo se frustra su diligencia , seria alto-
mente injusto hacerle responsable de cual-
quier menoscabo; este seria un caso fortui-
to y nadie le presta en los contratos. V. AB-

BKNBAM1E!VT«.

ARBOL GENEALOGICO. Llá-
mase así como lo indica la misma frase, ana !
descripción figurada en forma de árbol pa-
ra presentar de un modo material las líneas
y los grados del parentesco. Pero en la ac -
tualidad se hace esta representación hajo
una forma sencilla y no precisamente bajo
la de un árbol, -si bien se ha conservado el
uso de esta voz para designarla.

Todo árbol genealógico parte de una per-
sona, á que se refieren todas las demas,
que es el centro común de la familia de que
setenta. Llámase generalmente tronco, y ha
sido distinguido por los intérpretes antiguo»
con otros nombres particulares, nombres
que han penetrado, hasta las leyes. Hubo
quienes le dieron el de Proteo, porque re-
presentaba tantos caractéres cuantas perso-
nas incluía el árbol: otros le apellidaban
Joaquín, fundándose en que este fue el hom-
bre de mas dilatada genealogía. Pero la
denominación que le dió Juan Andrés , to-
mada del nombre de au bedel, á saber, Pe-
trucio, fue la que predominó , como tantas
otras opiniones del célebre glosador, y la
que se  adoptó en las ediciones de las Par-
tidas por Gregorio López, como puede ver-
se en su declaración del árbol de Ja consan-
guinidad, viniendo á ser desde entonces co-
mo una palabra técnica. A pesar del gran
crédito que alcanzaron los trabajos de Juan
Andrés, y de la veneración que se le guar-
daba, debió haber quienes no quisieran sa-
crificar á tales respetos lo que les dictaba
su razón, ni acallar sus dudas y sus críticas.

Consta al menos así de «n autor español
que se propuso demostrar que el árbol for-
mado por Juan Andrés, tipo del de las Par-
tidas, adolecía de los defectos de «difícil*
�inútil, imposible, árido, ambiguo, diminth
lo, superfino é imperfecto,* y que también
estendió su censura á otro modo de  tomar
el árbol que había concebido un tal Feraani
do, doctor en Tolosa. Ese español fuá el
doctor en ambos derechos y catedrático en
el canónico, llamado Luis Falcon, natural
de Da roca, que dejó escrita una obra titula-
da: AccenlürioM el canónica el civilit audeut-
que arboris consanguinitatis detcripbo, h cual
aparece impresa en Zaragoza el -año 4544.

Mas dejando aparte estas investigaciones,
lo cierto es que hay ocasiones en que vie-
ne á ser de grao utilidad la formación del
árbol genealógico. Lo era antes, y aun to
es actualmente en ciertos canos, para probar
la hidalguía y la pureza de sangre ; y prin-
cipalmente es de mucha importancia en  ma-
teria de matrimonios, herencias, mayoraz-
gos, etc. ,  porque loque se percibe por los
sentidos satisface mas que las esplicaciones
y los cálculos, como lo esprtsa la ley 2 ,  tí-
tulo 6 de la Partida 4.

Y ya que en este mismo titulo del Código
Alfonsino se encuentran modelos así del ár-
bol de consanguinidad, como del de afinidad,
oportuno será hacer notar que comparados
los de la edición de Gregorio López de  1555,
que es oficial, con los de Ja edición de  la
Academia, que también es  oficial, parecen á
primera vista diferentes, ya por el diverso
modo de pintarlos, ya por la distinta posi-
ción de las casillas. Sin embargo puede de-
cirse que no presentan discrepancia álgüna
sustancial, porque aunque en la edición de
la Academia faltan dentro de las casillas dd
árbol de consanguinidad los números que
sirven para designar los grados, no por eso
varia el árbol en si. También se echa de
ver en el grabado del de afinidad que trae
la edición de la Academia, que las cuatro
casillas de la linca horizontal superior en él
comprendidas están enlazadas por waa es-
pecie de cintas dcntrodclasque se lee: «Pri-
mero grado de ru/kídíaa como designando
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agnados y cognados, complica innecesaria-
mente la formación del árbol. En nuestro
concepto es preferible poner todos los cola-
terales do igual grado por el órden de  su
respectivo nacimiento, si el fin á que el ár-
bol se destina no recomienda colocación
diferente.

3?  Es conveniente para conocer la
computación al primer golpe de vista poner
dentro de cada casilla un número que de-
signe el grado civil y otro que designe el
canónico, si fuere necesario tener presen-
tes ambas computaciones. Antiguamente se
usaba de la tinta negra para el primer ob-
jeto, y de la encarnada para el segundo , y
se recomendaba que los números de los
grados por derecho canónico se colocaran
encima de los otros; pero basta para la bue-
na inteligencia del árbol emplear los núme-
ros arábigos y los romanos, según las dife-
rentes computaciones en la línea colateral,
puesto que en la recta ambas dan igual re-
sultado y es suficiente un solo número.

4.a En las casillas mas próximas á la
línea recta , formándose el árbol del modo
que dejamos recomendado, se colocará á
los que merezcan particular atención según
el fin especial á que se destine el árbol.

5.* Habiendo de espresarse con separa-
ción la descendencia de distintos matrimo-
nios , se  enlazarán las casillas de los cónyu-
ges respectivos y de ellas se harán salir las
de sus hijos.

G.‘ Si alguno tiene parentesco doble, en
razón al enlace de un ascendiente suyo con
otra persona del árbol , deberá hacerse re-
ferencia en una de las dos casillas que le
correspondan A la otra , para conocer que
se trata de una sola persona.

7 .‘ Cuando se dude del parentesco de
una persona con alguna de las contenidas
en el árbol , dehe dejarse suelta su casilla
para indicarlo.

8 .* Ultimamente, formándose árbol ge-
nealógico con motivo de un litigio sobre
mayorazgo, por ejemplo, se acostumbra á
poner números cerca de todas las casillas,
que en nada se refieren á la compillacion

I de grados , sino que solo sirven para poder
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al hermano y á su muger ya dejada ; y «pri-
uiero grado de fl/inírftíl» como designando á
la hermana y al marido de hermana ya de-
jada; paro sin duda se han empleado esas
dos palabras cuñadía y afinidad como sinó-
nimas, puesto que La misma ley 5 ,  tít. 6 de
la Rartida4, á que corresponde el árbol di-
ce terminantemente: «Affimius tanto quiere
�decir en latín como cuñadía en romance.»
Tampoco la advertencia puesta á la cabeza
del' árbol de afinidad en la edición de Gre-
gorio López se encuentra en la de la Acade-
mia. Ultimainentc en aquella edición van
adjuntas á ambos árboles sus respectivas
declaraciones; en la del de consanguinidad
se espresan las reglas de la computación por
derecho civil y por derecho canónico; y la
del de afinidad contiene la definición, eti-
mología y naturaleza de esta y la regla pa-
ra conocerla. Estas dos declaraciones fallan
en la edición de la Academia.

Hecha esta observación, que hemos juz-
gado interesante, digamos cómo se procede
para la formación de un árbol genealógico.
Bien comprendidos los grados y lineas del
parentesco de que se hablará en sus res-
pectivos lugares, sencillo es formar el árbol
que debe representarlos ; la linea descen-
dente será la rama que parte hacia abajo;
la ascendente la que se dirige hacia arriba,
y de las personas que ésta comprende sal-
drá la colateral. Sin embargo, para la me-
jor inteligencia de la materia y de lo que
se acostumbra en estos casos, creemos opor-
tunas las siguientes observaciones:

1.* Los árboles genealógicos, á dife-
rencia de los naturales, efectúan su desar-
rollo de arriba á abajo, ]o cual proviene del
modo común que tenemos de escribir y de
la práctica constante que viene rigiendo
para estos casos.

2 ." Si bien ha sido general hacer dis-
tinción entre lós colaterales provenientes
de hembra, y los provenientes de varón
colocando los primeros al lado izquierdo
del árbol ó al derecho del lector, y los se-
gundos a! opuesto, creemos que esa colo-
cación que trae su origen , á nuestro modo
de entender, de la antigua diferencia de
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citar fácil Diente las personas que convenga.
Principiase la numeración por las casillas
nías altas y va procediendo por líneas hori-
zontales de izquierda á derecha conforme
se escribe.

Para completar la inteligencia de la for-
mación de los árboles acompañamos con el
número 4 el diseño del de consanguinidad

que se halla en las Partidas; con el número t
el modelo del de afinidad que está en el mis-
mo Código, y eon el número 3 un árbol mas
sencillo y claro, en que al primer golpe de
vista aparecen marcados los grados por las
computaciones civil y canónica.

V.  C**irmClM, 6EW4L»ftU, CfcA-
BW , LIABA T PAMNTKtCB.
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ARBOL DE L1  A FUÑID  A 0 .
--------------- i -w ln | r  ------------

Aquellas dos celdas que son d fuera se ponen á decor etc., para demostrar el genero
de la affmidad, mas non han prohibición: todas estas otras si.

Ci ia i lo  g rado .
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NOTA. El número romano designa el grado civil , y el
arábigo el grado raaónjco.
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contiendas, ó las ponían en notiria del ubis-
do, y les repartían, como también á lodos
los demas clérigos, las porciones correspon-
dientes á su manutención. Ademas de ejer-
cer esta vigilancia especial sobre la admi-
nistración de los bienes temporales de la
Iglesia y su distribución, confiada á los
diáconos, vigilaban aun mas especialmente
acerca del modo con que se atendía á los
pobres, viudas, huérfanos y personas nece-
sitadas, objetos predilectos de la Iglesia, y á
que dedicaban los arcedianos sus cuidados
con preferencia. Ellos eran los que indica-
ban los dias de ayuno, las festividades de la
Iglesia, y recogían las ofrendas y colectas,
de las cuales se les entregaba la tercera par-
te para administrar, según el cap. 7 del
concilio 1 de Braga, y finalmente, solian ha-
cer de secretarios de los concilios, según lo
dispuesto en el de 4 de Toledo. Con ta-
les cargos onerosos, á la par que honorífi-
cos. noescslraño que llegaran á ser perso-
nados tan notables en la Iglesia, y de tal im-
portancia, que se los llamara con razón ma-
nos y ojo del obispo, pues por su conducto
obraban y eran advertidos.

La citada ley de Partida esplica en estos
'i términos sus atribuciones propias y las que
i] después se arrogaron. «E por que los Arce-
'| «diaoos son vicarios de los obispos, lovo

■ por bien Santa Eglcsia, de demostrar que
»es lo que pueden facer: é es asi como v¡-
■sitar las Eglesias de su Arccdianazgo,é or-
denarlas,  ó oyr los pleitos, que y acaescie-
■ ren, é pertenecieren á juizio de Santa
�Eglesia. Ehan poder sobre los clérigos, que
�y  fueren, de los juzgar, é castigar, e fazer
■enmendar los males que íizieren en si, c
■cu otri; fueras ende si fuessen los yerros
� tan grandes, que non los podiessen fazer
�enmendar sin su obispo. E debenles ense-
■ñar como vivan ordenadamente, c fagan
■ bien su oficio. E deven predicar al pueblo.
»é enseñarles la creencia, é mostrarles como
�se sepan guardar de los pecados. Ca é to-
adas estas cosas son tenidos de dar á núes-
■tro Señor Jesu-Cbrislo cuenta é razón el
■día del juyzio. E por todo esto que han de
■fazer dijo Sanl Clemente papa, que el Ar-

ARBOLADOS. V. «�«»;*, »

ARCABUCEAR. Ene] sentido jurí- 1
dico esta palabra significaba la ejecución de
la última pena por descarga de arcabuces, |
(|uc fueron de las primeras armas de fuego
conocidas en los ejércitos, asi comodespues, ■
reemplazada dicha arma por el fusil, el .
mismo acto ó forma de ejecución de la pena
de muerte impuesta por los tribunales de
guerra se llama fusilar.

ARCEDIANO. ARCEDIANA
DO. ARCHIDIACONO. Arcedia-
no en griego, tanto quiere decir en nuestro |
lenguag; (según la ley 4 ,  tit. 6 ,  Párt. 1) !
como cabdillo de Evangelisleros ; mas no '
era solamente á los diáconos (que la ley de j
Partida llama Evangelisleros), á quienes j
presidia el arcediano; sino también á los |
subdiáconos y demas clérigos inferiores. Sus í
funciones eran harto limitadas en la priini- |
tiva Iglesia, y relativas solamente á vigilar ‘i
que los diáconos cumpliesen con las obliga-
ciones temporales, empleo inas bien pesado
que honorífico. Para su desempeño nom-
braban los mismos diáconos al mas á propó-
sito de entre ellos, por lo cual decía San
Gerónimo en la epístola á Evagrio:
� Diaconi e/iqanl de se quem inditslriuin nn-
vennl, el Archidiarmutin rocenl» si bien otros
canonistas alegan fundamentos para probar,
que por lo comuu eran nombrados por el
obispo. Al archidiácono ó arcediano se le de-
nominó también mas adelante diácono car-
denal , ó Prior diácono, que todos son sinó-

. nimos.
Bien pronto á sus gravo-as ocupaciones y

vigilancia' se fueron uniendo cargos ho-
noríficos: asi que principiaron á servir al
obispo en la sagrada liturgia, le acompaña-
ban en la predicación, llevaban el cáliz y
comulgaban con él al pueblo , luego que el
obispo habia dado la comunión con el pan.
Cuidaban de los clérigos inferiores, y los
presentaban al obispo para que los ordenase,
despees de haberse informado de su vida y
costumbres, y si las rentas eclesiásticas al-
canzaban para ello, práctica que todavía se
conserva en algunas partes, dirimían sus
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de presbíteros , por no dejar de ser arce-
dianos. Creyéronse superiores á los arci-
prestes y en este concepto les apoyaron los
falsarios, fingiendo varios monumentos y en
especial lo consignado en c! cap/  1 de 0/7»-
l io Ai‘clii<liaroni f como correspondiente á uir
concilio de Toledo, lo que incluido por Gra-
ciano en las decretales, fue tenido por dere-
cho común; como si fuese mas el ciudad»
de las cosas temporales, que era su princi-
pal objeto,, que no c) espiritual, que corres-
pondía af arcipreste. Constituidos en vica-
rios generales de los obispos, desconocie-
ron, no solamente el objeto de su insti-
tución, sino que  principian)» á mirar
como propia de su dignidad la jurisdicción
que ejercían por delegación de sus prela-
dos , y aun algunos pretendieron figurar
entre ellos, y tomaron el nombre de Eirartos
nuío.r, llegando el caso de que los seglares
se apoderasen de los arcedianados para ha-
cer dinero. La negligencia de algunos obis-
pos , que hall óan mas cómodo el que sus
arcedianos gobernasen la diócesis, que no
hacerlo por s í ,  Comentó este orgullo. S i -
guióse á esto la codicia en el descnvpeñn de
la jurisdicción , y en pos de esta los demás
vicios que son consiguientes.

Por otra parle sus atribuciones, limita-
das en un principio al distrito de la catedral
eslendiéronsc á toda la diócesis, en l aque
ejercía» omnímoda jurisdicción, y para te-
nerla también sobre los presbíteros, pasa-
ron por fin á recibir el presbiterado, sin d i -
mitir el cargo de arcedianos, ó bien se
nombró á estos de entre los presbíteros, lle-
gando por fin á prescribirse oslo último.
Como consecuencia de lo primero fue pre-
ciso dividir la diócesis en varios distritos,
que tomaron el nombre de arcedianados, po-
niendo en cada uno de ellos un arcediano,,
que ejercía la jurisdicción , unas veces om-
nímoda , otras solamente la contenciosa-!,
segitu la delegación del obispo. Tenianscen
cuenta para estas divisiones, no solamente
la topografía de la diócesis, sino también
la variedad de idiomas, leyes, costumbres y
naciones; la dignidad de las iglesias subal-
ternas en grandes poblaciones , y hasta la

� cediano era como ojo del obispo; porque
■>(M ha de ver todas las cosas que fueren mal
�fechas en su arccdianazgo: ca el las ha de
�ver, é facer enmendar, é mostrarlas al
�obispo, que las castigue, é las enmiende.
»E aun al han de lazer los Arcedianoor en
�ellos deven ecsaminar los clérigos, quando
�se vinieren á ordenar, si sabeoleer, é can-
utar, é construye; ó si son tales, que merez-
can aquella órden que demandan, c pre-
�sentarlos a l  obispo. Mas non les pueden
�dar letras para otros obispos, que los orde-
� neo, si non fuer por mandado de sus obis*
�pos. Nin pueden dar otrosí cura de alma*
�á ningún clérigo, sin mandado de ellos;
� fueras ende si en algunas Eglcsias lo ovio-

, «sen usado luengo tiempo por costumbre. E
� otrosí los clérigos, que ovieren de aver los
■beneficios, devenios provar prinieramen-
■ le los Arcedianos, si los mcresccn, c des-
� pues presentarlos al obispo, que gclos de;
»é después que el obispo gelos oviere otor-
»gado, devenios ellos meter en tenencia, é
■quando el obispo quisiere fazer algún Ar-
cipreste,  el Arcediano se deve, acertar con
�el en facerlo, é si el Arcipreste fiziere, por-
�que pierda el arcipreslazgo, el Arcediano
�deve ser con el obispo, (piando gelo tollc-
»rc; é esto es porque el Arcipreste, es vica-
» rio de amos á dos, también del Arcediano
�como del obispo. E al Arcediano pertenece
� primeramente de poner en la silla alabad,,
►é al abadesa, que el olrispo fiziesc en su
�arcedianazgo. Otro sr el Arcediano tiene
� poderío de vedar, é descomulgar también
»á los clérigos, como á- los legos de su a r -
�cedianazgo, quando lo merescieren, ¿ ve-
�dar las Eglesias, que non digan Horas, se-
sgan lo han de costumbre.»

No era fácil que con tales atribuciones y
honores durase incorrupta por largo tiempo
esta institución, según de suyo es débil la
naturaleza humana-, y saliéndose de su es.
fura se elevaron en breve á mayores cargos,
dejando al de los diáconos muchos de cHos.
Erigiéronse en jueces, no solamente de los
clérigos inferiores, sino también de los
presbíteros: avasalláronlos a pesar de su alta
dignidad y tuvieron á mengua el ordenarse

Enciclopedia española de derecho y administración



ARCEDIANO. 493
. tarde ,,y hay monumentos por los que se ve,

qUe ene l  siglo XH todavía administraban
justicia en el pórtico de las iglesias de su

. distrito , á estilo del país.
-Reducidos, pues,  los arcedianos á las

. iglesias catedrales, quedaron , al menos en
España , como meras dignidades y sin ju-
risdicción , pues si alguna vez la ejercen,
mas bien es par voluntad del obispo que
par su institución. Con todo, en el eslran ja-
ro, y especialmente en Bélgica, han queda-
do en varias partes con jurisdicción propia, y

' en no pocas catedrales presiden á los cabil-
dos, y son las primeras autoridades des-
pués (le la episcopal. Acerca de esto puede
verge á Van-Espcn y Tomassin, y sobre
las prcrogativas que la congregación de
ritos ba concedido á los arcedianos , á Bar-
bosa, que los cita oon estension. Por nues-
tra parte., no estando en práctica en nuestra
patria, y debiendo estar en esto á la cos-
tumbre de las iglesias , no creemos necesa-
rio detenernos en estos pormenores , mu-
chos de ellos meramente litúrgicos.

Róstanos para concluir , indicar losderc-
ebesy obligaciones que el concilio de Trento
impone á los arcedianos. Ante todas cosas,
deben ser maestros en teología ó licenciados
en derecho canónico, según la ses. 24 ,  cap.
2 dereform., que dice expresamente: «,ir-
�chidiacom eliani, <pii oculi tlicunltir Epicusp.
ts in l iu  ómnibus ccch’siis, ubi ficri ¡mfcril mti-
�gistri in teología , sea ductores (¡id liccnliali;
no bastando para ello que sean doclorcs por
privilegio, sino que lo deben ser por grado
conferido en universidad, según la bula de
San Pío V (núm. 65). Cuando el arcediano
es  primera dignidad, debe ser doctor, aun-
que no haya de ejercer jurisdicción, y en sus
bulas suele ponerla curia estas palabras:
Quod infra amium Lauream doctoralcm su$f i-
pero lenearis.

El Concilio les concede también el dere-
cho de visitar la diócesis, donde sea cos-
tumbre qne lo haga el arcediano (1), mas
para ello deberán pedir consentimiento ai
obispo, llevar un notario, hacer la visita

difictttari de  atravesar Ua grandes eordille-;
ra¿ que dividían el territorio de  una misma
dióceukí Los arcedianos, tjue ejercían juris_'
dicciones distritos determinados, residían en
eUos , mas poco á poco fueron acercándose
á las igtesiaB catedrales, ó mas bien los
obispos les hicieron venir á residir en  eüa»,
á pre testo de honrarlos , poniendo en su lú-
gar oficialea y vicarios que ejerciesen la ju-
risdicción en su rfbnibre: parece mas proba-
ble este modo do explicar su aglomeración
á las catedrales, que ño la  que general-,
mente dan algunos canonistas) de que: se
fueron acogiendo á ellas causados de  I* -so-
ledad de sus distritos; pues estando á veces
en ciudades populosas y distantes del pre-
lado , allí podían fomentar raa su orgullo
que no á la sombra de la iglesia .caled raí
donde eran meras dignidades. Mas al reti-
rarse Jos arcedianos, conservóse en muchas,
diócesis la distribución de arciprestazgos y
arccdianatos , si bien otras han variado pos-
teriormente su división.

De este modo se esplica también que re-
sidan los arciprestes foráneos de  España en
los distritos de au cargo, y aun ejerciendo
jurisdicción algunos de ellos según se dirá
al hablar de los arciprestes, al paso que los
arcedianos se hallan ya todos en la iglesia
catedral , reteniendo el titulo de su dis-
trito, como de mera dignidad (i).

La época en que principiaron á pasar á
las iglesias catedrales, fue hacia el siglo XI.
En España , y especial monte en la coro-
na de Aragón , se fueron reduciendo mas

■1\ La» anota turra ilr Srl»aí¡> a.lvirrtrn «portnns-
mrnte qne ro  la catedral de Pamplona, bav dpa arcedia-
no» .uno  de tüli’a jr otro de rámura. Adenils «Ir taina
tiaf olma cinco arredinno» litularts. A aSudírctnaa
«;ua lambí»*n h de tjneaca conserva uw arcediano de &á-
írim.cfrao recuerdo de la amiffui vida tomuaí i -  loa
cauóhifot

Debe advertirte también, para completar laa rrotieia*
<ie nueaira disciplíne, acerca délos at cedíanos, que en
ri«l todas ’a» catedrales do Cataltifln t i  arcediano tna-
var, ú Ulular, es la dmoidad port pontifiealtn. drmanr.  a
ipe et coro de cnnórúiin, ae divide en lado 6 coro del
�hispo j Jado del arrediarui.

Kasoecio A l a  residencia en laa caiedraiea. solo tobemos
que esiA escepiiiado de ella el arcediano de Btivieaca.
que tiene asiento en la raiedral de i óraos, pero con fa-
cultad de residir también et> la colegiata de su titulo, de
que es pretidenie.

Kncnanio i le división de las diócesis en arerdiana-
lov. culo tenemos noticia de un distrito que conserva el
titulo de arcrdtanaio, que re  e l  territorio do Calatajud.
«ovo arcediano reside en Taraiona, pero e l  obispo de
aquella dideasis pone ea  41 un  vicario general. ( 1} Sr t 94, e»p. >,  d« ruf.
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por sí mismos, dar cuenta á su obispo, en el
término de un mes después de la visita, de
lodo lo actuado en ella, presentando las ac-
tas íntegras y testimonios originales, sin
ab’gar costumbre en contrario, aunque sea
inmemorial, ni menos privilegios ó escep-
ciones,

Les prohibe á los arcedianos conocer , ni
aun dorante la visita, de causas matrimonia-
les ó criminales, sino que deben quedar al
examen y jurisdicción del obispo, aun cuan-
do hubiese lile pendiente acerca de esto (I),
como igualmente acerca del concubinato de
los clérigos, cuyo conocimiento no pueden
estorbar al obispo, único que en ello debe
cOnocer, sin estrépito, con cuyo motivo
Barbosa (2) y otros canonistas opinan, que
las causas mayores y beneficíales son igual-
mente reservadas.

De la división de las diócesis de España
en arcedianatos ó are i presta zgos y vicarías,
que hay en relación eon ellos, se hablará
en la palabra provincia eclesiástica, y sobre
la superioridad de los arciprestes, y los fal-
sos documentos en que se trató de fundar
la de los arcedianos. V. la palabra
i*n»>TF,

Al iCHERO. Lo mismo que arque,
i » ,  ó soldado armadodc arco. Entre nosotros
llevaron especialmente esc nombre los sol-
dados de la guardia noble, originaria de
ILirgoña, Iraida á España por el emperador
liarlos V. Esta guardia fue en un principio
de á pie. En tiempo de Felipe V se reformó,
haciéndola de caballería y dando á los sol-
dados otras armas; no obstante lo que toda-
vía por algún tiempo conservaron el nombre
<1.- archew , y aquella el de guardia ale-
mana.

ARCHIDUQUE.  Como si dijéramos
el primero de los duques, ó el jefe de ellos.
Es palabra de doble origen, griego y latino.
La raíz del primer género es ardí ?, y la del
sí’gunth dux. La primera de ellas entra en
la composición de muchas voces, regular-
mente técnicas, muchas do las cuales tie-

nen articulo especial en la EncicLoniDiA,
que es lo que nos ha movido á hacer esta
lijera esplicacion. La mencionada raiigrie-
ga pasa al castellano casi siempre latinizada,
ó mas bien españolizada en la forma que lo
son las voces latinas que originariamente
forman el grao caudal de nuestra lengua. La
modificación sufrida por la voz griega en
este caso es la de convertirse lach en c ,  ó z.
De cualquier modo que entre en la compo-
sición de una palabra indica supremacía res-
pecto de la clase espresada en la segunda
parte de la voz : así, por ejemplo, arzobispo
es el principal, ó el jefe de los obispos: arce-
diano el primero de los diáconos: arcipreste
el principal délos presbíteros, etc.

ARCHIi l l  IVDRITA , O AH
GIUA.VDRITA. Palabra griega, tras-
ladada al derecho canónico, y significa el
jefe ó superior Üe una comunidad religiosa,
como el ahad ó prior.
■ ARCIIISI  A AGOGO. Antiguamen-

te se llamabanasí ciertos sacerdotes que for-
maban como el consejo del palriarcá de  Je-
rusalen. Entre los hebreos eran ciertos jefes
de las sinagogas. Los primeros se llamaban
también apóstoles y apóstelos.

El código Teodosiano en su libro 16 hace
frecuente mención de estas clases, que fue-
ron conocidas con las denominaciones de
hieri, arcliisinayoyi , paires synayoyarum,
apostoli. primates, etc.

ARC'IKI VERO.  La persona encar-
gada del arreglo y custodia de un archivo.
Los pormenores relativos á este cargo se
desenvolverán convenientemente en el artí-
culo VHCH11O.

ARCHIVISTA.  Lo mismo que ar-
chivero. Es voz rarísima vez usada. La lev
2, tíL 4,  lib. 2 de la Nov. Recop. llama
así al archivero de la Rola; pero en el uso
aun á este mismo se le nombra comunmen-
te archivero. Sus deberes y obligaciones es-
peciales pueden verse en el articulo *■-
CI I IVO.

ARCHIVO.  El edificio ó parage en
que se coservan documentos públicos ó
pr.vados. Como lo ordinario es que dichos
documentos se conserven en parages ó edi-

( i  Se* ü ,  20.
. i ;  Colel. nuni. 6.
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como esta de la misma radical arche , que
como ya hemos dicho en el artículo *■««-

significa lo primero, lo principal , y
en ese supuesto archivos ó archivo serian lo
mismo que matriz ó protocolo de documen-
tos públicos ó privados. De  cualquier modo

I que sea queda demostrado que archivo no
viene de «reo, ni de arcere; sino inmediata-
mente de orc/iipum r que es como se trasfor-
mó la palabra archium,  usada por algunas
leyes romanas, proviniendo en ellas- de la
griega archoion. Los archivos son conocidos
ademas en lo antiguo con los nombres de
eharlarium, graphiarum, sanrluarium , sa-
crariuin, scrinium , yrammalvpkilatium, ar-
marium, etc.

PARTE LEGISLATIVA.

«IINIRI»,

Leyes de la Novísima Recopilación.
Disposiciones posteriores.
Leyes de Indias.

LEYES DE LA NOVÍSIMA RECOPILACION.

LEY 4 ,  TfT. 1 ,  L ID .  3 ,  NOV. RECOP.

D. Fernando y Dofit Isabel en las Ordrion,»>; do Mrdin»
del Campo de 1489. eap. 50 hoíia Isabel <-n Sezovia a fio
de 503. visita, cap. 1; y D.  Cirios I en Toledo afio 15,
▼¡sita, eap. 53.

Ordenamos y mandamos que en las nues-
tras audiencias y casas de ellas hava archi-
vos en que se pongan lodos los procesos
que se determinaren por cualesquitr jueces
de las dichas audiencias, después que fue-
ren determinados y dadas las ejecutorias,
poniendo los de cada año sobre sí, para que
se hallen siendo necesario; y los escribanos
cuyos fueren, pongan unas tiras de perga-
mino sobre los tales procesos, en que se es-
criba entre qué personas y sobre qué es
cada uno, y ante qué juzgado pasó y en qué
tiempo, y ningún escribano sea osado á re-
tener el proceso en su casa ni en otra parle
mas de cinco dias después de sacada la eje-
cutoria, sopeña de dos mil maravedís de
cada vez; y cuando fuere menester el pro-

ARCfllVO.

ficios destinados á osle fio, damos la defi-
nición en concreto, entrando en ella la idea
de localidad y la de documentos archivados;
pero en todo caso debe tenerse presente que
estos, donde quiera que se hallen, constitu-
yen esencialmente el archivo, lo que con-
viene no perder de vista para determinar
la fé que en general está concedida por pú-
blica conveniencia á los depósitos de este
género.

Su incontestable importancia ha hecho
que los autores inquieran con especial di-
ligencia el origen etimológico de la vos ar-
chivo. Esta, según San Isidoro en su trata-
do de los orígenes, lib. 20, cap. 9 ,  viene
de la de aren,  que es á un tiempo española
y latina y significa ciertamente un mueble á
propósito para la conservación de papeles ó
efectos de cualquier género. Según otros
autores, arca derivaría en este supuesto del
verbo latino arcérc, cercar ó encerrar.

Godofredo en su glosa á la ley 9 ,  til. de
pceni.1 de\  Digesto, asienta que la palabra
archivo, según la ley 30  del tít, de
episcopali del Código, es  de origen griego y
significa lo mismo que la casa ó palacio del
principe, ó el lugar en que se conservan docu-
mentos públicos ó privados; en lo que hay
una notable equivocación, pues los térmi-
nos de la mencionada ley, que es la 50 del
tít. 4 ,  lib. 1 del Código, hablando de cierta
clase de documentos que debían conservar-
se ,  dice así: cum aulem factv fueriitl luto-
rum , aut curalorum crcutiones , présenle
eliam religiosissimo civilalis episcopo, in ipsis
sanelissimee ecclesiie archijs deponi gesta
santimus,  utsi l  per peina rei memoria. La ley,
como se ve, no da lugar de modo ninguno
á la interpretación de Godofredo, ni habla
mas que de los archivos de las iglesias, y
no  del palacio del príncipe , aunque si es
cierto que en sus palacios imperiales se
conservaban archivos, y que la palabra ori-
ginaria archcion en una de sus varias acep-
ciones significa los archivos públicos.

Debe notarse que en esta ley y en algu-
nas otras romanas , los archivos vienen es-
presados con la palabra archium , visible-
mente derivada de la griega archeion , asi
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ceso, búsquelo el escribano siéndole man-
dado por el juez y oidores, y lleve por su
trabajo un real y no mas; y en otra parle de
los dichos archivos se pongan los privile-
gios y pragmáticas y todas las otras escri-
turas concernientes al Estado y preeminen-
cia y derechos de las nuestras chancilleríasj
so llave y fiel guarda de nuestro chanciller;
y que los procesos estén cubiertos con per-
gamino, porque ésten mejor guardados, y
mandamos que cuando estuvieren acabados
los archivos de nuestras audiencias, los es-
cribanos lleven á ellos los procesos y los
pongan en la manera susodicha.

LEY 2 ,  T ÍT .  2 ,  LMJ. 7 .

D.  Fernando y Doña luabe! en Stvill* tn  la pragtn&llci *
inittuccioo do 9 Junio de 1300, eap. 19.

Mandamos á los corregidores que se in-
formen si en la ciudad ó villa, ó lugar don-
de fueren proveídos, hay casa de concejo y
cárcel cual convenga, y prisiones; y si no
las hubiere den órden como se hagan. Y
otrosí, que hagan arca donde estén los pri-
vilegios y escrituras del concejo á buen re-
caudo, que á lo menos tengan tres llaves,
que la una tenga la justicia y la otra uno
de los regidores, y la otra el escribano del
concejo, de manera qne no se puedan sacar
de allí; y que cuando hubiere necesidad xic
sacar alguna escritura, la saque la justicia y
regidores; y que aquel á quien la entrega-
ren se obligue de tornarla dentro de cierto
término, y dé conocimiento de ello y que-
de en el arca del concejo; y que el escriba-
no del concejo tenga cargo de solicitar que
se torne; el cual escribano haga hacer los li-
bros que tenemos mandado que se hagan,
según y como se contiene en la ley siguien-
te, se ejecute la pena en ella contenida y
haga que en Ja dicha arca ésten las siete
Partidas y las leyes del Fuero, y este nues-
tro libro, y las mas leyes pragmáticas (1);

porque habiéndolas mejor se puede guardar
lo contenido en ellas;

LEY 3 , ID .  ID .

Loa Beyea Católicos en Grasada por pragvilica de I da
setiembre de íWl .

Mandamos á los escribanos de concejo
de todas las ciudades y villas de nues-
tros reinos, ó á sus lugares-tenientes,
que cada uno dellos en su lugar baga hacer
un libro de papel de marca mayor, en que
se escriban todas las cartas y ordenanzas
que, después que reinamos acá, hubiéremos
enviado ácada una de las dichas ciudades
y villas, sobre qualquier causa y razón que
sea; y de ahí en adelante hagan escribir en
el todas qualcsquicr nuestras albaláes y cé-
dulas que en los dichoscabildos fueren pre-
sentadas; y en el comienzo de dicho libro
esté una tabla en que se haga mención de
las cartas que allí están, y sobro qué es ca-
da una; por manera que se pueda haber ra-
zón y cuenta de las dichas cartas y orde-
nanzas cada vez que fuere mandado; y an-
simismo que hagan hacer otro libro de  per-
gamino enquadernado en que se escriban
lodos los privilegios que las dichas ciuda-
des y villas y sus tierras tienen, y todas las
sentencias que en su favor se han dado, así
sobre razón de los términos como sobre otras
qualcsquicr cosas tocantes al bien y proco-
m un de las dichas ciudades y villas ; en el
qual asimismo se escriban todos los privile-
gios que do aquí adelante les fueren dado»
y otorgados, y las sentencias que en su fa-
vor fueren dadas. Y mandamos á los con-
cejos de las dichas ciudades y villas, que
den y libren á los dicho* escribanos los ma-
ravedís que fueren menester para hacer los
dichos libros, de manera que haya efecto lo
de suso contenido; lo qual cumplan los di-
chos escribanos, so pena de cinco mil mara-
vedís para la nuestra Cámara cada vez que
dejaren de cumplir lo susodicho. Y man-
damos á los nuestros corregidores y jueces
de residencia de las dichas ciudades y vi-
llas, que hallando no se haber cumplido lo
susodicho, que ejecuten en cada uno de los

< 1 '  Po-  la secunda parle del cap. 67 de la Instrucción
de corregidores insería -n  la Cédule del consejo de t.ide
aovó le 1 1 ss, se les pre vieuo que en observancia de esta
ley hazan quo en los ayuntamientos baya y se coosarre
e l  cuerpo do laa leyes del reino.
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consintiendo hacer engaño ni falsedad en
ninguna, ni alguna dellas; lo cual todo que
dicho es, se  haga y cumpla asi para siempre
jamás sin embargo de cualquier costumbre
y ordenanza que en las dichas ciudades , ó
villas ó lugares haya en contrario de lo su-
sodicho, así entre los escribanos dellos co-
mo en otra cualquier manera; lo cual todo
casamos y anulamos, y mandamos, que sin
embargo dello se  guarde lo de uso conteni-
do: y mandamos que lo dispuesto en esta
ley , que los registros de los escribanos
muertos ó privados se hayan de entregar y
traspasar al sucesor, haya lugar asimismo,
y se guarde cuando los escribanos traspasa-
ren ó renunciaren los oficios, que sean obli-
gados á traspasar y entregar los registros y
escrituras á los que ansí hobieren los oficios
de la dicha renunciación. Y mandamos, que
los escribanos que no son del número ni
concejo, ante quien pasan escrituras, que
muriendo sin dejar sucesor en el oficio, que
los escribanos de concejo, tomen lodos un
registro por inventario, para que las partes
los hallen, y esto sin perjuicio de los here-
deros del difunto.

LEY 15 ,  TIT. 10 ,  LIB. í 1 .

D.  Felipe I I  en las Córies de Madrid abo de 1885 pet. di;
j D .  Felipe V en Madrid i >0 de noviembre de 1701.

Mandamos que los receptores no puedan
sacar de los archivos las escrituras origina-
les. Y por punto general que para ningunas
pruebas de hábitos y demas que se  ofrecie-
ren, nosepúedan traer ni sacar de las Igle-
sias los libros parroquiales, ni de los oficios
de escribanos los protocolos , ni de los ar-
chivos de las ciudades , villas y lugares, ni
otras comunidades particulares de estos rei-
nos los padrones y papeles originales ; los
cuales solo se han de manifestar á los infor-
mantes , para que en presencia de las per-
sonas á cuyo cargo esté la autoridad de di-
chos libros, instrumentos y papeles puedan
copiar las partidas é instrumentos que ne-
cesitaren para sus informaciones, legaliza-
dos y comprobados, con las prevenciones
convenientes, csctisando la dilación y costas
de las partes; pues aunnue no se duda que

ARCHIVO.
dichos escribanos la dicha pena cada vez
que incurrieren en ella.

LEI 10  , TIT. 23 ,  LIB. 10 .

D. Fernando y Doha tabalea Toledo por  pragsMta de
U de Jallo de IMS. D.  Cárloe y DaOí  Jvana en Madrid
■ño S34 peí. 87 y alio 81  pet. 87,- y D .  Cir io*  ea  Vallado*
Hd año M I  peí. 17.

Mandamos, que cuando quier que algún
escribano Falleciere de esta presente vida,
ó fuere privado en cualquier manera del
oficio, si fuere de los nuestros escribanos
del gobernador y alcaldes mayores del reino
de Galicia, ó escribanos de concejo, ó es-
cribanos públicos de las ciudades , villas y
lugares de nuestros reinos, que las Justicias
de la tal ciudad, ó villa ó lugar do el tal es-
cribano fuere muerto ó privado, vayan lue-
go  á casa del tal escribano, y por ante el es*
cribano del concejo déla tal ciudad, villa
ó lagar pongan en recaudo todas las notas
y registros, y otras escrituras que hallaren
del tal escribano, y las hagan juntar y sellar
con un sello, y las pongan en lugar donde
esten juntas y bien guardadas, que no se
pierdan ni se pueda hacer engaño ni false-
dad en ellas, y después laá den y entreguen
al escribano qae sucediere en el dicho oficio
por ante el dicho escribano de concejo, y
por ante las personas que se hobieren halla-
do  presentes al tiempo que los dichos regis-
tros se  sellaron y pusieron en recaudo , si
pudieren ser habidas, sino ante otras bue-
nas personas del dicho lugar; quedando al
dicho escribano de concejo un traslado del
memorial por donde se pusieron en recaudo
y se dieron las dichas escrituras , y otro en
poder del escribano que las recibe; haciendo
el tal escribano, qne así sucediere en el di-
cho oficio, juramento, antes que se le entre-
guen los dichos registros, que los guardará
bien y fielmente: y que los que dellos no
fueren hechas cartas públicas, y las otras,
que conforme á la ley de la Partida y leyes
de nuestros reinos fueren hechas, las pueda
dar, aunque no se hayan dado otra vezá
aquellos á quien perlenesciere, seyéndole
pedidas, no creciendo ni menguando, ni
añadiendo ni cambiando, ni haciendo ni

TOMO I I I .
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Q gistros de escrituras á los del concejo ó nú*

mero de ellos.

LEY 2,  TIT. 4 ,  LIO. 2 .

K1 pl«M por aulo acordado tu a de oclobrr
de *640.

Capitulo 8 ,  que trata del archivista dd  tribu-
nal de la Rola.

2,  Se  ordena y manda que haya y se  di-
pute én  las casas y palacio de los nuncios
aposento particular donde estar y se  tengan
todos los papeles, breves, escritoras, regis-
tros , procesos y libros tocantes á la reve-
renda cámara apostólica, y á sus espolias
y derechos, y que los notarios y secretarios
de  la dicha cámara eslen obligados á entre-
gar por inventario á fin de cada un año to-
dos los procesos y papeles que hay y se han
consultado y fenecido por lodos los años pa-
sados hasta el dia de la publicación de  esta
reformación, y los que se causaren adelan-
te, con una copia de lodos sus arrendamien-
tos, composiciones, obligaciones y contra-
tos que se hubieren hecho ó hicieren de
aquí adelante con cualesquier personas en
razón de  los dichos derechos que en cual-
quier manera pertenezca á la dicha cámara
apostólica, asi para los espol ios como por las
vacantes; y el notario de [a dicha cámara
tenga un libro en que asiente con dia,  mes y
añQ los papeles que entregare, lomando
recibo del archivista; el cual asimismo ten-
ga otro libro, en el  cual por la misma órden
se vaya haciendo cargo con d ia ,  mes y afio
de todos los papeles que recibiere, para que
pueda dar bu epa cuenta de ellos, siempre
que le faerep pedidos por los nuncios.
, 3. Ordenamos, que en el dicho aposen-

to de I a casa y palacio donde estuviere el
dicho archivo, se bagan sus estantes y es-
calones, en que se  pongan los dichos proce-
sos y demás papeles por su órden en tres
repartimientos; el primero de los papeles
que tocaren al secretario del oficio de  jus-
ticia; el segundo de los de la cámara apos-
tólica , y el tercero de los breves y comisio-
nes que hubieran emanado del tribunal: y
en cada uno de los dichos tres repartí míen-

alguna vez podría ser útil (pe el tribunal ó
comunidad que ha de juzgar las pruebas,
hiciese inspección ocular de algún libro ó
instrumento original [que debe considerar-
se muy estraordinario), se podrá ocurrir
bastantemente á esto, ’ con que en la elec-
ción de informantes se procure (como lo he
encargado muy particularmente) aplicar
todo el cuidado á que sean de entera fé y
satisfacción.

LÉY <1 ,  ART. 12 ,  TIT. 17 ,  UB.  1 .

D. Felpe II en Má drid i 6 de enere de IMS.

El dicho secretario de mi patronazgo ha
de poner dentro de un año , después qnc
esta instrucción se publicare , en un libro
encuadernado, y por muy buena órden, los
arzobispados y obispados que son ¿ mi pre-
sentación en la corona de Castilla, reino de
Navarra é Islas de Canaria ; declarando su
valor, conforme á las relaciones que dentro
del dicho año se tuvieren de ello , y con las
demas circunstancias que fueren de consi-
deración; y asimismo las abadías, prioratos
y otras dignidades y beneficios que son á mi
provisión , con las calidades de ellas y su
valor; y también las capellanías y otros ofi-
cios de las capillas, monasterios, hospitales
reales de estos mis reinos , cuya provisión
me pertenece; y de las dignidades , canon -
gias, raciones , y otras prebendas y benefi-
cias de las iglesias , catedrales y colegiales,
y otras de mi patronazgo real ; de manera
que se tenga particular noticia y luz de to-
das las cosas eclesiásticas, cuya presenta-
ción y provisión me loca: y otro tal libro
como este , firmado de vos el presidente y
los de la cámara , autorizado con la fé del
secretario , se llevará al archivo real de Si-
mancas , para que esté allá guardado : y de
que lodo se ejecute y cumpla asi terneis
particular cuidado.

LEY 1 !  , TIT. 23 ,  na .  l ó .

9.  F«lp« 1U en ValltMM for pr<cUUcn de H06 pobU*
cada en 604.

Las justicias de los pueblos , por múcrte
de los escribanos reales , entreguen sus re-
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vo, y no los entregue á ninguna de  las par-
tes, ó jueces de apelación , ó otra persona
alguna, sino en traslado compulsado, por
ningún título ó causa que se  alegue; y de
los dichos procesos que se  compulsaren ha-?
ya de  llevar el archivista la tercera parte
de los  derechos que tocan al secretario, sin
que por esto el dicho secretario pueda lle-
var mas de lo que señala el arancel ; y no,
se podrá compulsar ningún proceso, sino se
hubiere primero entregado al archivista.

LEY 9,  T1T. 23  , L1B. 10.

D. FcUpe UenU»  CArlei de Midrld »Bo de MW.
pee M.

Y asimismo mandamos quede todas las
escrituras se pongan y deposite un traslado
en los archivos de cada ciudad, villa ó lu-
gar, pidiéndolo alguna de las partes; con
que el escribano ante quien se otorgare ha-
ya de poner la escritura en el archivo y to-
marse razón de ella dentro en tercero dia, y
que en el éscritorio se haya de hacer raen-
clon de como la parte lo pidió.

ARTICULO 6 DE LA LEV 1 , LIB. 4 ,  TTT. 2 .

D. FeUp« V « �  *tdri4 i Mb  «Mrt> 4e  VTI7.

Y deseando ocurrirá los perjuicios que
se bao seguido á mis vasallos en la pérdida,,
menoscabos y estravíos de papeles , así to-
cantes á secretarías como escribanías de
cámara de los consejos , he resuelto nom-
brar. como con efecto nombro, ministros de
mi satisfacción, para que no solo reconoz-.
cao, si en ellas se han observado todas las
leyes y ordenanzas que previenen la forma
en que se han de tener los papeles para su
puntual manejo y custodia, si también* pa-
ra que en conformidad délo  dispuesto se
lleven los papeles, así de las secretarías co-_
mo de las escribanías de cámara, al archiva
de Simancas, que con tanto acuerdo se for-
mó y fundó, para que por ningún acciden-
te se perdiesen ni extraviasen papeles de
tanta importancia, por hallarme informado
que en ello ha habido sumo descuido , el
que ha producido con la multitud la pérdi-

ARCHIVO.
tos *.e ponga* por órdon los procesos y de-
más papeles, haciéodosede ellos legajas por
sus años, con títulos de  las provincias y
obispado» á quien pertenecen, por la mis*
ma cuenta y órdea con que se asentaron en
el libro del archivista, el cual guardará
siempre en su poder las sentencias origina-
les que se dieren en el tribunal y por los
jueces de comisión.

4. Queremos que el dicho archivista
tenga un libro en el cual asiente con puntua-
lidad , y nota del dia , mes y año, las cosas
notables que xa ofrecieren, y fueren de
importancia para la buena administra-
ción de Justicia y conservación de la juris-
dicción y buen gobierno del tribuí ]; el
cual libro no salga de su poder ni lo  pueda
comunicar á persona alguna sin licencia es-
presa délos nuncios que por tiempo fueren,
so pena de  excomunión mayor late reatortte.

5. Que ¡os secretariosde los dichos ofi-
cios de Justicia, cámara y comisiones, y
sus oficiales mayores ésten obligados á en-
tregar dentro de un mes de dicho archivis-
ta todos los pleitos originales que se hubie-
ren sentenciado ante ellos di finí ti vaneóte,
para que est?n siempre guardados en el di-
cho archivo; y los que estuvieren sentencia-
dos al tiempo de U publicación de esta re-
formación se entreguen al archivista dentro
de cuatro meses, guardando los unos y los
otros el órden arriba dicho de la raxon que
ban de tomar déla entrega y recibo de loa
dichos pleitos: y habiéndose de aacar algún
proceso del poder de dicho archivista para
compulsarse, estandosen terciado d ifin i ti va-
mente, ó por otra causa , tenga cuidado el
dicho archivista de cobrarles y volverle al
archivo dentro de quince dias después de
hecha la compulsa; so pena que el que fal-
tara en algo de esto, demas de  estar obliga-
do á rehacerlas costas y daños á las partes,
incurra por la primera vez en pena de 25
ducados, y por la segunda en 50  ducados y
suspensión de su oficio por 4 meses, y por
la tercera en privación de él.

G. Que lodos los pleitos que estuvieren
sentenciados difiuiliyameole en el dicho tri-
bunal los guarde siempre en el dicho archi-
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lación ó testimonio en el mee de enero de
cada año de losdemas instrumentos que ante
ellos se fuesen otorgado respecto de haberlos
dereteneren si hastasu fallecimiento, ausen-
cia, privación ó suspensión ; y que cesando
por cualquiera de estas causas, hande recaer
en el archivo: lodo con arreglo á lo resuelto
en  el asunto.

LEY 20, L1B. 4 ,  TIT. 3-

El  Contejo por auto do M de ma jo  de IT19,  y D.  C i r -
io* IV per ros. i nona, de 1í de diciembre de ftod.

Con ocasión de haberse buscado en el
archivo del Consejo diferentes pápeles, así
para ponerlos en el inventario , come para
negocios que se han ofrecido, se ha reco-
nocido faltan muchos, por haberse entrega-
do de órden del Consejo á distintos minis-
tros de él para la ejecución de algunas con-
sultas, habiendo fallecido sin volverlos al
ministro archivero, para que los hiciese po-
ner en su lugar ; no encontrándose su para-
dero por no haber dejado recibo, de que se
han originado graves inconvenientes: y pa-
ra que se eviten , mandamos , que desde
hoy en adelante no se entreguen papeles
algunos del archivo á ningún ministro sin
espresa órden del Consejo; y que cuando se
diesen, sea dejando recibo en forma con es-
presion por menor; quedando á cargo del
escribano de cámara , que corre con la
cuenta y razón de estos papeles , el reco-
gerlos, fenecido el fin para que se manda-
ren sacar, y volverlos á su lugar, borrando
el recibo que de ellos se hubiere dejado;
formando á este fin un libro de conocimien-
tos, que ha de parar siempre en dicho ar-
chivo; y quedando de su cargo, y de los
que le sucedieren en el archivo, el que fa-
lleciendo algún ministro , en cuyo poder
conste por los recibos parar algunos pape-
les, pase ¿ su casa y los recoja , valiéndose
de los medios convenientes ; y habiendo al-
gún reparo, dé  cuenta al Consejo, para que
aplique la providencia necesaria: y de este
auto se ponga un tanto autorizado en el ar-
chivo del Consejo.

da de infinitos papeles con gran perjuicio
mió y de mis vasallos; y fenecida que sea
eslavista y remisión de papeles al archivo
de Simancas, mando, que por los pre siden-
tes y gobernadores de mis consejos se nom-
bre un ministro del mismo consejo, que en
fin de cada un año visite la secretaria ó se-
cretarias de aquel consejo, para que siem-
pre estén en la regla y observancia que está
prevenida; y lo mismo se ejecutará con las
escribanías de cámara: asimismo he resuci-
to que los papeles délas secretarias de Ita-
lia y Flandes se lleven al archivo de Siman-
cas, precediendo para esto la mayor pun-
tualidad con laespresion délos inventarios,
para que en todos tiempos conste los que
allí se han remitido.

NOTA 2 DEL T1T. 23, L1B. 10.

Por bando de 27 de setiembre de 1765,
publicado en Madrid de órden del Consejo,
en conformidad de lo prevenido sobre erec-
ción de archivo general de los protocolos y
demas papeles de escribanos, y para que
íntegra y efectivamente tuviese efecto tan
útil establecimiento, se mandó que toáoslos
escribanos reales, personas particulares, co-
fradías y otros cualesquier que tuviesen en
su poder protocolos de escrituras y domas
papeles de otros escribanos, la pusieran en
el citado archivo general en el término de
un mes perentorio, y bajo la multa de cien
ducados: y que todos los escribanos reales
en el mes de enero de 1766 pasasen al mis-
mo archivo relaciones juradas generales, ó
testimonios de cuantos instrumentos ante
ellos se hubieren otorgado respectivamente
hasta fin de 765, con distinción de todos, y
espresio» suficiente de las partes, día, mes,
año y calidad del instrumento ; jurando y
dando fé al final de las tales relaciones, sí
tienen ó les habían quedado protocolos de
otros escribanos, y si los tenían el tiempo
del archivo ó después , sin haberlos puesto
en él; y que no cumpliendo así, quedasen
suspensos en el ejercicio de sus oficios has-
ta que lo practicasen ; continuando anual-
mente en pasar al propio archivo igual re-
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secretos; deseando que se establézcan re-
glas genérales para huir de entrambos es-
treñios, y para que sepan todos á qué ate-
nerse en este punto, s eha  servido resolver
lo siguiente:

1 .* Los depósitos puramente literarios
que existen en los archivos del reino y otros
establecimientos análogos, sé puedan fran-
quear, tanto á nacionales como á estanjeros,
siempre con aquellas precauciones justas
y encaminadas á evitar el menor daño ó
estravio, que estén prescritas en los re-
glamentos particulares de dichos estableci-
mientos, y bajo la inspección y responsabi-
lidad de los gefes respectivos ; suministrán-
dose á cuantos los deseen los datos do esta
clase que ios convengan , y permitiéndoles
sacar apuntes y copias.

2.* En cuanto á los papeles puramente
históricos, no se  permitirá ni á nacionales ni
á estranjeros registrar, ni mucho menos co-
piar r cuantos sean correspondientes al siglo
próximo pasado y á lo que va del presente;
pero sí podrán franquear los de épocas an-
teriores con lis restricciones que luego se
dirán.

3.* Serán reservados para todos , á no
ser que se conceda especial autorización,
los papeles, de  cualquiera época que sea,
que versen sobre títulos y modos de adqui-
sición de propiedades del Estado y perte-
nencia de territorios , como asimismo los
que contengan noticias particulares acerca
de la vida privada de los señores reyes,
príncipes ú otros personages eminentes.

4.° Los papeles que interesen particu-
larmente, bajo cualquier aspecto quesea,
á corporaciones, familias é individuos, que-
darán también en la clase de reservados.
Cualquiera podrá dirigirse al archivero para
que averigüe si existen los que necesite, es-
presando el objeto para que los desea; s i
existiesen, el archivero lo hará presente al
gobierno manifestando si hay ó no inconve-
niente en la entrega, y solo en virtud de
real licencia se dará una copia; pero nunca
el original.
. 3.° Cuando' se  conceda autorización para
ver,  copiar ó estraotar algunos papeles de

ARCHIVO:
DISPOSICIONES POSTERIORES:

ORDENANZÁS DE LAS A('DH?NCfAS DE 19  DE
DJCTB’íbRE DE 18o3 .

Art. 191. Como encardados del archivo
de la audiencia respectiva . e l  cual estará
en  un departamento del edificio de la mis-
ma , cerrado y guardado con toda seguri-
dad , cuidarán los secretarios de custodiar
en el debido órden é integridad , y con todo
aseo, los procesos y demas papeles que de-
ben existir en é l ,  de los cuales no podrán
dar certificación ninguna sin órden de la
audiencia, ó de alguna de sus salas; y de to-
do deberán formarlos correspondientes ín-
dices/

Art. 145. Pasarán dentro de ocho días
(los escribanos de cámara) al archivo de la
audiencia los pleitos en que se hubiese des-
pachado ejecutoria , Quedando anotados en
las matrículas de pleitos de esta clase; pero
los ya terminados definitivamente en que
no se haya librado ejecutoria , los conserva-
rán en sú escribanía de cámara , hasta que
se hubiesen despachado.

En igual forma y términos pasarán al ar-
chivo las causas criminales en que se hu-
biese ejecutado el fallo definitivo de la au-
diencia , y que no sean de las que deben de-
volverse á los tribunales inferiores.

REAL ORDEN DE 20  DE ABRIL DE 1844.

l ie  dado cuenta ála reina de un espedien-*
te instruido en este ministerio de mi cargo
con motivo de las licencias solicitadas por
nacionales y estranjeros para registrar los
archivos del Reino , y tomar de ellos apun-
tes y copias de los documentos que encier-
ran , ya para ilustrar la historia , ya con di-
ferente objeto. S. M. ha tomado en conside-
ración este importante asunto , y penetrada
de que el estado actual de la civilización no
permite tener cerrados á la investigación de
las personas ilustradas estos preciosos de -
pósitos, pero que tampoco el interés del
Estado consiente se franqueen indiscreta-
mente á lodos los que deseen penetrar sus
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los no permitidos , se espresará la época , el
hecho ó el documento sobre que recaiga di-
cha autorización , y los encargados de los
archivos no permitirán, que la investigación
se cstienda á mas de lo que permita la real
licencia

6.a En todos los casos se  anotarán en un
libro de registro que han de  llevar los em-
pleados del archivo , los estractos , copias ó
notas que se saquen, espresándose de qué
papeles, en qué dias y por cuáles per-
sonas.

7.* Todo papel que no sea puramente li-
terario, habrá de ser examinado por el ar-
chivero antes de permitir que de él se saque
copia , estrado [ó anotación : y si á juicio
del mismo archivero hubiere inconveniente
en que se publique, consultará al gobierno
espresando el objeto á que se refiere. .

8 /  Si entre los papeles del archivo hu-
biese algunos que por su importancia y
trascendencia sean capaces de  comprometer
los intereses nacionales, cuidará el archi-
vero de colocarlos en parage reservado, para
que en ningún caso puedan ser examinados;
y sí constase en el registro general se  pon-
drá al márgen la nota de <muy reservados»
para evitar exigencias inútiles.

9 /  No se permitirá tomar apuntes ni
sacar copias de ningün papel , como no sea
por conducto de  los dependientes del archi-
vo , que lo harán con la brevedad posible,
y con sujeción por parte de los interesados
al pago de los derechos establecidos por ta-
rifa.

REAL ORDEN DE 16  DE MARZO DE i 844.

Para que el ministerio fiscal pueda cum-
plir con exactitud las importantes obliga-
ciones que le están impuestas, y á fin de
que se utilice el celo de los magistrados que
lo ejercen, se ha servido la reina nuestra
señora mandar que sin perjuicio de todas las
prevenciones é instrucciones que crea V. S.
oportuno dar á los abogados fiscales , sus
subordinados (ó á los agentes Interin aque-
llos son nombradospor S.  M.), encargue V. S .
á uno de ellos la reunión, custodia y con-

servación de todos los libros del registro,
copiadores de dictámenes y corresponden-
cia, reales órdenes, circulares, comunica-
ciones de las autoridades ó de los promoto-
res, y cuanto sea digno de conservarse, pa-
ra empezar con todos estos documentos y
papeles' á formar el archivo del ministerio
fiscal de esa audiencia, que deberá trasmi-
tirse de unos en otros fiscales con sujeción
á inventario y recibo , y bajo la responsa-
bilidad , no solo del fiscal respectivo, sino
del agente inmediato á cuyo cuidado s í '
ponga este interesante depósito. Sr. fiscal 1

de la audiencia de ......

REAL ORDEN DE 2 DE DICIEMBRE DE 1843 .

Habiéndose elevado á S .  M. varias esposi-
ciones dirigidas á que por los tribunales y
archivos dependientes de  este ministerio se
permita reconocer y sacar copias de causas
y otros documentos judiciales, se dignó
S .  M. oir el parecer del ..tribunal supremo;-
y deseando por una. parte dar toda la lati-
tud posible al principio de publicidad de
ios juicios, consignado en vuestra actual
legislación , y evitar por otra los abuso*
que pudieran cometerse fiando sin ninguna
precaución á miras especulativas, documen-
tas en que se consignan respetables intere-
ses do las familias y del Estado, se ha ser-
vido S.  M. acordar las siguientes reglas:

1 .* Los tribunales y juzgados mandarán
facilitar testimonio á cualquiera que lo pida
de las causas ó pleitos fenecidos que se hu-
bieren incoado con posterioridad al 26  de
setiembre de 1855, salva la escepcion con-
tenida en*el artículo 10 del reglamento pro-
visional.

2.* Cuando el testimonio que se solicite
fuere relativo á causa ó pleito promovido
con anterioridad á dicha fecha ó á espedien-
tes ó asuntos gubemativo-judiciales , ó cor-
respondientes á la jurisdicción voluntaria,
los tribunales y jueces concederán ó nega-
rán lá licencia , según lo creyeren conve-
niente, atendido el interés de las familias y
del público, pero yendo siempre ai minis-
terio fiscal y á las partes interesadas , cuan-

Q do sea procedente.
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En 26  de  abril de 1848 se aprobé ‘de ró»l

órden el reglamento interior -de la junta di-
rectiva, propuesto por la misma.

Por real órden de 29  de abril del mismo
ado se  -aprobó y publicó de real órden el re-
glamento general para el régimen de las
juntas subalternas de archivos.

REAL SECRETO DE 1 .*  DE DICIEMBRE DE 1848.

Se  suprime la junta superior directiva de
archivos, y se crea en su lugar y para el
mismo fia una dirección general de los de-
pendientes del ministerio de Gracia y Justi-
cia en España y Ultramar.

REAL ÓRDEN DE 24  DE MATO QE 1849.

Por ella se aprueba y publica el regla-
mento orgánico dé la  dirección general de
archivos

REAL B8CHETO DS 22  DE FEBRERO DE 1880.

■ Consultada la  conveniencia y necesidad
de  conservar integro y en toda su verdad y
pureza el testo auténtico de las leyes y rea-
les disposiciones, se creó en el ministerio
de Gracia y Justicia un archivo especial ó
regular que se denominara Registra general
y auténtica délas leyes y tlisposiciunes reales ,
en el que deben reunirse.

1." Los originales ó matrices manuscri-
tos de los códigos, leyes y disposiciones
reales.

2 . * Los códices que convenga para la
redacción de los ántígdos tódigos ó copias
auténticas de ellos.

3.* Un ejemplar Impreso de la edición
oficial auténtica de los códigos, leyes y rea-
les disposiciones, el cual en defecto de ma-
triz se reputará tal en casos de cotejo ó
comprobación para todos tos efectos le-
gales.

4.° El espediente que haya servido para
la formación, redacción de los códigos, le-
yes y reales disposiciones.

3 /  Los testamentos de personas reales,
actas de defunción y reconocimiento, capi-
tulaciones y demás documentos de los que

ARCHIVO.
i Cando lósiestimonibB qae he pidan
-no fieíA literales de todo un  pleito , ofensa ú
«tro documento, sino soto de  algunaaparte
de é l ,  altes de* mandarse «¿pedir se  pasará-
la petición felminis torio fiscal para que haga
-las adiciones que Créa necesarias, á fin de
que aparexcan íntegros los hechos ó las ra-
jones que contenga a. tos procesos ó docu-
mentos.

4.a Los testimonios se espedirán con su-
jeción a) señalamiento que se hiciere por
el  escribano á quien corresponda, tomando
el que los pida los derechos con arreglo al
arancel, y sin poder para ello «atraerse de
la escribanía los documentos originales.

5?  Si los testimonios de pleitos ó causas
se  sacasen para imprimirlos , se suprimirán
en te impresión tos nembresde toa magis-
trados ó jaeces y de las demas personas que
en  cualquier concepto hubiesen intervenido
ene l  asunto, sustituyendo en su lugar le-
tras ó números.

6.a La providencia judicial en que se
mande tranquear el testimonio, no eximirá
de  la pena en que incurra, con arreglo á de-
recho á la persona responsable de la pu-
blicación. 1 ‘ ’ . � ' ’

7 .* Las peticiones que se dirijan á re-
conocer y sacar copias* de los documentos
y papeles no comprendidos en los artículos
V , ’2 . a y 3.’ y que se custodian en cual-
quiera de los demas archivos dependientes
de este ministerio, se elevarán á S. M. por
conducto del mismo, y serán resueltas con
sujeción á las reglas establecidas en la
circular del ministerio de la Gobernación
de  20  de febril de 1844.

1KAL DECRETO DE 5 DE NOVIEMBRE DE 1847.

Creando en Madrid -una junta superior
directiva de los archivos del reino depen-
dientes del ministerio de Gracia y Justicia,
con otras subalternas de provincia para re-
unir y organizar del modo mas útil y conve-
niente los archivos generales de la fe pú-
blica.

En 6 del propio mes Se publicó una real
instrucción para la ejecución del anterior
real decreto.

Lorenzo Arrazola 



504 ABC
autoriza el ministro de  Gracia y Justicia
como notario mayor de  ios reinos.

6." Uno de los tres ejemplares origina-
les que S. M. sanciona de cada ley.

Prescribe este decreto las formalidades
con que han de depositarse y conservarse
los documentos de este archivo especial, y
en su arl. 8?  dispone lo siguiente.

� Para reputarse legitimas y fehacientes
las certificaciones que se dieren, ó cotejos
que se verificasen de las piezas ó documen-
tos del registro, será circunstancia indis-
pensable que se manden espedir ó verificar
de real orden, y que ademas el subsecreta-
rio legalice la firma del archivero, y el mi-
nistro de Gracia y Justicia la del subsecre-
tario. En las certificaciones ó compulsas se
usará del sello general del ministerio y de
ninguna manera del peculiar del registro,
al tenor de lo dispuesto en el arl. 4?  .

REAL ORDEN DE 20  DE MARZO DE 1850.

Prescribe las reglas que han de obser-
varse en la ejecución del real decreto ante-
rior, por el cual se establece la formación
del fíegislro general y auténtico de hu leyes y
reales disposiciones.

En su art. 13 se dispone que de las colec-
ciones de leyes, decretos y reales resolucio-
nes se remita un ejemplar auténtico al ar-
chivo de Simancas. , ,

LEYES DE INDIAS.

J.EY, p l  , T1T. 1 K UB. 2 DE LA RECOP.

El emperador D .  Cirio* 7 la reina en Valíadolid AM de
Julio de IS50. E l  emperador O. Cirio* y el  principe go-
bernador eo *n  'M«bre  ea  VtlladolM i do aelietu-
fare da IMS.

Ordenamos y mandamos á los cabildos y
regimientos de las ciudades y villas , que
hagan recoger todas las cédulas y provisio-
nes ppr los señores reyes nuestros anteceso-
res, y por Nos dadas en .beneficio y privi-
legio de sus comunidades, y las demas es-
critqras y papeles que convengan, y hecho
inventario de ellas las pongan en un archivo

6 arca de tres llaves, qae la n»  tenga un
alcalde ordinario por el afio que ha de ser-
vir su oficio, oka un regidor, y otra el es-
cribano del cabildo ó ayuntamiento, donde
estén en buena forma , y un traslado dd
inventario esté fuera del archivo, para que
fácilmente se  pueda saberlo que contieno;
y no pudiéndose hallar en la provincia al-
gunas provisiones, cédulas, ordenanzas é
instrucciones, las pidan á los presidentes y
oidores de las and¡encías del distrito, los
cuales les envíen traslados de ellas autori-
zados, y los cabildos nos avisen de las que
conviniere enviar originalmente.

LEV 35 ,  TITULO 7 ,  LIBRO 8.

El  emperadw 4«« CitlM y i »  rapmlrli (obeniatera M
Madtid A 11  de octufar» d»  1351.

Mandamos que todas las cédulas , carias
y escrituras tocantes á nuestra real Hacien-
da , estén siempre guardadas en la caja real,
y que nuestros oficiales no las saqueo de
ella; y sí alguna vez constare que han con-
travenido, el gobernador ó justicia mayor
las haga volver y guardar , para que siena?
pre estén al!i con toda seguridad.

LEY 50 ,  T1T. 1 , LiB,  2 .

El emperador don Cirio» y el aerdenal gobernador e»
Ñadí id i 13 dp abril  de <340. Ea  Talayera A 15 de fe-
brero de 1341. Don Felipe 111 en el Pardo A M de no-
viembre de 1000.

Mandamos qne de todas nuestras cédulas
y provisiones despachadas, y que se despa-
charen, y de las provisiones de nuestros vi-
reyes y presidentes gobernadores , que to-
caren al gobierno y bien dé las ciudades,
parcciendoá las audiencias, que son comu-
nes á toda la tierra , hágan sacar copias au-
torizadas y signadas en pública forma, y
las dar y entregar á las ciudades, villas y
lugares de sus distritos que las pidieren pa-
gando sus derechos, que justamente deben
á los escribanos para que las pongan en los
archivos y libros del cabildo, y lo inferné se
guarde en las ordenanzas de .tes audiencias,
para que se sepa y guarde lo que contiene-
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ren álos tribunales de cuentas y á los conta-
dores se Ies dé copia autorizada con fé
de que las originales quedan en los ar-
chivos.

LEY 52 ,  TIT.  7 ,  L IB .  8 .

b .  Felipe I I I  allí i 97 de lebrero de IMü

Ordenamos y mandamos que ningunoli-
cial real saque los libros y papeles genera-
les y particulares que en alguna manera to-
quen á nuestra real Hacienda fuera del ar-
chivo, caja real ni aposento del despacho,
ni tonga su oficio de contador, tesorero, fac-
tor ó veedor donde Jos hubiéramos permi-
tido, fuera de nuestras casas reales, y que
allí se junten todos en el tribunal a! despa-
cho ordinario, y todo lo demas queso ofre-
ciere tocante á su oficio y obligación.

LEY 31  , T IT .  7 ,  I 1B .  8 .

D.  Felipe IV  en Madrid A 16 de octubre de 1691, En  e|
Pardo A 16 de enero de 1698, .

Los libros , tasaciones , fianzas , cédula
reales y papeles tocantes á nuestra real Ha-
cienda oslen en  un archivo en la sala de
nuestra real caja, con tantas llaves cuantos
fueren nuestros oficiales, si ya no estuviere
espresamente ordenado que algunos esten
dentro de la misma caja, Y mandamos que
no se saquen de allí sino cuando fueren ne-
cesarios, y entonces se vean en la misma
sala y archivo y se  saque la razón ó testi-
monios que conviniere; y esto se entienda
en los que pertenecieren solamente á la
cuenta y razón de nuestra real Hacienda
que deben tener nuestros oficiales.

LEY 29, TIT.  1 , LIB.2 .

D.  FeUpo [V ,  en Madrid A * de diciembre de 1630.

Ordenamos y mandamos á los vireyes y
presidentes, que hagan poner y pongan en
los archivos, todas las cédulas yotros cualcs-
quier despachos que por nos se les hubie-
ren enviado á sus antecesores , y que se en-
viaren de aquí en adelante en libro aparte

LEY 34 ,  TIT.  7 ,  LIB.  8 .

El  imperador don CArlos y lo» reye» de Bohemia gober-
nadores en Vailadolíd «fio de 1550. Don Felipe 11 en Ma-
drid A de junio de 1371. Don Cirios I I  y la reina go -
bernadora.

Mandamos que en cada una de  nuestras
audiencias, tribunales de cuentas ’ y ordi-
narios de Hacienda , oficios de gobierno, ar-
chivos de la ciudad , villa ó lugar de las
Indias é islas, haya y se guarde esta nues-
tra recopilación de leyes,  y que las cédulas
y provisiones que después se hubieren dado
y despachado para el buen gobierno y admi-
nistración de justicia de nuestras audiencias,
tribunales y juzgados se vayan asentando
en un libro á parte, el cual esté dispuesto
conforme á los libros, títulos y materias de
esta recopilación, guardando ¡a misma ór-
den , por haber parecido Ja mas conveniente,
para que ceso la confusión que puede oca-
sionar el desorden.

LEY 18 ,  TJT. 9 ,  .LIB 4 .

El  mlimo, año de 1585. D .  Felipe IV  allí 1 13 de junio
de  1698.

Mandamos que todas las cédulas, provi-
siones, ordenanzas, c instrucciones particu-
lares queso hubieren enviado á las ludias, y
las particulares y generales para el buen go-
bierno de ellas , tratamiento y conservación
de los naturales, y buen cobro de nuestra real
Hacienda, todas se recojan y pongan en las
arcas de los cabildos de las ciudades, villas
y lugares, para que ésten con la decencia,
guarda y custodia que conviene, dejando
cada ciudad en un libro traslado de todas,
para valerse de ellas como y cuando con-
venga.

LEY 27 ,  TIT.  2 ,  LIB. 4 .

D .  Felipe I I I  on Sao Lorenzo A 17 de mayo de 160D,

Ordenamos y mandamos que se pongan
originales en los archivos de las reales Au-
diencias las cédulas y ordenanzas que por
nuestro consejo real de las Indias, seenvia-

TOMO n i .
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para que nuestros fiscales pidan su cumpli-
miento y demas efectos que convengan.

LF.L 26  DEL TIT. 2 , Lili .  2 .

D. Felipe I I ,  en La ordenan» 18 y 38 del consejo. D .  Fe l i -
pe IV  en la 58 de 1636.

Mandamos que en nuestro consejo de In-
dias haya un libro en que luego , como se
acordare que algún negocio se nos consul-
t e ,  demás de tomarlo por memoria el que
hubiere de ordenar la consulta , se pon-
ga la sustancia de lo que nos hubiere de
consultar, y en él se pongan también los
acuerdos del Consejo que al presidente pa-
reciere, y haya otro en que se pongan to-
das tas consultas que se nos hicieren, y
después en ellas lo que mandáremos y res-
pondiéremos, lodo reducido al estilo de los
secretarios , como se practica en todos nues-
tros Consejos y tribunales que nos consul-
tan , y el uno y otro libro estén guardados
en el Consejo con mucho secreto, y haga
otros dos libros de inventarios para cada
secretario el suyo, donde por mayor y me-
nor se pongan los papeles y pliegos que vi-
nieren de las Indias, y se tenga razón de
todos ellos , y por ella se puedan pedir y ver,
y otro libro de las descripciones en la forma
que se previene por la ley G de este titulo:
y otro libro en que se pongan traslados au-
torizados de todas las bulas y breves apos-
tólicos, y otros instrumentos y escrituras
importantes que haya en el Consejo y pue-
da scr necesario verse algunas veces , y los
originales estén en el archivo del Consejo,
ó en el de Simancas , de los cuales asimis-
mo haya algunos traslados sueltos, también
autorizados , para que siendo necesario
usar de ellos en alguna parte fuera del Con-
sejo, se puedan llevar sin el dicho libro.

LEY 50  , TIT. 4 DEL LIB. 2 .

D. Felipe 11 en 1 a ordenanta 48 del Coosejo, y D .  Feli-
pe IV  en la 163 de 1636.

Mandamos que toáoslos libros , bulas,
breves y otras escrituras y papeles tocantes

al Estado y corona de las Indias, que en  el
Consejo de ellas y en la casa de contrata-
ción de Sevilla se pudieren cscusar , y no
fueren menester originales, se vayan en-
viando al archivo de Simancas en sus lega-
jos y cajas , y por la órden y concierto que
los han de tenerlos secretarios , y en el di-
cho archivo se pongan en una cámara ó ca-
jón aparte. ¥ mandamos al alcaide de él que
lo reciba todas las veces que se le envia-
ren , y que no dé ninguna cosa de ellos ni
las consienta sacar sin cédula nuestra ó pro-
visión librada por el Consejo de Indias.

LEY 51  DEL TÍTULO 4-, LIBRO 2.

Don Felipe U en la  ordenan» 91 del Coñacjo.  D .  don Fe-
lipe IV en la 164 de 1636.

Porque haya diligencia en enviar los pa-
peles á los archivos donde hubieren de estar;
mandamos que los secretarios del Consejo
en fin de cada un año , lean en los tribuna-
les donde residieren los inventarios de los
papeles que hubiere en su poder, para el
cual tiempo, los tengan hechos y acrecen
todos para que allí se declare los que se  hu-
bieren de poner en los archivos , á los cua-
les los envien los susodichos á costa de  gas-
tos de justicia , y si así no lo hicieren, no
se les pague su salario el tiempo que des-
pués lo dejaren de hacer.

LEY 52, TIT. 4 ,  LIB. 2 .

Don Felipe I I  en  le ordenen» 89 del  Consejo. D .  don  Feli-
pe IV  en l a  165 de 1635.

Demas de los memoriales é inventarios
que ha de tener cada caja de los legajos é
inventarios de los papeles de Indias que se
pusieren en el archivo de Simancas, man-
damos que de todos ellos haya dos inventa-
rios con relación cumplida de la sustancia y
asignación de la fecha de cada uno, y el ín-
dice de la caja Ó legajo donde estuvieren,
ios cuales inventarios estén firmados de!
secretario del consejo á quien tocare, y de
la persona á cuyo encargo estuviere el ar-
chivo: el uno de los cuales quede en la cá-
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LEY 69. ID. ID.

D. Felipe II, en  U ordenanza 90 del Consejo, Y D.  Fel i-
pe  IV en  la 66. »üo de 1636.

En el archivo del consejo habrá un libro
donde se ponga y asiente en la forma que
pareciere mas conveniente, la memoria de
los libros, cartas , relaciones , consultas y
otros papeles y despachos que estuvieren en
é l :  y otro libro particular, con memoria y
relación de todos los papeles y cosas tocan-
tes al dicho archivo que estuvieren fuera
de él , así en el nuestro archivo general de
Simancas, como en poder de los secretarios
y otras cualesquier personas, y de los pa-
peles que del archivo se sacaren , se tome
conocimiento de las personas á quien se
dieren y entregaren , y los conocimientos
se asienten y pongan en el libro , para que
por él se puedan ver los que fallan y saber-
se quien !o« tiene y á quien se han de
pedir,

LEV 70.  ID .  ID.

D.  Fclido IV en 1663, ordenanza 67 dol Cornejo de
Indias-

Cuando pareciere que el archivo está muy
embarazado de popeles, el consejero ó mi-
nistro á cuyo cargo estuviere , haga relación
de ello en el Consejo ó lo advierta , y con
su parecer se desembarace de los papeles
menos importantes los cuales se lleven y
entreguen eu el nuestro archivo de Siman-
cas, quedando memoria particular de ellos
en el libro que ha de haber en el de) Con-
sejo.

PARTE Df iMTRntL

Nt lMAKIO.

Sí-lC. 1 .  RESEÑA HISTÓRICA.

Sl<c. I I .  IMPORTANCIA Y NECESIDAD DE

IOS ARCHIVOS: CLASIFICACION DE

ELLOS: DEIIERES DE LOS COMER-

NOS Y AUTORIDADES RESPECTO DE

LOS MISMOS.

Jj. I Importancia y necesidad de
les archivos.

niara ó armario donde quedaren ios dichos
papeles; y el otro esté en  el Consejo.

LEY 68, TIT. 2 ,  LID. 2 .

Don Felipe IV en  el  propio ordenanz* 65.

Que en el archivo del consejo se deposi-
ten y guarden debidamente ordenadas las
cartas de navegar , derroteros, mapas, des-
cubrimientos y relaciones relativas á Indias
y asimismo lodos los libros que hubieren
salido y salieren y se pudieran hallar que
traten de asuntos de Indias, morales, polí-
ticos, naturales, de historia, de navegación
y geografía, relaciones, discursos, arbitrios,
pareceres y cualesquier otros del .mismo
género relativos á las Indias asi impresos
como manuscritos; que el consegero comi-
sario del archivo, cuide de la adquisición
de dichos libros y documentos; que pueda
apremiar y apremie á todos los que impri-
mieren libros y papeles de dichas clases á
que entreguen un ejemplar para el archivo;
del que no podrá sacarse ningún documento
sin orden del consejo dada por escrito.

LEY 67 ,  TiT. 2 , un .  2 .

D. Felipe IV. en 1630, ordenanza 61 Jd  Consejo de
Indias.

Habiendo demostrado la esperiencia que
por no haber archivo eu el Consejo se han
perdido muchos papeles importantes , y que
por estar divididos otros en diversas parles
se hallan con mucha dificultad, se ordena
que en el Consejo haya un archivo cerrado
y guardado , en que se conserven los pape-
les y documentos correspondientes al mis-
mo,  y que la llave y cuidado de él este á
cargo de uno délos consejeros, podiendo
haber otro ministro oficial que sea archive-
ro ó bibliotecario, bajo sus ordenes, siendo
ambos de nombramiento del presidente:
que una llave del archivo la tenga el dicho
concejero y otra el secretario mas antiguo,
sin que las puedan liar sino al archivero ó
bibliotecario, y si n j  le hubiere á otro con-
sejero ó secretario de S .  M.
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bOS ARCHIVO.
§. 2.° Clasificación (le los archi-

vos.
5.° Deberes de lo* gobiernos y

de las autoridades respecto de
los archivos.

SfiC. III. DE LA FUERZA Y VALOR LEGAL DE

LOS DOCUMENTOS ARCHIVADOS.

SEC.  IV. ATRIBUCIONES, DEBERES Y RES-

PONSABILIDAD DE LOS ENCARGA-

DOS DE LOS ARCHIVOS ! ID.  DE

LAS PERSONAS ESTRAÑAS QUE ATEN-

TAN CONTRA EL SAGRADO DE LOS

MISMOS.

1.” Atribuciones de los encarga-
dos de los archivos.

§. 2.° Deberes de los encargados de
los archivos.

3." Responsabilidad de los en-
cargados de los archivos.

4.° Responsabilidad de las per-
sonas no encargadas de los ar-
chivos que atenían contra el
sagrado de estos.

SEC.  V. OBSERVACIONES Y PRINCIPIOS GE-

NERALES SOBRE ARREGLO DE AR-

CHIVOS.

SEC.  VI .  NOTICIA DELOS ARCHIVOS MAS NO-

TABLES DEL REINO.

§. 4 re hivo del real pala-
cio.

jj. 2.° Id. de las Corles.
§ .  3.° Id. de los ministerios.
J5. 4.° Id. del Consejo de Castilla.
§. 5.° Id. de la cámara de Cas-

tilla.
§. 6.° Id. de la cámara de Ara-

gón.
7.a Id. de la presidencia de Cas-

tilla.
8.° Id. de la Inquisición.

$. 9.’  Id. del consejo de las ór-
denes.

10. Id. del Real sello.
11. Id. del ayuntamiento de Ma-

drid.
§. 12. Id. de Simancas.

15. Id. de Ilarcclona.
14. Id de Sevilla.

$. 15. Id. de Valencia.

?. 16. Id. de Zaragata.
17. Indicación general de otros

archivos que merecen consi-
deración .

SECCION I.

RESEÑA HISTÓRICA.

Para formarse una idea exacta de la an-
tigüedad de los archivos, es decir, de los
medios de perpetuar los hechos y derechos
de los hombres y de los estados, por depósi-
tos de documentos , de piezas de recuerdo,
de comprobación y de enseñanza, ordenadas
de forma que puedan ser conocidas de la
posteridad, es menester no perder de vista:
l . °  la propensión del hombrea perpetuarse
por la memoria de sus hechos y que siendo
ingénita á cada uno, es por consecuencia
la propensión del género humano; y 2 . ’  los
diversos medios conocidos y practicados,
según el grado de civilización, para satisfacer
esa tendencia, identificada con el instinto
natural del hombre. Bajo el primer punto
de vista, si preguntamos á la razón, nos
dirá que ha habido archivos desde que ha
habido medios y el grado de civilización ne-
cesarios para simbolizar las ideas y hacer-
las imperecederas: si preguntamos á la his-
toria, esta contestará la existencia de tales
depósitos desde que ella recobró el lugar
que por las inmensas vicisitudes del género
humano le había usurpado la fábula. Bajo
el segundo concepto, no hallaremos archi-
vos solamente donde encontremos una co-
lección, ó depósito de documentos redu-
cidos á la escritura común; sino allí donde
la diligencia, la casualidad, ó la historia nos
den á conocer , ordenados y consonados
para precaver los efectos del tiempo, y del
olvido, impresos, códices ó manuscritos, ta-
blas, planchas, pinturas, gcrogliíicos, cual-
quier género de signos , de testimonios ma-
teriales del pensamiento, do los que la ne-
cesidad y -el instinto han aconsejado y la
ciencia ó el acaso han enseñado al hom-
bre.

Conforme á esta base cardinal bien se ve
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ración con que los consideraba, ó para que
compartiendo la que a) templo se tributaba,
obtuviesen la de todo el pueblo. Según los
historiadores en el templo de Délos se cus-
todiaba el archivo general de toda la Gre-
cia; yen el de Minerva én Atenas el parti-
cular de esta república.

En Roma servían á este propósito el
templo de Saturno, el de Vesta, el de Apo-
lo, y el mismo Capitolio. Los emperadores
romanos los tcnian en sus palacios y ha-
blaban de ellos con respeto y como de una
cosa sagrada: nostra sacra scrinia, decía
Justiniano, hablando de dichos archivos y
en general de todos los públicos.

Igual al respeto con que los emperadores
mismos hablaban de los archivos , era su so-
licitud para que se formasen y conservasen.
Ya hemos visto que los establecían en sus
mismos palacios: procuraron que los hu-
biese también en las iglesias, según lo de-
muestra el testo, entre otros, de la ley 50
ya citada del Código , de episcopali audien-
t ia i  y por el capitulo V de la novela 15
recncargaba Jusliniano se constituyesen en
todas las ciudades, supliendo cualquier
descuido ó morosidad que hubiese habido
acerca de ello: prcecepla vero facial lúa Em*
minenlia, decía al prefecto, per unamquam-
que provinciam , ut in civilalibus habitalio
queedam pública díslribuahir in qua conve-
ttiens est defensores documenta recomiere, eli-
gendo quemdam t» provincia, qui horum ha  -
beal custodiam, qualenus incorrupta maneant
hoec, el velociler inveniatur á reqnirentibus;
el sit  apud eos archivum ; el qttod hactenns
prrvtermissum esl in civitalibus , emendelar.
Sabido es por otra parte cuan determinado
estaba el oficio de los notarios, y la conser-
vación de sus registros , y tenemos que los
archivos imperiales, los generales, los de
la fe pública, los eclesiásticos y los munici-
pales estaban encargados: recomendados y
protegidos por la legislación romana.

Asi debian pasar , y asi pasaron en efec-
to, álas naciones formadas de las ruinas de
aquel imperio.

Durante la dominación romana todavía,
y sucesivamente en los siglos posteriores,

cuan innecesario es el inquirir si la inven-
ción déla escritura común se debió á los
fenicios, y la de la gcroglííica álos egipcios,
á los caldeos, ó á otros cuya memoria haya
quedado sepultada bajo la huella del tiem-
po. Los lienzos, ó pinturas de los megi-
canos, las tablas de los romanos, los papi-
ros de Pergamo, los geroglíficos y zodiacos
de los egipcios, las planchas de los hebreos
y babilonios, todos son, y han sido á su vez
piezas á propósito para un archivo.

En tal supuesto diremos que no hay na-
ción que, presentando un cierto grado de
cultura, no ofrezca también entre los rudi-
mentos de su civilización el embrión al me-
nos de esa institución, sugerida por la ra-
zón para contrapesar la caducidad de la
vida y que con justicia podríamos llamar
émula de la eternidad y testimonio de la
vida y vicisitudes del género humano.

«La existencia, dice Dalloz (1) de los es-
tablecimientos destinados, bajo una deno-
minación cualquiera, á la conservación de
las actas, y documentos públicos, es eviden-
temente una necesidad de todo órden social.
Este ‘era el único medio de perpetuar los
hechos, de asegurar la ejecución y cumpli-
miento de los derechos que encierran, de
anudar la cadena no interrumpida de las
obligaciones y principios que lo pasado le-
ga al presente y el presente al porvenir.*

Y con efecto.: no descuidaron los hebreos
este mediode perpetuarlos hechos. San Ge-
rónimo en su prólogo al libro de Ester dice
haber recogido los datos de loa archivos de
aquellos. La misma arca santa que encer-
raba los testimonios de la alianza perdura-
ble entre Dios y su pueblo, fuera de otros
conceptos sublimes , era el archivo mas
auténtico y mas sagradamente conservado
que se haya visto jamás. Con veneración y
religiosa diligencia también se conservaban
después en el templo los libros y escrituras
santas, el testo venerando de la ley, como
testifica el profeta Esdras.

La antigüedad establecía los archivos en
los templos, bien para significar la venera-

t i )  lepertorlo de IcjisUeíon.
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las vicisitudes de los tiempos, las alterna-
tivas de la civilización y la rudeza, presen-
tan una série de hechos ó períodos, que hu-
bieran persuadido, si no existiera ya, la for-
mación de los archivos, asi como otros oca-
sionaron su destrucción. Entrelos primeros,
merecen especial mención:

1 .° Las persecuciones de la iglesia, que
dieron lugar á los sagrados depósitos de las
actas innumerables de los mártires, recogi-
das y conservadas con religioso esmero, y
de las cuales solia remitirse un ejemplar á
Roma , para sor depositadas en el que po-
dríamos llamar archivo universal.

2." El derecho de adquirir, permitido á
la iglesia , y que sucesivamente recibió co-
losales proporciones con la institución de
las innumerables órdenes monásticas y fun-
daciones de iglesias, congregaciones, ani-
versarios y lodo género de establecimientos
de piedad y religión.

5.° La rudeza y perturbación de los si-
glos medios, en los que un instinto de nece-
sidad hizo acumular las actas y testimonios
délos hechos,y de los derechos, allí en
donde Ja piedad y las ciencias hallaron su
único asilo, esto es ,  en las iglesias y en los
claustros de las corporaciones monásticas.

4.* Los capítulos y concilios, resulta-
do necesario de la inmensa vida corporati-
va , digámoslo así ,  con que por todas par-
tes se mostraba, combatida á veces, pero
siempre triunfante y salvadora la sociedad
cristiana.

5.° El feudalismo que imprimió un nue-
vo carácter á la propiedad , y multiplicaba
hasta lo infinito cada día las sucesiones, las
trasmisiones y los títulos.

Ademas de estos hechos generales, co-
munes á la España con el resto de Europa,
y que, como se ve, por su misma índole per-
suadían la necesidad de formalizar infinitos
documentos y de su conservación, la legis-
lación y la historia hacen fijar la atención
sobre otros que son especíeles á nuestro
país.

Es el primero, la obstinada guerra con los
sarracenos que terminó con una reconquis-
ta general y gloriosa. No hay duda que en

ARCHIVO.
la invasión la propiedad cambió de dueños
y con una usurpación secular, los antiguos
derechos se perdieron en el olvido. Con la
reconquista, asentándose en el país traba-
josa y lentamente sus dueños, como pudie-
ran hacerlo en  un pais conquistado, nacie"
ron nuevos y diversos derechos á la propie-
dad , que se estendieron y aun complicaron
por el derecho de la guerra , que atribuía,
según las leyes godas, una porción legítima
al rey , gefesy caudillos: por lascarlas pue-
blas: y por la largueza, hasta estrenada y
funesta no pocasveces, de nuestros reyes.

El segundo hecho es el de la institución
de los mayorazgos, que introdujo todavía
una nueva fase en la propiedad. Sobre esa
base se levantaron las poderosas casas ti-
tuladas, cuyas glorias y derechos no podían
ser conservados sino en un archivo especial,
y cada casa tuvo el suyo, tan completo y
ordenado, tan rico en documentos impor-
tantes, tan fastuoso á veces, que justamente
algunos de ellos, nocomo quiera rivalizaban
con los archivos públicos; sino que repren-
dían y acusaban la incuria , la negligencia
ó la ignorancia de las autoridades, corpora-
ciones y gobiernos, que tan mal compren-
dían un deber que porsu importancia y tras-
cendencia es, y ha debido serlo, de todas
las civilizaciones, y de todos los tiempos.

El tercer hecho es el descubrimiento y
conquista de un nuevo mundo, que activan-
do el movimiento político , estendiendo y
ampliando la administración, multiplicando
los nombramientos, los repartimientos de
las nuevas tierras , las relaciones, cartas,
derroteros etc. , produjo el importante ar-
chivo de Sevilla y demas de Indias, de es-
ta y de la otra parle de los mares, y aque-
lla solicitud de nuestros monarcas sobre es-
te punto, como puede verse en la sección
correspondiente de la parte legislativa de
este arlículoyenotras muchasdisposiciones
no copiadas por no tener hoy una aplica-
ción práctica, como las relativas á losar-
chivos de la casa de contratación de la men-
cionada ciudad , á los de los consulados de
Ultramar, y á los del Consejo de Indias.

Los dos periodos anteriores, esto es, el de
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como hemos dicho ya, el asilo de  la virtud,
de  la ciencia , y de  los documentos que pu-
dieron salvarse. Ocuparían el segundo lu - -
gar en este órden Jos archivos municipales,
existentes ya en tiempo dé los  romanos, co-
mo lo demuestran la novela 15  de Justinia-
no y otras disposiciones, y puesto que esc
elemento de  organización social, bajo los
ttamvtn», defensores , presidentes, condes,
alcaldes y corregidores; ora denominándose
municipios, comunes , consejos ó ayunta-
mientos, es el que no ha sufrido interrup-
ciones esenciales. Seguirían los archivos
déla fé pública, procedentes también de la
legislación romana, y pues que, cualquiera
que haya sido el estado general y político
de la sociedad , siempre han existido las
transacciones sociales y sus formalidades
necesarias, mas ó menos esmeradas en los
archivos públicos generales, pues si pode-
mos hallar su base en los archivos de la re-
pública romana , ya mencionados, y después
en los de los emperadores, in  sacris scrinii
también es cierto que siguen mas la suerte

J de la política y de las dominaciones, sumi-
nistrando ejemplo de  ello las invasiones gó-
tica y sarracénica , aquella en un principio
y esta por toda su duración : y vendrían en
último lugar los archivos de particulares que
bajo de  una forma conveniente empiezan
realmente en España con los mayorazgos y
la nobleza titulada.

Leyendo atentamente la historia, y fijan-
do la consideración en las vicisitudes de  los
archivos en general , veremos que Su for-
mación, arreglo y conservación ha debido
mas al interésindividual y á Inconveniencia
pública, mejor ó peor entendida, queá  la so-
licitud oficial, ilustrada y perseverante de
los gobiernos , y menos aun de las corpora-
ciones y autoridades. Así es que hallaremos
archivos, cuando apenas se dictaban órdenes
terminantes para su formación; y no tantos
ni mejor arreglados, cuando aquellas se
multiplicaban y repetían. Esta solicitud , de
cien modos interrumpida, y no pocas veces
abandonada, empieza en Francia , y por lo
que hace á los archivos seculares ó civiles
en Carlo-Magno: en España , salvas ligera

íos mayorazgos y el descubrimiento y con-
quista del nuevo mundo, produgeron un
tercero que podriamos llamar porescelencia
<le las fundaciones piadosas por lo prodigio-
samente que aumentó las ya existentes. Las
riquezas importadas de las dos Indias, y las
acumuladas por los mayorazgos, que en
otras épocas hubieran determinado un mo-
vimiento industrial saludable , ó una cor-
rupción general; hermanaron con las aber-
raciones del siglo una especie de  sentimien-
to religioso, si se quiere alguna vez exa-
gerado, y que se  esplicó por nuevas é infi-
nitas fundaciones religiosas y de  beneficen-
cia ,-como Iglesias, conventos, capillas, hos-
pitales, memorias, aniversarios, capellanías
laicales y de sangre, dotes,prestamerasetc.,
todo lo cual tenia por base infinitas donaciones
y desmembraciones de  bienes,  y por conse-
cuencia necesaria los patronatos corporati-
vos, los de autoridades y particulares, y los
familiares activos ó pasivos, viniendo por
complemento de esta universalidad de  co-
sas, una profunda modificación en la propie-
dad y un inmenso movimiento en lo escri-
turario, pues que la negligencia, ó el olvido
podian alguna vez importar la fortuna de
muchas familias.

Añadiremos todavía á los períodos ante-
riores el de  la creación de los cuerpos su-
premos administrativos y judiciales, como
las dos Chmcillerías, losdi furentes consejos
supremos y las cámaras de  Aragón y de
Castilla, período acaso el mas importante y
decisivo, tanto, para producir muchos y
muy notables documentos políticos, judicia-
les ,  administrativos y de  todos géneros,  co-
mo en  lo relativo á suarregloy conservación.

Bajo de  este dohlepunto de  vista, el órden
cronológico, que el descuido, la ignorancia
y las perturbaciones permitirían estable-
cer en  el largo trascurso de diez y ocho si-
glos,  seria e l  siguiente:

Archivos eclesiásticos, que ya hemos visto
empezaron casi,con la iglesia, cuya política
y fines.han estado sometidos á menos con-
trariedades sobre el punto do que vamos
hablando, pues vemos que aun durante los
siglos medios las casas religiosas fueron
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excepciones anteriores, de (pe hablaremos
en la sección VI," en los Reyes Católicos,
porque sin duda no debía faltar tampoco ese
titulo honroso á aquel glorioso reinado.

Y con efecto , cambiada la faz del país
y de la administración general, muy espe-
cialmente con la creación de altas y memo-
rables corporaciones y tribunales, no podía
menos de alcanzar este movimiento á los
archivos , hacia esta importante institución
en que el período del comunismo , con sus
conatos de destrucción de registros y do-
cumentos, como si por inutilizar el titulo, se
aniquilara siempre el derecho, hizo ya pen-
sar mas seriamente que antes á Carlos V,
como veremos al dar noticia del archivo cas-
tillo de la Mola de Medina.

Sabido es cuán importantes disposiciones
se contenían en las celebres ordenanzas de
Medina, dadas en 1489,  mandándose por
una de ellas que en todas las audiencias
hubiese archivos en que se custodiasen las
reales órdenes, cédulas y los procesos fene-
cidos, encargando la custodia de ello a!
canciller. Casi al mismo tiempo por la prag-
mática de Sevilla se encargaba á los cor-
regidores la formación de archivos en todas
las casas de audiencia, custodiados bajo de
tres llaves, sin que pudiera estraerse docu-
mento alguno, sino préviaja orden compe-
tente, y siempre dejando recibo ó conoci-
miento. En IbOl por la pragmática de Gra-
nada se mandaba que los escribanos de los
concejos llevasen dos libros en que se co-
piasen las cédulas y reales disposiciones,
precedido cada uno de ¡a correspondiente
tabla alfabética de materias: debian tam-
bién custodiarse con esmero los títulos, pri-
vilegios y ejecutorias de los pueblos, orde-
nando ademas que cada año se nombrasen
visitadores para ver si la ley habia sido
cumplida en este punto. Un año después se
disponía lo conveniente sobre el modo de
poner en cobro el protocolo de los escriba-
nos que fallecían: que csdccir, que durante
aquella administración se ve desenvolverse
un sistema casi completo en que se com-
prendían los archivos judiciales, los muni-
cipales y los de la fé pública , y con poca

perseverancia y cooperación de las corpora-
ciones y autoridades, las miras deaquel acer-
tado gobierno hubieran sido mas'eficaces.

Felipe II , ademas de haber establecido
el archivo de Simancas, como se verá en
la sección sesta , ordenó que en la secreta-
ria del real patrimonio, se abriese y llevase
un registro en que se anotasen todas las
piezas eclesiásticas, remitiendo un duplica-
do ó copia igual á Simancas: prohibió que
para ningún género de pruebas, ni con nin-
gún motivo se sustrajesen de los archivos
correspondientes, los protocolos y matrices,
ni los libros sacramentales délas parroquias,
con otras disposiciones sobre el particular.

Felipe 111 continuó la obra empezada,
rcencargando en 1605 la obligación de po-
ner en buen recaudo los protocolos y pape-
les de los escribanos que fallecían, ó fuesen
destituidos, y consignando en 1604 en los
capítulos de la concordia sobre el tribunal
de la Ruta, el muy notable sobre formación
y arreglo del archivo de este tribunal.

En el siglo XVIII se dictaron también al-
gunas disposiciones encaminadas á mejorar
los archivos , siendo notables entre ellas, el
encargo dado por Felipe V al celoso y enten-
dido D. Santiago Agustín Riol , de visitar el
archivo de Simancas, y que espusiese y pro-
pusiese de aquel y oíroslo que creyese mas
conveniente , lo cual produjo su escalen-
te informe , mas curioso que conocido, de
16 de junio de 1726, el cual sin embar-
go no podia dar grandes resultados, cuan-
do el mismo Riol se quejaba en él á la
magostad de aquel monarca, manifestando
habia tenido que realizar dicha visita á sus
propias expensas. Antes de eso, en 1717 el
mismo soberano habia ordenado una visita,
hecha por magistrados, á los archivos judi-
ciales, de cuyas resultas se remitiesen, como
es sabido lo fueron en 1718, los papeles de
negocios fenecidos á Simancas, y que igual
visi la se verilicasc cada año en lo sucesivo. Y
es conocido por último, el bando del Conse-
jo de 1765, sobre la formación del archivodc
protocolos de Madrid, al cual se remitieran
y remitieron hasta los originales ó matrices
que obrababan en poder de partícula res.
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por último , la formación de uno especial , ó
sea del registro general y auténtico de las
leyes y reales disposiciones , ya que en Es-
paña , en este país que sobre otras singula-
res consideraciones, puede llamarse el pue-
blo histórico , y legislativo por esceieocia,
las leyes no tienen otra matriz en general,
que los ejemplares oficiales en circulación.
Ha sido, en lin, remesada cantidad conside-
rable de papeles de ludias al archivo de  Se-
villa , y el resto de los de la inquisición al
de Simancas.

Debemos, aunque de paso, hacer notar
aquí una circunstancia. En 1850 ha sido
remitido á Simancas el archivo de la extin-
guida inquisición, cuyos papeles, como
otros muchos, subsistirán allí hacinados
por falta ya de localidad aparente, motivo
por el que se ha levantado mano en las con-
siderables remesas que se pensaban hacer
de los archivos de Gracia y justicia, lo que
persuade mas y mas la necesidad de llevar
a cabo la idea antes enunciada de preparar
local en esta corte ú otros puntos para uno
ó mas archivos generales...

En cuanto á Ultramar, fácil es ver en la
parte legislativa que la organización de los
archivos judiciales, municipales y de la fé
pública, de un modo análogo á los de Espa-
ña, procede como casi era natural, del tiem-
po de los Felipes de la dinastía austríaca,
señaladamente de Felipe II.

Concluiremos aquí esta reseña histórica,
por cuanto por la índole de la materia de
este articulo, y por la importancia que nos-
otros atribuimos á lo que es objeto de ella,
habremos de volver todavía sobre varios
pormenores relativos á la misma en algunas
de las secciones ulteriores.

SECCION II.

IMPORTANCIA V NECESIDAD DE LOS ARCHIVOS:
CLASIFICACION DE ELLOS: DEBERES DE LOS GO-

BIERNOS Y AUTORIDADES RESPECTO DE LOS

MISMOS.

Si los archivos no se han mirado en gene-
ral como una ritualidad de oficinas, como una
cosa á que se puede atender, ó de que se

Grande era sin embargo, la negligencia
y abandono délos funcionarios y altas cor-
poraciones que debían cuidar de la ejecu-
ción de lo mandado, cuando tan dura cen-
sura se contiene sobre ello en el preámbulo
de muchas de las mencionadas leyes,  - y
cuando todavia en 1804 tuvo que prohibir
Carlos IV que los consejeros sacasen docu-
mentos-de los archivos sin cuenta ni razón.

En el reinado, en fin, de Isabel H ,  en
medio de tantas turbaciones y contrarieda-
des como ha corrido hasta el presente, se
han dictado multiplicadas disposiciones, cu-
yos resultados podrán ser efímeros por fal-
ta de perseverancia, si bien probarán siem-
pre que no se desconoce uno de los deberes
que desde hoy podrán menos que nunca
descuidar, ó abandonar los gobiernos.

Como puede verseen las diversas resolu-
ciones contenidas en la parte legislativa,
se han mandado formar archivos especiales
del ministerio fiscal, y no se ha instituido
un cuerpo, en cuyos reglamentos ú ordenan-
zas, como en las de las audiencias, nose pre-
venga la formación ó conservación y arreglo
de los correspondientes archivos. Se ha
creado en la córte, primero, una junta su-
perior consultiva, y después una dirección
genera) de todos los archivos dependientes
del ministerio de Gracia y Justicia en Es-
paña y en Ultramar , cometiendo á su celo,
entre otras cosas, el proponer lo convenien-
te para la formación de un archivo general
en Madrid , en que se reúnan las preciosas
reliquias de mayor riqueza, hoy en gran
parte ignorada y perdida: la clasificación y
reunión de los residuos, todavia numerosos,
de los anliguosarchivos de los Consejos, cá-
mara y presidencia de Castilla, de la cáma-
ra de Aragón y otros que existen aun en
Madrid, bien que hacinados en sótanos y
desvanes de casas particulares: Ja nueva
planta y arreglo de los de la fé pública en
todo el reino, y ademas de otros encar-
gos de grande utilidad , la formación de
colecciones y bula ríos generales y espe-
ciales; y por primera vez se pone en los pre-
supuestos una cantidad para el fomento y
conservación de los archivos: y se ordena

rovo ni.
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puede prescindir, es un hecho que nosiem-
pre han sido considerados bajo su verdadera
importancia, y necesidad. Demostrar uno y
otro estreno: hacer la clarificación de los di-
ferentes archivos, para facilitar asi la mas
oportuna aplicación de la doctrina y de las
disposicioneslcgalcs: reseñarlos deberes de
la administración , ya que por la índole de
nuestra obra no sea dado otra cosa, es el ob-
jeto de la presente sección, en la cual trata-
remos cada uno de dichos puntos por el or-
den con que van indicados,

S. l . °  Im/wrimícia 1/ na csi >'t¡d >lc los ar-
chivo*.

Si los derechos fueran efímeros, si fuera
su destino caer en el olvido en el momento
de su adquisición, no merecían la pena de
afanarse por adquirirlos. Aada habría por
otra parle mas opuesto al instinto y propen-
sión natural del hombre, de las sociedades,
del género humano, según hemos hecho
notaren la sección anterior, corno ni tam-
poco á la organización dada á la propiedad
por las viejas y modernas sociedades, y á
la facultad altamente dicaz y fecunda de
trasmitir nuestros derechos aun después de
la muerte. Ilcalza, pues, la importancia de
los derechos, lo propio que la de los hechos
y de  las glorias , lo que los hace imperece-
deros, siempre ciertos, siempre fijos, siem-
pre ejecutables, lo cual , entendido lo pro-
pio de las obligaciones y servicios públicos,
es el eminente servicio prestado á las so-
ciedades por la escritura, que aun seria in-
eficaz sin los «archivos. \ Los archivos son á
la escritura lo que la escritura al pensa-
miento, un medio necesario de transmisión ,
y he aquí los archivos presentados bajo su
verdadero punto de vista, como una necesi-
dad, como una institución de la mas alta
conveniencia social, como el medio de co-
municación entre lo.actual y el porvenir.

Es esta verdad do tal manera evidente,
que no seria disculpable el empeño en es-
pionarla, si no nos propusiéramos poner de
relieve el descuido ó falta de los gobiernos
sobre esto punto, y la negligencia y hasta el

ARCHIVO.
abandono punible de las corporaciones y
autoridades en la ejecución ilustrada y ce-
losa de lo mandado; y menos que lo dicho,
el estimular, el hacer una escitacion enér-
gica hacia un deber, que si lo es de todas
las civilizaciones, lo es con infinita mayoría
de razones déla presente, multiplicadas por
ella y diversificadas las relaciones políti-
cas, las transacciones sociales, y portento,
las obligaciones y derechos.

Y todavía tiene esta cuestión un punto
de viste práctico que merece bien la aten-
ción de tos legisladores y de los encargados
de la ejecución de las leyes. No solamente
los archivos producen la ventaja ya indica-
da de servir á la perpetuidad de los dere-
chos: no solo atesoran una riqueza á cuyo
disfrute son llamados con facilidad y como-
didad los nacionales y cstrangeros, las pre-
sentes y las futuras generaciones, todas las
nacionesy todoslos siglos; no solo previenen
los infinitos contratiempos que corren las
escrituras é instrumentos públicos, en po-
der de particulares, menos fuertes y respe-
tados siempre en este punto en las pertur-
baciones de los Estados, como lo demuestra
la historia; sino que solo de ellos puede de-
rivar la inapreciable circunstancia, que  po-
dríamos llamar de subsanarían, y que los
tratadistas denominan supjilpmenlutn loei ,
esto es ,  que el lugar, el sitio subsana en
los documentos archivados y conservados
en regla, defectos é informalidades que de
ninguna manera podrían serlo, hallados
aquellos por acaso ó en poder de particula-
res, lo cual espionamos convenientemente
en la sección 4."

Y todo tenia que ser asi, cuando una
institución cuya necesidad solo se hace sen-
tir prácticamente cuando con el desarrollo
de la civilización se han multiplicado las
relaciones y transacciones sociales , la ve-
mos, sin embargo, identificada con el em-
brión de todas las civilizaciones, con el ori-
gen de todas las sociedades; cuando tal
atención la han consagrado, aunque de cien
modos interrumpida, los gobiernos, cuando
ese omenage de pública y privada aten-
ción lo vemos general y constantemente tri-
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butado en los reinados, en las naciones y
por ios soberanos mas prepotentes. Insig-
ne ejemplo de esta verdad son entre nos-
otros los reinados de los reyes católicos y de
Felipe II, de los cuales data el importante
archivo de Simancas, y según dejamos in-
dicado en la sección anterior, el formal y
efectivo establecimiento de todos los del
reino.

En cuanto á las naciones modernas, es,
tal vez la Francia la que puede citarse co-
mo modelo de actividad y perseverancia en
este punto entre las domas. Los reinados de
Cario Maguo, Carlos el Devoto, Carlos el
Calvo y de San Luis, presentan una época
análoga á la de los reyes católicos entre nos-
otros. El Tesoro de cartas, especie de archi-
vo general establecido primitivamente en la
Torre de Louvre equivale al de Simancas,
con ventajas de este, sin embargo. Pero la
Francia debía todavía consignar pruebas
mas ostensibles de la alta importancia por
ella atribuida á los archivos, y en 1765 se
la ve ordenar una visita y reconocimiento
general de todos los archivos del reino, bajo
la mira de su mejoramiento y de la forma-
ción de un archivo central. Los encarga-
dos, que lo fueron los monjes benedicti-
nos y otros eruditos, debían estender su
atención , no solo al conjunto de cada
archivo,- sino de cada pieza ó documento,
mandando copia y facsímile al gobierno de
la letra y de los sellos, loque produjo, según
Macarcll, la remesa de mas de cincuenta
mil copias de documentos. Todavía el em-
peño se llevó mas al estreino, dando igual
encargo á varios eruditos (pie debían desem-
peñarlo en Roma, en Inglaterra y otros
puntos. El número de documentos y copias
remitidos llegó á formar una colección de
450 volúmenes ca folio. Todavía en 1784
se ordenó otra visita general á todos los ar-
chivos de ios comunes, de corporaciones y
hasta de particulares. Sabido es el empeño
y disposición, hasta de la couvcncion nacio-
nal, sobre la formación de un archivo cen-
tral, y bien puede asegurarse que un tomo
de bnen volumen no basta á contener las le-
yes ,  decretos y reglamentos dictados en

Francia sobre archivos desde 1790 hasta
nuestros dias, por la convención, por el im-
perio , por la restauración, y por todos los
gobiernos y poderes qne allí se  han sucedi-
do en 60 años.

Los publicistas estrangeros elogian al go-
bierno de Prusiapor haber proclamado en
1822 la importancia, necesidad y convenien-
cia de los archivos hasta el punto de anun-
ciar como un principio práctico de legisla -
ción y, de gobierno que la buena administra-
ción de un Estado descansa sobre ¡a perfecta
organización de un  archivo nacional; habien-
do dictado ademas, y como consecuencia de
ello,  medidas oportunas sobre estableci-
miento y clasificación de archivos provin-
ciales.

Cílanse también con elogio las disposi-
ciones de la Asamblea de Hesse en 1852.
relativamente á la reunión de documentes
y archivos parciales, formando uno central
consignando en el presupuesto las sumas
necesarias para la construcción de un edifi-
cio cual lo exigía lo eslenso del pensamiento

Algo , pues , de importante , de neccsari
y de grande hay sin duda en una institu-
ción que asi ocúpala atención de la antigua
y dé la  moderna civilización: de los reina-
dos é imperios mas florecientes: de reyes
benéficos y pacíficos, de las asambleas po-
pulares mas violentas, y de los grandes
guerreros y conquistadores. .

Terminaremos este párrafo con un ejem-
plo notable del grande hombre de quien me-
nos al parecer podia esperarse ; quien mas
parecía destinado á destruir los archivos,
que á plegar sus instintos guerreros á su
establecimiento y mejora, siquiera esto se
limitase, como era natural , á los de su im-
perio, aun á espensas de los demas: ya se
habrá conoc ido qne hablamos de Napoleón.
«Las conquistas que la Francia realizó bajo
el imperio , dice un escritor trances, facili-
taron el mas notable acrecentamiento á sus
archivos, que desde luego parecieron des-
tinados á ser el grao depósito universal de
Lodos los documentos del Mediodía y del
Occidente de Europa. Desde 1810 á 1812
fueron conducidos al hotel soubin 102,425
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Ii*;rajos de los archivos ponlillcios : 12,049 ,
de los del Píamente: un número considera- :
ble de los de España: 55,249 de los de Ale- ¡
manía: y era parte del plan trasportar á !
París los archivos de Holanda, de Ginebra, »
de Parroa , de Florencia , de Plasencia , de
Pisa , de Sienna , de Espoleto, Pcrusio, Gre-
noblc y otros estados.» El hotel Mtibise llegó
á no bastar y hubieron de prepararse otros
edificios. Impuesto de ello Napoleón, se
propuso ocurrir ¿ la dificultad por nna de
esas creaciones gigantescas en armonía con
sus grandes empresas, dictando en conse-
cuencia su notable decreto de 24  de marzo
de 1812 por el cual se ordenaba: 1. a «Entre
los puentes de Jena y de la Concordia ......
se  construirá un cdilicio de capacidad de
cien mil metros cúbicos para contener todos ¡
los archivos del imperio: 2.° La plan-
ta se concebirá de modo que, construida
nna cuarta parle del edificio, se pueda uti-
lizar desde luego, sin perjuicio de continuar
la construcción de las restantes. Habrá pa-
tios intermedios , dispuestos de modo que
el edificio pueda duplicarse con el tiempo:
3.° La fábrica será toda de piedra y hierro
con total esclusion de madera.»

La teoría , pues , la historia y los mas in-
signes ejemplos cooperan, como se ve, á
nuestro empeño de realzar esta parte im-
portante del servicio público , y á recomen-
dar con la poderosa energia de la evidencia,
el cumplimiento de las leyes y reales dis-
posiciones á los que están encargados de
su ejecución.

2.° Clasi/tcaiion de tos archivos»

Los archivos pueden clasificarse prácti-
ca y teóricamente. En el primer caso hay
un principio conocido que es  lo que existe:
en el segundo un principio indefinido que
es lo que debiera existir, en el cual entra
por tanto el sistema y modo de ver especial
de cada uno. Siendo el objeto principal de
la Enciclopedia el derecho y deberes positi-
vos , nos atendremos al primer método, sin
perjuicio de lo cual haremos las observacio-
nes que creamos convenientes en el terre-

no de la teoría , como en el de la doctrina.
Todos nuestros archivos se hallan com"

prendidos en las seis clases y tres divisio-
nes siguientes :

1.a Archivos públicos y privados.
2.a Seculares , ó civiles, y eclesiásticos.
5. '  Generales y particulares.
Archivos públicos. En el órden político y

administrativo no hay archivo que no pue-
da ser de alguna utilidad , que es  lo que mas
ó menos latamente, con mayoró menor am-
plitud, los somete á todos á las leyes de la
pública conveniencia. Pero en el derecho
estricto, de todos los cstremos que compren-
den las anteriores divisiones y cualesquiera
otras, el mas importante es el de archivos
públicos , y b m de entenderse por tales to-
dos los establecidos por pública autoridad,
puesto que solo los documentos en ellos con-
servados son los que hacen fé en juicio y
fuera de el, como con la amplitud conve-
niente esponemos en la siguiente sección.

Para ello es menester tener presente que
para que un archivóse diga público, no
es necesario que su formación proceda pre-
cisamente de una ley especial ó mandato
especial del gobierno. Basta que lo sea:

1 /  Por una ley general, como las que
ordenan, por ejemplo, que haya archivos en
lodos los tribunales, en todas las casas de
audiencias délos corregidores, en todas las
oficinas de Hacienda, etc.

2 .  ’ Por una ley especial, eomo la que
mandase la formación de un archivo único,
ora político, ora de otro género , como el
nacional y el central mandados formar en
Francia en 1790 por la convenpion, y des-
pués por el decreto de Bonaparte.

5.® Por mandato general ó especial del
gobierno.

4.° Por mandato y disposición de un
funcionario, ó corporación , de los que go-
zan de autoridad pública , ó están constitui-
dos por pública autoridad, como una uni-
versidad, un instituto, un colegio, una aca-
demia aprobada, un banco, e tc . ,  y sus
gefes.

5.° Se reputarán también archivos pú-
blicos, los que sin contradicción mereciesen
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ó por personas morales que gozan del carácter
do autoridades públicas; son privados, los
establecidos por particulares. Asi es que
debemos contar entre los primeros los délos
reyes , los de las municipalidades, los de los
estados provinciales, losde las universidades,
los de las iglesias y los de los conventos;
y entre los segundos, los de las corporacio-
nes de obreros, los de sociedades particu-
lares y ios de familias ya nobles ya ple-
beyas.»

«El nó haber atendido debidamente á esta
división ha sido la principal causa de los
muchos errores y contradicciones en que
sobre este punto han incurrido los juriscon-
sultos.» (1)

De lo dicho se infiere que la enunciativa
general de archivos públicos se subdivide
per necesidad en infinitas especies , ademas
de las ya indicadas pertenecientes unas al
órden secular ó civil, y otras al eclesiásti-
co ,  de algunas de las cuales haremos men-
ción especial en osla y ulteriores lec-
ciones.

ese concepto por la tradición ó la práctica,
aun cuando se ignorase su origen.

Como la clave de la cuestión es la calidad
precisamente de archivos públicos, creemos
oportuno añadir á nuestras observaciones la
opinión que algunos publicistas alemanes,
consignan en este punto, esplanandoel te-
ma que se encierra eñ la fórmula jus archi-
t>¡. «Puesto que las actas, dicen , y los do-
cumentos tienen una particular autenticidad
y fuerza probatoria si están guardados en
archivos y son estraidos de ellos para pro-
bar en juicio ; viene comprendido bajólas
palabras ■ derecho de archivos» la facultad
de erigir archivos públicos , la de darles
autoridad pública y la de establecer las pre-
sunciones legales de autenticidad que de-
ban tener para la magistratura los do-
cumentos guardados y sacados de ellos.
Pertenece esclusivamente el citado de-
recho al soberano; pero puede este dele-
garlo espresaracnte á corporaciones y auto-
ridades que le esten subordinadas.»

«Los jurisconsultos toman la espresion «tie-
recho de archive ■ ya en sentido activo ya en
sentido pasivo. El primero es el que sabe-
mos : el pasivo consiste en la fuerza proba-
toria dada enjuicio á los documentos guar-
dados en archivos. Los antiguos juriscon-
sultos, empero, no están acordes, ni sobre
la estension de este derecho en el primer
sentido, ni sobre sus condiciones y efectos
en el segundo. Hubo entre ellos gran varie-
dad de opiniones, y no perdieron estas su
fuerza , basta que,  merced á los trabajos de
los jurisconsultos del Estado , después de
Moser y otros, las ideas sobre la estension
de la soberanía y los límites de las preroga-
tivas que la acompañan, fueron mejor apre-
ciadas y mas determinadas. Hoy dia el de-
recho de fundar un archivo no es mas que
nna facultad inherente á la soberanía, ni
menos que una derivación de la misma. Hay
archivos, sin embargo, cuyo establecimien-
to depende de un simple acto de voluntad
de una corporación ó de un individuo, y
por esto conviene hacer distinción entre los
erchivos privaciíM y los públicos. Son públi-
cos , los fundados por los soberanos, como tales

Archivos privados . Son todos los de par-
ticulares, establecidos por interés y conve-
niencia propia ó familiar, y por tanto sin
autoridad pública. En lospaises feudales, y
en los que, como el nuestro, la nobleza ti-
tulada ha jugado tan gran papel en la polí-
tica su origen y vicisitudes se enlazan con
lodos los grandes hechos de la monarquía,
los archivos privados tienen todavía una
considerable importancia por los interesan-
tes y clásicos documentos que encierran. Es
muy común hallarse en ellos códices, árbo-
les, cartas pueblas y documentos de otros
géneros, hasta autógrafos délos  antiguos
reyes, que ni por duplicado, ni en copia se
hallan en los archivos públicos, ni aun ge-
nerales del reino; y no es ya la primera vez,
ni debe ser la última , que se mandan ad-
quirir originales, ó en trasunto para com-
pletar nuestras descabaladas colecciones en
los archivos del gobierno. Asi hemos visto
lo verificó la Francia en el siglo anterior,
asi lo ordenaron nuestros reyes al disponer

H) Veaker y Relleak. Dicoionarto de cieaciu mo-
rales y peíIticas.
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la formación del archivo general de proto-
colos de Madrid, asi, en fin, recientemente
al acordarse el del registro de las leyes y
reales disposiciones por el real decreto de
22 de febrero de 1850.

Arc/uros seculares. ,Los establecidos por
autoridad secular , cualquiera que sea el
genero de documentos que contengan, y
aun cuando su custodia esté confiada, ó de-
ha estarlo por fundación, estatutos ú otra
causa, á persona eclesiástica.

Desde luego se ve que pertenecen á esta
clase la mayor parte de los archivos del rei-
no, cuya muchedumbre impide una espe-
cificación arreglada y precisa, que por otra
parte no vemos muy necesaria. De algunos
de ellos hablamos cu la sección 0.a Entre los
mas importantes comprendidos en dicha de-
mostración , debemos contar los de la fé p ú-
blica,ó sea del notariado, de los cuales,
mereciendo, como merecen, un artículo es-
pecial, trataremos al hablar de los escriba-
nos, escrituras públicas, protocolos y regis-
tros.

Archivos eclesiásticos . Para la clasifica-
ción de archivos pueden adoptarse diferen-
tes bases, como por ejemplo la autoridad
que ordena y autoriza su formación, la cla-
se de  documentos que contienen , el fin ú
objeto de los mismos, etc.; pero sin que nin-
guna de ellas se preste á una completa
exactitud, y cuando mas se hallarían en esc
casólos archivos especiales ó facultativos,
como los militares, los de artillería, los de
ingenieros, etc., y ni aun esos, pues en to-
dos hay documentos de mas de  un género,
y todos pueden servir para diversos fines;
motivo por el que hemos partido del prin-
cipio de autoridad, como mas exacto. En tal
supuesto, y siguiendo ya el principio esta-
blecido, archivos eclesiásticos son los erigi-
dos ó establecidos por autoridad eclesiás-
tica.

Sobre el origen de ellos y su necesidad
hallamos pocas disposiciones canónicas ter-
minantes; y si muchas que hacen supuesto
de su existencia. Para probar que en todas
las catedrales debe haber archivo citan al-
gunos los capítulos Quoniam coutrít y Ctun

rausam, del titulo de probalionibus de las
decretales de Gregorio IX y el título de fide
instrumentorumdeYas mismas, en los cuales
realmente no se habla una palabra del parti-
cular. Trátase en ellos de las pruebas judi-
ciales: y el establecer, por ejemplo, que Jas
copias de escrituras públicas no hagan fe
en juicio, si no consta de sus originales, ha-
ce traslucir, cuando mas, el supuesto de ar-
chivos ó registros; pero esto no es el precep-
to espreso de que los haya. Si scripluram au-
Uienlicam non videmus, dice, 40 suma, el
cap. 1 del til. de fide inslrumenlorum ya ci-
tado, ad exemplarin nihil  facere possumus:
ningún precepto terminante, como se ve,
sobre establecimiento necesario dearchi-
vos.

Lo que hay de mas fundamental en esta
malcría es que, adoptadas en un principio
por la Iglesia, en cuanto á la disciplina ex-
terna las leyes romanas, y preceptuándose
en ellas, como ya hemos visto, la formación
de archivos; siendo esta por otra parte una
costumbre general , y erigida también en
principio general la necesidad y conveniencia
de archivos en toda sociedad bien arregla-
da, las iglesias, corporaciones y autoridades
eclesiásticas siguieron esta marcha. Algu-
nos opinan qneSan Silvestre estuvo ya en-
cargado en Roma de los archivos eclesiásti-
cos, reducidos en general entonces á las ac-
tas de los mártires. Puede verse lo que de-
cimos sobre este punto en la sección ante-
rior.

. Hay que tener presente también que la
potestad secular ha dictado siempre dispo-
siciones relativas á la disciplina externa, y la
Iglesia las ha adoptado, hallándolas confor-
mes, siendo común el que todos los códigos
civiles, desde el de Justiniano, contengan
un libro; y si no uno ó muchos títulos
por lo menos, consagrados á asuntos ecle-
siásticos. Hay ademas de eso disposiciones
especiales, puramente eclesiásticas sobre el
particular, de algunas de los cuales hace-
mos mériLo en el párrafo siguiente, como
asimismo hechos notables de la autoridad
eclesiástica qué revelan su propósito y con-
vicciones sobre este punto. Asien el siglo
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i nilican lus Estados: si es congénito á sus
1 elevadas funciones el dirigir la civilización:

si sus actos y disposiciones, como á su vez
los de las autoridades y funcionarios que se
mueven á su impulso, no pueden menos de

i reflejar la del país, bien se ve que es un
! deber capital de estos y aquellos el prestar
¡ especial y perseverante atención al estable-
1 cimiento, arreglo y consen ación de los ar-
! chivos, ora generales, ora particulares, y
! de cualquier género de los que aconsejen
¡ la conveniencia y el mejor servico pú-
li blico.

Hay todavía un nuevo y poderoso motivo
que añadir á los indicados en el párrafo
anterior, y en la sección primera , y que es
peculiar de la época presente, para que la
administración central no pueda menos de
consagrar una especial atención al fomento
y arreglo de los archivos. Sabido es el cú-
mulo de riqueza que habia reunido el clero
secular y regular; y toda con sus innume-
rables títulos ha pasado á poder de la na-
ción que la ha euagenado á particulares.
Sabido es también el cúmulo de documen-
tos que atesoraban las innumerables casas
religiosas suprimidas en la cuarta decada
de este siglo. Todos también , no diremos
que han pasado, sino que han debido pasar
a las oficinas y archivos del Estado, sin
que lo acervo de la revolución política en
aquellos dias, y hasta en momentos supre-
mos, permitiera , no solo un cierto método
en la traslación ; pero ni aun conocer el
destrozo unas veces , y el desfalco en las
mas.

Es deber de los gobiernos y autoridades
asimismo dispensar protección á los archi-
vos privados; y no ya porque sean una pro-
piedad como cualquiera otra; sino por las
razones de pública utilidad que hemos in-
dicado en su lugar.

Nace de estos principios la necesidad de
dictar cuantas resoluciones conduzcan al-
ease, observarlas y hacerlas observar. No
incumbe á nuestro propósito ser en es-
te punto jueces tan inexorables, como lo es
y tiene que serióla historia, si es que pue-
de abber increpación, y censura mas seve-

16 Pío IV mandaba establecer el archivo
del Vaticano: en el 17 Urbano VIII, el de
los cardenales: y Clemente X en el 18 el de
la dataria romana.

Es doctrina común entre los canonistas
que los obispos pueden visitar los archivos
de las catedrales, si bien acompañados de
algunos capitulares, adhibítis iamen aliqui-
bus cjusdem eclesúe canonicis.

Bajo del punto de vista jurídico éntrelos
archivos eclesiásticos tenemos por los mas
importantes los parroquiales que encierran
la filiación y genealogía de todas las fami-
lias,  y son, por tanto de una utilidad uni-
versal y de aplicación cotidiana : son, en
cuanto á personas, lo que los archivos déla
fe pública son á los derechos y obligacio-
nes,  y merecen, como estos, un articulo es-
pecial , que será el de i.innM p.iRRo-
QWIALEft.

Archivos generales y particulares. Son
los primeros los que encierran documentos
de  todos géneros, formando como el centro
ó depósito común de otros archivos, en cu-
yo caso se encuentra, por ejemplo, el de
Simancas , y también los correspondientes
á cuerpos supremos y oficinas centrales.
Este estremo de la clasificación es hoy de la
mayor importancia por las disposiciones del
nuevo código penal, relativamente á archi-
vos generales, por lo que volvemos á tratar
esta cuestión en Ja sección 4." al hablar de
la responsabilidad y atentados contra los ar-
chivos.

Archivos particulares son los peculia-
res  de una corporación no central, como
el de  un tribunal inferior , un ayuntamien-
to etc.

5 .°  Deberes de los gobiernos y autorida-
des respecto de los archivos.

Si hemos convencido algo en lo que lle-
vamos escrito del presente artículo, es que
los archivos son, no como quiera una nece-
s idad publica, una institución de conve-
niencia general, sino también un testimo-
nio de  civilización y de esmerado régimen
social. Eu este caso, si los gobiernos perso-
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ra que la contenida en las mismas leyes y
disposiciones que hablan de la materia.

No debe establecerse corporación, ofici-
na ó dependencia, sin que espresamenle se
encargue la formación de un archivo, y en
todo caso, los gefes ó autoridades deben te-
nerlo por subentendido.

Como la uniformidad y el método facili-
tan la ejecución y el mejor arreglo, en vez
de fiar á ¡a pericia ó capricho de cada en-
cargado de archivos la planta ó formulario
general ó especial en la distribución de pa-
peles, índices y registros, deben proceder
del gobierno, único medio también deque
sean útiles y eficaces las visitas ordinarias ó
estraordinarias que establecen las leyes y
que conviene se verifiquen.

En cuanto ai derecho constituido, lo
principal de lo mandado puede reasumirse
en los puntos siguientes:

Archivos generales. Por diferentes leyes
y disposiciones reales está mandado:

4.° Que los papeles escedentes dé los
archivos públicos se trasladen al de Siman-
cas, aun cuando ya hemos manifestado que
esta medida de regularidad no podrá tener
efecto en losucesico.

2.°  Que en la oficina del Ingeniero ge-
neral se forme un archivo general de traba-
jos topográficos, ordenando lo conveniente
sobre la forma de verificarlo (1).

5 .° Que se forme un archivo general de
comercio, instrucción y obras públicas al
que se incorporen los papeles de la direc-
ción de caminos y los del archivo de la In-
quisición (2).

4.* Creación en esta corte de  un archivo
general de todas las dependencias de Gracia
y Justicia, visita especial á todos los archi-
vos dependientes del mismo dentro y fuera
de Madrid, arreglo y organización común
de los mencionados archivos, remesa de do-
cumentos que puedan pertenecer á los ar-
chivos de Simancas, Sevilla y Barcelona,
creación para todo lo dicho de una junta su-
perior de archivos en la corte, deslinde y
clasificación de documentos que debe hacer,

(1) Real órden de 9de junio de 4818.
(4; Real decreto de 19 de setiembre da 1847.

propuestas sobre arreglo, uniformidad en
todos los archivos, y formación y publica-
ción de colecciones y bularios (1).

5." Creación y organización de un ar-
chivo general y auténtico de las leyes y rea-
les disposiciones, y su organización (2).

ArcAivo* judiciales y de  la fé pública. De-
be haberlos en todas las audiencias y tribu-
nales supremos, incluso el de la Rota (5).

Debe haberlos asimismo en todos los tri-
bunales inferiores. Mas como en estos son
inseparables de los He la fé pública, y so-
bre ellos nos hemos reservado hablar en ar-
ticulo particular, omitimos aquí los porme-
nores (4).

Archivos municipales. Debe haberlo en
cada pueblo, y custodiarse en él las actas
del ayuntamiento, espedientes, ejecuto-
rias, cartas pueblas y lodo género de docu-
mentos pertenecientes al mismo , exhorto?,
despachos y oficios de otras autoridades;
y las leyes, decretos, reales cédulas y el
cuerpo de las jnismas leyes (5).

Los escribanos están obligados á poner
en el archivo del pueblo una copia autori-
zada de cada escritura que otorgue, pidién-
dolo y pagándolo la parte (6) .

Archivos eclesiásticos. En todas las par-
roquias deben llevarse y conservarse libros
ó registros de bautismos, casamientos y de-
funciones (7).

Debe haber archivo en todas las iglesias
y catedrales, y en la cámara , ó secretaria
de todos los obispos y prelados (8).

En cuanto á disposiciones especiales, por
lo que hace á los archivos de la adminis-
tración. diplomáticos y de cualquiera otro
género , deben consultarse los decretos de

( I I  Real decreta dr 5 de noviembre de 4847; rea
instrucción de 3 y 6 del mismo me* ;  año; real decreto
de <«� de diciembre de 4848 ; real índruceion de i í  de
mayo de 184'j; circular de 8 de julio de ídem.

i i i  Real decreto de 94 de Febrero y real instrucción
de 40 de marro de 1850.

3 Ley 4 , ti l .  4 , l ib .  9; y 4 t i l .  l.e, lib. 3 Mor. Re -
cop..- p ir .  4. del real decreto de 7 de octubre . y art i -
culo t í  i y 145 de la* ordenante* de las audiencia* de 1 *
de diciembre de 1853.

4 Leves 4 .  10 y 41. t i l .  93 Nos. Recop.
.3 )  Leje» i J J ,  y ools* í .  1 y 3 ,  ü t  9 .  l ib. 7

!íov. Recop,.- Instrucción de corregidores.
<)> Lev 0 .  t i l .  43. l ib. 10, Nov. Mecop.
7i Concilio de Tremo, cap. 1 y 9 ,  sea. 94 de Re -

formal,
8 ('oncilin* de Ronen, y de Air de <581 y 16*5:

bula* de aíslo V de 4587 , y de Jlenediclo V IH  de 1746.
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subsana en este la falla de algunas formali-
dades, que de otro modo perjudicarían á su
validez.

La cuestión es grave , y por eso ncr po-
dremos menos de esplanarla con alguna os-
tensión, si bien no recibirá su complemen-
to sino en diversos artículos , que tienen
una conexión necesaria con el presente,
como el de biblioteca, escritura pública,
copia ó traslado, prueba escrituraria, etc.

Para verificarlo con la posible claridad
espondremos primero la opinión de los au-
tores y sus fundamentos, y lo haremos des-
pués de nuestra propia doctrina.

La base fundamental sobre que descansa
la opinión de todos los tratadistas es la au-
téntica Ad hcec, comprendida en el título de
fide inslrumentorum del Código, la cual to-
da,  dice así: Ad hac, ex  his literis , qui-
bus adversarias tuus ulitur, et proferí , reoté
polis exartynalionem fieri. Item, el charla, qu<e
profeclur ex archivo público, Lcslimonium pú-
blicum habel.

Si' la segunda parte de la auténtica no ha
de decir lo mismo que Ja primera , ni estar
en contradicción con ella, el sentido gené-
rico y terminante de aquella e s ,  que los do-
cumentos presentados en juicio de  este ó de
otro modo por una de las partes, pueden
ser rechazados, y disputada su cualidad;
pero no los que procedieren de un archivo,
que por ese hedió, lcslimonium publicum
habent,  esto e s ,  merecen f éy  tienen fuerza
de probar.

La auténtica, pues, apreciando el sentido
incontestable de sus dos cláusulas, se pres-
taba á una opinión y regla absoluta, y si
los tratadistas no la comprendieron asi,
así lo espresaban y espresaron sin duda por
muchos siglos.

Al comentar Godofredo esta auténtica, di-
ce únicamente: fil etiam comparauo scrip-
lurce judicialiler produelee ab  adversario, el
depromptee ex archivo publico, que es decir:
que limita su glosa á 'hacer notar la dife-
rencia de unas y otras escrituras produci-
das en juicio.

Los archivos, dice Pothier (I), no estando

(1/ TriUdo de l ie  ebligacioDee , eúm. 7#1
fifi

creación, ordenanzas y reglamentos de cada
oficina, corporación, legación Ó consulado,
debiendo tenerse por mandada en todo caso
la formación de archivos, aun cuando es-
presamente no se prevenga , y la omi-
sión ó negligencia en este punto no puede
mirarse sino como indicio y testimonio de
una administración descuidada, y falta vi-
tuperable de celó.

SECCION III.

DE LA TUERZA T VALOR LEGAL DE LQS DOCUMEN-

TOS ARCHIVADOS.

La fuerza probatoria de los documentos
archivados, puede considerarse bajo el pun-
to de vista del criterio natural ó histórico,
y del criterio jurídico. Lo primero es aquí
ageno á nuestro propósito: lo segundo per-
tenece en rigor al artículo ó tratado de las
pruebas judiciales escriturarias. Hay, sin
embargo, observaciones que son peculiares
y como inseparables del presente artículo,
y siguiendo por otra parte el método co-
munmente adoptado por los autores que han
tratado de esta materia, adelantaremos aquí
las consideraciones que nos parezcan opor-
tunas, sin perjuicio de desenvolverlas con-
venientemente en el lugar oportuno.

Todos los autores, antiguos y modernos,
que han examinado esta cuestión, convie-
nen en que los documentos archivados tie-
nen el carácter de documentos públicos con
fuerza probatoria en juicio: todos convie-
nen también en que á tales documentos com-
pete la indicada prerogativa por solo la
circunstancia de estar archivados; aunque
carezcan en sí de algunas formalidades,
elíam si careanisolemnibus publiciinslrumen-
t i ;  pero al propio tiempo todos los amores
también hacen tales escepciones, que los
mencionados documentos apenas vienen á
probar nunca, sino cuando les competería,
esa fuerza y valor legal, aunque no estu-
viesen archivados ; desapareciendo asi"la
prerogativa contenida en la fórmula sacra-
mental suplemenlum lucí, por todos admiti-
da desde Baldo, y es á saber: que la circuns-
tancia solo de ser archivado un documento,

TOMO ni.
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establecidos sino para conservar verdaderos
títulos, garantizan por esc hecho la verdad
de los que se compulsan ó producen de
ellos. Y esta es la razón porque los docu-
mentos privados, depositados en un archi-
vo, y dados por certificación del encargado
de este , hacen fé , aunque se hayan com-
pulsado sin citación Ó reconocimiento.»

Hablando nuestros tratadistas del valor
legal de una segunda copia, ó sea copiado
copia de una escritura , y después de asen-
tar que  no hace prueba, dicen en general:
c.rcipe quando copia , sive Iransumplum hujus
inodi reperiltir in  archivo publico alicujus lo-
ci, val comunitatis; quoniam lunchuic inslru-
met.to fidt'S esladhibenda (1).

La opinión, pues, de los tratadistas pue-
de reducirse, de acuerdo con la auténtica
citada, en su segunda parte, á la enuncia-
tiva siguiente: un archivo público es un
protocolo ó registro: los trasuntos de cual-
quiera de los documentos que contiene,
dado por el archivero, ú oficial público en-
cargado de su custodia, equivale á lo que
en lo judicialy escriturario llamamos escri,
tu'ra original ó primera saca: esta por tanto
hace fé y plena probanza; y eso, cualesquie-
ra que sean las formalidades de que carezca
el documento de que certifica el archivero.

Preciso es convenir en que si este pudo
ser el sentido de la ley romana, podía dar y
dió sin duda ocasión á fraudes, errores é
injusticias; y se tocó por ello la necesidad
de las esccpciones.

Fue la mas radical la de suponer que la
mencionada doctrina no tenia lugar sino
respecto de archivos que fuesen , como se
decía eran los de los romanos, esto es,
que en ellos no se depositaban sino docu-
mentos auténticos.

Es de notar que en las doctrinas y opinio-
nes, que dejamos manifestadas, los autores
se limitan á los archivos de escribanos, y á
escrituras de' las que autorizan estos fun-
cionarios. Pero en primer lugar, que eso
no seria resolver la cuestión; sino parcial-

- - .
<11 Pareja, de itulrucnenloruiu edilione , lomo i

resului. 3 , p|fr. S. núm. 21.

;nivo.
mente, puesto que es infinito el número de
archivos de otro género á los que es preciso
estender la doctrina, ó la dificultad y su
solución : y en segundo , que es de lodo pun-
to arbitrario suponer que en los archivos de
liorna no se admitiesen mas quedocumentos
auténticos. El pueblo romano corriólas mis-
mas ó mas graves vicisitudes que los demas
pueblos: y en sus guerras civiles, sus per-
turbaciones, la sustitución de la república
por el imperio, del paganismo por la reli-
gión cristiana y otros acontecimientos nota-
bles, los archivos no pudieron menos de sen-
tir los efectos del error, de la negligencia,
del abandono, yen fin, sufrir alternativamen-
te acumulaciones y desfalcos, mezcla y con-
fusión por tanto de todo género dedocumen-
tos. En todo casosemejantedoctrina no seria
en ninguna parte aplicable en nuestros dias,
porque en ninguna parte los archivos son
como aquí se les supone. Hay algunos, es
cierto , que pudieran reputarse en ese caso,
tales son los protocolos ó registros de las es-
crituras públicas y los archivos públicos de
escrituras públicas de Madrid. Pero aun en
esos se comprende la existenciade docu-
mentos auténticos.

De condición en condición llegaron por
último á exigirse las siguientes para que tu-
viera aplicación la segunda parte de la au-
téntica romana.

1.a Que el archivo fuese público, y ya
hemos indicado los que merecen esa califi-
cación.

2.' Que esté encomendada su custodia
á un archivero ú oficial público.

3?  Que este certifique que la copia que
autoriza concuerda con el original, determi-
nando las circunstancias de este, que perte-
nece al archivo, y desde qué tiempo.

4.* Que las llaves del archivo no hayan
estado nunca , por poco ni mucho tiempo
en poder del que tiene interésen que el do-
cumento haga fé.

5.* Que en la cuestión no resulte inte-
rés á aquel, cuyo esel>rchivo.

6." Que aquel contra quien ha de pro-
ducir sus efectos la copia de un original que
carece de algunas solemnidades, esté sujeto
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á la jurisdicción del punto en que radica el
archivo.

7." Que la prueba para la cual haya de
servir el mencionado documento sea en cau-
sa civil, y de ninguna manera encausa cri-
minal.

8.’ Que si el documento de que se da
certificación fuese privado, sea muy anti-
guo, que se halle entre escrituras auténti-
cas,  y que se haya fallado alguna vez por su
tenor, reputándolo verdadero.

La importancia de la materia : el deseo de
tratarla del modo que mas puede conducir
á la facilidad y al acierto: el severo criterio
que caracteriza los escritos y opiniones de
los escritores alemanes, nos induce á tras-
ladar los pasajes principales del escelente
artículo de Vccker, ya citado en la sección
anterior , encabezado Derecho de archivos,
jiis archivi en SU diccionario de Ciencias mo-
rales y políticas.
■ Para dar, dice, una preferencia lega! en

el órdea probatorio á los documentos saca-
dos de los archivos, es esencial ó indispen-
sable que estos tengan fé pública, para lo
cual es preciso no solo que la persona moral
que lo posea esté reconocida por el Estado
como una autoridad pública, sino que tam-
bién haya tomado medidas á fin deque  no
pierda el archivo esa fé ó crédito público.
Son, pues, de absoluta necesidad dos c i r -
cunstancias, á saber, la de que el poseedor
del archivo sea una autoridad pública re-
conocida; y la de que haya en el archivo
puesto por la misma autoridad un archive-
ro debidamente juramentado y escritu-
rado.»

«Se puede, pues, buscar la verdadera base
del derecho de archivo en que es este con-
siderado como una institución pública y ad-
ministrado bajo la inspección de la autori-
dad por una persona también pública cono-
cida con el nombre de archivero.»

«Del principio de la fé pública que se de-
be á archivos así organizados se deducen
las siguientes reglas:

1.’  Todo origina! guardado en un archi-
vo ,  sea cual fuere su primitivo origen , es
considerado como un documento público.

Todo documento archivado , aunque haya
sido privado en un principio, desde el mo-
mento en que ha sidoestraido de un archi-
vo , está revestido del carácter de público y
de una fuerza tal, que aquel contra quien
se emplea no puede apelar á la aseveración
jurada: porque contra esta solo tienen lugar
las esccpcioncs admisibles contra los docu-
mentos públicos, cuya fuerza proba ti va des-
truyen ó atenúan.

2.* Todo documento archivado, si es au-
téntico, produce plena prueba. (Nov. III,
capítulo 2.)

Tiene lugar esto partiendo dé l a  suposi-
ción de que sea original y auténtico el docu-
mento, cosa que no podrá dudarse cuando
guardado el tal documento en un archivo
público lleve consigo todos loscaracléresde
la fé pública según la práctica de su tiem-
po, ni cuando el documento sea nuevo y va-
ya su contenido firmado por el proponente,
visado por el director, y sellado porcl que
lo espida, es decir, cuando estén cumplidas
en él todas las formalidades que prescriben
el uso y las costumbres del pais en que ha-
ya sido estendido. Con razón diceá propó-
sito Gouner: «Un documento antiguo guar-
dado en archivos ó registros públicos, tiene
en favor suyo la presunción legal y produce
plena prueba cuando no militen contra su
autenticidad razones muy particulares.

3." Si se duda de si un documento saca
do de un archivo es original ó copia, tiene
la fuerza probativa del original mientras
no pruebe la parte contraria que es una
copia.

4.* Siesta fuera de toda duda que el do-
cumento archivado no es mas que tina co-
pia, produce plena prueba á falta del origi-
na! en el archivo, con tal que esté visada ó
certificada por el archivero. Si falta estuvis-
te bueno, es preciso distinguir entre las co-
pias antiguas y las modernas. Las copias
antiguas pueden ser aducidas por prueba,
hecha entera abstracción del tiempo en que
fueron archivadas; pero es preciso medir el
grado de su fuerza probativa por las demás
pruebas que se presenten. Las copias mo-
dernas no pueden tener fuerza probativa

Lorenzo Arrazola



324
sino cuando su conformidad con el original
existen le haya sido certificada por el ar-
chivero.

5.a Las palabras rayadas, las raspadu-
ras, la circunstancia de estar escrito el do-
cumento por muchas manos , los de llevar
algo al margen ó interlineado no quita á
los antiguos documentos archivados el gra-
do de fé que pierden los mismos cuando han
sido encontrados en manos de particulares.
Para la aplicación de esta reglano debe sin
embargo olvidarse que el documento ha de
tener principio y fin, porque un documen-,
to que no reune estas dos circunstancias no
puede considerarse sino como el proyecto
de otro que no llegó á ser estcndido en la
debida forma.

6?  La falta dé  algún requisito exigido
por la ley á la costumbre quita algo de su
fuerza á un documento antiguo, encontrado
en manos de un particular; pero nada ab-
solutamente cuando ha sido estraido de un
archivo público.

7.a Tiene lugar la misma regla anterior
con respecto á libros de feudo , censos y
subsidios, en el caso de que sean antiguos
y formados en tiempo en que ó no se cum-
plieren ó se cumplieren mal las formalida-
des que ahora se usan.

8.a Los documentos archivados no solo
prueban contra un tercero; prueban tam-
bién muchas veces contra aquellos en cuyo
nombre fueron estendidos. Sucede esto par-
ticularmente con las anotaciones ó registros
que para su uso llevan sobre las regalías
ciertos funcionarios juramentados del Esta-
do,  registros que pasan luego á los ar-
chivos.

9.* Debemos advertir antes de concluir
este articulo, que no hemos dado estas re-
glas sino refiriéndonos á documentos guar-
dados en archivos públicos ; los de los ar -
chivos privados no prueban sino lo que pue-
de probar en general lodo género de docu-
mentos.*

,En la opinión de Vccker , de Pothicr
y de Pareja tenemos realmente la de todos
los tratadistas nacionales y eslrangeros.
No nos detendremos nosotros á analizar to-
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das las condiciones y restricciones por ellos
propuestas, de las cuales unas pertenecen á
la crítica natural, otras á la legal , otras no
se prestan á un examen formal , otras , en
fin, harían inúliles los archivos ó imposible
una resolución en un sin número de casos,
si bien hallamos algunas sólidas y acer-
tadas.

Trayendo nosotros con presencia de todo
la cuestión á un terreno mas práctico, y
acomodándola á lo que son hoy , y no pue-
den menos de ser los archivos: teniendo pre-
sente que no solo pueden suministrar me-
dios de prueba ios archivos especiales, sino
también los generales en que se contienen
por necesidad toda clase de documentos
auténticos y no auténticos, públicos y priva-
dos, entendiendo por auténtico lodo docu-
mento original que emane de una autoridad
ó funcionario público con facultades para
autorizarle, en cuyo caso se encuentran por
lo tanto lo mismo el registro de un escriba-
no,  que la minuta rubricada de un real de-
creto, instrucción ó real órden ; nuestra doc-
trina e s :

1 .° Todo archivo público debe ser re-
putado como un protocolo ó registro.

2.° Toda certificación dada por un ar-
chivero, no oficiosamente, sino por manda-
to de su gefeó superior competente, es do-
cumento público.

5?  Si este documento público liene por
matriz ú original en el archivo un documen-
to auténtico, original y solemne, como el
que fué protocolo de un escribano, una mi-
nuta rubricada de un ministerio, una órden
ó decreto autógrafo de un soberano etc.,  ha-
ce fé y plena prueba enjuicio, como una
escritura original ó primera saca.

4?  Si la certificación lo fuese de un do-
cumento no auténtico, privado ó que carez-
ca de algunas solemnidades , la apreciación
de su valor y fuerza legal ha de determinar-
se por las reglas de la crítica racional y le-
gal, y por la costumbre y práctica de los tri-
bunales, lo cual ya corresponde esplanar en
el articulo de las pruebas instrumentales,
siempre supuesta la presunción de legali-
dad y verdad en los documentos antiguos,
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asi,  ambulante y oficiosamente presentado
por un particular. De este modo un docu*
mentó privado puede hacer prueba en la
opinión de los autores. Tal es la de Du-
moulin en su comentario á las costumbres ó
prácticas de París, el cual es citado como
uno de los primeros que combatió y some-
tió á restricciones la antigua doctrina de
los autores, fundados en la mencionada au-
téntica Ad hcec.

8.° Los papeles y registros de un archi-
vo público no pierden esta cualidad, aun
cuando el archivo baya estado cerrado y
sin archivero por algún tiempo; aunque ha-
yan sido trasportados ó estraidos, toda vez
que al ser nuevamente reunidos por autori-
dad competente sea examinada y reconoci-
da su legitimidad.

9.  9 Los documentos de archivos priva-
dos no hacen fé enjuicio, á no ser quela hi-
ciesen aun sin estar archivados, como suce-
dería respecto de una escritura original
ó de una ejecutoria etc. ,  y salvo que una
parte los invoque contra su contrario, en
cuyo caso es sabido probarían contra el
producente. .

10, Los archivosprívados que se conser-
van en archivos públicos, como alguna casa
titulada los tiene en el de Simancas; si , co-
mo es preciso suceda , hubieren sido en
ellos recibidos por autoridad superior com-
petente, y quedado bajo la custodia inme-
diata del archivero, aun cuando la persona
ó casa propietaria conserve una de lasllaves
del armario ó caja que los contenga, gozan
del carácter de archivos públicos, aun cuan-
do para dar certificación de ellos no bas-
tara que se pida por un tercero y lo mande
la autoridad, sin el beneplácito del dueño,
á quien no despoja de sus prerogaüvas de
tal el privilegio ó gracia real de acoger bajo
la custodia pública su archivo privado.

10. Cuando en los casos citados y por
razones legales el documento haga fé, la
hará en cualquiera cuestión, sea civil ó cri-
minal, y ora las partes estén sometidas á la
jurisciccion de la localidad en que radique
el archivo, ora no lo estén.

11. Lo propio hay que decir aun cuan-

al tenor de  qne ae espresa en la regla 7 .
5.” Siempre que fuese posible la citación

y cotejo, será prudente decretarlo á peti-
ción de parte, aunque hay archivos en que
no siempre lo es, ú ofrecerla greves dificul-
tades, como el reservado de un monarca,
ciertos documentos ó espedientes de gobier-
no, etc.

6 /  Toda certificación de archivero pue-
de ser redargüida de civil, ó naturalmente
falsa. El juicio que se forme al decidir acer-
ca de estas cualidades es  un criterio de ver-
dad que ocurre á cualquiera inconveniente
que puediera resultar en teoría de la fuerza
ó valor de  privilegio dado á los documen-
tos menos formales depositados en un ar-
chivo.

7.° La falsedad civil en  estos casos será 3
relativa á la certificación ó al documento de 1
que se  certifica. Esta consistirá en carecer
el que se dice archivero de esa cualidad;
en certificar oficiosamente en vez de hacer-
lo de  mandato superior; en no espresar las
circuntancias del documento compulsa-
do etc.; la relativa á este consistirá á su
vez en la falta de solemnidades que en él
concurren, notándose que el defecto de es-
tos se subsana por el tiempo, esto es ,  por
ser antiguo el documento y hacer mucho
tiempo que esté en el archivo conveniente- í
mente conservado, y hé aquí el privilegio |
de lugar, el suplemenlum loci que nosotros I
reconocemos, siendo clara y positiva la ra- |
zon. Un  documento cualquiera en manos de
un pacticular puede haberse preparado ó
formado para el caso ó prueba para la cual
se presenta; pero esa presunción no tiene
igual cabida en un documento archivado y
de cuya antigua existencia consta. Un docu-
mento así es claro, como la luz, que no ha H
podido forjarse para un caso que nadie pu-
do prever; que es posterior una, dos ó mas
generaciones á la vida del autor, y que
ademas puede ser corroborado por circuns-
tancias, confrontacionesydcclaraciones ofi-
ciales, judiciales, críticas ó históricas que
siempre recaen sobre una cosa de existen-
cia cierta, lo que no puede verificarse igual-
mente respecto de un documento, digámoslo
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do el citado documento menos solemne, de
que hablan los autores en las reglas antes
citadas, hubiere de producirse en contien-
da en que sea pártela persona á quien pa-
rece pertenecer el archivo, siempre quesea
persona moral, como un ayuntamiento, una
universidad, el gobierno etc.

Diremos, en fin, para concluir, que cuan-
to queda manifestado en la presente sección
ha de entenderse principalmente de los ar-
chivasen general, mas bien que de los del
notariado, pues estos tienen reglas peculia-
res. son á la vez registro y archivo, y hemos
indicado hablaremos especialmente de ellos
en articulo particular.

SECCION IV.

ATRIBUCIONES , DEBERES Y RESPONSABILIDAD DE

LOS ENCARGADOS DE UN ARCHIVO; RESPONSABI-

LIDAD DE LAS PERSONAS ESTRAÑAS OCE DELIN-

QUEN CONTRA EL SAGRADO DE LOS ARCHIVOS.

Hemos esplanado en la sección anterior
lo que llaman los publicistas eslraogeros
derecho de archivos*, hemos visto en el ter-
reno jurídico la suma importancia de es-
tos, entre otras consideraciones de alta
conveniencia social, por lo que se encierra
en la fórmula usual nplemenlum loci: he-
mos visto que para ello entra como condi-
ción indispensable la intervención del ofi-
cial público llamado archivero. En la pre-
sente sección corresponde tratar de las atri-
buciones y deberes de dicho funcionario,
cualquiera que sea su denominación, de
su responsabilidad y de la de otras perso-
nas que puedan atentar contra estos depó-
sitos establecidos para la utilidad de todos
y bajo la salvaguardia del Estado.

§. 1 /  Atribuciones de los encargados de los
archivos.

Al tratar do las atribuciones, deberes y
responsabilidad de los funcionarios públi-
cos á que se  refiere esta sección, hemos usa-
do de propósito de la denominación genéri-
ca, encargados de un archivo, y no de los

archiveros; porque no todos los funciona-
rios de este género llevan el mismo nombre,
y hay archivos y registros que por su índo-
le se  resisten á la nomenclatura general,
como sucede, por ejemplo, en cuanto á los
registros parroquiales , cuyo encargado
privativo es el párroco, y él es, por tanto,
el que dá y autoriza personalmente las cer-
tificaciones. Debe, pues, tenerse como un
principio y regla práctica de jurispruden-
cia que las atribuciones, deberes y respon-
sabilidad en la materia de  que vamos ha-
blando se derivan del cargo, y no de la de-
nominación del funcionario, que en este  ter-
reno legal es indiferente, asi como lo es  que
aquel sea temporal ó perpétuo, fijo ó acci-
dental. Debemos notar asimismo que no va-
mos á tratar délas atribuciones , deberes y
responsabilidad especial de los encargados
de cada uno de los archivos, lo que seria in-
terminable y no podría verificarse sino con
presencia de los infinitos estatutos, regla-
mentos ú ordenanzas especiales, que son las
que han de consultarse en cada caso que
ocurra; limitándose, por lo tanto, nuestras
observaciones á puntos cardinales, á lo que
es común á todo género de encargados de
archivos, cualquiera que sea por otra par-
te la clase ó especialidad de estos.

En tal supuesto y en cuanto á las atri-
buciones del encargado de un archivo, están
reducidas las esternas á la facultad de cer-
tificar, de modo qne su testimonio haga fé
enjuicio, cuya fé y autoridad se deriban de
la cualidad de oficial público, gefe ó encar-
gado de un ramo del servicio del Estado,
come es el de archivos, entendiéndose, sin
embargo, que tal testimonio no hace fé si-
no cuando se da, no oficiosamente, sino de
mandato superior, lo cual ha de entenderse
del mero archivero, pues si ademas fuese es-
cribano ó notario, es claro que puede testi-
moniar muchas veces sin necesidad de man-
dato, en cuyos casos su testimonio hace fé
en juicio y fuera de é l ,  como sucede en lo
escriturario, siéndola razón que asi e spe -
samente lo autoriza la ley y la índole misma
del oficio en cuanto á las primeras sacas.
En qué casos y cómo las segundas , dadas
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en el segundo y tercer caso, sino en la for-
ma y en las ocasiones espresamente preve-
nidas en las leyes, reglamentos y reales dis-
posiciones. La inobservancia de estos prin-
cicios, la negligencia y el abuso, no pocas
veces criminal, y por lo común impune en
esta parte, ha ocasionado en los archivos
y bibliotecas del Estado pérdidas, confu-
sión y desórden de difícil reparación, ó que
ya no repararán nunca los esfuerzos y la
dilijcncia mas esquisita. En las tiendas y es-
pecerías, en poder de particulares y en los
archivos estrangeros está el proceso de ne-
gligencia, el cuerpo de delito que clama
justicia , alguna vez contra el tiempo, las
mas contra funcionarios que no han corres-
pondidoal servicio ni á la confianza del Es-
tado. Las pérdidas y el abuso han llegado
asi, no solo á justificar, sino que podrían ha-
cer plausible en este panto el rigor delaau-
toridad eclesiástica , que no pocas veces ha
condenado con escomunion la infidelidad y
distracción de documentos de archivos y
bibliotecas, y el de la autoridad secular,
que asimismo ha invocado este recurso.

Nace también del mismo principio la
prohibición general de no certificar, si no de
mandato de autoridad competente, no solo
porque, como ya queda observado, el archi-
vero no es dueño, sino custodio del ar-
chivo; simo porque, mero mandatario, y
prescindiendo de lo exigido en el órden pro-
batorio y de la fé pública, no le compete
el apreciar la oportunidad, conveniencia
ó perjuicios de hacer comunicable el depó-
sito y su secreto.

Si el mandato ó autorización de certifi-
car fuese genérica, con Ja fórmula precau-
ciona! y acostumbrada de lo que conste y sea
de dar, le incumbe el comprender y aplicar
sin abuso ni error las reglas y restricciones
de esta fórmula, como por ejemplo, que no
se certifique en virtud de autorización ó
mandato genérico de lo que cause deshon-
ra: de asuntos que deban reservarse, como
el de una negociación pendiente: de docu-
mento que autorice á exigir una cantidad
ó servicio tantas veces como órdenes ó es-
crituras se  presenten, etc.

sin mandato, hacen fé enjuicio* corresponde
al tratado de pruebas judiciales. Diremos,
sin embargo de paso que en esiepúntouna
certificación oficiosa de un archivero, pre-
sentada en juicio, estaría en el caso de
una copia por concuerda dada en la misma
forma por escribano público, la cual no ba-
ria fé sin cotejarla con citación.

Conviene también advertir que el man-
dato para certificar el archivero ha de ser
precisamente de su gefe especial , al cual,
y no á aquel, ha de dirigirse el réquirimien-
to, órden ó suplicatoria de Los jueces, tribu-
nales ó autoridades que por causas de- ser-
vicio público piden el certificado qUe toda-
vía no hace fé  si no se observan en su espe-
dicion las solemnidades esternas de visto
bueno, legalización y demas que están man-
dadas, ó autorizadas por la práctica. .

En defecto de archivero se  reviste de es-
ta cualidad el funcionario público que reci-
be  comisión en forma para certificar de la
autoridad competente , como algunas veces
sucede en archivos, y aun protocolos cer-
rados, ó depositados, por muerte ó suspen-
sión de) archivero ó escribano.

§. 2 .’  Deberes de los encargados de  los
archivos,

Nacen aquellos de  las dos bases capitales
que constituyen esencialmente el cargo de
archivero, á saber: custodia y arreglo.

Del primer principio deriba la obligación
de  procurar á todo trance, siendo como es
el cargo de confianza, y voluntariamente
recibido, la conservación y obsoluta integri-
dad del archivo, evitando toda sustracción
y deterioro ; hace del mismo principio la-
propia obligación religiosa y sagrada de
procurar y consultaren igual forma la ver-
dad y legitimidad de  los documentos y re-
gistros, evitando toda alteración ó suplanta-
ción. No competiendo al archivero mas que
la aufodia, no disponiendo, por lo tanto, de
una cosa que le pertenezca, carece absolu-
tamente, por consecuencia, de la facultad
de permitir la lectura, copias ni saca confi-
dencial de documentos, ni realizarlo por sí
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Del segundo principio de los dos enun-

ciados nace el deber de ejecutar con pun-
tualidad y perseverancia las órdenes é ins-
trucciones de arreglo y organización, y de
suplirlas con su celo y pericia si no las hu-
biere, esponjeado y proponiendo, sin per-
juicio, como resultado de su estudio y d i -
ligencia, y con presencia del estado de los
conocimientos sobre organización, arreglo
y medios de utilizar los archivos, lo que
crea conveniente y necesario, en vez de
responder con la negligencia á un cargo
trascendental de confianza.

5.* Responsabilidad de los encargados de
los archivos.

Ninguna parece podría ser bastante rigo-
rosa para castigar debidamente el abuso y
hasta la negligencia en un servicio público,
no apreciado siempre en su verdadero va-
lor, aunque bien se  echa de ver, en cuan-
to asi lo permite un artículo de Enciclope-
dia, cuál es su importancia.

Los códigos penales modernos despliegan
en este punto un saludable rigor. El espa-
ñol lo lleva en algún caso hasta la pena de
muerte, y siempre es severa su sanción, asi
respecto de los archiveros, como de delin-
cuentes estrados; y esto nos determina á
adelantar algunas consideraciones de prác-
tica y de doctrina que coadyuven á ilustrar
la nueva jurisprudencia á que ba de dar
lugar la nueva ley penal, sirviendo las mis-
mas como de preliminar necesario al pre-
sente párrafo y al siguiente.

En las secciones anteriores hemos mani-
festado Jo que es archivo en la acepción co-
mún y genérica de la palabra. Pero al tra-
tar ahora de la responsabilidad de los en-
cargados de los archivos, preciso es deter-
minar hasta dónde puede y debe estenderse
en términos de derecho aquella acepción.

Hasta la invención de la imprenta, era
difícil en infinidad de casos diferenciar lo
que era biblioteta y lo que era archivo, pues
un mismo depósito de documentos podía
merecer uno y otro nombre. Después de
aquella época la diferencia parece mas fá-

cil. En general la biblioteca se compone de
obras y documentos impresos ó publicados,
y reducidos á libros. El archivo, por la in-
versa , se compone por lo común de espe-
dientes, códices y documentos manuscritos:
en la biblioteca se consultan los conocimien-
tos; en el archivo los derechos. La biblio-
teca tiene por fin principal la propagación;
el archivo la perpetuidad. En aquella el
medio necesario de llegar á su fio es el uso,
que lleva inevitablemente al deterioro y
conclusión de lo que forma el cuerpo de  la
misma; en el archivo, por Ja inversa, con-
duce á su fin la conservación y parsimonia
en  el uso.

Tan identificada está esta doctrina con el
espíritu y hasta con el testo de nuestras le-
yes,  que no pocas veces han dispuesto las
mismas que de los documentos destinados
á archivarse se saque un duplicado que
sirva para el uso necesario, á fin de preser-
var dt  deterioro el original; por eso otras
veces han ordenado se dupliquen tales do-
cumentos, preservando uno de  ellos de to-
do uso frecuente , remitiéndolo con este
fin á un archivo general como el de Siman-
cas: por eso,  en fin, según lo hemos nota-
do ya, era común en los siglos anteriores
autorizar á un mismo tiempo tres, cuatro
ó mas trasuntos de un mismo documento,
haciéndolos depositar en diferentes ar-
chivos, uno de los cuales solia ser la par-
roquia, siendo indispensable tener presen-
te esta circunstancia , ó mas bien de este
hecho histórico indudable , al apreciar la
fuerza y valor legal de  los documentos ar-
chivados.

Es indudable que éntrelos archivos de  Es-
paña hay algunos que ,  según lo dicho, se
prestan al doble concepto de archivo y bi-
blioteca. En este supuesto y llegado el caso
muy posible de duda en la aplicación de al-
gunos artículos del código penal, de que en
breve hablaremos, la regla de decidir se  ha-
llará en la doctrina asentada. En sn conse-
cuencia, y en caso de duda ,  un depósito
documental de tal naturaleza se reputará
archivo para todos los efectos legales quese
deduzcan de la presente sección: 1.  si tu-
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Si la negligencia estuviese penada - espre-

samente por los códigos , entonces ya es re-
putada delito , y los que podrían imputarse'
este supuesto á un archivero, serian deli-
tos deomírion y de comisión, teniendo pre-
sente <“Jue, por la cualidad de funcianario
público de aquel y por la índole del cargo,
en todos sus delitos concurrirán las circuns-
tancias agravantes de abuso de poder ó de
confiansa, señaladas como tales en los ca-
sos 9 y 10 del artículo 10  del código penal.

«La ley, dice Mr. Rogron tratando esta
materia en su comentario al artículo citado
del código francés, debe castigar al funcio-
nario público, que investido de una confian-
za especial, no llena sus deberes estricta-
mente: su negligencia es un delito.» Et
principio es cierto y saludable; pero la ne-
gligencia no será delito si la ley no la casti-
ga como tal , y menos en aquellas legisla-
ciones queescluycn toda pena arbitraria, y
que como la nuestra adoptan y consignan
especialmente el principio de que «o hayan
de ser castigados otros actos ú omisiones que
los que la ley con anterioridad ha  calificado
de delitos ó fallas (1). Algunos códigos mo-
dernos castigan en efecto como delito la me-
ra negligencia, y esa modificación habrá de
hacerse también en el español. El de 1822
lo establecia así:  cuando la sustracción ó
destrucción de documentos , decía el arti-
culo 442, se verifique por negligencia ú oirá
culpa del depositario, archivero , escribano ó
encargado de la custodia, se suspenderá á es fe
de su  empleo y sueldo por espacio de dos meses
á dos añas,  y pagará una mulla de 10  á 50
duros. Por el ya citado artículo 254 del
código francés en iguales casos la negligen-
cia de dichos funcionarios es castigada con
la pena de tres meses á un año de prisión v
multa de 100 á 500 francos : por el articulo
250, en fin, del código napolitano, con la de
prisión ó confinamiento de segundo grado
y multa de 60 á 600 ducados. Por nuestra
legislación y jurisprudencia anterior, la ne-
gligencia seria penada también, porque ad-
mitían ó tolctaban penas discrecionales, ó

vieren esa denominación por la ley,  órde-
nes ó reglamentos: 2." si la tuvieren asi
bien por uso y costumbre: 3.° si . aun lle-
vando la denominacionde biblioteca, fuesen
documentos de archivo los principales ó la
mayor parte de los que contiene: 4.* si con-
teniendo documentos de biblioteca y de ar-
chivo el incendio, substracción ó daño oca-
sionado fuere en los segundos: y 3.* en
cualquiera otro caso análogo á los anteriores
ó de duda.

Puede esta darse también sobre si lo dis-
puesto acerca de archivos tendrá aplicación,
respecto de  cualquier depósito público de
documentos, aunque sea en poder de  un
particular, ó en un edificio privado. La reso-
lución afirmativa no parece dudosa , toda
vez que el depósito esté hecho por autori-
dad pública y que esta circunstancia sea no-
toria.

En la legislación francesa está así ter-
minantemente declarado en el artículo 254
del código penal, exigiendo únicamente
qoe el depósito esté fiado á un empleado
público, enyo carácter atribuye eh. nuestro
concepto en el presente caso el encargo ofi-
cial de una autoridad pública, como sucede-
rá con un depósito judicial de documentos
públicos, como por ejemplo, el protocolo
de un escribano que fallece. El código pe-
nal de las Dos Sicilias en su art. 250 equi-
para también para el efecto de que vamos
hablando los depósitos de" documentos pú-
blicos á los archivos; lo propio se estableció
por el código español de 1822 en su artícu-
lo 437, y así , en fin , lo establece el código
actual en su art. 281.

Viniendo ya á determinar la responsabi-
lidad de un archivero ó encargado de un
depósito de documentos públicos, como tal,
puede aquella presentarse bajo el doble con-
cepto de negligencia y delincuencia. Si la
primera no estuviere penada espresamente
por las leyes, su castigo estará solo determi-
nado por las instrucciones ó reglamentos , ó
penderá del juicio prudencial de la auto-
ridad superior, y todos estos casos corres-
ponden al órdeu gubernativo , lo cual ha
de veese en cada uno de los que ocurran.

TOMO in .
� ( f )  Ar i .  i dol Código penal.
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por equivalencia y analogía de casos, y se
aplicaban á todos aquellos que por hiende
la sociedad se reputaba que no debían que-
dar impunes. Hoy el código penal nada es-
pecial, repetimos, establece en este punto.
Hay, sin embargo, una sanción general res-
pecto de los que por neijligencia ó impru-
dencia temeraria cometen un hecho, que
realizado con malicia, constituiría delito.
Los imprudentes y negligentes deben ser
castigados en los casos graves con prisión
correccional, y en los leves con arresto ma-
yor de uno á tres meses, y á esta regla ge-
neral tendría que traerse la conducta de un
archivero negligente ó abanonado (1).

Quiere decir qnc dichos funcionarios no
quedarán del todo impunes; pero atendida
la importancia délos intereses que se fian
á su celo y cuidado, y la trascendencia del
daño, el castigo es efímero en la mayor par-
te de los casos , y en todos ineficaz, pues
ni advierte, ni contiene por su levedad.

En cuanto á los delitos de comúion , el
código español de 1822, al escribano, ar-
chivero ó encargado de un depósito de do-
cumentos públicos que se hacia reo de sus-
tracción ó destrucción, hasta de una parte
de un proceso, acta, legajo ó cualquiera
otro documento de los que le estaban con-
fiados, les castigaba con la pena de dos á
ocho años de presidio é inhabilitación ab-
soluta para cargos públicos con el recargo
de dos años mas en obras públicas con in-
famia, si mediase soborno: mediando

.fuerza ó violencia, la pena de prisión ó
reclusión seria de obras públicas (2). El
código del Brasil declara á tales fun-
cionarios prevaricadores , y los castiga
con la pérdida del empleo, inhabilitación
de uno á seis años para todo cargo, prisión
con trabajos de dos meses á cuatro años, y
multa del 5 al 20 por 100 del daño causa-
do por falsedad (3). El código austríaco im-
pone en iguales casos la pena de prisión
dura de uno á cinco años, que podrá esten-
derse á diez, según el grado de criminalidad

1- Art. (H i del C penal.
i i  Ar l - ,  ¡ I I  y
3

y el daño causado (1). El código napolitano,
en fin, establece la pena .de reclusión en
los casos de ser los archiveros autores ó
conniventes de tales delitos (2).

En el Código penal español hallamos las
siguientes disposiciones especiales, aplica-
bles al caso :

Arl. 278. El eclesiástico ó empleado pú-
blico que sustraiga á destruya documentos
ó papeles que le estuviesen confiados por ra-
zón de su cargo, será castigado:

1 ." Con la pena de prisión mayor y mul-
ta de 50 á 500 duros , siempre que del he-
cho resulte grave daño de tercero 6- de  la
causa pública.

2.° Con las de prisión correccional y
multa de 20 á 200 duros, cuando no concur-
rieren aquellas circunstancias.

En uno y otro caso se impondrá ademas
la pena de inhabilitación perpétua espe-
cial.

Art. 281. Las penas designadas en  los
tres artículos anteriores (hablan el 279
y 280 del rompimiento de sellos y apertura
de pliegos ó documentos cerrados) son apli-
cables á los particulares encargados acci-
dentalmente del despacho ó custodia de do-
cumentos ó papeles por comisión del go-
bierno ó de los empleados á quienes hubie-
sen sido confiados aquellos por razón de  su
cargo.

§. 4.° Responsabilidad (le las ptrsonas entra-
ñas que atenían contra el sagrado de los
archivos.

Al hablar en el presente párrafo de  las
personas estrañas, ha de entenderse que
merecen ese concepto páralos efectos de  la
ley, los encargados de archivos ó depósitos
públicos, que cometen los delitos de que
haremos mención, los cuales por concretar-
se especialmente á los archivos, pueden lla-
marse especiales, sin perjuicio de que ha-
yan de tenerse en cuenta otros comunes ó
genéricos de que también haremos mención
por conclusión de este párrafo.

( ! '  «rliMttt.
(i /  Arl. 250.
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brán de considerarse todos ellos comprendi-
dos en el articulo 467 ? Por tremenda que
sea la pena, exige una resolución afir-
mativa.

Hay otros archivos que llevan la denomi-
nación de generales, pero no proceden de
una oficina central ó cuerpo supremo: sus
documentos no son de todo el reino , sino de
una provincia: su uso y utilidad se circuns-
cribe principal si no eselusivamente, á una
provincia ó distrito ; no á todo el reino.
Podríamos poner por ejemplo el archivo
general de escrituras públicas de Madrid.
En el caso de un crimen , como el pre-
venido en el citado artículo 467 , ¿ ten-
dría justa aplicación su tremenda sanción
penal? El código usa de la espresion archivo
general del Estado. Es menester, pues, que
el archivo sea general en todo el rigor de la
palabra, y que lo sea del Estado; no de una
provincia ó distrito; que no haya provin-
cia ni distrito que pueda reclamar su pro-
piedad y uso esclusivo, y ni aun preferente.
La pena es harto grave, para entenderle
por interpretación.

No por eso quedan sin protección dichos ar-
chivos, pues el delito común de incendio á
que habria que referir el de los mismos,
tiene aun una pena no poco severa, pues
comprende segun los casos y circunstancias
desde el presidio menor á la cadena tem-
poral.

El código francés condena á los reos de
sustracción , destrucción ó robo de docu-
mentos custodiados en archivo ó depósito
público con la pena de reclusión y con la de
trabajos forzados, si hubiere mediado vio-
lencia en las personas (i): el código napo-
litano con la de relegación, y mediando vio-
lenciacn las personas, cotila de primer gra-
do de cadena en presidio (2); el código es-
pañol , en fin , de 1822 con la de reclusión
de dos á ocho años, y si interviniere violen-
cia en las personas con la de obras pú-
blicas.

Todavía en cuanto á los daños ocasiona-
dos en archivos y documentos públicos de-

i t i  ArK.  556. .
15; AtW.MO  } 553. '

Dice , pues, el artículo 467 del Código:
«El incendio será castigado con la pena de
cadena perpétua á la de muerte...... '.. cuan-
do se ejecutare en archivo general del Es-
tado.»

Hemos dado bien á entender en el presen-
te artículo cuánta importancia damos á la
institución de  los archivos , cuán favorables
somos al fomento de ellos , y cuán inexora-
bles contra los abusos y delitos respecto de
los mismos; y con todo tenemos quedeclarar
que la pena de muerte impuesta en un caso
posible al incendio de un archivo general del
Estado, nos parece escesiva , y no asi la de
cadena perpétua , especialmente en el caso
de  que se hay? consumado todo el efecto del
delito, y que este haya sido cometido por el
mismo encargado de custodiar el archivo
abrasado. Es conveniente también que la
imponencia déla pena retraiga de perpetuar
un crimen de tal trascendencia para lodo
un Estado, y que puede no tener repara-
ción.

Aun la cadena perpétua puede ser tam-
bién en algunos casos pena escesiva , según
la ostensión que se dé á la denominación de
archivos generales, y puesto que no es pe-
na divisible, pues aun considerándola en la
acepción compuesta deellayde la de muer-
te, forma el mínimum de esta pena formi-
dable.

No hay duda que son archivos generales
los que por la universalidad de sus docu-
mentos, por la ley, ó por las disposiciones
vigentes llevan y merecen esa denomina-
ción. Tales son entre nosotros, por ejemplo,
el de Simancas , los de Sevilla, Zaragoza y
Barcelona, y los de los suprimidos consejos
y cámaras de Castilla y de Aragón. Además
de estos magníficos depósitos, digámoslo así
‘pasivos, semejantes á las lenguas muertas
que  no son peculiares de ninguna nación pe-
ro que todas las hablan, hay otros que tienen
un principio permanente de incremento y
de vida , y tales son los de todos los cuer-
pos y oficinas centrales y supremas. En este
caso se hallan los de los ministerios, los de
lasCórtes, los délos tribunales supremos v
Consejo Real y todos los aná higos. Pero ¿ha-
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termina el codito español vigente lo que
signe:

Art. 475. Serán castigados con la pena
de prisión menor los que cansaren daño cu-
yo importe escoda de 500 duros...... en un
archivo ó registro,

Art. 47G. El que con alguna de las cir-
cunstancias espresadas en el artículo ante-
rior (en cuadrilla ó despoblado: por vengan-
za:  arruinando al perjudicado) causase da-
ño cuyo importe escoda de 5 duros, pero
que no pase de 500, será castigado con la
pena de prisión correccional. .

Art. 477. El incendio ó destrucción de £
papeles ó documentes cuyo valor fuese es- |
timable , se castigará con arreglo á las dis- ¡I
posiciones de este capitulo. Si no fuese es- |¡
timable, con las penas de prisión correccio* !l
nal y multa de 50 á 500 duros.

Lo dispuesto en este articulo se entiende
cuando el hecho no constituya otro delito
mas grave.

Art. 478. Los daños no comprendidos
en los artículos anteriores, cuyo importe
pase de 10  duros, serán castigados con mul-
ta del tanto al triplo de la cuantía á que as-
cendiere, no bajando nunca de 15  duros......

Las disposiciones de este capítulo solo
tendrán lugar cuando a! hecho, considera-
do como delito, no corresponda mayor pe-
na ,  al tenor de lo determinado en el artícu-
lo 437 (habla del hurto}.

Estableciendo ahora la conveniente com-
paración éntrela legislación penal española
y la eslrangcra sobre archivos y depósitos
de documentos públicos , es preciso hacer
á la .nuestra la justicia de que no es la que
menos ha considerado la importancia de ta-
les establecimientos, marchando en ello de
acuerdo en este punto con la opinión ya do-
minante en los pueblos civilizados, como
hemos visto en la sección 2 .a

Debe notarse que en los delitos que
pueden cometerse respecto de archivos, re-
gistros y depósitos de documentos públicos,
de que hablan las disposiciones legales de
que hemos hecho mención, no se habla si-
no de la sustracción y destrucción de pape-
les y en algún caso de incendio de archivos.

AIICIIIVO.
Es porque no hemos hecho mérito sino de
las que expresamente hablan de aquellos,,
siendo referibles los domas casos punibles
que puedan ocurrir álos delitos comunes de

ji falsedad, defraudación, hurto, robo, incen-
jl dio, etc., lo cual ha de verse en sus articu-
y los respectivos.

Nota tase asimismo que no hemos hablado
sino por incidencia de los registros. Es por-
que nos proponemos hacerlo en artículo
especial; pero en todo caso, ó el registro so-
lo constituye el archivo ó depósito, ó solo es
parte de él, y en ambos casos es aplicable
cnanto hemos espucsto sobre archivos

Observaremos en conclusión que cuanto,
queda manifestado es aplicable á los archi-
vos y personas eclesiásticas, ya porque así
lo persuade la identidad de las cosas, fines
y reglas de la institución de archivos, ya
porque, como hemos visto, el código habla
especialmente de las personas eclesiásticas
encargadas del arreglo y custodia de docu-
mentos, como son, los párrocos respecto de
los libros y asuntos parroquiales y las mu-
chas personas de orden encargadas de ar-
chivos eclesiásticos y aun mistos, como su-
cedía respecto de los de universidades.

SECCION V.

OBSERVACIONES Y I’IUNCIPIOS GENERALES SOBRE
FORMACION ¥ ARREGLO DE ARCHIVOS.

En las secciones anteriores hemos espues-
lo el derecho constituido acerca de archi-
vos, y hemos reseñado los deberes déla
administración respecto de ellos : en la
presente nos proponemos ilustrar los es-
fuerzos que la misma está obligada á pres-
tar,  estableciendo algunas reglas y princi-
pios teóricos que puedan contribuir á ha-
cerlos dicaces, persuadidos, como lo esta-
mos, de que si el éxito no ha correspondi-
do siempre á los fines del legislador, ha
sido menos por falla de instituciones y
mandatos, que de perseverancia y de siste-
ma. No es posible la primera cuando la
ejecución de lo mandado puede ser abando-
nada impunemente, ni es dado hallar el se-
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aceptable de lo mucho que con loable celo
se ha escrito sobre el particular.

En este supuesto, no siendo todos los sis-
temas y planes de organización, sino me-
dios que conducen á un fin, aun cuando
siempre haya una diferencia notable entre
los fines y los medios, pudiendo aquellos
ser sencillos y de fácil comprensión; y estos,
por la inversa, complicados y difíciles en
su ejecución; conduce siempre sobre mane-
ra para coordinar y subordinar los medios,
conocer los fines, y el de la institución de
los archivos no puedo ser mas sencillo.
Jusliniano en la ya citada novela 15, capí-
tulo 5, después de preceptuar y reencargar
el establecimiento de archivos provinciales
lo formula de esta manera: qualenu* incor-
rupta maneanl (los documentos), el velociter

invenianlur á reguirentibiu: que los docu-
mentos, dice, se  conserven incorruptos y
que puedan ser hallados en el momento en
que se necesiten. Efectivamente no es otro
el fin cardinal de los archivos.

En cuanto á les medios de conseguirlo
puede haber infinitos sistemas, y solo el re-
sultado práctico seria la regla mas segura
para apreciar la bondad de cada uno; pero
esta regla hay que esperarla aun por mu-
cho tiempo, puesto que no hay un sistema
general ensayado que pueda servir de pre-
cedente , y la existencia y organización ac-
tual de los archivos es un obstáculo para
planteará priori fácil ni brevemente ningún
sistema, pues habría que empezar destru-
yendo,

Mas en todos ellos ha de haber algo co-
mún: principios que lodos .hayan de reco-
nocer, y á esos vamos á limitar nuestras
observaciones. Puede adoptarse para ello
uno dedos medios: ó establecer una serie de
reglas , dando por supuestos los principios
de que deriben; ó, por la inversa, consig-
nando estos y deduciendo las reglas que na-
cen de ellos. El primer método es  mas fácil
y cómodo, pues releva de dar razón, ó se
da en vez de esta la propia autoridad; el
segundo, aunque mas difícil, es  mas cientí-
fico, y,  por tanto, mas conveniente y opor-
tuno, y nos decidimos por él; y en censido-

gando en disposiciones aisladas é iocohe-
rentes, cuyo cumplimiento se  encomienda
en el mayor número de casos al celo indi-
vidual y á la suficiencia común y casi siem-
pre supuesta, en vea de serlo especial y
probada.

�Los archivos, dice Berni (l>, han pade-
cido mucho por la ignorancia, malicia, en-
vidia , robo , vanidad , pobreza , tiempo, po-
lilla, incendio y guerra; y,  á Dios gracias,
se han tomado eficaces providencias para el
posible remedio, y en cada reino se procu-
ra recoger papeles útiles y ponerlos en los
correspondientes archivos regentados por
personas habilísimas.»

En los daños y sus causas convenimos
nosotros; en lo que se llaman medidas ó re-
medio eficaz, de ninguna manera; pues no
puede serlo el mandar recoger papeles es-
traviados, quedando en pie ó sin corregir la
causa del estravio, ni coa nombrar algu-
na vea , no siempre , personas habilísimas,
mientras que en todo ello no haya sino un
proceder casuístico, en vez de un sistema
fijo y todo lo general que permita la natu-
raleza diferente de los archivos.

Examinada bajo de este punto de vista
nuestra legislación, es cierto que no halla-
remos semejante sistema. Encontramos, sí ,
escelentes disposiciones al lado de otras que
las contradicen ó desvirtúan , y siempre
falta de  una pauta general que ayude ó su-
pla la suficiencia de los encargados, de re-
glas que las determinen y que aseguren el
acierto en los nombramientos , de una au-
toridad central convenientemente ramifi-
cada, que promueva y asegure la ejecución
de  lo  mandado.

No tenemos nosotros el empeño de for-
mular ese sistema, ni se presta fácilmente á
ello un articulo de Enciclopedia; pero si á
establecer algunas bases y principios gene-
rales que contribuyan á prepararlo, utili-
zando para ello algunas disposiciones acer-
tadas esparcidas en nuestra legislación, lo
que dicta k razón, consultando la natura-
leza de las*cosas, y lo que creemos mas

( t ;  J y p fritemos de los Ululis ikCa»Utta*
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ración á todo lo dicho, hé aqui nuestra
doctrina.

En lodo sistema de arreglo de archivos
debe consaltar por lo menos la administra-
ción central las cinco bases siguientes.

1 .* Localidad.
2.* Organización.

-3?  Arreglo.
4/  Publicidad.
5?  Personal.
Las reglas quede  cada una, comprendi-

da y desenvuelta cual conviene, se deducen
naturalmente, constituirán un sistema ge-
neral, que no rechazará; y antes admitirá y
necesitará para sú  perfección algunas re-
glas especiales.

Localidad. Hemos dicho ai principio de
este artículo que no es la localidad la que
esencialmente y en rigor constituye el ar-
chivo, sino los documentos constituidos ba-
jo el sagrado de la pública autoridad y do-
lados asimismo de fé pública. Hay archivos
y registros que no tienen en rigor localidad
circunscrita. El protocolo, por ejemplo,
de un escribano puede estar en su casa ó
en otro edilicro, y no por eso pierde la fé.
Los libros parroquiales deben eslar en la
iglesia; muchas veces, sin embargo, están,
aun por seguridad, en casa del párroco; no
pocas se llevan á las casas consistoriales pa-
ra cuestiones de íiliacion en los actos de
reemplazo para el ejército, y siempre con-
servan su fé. La hacían también los archi-
vos ambulantes como la corte do la antigua
monarquía ; y lo propio sucedería hoy mis-
mo si la guerra ó el incendio, por ejemplo,
obligase á depositar ó trasportar los docu-
mentos de un archivo público.

Pero esta es la teoría en un caso ostra-
ordinario y posible de haher de resolver una
cuestión jurídica ó de derecho en cuanto á
la fé pública délos documentos archivados.
Pero la fé pública es una cosa distinta de
esto; es una délas dos grandes ventajas de
los archivos, á saber: fé pública y perpetui-
dad: pero bien se ve hasta qué punto pen-
den una y otra en cuanto á los fines de los
archivos, de la condición de seguridad. Por
eso la localidad entra como elemento nece-
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sario en la buena constitución de archivos
públicos ; por eso el órden normal de es-
tos es eslar localizados.

Pero en este punto las reglas individua-
les no caben sino en un tratado especial. Si
el archivo es tan reducido é inalterable
ademas, ó no sujeto á incremento , que le
cuadre el archium forte, armariutn ó cario-
pltilalium de los antiguos, no hay que hablar
mucho de la localidad ; cualquiera de los
muelles espresados constituye solo el archi-
vo. Pero en el día son otras las condiciones
Y exigencias de esa institución. Y sí, como
hemos manifestado ya, no compele á nues-
tro propósito descender á los detalles, sí
creemos, no que la administración vaya á
usurpar sus veces á la arquitectura, sino
que la llame en su apoyo para que en una
est ala proporcional le ayude á satisfacer en
lo que de ella pende , al reducir á un
hecho la primera de las cinco bases an-
tes prefijadas, las miras cardinales siguien-
tes :

Fije-a .
Seguridad.
Capacidad.
Comodidad.

La primera es csclusiva de la administra
cion. Deben por la misma establecerse re-
glas que localicen, digámoslo asi , los archi-
vos con la mayor independencia posible de
la voluntariedad ó descuido de los encarga-
dos, y que en un caso de visita hicieran
responsables de infracción y abandono á los
mismos. Asi no seria potestativo en un es-
cribano, por ejemplo, tener el protocolo ar-
rojado en un desvao ó hacinado en cestos,
lo cual nosotros hemos visto; órdenes, en
fin, que prohíbanla ambulancia voluntaria
ó no necesaria de los documentos de archi-
vo, ni que estos puedan los encargados rete-
nerlos en su poder y sin archivar en el local
de instrucción en el período quedebe fijarse,
según se previene por el capítulo 8.° de la
Concordia sobre eslahieci míen lo déla Rota y
por otras leyes: reglas, en fin, de localización
tan estríelas é inalterables que por nadie pu-

I dieran ser dispensadas. Asino sucedería, en-
II tre otros abusos, que mientras por un lado
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particulares al aumento' de los generales y
todos enl igan caso al central.

Debe asimismo centralizarse y erigirse
en una verdadera institución la autoridad
que ha  de vigilar sobre los archivos de un
modo compatible entre las diversas clases
de ellos, y su índole respectiva. Todas las
instituciones de la administración del Esta-
do están organizadas , esto e s ,  tienen sus
categorías, su término y sus atribuciones
determinadas, menos la de archivos. Esta
institución pública termina en el tribunal
supremo de justicia , aquella en- el consejo
real : cada una , en fin , tiene un centro co-
mún ademas del supremo, que es  el gobier-
no central: te de archivos no tiene sino in-
dividualidades. Es verdad que por los rea-
les decretos, circulares ó instrucciones ci-
tadas en el lugar correspondiente de este
artículo, creando la junta superior consul-
tiva, y después la dirección general de ar-
chivos, con las juntas subordinadas de dis-
trito y do partido judicial, se ha dado á la
autoridad de archivos una organización que
se acerca á la que conviene ; pero no es
perfecta, puesto que es  pa< cial , limitada , á
los archivos dependientes de gracia y justi-
cia , primero de la Penínsnla y hecha des-
pués eslensiva álos de Ultramar: es en su-
ma un principio loable, pero no la autori-
dad general organizada , no te institución.
Esta necesita que te autoridad sea univer-
sal con sus categorías ó clases subordinadas,
y un centro de autoridad: autoridad perpe-
tua que obedezca una idea fija, y que obe-
dezca y respete con precisión, no á su arbi-
trio. En este centro debe residir te Superior
inspección: de él debe partir la dirección y
el  impulso: de él las visitas ya estraordina-
rias, ya periódicas, y las propuestas de cor-
recciones y mejoras: en este término, en fin,
deben centralizarse los precedentes y tra-
diciones; y de él ha de deribarse la unifor-
midad en las prácticas, arreglos, discipK*
na y jurisprudencia de te institución de ar-
chivos.

Arreglo. Este es en gran parte mecánico
é interior en cada archivo. Comprende cua-
tro bases cardinales, á saber: órden, conser-

las leyes del reino mandaban localizar los
archivos , prohibiendo la extracción de los
documentos, una órden especial permitía al
célebre conde -duque de Olivares reunir
cuantos pudiese en su archivo privado y
vincularlos en su familia.

La  Seguridad no es solo la común que
constituye uno de los tres fines generales
de la arquitectura, sino la especial y en la
que respectivamente puede ser aplicada- la
que se llama contra el fuego y el agua: la
que vemos consultar á- Napoleón en su pro-
yecto de archivo central y la que suele
consultarse en edificios públicos de prime-
ra importancia: el fuego de mano airada, el
de  casualidad ó el del rayo: el agua y has-
ta la  humedad, siendo como es, el papel tan
en  altó grado combustible como absorvente
é ¡geométrico.

La  capacidad decide del arreglo y utili-
dad de un archivo, pues que la falta de
ella no conduce sino al hacinamiento, en
vez de  la distribución ordenada.

La  comodidad no es la interior que pende
de  la condición de capacidad, sino la rela-
tiva al servicio público y á la utilidad del
mayor número. Los archivos generales, por
ejemplo, podrán estár reducidos á uno; pe-
ro donde pueda ser visitado, conocido y
utilizado : los de la fé pública necesitan
acercarse al que diariamente tiene que re-
currir á ellos. Si el protocolo de la genera-
ción que vive debe radicar en la misma loca-
lidad, el de una generación anterior inme-
diata podrá estarlo en la cabeza de parti-
do; el dedos en la de provincia ó distrito
de  audiencia, los de generaciones ya mas
remotas en un archivo general.

Organiiacion. La organización es  real-
mente toda la institución. Abraza dos pun-
tos principales: el número y clase de los
archivos, y la autoridad á quien debe come-
terse la inspección y direccion de ellos. La
administración debe determinar d priori ,

v no  esperar á que lo exija la necesidad, si
ha  de  haber ó no archivo centra!: si habrá
uno  ó muchos generales: los particulares y
especiales que baya de haber, cómo han de
establecerse, cómo, en fin, cohtribuirán los
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vacien, entradas y salidas. En cuanto al ór-
den no le habrá nunca, mientras penda de
lodo punto, como hasta aquí , de la aptitud
y laboriosidad individual y de la casualidad
en la elección del funcionario. La adminis-
tración central , pues , debe formular, con-
sultando los principios de la ciencia y el
dictamen de capacidades competentes, la
pauta general que ha de observarse preci-
sa é inalterablemente, mientras la misma
administración- no ordene y publique otra
cosa, en todos los archivos del reino según
sus clases y su índole de generales, particu-
lares, especiales, municipales, de la fé pú-
blica , eclesiásticos , etc. Dada la pauta ge-
neral, y la autoridad que inspeccione y vi-
gile, son' menos temibles los defectos de la
incapacidad, de la negligencia y de una
mala elección por cualquiera otro título. No
es de nuestro propósito espionar aquí los
pormenores teóricos sobre registros é índi-
ces, ni si es preferible, el método alfabético
al cronológico , el tópico , ó el lógico ó de
materias: esos son ya pormenores que. re-
quieren mayor ostensión ; pero es lo cierto
que ni cada uno, ni lodos combinados, serán
aplicados cual conviene, mientras se fie á
la aptitud, al arbitrio y al capricho indivi-
dual. Nosotros conocemos archivos muy an-
tiguos é importantes en los cuales no están
aplicados, ni todos ni ninguno de esos méto-
dos, y sin embargo no puede real mente hacer-
se cargo ¿los quese hallan al frente, ni se les
hará; porque ni hay regla preceptiva que
se diga infringida, ni autoridad inmediata y
especialmente obligada que infaliblemente
lo note y corrija. Nosotros hacemos depender
el éxito y resultados de la institución de ar-
chivos , de una  pauta general y de una auto-
ridad gerárquica , 6 perfectamente organiza-
da. Con las dos indicadas condiciones está
asegurado el órden de los archivos : sin ella
es lástima dar esc nombre al hacinamiento
de papeles, que cada nuevo encargado al-
tera ó abandona á su arbitrio.

Cualquiera que sea el sistema que se
adopte, debe ser tal, que el archivero puede
dirigir el archivo desde su mesa, y el go-
bierno y las autoridades desde su despacho.

De esto dependería la integridad de los
archivos, porque hará imposible la sustrac-
ción , destrucción y suplantación de docu-
mentos, puesto que se evitaba con la faci-
lidad de conocerlos y autoridad especial é
inmediata para notarlo y corregirlo , lo
cual hoy , aun cuando sea doloroso el decir-
lo y salvas honrosas escepciones , na es po-
sible.

No es menos indispensable reglamentar
las entradas y salidas de los documentos en
los archivos, asi de los que tienen aneja
una oficina que continuamente trae en mo-
vimiento el archivo , como de los' que s eh  a
lien en otro caso , como los de Simancas,
Barcelona .Valencia, etc. Hablamos en pri-
mer lugar de unosy de otros de la saca de do-
cumentos aislados, que no deben salir nun-
ca para ningún caso, ni judicial ni nO judi-
cial, ó por lo menos, y siendo de todo pun-
to inevitable otra cosa, con las mas esquisi-
tas precauciones : y hablamos asimismo de
las remesas ó traslaciones á otros archivos,
que no subordinadas á reglas fijas producen
confusión á donde van , y confusión, dcsca-
balamicnto y desfalco en el archivo de donde
salen; y no una, sino muchas veces ha suce-
dido, y aun sucederá entre nosotros, que tra-
tando de aligerar un archivo, no se hanhalla-
do ni aun matrículas de documentos ; y no
dando tiempo la urgencia ó la necesidad, ha
habido que verificar las traslaciones poco me-
nos que á granel, no solo aumentando la con-
fusión, sino haciéndola irremediable, contri-
buyendo á ello no poco el que habiendo una
autoridad común de archivos, como dejamos
indicado, no teniendo una misma depen-
dencia el archivo de que sale la remesa y
el que ha de recibirla , la primera, apremia-
da por la urgencia, decreta la remesa cuan-
do no aun está preparada la localidad en que
ha de recibirse.

Publicidad. No todo lo que encierra un
archivo puede ser conmunicable ; pero no
todo deja de serlo, ni conviene que lo sea.
Arduo y delicado sería el trazar en abstrac-
to, y aun prácticamente, la línea divisoria,
y por demás peligroso, si como en algunas
de nuestras disposiciones sucede, se fia á la
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embargo' de ella pende en último trance el
resultado de las demas y de todo cuanto se
mande. Pero no es este el valor que se ha
dado jamas al personal de archivos. Esccar-
go, ó lo es.por oficio, ó se sirve por nom-
bramientos personales, pero arbitrarios , no
sujetos á ningún sistema. Alguna vez se ha
buscado una especialidad: esta en su esfera
peculiar ha correspondido; pero el resultado
es efímero, porque no es general ni dura-
dero. Es, pues, indispensable , y concluire-
mos nuestra reseña de indicaciones genera-
les, que es lo que nos hemos propuesto en
esta sección, establecer estudios especiales
para optar á plazas de archivos , en cuyos
estudios debe figurar muy principalmente
la lengua latina por lo menos , y la pa-
leografía general , y en mayor escala la
española: deben exigirse algunos años de
práctica y servicio en archivos: y debe para
las provisiones abrirse oposición pública, se-
gún en 1849 se ha practicado por la direc-
ción de archivos dependientes del ministe-
rio de Gracia y Justicia.

Abrigamos la mas profunda convicción de
que desenvolviendo la teoría, elevando á
institución sobre las bases indicadas el ré-
gimen de los archivos, los habrá en el rei-
no ; de otro modo , en este pueblo , clásica-
mente histórico, no habrá en general mas
que hacinamicutos de papeles , tesoros de
riquezas no conocidas, inútiles para nos-
otros y para los estranjeros, para la admi-
nistración y para las ciencias, para la ac-
tual y para las ulteriores generaciones.

SECCION VI.

NOTICIA DE LOS ARCHIVOS PRINCIPALES DEL
REINO,

En las secciones anteriores hemos enca-
recido la importancia de los archivos, no
para demostrarla, lo cual no seria preci-
so , sino para persuadir la necesidad de
elevar esa parle notabilísima de! servicio
público á una institución completamente
organizada, como debe serlo. Hemos hecho
á este propósilograves y acervas censuras so-

ARCHIVO.
prudencia del encargado del archivo. Si se
pide una certificación, el que manda suele
proveer que se dé de lo que conste y sea de
dar. Si se pide que para fines literarios ü
otros se permita el reconocimiento de un
archivo, suele proveerse que se permite con
las precauciones acostumbradas; pero es lo
cierto que nada de ello está competente y
explícitamente determinado, entregando así
ei archivo al criterio y diligencia , ó negli-
gencia del encargado; y á la sagacidad y fi-
delidad no siempre á prueba , del que ha
de visitarlo.

Nosotros podríamos citar entre otros mu-
chos desfalcos dolorosos é irreparables, el
del original de una historia importante que
no creemos oportuno nombrar, recogido por
un  estranjero á quien se permitió reco-
nocer uno de nuestros archivos. Viéndolo
en su poder en la capital de Portugal, con-
testó á la reconvención que no habia halla-
do  reglas, ni restricciones que le retrajesen,
ni  matrícula que hiciese notar la falta, y
que  de todos modos podría señalarse per-
sona que recogiese el manuscrito de su
poder:  cuando hubo de verificarse en Lón-
dres ,  punto señalado por él , el estranjero
había muerto, sin que se diese con el para-
dero del precioso documento,

Pero en la base de publicidad , compren-
demos el doble concepto de comunicar y pu-
blicar documentos. Ibamos diciendo que lo
primero no debe quedarse en poco, ni en
mucho, á la prudencia del archivero; y aho-
ra añadiremos que mucho menos lo según-,
do.  El encargo delicado y sobremanera útil
de  formar colecciones y proponer su publi-
cación en una forma análoga á la prevenida
en  la real instrucción de 6 de noviembre
de  1S47, requiere fuerzas y criterio mayor
que  el de un hombre, no sometido por otra
parle á ningunas pruebas, ni dádolas él pa-
ra su nombramiento, y tal cargo ha de estar
cometido á la autoridad central de -archi-
vos , que debe ser un cuerpo en que se reu-
nan capacidades de diversos géneros.

Personal. Llegamos, en í in ,á  la última
de  las cinco bases generales , inferior á to-
das al parecer, según su enunciativa, y sin

TOMO III.
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bre el estado do losarchivos en general, que
al parecer van á ser desmentidas al reseñar
por vía de apéndice en esta sección última
los principales archivos del reino. Sin em-
bargo, mientras hallemos esa censura con-
signada en las leyes: mientras veamos, por
ejemplo, que muerto desgraciadamente un
rey de Portugal, y habiendo de alegar de-
rechos á aquella corona el rey de España,
no solo no tiene á mano y en órden los títu-
los en que ha de fundar su reclamación, si-
no que se ve en la necesidad de ordenar una
pesquisa hasta en los archivos de los mo-
nasterios y conventos , por si en ellos se en-
contrasen: cuando el mismo monarca, que-
riendo fundar el culto y veneración de cier-
tos objetos religiosos, en vez de pedir nota
directa á los encargados de los archivos, se
ve en la precisión de ordenar una visita es-
pecial á lodos los de León, Galicia y Astu-
rias , en averiguación de si había documen-
tos ó auténticas, cual fue la cometida al ce-
lebre Ambrosio de Morales por real cédula de
18  de mayo de 1572: mientras sea un hecho
que en cuantas ocasiones los gobiernos han
pensado en prestar alguna atención á los ar-
chivos, han empezado por acordar iguales
visitas para examinar el estado de los mis-
mos, lo que prueba que no puede ser de otro
modo conocido y hasta qué punto este no-
tabilísimo servicio está descuidado, siempre
empezando, y hasta emancipado del gobier-
no supremo, las censuras y las oscitaciones
á la administración serán fundadas. Hemos
hecho también justicia álos gobiernos que
la han merecido; hemos asentado que el
acierto en algunos nombramientos y el celo
y especial suficiencia de los nombrados ha
suplido alguna vez la falta de sistema y de
perseverancia de los gobiernos y autorida-
des, y esa y no otra cosa es lo qué vendrá á
demostrarla siguiente reseña histórica, aun-
que sucinta, de los archivos principales.

§. 1." Archivo del Real Palacio.

Algunos escritores opinan, y de varías le-
gislaciones, y aun de I?, fuerza natural délas
cosas se desprende, que los archivos en ge-

neral pudieran clasificarse en archivo de la
Corona ,archivo nacional, archivos generales,
particulares y especiales, siguiendo luego
la numerosa subdivisión de los diversos ra-
mos de la administración general. El archi-
vo de la Corona contendría entonces los do-
cumentos familiares de las diferentes dinas-
tías, los títulos de propiedad de las fincas
patrimoniales y todo lo que mirase á las
franquicias y prcrogativas de la real casa y
familia. Entre nosotros , hasta hoy, por las
formas de gobierno, por la ambulancia fre-
cuente de nuestra corte, por la participa-
ción que han tenido en el ejercicio de los
supremos poderes, cuerpos casi soberanos:
por haberse despachado por largo tiempo
los asuntos de la real casa por el ministerio
de Gracia y Justicia, y alguna vez por el de
Estado: por la confusión normal y prolon-
gada del patrimonio y casa real y del Esta-
do, los infinitos documentos, que habían de
formar el archivo de la Corona, han corrido
esparcidos en ¡as secretarías del Despacho,
Consejos, Cámara é infinitas dependencias,
y hoy parte de ellos continúan diseminados
ó se hallan reunidos en los archivos gene-
rales. Hay, sin embargo, en el palacio de
nuestros reyes un principio de archivo, que
es lo que hoy puede llamarse archivo de l a
Corona ó del Real Palacio, poco conocido en
realidad, ya por su propia índole, ya 'porque
lo que de él pudiera serlo, tiene relación con
el Estado y particulares y se halla en general
en otras dependencias. En el ministerio de
Gracia y Justicia radica el archivo de la nota-
ría mayor de reinos, por la prerogaliva del
ministro de ese ramo, como notario mayor,
deautorizar las actas y listas de las capitula-
ciones matrimoniales, nacimientos y defun-
ciones de las reales personas ; si bien en ca-
da caso, por lo menos de algún tiempo á es-
ta parle , se remite un testimonio al real pa-
lacio por medio del mayordomo mayor pa-
ra ser allí archivado. El archivo de la Co-
rona ó del real palacio recibió una nueva
forma por resolución de 22 de mayo de
1814, mandando reunir en él numerosos
documentos, entre ellos los que existían en
la antigua oficina del contralor y grefierde
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son dos, teniendo cada cuerpo colegislador
el suyo desde la institución de ambos por
la constitución política de 1837.

§.  3.° Archivos de los ministerios.

A primera vista ocurre la idea de que,
habiendo sucedido los actuales ministerios
á las antiguas secretarías del Despacho, ha-
brán recogido su herencia, y los archivos
de los primeros serán de los mas importan-
tes del reino, como tainbien los mejor con-
servados y arreglados, pues ningunos están
mas cerca del supremo gobierno; y, sin em-
bargo, nada de esto es así , por causas de
diversos géneros, unas recientes, otras tan
antiguas como las mismas secretarias de
que toman origen. Sabido es que los secre-
tarios del Despacho, no como quiera rete-
nían con frecuencia ios papeles en su casa,
sino que, no una sola vez, los reyes tuvie-
ron que hacerlos recoger hasta del poder de
sus herederos y aun de un tercero á quien
de cualquier modo habían sido traspasados;
y no pudo conseguirse ni aun eso: de las
secretarías se han hecho remesas á los ar-
chivos generales: otras veces han recibido
ellas en sus archivos los papeles de con-
sejos y de dependencias suprimidas, como
ha sucedido especialmente do veinte años
á esta parte: reducido en ciertos períodos
el número de ellos y \ariadas sus atribu-
ciones : aumentado otras veces el núme-
ro de las mismas; todo ha producido la
inevitable confusión, ya que no entren por
nada las causas generales y comunes á
otros archivos , como guerras, incendios,
disturbios políticos, etc. Eso, no obstante,
hay algunos ministerios que tienen archivos
todavía considerables, y en la actualidad
con bastante esmero y arreglo.

Ministerio de Comercio, InslnwrioH y Obras
públicas. Este ministerio es de creación
tan reciente, que eso revela desde luego
cuál puede ser su archivo. Reune ya, sin
embargo, considerable número de papeles,
ora creados por él, ora recibidos de corpo-
raciones, cuyas atribuciones ha acumulado,
si bien en 1850 se desprendió de no pocos

la real casa y patrimonio. Hay en él docu-
mentos que datan de 1516; pero por las ra-
zones indicadas anteriormente, el incendio
del antiguo archivo del Buen Retiro y las
vicisitudes posteriores de guerras y pertur-
baciones, las colecciones están descabaladas.
Hay á su frente un archivero con varios ofi-
ciales; pero las solicitudes, los reqiliri míen-
los do compulsas, especialmente en el inte-
rés. del patrimonio, se dirigen por el inten-
dente de la real casa. Este archivo está en
la planta haja de Palacio, y en él se nota
esmero y regularidad. Separado absoluta-
mente por el régimen constitucional el ré-
gimen del Estado de la real casa y patrimo-
nio, S .  M. despacha lodos los asuntos rela-
tivos á este con los gefes de Palacio, y por
tanto, el archivo del mismo no>está destina-
do á recibir documentos de trascendencia
política, salvos los relativos á la notaría
mayor de reinos.

§. 2.“ Archivo délas Cortes.

Este se aproxima á lo que podría llamarse
archivo político nacional; esto es, el quecon-
tuviese lodos los documentos constituciona-
les. No hablamos por supuesto del de las an-
tiguas Córtcs españolas. Esc no existe sino es-
parcidocn muchos otros. ¡Nos referimos al de
las  Córtcs modernas, y quédala por lo mismo
de  1812. Eso, no obstante, reunedocumcntos
mas antiguos, aunque notamos, ni tan pre-
ciosos como llegó á encerrarlos, y han des-
aparecido por la fatalidad délos tiempos.
Forman lo principal de él los ejemplares au-
ténticos de las diversas constituciones políti-
cas y de todas las leyes, pues ya hemos di-
cho enotrolugar que de estas sanciona siem-
pre  S.  M. tresejcmplares, depositándose uno
de  ellos en cada cámara legislativa, y el otro
en el ministerio áquecorrcsponde la ley: las
acias, diarios y espedientes á que dan lugar
sus actos y funciones legislativas, y un ejem-
plar de los tratados y disposiciones nota-
bles del gobierno, que este remite á cada una
de  las dos cámaras. Fue único mientras
las Córtcs se componían de un solo cuer-
po. Hoy se halla dividido, ó por mejor decir
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I ministerio existecn la planta baja de la casá

llamada de los Ministerios, y en la cual ha
quedado ahora solo el de Marina, porhaber
salido de allí en los tres últimos años el de
Guerra, el de Hacienda y el de Gracia y
Justicia. No obstante, la remesa de docu-

. me n los de todos los ministerios verificada
al de Simancas en 1826 en virtud de la
real órden de 19  de junio del propio año,
contiene considerable número de documen-
tos, y no pocos de importancia, por la ín-
dole del ministerio, y por haber reunido al-
guna vez los tres conceptos de Marina, Co-
mercio y Gobernación de Ultramar.

Ministerio de la Guerra. Importantísimos
documentos encerraba el archivo de este
ministerio, que, como es sabido, se abrasó
lastimosamente en la noche del 50 de no-
viembre de 1846, lo que hará imposible en
mucho ticmpo’su reparación y arreglo, en
que se ha trabajado y trabaja con afan. De
resultas del mencionado incendio el archivo
se trasladó con el ministerio de la plazuela
de los mismos al convento de Sto. Tomás,
y después al palacio de Bueña-vista.

Ministerio de Gracia y Justicia. Apenas
puede decirse hoy lo que será el archivo
de este ministerio, llamado á ser uno de los
mas importantes del Estado, por reunir ¡o
eclesiástico y judicial, y por tanto, lo con-
cerniente al real Patronato, y ademas la no-
taría mayor de reinos, los títulos de Casti*
lia y otros diversos ramos dé España y Ul-
tramar, y por estar para recibir el archíVo
moderno gubernativo y lo judicial del Con-
sejo de Castilla, como se dirá al tratar de
estos. El suyo peculiar hasta 1849 estaba re-
ducido á los numerosos documentos que
produce y ha producido el despacho cor-
riente desde la última remesa á Simancas en
182G, aunque los hay también del siglo
pasado.

Cuenta hoy con 508 libros solo de regis-
tros de órdenes y decretos y 418 de memo-
riales ó entradas

De negocios de Ultramar reune como7,001)
legajos, contando con que Son duplicados,
porque así van todos los documentos que se
dirigen á aquellos dominios.

de los antiguos, remitiéndolos á Simancas.
Hoy se está acomodando este archivo en
piezas bien acondicionadas en loque fue
convento de la Trinidad, al cual se ha tras-
ladado el ministerio , y si alguno pudie-
ra empezar, por lo tanto, con regularidad
y ser archivo modelo, sería este.

Ministerio de la Gobernación. Aunque de
moderna creación, también este ministerio
ha recogido considerable número de docu-
mentos de los suprimidos consejos y direc-
ciones, como los relativos á propios y á ar-
bitrios, pósitos, montes y plantíos, sanidad,
beneficencia y obras pias, inclusa la de los
Santos lugares, etc. Hoy se está colocando
también este nuevo archivo en suntuosa es-
tantería establecida en el piso principal de
la casa de Correos, adonde recientemcntese
ha trasladado el ministerio, y aunque con al-
guna mas dificultad que el anterior por el
mayor cúmulo de documentos , y muchos
que todavía tiene que recoger , aun podría
montarse de modo que sirviera de modelo
también.

Ministerio de Hacienda. Por el vasto mo-
vimiento de esto ministerio y por haber re-
unido muchos documentos del estinguido
consejo de Hacienda y otras dependencia?,
su archivo es numeroso y seria uno de ios
primeros, si las circunstancias que acompa-
ñaron á la supresión de las comunidades
religiosas hubieran p*ermitido recojer y uti-
lizar convenicntemcntecuantosc ha perdido.
Reune los papeles de la suprimida super-
intendencia de Hacienda y de la secretaría
de lo de Indias, y ,  por tanto, contiene do-
cumentos de consideración, aunque no an-
tiguos. Después de varias traslaciones, co-
mo todos los demas, se halla hoy colocado
en el cuarto entresuelo de la casa de la
Aduana, en la calle de Alcalá, en donde es-
tá el ministerio. Ocupa 26 ó mas piezas,
y contiene cerca de veinte mil legajos, no
obstante que por falta de localidad acomo-
dada se hizo una remesa de papeles de In-
dias al archivo de Sevilla en 1827, y á Si-
mancas de los de Hacienda, anteriores al
año de 1800, en 1850.

Ministerio de Marina. El archivo de este
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tos de tres ó mas siglos de antigüedad*

En este archivo radican también los pa-
peles de la presidencia de) consejo de mi-
nistros cuando el presidente no ha tenido
cartera; pues si la ha tenido, han quedado
y quedan en su propio ministerio.

A.” Archivo del Consejo de. Castillo,

Quien recuerde lo que ha sido en España
el consejo de Castilla: quien sepa por la
historia que de los trabajos de este cuerpo,
casi soberano, de competencia universal,
que ha existido por el asombroso trascurso
de 584 años, y que ha reunido con frecuen-
cia en su seno las primeras eminencias del
saber, no se ha llevado documento alguno al
archivo de Simancas, pues á nada equivale
alguna centena de espedientes judiciales:
quien vea , en íin, por las espresiones y re-
laciones de los mismos encargados del ar-
chivo de este elevado cuerpo que sus do-
cumentos no han sufrido desfalco por las
guerras y turbaciones del reino , pensará
encontrarse con el primer archivo del país,
y en cuanto á su forma con un archivo mo-
delo. Y sí lo hubiera de haber: si un pue-
blo eminentemente histórico, cuyas glorias
y vicisitudes llenan la historia de muchos
siglos, hubiera de tenerle; y si hubiera de
presentar como podía, un emporio clásico
de los testimonios de su administración,
de sus títulos de gloria y poderío, al estu-
dio y admiración de las naciones, seria el
archivo del Consejo de Castilla. Pero, aun-
que sea doloroso el decirlo, el Concejo de
Castilla no ha dejado archivo; firmes nos-
otros en nuestro propósito de no dar un
nombre, que no debe espresar sino el re-
sultado práctico y bien entendido de una
verdadera institución, á un hacinamiento
de papeles, mermados , desordenados y mal
conocidos.

Macemos solo notar los males , el desar-
reglo , la falta de un sistema necesario
que nos sale al encuentro en todas partes,
lejos siempre nuestras, manifestaciones de
toda censura personal. Según se deduce del
testo en nuestras leves v de documentos

Como alguna voz este ministerio ha sido
universal , su archivo contiene papeles de
guerra y de otras clases. La sección corres-
pondienteá la notaría mayor de reinos con-
tiene originales las capitulaciones matrimo-
niales, partidas de nacimiento y defunción
y testamentos de nuestros reyes y personas
reales, aunque no de todas. Trasladado el
ministerio en 1850 al que fue palacio de la
Inquisición en la calle de Torija, se está
colocando el archivo en toda la planta baja
del mismo, y no bastará , aunque no bajará
de 15 ó mas piezas regulares que se están
cubriendo de buena estantería cerrada. Los
papeles de las escribanías de cámara del
consejo de Castilla, que, ademas de lo gu-
bernativo del mismo, van á recogerse de va-
rias casas particulares y á trasladarse al
mismo por no poder ya serrecibidos eneldo
Simancas, son tantos, que se calcula no ba-
jará su peso de 25,000 arrobas. Si se lleva-
se á efecto el real decreto de 1848 sobre for-
mación del registro general y auténtico de
las  leyes y realas disposiciones, reuniendo
originales ó en copia, según puedan procu-
rarse todos los códices y originales de don-
de los códigos so han formado, con ctros
documentos mencionados en el citado de-
creto, este archivo, no solo será de prime-
ra importancia, sino especial en el reino ‘ y
fue ra  de él.

Ministerio de Estado. Este ministerio tie-
ne  un archivo en la planta baja del real pa-
lacio  con buena y aun rica estantería. Encier-
ra importantes, aunque muy heterogéneos
documentos, puesademasde los negociosdc
Estado y diplomáticos , esta secretaría ha
s ido  también universal , han corrido por
ella las concesionesde grandezas de España,
lo concerniente al tribunal de la Rota, el
ramo de correos , caminos, canales, puer-
t o s ,  etc., y reune parte de los papeles del
consejo de Estado. Está descabalado, como
en general lodos los archivos; pero muy es-
pecialmente los de los demas ministerios,
por ser los que estuvieron mas espucstos
y sujetos á estraccion de documentos, du-
rante  la guerra del gobierno intruso de José
Napoleón. Pícese haber en él documen-
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históricos, en un principio se despachaba
todo en el Consejo por las escribanías de cá-
mara, y quedaban confundidos y confiados
á diversas manos los documentos judiciales
y gubernativos, siendo el resultado necesa-
rio que no había archivo. Así dehia de ser
cuando vemosálos Reyes Católicosdisponcr
en 1480, csdecir, 228 añosdespues de crea-
do el Consejo, disponer, que en atención á
lo» graves asuntos de gobierno que en él se
trataban, hubiese un secretario que diese y
llevase cuenta de ellos, y cuidase de la con-
sen  ación de los documentos; resolución que
aun no fue del lodo puesta en planta hasta
el reinado de Carlos 1, en términos, sin em-
bargo, que todavía en 1622, es decir, otros
142 después, el presidente del Consejo don
Francisco de Contreras , esponia sentida-
mente á Felipe IV, que cuando los docu-
mentos del Consejo debían ellos solos for-
mar un archivo, como el de Simancas, no
había sino muy pocos, y en tal estado ade-
mas , que nadase encontraba cuando era
menester, lo cual provenía en gran parte de
no recoger lus papeles de poder de los mi-
nistros y íiscales cuando fallecían, ni del de
sus herederos.

Mandado estaba que los papeles no se
sacasen sin cuenta ni razón de los archivos;
pero sin duda lo estaba, para que no se eje-
cutase nunca, pues que nunca lo ha sido
aun cuando se ha repetido la prohibición.
■Estaba persuadido antes de entrar á ser-

vir en el Consejo, dice Riol su su informe
al núm. 55, de que el número de sus pape-
les seria tan grande, que el archivo de Si-
mancas seria estrecho ámbito para conte-
nerlos...... Pero con admiración me desen-
gañé de este error, y aun no creía lo mismo
que estaba viendo y tocando;» y añade que
las cosas llegaban á punto de que los asun-
tos mas graves, y las cuestiones de regalía,
en vez de decidirse por documentos autén-
ticos, pues los había; por no hallarlos ni co"
nocerlos , lo eran por el buen sentido y da-
tos tradicionales, con esposicion de error,
y fallando la uniformidad y fundamento se-
guro del acierto.

Asienta, en fin, al núm. Gi,que en solos

tro años que duró el nuevo arreglo he-
cho por Felipe V sobre el antiguo Consejo,
a saber , desde 10 de noviembre de 1713
hasta 10 de enero de 1717, habia producido
la mera secretaría de gobierno mas de tres
mil consultas, que él entregó por su mano
á los ministros nombrados para recogerlas,
mientras del antiguo Consejo no habia otras
tantas en ol trascurso de tantos siglos.

Viniendo ya al archivo del Consejo, tai
cual ha llegado á nosotros, después de cer-
ca de 600 años de existencia de aquel alto
cuerpo, comprende dos partes : la judicial
y la gubernativa. La primera se compone
de los papeles de las escribanías de cáma-
ra, esparcidos , como hemos dicho , en d¡
versos locales de la propiedad de particu-
lares. .

La parte gubernativa, que es la que lle-
va el nombre del archivo , comprende lo
que se llama archivo antiguo y archivo mo-
derno, aunque la denominación no corres-
ponde á ninguno de los dos. Está el prime-
ro en la casa llamada de los Consejos, resi-
dencia hoy del Tribunal Supremo de Justi-
c ia ,  y del Consejo Real, en Ja pequeña sala
hamada de relatores, porque allí, á falta de
otro local-, se reúnen estos y los ahogados.
Esta pequeña sala cuadrada , que tendrá
treinta pies de base y cuarenta de altura,
está cubierta de una estantería de pino cer-
rada. debida ai celo de Campomanes. Con-
tendrá 700 legajos rotulados por años, sin
mas epígrafe que el de consultas , provisio-
nes, etc.; lo cual no enseña nada, y sin em-
bargo , no hay casi otro medio de saberlo.
Hay algunos papeles del tiempo de Car-
los V, y los mas son del siglo pasado. Las
series no están completas por las estraccio-
nes y traslaciones de documentos que sufrió
este depósito durante el gobierno intruso de
José Napoleón. Hemos visto en él el marco de
Castilla , mandado fundir, como se sabe,
por los Reyes Católicos: de ébano embutido
en caoba . un patrón auténtico de la vara
castellana, contrastado con la de Burgos:
una copia auténtica en lalin del célebre es-
pediente de Caspe: el sello real en lacre
del reinado de Cirios IV: varios cajones
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desvanes de particulares, en el momento en
que escribimos este artículo, esto e s ,  en
marzo de 18U1, se están trasladando y con-
centrando en el nuevo local los papeles de
las escribanías de cámara del Consejo, co-
mo ya hemos dir-ho, y el archivo moderno,
dehiendo continuar el antújw) en el ya in-
dicado local que le preparó. Campomancs.

S.’ Archivo de la cámara de Castil la.

Sabida es la antigüedad c importancia de
la cámara de Castilla, y que fue suprimida
como los demas consejos supremos en 1834,
recayendo la mayor partc de sus atribucio-
nes en el ministerio de Gracia y Jnsticia, sal-
vo las contenciosas, que pasaron al Tribu-
nal Supremo de ella. De la cámara de Cas-
tilla se han hecho diferentes remesas de pa-
peles al archivo de Simancas, y ,  sin embar-
go, existe todavía gran número de ellos en
esta corte, formando lo que se llama archi ■
vo de la Cámara de Castilla. De pocos años
á esta parte, haciendo dos archivos de lo
que no es ni puede ser mas que uno, se de-
nomina este depósito de documentos archi -
vo  de la Cámara de Castilla y patronato ecle-
siástico , como si este fuera distinto del de
la cámara, siendo así que una de las mas
importantes atribuciones de ella era el real
patronato.

Otras veces se dice archivo de la Cámara ,
patronato eclesiástico y de  la corona de .Irti-
flón, en lo que hay todavía mayor inexacti-
tud. Nace todo ello de que lo gubernativo
de la cámara ocupa dos piezas en la casa de
los Consejos, dos diferentes la sección rela-
tiva al patronato real , y dos los de la cá-
mara de Aragón , cuyos tres depósitos han
estado á cargo de un solo archivero.

Los papeles de la cámara, esto es  , los de
jo gubernativo y de patranato eclesiástico,
forman todavía un archivo importante. Con-
tiene documentosde mediados del siglo XVI,
aunque la mayor parle de ellos son del siglo
anterior y del actual.

En un informe dirigido al gobierno en
21 de octubre de 1847, el encargado de es-
te archivo decía: «el desconcierto en que se

cerrados de documentos recogidos á la muer-
te de algunos de los presidentes del Conse-
jo . y se cree que formado registro de los
legajos , no podrán menos de contener do-
cumentos importantes.

El denominado archivo moderno del Con-
sejo, se halla hoy colocado en la casa lla-
mada de Villena, núm. 5 ;  de la plazuela de
Jas Descalzas. Ocupa ocho piezas y un sóta-
no, que encerraba numerosos documentos,
desalados y amontonados á granel. Hacien-
do una visita á este archivo el ministro de
Gracia y Justicia en 1848 , los mandó sacar
y tender en habitaciones ventiladas, para
que tomando consistencia y cesando el he-
dor de  la humedad , pudiesen ser recono-
cidos.

La estantería es abierta , y eso revela el
estado de conservación en que estarán los
papeles. Estos serán, sobre tres mil legajos,
muchos de ellos de ejemplares impresos,
de  cédulas y decretos. La rotúlala genérica
también como en el archivo antiguo , y hay
registros interrumpidos, que es como sino
los hubiera. Los documentos mas antiguos
datan del reinado de Felipe V, y versan so-
bre los asuntos gubernativos sometidos al
Consejo, como propios y arbitrios, abas-
tos,  valdios, imprenta, competencias , uni-
versidades, seminarios, sucesos de  1808,
juntas gubernativas del tiempo de Napoleón,
recibimientos de abogados, etc.; y hay pa-
peles del  consejo de Ñapóles, relativos á los
asuntos de! Estado de Piombino.

Esto es, en suma, el archivo del celebér-
r imo  consejo de Castilla. En sus diversas
partes está sometido al Tribunal Supremo
de  Justicia, aunque todo va á variar de as-
pecto .  No habiendo podido procurarse el
ministerio de Gracia y Justicia el local á
propósito para el establecimiento del archi-
vo  general que ya queda dicho proyectó en
1848, ha preparado anchurosas piezas, con
buena  estantería cerrada, en el piso bajo de
su  nuevo local déla callede Torija:y sobre
otras  razones de seguridad y mejora, de-
seando  hacer cesar la especie de baldón de
que  los archivos del Estado estén pagando
alquileres y esparcidos en casas, sótanosy
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lian encontrado estos papeles en todas épo- >
cas, según informe de los propios archiveros
que los han manejado, y principalmente des-
de la guerra de la Independencia, ha sido
tan lastimoso que no merecía esta oficina
tan importante el nombre de verdadero ar-
chivo, sino el de depósito ó almacén do pa-
peles, expuesto á la intemperie.» En 18*3 el ■
propio funcionario daba conocimiento al go- I
bierno de haber hallado cu !<>s rincones del
archivo, es decir, por casualidad y entre
lo perdido, una copia auténtica del testa-
mento y codícilo de Isabel la Católica, me-
reciendo por ello una real urden de gracias
(27 de setiembre del mismo año), con encar-
go de que diera cuenta al ministerio de cual-
quiera otro documento importante r/uecn-
cuntrase. No parece puede darse mayor
prueba del lastimoso desorden. El mencio-
nado funcionario, sin embargo, D. Lesmes
Hernanu, ha hecho en su tiempo importan-
tes trabajos y mejoras, ha>ta á sus propias
espensas, aunque ya en un caso asi son po-
cas las fuerzas y recursos de un hombre
solo. Una de las cuatro piezas de este ar-
chivo es grandiosa por su capacidad de G7
pies de largo, 2G de ancho y l o  de altura.
Contiene 50 magníficos estantes cerrados,
déla misma altura de la sala, la cual con
otra de las cuatro mencionadas, que contie-
ne otros diez estantes iguales, vienen en
esa forma del tiempo de Carlos III. Todo el
archivo contendrá 4,500 abultados lega-
jos, siendo muchos de ellos libros forrados
y rotulados. Las diversas clases de sus
documentos se infieren, recordando los
asuntos deque conocía la cámara. Este vas-
to archivo tiene para su servicio un solo
oíícial ó encargado con un mozo de oficio.

Los papeles de este archivo se traslada-
ron en 1815 á la casa llamada de las N’iiías
de Lcganés, donde estuvieron almacenados
y mal acondicionados hasta 1859 en que >
fueron trasportados al lugar que hoy ocu-
pan. i

6.” Archivo de la cámara de Arajon.

Consiste en dos piezas sitas en la casa de
los Consejos, como ya qimda indicado, lie- |

ñas de papeles , cuyo contenido se ignora-
ba , hasta que la inteligencia y laboriosidad
de una persona, recientemente nombrada
para encargarse de ellos, los ha puesto al-
gún tanto en órden. Según sus informes,
hay en este depósito documentos de suma
importancia, pertenecientes á lo gubernati-
vo y eclesiástico de Aragon , por lo que se
denomina también á este archivo del patro-
nato eclesiástico y corona Arat/on.

§. 7." Archivo de la Presidencia de
Casiilla.

Así como el cúmulo de negocios hizo
que la cámara tuviese que conocer de mu-
chos de los que antes conocía el Consejo,
sucedió lo propio con la presidencia, ó sea
despacho especial y privado del presidente
del Consejo. El archivo de estos documen-
tos está asimismo en la casa de los Conse-
jos , y ocupa dos piezas desaseadas con es-
tantería abierta. Constará de 2,000 legajos
pequeños, rotulados por años, con la rotú-
lala genérica de memoriales provisiones, ele.,
según costumbre antigua. Debe haber algu-
nos papeles de interés, por cuanto á los
presidentes se les cometían á. veces asuntos
importantes y reservados; pero realmente
no se sabe. Se vé ,  si , que las sérics están
descabaladas, ya por Jos desfalcos comu-
‘nes á otros archivos, ya por haber separado
documentos del ramo desanidad y de otros,
para remitirlos al archivo del ministerio de
la Gobernación.
. Esto archivo, los déla cámara de Castilla
y de Aragón, y el antiguo y moderno del
Consejo estaban ácargo del Tribunal Supre-
mo do Justicia, á cuyo presidente había
que acudir oon las solicitudes de certifica-
ciones. cotejos ó compulsas; pero ya queda
dicho en su lugar que el moderno del Con-
sejo y lo contencioso del mismo se están in-
corporando al archivo de Gracia y Justicia.

¡j. 8." Archivo de la Itujuisiciou.

La mayor parle de los papeles de este
tribunal se hallaban en el archivo de Si-
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los papeles corrieron por mucho tiempo á
cargo y en poder de cada uno de los oficia-
les de ella, lo cual, á pesar de diversas ór-
denes posteriores, destruye toda idea de
unidad y regularidad de nn archivo central.
Muchos papeles de las órdenes se hallan en
el archivo de Simancas y algunos también
en los de Gracia y Justicia y de la cámara
de Castilla, especialmente los relativos á
la órden d$ Montesa, del tiempo en que sus
asuntos fueron despachados por el estingui-
do consejo de Aragón , hasta que en 1744
pasaron al de las órdenes; y respecto del
citado ministerio, cámara y aun consejo de
Castilla, por su intervención en los asuntos
eclesiásticos en general, y muy especial-
mente por lo que hace á la incorporación de
los maestrazgos á la corona y á has empe-
ñadas cuestiones de fuero y jurisdicción. El
archivo de las órdenes con todo reune hoy
considerable número de papeles de impor-
tancia histórica y nacional, coma en Lodo lo
relativo al ramo de bulas y reales gracias.
Contiene una sección que puede llamarse
nobiliaria, designada archivo reservado, y
es la que encierra las pruebas de recepción
dé los  caballeros. Es sabido, por último,
que alguna vez, cuando el archivo del con-
sejo de las órdenes se  halló sobrecargado
de papeles , se llevaron á los conventos ó
casas matrices respectivas.

5. 10. Archivo del real sello.

Existe en la calle de Silva núm. 14. Se
llama también archivo del registro del real
sello, y algunas veces cancillería. Es la ofici-
na en que se pone el sello real á las cédu-
las y provisiones de justicia y de gobierno.
Es importante este archivo, porque en él
se registran y copian por consecuencia las
innumerables expediciones de los dos ra-
mos indicados, y por tanto por los cuerpos
supremos ó especiales con carácter de ta-
les, como los Consejos, cámara de Castilla,
Tribunal supremo de Justicia, Tribunal ma-
yor de Cuentas, juntas del real patrimonio,
de competencias, de correos, inspección de
instrucción pública, sala de alcaldes y de

mascas. Había todavía considerable núme'
ro de ellos en esta corte en la ya citada ca-
sa de la calle de Torija. Ocupaban en ella
tres piezas. El ódío que ha seguido siempre
á estos papeles, la curiosidad que siempre
han escitado, y el .hallarse colocados en es-
tantes abiertos revela desde luego lo que se-
ria este archivo. Ya hemos insinuado antes
de ahora que en 1849, al salir de aquel local
el ministerio de Instrucción pública para el
convento de la Trinidad, fueron traslada-
dos todos sus papeles á Simancas, y allí es-
tán ya , por tanto, lodos los que procedían
de la Inquisición.

§. 9.° Archiva del Consejo de  las ór-
denes.

Este archivo se halla, como el tribunal es-
pecial de las órdenes que ha sucedido al
consejodelas mismas, en la planta baja de la
casa de los Consejos. Puede aplicarse á es-
te archivo, como á todos los de los supri-
midos consejos, cuanto hemos dicho del de
el consejo de Castilla. Antes que los maes-
trazgos de las órdenes se incorporasen á la
corona, cada uno de aquellos tenia un archi-
vo en sus conventos ó casas matrices res-
pectivas. Incorporados los maestrazgos y
creado el Consejo de órdenes, todo quedó
sometido álaautoridad de este, bajo la cual
estuvieron los archivos de Santiago, de Ve-
lez, Calatrava, Alcántara, los del hospital de
caballeros de Santiago, y casa priorato de
Calatrava de la ciudad de Toledo, el  de
t’clés y el peculiar del Consejo. En este, co-
mo en el de Castilla, se despachaban al
principio los asuntos de gracia y de justi-
cia por Jas escribanías de cámara, quedan-
do los papeles por consecuencia en poder
de cada uno de los encargados de ellas, lo
que equivalía á no haber archivo, no ha-
biendo podido después tampoco reunir esos
papeles, ya por la dificultad de deslindar lo
de justicia de lo de gobierno , ya porque
siendo las escribanías oficios enagenados,
sus dueños alegaban propiedad sobre el
protocolo. Al fin en 1691 se creó una secre-
taría de gobierno y de gracia; pero todavía

TOMO l i l .
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las secretarias de Estado y Ministerios. En 0 En los párrafos anteriores hemos hecho

indicación del desorden y abandono cuque
estuvieron los papeles del Estado hasta el
tiempo de los lleves Católicos. En tiempo de
don Juan II sin embargo, se dictaron pro-
videncias encaminadas á contener el des-
orden , y ' d e  sus resultas se trasladaron al
alcázar de Scgovia varios documentos pú-
blicos, que se conservaban en cofres ó ca-
jones, que quiere decir' que se estableció,
no un archivo, sino un mero depósito.

Lo propio tuvo efecto en tiempo de En-
rique IV, cuyo reinado no aumentó poco el
número de documentos públicos por las in-
numerables gracias y mercedes del monarca.

Formaban aquel depósito de  papeles
diferentes tratados y concordias con los
potentados de Europa, con los reyes moros
de España, con los principes de Navarra y
de Aragón , grandes y caballeros de Castilla
y con los maestres de las órdenes militares,
que tal era la suerte de los reyes de España,
que frecuentemente tenían que capitu-
lar con sus súbditos.

Los reyes católicos, habiendo elegido por
punto casi habitual de residencia á la en-
tonces rica y comercial Villa de Medina del
Campo, hicieron trasladar los papeles dd
alcázar de Segovia al castillo de la menc¡or-
nada Villa, denominado de la Mala, espi-
diendo al mismo tiempo diversas órdenes y
cédulas para que se recogiesen cuantos pa-
peles oficiales existían en poder de los ofi-
ciales públicos ó sus herederos. Ordenaron
asimismo que la oficina del real sello se
fijara en Valladolid, mientras podía llevarse
á efecto el pensamiento, que ya abrigaban,
de establecer un archivo general. Pusieron
desde luego los ojos, aunque nocen una mira
definitiva, en la fortaleza de Simancas, que,
como la Villa, pertenecía á los almirantes do
Castilla, de quienes adquirieron una y otra
poniéndola ya al cuidado de encargados de
la real casa.

Carlos V acojíó el mismo, pensamiento
de formalizar el archivo general, y definiti-
vamente decidió lo fuese eq el alcázar de
Simancas, haciendo trasladar ¿ él los pape-
les del castillo de la Mata de Medina , nota-

diciendo que asi esta cancillería como la de
Indias, la de la cámara y la de las extingui-
das chancillerias y tribunales superiores
eran oficios enajenados, cuyos propietarios,
que eran personajes de la primera noble-
za, nombraban tenientes que los servían y
sirven los que existen, se vé bien que archi-
vos de tal naturaleza han estado emancipa-
dos del gobierno central, y por tanto, que
el arrogloy medios ¿«conservación que ha-
ya cu ellos son debidos únicamente al celo
y suficiencia individual. De este archivo
hay en el de Simancas muy considerable
número de papeles , y aun conserva gran
copia de ellos que datan desde 1690.

11. Archivo dd Ayuntamiento de Madrid,

Uno de los archivos notables que encier-
ra Madrid, es el de su ayuntamiento, el cual
ocupa cinco piezas regulares, tres de ellas
en el piso principal de la casa llamada de
Villa, en la que dicha corporación celebra
sus sesiones. Este archivo, como todos , ha
sufrido infinitos desfalcos y estravios de
documentos. Entró en regularidad por un
decreto de Fernando ¥1 de 22 de setiem-
bre de 1746, habiendo llamado la atención
de aquel monarca los importantes docu-
mentos que debía contener y el deplorable
estado en que se hallaba. Hoy es uno de los
archivos queso pueden visitaren Madrid.
Se compone de mas de 1,200 legajos, sin
contar los muchos que ocupan las dos pie-
zas de Ja paite alta del edificio, retirados
allí por creerlos menos interesantes. Eu
medio de sus series interrumpidas contiene
documentos del siglo 12, cuales son los al-
balas de Alonso Vil y Alonso VIII, confir-
mando á Madrid sus términos, como testi-
monio de la lealtad y esfuerzo contra los
moros.

12. Archivo de Simancas.

. Es el primero y mas importante de los
generales de España, y no solo capaz de ri-
valizar con todos los archivos estrangeros,
sino que acaso no tiene igual.
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documentos de aquellas épocas y anterio-
res: después, en fin, de las sacas ó trasla-
ciones de papeles verificadas de aquel ar-
chivo á otro, como el de Sevilla por ejemplo?

Es sin embargo, este archivo, el prime-
ro ó de los primeros de Europa. La fortale-
za ocupa, aislada, la parle mas alta ostra-
muros de la Villa, y por tanto con buenas
luces y ventilación, y preservada de la hu-
medad. En su reconstrucción presenta trozos
de obra del célebre Herrera, de Francisco
Mora y de Berrugucie. Conserva en buen es-
tado su foso, torres y muralla, y aun se seña-
la la almena déla que, por tradición, se dice
haber sido ahorcado el célebre don Antonio
Acuña, obispo de Zamora. Contiene mas de
40 piezas de variada estension, todas llenas
de papeles, y tantos aun por distribuir, que
ya no han podido ser recibidas las remesas
que en 1850 ha tratado de hacer el minis-
terio de Gracia y Justicia.

5- 13. Archivo de Barcelona.

Si algún archivo general pudiera com-
petir con el de 'Simancas, por el número,
diversidad, antigüedad ó importancia de

los documentos que encierra, seria el de
Barcelona , llamado también de la borona
de Aragón. Allí están reunidos desde 848,
los papeles del condado de Barcelona y do
la poderosa Corona de Aragón que tantos
dominios llegó á reunir dentro y fuera de
España. Riol al número 79 de su informe
dice de este archivo , í/ae e$ el mas anti-
guo y completo de los que entonces existían en
Europa. Para formar una idea completa
de é l ,  es  necesario ver el informe antes
citado, los opúsculos publicados por don
Próspero de Bofarull y sus esposiriones al
gobierno, señaladamente la de 25  de di-
ciembre de 1843, y la de 51 de diciembre
de 1849, dirigida al ministro de Instruc-
ción pública, al pedir y obtener su jubila-
ción , después de 53 años de esmerados é
¡nía liga Idos trabajos como encargado del
archivo. Ya Riol se lamentaba de que los
documentos decste archivo , aunque esca-
lentes y numerosos, pues en aquel tiempo

blemenle aumentados cotí los libros de los
contadores reales , espidiendo órdenes al
propio tiempo para recogerlos infinitos que
según costumbre se hallaban en poder de
los secretarios , y oficiales reales , ó de sus
herederos , que apareció residían , no ya en
Castilla, sino en Aragón, en Andalucía y en
todos los dominios de la Corona, lo cual
comprometía, como en gran parte compro-
metió , el resultado. Ordenóse también la
reunión de las cartas y documentos que
obrasen en el Monasterio de San Benito el

' Real de Valladolid, y otros, y estendiéndose
la diligencia basta á Ibs papeles que hubie-
se en  poder de particulares , ausiliando el
requerimiento ¿le presentación con bula
pontificia de excomunión.

Felipe II recibió bajo de secreto la reve-
lación de un oculto depósito de documentos
de  la mayor importancia en Valladolid , los
cuales el monarca hizo recoger y trasladar
á Simancas dando comisión para ello al l i-
cenciado Bribiesca, de su consejo, y á Diego
de  Ayala oficial mayor de la secretaría de
Estado, dictando al propio tiempo disposi-
ciones terminantes para verificar igual tras-
lación de documentos de los consejos,’tri-
banales y oficinas superiores del reino, re-
sultando así que no solo completó, sino que
hizo  perpétuo el empeño y resolución sobre
establecimjento de aquel archivo general,
habiendo tenido acierto y fortuna en encar-
gar  su dirección y arreglo en 1651 al cita-
do  Diego de Ayala A cuyo apellido, como
después al de González, debe tanto el men-
cionado archivo. En 1588 dictó el regla-
mento que habia de observarse en el go-
bierno del archivo , y estableció la remesa
sucesiva de papeles al mismo. La riqueza
que  encierra no es, ni puede ser bien cono-
c ida ,  y si ya lo confesaba así don Santiago
Agustín Riol en su citado informe á prin-
cipios  dclsigloXVlll, ¿quesera en eldia des-
pués  de tantas vicisitudes y turbaciones del
pa í s ,  de las remesas de papeles sin el de-
b ido  órden, por lo cual resulta que no obs-
tante la -general de 1718, la casi general
de  182G , y otras particulares, no hay ar-
chivo  en la corte en que aun no se hallen
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ocupaban tinco salas, oslaban alados en sa-
cos, ó sueltos, sin orden ni registros en for-
ma. Bofarull, a) encargarse del archivo en
1814-, hace todavía una pintura mas lamen-
table: los encontré, dice, envueltos en polvo ,
corroídos de lus insectos, y sin un dependien-
te siquiera que diese noticia ó rasen de al-
guna cosa. Hoy por su celo y fatigas este ar-
chivo es  de los mejor arreglados de la
Península.

Según relación del mismo Bofarull, la
primera sala encierra, entre otros docu-
mentos, 17,535 escrituras en pergamino,
que empiezan en el primer conde soberano
de Barcelona Wilfrcdo el Belloso, en el s i -
glo IX y llegan hasta la elección del Rey don
.Martin de Aragón en 1410, con mas de 2,400
libros abultados de registros que empiezan
en 1238. En cuanto á bulas originales solo
en la segunda sala espresa Bofarull haber
coordinado y colocado 838. Y todavía este
inmenso archivo que en un magnífico salón
y cuatro piezas menos estensas contiene los
papeles de Aragón, Cataluña, Valencia, Ba-
leares, Sicilia, y Consejo de Aragón, salvo
los que á la estincion de este en 1707 se
trasladaron á Simancas, ha sido enriqueci-
do con importantes adquisiciones de los
tiempos modernos. Bofarull en la última
de las esposiciones citadas dice haber in-
corporado los numerosos papeles de la Jun-
ta suprema de Cataluña, entregados por el
duque de Bailen para ilustrar la historia de
la gnerra de la independencia: 255 precio-
sos códices que dice pudo salvar en el in-
cendio del monasterio de Benedictinos de
Ripoll: todo el importante archivo de San
Cucufale del Valles, en el cual son nota-
bles 244 códices dignos de estima, su fa-
moso cartulario ó libro becerro, y las bulas
en papiro egipcio que tanto han ocupado á
célebres escritores: otros 170 códices recu-
perados del convento de Agustinos de Bar-
celona: otros tantos del de lá Merced, con
128 bulas y pergaminos ademas: y entre
otras cosas que harán siempre recordar el
celo infatigable de aquel empleado, 148 to-
mos en fólio y varios legajos de la casa de
moneda de aquella capital.

ARCHIVO.
§. 14. Archivo de Sevilla.

Este archivo, llamado también de Indias,
lleva en su nombre toda su importancia, ya
que por su lujo y esmero ocupa un primer
lugar entre los de  la península.

En la parte legislativa hemos visto que
en cuanto á los papeles y archivos de In-
dias, sin duda por el tiempo en que las
cosas sucedían , por la novedad y gene-
ral escitacion de tamaños descubrimientos,
y porque algo habían enseñado la incuria
y las pérdidas lamentables respecto de otros
archivos, se desplegó por nuestros mo-
narcas un notable celo. Pero los papeles de
las audiencias y vireinalos del Nuevo Mun-
do, de los consulados, y casa de contrata-
ción de Sevilla , los de las secretarías del
despacho , y del consejo de Indias , creado
en 1511, existían en sus infinitas dependen-
cias, ó habian sido en gran parte traslada-
dos á Simancas , sin formar por tanto una
unidad que correspondiese al descubrimien-
to y dominación de mas importancia y
esteusion de las que presenta la historia
modtma. Cárlos 111 concibió esa idea, y en
1778 ordenó que en el mismo archivo de
Simancas se preparase un local indepen-
diente que constituyese el archivo de In-
dias. No pudo realizarse , y de sus resultas
se mandó establecer en Sevilla , dando este
encargo en 1781 al entendido canónigo de
Cuenca Dk Antonio de  tara. Sus trabajos y
después los de D. Agustín Cean Bermudez,
han dado por resultado en pocos años el
magnífico actual archivo de Indias, estable-
cido en la casa-lonja de la mencionada .ciu-
dad, ocupando en ella tres grandes salones,
en los cuales se ven empleados con buen
gusto el ébano , la imitación de caoba , y
buena cristalería, asi como los jaspes en la
escalera y dependencias que conducen á
este rico y vistoso depósito, que no deja de
visitar ningún estranjero de los que llegan
á Sevilla.

Dióse,pues,órden de reunir allí todos los
papeles relativos á Indias, esparcidos en las
respectivas dependencias , inclusos los que
ya existían en el archivo de Simancas. Co-
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cedidos á la ciudad se conservan en el ar-
chivo particular del ayuntamiento.

$ .16 .  Archivo de Zaragoza.

Según hemos indicado en el párrafo ante-
rior, Zaragoza, como Valencia, tiene su ar-
chivo particular que encierra muchos y es-
celentes documentos del antiguo reinado do
aquella corona.

En la visita privada á algunos archivos,
encargadaen 1849 al actual director general
de los dependientes de Gracia y Justicia, don
Pedro Sainz Andino, el de Zaragoza mereció
una mención honrosa por su riqueza de do-
cumentos , esmero y arreglo.

$. 17. Indicación general de oíros archivos
que merecen atención.

Hemos querido presentar en esta sección
una muestra, aunque sucinta, de la riqueza
mal conocida, que en punto a archivos y do-
cumentos encierra este país , y en ello una
gran razón para cscitar enérgica y viva-
mente la atención de la administracon cen-
tral, que es lo que nos hemos propuesto,
así como interesar la de nuestros sabios
hácia un emporio de riqueza tan mal apro-
vechada. Con este fin añadiremos aun por
conclusión á esta reseña algunas páginas
que no dejan de aumentar el interés del
cuadro general.

Todavía dentro de Madrid tenemos dig-
nos de atención:

1?  El archivo ó registro de la real es-
tampilla, existente en el piso alto del real
palacio.

2 /  El de la antigua cancillería de la Cá-
mara, hoy agregado á Gracia y Justicia, y
existe en la casa de los Consejos.

5 /  El del nuevo Consejo real que existe
en la mí&ma casa, aunque de moderna crea-
ción, como el cuerpo, pues el de Indias que
se le agregó, queda ya indicado se trasladó
al de Sevilla.

4 /  El del tribunal especial de Guerra y
Marina, sito en la calle de Atocha en el que
fué convento de Santo Tomás. Tiene docit-

mo la operación era casi un imposible, no
se resolvió completamente , ni con la euc-
titud que se deseó , asi como tampoco sin
pérdidas, y confusión inevitable. Reunié-
ronse sin embargo en el nuevo archivo mas
de  treinta mil legajos ó volúmenesde impor-
tantísimos ó curiosos documentos, que au-
mentarían diariamente por necesidad, ya por
los que ocasiona el gobierno de los restos
que aun conservamos de nuestra vasta do-
minación, ya porque no hay oficina gene-
ral en que todavía no se hallen papeles de
Ultramar, según puede verse por las sec-
ciones anteriores.

Señaladamente quedaron en Madrid los
papeles de la antigua cámara de Indias, sin
contarlos muchos que en 1854 se trajeron sin
grande órden del archivo deSimancas. Exis-
tían en cuatro piezas altas y desabrigadas
de  la casa de los Consejos. Informando al
gobierno en 26 de noviembre de 1846 el
encargado interino de este archivo decía:
«en él se encuentran hacinados los legajos,
y de tal manera involucrados, que bien
puede compararse su confusión al depósito
miserable que ofrece la ley á los desgra-
ciados que son víctimas de un incendio.»
Por resultas de ello estos documentos que
en  diez años habian estado encargados su-
cesivamente al ministerio de Estado, al de
Gracia y Justicia y al Consejo real, han si-
do  recientemente trasladados á Sevilla.

$. 15 .  Archivo Je Valencia.

Aun cuando hemos visto formalizado en
Barcelona el archivo general de la antigua
corona de Aragón, no. se opone eso á que
cada uno de los estados de la misma haya
conservado su archivo particular, como su-
cede en Valencia , Mallorca y Zaragoza.

El de Valencia reune considerable núme-
ro  de papeles, formando como parte de él
los  del archivo real ó de Palacio , los de la
diputación , de la antigua audiencia, del
justicia civil, los de gobierno y ios de la
bailía general, aunque en rigor este archi-
vo  pertenece al real patrimonio. Los anti-
guos privilegios de los reyes de Aragón con-
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meatos de mas de des siglos de antigüedad,
procedentes del antiguo consejo de la Guer-
ra , cuyo archivo tuvo el encargo de arre-
glar el célebre D. Tomás Iriarte.1

5?  El del tribunal mayor de Cuentas
que estuvo en el real palacio, luego en la
casa de los Consejos, después en la casa
llamada de los Niñas de Leganés, junto á
Santa María de la Ahnudcna, y por último,,
en la casa llamada de! Platero, al fin de la
calle Mayor, Contiene papeles de mediados
del siglo XVI.

6 .’ El de la dirección general de la Ar-
mada. Contiene papeles desde principios
del siglo pasado.

7 .’ El del establecimiento hidrográfico,
en la calle de Alcalá. Contiene importantes
manuscritos y relaciones inéditas de viages
y descubrimientos, cartas y derroteros.

8 .* El de cruzada , en la plazuela del
Conde de Barajas, núm. 8.  Contiene bulas
y breves pontificios bien conservados.

9 .” El de la Nunciatura, en la calle del
Nuncio, núm. 13, en la casa destinada para
los nuncios y enviados de Su Santidad, Sus
papeles son judiciales, y bulas y breves
causados por la secretaria ú oficina llama-
da abrcrúiduría.

10. El de la vicaría y visita eclesiástica,
calle de la Pasa, núm. 3 .  Contiene, como
es de suponer, documentos relativos á los
contratos matrimoniales, y por tanto intere-
santes, como que encierran el origen y su-
cesión délas familias. Contiene también los
de lo judicial y correccional.

11. El de escrituras públicas de Madrid,
en la Carrera de San Francisco, núm. 10,
auncuando habrá de trasladarse, por ame-
nazar ruina el edificio. Hoy está agregado
al ayuntamiento. Fue mandado formar por
Carlos 111 con el fin de recoger los protoco-
los dispersos de los escribanos realce, á cu-
yo propósito el Consejo publicó un ban-
do en 7 de julio de 1776 mandando que
todo el que tuviese papeles ó escrituras
de dicho genero , fuera particular ó per-
sona pública, los presentase. Los escriba-
nos están obligados á remitir testimo-
nio de cada una de las escrituras que otor-

ARCHIVO.
gan. Ha tenido pérdidas é interrupciones
en su arreglo. Hoy reune sobre 9,000 lega-
jos, ó protocolos, de los cuales 3,000 están
arreglados y registrados. Es un archivo de
suma utilidad , y asi se ordenó los hubiere
en todas las capitales, aunque no se ha
cumplido.

12. El de Monserrate, en fin, en el mo-
nasterio de ese nombro. Contiene escclcntos
crónicas y documentos para ¡lustrarla his-
toria.

Aunque ya dependiente del ministerio de
Comercio, Instrucción y Obras públicas,
haremos mención del archivo de la suprimi-
da inspección de estudios, notable por su
arreglo, bajo cuyo punto de vista es tal vez
uno de los primeros de la corté.
Fuera de esto la reseña no tendría término,

pues que no hay villa , ciudad , catedral, ni
hubo convento, que no tenga ó haya tenido
el suyo, sin que. apenas haya uno que por
la ambulancia de nuestra antigua cottey las
vicisitudes del país no contenga documentos
interesantes bajo del punto de vista históri-
co. En el municipal de Valladolid, por ejem-
plo, se ve asentado en un antiguo libro de  ac-
tas una cantidad para la adquisición del
Enero lieal,como necesario en la corporación,
lo que ha hecho creer á algunos críticos si
estuvo mandado adquirir á todos los comu-
nes, lo cual revelaría el propósito de hacerle
admitir en el reino como código general : en
un humilde convento de monjas de Toledo
fue encontrado el testamento auténtico del
rey I). Pedro.' cu San Isidro de la ciudad de
León se conserva el original latino déla que
se cree verdadera y genuina historia del Cid,
publicada por el P.  Risco, y así de otros in-
finitos.

Merecen entre ellos consideración el de
la catedral de Toledo, el archivo  biblioteca
del escorial, los de las ciudades de Pamplo-
na, Mallorca y la Goruña: el de Govarru-
bias, mandado construir de nueva planta
por Fc!idell,el cual contenía los papeles del

| adelantamiento de Castilla y otros muchos
i interesantes: y los de la catedral y ayunta-

miento de Burgos, el segundo de los cua-
les empieza con el fuero de población dado
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�los primeros arciprestes que tienen logares
�de Deanes, son mayores que arcedianos,
■deven fazer su morada continuadamente en
»la Eglcsia cathedral, mas que en los otros
� logares. E han de tener en guardalodos los
�Prestes dessas mismas Eglosias, donde fue-
■sen arciprestes, é á todos los otros de la
■cibdad, segunú la costumbre usada decada
�logar. E quando el obispo non fuere en la
�Eglesia, ellos deben cantar la misa en su
�logar, ó mandar á otros que la digan. Elos
�otros arciprestes, que son en las Eglosias
■cathedralcs, como quier que non tengan
�tan grand logar, como deanes, esso mismo
�han de fazer de su oficio, como los otros,
�fueras ende que son menores que los arce-
d i anos ,  é son tenundos de los obedescer.»

Ademas de las atribuciones consignadas
en esta ley de Partida, tenían también á su
cargo la bendición de las fuentes bautisma-
les, y aun la bendición del pueblo , en au-
sencia del prelado, y también la predicación
y confesión, y en los casos en que hubiese
de administrarse al obispo el Viáticoy la Es-
tremauncion, era el arcipreste el que desem-
peñaba estas funciones, costumbre que aun
se observa en muchas catedrales. Ademas el
concilio de Mcrida , cao. X ,  les prescribió,
que asistiesen al concilio provincial, cuan-
do su obispo no pudiera presentarse en él.

Este gran cúmulo de atribuciones, y la
jurisdicción que era consiguiente á su ejer-
cicio, hicieron que se variase la disciplina
acerca de ellos, y que se principiara á nom-
brar arciprestes por los obispos, no á los
que designaba la casual antigüedad de la
ordenación, sino á los que se crcia mas á
propósito para este cargo por sus virtudes,
saber y energía. Los griegos fueron los pri-
meros que principiaron á variar la discipli-
na acerca de este punto, innovación que no
fue bien mirada en un principio, ni tampo-
co por los latinos. San Gregorio Xacianzcno
refiere de sí mismo, que no quiso accederá
que San Basilio le nombrase su arcipres-
te (1).

El arcipreste entonces era uno soloen lO-

á la ciudad por el rey D. Alfonso el VI en i
1076.

Y entre otros infinito ¿qué ha éido de
los archivos de monjes de Sahagun , de Es-
lonza, de SanMillan de la Cogulla, y de San
Pedro de Cardcña,cn el cual, según Bcr-
ganZa, empezaban los documentos, cartas
y privilegios rodados , originales, desde el
siglo IX? Todavía una visita general, enco-
mendada á personas entendidas y fieles,
de  acuerdo con las juntas provinciales, cien-
tíficas y artísticas , encargadas de recojer y
conservar los libros, pinturas y monumen-
tos de las comunidades religiosas suprimi-
das, salvaría infinitos y preciosos restos de
una riqueza , casi perdida ya ,  y que pasa-
dos pocos años, lo habrá sido sin remedio
y para siempre.

ARCIPRESTE. ARCJPRES-
T12GO «Arcipreste tanto quiere decir
(según la ley 8, til. 6, Parí. 1) como c«Mi-
llo de Prestes , é esto es, porque tienen po-
der  sobre ellos en las cosas que adelante di-
remos.» El origen de los arciprestes se re-
monta á ja época primitiva de la Iglesia, en
que  ios obispos presidian lá reunión ó coro-
na  de los presbíteros de su iglesia, á lo que
se daba el nombre de presbiterio. Pero como
muchas veces no podían presidir estas reu-
niones, ora por enfermedad , por ocupacio-
nes  graves, ó por tener que asistir al concilio
provincial , cuando estos se celebraban con
mucha frecuencia , en tales ocasiones presi-
d io  á nombre del obispo el presbítero mas
antiguo, no por edad, sino por ordenación.
Gran importancia dió á los arciprestes una
atribución tan honorífica, y de aquí el que
llegasen á ser grandes sus prerogativas,
considerándose, como lo eran en efecto, vi-
carios natos del obispo en todas las cosas es-
pirituales. La citada ley de Partida csplica
sus  atribuciones en esta forma.

■ E los arciprestes son en tres maneras:
«las dos son en las Eglosias cathedralcs, que
� tienen logares como Deanes ; en otras
� Eglosias cathedralcs ay otros que non tic-
»ncn tamaños logares, como ellos; é sin os-
i tos ay otros arciprestes menores, que son
� puestos por las villas de los obispados. E CI Oración 90.
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da h diócesis, como se colige de aquellas pa-
labras de San Gerónimo, que es el primero
que de él hace mención (i). Singuli Ecctesia-
rum Episcopi, singuli Archiprcsbileri, singu-
li Archidiácono. Según el concilio IV deCar-
tago, can. XVII, el obispo tenia derecho pa-
ra nombrar al arcipreste, ó al arcediano, pa-
ra cuidar de los enfermos, viudas, pobres,
huérfanos ó peregrinos, funciones que te-
nían analogía con los respectivos cargos de
uno y otro. En aquella época indudablemen-
te se consideraban como superiores los ar-
ciprestes á los arcedianos, siendo tanto mas
nobles las funciones de aquellos, cuanto lo
son las cosas espirituales, sobre las tempo-
rales, y el presbiterado sobre el diaconado.
Cuando posteriormente principiaron á crear-
se arciprestazgos rurales, se consideraron
los arcedianos como superiores á los arci-
prestes: mas antes de tratar esta interesante
cuestión, hablaremos de estas distintas cla-
ses de arciprestes urbanos, ó de ciudad, y
foráneos ó dei Campo.

Arciprestes urbanos. La ley de Partida
trae, según hemos visto, tres clasesde arci-
prestes, á saber: los mayores ó de primera
clase de que hasta el presente hemos habla-
do; y los segundos, acerca de los cuales dice |
«que son en las Eglesias catedrales, como
«quier que no tengan tan grand logar como
«deanes, esso mismo han de facer de su ofi-
«cio como los otros, fueras ende que son me- '
«ñores que los Arcedianos, é son tcnudos de
«los obedecer.» Quizá esta división de las
Partidas sea mas exacta y adecuada, que la
seguida hoy generalmente por todos los ca-
nonistas, que ya no hacen distinción entre
unos y otros arciprestes urbanos, confun-
diéndolos en una misma categoría, porque
habiendo caducado sus atribuciones, han ve-
nido á quedar iguales unos á otros y redu-
cidos á una mera dignidad de la iglesia ca-
tedral. La ley dePartida llama á los prime-
ros arciprestes urbanos, deanes, nombre que
sedió efectivamente en un principio á los
arciprestes foráneos y que se aplicó después
igualmente y como sinónimo á los arciprcs-

ARCIPRESTE.
tes urbanos , encargados de la presidencia
del cabildo de la iglesia catedral en ausen-
cia del obispo. Mas á pesar de eso en algunas
de nuestras catedrales se hallan todavía ar-
ciprestes, que por una confusión de discipli-
na, existen en ellas supeditados á los dea-
nes.

Reducidos hoy dia, como hemos dicho, los
arciprestes urbanos ála condición de meras
dignidades de la iglesia catedral, apenas les
resta alguna atribución de las que gozaron
en otro tiempo (pues de los respectivos á
los deanes hablaremos en esta palabra), an-
tes bien se les han derogado espresamente
algunas de las que tuvieron en otro tiempo.
Así es que aun en los cabildos en que la
presidencia corresponde espresamente a] ar-
cipreste, no puede encargar á otro que di-
ga sus misas, ni sustituir sus facultades , co-
mo hacían antiguamente y estaba en sus
atribuciones, tanto por las decretales, como
por la ley de Partida. Aun en el caso deque
le corresponda celebrar las misas solemnes
en ausencia del obispo, tiene obligación de
celebrarlas por sí mismo, según lo dispuesto
por la sagrada congregación de ritos, y ca-
so de que no pudiere ó no quisiere celebrar-
las, se dirán por turno entre todos los pre-
bendados, pues considerándose esto suma-
mente honorífico, tienen derecho lodos á
que se reparta entre ellos este honor por
igual,. Según otras varias disposiciones de
la misma congregación , en consulta de ca-
sos particulares, se  prohíbe á varios arcipres-
tes urbanos exigir sillón á parte, modo de
incensar distinto del que se use con los de-
mas canónigos, ser preferidos al canónigo
celebrante , entrometerse en el gobierno
del coro, que corresponde al chantre, y que
se dé al sustituto del arcipreste los hono-
res de incienso y paz ,' como á él : mas
en cambio puede y debe preceder al vica-
rio del obispo (cuando aquel sea canónigo),
ene!  coro y procesiones y también al arce-
diano en los entierros, aunque aquel sea
primera dignidad, ni puede el vicario del
obispo quitar al arcipreste el derecho que
tuviere para cantar las misas solemnes en
ausencia del obispo. Todas estas disposicio-Epis’. fnd. Rusl.
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ereemos que esta ligera reseña de la or-

ganización actual de  los areiprestazgos ur-
banos en ntiestra patria, no desagradará á
nuestros lectores, ora como muestra de  lo
existente, y quizá en su día como recuerdo
histórico. ‘

Arcipreste» rurales ó foráneos. Al aumen-
tarse las diócesis y recibir mayor ostensión,
idearon los obispos dividirlas en varios dis-
tritos , encargando la  dirección dé los  asun-
tos espirituales de aquella comarca al pres-
bítero mas antiguo , ó mas idóneo , para que
la administrase bajo su inmediata vigilan-
cia. A la manera que en1la milicia romana, >
al cabo que  mandaba diez soldados se le  lla-
maba decurión , dióse á estos arciprestes ru-
rales el título de  decanos , porque se tes
encargaba la dirección de  diez presbíteros,
Ó párrocos. Los adjetivos rural y foráneo,

significaban su separación de la iglesia ma- ‘
triz, ó su  residencia en  el campo, así como
el nombre de plebanos , que también recibie-
ron en algunas partes, indicaba que presi -
diah á la plebe , ó aquella párle del pueblo de
los campos, menos culta, en lo general, que
la de la metrópoli. Mas esta organización no
duró por mucho tiempo, y continuaron los
arciprestes rurales usando indistiniamente
el nombre de decanos ó deanes, aunque
fuesen ya muchos mas de  diez los presbí-
teros ó párrocos que tenían á su cargo. Como
los arcedianos de la catedral lenian que sa-
lir con frecuencia á recorrer la provincia,
para arrendar las heredades de la iglesia,
recaudar los intereses y vigilar por los bie-
nes de ella , solían los obispos encargarles
que visitasen y residenciaran á los arcipres-
tes rurales, y de  aquí vino el que Jos arce-
dianos se llegasen á considerar como ge -
fes natos de ellos. Nuestra ley de  Partida
arriba citada dice hablando de  estos:

■ La tercera manera de los otros (Arriprra-
�les) que son puestos por las villas de  los
«obispados, son menores que los de  las Egle-
«sias catedrales; é cada uno es  tenudo de
■obedecér á su Arcediano , é destos átales se
«entiende lo que dize la cuarta ley ante des-
«ta, que deuen ser puestos por e l  obispo, é
«por el arcediano , é ellos los deuen tirar,

oes de  la sagrada congregación1 de  ritos
pueden verse en los autores , que tratan es-
proíeso Ja-materia, en  especial Barbosa y Fag-
nano, en  sus respectivos comentarios , y á
Ferrari que las presenta compendiadas.

De todas maneras las regla&que deberán
tenerse en  cuenta sobre esta materia son
bien sencillas, á saber; que«con arreglo á
las decretales y disposiciones pontificias, en
todas estas materias se  esté á la costumbre
y práctica de las iglesias , y segunda, que
en  los casos en que no haya acerca de  esta
práctica, ni prescriba el  derecho lo  que se
deba hacer, se tenga en cuenta el origen de
eata institución , cuyo objeto era el ayudar
al obispo á soportar la carga de las cosas es-
pirituales, y si fuere cosa análoga á las
atribuciones, que en esta parle disfrutaban
según la antigua disciplinarse favorezca la
causa del arcipreste, debiéndose acudir en
Ultimo resultado á la  sagrada congregación
de  ritos.

En España son muy pocas las iglesias ca-
tedrales que tienen arciprestes urbanos,
desde la época de  la restauración. En las
iglesias de Castilla y Galicia, apenas hay
arciprestes urbanos, no existiendo en  las de
Toleda, Burgos,  Santiago y Sevilla, ni sus
sufragáneas , a eacepcion de  Cuenca, única
que  tiene arcipreste en  Castilla, al paso que
las  diócesis están comunmente divididas en
areiprestazgos foráneos. Tampoco los hay en
la  de  Tarragona ni en  sus sufragáneas, que
comprenden todo el principado de  Cataluña,
pudiéndose decir, que la única provincia
eclesiástica de  España en que existen arci-
prestes urbanos, es la de  Zaragoza con sus
sufragáneas. La metropolitana de  Zaragoza
tiene «ios arciprestes, inferiores á los dos
arcedianos titulares de  sus iglesias catedra-
les: igualmente los tienen las sufragáneas
de  Tarazón* y Teruel y las colegiata* de  Da-
roca y Belchite, cuyos areiprestee residen
en  la del Pilar de  Zaragoza; pero posterga-
dos lodos ellos á los arcedianos de  dichas
colegiatas. En la de  Ta  razona reside el arce-
diano de  Santa María de Calatáyud, mas no
el arcipreste, que reside en esta última, pe-
ro  como inferior al deán, .

TOMO n i .
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cesis en  arcipreslazgos foráneos, con juris-
dicción particular.

Tales son, por ejemplo, entre los sufra-
gáneos del arzobispado de Toledo , el de  Si-
gilcnza, que se divide en diez arciprestaz-
gos; el de Cuenca que tiene ocho, y Osma
catorce; Santiago tiene treinta y seis; Sala-
manca once , y Tuy quince. El arzobispado
de Burgos se divide en cuarenta y seis ar-
ciprestazgos , que comprendan cincuenta y
cuatro vicarios ; la sufragánea de Pamplona
tiene diez y ocho arcipreslazgos, y la de
Falencia treinta y tres y cinco vicariatos. �-

En Cataluña, ó lo que es lo mismo, en
Tarragona y sus sufragáneas, no se conocen
arcipreslazgos urbanos, ni foráneos, y'solo
existe el de Ager, de que hablaremos des-
pués, y por lo que hace á las metrópoli la-
nas y sufragáneas de Zaragoza , aunque tie-
nen arciprestes urbanos, según queda di-
cho ,  no tienen foráneos: lo mismo que en
Aragón sucede en Granada y sus sufragá-
neas, que tienen arcedianos superiores á los
arciprestes urbanos en categoría, pero no
foráneos; vestigio quizá de la parte que en
su organización pudiera tener D. Fernando
el Católico, como rey de Aragón.

Mas en otros obispados sucedieran á los
arciprestes y arcedianos los vicarios forá-
neos ú oficíales , ora porque ios obispos
hallaran quizá abusos que corregir en los
arciprestes , ó bien porque creyesen mas
conveniente poner oficiales amovibles ad  «t*-
lum.  En nuestra patria pudo tenerse en
cuenta adornas para estas divisiones, he-
chas quizá en la época de  las reconquistas,
la práctica adoptada en otras iglesias mas
antiguas. ~
. Como á veces suele suceder que se rei-
na* en un punto déla diócesis el vicario fo-
ráneo , puesto por al obispo , y el arcipreste
titular de la colegiata ó parroquia principal
del distrito, la sagrada congregación de  ri.
toa se ha v islo y a en el caso de dirimir en al-
gunas ocasioaes lascompetenoiasque se ori-
ginaban de  esa reunión , fallando por lo co-
mún á favor del vicario: asf, por ejemplo el
dispensar acerca de la observancia, de  los
dias festivos , no corresponde al arcipreste,

«quando íizieren porque, E las cosas que
■aquestos han de fazer, son estas: deuen
■ requerir é visitar todas las Eglesiasde sus
■arcipreslazgos t también las de las villas,
■como las de las aldeas; é saber como vi-
«ven los clérigos, é como fazen su oficio : é
«otrosí de que vida son los legos , é si falla-
� ren que alguno destos á fecho algún yerro,
�deuéngelo fazer enmendar, é castigarlos
«que lo non fagan dende en adelante: é si
«los yerros fuesen atales, que ellos non
«los puedan castigar , nin fazer enmendar,
«deuenlo dezir á los Arcedianos, ó á los
■ obispos, que los castiguen : é pueden des-
comulgar,  é vedar, segund que dize en la
«cuarta ley ante desta, que lo pueden fazer
■ los arcedianos.»

Los cargos y atribuciones de ios arci-
prestes rurales se hallan consignados aun
mas «¿tensamente en el líL 2a, Jib. 1 de
las decret. de offílio Arcliipresbileri Cap. 4 ,
(uí siagidiB plebes), que dice así;  «que cada
«plebe tenga su arcipreste , para que cuide
«asiduamente del pueblo de Dios , esten-
■diendo su solicitud, no solamente al vulgo
«ignorante, sino también vigile de continuo
«sobre el modocon que viven los demas pres-
■biteros que habitan en las parroquias, ó lí-
« lulos menores, y avise alobispo la forma en
«quecumplecadauno con el servicio divino.
«Y no mire solamente el obispo que la plebe
«no necesite de arcipreste , porque se crea
■él con fuerzas para gobernarla toda , por-
«que aunque pueda hacerlo conviene que
■reparta sus cargas , y así como él preside
■en la iglesia matriz,. deje que losarcipres-
«les presidan á las plebes, para que así no
«ande vacilando su cuidado pastoral; pero
«ellos deben referirlo todo al obispo, y guar-
«dénse de obrar nada contra su mandato.»
De esta decretal se infiere claramente qué
clase de atribuciones eran las que ejercían
los arciprestes rurales ó foráneos. Mas pun-
tuales en el ejercicio de su pequeño cargo,
no merecieron tampoco las invectivas que
los arcedianos , y así los vemos subsistir to-
davía en nuestra patria, casi en la misma
forma que en la antigua disciplina, subdi-
vidiéndose la mayor parte de nuestras dió-
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tratar de aquellos cuando son nombrados
obispos in parlibus, inserta el siguiente cu-
rioso párrafo relativo al arcipreste del Vati-
cano, »1 cual damos cabida en este arti-
culo, no tanto por dar A conocer las atri-
buciones estraordinarias de tal arciprestes
cuanto por ésplicar el carácter de las que
restan á los demás en la disciplina vigente.

■Entre lós arciprestes de las patriarcales
�(dice aqufel erudito pontífice) solo el'que
�desempeña este cargo en la basílica de San
�Pedro, en atención á sus grandes privile-
�gios, dá á los clérigos agregados ¿ su ba-
sílica, dimisorias para recibir órdenes, y
�también administra el sacramento de la
�Confirmación; pero ni él, ni los demás ar-
ciprestes, tienen jurisdicción alguna para
�conocer ’y juagar las cansas que se suscí-
�tan entré los canónigos y demás, que sir-
�ven en las basílicas mismas, habíédoseles
�quitado esta facultad por una constitución
■de Inocencio XII, que Nos confirmamos en
■otra nuestra , dada en 15  de febrero
�de 1742, y consignada en el tomo 1 de
�nuestro Bulario, con el nútn. 44, que em-
�pieza: guantum ad procurandum. Final-
�mente , después de estas constituciones
�no se deja A los arciprestes mas jnris-
�diccion que la paterna y económica, en
■�aquellas cosas que corresponden al culto y
�reforma de costumbres.»

Superioridad de los arciprestes sobre los ar-
cedianos. Al hablar de los arcedianos, omi-
timos esta cuestión por parecemos mas
conveniente Ventilarla en este otro paraje.
Aunque los canonistas le dieron gran im-
portancia en otro tiempo, al presente, redu-
cidas casi A la nulidad Jas atribuciones de
nnos y otros, no creemos necesario, ni aun
oportüno, insistir demasiado en esta cues-
tión.

Remoa manifestado ya, que en un prin-
cipio los arciprestes eran superiores á los
arcedianos, no solamente por su dignidad
presbiteral, sino también por la importancia
de su ministerio. Las visitas que solían lia
cér los arcedianos á los arciprestes rurales,
por comisión de los obispos, principiaron a
darles una influencia grande sobre aque-

sino al vicario; más en  el caso de que este
no se halle en el  pueblo, podrá hacerlo el
arcipreste, según varias declaraciones de
dicha congregación. Igualmente le está pro-
hibido al arcipreste foráneo exigir honores
y distinciones , no solamente en la iglesia ca-
tedral, donde no tiene carácter ni digni-
dad alguna, sino tampoco en su respectiva
iglesia , exigiendo de sus presbíteros loa ho-
nores que reciben de su cabildo los prolados.
Mas con respelo á este punte, como igual-
mente al ejercicio de  la jnrisdiccion, deberá
estarse á la costumbre de las iglesias, ma-
cho mas si han sido introducidas por con-
cordias particulares, como sucedía con fre-
cuencia , para cortar antiguos litigios.

Arcipreste tullina. No podemos menos de
hacer aquí mención de esta singularidad de
nuestra disciplina, no consignada, ni en tas
divisiones que generalmente hacen loe de-
creta) islas al hablar de los arciprestes, y que
tampoco corresponde á ninguna de las di-
visiones consignadas en la ley departida ya
criada. Tal es el arcipreste de Ager en Ca-
talana, que no solo es prelado vera fttU/ítM,
con su colegiata y correspondióme cabildo
de  eanénigos, racioneros y beneficiados,
tino que forma territorio reparado, con 38
parroquias y 13 anejas, pira cuya dirección
tiene tribunal y nombra vicario general y
demas dependientes.

Es también notable, aunque no igual á
este en categoría ai jurisdicción propia, el
arcipreste dé Valdonsella, que siendo en lo
antiguo dependiente de) obispado de Pam-
plona, se unió en 1783 al de Jaca, por bula
de su Santidad, espedida en 16  dediciémbre.
Con este motivo se dividió desde aquella épo-
ca la diócesis de Jaca en dos partes, llamada
la primera obispado Viejo, y la segunda
Nuevo; ejerciendo la jurisdicción en aquella
el provisor del obispo, y en esta otra gene-
ralmente ei arcipreste de Valdonsella, que
tenia su residencia en aquella villa.

Arcipreste del Vaticana. Benedicto XIV en
la constitución 36 del tomo 2.°de su Biliario,
después de hablar de los arciprestes‘de las
basílicas de Roma, que fueron elevados á la
categoría de cardenales y con motivo de
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verse á Berardi In  jut Ecefaiatlicum , to-
mo 2,  part, 2, observación 1 .

ARCO1WTE. Voz griega que equivale
á la de gobernador ó magistrado superior.
Cicerón traduce la palabra arconte en la de
pretor.

Suprimida en  Atenas la monarquía, se en-
cargó el gobierno supremo 4 cierto número
de gobernadores ó altos funcionarios, que
por el significado natural de la voz ae Hu-
maron arecates. Eran nueve y se repartían
el gobierno del pais. El segundo de ellos
tenia la administración de justicia. Los ar-
contes, elegidos en un principio por el su-
fragio popular y después por la suerte, y con"
firmacion del Senado , fueron primero per-
petuos , después decenales , y por último»
siempre suspicaz el pueblo ateníanse, y te-
miendo la monarquía, anuales.

Equivaliendo la denominación de  arconte,
como queda dicho, á U de  gobernador, jefe,
pretor, etc., se estendió en la Grecia roma-
na y posterior á todos los ordenes, esto es,
al .eclesiástico, al militar, al municipal, etc*
De aquí eldlamar alguna vez áreosles á loa
obispos , á los jefes del palacio imperial, á
ciertos comandantes de  fuerzas militares,
á diferentes eclesiásticos con cargos espe-
ciales, como el de guardar el libró de  los
Evangelios, álos dumvírof de loo pueblos, etc.

ARDITE.  Moneda catalana, llamada
también dinero y dinerillo. Un real de ar -
diles ó dineros, contiene 24  de esto», que
equivalen á 36 maravedises y 4|7 de mara-
vedí de la moneda castellana. Cada ardite
por lo tanto vale 1 1[2 maravedí de los de
Castilla.

AREA.  Voz de la geometría que es-
presa el espacio que ocupa una figura. Por
traslación significa en el  lenguaje jurídico
el espacio ó la parle superficial del suelo,
circunscripta ó determinada, que ocupa un
edificio. Hemos dicho que la parle superfi-
cial porque si no se espresase otra cosa, en
la palabra aren so  se  comprende mu que la
mera superficie.

AREIWZAZGO. Contribución anti-
gua,  ó cuota pecuniaria que en lo antiguo
exigían los alcaldes á los reos de homicidio

líos, la cual llegó con el tiempo á supeditar i
también á lo* arciprestes urbanos, cuando
los arcedianos consideraron ya como propia
la jurisdicción que ejercían. La administra-
ción y manejo de los caudales y bienes de
la iglesia, les daba grao importancia á loa
ojos de los hombres mundanos, y esto hizo
que no les faltaren aduladores. Así como la
ambición de los magnates se sacia con fabu-
losas genealogías, la de los que ejercen car-
gos públicos suele saciarse también con fal-
sos privilegios. De aquí las ficciones acu-
muladas á San Isidoro y á un concilio de
Toledo (no se  dice cual), para suponer que
los arcedianos eran superiores á los arci-
prestes, lo cual consignó igualmente Gracia-
no (Dislinc. 25 de. Ecclesiaslicürum oflítiis),
y siguieron después varios papas,, de bue-
na fé , apoyándose cu- ellos para decidir
é incluyéndolos en el cuerpo de las decreta-
les. En especial, Inocencio III recorre iodos
estos monumentos, fundándose en San Isi-
doro, en la constitución del órden romano,

. en la epístola del papa Clemente y en otras
decisiones suyas, para probar la superioridad
del arcediano. Pero García de Loaisa ase-
gura, que San Isidoro no dijo lo que le im-
putó Ivon de Chartres, y todos los canonis-
tas y críticos y los correctores mismos de
las decretales, convienen en que.no se baila
tal cosa en ningún concilio de Toledo, y fi-
nalmente , Antonio Agustín prueba , que
aquellas palabras no estaban en el órdep
romano. Ademas el mismo Graciano había
compilado en la distinción 94, laque lleva
por epígrafe: Arcliidiacoxi super Presbíteros
jurisdicctionem non exerceanl\ en la que por
cierto no queda muy bien parada la pureza
de los antiguos arcedianos: y si no podían
ejercer jurisdicción sobre los presbíteros
¿cómo sobre el arcipreste? Se ve pues con
cuanta oportunidad dijo nuestra ley de Par-
tida, sin alucinarse por aquellos falsos do-
cumentos. «E los primeros arciprestes que
tienen logares de deanes, son mayores que
arcedianos,* palabras que dan honor á la
perspicacia desús redactores, manifestando
que no en todo fueron serviles copisias de
las decretales. Sobre esta cuestión puede
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cualquiera de los delitos de traición , regi-
cidio,. parricidio , robo ó muerte alevosa ó
ejecutada por precio, recompensa ó prome-
sa. Esta pena no tendrá efecto cuando el
que haya de  sufrirla sea ascendiente , des-
cendiente, cónyuge, hermano del reo sen-
tenciado á muerte, mayor de sesenta años,
ó muger.

AnT. 113. El sentenciado á la  pena de
argolla precederá al reo ó reos de pena ca-
pital, conducido en caballería y suficiente-
mente asegurado. Al Ifegar al lugar del su-
plicio se le colocará en un asiento sobre el
cadalso, en el -que permanecerá mientras
doro la ejecución asido á un madero por
una argolla que se le pondrá al cuello.

LEGISLACION ESTRANGERA.

No es ésta una de aquellas penas á que
han apelado con mayor frecuencia las leyes
dejos  diferentes pueblos y de la que nos
presenta muchos ejemplos la historia. Di-
cese que es muy antigua y que ya se usó
entre los romano; con el nombre de  coliare
ferreum y de collislrigiiun; sin embargo, si
bien pudo ser la argolla una de las muchas
vejaciones que  hacía sufrir el acreedor al
deudor que nó le pagaba, es lo cierto que
no aparece clasificada entre las penas qne
se habían señalado para la represión de los
delitos. Omitenla las XII Tablas; no se sabe
de ley alguna posterior que la autorizara,
ni tampoco se encuentra entre Jas diversas
de que hacen mérito él cuerpo de derecho
de Justiniano..

Eo cuanto á les códigos bárbaros pue-
de decirse que no se valieron de ella,
siendo lo mas probable que este fuera unp
de los suplicios que nacieron en la edad
media.

Viniendp ahora á las legislaciones de
nuestra época hallaremos consignada en
algunas la argolla. Asi sucede en la Chi-
ua, seguna-efiere un eminente historiador
contemporáneo (1). Por lo locante á Los.
códigos modernos, la han rechazado loa

ARGOLLA.
coa título de propinas y dotación del em-
pleo. '

ARGIENZO. ARIENZO. La pri-
mera es voz catalana, la segunda aragone-
sa. Significan una pesa equivalente en un
todo al adarme castellano. ¡

ARGOLLA. Entiéndese por argolla
un collar ó círculo de hierro, dispuesto para
ser aplicado al cuello de los que deben su7

frir esa pena ó suplicio. Antiguamente so-
lía pender ó estar fija en los rollos de las y
ciudades y villas ó en el muro de las casa* J
capitulares ú otro paraje público. Hoy
debe estar asida á un madero fijo sobre el
patíbulo. Dése también el nombre de ar-
golla á la misma pena, y bajo este concep-
to vamos- A ocuparnos de ella en eate ar-
ticuló.

PARTE LEGI9L ATI  VA.

SDMtfel».

Código penal.
Legislación eslrangera,

GODÍGO PENAL.

Aal. 24. Las penas que pueden impo-
nerse cOMarreglo ,á este código y sus diferen-
tes clases son las que comprenden la s i -
guiente escala general.

Penas accesorias.

Argolla.
ART. 29., Loa que hayan sufrido la pe-

na  de  argolla, no pueden ser rehabilitados
s ino  por una ley especial, aunque obtengan
indulto de las penas principales. !

ÁRT. 51 . Las penas deargolla etc. , llevan
consigo las de inhabilitación absoluta per-
pétua y sujeción á la vigilancia de la  auto-
ridad durante la vida de los penados.

A*T. 52. La pena de cadena perpetua
lleva consigo las siguientes: Primera. Ar-
golla en el caso de imponerse la pena de
cadena perpétua á un ce-reo del que haya
sido coodeiado á la pena de muerte por (1 > Caatú.Hii l .  Uní». Lib. 4, cap, 97.
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de Ñápeles, Parma, Dos-Sicilias y tam-
bién el del Brasil; y solo sabemos qne
se haya admitido en el austríaco. Con-
cretando este la esposicion pública á al-
gunas infracciones graves de policía, im-
pone la argolla ¿ los reos de ciertos delitos,
como loa que abandonan el estrañamiento
para volver al país, los que cometen frau-
de acompañado de perjurio , y en general
siempre que se condene á pena que llegue
al menos á diez años de prisión. Ejecútase
la argolla poniendo al delincuente con pesa-
das cadenas en pies y manos y con un cartel
en  el pecho á publico espectáculo. durante
tres dias consecutivos y una hora ea cada
uno de ellos. .

En Inglaterra se usaba el pilori , que
viene á ser lo que entre nosotros la argollo,
parael castigo de ciertos delitos, tales como
el pacto hecho entre el delator y el que iba
á ser objeto de la delación y la publicación
de folletos políticos subversivos. Pero este
país, en medio de ser apegado á sus prácti-
cas y tradiciones, ha suavizado notable-
mente su legislación penal, y actualmente
se halla en él abolido el pt/ori.

Lo mismo ha venido á suceder en la ve-
cina Francia. Vigente allí la argolla, cons-
tituyendo une de las señales de poder juris-
diccional délos señores de alta Justicia, fue
admitida en el código de 3 de bramarlo del
año IV republicano, y pasó también al dd
año 1810 de nuestra era. En este ocupaba
el primer lugar éntrelas penas infamantes
y era preliminar indispensable de los traba-
jos forzados, perpétuos ó temporales y- de
la reclusión; la ejecución debia hacerse en
la, plaza pública, quedando espuesto el con-
denado durante una hora con un cartel en
hi cabeza que anunciara su nombre, pro-
fesión, domicilio, la pena y el delito. Mas
entre las muchas reformas que se hicieron
al Código penal en 1832 con objeto de am-
pliar las garantías del acusado y de templar
el escesivo rigor de qué se usaba para la
represión de los delitos, fue una muy im-
portante la abolición de la argolla, deján-
dose tan solo en pie laesposicion pública co-
mo consecuencia de ciertas contienas aílic �

ARGOLLA.
tivas c infamante?. Los opositores del de-
recho francés elogian la citada reforma v
abrigan lá esperanza de que se complete
del todo, suprimiendo también la exposi-
ción.

Considerando ahora en conjunto la legis-
lación estrangera hallamos que presenta dos
hechos dignos de atención. Es d primero
que la argolla se ha impuesto por lo gene-
ral «orno pena principal ó accesoria de otras,
rara vez única y aisladamente. Es el segun-
do que las legislaciones en que se ha admi-
tido la argolla, han sidolas mas severas y las
que han adoptado otras penas que hoy día
prescribe la ciencia. Respecto á la China, sa-
bido es que su derecho penal raya en cruel,
y así como la argolla, figuran en él el tor-
mentoy la amputación de miembros. El có -
digo austríaco pone en la misma categoría
que la argolla, como agravaciones dé la  pe-
na de prisión, el apaleamiento, que puede
ser repetido varias veces,  el ayuno á pan
y agua , y el estrañamiento con la marca.
Ultimamente, cuando en Inglaterra y Fran-
cia se empleaba la argolla coexistían como
penas, en la primera los azotesy el descuar-
tizamiento de los criminales, y en la segun-
da la marca y la confiscación.

PARTE DOCTRINAL.

«uwAaa*,.

Sec. I. iNTnoBuccioN HisrómcA.
SEC.  I I .  NATURALEZA DE LA PENA DE ARGO-

LLA Y CASOS EN QUE TIENE LUGAR.
SEC.  I I I .  EFECTOS DE LA ARGOLLA.

SECCION I .

INTRODUCCION HISTÓRICA.
� >

Enumerada la argolla en la escala gene-
ral de penas contenida en el código vijen-
te, no será inoportuno investigar cuándo se
ha introducido eu anestro país. Para pro-
ceder acertadamente en r esta investigación
conviene distinguir entro la pena de  esposi-
ción y la pena de argolla própiaménle tales;
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se imponía á los que gozasen de  nobléza
hereditaria ó persona) , á Jos mayores de
setenta años y menores de diez y siete, ni á
las m&geresembarazadas. Los cóndenafdos á
ella debían ser conducidos al sitio donde
estuviera colocada; poníansela al cuello de-
jándoles la cadena de que pendía una vara
de larga, y así habían de permanecer en
piólas horas que mandara la sentencia. Es-
to disponía el proyecto de 1834; mas como
no llegó á alcanzar fuerza de ley , siguie-
ron vigentes las leyes antiguas y la juris-
prudencia que se había ido formando, si
bien ya entonces se encontraban en desuso
muchos de tos rigores que aquellas habían
introducido.

Apareció en 1848 el nuevo Código penal
y quedó con él establecida la pena de argolla,
pena, según hemos visto, no admitida antes
en España, y que puede decirse causó una
verdadera novedad en el derecho penal pa-
trio. Verdad es  que algunos espositores del
Código / a l  hablar de la argolla, aseguran
que es  antigua entre nosotros, aunque sin
esta denominación; pero no citad razón ni
ejemplo alguno en pro de su aserto, ni nos-
otros hemos podido hallarlo; y es muy pro-
bable que los comentaristas á que nos re-
ferimos hayan aludidoá la pena de vergüen-
za ,  vijente en épocas anteriores en la forma
antes, esplicáda , pero diferente de la que
describe el Código en su articulo 113.

SECCION 11-

NATURALEZA DE LA DÍNA DE ARGOLLA V CASOS

Etf QÜE TIENE LUGAR.

Al incluir el Codigo penal la argolla en
la escala general de penas, no la ha dado tal
carácter por si propia, ni la ha Impuesto en
caso alguno aisladamente, sino que la ha
clasificado entre las penas accesorias. Tal
e s ,  pues, su naturaleza esencial.
' Veamos abora cuándo se impone y de qué
pena ó penas debe ser accesoria. Varios
requisitos se hacen indispensables para la
imposición de la argolla.

Es uno de ellos que el reo haya sido con-

ARGOL
arabas peñas tienen ciertamente a® fondo
de semejanza, perú también tienen sus ca-
racteres peculiares. La esposicion, ó sea
la vergüenza pública á que eran sacados los
criminales, es  sin dada alguna antigua en-
tre nosotros, y ha sido aplicada hasta tiem-
po no muy lejano del actual; pero no es
igualmente cierto que la esposicíon acom-
pañada de  la argolla, se encuentre formal
mente establecida como pena en nuestro?
códigos, pues si bien puede citarse en
contrario la ley 4 ,  tít. 31 , Parí. 3? ,
esa. ley no dice mas  que es una pena el
poner en la picota al delincuente para des-
honra suya: in  publicumad especlaculum po-
silio, según entiende Gregorio López en su
resúmen, lo cual, como á primera vísta se
conoce, no es sino la pena de vergüenza, de
simple esposicioD. Esto se ve confirmado y
puesto fuera de toda duda por la defidicion
que de la picota da el Diccionario de la
lengua. «El rollo ú horca despiedra» -dice,
■que suele haber á las entradas de  los la-
rgares adonde ponen las cabezas de los ajus-
ticiados ó loi reót á la vergüenza.»'

Las leyes recopiladas imponen con harta
frecuencia esta pena (nunca la de argolla).
El código de 1822, y es cosa muy notable , á
pesar de la severidad que le  distinguía y á
pesar de haber tomado sin duda alguna
por uno de sus modelos al francés, que te-
nia admitida la argolla, no prescribió seme-
jante pena. Solamente se encuentra entre
las corporales la de ver ejecutar una sen-
tencia de muerte, para lo oual era condu-
cido el reo con el principal condenado á
muerte, descubierta la cabeza , atadas las
manos, con un cartel en el pecho y la es-
palda , debiendo permanecer al  pie del ca-
dalso mientras sufría .aquel Ja  pena de
muerte.

El proyecto de código criminal mandado
formaren los últimos tiempos del gobierno
absoluto, pero terminado al comenzar el re-
presentativo por una comisión nombrada
al efecto por S.  M., incluyó entre las penas
corporales y después de  la muerte la de ar-
golla, que no pedia esceder de cuatro ho -
ras; iba siempre unida i otras penas , y no
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sorias han de durar lo que fas principales,
no puede referirse sino á las susceptibles de
mayor ó menor duración, es  decir, á las di-
visibles, y por ningún concepto á tas que
se ejecutan y se consuman de una sola vez
Tal es la da argolla que ,  segas el Código
penal, no dura cierto número de horas,
dentro del -que pudiera atenuarse ó agra-
varse, sino precisamente jp que larde en
ejecutarse la pena de muerte en el co-reo.

Pero ennviene saber si todos los co-reos
habrán de sufrir la pena de argolla, una vez
que concurran los requisitos quedejamos es-
plicados, sin escepcion alguna. Si  así fuera,
podría algunas veces darse el caso de que
ios co-reos fueran parientes muy próximos,
quizás ascendientesy descendientes. Enton-
ces un hijo mientras estuviera espuesto á la
pública vergüenza, á la animadversión y á
la befa déla muchedumbre, sujeto el cue-
llo con la ignominiosa argoHa, habría] de
estar presenciándolas angustias déla muer-
te del que le diera el ser,  habría de estar
contando los últimos instantes de su agonía.
Tan horroroso caso no estaba previsto en el
Código,, tal cual le dejó concluido la comí �
sion y fue aprobado por los cuerpos colegís-
ladores; mas al cabo se reconoció su posi-

| bilidad y la repugnancia que en si llevaba,
pues que en las últimas reformas hechas al
Código en 7 de junio de IBbO, se ha dejado
sin afectóla argolla cuando el que haya de
sufrirla' sea ascendiente, descendiente,
cónyuge ó hermano del reo sentenciado á
muerte, mayor de sesenta años, ó muger.

¡Justo y humanitario tributo rendido á los
vínculos sagradas del parentesco, á la vene-
ración de la vejez y á la debilidad del sexo!

Ultimamente, el Código describe el triste
espectáculo de la ejecución de la perra de
argolla. El de 1822 al describir otro análo-
logo (el de ver ejecutar una sentencia de
muerte), preveía el caso de que el reo blas-
femare ó cometiere cualquier otro acto de
escándalo, y mandaba que si no se contu-
viere á la primer advertencia, se le pusiera
en el noto una mordaza.

� Nada , dispone sobre el particular el Có-
*■ digo vigente , y este si rr duda debe ser por -

donado á cadena perpetua, porque de esta
y solo de esta pena es accesoria la de que
traíamos.

Es preciso ademas que baya un co-reo
condenado á la pena de muerte, caso que
puede presentarse con frecuencia: tal sería
el de dos co-aulores de qn delito, uno de los
cuales mereciera pena capital por mediar
circunstancias agravantes, siendo ordina-
rias las del otro; ó si tratándose do dehUr
castigado con pena de muerte , aquel las
tuviera ordinarias y este atenuantes ; y,
últimamente , podría resultar igual dife-
rencia , si concurriera con el autor un cóm-
plice: aquel sería condenado á la pena capi-
tal señalada para el crimen y este á ¡a de
cadena perpétua. A todos estos casos se  es  -
tiende la disposición del Código , porque
usa de la voz co-reo, y como tal se  conside-
ra tanto al co-autor como al cómplice, y
por cierto que esta necesidad dq que haya
un co-reo condenado á muerte , produce la
anomalía deque su indulto lleva consigo el
de la argolla que Labia de sufrir el otro co-
reo, aunque no entrara en las intenciones
del monarca hacera este participe de su
gracia.

Otro requisito que ha de concurrir ademas
con los anteriores para que se pueda conde-
nar á la argolla, y consiste en que los del itos
que hagan merecedor á uq. co-reo de la pena
de muerte y al otro de la de cadena perpétua
han de ser precisamente «traición, regid-
dio , parricidio , robo ó muerte alevosa ó
ejecutada por precio, recompensa ó prome-
sa.» Estos se haja creído los crímenes mas
odiosos, y efectivamente, si se  esceptúa el
robo, que oreemos no figura oportunamente
entre los demas , todos ellos suponen gran
perversidad en el delincuente , gran alarma
en la sociedad y todos son merecedores de
la severidad del legislador. Y ya que el Có-
digo ha adoptado la pena terrible de la argo-
lla que tanto se  presta á censuras desfavora-
bles, ha sido prudente en reservarla para
pocos, pero graves delitos.

Por lo que hace á la duración de la pena,
es inútil ocuparse de ella, porque si bien el
código da la regla de que Ins penas acce-
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la argolla , cuando la cadena perpétua pro-
duce tanto esta como aquellas , si era jus-
tificable esta redundancia. Indudablemente
no puede esplicarse sino por el diferente
modo de cesar Jos efectos de la argolla y
los de la cadena perpétua, porque aquellos,
como luego veremos, no concluyen sino por -
una ley especial, al paso que para borrar
estos bastí un indulto. Era por tanto pre-
ciso hacer distinción de lo que correspondía
á la argolla y de lo que á la cadena perpé-
tua,  aunque, aquella fuera también acceso-
ria de esta. En tal supuesto los dos artícu-
los citados pueden entenderse de este modo:
el reo de argolla, que lo ha de ser á la vez
de cadena perpélua, sufrirá la degradación,
la interdicción,, la inhabilitación; caso de ser
indultado déla cadena perpétua , pena prin-
cipal, seguirá padeciendo Los efectos espe-
ciales de La argolla, á saber: la degradación,
y la inhabilitación , cesará la interdicción
civil, y comenzará á sufrirla sujeción á la
vigilancia de la autoridad, todo lo cual des-
aparecerá cuando venga una ley bastante á
rehabilitarle. En una palabra, el artículo 52
alude al -caso general de sufrirse la cadena
perpétua; y el 51 al caso especial del iür
dulto, si bien es cierto que en rigor no ha-
bía necesidad de espresar en aquel que la
argolla lleva consigo la sujeción á la vigi-
lancia déla  autoridad, puesto que ya en el
otro se  declara que esa pena procede cuan-
do se ha concedido el indulto de la cadena
perpélua, pues que á la vez no pueden ser
compatibles.

Espuestos los efectos especiales de la
argolla , y deslindados de los de la cadena
perpétua, resta saber cómo podrá quedar
libre de ellos el reo. Necesítase en el caso
de que tratamos una ley especial de reha-
bilitación, lo cual puede á veces hacer me-
jor lo condición del reo de muerte que la
del de argolla : el condenado á aquella pena
á pesar de toda su gravedad, á pesar de ser
la última de todas , si fue indultado, puede
ser rehabilitado sin necesidad de una ley:
y la pena deargolla, aun cuando es acceso-
ria de otra inferior á la capital, no admite
rehabilitación hasta que se dé  una ley.

que este medio ú otro análogo de evitar es- '
cándalos y reprimir la osadía, no se impone
como pena, sino como corrección necesaria
del momento.

SECCION III.

EFECTOS DE LA PENA DE ARGOLLA.

Para acabar de conocer suficientemente
la índole y extensión de esta pena, según la
ha organizado el Código , debemos decir
cuáles sonsas  efectos y cómo cesan,’ ocu-
pándonos de las penas accesorias á la argo-
lla, y de la rehabilitación que puede obte-
ner el delincuente.

Pata comprender bien el primer eslre-
mo se hace preciso recordar que la pena de
argolla solo puede ser accesoria de la cade-
na perpélua. Ahora bien: esta lleva consigo
otras también accesorias; y ademas la argo-
Na tiene bajo’ cierto aspecto carácter de
principal, llevando tras sí algunas que el
Código designa. Según su artículo 51 , la ar-
golla produce inhabilitación absoluta per-
pétua y sujeción á la vigilancia de  la auto-
ridad durante la vida del penado; lo cual
ninguna dificultad ofrece, por mas que en
esta parte se  equipare al condenado ¿argolla
con el reo indultado de la pena de muerte
(véase el art. 50): la ley ha creído que quien
ha llegado á merecer la pena inmediata á
la capital, quien ha sido ya entregado á la
pública execración, no debía compartir dere-
chos y honores con los demas ciudadanos*
ni quedar exento de las precauciones que
para proteger á estos deben tomar las au-
toridades. Pero el  artículo "siguiente fija las
penas accesoria» da la cadena perpétua , y
á mas de la argolla, que ya sabemos lo es,
enumera la degradación y la interdicción
civil juntamente con la inhabilitación abso-
luta perpetua y la sujeción á la vigilancia
de  la autoridad en el caso de haberse obte-
nido indulto de la pena principal. Aquí ya
pudiera caber alguna duda en la combina-
ción de ambos artículos, á saber : si había
necesidad deespresar que la inhabilitación
y la sujeción á vigilancia eran accesorias de

TOMO 11».
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La comisión de códigos, según han re-
levado dos délos individuos que la compu-
sieron al escribir sus comentarios había en
un principio acordado que de la argolla
nunca hubiera rehabilitación; principio se-
vero, rigoroso, puro indudablemente mas
lógico, mas consecuente con la idea de la
pena, que el que se adoptó en la última
revisión del Código y que después se san-
cionó con este ; porque en  verdad será
escasa la influencia de la ley en la opinión
pública, cuando esta haya relegado ya entre
los hombres indignos al que fue presentado
en público espectáculo para que en él per-,
diera su fama y reputación.

Ocurre también otra consideración con
respectoal punto que examinamos y es, qué
objeto pudo tener el espresar que nna ley
exime de los efectos de la argolla , siendo
un principio inalterable que la ley poste-
rior deroga la anterior. Parece que aunque
el Código no hubiera hecho semejante ad-
vertencia, podría haber surtido su efecto
una ley de rehabilitación. Haciéndose cargo
de este -reparo algunos comentadores, que
pertenecieron á la comisión que formó el
Código, dicen que se ha querido quitar
ocasión á los escrúpulos de si dicha ley
hubiera estado ó no en contradicción con
el espíritu de aquel. Sin duda que entra
por mucho el prestigio que las leyes codi-
ficadoras merecen sobre todas las demas:
pero aun creemos que se esplicaria mejor
el articulo á que vamos aludiendo por otra
conjetura , y es que la intención del legis-
lador pudo ser la de dejar consignado el
principio, de que á diferencia de las demas
penas en que no se  necesitaba un acto le-
gislativo para la rehabilitación, este era de
necesidad absoluta en la de la argolla.

De notar es, por último, que no  se limi-
te el Código penal vigente á exigir una ley
de rehabilitación, sino que exige mas: una
ley especial, palabras cuya exacta inteli-
gencia conviene dejar averiguada. ¿Habrá
esa ley á que se alude de circunscribirse a l
delito de determinada persona que haya su-
frido la argolla, haciendo mención parti-
cular de ella y de su rehabilitación? ¿O bas-

ARISTOCRACIA.
tará que se conceda la de las penas de cier-
tos delitos, habiendo sido la argolla una de
ellas? Teniendo presente la huella que deja
impresa la argolla en el que la sufrió, la
triste posición á que este queda reducido,
y atendiendo á tas palabras que emplea el
Código, parece lo mas natural que en la ley
rchahilítadora deba contenerse el nombre
de la persona ó personas que van á disfrutar
de ese beneficio, y que no podrá conside-
rarse como bastante cualquiera otra ley
que se aparte de estos términos concretos.

ARISTOCRACIA. Viene dé  las
palabras griegas api?*» principal, grande,
mejor , y xpitac itoperio , gobierno. Por
cuya razón la define Martin! en su diccio-
nario filológico: status fíeijmblica, qu&gu-
beruatur ab  optimalibus: ó loquees  lo mis-
ino ,  la forma de gobierno en virtud de la
cual se halla confiado el de  un Estado á los
principales ciudadanos. Por manera, que
en la palabra aristocracia va envuelta, no
solo la idea de la principalidad, sino la del
gobierno desempeñado portas personas que
de ella gozan. Aunque es  verdad que se  ha
hecho de esta voz un uso demasiado in-
cierto y vago, y se le ha dado una aplica-
ción mas estensa déla que en rigor corres-
ponde á su significación, y de la  que le fue
propia y peculiar en su origen, en este arti-
culo vamos á considerarla bajo aquel primer
aspecto, esto es, como fundamento unas ve-
ces, como elemento otras de gobierno; pues
no de otra suerte podría ser malenade nues-
tras especíales tareas en esta obra.

Mucho podríamos decir cu otro case de
una institución que es casi coetánea á la
existencia del mundo, que seasocia.á todos
los fenómenos de la vida moral de los pue-
blos, y que se baila en primer término en
los acontecimientos notables que forman la
historia de las vicisitudes de la humanidad
en sus varios períodos de decadencia , de
elevación y de progreso. Mas este trabajo
que tendría su lugar oportuno en los esta-
dios del historiador y del filósofo, nos pv
rece ageno de nuestro plan, y por lo mismo
nos limitaremos á escasas observaciones.

Por de pronto y como una de las mas
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mo elemento mas ó. menos poderoso é in-
fluyente.

En rigor, la primera forma absoluta de
la aristocracia, no ha sido conocida, ni se
conoce en el gran cuadro dé  los gobiernos
antiguos y modernos: en lodos ó en la ma-
yor parte de ellos, se advierte una combi-
nación mas ó menos acertada de otros prin-
cipios: y lo mas que puede asegurarse es,
que los ha habido en que el elemento aris-
tocrático ha sido mas preponderante, tan
preponderante , que bastó á dar nombre y
carácter aristocrático á dichos gobiernos, y
á oscurecer por demasiado subalternos ó
poco influyentes, los demas principios que
en ellos tenían acción ó representación cons-
titucional.

Por el contrario, en los demas sistemas,
se reconoce como elemento indispensable,
que no es fácil negar á las tendencias de la
humana naturaleza y á las ideas con que
juzga los hechos y merecimientos de los
individuos, el. principio aristocrático, en
cuanto se ha entendido comprendida en él
la preferencia reservada siempre ¿ ios me-
jores ciudadanos. En todos los que la anti-
güedad nos ha trasmitido , con el nombre
de monarquías ó de repúblicas, ha tenido
participación ó ejercida una influencia mas
ó menos preponderante , ya la aristocra-
cia sacerdotal , ya la militar, ya la de na-
cimiento ó de sangre, ya la de riqueza; ya
en fin, una combinación mas ó menos útil
y feliz de estos agentes de gobierno.

Para prueba de lo primero nos suministra
la antigüedad el ejemplo del gobierno aris-
tocrático de Cartago; en  el cual y á pesar de
la oscuridad de  los monumentos y memo-
rias que de este país existen, enconlramos
varios elementos populares que debieron
neutralizar la fuerza del principio aristo-
crático , al pasó que el espíritu comercial
de aquel Estado y sus continuas guerras
con Roma, su rival, contribuirían cQcazmcn-
mentc á debilitarle. En los siglos mediosen-
coutramos el feudalismo, que aunque fun-
dado en .  una base eminentemente aristo-
tocrática, estuvo asociado y marchó al par
de la monarquía , y de otros elementos que

importaalea, diremos, que las definiciones
dadas .basto abora por los publicistas de la
aristocracia como principio constitutivo y
fundamental de gobierno, no han sido igua-
les, ni han podido serlo, si se atiende á ¡a
variedad de ideas y de condiciones que en-
tran en la expresión y calificación de las
formas conocidas. Solamente ha podido
adoptarse esta denominación , como con-
trapuesta á las mas conocidas en la his-
toria, la monarquía y la democracia. Pero
sabido es que en la primera de estos, se
admite generalmente como una de sus con-
diciones de existencia, el elemento de la
aristocracia, á cayo, propósito decía Monles-
quieu con su acostumbrada profundidad:
Ponit de noblesie, ponit de Monarcltia, es de-
cir, sjn nobleza no hay monarquía ; y que
aun en  la segunda forma, la democracia se
tuvo también en mucho la idea aristocrá-
tica de que participasen del ejercicio de sus
funciones los princi pales ci udadános , siendo
buena prueba de ello la -prohibición que
Solon impuso en sus leyes á los atenienses
pobres, de tener participación ep las (afi-
ciones públicas , y á los esclavos en estas
y en el ejercicio de los derechos políti-
cos.

De  aquí deducimos la consecuencia de
que la aristocracia debe considerarse, no
tanto como forma especial de gobierno
con sus condiciones propias y naturales,
mas también como elemento de tal en
otras formas; á cuya perfección contri-
buye, si se ha. aplicado con sobriedad y
oportunidad en los fenómenos políticos que
le constituyen, y á cuya imperfección y mal
estar sirve de incentivo, cuando el elemen-
to aristocrático se ha aplicado con esccso y
sin la discreción niveladora, que dá por re-
sultado la felicidad pública. Para lijar me-
jor las ideas y su relación con las palabras,
podremos distinguir la aristocracia, en aris-
tocracia absoluta, que es cuando ella cons-
tituye la base esencial del gobierno, dándo-
le su nombre y su carácter especial y pro-
pio,  y en aristocracia relativa, que es
cuando uo sirve de único fundamento al
gobierno, sino que es admitida en él , co-
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acabaron por destruirlo, como que carecía
de la robustez necesaria que dan los prin-
cipios y la intervención de la razón y del
derecho, únicos fundamentos de fuerza sa-
lida y de duración.

Pero el ejemplo mas notable que podemos
aducir es el que nos ofrece el estado de Ve-
necia, que si bien es reconocido como aris-
tocrático, yasi seledenomina, no puede con
verdad asegurarse que fuese este principio
único y esclusivo el que constituía la traba-
zony completaba el conjunto de su constitu-
ción política y civil. Creemos conveniente de-
tenernos algo mas en la descripción del go-
bierno de Venecia, por ser el comprobante
mas positivo que de nuestra aserción puede
presentarse. En efecto, clcstudio de la cons-
titución de esa república aristocrática es im-
portante , por lo mismo que fue el terror
del Mediterráneo , la dueña en sus mejores
tiempos del comercio del Asia, la reina de
las islas y ciudades de importancia que ba-
ñaban las aguas de esc mar con que la ha-
bía desposado tíarbaroja. Fue en su pri-
mera época enteramente domocrática; resi-
día la soberanía en el pueblo, que entraba
sin distinción en la asamblea y elogia al
Dux, jefe del gobierno; mas la influencia
de la nobleza no tardó en sentirse. Supri-
mióse la asamblea: cada cuartel debió nom-
brar doce electores, y estos á los 480 miem-
bros de un gran consejo. De los 480, pronto
no se renovaron por año mas que 100, cuya
elección estaba confiada solo á cuatro ciu-
dadanos. El consejo elegig al Dux; pero no
directamente. A fines del siglo XI 1, solo te-
nia la facultad de designar cuatro comisa-
rios, cada uno de los cuales debía nombrar
10 electores; desde mediados del Xill fue la
elección tan complicada que para el nom-
bramiento de esos se habían de hacer cinco
sorteos y otros tantos escrutinios. Entre la
Señoría y el Consejo habiael tribunal dolos
Cuarenta, compuesto probablemente de los
jueces que hubo en las diferentes islas que
componían el Estado. Tenia el Dux para el
mejor despacho de sus negocios sus conse-
jeros nobles, y para la decisión de asuntos
árduosy sus precedentes, podía convocar

el Consejo de los Notables, Consejo qae de
eslraordinario pasó á ordinario , compo-
niéndose de sesenta individuos nombrados
por el gran Consejo. La Señoría de la ciu-
dad proponía, el tribunal de los Cuarenta
discutía, el gran Consejo deliberaba; la eje-
cución correspondía á los que para cada
negocio designaba la asamblea: al Dux, á
los consejeros, á los Cuarenta, á la Señoría.
El Dux apenas era mas que un direc-
tor de los asuntos de la república; en lo in-
terior casi nada, en el esterior la verdadera
personificación de Venecia; los Cuarenta era
un tribunal supremo al que pertenecía la
resolución de todas las cuestiones del Esta-
do; el gran Consejo era el centro de todos
los poderes, el depósito de la soberanía. El
Consejo de los Notables no era un cuerpo
político, era un consejo puramente admi-
nistrativo, que consultabael Dux sobre cual-
quiera dificultad que tuviese en materias
de industria ; comercio y crédito público.
Completaba el cuadro de los funcionarios
políticos el gran Canciller, en cuyas manos
estaba el sello del Estado y tres ahogadores,
cuyo veto suspendía por un mes y un día
los actos de todas las magistraturas. La au-
toridad del gran Canciller era efímera; la
de los ahogadores escesiva, pues ademas de
tener á su cargo vigilar sobre la conserva-
ción de la legalidad y del órden, sobre la
recaudación de los impuestos y el nombra-
miento de los magistrados, podían por tres
veces consecutivas oponer el veto á un mis-
mo acto sin necesidad de esponer motivo
alguno antes de haber pasado los tres me-
ses y los tres dias. Tal era la constitución
de Venecia á fines del siglo XIII. La marcha
del Estado sobre la base de la aristocracia,
es manifiesta. Todo conspiraba á concentrar
el poder en pocas manos y ála inmutabilidad
aristocrática. Solo el gran Canciller era un
magistrado puramente popular, y ya hemos
dicho que su autoridad era ilusoria. Cuando
fue, sin embargo, rápido el ascendiente de
la aristocracia, fue después de la loma de
Conslantinopla. Venecia poseía eqlonccs
importantes colonias, cuyo gobierno había
acomodado al suyo. Era grande en ellos el
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zas de Venecia, volvió los ojos á si misma
como todo gobicrno’dc su clase. Vió ene-
migos en su propio seno, cobró temor, ce-
los, y ejerció para consigo misma la severi-
dad de que había usado para con el pueblo;
el tribunal de los Diez se ensangrentó mas
con ella que con la plebe; los inquisidores
de Estado fueron para ella una dictadura
permanente. El noble fue acechado basta en
el hogar doméstico, sus pisadas seguidas á
la sorda, sus mas insignificantes acciones
sujetas ¿censura. Cualquiera podía acu-
sarle bajo juramento: el testigo declaraba y
desaparecía. El reo iba tal vez al cadalso
íin conocer al acusador, sin saber siquiera
su nombre. Los inquisidores pertenecían
á los Diez, y estos y aquellos velaban noche
y día por la conservación de la república.

Para atar mas las manos al Dux, crearon
cinco nuevos magistrados, conocidos con el
nombre de corregidores de la promisión
ducal. En cada interregno examinaban es-
tos las condiciones que habían de imponer-
se al nuevamente electo, hacían en ellas las
modificaciones oportunas, proponían las
reformas que crcian conducentes en el go-
bierno. La elección de los consejeros pasó
del Dux al Senado; su confirmación al gran
Consejo. Con ellos pasaron á reunirse tres
individuos de los Cúrenla para <jnc ni en
la administración pudiera alentarse contra
10$ intereses del Estado. Los consejeros fue-
ron el verdadero Dux, Abrían las cartas que
del interior le dirigían, las remitían á los
empleados subalternos para el despacho de
los negocios, tenían la iniciativa en el Se-
nado y en el Consejo, asistían á la recepción
de las embajadas, entendían de todas las
peticiones de los súbditos, á quienes no
podía contestar el Dux sin haber antes oido
su dictamen. Estuvo este, al íin, sujeto á
mil privaciones que fueron luego prescritas
a toda la nobleza.

Tal es y ha sido en todos tiempos la aris-
tocracia, exclusiva para la plebe, severa pu-
ra el patriciado. Temé la democracia y mas
la tiranía. Sacrifica sin vacilar el individuo ú
la clase: ser es la razón de todos sus actos.
Así pudo durar siglos esa tímida república

número de las magistraturas , cuya conce-
sión pertenecía exclusivamente al Dux. Los
nobles las solicitaban con empeño, codicio-
sos de las mayores riquezas que suelen al-
canzarlos funcionarios públicos en lo$ pue-
blos recien conquistados; y el Dux, qne de-
seaba siempre tener á los mas poderosos de
su parte, se las otorgaba fácilmente.

Enriquecíanse allí al par que solian dis-
tinguirse por lo eminente de sus servicios;
y concluida su magistratura regresaban á
su patria con el  prestigio queda de ordinario
á los hombres el ejercicio de altos cargos,
el heroísmo y la riqueza. Solía por otra
parte Venecia conceder á feudo el territo-
rio nuevamente reducido, haciendo la dis-
tinción de feudos, de caballeros y de escu-
deros; y esta es una de las no menores cau-
sas á que debemos atribuir la preponderan-
cia de la aristocracia. Contribuyeron también
á fomentarla el hábito del mando en los no-
bles y las generosas maneras con que sa-
bían cautivar los ánimos del -pueblo. La
constitución sufrió reformas esenciales. La
elección del gran Consejo pasó do las ma-
nos del pueblo á la de los Cuarenta. Estos
procedieron á una votación por escrutinio
para cada uno de Jos individuos que lo ha-
bían sido de lu asamblea en los cuatro años
anteriores; el que obtuvo doce votos fue de
derecho miembro del Consejo. Dentrode po-
co  se prohibióla entrada en ella á todos los
demás ciudadanos. Sopee tes lo de que no
pudiesen ser perjudicados por los nobles los
mercaderes que no pertenecían á su clase,
se les prohibió á aquellos el ejercicio del
comercio, pero reservándoles en cambio lo-
dos los cargos públicos. Hereditario el
Consejo, en manos de los nobles los em-
pleos, ¿qué podían ya contra la aristocra-
c ia  , el Canciller ni los abogadores? Apelóse
á las .conspiraciones; pero sin resultado.
Contra ellas se estableció el terrible tribunal
de  los Diez, investido de la facultad de dis-
poner arbitrariamente del tesoro público y
hasta de los bienes y de la vida de los ciuda-
danos. Apoderada del poder la aristocracia,
libre de los tumultos populares que tantas
veces bañaron en sangre las calles y las pía-
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Je  Venecia , que sin oprimir ni vejar mucho
al pueblo, con una constitución sencillísima,
sin disturbios, sin agitación, llegó á ser uno
de los mas ricos y de los mas poderosos esta-
dos del mundo. La conservación de las le-fr *
yes le dió regularidad y fuerza : tranquila
en el interior, pudo dirigir sus miradas al
eslerior y dominar el mar y luego el con-
tinente.

De estos tres ejemplos se infiere con cla-
ridad la primera de nuestras aserciones , á
saber; que no se encuentra en la historia de
los gobiernos uno solo , en que el principio
aristocrático y la forma de tal , haya sido
absoluta y esclúsiva; antes por clcontrario,
en todos ellos se ha encontrado este elemen-
to, á lo sumo como preponderante y mas
influyente que los demas que entran en la
constitución de los que la ciencia enseña y
tiene generalmente admitidos.

La demostración de lo segundo es  mas
fácil todavía , encontrándose en la his-
toria de todos los gobiernos conocidos
comprobantes irrefragables de que no hay
uno solo , cualquiera que haya sido su
nombre y su forma mas ó menos genérica
ó especial, en que al lado de! principio ca-
racterístico y fundamental que le dá el nom-
bre, no aparezcan otros elementos conoci-
damente aristocráticos que contribuyen á
su desarrollo y estabilidad* en  unos, y sir-
ven de disolvente en otros, por el desnivel
con que se adoptaron. Nadie desconoce el
nombre y el carácter de republicano que
tenia el gobierno de Atenas; y es sabida
la división hecha por Solon de todo el pue-
blo en nobles , agricultores y artesanos
pudiendo solo los primeros ser eligidos ar-
contosy arcopagitas. La república romana
soba estudiado demasiado para que tenga-
mos necesidad de entrar ahora en un aná-
lisis minucioso de aquel Estado y delasclases
de que se componía. Las luchas constantes
y sostenidas entre patricios y plebeyos, la
preferencia que se concedió en el uso de
ciertos derechos á los ciudadanos romanos,
son una demostración de la existencia de la
aristocracia en aquella república á quepue-
den agregarse las prerogativas que con el I

tiempo fue adquiriendo la clase militar,
singularmente cuando de ella salieron lo»
emperadores, que si bien de hecho tuvieron
en su plenitud el ejercicio mas ámptio del
poder, estaba este coartado por la sombra
de influencia que todavía se aparentaba atri-
buir al Senado y áotras clases déla sociedad
romana. No citamos ejemplos de monar-
quías en que la ¡dea de la aristocracia y
la existencia de las clases han sido una de
sus bases dominantes ó de sus elementos
ansí liares. Quizás no haya una sola que pue-
da presentarse como ejemplar contrario,
porque la historia en esta parte es  deci-
siva y convincente.

Pero mas que los ejemplos y los hechos
históricos está de acuerdo con las proposi-
ciones que hemos tratado de demostrar la
idea natural y sencilla que tenemos de la
constitución de las sociedades, en cuyo ori-
gen y vicisitudes vemos siempre reservada
la participación en el gobierno, en los man-
dos militares, en: las funciones del sacerdo-
cio y demas que se revisten del carácter de
funciones públicas, á los ciudadanos mas
distinguidos por su valor, por sus talentos,
por sus costumbres, por su edad y otras
condiciones que les dan superioridad y na -
tural influencia entre sus conciudadanos.
De donde inferimos que bajó este concepto
no hay clase de gobierno que do sea aris-
tocrática ; ó ,  para decirlo mejor, que la
aristocracia no es una forma especial ye s -
elusiva de gobierno, sino mas bien un ele-
mento de lodos ellos; que la aristocracia
solo puede ser considerada como forma pro-
pia de gobierno ante la ciencia y la teoría,
no ante la historia: la cual no presenta nin-
gún estado de condiciones puramente aristo-
cráticas, de manera que pueda llamarse tal, á
no ser en el sentido de que la aristocracia
es  principio preponderante, al lado de otros
que existan á mayor distancia y que con
diversa denominación ejerzan también al-
guna influencia en ellos. Con este motivo
recordamos la espresion feliz de un escri-
tor (i) que distinguiendo la aristocracia del

floUrck f Decker, Diccionario de ciencia» polí t i -
cas y morales.
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ciudadanos es exacta y justa; y Mr. Duclerc
se equivoca cuando al rebelarse contra la
aristocracia no tiene en consideración que
el vicio y el error consiste en conceder tal
titulo y los privilegios consiguientes con-
tra las leyes dé la naturaleza y los princi-
pios eternos de la razón y del órden.

i Según estos principios, se llega fácilmen-
te al conocimiento del derecho; pero tén-
ganse en cuenta las palabras del mismo es-
critor antes citado, que dice: «La intelijen-
cia y la virtud, únicos títulos que la razón
considera dignos de privilegio ó de supre-
macía, no tienen señal alguna cslcrior por
la cual se las pueda conocer con seguridad
y exactitud jurídica , resultando de aquí la

I necesidad de un criterio de  preferencia que
pueda servir por regla general al juicio; es-
to es, una distinción que se haga por clases
y no por individuos de mayor ó menor ca-
pacidad para gobernar. >

Mas al determinar los publicistas las
clases de personas y de individuos á quie-
nes el derecho, la costumbre histórica y
otras razones mas ó menos plausibles de
conveniencia pueden dar autoridad y par-
ticipación en el ejercicio del poder público,
abren el campo á una discusión eterna en
que cada cual, según sus ideas y su afición
ácsta ó aquella forma de gobierno, dan la
preferencia al género de aristocracia que
mas se acomoda á la suya. Por lo tanto,
puede decirse que las cuestiones políticas
tienen un íntimo enlace con las relativas á
las diversas clases de aristocracia, que la
dccíjíon de estas se resuelve por la de las
primeras, como inseparables de los elemen-
tos que cuadran á su composición mas usual
y conocida.

Por tanto, y para examinar aquí las ven-
tajase inconvenientes de dichos géneros de
aristocracia , nos veríamos precisados á ha-
cernos cargo de las muchas controversias á
que dá margen la csposicion de la teoría en
punto á constituciones políticas, cosa agena
de este artículo y que tiene su lugar opor-
tuno en varios otros de esta obra.

.No e s ,  sin embargo, tan ageno de él el
conocimiento de las principales que seco-

principio aristocrático ó de! aristocralisma
atribuye á aqueUacn su gemuina significa'
cion la de ser la realización del principio
aristocrático en su mayor estension , por
cnanto sirve de fúndame nto , comunica
su espíritu y tendencia á todas las funcio-
nes de gobierno, cosa que rara vez suce-
de, como no sea en la manera ya manifes-
tada.

De lo dicho so infiere que únicameutc á
la sombra de la confusión de las ideas y
guiados los publicistas por un principio de
alarma cimentada en otros motivos, escomo
han podido abusar de uua manera tan las-
timosa de ¡a palabra aristocracia , fulminan-
do contra ella severos anatemas. Basta leer
el artículo de Mr. Duclerc , Arislocratie , en
el Diccionario político para convencerse de
esta verdad: empieza asegurando que la
aristocracia es el peor de loe gobiernos; y
como precisamente el mismo Rousseau, y
antes que él Aristóteles, había a firma 3o que
la aristocrática lleva preferencia á todas
las demas , se revela contra el segundo
y trata de salvar la opinión del prime-
ro , poniéndose en una manifiesta con-
tradicción, é incurriendo en las mas es-
tradas aberraciones. Consiste el error de
este escritor y de otros que han declamado
contra el gobierno aristocrático en atribuir
tanto á esta forma de gobierno como á las
demas en que se le da participación sufi-
ciente, los defectos y los vicios que son in-
herentes á la desigualdad de clases y condi-
ciones, álos privilegios que han solido gozar
y al origen muchas veces vicioso de donde
procedieron,. Es decir, que si el gobierno
aristocrático es gobierno délos mejores ciu-
dadanos , ciertamente será uno de los go-
biernos mas aventajados, si la idea de la
preferencia y de la superioridad que re-
quiere la cualidad de aristocrático que ten-
ga el gobierno va de acuerdo con la razón y
la justicia, con los derechos naturales y con
el verdadero mérito del hombre , gérnren
legitimo y fuente fecunda de los hechos
que son honrosos y útiles á Inhumanidad.
Por lo tanto, Aristóteles y Rousseau tuvie-
ron razón, si la calificación de los mejores
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nocen, y que tienen patronos y defensores:
bien entendido que a! esponcr la idea que ca- |
tífica á rada una, lo hacemos bajo el.segun- I
doaspccto que indicamos mas arriba, estoes,
como elementos de gobierno, en otras for-
mas diferentes de la que lleva su nombre.

En este análisis tomamos las sociedades
como nos las presenta la historia desde su
origen.

Cuando vemos en ellas al guerrero impo-
niendo por la fuerza de las armas y la in-
fluencia de la victoria su yugo ydominacion
sobre un pueblo ■ conquistado, al momento
se nos presenta la supremacía del triunfo,
como título de superioridad y preeminencia,
no solo en el jefe y conquistador, siuo en
sus inmediatos caudillos , los cuales com-
parten con él los frutos de la conquista
y ejercen un poder aristocrático ó de
principalidad, que habiendo nacido de la
fuerza acaba por hacerse tradicional y
constituir una posesión de mando y predo-
minio que generalmente no se niega ni com-
bate. Esta será y se denominará con razón
aristocracia de conquista. Por mas que osla
sea Una aristocracia creada contra derecho
y fundada en títulos que jamas puede reco-
nocer la razón como legítimos, ello es que
trayendo su origen de hechos que no pue-
den borrarse de la historia y que se identi-
fican después de realizados con las costum-
bres, las ideas y la existencia toda del puc-
plo que fue vencido y sufre el yugo, aquella
supremacía continúa ejerciéndose con mas
ó menos autoridad y prestigio, segnn es
ilustrada, moderada y prudente 1.a conduc-
ta de los invasores, ó por el contrario tirá-
nica y ominosa.

Esta aristocracia fundada en la conquista
y trasmitida de generación en generación á
los sucesores, como igualmente la .que pro-
cedede otros sucesos legítimos y gloriosos
en las armas, de grandes servicios presta-
dos al Estado en otras carreras y de señala-
dos bcnelicíos hechos á la humanidad, fue-
ron las que dieron origen á la artislocracia
de sangre ó hereditaria, siendo unas veces
ciertas y laudables las causas que dieron
lugar á la exaltación de las personas que

las fundaron, siendo otras veces falsas y
quizás punibles aquellas causas ; pero que
deslumbraron á los coetáneos, y envolvien-
do casi siempre en el prestigio de su in-
fluencia y autoridad el germen reproducti-
vo que perpetúa el nombre .y el predominio
de clases, de  familias y de individuos. Al
lado de hazañas dignas de premio y de re-
nombre vemos que se ha hecho valer el de-
recho hereditario , ora por medio de la
astucia, orn por medio de la fuerza. Fre-
cuentemente, y en particular en algunos Es-
Lulos, se fue introduciendo el derecho he-
reditario por bondad y gracia de los mo-
narcas que le concedieron á los hijos y de-
mas descendientes, otras fue arrancada por
la habilidad ó coacción de cortesanos pre-
ponderantes, otras por causas menos mora-
les todavía, hasta que insensible y sucesiva-
mente se fue erigiendo la sucesión en de-
recho consuetudinario y se vió afianzada
por las mismas leyes. En general todas las
aristocracias, pero principalmente la de na-
cimiento ó de sangre, tienen inclinación y
tendencia natural á perpetuarse, y de aquí
el que se halle tan profundamente arraigada
en las leyes, costumbres é inslitucionesde to-
dos los pueblos. No seremos nosotros los que
celebremos el dicho ponderado de Marmon-
tel: «£a nobleza es un adelanto que el Estado
hace á los sucesorest de hombres beneméritas
de la patria f con la  esperanza de volverle á re-
cobrar con usura en el porvenir.» Este aserto
supone resucítala cuestión que está venti-
lando la ciencia en la actualidad, en la que
uo se Icata solo de la importancia ante el de-
recho y la política de la aristocracia, sino
mas bien de lijar los medios de obtener la
influencia en el gobierno de los que son po-
sitivamente ios mejores ciudadanos ó délos
verdaderos aristócratas, considerados con
relación á todas las necesidades y fenómenos
á que el cuerpo social está sujeto. No por
desaparecer la nobleza de sangre han de
faltar elementos de gobierno, meaos con-
trarios que ella al orden comun y á las
prescripciones y exigencias del dererecho,
como no faltaron á Roma sus optimates des-
pués de la abolición del palriciado.
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en dependencia de su voluntad , y adquiero
poder é influjo en la sociedad civil por el
número de sus dependientes. Esto supuesto
la ley debe ser sumamente circunspecta en
la concesión de derechos políticos, y en fa-
cilitar el ejercicio de funciones públicas,
tomando por norma y tipo la riqueza, y se
debe concretar por el contrario á otorgar lo
que los verdaderos intereses del Estado ha-
gan absolutamente indispensables; bien qu:
facilitando por todos los medios que estén
á su alcance la protección del pobre, y ayu-
dando con todos sus estímulos y recompen-
sas la adquisición de los medios que consti-
tuyen su riqueza y la consideración que
va aneja á la misma.

Entre las aristocracias hay otraque po-
dremos llamar del talento ó de la capaci-
dad, que por sí misma se justifica, y que se-
ría indudablemente la regla mas segura del
acierto ó del buco criterio político; si esta
capacidad estuviera sujeta á la medida ó
calificación que es tan difícil cuando se tra-
ta de apreciar el mérito intelectual de los
hombres. Por eso las leyes en general y
aparte de la influencia personal y aislada y
de los recursos inagotables que propor-
ciona á cada individuo su talento y su
cultura, han ido concediendo algunos de-
terminados títulos de influencia ó de par-
ticipación en los fines políticos, á los hom-
bres que suponen dotados de cierta capaci-
dad conocida. Decimos conocida, porque no
pudiendo esta valuarse como hemos indica-
do, ha tenido que escoger ciertos signoses-
terlores, masómenosTseguros; pero siem-
pre probables de calificación , cuyos signos
comprenden á las clases y no á los indivi-
duos; porque á ellas se las concede la pre-
rogaliva ó la superioridad, según condicio-
nes fijas y circunstancias justificables.

La aristocracia sacerdotal no necesitamos
definirla. La influencia de los ministros de
la Divinidad, como oráculos de su voluntad
y de sus revelaciones, ejerció siempre en el
múndo una notoria superioridad de que
es testigo la historia de todos los siglos: es-
pecialmente en tiempos de rudeza y de bar-

1 barie, esta aristocracia fue útilísima por lo
72

ARISTOCRACIA.
La sociedad no ha podido dejar de reco-

nocer otras superioridades, entre las que se
nos presentan como de mas bulto, la que
procede de la riqueza y de las dotes del en-
tendimiento. La primera , ó la aristocracia
de riqueza, puede alegar algunos títulos á
la superioridad que le dan el brillo, los go-
ces, la educación ordinariamente mas esme-
rada, la facilidad de repartir algunos bienes
y prestar á poca costa servicios y gracias
á sus semejantes. Ademas, como está suje-
ta á una medida posible de la fortuna del
que la goza, puede la ley llamar á los ciu-
dadanos que la poseen con la casi seguridad
de que no se ha de equivocar mucho en la
designación de los individuos comprendi-
dos en la clase de los ricos. Por otra parte,
si se atiende á que la naturaleza y la so-
ciedad abren sus fecundos senos á la espe-
culación y al trabajo, cuando la ley no opo-
ne barreras á la libertad de los bienes y á
su adquisición legítima , es evidente que
este título de superioridad es  el que mas
se presta al estimulo y al deseo , el que mas
facilita la renovación de las clases, al tenor
de la mayor aplicación y economía de los
individuos, y que esta aristocracia será la
menos odiosa , si los ricos saben ser dispen-
sadores de los bienes , y no funestos opre-
sores de los pueblos. Por esta causa dicen
publicistas respetables, hablando de la aris-
tocracia de riqueza , que no solo tiene á su
favor una razón natural y un titulo de de-
recho, sino también un fin político bueno.
Pero conviene que no esceda de los justos
limites la influencia y participación que se
la conceda: lo cual requiere alguna espli-
cacion. Una consecuencia necesaria de los
derechos de propiedad , que existen por de-
recho natural y civil , es la desigualdad de
la fortuna ó sea ladivision délos ciudadanos
en ricos y pobres, á la que se agrega toda-
vía la clase media, que es aquella que tie-
ne lo necesario para vivir, pero no abun-
dancia. El rico naturalmente y sin que las
leyes le ayuden , tiene una superioridad
sobre el pobre , que se revela en todas las
relaciones civiles, él es quien dá al se-
gundo el pan para comer, y por eso le tiene

TOMO III.
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general al mundo, porque el sacerdote de-
tuvo en su corriente los ímpetus y violen-
cias del guerrero desapiadado, y se anunció
como medianera entre los dioses y los hom-
bres. Crímenes tiene sobre sí, sin embargo,
aquella influencia, pero debidos mas bien
al error y á la preocupación y á las falsas
creencias del politeísmo y de las religiones
paganas. Los ministros de la religión ver-
dadera bao adquirido por el contrario títu-
los innumerables ¿ la gratitud del mundo,
y la supremacía que ejerció en determina-
das épocas contribuyó grandemente á la ci-
vilización general, destruyendo el carácter
de rudeza y de  violencia que los distinguie-
ron. Hay que lamentar .algunos errores y
algunos hechos ofensivos á la humanidad;
pero todavía está por demostrar cuál fue
la causa de ellos, siendo quizá ocasionados
por el destino fatal que ha dominado en
ciertos períodos á las sociedades europeas.
El estado actual de las luces, la tendencia
que han tomado las ideas políticas y la re-
solución en general del cicro después de su
clicaz cooperación en la sania proclamación
de la verdad y de la igualdad del hombre,
de ceñirse á lo mas augusto desús funciones
y de su misión, han reconcentrado y limi-
tado mucho la aristocracia ó superioridad
sacerdotal, habiéndole quedado únicamen-
te una pequeña parte en los Consejos de
los monarcas y en los altos cuerpos del Es-
tado.

Todo titulo ó razón de supremacía dá lu-
gar en las sociedades á una distinta clase de
aristocracias. Por su propia autoridad la
tiene la vejez ó la ancianidad ; la tiene
la circunstancia del matrimonio; la .de
tener mayor ó menor número de hijos
y otras de quesería prolijo ocuparnos, y
que conceden á las personas que se ha-
llan en estas clases ciertas y positivas pree-
minencias de que nos ocupamos en el artí-
culo ELEccaovEiv y en otros lugares de es-
ta obra.

Mucho se nos ofrece que esponer acerca
de las ventajas c inconvenientes del gobier-
no aristocrático; pero esta discusión nos
parece inútil, si atendemos á que la forma

puramente aristocrática no ha existido, se-
gún mas arriba hemos demostrado , y á que
el esfuerzo déla  ley política debe dirigirse
á que en el gobierno resulte una buena y
úlil combinación de las superioridades que
mas favor y beneficio pueden hacer á los
súbditos y al Estado.

Por lo demas, como cánones ciertos y co-
mo advertencias útiles, será bien que en
este .punto se tenga presente: ! . 0 ,Que el go-
bierno aristocrático, y la tendencia de las
clases aristocráticas, se encaminan á adqui-
rir mayor ensanche cada vez y mayor supe-
rioridad, siendo su principal peligro el que
esté espuesta á dejenerar por plétora de
poder ó de autoridad. 2.* Que uno de los
mayores inconvenientes que lleva en su se-
no osla influencia gubernativa, es  su califi-
cación legítima y conveniente; porque si la
aristocracia es de nacimiento, su destino
es acrecentarse infinitamente y absorver ca-
da vez mayor suma de poder y de suprema-
cía, y si se deja á la elección de los demas
ciudadanos, hay el riesgo de que se estravie
y bastardee el principio y la aplicación de
él con el transcurso del tiempo, y la media-
ción de otros agentes, ó influencias estra-
ñas al sincero deseo de hacer la felicidad pú-
blica. 5.° La preponderancia de las clases
aristocráticas pone en divorcio á estas de
los demás ciudadanos ó clases inferiores,
cuyos intereses toca á las primeras fomentar
y prolcjer. 4.“ Tienen interés en no mez-
clarse con las clases y personas inferiores;
porque eso seria quitar la barrera que las
separa, debilitando su mismo principio de
estabilidad y de subsistencia y predominio.
5.° Hay en medio de estos inconvenientes
una gran ventaja en estos gobiernos, y con-
siste en que siendo muchos y poderosos los
que constituyen el núcleo de la aristocracia,
son mas inaccesibles á la adulación y á otras
pasiones pequeñas, las cuales suelen como
la carcoma debilitar y enflaquecer ios ele-
mentos constitutivos de las demas formas
de gobierno.

ARMADOR. El que equipa una na-
ve para emplearla en su servicio ó en el de
un tercero. V. N&viEno.
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caballero, lo cual en general ha caído en
desuso. Subsisten todavía algunas reminis-
cencias y aun prácticas autorizadas en .al-
gunos actos solemnes, que parece tienen
por objeto conservar en vigor aquel recuer-
do. Hace poco aun que en algunas univer-
sidades de España, al conferir el grado de
doctor, se entregaba al candidato un par
de guantes, se le calzaban las espuelas y se.
le daba el espaldarazo con un estoque. Algo
análogo se practica al vestir el habitólos
caballeros de las órdenes militares, y lo
propio cuando el rey cruza ó viste las insig-
nias á los caballeros grandes cruces, que
aun practica la ceremonia del espaldarazo
con un pequeño estoque. V. oABAUEa*.

ARMAS. Todo instrumento que sir-
ve para defenderse ú ofender.

Entre las varias etimologías de esta pala-
bra parece la mas probable la que presen -
tan Festo y San Isidoro. Según ellos, arma
proprié dicunlur ab AhMlS id asi HLMEH1S de-
pendenlia: al scutitm, gladius, pngio, sica el
ca quibus prope prcelialur, sicul lela q tubas
prociil. Justifica esta etimología el hecho de
significar nrm brazos y ai mas en lengua
céltica y tener igual sentido en el idioma
inglés.

La acepción jurídica de la palabra armas
es mucho mas lata que la que comunmente
se le dá, puesto que no se concreta á los ins-
trumentos de materia y forma determinada
á que en el comercio se dá el carácter de ar-
mas, sino ue comprende lodos aquellos que
pueden emplearse para ofender ó defender.
Ulpiano decía: *Arma sunl omnia tela , hoc
esl el fustes el lapides, nntisolum gladii,  hastie,
framece, id  est , romphei» (1). En el mismo
sentido se espresa Gayo: Teli aulém appe-
llalioue el ferrum, el fttslis, el lapis, el deni-
qué omite qiual nocciidi causa habelur, signi-
ficalur (2). Y en otra parle «Jnworum ap-
pellalio non ulique Scuta, el gladios, el galeas
significat , sed el fustes el lapides (5).»

Con estos testos del Digesto se halla del

ARMAMFYTO El equipo y pro ■
visión de una nave para el servicio á que
se la destina. V. »*VE.

Si se arma con autorización del gobierno
para apresarlos buques de comercio y las
mercancías de una nación enemiga, se lla-
ma armamento en corso. V. coawo.

ARMAMENTO. Todo el movilia-
rio que sirve á la ofensiva y defensiva de
las gentes de guerra. En las cuestiones de
cstrudicion , si ospresamente no se ha esti-
pulado otra cosa, es un principio general
del derecho de gentes que cuando uno ó
muchos hombres de guerra desertando de
sus lilas se refugian á un país estrangero
no enemigo, se devuelve el armamento, en
caso.de reclamación, á la nación de que
proceden, pero no la gente. En este caso el
armamento comprende las armas de todo
género, municiones, pertrechos, trenes, acé-
milas, caballos de lila, y todo en lio lo
que se llama material de guerra. Fúndase
lo dicho en que solo las personas pueden
ser castigadas, y por eso ellas solas también
son las que necesitan asilo y protección.
Ellas, por otra parte, no van á hacer la
guerra en su asilo, ni deben permanecer
como enemigos armados, consentidos en un
pais amigo del que reclama. Si ya han fal-
tado á su país, para nada necesitan las a r -
mas y medios de guerra, como no sea para
ofenderle , lo cual no pueden ni deben con-
sentir las leyes recíprocas de la amistad y
buena correspondencia. La palabra arma-
mento tiene otras acepciones de menos im-
portancia en el terreno del derecho.

ARMAR.  Entre las diversas acepcio-
nes de esta palabra tiene una histérico-ju-
rídica, y es la de armar caballero , cuyo acto
consistía en entregar con cierta solemni-
dad al que se consagraba á la profesión de
las armas las que había de usar, sirviendo
el ceremonial para inspirar al neófito ideas
de prudencia y de respeto en el uso de
ellas, teniendo présenle sin duda el dicho
sentencioso del poeta de Mantua: «ce sai na-
limiis in  armis. Nuestras leyes de Partida,
algunas recopiladas, y varias constitucio-
nes y reglamentos hablan del acto de armar

( i )  Ley J. p j rr .9 ,  til. 16. lih 43. del Dig.
O j  Ley SI. pñrr. i. til. 2, lio. 47 del Üig.
'¿s Ley 41, Ul. 16, lib. Su del Dig.
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todo conforme la ley 7,  til. 53 de la Part. 7,
que entre otras cosas dice: «E por esta pa-
«labra armas, non tan solamente se entien-
*den los escudos, e las lorigas , e las Janeas,
»e las espadas, e todas las otras armas con
�que los ornes lidian , mas aun los palos e
� las piedras.» De los códigos modernos ci-
taremos el art. fOl del penal francés, que se
rspresa en estos términos: «Compréndense
� bajóla palabra armas todas las máquinas,
� instrumentos ó utensilios cortantes, pun-
tantes ó contundentes. Los cuchillos y
� tijeras de bolsillo y los bastones sencillos
»no serán reputados armas, sino en cuanto
�se haya hecho uso de ellos para matar, hé-
t i co  golpear.»

Virrias son las clasificaciones que pueden
hacerse délas armas. La principal es en ofen-
sivas y defensivas, según que sirven para
cla taqueóla  defensa: sin embargo, no á
todas puede atribuirse uno de estos carac-
teres con esclusion del otro, porque á veces
concurren ambos á la vez. En general pue-
de decirse que la legislación debe mirar con
mas precaución á las ofensivas.

También pueden ser aparentes y secre-
tas, según que se pueden llevar ó no ocul-
tas:  las que á su cualidad de secretas reu-
nen la de ofensivas, pueden dar lugar á
sospechas fundadas contra el que las lleva.

Desde el siglo XIV data otra división bien
conocida de todos : las armas son ó blancas
ó de fuego. Antes eran estas desconocidas:
cuando su uso se  generalizó se las miró por
las leyes de un modo desfavorable, y se im-
pusieron graves penas á los que las lleva-
ban ; en Francia llegó á imponerse por su
uso hasta la pena capital.

Las que son de uso de la milicia se lla-
man de guerra: las demas se entienden con
la denominación de armas de comercio.

También encontramos una clasificación
nueva hasta cierto punto y que se halla con-
signada en el código de las Dos Sicilias,
cuyo artículo 148 dice : «Son armas propia-
■ inenle dichas aquellas cuyo destino princi-
pal y ordinario es la defensa de sí mismo
»ó de otro: ó impropiamente se llaman ar-
»mas los demas objetos solo en cuanto real-

�mente sirvieren para la defensa ó agresión
»de alguno.»

Pero cuantas divisiones hemos indicado
hasta aquí son demasiado generales para
que se adopten en una legislación con buen
éxito; lo mas conveniente es que atendido
el carácter y uso de las armas y considera-
das especialmente, se permitan ó se prohí-
ban. Por esto la división mas importante
en el derecho es la de permitidas y prohi-
bidas.

ARMAS. En sentido figurado la pala-
bra armaí espresa alguna vez el servicio de
ellas, ó sea el servicio militar. Sabido es
que este puede ser voluntario, obligatorio,
como contribución de sangre, y por pena.
Por mucho tiempo lia estado en práctica
entre nosotros, y aun ha sido de ley el conde-
nar á ciertos delincuentes al servicio de las
armas, cuya práctica y legislación han teni-
do no pocas vicisitudes, según la época y el
favor en que han estado las teorías sobre el
modo de reclutar para los ejércitos. Lo re-
lativo á cada una de  las tres acepciones á
que, según lo indicado, se presta la pala-
bra metafórica arma*, ha de verse en sus
artículos respectivos.

ARMAS. En el sentido nobiliario ó
del blasón, son los signos ó distintivos que
acostumbran á usar, ordenados según regla
déla heráldica ó del blasón, en los escudos
los príncipes-cclcsiásticos y seculares, las
personas y familias nobles, y las naciones,
provincias , ciudades y villas, para dar á
conocer y diferenciarse entre s i ,  sin mas
que la presentación del escudo. V. ■><&-
VOM, HEULMCA, REYES M

ARMAS PROHIBIDAS. Aque-
llas cuyo uso es reprobado. Hablando con
teda exactitud y precisión, no pueden lla-
marse prohibidas las armas que si bien re-
ciben generalmente esa calificación y á ve-
ces hasta en las mismas leyes, son de uso
lícito en numerosos casos de escepcion in-
troducidos por la clase á que pertenecen las
personas ó por otras circunstancias. Mucho
menos podrán conceptuarse tales las armas
de por sí permitidas, pero cuyo uso se halla
restringido en ciertos lugares ó eñ ciertos
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momentos. El carácter distintivo del ar-
ma prohibida consiste en estar vedado su
uso siempre ó con muy raraescepcion; las
demás deben estimarse permitidas.

PARTE DOCTRINAL.

BOMA  MI*.

SEO.  I .  RESEÑA HISTORICA.

Sec. !!. IDEAS GENERALES ACERCA DE LAS

ARMAS.

5- l.° Armas prohibidas.
§. 2 . ’  Armas permitidas.
§. 3." Consideraciones comunes respecto i

lás armas permitidas y prohi-
bidas.

SfiC. 111. DISPOSICIONES VIGENTES SOBRE LA

PROHIBICIOD DE ARMAS.

1.° Prohibiciones del uso de armas y
sus penas.

§.  2.a Fabricación y espendicion de ar-
mas y sus penas,

§. 3.a d oriiarion para el uso de armas.
§.  4.° Abuso de armas.

5.* Autoridades competentes en mate-
ria de armas prohibidas.

SECCION 1.

RESEÑA HISTÓRICA.

La fabricación, el comercio, porte y uso
de  armas, han producido en la legislación
patria disposiciones especiales, que si bien
en su mayor parte no se bailan en vigor,
son dignas de conocerse y apreciarse, por-
que ocupan un lugar importante en la his-
toria legal de España.

Los godos son los primeros que ofrecen
á nuestra consideración sus leyes y sus cos-
tumbres acerca de este punto. Nadie igno-
ra la vida primitiva de los pueblos de que
eran originarios; toda puede decirse que
estaba consagrada á la guerra y solo mante-
nida por la guerra: asi que, hombres que se
habian hecho de ella una necesidad y que
por otra parte se hallaban bien lejos del re-
finamiento de la civilización moderna, que

con la perfección de la industria ha produ-
cido tan diversos medios de destrucción;
hombres en fin, que se distinguían por la
pureza de sua sentimientos, lejos de dictar
prohibiciones respecto «I uso de las armas,
debieron apreciarlas como su mas honrosa
condecoración. Nihil aulem, decia Tácito.
ñeque publica, ñeque prívala rei nisi armali
gerunt. Establecidos en la Península, cambió
su fisonomía y su carácter: ya no  era su
ocupación habitual la guerra, ya iban aban-
donando su sencillez antigua, y con nuevas
necesidades y nuevos deseos venían tam-
bién otras pasiones, exaltadas á veces hasta
el crimen, que iban estrechando los límites
de la moralidad y virtud que les habian
distinguido. Sin embargo, las armas no
por eso llegaron ájser ohjcto de restriccio-
nes y de precauciones legislativas: al menos
el Fuero Juzgo, obra y resumen de la legis-
lación goda, no nos presenta ninguna, y solo
al ocuparse de la inviolabilidad del asilo,
nada eslraña en aquella sociedad influida
por el clero cristiano, autoriza se saque por
ftierza al que se refugió en la Iglesia cuan-
do ae defendiere con armas, y aun eximia
de pena al que ic mataba (1). ¡Severa repre-
sión del que asi turbal» el respeto y santi-
dad de tan augustos lugares!

Vino después la reconquista, «periodo di-
latado que abarca en sí la edad media, y
durante él hubo algunas disposiciones no-
tables respecto al porte, uso y comercio de
armas casi todas contenidas en el Código
mas completo y célebre de aquellos tiem-
pos. Era entonces tan común y generaliza-
do llevar armas que hasta los clérigos se
servían de ellas dando ocasión á prohibicio-
nes esplíci tas y severas por parte de la igle-
sia, bien conformes al verdadeio espíritu
que debe animar á los ministros de un Dios
de paz y de mansedumbre y que tan exac-
tamente retrató San Ambrosio en sus cono-
cidas palabras trasladadas en el decreto de
Graciano (2). Dolor, flotus, oraliones lachry-
mee fuerunt mihi arma adversus milites; ta-
lla enim munimenta sunt sacerdolis. Las san-

en  Leyes I j l  t i l .  3, l ib .  9 .  de l  Futre Jingo
U. 3 , QusiL 8, Cuus, 23.
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riones eclesiásticas (nerón adoptada» por
las Partidas; la ley 59 del título 6.” de la 1 . ’
declara decaídos de todos sus privilegios á
los clérigos que dejando su hábito y llevan-
do armas , no se enmendasen á las tres amo-
nestaciones de sus prelados. Las demas dis-
posiciones especiales dictadas en este Có-
digo acerca de armas, fueron solo efecto de
las circunstancias de aquella época y por
tanto carecen hoy de interes: asi, por ejem-
plo, se consideraba reos de traición y su-
frían escomo n ion, confiscación y pérdida de
su libertad los que suministraban armas, de
cualquier modo que fuera, á los enemigos
de la le 1 ; asi también el Código Alfonsino
se ocupaba de las armas que habían de em-
plearse en las lides (2). Por lo demás, ni en
las Partidas, ni en Código alguno de la
época que examinamos, se encontrará pro-
hibición de armas'determinadas: era esto to-
davía objeto que pasaba desapercibido ó
mas bien era indiferente para el legislador,
y patrimonio esclusivo de los usos sociales.
«La impotencia ó falta dé leyes generales*
dice un acreditado publicista de nuestros
dias «las pretensiones de supremacía y
�exención profesadas por lodo el mun-
ido , la nulidad del poder social , 'el con-
t inuo  recurso á la fuerza , aquel esta-
»do , en fin, que era de una guerra
�permanente , todo esplícaba la presen-
acia continua de la espada y del pu-
�ñal entre cuantos valían como personas
�en aquellos siglos. Solamente hay que ad-
vertir  de esta costumbre que era un dere-
�cho de ios caballeros , y que los que no
�pertenecían á esa clase no podían llevar la
�espada ni confundirse con la nobleza......
�Como quiera que sea, no había á la sazón
�lo que se ha llamado después armas pro-
hibidas:  si acaso quieren aplicarse estas
�espresiones, solo podrá ser en sentido
�contrario. La espada, el arma verdadera-
�mente noble, era la que no se permitía usar
�á los hombres del pueblo.» Fuera de este
caso particular que en realidad no recaía

H)  Leyes 18, t i l .  9, de la Parí. 1 y 22, t i l ,  5 de la
Pin.  0.

12; L«y 2, ti l .  4 de I»  Parí.  7

sobre arma prohibida , las leyes de la edad
media, lejos de dar por ilícitas algunas ar-
mas , suponían que era habitual el llevarlas,
y concedían cierta garantía á los que se
encontraban sin ellas , y quedaban de este
modo en una posición esccpcional. Bajo tal
concepto se dieron sin duda las leyes 2 del
tit. 1 del libro 2 del Fuero Viejo de Cas-
tilla, y la 24 del tit. 52 del Ordenamiento
de Alcalá, que prohíben á los lijodalgos ma-
tar á hombre ó labrador «que se non dc-
» tienda por armas.»

Encuéntranse también algunas disposi-
ciones ademas de las ya mencionadas, da-
das por los reyes de Castilla de los si-
glos XIV y XV, concerniente» al uso y co-
mercio de las armas , de las que haremos
indicación como lo exige la reseña históri-
ca que vamos trazando. I). Alonso XI, se-
gún las ordenanzas reales de Castilla (C,
ó don Enrique III, según la Nueva Recopi-
lación (2), mandó que el que fuc ra á ata-
car la morada agena «yendo armado con
� hombres de fuste y de berro,» ademas de
la pena corporal , le fueran confiscados la
mitad de sus bienes; es decir, que el uso
de armas era un hecho que producía agra-
vación en la pena del allanamiento. Otra
ley inserta también en las Ordenanzas Rea-
les (5J,cotno de don Alonso XI y en las
Recopilaciones Nueva (4) y Novísima (o),
como de don Enrique III , contiene una
agravación de penalidad igual á la anterior
respecto al que matare ó hiriere con saetí,
aunque la herida no produjere la muerte:
sin embargo np se declara esa anua como
prohibida, ni se castiga su simple porte ni
su fabricación y espendicion. En una ley
de la Recopilación formada de disposicio-
nes de don Alonso XI y don Enrique l í ,  se
manda cortar la mano al que en la cor-
le sacare cuchillo ó espada para reñir con
otro (6): la razón de esto se encuentra en
las primeras palabras de la ley: «porque
�la nuestra corle, como fuente de justicia,

I (1* Ley 42. l i l .  19 del hb .8 .
( 2  Ley 9 .  lit. S6 del l ib.  8.
1 3) Ley 33, l i l .  19 del bb.  8.
(4j Ley 3 ,  l i l .  23 del lib. 8-
. 8) Ley 8,  l i l  2 i  del l ib. 12,

i (8) Ley S, l i l .  21 del lib. 12 de la No*, Ree.
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perpétuo del lugar y confiscación de la mi-
tad de  los bienes; y por tirar con ellos cau-
sando muerte ó herida, pena capital y con-
fiscación de la tercera parte de los bienes.
Esta ley aparece importante bajo diferentes
aspectos: es  la primera de  cuantas hasta aquí
se ha hecho mérito que habla espresamente
de armas de  fnego, y que las declara de uso
prohibido; sin embargo, no era esto tan ab-
soluto que no tuviera sus restricciones, se-
gún indica la misma ley :  era preciso que
las armas que menóíona se  sacaran , se ma-
nifestaran , se prepararan para hacer dispa-
ros,  que se  sacaran en lugar poblado y ,  por
fin, que fuera en ocasiones de ruido ó pe-
lea; de  todo lo cual se infiere palpablemen-
te que no sufría castigo alguno el que las
guardaba ocultas en su casa ó las llevaba
fuera de  población, y aun dentro de esta
cuando se hallaba tranquila y pacífica: hé
aquí por qué no es todavía la ley á que nos
referimos la que comenzó á declarar ciertas
armas como prohibidas en si mismas, s i
bien demuestra que los legisladores estaban
ya prevenidos y recelosos. Hizose también
en tiempo de los reyes católicos (1) una de-
claración relativa á que la prohibición ge  �
neral de  armas <en los lugares donde eslu-
■vieren vedadas» comprendía tanto las
ofensivas como las defensivas, declaración
que nos revela las prohibiciones especiales
del uso de armas en determinados lugares,
que hubo ocasión de  mencionar cuando se
habló de  la ley de Enrique IV. Lejos de de-
terminarse posteriormente por los reyes ca-
tólicos ser ilícitas algunas armas, se dieron
dos pragmáticas estimulando y hasta man ■
dando se proveyesen de ellas los particula-
res: la primera del año 14*.>2 (2) imponía pe-
nas á los armeros que deshicieren armas; la
segunda, dada en 1495 (5), se ocupa deteni-
damente en especificar las armas que cada
cual debia’ tener, según su clase y situación.
Proponíanse los reyes católicos con estas

| medidas poner en disposición á todos sus
1 vasallos de  concurrir con éxito al llama-

�debe ser segura á todos los que á ella vi'* I
�nieren y á todos los que en ella estuvie- I
�ren.» Una pragmática de don Juan II del
año 14*27 (i) contaba las armas entre las
cosas que  no podían sacarse del reino, dan-
do las disposiciones oportunas á los alcal-
des de sacas para la observancia de  seme-
jante prohibición, una de  las infinitas que
habían producido los mezquinos principios
de economía que dominaban por entonces.
Otra resolución deD.  Enrique IV dadaá pe-
tición de  las Córtes de  Toledo de 1452(2) ,
nos revela que si no había armas prohibidas,
por lo menos se prohibía su porte en algu-
nos lugares, puesto que comienza con las
siguientes palabras; « porque en algunas
�ciudades, villas ó lugares de nuestros rei-
�nos ,  donde ay  castillos y fortalezas do
�las armas están devedadas.» La parte dis-
positiva se reduce á que los allegados de
los alcaides de las dichas fortalezas no l le -
ven armas «de las que fueren prohibidas
�traer en los tales pueblos � á no ser sus
criados y familiares yendo con ellos.

También se deben varias disposiciones
en  la materia á los reyes católicos , tan v i -
gilantes y celosos en cuanto podía afectar
á la buena administración de sus Estados.
Cuando aun no se habia dado cima á la re-
conquista, si bien ya se acercaba momento
tan glorioso en  el año 1480, y á petición de
las Corles de  Toledo dictaron aquellos reyes
medidas para impedir la «gran contratación
�que  algunos christianos hazen en tierra de
■moros, metiendo y llevando á los moros
�armas,» según las palabras de la ley (5),
de  lo que resultaban graves daños para los
naturales de sus dominios y especialmente
para los de Andalucia y reino de Granada.
En igual fecha y en las mismas Cortes apa-
rece otra ley (4) dirigida á evitar que en las
poblaciones sesacáraná ruido ó pelea, «true-
�no ni espingarda ni serpentina, ni otro tiro
�alguno de pólvora ni ballesta:» impónese
por el mero hecho de sacarlos destierro

(1) Ley 10. ti l .  <6 del lib. 9 de la Nov. Ree.
l í j  Leyó ,  til. 6 del l ib .  6 de la Nueva Rec.
(S; Ley *0. t it .  1 del l ib.  B de la Nov. iiecop.
b Ley I I  , til. i i  del lib. 11 do la flor. Recop.

(1) Ley 1 ,  l i t .  19 del l ib.  19 de la Nov. Rerop.
¡Si Ley 3 ,  t i l .  6 del l ib.  C de la fiov. Rerop
3 Ley l ,  l i t .  6, del lib. fc de la No*. Rerop.
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miento que se les hiciera para la ejecución
y defensa de las órdenes del monarca, per-*
secution de malhechores y servicios seme-
jantes. Otra providencia tomaron los reyes
católicos en 1501 (1): recelando de los nue-
vamente convertido del reino de Granada,
y queriendo alejar la posibilidad de que se
levantara de nuevo la media luna que aca-
baba 'le ser abatida, se les prohibió lleva-
ran armas algunas y las tuvieran pública ó
secretamente: las penas eran severas como
dictadas por un legislador que babia triun-
fado á costa de afanes, católico por escelen-
cia, y que todavía no se creía esento de pe-
ligro; consistían en confiscación y dos me-
ses de prisión poda primera vez, y por la
segunda pena de muerte.

Don Carlos y doña Juana adelantaron la
tarca comenzada por sus antecesores de po-
ner limitaciones al uso de las armas. De re-
sultas de las contiendas que se suscitaban
con las justicias, permitieron por regla ge-
neral que cada uno pudiera traer una es-
pada y un puñal: esta ley, dada en 15*25 (2),
concluye con unas palabras que merecen
notarse por aludirá cierta prohibición ante-
rior de que no se babia hecho mención en
código alguno. «Y que en la corte no ira ya
«armas hombre de pie ni mozos de espue-
rta, como está mandado.» A los dos años
dieron los mismos don Carlos y doña Juana
otra ley (5), por la que,  deseosos de evitar
que el porte de las armas ocasionase de no-
che reyertas y choques y favoreciese la per-
petración de delitos como había sucedido,
prohibieron llevar espada ó puñal de noche,
como no fuera con hacha, linternaó candela
encendida después de tañida la campana de
queda, esto es,  á las diez de la noche: que-
daban, sin embargo, esceptuados de esta
prohibición los que tenían que madrugar
para ir á sus oficios ó al campo. El año s i -
guiente de 1526 publicaron los reyes cita-
dos dos pragmáticas: una (i) declarando que
los convertidos antes de la toma de Granada

podrían llevar armas, y que los convertido»
nuevos que tenían licencia de loa reyes ca-
tólicos solo trajeran una espada, un puñal y
upa lanza. La otra (1) mandaba que las per-
sonas que recibieran órdenes sagradas no
llevasen arma alguna pública ni secreta, so
pena de perderla y pagar seis mil maravedi-
ses de multa.

Don Felipe H, al comenzar su reinado,
año de 1556 mandó (2) que nadie llevara
daga ó puñal si no llevaba ademas espada;
prohibición que induce á creer que se repu-
taban aquellas armas como poco nobles, ó
mas bien que iban declinando el prestigio
de esta y se quería sostenerle. En 1558 (5)
se prohibió que en lo sucesivo se fabricaran
en el reino ni se importaran del estrangero
arcabuces cuyo cañón fuere menor de vara,
bajo pena de perderlos y diez mil marave-
dises de multa; disposición notable por va-
rios conceptos, entre ellos el de haber toma-
do un rumbo nudvo: hasta entonces se ha-
bía restringido el uso de varias armas , se
habían prohibido á ciertas personas en algu-
nos lugares en determinadas circunstancias;
pero no se babia declarado formalmente
prohibida tal ó cual arma, como lo hizo don
Felipe I! respecto á los arcabuces pequeños.
Esta, pues, puede decirse que es  la prime-
ra ley que se ocupó de  armas prohibidas,
propiamente tales y la que inauguró un ca-
mino que habían de frecuentar incesantemen-
te los legisladores. Dióse á petición de  las
Cortes de Vallado!id de 1555, y ella misma
manifiesta su motivo: «Que á causa, de ha-
»ber arcabuces pequeños, con ellos se farian
«muertes secretas, matando los hombres á
«traición, y que no servían para otro efec-
»to;» es  decir, que el legislador encontraba
en ello graves inconvenientes y ninguna
ventaja, y los esceptu aba como destinados
precisamente al abuso. De notar es, sin em-
bargo, que las penas se limitaran á los fa-
bricantes é importadores de estas armas,
no imponiéndose ninguna á los que se ser-
vían de ellas. Posteriormente el Consejo en

( t í  I.oy 8, l i t .  t del lib. 8 de la ’tov. Hecop.
Sj Ley 4 ,  l i t  6 del lib. 6 d<- la No». Recop.
■3) Ley 5. til. 6 del lib. 6 de la No», ttevop.
. i Ley g, til, S del lib. 8 de la No», tice op.

( i )  Ley 3 ,  lit. 10 ilet l ib  . 1 de la No». Becop.
( i -  Ley lü, U l .  � del l ib .  e de la No», fiecop
■t i  Ley t,  ÜL  18 del l ib. 11 de la Nu». Recop.
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en laque desplegó gran severidad, mul-
tiplicando penas con que desterrar á toda
costa los arcabuces pequeños. Quejábase en
el preámbulo, y esto se presta á interesan-
tes reflexiones, de que á pesar de Ips graves
castigos que puso su padre para prohibir
los mencionados pistoletes «arma traidora,»
nada se había conseguido, antes bien de
pocos años á aquella parte se habían hecho
con ellos muchas muertes ; y verdadera-
mente que no de otro modo »e conciben las
escesivas penas con que se amenazaba a.
que los llevase ó disparase, al armero qu«
los fabricase ó compusiese, á los mercade-
res que los introdujesen ó comerciasen con
ellos, previniendo que para impedirlo se
visitaran los navios que llegaran á los puer-
tos. Pero lo mas duro que contiene la prag-
mática, es el erigir en delito la simple de-
tención de un pistolete sin sacarlo en pú-
blico, con lo cual se hizo una verdadera in-
novación, discurrida para cortar á todo tran-
ce el uso de tales armas: hé aquí las pala-
bras de la ley: «el que lo tuviere en su casa,
aunque no se le pruebe haberle sacado á
riña ni pendencia, por solo hallársele, in-
curra en pena de destierro del reino y con-
fiscación de la mitad de sus bienes.»

En 1652, D .  Felipe IV (1) renovó las pe-
nas contra los que llevaran pistoletes pe-
queños, añadiendo que las justicias podrían
en estos delitos proceder á prevención con-
tra personas exentas do la. jurisdicción or-
dinaria: el motivo de la pragmática fue que
á pesar de todo el rigor de que Labia hecho
alarde D. Felipe II, cada día iban creciendo
los delitos y muertes violentas y alevosas,
concurriendo por otra parte la pretensión
que tenían ciertas personas de estar autori-
zadas para llevar pistoletes cortos por estar
exentas déla jurisdicción ordinaria. Un au-
to acordado del Consejo de 1654 (2) aumen-
tó el catálogo de armas prohibidas, decla-
rando que nadie pudiera llevar espada con
vaina abierta ó con inventos para desenvai-
narla prontamente, ni estoque ó verdugo

su auto acordado de 27 de junio de 1 562 (1)
prohibió el uso de estoques, imponiendo
ciertas penas mas ó menos rigurosas, según
el infractor fuera de alta ó baja esfera. En
cuanto á los arcabuces ó pistoletes . Don
Felipe II mandó en el siguiente año (2) que
cualquiera que matase ó hiriese con ellos
fuera tenido por alevoso é incurriera en
confiscación: la ley no se limita á los peque-
ños; habla en general de todos y á todos
comprende en su deshonrosa censura. En
1364 (5) quedaron prohibidas las espadas, ñ
verdugos y estoques cuya hoja escediera de 5
cuartas, siendolaclase de penas multa, cár-
cel y destierro; la prohibición ofrece una
notable particularidad, á saber: que versa
sobre armas largas, al paso que las anterio-
ra-; y en general todas las de su especie re-
caen sobre armascortas. En el año 1591 (4) se
conoció la necesidad de castigar el porte de B
pistoletes de cañón menor de vara y se se- R
halaron al efecto penas dedos años de des- ||
fierro y inulta de cien mil maravedises; las
impuestas para la importación y fabricación
quedaron en pie, puesto que lejos de ser in-
compatibles con las nuevas, concurrían al
mismo fin de hacer verdaderamente prohibi-
dos los pistoletes pequeños,

I). Felipe III hizo una pragmática (5) so-
bre el porte de armas en7de  abril de 1611,
mandando que nadie pudiera llevar cuchillo
mello ni de otro modo, concediendo (6) á
los soldados sin restricción alguna todas las
armas permitidas y la daga y la espada aun
por la noche después de queda en los pun-
tos donde se hallaran destinados , con tal
que no anduvieran mas de dos juntos, y en
fin, prohibiendo (7) á los cocheros llevar
espada cuando fueran en los coches, deján-
doles solo un cuchillo como de monte para
lo que se los ofreciera en su oficio. El mismo
monarca dió otra pragmática en 1618 (8)

I j  Mol* i de la  ley l . l r t .  19 del l ib. 11 de la No».
Recop.

5 Ley 11, Ui. l i  del Ub. t i  de la Ñor .  Keeop.
3) Ley 3 t i l .  19 del l ib. t i  de l a  No». Recop.
4; Ley 4, tu, 19 del l ib.  H de la No». Recop.

»»■ Ley 18, üc. 33 del l ib. 8 de Ja Nueva Hec.
ilt Ley 19, t i l .  t j  del lib. 8 déla Nueva Reo.
7) Ley 30. l i i .M  del l ib .  8 do la Nue«a Ree.
¡p Ley 16, tit .  13 del lib. 8 de la Nueva Rec.
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( t  i Lar 47, t i l .  « l iel Ub.  8 de la Nuera Reo.
i Lay 7,  t i l .  19 del lib l l de  i« No» Uro.
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obra que comenzó D.  Felipe II: este prohi-
bió la fabricación é introducción de arca-
buces pequeños con diez mil maravedís de
multa; aquel castigó la sola aprehensión
con años de presidio ó de galeras y con azo-
tes sin admitir siquiera escusas justas y le-
gítimas. El contraste es bien manifiesto; se
había llegado á un punto de donde no era
fácil pasar: allí donde había un arma pro-
hibida se daba por hecha la acusación, el
proceso y la prueba para fulminar una pena
de las mas graves. Tal quedaba acerca de
este punto Ja legislación española al concluir
la dinastía austríaca.

Varias fueron las vicisitudes que sufrió
bajo los reinados de la casa de Borbon. En
tiempo dcD. Felipe V se castigó (1) la apre-
hensión de puñales ó cuchillos , llamados
rejones ó giferos, se permitió (2) á los visi-
tadores y guardas de las rentas reales el
uso de las armas de fuego prohibidas (año
1713) y también (5) á los ministros, visita-
dores y guardas de las sisas y millones de
la corle (1714): se declaró (4) qué armas
podían usar las distintas clases de milita-
res, permitiendo el desembarco de fusiles,
pistolas y carabinas largas, así como su fa-
bricación, cscepto en Cataluña, Aragón y
Valencia (1716): se señaló (;i) pena de seis
años de presidio ó de galeras al noble ó ple-
beyo aprehendido con puñal y demas ar-
mas cortas blancas (1721,1: se resolvió (6)
que los militares no perdieran su fuero por
el uso de armas prohibidas, si no procedía
su aprehensión real; y se castigó (7i á los
cuchilleros que hicieran las anuas cortas
blancas y á los prenderos que las vendieran
(1722): se concedió (8) el usó de armas pro-
hibidas á los correos y conductores de bali-
jas durante sus viajes (1729): se prohibió (9)
la introducción, uso y fabricación de las

buido; se señalaron penas á los fabricantes
y se derogó todo fuero ó privilegio de los
contraventores. Por pragmática de 1663 (I)
se  dictaron varías disposiciones parala chac-
ta ejecución de las leyes sobre pistolas cor-
tas, se fijaron los casos en que se permitían
álos militares, y se dió facultad de conocerá
las justicias ordinarias: se prohibió también
á los tribunales que moderaran las penas
impuestas en los reinados anteriores y que se
hiciera consulta sobre ello al monarca,» pues
son justas y proporcionadas en considera-
ción de la paz, seguridad, defensa univer-
sal y estado publico que ofenden y turban
las pistolas y su introducción.»

Mas á pesar de todas esas penas y de su
continua reiteración no se lograba desar-
raigar el uso de las armas cortas de fuego;
razón por la que D.  Carlos 11 volvió á pro-
hibirlas y señaló castigos graves y ejempla-
res, conceptuando insuficientes y cortos los
que su padre había calificado de justos y
proporcionados. Después de haber declara-
do por real decreto de 1673 (2), que quedaba
derogada toda cédula dada en dispensa de la
pragmática dada en 1665, promulgó otra en
1687 (5) por la que imponía seis años de
presidio de Africa al noble, y seis de gale-
ras, susceptibles de agravación de azotes, al
plebeyo, cuando fueran aprehendidos con
arma de fuego corta fuera de su casa, «sin
� que sea necesaria otra causa ni razón mas
�que la aprehensión, y sin admitir sobre
� ello escusa ni defensa alguna por justa y
■legitima que sea.» Todavía sé agravó tanto
rigor, pues en otra pragmática de 169! (4)
se hicieron estensivas las penas anterio-
res á los que tuvieran las pistolas cortas
dentro de sus casas, y se añadió la inhabi-
litación para oficios y puestos honoríficos,
castigándose á los arcabuceros que las fabri-
caren ó compusieren con seis años de gale-
ras y doscientos azotes. Estas disposiciones
del último monarca de la casa de Austria,
patentizan cuánto se había adelantado la

[1 Ley 11. t i l .  19 del lib. 12 d« l a  No*.  Rec.
<2 N Hade la ley 11, t í t .  i »  de) l ib .  19 de la No» Ree.
(1  Ley 12. t i l .  19 del lib. <2 de la No*.  Rec.
,'4, Le *  13 Ut. i» del lib 12 de la No*.  Ree.
5 L.i| <3. t i l .  I »  del l ib. 12 de l a  No* .  Rae.
6 Ley 11, rft. 19 del l ib.  19 de la No*.  Ree. y iu nota.
7j Nota primera de ta le*  15. l i l .  19 del l ib.  12 de la

No* .  Rec-
<81 Nota segunda de la ley 19, ti*.. 19 del l ib.  12 de la

No* .  Re'*.
J9 Noi» secunda de la ley 13 , '  Ut .  <9 del l ib .  12 d«

la  No*,  l'eeop.

l i i  Ley 8, l i l .  19 del l ib.  19 de ía No*.  Rec.
(2) Nota de la le *  8, l i l .  i¡) del !ib. 12 de la No*. Rec.
(J; Ley 8 ,  t i l  1» del l ib.  t i  de la 5o».  Rec.

Ley 10, til. 19 del l ib. 11 de U No*. Rec.
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navajas largas de muelle (1752); y últi-
mamente, se concedió (1) á los empleados y
dependientes de las rentas del labaooy con-
ducción de sus caudales el uso de armas
prohibidas (1759). Entre todas estas disposi-
ciones, délas cuales algunas declararon pro-
hibidas algunas armas como se ha podido
notar, ningunaagravó, ninguna quizás igua-
ló las penas tan severas que se dictaron- en
el reinado de J). Carlos II.

En 1748 D."Fernando VI (2) negó el uso
de armas blancas prohibidas, aun á los em-
pleados de las rentas reales, pues según di-
ce la pragmática,Jes bastaban las cortas de
fuego y las no prohibidas de todas clases,
y reiteró la derogación de fuero en estos
delitos, estendiéndola á los testigos que fue-
re preciso examinar. Motivó esta pragmá-
tica el esccso con que se usaban en la corte
las armas blancas prohibidas, «habiéndose
«cometido muchos homicidios alevosos en
«el discurso de poco mas de un año:» nueva
prueba de la ineficacia del rigor de los le-
gisladores acerca de esta materia. Una real
órden del mismo año (5) concedió a los go-
bernadores de Cádiz y Málaga facultad para
prohibir el uso de toda arma corta, tanca ó
de fuego, y entender esclusivamente de las
causas que de ese uso resultaran,

Al siguiente año (4) seprohibieron los cu-
chillos con punta, las navajas de muelle con
golpe y virola y armas cortas blancas bajo
pena de seis años de presidio al noble, y seis
de minas al plebeyo que las llevaran ó usa-
ran, imponiéndose también castigo al que
las fabricase ó vendiese. Por una real órden
de 1755 (5) se comprendieron varías armas
blancas entre las prohibidas, y por otra de
1754 (6) se declaró cuándo lo seria la ba-
yoneta en el soldado. En 1757 (7) se reno-
varon por una pragmática las penas prescri-
tas conlra el uso de armas blancas cortas,

<1‘ Ficta primera de la  ley 12, ti l .  19 del llb. l a  de
la No*. Recop.

( i  Ley 16, l i l .  Wde l l ib .  <3 de la No*.  Recop.
(3| Ñola segunda de la ley 91 ,  l i l .  19 del lib. 19 do

la  No*. Recop.
(4. Ley i 7 ,  l i l .  <9 dellib. H í l e la  No*,  Recop.
< 3j Nota primera de la ley 17, ü l .  19 del i ib .  13 de

la  No* .  Recop.
(6* Nota segónía de la ley 17 . t i l .  19 del hb. .13 de

I a No*. Recop.
,7} Ley 1®, lil. 19 dellib. 19 de la No*. Recop.

mandándose inutilizar las aprehendidas, y
que no fuera lícita su introducción. Obser-
vase en el reinado de D .  Femando VI, y
aun puede decirse esto también del ante-
rior, que todas sus medidas se dirigieron
contra las armas blancas; de este hecho
puede deducirse que ya no era tan frecuen-
te y temible el uso de las de fuego, que fue-
ron las que habían ocupado principalmente
la atención de los legisladores anteriores.

D .  Carlos 111 (1) por real órden de 1760,
previno quo á faltá de escribano bastaran
tres testigos para justificar la aprehensión
de armas prohibidas, á fin de que no que-
daran impunes estos delitos. En 27 de abril
del siguiente año de 1761 dió una pragmá-
tica sanción (2), la mas importante sin duda
de todas las disposiciones sobre la materia,
porque lijó la legislación y ha continuado
en pié sin derogarse por otra ley hasta
nuestros dias. Mandábase en ella que se ob-
servasen «en todo y por lodo» las leyes pro-
hibitivas de armas cortas blancas y de fue-
go, bajo la pena de seis años de presidio á
los nobles; y seis de minas á los plebeyos
que las usaran, y cuatro años de presidio
por la primera vez, y la pena anterior por
la segunda á los armeros , mercaderes ú
otras personas que las vendieran. Se adver-
tía también que ningún tribunal dispensa-
ra de lo mandado en la pragmática y se ha-
cia una declaración importante cu prueba
de la confianza que al Trono inspírala la
nobleza, permitiendo aludos los caballeros
nobles fijos-dalgo, el uso de las pistolas de
arzón cuando fueran montados en caballos
y en trage decente interior. Ultimamente,
prohibía la pragmática sanción que los co-
cheros, lacayos y demas criados de librea,
cscepto los de la real casa, trajeran á la cin-
ta arma blanca bajo las penas arriba es-
presadas. Esta última prohibición se esten-
dió por bando de 1780 (5) á los llamados ca-
zadores y cualesquiera otros bajo pena de seis
años de presidio al noble, y seis de arsena-

(1) Mol» primer* de 1* ley 91,  lil. 19 del lit». 19 do
le  No*. Recop.

(2 Lev 19. til 19 del l lb.  19 de le No». Recop.
(3 Finia primer* de la ley 19 ,  l i l .  19 del l ib. 19 de

le No*.  Recop.
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les a! plebeyo. Lá circular de 28 de julio
de 1785 (i), hizo estensiva á los gobernado-
res de todas las plazas marítimas la facul-
tad concedida á Jos de Cádiz y Mála-
ga por -real órden de 1748 , y reiteró lo
mandado en la de 1760. En el mismo afio
de 1785 un auto de la sala plena de al-
caldes (2) prescribió visitas mensuales de
las tiendas de armeros y mercaderes , para
que se cumpliera exactamente lo dispuesto
ío la pragmática sanción de 1761.

Reinando Don Cárlos IV y por real reso-
lución de 1701 (5) quedaron esceptuados de
la referida pragmática los empleados que
para diligencias del real servicio llevasen
cuchilloscon licencia escrita de los gefes de
la tropa destinada á perseguir contrabanr
distas y malhechores. También es digna de
mención la real órden circular de 1805 (4)
por la que se hicieron varias declaraciones
lijando el modo de proceder los gobernado-
res de plazas marítimas en las causas sobre
uso de armas prohibidas.

Posteriormente en el reinado de don Fer-
nando Vil se dieron varias disposiciones so-
bre el comercio, uso y prohibición de ar-
mas: de ellas unas carecen hoy día de todo
interés porque fueron motivadas por cir*
cunstancias que pasaron ; las demas que
pueden ser de alguna aplicación, así como
lasque han sido dictadas en el actual reina-,
do acerca de la licencia para el uso de ar-
mas, y del efecto que producen en los de-
litos , corresponden á la tercera sección
del articulo , destinada á esponer la legis-
lación que rige al presente en la materia, y
no á esta que ha tenido por objeto hacer una
reseña histórica.

Lo único que debemos añadir por conclu-
sión es, que enlasCórtes de 1842, habién-
dose presentado al Congreso una proposición
sobre fabricación, venta y uso de armas
prohibidas, se discutió este punto con de-
tención, y después de las varias vicisitudes

que sufrió el proyecto de la comisión nom-*
brada en  aquel cuerpo colegislador, quedó
votado el 27 de  abril lo siguiente:

«Arti 1 /  El gobierno, comoeneargado de
■la seguridad , tranquilidad y órden públi-
»co, dictará en esta materia los reglamen*
■tos que considere necesarios según el caso
■y las circunstancias lo exijan.

�Art. 2.® Todo delito en que de cual-
■quier modo se haga uso de alguna de las
■armas que prohíban los reglamentos, ten-
�drá por esto contra si una circunstancia
■agravante.

»Art. 3." Se deroga la legislación exis-
tiente sobre fabricación, venia y uso de
■armas prohibidas.»
■Este proyecto de ley , votado por el Con-

greso, no llegó á serlo por el Senado, y por
tanto nunca pasó á ser ley.

SECCION I!.

IDEAS GENERALES SOBRE EL USO DE ARMAS.

Está fuera de toda duda que el uso de ar-
mas debe ser uno délos objetos á que con-
sagre su atención el legislador. El individuo
tiene derechos ¿intereses así como los tiene la
sociedad, y toda la dificultad consiste en el
modo de conciliarios, de hacerlos compati-
bles, porque no fuera justo ni posible sacri-
car por completo los unos á los otros. Los
particulares dedican su industria á diferen-
tes objetos, y uno de tantos es la construc-
ción de  armas; estas aseguran la defensa
propia , constituyen un medio de rechazar
ataques dirigidos contra la persona ó contra»
los bienes, proveen la satisfacción de nece-
sidades perentorias y prestan servicios im-
portantes, aparte del recreo y placer que
dan procurando distracciones lícitas. Pero
las armas pueden emplearse en otros usos
distintos que lastimen los derechos de los
ciudadanos ó el interés de la sociedad; á los
primeros la ley debe garantir su seguridad
individual, al misino tiempo que debe con-
servar á la segunda su órden y tranquili-
dad. De aqni la conveniencia, mas aun, la
necesidad de que el legislador sea vigilante

( i j  Ley4 i ,  Ut .  iftdel lib. 14 de l i  No». Rtcop.
{ t i  Note tegunda de l a  i *y  19 , l iL 19 del l ib.  B de

la No». Rernp.
;3 Ley *), t i l .  19 del lib. 19 de la No». Recop,
i4 Ley unirá del l i t .  19 del lib 19 del auulemvnto á

I *  No*.  Recop.
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cepto , á probar lo que »e proponen sus au-
tores. Si alguna fuerza tuvieran seria en el
supuesto de ser las leyes demasiado severas,
y suspicaces y exageradas las prohibicio-
nes. Mas en tósis general , hecha abstrac-
ción del derecho escrito, carecen de toda
fuerza é importancia. Es indudable que no
debe dejarse al hombre honrado indefenso
ante un ataque violento y á merced de loa
criminales; su derecho de propia defensa
debe ser respetado y mantenido porque es
legitimo solo podrían ser innecesarios los
medios de defensa en el caso inverosímil
de que fuera tai la organización de la poli-
cía de un pais, tal la protección de la seguri-
dad personal del ciudadano, que se hicieran
imposibles las agresiones de los malvados.
Mas para garantizar ese derecho de los par-
ticulares, no se necesita llegar hasta el es-
tremo de declarar lícitas toda clase de ar-
mas. Semejante libertad seria cuando menos
inoportuna , porque en tanto se puede cen-
surar con fundamento la prohibición de un
arma, en cuanto el individuo no pueda dis-
poner de otras para su seguridad L’n siste-
ma, pues, de prohibiciones racionales y
equitativas no puede nunca vejar á los hom-
bres honrados; por el contrario, puedeatian-
zar mas su tranquilidad enfrenando á tos
malévolos. Que estos se hallen tan aveza-
dos al crimen que no reparen ni se detengan
ante la barrera que les opone la sociedad,
no es una razon*para que el legislador deje
dedictar medidas represivas, para que se dé
por vencido, para que venga á confesar
que es impotente é incapaz de atajar ma-
les que afectan á la sociedad entera. Si
tos malvados discurren medios para hacer
triunfar sus intentos , el poder social debe
también redoblar su celo y sus esfuerzos pa-
ra hacerlos fracasar. Decir que no de-
ben declararse ciertas armas prohibidas,
porque á pesar de esto no desisten tos crimi-
nales , seria tan o como decir que no deben
subsistir las penas porque también á pesar
de ellas se perpetran delitos. Las leyes pro-
hibitivas en este punto descansan, por lo
tanto, en principios de conveniencia y de
justicia que lieudtn á protegerla so -¡edad y

por tan sagrado» intereses, alejando peligros
y reprimiendo abusos. Y no de otro modo
lo ban comprendido los pueblos cultos, en
lodos los cuales se han dictado medidas
propias á contener dentro de ciertos limites
los derechos de los particulares á la fabrr
cacieu , comercio y uso de armas. Para
comprender cuáles deban ser estos limi-
tes haremos algunas consideraciones gene-
rales.

§ .  1.® Anuos prohibida».

¿Debe haber armas prohibidas? Esta es la '
primera cuestión que merece un detenido
exámen, porque su resolución trae conse-
cuencias distintas, pero siempre importan-
tes y graves, según que sea afirmativa ó
negativa. Ha habido quienes no hau en-
contrado fundamento alguno para la pro-
hibición de las armas. Los criminales, se ha
dicho, no se detienen ante esa prohibición
cuando tratan de poner por obra sus odio-
sas maquinaciones, porque siempre encuen-
tran recursos para consumarlas; y en cuan-
to á los hombres honrados ningún medio
debe negárseles para su defensa y para con-
trareslar los ataques violentos délos mal-
vados, ataques que pueden ser y son las .
<nas veces traidores y alevosos. Esta liber-
tad dada á los ciudadanos de llevar las ar-
mas que tuvieran por conveniente, seria una
garantía para ellos, detendría y amedrenta-
ría á los criminales que correrían el riesgo
de ser rechazados , y produciría aminora-
ción en los delitos. Sobre todo , añaden, el
legislador no tiene derecho á hacer prohibi-
ción de arma alguna, puesto que solo podría
basarla en el abuso , principio erróneo é in-
admisible,. porque el abuso de una cosa no
constituye su malicia intrínseca , y de pro-
hibir ciertas armas, habrían de estenderse
tales prohibiciones á mil otros objetos , cuyo
abuso también induce desastrosas conse-
cuencias.

Todos estos argumentos, si bien se pre-
sentan a primera vista como exactos y pa-
recen desprenderse de lo que generalmente
sucede, no son suficientes, en nuestro con-
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á los hombres , y á enfrenar el crimen qui-
tándole medios de que pudiera echar mano
para desarrollarse y afianzarse. No se deben
prohibir las armas porque seas susceptibles
de abaso: si esta fuera la razón, ninguna
arma, ninguna cosa seria licita. Se prohíben
ciertas armas porque no son susceptibles de
buen uso, ó lo son rarísimas veces, porque
están destinadas al abuso por su naturaleza
misma: el abuso en general no debe ser
causa de prohibiciones, pero cuando es fre-
cuente, cuandose halla inherente á la cosa,
las prohibiciones están en su lugar.

Si el legislador tiene derecho á prohibir
algunas armas, si puede decirse que á ve-
ces hasta tiene obligación de prohibirlas, no
es menos cierto que debe obrar en este pun-
to con mucha prudencia y circunspección,
porque tan fatales consecuencias traeria un
rigor escesivo , y quizá por lo tanto inefi-
caz, como la libertad absoluta que queda
ya censurada. No porque un arma haya da-
do ocasión á delitos, no porque sea de un
éxito seguro, no porque se pueda llevar
oculta deberá ser declarada prohibida; todo
esto no es bastante: es menester ademas que
no tenga en la mayor parte de ocasiones uso
alguno provechoso para la guerra, para las
labores del campo, para las necesidades
domésticas, para el ejercicio de las artes, ni
para otros servicios qne aprovechen al hom-
bre; es preciso que revele su destino alevoso,
que sea propia para poner por obra con se-
guridad designios criminales y reprobados:
tales son en primer término los puñales, des,
pues las navajas grandes de muelle, usadas
en algunos puntos (Je España , las pisto-
las de viento y otras que pudieran ci-
tarse.

Desde luego se conoce que no es posible
designarlas todas, porque los inventos va-
rían al infinito; podrán designarse en su
mayor parte, pero nunca deberán ser objeto
de una enumeración nominal en los có-
digos ó en leyes generales, porque en aque-
llos y en estas debe haber fijeza y estabili-
dad, caractéres que es imposible distingan
á las designaciones de armas prohibidas.
Estas cambian á menudo, según las costum-
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bres, según ios adelantamientos de laindus.
tria y hasta según los caprichos de la moda:
d lugar oportuno de tales prohibiciones son
los reglamentos de policía que pueden y de-
ben tomar en cuenta todas aquellas cansas
variables y pasageras. Algo, sin embargo,
está reservado á las leyesen esta materia:
pueden fijar ciertos principios acerca de las
consecuencias que haya de producir el uso
de las armas prohibidas, la penalidad de es-
te uso y de la fabricación y otras cosas seme-
jantes; todo esto cabe en las prescripciones
de las leyes, por ser susceptible de mas es-
tabilidad.

Habiéndose ya manifestado el carácter y
tendencia de la prohibición de armas, pare-
ce deducirse que el retenerlas ó el llevarlas
son actos que revelan cierta criminalidad.
Asi es, en efecto; para usos lícitos bastan
las armas permitidas: el que tiene ó lleva
otras, escita contra si una presunción que le
es poco favorable y puede dar lugar á que
se crea que abriga intenciones de causar al-
gún daño, de perpetrar algún delito. Deben,
por lo tanrto, ser justiciables tales hechos:
pero ¿en qué términos? ¿se pueden conside-
rar como delitos? En nuestro concepto no
llegan á esta esfera: para que exista un de-
lito no basta la intención dañada ; menester
es ademas que lleve tras de si un nial cau-
sado á la sociedad, ya directa, ya indirecta-
mente, y que este mal no hallándose pre-
cavido de modo alguno, exija su represión
por las leyes penales. Ahora bien: el que
lleva armas, el que las guarda, todavía no
ha inferido un mal : la retención , el porte
de por sí no le constituyen , si bien anun-
cian su proximidad ; por esto es que su
cnstigo debe reservarse á los reglamentos o
cuando mas incluirse en las infracciones de
policía que castigan los códigos con penas
correccionales. Dar mayor importancia á
aquellos hechos es desnaturalizarlos, es ha-
cer alarde de un rigor eslcmporánco.

No quiso caer en este escollo el código
penal de Francia; y así es que á pesar de la
severidad que le distingue , á pesar de ser
inclinado á penas escesivas, no consideró al
que llevara armas prohibidas digno de mas
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usar determinada arma, cualquiera pudie-
ra fabricarla: esto equivaldría á declararla
lícita é ilícita á un mismo tiempo é implica-
ría una verdadera contradicción. Bajo nin-
gún concepto, pues, debe consentirse la
fabricación delhs armas prohibidas: el ocu-
parse en ella podría muy bien reputarse co-
mo un delito, porque semejanteliecho pre-
senta un carácter mucho mas grave y tras-
cendental que el porte del arma, sobre el
cual dejamos ya dicho que no puede consi-
derarse sino como una infracción depolicía.
Así vemos en el código penal francés (art.314)
que se castiga mas fuertemente la fabrica-
ción que el porte, á saber: con prisión de
seis dias áseis meses, á mas de la confisca-
ción de las armas, siendo de notar que pos-
teriormente la ley de 24 de mayo de 1834
impuso prisión de un mes á un año y mul-
ta de diez y seis á quinientos francos. El
código austríaco , en su artículo <26 de la
segunda parte destinada á las graves infrac-
ciones de policía, castiga con arresto de tres
dias á un mes al que fabrica un arma pro-
hibida ó sospechosa, seg'un su naturaleza, ó
al que habiéndola recibido para componerla
no hace denuncia al magistrado; y si con
ella se ha matada ó herido á alguno, la pena
pasa á ser el arresto rigoroso de uno á tres
meses. El artículo 150 del código de las Dos
Sicilias señala prisión del primero al segun-
do gradoy multa correccional al que fabri-
ca armas prohibidas «sin autorización escri-
ta de la policía;» pero esto mismo nos re-
vela que propiamente se habla de armas
prohibidas.

Probada!» necesidad de impedir la fa-
bricación de armas prohibidas, nada debe
añadirse para demostrar que existe la mis-
ma necesidad de declarar ilícita su intro-
ducción é igualmente ilícito su comercio.

§. 2.u Armat permitidas.

Los particulares tienen derecho á usar
de las armas permitidas y proveer con ellas
á su seguridad personal y á sus necesida-
des. Seria tiránico el legislador que aboliera
este derecho, al paso que se le podria tachar
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castigo, aparle de la confiscación de las mis-
mas, que el de una multa de diez y seis á qui-
nientos francos (art.314). Mas dura la ley de
24 de marzo de 1854, impone, ademas de la
mulla, prisión de seis dias á seis meses. El ar-
tículo297 del código del Brasil castiga el ser-
virse de armas ofensivas, que se hayan prohi-
bido, con prisión de quince á sesenta dias y
una multa igual á la mitad de la duración de
la pena, ademas de  j a  pérdida de las ar-
mas: las escepcioncs consignadas en el si-
guiente articulo para tal penalidad nos har
cen creer que no se refiere á armas prohibi-
das en el genuino sentido de la palabra. Lo
mismo puede decirse del artículo 5 de la
ley de 26 de octubre de 1831, dada para el
Brasil, que impone prisión con trabajo de
uno á seis meses al queusarede pistoletes y
demasarmasque designa, puesto que en ese
artículo loque se castiga es el uso «sin per-
miso. «Tampoco en el artículo 151 del código
de las Dos Sicilias se castiga verdaderamen-
te el uso de armas prohibidas, por mas que
use de esta denominación , como lo de-
muestran sus mismas palabras: el que lle-
vare arma prohibida, dice, «sin permiso
�escrito de la policía» será castigado con
prisión del segundo al tercer grado y multa
correccional ó con la pena de tercer grado
de confinamiento y máximum dé l a  multa
correccional. Añade el articulo que: la de-
tención de armas prohibidas en una casa
«sin permiso escrito de la policía» se casti-
gará con penas de policía y confiscación dé
las armas.. De cuantas citas hemos hecho
puede deducirse con fundamento que solo
el código francés ha penado el uso de ar-
mas verdaderamente prohibidas.

En la época que alcanzamos se ha reco-
nocido la conveniencia de la libertad fabril;
sin embargo, no se opone á ella, sino que
la circunscribe dentro de sus legítimos li-
mites la prohibición de que seestienda «ob-
jetos peligrosos. Esto sucede respecto á la
fabricación de armas prohibidas : como que
su uso está vedado á toda clase de perso-
nas, claro y natural es que no pueden re-
putarse licito objeto de industria. Seria in-
concebible que al paso que nadie pudiera
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con razón de apático y descuidado sí no
marcara sus límites y su verdadera osten-
sión. Ambos entremos ha querido evitar sin
duda ia ley inglesa al consagrar el principio
de que lodo ciudadano está facultado para
usar armas con objeto de defender su per-
sona de violencia, ó su morada de un ata-
que de malvados félons ; pero que no está
autorizado á usar armas de fuego ú otras
mortales para impedir la realización de  un
delito.

Los particulares son libres en usar de las
armas que la ley no haya prohibido: esta
debe ser la regla general; fúndase en que la
presunción no es el abuso , sino el uso.
Cuando los hechos vengan á demostrar lo
contrarío , entonces cesará la presunción,
entonces nacerán las escepciones de la regla
general. Sin embargo de eso,  como hay paí-
se s ,  y entre ellos e l  nuestro, donde por
efecto de Circunstancias particulares , domi-
na el principio de que el uso de armas solo
es licito á los que, ofreciendo confianza á la
autoridad local, obtienen una autorización,
diremos algo en este supuesto.

La licencia es obligatoria : sin ella se
conceptúa ilícito el uso de armas. Con esto
no se quiere imponer una vejación á los
particulares sino establecer una garantía
en su favor que tienda á hacer respetable
su derecho y á precaver males que de otro
modo pudieran originarse. Con este fin han
admitido algunas legislaciones, asi antiguas
como modernas, el principio de la autori-
zación. En la época de los emperadores ro-
manos, Valentiniano 1 diópara la Campania
una ordenanza en que prohibía generalmen-
te el porte de armas sin autorización espe-
cia! del principe, ordenanzas que Justinia-
no dió el carácter de ley general: ul armo-
rurn usus inicio principe inlerdiclus til. De
los códigos modernos los que exigen la au-
torización han cambiado su forma, como
era natura! , haciéndola emanar, no ya de
la autoridad suprema, sino de las inferiores
encargadas de vigilar por ía seguridad per-
sonal y por el mantenimiento del órden pú-
blico.

(¡rande seria ia ventaja de que las licen-

cias de que hablamos se dieran gratuita-
mente: habría mas escrupulosidad en su
concesión y se causaría menos perjuicio á
los que tienen que sacarlas. Mas ya que no
pueda ser as i ,  la retribución debe ser muy
corta para que se halle al alcance de to-
dos y se haga apenas sensible.

Aun donde se exija por punto general la
licencia, justo será que los reglamentos
autoricen para el porto de armas sin nece-
sidad de obtenerla á aquellas personas en
quienes concurran circunstancias que sean
de por si suficiente garantía. Así debería su-
ccdcrcon los empleadosque necesiten llevar
armas para el desempeño de sus  cargos y con
los que obtuvieren pasaporte; porqoeni pue-
de recelarse de aquel á quien el gobierno
confiere un empleo, y un empleo que exige el
porte de armas, ni tampoco la autoridad que,
satisfecha de una persona, le da una autori-
zación para viajar, tiene motivopara negarle
aquello que puede necesitar para la segun-
dad de su mismo viaje. En estos y otros ca-
sos análogas debe sobreentenderse la licen-
cia, debe estimarse concedida por la misma
ley. Por eso en Roma cuando César y Augus-
to impusieron pena capital á los que se pre-
sentaran con armas públicamente, esceptua-
ron por la misma ley á los que las tenían
para caza, viajes ó navegación, así como
también á los que eran hábiles para comer-
ciar con ellas. Nuestras leyes recopiladas
presentan igualmente, como se ha visto en
la sección primera, concesiones para el por-
te de armas: y deloscódigos estranjeros
tenemos un ejemplo de estos casos en la fa-
cultad concedida á Jos oficiales de justicia
y á ciertos militares por el arl. 298 ya ci-
tado del código brasileño.

Las personas inhábiles para obtener la au-
torización, atendido el objeto de esta, ha-
brán de ser aquellasque no ofrezcan garan-
tía ó las que tengan un estado incompati-
ble con el porte de armas. Pertenecen á la
primera clase los que han sido procesados
por delitos de violencia contra las personas
ó los bienes, y no han cumplido todavía su
condena, los que acostumbran á embriagar-
se , los vagos, y en general las que tienen

Enciclopedia española de derecho y administración



ARMAS. 58U
asistiera coa armas á las asambleas públi-’
cas, y que al poco tiempo, como ' él mismo
infringiera inadvertidamente la ley , para no'
hacerla perder su ejemplaridad , se dió por
su propio mano la muerte. Otras restriccio-
nes pudieraw mencionarse á propósito del
porte de armds / pero- seria enojosa su enu-
meraeion , una Vez sabido que se estable-
cen puraque jio. peligre la seguridad del
individua , y par razones de respeto yórden
pública.

A veces iuéade que so temé por la tran-
quilidad general; que ha sido amenazada;
que se trata de  reprimir una insurrección,
eq estas circunstancias escepcionafes justo
es que cedan ante el peligro común los de-
rechos de los particulares. Y éntrelas medi-
das quecumple entonces tomar á las auto-
ridades es una de  ellas suspender el porte
de  armas con las que pudiera estallar ó fo-
mentarse la insurrección, amenazando con
penas eficaces á los contraventores..

Finalmente, hay casos en qne debe que-
dar privado del porte de armas el que lo ad-
quirió par licencia, á saber: todos aquellos
que consisten en un abuso de la autoriza-
ción, ya  por haberla estralimitado de su ob-
jeto natural , ya por haberla convertido á fi-
nes reprobados. Una licencia de porte de
armas no  justifica, por ejemplo, hacer un
depósito de ellas; y aquel á quien le fuese
hallado en su casa se hace acreedor á la
pérdida de la licencia y aun á algún cas-
tigo. Del mismo modo el que autoriza-
do para llevar armas hace alarde de ellas
eu público, amenaza, infiere daño, causa
heridas ó cómete cualquier otro delito, da
á entender que mas se propuso ofender á
los demas que defenderse á sí propio, y por
Unto, debe retirársele el derecho que se fe
concedió. Porque cuando se obtiene una li-
cencia es  cou la condición tácita de hacer
de ella un uso lícito, condición siu la que
no se concibe su existencia, No es esto de-
cir que el que abusa,, sin producir, conse-
cuencias graves, no debe sufrir otro easti-*
go; á veces convendrá imponerle una pena
leve , jeorno lo hace el código de Jas Dos St-
Uás con el q.ue se sirve de armas contra una

malos, antecedentes ¡.entregar armas ¿.estas
personas seria tanto como estimular sus
malas inclinaciones y sembrar la alarma en
la sociedad. También deben ser inhábiles loa
dementes, pues no sos  dueños de sus accio-
nes. Por razón do su, pstado son inca panes los
clérigos, á quienes veda el porte de Irmas
el carácter del sagrado mi  niátorid que des-
empeñan» Do esta última- incapacidad se
hizo indicación en la sección primera .del
presente artículo : 'aquí solo debe añadirse
que laprohibicion hecha á loxjclérigos poa
el derecho canónico, no es tan inflexible «|ub
no admita algunos casos de escopetan: así
es  que Conforme al espíritu de una consti-
Ilición -de Clemente V (Ciem. ri futiosus: de
llom. vol.) se ha considerado permitido á los
clérigos el uso de armas para su seguridad
personal, cuando temen por su vida ó van
de viaje.

La licencia , una vez obtenida por las per-
sonas capaces, lleva consigo ciertas testricr
ciones, tanto en circunstancias normales,
como en momentos dados. Seria siempre in-
útil, y frecuentemente podria degenerar en
peligroso el porte de armas en las ferias,
espectáculos y diversiones públicas: aquí
no se halla espuesta la seguridad personal,
y por otra parte es mas inmediata la vigi-
lancia de la autoridad. Tampoco debe en-
trarse con armas en las iglesias , lugares
destinados á la oración y á las prácticas
religiosas, que son actos de por sí pacifioos
y de recogimiento ni en los tribunales, que
son el templo de la ley.

Igualmente deben asistir desarmados los
ciudadanos á las reuniones y juntas electo-
rales ó en que se trate del ejercicio de un
derecho político, de donde debe alejarse to-
do motiva de violencia é intimidación. Ga-
rantía es esta cuya, necesidad se ha recono-
cido desde los tiempos mas antiguos. , . El cé-:
lebre Solon impuso multa al que , apare-*
ciesc armado dentro de la ciudad sin te~
ner para ello causa legitima disposición
igual á otra.que se atribuye ai rey romano
Servio Tulio. También refiere Valerio Máxi-
mo de losThuriosque su legislador £aron-
das maudó sufriera pena de muerte el que>

TOMO n i .
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persona, sin causarla golpe ó herida, á
quien, considerándole como reo de contra-
vención de policía, castiga con multa y comi-
so de las armas.

Conviene hacer aquí una observación im-
portante respecto al derecho de  llevar ar-
mas, á saber, que como tal derecho y por
tanto, beneficioso , puede . utilizarse por el
legislador como materia de penalidad. Sabi-
do es que la pena consiste en  una privación
y que tanto puede recaer sobre la vida, ¡a
libertad y la fortuna del ciudadano como
sobre sus derechos. Déla inhabilitación del
de llevar armas podría, pues, resultar una
pena apta para la espiacion y represión del
delincuente y para hacer mas difícil � la po-
sibilidad de dañar. Esta pena llenaría cua-
lidades importantes, seria moral, seria per-
sonal, divisible, ya por razón de las armas
sobre que recayera, ya por el distinto
tiempo que durara; tendría también ejem-
plaridad y sería tranquilizadora y remi-
sible: en fin, empleada con tino y dis-
creción podría hacérsela análoga y propor-
cionada á los delitos porque se impusiera.
Ya los Francos habían' concebido y rea-
lizado esta idea: asi vemos que el que ma-
taba injustamente á su muger, sufríala pri-
vación temporal del uso de armas , y el que
mataba á un mongeó eclesiástico la perpe-
tua. En el código francés de 1810 también
se dispuso que el condenado á trabajos for-
zados temporales, á destierro, reclusión ó
argolla perdería el derecho al porte de ar-
mas (art.28),y se permitió también á los
tribunales, juzgando correccional mente,
inhabilitar en todo ó en parte del mencio-
nado derecho (art. 42). Sin embargo de to-
do lo dicho, fácilmente se conoce que la
pena á que nos referimos no debe tener el
carácter de principal , porque no es tanta
su importancia de por sí , sino el de acceso-
ria. Imponiéndola aisladamente, pocos se-
rían sus resultados , corta su eficacia; im-
poniéndola con otras, puede ser un recurso
fecundo en la ley penal.

Respecto á la fabricación de armas per-
mitidas escusado es decir que debe también
ser permitida; pero si se hiciera sin prévia

litfMCfs pedida á la autoridad administrativa ,
cuando estuviera mandado pedirla, ó con in-
fracción de fo prevenido en los reglamentos
de policía respecte á los establecimientos
fabriles , el dueño de  la fábrica se baria
acreedor á castigo, siquiera fuese correc-
cional.

Tratándose de  armas permitidas, su im-
portación habrá de  considerarse licita, si
otra cosa no aconsejan circunstancias parti-
culares ó la protección debida á ia industria
nacional; y por lo que hace á su comercio,
deberá quedar libre y desembarazado de  to-
da traba.

§. 5?  Consideraciones comunes á las armas
permitidas y prohibidas.

Punto interesante es la averiguación de
los efectos que deben atribuirse al empleo
de las armas en la perpetración de un delito.
Esos efectos ¿deben ser iguales aunque sean
diferentes las clases de armas? ¿Deben con-
sistir en una agravación de la pena que el
delito merezca? ó ¿deben conceptuarse in-
diferentes? Todo esto es  digno de atención
detenida por parte délos legisladores y dig-
no también de exámen cuidadoso por parte
del jurisconsulto. �

En nuestro concepto, está fuera de toda
duda que cuando las armas se hacen ins-
trumento de un delito , no puede este abuso
ser indiferente, no puede pasar desaper-
cibido para la ley penal. Lejos de eso, cree-
mos que en tales casos se origina una cau-
sa de agravación de la pena que al delito
por sí corresponde: la culpabilidad del
agente aparece mas cierta , y su intención,
su premeditación se revelan mas á las cla-
ras: valiéndose de armas, como medio de
conseguir la realización de su propósito,
imprime á sus acciones una violencia de
que bajo ningún concepto puede prescin-
dirse; hace mas temible su agresión y ase-
gura su éxito ; se constituye, para decirlo de
una vez, en una posición ventajosa, en una
superioridad que al paso que le favorece á
é l ,  aumenta los peligros del ofendido y
quita la facilidad que este pudiera tener
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engañado por la exterioridad de los hechos
y sin penetrar en sus causas, á saber: que
muerta, herida ó dañada una persona , po-
co importa saber el arma con que se le ma-
tó,  hirió ó dañó , y que el delito siempre es
el mismo. Semejante modo de discurrir fal-
searía las nociones fundamentales de la le-
gislación penal , porque esta no  se concreta
á saber lo que hizo el delincuente , sino
que entra á graduar su intención , su mayor
ó menor culpabilidad, las causas y modifi-
caciones del delito: hechos morales que han
de reunirse á los materiales y tangibles para
conseguir una acertada aplicación de la
pena.

Ahora bien: si no tienen igual considera-
ción, si no significan lo mismo las armas
prohibidas qne las permitidas, como instru-
mento de un delito , esa diferencia debe ha-
cerse sentir en la legislación , por masque
unas y otras constituyan por regla general
una circunstancia agravante. A este efecto
podría atribuirse á las prohibidas una agra-
vación en dos grados y á las permitidas en
uno mas de la pena señalada al delito: o ,  si
esto pareciera demasiado rigoroso , podría
seguirse otro camino, que es el que nos-
otros juzgamos mas acertado: dar al uso
de las armas prohibidas el  carácter de cir-
cunstancia agravante en todo caso, sin ad-
mitir escepcioncs ni pruebas en contrario,
en una palabra, constituir una presunción
juris el de jure de reconocida premeditación
en el delincuente: yen  cuanto á las armas
permitidas hacer una presunción juró tan-
tóm; porque ya dejamos dicho que pueden
darse ocasiones en  que no haya premedita-
ción, y sobre esto justó es  admitir la prue-
ba del reo. Por igual razón debe dejarse al
juez cierta facultad discrecional para esli-
mar cuándo y hasta qué punto será circuns-
tancia agravante el uso de armas permiti-
das; porque en estas mismas caben ciertas
distinciones; tal sería, por ejemplo, el uso
sin haber sacado la oportuna licencia cuan-
do fuere precisa , ó habiéndola sacado.
Otros casos pudieran presentarse en la
práctica , lo cual convence que la legislación
para evitar el casuismo ha de confiar en las

para eludir el da 5o que le amenaza. Y la
ley, que debe castigar los delincuentes, debe
también tomaren cuenta las circunstancias
que les hacen mas temibles, que descubren
una intención mas depravada , y concep-
tuarlas como una causa suficiente para una
agravación de  pena. Tal es  la regla general,
el principio en abstracto; para que la legis-
lación le adopte preciso es que mida su es-
tensión, que señale la  forma bajo que ha de
aplicarse, que aprecie las distintas causas
que pueden modificarle.

Necesario- es hacer diferencia entre las
armas prohibidas y las permitidas; para el
caso de que se trata las separa una gran dis-
tancia. El legislador que confundiera unas
cou otras y las hiciera producir iguales con-
secuencias , incurriría , á nuestro juicio, en
un grave desacierto. Quien se procura ar-
mas ilícitasy las dirige á un linde la misma
manera ilícito, pone fuera de duda su pre-
meditación: su conducta nunca puede ser
efecto de un momento de arrebato, de una
deviación repentina de la senda de la mo-
ralidad : forzosamente hubo de tener resuel-
ta de antemano la perpetración del crimen;
hubo de discurrir los medios de dejarlo con-
cluido y de asegurar su éxito. Por el con-
trario el que se valió de armas permitidas,
si bien las mas veces pudo hacerlo por efec-
to de premeditación, en otras pudo haberlo
verificado sin ánimo de hacer mas violento
su delito, y solo escogiendo aquellas armas
como pudo escoger cualquier otro instru-
mento: quizás echó mano de ellas porque
filé el medio que le sugirió primeramente
su imaginación, sin cuidarse de si era el
mas seguro; quizás las llevaba para un uso
licito, y acometiéndole el pensamiento de
delinquir las hizo servir ásu ejecución; qui-
zás una provocación excitó su cólera, y pa-
ra vengarse las empleó llegando hasta co-
meter un delito. Todo esto es posible que
acaezca respecto de las armas permitidas,
al paso que no es aplicable á las prohibi-
das, y de aquí la necesidad de distin-
guirlas.

No habrá, pues, lugar á admitir como
principio lo que alguno pudiera imaginar
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luces y criterio del poder judicial , permi-
tiéndole cierta libertad en la aplicación
déla  circunstancia agravante á que alu-
dimos.

Ha habido personas respetables por sos
conocimientos jurídicos que han pretendido
encontrar una contradicción entrever cier-
tas armas permitidas y constituir una cir-r
cunstancia agravante para la pena del deli-
to con ellas perpetrado. Si su uso es inocen-
te, han dicho ¿cómo puede originarse una
circunstancia de criminalidad? Si hay una
circunstancia de criminalidad , ¿cómo es
posible sea lícito lo que la motiva ?

Sin embargo, no es difícil comprender
cuán poca fuerza tiene este argumento. . No
por tener una circunstancia el concepto de
agravante ha de provenir de un hecho ilí-
cito de por sí ; aunque sea licito, su aplica-
ción al delito puede dirigirse á asegurar su
éxito, a dar ventaja al delincuente, á au-
mentar el peligro de la víctima. No es cier-
tamente un hecho reprobado andar de no-
che poruña población ni ir por un despo-
blado; y en tales casos se produce una agra-
vación de pepa. También es inocente y
hasta meritorio entrar en una iglesia y cuan-
do en ella se comete un delito, presenta este
un carácter de gravedad mayor que si se
hubiera cometido en otro sitio. En fin, po-
drían citarse otros muchos ejemplos , todos
los cuales vendrían á demostrar la idea que
dejamos enunciada: que el hecho se ha de
estimar por su relación con el proyecto del
criminal. Ahora bien, Lo mismo es  aplicable
á las armas permitidas: su 'porte es  lícito y
nunca por sí puede constituir circunstancia
agravante; pero cuando su uso se convierte
á un fin ilícito y degenera en abusos pnedé
y debe constituirla porque lleva todos los
requisitos y caracteres que distinguen á tas
circunstancias agravantes en general. Cita-
remos á este propósito los códigos de las
Dos-Sicilias y del Brasil. El primero decla-
ra acompañado de violencia pública todo
crimen cometido por tres personas á lo me-
nos reunidas con intención criminal y de
las cuales dos llevaren armas propias. (Véa-
se el significado de esta calificación en la

palabra «Ruis)»  El segundo conceptúa
circunstancia agravante abusar el delin-
cuente de armas, de modo que el ofendido
no pueda 1 defenderse- con probabilidad de
rechazar te ofchsa.

Mas debo huirse el  peligro de que la cir-
cunstancia agravante, cuya justicia hemos
demostrado se haga aparente y ficticia, y
mocho mas de que degenere-en injustacomo
sucedería si se pretendiera que el uso de ar-
mas permitidas fuera en todo delito una cir-
cunstanciaagravante. Ya que ellegisladorno
puede designar todos los casos de escepcion,
porque estos penden del modo peculiar con
que se presentan los crímenes, el juez debe
obrar con mucha prudencia y examinar pa-
ra sus fallos si la regla general consignada
en las leyes es  aplicable al delito de que se
trata. En los delitos de heridas, por ejem-
plo, bahrá veces en que sea indiferente el
uso de- lasarmas permitidas: en el de duelo
será hasta un requisito esencial: cuando el
ofendido se  había valido de armas, tampoco
las del reo agravarían el delito. En una pa-
labra, la regla de ser circunstancia agra-
vante el uso de armas permitidas tiene tan-
tos casos de escepciou cuantas ocasiones se
presenten en que no constituya una venta-
ja para el delincuente, una desventaja para
la víctima. Aunque no lo dijera el legisla-
dor , lo dictaría la equidad natural .

SECCION III.

nbSPÜSICIOSES VIOENTES EN ESPAÑA SOBRE LA

PROilJMCron DB ARMAS.

No e s  tan claro como fuera de desear el
derecho que hoy rige acerca de armas
prohibidas. Las leyes de  la Recopilación

diace riempo que en parle han caído en  des-
uso: e l  reglamento de policía de 1824, si
bien se halla vigente én algunos puntos,
se limita en sus disposiciones á la licencia
para el uso' de armas. Fuera de esto, solo
existen medidas aisladas, tomadas por el go-
bierno en casos determinados, que no tienen
entre sí enlace ni unidad , y que están muy
lejos de fijar la legislación en la materia. Ul-
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meter delitos, y que no son bien vistas por
los hombres honrados, no se encuentran en
la 'Clasificación mencionada. De aquí es
que en nuestros días, si bien no derogadas
¿apresamente las leyes de la Recopilación
en este punto, habían en parte cedido anto
una costumbre que diferenciando las armas
cuya aplicación era á las necesidades de la
vida, especialmente cuando estaban en po-
der de personas que por sus antecedentes
garantizaban subuenuso, de aquellas armas
que tienen por objeto principal ofender,
consideraba como prohibidas estas, al mis-,
mo tiempo que toleraba las primeras: el ar-
tículo 1 /  del real decreto de  22 de setiem-
bre de 1848 no tiene por objeto que las le-
ycsRecopiladas recobren un completo vigor,
sino que basta la publicación de los nuevos
reglamentos rijan respecto á la clasificación
de armas prohibidas , como venian rigien-
do al tiempo de darse el Código penal.

Consignan también las leyes de la Recopi-
lación otras prohibiciones; tales son que los
lacayos y cochero no pueden traer á la cin-
ta ningún arma blanca, ni los cocineros los
cuchillos de que se sirven para su oficio
cuando no están ocupados cu él: desde lue-
go se conoce cuán insignificantes son esas
prohibiciones. En cuanto á la que algunos
mencionan de las armas permitidas, por la
noche después de tocar á queda, ni siquiera
la vemos figurar en las leyes de la Novísima
Recopilación.
. . Como el Código penal no ha derogado in-
distintamente cuantas disposiciones con-
tenía el derecho anterior acerca de anuas
prohibidas, es  indudable que subsisten las
concesiones hechas á los empleados que
mencionan las leyes 12 y 20 del título 19
del lib. 12 de la Ñov» Rccop., y asimismo,
en cuanto estén en uso las reglas estableci-
das para los militares por la ley 15 del
mismo titulo y libro. Igualmente no han
sufrido alteración el art. 2 ,  tít. 2 del tra-
tado 8 de las Ordenanzas del ejercito, en
que se faculta para el uso de anuas prohi-
das á los militares que van disfrazados con
encargos del servicio, la real órdende 17G0,
que declara lícito el uso de cuchillos fia-

timamente, en el Código penal se ha consig-
nado alguno que otro principio, para* cayo
desarrollo son precisos nuevos reglamen-
tos en la insuficiencia de las antiguas leyes;
mas no habiendo aun estos sido publicados,
pueden originarse dudas acerca del dere-
cho que en h actualidad debe considerarse
como vigente. Por tanto, aun no tenemos
un sistema acabado; aun nos faltan reglas
constantes y soguras, y nos hallamos en
una situación que no conviene se prolon-
gue demasiado. Así que,  para hacerla me-
nos embarazosa , todavía debe recomen-
darse el uso equitativo é ilustrado del
arbitrio judicial y la prudencia de las
autoridades administrativas. Por nuestra
parte nos proponemos esponcr lo que so ha-
lla establecido y hacer algunas indicacio-
nes sobre su inteligencia y sobre la apli-
cación mas oportuna que sea capaz de re-
cibir.

§.  l . °  Prohibiciones de arma# y su
penas.

Según derecho de la Recopilación» son
armas prohibidas: las de fuego,  cuyo canon
no llega á cuatro palmos, y entre las blan-
cas los puñales, giferos , almaradas, nava-
jas de muelle con golpe ó virola, las dagas
solas, cuchillos de punta chicos ó grandes,
espadas mayores de cinco cuartas, ó cua-
lesquiera con vaina abierta y los verdugos
buidos. Por dos reales órdenes de 1 7b¿>
también se declaran prohibidos los estoques
y los cutóes.

Esta enumeración no  es  hoy tan precisa
ni tan completa como cu los tiempos en que
se estableció: algunas de Jas armas .citadas
tienen un uso bien poco frecuente y podria
p.resci nd irse de su prohibición sin riesgo
alguno; otras se han generalizado entre to-
da clase de personas, y lejos de ser. emplea-
das esclusivamente- por los criminales, se
miran como un medio licito de seguridad
personal ó como instrumentos de uso nece-
sario, diario y domestico : por el contrario,
algunas armas peligrosas de que puede
echarse mano con éxito para ofender y co-
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meneos que llevan los marineros y gente de
mar, pero solo mientras se halleft á bordo;
y los artículos de la Ordenanza de correos
que permiten el uso de armas prohibidas á
los correos y maestros de postas (tít. 16, ca-
pítulo 10 ,  y tít. 11,  cap. 18). Ultimamente,
está en todo su vigor la real órden de 18 de
marzo de 1845 por la que se conceptuaron
comprendidos en el espíritu de la escep-
cion de la ley 20 del tít. 19 del lib. 12 de
la Nov, Recop., que acaba de citarse, los
dependientes de protección y seguridad pú-
blica y todos los empleados que por razón
de  sus destinos tengan que perseguir mal-
hechores, velar por el órden y tranquilidad
pública, y custodiar ó conducir caudales
del Estado. Semejante interpretación no se
aparta de la mente de la ley Recopilada; y
es su motivo, como declara la real órden,
que de otro modo no podrían los citados
empleados, agentes ó funcionarios ejercer
bien sus respectivos cargos. Pero es de no-
tar que para usar de este privilegio deben
hallarse competentemente autorizados por
la respectiva autoridad superior política.

Según indicamos en la sección primera
de  este artículo, la célente pragmática del
Sr. D. Carlos III concedió á los nobles el
uso de pistolas de arzón cuando fueran
montadosen caballo y con trage decente in-
terior. Hoydia, habiendo sido abolidos los
privilegios de esta clase, y no existiendo
diferencia alguna entre nobles y plebeyos,
respecto al disfrute de  derechos, claro es
que la escepcion referida ó ha cesado ó se
ha hecho una regla general para todos los
ciudadanos: ó los nobles no pueden llevar
pistolas de arzón ó las pueden llevar nobles
y plebeyos. En nuestro concepto , debe es-
tarse por lo último: trátase de armas que
no hay motivo para prohibir, que la opinión
no rechaza; por tanto, puede asegurarse
que han pasado á la clase de permitidas.

En cuanto á las penas con que nuestras
leyes reprimían el uso de armas prohibi-
das, sabido es por todos que eran en estre-
mo severas: su misma desproporción y el
cambio que nuestra sociedad ha sufrido des-
de que se dictaron, las había dejado en un

desuso casi completo; yá  pesar de estar
mandado que no se hiciera rebaja alguna al
imponerlas, los tribunales, siguiendo la
marchada la opinión, dictaban penas dis-
crecionales. El art. 7.° de la real Órden de
14 de julio de 1844 tiene dispuesto que al
que use ó tenga armas prohibidas se le im-
pongan las multas señaladas respecto á las
permitidas, y ademas se le sujete á forma-
ción de causa por el tribunal competente.
Ahora bien: el nuevo Código penal ha de-
rogado espllcitamente la penalidad prescri-
ta en la legislación anterior; y por otra par-
te no ha contado entre los delitos el uso de
armas prohibidas, habiendo reservado para
los reglamentos las disposiciones concer-
nientes á esta materia. Pero como esos re-
glamentos no han aparecido todavía, con-
viene averiguar hasta dónde llega el castigo
que al presente puede recaer sobre los ac-
tos de que vamos tratando. Primeramente,
en cuanto á la formación de causa á que
alude la real órden, claro es que hoy será
improcedente cuando se trata de un hecho
que no se hallo calificado por el Código de
delito, ni aun siquiera de falta. Y si bien
es cierto que no se han publicado los regla-
mentos que Kan de tratar del uso de armas
prohibidas , estos en nada podrán influir en
que se consideren como delitos hechos que
las leyes no califican como tales.

Pero por mas que creamos esta inteligen-
cia exacta , no por eso puede ser nuestra in-
tención sostener que el uso de armas pro-
hibidas se haya de dejar sin represión ni
tampoco que por él se impongan solamente
las multas á que se refiere el art. 7 /  de la
real órden de 1844; esto sería proclamar
una impunidad inconcebible ó equiparar
las armas prohibidas á las permitidas, lo
cual equivaldría á omitir el castigo del
mismo acto que se trataba de castigar. Lo
que se recomienda como mas justo y ade-
cuado es que al que use de armas prohibi-
das se le imponga por la autoridad política
una multa mayor que la correspondiente al
que usa sin autorización armas permitidas,
y que espondremos en el párrafo tercero de
esta sección, mülta que queda dentro délos
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labras del Código: armas prohibidas «por
�los reglamentos» no se debe inferir que
no causan agravación las armas prohi-
bidas en las leyes Recopiladas ; por el
contrario , estas leyes , como antes hemos
manifestado , siguen vigentes , salvo en
aquellos puntos que hayan caido en des-
uso por ‘ser inaplicables en nuestra época.
El art. l . ’de l  real decreto de 22  de setiem-
bre de 1848 tiene declarado terminante-
mente, y tomando por ejemplo el caso mis-
mo de que hablamos , que: «siempre que el
■ Código penal se refiera á disposiciones de
■reglamentos, como en la circunstancia
�22 del art. 10 ,  si  estos forman el todo ó
■parte de alguna ley anterior, regirán co-
»mo tales hasta que se publiquen otros.»
Pero, como se vé ,  ¡a declaración que se
ha hecho en favor de las leyes Recopiladas
en punto á designación de armas prohibi-
das tiene el carácter de transitoria. Por
esto conviene que.se formen pronto los re-
glamentos á que se  alude en el Código, por-
que de ellos pende la aplicación acertada
de la circunstancia agravante.

§. 2 .u fabricación y espendicion de ar-
mas y sus penas.

La ley Recopilada había vedado la fabri-
cación y espendicion de las armas prohibi-
das y habia impuesto graves penas con el
objeto de impedirla. Los armeros, cuchille-
ros, mercaderes ó vendedores incurrían por
tenerlas á despacho en la pena de cuatro
años de presidio por la primera vez y seis
por la segunda, si eran nobles; y en los mis-
mos años de minas, siendo plebeyos. Apar-
te de esta distinción de clases, que caducó
con el establecimiento del régimen consti-
tucional, la pena en sí habia caido en com-
pleto desuso , arbitrando los tribunales
otras mas benignas , ó no imponiendo nin-
guna; y era tan cierto al mismo tiempo lo
funesto de aquel desuso, que el gobierno no
pudo menos de reconocerle y de quejarse
de él en una resolución espedida en 9 de
marzo de 1842 , si bien por otra parte de-
sistió de combatirle porque le conceptúa-

límites de sus atribuciones. Indudablemen-
te el medio que proponemos es el único que
cabe adoptar conforme al espíritu y letra
del art. 305 del Código penal; pues si bien
en este se dice que en los reglamentos ad-
ministrativos que se formen no se podrán
imponer mayores penas que las designadas
para las faltas, también debe notarse que
añade no se entienden por esto altera-
das las .atribuciones que competen á los
agentes de la administración por las leyes
de 8 de enero y 2 de abril de 1845. Ate-
niéndose en consecuencia á estas disposi-
ciones , el uso de armas prohibidas no se
elevará al rango de delito ni se rebajará
hasta confundirse con el uso sin autoriza-
ción de las permitidas.

Dicho esto del uso en general de armas
prohibidas, veamos la regla queda el Có-
digo penal para el caso en que con ellas se
haya perpetrado un delito. Según el artícu-
lo 10  es circunstancia agravante: «22. Eje-
cutar el delito haciendo uso de armas pro-
hibidas por los reglamentos. ■ El Código,
que no ha comprendido el mero uso de  armas
prohibidas, como hemos visto, lejos de in-
currir en contradicción al establecer esa
circunstancia agravante , ha teuido toda
la consecucuencia que exigia la notable
diferencia de usar simplemente do ar-
mas prohibidas y usarlas como instrumen-
to de un delito. La agravación de pena en
este caso es muy conforme á las buenas doc-
trinas de legislación penal ; y si por algo
pudiera tacharse al Código seria por haber
prescindido de declarar también alguna
agravación cuando se empleasen para la
realización de un delito armas permitidas;
pero tal vez se haya creído que hubiera sido
algún tanto rigorosa semejante declaración.
La misma palabra «delito» de que el Có-
digo se vale revela desde luego que no será
considerada circunstancia agravante de una
faltad ejecutarla con armas prohibidas;
esta doctrina seesplica mas oportunamente
al hablar de las circunstancias que agravan
la responsabilidad criminal. V. c incu«M>

TtNCB.1 AOKATAMTE.

Advertiremos también que de las pa-
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ha hijo de la misma desproporción de la
ley. lié aquí el testo de ta referida resolu-
ción: «En virtud de una comunicación que
�ha dirigido el capitán general de Madrid,
�relativa á las frecuentes riñas que ocurren
�entre los soldados de la guarnición y pai-
■sanage, heridas y muertos que se ocasio-
nan  , todas ellas con armas prohibidas y
�mortíferas, lo cual tiene origen hn que
�estas se  venden públicamente como se tra-
bajan en la capital de Albacete, contra lo
■prevenido terminantemente en las leyes;
■el gobierno ha tenido ft bien mandar que
�se comuniquen las órdenes oportunas á iin
■de que se impida la venta de las referidas
�armas ínterin se propoue á las Cortes la
�modificación de la pena que previenen las
�leyes vigentes en el particular, como de-
�niasiado rigurosa y poco conforme con el
�estado actual de la civilización.» Por este
documento puede conocerse cuán urgente
se presentaba la necesidad de salir de situa-
ción tan incierta y vacilante: por una par-
te se hacia públicamente la fabricación de
armas prohibidas en contra de las leyes;
por otra estas leyes no podían restablecerse
en su vigor sin incurrir en un anacronismo:
el remedio mas eficaz, el mas indicado era
una decisión del poder legislativo; y si bien
se ofrecía pedirla en la real órden citada,
es lo cierto que no llegó á dictarse y que si-
guió el mal como antes. El -nuevo Código
penal tampoco se ha ocupado en atajarle ni
ha disminuido toda su gravedad y conside-
ración , porque aboliendo en su último artí-
culo las leyes antiguas sobre fabricación y
venta do armas prohibidas , no establece
ninguna disposición que las sustituya, di-
rigida á tan importante objeto. El artículo
486, que castiga con multa de cinco ¿quin-
ce duros á los que abrieren establecimien-
tos sin licencia de la autoridad cuando fue-
re necesaria, como bien se conoce, no puede
ser aplicable para el caso á que aludimos: es
una disposición general que supone una des-
obediencia de corta Significación y que mi-
ra á establecimieutos ó fábricas en que se
venden ó trabajan objetos de licito co-
mercio.

A primera vísta, pues, hay una omisión
importante en el Código ; parece que no se
ha tenido presente la fabricación y venta de
armas prohibidas; sin embargo, tal vez no
se hayan echado en-olvido estos hechos ilí-
citos, pero no se les haya dado cabida en el
Código por creerlos propios de los regla-
mentos. En este caso todavía pudiera decir-
se que no se ha apreciado toda la inmorali-
dad que encierran, toda la trascendencia
peligrosa que les distingue: seria soslenible
que debieran haber sido elevados al carác-
ter de delitos, con tanta mayor razón cuan-
to que muchos de los que el Código tiene
consignados no suponen intención tan da-
ñada, ni originan males tía positivos.

En el silencio de la ley lo que procede es
una declaración del poder legislativo; ínte-
rin se hace, y esto mismo revela su nece-
sidad, la fabricación y venta de armas pro-
hibidas si bien no son actos lícitos si bien
no están exentos de represión, solo pueden
considerarse como infracciones, cuyo casti-
go toca correccionalmente á los agentes de
la administración : un juez no puede aven-
turarse á castigar , porque solo tiene esta
facultad cuando la ley declara delito. Por
tanto creemos que debe tomarse el partida
que indicábamos al tratar del uso de armas
prohibidas igualmente omitido por el Có-
digo, á saber; que á la autoridad política
toca imponer en uso de sus atribuciones una
multa proporcionada á las circunstancias,-
que sin pasar del limite de la cantidad que
cabe en sus atribuciones , sea mas crecida
que la que se impondría por infracciones de
menos grayedad que la fabricación de ar-
mas prohibidas.

Por lo que mira á la fabricación de ar-
mas del ejército y armada se mandó en
diciembre de 1827, á consecuencia del
abuso de algunos maestros armeros de las
Provincias Vascongadas, y reiterando lo
prevenido por otras sobre la materia , que
la fabricación de las precitadas armas cor-
rería podas reales fábricas, y que los fa-
bricantes particulares solo podrian cons-
truirlas por órden ú automación, espresa
del director de artillería. A los contra-
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tas autoridades encargadas de vigilar por la
seguridad pública , puedan examinar el
mencionado registro cuando lo estimen
oportuno; y para que no descuiden los ar -
meros este deber, se les impone multa de
cincuenta ducados cuando vendieren armas
sin hacer la anotación. Posteriormente ta
real. órden de 14 de julio de 1844 dispuso
en su articulo 9.° y último, que los armeros
deberían presentar á los jefes políticos res-
pectivos en los ocho primeros dias de cada
mes una razón de tas armas que hubieren
vendido en el anterior y de las que todavía
conserven, disposición que no se halla san-
cionada con multa ni castigo alguno. ¿Ha
derogado esta nueva obligación impuesta á
los armeros 1a antigua que les impuso el
reglamento de policía de 1824? No lo cree-
mos: porque el registro por este prescrito
es mas minucioso, mas completo , y hasta
inspira mas conlianza de autenticidad: en
él ha de constar el ¿lia de la venta , quién
fue el comprador y en donde se hallaba do-
miciliado, mientras que en ta razón que
manda dar 1a real órden solo se cxigcel nú-
mero de armas vendidas en el mes. No se
juzgue por esto que es inútil ta disposición
de ta real órden subsistiendo ta del regla-
mento: en primer lugar aquella obliga á
presentar la nota á ta autoridad en un ter-
mino lijo; este solo manda que los armeros
franqueen su registro cuando la autoridad
quiera examinarlo; aquella no distingue
de armas y por lo tanto se refiere así á tas
blancas como á tas de fuego; este se con-
creta á l,as de fuego.

§■ 3.° Autorización para el u.w de armas.

Por regla general no es licito el uso de
armas sin ta correspondiente autorización,
principio consignado en ta real órden de 14
de julio de 1844 cuando en su artículo l . °
dispone conforme á tas leyes y reglamentos
que, «nadie podrá usar armas síncslarau-
■ torizado por las leyes ó sin obtener pré-
�viamente licencia.»

Esta licencia se entiende siempre para el
uso de las armas permitidas: solo se estien-

75

vea lores se conminaba par la primera vez
con ta pérdida de las armas y mulla de 100
á 500 ducados; porta segunda con la misma
pérdida y seis años de presidio , y por la
tercera con igual pérdida y presidio á vo-
luntad de S. M. Pero estas penas despro-
porcionadas se han hecho inaplicables des-
de la aparición del nuevo Código penal; este
prescinde de  lal delito, y por lanío no pue- *
dea sostenerse hoy día las prescripciones
contenidas en 1a real órden de 1827, ha-
biendo quedado tan solo una infracción que
se reprime gubernativamente.

Tampoco pueden importarse en España
las armas de guerra: terminantemente lo
prohíbe la real órden de 14 de octubre de
¡831. Otra de 12 de marzo de 1851» mantu-
vo ea pie esta prohibición por no fomentar
tas facciones que entonces combatían al go-
bierno legitimo, y decía ademas que comi-
no bastaban las fábricas del reino á proveer
de armas á la Guardia nacional, el gobier-
no concedería permisos especiales de im-
portación cantas garantías necesarias. Sin
embargo do que ¡a prohibición de importar
aparece en esta real órden como sostenida
á causa de la existencia de las facciones,
aun después de haber estas desaparecido la
prohibición no se levantó, y en el dia tam-
poco ha cesado , pues que los aranceles
de 184'3 la declaran subsistente.

-Resta manifestar tas obligaciones impues-
tas á los armeros respecto á ta venta de ar-
mas permitidas. Si bien pueden hacerla li-
bremente , los reglamentos de policía de
1824 mandan que lleven un registro diario
de las armas de fuego que vendan , csprc-
sando en el el nombre y domicilio del com-
prador: precauciones lomadas sin duda con
el objeto de que no se provean de armas
personas que tas adquieran para Unes re-
probados, ó a! menos, que si tas adquieren
puedan tener de ello conocimiento las auto-
ridades; precauciones también con tas que
se dejan consignadas noticias que pueden
ser datos de mucho interés para aclarar cuál
sea el delincuente de un crimen perpetrado
con ciertas armas. Por tas razones espues-
las se previene en el mismo reglamento que

TOMO I t ! .
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de al de las prohibidas en ciertos casos de
que hicimos mención en el párrafo primero.
La licencia de que ahora corresponde tratar
parece que debiera comprender laque au-
toriza para la caza, puesto que esta se ve-
rifica usando de armas permitidas; sin em-
bargo , no deben confundirse ambas licen-
cias: la primera es general , la segunda es-
pecial; la una mira principalmente á la se-
guridad y defensa de las personas , la otra
se refiere al derecho de propiedad. A pesar
de tan distintos caractéres no puede negar-
se que ambas clases de autorizaciones pre-
sentan ciertos puntos de semejanza.

Bastante rigoroso es el castigo que el re-
glamento de policía de 1824 imponía por el
uso de armas sin licencia; no creyendo sufi-
ciente una multa de cien ducados , añadió
á ella una pena corporal , que consistía en
treinta dias de prisión. Este castigo nos pa-
rece demasiado severo y nada proporciona-
do con el acto sobre que recae : se trata de
armas permitidas y de una infracción regla-
mentaria , que no encierra una malicia co-
nocida , que no supone intención dañada,
que no produce alarma alguna. Sin embar-
go, sea de esto lo que quiera , fueron reite-
radas, asi la pena pecuniaria como la corpo-
ral, en el artículo 3." de la real órden de 14
de julio de 1844 para «los que usen ó tengan
armas sin autorización debida,» palabrasquc
hacen ostensivo el rigor de la penalidad, no
ya solamente al que saca y al que usa armas
sin autorización, sino al que las posee, al
que las tiene. Equiparando de este modo el
uso con la posesión, y haciendo á esta pu-
nible, se fue en nuestro concepto mas allá
de lo que recomendaba la equidad. El esce-
so de pena antes censurado ha quedado sin
efecto desde la publicación del Código pe-
nal, sobre lo que haremos al final de este
párrafo una observación ostensiva á otros
casos que aun tenemos que mencionar.

Conocida la regla general que en España
se halla establecida respecto á la necesidad
de la autorización , veamos quiénes están
exentos de ella ; quiénes son hábiles, quie-
nes inhábiles para obtenerla. No necesitan
de autorización á causa de tenerla concedi-

da por las leyes ó reglamentos todos aque-
llos que llevan las armas como parle de sus
uniformes, porque se reputan inherentes á
estos, ni los individuos del ejército, los ma-
triculados y aforados de marina y los de -
pendientes del resguardo público y munici-
pal , quienes por razón del servicio á que
están destinados, han de llevar las armas
que necesiten (1). Tampoco se exige licen-
cia á otras personas que , si bien no tienen
carácter militar , ni se hallan sujetas á la
misma disciplina qne las anteriores , han
menester sin embargo de ciertas armas para
el cumplimiento de los cargos que les están
confiados; tales son los conductores (2) , y
con igual razón á nuestro juicio los deposi-
tarios de caudales públicos: los empicados
en el ramo de protección y seguridad pú-
blica (5), entre ellos los celadores y serenos
á quienes el artículo 89 de la ordenanza de
policía urbana de Madrid manda llevar de
noche un chuzo ó lanzon : los guardas de
los montes, así del Estado y de propios como
comunes y de establecimientos públicos á
quienes para su custodia y vigilancia se
permite el uso de úna carabina (4); los em-
pleado’i y dependientes de los portazgos (5),
y últimamente , los ordenanzas de telégra-
fos (6J.

Todas las demas personas que no se ha-
llan comprendidas en las escepciones que
acaban de enumerarse, están obligadas á
sacar licencia si quieren tener el uso de  ar-
mas, licencia que deberá serles concedida
teniendo la capacidad suficiente. Se entien-
de que son capaces los que se hallan empa-
dronados en los registros de los barrios res-
pectivos, y que al propio tiempo inspiran
completa confianza de que no harán de las
armas que solicitan un uso punible , cuyas
dos circunstancias exige la real órden de
1844, tantas veces citada, en su articulo 2 /
En tésis general no se recomiendan ambas
del mismo modo , y ofrece algunos inconve-

( 0  Re>l órden de 18 de febrero de IMS.
� Si Real órden de M de noviembre de 1828.
(3 > Real orden de 19 de febrero de 4846.
(4 )  Articulo 36del reclámenlo de 94 de marre de 1846.
i5 ' Real órden de Sü de mayo de 1846.
' 6  Real órden de 9ti de mano de 4941.
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> cional no es tan receloso como el que domi-

naba en el año 1824 , ya por el espíritu de
la mencionada real órden de 1844 que no se
hace cargo de ellas. Sin embargo, creemos
subsistentes: 1?  La de los pobres de solem-
nidad, no porque la pobreza vaya unida á
la criminalidad , ni sea un motivo de des-
confianza, sino porque el que nada tiene
que inspire envidia á los demas, el que
solo vive de la caridad pública no es proba-
ble se vea espuesto á los ataques de los mal-
vados para quienes pasa desapercibido, ni
que necesite defender propiedades y bienes
de que carece: 2.“ La de los que no tienen
modo de vivir conocido , porque estos dan
á entender bien claramente que se dedican
á ocupaciones ilícitas é infunden justas sos-
pechas. Pero el vivir honradamente de un
jornal ó de una profesión lícita, aunque am-
bulante, no debe ser causa de prohibición:
la posición de los que así ganan su sustento
será de las mas inferiores de la sociedad;
pero por eso He es deshonrosa y no debo
acarrear una privación de derechos que los
demas disfrutan. En cuanto á los que fue-
ron condenados á presidio esta incapaci-
dad entra ya en el dominio del Código pe-
nal; y el que hoy rige no hace mérito de
ella tal cual la dictó el reglamento de 1824,
si bien creemos que cuando el penado que-
da sujeto á la vigilancia de la autoridad, no
puede disputarse á esta el derecho de ne-
gar la licencia. Ultimamente, una real ór-
den de 50  de agosto de 1845, en conformi-
dad á otra de 1841, prohíbe conceder licen-
cia á los procesados por delitos de fraude, y
á las personas conocidas en el pais como
corredores de contrabando y contrabandis-
tas, prohibición que se encuentra hoy en
vigor.

Para que la licencia surta todos sus efec-
tos, ademas de Incapacidad de la persona, de
queacabamosde hablar, se  necesita hacer es-
presion del número de armas, pagar la retri-
bución señaladay que no haya fenecido el tér-
minode su duración. En la licencia debe ano-
tarse el número y clase dearmas para que se
concede , y esta es una medida que dicta el
buen sentido y sin la que no podría conse-

nicntcs el haberlas hecho inseparables. Qui-
zás pudiera en ciertos casos favorecerse el
abuso de las autoridades , dándoles ocasión
de satisfacer sus afectos y enemistades par-
ticulares. Oportuno y prudente es que quien
solicita el uso de armas se halle inscrito en
el padrón general de habitantes ; sin esto

.seria sospechoso ; pero en lodo rigor esa cir-
cunstancia debiera reputarse por bastante
para la concesión de la licencia : ¿qué peli-
gro podrá temerse cuando por una parte los
reglamentos tienen señaladas ciertas inca-
pacidades y cuando por otra el abuso de ar-
mas nunca puede quedar impune? Parece
que exigir del vecino empadronado que ins-
pire completa confianza, es.dar poca garan-
tía á los particulares y permitir demasiada
latitud á la autoridad que ha de hacer las
concesiones , dificultando su responsabili-
dad; porque no puede definirse con preci-
sión quiénes inspiran confianza ni cuan-
do esta llega á ser completa. Sin embargo de
que estas razones son indudablemente de
bastante peso, no seria justo censurarla ci-
tada real orden como injusta y arbitraria:
atendida la época en que se dió y hasta su
mismo contesto se  comprende que hubo mo-
tivos de conveniencia pública para dictarla;
que se  quería alejar algún mal que amenaza-
ba y tomar precauciones quizás oportunas
en el estado del pais. Así que su disposición
está justificada como una medida de cir-
cunstancias. '

El reglamento de  policía de 1824 designa-
ba  á algunas personas como incapaces de
obtener la autorización para el uso de ar-
mas  ; tales eran los pobres de solemnidad y
los simples jornaleros , los que no podian
hacer constar un modode vivir conocido, los
que se dedicaban á profesiones ambulantes,
como los titiriteros, saltimbanquis, etc., y
últimamente ios condenados á presidio por
el  espacio de seis años, á contar desde la
condena , y aun pasado este término, si du-
rante él no habian observado buena conduc-
ta y no habían sido procesados , encarcela-
dos  ó perseguidos por la justicia. Apenas
son sostenibles estas prohibiciones en Ja
actualidad, ya porque el régimen conslitu-
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guirse el objeto á que se dírije la necesidad
de la autorización. Aquel en cuyo poder se
hallare mayor número de armas incurre en
multa de 50 ducados é inhabilitación por
un año del derecho de usarlas, conforme
á las disposiciones contenidas en el regla-
mento de 1824 y trascritas en el artículo 4.*
de la real orden de 1 844. Según ellas la
multa y la inhabilitación recaen sobre el
que escedicta el número de armas; y en su
consecuencia no podrán ser aplicables al
que guardando el número designado fuere
hallado con amias de otra clase distinta de
la (pie espresarc 10 licencia, pero permiti-
das: interpretación que autoriza el contes-
to de la real orden, en la q tic ni aun se e t i -
gc que la licencia exprese de qué clase han
de ser las armas.

Cuando so llegare á formar un depósito
de armas de que no tuviere circunstanciada
noticia la autoridad, es considerado por la
real orden de 1844 (arl. 8.  n) como un deli-
to contra el sosiego yol órden público, y los
culpables han de ser encausados en tal con-
cepto. Pero hny día no puede seras! , por-
que el Código penal no reconoce semejante
delito; y aun prescindiendo de esta consi-
deración la medida de! aflo 1844 puede con-
ceptuarse como transitoria , como dictada
en circunstancias especiales. « Mediante á
■los avisos,» decía el citado artículo, «que
»cl gobierno recibe de que se acopian armas
�con el criminal designio de alterar el ór-
»den y la quietud general.»

Toda licencia supone que el interesado
ha satisfecho una retribución. Esta retribu-
ción asciende á treinta reales, cantidad fi-
jada por el reglamento de 1824, cantidad no
módica atendiendo á los escasos recursos
de algunas personas que necesitan el uso
de armas, particularmente no sirviendo la
licencia, como luego veremos, sino para un
termino corlo; pero sin descender á casos
especiales no es una retribución tan esce-
siva como á primera vista pudiera parecer.
Algunos hay que se hallan exentos de pago,
á saber: los que viven en caseríos aislados
ó posesiones rurales, para cuya seguridad
necesiten las armas, csccpcion consignada

en el reglamento de 1824. Según la rea!
órden de 3 de diciembre del mismo año»
reiterada por otra de  16  de abril de 1841*
sacan también gratis la licencia los rabada-
nes,  mayorales, pastoras y zagales de  ga-
nado.

Las licencia# caducan de  derecho a! con-
cluir el año desde que se espidieron , y por
lo tanto el que quiera continuar en d nso
de armas , antes de concluir aquel plazo
debe renovar la licencia, volviendo á pagar
la retribución que digimos se exigía. Si
siguiera usando armas sin hocer la renova-
ción , habría de pagar h multa de creí du-
cados según dispone la real órden de 1844
de acuerdo con el reglamento de 1824: este
ademas declara á los contraventores inca-
paces para obtener nueva licencia hasta pa-
sado un año, inhabilitación que parece no
puede imponerse hoy dia habiéndose pasa-
do en silencio por la citada real órden que
es la que propiamente contiene la legisla-
don moderna sobre use de armas.

Todas las mullas de que hasta aquí se ha
hecho mérito en este párrafo tienen destino
marcado, asi por el reglamento como por la
real órden , distribuyéndose por terceras
partes, en esta forma : una al denunciante*
otra al a prehensor y la restante al Tesoro
público. El premio concedido á los denun-
ciadores y aprehensores tiene por objeto la
mas exacta ejecución de lo mandado en los
reglamentos, estimulando el interés indivi-
dual: sin embargo, no nos parece muy ade-
cuado á la época actual en que la policía
tiene nna organización mas perfecta , y en
que el espíritu de la legislación no se mues-
tra tan propenso como antiguamente á in-
teresar á los particulares en el descubri-
miento de las infracciones contra las leyes.

Otra observación nos ocurre hacer sobre
las mismas mullas de que hablamos , y en
particular sobre la que se impone , junta-
mente con la prisión de treinta dias r á los
que usan armas sin autorización. Conforme
al espíritu del ya citad» artículo 505 del
Código penal no pueden autorizarse boy por
ligeras infracciones, como lo son en realidad
las mencionadas en este párrafo, penas mas
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Código castiga; se fija en si ha habido mu-
tilación , golpes, heridas, etc.;  pero con-
ceptúa indiferente el instrumento, el arma
con que se produjeron. Por esto no nos cor-
responde hablar aquí de semejantes casos.

Pero á veces el abuso de armas constituye
la naturaleza , el carácter distintivo del de-
lito , de modo que no se puede concebir tal
delito sin queso haya hecho un uso ilícito
de las armas. Así sucede en el articulo 200
del Código, que dice: «El que penetrare
�armado en un colegio electoral ó en cual-
■quiera junta dispuesta por la ley para las
■elecciones populares , será castigado con
■una multa de cincuenta ¿ quinientos du- '
■ros c inhabilitación temporal del derecho
electoral;» es  decir,  de tres á ocho años,
No creemos pueda suscitarse con respecto á
este articulo objeción alguna contra su jus-
ticia ni duda sobre su inteligencia. Solo ha-
remos notar que con la palabra «penetrar,»
que se ha usado con preferencia á la de
entrar, introducir ú otra semejante, no re-
vela mas el Código sino que ha querido ser
escrupuloso en el lenguage , porque se dá
por supuesto que impidiéndose la entrada
en los colegios ó juntas á los que van arma-
dos, estos solo pueden entrar con fraude ó
violentamente y con desprecio de los avisos
dados por los encargados de conservare!
órden. Por lo demas el artículo de! Código,
como lo demuestra su letra, se refiere sola-
mente al hecho de entrar con armas. El
abuso que con estas se hiciera dentro del co-
legio ó junta coartando la libertad de la elec-
ción , amenazando á los electores ó come-
tiendo otros esccsos, será penado según los
artículos de! Código aplicables á estos
casos.

Ocasiones hay en qne el abuso de armas
toma el carácter de falta Prescindiendo de
las lesiones, malos tratamientos y otros he-
chos en que las armas son un medio indife-
rente, y concretándonos á aquellos en que
el Código las menciona especialmente, solo
son dignos de atención los artículos 484
y 494. El primero en su número 5.° castiga
con arresto de cinco á quince dias y multa
de cinco á quince duros á «los que amena -

graves que las de  quince dias de atresto y
quince duro? de multa , máximum de las
señaladas para las fallas. Seria disonante
qne se aplicarán las multas que dejamos
referidas ppr el uso de arpias sin licencia
por la no renovación de estay otros actos se-
mejan tes, cuando los traficantes que tienen
medidas ó pesos falsos, por ejemplo, solo
sufren arres lo de cinco á quince diasy multa
de cinco á quince duros (I), y los que ejer-
cen sin título profesión que lo exige ó des-
pachan medicamentos sin autorización com-
petente, son castigados únicamente coñ ar-
resto de cinco á quince días ó multa de cin-
co á quince duros {2). Por esto fundados en
el mismo articulo 503, que deja vigentes las
leyes de 8 de enero y 2 de abril de 1845,
creemos que los casos de que se ha tratado
cueste párrafo deben regirse por la prime-
ra,' que autoriza ¿ los alcaldes (3) para im-
poner multas hasta cien reales en los pue-
blos que llegan ó 500 vecinos , hasta tres-
cientos en los que no llegan á 5,000, y hasta
quinientosen los restantes. Con estas atribu-
ciones pueden los alcaldes reprimir sufi-
cientemente las infracciones sobre uso de
armas permitidas.

§. 4.* Atuso de armas.

Cuando se emplean las armas de modo
que con ellas se cause algún daño ó se irro-
gue algún perjuicio , existe un abuso digno
de represión , que unas veces degenera en
delito, otras en falta, según la gravedad
mayor ó menor con que se presenta.

Vimos ya en el párrafo primero de esta
sección, al hablar del número 22  del artícu-
lo 10 del Código penal, que las armas per-
mitidas, como medio de perpetrar un delito,
no constituyen circunstancia agravante. Hay
delitos que se pueden cometer, que se co-
meten con armas; pero el Código entonces
solo atiende á la índole, á los elementos del
delito , no á los medios : así sucede , por
ejemplo , en las lesiones corporales que el

« l  Artículo *M  del Cóltgo.
(3/ Articule 4*5.
(3) Perrero 3 del ai  tiente TJ.
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�zarcu á otros con armas blancas ó de fuego
�y  los que riñendo con- otros las sacaren
«como no sea con motivo justo.» Con razón
ha equiparado el Código las armas blancas
á las de fuego, puesto que unas y otras pro-
ducen igual efecto para el caso á que se re-
fiere; pero esas mismas palabras nos advier-
ten que no debe estenderse el testo del a r -
ticulo á toda clase de armas en  el sentido
lato de esta palabra, que como se dijo en su
lugar oportuno (V. A«.wui) , comprende
todos los instrumentos servibles para la
ofensa ó defensa. Ocúpase también el articu-
lo del hecho de «sacar armasen riña» y hada
dicede los golpes, heridas, etc., porque
están previstos en otros artículos, que los ca-
lifican ya de delito, ya de falta. En cuanto
á la escepcion « como no sea con motivo
justo» al juez tocará graduarla, examinando
las diferentes circunstancias que en el he-
cho concurran. Para completar la inteligen-
cia de esta falta , y saber cuando la ame-
naza constituye delito véase AXEnu t .

El artículo 494- (en su número G-°) se di-
rige á castigar otro abuso de las armas, im-
poniendo arresto de uno á cuatro dias ó
inulta de uno á cuatro duros al que «dispa-
rase arma de fuego, cohete , petardo ú otro
proyectil dentro de la población.» Este he-
cho que antes era objeto de bandos ó de
reglamentos de policía, solo puede castigar-
se en lo sucesivo del modo que el Código
establece. El motivo de la disposición es
evitar que con los disparos pueda ocasio-
narse incendio , causarse alguna desgracia
y particularmente turbarse el sosiego públi-
co, produciendo alarma entre los vecinos.
Si  se llegara á presentar algún caso en que
nadado esto hubiera sucedido, el juez de-
berá tomarlo en cuenta y considerar el he-
cho según su ilustrado arbitrio moderando
el arresto ó la mulla que corresponde á los
infractores. Cuando la autoridad concedie-
re licencia para hacerlos disparos, ya indi-
vidual, ya generalmente, no tendrá aplica-
ción el artículo, lo cual -aunque no espresa
el Código, es una regla de buen sentido. En
cuanto á la costumbre que hay en muchas
poblaciones de hacer disparos el sábado san-

to cuando se toca á gloria, habla cesado,
respecto á Madrid antes.de la publicación
del Código en virtud del artículo 17 de la
ordenanza de policía urbana de  1846 que
dice: «Se prohíbe que el sábado Santo al
� loque de gloria se disparen armas de  fuego,
*cohetes ni petardos. «Esta costumbre, abo-
lida en Madrid, deberá eximir de toda pena
en los demas pueblos donde se halle con-
sentida por las autoridades.

Disposición común al caso de haberse co-
metido un delito y al de haberse cometido
una falla es la perdida de las armas de que
se valió el agente. En cuanto á los delitos
el artículo 24 del Código cuenta entre las
penas accesorias: «la pérdida ó comiso de
�los instrumentos y efectos del delito,» de-
claración terminante tan clara y equitativa
de por sí que no ha menester de interpre-
tación ni justificación. La pérdida de las
armas que sirvieron á la ejecución de un,
delito, nunca puede por otra parte tener el
carácter de pena principal porque no seria
ejemplar, ni proporcionada, ni reuniría
otras muchas cualidades que al efecto se
requieren; por eso se la ha calificado del
único modo que era posible; como pena ac-
cesoria.

Tocante á las faltas se halla establecido
por el artículo 502 del Código que caerán
siempre en comiso las armas que llevare el
ofensor al cometer un daño ó inferir una in-
juria,  si las hubiere mostrado. Según el
contesto de esta disposición no en todas las
fallas, sino solo en aquellas que consisten
en daño ó injuria puede tener lugar el co-
miso de las armas: y no se necesita que con
ayuda de estas se haya cometido el daño ó
inferido la injuria, sino que es suficiente
que el ofensor las haya sacado; razón por la
que no caerán en comiso las que llevare
ocultas sin dar á entender que las tenia.
El siguiente articulo 503 dispone que el co-
miso de los instrumentos y efectos de las
faltas lo decretarán los tribunales á su pru-
dente arbitrio según los casos y circunstan-
cias. Esto no admite otra inteligencia sino
que en tanto habrá ó no comiso de armas
en cuanto lo estime conveniente el juez. Y
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reconocimiento pericial de dos maestros ar-
meros , los cuales, con arreglo á su arle y
á las disposiciones vigentes de que se les
enterará previamente , han de declarar si
es de las prohibidas: averiguación impor-
tante , porque ha de servir al juez para con-
siderar una circunstancia agravante y un
aumento en la pena qne haya de imponer
con arreglo al Código.

§. 5.* Autoridades competentes en mate-
ria de  armas prohibidas.

Para concluir la esposicíon del derecho
español que rige en punto á prohibiciones
de anuas, corresponde hacer las oportunas
indicaciones acerca de las autoridades que
son competentes para declarar prohibidas
ciertas armas, para conceder licencias y pa-
ra reprimir los abusos que se cometan.

Manifestamos ya en la segunda sección
de este artículo las razones que militaban
para que el legislador abandonara á los re-
glamentos las prohibiciones, atendido el ca-
rácter variable que estas tienen: principio
que se ha adoptado recientemente entre nos-
otros , cuando el Código penal ha declarado
circunstancia agravante el uso de armas
«prohibidas por los reglamentos.» Estos re-
glamentos podrán ser ó generales, espedidos
por el gobierno, ó en su defecto en momen-
tos dados y por circunstancias estraordina-
riaslos bandos que publiquen los agentes
superiores déla administración dentro del
círculo de sus atribuciones: tanto en uno
como en otros casos cabe hacer la designa-
ción de las armas prohibidas. Creemos, pol-
lo tanto, que ha quedado revocada la facul-
tad absoluta y privativa que concedió la
real órden de Ib de octubre de 1748 á los
gobernadores de las plazas de Cádiz y Má-
laga para prohibir el uso de toda arma corta
de fuego ó blanca; lo que fue siempre un
privilegio peculiar á aquellas autoridades,
porque si bien la ley 21 del tít. 19 del lib. 12
de la Nov. Recop. , hizo estensiva la citada
real órden á los gobernadores de todas las
plazas marítimas, fue únicamente en cuanto

al conocimiento privativo de las causas en

siendo así debe entenderse limitada por es-
te artículo la frase general y absoluta del
anterior «caerán siempre :» de otro modo
habría una contradicción inconciliable.

Resta ahora hacer indicación de algunas
diligencias judiciales que se deben practi-
car en la sustancíacionde las causas por de-
litos en que se han empleado armas. Desde
luego el juez ha de proponerse con el mayor
celo averiguar cual fue la que sirvió para
perpetrar el delito y proceder á su aprehen-
sión,  con lo cual se puede llegar á apreciar
mas exactamente d delito y facilitarse el
descubrimiento del verdadero delincuente.
Por esto, caso de verificarse la aprehensión
del arma, debe acreditarse por el escribano,
espresando con minuciosidad la clase á que
pertenezca, las señas particulares que la dis-
tingan, el estado de servicio en que se en-
cuentre, y siendo de fuego si se encontró
cargada ó descargada. El arma deberá que-
dar en poder del escribano durante la causa
y considerarse como unida á la misma , co-
mo que es el instrumento del delito. Ade-
mas de la descripción que dejamos indica-
da  , la práctica ha adoptado otro medio muy
eficaz y recomendable con objeto de que no
se pueda dudar cuál fue el arma aprehen-
dida,  y alejar toda equivocación: acostúm-
brase á hacer su diseño en los autos con
toda exactitud , indicando las manchas de
sangre si las tuviera , y á hacer una señal
en  el arma y la misma en el diseño. Pero á
veces el diseño no se puede hacer, como su-
cedería, por ejemplo, si el arma fuera bas-
tante mayor que la dimensión del papel se-
llado: en estos casos es suficiente la des-
cripción detallada de que se ha hablado.
Cuando el reo dá á entender haber cometi-
do  el delito ó lo declara esplicitamenie, y
aun  cuando lo niegue si hay motivos para
creer que el arma era suya, ó que había es-
tado en su poder, se le debe presentar para
que la reconozca y diga en su caso si fue
la que l e  sirvió para su crimen, diligencia
que  debe ser estensiva á los testigos que
dicen haberle presenciado. Ultimamente, re-
sultando que el arma aprehendida fue el
instrumento del delito , debe sujetarse al
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que interviniesen armas prohibidas, sin de-
cirse nada de la facultad de dictar prohibi-
ciones.

Por lo que hace á las licencias para el uso
de armas prohibidas, la regla general es que
su concesión corresponde a los gobernado-
res de provincia como sucesores de los ge-
fes políticos. Dedúcese así de la real órden
de 18 de marzo de 1845, Ja cual al permitir
a los empleados que menciona el uso de a r -
mas prohibidas, añade que se han de hallar
competentemente autorizados por el res-
pectivo gefe político. Con esta real órden ha
venido á quedar sin aplicación la ley 20 del
tít. 19  del lib. 12de la Nov. Rccop.: esta fi-
jaba una esccpcioo general en, favor de los
empleados en diligencias del servicio nacio-
nal , y exigía la autorización de los gefes
de la tropa destinada á perseguir malhe-
chores: aquella designó qué empleados se
hallaban comprendidos en la escepcíon y
exigió la autorización de ¡os gefes políti-
cos. Seria, por lo tanto, inútil hablar de la
ley Recopilada.

Lo que debe tenerse presente en osle pun-
to es la prevención hecha á los gefes políti-
cos por real órden de 25  de enero de 1843
sobre la concesión de las licencias que aca-
bamos de indicar. Recomiéndasclcs que las
den con gran circunspección y cuando obli-
gue á ello la necesidad, mandándoseles que
se espresen en ellas las circunstancias y se-
ñas del individuo y la calidad y número de
las armas, abriéndose para anotar dichas li-
cencias un registro en las secretarias de los
gobiernos políticos. De todo lo cual bien
claramente se infiere que solo á los emplea-
dos que designan las reales órdenes en la
materia y no á otras personas, es ¿ quienes
pueden concederse las autorizaciones.

A pesar de scr la regla general la que ya
hemos dicho, los militares encargados de
la persecución de malhechores, yendo dis-
frazados, ó de otro asunto del servicio na-
cional usan las armas prohibidas, bastán-
doles los despachos de la comisión que lle-
van. Asimismo los oficiales de graduación
inferior á la de coronel cuando van de via-
je fuera de su regimiento, de su compañía

ó destacamento pueden llevar armas prohi-
bidas con licencia de sus gefes.

La concesión de  laslicenciasque en Espa-
ña se exigen para el uso de armas permiti-
das corresponde á las autoridades locales,
como encargadas develar por la seguridad
de los particulares; pero circunstancias es-
peciales han dado lugar á que actualmente
se refunda esa atribución en la autoridad
local superior. Asi lo establece elart .  1 .°de
la real órden de 14 de julio de  1844,según e |
cual la única autoridad competente para
otorgar los permisos es la del gefe político
ó al presente la del gobernador de pro-
vincia. � � . .

Ultimamente, resta manifestar cuál es la
autoridad que debe entender de la contra-
vención que resulta del uso de armas prohi-
bidas ó de las permitidas siq licencia. Cuan-
do la primera de estas contravenciones es-
taba elevada á la clase de delito por las le-
yes, hallábase mandado que ,  mediando la
aprehensión de las armas, se perdiera todo
fuero y correspondiera el conocimiento á
las justicias ordinarias, escoplo en las pla-
zas marítimas donde tenían los gobernado-
res facultad de conocer privativamente.
Pero hoy d ia ,  en que no se dá aquella im-
portancia exagerada al uso de armas prohi-
bidas , corresponderá el castigo de esta in-
fracción á las autoridades políticas y . admi-
nistrativas, quienes impondrán . la mulla
correspondiente dentro de los limites que
tenemos manifestado en su lugar oportuno.
Respecto al uso de armas permitidas, tam-
bién digimos que daba lugar á una mulla
impuesta gubernativamente , ¡a cual de-
berá imponerse por las mismas autorida-
des. Por ultimó , siempre que del abuso de
armas resultare un delito ó una falta, enten-
derán en su represión los tribunales ó los
alcaldes en la forma que se espone en sus
respectivos lugares.

A R.W ERl>. El que construye y com-
pone armas, V. mus  , «ms  noai-

ARMISTICIO.  De Jas palabras la-
tinas reunidas armis, las armas, y ¿taño, pa-
rada, detención. Significa, por tanto, delcn-
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bilidad, y fue siempre acompañada del pre-
cepto de que se repitieran los arqueos en
períodos determinados, de que se verifica-
ran con asistencia de los claveros, y de que
se levantase acta formal del resultado, de
que habia de darse cuenta á la superiori-
dad. Desde la instrucción general de rentas
de l  de julio de 1718, hasta la provisional
vigente de 15  de junio de 1845, todas han
preceptuado los arqueos en períodos fijos y
con mayores ó menores formalidades. Así la
ordenanza de intendentes de 13 de octubre
de 1749, la instrucción de 10  de noviembre
de 1760, la de 4 de octubre de 1799, la de
30 de julio de 1802, la de  16 de abril de
1816, y la de 3 de julio de 1824 prescriben
la celebración de los arqueos y señalan ge-
neralmente el período de un mes,  si se cs-
cepluan la última citada y la vigente, que
añaden á los arqueos mensuales los semana-
les. Para que se forme idea cabal de la ope-
ración de los arqueos nos parace suficien-
te , después de lo que precede, insertar á
continuación el artículo 76  de la instrucción

- de 1845, que ademas de ser la legislación
vigente en materia de Hacienda, contiene
disposiciones y detalles que esplican con
claridad lo que boy se practica.

INSTRUCCION PROVISIONAL DE 15  t>E JUNIO
na 1845.

Articulo 76.

En los dias 8 ,  15 ,23  y últtimo de cada
mes se  ejecutará (por los tesoreros) un ar-
queo de fondos después de las operaciones
del día. A este acto asistirán el intendente,
los administradores de provincia y los gefes
de las secciones de contabilidad.

Al recuento material de los fondos prece-
derá la comprobaccion del cargo de la teso-
rería con los libros de las administraciones
y de la sección de contabilidad , y los de la
data con los de la misma tesorería y los
documentos en que se funde, si se considera
necesario.
.. Para abreviar la operación del recuento
cuando sea considerable la existencia en

76

ARQUEO.
don ó suspensión en el uso hostil de lasarmas
entre dos ó mas combatientes, sean indivi-
duos , cuerpos armados ó naciones en guer-
ra. El armisticio se  llama también tuxpefi-
3¿on de hotlilidades y tregua. De cualquier
modo que el hecho se denomine, es siempre
el resaltado de un convenio mutuo que pro-
duce obligaciones sagradas , tanto mayores,
cuanto que suelen interesarse y comprome-
terse á la vez la humanidad, la paz y hasta
la suerte de las naciones. Véase el punto
tratado en toda su ostensión en el artículo
TBfXIJV

AKQUEO. Se. llama así el reconoci-
miento de caudales existentes en las arcas
públicas que los reglamentos administrati-
vos prescriben se haga periódicamente por
Jos tesoreros ó depositarios. Esta operación
es  de necesidad mercantil para todo encar-
gado de manejar caudales; pero cuando se
trata de fondos del Estado tiene el doble
objeto de facilitar el buen órdcn de Ig con-
tabilidad y de precaver la distracción ó
malversación de los caudales públicos. El
abuso contra el cual se  ha establecido se-
mejante precaución no es solo el de la sus-,
tracción de fondos , si no también el de su
viciosa aplicación, en cuanto impide que se
hallen fuera de arcas, figurando en ellas;
que  se negocien en interés privado con lo
que  es  del público , y que no se  encuentren
disponibles para las atenciones del servicio
en  el momento dado en que los necesite la
administración. También tiene el arqueo
por objeto facilitar á la administración cen-
tral el conocimiento de las existencia» de
caudales en cada tesorería y en cada perio-
do  de tiempo limitado, para arreglar el mo-
vimiento y giro de los fondos, á cuyo fin se
dirige principalmente la frecuencia ty repe-
tición periódica de los arqueos. Por lo de-
mas para que la operación corresponda á
sus fines, desde muy antiguo ha venido re-
gularizándose por las instrucciones y regla-
mentos de Hacienda pública. Nació con la
creación de las tesorerías y depositarías: si-
guió naturalmente al establecimiento de las
arcas de tres llaves que hablan do custodiar
otros tantos funcionarios bajo su responsa-

Tono itt.
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metálico, podrá hacerse uso del peso por
balanza, contando una cantidad de cada es-
pecie y clase de moneda, la cual servirá de
unidad para comprobar todas las que haya
de Ja misma clase. El tesorero será sin em-
bargo responsable de cualquiera di fe re acia
que se advierta entre la cantidad contada
por este medio y la que deba existir en
arcas.

Del resultado de cada arqueo se esten-
derá acta en dos libros, de los cuales uno
se conservará en la tesorería y otro en la
sección de contabilidad. Todos los goles
asistentes firmarán el acta, admitiéndose en
ella no obstante cualquier protesta que por
aquellos se  hiciere, y se remitirán copias
certificadas por el intendente al director
general del Tesoro y contador general del
reino. El gefe ó gefes que protestaren, es-
pondrán también por separado á aquellos
lo que tengan por conveniente sobre el re-
sultado del arqueo, haciéndolo por el correo
inmediato para salvar su responsabilidad.
- Las arcas en que se custodien los fondos
del Tesoro teudrán tres llaves, á cargo una
del intendente, otra del tesorero, y la otra
del gefe de la sección de contabilidad.

En los demas ramos de la administra-
ción pública en que están también prescri-
tos los arqueos, se observan en lo esencial
estas disposiciones ü otras análogas.»

ARQUEO.  Llámase también así la
medición que se hace de los pies cúbicos de
un buque para deducir el número de sus to-
neladas. V. «Ave .

ARQUITECTO. ARQUITEC-
TURA.  Viene de la palabra griega ap-
'/ntz-wv, compuesta de apxí¡ principal y
artífice: y en latin, según la versión de
Martini: Quasi princeps fabrorum sive es-
Irnctorum. Dada esta idea genérica de) ar-
quitecto, no dudamos en admitir la defi-
nición de Mr. Dalloz,quc dice así: «El
«arquitecto ese! que hace profesión de dar
� los planos y presupuestos para las cons-
trucciones y de dirigir los trabajos.» Se-
gún otro escritor, citado por el mismo
Mr. Dalloz (I), «es el que traza el plano

U) Le nuuceau dtniiart.

�de un edificio, arregla sus proporciones
»y su simetría, dirígelos trabajos relativos
»á su construcción y manda á los operarios
�que están empleados en ellos:» definición
que es  propiamente una repetición de la
que se encuentra en la ley 2 del Código: Pe
c-rciiss. arlif. en que se dice, hablando del
arquitecto; Qni divisiones parlium omnium
incitionesque serval, niensurisque el instilutis
opera fabricationibus stringil.

La idea que damos del arquitecto nos la
dá igualmente de) arte que profesa ó de la
Arquitectura, de la que decía Quintiliano:’
Architeclura in ómnibus quas sunl edificio
utilia versatur.

SVUíM.

SEC.  i .  RESEÑA HISTÓRICA.
SEC.  I I .  CIRCUNSTANCIAS Y REQUISITOS PARA

OBTENER LA CONSIDERACION T EL
TÍTULO DE ARQUITECTO.

SEC.  I I I .  PREROGATÍVAS T DERECHOS DE LOS
ARQUITECTOS.

SEC.  IV .  DEBERES Y RESPONSABILIDAD DE LOS
ARQUITECTOS.

§. 1.* Deberes y responsabilidad de los ar-
quitectos anejos y esenciales á su
profesión.

§.  2.° Deberes como peritos en la adminis-
tración de justicia.

§. 3.° Idem como auxiliares de la adminis-
tración pública.

SECCION 1.

RESEÑA HISTÓRICA.

La arquitectura es hija de las primeras
necesidades del hombre, en cualquier esta-
do de civilización en que se encuentre. Don-
de quiera que han existido, ya aislados, ya
en sociedad , los individuos de la especie
humana, se encuentran vestigios de ios
edificios mas ó menos rústicos, mas ó me-
nos elegantes y perfeccionados que constru-
yeron con destino á proporcionarse abrigo,
seguridad y descanso. El Génesis nos habla
de una ciudad edificada por Caín: Caín
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Sena ardua empresa la de trazar un cua-

dro histórico de la arquitectura desde su
origen hasta nuestros tiempos: no puede ser
este nuestro intento , bastándonos para el
que nos proponemos saber, que con mas ó
menos perfección todos los pueblos de la
antigüedad la miraron con predilección,
trasmitiéndonos señalados testimonios de la
preferencia que dieron á un arte tan nece-
sario para la vida, como propio para exci-
tar el entusiasmo y las grandes ideas.

España participó también en diferentes
tiempos de este sentimiento general en fa-
vor de la arquitectura. Todavía se conser-
van muchos monumentos , que son una es-
pecie de crónica de las varias dominaciones
que en ella se sucedieron, en que se ob-
servan todos los géneros y estilos, y el re-
cuerdo de  todas las escuelas y maneras,
grabado con caracteres duraderos. Hay tes-
timonios de construcciones griegas , roma-
nas,  góticas, bizantinas y arábigas, y los
hay de los tiempos mas próximos á nosotros,
de que son prueba irrefragable las noticias
que han recogido escritores ilustrados y
eruditos.

Estas mismas noticias, recogidas con es-
crupuloso cuidado, nos han conservado la
memoria de arquitectos célebres que se dis-
tinguieron por determinadas obras, cuya
construcción tuvieron á su cargo, princi-
palmente árabes y españoles. Es verdad que
en la antigüedad mas remota no se cono-
cieron con este nombre, especialmente des-
de que se empezó á introducir el romance
español, y mas bien se les dá el de alarifes
y maestros, nombre el primero puramente
arábigo, y que era aplicable, como dice
Cobarruvias, al que era sabio en las arles
mecánicas y juez de obras de albañilería.
El nombre de alarife, sin embargo, se dió
después, y se reserva hoy á los qne, sin
ser maestros mayores ni arquitectos, tienen
á su cargo la ejecución material de las obras
cuando estas se hacen bajo la dirección de
uno de aquellos, siendo propiamente unos
aparejadores, con alguna mas inteligencia
y la facultad de dirigir por sí obras de so-

lí gundo orden y de poca responsabilidad.

(rdificauil civiktlem, vocavitque numen ejus ex
nomine filtii ruillenoch: y estaos una prueba
de la celeridad con que los hombres se va-
lieron de este medio para libertarse de las
inclemencias del cielo.

Se comprende bien qne en la primitiva
rudeza ó ignorancia de los hombres, estos
edificios debieron ser de construcción gro-
sera, incómodos é imperfectos, y que no
presentarían ninguno de los caracteres de
belleza, elegancia y proporción que se ad-
vierten en los de los pueblos que mas ade-
lántese distinguieron por su civilización,
sus conocimientos y sus riquezas : tales
fueron el Egipto y la Grecia, los cuales re-
cibieron del Asia las primeras inspiraciones
artísticas, y andando el tiempo las perfec-
cionaron y propagaron á los demas pueblos.
Es digna de mención para conocer los ade-
lantos de la arquitectura y los extraordina-
rios progresos que ya se habían hecho en
aquel tiempo en otros muchos ramos, la
construcción de la famosa torre de Rabel,
monumento célebre por tantos motivos : así
sucede siempre que un gran interés indivi-
dual,  social ó político ejerce su influencia
sobre la imaginación de los hombres: el
genio se desplega entonces con la necesidad
y con los poderosos estímulos que lu des-
piertan y nace el artista para realizar sus
felices concepciones. Si la Sagrada Escri-
tura nos enseña que en tiempo en que el
Egipto levantaba los grandiosos monumen-
tos que duran todavía, Dios mismo trazaba
á los hebreos el .dibujo del Tabernáculo,
era porque Moisés tenia necesidad de que
concurriese la intervención divina en los
proyectos de libertad y de civilización del
mundo, que tanto se  enlazan con los de la
arquitectura , en la cual las ideas de belle-
za  y de proporción son hasta cierto punto
inmutables. Así lo atestesligua la historia
de l  arte, cuyos monumentos antiguos y mo-
dernos reconocen las mismas bases y ele-
mentos, los mismos órdenes, las mismas
reglas de ejecución, cualesquiera que ha-
yan  sido por otra parle las variaciones del
gusto en cuanto á los métodos de construc-
ción y en cuanto á los adornos.
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Como quiera que sea,  á este y otros nom-
bre? , como el ya citado de  aparejador, ofi-
cial , ayudante, etc., no se les conoce hoy
con un nombre legal que suponga la signifi-
cación de cargo determinado.

Lo que indudablemente se colige de aque-
llos monumentos y noticias e s ,  que esta
profesión no estaba ordenada y regulari-
zada como en los tiempos posteriores de la
dinastía de Borbon; es decir, que en los
anteriores á Felipe V la arquitectura no
constituía una carrera con estudios fijos é
iguales para todos los que á ella se  dedica-
ban. ¡labia hombres que se distinguían por
su genio y por sus conocimientos, á los cua-
les se les confiaba la ejecución y dirección
de las obras públicas y de particulares. Asi
lo han demostrado, entre otros, los célebres
escritores Palomino , Llaguno, Pon* y Cean
en los varios documentos que han recogido
y pueden servirá la historia del arte. Los
cabildos eclesiásticos , los ayuntamientos y
otras corporaciones , nombraban maestros
de obras especiales , que estaban consagra-
dos á su servicio eu las que cada uno de
dichos cuerpos tenia que construir, y que
al mismo tiempo dirigían las que en las res-
pectivas localidades se les encargaban. Los
reyes concedían también el  título de arqui-
tecto á auge tos distinguidos por su peri-
cia y esperiencia , dándoles ordinariamente
el nombre de maestros mayores ; pero aun
en estos casos se les conferia el título , no
con el carácter de generalidad que ahora se
les confiere, sino con limitación á determi-
nadas obras de que estaban encargados, ó
á las que pudieran ocurrir á las corporacio-
nes y establecimientos á cuyo servicio es-
taban escritos. Consta , dice D.  Antonio
Pons, en la página 163,  tomo 3.'  de íi< Via-
ge de España , que desde el tiempo de Cár-
los V hasta el principio del reinado de Feli-
pe IV ,  por lo menos , fueron arquitectos de las
obras de Uclés los ntwntoí que lo eran de las
otras obras reales, y que los nombraba el Rey,
sin duda á consulta del Consejo de Ordenes,
y se les despachaba Ululo firmado de S. M.
Por eso no es maravilla que en Uclés haya
cosas bien ideadas y bien hechas, pues siem-

pre corrían á cargo de ww de los mejores
profesores que á la sacón había. En  el año de
1576 nombro el Rey á Pedro de Tolosa por
maestro mayor de las obras de este contento,
para que continuase según las trasas que de
órden de S. M. había hecho Gaspar de Bes,
ya  difunto , y se le señaló el salario de sesen-
ta mil maravedís cada año , con la obligación
de ir á reconocer la obra de dos en dos meses.
El tal Pedro de Tolosa había sido aparejador
en las obras del Escorial.

Así continuaron las cosas, hasta que, co-
mo hemos insinuado, Felipe V ,  estimulado
por hombres celosos del bien público , é
imitando el ejemplo de  Luis XIV en Fran-
cia , que babia establecido una academia de
bellas artes y regularizado la enseñanza de
las mismas, trató sériamente del estableci-
miento de una academia, en que se regu-
larizasen los estudios de las tres nobles ar-
tes y el ejercicio y autoridad de los profe-
sores y maestros , disponiendo al efecto va-
rios trabajos preparatorios , qne dieron por
último el resultado que se propuso en tiem-
po de su hijo Fernando VI , según mas por
estenso hemos manifestado en el artículo
«CABKMI t .

Desde el establecimiento de esta , varió
completamente el aspecto dé la carrera de
arquitectura y de carácter las personas
que á ella se dedicaron. No fueron ya los
arquitectos, como en tiempos anteriores,
unos simples encargado» dé las  corporacio-
nes , cabildos y autoridades que les confia-
ban la ejecución de algunas obras, ó la co-
misión especial y limitada de estar al ser-
vicio de dichos corporaciones; fueron, sí,
unos profesores con título y facultades pro-
pias , debida» á su pericia y á la prueba de
suficiencia á que se les sujetó para en ade-
lante: salieron de la tutela del interés indi-
vidual y de la voluntariedad de  sus repre-
sentantes, y recibieron una investidura y
carácter - público de que habían carecido,
habiendo resultado ennoblecida la profesión
y premiada la carrera, con la concesión y
el uso libre , general y decoroso del arle en
que se habían de ejercitar.

Para ello fueron varias las disposiciones
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que se dictaron al instalarse la academia y
mas adelante, según las ckcunslancias y
los casos lo fueron exigiendo,

Desde la real cédula de 30 de mayo de
1737, que es  la ley 1 . ' ,  til. 22, lib. 8 de la
Nov. Recop., con que se inauguró la fun-
dación de la academia , las muchas dispo-
siciones dictadas sucesivamente por el go-
bierno y los esfuerzos constantes de la mis-
ma corporación se dirijieron á este fin: en
unas se  declara y protege la independencia
de los arquitectos; en otras se  les conceden
prerogativas y derechos que concentraron
en ellos el ejercicio de la profesión; en otras
se priva con prudente severidad á los que
careciesen de título académico*, de la facul-
tad de  emplearse en la dirección y ejecución
de obras y se corla el abuso que habia pre-
valecido por el trascurso de los años, de
que  las corporaciones, ayuntamientos y ca-
bildos eclesiásticos pudieran echar mano
para el servicio de sus -respectivas depen-
dencias, de personas que careciesen de  la
habilitación y autorización competenlepara
el ejercicio de arte tan difícil y necesario.

Pero por grandes que fueron los esfuer-
zos que hizo la academia para elevar ¿ la
alta y debida consideración la carrera, lu-
chó con dificultades no pequeñas , singu-
larmente con relación á la fijación de ios
estudios que habian de constituirla. Así es
que han pasado muchos años antes de que
hubiese logrado lo que hoy ya tiene, á sa-
ber: el establecimiento de estudios científi-
cos y prácticos que, abarcando la dilatada
esfera que comprende esta importante pro-
fesión , dará por resultado la formación de
arquitectos hábiles y esperi mentados que
serán una garantía para los progresos del
arte  y para las necesidades permanentes de
la  sociedad española.

La  historia délos esfuerzos hechos por la
academia para conseguir esta mira cons-
tante de  sus afanes es sumamente curiosa é
interesante,  y será leida con gusto y prove-
cho  , por lo mismo que es generalmente ig-
norada y que contiene hechos que honran
su  ce lo  y el de muchos dignos protectores
de  esta corporación. »

Sien reciente aun la creación de  ]a acade-
mia, en febrero 1739 , notando esta corpora-
ción el lamentable desórderr enqoeseencon-
traba la enseñanza de la arquitectura, mandó
que los profesores de esta noble arte le pro-
pusiesen un plan de estudios para la ense-
ñanza de su facultad; y fue tal la constancia
y laboriosidad con que se dedicaron á este
trabajo los dignos profesores don Ventura
Rodríguez, don Diego de Villanueva, don
Alejandro Velazquez y don José de Casta-
ñeda, que antes de concluirse el mismo
mes presentaron concluido á la academia
su plan, dividido en cuatro partes, en la for-
ma siguiente: la primera comprendía los
conocimientos especiales de matemáticas
puras, necesarios para el estudio déla ar-
quitectura , la geografía y la gnomónica;
la segunda la mecánica, la maquinaria con
sus aplicaciones relativas á la firmeza y
solidez de las fábricas, conocimiento de las
calidades de los terrenos y materiales y su
uso, albañilería , cortes de piedras y made-
res;la tercera todo l o  relativo á la belleza y
decoración de los edificios , delincación de
los órdenes de arquitectura , principios de
óptica y la perspectiva , y la cuarta todo lo
que corresponde á la comodidad , situación
y disposición de las fábricas, los templos y
demas edificios públicos, casas particula-
res, forti fieación de plazas, conducción de
aguas, má quinas hidráulicas, daños de los
edificios y sus remedios. La academia apro-
bó este plan en todas sus partes y mandó
que se franqueasen á los profesores los me-
dios para realizarlo.
� Por el mismo tiempo presentó también á

la academia su consiliario el conde de Aran-
da un dictamen ó propuesta relativa á la
reforma de los estudios de la arquitectura:
en este apreciable papel manifestaba á la
academia su ilustrado autor la necesidad
que habia de establecer un sistema fijo,
cualquiera que fuese, en que se diese el lu-
gar correspondiente á la parle científica,
tan descuidada hasta entonces; reprobaba
la práctica seguida constantemente de de-
dicar todo el tiempo á la simple delineacion,
señalaba los estadios que debían hacer los
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arquitectos, recomendaba el dibujo natural I
y concluía escilando á la academia á em- :

prender la traducción é impresión de cuan-
tas obras extranjeras se publicasen relati-
vas á los diferentes ramos de  la profesión,
y á recoger lodo lo que existiese de la an-
tigüedad.

S i se  hubiesen realizado estos planes tra-
zados con tanto acierto en el nacimiento
mismo de la academia, se hubieran cogido
sin disputa frutos muy sazonados , y los es -
tudios de arquitectura se hallarían ya hoy
en el mas alto grado de perfección, con las
mejoras que de d i a en día habría ido . reci-
biendo el plan que les sirvió de fundamen-
to; pero desgraciadamente á esta época de
energía y actividad sucedió otra de treinta
y tres años en que nada se habló de planes
de estudios ni métodos de epseñanza. La
academia se ocupó solamente de llamar á
su seno los hombres cuyo talento les habia
permitido adquirir una instrucción, singular
entonces, honrándolos con el título de  aca-
démicos y de procurar por todos los medios
posibles atraerse la protección de los mag-
nates y potentados, concuyos nombres cre-
yó enriquecer el catálogo, ya numeroso, de
sus individuos, y á cuya sombra esperaba
medraría y se robustecería el nuevo árbol,
cuyo cultivo le habia sido encomendado.
Instituyóse por entonces el título de maes-
tros de obras con el objeto de establecer nna
clasificación que ya entonces se creyó nece-
saria , autorizándolos para dirigir toda cla-
se de obras, pero constituyendo siempre
una clase inferior á la de los académicos de
mérito ; habiéndose después restringido sus
facultades y reducido solo á las obras par-
ticulares, cuando se creó para hombres de
mas ciencia el título de arquitectos.

En el año de 1792 volvió la academia á
cscitar el coto de sus profesores, y á conse-
cuencia de esta escitacion volvió á tratarse
de estudios y se escribieron varios papeles,
entre los cuales se encuentra uno de don
Manuel Martin Rodríguez, cuya fecha es de
50 de setiembre del mencionado año, en
el cual desde luego dá por sentado que el
arquitecto debe hacer los estadios prepara-

torios del dibujo natural , de las matemáti-
cas,  de  la mecánica de sólidos y finidos, de
la física csperimental y de la perspectiva;
propone la construcción de modelos de fmen
tamaño de los edificios y monumentos que
existen de la antigüedad, asi como de sus
diferentes partes y do los órdenes de arqui-
tectura ; propone que el director diserte de
viva voz Sobre el origen, proporciones y
nombre de las diferentes parles de estos
monumentos, desea qüe se faciliten á los
discípulos las obras de los autores magistra-
les que deben sedes familiares, y concluye
reprobando altamente los pretoios mensua-
les que entonces se acostumbraban. Otro de
los dictámenes presentados entonces es el de
don Francisco Sánchez, siu fecha 14 de oc-
tubre del mismo año de 1792. Este profesor
quiere que se imponga á los discípulos en
el conocimiento de los instrumentos geo-
métricos y en las operaciones sobre el ter-
reno, que haya conferencias sobre los dife-
rentes ramos del arte , y en fin , que los
alumnos consulten y estudien las obras que
sobre él se han escrito.

Con mucha mas eslension trató esta ma-
teria por el mismo tiempo el Sr. D. Pedro
de Silva en sus «Reflexiones sobre los es-
tudios  de arquitectura,» cuyo papel divi-
dió en  dos partes: la primera en que trató
de la ciencia y conocimientos del arquitecto,
y la segunda de las pruebas y exámenes.
En la primera se estiende á enumerar las
partes constitutivas de la arquitectura, tra-
tratando de cada una en particular, reco-
mienda con la mayor eficacia el estudio de
las matemáticas, considerándolas como la
base y fundamento del estudio razonado de
la construcción y de la solidez de los edifi-
cios, en el cual deben ponerse en juego
los conocimientos del cálculo infinitesimal
y de la geometría sublime, y propone, aten-
diendo á la multitud y eslension de las ma-
terias que abraza esta profesión, qué baja
dos clases de arquitectos / á saben chiles
é hidráulicos, para que los primeros se de
diquen enteramente á estudiar la solide1*
comodidad y decoro de los edificios chile5»
apurando en ellos lodos primores de
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tando como . insuficiente el Vignola y el
tratado de geometría práctica, únicos que
hasta entonces se habían usado en la aca-
demia.

Poco después de haber adquirido la aca-
demia todo este apreciable conjunto de no-
ticias vino á constituir como en juez y ár-
bitro de todo cuanto se había escrito á don
Benito Bails, su digno director de matemá-
ticas, A quien remitió cinco acuerdos y ca-
torce dictámenes relativos al arreglo ge-
neral de estudios , para que propusiese á
la academia lo que juzgase mas oportuno
deliberar en tan Arduo negocio ; y á conse-
cuencia, de tan honorífico encargo presentó
Bails á la academia un razonado informe en
que manifestaba que los primeros esfuer-
zos debian dirijirse á descubrir en los alum-
nos el genio, ese don sublime é indispen-
sable para poder llegar á llamarse artis-
ta; propone el modo de examinar si los
discípulos le tienen ó no, é insiste en que
la gloria de un instituto no está en tener
muchos alumnos, sino uno solo, pero apro-
vechado y que dé lustre á la academia y á
la nación; exige que lodos los artistas, pin-
tores, escultores y arquitectos pongan por
fundamento de sus estudios artísticos , la
parte científica necesaria para poder progre-
sar en aquellos, estudiando los tratados
fundamentales de las matemáticas, como
son: la aritmética y geometría, y de los mas
elevados, la parte que á cada uno le toque
saber, según el objeto y naturaleza del arte
á que se dedica, no perdiendo de vista que
todos deben saber perspectiva, muchos óp-
tica y algunos mecánica. Habla después en
particular de la arquitectura, recorre los di ;
fe rentes estudios teóricos que en su concep-

I to debe comprender, aprecia y recomienda
el dibujo; pero reprueba la práctica que
entonces so seguía de dedicar esclusiva-
mente á él los alumnos, descuidando la par-
te científica, lo cual dice, «los reduce á me-
ros, bien que escelentes delineantes, y cie-
ga, mas bien que sirve al público, quien
fallo de conocimiento juzga equivocado que
ejecutará muy bien en el terreno un edifi-
cio la misma mano que lo presenta dibuja-

diferentes estilos ó géneros conocidos ; y los |
otros se ocupen csclusivamenle de la cons- |
tracción de puentes, canales, diques y de- |
mas obras hidráulicas, debiendo constituir
la principal parte del estudio de estos últi-
mas, la hidráulica y demas ciencias relati-
vas á su ocupación. En la segunda parte í
propone el plan de aprobación, y dice que
no comprende que pueda haber mas clases
de profesores que la de arquitectos y la de
aparejadores. Insiste cpn mucha eficacia en
manifestar que ninguna relación tiene el
ejercicio de una facultad pública y libre
como la arquitectura con la recepción en
un cuerpo particular, cual es la academia,
y dice: que ni es preciso para ser buen
arquitecto estar recibido de académico, ni
tiene obligación la academia de recibir por
individuos suyos á lodos los buenos arqui-
tectos , dejando sentado por consecuencia
que no debe ser el titulo de incorporación
en  la academia el único medio de adquirir
la autorización para ejercer la profesión,
sino que debe existir aparte de aquel ai
del arquitecto, y concluye diciendo que si
la arquitectura ha hecho grandes progre-
sos ,  aun puede hacerlos mayores, pues no
ha llegado á su perfección.

Mas el que quiera enterarse del estado
en que entonces se hallaba la enseñanza
de las artes en la academia, puede leer el
papel que escribió don Juan de Villanueva,
movido de la obligación que le imponía el
cargo de director general: en él manifiesta
desde muy al principio el embarazo en que
se encuentra, sin saber qué nombre dar á
este establecimiento, y dice que no sabe
si  debe llamarle academia ó escuela de
nobles  artes, pues queriendo ser lo uno y
lo  otro, le parece que no cumple con los fi-
nes  que  se propone: presenta en seguida la
historia de los vicios y defectos que ha ob-
servado y el modo de corregirlos, y aunque
no  ofrece un plan metódico y doctrinal pa-
ra la  enseñanza de la arquitectura , apunta
algunas  ideas útiles para su formación, y
aconseja como necesaria la coordinación de
un  tratado completo de arquitectura civil,
que  sirva de testo para la enseñanza, repu-
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do con Unto primor:» por último, encarga
muchísimo que al tiempo que se dedican á
estudiar la parte teórica se  ocupen todo el
tiempo posible en adquirir los muchos co-
nocimientos prácticos que necesitan, sin es-
perar para adquirirlos á que llegue la oca-
sión de necesitarlos.

¡No consta que la academia tomase por en-
tonces resolución ninguna ni que se reali-
zase nada de cuanto se le había propuesto;
y después de haber guardado un absoluto
silencio por espacio de siete años, volvió á
mandar que los directores y tenientes de to-
das las artes reunidos le presentasen un
plan general para la enseñanza de todas
ellas. Obedientes los profesores, entregaron
concluido el plan que se les había encarga-
do en 5 de mayo del año de 1799.

En la parte correspondiente á la arquitec-
tura se establecían los estudios científicos
y artísticos que debian adquirir los jóvenes
dedicados al estudio de la arquitectura, enu-
merando y colocando con la debida clasifi-
cación el dibujo de la figura humana, las
matemáticas puras, la física esperimental,
la  mecánica de sólidos y fluidos, la óptica
y la parte de mineralogía que enseña á co-
nocer la naturaleza y propiedades délos ma-
teriales que se emplean en la construcción;
se señala el tiempo que se ba de destinar á
la delincación de  los órdenes, de arcos y
bóvedas de todas clases, de armaduras y cim-
bras y de las máquinas mas notables y usa-
das para elevar pesos y para aplicar las re-
glas de la mecánica; se pondera la necesi-
dad de formar un tratado que sirva de testo
en  la enseñanza y se recomienda la utilidad
que proporcionarán la misma el reunir en la
biblioteca toáoslos libros y papeles quese pu-
bliquen en Europa relativos á las bellas arles.

Por lo dicho se ve que en esta tercera
época fue llevado el plan de estudios á un
grado mayor de perfección: las ciencias de
las relaciones y las de hecho y observación,
favorecían esta empresa , y los ilustrados
profesores que la tomaron á su cargo , no
desconocieron que en dichas ciencias se
hallan depositados los principios fundamen-
tales de las artes.

En el año de 180! remitió ¿ la academia
desde Pamplona don Santos Angel Ochan-
dátegui un plan metódica y razonado de la
arquitectura, y tal, que si se hubiese llevado
á efecto hubiera bastado por sí solo para ele-
var el arte al mas alto grado de  perfección:
él presentaba un sistema arreglado de doc-
trinas, un órden metódico de  enseñanzas,
un aprecio singular de las ciencias y una
distribución de materias, en virtud de la
cual en el espacio de nueve años se veía al
jóven arquitecto principiar y concluir su
carrera. La academia no pudo menos de lo-
mar en consideración este apreciable traba-
jo, á pesar de no ser su autor individuo de
la corporación , y mandó que se agregase al
espediente del plan de estudios, después
de cuya resolución vinieron otros seis años
de silencio.

Este asunto tantas veces tratado, fue pro-
movido de nuevo en junta de  17 de junio de
1805 , y por acuerdo de la academia se en-
cargó á los señores don Antonio Aguado, don
Juan Antonio Cuervo y don Silvestre Perez,
que espusiesén su dictamen acerca del ar-
reglo de la arquitectura, con presencia del
plan de 1799. Estos profesores apreciando
el lino y sabiduría de sus antecesores, y
haciendo justicia á sus propias laces, reco-
nocen aquel plan , lo reflexionan , lo medi-
tan y confirman lodos sus artículos, copian-
do unos al pie de la letri y ampliando otros.
Presentáronlo de nuevo á la academia y esta
lo aprobó en junta eslraordinaria de 27 de
enero de 1806; pero este plan con todos los
demas trabajos anteriores , fueron deposi-
tados en el archivo , donde permanecieron
once años, sin haber producido ningún
efecto.

En enero de 1816 se volvió á nombrar
una comisión que formarse un plan de es*
ludios artísticos, la cual se instaló en 9 de
febrero siguiente, y renovó en diferentes
puntos el trabajo tantas veces intentado,
aunque con el misino éxito que las demás
ocasiones.

En octubre de 1818 se volvió á renovar
aquel nombramiento , encargando especial -

mente á la comisien, se ocupase de exa®1*
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dispqpieben nn  nuevóplan qaearreglast y
metodízase la enseñanza de la arquitectura,
á ün de que los discípulos adquiriesen el
lleno de conocimientos debidos para ejercer
su noble profesión.' se les encargó asimis-
mo qne averiguasen cual era el libro que
sérvia de testo en la escuela politécnica de
Paria, ó la obra eslranjera mas útil paró
el mierao objeto. Dichos señores dieron con-
cluido un proyecto en marzo de 1840, y
la academia en junta de 14 del mismo mes
del año siguiente, acordó pasarlo al infor-*
me de su comisión de'arquilectura. Casi al
uqsmo tiempo (en abril de 1841) presentó
también á la academia el arquitecto don
José Jesús de Lallave un proyecto ó pensa-
miento sobre el mismo asunto, que aquella
sometió también al mámen de su comisión
de arquitectura, ocupada ya entonces de
lleno en desenvolver y mejorar el antiguo
plan de la academia impreso en 1821. Exa-
mináronse ambos planes con la mayor de-
tención por iodos y cada uno de los indivi-
duos de la comisión , que dieron sobre los
dos dictámenes escritos razonados y madu-r
rameóte meditados: todos ellos convenían
en hacer justicia á su mérito, y en elogiar
¡el tino en la elección de materias, la inte-
ligencia en su distribución , y la exacti-
tud hasta en los menores detalles que bri-
llaba principalmente en el de Lallave, mas
circunstanciado y minuciosamente estudia-
do que el otro , y aunque no dejó de no-
társeles algunos defectos, la concisión cre-
yó que debían tenerse muy presentes, y
que podrían servirle de mucho en el trabajo
de que se estaba ocupando, dirigido prin-
cipalmente á desarrollar y metodizar el pen-
samiento que encerraba .el plan de 1821.
Así lo hizo en efecto , cuando estimulado el
celo de la academia por diversas reales ór-
denes, se nombró últimamente en diciem-
bre de 1844 una numerosa comisión com-
puesta de todos los profesores de las diver-
sas enseñanzas , que divididos en seccio-
nes según las diferentes artes,, y habiendo
celebrado para ello multitud de juntas y
reuniones, formularon un plan detallado,
que aprobado por . la academia , fue eie-

sar tan solo el phn de 1803y  los trabajos
de la comisión do 1816. Por. esta razón no
pudo tener cabida en sus discaskmes el
plan detallado y razonado que lar presentó
el director de matemáticas don Antonio de
Varas , individuo que había sido de todas
las comisiones nombradas desde la de 1792.
Este papel á pesar de su mérito , le fae de-
vuelto por el presidente de la comisión r sin
haberse ¡«ido siquiera , porque no  lo permk
lia la estensioqde las facultades queá  aquet-
lia $e habían .señalado; y aun así fue mas
afortunado que otro no menos* importante
que se leyó en la comisión de 1792 y que le
valió graves disgustos y la animadversión
de las mismas personas á quienes con tanto
celo trató de ilustrar. Ocupóse, pues,  la
comisión solamente de los planes citados y
fundándose en  ellos , entendió y formuló el
suyo, que aprobado por la academia en infr-
ia de 17 de diciembre de  1820 se imprimió
y publicó en 1821. Pero la fatalidad que
parecía perseguir á las reformas del estu-
dio de las artes, hizo que esta vez suce-
diese lo mismo que las otras, y el plan per-
raaneció . rmpueso , «probado y archivado
otros diez y ocho años , en cuyo tiempo no
se dió mas paso hacia adelante en la ense-
ñanza de la arquitectura , que los que die-
ron en particular algunos profesores celosos,
y- especialmente el teniente director enton-
ces don Custodio Teodoro Moreno , que con
el beneplácito de la academia estableció en
una de sus salas un estudio dirigido por él
mismo, con el mayor celo y desinterés, y
en el que se vieron por primera vez discu-
tirse y tratarse académicamente las teorías
de la arquitectura y las ciencias a usi liares
de la misma. Pero los esfuerzos aislados de
este y otros dignos profesores, faltos de
apoyo y de  protección, muy pronto vinie-
ron á ser inútiles y á producir el fastidio en
los mismos que con tanto entusiasmo hablan
tomado sobre sí tamaña empresa ; y el’men-
cionado estudio dejó de existir.

En junta de gobierno de 19 de octubre
de 1859, se dió comisión á los académicos |¡
don José Segundo Izquierdo, don León Gil
de Palacio y marqués del Socorro, para que

TOMO ni.
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fado seguidamente si gobierno* de S. M.

De este plan y de los trabajos particula-
res de varios profesores y personas ilustra-
das á quienes el gobierno tuvo á bien con-
sultar, nació por fin el real decreto de 25
de setiembre de 1845 , estableciendo la or-
ganización y reglamento de la escuela de
Nobles Arles, que modificado y desenvuelto
por diferentes reales órdenes posteriores,
rige actualmente en la enseñanza de las be-
llas artes. En él se ha atendido debidamen-
te á la parte científica, sin descuidar los
estudios puramente artísticos, tan necesa-
rios en esta profesión y tan difíciles, qne
solo algunos genios privilegiados han po-
dido sobresalir en ellos. Se formará una
idea mas exacta de la importancia y os-
tensión de los estudios que comprende esta
carrera, fijando la consideración en lo que
respecto á ellos decimos en la seecion si-
guiente.

SECCION n .

CIRCUNSTANCIAS V REQUISITOS PARA OBTENER U

CONSIDERACION Y EL TITULO DE ARQUITECTO.

Con el establecimiento de la carrera de
arquitectura, debe desaparecer la antigua
desigualdad con que eran llamados los ar-
quitectos A ejercer su profesión. A la arbi-
trariedad y á la predilección ¡na* ó menos
justificable, pero equivocaron quesehacia
la calificación, sucedió el órden, el método,
yun conjunto designosesteriores que servi-
rán para acreditar su suficiencia , y todas
las demas dotes de que deben estar adorna-
dos los arquitectos. Estas dotes son las que
nos proponemos especificar , con arreglo á
la legislación porque se rige este ramo ; á
cuyo fin damos principio por las mas no-
tables, que son las que dicen relación á su
capacidad intelectual.

Estudios. A consecuencia de los esfuer-
zos hechos por la Academia de San Fernan-
do, y del espíritu de organización que se
había desarrollado en la última época, cupo
también á la arquitectura la suerte de que
se regularizasen sus estudios, y de que esta

carrera no estuviese, como ante?, espuesta
| á los riesgos que nacen de la insuficiencia
| ó de la falla de pruebas para acreditar el
i estudio, la aplicación y capacidad que re-

quiere el ejercicio de sus difíciles , y mas
que difíciles, arriesgadas tareas.

Destíe que por decreto de 23  de setiem-
bre de 1844 se  hizo , como hemos- visto ea
la sección anterior , la reforma radical en
loa estudios de dicha academia, se dió una
nueva forma á la carrera de arquitectura
y sus alumnos fueron desde entonces per-
sonas capaóes de apreciar en toda su «ten-
sión , y de comprender los muchos ramos
del saber que aquella abraza. Estos estu-
dios se detallaron y especificaron en el re-
glamento que se puHioó con real decreto
de 28  de setiembre de 1843. Según el plan
y reglamento vigente, los que aspiren á ob-
tener el título de arquitectos, estarás obli-
gados á los estudios siguientes: 1.* Gramá-
tica castellana, geografía , nociones de his-
toria natural y un curso de  moral y de re-
ligión; los cuales deben hacerse en un esta-
blecimiento autorizado por el gobierno, y
acreditarse por medio de certificaciones:
ademas deben saber aritmética , álgebra
elemental y superior, geometría especula-
tiva y práctica , trigonometría rectilínea y
esférica y sus aplicaciones , geometría ana-
lítica de dos y tres dimensiones, dibujonatu-
ral ó lineal , y traducir el idioma francés;
cuyos estudios pueden hacerse privadamen-
te , y se acreditan por medio de un riguroso
examen.

Hechos y aprobados todos estos estudios,
los alumnos ingresan en la escuela prepara-
toria establecida por el gobierno para las
carreras de ingenieros de caminos y cana-
les , de minas , y de arquitectura , en la
Cual se enseñan los estudios también prepa-
ratorios que son comunes á las tres faculta-
des, y que repartidos en dos años, compren-

í den las materias siguientes. Primer año,
cálculo diferencial é integral y sus aplica-
ciones, geometría descriptiva, física y quí-
mica, dibujo de paisaje y dibujo de arqui-
tectura. Segundo año. Mecánica , racional,

I topografía y geodesia , aplicaciones de b
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ses dentro de la escuela y sin ser visitados
por nadie. Ultimamente sufren un examen
en que tienen que responder á todas las ob>
jeciones que sobre ellos les dirijan los pro-
fesores, lo que constituye el último acto.
La junta de exámen pasa á la secretaría de
la academia certificación comprensiva del
ejecutado por el alumno, y de la censura
que hubiese obtenido, á fin de que entera-
da la junta de gobierno de la academia,
acuerde con arreglo d dicha censura la ésclu-
¡ion ó inclusión del aspirante.

Derechos de espedicion de Ututo. Los que
se exigen á los que pretenden ser arquitec-
tos, están reducidos á la suma dé dos mil
reales que tienen que depositar préviamen-
te ó al tiempo de hacer la solicitud.

Prueba de moralidad. Es de notar que
los aspirantes están obligados al tiempo de
solicitar que se les admita á exámen, á pre-
sentar úna información judicial de buena
conducta, como requisito indispensable en
concurrencia con los demas, para ser admi-
tidos á los ejercicios de prueba.

Edad. Aunque úada dispone el regla-
mento acerca de la edad que dehe tener el
que aspira á obtener el título de arquitecto,
y no la hay fija, se infiere que no puede ba-
jar de veinte y dos á veinte y tres años,
puesto que se exijen diez y seis para él in-
greso en la escuela preparatoria, y que son
seis lo que dura el periodo de los estudios.

Expedición de titulo. Conforme á lo dis-
puesto para otras carreras facultativas, y á
la organización general de los estudios del
reino, el ministro de Comercio, Instrucción
y Obras públicas es el que espide el titulo
á los arquitectos, á cuyo fin y por la junta
de gobierno de la academia se pasa á dicho
ministerio la nota correspondiente, estando
limitada al solo acto de la espedicion del
titulo, toda la intervención que se ha reser-
vado el ministerio.

SECCION III.

Prcrogalicas y derechos de los arquitectos.

Ya se ha visto en la reseña histórica que
desde el establecimiento de la academia

geometría descriptiva, dibujo topográfico y
dibujo de arquitectura.

Aprobados los alumnos de estos dos años,
pasan sin mas requisitos á la escuela espe-
cial de arquitectura, establecida en la aca-
demia de San Fernando , donde hacen los
estudios especiales de la carrera , que es-
tan repartidos en cuatro años del modo si-
guiente: Primer año. Mecánica industrial,
mineralogía y química mineral , estereofo-
nía,  y ejercicios y delincación de arquitec-
tura. Segundo año. Teoría general de las
construcciones, construcción de  caminos,
resolución práctica de problemas de cons-
trucción , y delincación de arquitectura.
Tercer año. Teoría general del arle y de la
decoración, aprovechamiento de aguas, aná-
lisis de edificios antiguos y modernos , y
ejercicios de composición. Cuarto año. Ar-
quitectura. legal, práctica del arte, compo-
sición y ejercicios de composición.

Exámenes de carreras y para obtener el ti-
tulo de arquitecto. En el citado reglamento
se  dan varias disposiciones que son propia-
mente de órden y de disciplina para qtle
los estudios se hagan con esmero y aprove-
chamiento, y se dictan otras relativas á los
exámenes, tanto de curso como de carrera.
Estos últimos merecen que nos detengamos
á esponerlos, por ser propiamente los que
coronan por decirlo asi, la carrera de ar-
quitectura, facilitando á sus alumnos su in-
greso en la misma. En efecto, no basta para
obtener el título de arquitecto la prueba
délos estudios que antes hemos especifica-
do; es necesario que ademas se someta á
una prueba de suficiencia, bastante severa,
practicando los ejercicios que el reglamento
previene. So reducen estos á ejecutar en el
término de seis horas el croquis ó primer
pensamiento de un edificio, cuyo asunto
sacan los candidatos á la suerte de entre
setenta que en diversas papeletas se hallan
depositados en una. urna, y esplanan des-
pués este mismo pensamiento en planos con
todos los detalles necesarios de construc-
ción, decoración, etc. á que acompañan una
memoria descriptiva y presupuesto de su
coste, hecho todo en el termino de dos me-
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viene considerada la arquitectura como pro-
fesión científica é independiente, y que á
declararla y constituida en este estado- han
sido dirigidas todas las disposiciones dicta-
das  desde aquella época en su favor y en el
de. los arquitectos y demás maestros de
obras. En la sección anterior hemos visto el
cuadro de los estudios que comprende la
carrera de arquitectura, y no hay duda de
que por.su medio los alumnos que reunan
el laleulQ á una perseverante aplicación, lo-
grarán grao suma de conocimientos que Ies
dará prestigio y consideración en la socie-
dad, y el desempeño de comisiones y em-
presas de la mayor trascendencia é impor-
tancia.

Desde la citada época del establecimiento
de la academia, empezaron á gozar de con-
sideraciones y derechos que los colocaron
en una posición muy distinta de la que ha-
bían gozado anteriormente. En la misma
cédula de erección se les concedió el privi-
legio de nobleza personal, con todas las in-
munidades, .prcrogativas y exenciones que
la gozan los hijos-dalgo de sangre, debien-
do guardárseles sin mas requisito que pre-
sentar el correspondiente título ó certifica—
cion. Como no es de este lugar, nos abste-
nemos de calificar el mérito de la concesión
por lo que ella significa en la actualidad;
pero no podemos prescindir de darle todo
su valor c importancia con referencia á la
época en que esta concesión se hizo; por-
que ciertamente en aquel tiempo era suma-
mente estimada y apreciada una conside-
ración que ponía á los arquitectos en el
mismo rango que otras clases del Estado á
quienes se habían reservado gracias y pri-
vilegios; al paso que destruía la barrera
que había impedido en España á los artis-
tas mezclarse y asimilarse con las familias
que afectaban ser por la nobleza de sangre
una raza privilegiada.

Gozan también desde entonces los arqui-
tectos que residieren fuera de la corle de la
facultad de ejercer libremente su profesión,
sin que por ningún juez ó tribunal se les
pudiera obligará incorporarse en gremios
ni á ser visitados por veedores ó síndicos:

concesión en la que, > como se ve, iba en-
vuelto el pensamiento de sacarlos de la tu-
tela y dependencia á que habían estado su-
jetas las artes con el establecimiento de  los
gremios y hermandades, respecto de las qne
demostró Componíanos en su tratado de la
industria popular, que habían servido de
remora constante á los vuelos del ingenio
y al progreso de las mismas. Ahora por el
contrario los arquitectos no tienen mas de-
pendencia que la que es propia y natura)
del gobierno del Estado y de la academia
en cuanto ,-á los puntos de común utilidad,
asido la fabricación do las obras, como de
la noble arle que profesan, y que están en el
caso de engrandecer, ilustrar y perfeccio-
nar por motivos de alta previsión y conve-
niencia.

Esta misma independencia se corroboró
con la concesión que igualmentc.se hizo á
los arquitectos , de que fuesen hábiles pa-
ra idear, tasar y dirigir toda suerte de  fá-
bricas sin necesidad de titulo especial con-
cedido por tribunal ó corporación alguna
pudiendo emplearse libremente en estos mi-
nisterios: con ¡a cual se rompieron los la-
zos de subordinación opresiva y mortifi-
cante á que anteriormente habían estado
sujetos, por la costumbre generalmente es-
tablecida, de tener arquitectos especiales
con título también especial dichos tribuna-
les y corporaciones. Desde osla importante
reforma, todos los arquitectos con título
competente de la academia de artes y hoy
del ministerio de Comercio , Instrucción y
Obras públicas , tengan ó no tengan nom-
bramiento especial , son hábiles y capaces
y tienen facultad para el ejercicio de su
profesión en todo el reino : donde quiera por
consiguiente, que se encuentren y que la
justicia ó la administración pública los ne-
cesite, para el desempeño de las comisio-
nes,  reconocimientos, declaraciones , justi-
precios , etc. , con solo su título tienen todo
lo que necesitan para que nadie pueda re-
chazarlos y ,  sí todos reconocerlos como
profesores autorizados, para cuanto sea del
resorte de su facultad.

Aun se hizo mas en adelante. Hasta en-
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añadiendo queá  su recibo, los ayuntamien-
tos de las capitales, las intendencias de
provincia y los cabildos» eclesiásticos del
reino, diesen cuenta á la academia de su.
distrito de los sugetos que ocupaban el em-
pleo de  maestros mayores y sus dotaciones,
con nota espresa do la graduación y proce-
dencia del título que ios autorizaba para
ejercer la profesión; conminundo oon mul-
tas al que no obedeciese. . >

Por real órden de 7 de febrero de 1855
se reiteró el cumplimiento de la anterior
disposición, á instancia de los arquitectos
residentes en Barcelona. No queda , pues,
duda de  que ha sido la tendencia del go-
bierno de acuerdo con las miras de la aca-
demia /la de hacer totalmente independíen-
te y esclusiva la profesión de la arquitectu-
ra, con relación á los varios cargos y atri-
buciones quecomprende.y por consiguiente
qne nadie sino ellos está autorizado para
desempeñarlas.

Sin embargo como en esta carrera hay
otro grado inferior que es el de los maes-
tros de obras , y como no estaba clara y
precisamente trazada la línea de aquellas
atribuciones, se enmendó esta falta y se fija-
ron eslascon exactitud en la real urden espe-
dida en 25 denoviembrede!8i6, en cuyo ar-
ticulo 2.ü se previno que correspondía á los
profesores de arquitectura proyectar y di-
rigir las obras de nueva planta de toda cla-
se de edificios tanto públicos como particu-
lares, las de fontanería, la medida , tasa-
ción y reparación así interior como esterior
de las mismas obras y las visitas y recono-
cimientos que en ellas se ejecuten, ya sea
por mandato judicial , ya gubernativo, ya
por convenio de las partes : y en su artí-
culo 3.° se dispuso, que de igual modo pu-
diesen los arquitectos proyectar y dirigir
los caminos, puentes, canales y demas obras
de servicio particular y utilidad privada su-
jetándose en su ejecución á las disposicio-
nes generales que rigiesen respecto a las in-
dicadas obras.

A pesar de declaraciones tan termi-
nantes y repetidas , la academia por su au-
toridad , los arquitectos por la suya y la

loncos todas las concesiones habían tenido
por objeto ensalzar y dar autoridad é inde-
pendencia á los arquitectos , pero no por
eso los cabildos eclesiásticos, corporaciones
municipales y otras , se creyeron en la obli*
gacion de nombrar para su servicio á los
que tuvieran precisamente título de tales:
por manera qua al lado de los que disfruta-
ban de dicho título / había otros que no po-
dían alegar para ejercer la profesión mas
que el nombramiento especial conferido por
aquellas corporaciones. Pues bien, este
abuso se cortó al determinarse en el párra-
fo 5?  del estatuto 35  de los de la academia
como requisito indispensable, la necesidad
de haber obtenido y estar disfrutando del
título de arquitecto , concedido por la aca-
demia , previo examen y aprobación de la
misma, para medir, tasar ó dirigir fábri-
cas. Por manera que no solo pueden los ar-
quitectos titulados ejecutar todas estas ope-
raciones , sino que solo á ellos está reser-
vada esta facultad , habiendo espresa prohi-
bición para lo sucesivo, contra todo el que
careciendo de dicho título de la academia,
pretenda alegar otros que no procedan de
aquel origen. Todavía fué mas espresa esta
prohibición eu la real órden de 28 de febre-
ro de í 778, por la que sin negar á las ca-
pitales y cabildos eclesiásticos la facultad de
nombrar y tener arquitectos y maestros ma-
yores, se les previno que solo pudieran ha-
cer estos nombramientos en arquitectos que
fuesen académicos de mérito de la de San
Fernando. Esta prohibición fue reproducién-
dose sucesivamente por circulares del Con-
sejo de 50  de agosto de 1789 y 20 de di-
ciembre de 1798; por real provisión del
mismo de 5 de enero de 1801 , y por real
cédula de 2 de diciembre de 1814. Tan pro-
fundamente arraigado estaba en España el
abuso ó la costumbre de echar mano de ala-
rifes, maestros , ó personas mas ó menos
capaces parala ejecución de las obras, así
de particulares , como de corporaciones,
queá  instancia repetida de la academia,
hubo necesidad de espedir otra reai cédula
en  21 de abril de 1828, reencargando el
cumplimiento de las citadas disposiciones;
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que les da la  decisión pronunciada del go-
bierno en favor de sus prerogativas y dere-
chos, no han podido impedir fue una y
otra vez y en diferentes puntos de la mo-
narquía, se hayan violado aquellos con in-
fracciones maní Restas de los mandatos de
S. M. Varias han sido las reclamaciones
hechas con este motivo por los arqui-
tectos de las provincias, en términos de
haberse visto la academia en la necesi-
dad de solicitar del gobierno nuevas , mas
detalladas y esplícilas declaraciones. Al
efecto presentó en el año anterior al minis-
terio de Comercio, Instrucción y Obras pú-
blicas una enérgica esposicion contra los in-
fractores de las prerogativos y derechos con-
cedidos á la clase de  arquitectos y maestros
de obras, y en que solicitaba una nueva y
terminante declaración del gobierno , redu-
ciendo ó ocho diferentes disposiciones ó ar-
tículos todo cuanto en su concepta debería
ser suficiente para comprimir los abusos y
cortarde raíz la causa que por Unto tiem-
po los hobia perpetuado. Nos consta de
una manera estraolicial, que el ministerio
ha querido oir el dictamen del Consejo real,
para adoptar con conocimiento de causa la
resolución mas acertada y congruente en un
negocio en que no habían bastado tantas y
tan reiteradas disposiciones.

Muy conducente seria , para proveer de
remedio á estos abusos y para evitar que
quede tantas veces desairada la autoridad
del gobierno, con desdoro de la academia y
de los arquitectos mismos, investigar la
causa de las muchas infracciones que se han
realizado y reclamado, entrando de lleno en
la cuestión y apreciando todos los antece-
dentes de esta materia.

Con este motivo se nos ofrecen algunas
observaciones que debemos esponer en este
lugar, por la intima relación que tienen con
el privilegio concedido á los arquitectos. No
seremos nosotros losque celebremos el rum-
bo que la revolución de Francia, y en par-
ticular la ley de 1791 adoptó para resolver
oslas cuestiones, habiendo pasado su ni-
vel sobre las corporaciones de arquitec-
tos, como sobre otras que se hallaban esta-

blecidas con la autoridad de tiempo y uti-
lidad reconocida; ni menos los que pre-
tendamos hacer la asimilación que otros
hacen, entre la útilísima y noble profe-
sión de la arquitectura y la de otras artes
Cualquiera que sea su belleza é importan-
cia. Tampoco podemos aplaudir la situa-
ción que la arquitectura tiene en Francia en
la actualidad; donde no se sujeta á los as-
pirantes á un aprendizage ó enseñanza espe-
cial, ni se les concede diploma ninguno
para ejercer la profesión; antes por el con-
trario nos lamentamos con algunas célebres
escritores de este abandono en que se tiene
una carrera tan provechosa bajo todos los
aspectos que se la considere, y nos asociaría-
mos gustosos á los deseos que Mr. Va ton t
mostraba en la Cámara de los diputados,
cuando al discutirse la ley de pateo tes espre-
saba sus votos dequeel gobierno diese á los
arquitectosuna organización regular y la so-
metiese á la necesidad de sufrir una prueba
de suficiencia y á la de obtener un diploma
que les sirviese de comprobante de ella y les
autorizase para ejecutar toda clasede obras
públicas y de particulares.
' Creemos por el contrario , qué la li-
bertad de industrias y de profesiones y la
doctrina que la sostiene y proclama con
tanta razón, como fundamento , no es, ni
puede ser aplicable á un arte , en que
los errores y los riesgos de la equivoca-
ción, ya de Jos profesores, ya de los in-
teresados afectan intereses mas altos, mas
apreciables y generales que los que pue-
den ser ofendidos por aquella : que con-
tribuyendo los edificios á la seguridad, sa-
lubridad, belleza y buen órden de las por
Naciones, á la riqueza y conveniencia de
los individuos á quienes pertenecen, y á
todos los intereses importantes del Estado,
no deben estar para su construcción al ar-
bitrio de la . incapacidad , del capricho , de
la lijereza ó de un interés bastardo que no
puede legalizarse en ningún caso ; y por lo
tanto somos patronos de la opinión , casi
incuestionable hoy día , de que los arqui-
tectos deben tener preferencias, concesio-
nes y atribuciones que pongan de acuerdo
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el interés individual haya procurado y pro-
cure servirse á sí minoró con el menor gra-
vámen posible.

Además, como aunqUe quieran ño po
drian concurrir á las nnrehas construccio-
nes que diariamente se  emprenden y á los
muchos reparos y restauraciones que exije
el servicio frecuente de los edificios/ por la
escasez de su número, resalta el inconve-
niente de persistir eu lo absoluto y esclusi-
vo de la dirección de las obras que preten-
den sostener arquitectos y maestros; pues-
to que ó tendrían que faltar neceseriamen*
te á muchas de eHas, ó habría de suspenr
derse y paralizarse el movimiento continuo
de reparación y construcción que existe en
un pueblo rico y laborioso , acostumbrado
á algunas comodidades , especialmente en
los centros principales de su territorio.
� Solo la academia podría ocurrir á este in-
conveniente grave, y evitarse el desaire de
que los privilegios y derechos de los arqui-
tectos , se vean continuamente burlados y
vulnerados , y sin ejecución las disposicio-
nes del gobierno , una y otra vez dictadas
para su conservación. Porque debe estar
persuadida de que cuando se pretende y se
manda sin razón, singularmente para coar-
tar la libre facultad que tiene todo hombre
para fabricar su albergue , ora sea rústico,
ora mas cómodo y decente, hay siempre mu-
chas dificultades que vencer , y antes se
rompe la cuerda tirante de la autoridad,
que se ahoga la voz siempre viva y enér-
gica del interes y del libre uso de los dere-
chos. Ya que no tiene número suficiente
con que atender Á todas las exigencias de la
fabricación, procure que se aumente mas y
mas,  y al mismo tiempo que sus alumnos
autorizados no ejerzan una influencia dema-
siado onerosa sobre los habitantes de las
poblaciones. Estudie los medios de poner
término á la avaricia que se escuda en el
privilegio, procure que sé sujeten á tarifas
módicas y tolerables todos los trabajos, dis-
ponga estas de manera que no se confunda
la simple dirección de una fábrica , con la
presencia del arquitecto ó maestro para to-
das las operaciones; señale y fije de nna ma-

ARQUITECTO.
su desempeño coa aquellos interesantes mo-
tivos y tí Id  os de utilidad común.

Hasta aquí vamos de acuerdo con las
repetidas pretensiones y coa los derechos
concedidos á los profesores de arquitec-
tura.

Pero con la misma franqueza y buena fé
nos vemos precisados á manifestar que un
motivo no menos sagrado de interés público
que se  enlaza con él servicio y con la con-
veniencia de machos miembros del Estado,
exigen que se pongan algunas restricciones
al uso esclnsivo de aquellas prerógativas y
derechos de los arquitectos y maestros de
obras. Según ellos no puede hacerse obra
ninguna que no sea dirigida , según su cla-
se , por uno ú otro de estos peritos, á parte
de la formación de planos y la observancia
de ciertas reglas á que están sujetos los
dueños délas obras ó fábricas. Esto supues-
to y cuando tan escaso es el número de ar-
quitectos en España, cuyo nú mero no llega al
de 300 y no muy abundante el de maestros
de obras, insistir en  el privilegio de interve-
nir y dirigir todas las que se  hagan, es em-
peñarse en un imposible, por falla dedirecto-
res necesarios para las muchas que secons-
truyende cada clase. Además sucede con
frecuencia que prevalidos de este derecho,,
toman á su cargo la dirección de todas las
obras que se ejecutan á la vez en una po-
blación, cargando en cuenta á los dueños
salarios iguales por cada una, cuando todo
lo que hacen se reduce á practicar una visita
rápida é insignificante, que no da ni dismi-
nuye el grado de inteligencia con que los
aparejadores, alarifes, oficiales, etc. im-
pulsan la ejecución material de las mismas.
Este gravámen y la sencillez y facilidad con
que se pueden ejecutar obras de poca im-
portancia , casas de labradores sitas eu el
campo ó en la población , y la certeza de
que faltando la concurrencia del artista que
se supone solo y se llama éselusivo y privi-
legiado para dirigir y estar á la vista délas
obrás , hay un ahorro notable en los gastos
que por lo común suelen ser muy cortos en
edificios de esa especie, ha hecho que el
privilegio se desatienda úna y otra vez, que

Lorenzo Arrazola



ARQUITECTO.616
ñera clara y perceptible , qué clase de tra-
bajos pueden dejarse á cargo de los apare-
jadores y oficiales , cuántas pueden ser las
visitas ordinarias dé los directores, de mo-
do que no quede á su arbitrio aumentar ó
disminuir el gravámen de los dueños de las
obras; y en fin , discurra los medios que le
dicte su prudencia y esperiencia , y el co-
nocimiento que debe tener del corazón hu-
mano, para que proporcionando á la facul-
tad y á sus profesores, prestigio, autoridad
y decoro, con las remuneraciones corres-
pondientes á su mérito y sus trabajos , lo-
gre á la vez que las necesidades públicas
y privadas de la fabricación , queden satis-
fechas por completo sin mucho gravamen
de  los interesados. Entonces conocerá por
Los resultados, que ha resuelto la cuestión
definitivamente, y que no tiene que recla-
mar una vez y otra del gobierno, que orde-
ne el mantenimiento de prerogativas , que
son en parle incompatibles con el interes
del Estado y de los particulares.

Otro de los derechos de los arquitectos es
el que tienen á que se les dé la remunera-
ción debida por los trabajos que ejecutan.
Nada han dicho nuestras leyes sobre la tasa
de tales trabajos, de manera que este silen-
cio ha dado lugar á muchos abusos y arbi-
trariedades, de parte de arquitectos impru-
dentes y codiciosos. La academia , sin em-
bargo, tenia de antiguo establecida una ta-
rifa convencional, para apreciar el importe
de las tasaciones de las obras, á la cual so-
metió el justiprecio de las mismas , cuando
recibía este encargo é incumbencia. Pero, no
reconociendo tarifa ninguna para los demas
ramos de su ejercicio, y careciendo la de
que hemos hablado de la suficiente autori-
dad para formar regla general á que hayan
de someterse todos los profesores del arte
en el reino ; ha pensado seriamente en la
necesidad de poner remedio á este . estado
de duda y de incértidumbre, y para salir de
él, ha ordenado y redactado una tarifa ge-
neral que comprende toda clase de edifi-
cios y de obras, y señala los honorarios que
corresponden en ellas á los arquitectos y
maestros de obras, cuya tarifa ha pasado á

mediados del afio anterior al gobierne por
el ministerio de Comercio , Instrucción y
Obras públicas, para su aprobación , siendo
de esperar, que cuando esta recaiga, que-
dará organizado y regularizado en parle el
pago de los servicios que están á cargo de
los arquitectos y demas que con la debida
autorización se dedican ¿ los trabajos del
arte.

Seria de desear que esta obra fuese com-
pleta, y que se hubiese redactado con pre-
sencia de las observaciones que hemos he-
cho anteriormente, esto es, con la mira de
resolver en la cuestión de tarifas, la graví-
sima de conservación de Jos derechos de
otra especie que corresponden á los pro-
fesores del arte. Como quiera que sea, el
tiempo irá derramando la luz en una mate-
ria, én que Los primeros y mas interesados
son los arquitectos mismos.

SECCION IV.

DEBEHES Y RESPONSABILIDAD DE LOS AR-

QUITECTOS.

Todo cargo ú ocupación autorizada en
virtud de un título conferido por la ley im-
pone á Jos que le desempeñan las obliga-
ciones que son consiguientes por esta
causa jamas se conceden los que corres-
ponden á las profesiones conocidas en la
sociedad, sin que ademas de las cualida-
des, requisitos y circunstancias que se exi-
gen del candidato, deje este de ligarse en el
acto y con la fórmula solemne del juramen-
to, á cumplir fiel y lealmente los deberes
que son propios del ministerio que acepta.
Los arquitectos se  encuentran en este mis*
roo caso. Reciben con el titulo que se les
confiere, autorización ámplia para ejercer
una de Jas profesiones mas difíciles y. de
mas consecuencia; y como no hay derecho
sin una obligación que le sea relativa, ni
obligación coya falta de cumplimiento no
importe la.corrcspondicnte responsabilidad
sobre los que la han contraído, de aquí se
infiere , que los derechos de los arquitec-
tos llevan anejas obligaciones correlativas,
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terse en consonancia y relación con los ele-
mentos que constituyen su parte facultati-
va. Esto es lo que se ha entendido con el
nombre de arquiectura legal, que ,  propia-
mente hablando , es la que comprende las
prescripciones del derecho y las disposi-
ciones administrativas que fijan las obras
del arte en sus varias aplicaciones ¿ los
edificios nuevos, A las reconstrucciones , á
la dirección de acueductos , derrame de
aguas , alcantarillas , medianerías , etc.
Respecto á este punto , cuya importancia
se justifica por su misma enunciativa , es
muy poco y muy imperfecto lo que se ha-
lla establecido entre nosotros; habiéndose
descuidado notablemente una parte ten ca-
pitel y ten necesaria al mas útil ejercicio
de la arquitectura. Unicamente se conocen
las antiguas ordenanzas de Juan de Torija,
reunión informe de reglas y preceptos pará
dicho ejercicio, y resúmen de las prácticas
introducidas y observadas en algunas ciu-
dades principales, como Toledo y Sevilla:
sobre cuyas ordenanzas publicó en 1719
don Teodoro de Ardemans una declaración y
estension en que, aparte dej contenido de las
mismas, se leen buenas y útiles adverten-
cias y algunos capítulos añadidos para la
perfecta inteligencia de la materia, que, se-
gún sus espresiones , lodo se cifra en  el go-
bierno político de las fábricas.

Esta reunión de preceptos y reglas adop-
tadas por la práctica y los demas principios
que forman la serie de obligaciones de los
arquitectos deben ser la norma de su con-
ducta en todos los casos, en el bien entendi-
do, que si hay alguna diferencia entre ellas,
no es ni puedo ser sustancial, á no estimarse
de esta especie la que previene de la mayor
ó menor cuantía de las cosas que han de  eje-
cutarse.- La única diferencia que existe, no
está en dichas obligaciones precisamente, si-
no en el diferentecarácter con queconcurren
á su desempeño, y en la mayor responsabili-
dad que contraen cuando interviene la au-
toridad pública, ya judicial, ya gubernati-
va, en Inejecución y autorización de los ac-
tos; porque ademas de faltar entonces á su
conciencia y á sus deberes , como meros ar-

y envuelta en estas, la responsabilidad que os
propia de su falta de cumplimiento.

Estas obligaciones y responsabilidad son
de grave trascendencia, tratándose del ejer-
cicio de un arte en que entra por mucho la
salubridad pública, la seguridad délos in-
dividuos, la economía en el empleo de capi-
tales, el ornato de las poblaciones, la como-
didad, la decencia y otros beneficios que re-
portan al hombre esos grupos de  asociación
destinados á proporcionarle bienes que acep-
ta en todos los períodos de su civilización
y de mayor ó menor desarrollo de sus ne-
cesidades. Los arquitectos , por lo tanto,
ejercen atribuciones y contraen deberes que
están en proporción con la importancia de
aquellos objetos, y de otros á que se eslien-
do su conociüiieato y que reclaman su' inter-
vención facultativa.

No es difícil determinar estos deberes,
considerados bajo su aspecto mas genérico
y teórico. Pero lo es bastante si se atiende
á la clase de funciones que tienen que des-
empeñar en cada uno de los casos, en cada
una de las obras , y según sea el diferente
carácter con que intervengan en ellas , es
decir, ya sea en uso de sus facultades como
simples arquitectos, las cuales son genera-
les á todos, sin esccpciou de casos y cir-
cunstancias; ya sea como espertos ó peritos
en los negocios que están á cargo de los
tribunales ; ya , en fin , como ausiliares
de la administración pública en los que
de esta dependen , por lo mismo que en-
tra en el círculo de las atribuciones de
esta institución la conservación y seguri-
dad, el aspecto eslerior y la colocación de
Jos edificios, la alineación de calles, la cons-
trucción y buena dirección de acueductos,
cloacas, surtideros, sumideros, y alcanta-
rillas y demas obras que tienen inmediata
conexión con los deberes que aquella des-
empeña en la sociedad.
' En la esfera de estas varias atribuciones
y deberes de los arquitectos hay, como en
todas las profesiones especiales, urr punto
de íntima relación entre la parte científica
de  ellas y las disposiciones de las leyes y
reglamentos que precisamente han de dic-

TOMO 111.
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suyo tan importante y delicada, y que no.
puede resolverse bien por incidencia en un
artículo como el presente , cuyo objeto es
OtrO. V.

Pero cuando no existe contrato .espreso y
especial de obra entre el arquitecto y eldue-
ñp, sino que este se entrega á la dirección
del primero bajo la garantía que le dá la
ley y la naturaleza del encargo que el ar-
quitecto recibe y desempeña en virtud dej
titulo que le autoriza , no podrá decirse por
eso que dejan de ligarse, dueño y arquitec-
to, con mútuas obligaciones y derechos res-
pectivos.

La primera de las obligaciones que los
arquitectos contraen en el hecho de adqui-
rir el título de tales, consiste en el bueno,
puntual y exacto ejercicio de su [acollad.
Por consiguienle deben ejecutar los planos
de las obras, los presupuestos y las obras
mismas, con toda la exactitud y perfección
que sea conforme á las reglas del arte y á
la voluntad de. los que tales encargos les
cometen. En este punto deben distinguirse
dos cosas. 1.* La que es relativa al proyec-
to , preparación y trazado de las obras.
2 . '  La ejecución de las mismas.

Por lo relativo á la primera parte, tienen
obligación de advertir y aconsejar sincera
y francamente á los dueños, cuanto su leal
saber y entender les sugiera respecto á la
utilidad, y á los inconvenientes que puedan
nacer de la práctica de las obras que se
propongan realizar. Deben igualmente, ser
muy exactos , puntuales y escrupulosos en
]a formación de los presupuestos, no de-
jándose fascinar por la idea del lucro, y
procurando evitará toda costa que los due-
ños se comprometan en ellas , para gastar
mas de lo que en sus informes hubiesen
apreciado, ó tener que abandonarlas por
carecer de los medios suficientes para con-
cluirlas, una vez consumida la suma que
á ellas hubiesen por dichos informes des-
tinado. En esta parte , sea por ignorancia ó
mala fe , son muchas los abusos que se co-
meten ; y es rara la obra en que los gastos
corresponden á los cálculos falaces ó equi-
vocados de los arquitectos al trabar los pía-

quilectos, incurren en la responsabilidad que
es consiguiente á toda gestión facultativa,
desde que toma el carácter de pública. Para
queestos deberes y responsabilidad relati-
va se comprendan mejor, nos ocuparemos
en los párrafos siguientes, y por su órden
de lodos ellos . clasificando con separación
los que son concernientes á los arquitectos
en general y como anejos y esenciales á su
profesión, los que les incumben cuando son
llamados á intervenir como espertos en las
gestiones judiciales, y los que también
desempeñan como ausiliares de la adminis-
tración pública.

§. l . °  Deberes y responsabilidad de la tar -
quileclos anejos y esencia let á su profesión.

Los arquitectos hacen las obras que to-
man á su cargo de dos maneras : bien con-
tratando su ejecución bajo cierto precio
convenido y otras condiciones que se esti-
pulan entre ellos y los dueños de las obras,
bien sin que medio contrato alguno y por
sola la observancia de las reglas generales
de la profesión: lo que se diee de las obras,
se debe entender también de las demas ges-
tiones que practican en desempeño de su
oficio.

Es imposible fijar todas las reglas y de-
terminar todos los efectos de los contratos
hechos por los arquitectos para la fabrica-
ción de los edificios; porque siendo tantas y
tan varias las condiciones que aquellos pue-
den contener, no hay medio mas cierto y
seguro de resolver las cuestiones jurídicas
que nazcan de dichos contratos, que el de
aplicar á ellos los principios generales del
derecho y los que particularmente se espli-
can en la doctrina sobre contratos.

Algunos escritores, entre ellos Escriche,
invirtiendo el órden, se ocupan en este ar-
tículo del contrato de obra , calificándolo y
esplicándolo con mas ó menos exactitud;
pero creemos mas conforme al órden. natu-
ral y al método que nos hemos propuesto,
tratar del contrato de obra en los artículos
correspondientes, como lo hacemos , y con
toda la eslensiou que requiere materia de
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nos y presupuestos de las mismas. Ya en la
antigüedad existía este abuso de que se la-
mentaba Vitrurio , quien con este motivo
habla de una ley de los Ephesos, que obli-
gaba al arquitecto , antes de emprender la
construcción de un edificio público , á de-
clarar lo que debería costar , y á hacer la
obra por el precio señalado, obligando á ello
todos sus bienes. Se honraba al arquitecto,
si el gasto era igual al presupuesto prefija-
do; si no pasaba de la cuarta parte de au-
mento, el esceso recaía sobre los fondos pú-
blicos ; pero si era superior á esta cuarta
parte , la diferencia era de cuenta y cargo
del arquitecto. El mismo Vitrurio espresa
su deseo de que los romanos se rigiesen
por esta ó semejante disposición, tanto para
los edificios públicos , como particulares , y
otro escritor añade con razón, que seria muy
de desear que en los tiempos presentes es-
tuviesen en uso estas precauciones y que los
códigos las sancionasen, porque se ahorra-
ría con ellas el desarreglo y tal vez la des-
trucción de muchas fortunas. En efecto,
raya en el escándalo la estraordinaria dife-
rencia de gastos que, fuera del presupues-
to, tienen que soportar los dueños de algu-
nas obras, tasadas y dirigidas por un mis-
mo facultativo; y seria muy conducente que
este vicio ó descuido se corrigiese, evitan-
do á los propietarios de buena fé las conse-
cuencias de un falso cálculo y de una con-
fianza defraudada.

Por lo relativo á la segunda parte, ó á la
ejecución de la obra, es natural la obliga-
ción que el arquitecto contrae al encargar-
se de ella, de cumplir con esmero y parti-
cular cuidado todas las prescripciones del
arle ,  ya generales, ya especiales en cada
una;*como igualmente si al aceptarla di -
rección de ella, se hizo con algunas condi-
ciones, como por ejemplo, la de hacerla ó
dirigirla por sí mismo , ó bien de concluirla
dentro de cierto plazo, siendo de su cuenta
y riesgo las consecuencias perjudiciales que
de la omisión ó morosidad puedan seguirse.

Debe ademas sujetarse estrictamente al
plano previamente trazado por él ó por
otro arquitecto, y aprobado por el dueño do

la obra; sobre lo cual no caben interpreta-
ciones , siendo de su obligación advertir
préviamente los defectos del plano que en
su concepto pudieran quitar solidez y be-
lleza, ó acarrear otros vicios á la zconstruc-
cion.

Tiene el arquitecto obligación de ejecu-
tar la obra con la solidez y perfección debi-
da. A parte de ser esta una obligación na-
tural , que en todo caso se determinaría por
los principios de la justicia común, hay dis-
posiciones especiales en la legislación que
la espresan y fijan las consecuencias de fal-
tar á su cumplimiento. La ley 21 , tit. 32,
part. 3 , espone el caso en que una obra
hecha de huevo «se derribasse, ó se mo-
�viesse ante qué se'acabasse, ó quince
�años después que fuesse fecha ,* y supone
que cuando acontece aquel fallecimiento es
por menqua , ó culpa , ó por falsedad de  aque-
llos que eran puestos para facerlas , en lo cual
va de acuerdo con la ley Omnes 8 del Có-
digo De operibus publicis. En seguida fija la
misma ley la responsabilidad en que incur-
ren los arquitectos ó encargados de las
obras con las siguientes notables palabras.
«E por ende ellos, é sus herederos son te-
�nudos de refacerlas á su costa é mission;
�fueras ende , s i  las lavores se derribassen
� por ocassion, assi como por terremoto , ó
�por rayo, ó por grandes avenidas de ríos,
�ó  de aguaduchos, ó por otras grandes oca-
�siones semejantes destas. »

El contenido 'de esta ley fija con cla-
ridad las obligaciones de los arquitectos y
su respousabilidad respecto délas obrasque
toman á su cargo y sufren detrimento ó
ruina. Esta ruina puede proceder de varias
causas, que no todas serán imputables á di-
chos facultativos; pero lo serán siempre las
que provengan de impericia, de descuido y
faltado la diligencia especial que necesitan
emplear, de la equivocada elección de ope-
rarios , del empleo de materiales de mala
calidad, do no haberse escojido bien el sue-
lo donde ha de edificarse y de su falta de
preparación, de su poca asistencia á la di-
rección de dichas obras, y ,  en una palabra,
de cualquiera de las omisiones, dilaciones y
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errores en que incurran voluntariamente, ó
no poniendo de su parleta diligencia y es-
fuerzos propios para evitarlas.

El citado don Teodoro de Ardemans al
esponer en el segundo proemial de su obra
las obligaciones generales de conciencia y
decoro, y conformes con la práctica común,
hace mención de algunas que creemos deber
estractar como las mas importantes y mas
propias de este lugar.

Les encarga con mucho encarecimiento
la mayor aplicación, imparcialidad y mo-
destia, como cualidades de que siempre dc-
bcneslaracompañados.Enlas tasaciones que
se le encarguen de casas y otros edificios
debe procurar ausiliarse de todos los me-
dios é instrumentos necesarios y de las lu-
ces y consejo, bien del artífice que la hizo,
bien si es cosa de entidad, «de! dictamen de
otro arquitecto con quien tratará de acom-
pañarse: en lo que no se viere ocultamente
y tuviere escrúpulo , mandará se hagan
calas para reconocerlo, tanto perpendicula-
res como horizontales. Hóceles otras muchas
advcrtenciasque corresponden á los siguien-
tes párrafos en que se trata de los debe-
res especíales que les incumben como peri-
tos y como ausiljares de la administración
pública. Con relación al presente, es muy
importante la advertencia que á continua-
ción copiamos literalmente, por referirse á
uno de los puntos en que con mas frecuen-
cia pueden causarse perjuicios á los dueños
y á los arquitectos mismos, y que se roza
con uno de los deberes que mas responsabi-
lidad produce y mas dificultades suscita en-
tre ellos. «No puedo dejar de advertir, dice
�en la pág. 55, así á los alarifes, como á los
�que no lo sean, que tengan siempre partí-
�cular cuidado con los negocios ú obras que
�ajustan; porque los artífices tenemos ñú-
tante las  obras tres tiempos: el primero es
�muy sereno; el segundo es en calma, y el
�tercero es tempestuoso; porque es muy
�sensible la paga después de ejecutada la
�obra, y siempre se disputa después de
�ejecutado, si lo mandó ó no lo mandó ha-
■ccr. Y asi, siempre que en las obras hubie-
� re novedad, á pedimento del dueño del prí-

�mer ajuste que se había hecho, se haga
�contrata aparte de lo que el dueño pidiere,
que con eso se escusan muchas discusiones
y pleitos. »

$. 2.* Deberes de  los arquitectos como peri-
tos en la administración de  justicia.

En los varios litigios y actuaciones judi-
ciales es con mucha frecuencia necesaria la
intervención de los arquitectos para deter-
minar con su pericia los hechos que han de
servir de fundamento alas decisiones. Gran-
de es la importancia de esta atribución, por
lo mismo que se libran en su voto facultati-
vo tantos intereses, como suelen ser de ordi-
nario materia de la administración de justi-
cia. Todos, sin embargo, pueden compren-
derse en la breve fórmula de que informen
y declaren con arreglo á su  conciencia,
ilustrada por su espericncia y sus conoci-
mientos artísticos.

Esta importancia, sin embargo, no dá á
los arquitectos otro carácter que el de me-
ros informantes que contribuyen con su
dictámen á ilustrar, rectificar ó fijar los
hechos del proceso : por consiguiente, aun-
que tengan sus declaraciones mucha efica-
cia en las materias de su profesión, y aun-
que esta se halle revestida de  carácter pú-
blico, queda siempre á salvo la autoridad
é independencia del juez, aunque sometida
hasta cierto punto al voto de los facultati-
vos, que debe apreciar y estimar lomando
por guía la investigación de la verdad y los
consejos de la prudencia, lo cual es con-
forme á la organización que entre nosotros
se hadadoá la administración de justicia, di-
versa en muchos puntos de la que tenia en-
tre las romanos. Los arquitectos en aquella
república eran algo mas que simples espertes
ó peritos: estaban de ordinario encargados
de juzgar las contiendas relativas á los edi-
ficios y á las servidumbres, lo cual espresa
GoDEFíiov, comentando la ley 12, §. 1.‘* del
Código : De próxim. sacr. Ademas ios sa-
larios y vacaciones de los arquitectos se
fijaban por la misma regla que la ob-
servada para los demas jueces delegados
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: El art..3U (antes 305) aplica en su última
parte á los peritos las penas que señala «al
�empleado público que por dádiva ó promc-
�sa cometiere alguno de los delitos espresa-
�dos en  los capítulos precedentes de este tí*
tula (el 8.°):» cuyas penas son , adetnas de
las designadas en dichos capítulos, «las de
■inhabilitación absoluta perpétuay multa de
�la mitad . al tanto de la dádiva ó promesa
aceptada.»

«En la misma multa y en la pena de in-
� habilitación especial temporal incurrirá e
■empleado pública que por dádiva ó prome-
»sa ejecutare ú omitiere cualquier acto líci-
»to ó debido, propio de su cargo.
■El empleado público que admitiere rega-

dlos que le fueren presentados en conside-
ración á su oficio será castigado por este
�solo hecho con la reprensión pública, yen
■caso de reincidencia , con la de inhabilita-
■cion especial.» . .

El articulo 524 (antes 315) alcanza igual-
mente á los arquitectos, cuando obran co-
mo peritos; dice asi: «ELempleado público
�que directa ó indirectamente se interesase
■en cualquiera clase de contrato ú opera-
ción en qqe deba intervenir por razón de
■su cargo, será castigado con las penas de
■inhabilitación temporal especial y multa
■del 1 o al 50 por 100 del valor del interés
�que hubiere tomado en el negocio.»

«Esta disposición es aplicable á los peri-
llos., árbitros y contadores particulares
■respecto.de losbienesd cosas en cuya la-
lac ión ,  adjudicación ó partición intervi-

. �nieren....»
Ademas de los hechos que pueden acar-

rear á los arquitectos responsabilidad pe-
nal por cuanto están comprendidos en la
espresa prohibición de la ley,  hay otros que
pueden también inducir á ella, de una ma-
nera indirecta, en los cuales deben ser muy
circunspectos y cuidadosos: los hay igual-
mente que sin el reató de la penalidad
pueden dificultar el cumplimiento de sus
deberes, y en fin, para que en cualquier
evento se liberten de toda acusación, falla

I ó defecto en el desempeño de su encargo,
| conviene tengan presentes algunas adverten-

ARQUITECTO.
(nad leg.)t idea importante, que sirve para I
calificar y definir las circunstancia» y el ofi- . '
cío de!  arquitecto, cuando gestionaba ó in-
tervenía en los actos ó procedimientos judi-
ciales. '

Con lodo eso, y á pesar de la libertad é
independencia del juez, el voto del arqui-
tecto influye de una manera directa sobre
su ánimo y su decisión, por lo mismo n
que establece el todo ó parte de los elemen-
tos del juicio ó de los hechos que le deter-
minan. De aquí ha nacido que aunque los
arquitectos no sean ni puedan propiamente
llamarse funcionarios públicos, todavía, sin
embargo, se ha dado á sugestiones la impor-
tancia que á otras que proceden de ellos,
por cuya cazonseles impone una responso- I
bilidad penal que se halla al nivel de otras
responsabilidades públicas. El art. 275 del
Código penal (antes 268), que es el último
de los siete deque  se compone el cupí lu-
lo i . ° ,  que habla de la prevaricación, en el H
tít.  8 . ’  que trata de los delitos dé las emplea- 8
dos públicos en el ejercicio de sus cargos'. D
dice terminantemente «que las disposiciones B
*de este capítulo son aplicables en sus res- I
■ peclivos casos á los asesores,. árbitros, ar- U
�bitradores y peritos.» J)n la palabra pen- P
tos vemos comprendidos á los arquitectos |
cuando desempeñan su facultad como tales
en la administración de justicia. En el raía-
nlo casóse hallan respecto al contenido del
art.  284 (antes 276), que dice: «El emplea-
ndo público que sabiendo por razón de su
�cargólos  secretos de un particular, los des-
cubriere incurrirá en las penas de sus-
�pension,  arresto mayor y multa de 10 á 100
�daros.  —En estas mismas penas incurrirán
� lo s  que ejerciendo alguna de las profesio-
nes  que requieren título revelaren los se-
cretos que por razón de ella se le hubieren
�confiado.»

Ya  Ardemans les había recomendado efi-
cazmente la guarda de los secretos que los
particulares se ven precisados á confiar á
lo s  arquitectos en sus varios planes y nego-
ciaciones,  y los que ellos mismos aprendie-
ren por razón de los encargos que se  les hu-
biesen hecho.
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cías útiles que en las citadas ordenanzas se
les hacen.

No deben propasarse á decir mas que lo
que comprenda el auto del juez ; porque
habiendo arquitectos que pasan á juzgar ló
que no les está cometido , cansan giran per-
juicio por las disensiones que suele haber  en-
tre las par  fct. Según Ardemans muchos de Tos
pleitos que hay , «son originados de los que
�se meten á legisladores sin preguntarles
�nada, ni ser de su cargo decirio.»

Cuando se  les encargue la tasación de una
casa , no deben gastare! tiempo, ni cuidar
de rebajar de  su valor tas cargas; «lo pri-
� mcro porque él no puede justificar las que
�son : lo segundo, porque esas sondiligcn-
■cías que tocan á los escribanos, ante quienes
�pasan los autos , y las diligencias de la tal
�posesión.» .
� Si se les ofreciese juzgar lo que toca á ca-

da vecino , «siendo uno dueño de lo bajo,
�yotro de lo alto , debe en todos los pasos
�y estancias de la casa , que son comunes,
�como son zaguan, escalera, pozo y cueva
�dejarlos iguales en uso, sino es que en al-
»guna cosa de las referidas haya instru-
�mentO' especial en que tenga uno mas de-
recho que otro.»

Advierte para cuando el arquitecto sea
llamado ¿ tasar casa que estuviese en por-
tal público, que la mitad del aire ó diáme-
tro del portal , es  de la villa; y que las pi-
lastras ó sus cepas son del dueño de lo
alto.

Cuando tengan que partir una posesión
entre diferentes herederos ó interesados,
deben hacer su plan y su planta, y procurar
dividirla de manera que ninguno quede
quejoso; «y si la posesión fuese, ó esluvie-
»se en tal postura , que no sea capaz de
�partirse, mayormente siendo los herede-
�ros ó las partes muchas, en tal caso de-
�clarará no tiene cómoda división, que con
�esto el juez mandará lo conveniente.»

Si el juez le nombrare para tasaciones de
casas, debe observar los sitios donde se ha-
llan para determinar , según los parages,
los precios de las mismas , como igualmen-
te «si tienen mucha ó poca fachada , si lic-

ARQUITECTO.
»nen mucho fondo, si tienen machos ca-
ldillos ó ángulos; si todo el sitio es dema-
�siado irregular ; y en fin es menester me-
�dir y pesar las cosas , juzgándolas sin
�agravio de partes.»

Cuando se les encargue señalar ó diri-
gir camino entre dos ó mas heredades, para
labrarlas y disfrutarlas, debe conciliar el
mayor interés de todos y el menor perjuicio
de las respectivas heredades.

Si tienen que' dar su dictámen sobre la
venta de alguna posesión , en que haya da-
ño para anade las partes, debe examinarla
Venta, compararla con su precio é infor-
mar i m parcial mente al juez, á quien loca

I decidir sobre la validez ó nulidad de la
venta, ó sóbrela reparación del daño.

Las demas advertencias y prevenciones
tienden todas al mas puntual y religioso
cumplimiento de sus deberes como peritos,
en que se toma por base y norma la justicia,
con cirya guia y con el ausilío de sus luces
é instrucción , podrán llenar dignamente su
oficio, y evitar agravios á las parles inte-
resadas.

§. 3® Deberes de  los arquitectos como atisi-
liarcs de  la administración pública.

I

En la sociedad es necesaria la interven-
vención de la autoridad pública , por me-
dio de sus funcionarios y agentes, para mu-
chas gestiones que no afectan directamente,
ni deciden cuestiones ó contiendas judicia-
les ; pero que no pór eso dejan de tener
una grande importancia, con relación al or-
den géncral , al goce de ciertas cómodida.
des , á la conservación de la salud y otros
objetos de pública conveniencia ; como
igualmente para evitar riesgos y perjuicios
á los habitantes de las poblaciones. Para
ello la administración que obra en una esfe-
ra dilatada , necesita echar mano de todos
los medios , valerse de todos los ausil¡ares
necesarios , y utilizar las luces y conoci-
mientos de las personas compelenlemeole
autorizadas para el servicio de los diversos
intereses que tiene á su cuidado.

Véase aquí el lazo que une á los arqui-
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ARQUITECTO- 62$
concurrir con sus conocimientos, esperten-
cía y actividad* ¿corlar loe malea y calami-
dades públicas, siempre que á ello son in-
vitados por autoridad competente, ó que e l
peligro llegue ¿ su noticia.
_ De  la misma, manera están obligados á
denunciar los edificios que amenacen ruina,
avisando al rabanero comúorw del cuartel,
para que este solicite «del ayuntamiento
«que se derribe ó aderece, en caso de  estar
«capaz para ello; y si el dueño de dicha ca-
*sa ¿ la primera y segunda vez que se le io-
Mijne no lo ejecutare, debe el alarife solid-
óla? orden para por si echarla en el suelo
«y poner ¡os materiales ¿ un lado con cuch-
eta y razón, etc.» Esta disposición se ha
modificado por ¡as nuevas ordenanzas mu-
nicipales de Madrid del año de 1849, en
cuanto no deja al arquitecto esta facultad,
antes bien concentra en el ayuntamiento la
de decretar la demolición / reparación y de-
más concerniente á los edificios de la corte;
y aunque en dichas ordenanzas se promete
la- publicación por separado de la parte re-
glamentaria sobre adorno, colocación, distri-
bución, construcciones y reparos de los edi-
ficios , todavía esto no se ha verificado, y
quedan, por lo tanto, en vigor las antigua»
ordenanzas y prácticas admitidas.

Son muchas las prevenciones que para
fiel desempeño de la profesión hace Arde-
meos ¿ los arquitectos en relación con los
deberes de la administración pública. La
elección del sitio donde debe edificarse ; la
distribución de habitaciones, según el desti-
no que tienen; la conveniencia de buscar s i -
tios secos, aires puros- y sanos; la designa-
ción de habitaciones que han de estar al
mediodía, al norte, saliente y poniente; el
destino especial de las mismas cuando son
altas ó bajas, para unas y otras estaciones;
h abertura man cómoda de ventanas y
otros ventiladores ; el sitio que ha de esco-
jerse para las chimeneas, á fin de que no
haya riesgos; la limpieza de alhéñales y su-
mideros; la dirección mas saludable y me-
nos molesta de las alcantarillas, forman
una colección de escelentes y útiles adver-
tencias para los arquitectos, que para ellos

tectos con la administración pública en uno
de los mas importantes servicios que ¿aque-
lla se confian.

Los deberes de los arquitectos como an-
adiares de la administración pública se ele-
van por consiguiente á una esfera y toman
un carácter de generalidad y conveniencia,
que los bace en estremo atendibles y reco-
mendables. Trazarlos y exponerlos todos
seria una empresa difícil , por su misma
extensión y complexidad y porque ademas es
basta cierto punto imposible seguir en sus
varios rumbos y en sus necesidades frecuen-
tes y alternadas, las exigencias que de la
administración reclama esta parte del servi-
cio público.

Por lo común existen en todas las pobla-
ciones de alguna entidad y extensión cier-
tas reglas lijas y constantes, porque se go-
bierna este ramo de la administración; con-
signadas las unas en los códigos ú orde-
nanzas municipales, otras en los acuerdos de
los ayuntamientos, otras en la  costumbre
que  t radie ionalmente viene rigiendo desde
muy  antiguo, fundada casi siempre en las
necesidades y circunstancias particulares de
cada población.

A estas reglas deben atenerse los arqui-
tectos: aunque para esponerlas y detallarlas
todas seria necesario escribir un tratado es-
pecial tan esteuso como el cuadro de  sus
deberes,  no debemos dejar de hacer men-
ción de  las mas principales ó de las que
basten para dar idea de Jos que en obser-
vancia de ellas tienen los arquitectos de-
lante de  la administración pública.

Esta,  representada por susagentes y cor-»
poraciones, puede echar mano de los arqui-
tectos,  siempre que elservicio público loexi-
ja ,  y estos se hallan en la obligación de  pres-
tarse á sus llamamientos. En casos de incen-
d io ,  de  inundaciones y de otros vejámenes de
los  edificios , su cooperación debe ser tan
pronta y eficaz como requiere la urgencia é
importancia del peligro ó del daño. En otro
caso incurren en una gran responsabilidad,
como sucede respecto á las démas profesio-
nes  reconocidas y admitidas en el Estado,
las cuales  llevan sobre s! el gravámen de
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ARRAIGADO.6iA
se convierten en preceptos á que tienen que
ajustarse, desde que sirven de guia á la
administración en sus disposiciones y son el
fundamento racional de  sus actos comunes
y ordinarios.

Lo mismo decimos de otras que tienen co-
nexión con la altura de los edificios, con el
medio de evitar que las aguas viertan de
unas en otras casas y de estas á las calles ó
arroyos; y determinar, qué paredes deben’
ser principales ó maestras; cuáles puede»
ser simplemente tabiques ó paredes tijeras;
qué anchura deben tener los palios y en
qué casos son necesarios absolutamente;
qué sitios no permiten qne haga en las ca-
sas vecinas, chimeneas, conductos y caba-
llerizas; qué precauciones deben adoptarse
en la construcción, para que las casas no
puedan ser registradas; qué parajes han de
destinarse para los hornos y para las fábricas
en que se consume mucho combustible;
dónde y cómo deben abrirse las cuevas; qué
reglas deben rejir paró los poyos, empedra-
dos, recantones, rejas y balcones que se
suelen haoer en las calles públicas; qué otros
son los en que puede permitirse que vier-
tan las aguas por canalones , como son pia-
las  públicas ó lugares baldíos, etc., y por
qué no ha de consentirse «que ningún ve~
ciño tenga vaciadero á la calle pública;» y
en fin, otras mas acerca de la abertura de
pozos, construcción de mólinos y artefac-
tos y cuanto puede contribuir á que el ejer-
ciciodela arquitectura se concilio con mo-
tivos y razones de pública utilidad y como-
didad á cargo de. la administración. En
cuanto á estos, los arquitectos contraen de-
beres inescusables; porque siempre resultan
deberes de las prescripciones que hace la
ciencia, como norma cierta de conducta en
los que las profesan, no pudiendo ser otra la
guia de sus actos, singularmente si ademas
llevan aquellas prescripciones la sanción de
la ley en unos casos, de la autoridad en  otros,
y de la conveniencia general en todos. t

ARRAIGADO. El que tiene ó po-
see arraigo.

Nuestras leyes dan notable importancia á
esta condición; asi vemos en el regla-

mentó provisional para la administración
de justicia (!) se dispone que ¿ todo espa-
ñol que denuncie ó acuse criminalmente
algún atentado cometido contra su persona,
honra ó propiedad, se le administre eficaz-
mente toda Injusticia que el caso requiera,
sin ex ¡"írsele derechos algunos siempre que
fuere persona conocida y suficientemente
abonada. Del mismo modo en las leyes del
Fuero Rea! y de las Partidas el demandado
civil ó criminalmente que fuese arraigado,
no estaba obligado á dar fiador qne respon-
diese délas  resultas del juicio. El arrenda-
tario de predios rústicos que adeudase a l -
guna cantidad al dueño de ellos, si no fuere
arraigado y no diere fianza suficiente, debe
sufrir una intervención en los productos.
Por estos ejemplos, omitiendo otros muchos
que podrían citarse, se ve la consideración
justa y fundada que las leyes han dispen-
sado ftl hombre , que disfrutando bienes de
fortuna ofrece una garantía eficaz de que
no faltará al cumplimiento de los deberes
que le impongan su posicioú y sus volun-
tarios compromisos.

ARRAIGARSE.  Esta palabra se
aplica en varias y muy diferentes acepcio-
nes. Unas veces se refiere á las personas y
significa el acto de establecerse ó tomar
asiento en algún lugar adquiriendo en él
bienes raíces; así décimos: «Pedro está ar-
raigado en tal pueblo.» Otras veces se re-
fiere á los usos y costumbres y aun á los
abusos y corruptelas; así decimos: «tal cos-
tumbre está muy arraigada.» «Ha llegado á
arraigarse tanto tal abuse...» Otras, en fin,
equivale á prestar alguna seguridad y fian-
za: así dice la ley 66 de Toro: «qúe ningu-
no sea obligado de se artaígar, etc.»

ARRAIGO. El conjunto de bienes
raicea que uno posee; -así sé dice: «Juan es
hombre de arraigo;»' lo cual equivaled es-
presar que tiene y posee bienes raíces en
cantidad suficiente para inspirar una re-
gular y prudente confianza á los demas.

ARRAIGAR EL JUICIO. Ase
gurar el demandado ó el reo en determina-

’*(*) Arl. 3
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Admitidas estas disposiciones fueron consi-
guiente® las que hallamos en nuestra anti-
gua legislación relativamente á la obligación
de asegurar el demandado Fas resoltas del
juicio.

La ley 2 ,  tít. 5, lib. 2. del Fuero Real,
ordenó que si el demandado «no fuere ray-
�gado de fiador al demandador quel cumpla
«fuero, é si fiador no le  diere vaya luego con
»él ante el alcalde á facerle derecho. E si
¿facer no lo quisiere , recándelo por sí , si
�pudiere, é si no dígalo al Merino ó ai juez,
»á qualqnier de ellos que tuvieren su lugar.
�E aquel á quien lo dixiere, recaude lo de
�guisa que el faga derecho....... El fuero
consistía, como hemos visto por la ley á que
antes se ha aludido, en  que no teniendo el
deudor de que pagar, debía- entregarse en
la cárcel al acreedor para que le sirviese
hasta satisfacer 'la deuda; por consiguiente
la obligación de arraigar el juicio incumbía,
según la legislación del Fuero Real, al deu-
dor que no era arraigado , y prestándola se
libertaba de la responsabilidad impuesta á
los demas deudores.

La ley 41, tít. 2 ,  Part. 3 . ,  modificó algún
tanto la severidad de la ley del fuero , y
adoptando , según sn sistema , los princi-
pios del derecho comuti , dispuso que, «si
�aquel á quien fazen la demanda non es
� raygado en la tierra que puede aquel que
�ge la quisiere fazer demandarle fiador que
�esté á derecho. E el demandado es tenudo
�de lo dar pudiéndolo aver. Pero si non fa-
llasen quien lo quisíessefiar, dévenle fazer

'�jurar que esté á derecho fasta que el pley-
»to sea acabado por juicio. » Subsistía, pues,
en el demandado quecarecia de bienes raí-
ces la obligación de arraigar el juicio ó de
asegurar sus resultas; pero bastaba en el
caso de no poder prestarla, la canción jura-
toria de estar á derecho hasta la termina-
ción definitiva del mismo.

Los abusos á que dió lugar la práctica
judicial introducida al abrigo de estas leyes,
llamaron la atención de las Córtes dé Toro,
y para remediarlos establecieron en la
ley 66 que ninguno sea obligado de ®e ar-
raigar por demanda de dinero que le sea

do® casos la respoíisabili dad ó las resaltas
del juicio. Esta obligación, conocida de muy
antiguo en el órden de los. procedimientos
judiciales , se consignó espresamente en*
nuestra antigua legislación en los términos
que diremos en este artículo.

En el derecho antiguo de los romanos el
demandado por acción real tenia la obli-
gación de prestar fianza de  que á su tiem-
po y en su caso pagaría lo juzgado. Olim
enim, dice Jusliniano (1) si in  rem agebalnr
satis daré pdssessor compeltebaiur', pero cuan-
do lo era por acción personal estaba escu-
Mdo de verificarlo. Quod si propia nomine
aligáis j dicium accipiebal in  personan judi-
eatum solví salisdare nen cvgebalur (2). Fun-
dábase la razón de esta diferencia en que el
demandado por acción real podía distraer ó
deteriorar la cosa demandada y hacer en su
consecuencia ilusorio el juicio , mientras
qne el reconvenido por acción personal no
podía cometer tal abuso, supuesto que todos
sus bienes y todas sus cosas sin distinción,
eran responsables á las resultas déí mismo.

Esta era, como hemos indicado , la prácti-
ca antigua, que varió el mismo Justiniano
disponiendo que tanto el demandado por
acción real como por la personal estuviesen
exentos de la obligación de prestar fianza
de  pagar lo juzgado, y que en su lugar sola-
mente deberían afianzar que no abandona-
rían el juicio y que le continuarían hasta el
fin. En el caso de qne sus circunstancias per-
sonales no les permitiesen prestar ésta fian-
za, debían dar caución juratoria de cumplir
la misma obligación. Por último , si el de-
mandado tenia bienes raíces, no estaba obli-
gado á prestar la fianza ni por consiguiente
la* caueion supletoria que se acaba de' in-
dicar.

Nuestra legislación adoptó desde muy an-
tiguo la prisión por deudas, y aunque per-
mitió al deudordar fiador para libertarse de
ella, disponia en medio de eso qué no po-
diendo darle y no teniendo bienes de que
disponer, fuera licito al acreedor servirse
del deudor en reintegro de sus intereses.

(1) Bab. Üt. 11,11b. 4, lutft.
(9) Ibid, á r r .  i .

TOMO III.
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puesta sin qne preceda información de la
deuda, á lo menos sumaria de testigos ó de
escritura auténtica. El pensamiento de la
ley según Palacios Rubios, que asistió á las
Córtcs de Toro , fue precaver que por la
simple reclamación del demandante se vie-
ra obligado el demandado á dar fiador ó á
sufrir en el caso de no poder prestarle (as
vejaciones consiguientes á su detención en
una cárcel. Desde entonces la obligación de
arraigar el juicio, cuando la demanda era
personal, no podía tener lugar sino concur-
riendo dos circunstancias , á saber : que el
deudor, careciese de bienes para satisfacer
|a deuda ; que se justificase esta previa-
mente por los medios indicados en la ley.

En el día no está en práctica la obligación
de afianzar las resultas del juicio al menos
en los negocios civiles. El actor puede usar
y usa efectivam,ente de otros medios para
evitarlas contingencias perjudiciales á que
puede esponerle la malafé del demanda-
do. Unas veces puede pedirse la retención
y .embargo provisional de los bienes del
deudor; otras puede solicitarse desde el prin-
cipio del pleito que no se le permita ena-
genar ni disponer de otro modo de sus bienes
raices, previniendo á los escribanos que.no
otorguen ninguna escritura pública sobre
ello; otras veces, y siempre cuando concur-
ran las condiciones que la ley _ establece,
puede solicitarse el secuestro de los bienes
litigiosos; y si ef demandado no comparece
en el juicio , no carece el actor tampoco de
medios para evitar que esta conducta re-
dunde en su perjuicio.

Solo en el caso de que el arrendatario de
fincas rústicas sea deudor y no tenga arrai-
go, podrá pedírsele fianza suficiente;, pero
si no la diere el dueño deberá licitarse á
solicitar que se establezca la coaveniente
intervención (l).

En los negocios criminales era también
terminante la obligación que tenia ej reo de
afianzar Jas resultas del juicio paraj¡bor-
larse en ciprios casos de la prisión y otras
vejaciones. La ley 4, lib. 2 ,  til. 5 del

■ <11 Ar i .  10 <h-l dentelo <ie l ia  Córten da 8 de Junio de
1813. keslableriúo en G de leiiezubre de 1836.

F uero Real , dispuso «qne si algún borne
fuere demandado sobre jnuerto de home ó
sobre otra cosa que merezca muerte, empla-
zólo el alcalde que venga ante el fasta nuo-
ve dias si fuero raygado, é sino fuere ray-
gado recaúdenle los alcaldes del lugar que
fuga derecho por su cabeza ó por fiador si
lo hubiese asi como manda la ley.* Las leyes
de las Partidas atribuían el mismo efecto á
la fianza del acusado. .

� Disputaban los comentadores de nuestra»
antiguas leyes cual era la fianza que debería
prestar el demandado obligado á arraigar
el juicio, y la opinión mas general sostenía
que debía ser la de presentarse en- el rnisroo
siempre que se le mandara , y pagar lo juz-
gado y sentenciado, llamada en  el dcrechode
la Haz. Este fianza podía tener lugar solí'
mente cuando el actor la exijia antes de la
terminación del juicio en los negocios civi-
les; pero fenecido y tratándose ya de la eje*
cucion del fallo, no podia librarse déla
prisión ni aun con aquella fianza, siendo
persona contra la cual pudiera decretársela
prisión por deuda.

En el día subsiste la obligación - que tie-
nen los acusados de afianzar las resultas del
procedimiento para libertarse de la prisión
en algunos casos. Estas fianzas son varias,
como lo son las circunstancias en que tie-
nen lugar. De aquellas y de estes nos ocu-
paremos detenidamente en los artículos
oportunos. V. vi  ANSA, psiNioN.

ARPIAS. Esta palabra tiene diferen-
tes significaciones; pero tomada cu su acep-
ción general denota la prenda 6 señal que se
dá en Ce de haberse celebrado algún conve-

' nio; por este razón tiene lugar en todos lo»
contratos á los cuales puede aplicarse seme-
jante garantía.

Así los antiguos llamaban arras á los ani-
llos y otros objetos de poco valor que se en-
tregaban mutuamente los contrayentes, co-

| mo prueba de la celebración de  un contrato;
y asi también usaban de este misma palabra
para espresar la parle del precio.de las cosas
vendidas que se  daba anticipadamente, como
señal de la consumación del contrato. Par-
ladorio, en la diff. 125  , confirma este ai**
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ARRAS. 627
se practica entre nosotros, tiene su nombro
especial y característico, y bajo de él será
examinada en el articulo correspondiente.
Finalmente, suelen designar con la misma
palabra arras la donación que se hace al es-
poso ó novio por razón del casamiento; pero
esta se conoce entre nosotros como tal dona-
ción por casamiento y no como arras. Va-
mos , pues, á examinar ahora, y bajo la
palabra arras, la doctrina legal relativa á
esta materia en cada una de las cuatro sig-
nilicacioiles mencionadas, á saber: 1 .a como
señal déla celebración de un contrato; 2.* co-
mo seguridad de los esponsales; 5 .a como
donación del esposo á la esposa; y 4.a como
solemnidad del matrimonio. De cada una
de ellas se tratará en artículo distinto , para
facilitar la esposicion de nuestras ideas.

ARRAS BM tes cMT«4T»n. Las
cosas dadas en señal de la celebración de un
contrato, y ordinariamente del de compra
y venta, ó las que se dah como parle del
precio en este último para asegurar su esta-
bilidad y firmeza. En este sentido fue usada
la palabra arras entre los antiguos, lo es en
las legislaciones estranjefas , y tiene tam-
bién aplicación en la nuestra, como veremos
en el presente articulo.

PARTE LEGISLATIVA.

NiMAnie.

Leyes del Fuero Juigo.
Id. de las Partidas .
Legislación ostraajera.

FUERO JUZGO.

LBT 4 ,  TIT. 4 ,  LID. 5.

Dispone que quien toma señal por «alguna
cosa debe cumplir lo que prometió. Y si él
comprador , por enfermedad ó por otra gra-
ve desgracia ,* no pudiere pagar al plazo,
envie otro cualquiera que cumpla por él. Y
si no fuere ó no quisiere enviar , reciba la

� señal que dió y no valga la venta.

mo concepto , diciendo: Ardía enlm si pro-
pium ejrts significalinn spedes uihi l  aliad esl
quam id qtiod lanigiunn in pignus dari solet d
conlrahentibus ad contractas confirmationem.

La palabra arra trae su origen , según
Isidoro, cap. últim., lib. X De las Etim., á
re pro qua datar. Otros autores la hacen
derivar deotra griega equivalente á la latina
/frmum, porque las arras, en el mero hecho
de concederse, constituían una obligación
firme é irrevocable. Varron, de ling. latín. ,
libro IV,esplica la etimología de ella 'por
la obligación que contrae de entregar las
cosas por completo el que ofrece las arras
consideradas como parte del precio; así d i -
ce  : arrhabo, sic dicta u l  reliquum reddatur.
Hoc verbum ú Crezco appabeor reliquum ex  eo
quod debitum reliquit .

En nuestro derecho , ademas de la signi-
ficación con que se emplea la palabra arras,
para designar las cosas dadas en señal de
la celebración de un contrato, y ordinaria-
mente el de compra y venta, se usa con
especialidad en los matrimoniales , para es-
presar: l . °  lo que se da cu fe y seguridad
de  los esponsales contraídos y del matrimo-
nio que prometen celebrar dos personas;
2 . °  lo que ofrece el esposo á la esposa en
consideración al matrimonio que se propo-
nen celebrar; 5.” las monedas que el des-
posado entrega á la desposada en el acto
del matrimonio.

Algunos escritores dan aun otras signifi-
caciones á la palabra arras. Llaman así á la
donación , dádiva ó regalo que el esposo
hace á la esposa, ó ella á é l ,  antes que el
matrimonio se cumpla por palabras de pre-
sente; pero esta donación, que era Conocida
entre los romanos con la denominación de
tponsatilia larg i las ,  se llama entre nosotros
donación esponsalicia, por lo cual no hare-
mos mérito de ella bajo el nombre de arras,
reservando tratarla en el artículo oonACiou
E49PO»At.ici.k. También suelen designar
algunos escritores con el mismo nombre de
arras la donación conocida entre los roma-
nos con el título de donación propter nup-
tias ; pero fuera de que esta , tal como se
halla establecida en aquella legislación , no

Lorenzo Arrazola



ABRAS.628
PARTIDAS.

LEY 7 ,  TIT. 5 ,  PART. 5 .

Señal dan loa. omes unos á otros co  las
compras, é.-acaescc después que se arre-,
píente alguno. E por ende decimos, que ai
d comprador se arrepiente después que da
la señal, que la deve perder. Mas si el *veo*,
dedor se arrepiente después, debe tornar la
señal doblada al comprador, énon  valdrá
después la vendida. Pero si cuando el com-
prador dió Ja señal dixo as s i jque le  dava
por señal é por parte del preciq, ó por otor-
gamiento , estonce non se piíede arrepentir
ninguno de ellos, ni desfacer la vendida
que non vala.

LEJISLACIOM ESTRA3JERA.

En el Derecho romano anterior á Jusli-
niano, según se ve portas Instituciones de
Gaye (I),  las arras eran la señal ó prueba de
la consumación de un contrato, ordinaria-
mente del de compra y venta. Argumenten
emplionis vendilionis contracta. Así es que
mediando arras en la celebración de un con-
trato no podían los interesados separarse de
él. Las partes, sin embargo , podían por
una convención particular darles algún
otro carácter, como en el ejemplo que cita
el jurisconsulto Scévola (2), donde el com-
prador conviene en que si no hubiese paga-
do lo restante del pretío al tiempo deter-
minado, perdería las arras y la venta seria
nula. <. '

Justiníano varió completamente la natu-
raleza de las arras, é introdujo una inno-
vación muy notable , á saber ; que tratán-
dose de una venta ya celebrada por escrito
ó sin escrito , si se hubieran dado arras,
aunque las partes nada pactasen especial-
mente pudieran separarse del contrato el
comprador perdiendo las arras, y el ven-
dedor restituyéndolas dobladas.

El código civil francés considera las ar-
ras bajo el mismo punto de vista introduci-
do por Justiníano; así es , que no habla de

(1J Lib. J, pire. 4W.
W Drg. n ,  p4rr.l>« ley eoaftMr.

ellas sino con motivo de  las promesas de
venta , disponiendo en su articulo 1590 qoa
si la promesa de  vender se hizo dando señal,
cada uno de los contrayentes, tiene facultad
para separarse del contrato , perdiendo las
arras el que las dió , y restituyendo el do*
ble quien las hjibiese recibido. A pesar de
�slo , no es la venta el único contrato en que
pueden intervenir ó intervienen las arras,
pues según la opinión autorizada del celebra
Potbier (1) , pueden darse y se dan en toda
clase de convenciones, y en la práctica son
tan frecuentes en el arrendamiento como en
¡a venta..

Los demas códigos modernos de  Europa
no se diferencian sustancialmenle en esta
parte del derecho civil francés. Merece ci-
tarse únicamente la legislación de Holanda,
según la cuál cuando las arras consisten en
dinero no puede dejarse sin efecto el con*
trato por el abandono ó devolución de ellas.

En Inglaterra , según escribe Blacksto-
ne (2) , cuando el comprador paga una par-
te del precio por leve que sea , ó cuando se
entrega una parte cualquiera de  los efectos
en concepto de arras,. queda trasferidala
propiedad , y el comprador puéde reclamar
en juicio la entrega de la cosa, como ¿1 á
su vez puede ser reconvenido por el vende-
dor para el pagó del precio. La ley,  añade
dicho escritor, considera de tal modo las
arras como una prueba del contrato qua la
venta de cosas , cuyo importe eeccda de diez
libras, no tiene fuerza alguna mientras el
comprador no reciba una parle de ellas per
forma de arras , ó mientras no entregue il
vendedor una parte del precio en el mis-
mo concepto ó á cuenta del pago.

PARTE DOCTRINAL.

IVIUBM.

SlC. I .  M LAS ARRAS E!f GEXEHAL T «SO
ESPECIES.

SlC. II, DE LOS EFECTOS QUE PRODUCES US
ARRAS.

t i )  Ttvtedo de la venta.
� i »  Uk, £ cap. BOJ
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■ lar que el contrato estaba concluido ó ce-

lebrado, ó por- el contrario se acredita que
este contrato no estaba mas que en proyec-
tó,  Jas arras se qonsiderarán, no como parte
del precio, sino como pena impuesta al que
se arrepienta y retracte.

Infiérese .de aquí y de la naturaleza es-
pecial de estas arras, que cuando ocurre du-
da acerca de la naturaleza de ellas y de su
verdadera calificación , tal que no pueda
resolverse por la regla espuesta $ debe pre-
sumirse que los interesados quisieron esti-
pular las arras como pena del arrepenti-
miento y no como prueba del contrato ó
parte del precio. La razón es porque ese y
no el otro es.el carácter distintivo ó gene-
ral de las arras, y porque en ese concepto
se dan por lo común á no ser que añadan
alguna circunstancia que revele la intención

. de establecerlas como parle del precio con-
venido.

Sin embargo de todo lo expuesto, hay al-
gún caso, según la doctrina generalmente
recibida, en que á pesar de no haberse es-
presado terminantemente los contrayentes,
las «rras se  suponen y consideran dadas co-
mo parte del precio. Tal seria cuando las
cosas dadas en ese concepto son de poca im-
portancia ó puramente simbólicas como una
sortija, una llave, etc.; entonces constitu-
yen una prueba de la venta que se conside-
ra perfecta y acabada, un testimonio del
consentimiento pleno de los contrayentes y
una señal de la palabra dada irrevocable-
mente. Síyniim /¡deidatce irrevocabililer. Con-
forme con esta doctrina, dice Pothier, que
cuando los aldeanos de los campos dan en
arras de sus compras un sueldo y algunas
veces un Aiard, á lo cual llaman dinero de
Dios, deben considerarse las arras como
parte del precio ó como prueba de la con-
sumación del Contrato. Sin embargo, aun en
este caso, asi como en el que se ha propues-
to arriba de constituirse las arras en una
cosa simbólica y de poca importancia, pue-
de suceder quelas arras participen en cier-
to modo del carácter de penales, y que no
puedan considerarse sino condicionalmante
como parte del precio; eso sucedería si s«

SECCION i.

M LAS ARMAS' EN CtNlBAL 1 DI 808 ESPECttl.

Sea ó no cierto quelas  arra« hayan te-
nido su primer Origen en la institución de
las almonedas , donde los compradores en-
tregaban alguna moneda de poco valor en
señal de la celebración del contrato y para
evitarse las incomodidades de llevar Consi-
go todo el .dinero necesario para cubrir él
prfecio, es sin embargo positivo y muy im-
portante saber que en eU estado actual, pa-
ra que las arras sean verdaderamente tales
y produzcan sus legítimos efectos, es nece-
saria la tradición efectiva de las cosas en
que consisten. Por eso hemos dicho al prin-
cipio que las arras son tu» cota» dada» en
señal , etc. ■ ’

Pueden darse -las arras antes ó después
de  perfeccionado el contrato: si se dan an-
tes significan el compromiso solemne con-
traído por los interesados de celebrar, con-
cluir  y ejecutar el contrato que á la sazón
tienen proyectado, so pena de perder las er-
ra?;  si se  dan después significan que el
contrato se ha celebrado ya y equivalen á
la señal ó prueba de la consumación del mis-
mo  contrato in  signum el argwientum con-
iractus facli. En este caso las arras se con-
sideran como parte del precio ó como me-
dio de  asegurar el cumplimiento de la obli-
gación.-

La  dificultad que puede ocurrir en este
punto consiste en distinguir si las arras se
dieron en un concepto ó en otro. Si los in-
teresados manifestaron espresamente, según
dispone la ley de Partida, que las daban por
«e¿al y por parte del precio ó por otorga-
miento,  ninguna duda puede quedar en es-
te caso -acerca de que las arras -se dieron
eomo prueba del contrato. Si no usaron de
semejantes palabras, sino que se limitaron
á establecerlas simplemente, y puede ha-
cerse constar que el contrato en el cual han
intervenido estaba ya concluido y perfec-
cionado, tendrán el mismo carácter; pero
si los interesados no usaron de aquellas pa-
labras terminantes, ni  puede hacerse cens-
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diosen con la condición dé  que pasado c i er - '
to espacio de tiempo, 2A horas por ejemplo,
cada uno de los contrayentes pudiera apar-
tarse del contrato, el uno devolviendo el
objeto entregado y el otro reintegrándose
de é l .

Algunos escritores han creído que cuando
las arras se constituyen en dinero y no en
especie , deben considerarse dadas como
parle del precio, cualesquiera que fuesen
las circunstancias y los términos del contra-
to ;  pero Greg. Lop. en las glosas á la ley
de  Partida sostiene muy  fundadamente que
aun cuando las arras se constituyen en d i -
nero, es  indispensable queoe  esprese la cir-
cunstancia de qne se entregan como parte
del precio para que participen de  este ca-
rácter.

SECCION H.

DE LOS EFECTOS QUE PRODUCE* LAS AIRAS-,

■ La distinción qué hemos consignado en
los párrafos anteriores tiene su aplicación
directa al tratar de  los efectos que produ-
cen -las arras. Hemos dicho que pueden
constituirse antes de  quedar perfecto y ter-
minado un contrato como pena del* arrepen-
timiento que debe sufrir el que se separa de
é l ,  ó que pueden darse después de  perfecto
y celebrado como parte.de aú  precio y prue-
ba de -su conclusión.*

Bajo de este supuesto, si las arras se han
dado en  el primer concepto, los contrayen-
tes pueden apartarse del contrato ; pero
siendo el comprador e l  que se arrepiente
perderá las arras; si es  el vendedor debe
devolverlas dobladas. En esto observa la ley
la igualdad mas justa y rigorosa, pues, con
la restitución del doble no  devuelre el ven-
dedor mayor cantidad de  la que pierde el
comprador en s>i caso, sino la misma con
mas la que habla recibido del comprador.
, Si las arras se  han dado eu  el segundo
concepto, á saber, como prueba de  la per-
fección del contrato, ninguno de  los contra-
yentes puede apartarse de  él ni invalidarle
aun por el medio indirecto de  perder las ar-
ras, no consintiendo el otro en  semejante
anulación.

En el caso en  que los contrayentes pueden
apartarse del contrato sufriendo la pérdida
de les arras, ninguna dificultad puede ofre-
cer la restitución del doble cuando las ar-
ras consisten en dinero. Tampoco pueden
ofrecerla cuando consisten en géneros ó
mercancías ordinaria y comunes, pues en-
tonces es  sumamente fácil y hacedera la res-
titución de  doble cantidad de estas misBras
mercancías. La dificultad puede presentarse
únicamente cuando la eosa Ó cosas dadas á
título de  arras son de  una especie tfaim y
muy rara, de forma que sea difícil 6 casi
imposible la devolución en la misma espe-
cie de las arras dobladas. En tál caso cree-
mos que el que las recibió podrá apartarse
del contrato devolviendo desde lirfego los
objetos ó el objeto recibido, con mas su va-
lor en dinero, según la prudente y pericial
estimación de  ios mismos.

Algunos autores disputan ! errel caso de
no haber espresado los contrayentes qne
constituían las  arras como parte del precio,
pero de  haberlas constituido cuando el con-
trato se hallaba perfecto y acabado, podrán
ios interesados apartarse de  él sujetándo-
se  4 perderlasj La cuestión nos parece gra-
tuita, porque la ley de  Partida habla, no
sdo del case en que las arras se hubiesen
dado como parlé del precio, sino también
como rataf de otorgamiento, y esta palabra
según la juiciosa observación de Greg. Lop.
significa que las arras se hayan dado róriy-
aun perfeelionís coairaclns. Fuera de esto
uo puede aceptarse' sin falsear todos Ifó
principias admitidos en esta materia, la
doctrina da  que un contrato perfecto y aea-
hado pueda" dejarse sin "la fuerza y valor
legal que le imprime el consentimiento de
loa contrayentes por el desistimiento de
uno solo que  se  sujeta ó someta á perder lás
arras. . Así la  opinión mas autorizada es
que los interesados podrán apartarse del
contrato únicamente cuando á este le frita
alguna circunstancia parq su perfección,
modo petiitenlÚB bount este qtwmdiu alupÜ
deesl ad perfoclunut* conircblus (1H no así

(i) Y»,  td loa. l íb .a .  o»p.  � u.
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Convienen, finalmente, los autores en que

si á consecuencia de un litigio celebrado
entre los otorgantes de. un contrato en que
han intervenido arras, es condenado el que
las recibió á pagar los daños y perjuicios
causados á su adversario por haberse resis-
tido ó negado á la ejecución, tío. podrá re- �
clamar este que el primero le devuelva las
arras doblada»: su acción, según la Opinión
de aquellos escritores, deberá limitarse á
pedirla devolución de las arras que entre-
gó, porque no seria justo que por un lado
pudiese aspirar al duplo de ellas y por otro
á la indemnización de los perjuicios.

De lo espues lo anteriormente se infiere
que si la cosa vendida pereciese por caso
fortuito, por fuerna mayor ó por cualquier
Otro accidente inculpable, ninguaa de las
parte* podría exigir qus la entrega de las
arras produjese sus efectos ordinarios. La
naturaleza de la causa habría hecho impo-
sible la ejecución del contrato, y por lo mis-
mo ninguna, de aquellas incurriría en res-
ponsabilidad.

Advertiremos' por conclusión que el que
ha recibido alguna cosa en arras, debe po-
ner en su conservación todo el cuidado que
sea necesario, quedando obligado á prestar
la culpa leve y á responder de  cualquiera
deterioro que por consecuencia de ella es -
perimente.
■ ARRAS BowAciew. La dote
que ofrece ó designa el esposo á la es-
posa por razón y con motivo del casamien-
to que se proponen contraer.

Esta acepción es la principal que en el
dia tiene la palabra -arras, y de ella vamos á
ocuparnos en el presente artículo, esponien-
do con la amplitad conveniente la doctrina
legal que hoy se observa en esta materia.

PARTE LEGISLATIVA.

Leyes del Fuero Jusgo.
Id. de las Partidas.
Id. de la Novísima fírcopilacion.
Legislación -eslranjera.

ARRAS,.

cuando está adornada de k>da$las condicio- <
nos. legales para su subsistencia En este ca-
so consistiendo las arras en dinero y habién-
dolas dado el comprador, se  considerarán
como parte del precio que ha dé satisfacer:
habiéndolas entregado el vendedor Jas .re-
tendrá aquel en su- poder como una especie
de prenda ó garantía hasta que se cumpla
la obligación contraída, en cúyo caso de-
berán ser devueltas á su dueño. En resumen; ,
en el caso supuesto, ninguna de las- partee
puede eximirse de la obligación que se im-
puso aun sometiéndose á perder las arras ó
restituirlas con otro tanto, sino que cada
una de ellas, puede ser compelió» por la otra
n llevar á cabo lo, estipulado ó Ul resarci-
miento de los daños y perjuicios que por la
negativa se causaren: de lo contrario se se-
guiría el absurdo de que las arras dadas y
recibidas solamente para confirmar y hacer
mas seguro el contrato, vendrían á ser cau-
sa de su rescisión.

Puede suceder alguna vez que celebrado
el contrato y habiéndose dado arras en Cual-
quier concepto que sea, consientan los in-
teresados en anular ó dejar sin efecto eíüe-
jante obligación; en tal caso , para el cual
no  puede haber dificultad ninguaa legítima,
es  evidente que ninguno de aquellos incurre
en  responsabilidad yqye deshecha la venta,
por ejemplo, deberán ser devueltas las ar-
ras al que las entregó.
. También podrá ocurrir que celebrado el

contrato y entregadas las arras como señal
y prueba de su conclusión, se resista el que
las  dió á llevar á efecto su compromiso, y
que  para vencer esta resistencia baya nece-
sidad de acudir á las vías judiciales. Si co-
locado el negocio en este terreno la partees
obligada á la ejecución y el contrato se oun>
pío ,  tfo perderá las arras, y la razón es por-
que la pérdida de ellas equivale á una pena
que  se  aplica y hace efectiva tan solo cuan-
do  el contrato deja de efectuarse y los con-
trayentes no llegan, al término que se pro-
pusieron en su celebración , lo cual no se
verifica cuando resistiendo, ó no alguno de
ellos  el contrato, se lleva á cabo y se con-
s igue  el fiú que presidió ¿ su  otorgamiento. ?
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| décima parte de  todas las cosas de su ha-

cienda.

LEY 7 ,  ID. ID.

Da al padre el derecho de demandar las
arras de su hija y de conservarlas en su po-
der, y no estando presentes el padre ó la
madre permite á los hermanos y á los mas
cercanos parientes el recibir tas arras para
entregarlas á su hermana.

LEY Id ,  ID. ro.

Dispone que cuando alguno quisiere ca-
sarse ó casar á su hijo ó pariente puede dar
arras de sus propios bienes y estas sean fir-
mes en todas maneras.

PARTIDAS.

LEY 1 , TIT. 1 1 , PART. 4.

E lo que el varón da á la muger por ra-
zón de casamiento es llamado en latin do-
nalioproter nuplÚM¡ que quiere tanto decir
como donación que da el varón á la muger
por razón que casa con ella ; é tal donación
como esta dizen en España propiamente
arras.

LEY 24 ,  ID. ID.

Dispone que si el urarido y la muger pao-
taren que muerto uno heredaré el otro !i
donación ó el arra , y después fuesen á vi-
vir á algún lugar donde hubiese costumbre
contraria á este convenio, debe valer este
sin embargo de la costumbre opuesta. Y
añade que lo mismo sucedería si no hubie-
ran pactado- nada , pues en punto á dotes,
arras y gananciales , la costumbre de aque-
lla tierra, donde celebraron el casamiento,
es la que debe prevalecer y regir, y no l>
del lugar adonde se mudaron después. '

LEY 3 ,  TIT. 12 ,  PART. 4.

Dice que aun cuando la iglesia permite i
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FUERO JUZGO.

LEY 5 ,  TIT. 1 , tIB.  5 .

Dispone que sí el esposo muriere cele-
brados los esponsales , el beso dado y las
arras dadas, la esposa gane la mitad do to-
das las cosas donadas, y la otra mitad sea
para los herederos del esposo. Si el beso no
se dió, la esposa nada gana.

LEY 6 ,  ID. ID.

Dispone que los príncipes de la corle y
mayores de la gente goda (los grandes del
reino y personages ilustres), no puedan dar
en arras mas que la décima parta de los
bienes, ora sea la desposada virgen, ora
viuda. Y si el padre quisiera dar arras por
su hijo á su nuera, ,puede dar la décima
parle de aquello que heredare el hijo des-
pués de la muerte de su padre , la cual ten-
drá la esposa con mas diez mancebos (es-
clavos) y diez mancebas y veinte caballos,
y en donaciones ó regalos el equivalente á
mil sueldos, pudiendo la muger disponer
de todas estas cosas como tuviera por con-
veniente si no tuviese hijos. Si la muger
muriese sin testamento (sin fahla) los bie-
nes volverán al marido ó á los parientes mas
cercanos suyos. Prohíbe también que los
padres de la esposa, y que esta misma
puedan demandar por razón de arras mas
de lo que permite esta iey , y si el esposo
hubiera prometido por escrito ó con jura-
mento dar mas de lo que la ley espresa, le
permite reclamar el esceso. Y si por miedo
al juramento, ó negligencia no lo quisiese
demandar, ó no. pudiere hacerlo, concede
el mismo derecho á los padres ó parientes.
Pasado el primer año del matrimonio per-
mite al marido donar lo que tuviere por
conveniente á la muger; pero antes del año
dispone que ni el marido pueda dar á la
muger ni esta al primero por razón de ar-
ras mas de lo espresado, escepto si lo hi-
ciese por gran enfermedad ó gran pavor de
muerte. A los demas hombres que no fue-
sen de la corle les permitía también dar la
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bienes no está obligado á partirlos el uno
con los otrosí Mas si él padre diese arras á
su muger, entonces debe guardarse lo que
se dispone en la ley 3 ya citada.

LEY 13 ,  TIT. <7 ,  PART. 7 .

La muger á quien se probase en juicio
que cometió adulterio, debe perder las arras,
quedando á disposición del marido; pero si
este la perdonase y la recibiese después en
su casa, deben volverse las arras á la mu-
ger en el estado que tenían antes. Añade
que si la muger saliese de casa de su mari-
do y se ocultase en la de algún hombre sos-
pechoso contra la voluntad de aquel ó con-
tra su prohibición, si esto se probase con
testigos fidedignos, debe perder las arras,
adquiriéndolas el marido, y si tuviesen hi-
jos, estos deberán heredarlas después de la
muerte del padre , y aunque este tenga hijos
de otra muger, no podrán adquirir parte
ninguna en ellas. Si el marido la perdona-
se, cesa la pena.

NOVISIMA RECOPILACION.

LET I ,  TIT. 3 ,  LIB. 19 .

Ley 00 d« 1M de Toro.

Prohíbe que pueda renunciarse la ley def
Fuero, que dispone no pueda el marido dar
en arrasé su muger mas de la décima parte
de susbienes, y que si se hiciese semejante
renuncia, se guarde, sin embargo de ella, lo
contenido en dicha ley; añadiendo que si al-
gún escribano diere fé de algún contrato
en que intervenga renunciación de dicha
ley, incurra en perdimiento del oficio de la
escríbanla y en adelante no pueda usar de
él, ao pena de falsario.

LEY 2 ,  ID. ID.

Ley W do lo» do Ter*.

Si ta muger no tuviere hijo del matrimo-
nio en que interviniese promisión de arras,

la muger viuda contraer libremente segun-
do matrimonio, el fuero délos legos le pro-
híbe hacerlo hasta un año después de la
muerte de) marido, imponiendo por pena á
los que antes le contrajesen la pérdida de
las arras y de la donación que le hizo el
marido, y de las demas cosas que le hubie-
ra dejado en su testamento , las cuales de-
ben ser para los hijos, y en su defecto pa-
ra los parientes herederos. Exime de la
pena á la muger que siendo desposada
perdiese á su esposo antes que el matrimo-
nio fuese cumplido, y á la que con otorga-
miento del rey casase antes del año.

LEY 26,  TIT. 13 ,  PART. 5 .

Dispone que muerto el marido, si la viu-
da contrajere segundo matrimonio, las arras
y las donaciones que aquel le hubiese dado
deben quedar salvas para los hijos del pri-
mero, y que débanlas cobrar y tener des-
pnes de la muerte de su madre , y para se-
guridad de los hijos establece qne quedan
tácitamente hipotecados todos loe bienes de
la madre.

LEY 3 ,  TIT. 13 ,  PART. 6 .

Dispone que el arra y donación que el
padre diere en casamiento á alguno de  süs
hijos, se  debe contar en la parle de  aquel
á quien fue dada, salvo si el padre hubiera
dicho  «apresamente cuando se  la dió , ó des-
pués en su testamento , que no quería que
se la contasen en dicha su parte. Añade
que esto no tiene lugar sino cuando los
hermanos solamente heredan los bienes de
su  padre ó de su madre, mas si otro estriño
fuese establecido con ellos -por heredero,
entonces las dotes y donaciones dadas ¿ los
hermanos no las deben traer á partieron
con los eslraños ,n i  las  deben coatar en. su
parte con ellos.

LEY 6,  10. 10.

Siendo dadas las arras 6 la dote por un
estraño al padre por razón del casamiento
de  su hijo ó bija , queda salvo para la hija
ó el  hijo,  y no pueden reclamar parte al-
guna los demas hermanos , poique tales

TOUO n i .
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si oo dispone csprcsamcnle de ellas, que las
adquieran el heredero ó heredero» de la
misma muger, y no el marido » ora la mu-
ger haga testamento ó no.

LEV 5,  ID. ID.

Ley 51 de lia de Toio,

Dispone esta ley, entre otras cosas, que si
intervinieren arras en un casamiento y do-
nación esponsalicia departe del esposo á la
esposa, disuclto el matrimonio, pueda ele-
gir la muger, ó sus herederos, muerta ella,
tomando las arras ó dejándolas y lomando
todo cuanto el marido la hubiese donado,
siendo con ella desposado, dehiendo hacer
semejante elección dentro de 20 dias des-
pués de requeridos por los herederos de)
marido, y no haciéndola, competa la elec-
ción á los herederos.

LEY 7 ,  ID. ID.

Den Felipe IV en 103.

Y porque se cumpla con mas puntualidad
lo dispuesto en cuanto á que las arras no
puedan esceder de la décima parte de ]o
que montaren los bienes libres, ordenamos
y mandamos que en nuestro Consejo de Cá-
mara no se den facultades en dispensación
de esto, y desde luego damos por ningunas
y de ningún valor y efecto las que en con-
trario se dieren; y que paja mejor seguridad
de la ejecución de lodo lo dicho, el escriba-
no ante quien se otorgaren las escrituras
tenga obligación de dar cuenta de los tales
contratos á la justicia de la parle ó lugar
donde se hicieren; y el escribano de ayun-
tamiento de cada lugar tenga un libro don-
de se tome la razón de dichos contratos y
déla cantidad, dote y arras, y la justicia
haga averiguación si la dicha dote y arras
esceden de la cantidad que en esta ley se
manda y ejecute la pena y aplicación hecha
para nuestra Cámara, y que de aqui ¡ide-
ante se ponga estopor capítulo de residen-

c ia ,  y que esta ley no se pueda renun-
ciar. .

LEGISLACION ESTRANJERA.,

El derecho romano conoció las donacio-
nes hechas entre los esposos antes del ma-
trimonio y con ocasión de él, aunque no las
distinguió con el nombre de arras, palabra
que se empleaba en aquella legislación para
designar las cosas que se daban en fé y se-
guridad del casamiento que se trataba de
contraer, según caponemos en los artículos

VUlPdta y
NkCMw fjwaiiuucu; los roma nos lla-
maron con este último nombre á todas las
que en los tiempos primitivos se hacían en-
tre los esposos conmotivo.de! casamiento.
Posteriormente se introdujeron las dona-
ciones que hacia solamente el esposo á la
esposa, las cuales se denominaron al prin-
cipio donaciones anle  no/riíaj, y después en
tiempo de Jusliniano donaciones prspter
nuplias. Eran estas donaciones una remu-
neración de la dote y tenian todos los ca-
ractéres y condiciones legales de ella; por
consiguiente, no pueden considerarse pro-
piamente como las arras q<:e conocemos en
España, si bien convienen con ellas en que
se hacen y derivan del esposo á la esposa
como aquellas.

Las legislaciones estranjeras no recono-
cen tampoco con el nombre de arras las do-
naciones del novio á la novia con ocasión
del matrimonio; pero generalmente conce-
den á los primeros la facultad de ejecutar
tales actos. El art. 1093 del código francés
dispone que los futuros esposos pueden ha-
cerse recíprocas donaciones por causa � del
contrato de matrimonio, tanto de sus bie-
nes presentes como de los que puedan ad-
quirir en lo sucesivo, y estas donaciones,
sean «imples, sean recíprocas, muriendo
la muger antes que el donante, no pasan á
los hijos. Esta doctrina ha sido adoptada
generalmente por los códigos modernos de
Europa.

En Inglaterra los principios qne estable-
cen las reiacMHies entre los casados y los
efectos civiles que, según ellos, se derivan
del matrimonio, no permiten las donaciones
de que se trata. Por -el casamiento el hoin-
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tiempos muy remotos, atin cuando entonces
no se conocieran semejantes actos con aquel
nombre.

Adoptada la costumbre de Solemnizar al-
gunos contratos ofreciendo una alhaja ó al-
guna suma de dinero en seguridad de su’
cumplimiento, ora natural que á medida de
que la civilización mejoraba las costumbres
y hacia comprender la conveniencia de'pre-
miar las virtudes de la muger y de dar toda

' la importancia qué reclama el interés do la
sociedad ál sexo débil, se hiera introducien-
do la práctica de ofrecer el novio algunos
regálos 4 su futura muger; regalos que al

I principio consistirían en alhajas ó adornos y
después en bienes fructíferos y raíces.

Ello es que ,  según el testimonio de un
historiador muy antiguo , fue ya conocida
entre los cántabros y pueblos septentriona-
les de España la costumbre de dotar el ma-
rido á la mujer , y Tácito asegura que lo
mismo practicaron los pueblo germánicos
no conociéndose entre ellos la dote ,  es de-
cir, la donación de la muger al marido. Do-
tem non uxor marito sed uxori maritusafferl.
Inlet sunt párenles et proppinqúi muñera pro-
banl.

Ya se ha dicho que los romanos aun cuan-
do no adoptaron precisamente este uso, co-
nocieron las donaciones del esposo á la es-
posa, si bien no eran precisas ni condición
indispensable para el matrimonio.

Entre los godos no solamente fue conoci-
da la donación de que hablamos , sino que
bajo su dominación fue edando adquirió la
mayor importancia. El doctodon Juan Fran-
cisco Masdeu dice á este propósito. «Acer-
ca de la dote había entonces en España una
costumbre muy diversa de la de nuestros
dias, porque no la daba la muger al hom -
bre, sino el hombre á la muger; y es cosa
muy estraña que siendo muchas las leyes
visigodas que hablan de esto claramente y
constándolo mismo por hechos históricos,
nuestro insigne comentador del Fuero Juz-
go haya dicho siempre lo contrario por no
haber entendido lo que significa el nombre
de arras en las leyes castellanas. Arras pro-
piamente es la prenda que daba el esposo

bre y la muger se convierten en una sola
persona i los ojos de la ley; y así como to-
da  pacta celebrado entre ellos antes del ca-
samiento se hace nulo en el instante que lo
contraen , así tambienno produciría valor
alguno cualquiera donación que el marido
hiciese á su muger después del matrimonio,
porque, como dicen los jurisconsultos de'
aquel país, hacer el marido <na donácion á
la máger seria suponer que ella tiene una
existencia independiente y separada de su
marido, y tratar con eüa seria tratar con-
sigo mismo.

PARTE DOCTRINAL.

�UWABIO.

SEC.  I.  INTRODUCCION HISTÓRICA.
SEC.  11 .  DE LAS ARRAS EN GENERAL , 80  CA-

RACTER Y NATURALEZA.
SEC.  I I I .  QUIENES PUEDEN DAR ARRAS, CUAN-

DO Y DE QUÉ BIENES.
SEC. IV. DE LA CUOTA DE LAS ARRAS.
SEC. V. DE LOS DERECHOS QUE NACEN DÉ LA

CONSTITUCION DE LAS ARRAS RES-
PECTO DELUARIÓO Y DE LA MUGER
ANTES Y DESPUES DE LA DISOLU-
CION DEL MATRIMONIO.

5.1.“. De los derechos que nacen de la consti-
tución d¿ las árras respecto del ma-
rido y de la mujer durante el ma-
trimonio.

5.' $.* De los derechos que nacen de la consti-
tución de las arras respecto del ma-
rido y' de la mujer después de la
disolución del matrimonio.

Sec .  VI. DEDUCCION Y ABOIÍO DE LAS ARRAS.
SEC. VIL DE LAS AREAS EN ALGUNAS PROVIN-

CIAS DE ESPAÑA.

SECCION L

INTRODUCCION HISTÓRICA.

La existencia de las arras, es decir, de
las  donaciones otorgadas por los esposos á
las esposas con ocasión y motivo de su ca-
samiento, se pierde en lá antigüedad de
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á la esposa en el dia de los esponsales; pero
como en el contrato que se hacia y firmaba
en este dia, señalaba también el esposo la
cantidad de dote que daria á su tiempo,
nuestras leyes castellanas dieron á la misma
dote el nombre impropio de arras , como
puede ver cualquiera por sí mismo con-
frontándolas con el original latino. «El mari-
do ,  pues, daba la dote y debia entregarla ¿
la casa paterna de la novia para que au pa-
dre ó hermano ó tio se hiciesen cargo de
ella y la tuviesen en depósito.» Eso mismo
confirma Marina en su Ensayo histórico crí-
tico, diciendo: «Los godos introdujeron y
autorizaron en España las costumbres del
pais de su nacimiento y el uso de los pue-
blos germánicos , que era dotar el marido á
la mugery no esta al 'marido; dote que las
toscas y primitivas leyes góticas esprcsaroa
con el nombre de precio de la doncella des-
posada con que el varón la compraba de sus
padres ó parientes. Pero Recesvinto, mas
político y avisado, reformó aquellas ideas
inciviles y bárbaras, y conservándola misma
ley la ordenó á objetos mas altos, fines mas
nobles y dignos de  un.  gobierno sabio, á
premiar la integridad virginal , dar valor
y estimación al mérito y honestidad del
sexo; hacer respetable el casamiento y con-
cillarle lustre y esplendor, proporcionará
tas casadas subsistencia segura después de
la muerte de sus maridos, y medios de po-
der continuar en este caso los oficios del go-
bierno doméstico y precaver que jamas iu-r
vieran parte en la celebración del matrimo-
nio los ruinosos y funestos vicios del inte-
rés y de la avaricia, y que solamente inter-
viniesen los motivos y afectos que inspiran
la naturaleza y la religión , el mérito perso-
nal, amor puro y sencillo y deseo de mui*
tiplicarse.»

Efectivamente fue así y el Fuero Juzgo
nos ofrece un testimonio irrecusable, tanto
deque  en los primeros tiempos de la mo-
narquía se reconoció ya la dote del esposo á
la esposa, como de que en épocas muy in-
mediatas adquirieron dichas donaciones to-
da la regularidad que reclamaban por su
importancia. En la ley 6 de) líL 2 ,  lib. 3 que

el mismo código llama antigua, se tras-
críbela quedió y confirmó el rey don Re-
cesvintoenla era de 680, limitando las arras
á la décima parte de los bienes y algunos
otros objetos, como esclavos, caballos , etc.
Otra ley autorizó á los esposos, á sus padres
y á sus parientes para conceder arras ea
cualquiera clase de bienes que poseyesen;
otra dió á tos padres , hermanos y parientes
derecho para reclamados; y finalmente ea
la época de) rey don Flavio Rescindo se fija-
ron los derechos de la mujer respecto de las
arras.

Lo que parece fuera de toda duda es que
la dote del marido ¿ la  urager entre los pue-
blos góticos tuvo el carácter de  obligatoria.
Marina lo afirma así diciendo: «para cuya
solemnidad y valor (la del desposorio) exi-
gía la ley el otorgamiento de las tablas do-
tales ó escritura hecha ante testigos déla
dote que ofrecía el esposo á la esposa.» No
se halla en el códice castellano publicado
por la academia ley ninguna que imponga
al esposo la obligación, de dolar á sn esposa
ó que establezca la dote de aquel como con-
dición para el casamiento; antes por él con-
trario, las palabras puede dar arras, de que
usa la ley 10, ó si  por ventura el padre qui-
siere dar arras por suo fiio, que se leen en
la 6, vienen á persuadir lo contrario. Eso
no obstante, la aserción. anterior nos parece
de todo punto indudable, como lo comprue-
ba la ley 1 ,  lít. 1 ,  lib. 3 del Código latino,
que es una de las que no se hallan en el
castellano. El epígrafe de la ley ne sino dote
malrimoniuiu (iai demuestra que no era po-
testativo sino obligatorio el establecí miento
de la dote, y las palabras de que usa la ley
al dar razón de este mandato hacen ver que
esta obligación era de alta importancia ante
la consideración de los legisladores. j'Vum
ubi dos neci l i la estnec confirtnataqnod lesli-

monium esse polerit in  conjugis dignilale fu-
tura, cuando nec conjunlionem celebra lam pu-
blica roboral dignilasnec dotalium tabularon*
adcomilatur honestas! Sobre todo confirma
esta opinión de una manera irrecusable el
testo que se halla en algunos códices como
el de Tol. y del Esc. 4 equivalente al de la
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dejaba á las partes en libertad sobre este
punto, permitiendo dar arras cíteles se con-
vinieren por foro de  la villa, y el de  Salaman-
ca prohibía dar mas de treinta maravedises
y veinte en vestidos. El Fuero de Castilla
autorizaba al fidalgo para dar hasta el ter-
cio de an heredamiento. En los reinos dé
Leca, Toledo; y en los países conquistados
de Andalucía se observaba con mas unifor-
midad la jurisprudencia gótica, y en los de
Cataluña y Aragón se seguían las disposi-
ciones de aquel código.

Entre los muchos ejemplos que pttdiéra”
moa citar en comprobación da esta verdad,
basta recordar dos cartas de. arras, una re-
lativa al reino de  Toledo y otra é te.costum-
bre de  Cataluña. La primera es la que otor-
gó  Garci-Lopez, alguacil mayor de Toledo,
en la cual decía: «Yo Garci-Lopez... que-
riendo rescebir et mantener esta órdea de
matrimonio con vasco Francisca Gudiel...
et porque es razón et guisado que vos la ■
dicha Francisca Gudiel hayades diezme et
arras de todo mi haber por ende yo sope
todo asi mueble como raíz et asi paños é '
joyas é bestias é armas é plata é heredades
é otros bienes é aprecíelo todo bien é ver-
daderamente é falle por cierto que es lauto
de que vos la dicha Francisca Gudiel po-
dedes é debedes haber por vuestro diezmo
é por vuestras arras por honra é derecho de
vuestro casamiento comigo veinte mil ma-
ravedises de la moneda que se gora usa...
Et otorgo vos que los hayades estos dichos
veinte mil maravedises por vuestras arrasé
por vuestro diezmo contados, hi ¡os diez
mancebos e l  las diez mancebas et los diez
caballos et loa mil sueldos de tas donas que
dice en la ley del Fuero Juzgo que dicen de
León. La segunda fue otorgada por Ramón
Conde de Pallara á favor de su esposa, hija
de Arnaldo Mir, y en ella después de tras-
cribirse el testo latino de la ley l , . t i t .  2 ,
lib. 3 ya citada, se continúa de esta mane-
ra- El ideo ¡tese premissa sunl guia ego Rai-
mundos comes Palariensis Valenpam filiam
Arnalli Mironis in  ucarem accipio el lega-
liler sil faclum hoc eonjugium secundum or-
dinem leyis Gothorum mando memoria cune-

ARftAS.
ley <0,  tít. 1 ,  lib. 3 del dé la  academia, en
el cual después de .  leerse en el epígrafe
■que el casamiento non sea sin dote,» se
añade : «mas todo casamiento que es fe-
»cho sin dote et sin arras, ¿cómo será co-
�locado et tenido por bueno si manifiesta
»m¡entre non es testiguado nin es fecho en-
»de público escripto? Et por ende estable-
ásemos et  mandamos que ninguno non se
�case, nin á sí, nin ¿ su fiio, nin á su pa-
tríente fasta qne dé á aquella con que s»
■casa dote de su buena.*

La costumbre andaba de acuerdo con es-
ta opinión, y entre loa muchos ejemplares
que podrían citarse, bastará recordar el qne
refiere Gerónimo de  Blancas citando una
carta de  dote otorgada en  1.198, en la cual
el esposo dá en dote á su esposa la décima
parte de  sus bienes presentes y futuros, ale-
gando para ello que las leyes godas no per-
mitían se hiciese matrimonio algo no sin se-
mejante solemnidad. Quia in golhicis legi~
bus conlinelur t non sin* dote conjuguim fial.

Si  la legislación goda reconoció, según he-
mos visto, espresamente estes donaciones
como condición preliminar del matrimonio,
no se abolió ni se hizo menos frecuente si-
quiera su uso en la época posterior de la
restauración bajo el indujo de la domina-
ción de  los Cueros. Lo único que se notó
entonces fue alguna diversidad en la tasa,
efecto sin duda de prácticas abusivas ó de
las circunstancias especiales de algunos
pueblos que, según la mayor ó menor liber-
tad de  sus costumbres, exigían mas ó me-
nos en  las sumas donadas. Entonces comen-
zó también á usarse la palabra arrns en
equivalencia de la de dos, usada constaote-
mepte,  sin duda como observa Marina, por-
que  la  dote era como acra y prenda segura
del futuro matrimonio, y porque á conti-
nuación del otorgamiento de las tablas do-
tales entregaba el esposo á la esposa el ani-
l lo  ó arra con que se indicaba la próxima
unión y lazo matrimonial. El fuero de Cuen-
ca  redujo la dote á veinte maravedises de oro,
y el de  Molina permitió dar ademas cuarenta
mesuras de vino é un puerco é siete carneros é
cinco cahíces de trigo. El Fuero de  Oviedo
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larnrn tai» prawenliwn quo>fi fnhtrorvi* qtút
per hmia defis ¡ibeilunt dono tuprudictee Va 4

Uncid spo*3d mete deaimam portel* mottmn*
rerum tam mobilium quam irpnobüium...

Así llegaron -las cosas hasta la época des-'
tinada por el corso de  tos acontecimientos
para establecer el orden en la legislación
y dar unidad al derecho ; objetos impor-
tantes que babia sido imposible conseguir
en los tiempos anteriores. El Fuero Real
publicado , como es sabido, para preparar
la Opinión y tas voluntades de los pueMos
en favor de  una legislación general y uni-
forme, no pudo olvidar la materia de  qué
nos ocupamos pira imprimir en olla l a  re-'
guiaridad conveniente. Fijó en  primer lu-
gar la  cuota de  las arras, disponiendo que
nadie pidiera dar mas de  la décima parto de
sus bienes; facultó M marido pobre para
ofrecerlas sobre sus bienes futuros; vedó al
esposo disponer dé Jas arras aun ron el
consentimiento de  la’ rhuger determinó
los derechos que esta adquiría sobre los
bienes donados, y finalmente, castigó ó
la muger adúltera con la pérdida de las ar-
ras , si el marido tenia por conveniente pri-
varla de ellas.

El código de  las Partidas, destinado á or-
denar todas tas materias comprendidas en
la inmensa esfera del derecho , no podía ol-
vidar tampoco ana tan usual y común , que
por su naturaleza puede contribuir eficaz-
mente á mantenér la felicidad conyugal. En
tal concepto consagró algunas leyes- á éste
asunto, siendo el objeto principal de las
disposiciones que contienen resolver cier-
tas dudas suscitadas en el terreno de la ju-
risprudencia después de la publicación del
Fuero Real. As í ,  por ejemplo, el legislador
don Alfonso sancionó la pena de perder Tas
arras, impuesta por el Fuero de tos legos, á
la muger viuda que contrajese nuévo matri-
monio antes del año;  así estableció la re-
serva de- Jas arras á favor de  los hijos del
primer matrimonio , cuando la viuda pasa-
se á segundas bodas ; así también ordenó
que las arras dadas por los padres á alguno
de sus hijos se le  imptrláran en la parte que
de la herencia paterna debiera percibir;

así , en fin , creyó deber introducir é intro-
dujo en efecto, algunas modificaciones m
órden á la pérdida de  las itrai para el caso
de adulterio previsto ya por h legislación
del Fuero.

La relajación consiguiente á la turbulen-
cia de  la época; acaso los recuerdos del
tiempo anterior en  que estuvo vigente el
Fuero viejo de  Castilla , ó mas bien la toar-
cada influencia de  las mugeres que tanto «e
hizo sentir en las costumbres , produjeron
al fin un abuso notable en  esta parte. Los
hambres no se limitaron ya  á dar en arras la
décima parte de su patrimonio, y el espíritu
de sutileza que distinguió á los jurisconsul-
tos de  aquella edad encontró -medios de co-
honestar tan patente violación dé la ley, ya
001 la renuncia de ella , ya con el juramen-
to, ya con la doble concesión de las dona-
ciones esponsalicias. A remediar este mal
tan grave se dirigieron las disposiciones
adoptadas en  las Córtes de  Toro,  con rela-
ción á este asunto. En ellas se prohibió ex-
presamente la renuncia de  la ley del Fuero,
que prohibía ál marido dar en arras mas
de  la décima parte de  sus bienes, se orde-
nó que cuando en un casamiento intervinie-
sen arras y donación esponsalicia de parle
del esposo á la esposa húbiera de elegir h
muger ó sus herederos una de las dos con-
cesiones, y finalmente consignando el do-
minio de  las mugeres sobre las arras, se
pusieron en consonancia los derechos de
esta y de sus sucesores, con los derechos
hereditarios establecidos en  aquella misma
legislación. Aun estas medidas no fueron
bastantes para corregir el abuso introducido
en punto á la exorbitancia de tas arras:
siendo ineficaces la renuncia y c! juramen-
to, se  acudía al recurso de  obtener dispen-
sación de  la ley en la cámara 'de Castilla
para infrinj irla, y este nuevo abuso llegó i
tal estremo, que en época muy reciente, en
él reinado del señor don Felipe IV, se

adoptaron nuevas y mas severas disposi-
ciones para’impedir á toda costa su conti-
nuación. Tal es la série de  las que han re*
gido y rigen en la actualidad sobre esta
importante materia , cuyos pormenores
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eso decían las leyes del F fiero Real. «Ted»
h’orae qué casare...» «Cuando el borne que
casare diere arras.» La ley de Partida pro-
poniéndose esplicar lo que era dote, dona
cion y ana ,  dijo: «é lo que el varón da á la
mugerpor razón de casamiento es llamado
en latín donalio propler nupltat , que quiere
tanto decir como doaacion queda el varón
á la muger por razón de que casa con ella:
é tal donación como esta, dicen en España
propiamente arras.» De manera que equipa-
rando, aunque no con absoluta exactitud,
según diremos después, las acras y las do-
naoiones propltr *Hptúu t vino á reconocer
que las primeras soalas donaciones del es-
poso á la espesa por razón del casamiento,
sin otra consideración alguna esencial.
. Confirma este juicio el contesto de la ley
87, tít. 18, Part. 3,  en el cual al redactarse
la  carta de laa arras, únicamente se dice que
déba y oíorpuha e» deudcio» por ratón dé  ca-
AflmiMto, etc., y claro es que si el concepto
fundamental de las arras hubiera sido la re-
compensa de alguna de las cualidades per-
sonales de la esposa. Ja ley no hubiese omi-
tí flo esta circunstancia a) presentar la fór-
mula escrita de semejante donación. El mis-
mo Grog. Lop. asegura francamente en
uno do te* comentarios á la ley ! ,  tít. 11,
Part, 4, que las palabras t» homnem rir-
giniutí» que solían poner los escribanos
en Jas cartas dótales, no se conocían en
la tey .

Parécenos, pues, que la consideración
esencial y k causa impulsiva de las arras
debemos buscarlas -en el  matrimonio yen  e l
final  la mente social de (pie la muger tenga
tos medios suficientes para vivir con el de-

. coro correspondiente en el estado de viudez;
por consiguiente que estas no son otra cosa
mas que la donación ofrecida ó entregada ó
la esposa por el esposo en consideración al
matrimonio que se proponen celebrar. Otra
cosa es  que algunas veces puedan influir en
el ánimodel novio para determinarle á otor-
gar semejante promesa, 6 para ser mas ó
menos generoso, la nobleza, la juventud ó
alguna otra de las cualidades que indkan
los autores; mas de aquí no puedo inferirse

ARRAS.
vamos á examinar en las siguiente» servio - .
nes,

SECCION II.

DE LAS ABRAS EN GENERAL* SU CARACTER ¥

NATURALEZA.

Es tan coman y uní Forme entre los co-
mentadores de nuestro derecho la inteli-
gencia que se dá a la palabra arror, consi-
derada en el sentido de este artículo , que
apenas se  hallará uno desde loe mas anti-
guos hasta nuestros contemporáneos qu« no
emplee los mismos. términos para definirla.
Uno de  ellos , muy moderno y docto cierta-
tamente, don Sancho de Llamas* en sus co-
mentarios á las leyes de Toro, reasumiendo
la doctrina de aquellos escritores en este
punto* dice: «Las arras* según el derecho
«nacional, y la práctica generalmente ceci-
■ bida en  España, y atestiguada por loa av-
alores, es la donación que el esposo hace á
»ia esposa antes ó después de -contraído el
«matrimonio en recompensa de su virgini-
dad ,  honestidad, juventud, ó de suuoble-
■za ó de otra cualquiera prenda personal;
«de forma que viene á ser en realidad una
■donación que el esposo hace á la esposa
■en remuneración y agradecimiento de
■cualquiera de las cualidades que se han
�indicado.»

Sin embargo del respeto qué nos mere-
cen este  escritor y todos aquellos á quienes
ha seguido, no vacilamos en decir que I*
naturaleza y esencia de las arras no se de-
terminan por esa; idea de remuneración y
agradecimiento de  cualidades personales
que  suponen, los autores, y por consiguien-
te que  su definición no es  conforme al con-
cepto fundamental y característico que re-
salta en nuestras leyes.

En  la legislación antigua ya hemos visto
que  las arras no eran otra cosa que la dote
conferida por el esposo á la esposa, ya para
honrarla con mayor consideración durante
el  matrimonio, ya para asegurar su decoro
y subsistencia si le sobrevivía. La entrega1

ó la  promesa de las arras no envolvía otra
consideración que la del matrimonio; por
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que e l  carácter distintivo y esencial de  las
arras sea remunerar, ni estas cualidades,
que  al fin pueden ser apreciadas, ni menos
otras que no son susceptibles de  semejante
apreciación. Las arras son siempre el asun-
to de  un contrato que se celebra entre los
esposos ó entre las personas que los repre-
sentan legalmente; y no hay por consecuen-
cia otra causa reconocida y ostensible del
derecho y de  la obligación que se derivan
de  ellas, sino el consentimiento reciproco
de los contrayentes; es decir, la  donación
de  uno y la aceptación del otro. Así dice
Alvaro Velascoen sus Consultas, que según
las leyes ¿ ninguna causa determinada pue-
de  atribuirse la promesa de  las arras, y du-
da que  seden-en recompensa de  la dote, vir-
ginidad ó nobleza; así convienen todos en
que pueden darse ó prometerse á la.viudá,
á la que no sea jóven ni reuna ninguna de
las expresadas cualidades; y así finalmente
asegura Acevedo en sus comentarios á la
ley 31 de  Toro, que aun en el caso deque
las arras se hayan prometido por vio de  re-
muneración, aun entonces se dan por causa
de  donación.

Dé lo  dicho se infiere que son indispen-
sables dos condiciones para la existencia de
las arras. Primera: que la donación se  haga
del esposo a la esposa, porque de  lo con-'
Icario aquella seria. dote, no arra. Segunda:
que se  haga por cansa y con ocasión del  ma-
trimonio, porqneno existiendo este seria una'
donación común ó un acto de  mera y pura
liberalidad de  parte del donante, infiérese
también que las arres son una. donación por
causa y no simple y voluntaria; por consi-
guiente que hay siempre acción para exigir
el cumplimiento á todas las personas obli-
gadas á la realización de  los derechos que
son consiguientes á ella.

Las arras, como puede ya comprenderse,
se  diferencian de  la dote,  déla donación por
casamiento, según la entendemos hoy, de
la donación esponsalicia, y de  la antigua
donación propter nupltas, tai como la cono-
cieron los romanos y la adoptó la legisla-
ción de  las Partidas.

Se  diferencia esencialmente de  la dote en

que esta se dá por la muger al marido, y
no se adquiere sino de  cierto modo por es-
te. Difiere de  la donación por casamiento,
cual hoy la conocemos, en que esta se hace

Ipor  los padres á sus hijos, á fin de que pue-
dan proporcionarse una situación mas de-
corosa después de  casados. Se  aparta tam-
bién de  la donación esponsalicia, porque
si bien es verdad que  esta se hace como las
arras por el esposo á la esposa, y con la con-
dición virtual de  que so verifiques) aatri-

I monio, consiste solamente en alhajas, ves-
[ tidos y otros objetos de esta especie, que se

dan á la esposa para su  adorno y lucimien-
to, no podiendo esceder su  importe de la
octava parte, de  la dote aportada porlamn-
ger al matrimonio. Ultimamente, no puede
confundirse tampoco con la antigua dona-
ción propter NkpCiar, cual la conocieron los
romanos, aunque en este punto no sea tan
constante la opinión de  los autores.

Pariadorio en  la  Dif. i 23  sostiene contra
■ respetables jurisconsultos, que deben con-

siderarse como una misma cosa ambas do-
naciones; pero no dá mas razón para ello

que el testo antes citado de  la  ley de Parti-
da, que dice hablando de  esta última: «E
tal donación como esta, dicen en España
propiamente arras, y moteja fuertemente
á dichos escritores: nam loquu*lnr adterttx

lege* regiam n i  necesario nobit oblempt-

ra*d*m eM. La verdad es que una y otra
donación, la primera tal como se  predica y
se ha practicado en  España , y la segunda
tal cual la camaoNron los  .— y la defi-
nieron las Partidas, tienen muchos pantos
de  contacto; pero que aparte de  alguna otra
diferencia menos importante que pudiéra-
mos advertir, difieren en que las arras se-
dan para que la mnger y sus hijos ó here-
deros las adquieran y dispongan de ella?
como auya» , y la donación proptar npim
era una especie de  compensación y garantía
de la dote de  la mnger: la primera se hacta
de esta pasando á ella el dominio de los

bienes en que consistía, y la donación prop-
ter nupíiag volvía al marido ó á sus herede-
ros disuelto el matrimonio.
, Hemos dicho que en el dia la oonxtitucioa
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herederos ganen todo lo que la hubiera da-
do el esposo, «no habiendo arras» lo cual
prueba que no es indispensable la promesa
de semejante donación.

SÍ el esposo es menor, puede también ve-
rificarla; pero si las arras consisten en bie-
nes inmuebles no podrá celebrar el contra-
to sin la intervención de curador que lo
represente y legitime el acto y sin la licen-
cia judicial y demas requisitos que deben
precederá la enagenacion de aquella clase
de bienes. Si hubiese dado las arras sin es-
te requisito el acto quedará sujeto á todos
los efectos de la restitución in intejrúm.

Puede también ofrecer arras á nombre del
esposo su padre, como lo estableció expre-
samente la ley del Fuero Real, «é si el padre
»ó la madre quisiere dar arras por su fijo
»no puede dar etc.,» y lo comprueba la 3 ,
título 15, Parí. 6 ,  cuando dispone «que la
�dote ó el arra ...... que el padre diere en
�casamiento á alguno de sus hijos ......  » En
este caso el padre queda obligado á todas
las consecuencias de su compromiso, y re-
sultan dos efectos notables: Primero, que la
muger tiene su acción espedita contra el
padre del esposo para que haga efectiva la
promesa. Segundo: que la cantidad de los
bienes que el padre hubiera dado en con-
cepto de arra por alguno de sus hijos se de-
be imputar á este en parte de su legitima,
recibiendo en su virtud tanto menos de ella
cuanto importare la donación. Así lo declara
la citada ley de Partida que á continuación de
las palabras anteriormente trascritas, aña-
de: «se debe contar en la parle de aquel á
«quien fue dada.»

Pueden asimismo ofrecer arras (y de  ello
se encuentran algunos ejemplares en la
práctica) el esposo y su padre de consuno.
Si ambos hiciesen el ofrecimiento de can-
tidad determinada serán responsables á su
cumplimiento los bienes de uno y otro. Así,
por ejemplo, si el esposo muriese antes que
su padre y la cantidad prometida no cupie-
se en la décima parte de sus bienes, satis-
fará la suma que falte el suegro do sus
propios bienes, toda vez que se obligó por
completo conjuntamente con su hijo.

de Tas arras es objetó de un contrato celebra-
do entre los futuros esposos ó entre las per-
sonas que los representan Este contrato
puede efectuarse en las capitulaciones ma-
trimoniales ó en escritura separada, y en
uno y otro caso el novio puede ofrecer, ó
una cantidad determinada que debe espre-
sarse, ó bienes raíces que debe también de-
terminar con sus linderos y señales, indi-
cando. que tanto la primera como los se-
gundos caben en la cantidad que por este
concepto le permiten dar las leyes.

Según la ley que dejamos trascrita en su
oportuno lugar, el escribano ante quien se
otorgaren semejantes contra los tenia obliga-
ción de dar cuenta de ellos á la justicia.de!
lugar donde se celebraban y el escribano de
ayuntamiento de cada lugar debia tener un
libro donde se lomara razón délos mismos;
pero estas disposiciones desgraciadamen-
te han caído en desuso. Decimos desgra-
ciadamente , porque habiendo sido opi-
nión tan generalizada en España que la mu-
gar tiene el derecho de tácita hipoteca en
los bienes de su marido para el cobro de las
arras, la falta de aquellos registros daba lu-
gar á fraudes y ocultaciones en perjuicio
gravísimo de los acreedores del marido.

SECCION 111.

QUIÉN PUEDE DAR ARRAS , CUANDO ¥ DE QUÉ

BIENES.

desposo es la persona que se presenta en
primer término ai hablar de lasque tienen
aptitud legal para ofrecer estas donaciones.
¿Pero tiene hoy día obligación de hacerlo?
Febrero indica en su Librería de jueces que
hay la opinión bastante común cutre gente
poco instruida de que el novio tiene obliga-
c ión  de dar arras ó sea dedotar á la novia, y
s i  es  así no puede darse una opinión mas
infundada. Ya hemos indicado en otra par-
te que las leyes del Fuero real no imponían
semejante deber; antes al contrario, una de
e l la s  dice: «Cuando el que casare diere ar-
aras,  etc.» Pero la ley de Toro removió
cualquier duda que pudiera quedar en la
materia, disponiendo que la rouget, y sus

TOMO III.
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Finalmente, puede dar las arras un es-

treno, y en tal caso, ó puede también entre-
gar desde luego al esposo las cosas en que
consista la donación hecha ¿la esposa ó pue-
de entregarlas al padre de aquel, si está ba-
jo de sú potestad. Este último caso es el
previsto en la ley 6,  tít. 18, Part. 6 ,  que
dice: «dote ó arra, seyendo dada de otri al
�padre por razón de casamiento de un fijo
>6 fija,* y en este concepto dispone que las
arras sean esclusivamente del hijo ó hija
á favor de quien sé hubieran dado , sin
que tengan participación los demás her-
manos.

En cnanto al tiempo hay gran diversi-
dad de pareceres entre los escritores de
nuestro derecho, por cuya razón y por la de
que nuestra opinión difiere de la mas co-
mún entre ellos vamos á examinar con al-
guna amplitud este punto.

La opinión mas general, Ja "que siguen
escritores no vulgares de nuestros dia# es
que las arras pueden ofrecerse, no solo al
tiempo del casamiento, sino durante el ma-
trimonio y en cualquiera época de él. Pres-
cindiendo de los escritores antiguos, hare-
mos mención de Escriche, que en su dic-
cionario afirma que esta donación ó prome-
sa puede hacerse antes ó después de cele-
brado el matrimonio, pues que no es dona-
ción simple, sino propier nuptias, y cita la
autoridad de Antonio Gómez y Covarrubins,
que asilo escribieron. Grcg. Lop., descon-
fiando de poder sostener con bnen éxito esta
opinión se atrevió á separarse de ella hasta
cierto pimto,pero preocupado con úna consi-
deración queél espone, juzgó que solo podría
admitirse en un caso dado , á saber, aquel
en que el arra ofrecida constante el matrimo-
nio fuese altamente remuneratoria. Ideo forte
pradicta oonclusio proederet guando nobili-
tas uxoris vel mogniltuio dotis ejus, vel afta
canta probabitis ifnpelleret maritum constan-
te matrimonio ad  islam donationem arrarum
et non alias, tí  omnino saperet meram ínter
conjuges donationem. Algunos escritores, en-
tre ellos Rodrigo Suarez , considerando ge-
neralmente la cuestión , ponen en duda la
validez del arre constituida durante el ma-

trimonio; pero afirman que sin el menor es-
crúpulo puede y debe sostenerse cuando la
mugef sobrevive al marido, fundándose en
que por la muerte de este se confirmaría la
donación, aunque fuese inválida al princi-
pio. Esta opinión, que tiene poca importan-
cia de suyo, la refuta juiciosamente Molina
en su tratado de Jttsi. e t Jur . ,  manifestando
que las arras no se entregan á la muger en
vida del marido, y para que la donación de
este á aquella se confirme con la muerte del
donante es necesario que haya precedido
la tradición. Aun Febrero consigna nnaopi-
nron diferente de las anteriores, y al pase
que asienta que el marido ó esposo puede
ofrecer arras á su esposa ó muger antes de
contraer matrimonio, añade que puede au-
mentarlas después , si ella aumenta su
dofe.

Los fundamentos que alegan los sostene-
dores de h opinión primera y los que acep-
ta Greg. Lop. para justificarla suya nos pa-
recen tan insuficientes que, á pesar del res-
peto que debe inspirarnos una doctrina de-
fendida por los primeros comentadores de
nuestro derecho, no podemos dejar de apar-
tarnos abiertamente de elha. Preocupados
unos con la identidad y otros con la gran se-
mejanza que creyeron ver entre las arras y
las donaciones propter nup t ia s ,  dedujeron
de lo dispuesto con relación á estas en el
derecho civil un argumento, que llevado
después de boca en bocay de libreen libro,
bastó para formar esa creencia tan general
que hemos indicado. Las donaciones prtpter
nuptias,  se  dijo, pueden hacerse constante
el matrimonio: luego constante el matrimo-
nio pueden hacerse también fas arras. Pero
¿cómo no observaron jurisconsultos tan
ilustrados que entre una y otra clase de do-
naciones hay una diferencia tan esencial
que hace imposible Inaplicación del argu-
mento? Bastaba advertir que en la donación
propter nuptias los bienes volvían al marido,
disuelto et matrimonio, y ea las arras se ha-
cen absolutamente dé la muger y sus here-
deros; lo cual persuade claramente que la
primera no puede considerarse, rigorosa-
mente hablando, como una donación entre
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marido y muger que empobrece al donante
y enriquece al donatario, al paío que la se-
gunda presenta' este carácter con toda pro-
piedad. El mismo Grcg. Lop. , haciéndose
cargo de la doctrina de estos escritores, re-
lativa á que los principios del derecho co-
mún, concernientes á las donaciones prop-
ler nupiias, tienen aplicación á las arras, la
rechaza, diciendo que la primera mullum di-
ferí ab  isladatione urrarun», lo cual es exac-
tísimo y la diferencia tan grave y esencial
que, como hemos dicho, es imposible la
aplicación del argumento fundado en la
completa analogía.

El mismo Grcg. Lop., que desconfía mu-
cho deeste argumento, dá grande importan-
cia al que deduce de la ley 87, til. 18, Par-
tida 3,  la cual al formular la escritura de
las arras, dice: «Dona Teresa su muger,»
y mas adelante: «de manera que ella é los
fijos que ovieren ambos de consuno» de
donde infiere que las arras, cuyo, otorga-
miento se poní aquí por ejemplo, se ofre-
cieron durante el matrimonio. Pero tampo-
co  echó de ver el célebre comentador de las
Partidas , que no se trataba en esta ley de
un  otorgamiento de presente, sino de una
promesa anterior al acto que venia ú solem-
nizarse después del matrimonio. Así dice la
ley: «Sepancuantos esta carla vieren, co -
mo  Joan García dió é otorgó en donación
por razón de casamiento.» Y luego añade:
«E prometió é otorgó el sobredicho Joan
García....... é otorgole poderío de tomar la
tenencia ...... é todas estas cosas, ¿cada una
de  ellas, prometió Joan Garcia, etc.»

Otro escritor pretendió probar la doctri-
na  que vamos combatiendo, suponiendo
que la ley i ,  t it .5,  lib. 3 del Fuero Real,
dispuso que el marido no pudiese dar en ar-
ras á su muger mas de la décima parte de
sus bienes; pero prescindiendo de que el
uso de la palabra marido en el presente ca-
so no podría tener tanta importancia que
por sí sola fuese bastante para resolver la
cuestión en aquel sentido, hay la notable
circuntancia de que la ley no emplea seme-
jante palabra. «Todo homc que casare» es
lo  que dice la ley,  y ciertamente que de es-

tas palabras es de donde puede y debe de-
ducirse un argumento concluyente en sen-
tido opuesto ; argumento tan obvio que no
se ocultó á la penetración de Greg. Lop.,
como lo dió á entender por las siguientes:
�guia LL .  Fori 1 el 2 ,  vídentur velle ul dalia
arrarum vel sallem promissio debeal feritem
pare contradi malrimonii.

Ni podia dejar de ser así ,  y para conven-
cerse de ello bastaría recordar lo que fue es-
ta donación en los tiempos mas antiguos de
que hemos hecho mención , lo que vino á
ser después ya en la esfera del derecho, y
lo que ha sido y es en los últimos períodos
de la legislación. Léase lo que á este pro-
pósito hemos espucslp en la sección prime-
ra , y teniendo presentes las antiguas cos-
tumbres de los pueblos godos se compren-
derá claramente cual podría ser la tenden-
cia de las leyes del Fuero Juzgo. En su
contesto, así como en su letra las del Fuero
Real , siempre se refirieron al hombre que
casare; las leyes de las Partidas reconocie-
rpn constantemente cu las arras una dona-
ción ejecutada por razón y con motivo del
casamiento, y esa misma inteligencia se
desprende de las disposiciones contenidas
en las de Toro. A parte de todas estas razo-
nes , examínese la índole de la donación
misma, y se hallará que las arras prometi-
das durante el matrimonio, en su esencia y
en su. genuino y legitimo resultado, no se-
rian otra cosa mas que una donación de
marido á muger , en que esta quedaría evi-
dentemente beneficiada, y aquel no menos
evidentemente perjudicado. El primero y mas
notable efecto del establecimiento de las ar,
ras, como diremos mas adelante, es tras-
ferir á la muger y á sus herederos el domi-
nio de las cosas donadas; por consiguiente,
el resultado de esta donación otorgada du-
rante el matrimonio seria el que se ha e s -
puesto, y eso está prohibido por la ley co-
mo es sabido, de una manera la mas termi-
nante que puede concebirse. Las palabras
no varían jamas la esencia y naturaleza de
las cosas, y si está prohibido severamente
bajo el nombre de donación ese acto de li-
beralidad en que el marido se desprende de
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parle de sus cosas para conferirlas á su mu-
ger , la razón y la lógica no pueden admitir
que se permita y autorice bajo el nombre
de arras. Lo que está prohibido por una vía
no puede entenderse permitido por otra,
dice un principio de derecho, y en el caso
presente resultaría el absurdo deque la ce-
sión se prohibía por un medio y se legiti-
maba por otro. Por último , si la ley ha sido
tan severa y eficaz en prohibir esos actos
porque pueden corromper la moralidad de
los casados, y sacrificar la ventura y la paz
de la unión conyugal á la seducción y á las
pasiones , si ha presidido á esa prohibición
un 4in- tflh ‘ recomendable y provechoso,
¿cuál serta lá obra de la ley si hubiese de-
jado en pié la ocasión de producir por Ciros
medios los mismos peligros y los propios
males? Convengamos, pues , en que la ley
que ha prohibido y anatematizado las do-
naciones entro los casados, no puede auto-
rizar las arras otorgadas durante el matri-
monio , y por consecuencia en que no es
admisible la doctrina de los que piensan
que esta donación puede verificarse durante
ese período de tiempo.

Las arras se conti luyen por lo común so-
bre una cantidad determinada , aunque
machas veces también se hacen sobre bienes
raíces. En el primer caso, si las otorga el
padre del esposo, ó cualquiera otro en su
nombre , debe entregar desde luego la can-
tidad objeto de la donación para que pase á
manos de aquel y produzca los efectos pe-
culiares de su naturaleza. En el segundo
pueden darse las arras sobre una finca* de-
terminada indistintamente sobre todas las
que poseo el donante, cri cuyo supuesto
cuando la donación la hiciese cualquiera á
nombre del esposo debe entregar desde luc*
go la finca ofrecida ú otras de su haber que
llenen el importe de la donación. Pueden
también prometerse las arras en (i) los me-
jores y mas bien parados bienes que tenga
el donante, en cuyo caso se entiende hecha
en los términos que espresaremos en la sec-
ción sesta.

Es permitido al esposo ofrecer arras á su

(1) Líb. 3,  UL S, cap. 1i, í.

esposa, no solo de los bienes presentes, si-
no también de los que adquiera ó pueda ad-
quirir en adelante. En este caso valdrá la
promesa, y aquel quedará obligado en tan-
to cuanto importe la décima parte de los
bienes que entraron en su poder hasta su

I
fallecimiento. Asi lo dispuso la ley 2, til 2,
lib. 3 del Fuero Real que está en obser-
vancia.

Asimismo puede ofrecer arras el esposo
| sobre cualquier renta, encomienda, pen-

sión vitalicia, usufructo ú otro aprovecha-
miento que disfrute , ¿ la manera que po-
dían ofrecerse antes de la estincion de los

Imayorazgos sobre las rentas y productos de
estos. En cualquiera de  dichos casos la
práctica autorizada consiste en capitalizar
la renta ó aprovechamiento como se dispone
en el derecho respecto del censo vitalicio
personal , quedando constituida el acra so-
bre la décima parte de este capital. Asi, por
ejemplo, si la renta, usufructo ó pensión vi-
talicia importare diez mil reales, y el espo-

Í so ,  según su edad y circunstancias , puede
vivir diez años, se sacará el capital de cien
mil reales, y deduciendo de ella la décima,
que son diez mi l ,  será esta la cantidad que
pueda prometer el esposo á la esposa por vis

R de arras. Excusado es advertir que si el pri-
mero no viviese todo el tiempo que se lomó
por base para esta computación, lacanlidad
calculada deberá rebajarse á proporción
del tiempo quc.no haya llegado á trascurrir.

SECCION IV.

DE LA CUOTA DE LAS AURAS.

Ya queda indicado en las secciones ante-
riores que el importe de las arras no puede

Iesceder en ningún caso y bajo ningún con-
cepto de la décima parte de los bienes. Asi
lo dispusieron diferéntes leyes y así lo or-
denó por ultimo la ley 50 de Toro en los
términos mas espítelos é indudables. La re-
gulación de esta décima , lasa y limite de la
donación , puede ofrecer alguna dificultad
en ciertos casos, que por lo mismo es nece-
sario determinar.
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lltud que pueda haber en la  aplicación de
estos principios á la presente cuestión.' Es
cierto, añade, que siempre debe presumirse
que el que contrae no quiere gravarse sino
en lo menos que pueda, y que ,  por consi-
guiente, toda obligación dehe mas bien en-
tenderse Restrictiva que ostensivamente.
Estos axiomas de derecho son unas reglas de
buena interpretación que se aplican á Jos
casos en que se duda cuál fue la voluntad
de los contrayentes al tiempo de celebrar
el contrato, cuál era entonces la idea que
el uno se formaba de la obligación que se
imponía y cuál Ja del otro sobre el derecho
que usaba. Mas cuando un esposo prometió
en arras á su esposa diez, veinte, treinta
mil reales ú otra cantidad cierta y determi-
nada, ¿puede caber duda, concluye dicien-
do, sobre la estensíon de su voluntad acer-
ca déla oferta? Si entonces no tenia bienes,
ó la décima de los que tenia no era suficien-
te para cubrir el importe de las arras, ¿se di-
rá que se celebraba un contrato ilusorio,
que el esposo se burlaba sériamente de la
esposa, y qué esta, que tal vez no condes-
cendió en casarse sino en vista de la prome-
sa, ha de ser víctima de un engaño? La
otra razón espuesta por el mismo escri-
tor á quien nos referimos se deduce de los
principios generales del derecho en materia
de promesas y obligaciones. Pareciendo,
dice,  citando la ley 4 ,  tít. 4,  lih. 40 dé la
Nov. Recop., que alguno se quiso obligar á
otro por pronfision ó por algún contrato, ó
en otra manera «sea tenudo aquello que se
obligó,» de donde se infiere que el esposo
que ofreció á la esposa en arras una canti-
dad determinada sin consignarla en bienes
presentes ó futuros, debe á su tiempo sa-
tisfacerla, en cuanto no esceda de la cuota
fijada por la ley.

Hemos dicho que estos fundamentos no
nos parecen decisivos, y en efecto, no pue-
den serlo, al menos en nuestro sentir, cuan-
do se  trata de una donación absoluta que el
mismo esposo refiere al tiempo presente, es
decir, á la época en que la ejecuta, y enton-
ces mismo produce todos los efectos peculia-
res de su naturaleza. Téngase presente que

Vahemos dicho que el esposo puede ofre-
cer una cantidad determinada en concepto
de arras á su esposa. Si ofreciere cantidad
determinada , espresando que si no cabe en
la décima de los bienes que al presente po-
see se le dé de los qnc en lo sucesivo ad-
quiera , valdrá la donación según la doctri-
na generalmente recibida cabiendo en la
décima de los bienes del esposo en cual-
quiera de las dos épocas indicadas; pero si
el esposo ofreciere simplemente nna canti-
dad determinada , sin mas espresion, hay
divergencia de pareceres entre los escrito-
res sobre la validez de esta donación en el
caso demuela cantidad donada no quepa en
los bienes que le pertenecen de presente.
Algunos , ó de seguro los mas , opinan que
si la cantidad determinada que es objeto de
la arra no cabe en la décima de los bienes
que disfrutaba el esposo al tiempo de la
promesa será nula en el esceso , * así como
también juzgan que serán nulas las arras
ofrecidas por el esposo si al tiempo de con-
signarlas carecía de bienes en su totalidad,
considerándose dicha donación comosi no se
hubiera constituido, aun cuando después
hubiese adquirido el donante suficiente por-
ción de dichos bienes. Otros por el contra-
rio, creen que las arras serán válidas y
producirán todos sus efectos en uno y otro
caso, cabiendo la cantidad ofrecida en la dé-
cima parte de los bienes que adquirió el
donante después. '

La razón que alega Febrero, reasumiendo
las de los antiguos comentadores, para pro-
bar la opinión de los que defienden la in-
subsistencia de las arras, se reduce á que en
los contratos siempre se presume que cada
uno quiere gravarse, y á su heredero, en lo
menos que pueda, y á que las obligaciones
no se deben ampliar fuera de la voluntad de
los contrayentes ni interpretarse en su de-
trimento con ampliación sino con restric-
ción.

Escriche en su diccionario defiende la
opinión contraria y se  funda principalmente
en dos consideraciones que á nosotros no
nos parecen decisivas. Yo no comprendo
bien, dice el citado escritor, cuál es la exac-
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en el caso de la cuestión el esposo promete
en términos absolutos una cantidad deter-
minada, cien mil reales, por ejemplo, que
no caben en la décima parte de sus bienes..
En aquel mismo momento la donación pro-
duce todos sus efectos; desde aquel instante
empieza á existir; desde él se trasmiten los
derechos y las obligaciones consiguientes, y
desde él mismo, en fin, adquiere la esposa
el dominio que sobre las arras puede ad-
quirir según las leyes. No puede compren-
derse, pues, ó al menos nosotros no com-
prendemos, cómo esta donación queenel ac-
to de ejecutarse ha producido todos sus efec-
tos y trasmitido los derechos indicados en
la parte que permite la ley, es decir, en la ;
parte que cabe en la décima de los bienes
del esposo, pueda venir á ampliarse y es-
conderse después á una cantidad mayor,
cuando es la donación ó promesa de arras
nn hecho ya consumado desde el momento
de su constitución. Verdad es que cuando
el esposo ofreció diez, veinte, cuarenta ú
otra cantidad determinada no puede caber
duda sobre la estension de su voluntad acer-
ca de la oferta; pero no basta que su volun-
tad acerca de la oferta sea indudable: es ne-
cesario ademas que sea lícita y justa y que
no escoda de los límites prescritos por la ley,
lo cual se verifica ofreciendo ó consignando |
una suma que esceda la décima indicada.
Si bastara la certeza de la voluntad del. es-
poso acerca de la oferta, podrid legitimarse
también la que hiciese superando los límites
de la décima, aunque después no adquirie-
se bienes. Estas mismas consideraciones
persuaden, en nuestro juicio, que tampoco
tiene aplicación el segundo argumento que
ya hemos enunciado, porque si bien es  verj

dad que la ley, formulando la obligación in-
herente á la naturaleza de las convenciones,
exije el cumplimiento de lo que se ha pro-
metido, esta disposición legal supone tér-
minos hábiles en la promesa. Si la promesa
es  ilícita, contraria á derecho ó á las buenas
costumbres, nadie podrá invocar la pres-
cripción de la ley para reclamar su cumpli-
miento: del mismo modo que si alguno ha-
ce una promesa escesiva, obligándose en

mas dé lo  que la propia ley permite, tam-
poco podrá revocar la disposición legal, por
muy sagrada y recomendable que sea, en
otros casos y en distintas circunstancias.
Creemos, pues, por estas y otras considera-
ciones que omitimos para no hacer difusa
esta materia, que debe seguirse la doctrina
de Febrero, con la cual están de acuerdo
casi todos los comentadores de nuestras an-
tiguas leyes.

El otro caso que puede ocurrir en la cons-
titución de las arras es que el esposo, en
voz de ofrecer una cantidad determinada á
su esposa, le consigue la décima parte de
sus bienes. Si el esposo hiciese la consigna-
ción en estos términos sin .mas espresion,
juzgan algunos escritores, entre ellos Escri-
che, que valdrán las arras en la décima
parte de los bienes que poseía al tiempo de
otorgarlas, y que si entonces carecía de
ellos, la equidad exije que valgan en la de-
cima parte de los que adquiriera después y
posea ai tiempo de la disolución, toda vez
que no deba suponerse que el esposo hiciera
¿.su esposa aceptar una oferta que sabían
había de ser ilusoria. Si el esposo ofrece la
décima parte délos bienes presentes, claro
es que las arras valdrán en lodo lo que im-
porte la décima parte de los bienes que á la
sazón le pertenezcan.

La prohibición de dar en  arras mas de la
décima parte de los bienes subsiste y debe
observarse, aun cuando el donante renun-
cie ía ley. Por consiguiente, si el esposo hu-
biere donado á su esposa en concepto de
arras una cantidad que escediere de aque-
lla cuota, mediando dicha renuncia, esta
será ineficaz y el acra nula en cuanto esce-
da de la decima. Así lo dispone la ley 50 de
Toro, añadiendo: «E si se renunciare (la ley
�del Fuero) no embargante la tal renuncia-
c ión  lo contenido en la dicha ley se guar-
»de y ejecute.» Y tan grave fue la prohibi-
ción de esta ley, que condenó á la pena de
perdimiento del oficio de la escribanía al
escribano que diere fé de algún contrato en
que interviniera semejante renunciación,
añadiendo aunque de allí en adelante no pue-
da usar de dicho oficio, sopeña de falsario.
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�el juramento en los contratos que para su
■validación se requería, y asimismo que no
�interviniese en los compromisos y contra-
eos de dotes y arras... y así lo declaramos
»y queremos que quede en libertad á los
�contrayentes que en tales contratos pue-
»dan jurar, y los dichos Escribanos y No-
otarios puedan tomar los contratos con ju-
■ramento sin incurrir en péna alguna.» La
razones porque esta ley habla de! contrato
de arras, considerándole como válido y sub-
sistente, y cuando no contiene un vicio
esencial que lo anula, como sucedería en
el caso de haberse donado mas dé la décima
parte de los bienes. En ése concepto, per-
mite la ley Recopilada que pueda confir-
marse el contrato dé arras con juramento,
teniendo presento, según observa Acevedo
en el comentario á dicha ley, que era la 12,
tit. 1 ,  lib. 4 de la Recop., que en la prome-
sa de arras interviene una cnagcnacion per-
petua, y en los contratos en que intervinie-
re semejante cnagenacion permiten las le-
yes que se interponga juramento.

Otra cuestión han promovido los autores,
en la cual sostienen una opinión que no po-
demos dejar de rechazar. Febrero, en la
obra ya citada afirma que ofreciendo el no-
vio á la novia mucho mas de lo que importa
la décima parle de sus bienes , no por vía
de arras, sino como dote ó donación , pre-
mio y remuneración de sus prendas perso-
nales, como cuando se enlaza un viejo con
una doncella de mérito, valdrá porque es
donación remuneratoria, que está permiti-
da. Precedieron á este escritor en semejan-
te doctrina otros muchos , y especialmente
Parla dorio (1), que dice: � allamen si vxoris
vierilum mullo plus exuberet puta , quia ipsa
ut nvbilis , murilus aulem plebeius ; vel ipse
sil senex ipsa aulem juvencula; eo casu place-
re scriptoribus pusse maritum pro mérito uxo-
ris plus décima parle donare.» Esta opinión
creemos que no puede sostenerse bajo nin-
gún punto de vista.

En primer lugar haremos notar la pere-
grina idea que resalla en la doctrina de Fe-

ARRAS.
En la doctrina que acabamos de esponer

no hay cuestión ni podría haberla. Pero los
intérpretes que han exajerado ciertos prin-
cipios y que han mostrado en muchas oca-
siones su prurito de desnaturalizar las le-
yes con interpretaciones gratuitas, han sus-
citado la cuestión de s i ,  interviniendo ju-
ramentó, será válida la renuncia de la ley
que prohíbe dar en arras mas de la décima
parte de los bienes. Como lás doctrinas re-
lativas á la eficacia y virtud del juramento
desde la época de aquellos escritores hasta
hoy se  han modificado tanto, no es difícil
presentir la opinión que abrazamos resuel-
tamente encsla contienda. Ni ahora ni nun-
ca ha podido ser el juramento un medio li-
cito y autorizado de violar y dejar sin efec-
to las leyes. Si para escusárse del cumpli-
miento de ellas ó para sobreponer los ínter
ceses privados al interés público que en-
vuelve siempre las observancia de las mis-
mas, bastara renunciarlas con juramento de
no invocar jamas sus disposiciones, todas
serian ilusorias é ineficaces, porque en todos
los casos existe un ínteres tan imperioso
como puede ser necesario para obligar á
los interesados á que acepten una fórmula
cuya gravedad ó se desconoce ó se despre-
cia. Tan seguro es este razonamiento que
el mismo Covarrubias y otros muchos e s -
critores juiciosos de su tiempo reconocieron
é invocaron diferentes veces la máxima de
que no se puede confirmar con juramento
un contrato prohibido por derecho civil. Má-
xima que ya sancionó el legislador D.  Alon-
so el Sabio en su inmortal código cuando
dijo (1): «Otrosí, decimos que todo pleyto
�que es fecho contra nuestra ley.,, que no
�debe ser guardado maguer pena ó júra-
* mentó fuese puesto en él.»

¡No destruye ni debilita siquiera la fuerza
de estas observaciones el argumento que
los de la opinión contraria deducen de la
ley 7 ,  l i t . l , l ib .  10 de la Nov. Recop., la
cual, aclarando la ley anterior que habia
dado lugaf á algunas dudas, dice: «y asi-
�mismo nuestra voluntad no .fue de quitar

t<; Ley S8, úl .  I I ,  P«rt. 5. ( t iD i i  iw.
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Si el viejo que. casa con una jóven puede

alegar su juventud evidente á los ojos de
todos , el jóven que casa con una muger do-
tada de la misma cualidad, ó el viejo que
casa con una muger contemporánea suya,
alegarían su virtud , su honestidad, su dis-
creción, etc., y enaltecerían estas cualida-
des hasta el punto que les conviniera para
justificar su generosidad. La escepcion se
convertiría , pues , bajo aquel sistqma en
regla general , y no habria , como hemos
dicho antes , contrato alguno de esta espe-
cie ,  en el cual no fuera licito burlar te ley
en grave daño de 1a causa pública.

Por último, el espíritu uniforme en esta
parte de todas tes leyes relativas á la pre-
sente materia rechaza abiertamente la
opinión que vamos combatiendo. No sola-
mente prohíben las leyes de te manera mas
terminante y absoluta dar en arras mas de
1a décima parte, de los bienes , y vedan del
mismo modo el que este ley pueda renun-
ciarse , y castigan al escribano que diere
fé de un contrato comprensivo de semejan-
te renuncia, sino que previnieron además,
que de todos los contratos de esta especie
tuvieran obligación los escribanos de  dar
cuenta á 1a justicia ; que el escribano de
ayuntamiento de cada lugar tuviera un libro
donde se tomar.a razón de los dichos con-
tratos y de 1a cantidad, dote y arras; que la
justicia hiciese averiguación si te dicha dote
y arras escoden de te cantidad legal, y por
último, que para asegurar, te observancia
de te ley que te fija y determina, no se
dieran en el Consejo de la Cámara faculta-
des en dispensación de esto, tes cuales des-
de luego te ley declaraba nulas, de ningún
valor ni efecto. Juzgúese ahora si es com-
patible con estas disposiciones te doctrina
que sostiene Febrero, y con él casi todos
los tratadistas.

Concluimos de todo lo expuesto , que el
novio no puede dar á 1a novia por concepto
de arras mas que 1a décima parle de sus
bienes, que no puede dar mas aun cuando
renuncie te ley que se lo prohíbe ; que seria
ilegítima é ineficaz te renuncia , aun cuando
se autorizase con juramento, y finalmente,

brero de llamar á la dopacion presupueste,
no arras , sino dote ó donación remunera-
toria. No está en nuestro arbitrio variar la
índole y la esencia de las cosas con nombres
ó calificaciones arbitrarias , y pues que una
donación ofrecida por el esposo á te esposa,
ó por el novio ála  novia en premio y recom-
pensa de cualquiera prenda persona) que la
acompañe , es lo que constituye las arras
según esos autores , sa  sigue indefectible-
mente que la donación presupueste por Fe-
brero no puede tener otro carácter ni otra
calificación que la indicada. Siendo así no
nos es dado comprender como las prendas
personales de la esposa y el deseo de re-
munerarlas en el esposo puedan autorizar la
consignación de una cantidad superior á la
décima parte de los bienes del donante, por-
que si esto fuera admisible, resultarla que
en todos los casos , ó sea en todos los con-
tratos de arra?, podría darse mas de la déci-
ma toda vez que esos mismos autores seña-
lan como causa impulsiva de las arras y co-
mo carácter distintivo de ellas la recom-
pensa por parle del novio de alguna prenda
personal que concurré en la novia. Si te
concurrencia de este circunstancia y el de-
seo de recompensarte autorizasen á dar mas
de te décima parte de los bienes , 1a conse-
cuencia lógica seria que en todos los casos
podría darse esa cantidad superior , porque
en todos los contratos de arras medía, según
te doctrina de ellos, te causa mencionada.

Mas prescindiendo de estas anomalías
que envuelve la doctrina de aquellos escri-
tores, basta considerar que te ley prohíbe
en términos generales y absolutos , que el
importe de las arras escoda de te décima, y
como te prohibición general escluye todos
los casos, sin ninguna distinción , es impo-
sible en buena lógica admitir la limitación
que establecen aquellos escritores. Admitir
esa limitación seria dejar abierta te puerta
para que en todos los casos se pudiera bar-
renar te ley y defraudar los saludables fi-
nes que se propuso. ¿Qué esposo ó novio no
encontraría en el ancho circulo de esas
cualidades personales un motivo suficiente
para justificar su donación escesiva?
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lejos de citar una disposición legal que
sancione su doctrina , ni aun dan una débil
razón que la justifique. Esta circunstancia
nos obliga á apartarnos de su opinión tam-
bién en este punto , porque siendo la hipo-
teca legal un derecho que ha de nacer for-
zosamente de la disposición esplícita de la
ley , y no podiendo derivarse ni de  la inter-
pretación ni de la analogía , porque los de-
rechos y los privilegios no se presumen ni
nacen de otra fuente que no sea de aquella,
es evidente que Jas mugeres carecen de ap-
titud para ejercitar semejante derecho, to-
da vez que no existe disposición legal que
lo establezca. La muger tiene ese derecho
en los bienes dótales y parafernales por-
que la ley se lo concede espresamente; por
esa misma razón lo gozan los legatarios y
algunos otros, ¿por qué concepto, y bajo
qué título se baria ostensivo ú las mugeres
respecto de sus arras, no habiendo ley que
se lo otorgue? Hay mas: sin salir de esta
materia encontramos la 28,  tít. 15, Part. 5 ,
que obliga á la muger que contrae segundo
matrimonio á reservar para los hijos del pri-
mero las arras que el marido le hubiese da-
do, añadiendo que para seguridad de su co-
bro tienen los hijos hipoteca tácita en los
bienes de la madre, lo cual hace ver que el

. legislador no tuvo intención de hacer osten-
sivo ese derecho de tácita hipoteca á la mu-
ger en los bienes del marido , porque sien-
do asi lo hubiera espresado. Deben, sin
embargo, esceptuarse los comerciantes, cu-
yas mugeres tienen espreso el derecho de
tácita hipoteca por las arras , según el artí-
culo 1116 , siempre que se hubieren pro-
metido por escritura dotal y nó escediesen
de la tasa legal.

Por el derecho de las Partidas, la muger
que cometía adulterio, siéndole probado,
perdía las arras exijiéndolo el marido; asi
mismo las perdía si se salia de la casa de su
marido para cometerle, aunque no se pro-
base que lo habia efectuado. Estas penas
han estado en observancia hasta la publica-
ción del código penal vigente; pero como
este ha guardado sobre ellas el mafc profun-
do silencio , y la pérdida de aquellos dere-

que no cabe la Consignación de mayor can-
tidad , ni aun en el caso de reunir la es-
posa ó novia distinguidas cualidades res-
pecto de su esposo ó novio.

SECCION V.

DE LOS DERECHOS QUE NACEN DE LA CONSTITU-

CION DE LAS ARRAS RESPECTO DEL MARIDÓ Y

DELA MUGER, ANTES V DESPUES DE LA DISOLU-

CION DEL MATRIMONIO.

Llegamos ya á tratar de los efectos civiles
que se derivan del establecimiento y cons-
titución de las arras , y por consiguiente,
de los derechos que tanto el marido como
la muger adquieren sobre los bienes donados
en los dos períodos á que puede estenderse
el examen de este punto tan importante: el
de la duración del matrimonio y el que em-
pieza cuando este se  disuelve. Para facilitar
el ordenen la esposicion de nuestras ideas,
hablaremos en primer lugar de los derechos
que se derivan durante el matrimonio, y
después de los que tienen lugar disuelta la
unión conyugal.

§. 1 De los derechos que producen las ar-
ras respecto del marido y de la muger du-
rante el matrimonio.

El efecto inmediato y esencial del contra-
to de arras, toda vez que se haya consuma-
do el matrimonio, es transferir en favor de
la muger el derecho á las cosas donadas.
Si estas consisten en determinada porción
de bienes , la muger adquiere el dominio de
ellos; y si consiste en una cantidad deter.
minada también de dinero, adquiere el de-
recho de que en su caso y lugar se te haga
efectiva. Esto es lo que dispuso el Fuero
Juzgo; esto reiteró el Fuero Real, y esto,
finalmente, ordenó la ley 52  de Toro.

La mayor parte de los escritores , inclu-
sos los modernos, afirman como cosa incon-
trovertible que la muger para la seguridad
de las arras tiene el privilegio de tácita hi-
poteca sobre los bienes del marido aunque
no el de prelacion como para la dote; pero

TOMO n i .
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chos la establecía la ley como verdadera
pena, debe inferirse que han quedado de-
rogadas, y limitado el castigo á la corporal
que en él se pone expresamente. Otro tanto
deberemos decir de igual pena que la ley 6 ,
til. 25, Part. 7 ,  imponía á la muger cristia-
na que se tornase inora, judia ó hereje, de-
clarando que las dotes y arras y todo cuan-
to á ella perteneciese fuese del marido.

Aunque el dominio délas  arras pasa co-
mo hemos dicho á la muger consumado el
matrimonio, el marido es el que administra
y maneja las cosas donadas. Pero no puede
disponer de ellas, ni por consiguiente ena-
genarlas ni practicar ningún otro acto pare-
cido que menoscabe ó destruya los dere-
chos de la muger. Esta prohibición impues-
ta al marido es tan severa, que aun cuando
la muger otorgue su consentimiento para
la ejecución de dichos actos no podrá veri-
ficarlos. Asi lo disponía la ley 4 ,  til. 2 ,  li-
bro odel Fuero fteal que ha estado siempre
en observancia en estos reinos, según lo
atestiguan los antiguos escritores.

§. 2.° Dolos derechos que nacen de la cons-
titución de las arras después de la disolu-
ción del matrimonio.

Al determinar los efectos que producen
las arras después de la disolución del ma-
trimonio , deben considerarse dos casos
distintos que dan lugar como es natural á
la aplicación de diferentes reglas. Debe dis-
tinguirse si el matrimonio disucllo por
cualquiera de las causas que dan lugar á
este resultado se había consumado ó no: en
cada uno de estos casos hay que tener pre-
sente la doctrina que vamos á esponcr.

Si el matrimonio no había llegado á con-
sumarse , dispone la ley que si el esposo
besó a l a  esposa, gane y haga para sí esta la
mitad de las arras; pero que si no la besó
nada gane y obtenga.

Los autores, siguiendo su habitual cos-
tumbre proponen una porción de dificultades
concernientes á la hipótesi de que acaba-
mos de hacer mención, y aun cuando las
consideramos de poca ó ninguna utilidad en
a práctica, vamos á dar una ligera idea

de ellas, para que nuestros lectores puedan
conocer y apreciar la doctrina de aquellos
jurisconsultos en este particular.

Disputan en primer lugar,  si habiendo
besado el esposo á la esposa ; pero prece-
diendo el beso á los esponsales , adquirirá
esta la mitad de los bienes donados, y re-
suelven con uniformidad Diego de] Castillo,
en la glosa á la ley 52 de Toro , Palacios
Buidos, Antonio Gómez y Covarrubias en
la Parí. 1.* de spmisulib., que la esposa na-
da gana , porque dado el beso antes de los
esponsales , fue un acto ilícito y reprobado
mas digno de castigo que de premio.

Dudan asi mismo, si habiendo mediado
no besó sino cópula , y precediendo esta

I también á los esponsales, ganará la esposa
la mitad de las arras disuelto el matrimonio
aules de su consumación, y por los mismos
principios cspueslus cu el párrafo anterior,
deciden la. duda negativamente , pites en (al
caso la cópula no seria conyugal , siuo ilí-
cita y pecaminosa , que haria á la mnger
indigna de recibir ninguna parte de lo que

jj se le habia donado en concepto de esposa.
| Conformes los mismos escritores en que
n cuando la muerte de alguno de los esposos
| impide la consumación del matrimonio, dc-
| be hacerse la distinción antes indicada; dis-
| putan si sucederá lo mismo cuando la
i muerte de alguno de los esposos impidió que
M se verificara el matrimonio. También re-
| suelven esta cuestión afirmativamente, ale-
| gando que en uno y otro caso hay identidad
U de razón.
| Llevando las tosas mas adelante, propo-
B nen el caso, en .que no por la muerte, «¡no

por falla de voluntad ó resistencia de algu-
no de los esposos dejara de consumarse el
matrimonio, y preguntan si en este evento
habrán de seguirse las mismas reglas que
cuando deja de consumarse por la muerte.
El caso parece, en opinión de los autores,
resuello por la ley 5 , tít. 11,  Part. 4 , que
dice: «E como quicr que tal don como este
se diese sin condición ; pero siempre se en-
tiende quel debe tornar aquel que recibe,
si por su culpa linca que el matrimonio no
se cumpla.#
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remuneratoria que se adquiere por titulo
oneroso ; pero fuera de que esto no es exac-
to como hemos visto anteriormente, y fuera
de que como dice Acevedo, aunque las a r -
ras se hayan prometido por via de remune-
ración, aun entonce se dan por causa de
donación, existen disposiciones terminan-
tes en  nuestro derecho que condenan la Opi-
nión indicada. La ley til. 43 ,  Part. 5
dice: «Marido de alguna muger finando
ai casasse ella después con otro las arras é
las donaciones que el marido finado le ovie-
se dado en salvo fincan á sus fijos del pri-
mer marido; é devenías -cobrar é ftver des-
pués de la muerte de su madre; é para ser
seguros desto los lijos fíncales por ende
obligados é empeñados calladamente todos
los bienes de la madre.» Confirma esto mis-
mo la ley 51 de Toro; pues disponiendo»
■que si la muger no oviere fijo del matri-
monio en que interviniere promisión de ar-
ras, é no dispone espresamente de dichas ar-
ras...... » da á entender claramente que no
puede disponer de ellas sino en el caso de
que no tenga hijos , puesto que limita esta
facultad de disponer al caso de carecer de
ellos.

En la segunda hipótesis, esto es, cuando
la muger se conserva ene) estado de viudez,
sucederá lo mismo que hemos espuesto an-
tes, si la muger no tiene hijos; pero si los
tiene, disputan también los comentadores
si podrá disponer de los bienes libremente ó
deberá reservarlos para aquellos. Molina en
su obra de Primog. es el que defiende la
primera opinión, añadiendo que puédela
muger fundar mayorazgo sobre los bienes
donados, aunque tenga hijos; pero esta
opinión carece absolutamente de fundamen-
to y no puede sostenersesériamente, porque
las disposiciones legales que se han citado
á propósito del caso anterior son aplicables
con enlera exactitud al presente. Contrai-
ga, pues, le muger segundo matrimonio ó
permanezca viuda , el deber imprescindible
que sobre ella pesa es el de reservarlos
bienes adquiridos en concepto de arras pa-
ra los hijos del matrimonio celebrado con
el donante.

Por último , disputan si no habiéndose
consumado el matrimonio por haber elegido
uno de los esposos el estado ó profesión re-
ligiosa habrán de seguirse las propias re-
glas que dejamos indicadas para el caso de
la muerte. Y la resolución que adoptan es,
que si después de los esponsales no intervi-
no beso el esposo recobrará lo que dió, y la
esposa deberá devolver lo que hubiese per-
cibido; si intervino beso la esposa ganará
la mitad. * .

El segundo caso propuesto es cuando el
matrimonio llegó, á consumarse. Verificado
esto, la muger adquiere la realización y
efectividad de sus derechos , pasa á ella
no solo el dominio , sino también la admi-
nistración de los bienes , y en su caso la fa-
cultad de disponer libremente de ellos.

Decimos en su caso , porque la muger no
adquiere esa facultad absoluta é indistin-
tamente , toda vez que hay algunos en los
cuales, sin embargo de disolverse el matri-
monio después de consumado no puede
ejercer el derecho de libre disposición sobre
los bienes donados.

Para presentar esta doctrina con alguna
claridad , conviene distinguir los casos si-
guientes: Primero: Que la muger haya con-
traído segundas bodas. Segundo: Que haya
conservado su estado de viudez muriendo
en él. Tercero: Que el marido sobreviva á
la muger, es decir, el marido que hizo la
donación. Hablaremos con separación de
cada una de estas tres eventualidades.

En el primer caso, á saber : cuando la
muger contrae segundo matrimonio y no
tiene hijos, la ley 51 de Toro le concedo
la facultad de disponerá su arbitrio de los
bienes donados, y si no dispusiere de ellos
espresamcnle su heredero ó herederos los
percibirán íntegramente , sin que persona
alguna pueda reclamar parle de dichos bie-
nes. Si la muger tuviese hijos, disputan los
autores si tendrá esta libre disposición,' ó
deberá reservar los bienes donados por el
primer marido para los hijos habidos de él.
Sostienen algunos la primera opinión , fun-
dados en una ley romana, y en la conside-
ración de que las arras son una donación
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En el tercer caso, á saber: cuando la mu-
ger muere antes que su marido, disponía
la ley del Fuero que si aquella tenia hijos
pudiera dar por su alma la cuarta parte de
las arras, dejando para estos las otras tres,
y que si no los tenia? pudiera disponer libre-
mente de los bienes donados; pero que en
el caso de no verificar semejante disposi-
ción, quedasen las arras para el marido ó
sus herederos. La ley 51 de Toro derogó
espresamente la disposición del Fuero real,
ordenando que en el caso de no tener la
muger hijos pueda disponer espresamente
de las arras; pero que si no dispusiere de
ellas, las adquiera el heredero ó herederos
de la muger misma.

SECCION VI.

DEL ABONO T DEDUCCION DE  LAS ARRAS.

Conocidos ya los derechos que adquiere
la muger sobre las arras antes y después de
la disolución del matrimonio, exige el ór-
den que pasemos á esponer las reglas que
deben observarse en la realización de estos
derechos, es  decir, al deducirse de los bie-
nes del marido la parte que sea necesaria
para hacer efectivos y entregar á la muger
dichos derechos.

En este, como en algún otro punto ya es-
presado, pueden ocurrir diferentes casos
que deben examinarse con separación.

Es el primero cuando las arras se consti-
tuyeron sobre finca determinada: suponien-
do entonces la validez de la donación, con
arreglo á la doctrina qne hemos espuesto
en la sección tercera, deberá deducirse del
caudal hereditario del marido la propia fin-
ca que fue objeto del contrato.

Si las arras se constituyeron sobre todos
los bienes que tenia el esposo á la sazón y
adquiriere en adelante, se deducirán indis-
tintamente de todos los que haya en la he-
rencia, adjudicando, como á los demas he-
rederos de los mejores, medianos ó íntimos,
y si hubiere deudas á favor de ella tam-
bién en la parte que proporcionalmente cor-
responda.

ARRAS.
Si el esposo consignó su donación en los

mejores y mas bien parados bienes que po-
sea, asegura Febrero que se aplicarán á la
muger los bienes mejores y mas exequibles,
que son e! dinero, plata y oro por su intrín-
seco valor, bienes raíces y derechos perpe-
tuos y redituables, yá  falla de ellos, los
mas útiles, añadiendo que esto significan
las palabras mejores y mas bien parados,
como á su instancia se había declarado.

La distinción mas importante que debe
tenerse presente al hacer la deducción de
las arras es  si el esposo las dió ó si las ofre-
ció meramente á su esposa. Si aquel dió y
entregó á esta los bienes, puede haber su -
cedido que la muger los haya incorporado
á su dote y dado por aumento de ella con
los demas bienes suyos indistintamente, en
cuyo caso, como que participan de la natu-
raleza de dótales ó son tales verdaderamen-
te, deben deducirse del caudal hereditario,
al mismo tiempo que la dote sin ninguna
diferencia. Si no incorporó estos bienes á la
dote, pero los aportó a) matrimonio como
caudal suyo, empleándose en sostener las
cargas matrimoniales, se deducirán del
caudal después déla dote, como bienes pro-
pios de la muger, del mismo modo que los
parafernales y hereditarios.

Si el esposo no hizo mas que ofrecer las
arras, deberá tenerse presente para la de-
ducción si hay ó no gananciales y si la mu-
ger los renuncia ó no. Si no los hay, se de-
ducirán del caudal del marido los bienes su-
ficientes para cubrir el importe de la dona-
ción; si los hay y la muger los renuncia,
pueden deducirse de ellos ó del todo del
caudal, porque los primeros se confunden
con este y vienen á constituir nn todo cor-
respondiente al marido; por último, si la
muger acepta su mitad de gananciales, se
harán del caudal todas las deducciones que
deben hacerse, como dote ,  parafernales,
deudas, etc., y uniendo la mitad de los ga-
nanciales al caudal que pertenece a) mari-
do, se saca la décima y se aplican bienes
suficientes á cubrirla.

Si al tiempo de hacerse la deducción de
las arras estuviere casada la muger según-
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nocer, siquiera sea brevemente, las disposi-
ciones particulares que respecto de la im-
portante materia que nos ocupa rigen en al-
gunas provincias.

Presentaremos en primer término las de
Aragón, en las cuales se conoce, como en
Castilla, esta donación llamada arras; pero
con la notable y esencialísima diferencia de
que en las primeras tiene el marido la obli-
gación de darlas á la muger, siguiendo en
esto, sin duda, las primitivas disposiciones
de la legislación goda. Como esta obligación
del marido constituye un derecho á favor de
la muger, pueda esta eximirle del cumpli-
miento de ella total ó parcialmente, y es-
presa ó -tácitamente, no haciendo uso de ese
mismo derecho.

Las arras en el país á que nos referimos
tienen un carácter muy distinto del que he-
mos manifestado en las secciones anterio-
res. No siendo en la legislación general sino
una donación que se hace por el esposo á
la esposa en consideración al matrimonio,
aunque sobre la voluntad del primero influ-
yen las calidades personales de la segunda,
compréndese cuán diferentes serán de las
arras de Aragón, donde esta donación se
constituye por consideración á la dote, sir-
viendo la importancia de esta para regular
la entidad de aquellas. Las arras se consti-
tuyen allí , según aseguran los DD. Asso
y Manuel, señalando ó aumentando el ma-
rido á la muger alguna cantidad sobre la
que ella trae en dote: esta cantidad suele
ser la tercera parte del tanto á que ascien-
de la dote de la muger. Llámase dote, ajo-
bar, aumento de dote y firma de dote.

Los mismos escritores hablan del dere-
cho que adquieren la muger y sus hijos so-
bre los bienes en que consisten las arras.
Si consisten en dinero se reputan para el
efecto de suceder como caudal libre y pro-
pio de la muger; pero si consisten en bie-
nes raíces ú otros que no sean numerario,
no tiene la muger después de la muerte del
marido otro derecho que el de viudedad;
y si contrae segundas bodas pasa á los hijos
del primer marido, y en falta de hijos, á
los parientes de este.

da vez, se le aplicará solamente el usufruc-
to de las arras, y no su propiedad, porque,
según lo espuesto en la sección cuarta, toca
esta á ios hijos del primer marido y debe
quedarles reservada. Sin embargo, aun en
el caso de que la muger no hubiese contrai-
do segundo matrimonio, aconsejan los auto-
res que han escrito sobre esta materia, co-
mo Ayora de Partil , Febrero y otros que
convendrá poner en la adjudicación que se
forme á la misma una nota espresiva de  que
en caso de no volverse á casar dentro ó fue-
ra del año de su viudedad deberá reservar
la propiedad de los bienes que se le adjudi-
quen á los hijos del primer marido, aña-
diendo que esto es muy conveniente para
evitar que los susodichos hijos dejen de
usar en su caso del derecho que les asiste
por ignorancia y falta de conocimiento.
■Si casándose el marido muchas veces,

dice Febrero, ofreciere en arras á todas sus
mugeres La décima parte de sus bienes, ha
de ser aquella de los que por muerte de
cada uno 1c tocaban y percibiría, á haberse
hecho partición, y no constando á cuánto as-
cendían, como que son créditos de una
misma naturaleza y privilegio, el primero
en tiempo lo será en derecho, de suerte que
los hijos de la primera sacarán la décima de
todo lo que deje; los de la segunda, la de)
residuo, y así irán descendiendo. Si á algu-
na ó algunas ofreció cantidad determinada,
se  ha de  mirar si cabe ó no ,  y asimismo si
la consignó en sus bienes presentes y futu-
ros ó solamente en los presentes: si no cabe,
se le abonará lo que quepa y no mas, y si
cabía en los que tenia cuando ,1a ofreció, y
no en los que deja, se le ha de abonar el
total, con tal que no se grave la legítima de
los hijos anteriores, pues en perjuicio de
estos no pudo ofrecer ni donar mas que el
quinto.»

SECCION VI!.

DK LAS ARRAS EN ALGUNAS PROVINCIAS DE

ESPAÑA. '

Las doctrinas y reglas jurídicas espuestas
hasta aquí forman el derecho general y co-
mún de nuestra nación. Róstanos dar á co-
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Los hijos no pueden pedir la firma ó au-
mento de dote que el padre señaló á la ma-
dre en bienes que no sean dinero hasta que
mueran ambos; y si los hijos muriesen an-
tes sin testar, el derecho de estos se refun-
de en el padre, y faltando este, en los pa-
rientes mas cercanos.

La legislación especial de Navarra se
aparta también bastante de la de Castilla
en esta materia. Por el derecho foral las ar-
ras no consistían en una simple promesa,
sino en la entrega efectiva, considerándose
como una donación de cosa cierta que se
entregaba al tiempo de contratarse el ma-
trimonio: el marido daba á la esposa por
arras tres heredades sin consideración á lo
que esta aportaba, ni á si el esposo tenía ó
no mas fincas. Por las leyes posteriores del
mismo país ya no se  constituye aquella do-
nación precisamente en las tres heredades,
sino que se ofrece á la esposa la octava par-
te del importe de su dote.

Estas leyes recopiladas da Navarra con-
sideran las arras sustancial meóte del mis-
mo modo que las leyes de Castilla, consis-
tiendo la diferencia en dos puntos principa-
les, que son la cantidad de ellas y el modo
de regularlas. La cantidad , como queda in-
dicado, se fijó en la octava parte de la do-
te que llevase la muger, y para evitar que
se eludiese esta disposición tan saludable,
prohibió la ley renunciar á ella, y mandó
que esta renuncia, caso de hacerse, no tu-
viera efecto alguno.

De esta disposición infieren los co-
mentadores de aquella legislación especial
que no pueden prometerse arras á la
inuger que no tiene dote que aportar al
matrimonio, y que aun cuando se le pro-
metiera ú otorgara, no adquiriría derecho
para reclamarla, fundándose para ello en
que, debiendo regularse las arras por el
importe de la dote necesariamente no exis-
tiendo esta, no es posible semejante regula-
ción, ni por consiguiente la existencia de la
donación indicada. Infieren también funda-
dos en la misma consideración que si el es-
poso prometió arras con relación á la octa-
va parte de la dote y la aportación de esta

ARRAS.
al matrimonio no llegara á verificarse ó solo
se  realizara en una parte de e l la ,  la prome-
sa de las arras seria ineficaz en  el pjrimer
caso y se reduciría en el segundo á la por-
ción correspondiente á la parte de  la dote
realizada.

La esposa, por las leyes de  Navarra, no
adquiere las arras si el matrimonio no se
verifica. Consumado el matrimonio, ad-
quiere en su caso la facultad de  disponer de
ellas, aunque muera sin hijos y sobreviva a!
marido, en lo cual varía completamente la
legislación Recopilada lo que se hallaba
dispuesto en los Fueros/ Según estos, la es-
posa adquiría las arras para sus  hijos que
debían suceder en ellas, y por aquellas las
adquiere para sí; según los primeros, no te-
niendo hijos podía dudarse si seria eficaz la
donación y si debería volver al marido; se-
gún las leyes Recopiladas está resucita la
cuestión en los términos que hemos indica-
do; y finalmente, estas leyes dan ala muger
la 1 ihre disposición de las arras, sin restric-
ción alguna, y por consiguiente, han hecho
desaparecer la que el fuero imponía para el
caso de segundo y tercer matrimonio.

Finalmente: según esta legislación, la mu-
ger que comete adulterio pierde las arras,
pero sin perjuicio de los hijos , si los tu-
viere;

En los F seros de Cataluña y Mallorca son
también conocidas las arras , á cuya dona-
ción consagran diferentes disposiciones; pe-
ro como todas están calcadas sobre las doc-
trinas del derecho romano, cuyos princi-
pios adoptaron aquellas legislaciones espe-
ciales, omitimos la mención espresa quepa -
diéramos hacer de ellas, refiriéndonos á lo
que se ha manifestado antes al esponer Ja
legislación eslranjcra.

AHIIAS KW L44 lo
que seda en fe y seguridad de los espol-
ies contraídos y en prenda de futuro matri-
monio. En este sentido fueron conocidas las
arras desde los tiempos mas antiguos, ha-
biéndose aplicado esta garantía á los con-
tratos de esponsales por la analogía que te-
nían con los de compra y venta y algún otro
en que se usaban frecuentemente.
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�que quisiere, bien asal como de lo suyo. E
�otrosí el sobredicho Juan García otorgó ó
�prometió ...... é que sí por el fincare de fa-
■zer este casamiento ...... que pierda las ar-
aras que dió é sean de Teresa la sobredi -
�cha.»

La ley de Partidas, aceptando la doctrina
canónica declaró espresamen le que la pér-
dida de las' arras en el caso previsto por
ella no debería considerarse como pena del
arrepentimiento ó de la desistencia , puesto
que en este sentido no era posible hacer in-
tervenir la obligación de  las arras en el con-
trato matrimonial que por su esencia debe
ser completamente libre. Así dijo la citada
ley 1:  «ca como quier que pena fuesse pues-
»ta sobre pleyto de matrimonio, non deve
�valer. Pero peño ó arta ó postura que fues-
■se hecha en tal razón deve valer.»

Los glosadores délas leyes romanas dis-
putaron si las arras podían darse por ambos
contrayentes, defendiendo la negativa Bar-
tolo en la glosa á la ley Tilia D. de Verb.
Oblig. y la afirmativa Baldo y otros. La ley
dePartida resolvió la dificultad, como he-
mos visto al trascribir la fórmula dé  la car-
ta ó escritura en la cual se pone cu primer
lugar el ejemplo de las arras ofrecidas por
el padre de la esposa, y después el de las
ofrecidas por el esposo al padre de esta.

También disputaron los mismos glosa-
dores si las arras deberían constituirse en
dinero, ó si podrían concederse igualmente
en bienes raíces, defendiendo el mismo ju-
risconsulto ya citado Bartolo, en la ley Ti-
lia t también mencionada, que no podía
darse en arras ninguna finca ni otra cosa,
específica y*detenninada reu alia spccics, ya
porque la ley fin C.  de spons, solamente ha-
blaba de las arras dadas en cantidad, ya
porque la especie no podía doblarse en el
caso previsto por la ley. La de Partidas de-
cidió la cuestión terminantemente en aque �
Has palabras : «estableció é otorgó á Juan
■García el de susodicho por arras é nomc
■de arras: ó otrosí como por peño tal viña
■ó tal heredad , etc.»

No bastaba parala constitución formal y
efectiva de las arras que los contrayentes ú

ARRAS.
Los romanos fueron los que dieron mayor

regularidad y ensanche á la costumbre de
solemnizar y afirmar con el vínculo de las
arras las obligaciones esponsalicias. Ora las
ofreciera el esposo á la esposa, ora a) padre
de esta, si se hallaba constituida bajo la
patria potestad la falta de cumplimiento, en
ios esponsales celebrados producía los mia-
mos efectos que en cualquier otro contra-
to. Si era el esposo ei que resistia el cum-
plimiento de la palabra empeñada, perdía
las arras, y si era la persona que las había
recibido, debía devolverlas dobladas. En el
caso de que el matrimonio dejara de reali-
zarse sin culpa de ninguno de los intere-
sados y solo por un accidente estraño á su
volu alad sucedía lo que en los demas casos,
á saber: que se devolvíanlas arras simple-
mente sin pena ni responsabilidad nin-
guna.

La legislación de las Partidas adoptó el
uso de las arras, y siendo sin duda muy
frecuente en aquella época lo regularizó
todavía. mas de lo que lo habia hecho la ro-
mana. La ley 1 ,  tíl. 11, Part. 4 las estable-
ció  esprosamente con estas palabras: «Mas
«según las leyes délos sabios antiguos, es-
■ ta palabra arra há otro entendimiento:
�porque quier tanto dezir, como peño que
� es dado entre algunos, porque se cumpla
�e l  matrimonio que prometieron de fa-
� zer ,»  y la ley 84 ,  título 18 ,  Part. 3 ,
determinó la fórmula de que deberiausar-
sc en el establecimiento de las arras. *E
� porque este otorgamiento (el de celebrar
�e l  matrimonio), ¿promisión fuesse mejor
�guardado , el sobredicho Martin Esle-
mban estableció ó otorgó á Juan García el
�de  susodicho, por arras é nome de arras,
»é otrosí como por peño, tal viña ó tal he-
» redad, que es en tal lugar é ha tales lin-
�deros; é desapoderóse de la tenencia de
�e l l a ,  é apoderó á él, á tal pleyto que si su
� fija non le quisiese tomar por marido en la
� manera que sobre dicha es ,  ó .  el non gela
� quísiesse dar que el señorío élaposses-
»s ion,  é la tenencia de aquella viña ó de
�aquella heredad, sea, é finque en Juan
�García para facer de ella é en ella todo lo
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otros en su nombre las ofrecieran, era in-
dispensable que se entregaran de hecho las
cosas y objetos en que se constituían. Las
arras eran á manera de peño , y este exijia
por su propia naturaleza semejante trasmi-
sión ; pero ademas , la ley decia espresa-
mente peño que es dado entre algunos y al
otorgarse la carta ó escritura de  las arras
el que las daba se desapoderaba de las cosas
en que se constituian , y pasaba la tenencia
y posesión al otro contrayente.

Los efectos de las arras, según esta legis-
lación eran los mismos que producían en-
tre los romanos. La ley i ,  tantas veces cita-
da los puntualizó en breves palabras, di-
ciendo: «E si por ventura el matrimonio non
�secumpliesse, que fincase en salvo el pe-
»ño á aquel que guardasse el prometimiento
«que avia fecho, é que lo perdiesse el otro
>que non guardasse lo que avia prometí-
»do.« ¿Y tendrá lugar entre nosotros la pena
del doble como* le tenia entre los romanos?
Si la obligación de devolver las arras dobla-
das no se hubiera pactado espresamente
en  la escritura de esponsales, claro es que
no, porque la ley de Partidas solo condena
al que resiste el matrimonio á la pérdida de
aquellas. Pero ¿podrá pactarse y producirá
efecto el convenio de devolverlas dobladas ó
cuadruplicadas en el caso de resistencia y
negativa á celebrar el matrimonio? La ley
fin. Cód. despoiual. autorizaba espresamente
semejante obligación; pero después de la
disposición no menos esplícita del derecho
Canónico, que declara completamente libre
la celebración del matrimonio, no parece
que pueda sostenerse el compromiso de de-
volver el doble ó cuádruplo de* las arras,
porque esto no seria mas que una pena im-
puesta y establecida entre los contrayentes
dirijida á castigar la falta de cualquiera de
ellos. La pérdida de las arras solo tiene por
objeto indemnizar á la parte fiel á su pala-
bra de los perjuicios que no puede dejar de
irrogarle la inconsecuencia de la otra ; pero
la pérdida de aquellas , con mas el doble ó
el cuádruplo, tendría todos los caractéres,
y causaría lodos los efectos de un verdade-
ro castigo. Así opina Greg. Lop. en la glo-

sa 6 á la ley 84 citada , diciendo que no
habia visto ley alguna de Partidas que apro-
base la decisión de la ley final del Código,
y calificando este sistema de justo y razo-
nable! el forte non immerilo quasi jus islud
Partilarum nalueril illud approbare ex  que
est mera pana vel conventio dtf ea, á qua ma-
triwnia debeni este libera quia fáciles sunt
homines ad promisionem panes el non tía fá-
ciles ad  realem arrkarum dationem.

En el día tienen muy poco uso las arras
en esta acepción : por esta razón nos hemos
limitado á dar á conocer la doctrina esta-
blecida en las leyes respecto de ellas sin
descender á examinar algunas cuestiones
que han tratado en sus obras los escritores
de nuestro derecho , y que al presente ofre-
cen muy poca ó ninguna utilidad.

ARRAS L4»« MtTklNtVIW.
Lo que se dá como solemnidad en la cele-
bración del matrimonio y en señal del acto
que se ejecuta. Covar rubias en su Tesoro
■déla lengua castellana, hablando de las ar-
ras en esta acepción dice: «En los manua-
les eclesiásticos se manda antes de las ve-
laciones bendecir doce monedas de oro ó
plata y una de metal, que llaman arras, en
que parece significar que el marido comu-
nica todos sus bienes con su muger signifi-
cados en las doce monedas, número de uni-
versalidad, y porque viene á ser divisible
1c añaden la otra moneda ametalada, que
significa la unión é indivisibilidad, como
ellos entre sí son divisibles y dos en una
carne.

ARREALA.  Cierta contribución que
pagaban en los puntos de invernia los ga-
nados trashumantes. Es bastante común
pronunciar adeala y estender su significa-
ción á los emolumentos eventuales de algún
cargo ú oficio, en el sentido en que estos
emolumentos se llaman también gagos.

ARREBATO. Conmoción súbita y
violenta, capaz de ofuscar la razón. Es cir-
cunstancia atenuante , según el artículo 9
del Código. V. oimcvMmrANCiA» *« -

IWAITM.
ARRECIFE , antes arrecife, del

verbo arábigo racif, que significa «r/wul*».
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al que recibe en arrendamiento, siguiendo
en este punto el ejemplo de algunas obras
doctrinales modernas qne han fijado en
iguales términos la acepción jurídica de
aquellas palabras.

Finalmente, para, simplificar cuanto no»
sea posible esta materia y reducir el pre-
acote articulo á las coadiciones propias de
nuestra obra, nos ceñiremos á tratar las
cuestiones ¡furamente jurídicas que tienen
relación con los arrendamientos , prescin-
diendo de otras esencialmente económicas
que ó no entran en el plan de la EnciCLOPc-»
niA ó están tratadas en otros artículos.

PARTE EEÍíIS LATINA.

Leyes de  loe Partidas.
Idem de  la Novísima Recopilarían.
Disposiciones posteriores.
Leyes canónicas,
Legislación extranjera.

LEYES DE LAS PARTIDAS.

LEY 45,  TIT. 6 ,  PABT. i .

Dispone que los clérigos no pueden ser
arrendadores de las rentas reales ni de las
de los señores de la tierra ni de Consejo, ni
de heredades agenas, ni de bienes de meno-
res, á no ser que alguno fuese tan pobre
que tuviese necesidad de labrar y arrendar
heredades agenas para mantenerse.

LEY 9 ,  TIT. i 7 ,  PABT. ID.

Permite á los vicarios y á los clérigos que
puedan arrendar los frutos de las iglesias y
de sus beneficios, cuyo arrendamiento no
podrá ser perpétuo sino por la vida del po-
seedor del beneficio. Si un clérigo arrenda-
se los frutos de un beneficio por cierto tiem-
po y muriese antes de él , el arrendatario
no podrá tener las rentas por mas tiem-
po que las hubiera tenido el mismo clé-
rigo.

83

que es ya el nombre mas coman, y mas to-
davía el de carreteras , con que hoy se  desig-
nan los caminos artificiales á propósito pa-
ra carruages, formados de  guija ú hormigón
sobre lecho de piedra.

ARRENDADOR. El que dá en
arrendamiento las cosas que son objeto de
este contrato. V. AMKEw»«n>BMT». ■

ARRENDAMIENTO. El contra-
to bilateral por el que una de las parles
transfiere y asegura á la otra el uso y dis-
frute de una cosa ó de su trabajo por cier-
to tiempo y mediante el precio que esta, se
obliga á satisfacer. La palabra arrenda-
miento -viene de arrendar, dar á rento.

Aunque este nombre espresa, como se ha
indicado, el acto de trasferir uno á otro
el disfrute de una cosa, no siempre se apl i -
ca á los contratos en que se hace semejan-
te traslación. Conóccnse entre nosotros al-
gunos arrendamientos que llevan donomi �
naciones especiales, distinguiéndose por ellas
y no con la palabra genérica de arrenda-
mientos: tal es, por ejemplo, el fletameuto,
que significa el arrendamiento de la nave:
de ellos no nos ocupamos en el presente ar-
ticulo, reservándonos tratar de esta clase de
contratos en tos correspondientes ásus  espe-
ciales denominaciones.

También se conocen entre nosotros algu-
nos arrendamientos que sin llevar nombres
especiales se refieren á objetos determina-
dos, por ejemplo, el arrendamiento de pro-
píos, contribuciones y rentas públicas, de
oficios públicos, etc.; de ellos nos ocupamos
también particularmente en loa artículos
oportunos.

En el presente tratamos únicamente del
arrendamiento en general y del arrenda-
miento de cosas y de obras también gené-
ricamente considerado, esponiendo la doc-
trina, los principios y las reglas concernien-
tes á la naturaleza, constitución y efectos
de  este contrato, debiendo advertir que pa-
ra evitar la especie de confusión que oca-*
siona en el lenguage común el uso que sue-
le hacerse simultánea é indistintamente de
las palabras arrendador y arrendatario, apli-
caremos la primera al que dá y la segunda

TOMO III.
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6’i8 ARRENDAMIENTO.
LEY 75, TIT. 18 ,  PART. 3 . heredades á medias, y después de consignar

el hecho con espresion de  la cosa y de sus
linderos, determina la obligación del dueño
de  asegurarle el aprovechamiento déla co-
sa,  defendiéndola en todo el tiempo del con-
trato, y la obligación del arrendatario de
labrar bien la heredad y de  sembrarla á su
costa, entregando la mitad de  cuantos fru-
tos recogiere.

LEY 22, TJT. 29, PART. ID .

Dispone que si el que tuviere arrendada
ó alquilada cosa, pagando en  cada año y á
tiempo cierto señalada renta, aunque fuese
tenedor de  dicha cosa mas de  treinta años
no pueda prescribirla por este tiempo ni por
otro mayor.

LEY 5 , TIT. 50 ,  PART. ID .

. Dispone que los arrendatarios de las co-
sas, aunque tengan la tenencia de ellas, no
adquieren la posesionque es  de  aquellos en
cuyo nombre tienen la finca. Por lo mismo
nunca ganan la propiedad, cualquiera que
sea el tiempo que las tuviesen.

LEY 1 , T IT .  8 ,  PART. 5 .

Alquiler es  propiamente cuando uno alqui-
la áotro obras que ha de hacer con su perso-
na ó con su bestia , ó si uno dá poder á otro
para que use de su  cosa ó se  sirva de ella
porcier'to precio que se pague en dinero
contado ; pues no siendo así se llamaría
contrato inominado. Y arrendamiento se
llama el que se  hace de heredad, almojari-
fazgo ú otra cosa por renta cierta.

LEY 2 ,  ID .  ID .

Puede arrendar y alquilar el que puede
comprar y vender,  escepto los caballeros y
oficiales de la corte del rey que  no debea
ser arrendadores de  campos ni de  hereda-
des. El arrendamiento se puede hacer, co-
mo el contrato de  compra y venta , ron otor-
gamiento de ambas partes , ya sea por tiem-
po cierto, ó ya por los días de  la vida del

Contiene la escritura del arrendamiento
de  casas, y después de  consignar el hecho
espresa la obligación de defender y hacer
efectivo el arrendamiento; de  manera que
el arrendatario ó lo sqna  habitasen las ca-
sas pueden disfrutarlas sin contradicción
alguna. También consigna la obligación de
este á pagar e l  alquiler la mitad al principio
del año y la otra mitad al fin de  él .  Y por
último, contienda obligación délos  otorgan-
tes á guardar y cumplir lo convenido bajo
la pena de  50  maravedís y con obligación
de bienes.

LEY .74, TJT. 18 ,  PART. ID .

Contiene la escritura de  arrendamiento
de heredades, y después de  consignar el
hecho espresando la finca arrendada con
sus  linderos, añade que el  dueño prome-
tió no estorbar e l  arrendamiento hasta fe-
necido el plazo y defenderle contra toda
contradicción, asi como no vender ni em-
peñar, ni de otro modo enagenar la finca
arrendada, y que el arrendatario prometió
igualmente labrarla bien , de  manera que
no se perjudicase, disfrutándola de buena
fé y sin engaño y pagando él ó sus herede-
ros en la fiesta de  Sah Miguel la cantidad y
adeala convenidas, entregando la finca á la
conclusión del arriendo.

LEY 76, T IT .  18 ,  PART. ID .

Contiene la escritura del arrendamiento
de  bestias, y después de  espresar el he-
cho diciendo que arrendaba un par de
acémilas de  tal color y de  tal precio,
añade que el alquilador prometió mante-
nerlas bien de cebada y paja á su  costa, así
como pagar el alquiler de tantos maravedís
al mes ,  devolviendo las acémilas no empeo-
radas ó la estimación de  ellas en  tal lugar y
dentro de  tal plazo, obligándose á todo,
bajóla pena de  100  mrs.

LEY 79,  TIT.  18 ,  PART. ID .

Espresa los términos en qüe debe redac-
tarse la escritura cuando se arriendan las
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ARRENDAMIENTO. 6Ü9
réndala rio en ellas con noticia del dueño,
quedan hipotecadas á favor de este , y las
puede retener en prenda ínterin le pague el
arrendamiento, si ¡o hizo, á los plazos esti-
pulados.

LEY 6, ID. ID.

Alquilando uno á otro su oasa ó tienda
por tiempo determinado , y pagando á los
plazos estipulados , el arrendador no puede
lanzarle basta cumplido el arrendamiento,
salvo por estas cuatro cosas: La primera,
si se cae toda la casa que habita el dueño ó
parte de ella , 6 amenaza ruina , y no tiene
otra , d tiene enemistad en ]a vecindad , ú
otra causa apremiante por la cual no se
atreve á morar en ella , ó si casa alguno de
sus hijos , ó los hace caballeros. La segun-
da , si después que la alquiló ocurriera a l -
guna povedad de tal especie , que exijiera
el derribo de ella , si no fuese reparada, en
cuyos dos casos el señor de la casa está obli-
gado á dar otra al arrendatario hasta tanto
que pueda habitar la primera, ó descontar-
le á prorata la parte del arrendamiento del
tiempo que debia morar en ella. La tercera,
si el inquilino usa mal de la casa empeo-
rándola, ó convirtiéndola en lugar de  pros-
titución ó de escándalo para el vecindario.
Y la cuarta , si la alquilase por cuatro ó
cinco años, debiendo satisfacer en cada uno
de ellos cantidad determinada , y pasasen

I dos sin verificar su pago,

ñ LEY 7 ,  ID. ID.

H El aVrendatario de tierras debo cuidarlas
A y cultivarlas como si fuesen suyas; pues si
N por impericia , culpa ó negligencia suya ó
8 de sus dependientes y criados se  empeoran,

ha de indemnizar todo el daño que se hu-
biere causado á justa tasación , practicada
ante el juez > y por personas entendidas y
conocedoras. Lo mismo será si el arrenda-

1 La rio tuviese enemigos y cortasen árboles ó
hiciesen otro daño en la heredad.

LEY 8, ID. ID.

Si promete uno llevar por si mismo , ó en

arrendador ó del arrendatario ; pero si al-
quila uno á otro casa ú otra cosa por tiem-
po determinado, y muere antes el inquili-
no, su heredero puede quedar en ella pa-
gando el precid convenido hasta que se
cumpla el plazo , y si muere el arrendador
en aquel tiempo , su heredero debe cum-
plir e l  contrato. Las condiciones puestas en
los arrendamientos y alquileres se guarden,
no siendo contrarios á las leyes ó buenas
costumbres.

LEY 3 ,  m.  ID.

Las obras que uno ejecute con sus manos,
y las bestias ó navios y las cosas que se sue-
len alquilar se pueden dar en arrendamien-
to. Igualmente el usufructo de la heredad,
viña ó cosa semejante , prometiendo cierto
precio anual por ella ; pero si muriese el ar-
rendatario del usufructo no pasa el derecho
al heredero, y si pagó todo, ó parte del
precio del año en que murió, y no lomó el
usufructo, el dueño deberá restituir á aquel
heredero lo que recibió anticipado , deján-
dole  ol esquilmo del usufructo de aquel año.

LEY 4,  m.  ib.

Se  debe pagar el precio del arrendamien-
to al plazo señalado , y si no lo hay , según
la costumbre del lugar del contrato, y no
habiendo uno ni otro , al fin del año.

LEY 5, ID. ID.

Si  el arrendatario de una casa no paga á
los  plazos estipulados , ó al fin del año, el
arrendador pueda lanzarle de ella sin nin-
guna responsabilidad , y loi bienes que se
hal len  en la misma casa , quedan obligados
a l  pago del arrendamiento y menoscabos
que  hubiese hecho en ella, pudiéndolos re-
tener  en prenda hasta el pago , ejecutándo-
se  dicho  embargo ante los vecinos , hacien-
do  inventario de aquellos para que no haya
engaño.  Eso mismo se entiende de Jos ar-
rendamientos de heredades ó fincas rústi-
cas , pues todas cuantas cosas metiese el ar-
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bestia, carreta ó nave ,  aceite,  vino ú otra
cosa semejante en pellejos , toneles , etc. ,  y
por Bu culpa se cayere lo que llevare , que-
brantare ó perdiere, está obligado á apa-
rar e l  dado causado. No asi s i  este se hu-
biera verificado sin culpa suya ,  poniendo
todo el cuidado posible. Lo mismo sucede
cuando la cosa alquilada se pierde ó se  me-
noscaba ó se muere por un accidente for-
tuito, á no  ser que concurra alguno de  los
tres casos siguientes: ! . �  Si se  puso la con-
dición de  que  el arrendatario fuese obligado
al daño de  la cosa en cualquier manera que
acaeciere. 2.° Si retardase la devolución ó
entrega de  la cosa al dueño mas de  lo que
debia ,  yen  este tiempo se perdiese ó em-
peorase. 3 /  Si por culpa del arrendatario
sucedió la ocasión ó motivo que produjo la
pérdida de la cosa.

LEY 9 ,  10 .  ID.

Lo mismo se entiende con los menestra-
les que prometen cumplir algunas obras por
precio cierto , que si mueren antes, sus he-
rederos no perciben mas que el justo valor
de lo que hubieren hecho aquellos , al me-
nos que den otros menestrales tan peritos
como los otros para que acaben las obras.

LEY 10 ,  ID. ID,

Si un lapidario recibe una piedra precio-
sa para engarzarla en sortija , ú otra cosa,
por precio cierto , y la rompe por no ser
perito, pague la estimación de  ella según
se aprecie por los maestros; salvo si pro-
bare que la piedra tenia algún pelo ó señal
de  quebradura , que en  tal cuso no es res-
ponsable al daño. Esceptúase el caso en  que
se hubiera obligado espresamente á res-
ponder de lodo daño., de  cualquier manera
que aconteciese. Lo mismo se entiende de
los demas maestros , físicos , cirujanos , al-
béi tares, y de los demas que reciben pre-
cio para hacer alguna obra, si yerran ea
ella por culpa ó impericia,

LEY 12 ,  ID. ID.

Si el que recibe ropas para teñir, lavar
ó coser , las cambia á sabiendas ó por er-

ARRENDAMIENTO.
ror , ó las .pierde ó empeora por su culpa»
está obligado al tanto ó su estimación, á
arbitrio del juez y hombres buenos.

LEY 14 ,  ID. ID.

Si alguno alquilase toneles ó vasos rolos
ó malos para vinos , aceite ó cosa semejan-
t e ,  sin tener conocimiento de  su mal esta-
do , y después se perdiesen estos efecto*
por dicha causa ó se empeorasen, d due-
ño de ftllos es  responsable de  los perjui-
cios, aunque ignorase aquella circunstancia.
Si fuesen montes ó prados para pasto de
ganados ó bestias , y tienen malas yerbas,
el dueño , siendo sabedor de  ello, debe ma-
nifestarlo al arrendatario, y si no lo hiciere
responderá de lodos los perjuicios: igno-
rándolo no incurrirá en esta responsabili-
dad,  pero no puede reclamar el pago del
arrendamiento.

LEY 11$,  ID . ID.

Recibiendo soldada los pastores por guar-
dar el ganado,  deben- cuidarlo bien, bus-
cándole pasto saludable y librándole del ri-
gor de las estaciones del año ; pues no ha-
ciéndolo , y resultando daño por su culpa
han de  pecharlo al dueño con el menoscabo;
pero si probaron y juraron no haberlo po-
dido evitar, quedarán libres de  semejante
responsabilidad , salvo si aquel justifica lo
contrario, que entonces no se le  ha de de-
ferir el juramento.

LET 16 ,  ID. ID.

El maestro ú obrero que toma á destajo
alguna obra , y la hace mezquinamente ó
tan falsa y endeble que su mala construc-
ción causa que se derribe antes de con-
cluirse, está obligado á reedificarla de nue-
vo ,  ó volver el precio con daños y menos-
cabos; pero si no se cae antes de acabarse,
y al dueño le  parece no ser  segúrala obra,
puede hacerla reconocer por peritos inteli-
gentes; y si estos declarasen que está mal
construida y que el yerro proviene de culpa
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arrendamiento. 2 /  Cuando el arrendamien-
to fuese vitalicio ó para el otorgante y sus
herederos.

LRY 20, ID .  ID.

Si el arrendatario de heredades por tiem-
po cierto y determinado, cumplido el tiempo
de str arrendamiento permanece en ellas
tres dias mas, debe satisfacer el importe del
ano sucesivo porque se entiende arrendada
por un año mas ; pero-si la cosa arrendada
fuese casa ú otro edificio, no se entendería
asi y debería pagar solamente á prorata del
tiempo que la habitase.

LEY 21  , ID.  I » .

. . Si los dueños de las cosas arrendadas,
sean estas casas ó heredades , ó los que de
ellos dependen, impidiesen á los arrendata-
rios el uso y aprovechamiento de  ellas , de-
berán satisfacerles los daños y perjuicios
causados ó indemnizarles de las ganancias
ó productos que hubieran podido percibir
no habiendo esperimentado semejante im-
pedimento. Si este proviniese , de personas
estradas, mediante alguna razan ó titulo
justo para. causarle , como por ejemplo por
ser dueños de las cosas arrendadas ó por
tenerlas empeñadas , si los que las dieron
en arrendamiento eran sabedores de esta
circunstancia, deben satisfacer del mismo
modo los daños y las ganancias. Si no eran
sabedores de ello solo deberán restituir lo
que hubiesen recibido por razón del arren-
damiento. Y si en tal caso el arrendatario
hubiese hecho despensas y mejoras en labrar
ó reparar las cosas, los causantes del impe-
dimento deben abonarlas, habiendo tenido
aquel buena fé , porque si sabia al tiempo
del contrato que las cosas no eran del arren-
dador , sino de otro, no podrá ejercitar se-
mejante reclamación.

LEY 22 ,  ID. ID.

Cuando se destruyen ó pierden todos los
frutos de la heredad, viña ú otra cosa seme-
jante arrendada, por ocasión muy poco fre-
cuente,  como inundación, granizo , fuego.

del maestro, deberá este edificarla y pagar
y devolver el precio con los daños y menos-
cabos , salvo no siendo culpado, como por
un  caso fortuito , ele.

LEY i 7 j  (D. ID.

Prometiendo el maestro hacer alguna obra
al gusto y albedrío del dueño de ella, y esto
pagarla cuando la viese concluida , sí des-
pués dijese maliciosamente que no le gus-
taba por retener el precio, deberán recono-
cerla los peritos, y si dicen que es  buena,
el dueño pagará el precio al maestro apre-*
miándole el juez á ello. El que lomaá des-
tajo una obra y estipula con el dueño ser
responsable á cualquier peligro que acaezca
en ella , ó á deshacerla y reedificarla hasta
tanto que le guste al señor, si concluida re-
quiere á este para reconocerla , y él lo dila-
tase ó no se diese por entendido aunque la
vea, si es  buena la obra y se pierde ó derri-
ba desde este requerimiento en adelante por
ocasión y sin culpa del maestro , el peligro
corresponde al dueño. Lo mismo debe de-
cirse si gustándole se derriba ó menoscaba
después.

LEY 18 ,  ID.  ID .

Cumplido el arrendamiento debe devol-
verse la cosa á su dueño , y si no lo verifica-
se , dando ocasión á que se le  obligue por
providencia judicial, debe restituirla dobla-
da con el menoscabo si existiese.

LEY 19 ,  ID  ID .

Arrendando ó alquilando uno á otro casa
ó heredad á tiempo cierto, si aquel la vende
antes que el plazo se cumpla, el comprador
puede lanzar al arrendatario ; pero el ven-
dedor que la arrendó está obligado á devol-
ver la parte de la renta correspondiente al
tiempo que faltaba. Esceptúa sin embargo
dos casos , en  los cuales el arrendador no
podria ser privado de la cosa aunque se ven-
diese: 1." Cuando pactó espresamente el
dueño con el comprador que no pudiera
despojar al arrendatario basta cumplido el
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guerra, langosta, e tc . ,  el arrendatario no
está obligado á pagar parte alguna de la
renta. Pero si no se perdiesen todos los fru-
tos y cogiese aquel alguna partida de ellos,
podrá escoger entre pagar la renta ó ceder-
los al dueño deduciendo los gastos ó espen-
sas invertidas en labrar la heredad. Esto no
se entiende cuando los frutos se pierden por
culpa del arrendatario , como si labrare mal,
ó dejase criar yerbas y maleza!, etc.,  en cuyo
caso estaría obligado á pagar el arrenda-
miento en los términos estipulados.

LEY 23 ,  in .  ID.

Aunque perdiéndose los frutos de la cosa
arrendada por caso fortuito el arrendatario
no debe satisfacer la renta, esceptúanse los
siguientes casos en que deberá verificarlo:
I.° cuando el arrendatario se hubiese obli-
gado á sufrir el daño, cualquiera que fuese
la ocasión ó la causa : 2.” si el arrenda-
miento se hizo por dos ó mas años, y la
abundancia de ono fuese tal que compen-
sara la esterilidad del otro y las despensas
ó gastos. Del mismo modo sí la cosa ar-
rendada rindiese tantos productos en un
año que importasen el doble de lo que solia
producir en un año común , el arrendatario
deberá pagar la renta doblada si el aumen-
to provino de la casualidad y no de su in-
dustria y cuidado.

LEY 24,  ID. ID.

El dueño pagne al arrendatario las mejo-
ras que hiciere enlá heredad ó cosa arren-
dada , salvo si se hubiese pactado lo con-
trario.

LET 25 ,  ID. ID.

El que toma en alquiler un almacén np
es responsable á la perdida de las cosas que
se encuentran en él , como no hubiese to-
mado á su cargo su custodia ó se perdiesen
por su culpa ó engaño; pero no es  respon-
sable si se pierde por algún caso fortuito.

LEY 26  , ID. ID.

Cuando los caminantes y mercaderes que

van por tierra ó por mar metieren «os cosas
en los ostales , tabernas ó navios, ton co-
nocimiento de  ios dueños de esos estable-
cimientos ó buques, ó de  sus  dependientes,
y se perdieran por su negligencia , por en-
gaño que cometieran ó por cualquiera otro
ocasión culpable, ó si fueren hurladas, de-
berán satisfacerles el importe de las mismas
cosas ó del menoscabo que bebiesen espe-
rimentado , lo cual se entiende de los esta-
blecimientos ó buques donde se lleva os-
talage ó alquiler por este servicio. Sin em-
bargo , sucederá lo mismo aunque el hos-
pedage haya sido gratuito.

NOVISIMA RECOPILACION.

LEY 1 ,  TIT. 8 , L1B. I I .

Ley t , til. l i ,  Uto. 1, Fuero BuL

Que el que tuvo ó poseyó alguna heredad
arrendada ó alogada, no pueda alegar pres-
cripción de ella por ningún tiempo.

LEY 2 , TIT. 9 , LIB. 9 .

Don Fernando y Do6a Itabo! , por pragmática de HH.

Reproduce y manda que se cumpla la ley
que dictó D .  Juan II en las Córtes de Ma-
drid del año 1435, por la cual prohibió que
ningún escribano hiciese ó recibiese con-
trato de arrendamiento de  pan, como no
fuera por la medida de Avila , y del vino
como no fuese por la de Toledo , y que mu-
gan escribano diese signada escritura al-
guna otorgada por otra medida, sopena que
los contratantes pagaran cada uno lo que
montase la cuantía del contrato, y fiue este
fuera nulo con pérdida de oficio para el es-
cribano.

LEY 4 , TIT. 1 , LIB. <0 .

Pellc. 88 do las Córtes da Vrfladetid en IWL

Que los oficiales de cantería y albañileria
y carpintería y otros que toman obras obli-
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sideraciones que se espíesan el privilegio
siguiente:

Que los amparos que se solían dar sobre
las casas acabado el tiempo de su arrenda-
miento, no queriendo el dueño arrendarla
al que la viviere no escedan de  cuarenta
días, y que este sea término perentorio,
como suficiente para que el alquilador bus-
que casa y pese á ella.

Que en adelante las tasas se hagan por
un alcalde de casa y corte, y un aposenta-
dor y un regidor, nombrándose cada año
seis aposentadores y seis regidores para que
cada uno de ellos acuda al alcalde que le
tocare; y siempre que alguna parte acu-
diere á pedir justicia ante el alcalde que
quisiere, se haga la lasa por el alcalde y
aposentador y regidor que fueren de«u juz-
gado, y lo que los tres determinaren y la
tasa que hicieren salga por sentencia, y uo
conformándose todos tres no se haga senten-
cia,  y se remita aj Consejo para que Ja vea
y haga justicia.

Que por ningún caso la tasa ó relasa de
las casas se hiciera en  otra forma que en la
espuesta.

Que el pedimento de la lasa ó retasa, ni
la demanda ordinaria sobre ellas, impida Ja
via ejecutiva que corresponde al dueño de
la casa para cobrar su alquiler, ¿ no ser
que opuesta como escepcion legitima, den -
tro de los diez dias el arrendador pueda li-
quidarla.

Que pasados mas de cuatro años del ar-
rendamiento, pueda el arrendador viviendo
la casa en cualquier tiempo tasarla, y es-
tando fuera de ella dentro de dos meses ha.
biéndola vivido el dicho tiempo * la pueda
tasar por vía ordinaria y no ejecutiva ni
por vía de  acción ni de escepcion , y si fue.
re de menos tiempo de cuatro la pueda pe-
dir por via sumaria y ejecutiva , ó ponerla
por escepcion, liquidándola denlro del tér-
mino de la ley en la via ejecutiva , como
queda dicho, de manera que en considera-
ción del agravio que recibiere el dueño de
la casa en, que se le tase al cabo de tantos
años, se quita la via ejecutiva dentro del
dicho tiempo , y se reserva á la ordinaria

gándose á ejecutarlas no puedan alegar en-
gaño, siendo ellos espertes en  las de su arle
que tomaron á destajo ó en subasta , ni so-
bre ello sean oídos,

LEY 22  , T1T 14 ,  LIB. 3.

Don Felipe 11 u ÍM4.

Los alcaldes hagan tasar todas las casas
alquiladas en la corle, aunque las partes no
lo pidan : el que saliere de una casa no la
puede tasar pasados dos meses, y la tasa de
las casas de Madrid y donde quiera que es-
tuviere la corle sea general para todos los
que la pidieren y quisieren, así cortesanos
como vecinos.

LEY 6 ,  T1T. I t  , L1B. 10.  '

Don FeUpo ¡ I  «a IBM.

En los frutos de las tierras sean preferi-
dos los señores de ellas por su renta á lodos
los otros acreedores, Je cualquier calidad
quesean.

LEY 23 ,  T1T, 14 ,  L1B. 3 .

Don Felino U I  en 4601.

Manda que en Madrid haya tres tasado-
res , que sean un alcalde de casa y corle,
uno de  los aposentadores reales y un regi-
dor nombrados anualmente, los cuales la-
sen todas las casas ó parte de ellas que se
hubieren de alquilar, y lo que fuere tasado
se ejecute, sin embargo d« apelación, y si
no se conformaren los tres hagan sentencia
los dos conformes , y no lo siendo, el pre-
sidente del Consejo yaya nombrando una ó
mas personas por el mismo órden; que no
pueda llevar el dueño ni pagar el que al-
quilare mas de lo tasado por ningún pro-
testo , bajo las penas pecuniarias que im-
pone.

LEY 24, TIT. 14 ,  LJB. 5 .

Do« Felipe 1[ I  en ft lS.

Concede á la villa de Madrid por las con-
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donde las parles harán sus informaciones,
las cuales vistas , el alcalde , aposentador
y regidor harán justicia.

Que cuando el arrendador hubiere vivi-
do una casa por tiempo de mucha conside
ración, de manera que al cabo de él parezca
que el pedir la Usa se funda en alguna pre-
tensión particular ó pasiva, se reserve al ar-
bitrio y conciencia de tos jueces, teniendo
cu cuenta el daño del dueño de la casa, si al
cabo de tanto tiempo hubiese de volver lo
que tiene cobrado y gastado.

REAL ORDEN DE 16  DE ENERO DE 1758 .

Not .  1 i U ley � ,  til. fO. l ib.  <0.

Con motivo de haber el comandante ge-
neral de la costa de Granada , hecho des-
ocupar en Málaga dos casas para alojarse á
su satisfacción, cuando S. M. las dejase li-
bres á su dueño , para que las viviesen los
que las tenían arrendadas, y que dicho co-
mandante buscase otras para su alojamien-
to,  entre las que estuviesen desocupadas ó
fuere voluntad de los poseedores alquilar-
las , y cuando todo faltase solicitará] con
S. M. la providencia mas conveniente, sin
tomarla ¿I* á su arbitrio con la fuerza por
no tener autoridad para ello.

RESOLUCION DEL CONSEJO DE 22  DE SETIEMBRE

DE 1746 .

Rol. t .  A la ley « ,  til. 10,  l ib.  10.

Con motivo del daño causado á las vi-
drieras de las ventanas de Madrid por una
tempestad de granizo , declaró el Consejo
que lo debia sufrir el dueño de la casa como
sufriría el de la quema ,< y mandó que en el
asunto no se admitiese recurso, teniéndose
esta declaración por regla general y como
ley.

REAL PROVISION DEL CONSEJO DE 20  OCTUBRE

DE 1768 .

Nata i A la ley A , lH.  lp, lib tt,

Se mandó á las justicias que no permitan
se despoje á los renteros de tierras y des-

poblados , de las qtíe tengan en arrenda-
miento en virtud del derecho que para no
ser despojados de tas tierras y pastos arren-
dados deberían tener los labradores por be-
nelicio de la agricultura.

LEY 3 ,  TIT, 10 ,  LIB.  10 ,  NOV. RECOP.

Dea Clrlot III en  1770.

Dispone que en los arrendamientos de
tierras queden en libertad sus dueños para
hacerlos como les acomode y -se convengan
con los colonos, y previene que en el prin-
cipio del año último tengan obligación el
dueño y el colono de avisarse para su con-
tinuación ó despedida como múluo desahu-
cio, y faltando el aviso del último año , si
solo se hiciere en el Un de  este se entien-
da seguir el año inmediato como término
para prevenirse sin que los colonos tengan
derecho de tanteo ni á ser mantenidos mas
del tiempo estipulado , esccpto donde baya
privilegio, fuero ú otro derecho particular.

PROVISION DEL CONSEJO DE 20  DE D1CIÉÍBRE

DE 1771 .

Ñola 4 i la.tey «,  til. <�» Ub. 10.

'Que los catedráticos de Salamanca, in-
distintamente , se deban preferir en el ar-
rendamiento de las casas* de la univerdad,
á todos los meros doctores , maestros y li-
cenciados ; que entre aquellos se pretieran
los de teología y derecho ¿ los de medicina
y artes , y entre unos y otros, concurriend#
solos , se deberá observar la preferencia por
antigüedad del grado, del mismo modo es*
tablécidoen los catedráticos por antigüedad
de cátedras.

LEY 12 ,  TIT.  i r ,  LIB ,  10 .

Don Cirio* III en  <711.

Declara que los dueños de casas pueden
reclamar sus alquileres ejecutivamente en
los juzgados ordinarios, cualquiera que sea
el fuero de ios deudores , y por privilegiado
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real cédula de  1784 es general debiendo so-
lo valer el fuero á ios matriculados cuando
se hallen destinados á la tripulación, arma-
mento ó maestranza de algún buque ó de-
partamento, y que lo prevenido en la última
parte no debe entenderse precisa y única-
mente con las clases distinguidas y personas
acomodadas de que trata , sino que ha de
comprenderá todas las del reino con igual
generalidad de derogación de fueros.

REAL CÉDULA DE 6 DE DICIEMBRE DE 1785 .

Nota 1 A la lay 4,  t i l .  10, lib. 10.

Dispuso que si los dueños , acabados los
contrato» quisiesen despojar á los arrenda-
dores , con pretesto de cultivar las tierras
por sí mismos , no se les permita , si no con-
curre la circunstancia de ser previamente
labradores con el ganado de labor corres-
pondiente, y al misino tiempo residentes en
los pueblos , en cuyos territorios se hallen
las tierras , y que cuando asi se verifique
se carguen á los dueños propietarios las
contribuciones que les corresponden como
tales, y lasque se hayan considerado al ar-
rendador por su parte, ó disfrute como si
subsistiese el último arrendamiento que
servirá de regla en tales casos.

LEY 14 ,  TIT.  11 ,  L IB.  10 .

Don Cirlc» t i l  en 1783.

Declaró que en las reclamaciones á qúe
se refiere la ley 12  , til. 11 , lib. 10  , ! debe
valer el fuero á los matriculados , solo en
el caso de bailarse destinados á la tripula-
ción, armamento ó maestranza de algún
buque ó departamento.

REAL ORDEN DE 8 DE FEBRERO DÉ 1790.

Nula « A la ley 8,  til, to,  Ub. 10.

Se mandó que todos los que vengan á
Madrid destinados á empleos del real ser-
vicio , se prefieran en los arrendamientos de
casas, y que entre dos privilegiados se

que parezca , escéptuando únicamente á los
militares incorporados en sus respectivos
cuerpos y residentes en ¡os destinos de es-
tos, y los que también estuvieren empleados
mientras se hallaren en ios lugares de sus
empleos.

LEY 6 ,  TIT. 10 ,  LIB. 10 .

Don Cir io*  111 en 47M.

Resolvió que ningún empleado en rentas
goce de privilegio que impida al dueño de
una casa el libre uso de el la ,  y que solo
deben gozarle en el caso de que se trate de
nuevo arrendamiento , y sea precisa para
custodia y despacho de los géneros y efec-
tos de la real Hacienda , por no haber otra
proporcionada en el pueblo.

LEY 12 ,  T IT .  11 ,  LIB. 10 .

Don Cir io* I I I  en 17M. Cédula de) Cor». de id  de «ep*
liembre de 1784.

Manda que desde la publicación de esta
cédula quede derogado el fuero de toda dis-
tinción de clases de personas privilegiadas
en Madrid y sitios reales para que los due-
ños de los alquileres puedan cobrar sus cré-
ditos ejecutivamente y sin admitirse inhi-
bición ni declinatoria de fuero, acudiendo á
los jueces ordinarios. Esceptúa únicamente
de esta disposición á los militares incorpo-
rados en sus respectivos cuerpos y residen-
tes en los destinos de estos, y los que tam-
bién estuvieren empleados mientras se ha-
llaren en los lugares de sus empleos. Por
último, dispone que lo propuesto se estien-
da á todas las clases distinguidas y perso-
nas acomodadas de todo el reino, sin que
con este motivo se puedan prevaler de fuero
privilegiado alguno, declinar la jurisdic-
ción ordinaria ni sobreseer esta en las eje-
cuciones á p re testo de inhibiciones ó com-
petencias de que deberán abstenerse los
jueces de dichos fueros.

LEY 14 ,  ID .  ID .

Doa Cirio» I I I ,  y «Adula <J»1 Con», an 1WJ.

Resuelve que la regla establecida en la
TUMO I I I .
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atienda al que se le haya entregado la casa,
y entrado á habitarla con reserva de su de-
recho al que crea tenerle contra el dueño
sobre daños y perjuicios r prefiriendo cuan-
do no hubiere entrega , la contrata masan-
ligua, con tal que no sea anterior al acto de
despedir la casa el inquilino.

LEV 7 ,  TlT. 10, Lia.  10 .

Don Cirio* IV en 1799.

Resolvió á consulta del Supremo Conse-
jo de Guerra, que los oficiales militares
sean preferidos en el arrendamiento de cual-
quiera casa que encuentren desocupada y
sin arrendar , pasado el dia de San Juan, y
no en otra , y que las que así fueren las to-
men por meses, en lo que no siente perjui-
cio el dueño , por cuanto eu el tiempo acos-
tumbrado no había encontrado arrendador
para ella.

LEY 8 ,  TlT. 10 ,  UB.  10 ,  NOV. REC.

Don Cirio» IV «n 179».

1 .a Los dueños y administradores pue-
dan libremente arrendar las casas á las per-
sonas con quienes se conviniesen, sin que
ninguna , por privilegiada que sea , pueda
pretender ni alegar preferencia con motivo
alguno, salvo los alcaldes de Casa y corte,
que debiendo vivir dentro de sus respecti-
vos cuarteles podrán, en conformidad de lo
que dispone la real cédula de 6 de octubre
de 1768, usar del derecho de preferencia
en las casas vacantes ó desocupadas dentro
de sus cuarteles.

9.° Muerto el inquilino pueda continuar
en la misma habitación su yiuda, y si no
la tuviese ó no quisiese, uno de sus hijos
en quien se conviniesen los demas , y no
conformándose, el mayor en edad.

3?  Para precaver los daños y perjui-
cios que la continuación de estos inquili-
natos podría causar á los dueños de casas,
se declara que así como por el iiKhacor-
datto 5 ,  tít. 15 ,  lib. 5 ,  pueden los inquili-
nos usar del derecho de la lasa, le tendrán

en los mismos términos sus dueños, pasa-
dos diez años de la habitación, y déla
misma facultad podrán usar si continuasen
habitándola por otros diez, y empezándose
á contar desde la publicación de este Auto*
acordado, porque en este largo tiempo pue-
de haber variado el valor del precio de las
dichas habitaciones.

4?  Se probibe todo subarriendo y tras-
paso de todo ó parte de las habitaciones, I
no ser con espreso consentimiento de los
dueños ó administradores ; y se anulan
también los que estuviesen hechos sin esta
circunstancia, bien que deberán ser prefe-
ridos los inquilinos en los arrendamientos,
entendiéndose derechamente y sin litigio
con los dueños, con tal que ai inquilino
principal que subarrendó se le rebaje la
cantidad del subarriendo que hizo , y ha de
percibir el dueño de la casa.

5 /  Mediante que en- conformidad de la
costumbre observada en Madrid , el inqui-
lino que ha de habitar la casa anticipad
importe del medio año, si se verificase que
antes de cumplirlo la dejase , el dueño ó
administrador le devolverá á pronta la can-
tidad que corresponda al tiempo que fallare
para cumplir el medio año; y lo mismo se
entienda con los alquileres que se anticipan
en las habitaciones que se pagan por meses.

6.° No puedan los dueños ó administra-
dores tener sin uso y cerradas las casas; y
los jueces les obliguen á que las arrienden
á precios justos y convencionales, ó por
tasación de peritos que nombren las parles,
y tercero de  oficio en caso de discordia,
aunque se diga y alegue no poder arren-
darlas por estarles prohibido por fundacio-
nes ó por otro motivo; pues semejantes dis-
posiciones no pueden- producir efecto en
perjuicio del bien público.

7.° Las personas que saliesen de la cor-
te con destino ó por largo tiempo , no pue-
dan retener sus habitaciones, ni con pre-
testo de dejar en ellas parte de su familia;
pero esta prohibición no deberá entenderse
con los que se ausentasen por falta de sa-
lud, comisión ú otra causa temporal de cor-
ta duración.

Enciclopedia española de derecho y administración



ARRENDAMIENTO. 667
REAL RESOLUCION DE 9 DE NOVIEMBRE

DE 1797 .

Mol, H l i  ley « ,  t i t .  40, Ub.  «0.

Se declaró que en el caso de no ocupar
el cabildo 'de León * por medio de alguno
de sus prebendados , una casa de su propie-
dad que habitaba un teniente retirado , se
prefiriese en su arrendamiento á este, y lo
mismo en cualquiera de las deroas casas
que tuviese desocupadas y le pertenezcan,
no estando habitadas por sus capitulares, ó
que estándolo no se pasen á habitar por
estos dentro de tres meses.

LEY 5 . ,  T ir .  10  , ye .  10 ,

Don  Cirio» IV en  1804.

Declaró que en los negocios contenciosos
sobre desahucios , arrendamientos de tier-
ras , precio y tasa de los mismos arrenda-
míenlos , y sobre los deroas particulares é
incidentes que en ello ocurran conozcan las
chancillerías y audiencias, como antes de
la cédula de 6 de diciembre de 1785, que-
dando espeditas sus facultades, sin que las
apelaciones de las justicias ordinarias pue-
dan ir á los intendentes, sino á dichos tri-
bunales.

DISPOSICIONES POSTERIORES.

REAL RESOLUCION Y CIRCULAR DRL CONSEJO

DE 10  DE OCTUBRE DE 1817 .

Refiere que con motivo de haber procedi-
do un oficial militar en Segoviaá retener las
llaves de una casa, prevalido de la prefe-
rencia que concedía á los militares la real
órden de 3 de junio de 1805 para habitarlas
en inquilinato y de la resistencia que hi-
zo á las órdenes del señor presidente del
Consejo en asunto dé  igual naturaleza, re-
solvió S.  M. que dicho oficial préstasela
debida sumisión á los mandatos del señor
presidente en una materia que escliia todo
fuero privilegiado y que se abstuviese de
apoderarse de las llaves de  casa alguna con-

3.° Habiendo acreditado la esperiencia
que se ocupan las. casas largo tiempo con
los bienes-m nebíes y alhajas de  los que
mueren para venderlos en almoneda, y que
se  usa del fraude de entrar y subrogar otros,
haciéndose por este medio interminables
dichas almonedas, se declara y manda que
sé'aeaben durante ios seis primeros me-
ses,  y pasados ‘quede desocupada, aunque
no se  haya concluido.

9.* Ningún vecino pueda ocupar ni te-
ner dos habitaciones, como no sean tiendas
ó talleres necesarios á su oficio ó comercio.

<0. Cuando los dueños intentasen vivir
y ocupar sus propias casas, los inquilinos
las dejen y desocupen sin pleito en el pre-
ciso y perentorio término de cuarenta días,
prestando caución de habitarlas por si mis-
mos,  y no arrendarlas hasta pasados cuatro
finos.

11 .  . Las cesiones ó traspasos que se hi¿

ciesen de las tiendas de cualquiera especie,
casas de trato ó negociación sean puramen-
te por el precio en que se regulasen ó con-
viniesen por los efectos, enseres, anaqueles
y demas de que se compongan, sin llevar
por via de adeala ni otro pretesto cantidad
alguna ; y la casa ó habitación en que es-
tuviese situada vaya con el precio que pa-
gaba el inquilino.
� 12. Sobre el contenido de estas reglas,
mediante ser claras , los jueces no admitan
demandas ni contestaciones , y las que ad-
mitieren las determinen de plano y sin fi-
gura de juicio.

REAL ORDEN DE 22 DE MAYO DE 1795.

Rol.  i A l ley í ,  Ül. <0, Ub. W.

Declaró S .  M. que no se pueda espeler á
nadie de la casa que ocupa para alojar un
dependiente de rentas ; pero que si se tra-
tare de nuevo arrendamiento sea este pre-
ferido, usándose el medio legal de la lasa
en caso de que sin razón , y con esceso y
fraude , se quiera aumentar el precio del
alquiler.
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ira la voluntad de su dueño; que cuando se
desalquilase alguna casa y el dueño no la qui-
siere para sí ó para alguno de su familia,
pretendiendo entrar en ella como inquilino
algún oficial, se abstuviese de lomar provi-
dencia por sí, procediendo tan solo á oficiar
a la autoridad civil para que tomase las dis-
posiciones convenientes con el objeto de
que fuese atendida la preferencia declarada
á los militares, y cuando aquella autoridad
no procediese conforme á esta declaración,
podria recurrir á S. M. ó al tribunal supe-
rior de que esta dependiese.

Añade asimismo que con ocasión de nue-
va instancia promovida por un dueño de ca-
sa en esta corle, á quien impedia arrendar
una habitación la viuda de un militar, pe-
netrado S .  M. de que los inquilinatos de
casas han pertenecido siempre á la policía
de los pueblos, y como tales, son de cono-
cimiento privativo dé la  jurisdicción ordi-
naria con inhibición de todo otro fuero pri-
vilegiado, se ha servido resolver que sobre-
seyendo el auditor de guerra de esta plaza
en el que ha tomado, se remita á uno de
los tenientes de corregidor, para que pro-
cediendo de plano y sin figura de juicio,
con arreglo á la ley 8 ,  til. 10, lib. 10 de la
Nov. Recop., dictase la providencia corres-
pondiente en justicia, mandando asimismo
por su real órden de 18 de junio último, y
con el fin de evitar en lo sucesivo cuales-
quiera disputas y tal vez competencias que
puedan suscitarse en esta materia, se circu-
len por el Consejo á todos los tribunales y
justicias del reino para su inteligencia y
cumplimiento las citadas órdenes de 25  de
junio y 29  de julio de 1815, por las que se
confirma claramente eq favor de la jurisdic-
ción real ordinaria el privativo conocimien-
to sobre inquilinatos.

DECRETO DE LAS CORTES DE 8 DE  JUNIO DE

1813, RESTABLECIDO POR REAL DECRETO DE i ti
DE SETIEMBRE DE 1856.

i." Todas las dehesas, heredades y de-
más tierras de cualquiera ciase, pertene-
cientes á dominio particular, ya sean libres

ó vinculadas, se declaran desde ahora cer-
radas y acotadas perpétuameute, y sus due-
ños ó poseedores podrán cercarlas, sin per-

juicio de las cañad as,  abrevaderos, caminos,
travesías y servidumbres, disfrutarlas libre
y esclusivamente ó arrendarlas como mejor
les parezca y declinarlas á labor ó pasto, ó
á plantío, ó al uso que mas les acomode, de-
rogándose, por consiguiente, cualesquiera
leyes que prefijen la clase de disfrute á que
deban destinarse estas fincas, pues se ha
de dejar enteramente al arbitrio de sus
dueños.

2.” Los arrendamientos de  cualesquie-
ra fincas serán también libres ¿ gusto de
los contratantes, y por el precio ó cuota en
que se convengan. Ni el dueño ni el arren-
datario de cualquier clase podrán preten-
der que el precio estipulado se reduzca á
tasación, aunque podrán usar en  su caso del
remedio de la. lesión y engaño, con arreglo
á las leyes.

3.° Los arrendamientos obligarán del
mismo modo á los herederos de  ambas
partes.

4.* En los nuevos arrendamientos de
cualesquiera fincas ninguna persona ni cor-
poración podrá, bajo pretcsto alguno, ale-
gar preferencia con respecto á otra que se
haya convenido con el dueño.

5 ** Los arrendamientos de  tierras ó de-
hesas, ó cualesquiera otros predios rústi-
cos, por tiempo determinado, fenecerán con
este, sin necesidad de mutuo desahucio y
sin que el arrendatario de cualquiera clase
pueda alegar posesión para continuar contra
la voluntad del dueño, cualquiera que haya
sido la duración del contrato; pero si tres
dias ó mas, después de concluido el térmi-
no, permaneciese el arrendatario en la finca
con aquiescencia del dueño, se entenderá
arrendada por otro año con las mismas
condiciones. Durante el tiempo estipulado
se observarán religiosamente los arrenda-
mientos, y el dueño, aun con el pretesto
de necesitar la tinca para sí mismo, no po-
drá despedir al arrendatario, sino en los ca-
sos de no pagar la renta, tratar mal la
ó faltar á las condiciones estipuladas.
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forma que debían durar con arreglo á la ley
que ha regido en Madrid basta ahora, rea-
les resoluciones, práctica y costumbres vi-
gentes al tiempo de celebrarse dichos con-
tratos.

Art. 4.® Quedan derogadas para en lo
sucesivo la ley 8 ,  tít. 10, lib. 10  de la No-
vísima Recopilación» y cualesquiera otras
reales resoluciones , práctica ó costumbre
que sean contrarias á lo establecido en los
artículos precedentes.

REAL DECRETO DE 23  DE MATO DE 184U.

Art. 1.�

Estarán sujetos al derecho de hipotecas
en todas las provincias del reino é islas ad-
yacentes.

2.° Todo arriendo 6 subarriendo de los
mismos bienes (inmuebles).

Art. 2 .a

En los arriendos el derecho será pagado
por el propietario ó usufructuario que ar-
rienda; en los subarriendos por el arrenda-
tario que cede ó traspasa sus derechos.

Art. 15.

En los arriendos, subarriendos, subro7

gacioncs, cosí ones ó retrocesiones de arrien-
do de fincas rústicas, se exigirá un cuarto
por ciento de la cantidad total que haya de
pagarse en todo el período de la duración
del contrato y s í  este no se limitase á un pe-
ríodo fijo, medio por ciento del importe de
la cantidad anual.

AH. 14.

Los mismos derechos se pagarán en los
contratos de arriendo de los edificios, sea
que estén situados en los campos ó en las
poblaciones, pero deduciendo de la reutaque
en el contrato aparezca la sesta parte por
gastos de reparaciones y vacíos , si atendi-
das las condiciones particulares de los ar-

G.‘ Loe arrendamientos sin tiempo de-
terminado, durarán á voluntad de las par-
tes, pero cualquiera de ellas que quiera di-
solverlos podrá hacerlo así , avisando á la
otra un año antes; y tampoco tendrá el ar-
rendatario , aunque lo haya sido muchos
años» derecho alguno de posesión, una vez
desahuciado por el dueño. No se entienda,
sin embargo, que este artículo hace nove-
dad alguna en  la actual constitución de los
foros de  Asturias y Galicia y demas provin-
cias que  estén en igual caso.

7.* El arrendatario no podrá suba rren-
dar ni traspasar el todo ni parte de la finca
sin aprobación del dueño; pero podrá sin
ella vender ó ceder, al precio que le parez-
ca, alguna parte de los pastos ó frutos, á no
ser que en el contrato se estipule otra
cosa.

LEV DE 9 DE ABRIL DE 1842 .

Art. 1 / Los dueños de casas y otros edi-
ficios urbanos, así en la corte como en los
demas pueblos de la península é islas adya-
centes,  en uso del legítimo derecho de pro-
piedad, podrá arrendarlos libremente desde
la publicación de esta ley arreglando y e s -
tableciendo con los arrendatarios los pactos
y condiciones que les parecieren convenien-
tes , los  cuales serán cumplidos y observa-
dos á l a  letra. �

Art. 2 . °  Si en estos contratos se hubiese
estipulado tiempo fijo para su duración, fe-
necerá el arrendamiento cumplido el plazo,
sin necesidad de desahucio por una ni otra
parte. Mas si no se hubiese fijado tiempo ni
pactado desahucio , ó cumplido el tiempo
fijado continuase de hecho el arrendamien-
to por consentimiento tácito de las partes,
el dueño no podrá desalojar al arrendatario,
ni este  dejar el predio sin dar aviso á la
otra parte con la anticipación que se halla-
re adoptada por la costumbre general del
pueblo,  y en otro caso con la de cuarenta
dias.

Art. 3.’  Los arrendamientos ya hechos y
pendientes á la publicación de esta ley,  se
cumplirán en los términos en que se hayan
celebrado , y por todo el tiempo y en la
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riendo» de los predios urbanos de  ciertas
localidades conviniese á los propietarios
ajustarse con la administración, podrán ha-
cerlo fijando el derecho por tres, cuatro ó
cinco años sobre la base del producto de  los
alquileres del año corriente y rebajando la
cuarta parte en lugar de la sesta.

REAL DECRETO DE H DE JUNIO DE 1847.

Art 5?

En los arriendos, subarriendos, subroga-
ciones,  cesiones ó retrocesiones de  arrien-
dos de  fincas urbanas á que se refiere la
hase 13  de  la ley de  23  de  mayo de 1845,
se exigirá un décimo de real por ciento de
la cantidad total qne haya de  pagarse en
todo el período de  la duración del contrato,
y si este no se limitase á un periodo fijo
dos décimos de real por ciento del importe
de  la renta anual.

LEYES CANÓNICAS.

DECRETAL. LIBRO 3 , TITULO 18 .

CAPITULO n.

Inoeenel» III aRo 4e lili.

No obstante los estatutos que haya en  con-
trario de  los diocesanos, los abades , priores
y demas personas eclesiásticas puedan ar-
rendar los diezmos de  sus respectivas ig le-
sias, siendo favorable á estas, y con tal que
los arrendamientos no se estiendaná feudos
ú otros contratos que induzcan enagenacion.

CAPITULO III.

Greg. IX , «So de ISIS .

A los colonos de  predios de  las iglesias
que por vicio de los mismos predios ó caso
fortuito y no por su culpa, se  les  siga grave
perjuicio en la esterilidad de un año,  se  les
remita á prorata de la perdida la cantidad
del cánon ó precio estipulado , á no ser que
pueda compensarse la esterilidad esperimen-
tada con la abundancia y lucro del año an-
terior y subsiguiente. Puede el dueño de la
casa espeler de ella antes del tiempo pacla-

I
do al inquilino , si la necesita para sf y t |
tiempo del arrendamiento no había igual
necesidad; también para repararla si amena-
za ruina, si la ha tratado mal ó ai ha versado
inicuamente en  ella, y últimamente, si deja
de pagar el arrendamiento por dos años.

ESTRAVAG. COMMUN.

AMBITIOS S .  LIB. 3 ,  TfT. 4 ,  CAF. US.

Prohíbe que los bienes de  las iglesias se
den en arrendamiento* por mas de tres años,
y si á pesar de  la prohibición el arrenda-
miento se verificase, lo  declara nulo y do
ningún valor ni efecto.

CONCIL. TRIDENT. SES. 25,  CAP. H .  DE REFORI.

Suele seguirse macho daño á las iglesias,
cuando se  arrienda sus bienes á otros con
perjuicio de  los sucesores, por presentarles
en  dinero los réditos , ó anticipándolos. En
consecuencia no se reputen por válidos de
ningún modo estos arrendamientos, si se
hicieren con anticipación de  pagas en per-
juicio de  los sucesores, sin que obste indul-
to alguno, ó privilegio, n i  tampoco se coa-
firmen tales contratos en la Curia Romau
ni fuera de  ella. Ni sea lícito arrendar las
jurisdicciones eclesiásticas ni  las facaltades
de  nombrar ó deputar vicarios en materias
espirituales, ni sea tampoco licito ejercer-
las á los arrendadores por s í  ni por otros; y
las concesiones hechas de  otro modo, tén-
ganse por subrepticias, aunque las haya
concedido la Sede apostólica. El Santo Con-
cilio decretó ademas, que son írritos los ar-
rendamientos de  bienes eclesiásticos aunqae
confirmados por autoridad apostólica ,
estando hechos de  30  años á esta parle,

Ípor  mucho tiempo , ó como se esplicaa co
algunos lugares por 29  años , ó por do* ve-
ces 29  años,  juzgare el Concilio provincial,
ó los que este depnte, que se han contraído
en  daño de la iglesia, y contra lo dispuesto
en los cánones ( í ) .

I < t ]  EiU traducción wt* tomado leobra
■ por don Ignacio Lopet de Aje1) .
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tecali ctnducii pare compelerse mú tu ámen-
te al cumplimiento de sus obligaciones.

Tales eran las bases de la legislación ro-
mana y sus principales disposiciones en ma-
teria de arrendamientos. Nds ha parecido
conveniente presentar el conjunto de ellas
en.el anterior bosquejo , porque lo mismo
queá  nuestras leyes puede decirse que han
servido de pauta á todos los Códigos eS-
tranjeroa, no tanto por causas históricas y
tradicionales, cuanto por ser una deriva-
ción de la naturaleza misma dé  las cosas , y
de las máximas inmutables de la justicia.
Las ideas fundamentales del derecho de
propiedad , tal como nosotros lo compren*
demos , dominan en todos los países civili-
zada , y el arrendamiento no es mas que
un medio natural, y puede decirse necesa-
rio de ejercer este derecho. Indicaremos,
sin embargo , las diferencias introducidas
por otras legislaciones , que aunque en lo
general no alteran los principales rasgos de
la fisonomía del derecho civil , tienen cierta
importancia, y merecen ser conocidas y es-
tudiadas por el jurisconsulto .

La ley romana, según dejamos dicho,
consideraba concluida y valedera la loca-
ción desde el momento mismo en que Jas
partes habían prestado su consentimiento,
y sentado este principio admitia sin res*»
triocion todas sus consecuencias , siendo
una de ellas , que la escritura , á no mediar
pacto contrario , no se necesitaba para la
perfección, ni ahupara la prueba del con-
trato. El Código francés admite también el
arrendamiento otorgado por escrito ó de
palabra (art. 1714); pero si el de cosas he-
cho verbalmente no se hubiera puesto en
ejecución, y uno de ios contrayentes lo  níe*
ga ,  prohíbe que se reciba prueba de testi-
gos, por pequeño que sea el precio y aun-
que se alegue que medió señal ó prenda.
Solo puede deferirse el juramento á aquel
que  niega el arrendamiento (art. 1715). Bien
vemos que esto se refiere á la forma y á la
prueba del contrato r mas es lo cierto que
un arrendamiento verbal perfecto , en el ca-
so de que se trata, y ejecutable según el

I derecho común, ai se prueba por cualquier

LEGISLACION ESTRANJERA. .

Varias y de copiosísima doctrina son las
leyes romanas que tratan del arrendamiento 1

ó sea (tecalio conduclio), nombre dado en ellas
á aquel contrato , en que uno se obligaba á
prestar á otro el uso de una cosa ó alguna
obra para cierto tiempo y mediante cierto
precio. A la manera que la compra-venta,
por ser como esta uno de los contratos
llamados consensúales, la locacion-conduc-
cion , según el derecho romano requería
tres Cosas especiales : el consentimiento de
donde lomaba su sustancia, y que bastaba
para su perfección : la cosa ú obra que
constituía su objeto, y el precio ó merced
que había de  compensar los provechos ce-
didos por el locador. Esta merced para que
la locación no degenerase en donación ú
otra especie de  contrato debía ser positiva!
vera, proporcionada al valor del uso de la
cosa 4 obra arrendada juila, y de cantidad
espresa ó tácitamente determinada-carta,
sin que pudiese quedar su regulación al
arbitrio de las partes, aunque sí las era lí-
cito ponerla en el de un tercero. Debia ade1

mas la merced consistir en dinero ó en
cierta parle de frutos. El locador quedaba
principalmente obligado á la entrega de la
cosa , y á hacer efectivo su uso al conduc-
tor ; este á usarla como buen padre de fami-
lias, á restituirla concluido el arrendamien-
to , y á pagar entre tanto á aquel el precio
convenido, y ambos por ser recíproca la
utilidad del contrato , á indemnizarse res-
pectivamente los perjuicios que se ocasio-
naran por no poner en el cumplimiento de
sus  deberes una regular diligencia, que en
el derecho romano se llamaba prestar la
culpa leve. La locación se continuaba en
los herederos de uno y otro contrayente»
salvo la de obra en que se suponía elegida
la aptitud ó industria de la persona. A la
conclusión del arrendamiento , el conductor
debia restituir la cosa en buen estado, y si
seguía en su- uso con paciencia del dueño,
se entendía revocado el contrato bajo igua-
les condiciones. Finalmente, tanto el uno
como el otro gozaban de la acción directa
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medio , incluso el de los testigos, que todas
las legislaciones admiten , podrá quedar en
Francia ineficaz por la sola negación de
uno de los contrayentes , lo cual siempre
afecta al principio de que el recíproco con-
sentimiento dá existencia y todo linage de
efectos legales á la convención. Esta restric-
ción del Código francés se encuentra igual-
mente en los de las Dos Sicilia», CcrJeña,
Cantón de Vaud y Holanda. Y el de Prusia
ofrece la singularidad de que el importe
del arrendamiento que tiene por base un
afio, determina los casos en que. puede ¡en-
tenderse por escrito, ó constituirse verbal-
mente: si el que debiendo ser escrito solo
se concluyó verbalmente, pero ha recibido
un principio de ejecución, valdrá por un
año (arts. 267 y 269).

La facultad de  subarrendar y ceder el
arrendamiento á no ser que le esté prohi-
bido al locatario, es un derecho consagra-
do, al par que en la legislación romana, en
la de Francia, las Dos Sicilias, Cerdeña,
Holanda, la Luisiana , Baviera y Austria.
Solo en los códigos del Cantón de Vaud y
Prusia se sigue la regla opuesta. El prime-
ro hace depender la facultad del subarrien-
do del espreso permiso del propietario, sal-
vo que se  presuma evidentemente por la
naturaleza de la cosa (art. 1214) . El segun-
do contiene una disposición análoga , con
la sola variación do autorizar al inquilino
para la renuncia del arrendamiento si el
dueño rehúsa adhesión, al subarriendo in*
fundadamente , y en el caso de que el su-
blocatario no ejerza un oficio perjudicial á
la habitación, permitiendo al arrendatario
de tierras el subarriendo de porciones muy
pequeñas, ó de establecimientos de índus �
tria separados (arts. 509 y 513).

Siendo responsable el arrendatario de los
daños ó menoscabos que sobrevienen á la
cosa por su culpa , y presumiéndose que
los incendios de los edificios acaecen por la
de las personas que los habitan , la ley ro-
mana , y coa ella las modernas en genera),
le imponen el deber de  indemnizar al due-
ño los estragos del fuego , si no destruye
aquella presunción con la prueba deque

semejante accidente provino de caso fortui-
to ú otra causa que no sea su falla de cui-
dado y diligencia. Los códigos de la Lui-
siana y del cantón de Vaud establecen sin
embargo la presunción contraria, impo-
niendo al propietario el  deber de la prueba.
(Art. 2695 del código de la Luisiana y 1229
del de Vaud).

Pero en lo que las leyes de  algunos de
estos paises se han apartado mas de estos
principios comunes, es en la naturaleza ó
eslension de los derechos del arrendata-
rio, y en algunos de los modos de concluir-
se y renovarse este contrato.

El arrendamiento no entraña ninguna de
las causas ó orígenes de esos derechos y
obligaciones que desde los romanos traen
el nombre de reales, porque refiriéndose
inmediatamente á las cosas , se adhieren á
ellas y las siguen por do quiera ; ni de las
mistas, así llamadas, porque participan á
un tiempo de la índole de tas reales y de
las personales. Entre locador y locatario to-
do derecho es personal, y solo pueden exi-
girse uno á otro el cumplimiento de  sus
respectivas obligaciones á favor de las ac -
ciones que les confiere el contrato. Tai fue
por lo menos la regla consignada en la ley
romana , desprendiéndose de ahí entre
otras consecuencias harto obvias, la de  que
vendiendo el locador la cosa arrendada , ó
entrando esta en el dominio de cualquiera
otro sucesor singular cesa el arriendo , y el
locatario solo tiene derecho á reclamar del
que se lo otorgó la devolución del precio
adelantado y el resarcimiento de  daños y
perjuicios. Los códigos francés, holandés y
austríaco han ensanchado considerablemen-
te la esfera de los derechos del arrendata-
rio. En Francia fue la Asamblea constitu-
yente quien, en interés de la agricultura,
ensayó la primera , aunque con cierta ti-
midez, una grave reforma sobre este pun-
to. Establecióse en la ley de 28  de setiembre
y 6 de octubre de 1791, que el comprador
de una heredad , arrendador por seis años
ó menos, no podía rescindir el Contrato; y
aunque siendo por mas de seis años podía
hacerlo i era á condición de haber de culli-
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var la tierra .par sí mismo ; de  avisar ó des-
pedir al arrendatario coa un año cuando
menos de  anticipación;, de indemnizarle
préviameote á juicio dé peritos los bene-
ficios que hubiera podido obtener del culti-
vo hasta la espiración del arriendo. Napo-
león fue mucho mas allá que la Asamblea:
lo que esta limitó á los arriendos de tier-
ras, lo estendió él en su código á los de
casas, y borrando Indiferencia que hacia
la ley de 1791 entre los arrendamientos de
mas y de menos de seis años, los sometió
todos á la misma regla, conviniendo por
tinto en un deber absoluto é indeclinable
el de  respetar del comprador el contrato
pendiente. Los jurisconsultos franceses se
han dividido en opiniones acerca de si esto
constituía ana nueva teoría sobre la natu-
raleza de los derechos que confiere el ar-
rendamiento, ó solamente una escepcion de
las reglas generales de  la antigua legisla-
ción en beneficio de los arrendatarios , para
protegerles contra el abuso de las facultades
que aquellas atribuyeron al comprador de
la cosa arrendada. Esta última opinión nos
parece la mas razonable ; pero , de lodos
modos, si la ley francesa no deroga el prin-
cipio de que del arrendamiento solo nacen
derechos personales , e s  innegable por lo
menos que en la disposición á que aludi-
mos la ha modificado profundamente. El
código de Holanda se halla de acuerdo en
este punto con el de  Francia (art. 1612). El
de  Austria puede asegurarse que realmente
ha cambiado la naturaleza de los derechos
del arrendatario , si bien de una manera mas
lógica, al propio tiempo que mas prudente
y equitativa. El código austríaco considera
en general el contrato de arrendamiento de
cosas y de tierras como una venia del uso
(art. 1094), y con raras escepciones admite
todas las consecuencias de este principio.
En el art. 1095 se declara que si el contrato
ha sido registrado , el derecho se hace rea/,
en  cuyo caso no puede ser espulgado por el
comprador de la cosa , según se deduce del
artículo i 120. Pero si la venta ha sido for-
zada, el arrendamiento se anula aun cuan-
do esté registrado como derecho real;  dis-

TOMO ni.

posición previsora y Justa que evita que cu
Austria sufran los acreedores los perjuicios
que produce en Francia la inviolabilidad de
los arrendamientos otorgados por el deudor
á causa de los fraudes que á la sombra de
este derecho se cometen , y por las dificul-
tades y obstáculos que suscita á la enage-
nación de las fincas.

Otro principio del derecho común halla-
mos derogado en algunos códigos. No solo
los derechos y obligaciones que resultan del
arrendamiento, sino los de lodo contrato en
general se trasmiten á los herederos , según
la ley romana y las demas que á ella se han
acomodado, por la harto sabida regla de
que el que contrae lo hace para sí y sus
herederos. El código de Vaud declara , por
el contrario, que el arrendamiento se di -
suelve a la muerte del arrendador ó del ar-
rendatario, ó no ser que se hubiese estipu-
lado la continuación en los herederos (artí-
culo 1237), Y el código prusiano adopta
una especie de término medio , disponiendo
que al arrendatario de tierras se le podrá
desahuciar por la muerte del dueño , cuyos
herederos, si no intervinieron en el con-
trato , tampoco tienen obligación de proro-
garlo mas que por un año después de |a
muerte de su causante. A la muerte de un
inquilino, sus herederos no están obligados
á continuar el inquilinato sino durante seis
meses , contados desde el final del trimestre
del fallecimiento: el propietario puede tam-

. bien en este caso hacer resciudir el contra-
to en los plazos ordinarios (artículos 350 al
365 y 377),

Finalmente, el código de Prusia, apar-
tándose en esto de todos los demas, no ad-
mite la tácita reconducción como resultado
de la simple permanencia del arrendatario
en la posesión del arrendamiento después
de su espiración con paciencia del dueño;
para que se entienda contraido uno nuevo
es menester que este consienta espesamen-
te, ó bien que se deduzca su consentimiento
tácito de ciertos actos de su parte, lo que
equivale á no reconocer como prueba el
hecho puramente pasivo de la aquiescen-
cia (art. 325).
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SíC.  I I I .  DE LAS PERSONAS QUE PUEDEN CE-

LEBRAR EL CONTRATO DE ARREN-
DAMIENTO.

SfiC. IV. DE LAS ACCIONES QUE SE DERIVAN
DEL ARRENDAMIENTO.

CAPITULO SEGUNDO «x  A«MM»a-

»E €�»*«.

SEC.  1 .  CONSIDERACIONES ESPECIALE! T
-COMUNES A LOS ARRENDAMIENTOS
DE COSAS.

SEC.  I I .  DE LAS OBLIGACIONES DEL ARREN-
DADOR Y DEL ARRENDATARIO TW
COSAS.

J. 1.* Obligaciones del arrenda-
dor.

§. 2.® Obligaciones del arrenda-
tario.

SEC. II!. MODOS DE CONCLUIRSE LOS AR-
RENDAMIENTOS DE COSAS.

SEC.  IV .  DE LA TÁCITA RECONDUCCION.
SEC.  V .  DEL ARRENDAMIENTO DE PREDIO!

RÚSTICOS.
SEC. VI. DEL ARRENDAMIENTO DE CASAS.

§. 1.” Consideracienes aplicables
á todos los arreudamitn-
los de casas.

§. 2 . ’  C'éHuiJerartoní’s aplicable»
á los arrenilafuieuloi de
casas de Madrid.

SEC.  VIL DEL ALQUILER DE COBAS MUI-

RLES.
SüC. VIIL DEL ARRENDAMIENTO DE GANADO!.

S1C. IX. DE ALGUNOS CONTRATOS QUE TIE -
NEN ANALOGIA CON KL ARRENDA-
MIENTO DE COSAS.

CAPITULO TERCERO, m
MIEKT» BK T MBB-

vicie*.

SEC. I. CONSIDERACIONES GENERALES SO-
BRE EL ARRENDAMIENTO DE OBRAS
¥ SERVICIOS.

SEC.  11 .  OBRAS Y SERVICIOS QUE PUEDE!
SER OBJETO DEL CONTRATO Di

ARRENDAMIENTO.
g .  ! . * '  Befas personas que se obli-

gan al servicio de otro.
2.u De los conductores y portea-

dores.
*. 3." De lo3 que loman á su car-

No concluí remo* esta breve reseña sin
estrada r lo que dice Blacktone en sus Co-
mentarios de las leyes inglesas sobre el con-
trato do locación , considerado como uno
de los medios de adquirir, aunque sola-
mente en acción, lá propiedad délos bienes.
«La locación es un contrato que transfiere
una propiedad no permanente del locatario
por cierto tiempo, y mediante el precio ó sa-
lario expresamente convenido entre las par-
tes, ó dejado á la disposición implícita de
la ley , en proporción al valor del servicio.
Por este contrato mutuo , el locatario ad-
quiere una propiedad temporal sobre la cosa
arrendada ó alquilada, bajo la condición
tácita de emplearla bien y hacer de ella un
uso moderado ; y el propietario conserva el
derecho de reversión sobre la cosa misma,
á la vez que adquiere una propiedad sobre
el precio.» Por esta breve explicación del
célebre comentarista inglés, dejando aparte
estériles cuestiones de terminología , se ve
que las nociones que se tienen en aquel
país de la locación en general y de los prin-
cipios que determinan su naturaleza y sus
efectos, no difieren esencialmente de los
admitidos en los códigos de las demas na-
ciones; si bien en los arrendamientos de
tierras , como en todo lo que se roza con la
propiedad territorial , ejercen un marcado
influjo las tradiciones y hábitos del feuda-
lismo, tan justamente arraigados en -Ingla-
terra, y que son, puede asi decirse, la base
de todas sus instituciones.

PARTE DOCTRINAL.

MiMARi».

CAPITULO PRIMERO, Mi
MIEVrft EN  GI1EAAL.

SfiC. 1 .  CONSIDERACIONES GENERALES: CA-
RÁCTER . Y NATURALEZA DEL Ale
RENDADAM1ENTO.

SEC.  I ! .  CONDICIONES ESENCIALES DEL Aü-
REN O AMIENTO.

g .  1 .®  Del consentimiento.
§ .  2 . a De la cosa.
§ .  3 .*  Del precio.
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ra también usar y disfrutar de  ellas indi-
rectamente y por medio do otros;) si le es-
tuviera vedado, en una palabra, darlas en
arrendamiento.

Y cuando semejante restricción se admi-
tiese, cuando el derecho de propiedad se
encerrase en tan estrechos límites que na-
die pudiera usar de sus cosas mas que por
sí mismo y cada individuo hubiera de tra-
bajar por sí y para sí solamente, la sociedad
que se alimenta y vive principalmente dé-
la comunicación de las ideas, déla recipro-
cidad de los servicios y de la combinación
y enlace de todos los intereses, ó vendría á
hacerse imposible ó carecería de los medios
necesarios para dar á estos mismos intereses
el desarrollo conveniente.

No convenimos, pues, con Mr1. Dnver-
gier, jurisconsulto francés feon cuyas opi-
niones estamos generalmente de acuerdo,
y de cuyos trabajos sobre el arrendamiento
nos aprovecharemos algunas veces en el
curso de este articulo), cuando dice que las
ventas, las permutas y los demas contratos
análogos que transfieren de una manera
absoluta é irrevocable la propiedad de las
cosas, bastarían á la actividad de las rela-
ciones sociales y á las especulaciones de la
industria, si hubiese siempre conveniencia
y utilidad en enagenar de una parle y vo-
luntad y posibilidad de adquirir por la otra.
Tan lata como es esta quimérica hipótesi,
aun no alcanza á lo que forma el objeto
mas común y acaso mas interesante del ar-
rendamiento: el trabajo. El que desee culti-
var un campo ageno podra, es verdad, con-
seguirlo sin acudir al medio del arrenda-
miento, siempre que el dueño se lo quiera
vender y á él le sea conveniente y posible
comprarlo. Pero ese mismo agricultor ha
menester para el laboreo de su nueva pro-
piedad el ausilio del criado y del jornalero:
el fabricante, el industrial , el comerciante
no pueden acometer ni dar cima á sus ope-
raciones y empresas sin la cooperación del
talento, de la habilidad y del trabajo de
otros individuos; y todos cUos'sucnmben á
la necesidad de obtener las obras agenas,
mediante una retribución, lo mismo que su-

gn la construcción de una
ttbra.

. §. 4." /)<! ¡as obras á destajo.
Sec .  I I I .  DE ALGUNOS CONTRATOS QUE TU-

NEN ANALOGIA CON EL ABREN DA-
MIENTO DE OBRAS.

CAPITULO PRIMERO.

BEL ARBFNDAMIENn EM GEyEEAL.

Vamos á tratar en esta primera parte de
las tres en que hemos creído conveniente
dividir el presente artículo de todo lo que
concierne al arrendamiento genéricamente
considerado; por consiguiente, nos propo-
nemos esponer en ella las reglas, los prin-
cipios jurídicos y las disposiciones legales
que son aplicables á la esencia de este con*
trato, á sus condiciones características, é su
organización y á los medios que la ley con-
cede para exigir el cumplimiento délas
obligaciones que impone á los otorgantes.
A este íiu hemos dividido el primer capítu-
lo en las secciones que comprende el suma-
rio, las cuales procuraremos desenvolver con
la amplitud que permite la índole de esta
obra*

SECCION I.

CONSIDERACIONES GENERALES: CARÁCTER V NA-
TURALEZA DEL ARRENDAMIENTO.

El arrendamiento- es acaso el contrato
que interviene con mas frecuencia en las
estensas y variadas relaciones del comercio
humano y el que produce resultados mas
importantes en el desenvolvimiento dé los
intereses materiales de los pueblos. Por eso
constituye uno délos hechos mas frecuen-
tes y principales en que la idea abstracta
de la propiedad viene á realizarse, por de-
cirlo así, y á convertirse en el ejercicio de
una facultad fecunda y provechosa.

La propiedad seria un derecho limitadí-
simo é ineficaz si cada individuo hubiera
de gozar directa ypersonalmente.de todas
las cosas que le pertenecen inclusas sus fa-
cultades Tísicas é intelectuales (si no pndio-
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de objetos, y que prestándose á diferentes
formas se divide y subdivide en  varias es-
pecies, sin que lleve en todas un mismo
nombre, ni se rija siempre por unas mis-
mas reglas.

El arrendamiento es de cosas ó de obras;
clasificación fundamental admitida univer-
salmente desde los romanos basta nuestros
dias, por estar fundada en las nociones mas
sencillas y elementales del derecho de pro-
piedad, pues el hombre es dueño en primer
lugar de su cuerpo, de sus facultades fri-
cas é intelectuales, de su trabajo; lo es en
segundo de las cosas estertores susceptibles
de apropiación que ha adquirido á la som-
bra de la ley ó que ha hecho suyas con su
trabajo mismo; y de lodo esto puede usar ó
disfrutar libremente por sí propio ó por me-
dio de otras personas, que es lo que con el
arrendamiento se verifica.

El arrendamiento de cosas , comprende
las corporales y las incorporales, las mue-
bles y las inmuebles, las rústicas y las ur-
banas. En el de obras cabe lodo género de
trabajo personal , desde el mas humilde
basta el mas noble. Y según la naturaleza
de eslos objetos y de las estipulaciones ac-
cesorias de los contrayentes, cambia de
nombre , llamándose unas veces arrenda-
miento, otras alquiler, otras flete, otras
asiento , y recibe modificaciones en su ca-
rácter y en sus efectos , que lo aproximan
mas ó menos á otros contratos , y espl ¡can y
justifican esta variedad en sus denomina-
ciones.

Pero si cada especie tiene sus caracteres
peculiares, la naturaleza esencial del ar-
rendamiento es siempre la misma: sus ele-
mentos constitutivos no se alteran , sus
efectos capitales subsisten constantemente.

La obligación que una de las partes se
impone de proporcionar á la otra el uso y
goce de su cosa y obra, y la obligación cor-
relativa que esta contrae de pagar á aquella
el precio convenido, forman el arrenda-
miento considerado de una manera abstrac-
ta , independientemente de su objeto, de
sus  condiciones y de su forma. Si recae so-
bre algún objeto mueble , inmueble ó se-

cumbená la de prestar las obras propias,
cuantos no tienen mas patrimonio que su
inteligencia y sus brazos. Un jurisconsulto
francés ha reasumido estas ideasen un pár-
rafo tan breve como elocuente, del cual no
queremos privar á nuestros lectores. El ar-
rendamiento, ba dicho, es de un uso tan
frecuente como necesario. Por medio de él
la mayor parle de los hombres adquieren
un asilo para su familia, un depósito para
su fortuna moviliaria, un domicilio para sus
personas: por medio de este contrato pros-
pera la agricultura, la industria, el comer-
cio: por medio de él la clase laboriosa se
proporciona lo superfino de la clase opulen-
ta, dando temporalmente en arriendo su
trabajo, sus servicios y sus cuidados.

Esa es  la razón porque el arrendamiento
tan conocido y generalizado hoy pertenece
á lodos los tiempos y países; por eso se ba
considerado siempre como de  derechode gen-
tes. Y no solo es un contrato absolutamente
necesario para la vida civil, sino que cons-
tituye uno de los elementos mas poderosos
de perfección y de progreso humano, por-
que concurre tan activamente, como lo he-
mos demostrado, al completo derarrollo del
derecho depropiedad quees  el primeroy mas
sólido délos cimientos sociales. Si fecundi-
za el trabajo, que es la fuente de toda ri-
queza, si pone en contacto y armonía los
intereses Individuales, en lo cual está la
mejor prenda de afecto y alianza entre los
hombres, por fuerza ha de ejercer una
grande influencia sobre la civilización y el
bienestar de las naciones. Por eso ha dicho
un economista de nuestros dias, aludiendo
á la propiedad territorial, «que el sistema
de arriendos tiene tal ascendiente sobre el
carácter de los pueblos, que se le puede
considerar como la base fundamental de la
sociedad y como una institución que impri-
me el sello en la parte moral, intelectual y
política de la especie humana (1).»

De las sencillas consideraciones que de-
jamos apuntadas puede ya deducirse que el
arrendamiento abraza multitud de cosas y

(i  ' FIorei K*U«<4*, Curso de ecenomla política, part.
9. cap. 1- H
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trahilur ti de prelio convenerit: tic et locatio
conducho conlrahi-intelligiltír ti de mercado
convtmeril.» En la precisión de las fórmulas
del derecho romano la sola contraposición
dé los  términos, precio y merced , bastaban
para indicar aquello en que un contrato se
distinguía del otro. Y en efecto, aunque
consensúales ambos y muy parecidos en
otras condiciones, la circunstancia de trans-r
ferirse por lávenla la propiedad de las co-
sas , y de no contraerse en el arrendamien-
to mas obligación que la de dejar gozar ó
disfrutar las cosas al arrendatario , consti-
tuye una diferencia radicar entre el los,  ó
induce otras varias en el desenvolvimiento
de la série de obligaciones y derechos que
cada uno produce.

Fácil e s ,  sin embargo , que en algún ca-
so se dude , si el contrato es venta ó arren-
damiento. Si las partes dicen espresamenle
que arriendan ó que venden, sin que nin-
guna de sus estipulaciones repugne á la na-
turaleza del contrato qne han denominado,
entonces esta calificación, técnica y vulgar
á la vez , es un signo inequívoco de su ver-
dadero propósito, escluye las interpreta-
ciones , y cierra la puerta á toda contro-
versia. Mas, bien puede suceder, aunque
sea raro, que se formule un contrato de
esta clase sin decir precisamente que se
vende ni que se arrienda.
, Díccse, por ejemplo, que se cede y

transfiere el goce de una finca durante cier-
to tiempo, y por tal precio. ¿Será esto ven-
ta del disfrute , ó arrendamiento de la cosa?
La cuestión no carece en verdad de ¡nterés,
pues el peligro de 1a cosa en la venta es del
comprador , y en el arrendamiento del due-
ño. ¿Se resolverá la dificultad por la dura-
ción del contrato? Así opinaba Pothier di-
ciendo que debia considerarse arrendamien-
to si se había estipulado para nueve años
ó menos , y venta si era para mas tiempo.
¿Se resolverá por la manera en que se haya
convenido el pago del precio , decidiendo
que es venta si el precio consiste en una
suma pagada de una vez , y arrendamiento,
si se divide en muchas cantidades á pagar
una en cada año? Tal era la opiniou de Ca-

ARRENDAMIENTO.
moviente, habrá arrendamiento de cosos,
si sobre alguna obra, arrendamiento de
trabajo ó industria; pero en todo caso el
contrato en su esencia , será uno mismo:
consensual , porque se perfecciona por el
solo consentimiento de las parteé; sinalag-
mático ó bilateral , porque envuelve intere-
ses y utilidades reciprocas; origen de obli-
gaciones puramente personales, porque nin-
gún derecho transfiere sobre la cosa que
constituye sy materia. El del arrendatario se
limita al uso y goce de lo que se le arrien-
da ,  e l  del arrendador consiste en la percep-
ción del precio: esto es lo que mutuamente
pueden exijirse al tenor de sus estipulacio-
nes por virtud de las-acciones que nacen del
contrato. * '

Puede celebrarse el arrendamiento por
cierto y determinado número de años; por
un período de tiempo incierto , ó durante
la vida del que dá ó recibe la cosa en el
concepto indicado. La ley 2,  tlt. 8, Part. 5,
autoriza estos modos de  celebrar el contra-
to , añadiendo que de cualquier modo que
se verifique , pueden los contrayentes esti-
pular todos los pactos, y condiciones que
tengan por conveniente con tal que no sean
contrarios á las leyes y buenas costumbres.

El efecto natural é inmediato del arren-
damiento, es  transferir en favor del arren-
datario el derecho de gozar y disfrutar la 8
cosa arrendada, ó él de aprovecharse de las
obras ó servicios que han sido objeto del
contrato. El arrendatario nunca adquiere
otros derechos que reserva siempre en si el
arrendador.

El arrendamiento tiene bastante analogía
con la compra-venta , y aun por eso nues-
tra legislación, imitando á la romana , ha
dictado reglas que les son comunes ; pero
esto ,  no obstante, existen entre uno y otro
contrato diferencias capitales y notorias.
Convienen indudablemente en que unos
mismos requisitos se exijen en ambos para
su  perfección y eficacia , y esta es la razón
porque pudo decir la ley romana: �locatio
conduclio próxima esl emptioni venditioní,
ejuxdemjurit regulit coniislit....» Pero tam-
bién añadió: «ñam ul emplio vendílio ila pon-
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roecms, de quien Pothier se separa en este
punto, y queá nosotros, si bien no decisiva,
nos parece mas fundada que la suya. La
duración del contrato nada puede significar
donde el arrendamiento por muchos años, y
hasta por toda una vida sea lícito , como
sucede en España. Creemos , pues, de
acuerdo con Duvergier, que el pago del
precio en una sola suma y de una vez,  uni-
do á las palabras ceder y transferir á otras
equivalentes que cuadrasen mejor á la venta
que al arrendamiento, no concurriendo
ninguna otra cláusula ó espresion que ma-
nifestase el ánimo de celebrar este último
contrato, bastarían á caracterizarlo de ven-
ta en el caso propuesto; pues aunque sea
permitido reunir en una suma, y satisfacer
de uua vez todas las pensiones de uu arren-
damiento , no es esto lo mas natural y fre-
cuente en semejante contrato, asi como
tampoco lo es  la división y pago periódico
del precio en la venta.

También hay riesgo de que se confunda
con el arrendamiento la constitución del
usufructo. El derecho de usufructo y el ar-
rendamiento, se diferencian, en que de
ordinario aquel se adquiere á titulo gratui-
to , y vitaliciamente , al paso que este es
un contrato oneroso y de duración inde-
pendiente de la vida del arrendatario; pero
como nada se opone á que el usufructo se
constituya por tiempo ilimitado, mediante
el pago de una suma dividida en tantas
fracciones como años baya de disfrutarse la
cosa , y por otra parte también puede ha-
cerse un arrendamiento por toda la vida del
arrendatario, en (al caso aquellas diferen-
cias desaparecen , y es necesario consultar
la verdadera voluntad de los contrayentes,
para no confundir derechos tan distintos en
su esencia y en su estension respectiva.
También es necesario observar que el usu-
fructo es una desmembración de la propie-
dad, un derecho real, jus iu  re , derecho en-
carnado en la cosa , y siempre en una cosa
inmueble , por cuya razón es susceptible de
hipoteca, al paso que el derecho del arren-
datario es solamente personal , jus ad reñí,
derecho que nace de la convención , y solo

tiene efecto ooolra el que so ha obligado.
El usufructuario debe tomar las cosas como
se encuentran ; el arrendatario tiene dere-
cho á exijír se le entreguen en buen estado.-
En el arrendamiento el dueño está obligado
¿ asegurar al arrendatario el goce de la co-
sa; en el usufructo el propietario lo está
únicamente á sufrir que el usufructuario la
disfrute. Este soporta las reparaciones ü
obras de conservación , y el pago de todos
los tributos y cargas reales; aquel no está
tenido á lo uno ni á lo otro. El arrendatario
no puede ejercer, como el usufructuario,
las acciones relativas á las servidumbres,
ni aun las posesorias. El usufructuario á
quien parezca gravoso el usufructo , puede
abdicar cuando quiera su derecho , como se
abdica el de propiedad ; el arrendatario no
es libre en renunciar á su arrendamiento,
pues el propietario puede compelerle á que
continúe en él todo el tiempo estipulado.
Hasta tal punto difiere el verdadero arren-
damiento del usufructo por mas que en al-
gunas circunstancias accesorias puedan á
veces coincidir y parecer idénticos.

Otros contratos, de que mas adelante ha-
bla remos, se aproximan también mas o
menos al que es  objeto del presente artícu-
lo , y pueden equivocarse con él en ciertos
casos ; pero no será difícil evitar el error si
se tiene constantemente á la vista el princi-
pio de que el arrendamiento, transfiere tan
solo, y siempre onerosamente el uso, goce
ó disfrute de las cosas, y que por lo tanto
no pueden considerarse como tal arrenda-
miento ni los contratos en cuya virtud se
adquiere ese mismo uso , goce ó disfrute,
pero á titulo gratuito , como el comodato,
ni aquellos en que se obtiene, no mediando
precio, sino Otra cosa que non fuessen (Hue-
ros contados , porque estos serian contratos
innominatos , como los llama la ley de Par-
tida (1), ni ünalmenle, los que á titulo one-
roso trasmiten la propiedad , aunque solo
sea el dominio útil de las cosas.

Hemos procurado dar une idea general
del arrendamiento de su carácter, natura-

u)  L.  J, lit. 8 ,  Vi l .  5.
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este contrato no necesita para su perfección
solemnidad alguna: basta que las partos
manifiesten su voluntad sobre la cosa y el
precio verbalmenle ó por escrito , en docu-
mento público ó privado, para que el con-
trato exista desde entonces y produzca to-
das sus consecuencias (t) .

La promesa recíproca de arrendar , licita
en este contrato como en el de compra
venta y en cualquiera otro (2), si media con-
formidad entre las partos acerca de la cosa
y el precio, constituye un verdadero arren-
damiento, pues nada le falta para serlo, y
se realizará plenamente cuando llegue el
día para el cual se haya prometido. Ni la
virtud del contrato depende de  que la en-
trega de la cosa ó la prestación de los servi-
cios sigan inmediatamente á su celebración,
ni repugna á su esencia el pacto de  que el
uso y goce de la misma tendrá lugar en una
época futura. Podrá decirse que si entre
tanto el dueño arrienda la cosa á otro , e l
nuevo arrendatario, habiendo procedido con
buena fó, será preferido al que obtuvo an-
tes la promesa , y este solo tendrá acción
contra el promitente por los daños y per-
juicios; mas este riesgo no es peculiar do
las promesas, también existe en el arren-
damiento, propiamente dicho mientras no
se verifica la tradición de la cosa al arren-
datario ; y esto prueba que no nace de la
naturaleza particular de  aquellas , sino de
la del arrendamiento en general que solo
transfiere derecho» personales, por cuyo
motivo entre dos arrendatarios de buena fó
la prioridad en la posesión , y no la de la
fecha de la convención, es lo que decide
como razón de preferencia. Hemos hablado
de la promesa recíproca ó bilateral ; la uni-
lateral no equivaldría á un arrendamiento
positivo; seria tan solo una proposición que
pudiera retractarse libremente , ínterin no
fuese aceptada , á no ser que el que ofrecí o
arrendar, ó el que prometió tomar en ar-
rendamiento , hubiese concedido aj otro al-
gún plazo para aceptar ó, no la promesa..

El consentimiento que da existencia y vi*
(1) Ley «,  l¡i. S. Parí. S

Laye» SO, til. 9,  Parí. 8, y i. Ui.S,  !lb.JO,Nq»i*i-
ma Bec.

leía y efectos. Antes de entrar en el examen
de sus diferentes especies, debemas ocu-
parnos detenidamente de sus condiciones
esenciales , espoaiendo los principios admi-
tidos generalmente en la materia.

SECCION 11.

COXDKIOBES EJERCÍALES DEL ARBttiDAMIE.TTO.

Los elementos constitutivos del arrenda-
miento, son d consentimiento, la cosa y
el precio. Sin el concurso de dos volunta-
des sobre un objeto no hay pacto posible,
no puede haber Vinculo alguno de derecho.
Pero no es precisamente este principio, co-
mún á todas las convencjones humanas , el
que determina la necesidad de dicho requi-
sito en lo» arrendamientos , sino la natura-
lesa particular de esto contrato, que como
todos los demás llamados consensúales , no
ha menester otra solemnidad ni fórmula pa-
ta quedar perfecto, que el mútuo consenti-
miento de las partes , de cualquier modo
que lo espreaen , acerca de la cosa ü obra
cuyo uso ó disfrute se proponen prestar y
obtener respectivamente , y del precio que
ha de  percibir el dueño en consideración
al provecho ó utilidades de que se despren-
de en  favor del arrendatario. Ni habría tam-
poco arrendamiento si faltase la cosa ú obra
que ha de formar su materia , -ó el preció
que imprime el carácter de oneroso á la
convención, y sin el cual degeneraría en
otra especie de contrato. Vartios, pues ,á
hablar de  esas tres condiciones esenciales
de  todo arrendamiento coa la oportuna se-
paración en. los párrafos siguientes.

1 bel comenl¿míenlo.

No vamos á esponer en esto lugar las doc-
trinas y principios legales aplicables al con*
sentimiento, considerado como condición
esencial y común de los contrato» consen-
súales. Dejando esto trabajopara.su lugar
oportuno , y limitándonos á tratar del coa-
sentimiento , en cuanto tiene relación y Ana-
logía con el arrendamiento, diremos que
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gor al contrato de que tratamos consiste en
la voluntad recíproca de hacer un arrenda-
miento; pues si una dé las  partes enten-
diese arrendar y la otra comprar, no resul-
taría contrato, ó si convinieran ambas en
otra cosa habría contrato, pero no de  ar-
rendamiento.

El perfecto conocimiento de  la  intención
de los contrayentes sobre este objeto capi-
tal es tanto mas interesante, cuanto que ya
hemos dicho que hay varios contratos muy
parecidos al del arrendamiento, con el cual
se  pueden confundir fácilmente, á pesar de
ser muy distintas su  índole y sus consecuen-
cias. .

Como el consentimiento puede ser puro
ó condicional $ resulta , aplicando esta dis-
tinción al arrendamiento, que en el primer
casóle  perfecciona inmediatamente y de  un
modo absoluto , y en el segundo suspende
sus efectos , ó le  modifica , según la natu-
raleza ó los términos de  la condición esti-
pulada.

Los que arriendan deben ponerse de
acuerdo , y consentir principalmente sobre
dos puntos : l . °  la materia del contrato;
el precio.

La materia ó el objeto del contrato que
el dueño y el arrendatario se , propongan
respectivamente dar y tomar han de  ser
idénticos; y también deben estar conformes
acerca de  sus cualidades sustanciales. Si
aquel tuviese el ánimo de arrendar un cam-
po ó cierta clase de  obras , y este creyese
que se le arrendaba otro campo distinto ú
otras obras diferentes, ningún vínculo re-
sultaría entre ellos de  tal consentimiento,
concorde solo en la apariencia y en el fondo
contradictorio; así como tampoco habria
contrato si habiéndose convertido el campo
de  regadío en secano , el arrendatario , ig-
norando esta novedad, creyese que conser-
vaba su  cualidad anterior, y que con ella
se le  arrendaba. Como el error sobre el
nombre y calidades accidentales de  la cosa
no  vicia el consentimiento , resultará que
si uno piensa recibir tierras buenas, siendo
medianas ó ínfimas, y solo se  arrendaron en
general y sin expresión alguna determinada,

el arrendamiento será eficaz y tendrá cum-
plido efecto.

Es igualmente necesario que las parles
convengan esplfci la ó implícitamente en d
Uso que ha de  hacerse de  la materia de!
contrato, lo cual constituye el fin del ar-
rendamiento, pues si la ana da ,  v. gn,  M
caballo de silla para montar y la otra cuen-
ta tomado para tiro, no. habrá contrato.

El tiempo que  ha de'prolongarse este uso,
ó sea la duración del arrendamiento, es otro
es  tremo que debe quedar determinado por
el acuerdo tácito ó espreso de los interesa-
dos ; pues si uno entendiese dar en arren-
damiento por dos años y el otro tomar por
cuatro , seria nulo el contrato por falla de
consentimiento. Decimos que esta fijación
puede ser tácita é indirecta , porque si las
partes no espresan tiempo , la ley presume
que se han conformado con las costumbres
del país, de  lo cual hablaremos con mas es-
lension al tratar de la conclusión del ar-
rendamiento por el vencimiento del plazo
prefijado. De  todos modos , si él arrendata-
rio que creyó recibir la cosa por mas tiem-
po de) que en realidad quiso otorgarle el
dueño, ha entrado á disfrutarla, deberá
continuar e l  año empezado por el precio
convenido.

En cuanto al consentimiento sobre el pre-
c io ,  si bien es preciso que haya conformi-
dad entre los contrayentes , puede ocurrir
un caso en  que no habiéndola sea la con-
vención legítima y valedera. Tal seria el de
que el arrendador entendiese dar én arrien-
do por cuatro y el arrendatario recibir por
cinco,  pues la cantidad menor siempre v»
comprendida en la mayor,  y el que con-1

siente en  lo mas consiente en lo menos; asi
como si aconteciese lo contrario dejaría de
haber perfecto consentimiento, y por con-
siguiente contrato , pues de  que el arren-
datario haya creído tomar por cuatro, no
puede en manera alguna inferirse que hu-
biera aceptado también el arrendamiento
por los cinco en que entendió arrendar el
dueño.

Hemos dicho que el consentimiento pue-
do manifestarse verbal mente ó por escrito
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ler de uno, sin señarle cuál, el contrato se-
rá válido, cumpliendo el alquilador con en-
tregar un caballo ¿cualquiera de bondad
comun y capaz de prestar el servicio para el
que se ha alquilado.

Pueden ser objeto de este contrato, ó Id
que es lo mismo, pueden arrendarse todas
las cosas, sean corporales ó incorporales,
animadas ó inanimadas, así los bienes mue-
bles como los inmuebles y semovientes; los
derechos, los servicios, las obras, el trabajo
y la industria de las personas. La regla ge-
neral que puede establecerse en este punto
es que son susceptibles de arrendarse todas
aquellas cosas que el arrendatario puede de-
volver al dueño , trascurrido el tiempo du-
rante el cual se le ha concedido el disfrute, ó
todas aquellas obras y servicios que pueden
prestarse eri. utilidad de otro y ser objeto de
remuneración y recompensa. Esta regla está
consignada en el espíritu de las leyes 1 ,  2
y 3 del tít. 8 ,  Part. 5 ,  y sobre ella bastará
hacer algunas breves observaciones.

Entre los bienes inmuebles se cuentan y
pueden arrendarse, no solo aquellos que por
su naturaleza producen frutos, sea por el
cultivo, como las tierras, viñas, etc., sea na-
tural y espontáneamente, como los bosques,
los estanques y los pastos naturales, sino
también aquellos que no producen frutos
ningunos, como son las casas y otros edifi-
cios que se dan para habitarlos ó para cual-
quier otro uso semejante. Pueden asimismo
arrendarse otros bienes inmuebles, que sin
producir frutos dan otra clase de rentas,
como por ejemplo, una cantera, una mina
de carbón, una calera y todos los demas
objetos de esta especie que nacen en los
prédios ó bienes de aquella clase. Quid quid
in fundo tiascilur, quid quid iudé percipi po-

tosí ipsius fructus esl (1).
En cuanto á los muebles pueden alquilar-

se todos aquellos que sirven para los usos
de la vida; así se alquilan los carros, los to-
neles , las vasijas para conservar el vino, el
aceite, etc.

En cuanto á los derechos pueden darse

en documento público ó privado , de marte- ,
ra que la escritura no es requisito esencial
para la perfección y validez del contrato.
Sin embargo, si se hubiere pactado que el
arrendamiento se ejecute en esta última
forma, no bastará el simple consentimiento
para su perfección , sino que será necesa-
ria la estension del documento convenido,
cuya escepcion se funda, no en la natura-
leza del contrato, sino en la virtud que la
ley concede á aquel pacto accesorio , como
á cualquier otro que no sea contrario á de-
recho ó á las buenas costumbres (1).

No interviniendo pactos de esta natura-
leza, el simple consentimiento es la base
principal del contrato, concurriendo qp ton-
cos en Ja cosa que constituye su objeto las
circunstancias que vamos á espresar.

§. 2." De la cosa.

Dejamos dicho en el párrafo anterior que
el primer objeto á que debe referirse el con-
sentimiento en este contrato es la cosa ó ma-
teria que le sirve de objeto, y cuyo goce
quisiera una de las partes trasferir y la
otra obtener, porque sin ella no habría ar-
rendamiento. Por la misma razón seria este
nulo, ó mas bien no llegaría á existir si al
tiempo de celebrarlo hubiese la cosa pere-
cido. Siendo la pérdida parcial, habrá lugar
á la rescisión del contrato, ó á una disminu-
ción proporcionada del precio, lo cual se
determinará por la importancia y las con-
diciones del daño que la cosa hubiere espe-
r¡ mentado, Si la alteración induce á creer
que el arrendatario no habria celebrado el
contrato bajo tales condiciones, podrá este
rescindirse; pero si dá lugar á presumir
que el contrato se hubiera celebrado aun-
que por un precio menor que el estipulado,
esperimentará solamente una disminución
proporcionada del precio.

No es siempre necesario que (acosa ob-
jeto del arrendamiento se determine espe-
cíficamente; así, por ejemplo, si seconviene
con un alquilador de caballos en el alqui-

( i )  Ley l . i f .  ». Pan. » ía  fln.
TOMO l l t .

i :  Ley S, Dig. De  uiufrua.
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en arrendamiento el derecho do caza y
pesca que compela á uno, sea en su propio
fúndo, sea en el fundo ageno. Del mismo
modo puede arrendarse el derecho de pea-
ge, de pontazgo, de barcage y otros seme-
jantes. Aucupiorum qnoque el venalionum
Lassins ai l  libra octavo juris civilü ad  fruc-
tuarium perdure irgo pucaltonum.

Pueden darse también en arrendamiento
las bestias, y en este caso lo que se cede y
trasfiere es el derecho de servirse de ellas
para las obras que puedan prestar: á este
contrato llama la ley de Partida aloguero;
pero no se diferencia en su naturaleza ni
en sus resultados del arrendamiento.

Los animales que dan algunos productos,
como los carneros, las ovejas, los corderos
y otros semejantes pueden darse en cierta
especie de arrendamiento al' que se encar*
ga de guardarlos, alimentarlos y conservar-
los, por un precio convenido ó por una por-
ción determinada dé los  mismos produc-
tos.

Finalmente, pueden ser arrendadas las
obras, y en este arrendamiento se com-
prenden los servicios, el trabajo, la indus-
tria y hasta los cuidados que pueden pres-
tar las personas. Obras que orne fuga con
sus manos ...... pueden ser alogadas ó arren-
dadas (!).

La regla general que se acaba de sentar
tiene algunas escepciones, toda vez que hay
algunas cosas que no son susceptibles de
arrendarse ó que no pueden serlo sino con
alguna limitación, tales son:

1?  Las cosas espirituales, las cuales no
pueden darse absolutamente en arrenda-
miento, y las eclesiásticas que no son ar -
rendables sinQ por cierto número de años.
Sin embargo .de la primera prohibición,
pueden arrendarse los frutos y rentas
de los beneficios eclesiásticos, porque, co-
mo dice ¡a ley citada «maguer estas rec-
itas vengan de cosas espirituales non 10
�son ellas.» No es tampoco libre de todo
punto el arrendamiento de estas rentas,
puestoque para evitar abusos y el perjuicio

11; Ley I , til. », Pirl S.

que la malicia podría causar á los sucesores
en ios mismos beneficios, se baila dispuesto
que no puedan ser anticipados ni el arrien-
do ni la paga. El Concilio de Trento, según
la disposición trascrita en otro lugar, está
muy esplícito en esta parte, disponiendo
que no se reputen por válidos los arrenda-
mientos hechos con anticipación de pagasen
perjuicio de los sucesores, sin que obste
indulto alguno ó privilegio, ni tampoco se
confirmen tales contratos en la curia roma-
na ni fuera de ella. Esta disposición, como
evidentemente se colije de  su lectura, está
dada en el interés de los sucesores de los
beneficios cuyas posesiones están arrenda-
das, de donde infieren ios comentadores del
derecho canónico que no hay inconvenien-
te en pagar adelantado al administrador de
una corporación que está obligado en todo
tiempo á dar cuenta de las cantidades que
recibe.

Los bienes de las iglesias no pueden ar-
rendarse, según la disposición de Paulo Ib
sino por el término de tres años, declarando
ademas nulos y de ningún efecto los arren-
damientos otorgados en contrario. En vista
de ese precepto han suscitado los cano-
nistas la cuestión de  si el arrendamiento de
estas cosas, celebrado por un término mayor
que el de tres años, será radicalmente nulo
ó si solo se conceptuará así todo lo que es-
ceda del término legítimo; y si bien hay al-
gunos que defienden la completa nulidad
del contrato, otros, cuya opinión es Ja mas
general, distinguen si el arrendamiento %
ha hecho á pagar el precio anual ó á satis-
facer una sola suma por todo el tiempo y
duración del mismo. En el primer caso
piensan que - no hay nulidad sino respecto
del tiempo que escede de los tres años, por
aquella máxima tan conocida d uiile p*
iuulilo non vilialur : en el segundo crees
que el arrendamiento es totalmente nulo-

El mismo Concilio de Trento prohibía
arrendar las jurisdicciones eclesiásticas y
las facultades de nombrar vicarios en mate-
rías espirituales, declarando espesamente
que los arrendadores no pudieran ejercerlas
por sí n¡ por otros, y que las concesiones
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5.  ” Las servidumbres reales, sino se ar-

riendan con los prédios dominantes á que
van unidas por no poderse separar del dis-
frute de estos.

6 .* Los oficios de jueces, alguaciles, al-
motacenes, alcaides, mayordomos, escriba-
nos, procuradores, receptores ni otros al-
gunos de los tribunales, juzgados y pue-
blos del reino (1). Se csceplúan las escriba-
nías y otros oficios menofes adquiridos por
juro de edad, los cuales las personas que
los obtienen pueden arrendarlos á otras en
quienes concurran las circunstancias exi-
jidas por la ley para ejercerlos.

7. a Las cosas propias del mismo arren-
datario. El que tiene el dominio de la cosa
no ha menester ef ageno consentimiento para
disfrutarla, ni menos necesita obligarse á
satisfacer ninguna retribución para conse-
guir el mismo objeto. Así que, si alguno to-
ma en arrendamiento una finca suya, igno-
rando que le pertenece á la sazón por he-
rencia ú otro título, no habrá verdadero
contrato, y si el que se la ha arrendado pro-
cedió de mala fé, quedará obligado á la de-
volución de los plazos indebidamente satis-
fechos.

Es posible que después de haber arren-
dado uno á otro cierta cosa, el arrendatario
la subarriende al mismo dueño por mayor
precio del en que él la tomara ; mas esto, á.
pesar de las fórmulas del contrato, no será
verdadero arrendamiento, sino mas bien
una rescisión del primitivo, mediante la in-
demnización á que equivale la diferencia
de los precios, y por esta indemnización no
tendrá el subarrendador contra el dueño
subarrendatario los privilegios que conce-
den las leyes á los arrendadores, sino sola-
mente el derecho de un crédito común.

Lo que hemos dicho de no ser arrenda-
bles los bienes propios, debe entenderse de
aquellos en que se ejerce pleno dominio,
pues sí solo residiese en el arrendatario la
mera propiedad, bien podría proporcionarse
el uso y goce de la cosa por este medio. Así
es  que el propietario puede lícitamente con-

11» LL. 4. 8.8,  7 ,8  ! ». tM ,  j ley 1 ® . l i i  13. lib
7 , N.  K.

obtenidas en contrarío se tuvieren por sub-
repticias.

En órden á las cosas destinadas al servi-
cio de las iglesias se tolera el alquiler do
los bancos y sillas de ellas, y aun el que
anclen hacer los obreros de los vasos y or-
namentos sagrados, colgaduras y otros efec-
tos de esta clase á beneficio de la fábri-
ca para lac fiestas que se celebran en lo»
templos, bien quo en rigor la retribución
que se dá por el uso de tales objetos de suyo
inapreciables, no es  propiamente precio de
alquiler, sino una especie de contribución
de fábrica que satisfacen los que quieren
servirse de ellos.

2.  9 Las cosas llamadas en el derecho
publici juris, esto es, las destinadas para
los usos públicos, como las plazas, calles,
carreteras. Sin embargo, pueden serlo al-
gunos de los derechos antes mencionados,
inherentes á ellas , como la caza y pesca, los
portazgos, etc.

5." Las cosas fungihles, ó sean aquellas
que se  consumen al primer uso ó que no
pueden usarse sin consumirse, comoel vino,
el aceite, el dinero , el trigo, etc., porque
usándose, que es el objeto principal dol ar-
rendamiento, no podrían ser devueltas á su
dueño, que es la obligación inherente al
contrato. Non. polest commodari id  quod usu
consumido-.

4.a Las servidumbres de uso, porque
como’cs sabido, el derecho que en ellas se
trasmite es personal ú favor del usua-
rio ( l) . No sucede así con la servidumbre
llamada de habitación, en la cual el que la
obtiene puede arrendar el disfrute de la ca-
sa.  Asi lo estableció Justiuiano (2) cuando
dijo: «Jerf si cui habitado légala vive alieno
modo const i tuía. . , ,  permissimus non solum in
ea  degere sed eliam aliis locare. Asi también
lo  dispuso el código de las Partidas cuando
al  hahiar del que tiene aquella servidumbre
dice: «E puede moraren ella... . .  é aun si
la quisiere arrendar ó alogar, puédelo fa-
zer  (3).>

(1) LL.  SO y 91. Parí. 8. til Sí .
(S' Inul. par. 3, tit. 5.  I ib. I.
t i )  L.  97. Ut. l l .PtHt .» .
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tratar con el usufructuario, el cual tiene el
derecho de arrendar su usufructo , ó mas
bien la cosa en que este se halla constitui-
do ,  como si fuera su dueño.

Según ha podido inferirse de la defini-
ción misma del arrendamiento, no es tanto
la cosa como el uso ó goce de ella lo que
forma el objeto de este contrato. Si las par-
tes espresan el uso que ha de hacer el ar-
rendatario , este no podrá traspasar los lí-
mites convenidos , y en otro caso el dueño
tiene derecho para exijir se le obligue á res-
petarlos y á indemnizarle de los perjuicios
que le haya podido ocasionar con el abuso.
Si no lo espresan, semejante omisión no
vicia el contrato, entendiéndose que se ha
querido trasferir respectivamente aquella
especie de  'goce ó uso á que la cosa ó las
obras están destinadas por su naturaleza, y
para el cual se hacen servir comunmen-
te sin que el arrendatario pueda exijir mas,
ni el arrendador permitir menos.

Pero sea que se subordine á esta regla
general , sea que se ajuste á pactos especia-
les el uso que se haga de la cosa ó materia
del contrato, debe ser siempre lícito y ho-
nesto.

Este principio, eminentemente social, y al
parecer tan obvio y sencillo , ofrece no obs-
tante graves dificultades en su aplicación.
Los jurisconsultos y los filósofos no están de
acuerdo sobre todas sus consecuencias. La
convención ilícita no debe tener efecto ; en
esto todos convienen ; pero si ha llegado á
ejecutarse, unos creen que puede exijirse
el precio convenido (1) , otros niegan toda
acción (2), y si el precio ha llegado á pa-
garse, algunos admiten la repetición , otros
la rechazan (3). En tan árdua cuestión,
Mr. Duvergier opina , que aunque la con-
vención ¡lícita se haya ejecutado por uno
de los contrayentes , no tiene este derecho
á exijir el precio , y si el otro lo ha satisfe-
cho puede repetirlo, á no ser que la con-
vención, no obstante su nulidad , haya pro-

(1) Grollna. t . ib.  9. Mp. t i ,  pá». 0.
l i j  PufTendorf l ib .  * .  cap. 7 .  pir. 8.
'J> Puftendorf. loe. c i t . ,  y tas observacloeea de B«<-

beyrac «obra el pir. B, Mr .  Tonhinr Le  dreil  civil I rao-
«aii, tomo < a. <U  J siguientes.

ducido algún efecto en provecho del paga-
dor,  porque en tal caso autorizar la repeti-
ción seria favorecer una especulación odio-
sa. Esia opinión nos parece tan racional
como justa. En consecuencia, el alquiler de
un carruaje y un caballo para cometer un
robo ; el de una habitación para preparar
en ella cualquier delito, serian nulos; ni
una de las partes podría obligará la otra á
la entrega del carruaje ó de la habitación,
ni esta á aquella al pago del precio, y si el
precio se hubiera satisfecho, tendría lugar
indudablemente su repetición , ob  lurpcm
causam, siempre bajo el supuesto de que el
dueño conociese el uso punible á que se
trataba de destinar la cosa alquilada ó ar-
rendada , que es  el punto de partida de to-
da la doctrina que  vamos esponiendo.

Si el uso ilícito no se hubiese indicado
en el contrato, á ninguna de las partes será
permitido probar, para eximirse de su cum-
plimiento, que tuvieron el propósito de dar
á la cosa un destino contrario á ¡as leyes ó
á las buenas costumbres. Yenjo auditur tur-
pitudinem suam allegnnt. Solo los tribuna-
les de oficio ó escitados por el ministerio
público, podrán buscar estas pruebas para
el castigo del autor del delito y sus cóm-
plices.

$. 3.’  Del precio.

El precio no es menos esencial que la cosa
en este contrato : trasferir y asegurar á
otro el goce de la primera sin estipular el
segando, seria otorgar un comodato y no
un arrendamiento. Sic el localio el conduciio
tía contrahi inlehgitur si merces constituía
s i l . . . . .  Comodato uulem res (une propie inte-
lliffitur si nulla mercede acepta vel constituía
res Ubi utenda data esl. Inst.

El precio debe consistir , por regla gene-
ral , en dinero efectivo , pues si consistiese
en otra cosa, el contrato cambiando de na-
turaleza degeneraría en innominado. «Casi
otra cosa rescibiesse que non fuessen dine-
ros contados , non sería loguero mas seria

| contracto innominato (1).» Esta regla, adop-

( l |  L.  1, Ul. 8,  pág. 5.
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Debe ser ademas cierto, esto es, determi-

nado y fijo, aun cuando no lo sea numérica
sino específicamente , no pudiendo quedar
por lo tanto al arbitrio de uno de los contra-
yentes, aunque bien podrán ambos diferir su
regulación al de una tercera persona (1) . Si
esta no lo hace, y aparece que los interesa-
dos tuvieron la decidida y firme voluntad de
consumar y mantener su contrato, como se
inferiría, por ejemplo, de haber efectuado
desde luego la entrega de la cosa, deben co-
meter á otra persona la tasa del precio, ó
convenirlo entre sí , y cuando disintieren
en todo , los tribunales habrán de hacer la -
fijación, ó por sí mismos ó sometiéndolo al
juicio de espertes.

Puede también en algún caso aplazarse
la regulación desprecio para cuando conclu-
ya el arrendamiento , como si un obrero se
encargase de cierto trabajo por la retribu-
ción, que acabado este , determinaran las
partes. El derecho romano (2) no conside-
raba tal contrato como verdadero arrenda-
miento y solo concedía á los interesados la
acción prcescriptis urbís. Mas la conven-
ción, según demuestra Duvergier, tiene to-
dos los caractéres del arrendamiento , pues
aunque el precio no se determine al tiempo
de encargarse el obrero del trabajo, dicien-
do las parles que lo fijarán mas tarde, se
sobreentiende necesariamente que si no se
ponen de acuerdo sobre él ,  someterán la
cueslion á los tribunales; que no ha de ser
ilícito diferir á la decisión de estos lo que
puede ponerse en el arbitrio de un particu-
lar. Ademas, que la determinación tácita
del precio súrtelos mismos efectos que la
espresa, y en estes casos hay el consen-
timiento virtual de arreglarse al precio que
tasen los tribunales , ó que haya fijado un
uso constante. Cuando se estipula trabajo
á jornal sin convenir en el salario , presú-
mese fundadamente que las partes se con-
forman con el precio medio que en el mis-
mo tiempo y lugar se dá á los obreros de
igual clase.

teda en nuestras leyes antiguas , no debe
achacarse esclusivamente á la ignorancia ó
mas bien á los errores que reinaban en
aquellos tiempos acerca de la índole y valor
de lá moneda. Por mas que pueda decirse
que siendo esta el signo representativo de
los productos de la naturaleza y de la in-
dustria, importa poco que el precio conste
del representante ó del representado, siem-
pre será verdad, prescindiendo de la cues-
tión económica, que entre el arrendamiento
y algunos otros contratos equivalentes al
mismo , la sola diferencia de ser. ó no el
precio en dinero ,z produce otras muy no-
tables entre sus respectivos efectos, como
Jo observaremos en otro lugar.

Sin embargo de todo esto, no hay incon-
veniente ninguno en estipular, alguna vez
el precio del arrendamiento en parle de los
frutos producidos por la cosa arrendada, y
de hecho se verifica asi en el arrendamiento
de tierras, obligándose el arrendatario á pa-
gar una parte de los frutos , como veremos
al hablar de la aparcería. También suele
pagarse el precio con parte de los produc-
tos de la cosa en el arrendamiento de gana-
dos; pero en estos y en cualesquiera otros
casos semejantes la parte de los frutos equi-
vale á una cantidad numeraria y el contra-
to produce todas las obligaciones y efectos
que constituyen el arrendamiento.

El precio debe ser formal y verdadero.
Ha de estipularse con la intención recíproca
de exigirlo y pagarlo; ha de  consistir tam-
bién en una suma de cierta monta con re-
lación á la importancia del goce de la cosa,
pues si falla aquel propósito ó si se dá por
uno lo que en justa estimación merece
ciento, habrá contrato; pero no de arrenda-
miento, sino de comodato ó tal vez de do-
nación, y con este carácter es como produ-
cirá los efectos que se propusieron las par-
tes. No sucede lo mismo cuando pactado un
precio regular, el dueño al cabo de algún
tiempo renuncia á reclamarlo: esta condo-
nación no despoja al arrendamiento de su
índole y virtud propias, como quiera que en
su origen fue perfecto y la obligación de
pagar el precio real y positiva.

( i )  init .  lib. 3. np,  M ,  pirr .  I .  L .  93 pr .  n.  he  cond.
L.  iilt.  rod. de cont. empt

Inst. lib. 30. c»p. 95, pirrito i.’

Lorenzo Arrazola



ARRENDAMIENTO.686
Por último, el precio en el arreudamicn-

lo,  del propio modo que en la compra-ven-
ta ,  debe ser justo ó guardar cierta propor-
ción con las utilidades de que se desprende
el dueño, y que hace suyas el arrendatario
con el uso de la cosa. Domat, en su Tra-
tado de las leyes civiles, enseña la doc-
trina de que la lesión no debe considerarse
en  los arrendamientos como un motivo justo
de rescisión cual se estima en las ventas , á
no ser que concurran otras circunstancias,
como dolo, error, etc. Funda esta opinión
en que el arrendamiento no lleva consigo la
enagenacion ó trasmisión de la propiedad
como las ventas, y en que la incertidumbre
del valor de las rcnlas'que han de percibirse
durante el contrato puede hacer justa é
igual la condición del arrendador y del ar-
rendatario.

Sea lo que quiera de la exactitud de esta
doctrina, nuestra legislación equipara com-
pletamente ios arrendamientos á las ventas
en el punto que nos ocupa; y asi como la
lesión enorme , esto es  , la que escode en
mas ó en menos de la mitad del justo pre-
cio es un motivo justo de rescisión en las
ventas, así también lo será en los arrenda-
mientos, ora aquella redunde en perjuicio
del dueño-, ora sea en daño del arrendata-
rio, La ley 2 ,  tít. 1 , lib. 10 de la Noví-
sima Recop., después de establecer espre-
samente este derecho de rescisión en favor
del vendedor y del comprador, añade: «y
esto mismo debe ser guardado en las reñías
y en los cambios y en los otros contratos se-
mejables.» Puede por consiguiente el ar-
rendador y el arrendatario á su vez, cuan-
do dicha lesión se verifique , pedir dentro
de cuatro años, bien el suplemento dé la
pensión estipulada, ó sea el reintegro cor-
respondiente, bien la rescisión del con-
trato.

Si hay lesión , pero no enorme , y el con-
trato se ha celebrado sin dolo y con buena
fé ,  el perjudicado carece de este derecho,
no podiendo pretender de modo alguno que
el precio se reduzca á tasación (1). Tam-

f l l  ley 8. t i l .  1 ,  lih. 10. Nov. Rrcop., y deoelo  de l a i
Cártel de 8 de julio de 1813,

poco gozan del remedio de la lesión en ain-
gun caso los oficiales de cantería, tlbañi-
lería, carpintería y otros, que siendo es-
pertes en la .materia toman obras á destajo
ó en almoneda , por cuanto su pericia debe
ponerles á cubierto del error y del engaño,
que es lo que laley ha querido remediar (1).

SECCION III.

DE LAS PERSONAS QUE PL'RDEN DAR Ó RECIBIR

EN AHRE.IDAMIENTO.

La importancia de esta materia nos ha
movido á consagrarla una sección especial,
á pesar de su íntima conexión con la dd
consentimiento, en cuyo logar hubiéramos
podido incluirla, sin faltar al método que
seguimos constantemente, aunque tal vez
en perjuicio de la claridad que nos hemos
propuesto dar á este trabajo.

Empezaremos, pues , por decir que la ley
de Partidas establece una regla general, á
la que aplica después algunas escepciooes.
«Arrendaré alogar, dice, puede todo borne
que ha poder de comprar é de vender, se-
gún digimosen el título de las vendidas $ ; �
de consiguiente todos aquellos á quienes se
permite disponer de sus cosas, trasmitien-
do la propiedad en favor de otro por medio
del contrato mencionado, podrán también
ceder ¡y trasferir el disfrute por medio del
arrendamiento. Aun pudiera simplificarse
mas la regla diciendo que pueden arrendar
todas las personas que pueden contratar,
toda vez que á estas se permite vender y
comprar. La ley citada siguió sin embargo
literalmente la doctrina del Derecho roma-
no , que equiparaba esencialmente uno y
otro contrato. Loca l io et conductio próxima
est empiioni el vendilioni iisdemque juris re-
gulis con sistil (5).

Hemos dicho que la regla asentada en la
ley de Partidas recibe algunas escepcioacs,
y estas nacen de dos principios: 1.” de que
la ley ha inhabilitado para celebrar cierta*(*)

|O  Ley 4, t i l .  1, l lb.  10. Mor. Reeop.
(2  Ley S. t i l ,  8.  Per l .  5.
( * )  Intt .  l i b .S ,  U1.8D. Prenu
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propios y arbitrios, ni tener parte directa
ni indirecta en ellos (1).

4.* Los tutores y curadores no pueden
lomar en arrendamiento los bienes de sus
pupilos ó menores, toda vez que les está
vedado comprarlos. La ley de Partida que
establecía semejante prohibición la alzaba
en un caso, y era cuando el guardador
comprase en beneficio y utilidad del huér-
fano, y con licencia del juez ó consenti-
miento de los tutores que le habían prece-
dido en el desempeño de tal cargo ; de ma-
nera que pudiendo comprar el tutor en el
caso y con las circunstancias enunciadas,
también podía tomar en arrendamiento en
el propio caso y con iguales requisitos, se-
gún el principio arriba sentado y la unifor-
midad que la ley establece entre uno y otro
contrato. Sin embargo de esto, la ley 1 ,  tí-
tulo 12  , lib. 10  de la Nov. Recop. reprodujo
en términos absolutos la prohibición de que
los guardadores de huérfanos comprasen
sus bienes pública ni secretamente bajo se-
veras penas; y esta l ey ,  como posterior á
la de Partidas, debo considerarse como cor-
rectoría de ella , tanto mas cuanto que ha-
biendo guardado completo silencio acerca
de la escepcion admitida por la primera, no
puede inferirse que quisiera conservar una
disposición ocasionada á fraudes y abusos,
y contraria por lo  mismo á la razón y al
objeto de la regla general. Requi riéndose,
pues, igual capacidad para arrendar que
para comprar , en manera afguna podrán
hacer los tutores y curadores lo primero,
toda vez que la ley en términos absolutos
les prohíbe lo segundo.

5.* Los clérigos de órdenes mayores. La
ley 45 del T .  6 ,  Part. 1 les prohíbe ser ar-
rendadores de la renta del rey y de otro
señor de la tierra , de las del Consejo , de
cualesquiera otras heredades agenas y de
los bienes de menores. Esceptúa solamente
al clérigo muy pobre, á quien le permite
arrendar y labrar predios agenos'para pro-
porcionarse lo qne necesitase para sti sub-
sistencia . y nada mas.

clase de arrendamientos á personas que pol*
otra parte pueden contratar; 2 /  de qne la
misma ha dado capacidad para celebrar di'
cho Contrato de arrendamiento á personas
que no pueden contraer otros.

Corresponden á aquella clase :
1 .° Los soldados y oficiales de la corte,

de los cuales decía la ley (i): «pero los ca-
balleros é los oficiales de la corte del Rey
non deben ser arrendadores de campos nin
de heredamientos agenos; porque por tal
razón como esta se podría embargar lo que
han á facer en servicio del Rey.» Esta pro-
hibición, tomada del Derecho romano, y cir-
cunscrita como se  ha visto ai arrendamiento
de.prédios rústicos, no se halla hoy en ob-
servancia . ni pudiera sostenerse habiendo
desaparecido la razón en que se fundaba,
puesto que las reglas de nuestra disciplina
militar y civil alcanzan á impedir que los
militares abandonen sus cuerpos y los fun-
cionarios públicos sus destinos, aun cuan-
do  sean arrendatarios de los bienes mencio-
nados; tanto mas , cuanto que bien pueden
estos cultivarse y disfrutarse por medio de
encargados , mayordomos ó administrado-
res ,  sin necesidad de dirigir ni inspeccio-
nar personalmente las labores del campo
ni Id recolección de los frutos. En este sen-
tido se publicó ya la ley 7, tíl. 9 ,  libro 7 ,
Nov .  Recop., que permitía á los oficiales que
no  han de ver hacienda de  los Consejos arren-
dar si quisieren.

2.  ° Los alcaldes-corregidores, alcaldes,
jueces ,  justicias, regidores , jurados , me-
rinos , alguaciles, mayordomos y escriba-
nos de concejo y de número , y los demás
oficiales que hubiesen de"ver hacienda de
concejo no podian arrendar rentas de pro-
pios y concejales, ni rentas reales de las
ciudades, villas y lugares donde tuvieren
los  dichos oficios ni de las carnicerías de
el los  (2).

5.n Los alcaldes capitulares y depen-
dientes de concejo no pueden ser postores
en  las subastas de los arrendamientos de

k 1) 9. l i | .  «, Pait. 5 .
<*,� Ley 7, ül .  fl, 11b. 7, (Uv Rvcáp. ( i)  Leyejfl, <3 y 96 tit. <6.Üb.7. Nov.
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Corresponden á la segunda clase , como

ya hemos dicho, las personas á quienes la
ley ha dado esprosamente capacidad para
celebrar el contrato de que se trata , y esta
disposición se funda esencialmente en la
idea fundamental de que este contrato es
un acto de simple administración ; por ma-
nera que lodo el que tiene derecho de ad-
ministrar sus propios bienes ó los agenos,
los puede arrendar aun cuando carezca de
la facultad de enagenarlos. Con arreglo á
este principio se consideran con especial
aptitud para arrendar:

1 .° Los menores habilitados con dispen-
sa de edad para administrar sus bienes.
Sabido es que los mayores de 20 años que
hayan obtenido dicha dispensa , no pueden
enagenar ni gravar sus bienes inmuebles,
ni ann presentarse por sí mismos enjuicio,
y sin embargo pueden ejecutar todos los
actos relativos á la administración para
laque han sido autorizados, y por con-
siguiente dar en arrendamiento dichos bie-
nes.

2.° El usufructuario. El que solo tiene
el goce y disfrute de una cosa no puede
venderla ni enajenarla de ningún otro mo-
do , y sin embargo puede arrendar el mismo
derecho que él tiene adquirido. En la legis-
lación romana se bailaba establecido asi es-
pesamente (i) y en la de  las Partidas, fue-
ra de que se autorizaba al usufructuario
para vender los frutas de la cosa : la ley 24,
tíL 31 ,  Part. 3 ,  dice testualmente : «Ca
�corno quier que este atal que ha el usu-
» fruto en la cosa lo podría arrendar á o tó ,
■si quisiesse, con todoesso,el derecho que
�el en ello avia non lo puede enagenar.»

3.* El vinculista. Esta clase de posee-
dores tenían la libre y omnímoda adminis-
tración de sus bienes ; por consiguiente no
ofrece duda ninguna que podían darlos en
arrendamiento.

4 /  El administrador convencional. El
arrendamiento de los bienes es el acto prin-
cipal de la administración y el que esen-
cialmente la constituye; por consiguiente

cualquiera á quien se ha dado poder para
administrar predios rústicos ó urbanos tie-
ne implícitamente la facultad de arrendar-
los ó alquilarlos , en los términos regulares
y propios de la naturaleza del encargo re-
cibido. Esceptúase solamente el caso en que
el poder contuviese cláusula espresa en con-
trario.

3.* El administrador legal. Los que tie-
nen la administración de ciertos bienes de-
rivada de la disposición misma de la ley,
claro es que no pueden vender ni de otro
modo enagenar los bienes mismos.: sin em-
bargo, pueden arrendarlos toda vez que es-
te acto se comprende esencialmente den-
tro de los limites de la administración. Asi
pues el padre qúe por disposición de la ley
administra los bienes propios de sus hijos;
el guardador que en el mismo concepto ad-
ministra los de los menores confiados á su
cuidado; el marido á quien la misma ley
tiene deferida la administración de los que
pertenecen á su muger; el prelado que ad-
ministra los de su iglesia ; los ayuntamien-
tos que tienen á su cargo los bienes de pro-
pios , y en una palabra , los particulares
todos y las corporaciones á cuyo cargo está
puesta la administración de  algún estable-
cimiento público, pueden arrendar ios bie-
nes propios de las personas ó corporaciones
administradas , guardando respectivamente
los requisitos y formas prescritos por las
leyes y reglamentos especiales, á fin de que
Jos contratos produzcan sus naturales efec-
tos y tengan la debida subsistencia.

SECCION IV.

DE LAS ACCIONES QUE SE DERIVAN DEL AIRKNDA-

NÍENTO.

Como de todos los contratos se derivan
derechos y obligaciones, y siempre que
existen estas obligaciones y derechos , exis-
te también el medio ó la fórmula legal cor-
respondiente para pedir su cumplimiento,
se sigue que del contrato de arrendamiento
se deriva también la acción oportuna en vir"
tud déla que ios contratantes pueden solióri) L. ln*t.
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de los derechos que la ley establece en
favor del arrendador mismo, como por
ejemplo, cuando solicite el embargo de los
frutos y cosas existentes en el prédio arren-
dado ; cuando pida la intervención en esos
mismos frutos ; cuando solicite que se deje
á su disposición' la casa alquilada por nece-
sitarla para sus usos, etc.

El arrendatario á su véz puede ejercitar
la misma acción Contra el arrendador , en
primer lugar para que este cumpla por su
parte el contrato , y le entregué la cosa
arrendada en sn estado regalar, á fin dé
que pueda empezar á disfrutarla ; y en
segundo , para que terminado el plazo
del arrendamiento se haga cargo el dueño
de la cosa arrendada si es qne se resiste á
entregarse de ella. También el arrenda-
tario , ademas de estos objetos < que son
los esenciales , que nacen de la acción,
puede ejercitar otros derechos secunda-
rios; a s í ,  por ejemplo, puede pedir que
el dueño haga en la cosa arrendada las
obras de conservación ó reparos que exija
su estado, y que impute en parte del pago
de la pensión el importe de  las mejoras in-
dispensables que se hubiera visto precisado
á ejecutar en  los términos que diremos mas
adelante.

Como la acción que nace del arrenda-
miento e s ,  según se be indicado, personal,
ni el arrendador puede dirijirla contra otro
que ño sea el arrendatario , ni este puede
ejerci lariaea su  caso sino contra el  arreo*
dador. Uno y otro se hallan mutuamente
comprometidos á hacer efectivas las conse-
cuencias naturales y legitimas del contrato.

CINTILO SEGÜNBK
*SRZ*DiM<ínw �*  «�<�<

Cuanto queda espuesto en las secciones
del capítulo anterior es concerniente al ar-
rendamiento genéricamente considerado, y
comprende las reglas , doctrinas y princí-!
pios relativos á la naturaleza, organización
y efectos de  este contrato. Entramos ya á
determinar raat nuestras ideas , y nos pro-

lar la realización de las obligaciones qué
md mamente se han impuesto.

La legislación romana, que como es sa-
bido, determinaba Con un nombre especial
cada una de las acciones qué se derivaban
de los diferentes contratos reconocidos én
ella , llamó á las acciones derivadas del ar-
rendamiento tecali el conducti, El compeiií
tecatori guidem , decía el emperador Justí*
niaoo (1) , tecali adió cónducteri vero con-
duclt. ■

Nuestra legislación, que no reconoce en
las acciones estos nombres especiales, ad-
mite en el arrendamiento la acción que
se deriva generalmente de los contratos,
á saber: la acción personal. Esta acción
puede ejercitarla el arrendador contra el
arrendatario , ó este contra aquel ; pue-
de por consiguiente ejercitarla el dueño
de  la cosa arrendada ó alquilada contra el
que la tomó en alquiler ó arrendamiento, ó
el que arrendó obras y servicios contra el
que se obligó A prestarlos -, y puede ejerci-
tarla también á su vez el que recibió la cosa
ó se  obligó á prestar las obras contra el
dueño de la primera, ó contra aquel en cu-
yo  favor debían prestarse las seguddas.

El arrendador puede ejercitarla en pri-
mer lugar para que el arrendatario cumpla
el contrato por sn parte. En segundo, para
que ol mismo arrendatario le pague el pre-
cio convenido al plazo señalado , lo cual
constituye la obligación mas directa ó inme-
diata del mismo arrendatario. En tercero,
para que finalizado el período del arrenda-
miento,  deje libre y desembarazada la cosa
arrendada yá  disposición de su dueño. En
cuarto , para que el propio arrendatario le
indemnice de) daño que hubiere caucado en
las cósas por dulo ó por la culpa que se
presta en este contrato. Ademas de estos,
que  son los objetos esenciales de la acción,
que  puede ejercitar el arrendador contra el
arrendatario , en virtud de este contrato,
puede dirijirla á algunos otros fines acceso-
rios ó secundarios , y esto sucederá cuan-
do  se trate del cumplimiento de alguno

I )  >Mt. til. 13, Hb. », (Brub.
TOMO in .
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ponemos desenvolver en este capítulo las
que dicen relación al arrendamiento de co-
sas. Empezaremos por consignar algunas
regias que son comunes á todos los arren-
damientos de esta clase.

SECCION L-

CONSIDERACIONES ESPECIALES Y COMUNES A LOS

ARRENDAMIENTOS DE COSAS»

Queda ya indicado al hablar de la cosa
como condición esencial del arrendamiento,
que este comprende todas las que pueden
servir de alguna utilidad al arrendatario,
y queda también desenvuelto conveniente-
mente este principio, indicando las dife-
rentes cosas que pueden servir de materia
y objeto á la misma convención. Bastará
añadir que el arrendamiento de cosas unas
veces se llama tal arrendamiento y otras al-
quiler , según la naturaleza de las que se
ceden ó trasfieren. Llámase arrendamiento
cuando se arriendan predios rústicos , ga-
nados, contribuciones, etc., y alquiler cuan-
do se arriendan prédios urbanos , mue-
bles etc. .

El arrendamiento de cosas puede hacerse
indefinidamente, por tiempo cierto, por la
vida del arrendador ó arrendatario, y aun
para la de este y sus sucesores. El contrato,
como dice la ley , es susceptible de todas
las condiciones que entren en los cálculos é
interés de los contratantes, como no sean
contrarias A las leyes y á las buenas cos-
tumbres.

Puede celebrarse también por escrito y
de palabra , y en el primer caso por medio
de escritura* pública, ó por documento pri-
vado; pero de uno y de otro modo hay que
llenaralgunas formalidades y requisitos que
la ley exige para la completa subsistencia
del contrato, y para que pueda producir to-
dos sus efectos.

Si el arrendamiento se celebra por escri-
to , ora sea este un documento público, ora
sea papel privado , es indispensable que
otorgado uno ú otro se tome razón de él en
la oficina del registro de hipotecas, pagando

. ABl.EADAMIENTO.
I el derecho correspondiente dentro del tér-

mino concedido en el real decreto de 23 de
mayo de 1845. No llenándose esta formali-
dad dentro del plazo prevenido el documen-
to público ó privado, cstendido para ates-
tiguar la certeza del contrato, será nulo en
juicio y fuera de él., y los jueces no podrán
admitirle ni darle curso , bajo las penas que
se indicarán en el artículo correspondiente.

Si el arrendamiento se celebrase verbal-
mente, existe sin duda la misma obligación
de pagar el derecho ó impuesto de hipote-
cas , toda vez que el real decreto citado lo
establece en términos absolutos y generales
en los arriendos, subarriendos, subroga-
ciones, cesiones ó retrocesiones de arrien-
dos, sin considerar para nada la forma con
que estos contratos se hubieren verificado.
Así creemos que si el arrendador se presen-
tase en juicio reclamando el cumplimiento
de uno de estos arrendamientos otorgado
verbalmenle , el juez ó tribunal debería
acordar desde luego que se hiciera constar
el pago del derecho con arreglo á la ley, á
fin de poder dar á la reclamación el curso
correspondiente, y obligar en su caso al ar-
rendatario al cumplimiento de su compro-
miso.

Como el arrendatario de  cosas no tiene
mas que el uso y disfrute de ellas , claro es
que nunca podrá prescribirlas. Aunque la
naturaleza misma del contrato y la eslen-
sion de los derechos que trasmite bastarían
para justificar este principio, las leyes baa
creído conveniente consignarlo con toda cla-
ridad en sus disposiciones. Lab ,  til. 50,
Parí. 5 ,  declara que los arrendatarios de co-
sas, aunque tienen la tenencia de ellas, no
adquieren la posesión; y la 22,  tit. 29 de la
misma Partida, dispone que el que tuviese
arrendada ó alquilada alguna cosa, aunque
fuese tenedor de ella por mas de treinta años,
no puede prescribirla.

Una cuestión de frecuente y aun diario
uso y de importancia reconocida ocurre al
tratar del arrendamiento de cosas, á saber,
si el arrendatario tiene la facultad de sub-
arrendar y ceder el arrendamiento.

Por punto general y como principio eQ
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dores. Esta disposición fué el resultado ló-
gico de los especíales fundamentos en que
se había basado el auto acordado y de la
desmedida protección que se quiso dar y se
díó efectivamente á los dueños de casas en
la corle; por lo mismo, no habiéndose re-
petido esa prohibición de subarrendar en
la ley vigente hoy , que es la de 9 de abril
de 1842, y habiendo derogado esta la dis-
posición de dicho auto acordado, creemos
que han quedado en pió los principios co-
munes y generales en la materia, según los
cuales el arrendatario puede ejercer una
facultad que en nada perjudiea ni á la esen-
cia del contrato ni á los derechos del dueño
de la cosa.

La segunda escepcion es  relativa á los ar-
rendatarios de prédios rústicos , establecida
recientemente por el decreto de las Córles
de 8 de junio de 1813 , restablecido en
8 de setiembre de 1836. Ya hemos di-
cho , que tanto en los arrendamientos
de casas como en los de tierras, los ar-'
rendalarios han tenido entre nosotros la fa-
cultad de subarrendar, salva la limitación
ya mencionada. En medio de esa práctica
constante é inveterada, el decreto de las
Córles citado creyó conveniente disponer
que «el arrendatario no podrá subarrendar
�ni traspasar el todo ni parte de la linca sin
�aprobación del dueño (i),» y esta próhibi-
cion , que consideramos hija dé la  ampli-
tud , tal vez exajerada , que se quiso dar al
derecho de propiedad en ese y otros decre-
tos de la época : esta prohibición , que se
dictó solo porque los autores de ella consi-
deraron deprimido al propietario en el caso
de que el arrendador pudiese ejercer una
facultad propia en su esencia de este ; esa
prohibición, repetimos , no la creemos nos-
otros provechosa ni apoyada en razonables
fundamentos. Legítima como es  é inviolable
la disposición que la sanciona, parécenos
que ni dispensa una protección verdade-
ra, útil y bien entendida á la propiedad,
ni conduce á consolidar el respeto y la efi-
cacia del contrato ; objetos ambos , que cu-

esta materia no puede negarse ese derecho
al arrendatario, sea que quiera ejercerlo
total ó parcialmente, es  decir, traspasando
á otro toda la finca ó una parte de ella tan
Mámente. Decimos que este es  el principio,
porque ese derecho se deriva de la propia
naturaleza de las cosas y de las máximas
generales de la justicia. Nemo prohibetur,
rem mam conduxU frvendan alii locare , s í
nihil aliudconvenil (1). El arrendatario al ce-
lebrar el contrato se  propone obtener una
ganancia con el uso y disfrute de h cosa : si
puede obtenerla mayor y tal vez evitarse
un perjuicio en determinadas circunstan-
c ias ,  usando y disfrutando la cosa misma
por medio de otro, no se alcanza razón al-
guna fondada que contradiga esta facultad.
Ni con esta novedad altera la esencia de su
contrato, ni se libra de ninguna de las obli-
gaciones inherentes á él con respecto al pro-
pietario: los derechos de este no sufren me-
noscabo ni modificación de ninguna especie;
tan asegurados quedan éstos después del
subarriendo, como viva y en toda su integri-
dad la responsabilidad del primero. Asi el
subarriendo ha sido canonizado , salvas po-
quísimas escepciones , desde la legislación
romana hasta las mas modernas , y ha esta-
do en práctica en todos , sin esceptuar el
nuestro, á pesar de que no se halla dispo-
cion alguna espresa sobre el particular en
los antiguos códigos. Escusadoes decir que
esta doctrina no se entiende cuando se ha
prohibido espresamente al arrendatario la
facultad de trasmitir el arrendamiento. Esta
condición, como lícita y no contraria á la
ley  , debe observarse.

A pesar de ser estos los principios, con-
siguientes á la naturaleza del contrato, ha-
llamos en nuestra legislación dos escepcio-
nes, de las cuales vamos á ocuparnos en es-
te lugar que nos parece el mas á propósito
para examinarlas.

La primera es la que introdujo el famo-
so auto acordado de  1792,  con respecto á
las casas de Madrid que prohibía subarren-
dar y traspasaren todo ó parte, sin espreso
consentimiento de los dueños ó adminístra-
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rao dejamos dicho no vulnera el subarrien-
do, Necesario es no perder de vista que en
estas materias debe darse toda la Amplitud
posible al interés individual , y nadie puede
conocer mejor que el arrendatario mismo
la conveniencia ó inconveniencia de disfru-
tar por sí ó de ceder á otro la cosa arren-
dada. Restringírleesta facultad ó prohibirle
su ejercicio mientras no so la dé un pacto
espreso y terminante , equivaldría á emba-
razar la obra del arrendador, es decir, el
cultivo que siempre debe sor libre y es-
pedí lo, con una traba perjudicial á los
intereses de la agricultura. Lo mas no-
table e s ,  que al mismo tiempo que la ley
prohíbe al arrendatario el subarriendo de
los predios rústicos, le permite aun sin la
aprobación del dueño «vender ó ceder al
■precio que le parezca alguna parle de los
■frutos, á no ser que en el contrato se esli-
■pule otra cosa.» Esto, sino comprendemos
mal la significación de las palabras trascri-
tas, es  conceder lo mas y negar lo menos, lo
cual es siempre, cuando menos poco lógico.
Suponiendo que la venta ó cesión de frutos
á que se alude, no sea la que puede hacer
y hace el labrador de los que cojo en la tier-
ra cultivada por sí mismo, y que nomecesila
para su consumo, por cuanto para venderé
ceder estas producciones, no necesita la au-
torización de  la ley;  parécenos que la ven-
tT y cesión de que ella habla, deben refe-
rirse , racionalmente entendida , al dere-
cho de percibir los frutos de cierta parte de
la heredad arrendada, mediante su cultivo
por el mismo arrendatario , como sucedería
cuando el arrendador vendiese una siembra
ó plantación cualquiera al nacer ó en cual-
quier otro tiempo antes de haber llegado
ios frutos á su madurez, con la obligación
de continuar «1 comprador su cultivo. Este
contrato no solo comprendería los efectos
esenciales del subarriendo, sino otros mas
importantes todavía; porque al paso que el
subarrendatario, por ejemplo, no tiene ac-
ción alguna directa sino contra el subarren-
dador, el cesionario de quien se ha habla-
do ,  que es propiamente comprador de los
derechos del cedenle , puede dirijirse con-

tra el propietario en reclamación de cuanto
el arrendatario tendría derecho á exijirle,
siempre que pruebe que las obligaciones de
este se hallan cumplidas. Una de dos, pues,
ó la ley ha facultado solamente al arrendata-
rio para ejercer un derecho de que no podría
privársele sin destruir el contrata por sus
cimientos, ó al autorizarle para la cesión y
venta en los términos que.hemos esplicado
semejantes actos, después de  prohibirle el
subarriendo y traspaso total ó parcial , ha
caído en un contraprincipio.

Otra cuestión puede suscitarse en vista
dé la  disposición contenida en el decreto
de lasCórtes, y es si este contiene una pro-
hibición absoluta de subarrendar y de tras-
pasar la cosa arrendada, ó si confiere única-
mente al propietario el derecho de pedir la
rescisiondel subarriendo; es  decir, si el sub-
arriendo ejecutado por el arrendatario sin
la aprobación y consentimiento del dueño,
será radicalmente nulo ó si únicamente será
resci ndiblc á voluntad del mismo dueño,
en el caso de que sus intereses le aconsejen
hacerle caducar. La cuestión es importante,
porque en el primer caso el subarriendo,
como acto nulo que es á principia , no pro-
duce ningún efecto ni aun entre el subar-
rendador y el subarrendatario; pero en el
segundo el subarriendo produce efectos, li-
ga y compromete á los contratantes entre
sí y les somete á las consecuencias natura-
les y legitimas de la convención mientras el
propietario ó arrendador no quiera usar de
su derecho pretendiendo la rescisión de la
misma. Nosotros creemos que el subarrien-
do practicado con las condiciones presu-
puestas es  únicamente rescindióle, y nos
fundamos en que la ley ha empleado uoa
fórmula que no induce esa prohibición ab-
soluta de ejecutar el acto. La ley dice úni-
camente «el arrendatario no podrá sub-
arrendar,» y cuando se trata de la prohibi-
ción de un acto y de la nulidad que induce
su realización contraría á la ley, necesario
es  que esta se halle concebida en términos
explícitos , claros y terminantes , porque
la nulidad es una grave pena, y las penas no
se inducen ni se imponen por conjeturas.
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piedad con las restricciones que tenga por
conveniente, siempre que no repugnen á la
esencia del contrato, ya también porque
todo pacto que no se  oponga á las leyes, á
la naturaleza ó á la moral es lícito. El pac-
to de que hablamos, es decir, la prohibición
de subarrendar impuesta al arrendatario
será mas ó menos racional y prudente; pe-
ro no adolece de ninguno de aquellos vicios
que condena la ley.

Esta prohibición debe observarse ni mas
ni menos que como se baya consignado en
el contrato, es decir, que no debe restrin-
girse ni tampoco se debe estender á los ca-
sos que las partes no quisieron verosímil-!
mente comprender en ella. Pero ¿la infrac-
ción de ese mismo pacto que prohíbe al ar-
rendatario suba prenda r ó ceder el arriendo,
¿inducirá desde luego y por sí sola la nuli-
dad del contrato primitivo, es decir , del
arriendo, en términos que el arrendatario
pueda ser privado del uso y disfrute de la
cosa? Creemos que no, á no ser que seme-
jante prohibición se hubiera consignado con
cláusula resolutoria ó que el arrendatario se
empeñase en sostener Jos efectos de la ce-
sión ó del subarriendo; si dicha cláusula no
se puso y el arrendatario, conviniendo en
la ineficacia del aclo,cspele al cesionario ó
subarrendatario, bien con anticipación, bien
dentro del término que para ello le fijen
los tribunales, debe ser mantenido en su
contrato, que uo hay razón para dejar in-
subsistente.

La aprobación del propietario dada á la
cesión ó subarriendo, cstingue su derecho á
demandar la rescisión; lo mismo cuando estos
contratos se hau otorgado con infracción de
un pacto, que cuando lo han sido contra la
ley, que requiere para su validez el concurso
de la voluntad de aquel. Ya hemos dicho
que la aprobación puede ser espresa ó táci-
ta ;  en este concepto si el dueño recibiere
directamente del cesionario ó subarrenda-
tario el precio del arriendo, ó si diese á en-
tender de cualquier otro modo tan significa-
tivo como esle que consentía en la cesión
ó subarriendo, este contrato adquiriría com-
pleto valor ni mas ni menos que sí solem-

ABRENDAMIENTO.
Por otra parte la ley dice que «el arren-

datario no podrá subarrendar jin la aproba-
ción del duelo;» y esta palabra supone en
rigor un acto preexistente, sobre el cual
pueda recaer. Cuando se trata de verificar
actos solamente proyectados, no se  aprueban
ni se desaprueban porque no existen; se
consienten ó no se presta el consentí mien-
to para que puedan llegará existir: esto al
menos es lo que constituye la exactitud de
las palabras. Así el auto acordado de 171)2,
queriendo consignar upa prohibición posi-
tiva, en orden al subarriendo de las casas
de Madrid, dijo: «se prohíbe todo subar-
riendo ó traspaso del todo ó parte de las
«habitaciones, á no ser con espreso consen-
timiento de los dueños ó sus administra-
adores,» lo cual era tan claro y terminante
como lógico. La ley de 1815 no prohíbe ai
arrendatario el subarriendo y traspaso; y si
bien declara que no podrá hacerlo sin la
aprobación del dueño, esto no induce la
nulidad, sino tan solo la facultad que im-
plícitamente reserva á este de oponerse á la
subsistencia del acto y de pedir su res-
cisión.

¿Pero bastará que esta aprobación sea im-
plícita, es decir, que se infiera de algunos
actos del mismo propietario ó deberá ser
espresa y terminante? Gomo la ley no exije
este requisito, como si el dueño tuviera el
ánimo de contradecir el subarriendo no hu-
biera practicado los actos de aprobación
implícita, y como el hecho mismo de no
oponerse á su continuación indica que el
subarriendo, ó le es útil ó no le perjudica,
creemos que cuando existan esos hechos
que racionalmente induzcan á creer ó á in-
ferir semejante aprobación de parte del
propietario, el subarriendo será tan eficaz
como si lo hubiera hecho espresamente.

Aun cuando, según hemos asentado an-
tes, el subarriendo y la cesión ningún per-
juicio causan .al, propietario en la integri-
dad de sus derechos, no por ello puede ne-
gársele la facultad de prohibir una y otra
cosa al arrendatario, en los casos en que la
ley  no lo haya hecho ya, porque es libre en
trasferir á otro el uso y disfrute de su pro-
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ne ó explícitamente hubiera sido aprobado.

El subarriendo cae bajo el dominio de tas
mismas reglas y principios que el arriendo,
pues el arrendatario no hace mas que trocar
su papel, siendo el subarrendatario respecto
del arrendatario lo que este es respecto del
arrendador. Así, pues, ni en el plazo, ni en
las demás condiciones que afecten á los de-
rechos del propietario puede esceder los
limites que este le pusiera, y si ios excede
será nulo el subarriendo en esta parte, me-
diante que nadie puede dar á otro mas de-
recho dei que tiene. En cuanto á la cesión,
como e s  una venta propiamente de los de-
rechos del arrendatario, deben seguirse las
leyes y doctrinas que regulan esto contrato.

Dedúcese de lo cspueslo que la cesión y
el subarriendo no son cosas idénticas ni en
su naturaleza ni en sus efectos. El cesiona-
rio debe tomar la cosa tal como se halla al
tiempo de la cesión; el subarrendatario tie-
ne derecho á que se le entregue en buen
estado. El cedente no puede alegar prilcgio
alguno sobre los efectos que se encuentran
en la casa ó heredad para el cobro del pre-
cio de la cesión; el subarrendatario goza
de él indudablemente para reintegrarse del
precio del subarriendo. El subarrendatario
de Una heredad puede aspirar en algún ca-
so á cierta indemnización por la pérdida
fortuita de las cosechas: el cesionario no
tiene derecho á pedir cosa alguna por la
destrucción ó quebranto de lo que ha com-
prado a! cedente aunque podrá ejercer las
acciones de este contra el propietario. Con-
cluiremos, sin embargo, insistiendo en una
idea de suma importancia en esta materia,
á saber, que el arrendatario no se exime, ni
por el subarriendo, ni por la cesión de nin-
guna de las obligaciones contraídas con el
propietario; y que este conserva siempre en
toda su integridad los derechos y acciones
que contra el primero le confiere el con-
trato.
� Expuestas nuestras doctrinas relativa-

mente á la facultad de subarrendar , cree-
mos oportuno hacernos cargo de algunas
dudas que pueden ocurrir acerca de los
términos del arrendamiento de cosas y de

los derechos que competen én virtud de él
á los interesados.

Puede suceder que en  el contrato se es-
presc la ostensión de  la cosa arrendada, sus
límites y dependencias ; ó que se diga sim-
plemente que se arrienda tal heredad , tal
casa, etc. En el primer caso la designación
hecha por los contrayentes, evita toda cues-
tión, y á sus términos hay que someterse
como reguladores del disfrute: en el segun-
do debe entenderse que el arriendo com-
prende todo lo qne antes de él se conside-
raba parte de la heredad ó de la casa y
agregado ú ellas. Eso no obstante , cuando
en una heredad , por ejemplo , haya una
casa de recreo, un jardín, bosques de puro
ornato y lodo esto se  distinga y se halle se-
parado de los terrenos laborables y de las
demás pertenencias útiles de la heredadle
la casa y de sus oficinas, el arrendatario no
tendrá derecho mas que á esto último, co-
mo única cosa necesaria para Llenar el ob-
jeto del contrato, qne es la percepción de
frutos y única cosa también que puede
creerse cayó en la intención de los contra-
tantes.

El goce y disfrute de la cosa , que es el
objeto del arrendamiento, como se acaba de
indicar, consiste en percibir todos sus fru-
tos. Por lo mismo él arrendatario de cosas
hace suyos los naturales , los industriales y
civiles; y en suma lodos los frutos de la fin-
ca tomando la palabra en su acepción mas
lata. Tal es  la estension de su derecho al
disfrute de la cosa arrendada. Cualquiera
alteración que sufra constituirá al pro-
pietario en algupa de las responsabilida-
des que se indicarán al tratar de sus obli-
gaciones y por consecuencia de los dere-
chos del arrendatario.

Puede suceder que tratándose de arren-
dar una cosa Común á muchos, unos quie-
ran verificarlo y otros no;  ó quieran unos
arrendarla á cierta persona y los demas á
otra. Antón. Gom. se hace cargo de es-
tas dudas en el libro 2.° desús  Res. var.,
cap. 3 ,  y es de opinión , siguiendo Ta corauo
y autorizada en Tos tribunales , que es in-
dispensable el consentimiento de  todos los
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ben al arrendador por consecuencia del con-
trato, y en segundo las que debe llenar el
arrendatario respecto del primero.

1 .* De leu obligaciones del arrendador.

Tres son las obligaciones que la índole de
este contrato y su objeto esencial imponen
al que arrienda sus cosas. Primera: entre-
garlas al arrendatario. Segunda: conservar-
las en estado de servir al uso para que han
sido arrendadas. Tercera: hacer seguro al
arrendatario el pleno y pacífico goce de las
mismas cosas durante el arriendo. Habla-
remos con la oportuna distinción de cada
una de estas obligaciones. �

PantERA OBLIGACION. Entregar las cosas
al aíren  (¡alario. Esta obligación se deriva
inmediatamente de la naturaleza del arren-
damiento, y como que pertenece á su esen-
cia, no podría suprimirse ó modificarse sin
destruir ó desnaturalizar el contrato mismo.

El arrendador debe entregar la cosa en
buen estado, en toda su integridad y con
aquellos accesorios que conducen al uso
para que ha sido arrendada. Así el que al-
quiló una casa está obligado á hace; en sus
techos, puertas, ventanas y demas todos
los reparos indispensables puraque el inqui-
lino pueda habitarla con la comodidad y
seguridad queexije el órden regular de las
cosas; y si desde el dia de la convención
hasta el de la entrega ha sufrido la tinca al-
gún deterioro, reducción ó cambio, tales
que no es  verosímil la hubiese querido el
arrendatario en semejante estado, tiene de-
recho á rehusarla , á pedir rescisión del
contrato, y aun á reclamaren su caso da-
ños y perjuicios, si aquellas novedades no
han acaecido por fuerza mayor ú otra causa
independiente de la voluntad del Arrenda-
dor. De las consecuencias que produciría
el esceso ó falla en la estension ó medida
de un prédio rústico, fijada en el contrato,
nos haremos cargo cuándo tratemos del ar-
rendamiento de tierras en particular.
� Obligado el arrendadora entregar la co-
sa en estado de servir para elobjeto á que
se la destina, lo está también; primero, á

dueños para que el arrendamiento sea efi-
caz; pero que como una disidencia entre
ellos no puede impedir el ejercicio del de-
recho que les corresponde si discuerdan en
los medios de verificarlo , pueden usar de
dos remedios. El primero es  el de la divi-
sión de la cosa entre los condueños, pidién-
dola cualquiera de ellos, para lo cual tiene
acción indisputable. El segundo es que se
divida entre todos el tiempo de su disfrute;
de este modo cada uno podrá gozarla por
s í ,  administrada y arrendarla. S i  la disi-
dencia consiste en la persona ,á quien se
trata de dar en arrendamiento la cosa, será
preferida la que ofrezca mejores condicio-
nes , y en igualdad de circunstancias habrá
que recurrir á la autoridad judicial. Ulti-
mamente , si uno de los sócios pretende la
cosa para sí y los demas quieren darla á
persona estrada, será preferido el sócio, ya
porque lo e s ,  ya porque en el ejercicio de
esos derechos comunes cada interesado está
obligado á consentir en lo que no le daña y
aprovecha á otro.

SECCION II.

M LAS OBLIGACIONES DEL ARRENDADOR V DEL
ARRENDATARIO DE COSAS.

Espuestas ya en la sección anterior las
consideraciones especiales aplicables á los
arrendamientos de cosas, vamos á determi-
nar en  la presente las obligaciones y dere-
chos que nacen del arrendamiento respec-
to de cada uno de los contratantes. Escusa-
do  es decir que siendo estos derechos y obli-
gaciones ideas correlativas en  tales términos
que la existencia de unas supone necesaria-
mente la existencia de Jas otras . al de-
terminar las que incumben al arrenda-!
dor , como consecuencia del contrato que-
darán determinados los derechos que com-
petan al arrendatario contra el mismo ; y
por la propia razón, al enumerar las obli-
gaciones que impone á este la celebración
del arrendamiento, quedarán enumerados
los derechos que competen al arrendador
contra el arrendatario. Esposáremos, pues,
en  primer lugar las oblig aciones que iocum-
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manifestar al arrendatario las condiciones
mas órnenos desventajosas de ella, y segun-
do; á responder de lodos los vicios y defec-
tos ocultos que impidan su uso. No hacién-
dolo así, el arrendador contrae cierta res-
ponsabilidad, la cual se determina por el co-
nocimiento que tuviese el mismo al tiempo
de otorgar el arrendamiento y por la natu-
raleza de la cosa arrendada. Si aquellas con-
diciones ó estos vicios constaban al mismo
dueño ó eran tales que debia saberlos, y no
los manifestó al arrendatario, tendrá que
abonar á este los daños y perjuicios que por
su causa esperimentase, y si no los sabia ó
no  era fácil los supiese, perderá únicamen-
te el precio del arriendo en cuanto sea equi-
valente ó inferior al importe de la pérdida,
teniendo derecho, si fuese superior, « re-
clamar el esceso. La ley 14, tít. 8 ,  Parí Í5,
que habla de este caso, pone dos ejemplos
que ilustran perfectamente la doctrina y
presentan con distinción el pensamiento de)
legislador. Habla primero del coso en que
alquilando uno toneles ú oíros vasos malos
para vino, aceite ú otra cosa semejante se
perdiesen estos efectos por la mala condi-
ción de aquellos, y disponeque si el alquila-
dor la ignoraba, el dueño debe satisfacerle
todos los daños, aunque ignorase á su vez
que eran malos. La razón que dá la ley es
que «todo homedebe saber si es buena ó
mala aquella cosa que aloga, lo cual supo-
ne, como dice Greg. Lop., la posibilidad y
aun la facilidad de tener este conocimiento
guia tale vilium de facili poluit scire ul hic.
El segundo ejemplo se refiere á un caso en
qlie no era tan fácil y posible el conoci-
miento de esta circunstancia, como cuando
uno arrienda montes ó prados y tienen yer-
bas nocivas que perjudican á ios ganados.
En tal ¿aso, en que,  como hemos dicho, no
es tan fácil averiguarla mala condición de
la cosa arrendada distingue la ley,  diciendo
que si el dueño era sabedor de dicha mala
calidad, está obligado á manifestarla al ar-
rendatario ó á satisfacerle los daños y me-
noscabos inferidos por semejante motivo;
pero sí la ignoraba, únicamente perderá la
pensión correspondiente al ftrendamiento.

La entrega ha de verificarle á costa del
arrendador en la época convenida 6 en la
consagrada por el Uso de cada lugtr, ó
cuando d arrendatario la pida, sin quepan
da aquel eximirse de está obligación, ofre-
ciendo indemnizarle. El atrendalatro pue-
de reclamar esta indemnización sin perder
de su derecho á la consumación del contrato,
por el solo retardo de lá entrega de la cosa
cuando sea imputable a) arrendador. Y
también tendrá derecho á la rescisión del
arrendamiento en el caso de que el retardo
haya defraudado los cálculos fundados y
verosímiles con que contrató, aun cuando
aquel sea involuntario y fortuito, pues esta
circunstancia liberta al arrendador de h
responsabilidad de los daños y perjuicios;
pero no le faculta para exijir la subsistencia
de un contrato que él, culpable ó inculpa-
blemente, dejóde cumplir con oportunidad,
privando al arrendatario de las utilidades
que se propuso al celebrarlo. Respecto al
modo de ejecutar la entrega en defecto de
pactos especiales, no habiendo costumbre ó
disposición legal que lo determine, cumpli-
rá c) arrendador con facilitar por su parte
al arrendatario el uso y goce de la cosa en
toda su estension y con plena libertad al te-
nor de lo convenido. También es  de cuenta
y cargo del arrendador el allanamiento de
cualquier obstáculo que se oponga por no
tercero, aunque sea sin razón y por vías de
puro hecho, á la entrada del arrendata-
rio en posesión, pues mientras esto no se
realice, la  obligación de la entrega está pen-
diente y al arrendador e sá  quien incumbe
llenarla, venciendo toda clase de  dificulta-
des y embarazos.

Como, segnrt hemos dicho antes, la ac-
ción que tiene el arrendatario para com-
peler al arrendador á la entrega es lo mis-
mo en este que en todos sus demás efectos,
puramente personal, se sigue que si des-
pués de perfecto y antes de consumado el
contrato vende el arrendador la cosa, el
arrendatario carece de derecho para recla-
clamar su entrega ai nuevo dueño, quedán-
dole solamente el de repetir contra aquel
por daños y perjuicios.
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ARRENDAMIENTO. 697
sabilidad , entregando su parte : es menes
ter que todos lo verifiquen de consuno , y
uno solo que falte, el arrendatario podrá re-
husar ta entrega de las demas porciones , y
reclamar de todos los daños y perjuicios,
debiendo cada uno indemnizarle de los que
correspondan á su parte , sin perjuicio de
su derecho, contra d condomino que dió
lugar á la demanda.

La obligación de qué hemos hablado , y
las consecuencias que emanan de ella se
reasumen en las reglas siguientes: 1 .a Si el
arrendador no puede hacer la entrega , de-
be satisfacer al arrendatario los daños y
perjuicios irrogados por esta causa , á no
ser que hubiese perecido por caso fortuito
ó por otra eventualidad no imputable. 2 .a

La entrega debe hacerse á costa del arren-
dador , no debiendo pagar el arrendatario
sino los gastos necesarios para entrar en el
disfrute. 5.'  Sí podiendo el arrendador en-
tregar la cosa lo difiere el arrendatario, tie-
ne espedita la acción de que 'hemos habla-
do  en la sección cuarta del capítulo anterior
para reclamarla , y los daños y perjuicios
que la dilación le hubiera causado. 4.a Debe
entregar la cosa con todos los accesorios
que se comprendieron espresa ó implícita-
mente en el contrato. 5 .a Debe entregarla
en el estado regular, y de forma que cor-
responda al objeto del arriendo. 6 .a Debe
advertir los vicios de la cosa ó responder de
sus consecuencias en los términos ya indi-
cados.

SECUNDA OBLIGACION. Conjervuc/on de la
cosa en estado de servir al uso para que ha
«ido arrendada. El arrendador está obliga-
do , no solo á entregar la cosa en disposi-
ción de servir para este uso ,  sino también
á conservarla en el mismo estado durante
el arrendamiento. Síguese de aquí, que
mientras el contrato subsista , no puede ha-
cer el arrendador ninguna innovación que
impida ó destruya el goce y disfrute de la
cosa misma en los términos qne se prome-
tió hacerlo el arrendatario. Así no podrá,
por ejemplo, arrancar el arbolado . ni con-
vertir las ¿ierras de sembradura en viñedos,
ni hacer en la casa alquilada construccio-

Ni podría por la propia razón exigir la
cosa de un tercero que habiendo contratado
de buena fé con él dueño un arrendamiento
posterior al suyo hubiere sido entregado
antes de  ella. Faltando á unoyá  otro la po-
sesión, la prioridad de fecha decidiría la
cuestión1 á '  favor del primer contrayente:
Qui prior est tempore polior est jure, Pero
teniéndola ya en su poder el segundo y con-
sumado el contrato con la entrega, este
solo hecho le concedería una ventaja indis-
putable, como quiera que en circunstancias
idénticas el derecho hace de mejor condición
al que posee, y por otra parle mal podría
su contrincante, provisto de una simple ac-
ción personal, espete de  de la cosa no ha-
biendo mediado entre ellos ningún contra-
to. Unicamente podría, como en el caso an-
terior, aspirar á la indemnización corres-
pondiente ‘

La obligación qué tiene el arrendador de
entregar la cosa y el derecho correlativo y
consiguiente que tiene el arrendatario á pe-
dirla , pudieran considerarse divisibles , se-
gún la naturaleza misma de las cosas; pero
no lo son seguramente bajo el punto de vis-
ta de la intención de tas, pártes. Regular-
mente nadie toma en arrendamiento una
finca, sino porque la desea y quiere disfru-
tarla en su totalidad, debiendo presumirse
mientras los términos del contrato no den
lugar á creer otra cosa, qüe tío hubiera
aceptado una sola parte de ella. La datura-
taza misma de la cosa puede ser frecuente-
mente un obstáculo material é invencible
para la ejecución parcial de la obligación.
Así , pues, nadie cumple con entregar una
sola parte de la cosa'arrendada , y no puede
decirse satisfecha la obligación mientras no
se llene en toda su integridad. Del mismo
modo , cuando han sido muchos los arren-
dadores, ó bien uno solo que ha fallecido
dejando varios herederos antes de consu-
mar el contrato, no puede decirse qué cada
uno de ellos cumple, y se exime de respon-

( i j  Ley So. t i l .  I ,  Perl- 3. la cu i l e iuHece  etia tol l -
ina doctrina en e> e«o análogo de Ttndtr iU dm una
misma eosa.

TOVO I I I .
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nes que la quilco la luz y las vistas que te-
nia al tiempo del arrendamiento.

Pero puede, y aun debe, como conse-
cuencia de la obligación de conservar la
cosa en su estado , hacer las obras y repa-
raciones que fuesen necesarias. Y si por no
hacerlas se viera el arrendatario en la nece-
sidad de ejecutarlas , deberá abonar á este
su importe en ios términos que se indicará
con mas ostensión en el párrafo siguiente.

Mas es preciso advertir que el derecho
que tiene el arrendatario , correlativo á la
obligación del arrendador, para exijirle que
mantenga la cosa en buco estado con di-
chas obras y reparaciones , se esliendo tam-
bién á impedirlas en algún caso , en que el
arrendador de su libre voluntad y en su pro-
pio obsequio quiera hacerlas. Una repara-
ción puede ser conveniente y aun necesaria;
pero no hasta el punto de que su demora
afecte esencialmente á la existencia y con-
servación de la cosa arrendada , y por con-
siguiente á los intereses del dueño. Enton-
ces,  si el arrendatario p re fie re la disminu-
ción de utilidades, y los domas inconve-
nientes nacidos del estado desventajoso de
la cosa , en lo cual usa de su derecho , á su-
frir los embarazos y molestias de la obra,
puede oponerse á que se ejecute durante el
arriendo. Mas si la reparación es tan urgen-
te que no podría diferirse sin conocido per-
juicio del dueño , si afecta á la existencia
misma y esencia déla cosa, en términos de
seguirse indefectiblemente su deterioro ó
destrucción, no debe contarse para llevarla
á cabo con la sola voluntad del arrendata-
rio, comoquiera que también están com-
prometidos los intereses del arrendador, y
puesto que la urgencia sea positiva , cues-
tión que en todo caso han de resolver los
tribunales, la obligación que la ley impone
al mismo, se trasforma en tal caso en un
derecho, y ya no debe solamente reparar la
cosa, exijiéndolo el arrendatario, sino que
puede hacerlo aunque este lo resista.

La razón es porque al celebrar el contrato
el arrendatario ha debido proveer que el
tiempo y los acontecimientos naturales exi-
jirían que la cosa se reparase , y que en se-

mejante caso había de sufrir forzosamente
algún estorbo ó paralización en su goce. La
legislación francesa, que ha previsto esta
eventualidad , dispone que sí las obras du-
rasen mas de  cuarenta dias , no esta obliga-
do el arrendatario á sufrirlas , lo cual se
funda en la presunción de que entonces los
estorbos y daños consiguientes á aquellas
obras, no entraron en la previsión del ar-
rendatario , ni pudieron merecer su aquies-
cencia. En tal caso, la ley francesa autori-
za á este último para pedir una disminu-
ción del precio, proporcionada al. tiempo en
que no pudo usar de la cosa, y aun para
pedir la rescisión del contrato si las repara-
ciones son tales que la inhabilitan para
los usos del arrendatario y de su familia.

Ultimamente, la obligación de que ha-
blamos no se entiende cuando la cosa ya
no puede ser conservada , es decir, cuando
se destruye enteramente por un aconteci-
miento fortuito. Entonces el arriendo se
rescinde ipsojure, como se dirá mas ade-
lante.

TERCERA OBLIGACION. Hacer seguro ai ar-
rendataria el pleno y pacifico goce de la cosa
durante el arriendo. El arrendador debe al
arrendatario una doble garantía, la de exi-
mirle de todo embarazo ó perturbación en
el goce de la cosa , y la de responderle de
los vicios ó defectos no manilicstos de h
misma. Esto último es una consecuencia in-
mediata de los principios que dejamos sen-
tados, al tratar del estado y manera en que
el arrendador debe entregar la cosa al ar-
rendatario.

El impedimento ó perturbación que este
sufra en el disfrute de la cosa, puede reco-
nocer tres orígenes. Primero : los hechos
personales del arrendador. Segundo; los
hechos de una persona estrada al contrato.
Tercero: los acontecimientos fortuitos.

El arrendador responde ante todo de sus
propios hechos: esto es tan justo como evi-
dente. Obligado á hacer efectivas al arren-
datario las legitimas consecuencias del con-
trato , nada puede ser menos escusable que
el que por sí propiolas disminuya ó destru-
ya ,  infringiendo la ley de sus pactos. E$t>
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infracción se verifica siempre que por un
acto emanado del mismo se priva al arren-
datario en todo ó parte del goce de la cosa
arrendada , como sucedería en los casos si-
guientes:

<.� Si el dueño vendiese la cosa ó hicie-
se  un segundo arrendamiento , y lo uno ó
lo  otro impidiesen la ejecución del pri-
mero.

3." Si entrase en el lugar arrendado , ó
enviase á él otras personas , y fuese bas-
tante este solo acto para perturbar al arren-
datario en el goce de la cosa; bien que al-
guna vea podrá hacerlo con derecho, como
ai visita la heredad ó el edificio para ins-
peccionar su estado , ó para mandar hacer
las reparaciones necesarias , ó par í otor-
gar nuevo arrendamiento antes de que es-
pire el actual.

3 .* Si siendo dueño también de una
propiedad contigua á la arrendada , ejer-
ciese los derechos que le competen sobre
aquella, en términos que perjudique al uso
y goce de esta; tal como pudo prometérselo
el arrendatario en vista del estado de las
cosas al celebrar el contrato, v. gr., si edi-
ficase ó elevase una casa junto á la alquila-
da, disminuyendo esta el aire y la luz.

4." Si habiendo arrendado una parle de
la casa, disponed© la restante, de manera
que perjudique ó moleste al arrendatario
en el pleno y pacífico goce de la suya.

Si hiciere alguna de las obras que
tiene derecho á resistir el arrendatario con
arreglo á los principios que hemos espues-
to al tratar de la obligación de conservar la
cosa en estado de servir al uso para que ha
aido arrendada.

En lodos estos casos el arrendatario pue-
de demandar al arrendador que cese en la
perturbación , ó si esto no es ya posible y
se le hubieran irrogado algunos perjuicios,
puede pedir su indemnización, y que le
abone las ganancias que hubiera podido re-
portar del arrendamiento (i).

La ley citada lo estableció asi en térmi-
nos absolutos al hablar del arrendamiento

de casas, viñas , huertas ú otras cosas se-
mejantes , diciendo, «que si los señores de
ellas , ú otros á quienes ellos pudieran ve-
darlo, impidiesen en alguna manera su  gf>~
ce,  á los que las tuviesen alquiladas ó ar-
rendadas les deven pechar todos los daños Ó
menoscabos........ y demás de esto las ganan-
cias que pudieran haber hecho en aquellas
cosas ...... si non ge las oviesen ellos embar-
gado.»

En cuanto á la perturbación que provie-
ne de nn tercero, debe distinguirse éntrela
que es  de derecho y la que es de hecho so-
lamente. En el último caso , esto es , cuan-
do el tercero por vias de puro hecho, sin
pretensión alguna sobre la cosa arrendada,
embaraza su disfrute , el dueño no es res-
ponsable de semejante perturbación, ni
aun viene obligado á precaver de ella al
arrendatario , y este tendrá únicamente el
derecho do perseguir á los autores del mal
para que se les condene á la reparación de-
bida. Cuando no se pretende ningún dere-
cho sobre la cosa ; cuando no se atenta si-
no contra el goce personal del arrendatario,
es él quien debe defenderla , porque él y
no otro es el atacado. Entonces puede enta-
blar uno de los remedios sumarisimos que
el derecho concede , porque si bien es ver-
dad que el ejercicio de ellos se permite por
punto general á los que poseen civil ó na-
turalmente, nadie duda que el inquilino ó
arrendatario poseen á nombre de los due-
ños, que deben tenerlos medios convenien-
tes para defender el disfrate de las cosas
arrendadas, adquirido á la sombra de la ley,
y que deben ser protegidos por los jueces en
fuerza de esa autoridad tuitiva que les com-
pete , para hacer conservar á cada uno el
legítimo uso de sus derechos. Otra cosa
seria si el atentado se hubiese cometido en
ódio del dueño , en cuyo caso exigiría la
justicia , y así Jo dispone la ley que este in-
demnizara al arrendatario, así como el ar-
rendatario responde al dueño del daño que
sus enemigos ó mal querientes hicieren en
la cosa arrendada (I).

3 )  Ley 7, ti l .  t,  Parí. I,(1) Ley I t . ' l i l .  V, Nri.  *.
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La perturbación de derecho es la que re-

sulta de  las pretensiones de un tercero á la
propiedad , posesión ó aprovechamiento de
la Énea ó aunque solamente sea á alguna «
servidumbre. Para deslindar las obligado- |
nes y derechos respectivos de las partes en
estos casos , es preciso ante todo suponer
que el arrendatario recibió la cosa de  bue-
na fé , creyendo que aquel que se la arren-
dó podía hacerlo , pues si sabia que era de
otro, nada podría reclamar del arrendador,
de  cualquier modo que por un tercero se
le  perturbase. Si recibió la cosa de buena
té ,  y el perturbador ha obrado con derecho,
puede repetir contra el que le otorgó e l
arriendo; pero no  siempre con igual acción,
pues el arrendador, si le constaba que el
tercero tenia aquel derecho, debe pagarle
todos los daños y perjuicios con las ganárt-
elas que hubiera podido obtener en otro
caso,  y si lo ignoraba solo vendrá obligado
á restituirle tanto cuanto hubiese recibido
de él por razón del arrendamiento , y abo-
narle cuanto hubiese gastado en espensas
ó mejoras de  la cosa. Tampoco vendría obli-
gado á mas el propietario si el derecho en
cuya virtud se pértubó al inquilino ó co-
lono reconociese un origen posteriora! con-
trato. La ley se espresa con la generalidad
que acabamos de ver ; pero la razón y la
equidad dictan que cuando e l  arrendatario
baya sido perturbado ó impedido solamen-
te en el goce de una parte de la cosa , el
reintegro del precio y abono de impensas y
mejoras sea con relación á la estension y
entidad de  aquel perjuicio (1).

De  todas maneras la simple enunciación
� 1

de  las pretensiones del tercero aunque sea
en juicio no produce en favor del arrenda-
tario ninguno de  esos derechos , pues para
reclamar algnn reintegro ó indemnización
es preciso haya llegado á ser realmente
perturbado en el uso y aprovechamien-
to. También es necesario para ello que
haya denunciado al propietario con la anti-
cipación debida la perturbación ó impedi-
mento ; pues no seria justo exigir á este la

reparación de  un mal de  que no se le dió
noticia , y que acaso hubiera podido evitar
si lo hubiese sabido oportunamente. Hasta
responsable seria el arrendatario cuando
de su silencio se  hubiera seguido algún per-
juicio al dueño, como si de  sus resultas hu-
biese este perdido la posesión de  año y dia
y con ella el derecho de  hacerse amparar
por la via sumarísima. Mas si el arrendatario
demostrase que el arrendador no tenia me-
dio alguno de  impedir ni  remediar la per-
turbación, la faltada aviso dejaría de ser un
obstáculo para el ejercicio de  sus acciones.

El -embarazo ó impedimento que puede
esperimenlar el arrendatario en  el uso de
la cosa á virtud de  una ocurrencia pura-
mente casual é independiente de la voluo-
tad del arrendador, no le dá derecho á in-
demnización alguna , pues nadie responde
de los casos fortuitos. A lo único que podrá
aspirar es  á una rebaja de  precio ó á la res-
cicton del contrato , según las circunstan-
cias. De  la destrucción total ó parcial de
aquella y de  cuando pasa á manos de su ter-
cero de  resultas de un  acontecimiento for-
tuito ó de alguna fuerza mayor, trataremos
en la sección siguiente.

La obligación que contrae el propietario
de hacer seguro al arrendatario el pleno y
pacífico goce de la cosa , induce asimismo
la responsabilidad de  los vicios ó defectos
que puedan sobrevenir y sobrevengan de
hecho en  la misma. No solamente responde
el arrendador, como hemos visto antes, de
los vicios preexistentes al contrato, sino
de los que le subsiguen , á diferencia del
vendedor, que únicamente lo es de los que
contenía la cosa al tiempo de  la convención,
cuya diferencia estriba en  que desde que
venta queda perfecta por el consenlimien'
to de los contrayentes, los riesgos de ella
inherentes á su dominio pertenecen al com-
prador, y en el arrendamiento spn siempre
del arrendador, que no se ha desprendí1!0

mas que del uso y disfrute de su propie-
dad. En este caso ,  como en el de q°e

los vicios anteriores al contrato no fuesen
ni debiesen ser conocidos del dueño , b
obligación de  este se  reduce á soportar un1

( i }  L*y M , l i l .  8, 3.
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embargo de frutos ú otro perjuicio, tiene
derecho á repetir desde luego por su im-
porte contra el dueño , pudíendo también
compensarlo con el precio del arrendamien-
to, sin necesidad de esperar á que venza el
plazo. Esceptúase únicamente el caso en
que hubiese pacto espreso en contrario.

Este pacto de que el arrendatario pagará
los tributos y cargas de la cosa es lícito, y
entonces, como se ha enunciado , queda
libre de esta obligación. Mas en razón de los
impuestos públicos pueden ocurrir graves
cuestiones: si se ha estipulado en el con-
trato que el arrendatario deberá satisfacer-
los , y durante el arrendamiento se aumen-
tan ó disminuyen, ó se crean y establecen
otros nuevos y estraordinarios, ¿será el au-
mento de cargo del arrendatario ó del due-
ño? ¿Cederá la disminución en beneficio
de aquel ó de este? ¿Quién de los dos de-
berá satisfacerlos creados é impuestos nue-
vamente? Para responder á estas preguntas
es necesario ante todo consultar los térmi-
nos del convenio. Si se ha dicho que el ar-
rendatario pagará tanto los impuestos esta-
blecidos como los que en adelante se esta-
blezcan, suyo es enteramente el riesgo
adverso ó favorable del aumento ó de la reba-
ja. Si se ha dicho en general que pagará los
impuestos, ya puede controvertirse la lati-
tud de estajobligacion ; pero lo mas razona-
ble y creíble es que el arrendatario, al tomar
sobre sí el pago de los impuestos, sin decir
que de los existentes, se convino á sopor-
tarlos, tales como fuesen al tiempo de  su
exacción. Pero los estraordinarios que se
exijan por razón de la propiedad deben ser
siempre de cuenta del dueño , pues dé cual-
quiera manera que se haya comprometido
el arrendatario á satisfacer los impuestos
presentes ó supervenientes, se presume que
solo se refirió á los ordinarios; ademas de
que en el caso de verdadera y fundada duda
sobre la eslension de una obligación, es
regla de derecho que antes se  debe restrin-
girla que ampliarla. La otra obligación á
que hemos aludido es  la de pagar el derecho

Ió  impuesto de hipotecas. Determinado que
este se satisfaga en los arriendos y subar-

disminución proporcionada do! precio ó la
rescisión del arrenda miento según las cir-
cunstancias, sm estenderse nunca al abono
de daños y perjuicios , por cuanto ni en uno
ni en otro ha obrado con dolo , que es lo
que podría constituirle en esa responsa-
bilidad. En este sentido creemos que ha
dicho la ley : « Mas si el señor non so-
piesse tal maldad r estonce non seria tenudo
de pecharle los daños, nin los menoscabos;
mas decimos: que non le debe demandar el
loguero , nin el otro non es lenudo de gelo
dar (1). La diferencia de mas que haya entre
el precio y el importe de la pérdida ó daño
esperimentado por el arrendatario no podría
dejarse á favor de este, sin violar la máxima
de que nadie debe enriquecerse con perjuh
ció de  otro. FUnalmente, si los defectos de
la cosa eran notorios, el arrendatario que
la hubiese aceptado con ellos, se presume
que los tomó en cuenta al estipular el pre-
cio , y ninguna reclamación podría hacer
en su razón al dueño (2).

La cláusula de que este no sale garante
de  los vicios que acaso tenga la cosa ó pue-
da adquirir en lo sucesivo , no nos parece
ilícita , y le eximirá efectivamente de la
obligación de responder de ellos, á no ser
que sepa que la cosa adolece de alguno , ó
está ocasionada á contraerlo , y que el ar-
rendatario lo ignore, pues en tal caso la
cláusula seria nula.

Las obligaciones que hemos mencionado
de parte del arrendador nacen de la índole
esencial' del arrendamiento y del objeto del
contrato. Tiene ademas otras que se deri-
van de la naturaleza de los derechos, que
él trasmite y de los que se reserva , y de la
disposición de la ley que las establece espe-
samente.

Tal es en primer lugar la de. pagar las
contribuciones , tributos y cargas actuales
ó que se impusieran sobre la tinca , como
quiera que todos estos gravámenes se refie-
ren 4 los frutos ó rentas que el propietario
percibe siempre bajo una ú otra forma. Si
el arrendatario los satisface por evitar el

i ■ Lr* i4 . til. 8. Van. fl.
(S, Ley 44. til. 8. Parí. 3.
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riendos , en las subrogaciones , cesiones ó
retrocesiones de arriendos, la ley le impone
al arrendador la obligación de pagar la cuo-
ta en su razón establecida, ora sea el ar-
rendador propietario de la finca, ora sea
simple usufructuario. En los subarriendos
impone esta misma obligación al arrenda-
tario que, Como hemos dicho en la sección
anterior, al subarrendar se convierte en ar-
rendador.

§. 2.a De la» obligaciones del arrendatario.

Hemos espuestb hasta aquí las obligacio-
nes del arrendador , y por una consecuencia
indeclinable han quedado determinados los
derechos de! arrendatario. Expondremos en
este párrafo las obligaciones de este último,
y quedarán de igual modo deslindados los
derechos del arrendador. Las- principales
que incumben á los arrendatarios son dos:
i .*  usar de  la cosa como un buen padre de
familias; 2 /  pagar el precio estipulado.

■ Estas obligaciones son de todo punto in-
defectibles: el arrendatario no puede exi-
mirse en manera alguna de  su cumplí»
miento, y si falta á ellas sufrirá personal-
mente las consecuencias que iremos espo-
niendo.
„ Sin embargo , la ley no le fuerza siem-
pre á usar y gozar por sí propio de la cosa
arrendada: durante el tiempo del contrato
estará obligado al dueño en razón del uso y
disfrute de la misma, como si el en efecto
la usara y disfrutara ; pero bajo esta res-
ponsabilidad tiene por regla general el de-
recho de subarrendarla , ó ceder su arren-
damiento á un. tercero, en los términos que
hemos expuesto en la sección anterior. Pero
sea que use y disfrute la cosa arrendada por
si mismo, sea que lo verifique por medio
de otro , debe llenar las dos obligaciones
indicadas en los términos que vamos á es-
poner.

PRIMERA OBLIGACION. Usar de la cosa co-
mo un buen padre de familias. Esta obli-
gación comprende tres deberes, que son
otras tantas consecuencias de ella: primera,
el de no emplear la cosa arrendada fuera

del objeto para que se dió; segunda, el de
poner en su conservación una regular dili-
gencia; tercera, el de restituirla en buen es-
tado á la conclusión del arrendamiento.

Primera consecuencia. Según ya dijimos
en el párrafo segundo de la sección segun-
da, el arrendatario está obligado á hacer de
la cosa el liso que se designó en el contrato,
ó en su defecto aquel á que se halla destinada
por su naturaleza y para el cual sirve co-
munmente. Si de otro modo usa de ella y
perjudica al dueño, este podrá exigirle una
indemnización y aun la rescisión de! arren-
damiento si el abuso constituye abierta in-
fracción de lo pactado.

Menos todavía puede el arrendatario ha-
cer cambios ni alteraciones en la cosa ar-
rendada. Sin embargo, si la modificaciones
de poca importancia, y no perjudica a! pro-
pietario, seria exagerar la severidad de es-
ta regla el acusarle de abuso. No podrá,
pues, el arrendatario de una casa horadar
sus muros ni practicar otras obras que per-
judiquen á su solidez, pero sí derribar ó le-
vantar tabiques, abrir ó cerrar puertas in-
teriores, hacer cualquiera otra variación
ligera que no cause daño en el edificio i
no ser que el dueño se lo hubiera prohibi-
do espresa mente en el contrato, con obli-
gación de reponerlo en su primer estado , si
se le exigiese.

Pero hay otra especie de modificaciones
que el propietario puede resistir aunque no
las hubiese prohibido expresamente en el
contrato, y á pesar de que mejoren la cosa
en vez de perjudicarla, sobre todo si han
de producir algún cambio en su forma. Por
eso es  que el arrendatario nó puede contra
la voluntad de aquel convertir una posada
pública en casa particular, ó al contrario,
ni establecer un ingenio 6 máquina en
edificio destinado á habitación, ni arrancar
las cepas ó el arbolado de una heredad pan
convertirla en tierra de labranza, aunque la
finca valga mas después de la trastorné'
cion. Por lo demas es evidente qne el des-
monte de una tierra inculta, la desecación
de una laguna dañosa y otras operaciones
de esta especie no constituyen abuso; por
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el  contrario, son actos de prudente y celosa
administración que, lejos de sujetar al ar-
rendatario á responsabilidad alguna, le con-
fieren derecho al abono de las mejoras que-
que con ellos haya hecho en la finca.

No obstante la regla general que- dejamos
sentada, si el propietario al tiempo deotor-
gar el arrendamiento debió presumir por la
profesión del arrendatario que se proponía
aplicar la cosa á un objeto distinto del que
hasta entonces habia tenido, como si alqui-
lase una casa que habia servido de posada
á un  cerragero, carpintero ó comerciante,
enti éndcse que consiente en que el nuevo
inquilino mude su uso, y este podré em-
plearla en los de su profesión ú oficio, sin
mas obligación que la de devolverla como
la recibió. .

El arrendatario de un edificio, cualquie-
ra que sea el uso hecho de él anteriormen-
te, no podrá destinarlo á casa de juego ó
prostitución contra la voluntad del � dueño;
pues tales establecimientos, aunque están
tolerados-, siempre ofrecen inconvenien-
tes graves y tienen un carácter de in-.
moralidad que basta por sí apio á justi-
ficar la resistencia del arrendador, y aun
le dan derecho á pedir la rescisión del con-
trato (I). . .

EL inquilino de un edificio consagrado á
serv ir de fábrica ó tienda no puede cambiar
su uso;  ¿pero podrá tenerlo cerrado á ries-
go d.e que pierda su crédito y sus parro-
quianos, y acaso con este soloíintDeningun
mod o.  Aunque se diga que el  crédito se debe
al. comercio establecido en aquel localy noal
local mismo, ni esto es enteramente exacto,
en atención á que la costumbre de surtirse
de una tienda cualquiera entra por mucho
en la concurrencia de los consumidores,
ni puede dudarse que al alquilar el dueño
su edificio ha ,  entendido que continuaría
ejerciéndose en él la industria ó comercio
á que se  hallaba destinado, de suerte que su
clausura contraría una mira legítima de)
propietario y le causa un perjuicio notorio,
rebajando el mérito de la finca y haciendo

mas difícil la consecución de un precio
igual en loa arriendos sucesivos,

Hay cosas cuyo disfrute consiste, no enla
percepción de frutos distintos y separados
del fundo que los produce, sino en una des-
membración periódica y continua de la co-
sa misma que tiende incesantemente ¿ su
destrucción; tales son las minas, los criade-
ros de carbón, las canteras y los bosques.
Acerca de la ostensión de que es suscepti-
ble el uso de estas cosas se pueden promo-
ver árduas cuestiones. ¿Será permitido al
arrendatario explotarlas con tal actividad
que nada resto de ellas á la conclusión del.
arriendo, ó deberá circunscribirse la espío-*
tacion á la cantidad <de productos que se
haya acostumbrado á sacar anteriormente,
ó deberá, en fin, el arrendatario respetar
los límites convencionales que se hubiesen
puesto al nso de la cosa en un arriendo pre-
cedente? No es fácil, en verdad , que estar
dudas ocurran con frecuencia. El interés-
bien entendido de los propietarios les con-
duce naturalmente á regular el precio por
la cantidad de las materias extraídas, y es-
to, que tan en armoni&se halla con la equi-
dad, es también el medio mas conveniente
y seguro de evitar disputas. El propio re-
sultado se obtendría fijando el número de
operarios que fuese lícito emplear en la
es  pío tac ion ó la cantidad de materias que
pudiera extraer. Mas si nada de esto se
fia estipulado, si el arrendador ba ce-
dido el derecho de esplotacion, como pu-
diera ceder el uso y disfrute de cualquie-
ra otra cosa indefinidamente y mediante
una pensión anual determinada, y si tam-
poco puede deducirse de alguna cláusula
del contrato ó de otras circunstancias que
las partes tuvieron intención de poner limi-
tes al ejercicio de aquel derecho, el arren*
data rio, en nuestro sentir, conforme con
el de otros graves escritores, puede dar á
la esplotacion toda la actividad y el des-
arrollo que tenga por convenientes.

La regla de que el arrendatario no
debe hacer de la cosa mas uso que el
que la sea propio, es  aplicable así á los ar-
riendos de casas, como á los de tierras.di  Uy  <. ut, 8, Pu1. 1.
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Conviene, sin embargo, advertir quecl pre-
cio se  paga en el arriendo de tierras por
una cosa productiva, y el de casas por una
cosa improductiva. El arrendatario de una
heredad la toma como un capital necesario
para el desenvolvimiento de su industria;
el inquilino de  una casa se procura un ob-
jeto de  primera necesidad sin ninguna mi-
ra de especulación. Estas distinciones son
importantes porque de  ellas se  derivan con-
secuencias que influyen muy directamente
sobre los derechos de los respectivos arren-
datarios. Al colono se le  debe permitir, y
aun en ello merece protección, todo aquello
que conduce al buen éxito de  su empresa:
su  derecho, bajo este punto de vista, no
concluye sino donde por efecto de sus ope-
raciones comienza á deteriorarse el capital
que se le ha entregado, á perder algo de su
valor ó de su fuerza productora. El inquili-
no se halla en distinto caso y no puede con-
cedérsele la misma libertad y apoyo para
satisfacer sus caprichos, ni aun para acre-
centar las comodidades de  su vivienda. Otra
cosa seria si se tratase de un inquilino prin-
cipal que hubiese tomado la casa para sub-
arrendarla ; entonces las consideraciones
indicadas podrían alegarse también ásu fa-
vor, aunque nunca con tanta eficacia como
en el arrendamiento de  tierras. La aprecia-
ción de  las diferentes circunstancias que
pueden influir en la mayor ó menor osten-
sión de los derechos de los contrayentes en
cada casot no puede menos de  dejarse al
recto juicio y á la equidad de los tribu-
nales.

Segunda consecuencia. El arrendatario
debe usar y cuidar de  la cosa arrendada
como un diligente padre de familias suele
hacerlo de las suyas propias (!) prestando
por lo tanto lo que en el derecho se llama
la culpa leve (2). De suerte, que si por no
conducirse as i ,  ó por otra causa imputable
al mismo ó á las personas de  quien es res-
ponsable sufre la cosa deterioro, deberá in-
demnizar ó pagar su importe al dueño (5).

Las leyes de las Partidas , toas espiri-
tas y minuciosas en este particular, hacen
estensiva esta responsabilidad del arrenda-
tario á todos los casos y á todo género de
arrendamientos. La ley 7 ya citada habla
del arrendatario de tierras , y después de
imponer la obligación de  cuidarlas y culti-
varlas como si fueran suyas , añade qae si
por impericia , culpa ó negligencia suya ó
de sus dependientes se  empeorasen , ha de
indemnizar todo el daño á justa tasación,
practicada ante el jdez por personas enten-
didas y competentes. La ley 8 habla del que
da en alquiler sus bestias ó artefactos, pa-
ra llevar aceite, vino ú otra cosa semejante,
y dispone que si estos géneros se cayesen
ó perdiesen por culpa de aquel,  está obli-
gado á reparar el daño causado. Otras le-
yes hablan de los que dan en alquiler sus
obras, servicios é industria , y les imponen
la misma responsabilidad en  el caso de que
por sn cülpa causen algún deterioro 6 per-
juicio. Así el lapidario que recibe una pie-
dra preciosa para engarzarla en sortija y la
rompe responde del daño , á no ser que
probase que la piedra tenia algún pelo ó
señal de quebradura (1). El que recibe ra-
pas para teñir, lavar ó coser y las cambia
por error , ó las pierde y empeora por su
culpa , está también obligado á pagar su es-
timación á juicio de  peritos (2). Así los pas-
tores que reciben soldada por guardar los
ganados , si por sn culpa se verificase co
ellos algún daño deben satisfacerlo con todos
los menoscabos (5). Así el maestro ú obrero
que toma ¿destajo algunas obras, y las ha-
ce de tan mala ó defectuosa construcción,
que por ello sienta el dueño algún perjui-
cio,  está también obligado á repararlo (4).
Así los dueños ó arrendatarios de posadas,
tabernas , y otros establecimientos seme-
jantes que admiten en  ellos á los cami-
nantes y mercaderes , son responsables de
los daños originados en las cosas que estos
introdujeron por la culpa ó negligencia de

( I  Ley 10.
t i  Lev 19.
3 Ley *5.
4 Ley 16.

I Ley 7.  l i t .  8, P«n. s
(Sí LL.  9. t i l .  9 ,  1’aH. 5 j i t ,  l i t .  33 Perl. 7.

3 Ley 7 ,  lit s ,  Perl. 3.
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mérito del considerable estrago causado en
las vidrieras de  las casas de Madrid por una
tempestad de granizo que las destruyó com-
pletamente, y el consejo que se ocupó de
las cuestiones suscitadas á consecuencia de
este desgraciado suceso, declaró que debían
sufrir é! daño los dueños como sufrirían e l
déla quema , y mandó ademas que en e l
asunto no se  admitiese recurso alguno, te-
niéndose esta declaración por regla gene-
ral y como ley.

La regla general de  que  el arrendatario
no viene obligado al resarcimiento del da-
ño, cuando se verifica por un caso fortuito,
tiene , sin embargo, tres limitaciones que
establece la ley (1). Primera: si se pactó
que el arrendatario fuese obligado al daño
de cualquier modo que acaeciese. Segunda:
si retardase la devolución ó entrega de  la
cosa al dueño mas de lo debido, y entre
tanto se perdiese ó empeorase. Tercera: si
por culpa del mismo arrendatario sucedie-
se la ocasión ó motivo que produjo el daño.

La prueba del caso fortuito, de la fuerza,
mayor y de cualquiera otra causa que hu-
biere dado lugar a la  pérdida ódesmejoraín-
cu m be al arrendatario, pues habiéndose obli-
gado á restituir al dueño la cosa,  conclui-
do el arrendamiento en buen estado, ó tal
como la recibió si alega razón para no ha-
cerlo, de reo se convierte en actor y tiene
el deber de  justificar sus csccpciones. La
ley ha establecido las mismas reglas para e l
caso análogo de  la restitución de  las cosas
dadas en comodato (2). En virtud de  esta
obligación el arrendatario tiene que indem-
nizar al dueño del deterioro ó pérdida de la
cosa arrendada , mientras no  pruebe que
avino por cualquiera de  las causas ante-
dichas.

Esta doctrina seentiende solamente cuan-
do se ira La de  uno de  aquellos casos fortui-
tos que, según la distinción de  nuestros
pracmálicos, ocurren regularmente sin cul-
pa ni negligencia del poseedor, como la
guerra, la peste, la invasión de  los enemi-

.os primeros ó por la de  sus criados y de-
pendientes (1). La ley, sin embargo , escej>
Ida de  esta disposición tres casos. Primero,
si el dueño det establecimiento previno que
noqueria ser responsable del daño. Segundo,
s i  facilitase arca ó cuarto con llave para
guardar las cosas. Tercero , si se  perdiesen
por caso fortuito.

También debe soportar el menoscabo que
hicierenen la finca sus enemigos ó malque-
rientes en  ódio á su persona, bien que si no
habiendo dado motivo justo á la enemistad,
ha puesto mayor cuidado en.  la custodia de
la cosa,  no parecería justo obligarle al re-
sarcimiento del daño, que burlando esta di-
ligencia consiguiese su enemigo (2). Tanto
en  el caso de  que tratamos , como en el de
que el menoscabo provenga (te culpa de
sus dependientes ó subarrendatarios podrá
repetir contra el que con su esceso, abuso
ó descuido te haya constituido en aquella
responsabilidad, causándole el perjuicio
consiguiente. .

Las pérdidas ó desmejoras sobrevenidas
á la cosa por culpa de  un tercero, de  cuyos
�ctos no sea responsable el arrendatario , ó
por faerea mayor , ó por vejez ó viciosa
construcción de ella , ó por su mala cali-
dad ,  ó por la naturaleza del uso á que es-
tá destinada, son de  cargo del propietario.

Ta  ¡npoco viene obligado el arrendatario
al resarcimiento cuando la cosa se deterio-
ra ó perece por incendio puramente casual,
inundación ti otro caso fortuito (3). Así el que
dá ex* alquiler sus bestias y artefactos no es
responsable de  los perjuicios cuando han
ocurrido porun acontecimiento estrado ó
inevitable (4). Así los pastores que reciben
soldada, quedan exentos de  toda responsa-
bilidad cuando el daño se ha debido á la
misma causa (5). Así, en fin , e l  inquilino
no es responsable de  los daños ocurridos en
Ja casa alquilada cuando sobreviene por el
mismo acontecimiento. En la nota 2 á la ley
8 ,  lít. 10,  lib. 10  de la Nov. Recop. se hace

(1)  Ler  36.
(1)  Ibníetn.Coo l« gio' i  3 de Greg. Lnpet .

Ley 8, l l l .  S, l ‘erl .5.
( 4 )  Uy 7.
(3 j  L .  14.

TOMO l l l .

(11 Ley til. I .Pirt .  9.
(Sj Ley M ,  l i t .  13. i'art. I .
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goa, la inundación, porque entonces le  bas-
ta, como se ha dicho, al arrendatario pro-
bar el hecho y la desgracia que esperimeñ-
tó la cosa arrendada; pero no se entiende
cuando esta se  desmejora ó perece por a l -
guno de  aquellos otros casos fortuitos que
regularmente acontecen por h colpa y ne-
gligencia del poseedor, como el incendio,
el hurto, la fuga de  los animales alquila-
dos,  etc.,  en los cuales no hasta al arrenda-
tario probar e l  suceso, sino que tiene que
acreditar además la diligencia exactísima
que  empleó á fin de evitar semejante resul-
tado.

Antonio Gómez, que trata esta materia
con estension , pregunta si en el caso de
muerte deberá presumirse que la cosa mu-
rió por culpa del arrendatario ó sin ella.
Esta duda, que según el mismo autor es de
uso frecuente en los arrendamientos de ani-
males, la resuelve diciendo que la muerte
so presume siempre casual é inculpable,
mientras no se pruebe que aconteció por
culpa del conductor cuya prueba debe
dar el dueño por la razón de que el qüe
funda su intención en alguna cualidad
ó circunstancia está obligado á probarla.
Esceptúa , sin embargo ,-el caso de que la
pefsona demandada por la muerte de  los
animales no sea simple -conductor de  ellos,
sino que esté obligado en fuerza de  algún
contrato á la custodia y conservación de  los
mismos , porque entonces estará obligado á
probar que el acontecimiento ocurrió sin
culpa alguna de su parte (1).

Aunque las reglas precedentes son hasta
Cierto punto aplicables á los estragos cau-
sados por un incendio , debemos consagrar
algunas reflexiones á este caso particular y
frecuente , del cual d ben surgir muchas y
muy trascendentales cuestiones. Hay ade-
mas de  las razones espueslas una especial
y muy poderosa para exigirá! inquilino el
resarcimiento del daño producido por un
incendio, á no ser que pruebe que provino
de caso fortuito, ó de fuerza mayor, de Vi-
cia da-construccion , ó de haberse comuni-

| cado el fuego de  un edifiem v«mo: tai es
i la presunción de  que. el incendio de un la-
: gar habitado acontece casi siempre por cil-
' pa de  sus habitantes. PUrumqut inteaét

fiunl culpa iahabitantwm (i). Escriche co-
serva también muy juiciosamente en su Dic-
cionario razonado, que la causa pública se
interesa en que se imponga á los inquilinos
esta responsabilidad para obligarlas á-ma-
yor vigilancia , ya que no pueda ejercerla
por sí mismo el propietario.

Y no solo á este , sino también á los veci-
nos de  la casa incendiada debe su inquiliw
indemnizar de  los perjuicios qua esperi-
menten. Debemos sin- embargo advertir que
no siendo uno mismo el origen legal de li
obligación , varían en puntos may impor-
tantes sus  consecuencias. El propietario pi-
de  en  nombre de  un pacto, que obliga al
inquilino á devolver la  cosa en el estado
en que la recibió ; el vecino pide en nombre
de un principio de  equidad, que obliga
al autor de cualquier daño á enmendarlo y
pagarlo , lo mismo si lo ha cansado por sus
manos , que s i  ha avenido por su culpa ó
ha sido hecho por su mandado ó por n
consejo, como decía una ley de  Partida

Hay pues la diferencia de  que en el pri-
mer caso la prueba incumbe ai  i aquilino , y
ea  el segundo no  , podiendo suceder al-
guna vez que iresarza al propietario y no a
los vecinos, ó que haya de  resarcir á aquel
un inquilino inocente del incendio, y q«
otro culpado se liberte de  verificarlo, pues
para lo uno basta que na pueda probar
que  el daño procedió de caso fortuito, Caen
za mayor, ete.j y para lo otro es necesario
se le pruebe á aquel que el daño avino por
su culpa.

Como la responsabilidad del inquilino coa
respecto á los vecinos no  emana del contra-
to de  arrendamiento, reservamos para al ar-
tículo nccoio el  tratar de  propósito y coa
mas estensio» esta materia , así «orno de
loa derechos que competen al  dueño de nn
edificio que haya sido- derribado para aUjtr
los progresos del incendio de  otro contiguo.

<1/ Ley 3. párrafo i ,  do oír. pricí. rig.
tS) Ley 5,1(1.15, P«rl. 7.ca  Ley 15, til. 8. 1‘ut. 5 .
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ra; espoliemos únicamente sus principios,
y la latitud que en nuestro sentir no pueden
menos de darles el jurisconsulto y el magis-
trado en su aplicación. Solo queremos aña-
dir,  que la distinción que hacia la ley ro-
mana á propósito del incendio entre los do-
mésticos y huéspedes del inquilino, capaces
de inspirar desconfianza por su carácter, y
los que fuesen tenidos por cuidadosos y dé
buenas costumbres , era sumamente emba-
razosa en la práctica, como observa Po-
thier; que la necesidad de proveer eficaz-
mente á la seguridad pública es considera-
ción dé mucho peso en estas materias, á la
cual deben sacrificarse menores inconve-
nientes; y que en el propio órden de ideas
está concebida la ley 2b .  título 15 ,  Parti-
da 7 , en la que se dispone que si de una
casa se echase á la calle alguna cosa que
hiciese daño á los transeúntes , lo pague el
morador, y si fuesen varios y no se supiese
de cierto quién lo habia hecho , todos ellos
de mancomún.

En cuanto á los posaderos ó mesoneros, la
cuestión cambia mucho de aspecto. Si,
atendidas algunas Circunstancias partícula-
lares de persona, de  tiempo ó de lugar, de-
bió negar posada á un viajero ó vigilarle
con mayor cuidado del ordinario para evi-
taron incendio, y por no haberlo hecho asi,
acaece este, será responsable de sus conse-
cuencias. Pero si no mediaban tales cir-
cunstancias, cuya prueba opinamos compe-
le al dueño, y el incendio ocurriese por ma-
licia ó culpa de) viajero, sin negligencia ó
imprüdencia de parte del inquilino, no se-
ria este responsable del daño, pues reci-
biendo á aquel en la posada no habia hecho
mas que ejercer su profesión y usar del edi-
ficio, según el objeto á que estaba desti-
nado.

Conteniendo la casa varios cuartos ó ha-
bitaciones y habiendo en cada una de estas
un inquilino, será responsable del incendio
aquel en cuyo departamento comenzó el
fuego. Si no constase dónde comenzó, lo se-
rán todos. En nuestros códigos no se en-
cuentra esta decisión, pero creemos se [Hie-
de fundar en las leyes que determinan las

No solo es responsable el inquilino del
incendio ocurrido por culpa suya, sino tam-
bién del que proviene de sus domésticos, y
demás personas que admite en su casa. La
razón es porque tiene el doble deber de ase-
gurarse antes de las cualidades de estos in-
dividuos , y de vigilar cuidadosamente su
conducta en todo lo concerniente al orden
doméstico. Bien, comprendemos que esto
puede ser duro en algún caso , pero mas lo
seria aun que destruido ó menoscabado el
edificio por el incendio , sufriere el perjui-
cio el dueño , el cual por inocente que se
suponga al inquilino, lo está mucho roas
de los actos de incuria ó imprudencia qué
produjeron el estrago Cual sea el espí-
ritu. de  la ley en este punto ya lo he-
mos visto: hablando de las desmejoras de
los campos , asi imputa al arrendatario
las que ha ocasionado por sí propio como
las que proceden de culpa de loa omea que
los ovietscn.á labrar por él (I) ; supóngase
ahora que el colono elige para las labores á
hombres espertas y diligentes , y que no
contento con esto va siempre en pos de ellos
á inspeccionar sus trabajos ; pero si un día
los pierde de vista por ocupación impres-
cindible , enfermedad ú otro motivo seme-
jante , y en aquellos momentos precisamen-
te un jornalero causa algún perjuicio en la
heredad por imprudencia ó descuido. ¿Será
menos duro exigir al colono la responsabi-
lidad del daño en este caso , que puede ser-
lo , exigírsela al inquilino en el de incen-
dio , de cualquier modo que se suponga?
Otro tanto decimos de la que le impone la
misma ley,  en razón del daño causado por
sus enemigos ó malquerientes, pues las res-
tricciones con que admitimos esta obliga-
ción de acuerdo con uno de nuestros mas
famosos glosadores, no impiden que se baga
responsable al arrendatario de los actos de
un tercero que ha obrado independiente-
mente por su sola cuenta, y cuyos agravios,
por grandes que fuesen, no podían legiti-
mar el alentado de semejante venganza. No
hacemos Ja apología de la ley ni su censa- ,

( i )  Le) 7 .til. S.P.rt. 5. '
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obligaciones del arrendatario en general. |
La dificultad de  hacer ver el propietario
que las desmejoras ó pérdidas de  la cosa
han resultado de  una falta cualquiera del
arrendatario, seria motivo suficiente para
cargar sobre este el deber de probar que no
ha habido culpa de  su parte. Mas hay to-
davía otra razón en que principalmente es -
triba esta doctrina, y es la de que obligado
como está el arrendatario á restituir la co-
sa en buen estado, ó se resigna á abonar
sus deterioros sin discutir su origen, ó pre-
tende eximirse del resarcimiento alegando
que han provenido de  culpa de un tercero
ó de otra causa que no le sea imputable, en
cuyo caso tiene la obligación de  probar lo
que alega. Ahora bien: en una casa de ve-
cindad cada inquilino es responsable de
su habitación, y si ocurre un incendio y no
puede justificar que comenzó en la de  otro
inquilino, deberá indemnizar al dueño jun-
tamente con los demás por la porte que le
corresponde. Es verdad que,  á escepcion de
uno, los otros pagarán inocentemente; pero
el mismo inconveniente se loca siempre que
el arrendatario abona deterioros que no ha
causado en la cosa, y cuyo origen descono-
ce ó no puede justificar, lo  cual es  harto
fácil que suceda. Ni sería menor la injus-
ticia de que el propietario soportase la pér-
dida ocasionada por uno de  los inquilinos,
solo porque ignorase quién de ellos era el
verdadero responsable. En esto, al fin, hay
incertidumbre, é iüccrtidumhre de la cual
no puede hacerse cargo al dueño, mientras
que el perjuicio esperiinentado por el mis-
mo sin la menor culpa es un hecho positi-
vo y notorio. A estas consideraciones se
agrega otra muy importante que ya hemos
indicado mas arriba: la de la conservación
de  la seguridad pública que tan viva y pro-
fundamente se afecta cou lo* incendios. La
responsabilidad de todos los inquilinos es
un nuevo y muy saludable estimulo para
que  se  vigilen recíprocamente y eviten se-
mejantes desgracias, También hemos cita-
do una ley, la 23  del tit. 15, Parí. 7 ,  cal-
cada en las máximas que vamos esponjea-
do, pues no de otro modo pudiera obligar

á todos los moradores de  una  casa  á resar-
c iré!  daño que un objeto arrojado desde
ella cansase á los transeúntes, s i  no  se su-
piese de  cierto quién era e l  autor .  Por lo
demás, es  indudable que e l  inquil ino que
sufra inocentemente la responsabilidad del
incendio, tiene su derecho espedi to  para
repetir contra el verdaderamente obliga-
do, si justifica que en la habitación de  este
comenzó el fuego. Contra la  acción del pro-
pietario es admisible á cada inquil ino,  no
solo la prueba de  que el incendio  provino
de culpa de  otro, sino también la  de  que es
imposible que  el fuego se prendiera en su
habitación.

Pero si hemos demostrado que  en  el caso
propuesto el propietario puede  ex ig ir  la in-
demnización de lodos los inquil inos,  de  nin-
guna manera convenimos en que  la respon-
sabilidad de estos sea solidaria.  Nuestras
leyes repugnas la mancomunidad como po-
co equitativa, hasta tal punto que  , cuando
do» personas se obligan simplemente á al-
guna cosa por contrato, siquiera la obliga-
ción proceda de una misma causa y de un
solo acto, se  entiende que cada uno ha de
cumplirle por mitad , á no ser  que espresa-
mente se obligasen i» soHitim. Y en efecto,
por mucho que se  sutilice sobre el sentido
y el valor de las fórmulas, nunca podrá
presumirse con razón que el que  no estipu-
ló para sí solo ios derechos haya querido
soportar jamás ni por nn solo momento d
peso de las obligaciones. Seria, pues, cho-
car abiertamente con estos principios el im-
poner á uno solo de los inquilinos de la ca-
sa incendiada, aquel contra quien prefirie-
se el dueño dirigirse, la responsabilidad de
todo el i ucend io, como obl ¡gado solidariamen-
te con los demás á la indemnización . La ley
que obligad todos los moradores á resarcir
de mancomún al transeúnte á quien un*
mano desconocida perjudicó arrojando al-
guna cosa desde la casa, viene como argu-
mento de analogía á robustecer y confir-
mar la doctrina de  que cuando se ignora el
verdadero responsable de un incendio, el
propietario tiene acción contra todos los in-
quilinos; pero no basta para establecer en-
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el órden de  una prudente administración
para la eventualidad de un incendio, i lo
menos pudo hacerlo; al inquilino ni aun le
era dado esto último

Tampoco admitimos que la obligación de
los inquilinos á indemnizar el daño, sea por
partes iguales. Como este deber procede
en nuestro sentir, no precisamente de que
á todos se les presuma culpables del incen-
dio por falta ó negligencia , sino de que
cada uno debe responder al detrimento de
la habitación que se le alquiló, mientras no
pruebe que lo ha causado otro la respon-
sabilidad debe ser proporcionada á la entn
dad del daño que los respectivos departa-
mentos han sufrido , y si todo el edificio ha
padecido por igual , servirá de tipo para
las indemnizaciones el alquiler qne pague
cada loca Lirio.

Cuando el mismo propietario ocupe una
de las habitaciones , no tendrá acción con-
tra todos los inquilinos , ni contra alguno
de ellos en particular , sino prueba que el
fuego no pudo principiar en su departa-
mento. La razón de incumbirle en tal caso
la prueba, es porque aunque deba suponer-
se que como mas interesado que nadie en
la conservación del edificio , ha puesto un
cuidado especial para evitar el incendio,
en su cualidad de morador está sujeto lo
misino que los otros, á la presunción: píe-’
ramgtw incendia fiunl culpa inliubitanliutn.

Todavía no» resta examinar esta cuestión
bajo una de sus fases importantes. Cuan-
do un edificio ha sido devorado por las lla-
mas, ¿cumple el inquilino con pagara! pro-
pietario su verdadero valor ¿juicio de pe-
ritos , ó debe abonarle el costo de su reedi-
ficación? Mr. Toullier, de acuerdo con al-
gún otro jurisconsulto opina lo primero;
pero su discípulo y continuador Duvergier,
quiere que esta decisión se contraiga á las
obligaciones do las compañías de Seguros,
puqson su dictamen la del inquilino se es-
liendo a costear el nuevo edificio, fundán-
dose en que debe reparar todas las pérdi-
das que el incendio causó al propietario,
cuya reparación seria incompleta si se li-
mitase al valor cu venta de la finca dcs-

tre estos el vínculo de la mancomunidad
con que se liga á aquella, la cual, co-
mo odiosa de suyo.y contraria al espí-
ritu de otras leyes, .no puede basarse en ra-
zones de simple analogía; Podrá decirse
que la división de la responsabilidad pre-
senta graves inconvenientes pues poruña
parte obliga al propietario perjudicado á
entablar tantas reclamaciones cuantos sean
los inquilinos, y por otra le espone á per-
der las cuotas de los insolventes, En esta
materia, mas que en otra alguna, es impo-
sible una solución que nada deje que desear
á la justicia. La multiplicidad de las recla-
maciones es un embarazo, pero no tal que
no se esperimenten otros muchos mayores
en el ejercicio de derechos no menos. legí-
timos y sagrados, contribuyendo aquí en
gran manera á allanar el camino la facul-
tad que tiene el propietario de acumular
sus acciones. La insolvencia de algún in-
quilino es un riesgo que nadie debe correr
con mas razón que, el que habiendo con-
tratado con él pudo y debió procurar que
quedase garantida la convención en todas
sus consecuencias posibles. Comprendemos
perfectamente que el caso de qn incendio
es  de los mas remotos que pueden preverse
en un contrato; pero no. debe perderse de
vista que en la cuestión que vamos exami-
nando los derechos del propietario se pro-
tejen á espensas de algunos inquilinos ino-
centes á quienes el incendio no ha podido
menos de causar á su vez algún perjuicio,
Menester es, pues, no exagerar una respon-
sabilidad que puede ser. tan pesada y fu ■
nesta á algunas familias. Al que fuese con-
denado en juicio á indemnizar de todo el
daño al propietario por virtud de la. manco-
munidad no se le podría negar el derecho
de recurrir contra los otros para que le re-
embolsasen de sus respectivas cuotas; y si
por ventura tocaba esta suerte á uno de los
no culpados en el. incendio, altamente in-
justo seria hacerle pagar por los insolven-
tes, con quienes ningún contrato habia ce-
lebrado , y de los cuales no pudo , por
tanto, exigir garantías de ninguna especie.
El propietario si no debió procurárselas en
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fruida , casi siempre insuficiente para su  ,
reedificación. Confesamos que estas razo-
nes nos parecen poco' sólidas , á lo menos
para establecer una regla general y absolu-
ta. No desconocemos que en el mayor nú-
mero de  los casos es un perjuicio para el
propietario el haber de  reconstruir su edi-
ficio; convenimos, también, coa el eminen-
te escritor francés , en que rara vez bastará
el valor en venta del que pereció en  el in-
cendio para levantar otro en su lugar. Pero
en  cambio tampoco se nos podrá negar que
ordinariamente una casa nueva vale y renta
mas que otra vieja: que aquella ofrece
prendas de  mayor solidez y duración que
esta* y que pór lo mismo se  puede con-
servar á menos coste en  buen estado. Re-
puesto el  propietario en  su finca con estas
ventajas que tan grandes pueden ser según
lo que valiese la antigua , no  es  yá solamen-
te una indemnización la que ba recibido;
es un beneficio acaso superior en un duplo
á la pérdida que sufrió T y que ignoramos
en virtud de  qué principio de  equidad pue-
de reclamar al inquilino, harto desgraciado
á la verdad en  haber ocasionado por su
descuido ó imprudencia un estrago que tan
caro paga , aunque solo desembolse el valor
del edificio destruido. Lo que la equidad
prescribe es que nadie se enriquezca con
perjuicio de  otro , y bajo la doctrina que
combatimos, es  indudable que el propieta-
rio se  enriquecer ia á costa dehinfeliz inqui-
lino. Bien se nos alcanza que en  determi-
nadas circunstancias el propietario renun-
ciaría de  buen grado el favor de  obtener
una casa nueva en  cambio de  otra vieja,
porque s i  era la misma en cuyos productos
cifraba su subsistencia , si carece de recur-
sos y de  crédito para suplir fácilmente y sin
quebranto sensible la diferencia entre el va-
lor de  la destruida y el costo de  su reedifi-
cación , acaso no podrá emprender las
obras ; acaso consumirá antes su capital, y
aun suponiendo que pueda levantar el edi-
ficio , siempre perderá los réditos corres-
pondientes al tiempo que tarde á concluir-
se.  En todo esto puede haber perjuicios de
los cuales no pretendemos eximir al inqui-

lino responsable; pero entre indemnizar
al propietario , como es  justo , de  todas las
pérdidas , daños y perjuicios producidos

I por el incendio , y proporcionarle un  edi-
ficio nuevo en lúgar de  otro tal vez rui-
nóse y lleno de  defectos , hay una  distancia
inmensa, como que !ó  primero es  nna repa-
ración solamente , y lo segundo puede cons-
tituir, y constituiría casi s iempre un edifi-
cio  cuantioso. Hé aquf por qué  creemos que
no puede darse solución á tan graves cues-
tiones en una fórmula general y precisa. El
inquilino responsable denn  incendio ,  debe
al dueño del edificio reparación cumplida
de  todas las pérdidas que en  su  razón es-
perimente : pérdidas que podrán ser de
mayor ó menor entidad , según las cir-
cunstancias de  cada caso,  y racionales y
justo que los tribunales tomen en  conside-
ración todas esas circunstancias para calco-
lar y determinar su cuantía; pero mas allí
de  estos límites nada debe exijirse al inqui-
lino , y si de  resultas del medro empleado
para indemnizar al perjudicado , se  mejora
la condición de su propiedad y crecen sus
productos, la justicia exije que se discar-
ra algún otro para que el aumento redunde
en pró de  aquel á cuyo'  sacrificio se ha de-
bido. Tales son las máximas y reglas á que
nosotros nos atemperaríamos en  el terreno
de  la práctica ; si hubiéramos de  resolver
algunos de  estos casos.

Tercera consecuencia: El arrendatario debe
restituir la cosa á la conclusión del arren-
damiento; y si fnese rebelde en no querer
entregarla hasta que recaiga sentencia con-
tra él , dice la ley que la deberá tornar do-
blada al dueño ó sus herederos (I) ; Pero

esta pena no se halla en  práctica. No pe-
diendo el arrendatario restituirla por ha-
berse perdido* ó destruido , deberá pagar sn
estimación.

La cosa debe volver á poder dd  duri»
en  buen estado; pues aunque el arrendata-
rio cumpliría cón devolverla tal como á é
se le hubiese entregado, presúmese (jue no

r la recibió sino en  el estado qtre tema dere-

l .  Ley 18, lit. 8. 5.
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acometer semejantes empresas? Justo es,
pues , que no las acometa otro por ellos sin
prevenirles antes y obtener su beneplácito,
tanto mas cuanto el autorizar al arrendata-
rio para hacer cualquiera otra que se le an-
tojase, sin exigirle mas condición que la
de la utilidad , seria darle un arma pode-
rosa en muchos casos para prolongar el ar-
rendamiento contra la voluntad del dueño.
Si por no haber contado con este esperimen-
tare algún perjuicio, á si mismo deberá
imputárselo; bien que no siendo equitativo
qtiC'nadie se enriquezca á espensas de otro,
el arrendatario á quien el dueño no quiera
abonar las mejoras podrá retirarlas, siem-
pre que no haga detrimento en la cosa de-
jándola en su primitivo estado. Conviniendo
al dueño conservarlas y queriendo satisfa-
cerlos, tiene la elección de abonar lo que
costaron ó lo que valen actualmente ; por-
que si valen menos no será justo exigirle
un desembolso superior á su utilidad posi-
tiva, y si valen mas el arrendatario no tiene
derecho ánn  aumento debido á las circuns-
tancias.

¿Podrá el arrendador exigir al arrenda-
tario Ja devolución de la cosa antes de la
conclusión del arriendo? ¿Podrá el arren-
datario á su vez -obligar al dueño á que la
reciba, antes de cumplir el plazo ? Pronto
tendremos ocasión de examinar estas cues-
tiones, así como la del nuevo arrendamiento
ó tácito reconducción que resulta , si con-
cluido el tiempo del arriendo permanece el
arrendatario en la cosa por tras ó mas dias
con aquiescencia del dueño.

� Segunda obligación del arrendatario.- Pa-
go del precio. En el párrafo segundo de la

- sección segunda hemos esplicado ya la ne-
cesidad del precio como requisito esencial
del contrato , en qué debe consistir y de
qué manera se puede fijar por la parte.
Ahora espond remos la doctrina relativa á la
obligación de satisfacerle, y á las conse-
cuencias que resultan en el caso de no ve-
rificarlo. Escusado es decir que esta óbli-

Igac ion  es inescusable , porque su cumpli-
miento toca á la esencia del contrato , y no
puede subsistir de otro modo.

cho á eligirla., salvo que pruebe lo contra-
rio: si se hizo cargo de ella bajo inventario,
no vendrá obligado mas que á devolverla
en Ja forma descrita en aquel documento.
Cuando se hubiere deteriorado ó perdido
durante el arriendo, ya hemos manifestado
anteriormente la responsabilidad que con-
trae y debe hacer efectiva, mientras no acre-
dite que el daño proviúo de una causa que
no sea su propia culpa ó la de las personas
que de él dependen. Si la finca se menos- j
cubare naturalmente, ó por efecto del uso i
regular y lícito que de ella hace el arren-
datario, corresponde al  dueño repararla ; y
si por negligencia de  este se agrava el de-
terioro, suyo será el perjuicio , á no ser
que el arrendatario hubiese dado lugar á la
tardanza, dejando de avisarle y requerirle
oportunamente á que practicase las obras
necesarias de  conservación. Si por descui �
darlas el dueño las hiciese el arrendatario,
tiene este derecho al reintegro , según he-
mos dicho en otro lugar.

También debe abonarle el dueño el im-
porte de las mejoras útiles que hubiese re-
cibida la finca, aunque solo en el caso de
haber prestado su consentimiento espreso
ó tácito para ellas ; pues si eree convenien-
te hacer pór sí mpsmo aquello en qué la
mejora consiste, nadie le puede* impedir
que en su propiedad dirija y administre las
obras ó reformas que ba de satisfacer de su
peculio. No es- esta coú iodo la única razón
ni tal vez la nw poderosa que persuade á
no admitir sin esta restricción el derecho
del arrendatario al abono de las mejoras.
En efecto, hay situaciones en que el pro-
pietario puede preferir prudentemente la
conservación de latosa en «Testado que
la arrendó , á un mejoramiento que no le
compenso en sus circunstancias especiales
el sacrificio de su costo. Seguramente la
agregación de un segundo piso á la casa qne
tenga uno solo, los grandes desmontes , la-
conducción de aguasó terrenos secanos pue-
den 4e  r obras útilísimas ; pero ¿hay dere-
cho para obligar á nadie á que invierta en
ellas sus capitales? Por otra parte, ¿no cau-
saría perjuicios equivalentes á una ruina el
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riendo á otra , yze  evita de ste moda todo
perjuicio.

Mas si el impedimento proviene de culpa
ó hecho del propio dueño,  ó de los hechos
de  un tercero ejecutados en ódio de este, ó
de  otra cansa estrada , no  deberá satisfacer
el precio por el tiempo ó parte de la cosa
en  que ha estado privado de su goce.

Otra cuestión puede suscitarse con moti-
vo de  la omisión del arrendatario en pagar
el precio , y de  cuyo exámen, siquiera sea
ligero y abreviado , no queremos prívír á
nuestros lectores. ¿La deuda dd  arrendata-
rio devengará intereses donde la interpela-
ción ó demanda del propietario? Si'la cws-
tion se examina baja el plato de vista de la
equidad., debe decidirse afirmativamente,
sip necesidad de  recurrir á las distinciones
de que se vale Pothipr para ello. En efecto,
prescindiendo de- sí el precio del arriendo
en  la cuota del plazo vencido y no satisfecho
constituye una deuda principal ó accesoria
de  otra, es lo cierto -que zn importe perte-
nece al arrendador desde que venció d pla-
zo s y que bien se proponga emplearlo como
capital en  algún negocio / bien lo destine i
proveer, á las necesidades ordinarias de I»
vida, U privación de  é l  le  causa un perjui-
cio ó pérdida de  Ínteres que el deudor debe
i pdetn pizarle en  justicia. Así es  que no sote
el escritor criado, sino Mr. Touüier y otro»
varios , le consideran sujeto á esta respon-
sabilidad. Nuestras teyes.no resuelven la
cuestión de  un modo general , pata facilitar
á les tribunales la formación de  una juris-
prudencia arreglada ¿ los buenos principios,
pues concedido el derecho de  los intereses
en el caso de la demora en  e l  pago del pre-
cio á los que alquilan sus obras, no hay ra-
zón plausible para negarlo al que arrienda
sus.  cosas.

Hemos visto la obligación indeclinable
que tienen, asi los arrendadores como lo»
alegadores, de  pagar el precio de tes cosas
que arrendaren ó alegares (i); examine-
mos ahora la  responsabilidad en  que incur-
ren por no  verificarte.

Según la ley de  Partida (4), el precio debe
satisfacerse al  plaza señalado en el contrato,
circunstancia que siempre se expresa en el
arrendamiento , á no ser  que la costumbre
establecida e® esta materia sea tan unifor-
me que haga escurada dicha designación.
Si no se estableció el plazo debe seguirse la
costumbre, como queda dicho,  y no ha-
biendo tampoco costumbre al fin del año.

Los pagos adelantados surten entre las
partes los propios efectos que si se  hubieran
hecho en su tiempo oportuno. En esto no
hay ninguna dificultad ; pero pueden dar
lugar á cuestiones algún tanto complicadas
cuando se  trate de  otras personas. Por ejena-.
pío: ¿serán válidos esos mismos pagos, en
perjuicio de  los acreedores , del arrendador
y del arrendatario, cuando llegado el plazo
del arrendamiento dirigiesen sus reclama-
ciones contra la pensión que débia cobrar
el primero y satisfacer el segundo? Nosotros,
bien examinadas las razones que pueden
alegarse en favor de  una y otra opinión,
Ciceuifls que si la pensión del arrendamien-
to que debia percibir el arrendador no  es-
taba obligada espresamente á lá seguridad
del crédito en  virtud de  un pacto deque  se
hubiera hecho sabedor oportunamente al
arrendatario; y si no se prueba competen -
teniente que este , de  concierto con el deu *
dor , hizo la anticipación fraudulentamente,
no.hay fundamento para reclamar la nuli-
dad de  un acto . que la ley no prohíbe, y
que frecuentemente puede aconseja rife su
propio ínteres.

El arrendatario debe pagar el precio en
el lugar fijado en  el contrato, ó si no se de-
signó pn.su propio domicilio.
. Del pago de  la renta con frutas nos ocu-
paremos ai tratar especialmente del arren
da miento de tierras.

El arrendatario que no quiere ó no puede
hacer uso de  la cosa por impedimento na-
cido de culpa ó hecho suyo,  está no obstante
obligado á pagar el precio, á menos que e l
dueño , viendo la oosa desamparada , la ar-

ki, Ley 14, l i l .  «, P*rt. 8. . Ley <� ñ i .  S, Ñtt. .
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ley: y concluye diciendo que esta es  la
opinión de los doctores: el isla esl concor-
dia vera el necesaria ad  islas legos.

Como las dos leyes citadas hablan sola-
mente de casas y tiendas, podría dudarse
sí la facultad que tiene el arrendador de
espulsar al arrendatario que no satisface la
pensión estipulada se aplicara también al
arrendamiento de tierras ; mas fuera de
que los principios constitutivos y esenciales
del contrato no dejan lugar á duda alguna
en esto particular, la misma ley 5 hace os-
tensivo al arrendamiento de heredades, vi-
ñas y huertas cuanto llevaba dispuesto
relativamente al de casas. El decreto del
año 1815, restablecido en el de 1856,  apli-
cable escluslvamenle á los arrendamien-
tos de tierras y heredades, reconoce abier-
tamente esta doctrina, y aun en ella funda
alguna de sus disposiciones, como cuando
dice que durante el tiempo estipulado.....
el dueño no podrá despedir al arrendata-
rio sino en los casos de no pagar la ren -
ta, etc.

Pero trátese del arrendamiento de casas,
trátese del de tierras y heredades, antes de
proceder el arrendador á espulsar al arren-
datario debe pedir su desahucio con la an-
ticipación debida, pudiendo este mismo
purgar la morosidad en que ha incurrido,
pagando antes de ser desalojado de la fin-
ca. No se entiende sin embargo esta obliga-
ción cuando el contrato contiene cláusula
resolutoria, esto es, si se hubiese estipulado
que en el caso de no pagare! arrendatario
á su debido tiempo, quedara rescindido el
arriendo de plenoderecho, pues entonceslos
tribunales deben ejecutar con todo rigor
este pacto, sin conceder término al deudor
para el pago de su descubierto.

No tiene tanta virtud el pacto de que la
falta de pago no será jama; una causa de
rescisión. Sostenerlo con la misma severi-
dad que la cláusula resolutoria seria ata-
car el contrato en su propia esencia y fa-
vorecer la especulación inmoral y odiosa de
un arrendatario que habiendo caído volun-
taria ó involuntariamente en estado de ¡n-

| solvencia se propusiese continuar disfrutan-
do

La ley 5 del ti tillo y Partida citados dis - I
pone que si el arrendador no pagare ¿ los |j
plazos estipulados, ó á lo mas tardar al fin tí
del año, «donde adelante el Señor de  la ca- I
■sa puede echar delta ai que la tiene [
«alquilada, sin caloña é sin pena.» Na- |
da mas exigía esta ley para que el ar-
rendador pudiera espeler al arrendata-
rio que la falta de pago al plazo fija-
do cu el contrato, ó en su defecto, al
fin del año;  el simple trascurso de esos
periodos si n "realizar aquella obligación
tan sagrada era causa suficiente para la
cspulsion ; pero la inmediata ley 6 ,  de-
terminando los casos en los cuales el ar-
rendador puede echar de la casa ó tienda
ai arrendatario, dice: «La cuarta es si alo-
ngase la casa por cuatro años ó cinco avien-
�do á dar por ella cada año loguero cierto;
■ca si pasaren dos años que non pagase "lo
■que avia á dar dende adelante, puédele
■echar delta.» De manera que, según esto-
tra ley, os indispensable que el arrenda-
tario deje de satisfacerla pensión dos años
seguidos para que el arrendador pueda
ejercer la facultad de que vamos ha-
blando.

Antonio Gómez, en el lugar anteriormen-
te citado, se hace cargo de esta especie de
contradicción que resulta entre las dos le-
yes; y para conciliarias, siguiendo la doc-
trina común de los doctores, hace una dis-
tinción en los términos siguientes: O el ar-
rendamiento se hizo por mucho tiempo,
como cuatro ó cinco años y por los sucesi-
vos, ó se hizo por poco tiempo, v. g . ,  dos
años. En el primer caso el arrendatario de-
be satisfacer su pensión anual, y si no lo
verifica por dos años seguidos, cesa el ar-
rendamiento ó puede el arrendador hacerle
cesar espeliendo al arrendatario. En el se-
gundo caso el arrendador puede hacer lo
mismo en el momento que, vencido el pla-
zo de un año, no lo satisfaga el arrenda-
tario.

Añade dicho escritor que si el arrenda-
miento se hizo por un solo año y no pagase
la renta el arrendatario, cesaria aquel por
derecho común y no tendría aplicación la

' V'JMO III.

Lorenzo Arrazola



ARRENDAMIENTO.7U
do de la cosa sin pagar el precio, ó que  cal-
culando hs  ventajas de la demora , obligase
al propietario á seguir por cada vencimien-
to un largo y costoso litigio. Convenimos
en que este ha debido prever antes las even-
tualidades de  un compromiso, y de  ningún
modo pretendemos que semejante pacto se
haya introducido en vano en el contrato;
creemos, por ei contrario, que así como en
términos ordinarios de  derecho y mucho
mas mediando la cláusula resolutoria, pue -
de reclamar desde que se le falta al pago
puntual del precio la rescisión del arrien-
do sin miramientos ni contemplaciones; en
este otro caso deberá agotar antes eslra-
judicial y judicialmente todos ¡os medios
legales para obtener el cobro de  la deuda:
creemos también que no bastará para ello
¡a falta de pago de  un solo plazo; pero si
fueren dos ó mas los no satisfechos y s i  e l
deudor frustra todos los medios empleados
para reducirle al cumplimiento de  su de-
ber, el arrendatario estará en su derecho
reclamando la rescisión, aunque solo sea
por el principio aplicable á toda conven-
ción bilateral de  que la parle que se desen-
tiende de sus obligaciones liberta á la otra
de las suyas.

La ley ha garantido al propietario el pa-
go d d precio y de  los deterioros de  la cosa,
concediéndole preferencia sobre los demas
acreedores en cuanto á los frutos de  la tier-
ra y á los efectos que encontrare en  la finca
arrendada, pudiendo retenerlos hasta con-
seguir su reintegro, haciendo prévio inven-
tario de ellos ante los -vecinos (1), bien que
en el dia no creemos licito este acto de  au-
toridad privada, á no ser que lo consintiese
el arrendatario. De  las cosas que  se com-
prenden en esta hipoteca, así como de la
índole y eslension de la misma, hemos tra-
tado ya en  otro lugar. V.

Si fueren dos ó mas los arrendatarios de
la cosa, solo podrá exigirse á cada uno su
parte de  precio correspondiente, salvo que
se hubiesen obligado »n solidum, en cuyo

- caso puede ser demandado cualquiera de
ellos por el todo de la deuda (1).

Al esplicar la obligación que tiene el ar-
rendador de  hacer seguro al arrendatario
el goce de la cosa arrendada, hemos indica-
do algunas de las cansas en cuya virtud
puede este aspirar á que se  l e  rebaje el pre-
cio ó se  le indemnice. Cuando nos ocupemos
del arrendamiento de  casas y del de  tierras
en  particular, esplicaremos convenientemen-
te esta materia. Entre tanto debemos dejar
consi gnáda aquí una doctri na importante qne
determina la influencia de  tales derechos
sobre la obligación de  pago, á cuyo cumpli-
miento puede ser competido el arrendata-
rio. Puede suceder en efecto que el pro-
pietario demande el precio del arriendo;
que el arrendatario le reclame por via de
escepeion alguna rebaja; y que, siendo in-
negable este derecho en  sí mismo, venga á
disputarse solamente sobre la cuantía de
la deducción. Entonces, basta que esta se
determine, no podrá obligarse al deudor á
la solución del alquiler ó renta. Las reglas
generales de la compensación de un  crédito
no son aplicables á este caso en  el que no se
trata de mas crédito que el del propietario
del precio del arriendo. Este precio es cier-
to en cuanto se fijó en el contrato; pero
debiendo reducirse en razón de  las circuns-
tancias, su importe se hace incierto y que-
da indeciso mientras no  se  aclare y resuelva
el de  la deducción que debe sufrir. Lo de-
mas, como observa Mr. Duvergier, seria,
no ya rechazar la compensación, sinocon-
denar al arrendatario á pagar por entero un
crédito qne debía ser disminuido, es  decir,
alguna cosa que no adeudaba, lo cual cho-
ca rudamente con las máximas eternas de
la justicia.

SECCION III.

ATOOOS DE CONCLDIRSE EL  ARREXDAMtETTO.

Como el arrendamiento puede celebrarse,
según dejamos dicho, de  diferentes modos,

(1 : l.«yca<!, til. 11, iib 10 du L >ov. Recop . ,y3 ,
til. 8. Vari. 3. Ley 1®, tit, 1,<ib. 4® de l a  Nov. Recop.
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«del arrendamiento ó del loguero debe ser
«tornada la cosa que assi fuesse dada á su
«Señor.»

Previó también la ley de Partida el caso
en que el arrendatario, resistiéndose á en-
tregar la cosa arrendada, diese lugar á que
se le demandase en juicio para la devolu-
ción, y ordenó que, dictándose contra él
sentencia, en este sentido debiera devolver
la cosa misma doblada; pero esta pena del
duplo no está en práctica, y lodo lo mas
que podrá hacerse será condenar al arren-
datario en las costas del juicio si no tuvo
razón alguna para dejar de cumplir aquella
obligación inherente al contrato.

Las leyes posteriores á las de las Partidas
han adoptado el mismo principio. El decreto
del año 815, restablecido, como se ha di-
cho, antes en 1856, dispone en el artículo 5
que los arrendamientos de toda clase de
prédios rústicos, hechos por tiempo deter-
minado, fenecerán coa este, y la ley de 9 de
abril de 1842, referente á los arrendamien-
tos de casas, ordena asimismo en eljartí-
culo 2 ,  que si en estos contratos se hubiese
estipulado tiempo fijo para su duración, fe-
necerán cumplido el plazo. Es, pues, un
principio incontestable el que dejamos e s -
puesto en órden á este particular..

Sin embargo de la disposición terminan-
te de  la ley de Partida, otras posteriores,
siguiendo la doctrina de la legislación roma-
na, vinieron estableciendo modificaciones
á dicho principio, especialmente al tratar
del arrendamiento de cosas inmuebles,
puesto que ademas de requerir el desahu-
cio para la conclusión, obligaban unas ve-
ces ai arrendatario á continuar en el con-
trato en beneficio del dueño, y otras le con-
cedían el derecho dé  tanteo y aun el de la
tasa para ser preferido á cualquiera otro en
el nuevo arriendo. La condición de los ar-
rendatarios de tierras se mejoró á últimos
del siglo pasado, como sedirá en la sección
relativa al arrendamiento de estas, hasta el
punto de atribuir á los primeros varios pri-
vilegios que hacían interminables los ar-
rendamientos. Mas hoy, restablecido com-
pletamente el equilibrio en este punto, la ce-

fácil es comprender quedi versas serán tam-
bién las causas en virtud de las cuales ce-
san los efectos de este contrato. Puede cele-
brarse á tiempo cierto cuando los contra-
tantes han fijado un número de anos de-
terminado;' y puede celebrarse por un
período incierto cuando no han fijado el
número de años que ha de subsistir. En
el primer caso el arrendamiento conclu-
ye al vencimiento del plazo estipulado,
en tales términos que si trascurrido es-
te continúa en el goce de la cosa arren-
dada con aquiescencia del dueño, se pre-
sume celebrado entre ellos un nuevo con-
trato. La causa de la conclusión del con-
trato es en este caso ]a consecuencia forzosa
é inmediata de la convención. En el se -
gundo la conclusión depende de la volun-
tad de las partes que , acordes y confor-
mes en poner término á la obligación, la
«apresan en los términos que la ley ha pres-
crito.

Pero sea que el arrendamiento se haya
celebrado á tiempo fijo, sea que se haya es -
tipulado por tiempo ilimitado, ademas de la
espiración de aquel y de la voluntad con-
forme de los interesados, puede concluir por
otras causas independientes absolutamente
de la voluntad de ellos. Será , pues, verda-
dero decir que el arrendamiento puede con-
cluir por causas que son la consecuencia
forzosa é inmediata de la convención; por
otras independientes de la voluntad de las
partes, y últimamente, por algunas que se
derivan inmediatamente de la voluntad de
ellas. De todas nos haremos cargo en la
presente sección por el órden que se acaba
de proponer.

Concluye el arrendamiento como conse-
cuencia forzosa é inmediata de la conven-
ción por el trascurso del término fijado en
el contrato. Este es el modo mas radical de
estinguir sus efectos, porque es la conse-
cuencia de la ley misma que las partes se
impusieron voluntariamente.

Nuestra antigua legislación, siguiendo la
romana , consignó terminantemente este
principio, disponiendo en la ley 18, lít. 8 ,
Parí. 5 ,  que «cumplido seyendo el tiempo
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saeion del arrendamiento á tiempo cierto 1

desde el momento mismo en que el plazo es- ,
pira, es un principio absoluto y constante I
que solo puede alterarse por algún pacto i
especial de los contrayentes: la ley ha de-
clarado espresamente que no hay necesidad
de mütuo desahucio ni en los predios rús-
ticos ni en los urbanos. Respecto de los
primeros, el articulo 5 queso acaba de citar,
dice: «fenecerán con este (el tiempo deter-
minadojsin necesidad de mútuodesahucio.«
Y respecto de las casas, el artículo 2 ,  también
citado, dispone que si los contratos se hu-
biesen estipulado por tiempo fijo, fenecerán
cumplido el plazo «sin necesidad de mutuo
�desahucio por una ni por otra parte. Nin-
gún arrendatario, de cualquier clase que
sea, puede alegar posesión para continuar
contra la voluntad del dueño, cualquiera
que haya sido la duración del contrato: es-
ta disposición, consecuencia lógica é irre-
sistible del principio sentado, aunque con-
signada solamente en la ley que trata de los
arrendamientos de tierras (i) ,  es también
aplicable se aplica por identidad de ra-
zón á los de casas.

En los arrendamientos por tiempo indefi-
nido no pudiendo suponerse que las partes
hayan querido perpetuarlo , se presume que
se reservaron una y otra el derecho de po-
nerle término, cuando lo tuviesen por con-
veniente , bajo la sola restricción de mani-
festarse respectivamente este propósito con
cierta anticipación, á fin de que el dueño
pueda buscar entretanto un nuevo arrenda-
tario y el arrendatario proporcionarse otro
predio. El término de esta despedida puede
ser convencional , en cuyo caso deberá ob-
servarse con rigor lo pactado. Empero si los
contrayentes nada estipularon , la ley dis-
pone que en los arrendamientos de predios
rústicos la parte que quiera disolverlo des-
ahucie á la otra un año antes (2), y en los
de casas y demas edificios urbanos, el aviso
deberá darse con la anticipación que se ha-
llare adoptada por la costumbre general del
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pueblo, y en otro caso con la de  cuarenta
dias que fija la misma ley (1). Estas dispo-
siciones son aplicables también al caso ea
que el arrendamiento se haya hecho por
todo el tiempo que plazca al arrendador ó al
arrendatario , con la sola modificación de
que entonces el derecho de poner término al
contrato no es mutuo ; reside únicamente
en aquella parte á cuya voluntad se dejó su
duración.

Las formas del desahucio soa arbitrarias’*
la ley no ha prescrito ninguna. Podrá, pues,
hacerse de palabra ó por escrito, judicial 6
eslrajudicialmente : la despedida de cual-
quier modo que se verifique surte iguales
efectos, siendo hábiles para acreditarla to-
dos los medios de prueba que reconocen las
leyes; el documento fehaciente, los testigos
y la confesión.

En muchos pueblos la práctica adoptada
para hacer estos desahucios es requerir el
dueño de la finca al arrendatario á presen-
cia de escribano público, que lleva para es-
te objeto, á fin de que trascorrido el tiempo
de la costumbre , ó en su defecto el que la
ley concede, la deje líbre y desembarazada
y á disposición del mismo dueño. El escri-
bano dá fé y testimonio de este requeri-
miento , y el documento constituye la prue-
ba del desahucio en su caso.

El medio mas general , sin embargo , y
el mas conveniente para evitar dudas y
precaver debates , es  practicar el desahucio
con intervención de la autoridad judicial. A
este fin el dueño debe presentar un escrito
ante el juez competente ó ante el alcalde del
pueblo, solicitando que se requiera en de-
bida forma al arrendatario, á fin de que
para tal época deje la finoa á disposición
del reclamante. El juez lo estima y se le
hace el requerimiento por medio de escri-
bano público al notificársele la providencia
judicial.

Concluye también el arrendamiento, co-
mo se ha indicado, por causas independien-
tes de la voluntad de las partes.- Estas caus
pueden reducirse á cuatro: Primera, I*

Art. 3 de la ley de 8 de Junio de tBl t ,  y»
citado.

Ar l .  6 de la ley de 8 de junio de 1813. ( i ,  Arl .  � de la ley de # de abril de
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recho de percibir los frutos, la obligación
cesa desde el momento en que el derecho
desaparece.

Luego , desapareciendo ios derechos del
arrendatario , añade Pothier , desde que
adquiere el usufructo, cesan también sus
deberes ; no habiendo de percibir ya los
frutos por virtud del arrendamiento sino
en calidad de usufructuario , ninguna obli-
gación tenia de cultivar al efecto la tierra,
y al hacerlo negotia locatoris gerebat existi-
man? gerere suum : puede por consiguiente
repetir lo invertido en ello. El principio de
que arranca este razonamiento es muy jus-
to ; nos apresuramos á reconocerlo. ¿Lo son
igualmente todas las consecuencias que de
él han querido deducirse? Hé aquí en lo que
no convenimos. Si se tratara de un arren-
datario, á quien á punto de recoger el fru-
to de sus afanes , un sucesor singular del
dueño le arrebatase la tierra , y con ella las
cosechas preparadas con su sudor y sus an-
ticipos , en manera alguna podría negársele
la acción ex conducto para repetir del arren-
dador mismo ó de su heredero las malogra-
das impensas, y aun los daños y perjuicios,
según las circunstancias. Pero lo que es
argumento irreplicable con relación á un
caso como el que acabamos de indicar por
via de ejemplo, se convertiría, aplicado á la
cuestión presente, en un odioso sofisma.
Efectivamente , el arrendatario desde que
adquiere el usufructo deja de tener dere-
cho á las cosechas como tal arrendatario;
pero no porque se le prive de él , sino por-
que en su lugar adquiere el de hacerlas su-
yas como usufructuario , merced á la gene-
rosidad del propio dueño , y seria absurdo
exijir á este porque mejoró la condición de
aquel , la responsabilidad que la ley no le
impone , sino cuando voluntaria ó involun-
tariamente deja de hacerle efectivo su con-
trato', defraudando sus esperanzas legíti-
mas y perjudicando sus intereses. Dos
principios opuestos no pueden coincidir en
una consecuencia idéntica. Pothier y los
que participan de su opinión, han desco-
nocido , sin embargo , esta verdad de tanto
bulto, envolviéndose en paralogismos que

consolidación de los derechos del propieta-
rio con los del arrendatario. Segunda, la es-
tinción forzosa de los del primero. Terce-
ra , la pérdida de la cosa. Cuarta, el impe-
dimento de su nso.

1 .* Consolidación. El arrendamiento ce-
sa siempre que por suceder uno de los
contratantes al otro , con cualquier titulo
que sea, en los derechos que le competen,
se reúnen en una misma persona las cuali-
dades de propietario y de arrendatario.

Así , pues , cesa el arrendamiento cuando
el arrendador lega ó dá la tinca arrendada
al arrendatario ó le dá y lega sn Usufructo;
cuando l e  instilo ye heredero, y en suma,
cuando se confunden los derechos de am-
bos en la persona de uno de los dos.

Fijado y admitido este principio por to-
dos los escritores, varían , sin embargo, al
desenvolverlo , en su aplicación á ciertas
cuestiones. Si el arrendador, dice Pothier,
lega al arrendatario el usufructo de la he-
redad que le tenia arrendada, este no de-
berá el precio por la cosecha posterior á la
demanda del legado , ni menos por las de
los años siguientes, puesto que son suyas y
las percibe , no como arrendatario , sino
como usufructuario. Esto es obvio, y hasta
aquí estamos de acuerdo con el juriscon-
sulto francés.

Pero nuestra razón rechaza la decisión
del derecho romano, que este y otros escri-
tores han prohijado deque el arrendatario
á quien se legó el usufructo tiene derecho
áque el heredero del testador le reintegre
los gastos del cultivo hechos para aquella
cosecha. «Si colono tuo usumfruclum fundí
legaveris usumfruclum vindicavit,  et  cum hce-
rede luo agel ex  conducto ul negus mercedem
proeslel, et impelisas, quas in culluram fece-
rat recipial (1).* Una cavilosidad y nada
mas , un argumento que si de derecho es-
tricto pudiera llamarse propiamente, caería
bajo el anatema del surnum jus summa inju-
ria t es  todo el fundamento de esta doctrina.
Si el colono está obligado á cultivar á costa
suya la tierra, porque á su vez tiene el de-

(1) Ley 34, pír, | t  de atufrurtu.
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no resisten al mas ligero análisis. ¿Puede
sostenerse sériamenle que el arrendatario
no ha tenido obligación de cultivar la tierra
en vida del propietario porque este le le-
gara después el usufructo? Para ello seria
preciso suponer que tal obligación depen-
día de este acontecimiento futuro, acciden-
tal é incierto, y que no emanaba del con-
trato de arriendo vigente en toda su fuer-
za cuando los hechos se practicaron. ¿Puede
decirse, tampoco , que el arrendatario cre-
yendo gastar en su propio interés, gastó en
interés del propietario? ¿En qué sentido pu-
do beneficiar al testador el cultivo de la
propiedad que tenia arrendada , y de cuyo
usufructo privó á su herencia por favorecer
al arrendatario mismo? ¿Con qué funda-
mento ba de imaginarse que este negolia lo-
catoris gerebal existimaos gcrcre suunrf Ver-
daderamente no lo comprendemos. Y es
que aquí se confunden los tiempos y las
circunstancias; se dá al legado una relroac-
tividad que no puede tener; se supone que
el contrato de arrendamiento no surtió sus
naturales efectos , cuando de hecho y de de-
recho regia entre las partes.

Si al arrendatario se le  lega el usufructo
de la heredad , como dice el propio Po-
thier , en el estado que se encuentre, apli-
qúese esta regla sin restricciones arbitra-
rias, pues no ha de ser lícito atender al
estado actual de la cosa solamente en cuanto
convenga al arrendatario, y en su estado
anterior solamente en cuanto perjudique al
propietario difunto ó á su herencia. El es-
tada actual de la cosa respecto al testador
era que la tenia arrendada con las condicio-
nes propias y bajo las consecuencias legíti-
mas de este contrato: así pues y no de otro
modo puede y debe suponerse que legó el
usufructo de ella. Ademas , el usufructo de
la tierra lleva consigo la obligación de  ha-
cer en ella las im pe usas necesarias: con esta
obligación adquiere el usufructuario su de-
recho , y no es posible presumir que el tes-
tador se lo legara en otra forma. Según la
Opinión que combatimos , el legado con res-
pecto á la cosecha pendiente no seria de
usufructo , seria de algo mas,  puesto que
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se libertaba el legatario de una carga pro-
pia de todo fructuario , los gastos de la pro-
ducción. En vano se  querría, pues, apelar á
la voluntad presunta del testador, porque
este no pudo querer legar bajo el nombre
de usufructo mas de lo que verdaderamente
constituye este derecho. Si nuestra legisla-
ción, que tanto tomó del Digesto , hubiera
seguido sus huellas en esta parte, nuestra
tarea se reduciría á referir su disposición,
ora nos pareciese digna de crítica ó de  elo-
g io ;  pero no siendo así por fortuna, debe-
mos declararnos contra una doctrina , que
no porque proceda del Derecho romano y
haya encontrado autorizados defensores, de-
ja de sacrificar á una sutileza aristotélica
los sanos principios del derecho y rectas
inspiraciones dclbuen sentido.

2.“ Estincion forzosa del derecho del pro-
pietario. Mientras el propietario conserva en
sí mismo ó en sus herederos su derecho so-
bre la cosa , el contrato de arrendamiento
debe tener y tiene cumplido efecto entre la
parles y sus causahabientes: la muerte de
una de estas ó de ambas no le pone fin. V/am
veri'atis ignoras in  conductionibus non suc-
ceiere hceredes conductoris existiman! (1). Es-
te principio no solo es conforme á la regla
general de que el que contrae lo hace para
sí y para sus herederos , salvo si se pactare
lo contrarío , sino que se halla establecido
esp resa mente en la legislación de las Parti-
das. Si alquila uno á otro , dice la ley 2,
tit. 8 de la 5 , casa ó otra cosa á tiempo cier-
to é se muriesse el que la avia alogada en
ante que el tiempo se complicsse, su here-
dero debe servirse é aprovechar de la cosa
logada jasta que se cumpla el tiempo. Otro-
s í ,  decimos que si se muriese el señor de
la cosa logada que el heredero es tenudo de
guardar el pleyto ...... Escusado es decir que
cuando el arrendamiento se hizo por tiem-
po indeterminado, como su efecto y subsis-
tencia dependen de la voluntad de las par-
tes, pasará á los herederos, si tienen por
conveniente continuarle. En otro caso el ar-
rendador podrá desahuciarlos, comohubie-

>t)  Lrg viatn »er. C«d d« l*eat. ci  cotn.
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tre nosotros, diremos, sin embargo, que,
según dicho escritor , no tiene el sucesor
aemajante obligación, mediante á que el ar-
rendador en este caso no tenia el dominio
pleno sino con cualidad temporal, por cuyo
motivo no pudo disponer libremente sino
con la misma cualidad.

Dúdase también si arrendando el prela-
do de una iglesia alguna finca propia de
ella , su fallecimiento estínguirá el ar-
rendamiento; y la opinión común es que el
sucesor no está obligado á pasar por el con-
trato , aunque este fuera muy beneficioso.

Antonio Gómez, examinando el punto de
qne nos ocupamos propone una cuestión
que, por su importancia, por su frecuente
uso y por la claridad y precisión con que la
resuelve, juzgamos muy digna de la consi-
deración de  nuestros lectores. Pregunta
aquel profundo jurisconsulto (1) si habien-
do arrendado el marido ú otro administra-
dor legítimo las cosas que administra,
muerto él ó terminada la administración,
pasarán los efectos del contrato al sucedor
activa y pasivamente. La doctrina de dicho
autor está reasumida eu las tres conclusio-
siones siguientes: Primera, si el marido du-
rante el matrimonio arrendó alguna finca
dotal, disuelto aquel, la mugeró su herede-
ro está obligada á pasar por el contrato, y
puede ser competida por el arrendatario á
su cumplimiento. Añade, sin embargo, di-
cho escritor, que esto debe entenderse de
manera que la obligación de la muger á es-
tar y pasar por el contrato otorgado por su
marido sea, no precisa, sino causativa, y por
consiguiente, que si no quisiera aprobar ó
confirmar el arrendamiento, el arrendata-
rio podría reclamar contra el marido ó su
heredero los intereses y perjuicios. Esta li-
mitación, sin embargo, creemos que no es-
tá en su lugary nos parece mas segura la
doctrina absoluta de Bald., que trascribe el
mismo Antonio Gómez, de que la muger
está obligada precisamente ¿ pasar por e!
arrendamiento que otorgó el marido. En
efecto, este tiene la administración com-
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ra desahuciado á su causante.» A pesar de
la regla general que se acaba de sentar, hay
muchísimos casos en los cuales el arrenda-
miento concluye cuando se cstingue el de-
recho del propietario, no ya por su volnn-
tuad, de lo cual hablaremos mas adelante,
sino independientemente de ella, en cuyo
caso se aplica de lleno la máxima jurídica
de que soluto jure dantis resolvilur jus acá*
pientis.

En efecto: si el arrendador tenia y disfru-
taba la cosa dada en arrendamiento condi-
cionalmente: si su derecho, posesión y dis-
frute tenían por límite una época dada, y
aquella condición se purifica, y este dia lle-
ga, indudablemente el arrendamiento se es-
tíogue y ni el arrendador ni sus herederos
en  su caso vienen obligados á mas que á
devolver, la parte correspondiente del pre-
cio anticipado. Otro tanto sucede con la
muerte del arrendador en muchísimos ca-
sos.

Es el primero que se presenta á nuestra
consideración como tal y como escepcion á
la regla anterior el de  la muerte del usufruc-
tuario. Cuando el arrendador no es dueño
absoluto de la cosa y solo tiene adquirido
sobre ella el usufructo, su muerte estíngue
completamente el arrendamiento. Así lo
declaró la ley de Partida, diciendo: «Pero
si aquel que arrienda el usufructo desla
manera se muriesse, non deve passar el de-
recho de usar de tal arrendamiento al here-
dero (1).

También hacen mérito las leyes de Parti-
da á este mismo propósito del clérigo que
hubiese arrendado los frutos de su beneficio
por cierto tiempo, y muriese antes de su
trascurso, en cuyo caso cesa desde luego
el arrendamiento y el arrendatario no pue-
de continuar percibiendo los frutos (2).

Greg. Lop. en la glos. 4á  la ley 2,  tít. 8 ,
Parí. 5 examina si el sucesor del mayoraz-
go está obligado á pasar por el arrenda-
miento de su predecesor, y aunque esta
cuestión no pueda ser ya de  macho uso en-*

(11 Ley I ,  til. I .  P»fl. «.
Ley ». ttt. H,  Par- ». (i) Vtl. ftesd., Part. S, cap. », nitro *.
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píete y legalmentc deferida de  los bienes de
lamuger, y la misma utilidad de ella exige
que sean respetados y se mantengan en su
complete eficacia los arrendamientos que
hizo su marido en fuerza de  la investidura
legal que le autorizaba para ello.

La segunda conclusión que establece
Antonio Gómez respecto de la misma cues-
tión , es  que si el tutor ó curador ú otro
administrador legitimo arrendó alguna de
las cosas que formaban parte de  la adminis-
tración , su muerte no acaba el contrato, y
el dueño, el sucesor en los bienes ó el here-
dero de aquel , están obligados á pasar por
é l ,  teniendo el arrendatario ó el inquilino
derecho á retener la cosa todo el tiempo li-
jado para la duración del arrendamiento.

La tercera conclusión que establece es ,
que si el arrendador no tiene el dominio
pleno ni la plena administración como el
fructuario, el fideicomisario y otros seme-
mejantcs, el sucesor no está obligado á pasar
por el contrato de  su antecesor, ni precisa-
mente ni causativamente , y apoya esta reso-
lución en que tales poseedores, ni es ver-
dadero dueño, ni procurador ó administra-
trador del dueño legitimo y verdadero , s i -
no que solamente tienen derecho en  la cosa
por el tiempo de su vida, y concluido tiene
aplicación la máxima citada antes: finito et
resoluto jure danlis finí tur et crpiraljus reci-
pientis.

A estes conclusiones puede añadirse una
cuarta , y es que la muger ha de pasar for-
zosamente por el contrato de locación que
hizo el marido de  alguna cosa ganancial,
porque él es el legitimo y único adminis-
trador de los bienes adquiridos durante e l
matrimonio.

Cuando el derecho del arrendador se es-
tingue, no por su muerte, sino porque se le
ha expropiado de  la cosa por causa de utili-
dad pública , el arrendamiento queda sin
efecto forzosamente. Mas si la espropiacion
ha sido de una sola parte, puede dudarse si
prevalecerá el arrendamiento en  cuanto á la
porción restante. En nuestro sentir , siendo
indiferente e! motivo particular del fraccio-
namiento , la cuestión debe subordinarse á

los principios comunes , ni mas ni menos
que si se tratase de Ja pérdida parcial de la
cosa por caso fortuito. Ni parece justo que
el dueño prive al arrendatario de la parle
que ha quedado suya , si encuentra todavia
utilidad en disfrute'rla , ni  lo  seria acceder
á los deseos del arrendatario que pre-
tendiese la rescisión, mientras no se de-
mostrase que la parle expropiada tenia una
importancia relativa tal , que  el residuo no
podía satisfacer al objeto con que se cele-
bró el arrendamiento. Pero tanto en este ul-
timo caso como en los anteriores, crocino*
que el arrendatario podrá reclamar del nue-
vo poseedor ó dueño las impensas hechas
en la linca arrendada , si por ventura se le
expeliese antes de recoger las cosechaspen-
dientes, pues los gastos de  la producción
son una carga natural de  los frutos, y el
que se aproveche de  ellos justo es que so-
porte sus legítimas deducciones: otra cosa
seria faltará la máxima de que nadie debe
enriquecerse con perjuicio de otro.

El nuevo poseedor ó dueño puede obli-
garse á llevar á cabo el arrendamiento por
convenio con el arrendatario. Esto es ob-
vio. ¿Pero podrá decirse que lo aprueba y
que se compromete á observarlo porel tiem-
po que restare , si guardando silencio deja
que el arrendatario siga gozando de la cosa,
y perciba sin protesta el precio á sus pla-
zos? Creemos que generalmente así deberá
entenderse. Pero para que este acto surta
el efecto de continuar el arrendamiento por
todo el tiempo estipulado con el antecesor,
será menester que de los hechos del arren-
datario se infiera con seguridad que ha
convenido también en ello,  pues disuello el
contrato por la cstincion del derecho del
arrendador, ni puede subsistir ni renovarse
entre su sucesor <y el arrendatario, sino por
el consentimiento espreso ó virtual de uno
y otro. El solo hecho de seguir disfrutando
este la cosa y el de tolerarlo aquel y perci-
bir el precio, inducen un consentiDiiento
mútuo , es verdad , pero no puede decirse
que este consentimiento sea el de que el
contrato continúe según se celebró hasta la
espiración- de su término, sin un consentí-
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manera' uniforme sobre este punto. En
Francia, después de muchos debates, el
tribunal de casación lo ha resuelto negati-
vamente. Entre nosotros, vigente el princi-
pioqnela legislación deaquel país no ha ad-
mitido de que el precio debe guardar cier-
ta proporción con las utilidades de la cosa
arrendada, seria muy difícil negar al arren-
datario el derecho de la disminución del
precio en dichas circunstancias sin faltar
al espíritu y á la letra de algunas disposi-
ciones legales (1). Perodeesta cuestión, que
tiene suma analogía con la de la pérdida de
los frutos, resuelta en las leyes de las Par-
tidas, nos ocuparemos mas detenidamente
al tratar del arrendamiento de tierras crt
particular, en el cual puede ofrecerse con
mayor frecuencia.

Finalmente, concluye el arrendamiento,
como dejamos anunciado, por causas que
proceden de la voluntad de las partes. Es-
tas causas son tres: primera, el mútuo con-
sentimiento de ellas ; segunda, la falta de
cumplimiento á sus obligaciones respec-
tivas; tercera, la estincion voluntaría del
derecho del arrendador.

1?  Mútuo conspnrtniíeft/o. Las partes pue-
den poner fin al arrendamiento de común
acuerdo, siempre que no perjudiquen á ter-
cero; pero si el arrendatario , por ejemplo,
hubiese subarrendado la cosa á tiempo cier-
to ,  no podría consentir en la disolución de
su contrato antes de que venciese ci plazo
del subarriendo.

2.* Falta de cumplimiento. La violación
á las obligaciones respectivas es también, co-
mo hemosdicho,una de las causas, en virtud
délas que puede concluir el arrendamiento.
El conlratocomo bilateral lleva consigo siem-
pre implícita la condición de observar pun-
tualmente aquellas obligaciones, y esta con-
dición resume la intención de los intere-
sados y el objeto todo de! contrato. Pero la
inobservancia de ellas no resuelve desde
luego y de pleno derecho la convención; dá
soloá la parte en cuyo perjuicio han deja-
do de cumplirse y á elección de la misma

( 1 -  tfVfi H ,  UL  I ,  Pirt. 5 .  j t ,  d i .  f ,  l ib.  10 de 1«
Tío». Recup.
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miento igual ó muy parecido al qué origina
las tácitas reconducciones, verdaderos ar-
rendamientos á tiempo incierto , que pue-
den concluir cuando plazca á una de las
partes, guardando reciprocamente la for-
malidad y los términos del desahucio ó des-
pedida prévia de que hemos hablado en otro
lugar.

5.“ Pérdida fortuita de la tosa. La pér-
dida total de la cosa por caso fortuito re-
suelve el contrato de pleno derecho, pues
no es posible un arrendamiento sin cosa
que le  sirva de materia y objeto. En vano
alguna de las partes querría impedirlo. El
propietario no podría obligar al arrendata-
rio á la continuación del contrato ofrecíén-
le una cosa equivalente ó comprometiéndo-
se  á reconstruir ó reponer la destruida; y
el arrendatario tampoco podria exigirle lo
uno ni lo otro. La pérdida parcial no pro-
duce el mismo efecto. Solamente autoriza
Al arrendatario para pedir una disminución
proporcional del precio ó la rescisión del
contrato según las circunstancias. Véase
lo que hemos dicho sobre el particular en
la sección precedente.

Habiendo sucedido la pérdida total ó par-
cial por caso fortuito, no hay lugar á indem-
nización alguna; su derecho se encierra en
la alternativa que hemos indicado, y- debe
obtar sencillamente por uno de sus térmi-
nos: la disminución del precio 6 la resci-
áion del contrato.

4.’ Impedimento del uso de la cosa. Las
cosas se  toman en arrendamiento para usar-
las y disfrutarlas. En el momento, pues,

ne un caso fortuito ó cualquier acontecí-
fniehtd de fuerza mayor opone un obstáculo
insuperable ácste goce, el contrato queda di-
sneltó' Como 'cuándo la Cosa se pierde, ó á
lo menos se debe suspender mientras el obs-
táculo subsista.

Pero un suceso cualquiera que hiciese
menos provechoso para siempre ó para mu-
cho tiempo el uso de la cosa sin imposibili-
tarlo, no'deberia estimarse como causa re-
solutoria del contrato. ¿Lo seria de una dis-
minución en el precio? La opinión de los
jurisconsultos no se ha pronunciado de una

TOMO t i l .

Lorenzo Arrazola



ARRENDAMIENTO.722
el derecho de pedir su ejecución ó la resci-
sión del arrendamiento.

No toda infracción, sin embargo, le re-
viste de semejante derecho, porque no es
lo mismo faltar al conjunto de las obliga-
ciones que impone el contrato que desen-
tenderse de una sola, ni tiene igual impor-
tancia la infracción completa y absoluta que
la parcial y momentánea. Indudablemente
entre las obligaciones que la índole del ar-
rendamiento ó los términos de la conven-
ción imponen á los contratantes , hay algu-
nas que tocan y afectan á su misma exis-
tencia en tales términos, que si no se cum-
pliesen la convención no podría subsistir
porque se haría ilusorio el objeto de ella, y
quedarían defraudadas las esperanzas que
se propusieron al celebrarla , y hay otras
que no son tan esenciales, porque aun
cuando no se cumplan, el fin que esencial-
mente se propusieron los interesados pue-
de realizarse y se consigue efectivamente.

Entre las obligaciones que se derivan de
la esencia y naturaleza del contrato enu-
mera la ley cuatro, cuya infracción autoriza
al arrendador á espulsar ó lanzar al arren-
datario de la cosa. Tales son: primera, s i -
no paga este el precio convenido; segunda,
si aquel necesítala casa alquilada para sí ó
para alguno de su familia ; tercera , si la
misma exijiese obras de consideración para
su seguridad ; cuarta , si el inquilino hicie-
se mal uso de ella. En cuanto á la primera,
que como se ha dicho es común al arren-
damiento de cosas, hemos hablado lata-
mente en la sección anterior, bastando re-
petir aquí que si en el contrato se estipuló
que la falta de pago le haría cesar des-
de luego, se considerará como termina-
do y acabado el arrendamiento cuando
aquella circunstancia se verifique. Si seme-
jante condición no se impuso, la falta de
pago dará al arrendador el derecho de pe -
dir la rescisión del contrato, al tiempo yen
la forma que hemos esplicado en dicho lu-
gar. En cuanto á las restantes causas, como
limitadas al arrendamiento de casas, nos
haremos cargo de ellas en la sección opor-
tuna.

En órden á las condiciones que no nacen
de la naturaleza, sino de  los términos del
contrato , no puede darse otra regla que la
indicada al principio de este párrafo. Gene-
ralmente las partes que celebran un arren-
damiento y establecen las condiciones que
creen mas conformes á su  intención y á la
seguridad desús intereses, desean y aspiran
á que se  cumplan con puntualidad ; pero no
todas esas condiciones tienen á sus ojos
igual importancia: hay algunas cuya inob-
servancia haría completamente ilusorio é
ineficaz el objeto del contrato: hay otras
concernientes á hechos tan subalternos y
accesorios , que aun cuando dejaran de
cumplirse por alguna de las partes , no por
ello espcrimcntaria.la otra ningún perjui-
cio, ó aunque lo esperimentase dejaría de
realizarse el fin esencial de la convención.
La inobservancia de las primeras induda-
blemente daría lugar á pedir la rescisión
del contrato: la de las segundas no puede
tener tanta trascendencia. La cuestión,
pues, no puede resolverse a priori , y por
lo mismo toca á ios tribunales juzgar en
cada caso, según el valor de  los hechos y
la apreciación de las circunstancias, si la in-
fracción cometida por una parte es  bastante
grave y fundada para libertar á la otra de
los compromisos contraídos , ó bien si que-
dará suficientemente indemnizada de  los
perjuicios que baya podido recibir con una
disminución proporcionada del precio ó con
el abono de los mismos daños. La ley no
puede hacer mas que consignar el princi-
pio de la disolución del contrato en el caso
de que vamos hablando. La inobservancia
ó violación de las condiciones del contrato
constituye un hecho , y ese hecho nadie
puede apreciarlo mas que los tribunales,
según las diferentes circunstancias que han
acompañado su ejecución.

3.a Eslincion voluntaria. Hemos dicho
antes que la conservación de los derechos
del propietario en su propia persona ó en
sus herederos es condición precisa para que
el arrendamiento subsista; en la propia per-
sona del propietario, porque estingu¡¿adose
su derecho se  acaba el contrato según la má-
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el arrendamiento otorgado por el vendedor
en el ejercicio legílimo de sus derechos y
facultades.

La única responsabilidad que la ley im-
pone al arrendador por la venta de la cosa,
consiste en haber de devolver al arrendata-
rio lanía parte del loguero cuanto tiempo fin-
caba tjUe se debía della aprovechar. Las pala-
bras trascritas dan lugar á la duda de si
la ley que prescribe la devolución del pre-
cio por el tiempo que falto , se redero á la
parle correspondiente del precio que el ar-
rendatario hubiese anticipado , ó si aun
cuando no se hubiera anticipado ninguno,
todavía el arrendador vendrá obligado á en-
tregar al primero la parte correspondiente
al tiempo restante dél contrato á título de
daños y perjuicios originados al mismo.
Esta duda se enlaza con la cuestión que
suscitan los autores sobre si el arrendador
que vende la cosa arrendada ó alquilada,
vendrá obligado á indemnizar al arrenda-
tario de los daños y perjuicios. Antonio Go ■
mez la dá por resuella en sentido afirmati-
vo, y Greg.Lop. sostiene la misma opinión,
alegando que siendo la venta un acto vo-
luntario, y habiendo podido el vendedor
preservar en ella los derechos del arrenda-
tario, justo es, si no lo hizo, que l e  indem-
nice de los quebrantos que le hubiera oca-
sionado. Creemos , pues, enlazando las dos
cuestiones y sometiéndolas á una decisión co-
mún, que en efecto el arrendador que ven-
de la cosa estará obligado á resarcir al
arrendatario los daños ciertos y positivos
que por la interrupción del contrato se le
hubieran causado; que si hubiese anticipa-
do el pago del precio podrá reclamar la par-
te correspondiente al tiempo que fallare, y
que si no hubiera hecho anticipación algu-
na , no tendría derecho á 'pedir esa misma
porcion del precio como indemnización de
los perjuicios experimentados.

La facultad de que vamos hablando, con-
cedida expresamente por la ley á los arren-
dadores, tiene dos limitaciones consignadas
también terminantemente en ella. Es la pri-
mera , si se pactó cntre-el vendedor y el
comprador que este habría de respetar el

sima citada, y en h de sos herederos porque
las obligaciones de loscausantes pasan, como
es sabido, á los sucesores universales y se
hallan comprometidos á continuarlas. Con
este motivo hemos espuesto los casos en
que por la estincion forzosa del derecho del
arrendador fenece el arrendamiento, y no
vienen obligados los sucesores á continuar-
l e :  hablaremos ahora de la estincion volun-
taria del derecho del mismo y de los casos
en que por causa de ella se acaba el arren-
damiento. * '

Como las obligaciones no pasan activa ni
pasivamente á los sucesores singulares se-
gún reglas de derecho , evidente es  que
cuando el arrendador trasmite el que tiene
á la cosa arrendada por un acto de esa es-
pecie , cesa el contrato y concluyen todos
sus efectos. Puede por consiguiente c! ar-
rendador vender la que ha sido objeto del
contrato, y haciéndolo termina este sin que
el comprador tenga la menor obligación de
reconocerle y respetarle.

Esta doctrina es terminante en la ley 19,
tít. 8,Part. 5 ,  la cual dispone: «que aviendo
arrendado algún orne ó alogado á otro casa
ó heredamiento á tiempo cierto, si el señor
della la vendiere ante que el plazo sea cum-
plido, aquel que la comprare bien puede
echar della al que la tiene alogada....» La
razón en que se funda esta disposición legal,
tomada de la legislación romana, se reduce
á que el arrendador no trasmite al arrenda-
tario mas que el derecho á gozar y disfru-
tar de la cosa arrendada, reservando en sí
el derecho omnímodo y absoluto á la pro-
piedad; por consiguiente ningún obstáculo
puede encontrar el primero, aun durante el
contrato, para disponer de la cosa misma
por medio de la venta, como podría dispo-
ner por testamento ó por cualquier otro acto
legitimo. Por otra parte, el arrendatario no
tiene ningún derecho sobre la cosa: sus ac-
ciones son puramente personales, sin que
pueda ejercerlas mas que contra el arren-
dador y sus sucesores; claro es , pues , se-
gún los fundamentos de aquella doctrina,
que el mismo arrendatario carecería de ac-
ción para obligar al comprador á respetar
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ra que pueda retener la cosa mientras no
quede indemnizado de esos perjuicios; mas
no  servirán cu nuestro concepto para que
pueda obligar al comprador á respetar un
contrato que ha dejado subsistentes todos
los derechos de la propiedad en favor del
arrendador. En cuanto á la segunda limita-
ción, no creemos que pueda sostenerse cuan-
do la ley habla solamente de los arrenda-
mientos otorgados por toda la vida ó por la
vida del arrendatario y de sus herederos.
Por último, en orden a la tercera creemos
que si semejante pacto se ha celebrado ca-
ire el arrendador y arrendatario y si de la
escritura se ha tomado debidamente razón
en el oficio de hipotecas, donde el compra-
dor en lodo evento ha podido enterarse de
la certeza de esta restricción impuesta á ¡os
derechos del vendedor por un acto espontá-
neo suyo lícito y legitimo , el comprador
tendrá la obligación de respetar el arrenda-
miento y el arrendatario su derecho espe-
dito para pedir que se le conserve duran!»
el tiempo estipulado.

La doctrina que hemos espueslo con re-
lación á la venta tiene lugar respecto de lo-
dos los demas actos por los cuales se tras-
mite la propiedad ó usufructo á los suceso-
res singulares, tales como el legado , la do-
nación, etc., por el principio anteriormente
sentado de que los sucesores de esta espe-
cie no están obligados á pasar por los con-
tratos de sus antecesores ó causantes. Com-
peten por consiguiente , iguales derechos
que al comprador al usufructuario que por
compra , legado , donación ó por cual-
quier otro medio legítimo adquiere el usu-
fructo de la cosa arrendada; al enfiteuU a
quien el dueño arrendador se la estable-
ció en cnliléusis; al legatario; al dona-
tario y á cualquier otro que por actos
análogos adquiriese la propiedad de la cosa
misma.

Si el derecho del usufructuario, fiducia-
rio, heredero instituido con relación al sus-
tituto, y el del poseedor de  vínculo ó bene-
ficio se estingue por dimisión , renuncia ó
por cualquier otro hecho facultativo y T0'
Juntarlo, los arrendamientos otorgados por

arrendamiento sin poder echar de la cosa
al arrendatario basta que terminase el pla-
zo. Y la segunda , si se hubiese otor-
gado por toda la vida del arrendatario ó
para el y para sus herederos. En ambos
casos el comprador carece de facultad pa-
ra espulsar al arrendatario , y tiene este
el derecho de escepcionar uno ú otro pao
to respectivamente para que se le mantenga
en el disfrute de la cosa.

Los comentadores de nuestras leyes an-
tiguas han ampliado esta limitación del de-
recho que compele al dueño para vender la
cosa arrendada, á otros casos que resume
Ant. Gom. con su acostumbrada claridad.
Como tal presenta en primer lugar el de
que el arrendatario tuviese algún derecho
real en la cosa arrendada , como sucedería
si el arrendador obligó ó hipotecó general-
mente iodos sus bienes á la seguridad del
contrato, ó especialmente la cosa misma ar-
rendada; y en segundo, el de que el arren-
damiento se hubiere verificado por largo
tiempo, por ejemplo, el de diez años , en
cuyo caso añade , el arrendatario adquiere
cierto derecho real , al menos útil. Ultima-
mente, menciona como caso de escepcion,
cuando al tiempo de celebrar el arrenda-
miento , el arrendador y el arrendatario
estipularon espresa mente que el primero
no podría vender ni de cualquier otro modo
enagenar la cosa, obligándola especialmen-
te á la observancia y seguridad de este pac-
to. Eu cuanto á los dos primeros, no cree-
mos que pueda entenderse limitado el de-
recho del arrendador. La obligación gene-
ral de los bienes y Ja hipoteca particular de
la cosa arrendada siu haberse estipulado
terminantemente que el arrendador no po-
drá venderla durante el plazo del arrenda-
miento, no destruyen el derecho que el con-
trato deja salvo y espedito en el primero,
mientras no se establezca lo contrario.
Aquella obligación é hipoteca , que no lle-
van consigo la estincion de ese derecho en
el dueño, servirán para que el arrendatario
encuentre una garantía fírme y eficaz al
reclamar los daños y perjuicios que se le
hubiesen originado; servirán también pa-
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pues adquiriendo por una parle la propie-
dad ó el usufructo de la cosa, y por otra los
derechos y obligaciones que con relación á
la misma había contraído su  antecesor, vie-
ne á colocarse respecto del arrendatario en
la misma situación que un sucesor univer-
sal á quien so trasmiten todas las obligacio-
nes y derechos reales y personalesde su cau-
sante (1).

Aunque el sucesor aingulait tiene dere-
cho á privar de la cosa al arrendatario que
contrató con su  antecesor, ya hemos indi-
cado eu‘ otra lugar que debe abonarle las
impensas! hechas.en la. tierra, si no pretiere
dejarle percibir los frutos del año comen-
za o.mediaute el pago de la pensión cor-
respondiente, sin que el colono tenga de-
recho á mas, pues las ganancias que hubie-
ra podido tener en la cosecha forman parte
dé los  daños y perjuicios que está obligado
á abonarle el arrendador. Sí es inquilino
deberá permitirle continuar en la casa tanto
tiempo por lo menos como el que la ley
prescribe para el desahucio en los arrenda-
mientos Indeterminados, pues sería injusto
que el protesto do no haber contado con él
le lanzase de  improviso sin concederle una
tregua proporcionada pare procurarse otra
vivienda. .
' Un escritor do nuestros dias ha sostenido
que el arrendatario despedido antes de Ja
conclusión del arrendamiento puede retener
la cosa mientras el arrendador ó el nuevo
dueño no le resarzan los daños y perjuicios
que se le  hubiesen irrogado, del mismo mo-
do que cuando hizo algunas mejoras en
ella y se le demora su abono. Esta doctrina
no nos parece admisible con la latitud y ge-
ral idad que envuelve. Si la cosa estaba hi-
potecada á la seguridad del arrendamiento
ó si el nuevo poseedor es  el que por conse-
cuencia de algún pacto especial debe hacer
algún abono al arrendatario, comprendemos
que por la acción real que le compele en el
primer caso, y por la persona) que le asiste
en el segundo, pueda retener la cosa hasta
que sea satisfecho de lo que deba percibir;

. 1  G t *g .  I op Glo*. 5. Ic j  t>. l í t  8. H i t .  b.

ellos cesan del mismo modo que cuando la
eslincioo de su derecho proviene de una
causa independiente de  su voluntad , según
hemos demostrado ; pero hay entre un caso
y otro una diferencia muy notable, que no
debe pasar desapercibida, y es que en un
caso solo vienen obligados aquellas ó sus
herederos á restituir al arrendatario elpre-
ció que hubieren percibido anticipado, y
en el  otro deben abanar jaUmismo los daños
y perjuicios que  hubiese experimentado, lo*
cuales estuvo en sus facultades evitar. ■
- Gomóla base del arrendamiento, atendida
so. naturaleza es la < perfejetu reciprocidad
endos derechos y ¡obligaciones, coosiguicp*
te es que pudiqqde el  sucesor-singular e r
peleralarresda torio, wlebe ser también licito
á este dar por concluido el arrendamiento
aun cuando el primero renuncie á sq dere-
cho y pretenda la continuación del contrato.
El sucesor singular no tiene acción ninguna
para compeler al arrendatario por lo  mismo
que la derivada del contrato es puramente
personal y no se  trasmite ni sigue al posee-
dor de la cosa. Sin embargo r en tal caso
aconseja la equidad que el arrendatario no
pueda reclamar ninguna indemnización fun-
dada en la interrupción ó conclusión del
arrendamiento, pues si sufre algún perjui-
cio será ya voluntario y por su propia causa.

A pesar de lo espuesto en el párrafo an-
terior, el sucesor singular, ó sea el nuevo
dueño, podrá obligar al arrendatario á la
continuación del arrendamiento cuando pac-
tó expresamente con el vendedor que seria
respetado. Esta doctrina se funda en la con-
sideración misma espuesta ya repetidamen-
te de que las obligaciones y los derechos
deben ser recíprocos. Si el nuevo dueño tie-
ne el deber de respetar el arrendamiento,
ha de tener el derecho de exigir que se res-
pete; y si el arrendatario tiene en virtud, de
aquel pacto el derecho de que se le man-
tenga en el disfrute de la cosa , ha de tener
la obligación de continuar en ella. Igual de-
recho tendrá el nuevo dueño según la opi-
nión generalmente seguida por los autores,
cuando su antecesor le cedió las acciones
que le competían contra el arrendatario,
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pero cuando no media hipoteca, como acon-
tece comunmente, ó cuando la acción del
arrendatario no puede dirigirse sino contra
el arrendador ó primitivo dueño, no com-
prendemos el principio ó la doctrina lega!
que pueda autorizar la retención en manos
de aquel de una propiedad que ha dejado
de pertenecer al deudor y que se ha tras-
mitido á un tercero legítimamente sin res-
ponsabilidad y sin gravámen.

Hasta aquí hemos examinado la doctrina
de nuestras leyes y de sus comentadores
respecto de la facultad que tiene el dueño
de la cosa arrendada para venderla libre-
mente, y de los efectos que produce la ven-
ta otorgada por el mismo. ¿Es, sin embar-
go ,  provechosa y razonable esa facultad
ejercida sin ninguna restricción y al antojo
del dueño? ¿Se atienden con ella los inte-
reses del arrendatario tanto cuanto es  de-
bido y conveniente , ó destruye la armonía
y reciprocidad de derechos que exige por
su propia índole el arrendamiento ?

Ya bemos dicho que aquella doctrina fue
tomada de la legislación romana. Emplorem
fundí neceise non esl slare colono cui prior
dominus locavil núi ea lega emit , decía la
ley 9,  Cod. Locat. Apoyábase esta jurispru-
dencia en que el derecho del arrendatario
es meramente personal porque la tenencia
de la cosa recibida para disfrutarla sola-
mente no le atribuye ningun derecho sobre
�lia , ni aun el de posesión; pero aunque
esto sea cierto , no lo es menos que nadie
puede trasferir mas facultades de las que
tiene, y el dueño que por medio de un con-
trato se ha desprendido durante cierto tiem-
po del goce de la cosa, que ha prometido
garantir este goce al arrendatario y que
tiene la obligación de hacer que percíbalos
frutos, no puede ejercer la facultad de ena-
grnur esa cosa misma , de desprenderse de
ella, de traspasarla en fin á otra persona,
al menos sin la obligación que él mismo se
había impuesto por medio de un contrato
voluntario y oneroso. Con otorgar el dere-
cho de espulsion, ha dicho un escritor es*
tranjero, ai sucesor de la cosa, se creía fa-
vorecer las enajenaciones , y entre tanto al

paso que se abría la puerta i mil injusti-
cias, se desalentaba la industria , se perju-
dicaba á la agricultura y se causaban males
de consideración, como es consiguiente que
suceda siempre que es dado faltar á la fé
de los contratos.

Estos fundamentos se tuvieron presentes
sin duda por los autores del Código fran-
cés para separarse de la legislación romana
en esta materia, tan usual como importante.
No privaren al arrendador de la facultad de
vender la cosa , porque esto hubiera sido
peligroso ; pero no concedieron a! compra-
dor el derecho de espeler al arrendatario
que tuviese á su favor un  arrendamiento
auténtico y de fecha cierta , sino en el caso
de que el primero se hubiese reservado el
derecho en el contrato. Consultando tan-
bien el interés de los sucesores singulares
y queriendo evitar fraudes en todo sentido,
establecieron esa restricción tan bien en-
tendida , disponiendo que el arrendatario
únicamente podría continuar en el goce de
la cosa cuando presentara una prueba au-
téntica y cuya data fuese indudable. Des-
pués de fijado el principio , los autores de!
Código previeron el caso de que el contrato
contuviese la reserva del derecho de es-
pulsion á favor del nuevo adquirente, y
en tal concepto dispusieron que el arren-
datario tuviese : l . ’un  término para dejar
la cosa; 2.* una indemnización que deberá
satisfacerle el arrendador ó el nuevo suce-
sor, si asi se hubiere convenido al trasmitír-
sele- la propiedad. La indemnización , tra-
tándose de casas , consiste en una cantidad
igual á los alquileres correspondientes al
tiempo que según la costumbre de cada país
debe mediar entre la despedida y la salida;
y tratándose de prédios rústicos en la ter-
cera parte del arriendo correspondiente á
todo el tiempo que faltare hasta concluir el
arrendamiento. Por último , el inquilino y
el colono están autorizados para continuar
en la posesión de la cosa hasta tanto que
estén indemnizados á menos que se hu-
biera pactado lo contrario. Tales son las
disposiciones del Código francés que nos-
otros creemos muy razonables , y que no
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«non desampare aquel cuya es  ; entiéndese
«que la ha arrendado por aquel año que
«viene.» En los arrendamientos de casas ú
otros edificios» dispuso «que es  tonudo, el
«que la casa tiene logada de dar por aquel
«tiempo que la tuviere demas, cuanto y
«durare ó bi viere, contándolo según el
«tiempo pasado.» Por manera, que según
aquella antigua legislación en los arrenda-
mientos de  prédios rústicos la tácita recon-
ducción se inducía y se verificaba por todo
el año principiado únicamente, y el arren-
datario quedaba obligado ,Á pagar toda la
pensión, aunque el arrendamiento primiti-
vo se hubiera hecho por muchos años ; no
así en los de prédios urbanos, en los que
la tácita reconducción se  inducía y verifica-
ba solamente por el tiempo que la habi-
tare el inquilino , quedando obligado á pa-
gar la pensión á prorata , con respecto al
precio convenido en el primer contrato.
Fundábase esta diferencia en que en los
prédios urbanos por regla general la utili-
dad de la habitación se percibe diariamen-
te, y en los rústicos suelen percibirse los
frutos sola una vez en el año., por lo mis-
mo de ninguna utilidad seria la reconduc-
ción tácita respecto de  ellos , sino se enten-
diese por todo un año.

Antonio Gómez al hablar del tiempo que
debería permanecer el arrendatario en el
disfrute de la finca para que se entendiese
la tácita reconducción, afirma terminante-
mente que no estaba declarado en el dere-
cho. Et  ceriejwa non dedsrant: ideo necet-
torio relinqnitur judicit arbitrio : lo cual, co-
mo puede inferirse ya de lo que llevamos
espuesto es una equivocación manifiesta,
porque respecto de los prédios rústicos es-
presamente dice la ley citada, que «si des-
�pues que el tiempo fuere cumplido fincare
�en ella por /r«j dias ó «oz,» de donde se si-
gue claramente que el tiempo señalado por
la ley para entenderse operada la tácita re-
conducción , es el de tres dias al menos.
Respecto de los prédios urbanos como la tá-
cita reconducción no se verificaba sino, por
el tiempo que los habitasen los inquilinos,
no cabia la designación de ninguno al fin in-

podrán dejar de tener mayor ó menor apli-
cación en el Código civil que se prepara
entre nosotros. La facultad ilimitada que
hoy tienen los dueños y sucesores singula-
res de las cosas arrendadas» hace muy pre-
caria la suerte del arrendatario en perjui-
cio conocido de sus intereses y de los de la
agricultura.

SECCION IV.

DE Lk  TÁCITA RECONDUCCION.

Es tan notable y de uso tan frecuente la
materia de que vamos A ocuparnos, que he-
mos juzgado oportuno consagrar -á su exa-
men una sección esclusi va mente. Procura-
remos dar á este trabajo el órden y la cla-
ridad que reclama su importancia.

Cuando al espirar un arrendamiento ce-
lebrado á plazo fijo continúa el arrendatario
en el goce de la cosa con conocimiento y
aquiescencia del dueño , srienta el puliente
Locutore ,  durante cierto espacio de tiempo,
realizase entre ellos un nuevo contrato, que
tiene por fundamento la voluntad presunta
y que  se conoce con el nombre de tácita r«-
cpntfuccion. Llámase así por cuanto no en-
tregando el arrendatario la cesa al dueño
ni exigiéndola este, cuando uno y otro se lá
pueden exigir y se ¡a deben entregar res-
pectivamente, se presume que hay en ala-
bes la voluntad de que el primero siga usán-
dola y disfrutándola por el mismo precio y
en la misma forma que hasta entonces.

Esc usado es advertir que la tácita recon-
ducción fue admitida espresamente entre
los romanos. La legislación de las Partidas
la estableció del mismo modo, no solo en  los
fundos rústicos, sino también en loa urba-
nos,  si bien con una diferencia muy razo-
nable derivada de la índole especial del
arrendamiento de cada una de estas cosas.
En los arrendamientos de heredades otor-
gados á tiempo cierto , dispuso (1) «que si
«después que el tiempo fuere cumplido
«tincare en ella por tres dias ó mas que la

(i) Uj  s, P»( .S.
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dicado. Tanto cuanto durase el disfrute de
la casa después del plazo del primer arren-
damiento duraba la reconducción á que da-
ba lugar la voluntad presunta de los inte-
resados.

La legislación posterior á las Partidas,
se ocupó también de esta materia , y en ella
encontramos algunas disposiciones que de-
terminan las reglas que deben seguirse en
la actualidad.

Y’a en el año de 1770 dispuso la ley ó ,
tít. 10, lib. 10  de la Nov. Recop., que en los
arrendamientos de tierras tuvieran obliga-
ción el dueño y el colono de avisarse en el
principio del año último para su continua-
ción ó despedida, en la inteligencia de que
faltando este aviso, ó haciéndose al fin del
año, se entendería seguir el uño inmediato.
El decreto de las Córtes del año de 1813,
hablando de los mismos prédios rústicos
ordenó que , si tres dias ó mas después de
concluido el término permaneciese el arren-
datario en la finca con aquiescencia del
dueño, se entenderá arrendada por otro
año con las mismas condiciones. Y por úl-
timo , la ley de 9 de abril de 1842, concer-
niente á los arrendamientos do casas , tam-
bién determinó que si cumplido el tiempo
del celebrado continuase de hecho por con-
sentimiento tácito de las partes, el dueño
no podrá desalojar al  arrendatario, ni este
dejar el predio sin dtír aviso á la otra parle,
con la anticipación que se hallare adoptada
por la costumbre general del pueblo, y en
otro caso con la de cuarenta dias.

Resulta , pues, que en el estado actual
de la legislación , la .tácita reconducción
subsiste, que tiene lugar tanto en1los arren-
damientos de prédios rústicos como eu los
de los urbanos; 'que parí que se: ,entienda
establecida en los primeros, hasta. que el
arrendatario permanezca en la posesión ó
disfrute de ellos por espacio de tres dias,
después de concluido el término, y en los
segundos que continúen de hecho por el
consentimiento tácito de las parles ; final-
mente , que la tácita reconducción en los
prédios de aquella clase , se entiende con-
traída por un año mascón las mismas con-

diciones , y en los de la otra por todo e l
tiempo del nuevo disfrute.

Para la computación de los tres dias , y
para la del año por el cual se  considera pro-
rogado el arrendamiento, véase lo que de -
cimos en el artículo Mnit,.

Asi considerada la tácita reconducción
bajo el punto de vista de sus resoltados, los
efectos que produce consisten esencial-
mente en prolongar el uso y disfrute de la
cosa , convirtiendo lo que fue arrendamien-
to de tiempo fijo en arrendamiento de
tiempo indeterminado , y haciendo qne e l
arrendatario que pudo ser espelido de la
cosa al concluir el periodo estipulado en el
contrato, ó dejarla á su vez libremente, no
pueda realizar lo uno ni sufrir lo otro , sin
la despedida prévia ó desahucio que pre-
vienen las leyes, salva , sin embargo , la
diferencia que ya hemos indicado cnlre los
prédios rústicos y los urbanos.

Esta diferencia, que se funda en la diver-
sa naturaleza de las cosas arrendadas; en
el distinto disfruto que se hace de las tincas
rústicas y de las urbanas, en las diferentes
condiciones del uso á que unas y otras se
aplican, yen el perjuicio muy desigual que
una brusca espulsion cansaría al colono ó al
inquilino en una y otra clase de bienes , ha
dado lugar á que nuestros escritores hayan
formulado algunas limitaciones á la doctri-
na anterior , como consecuencias forzosas ó
indeclinables de las razones que la sirven
de apoyo. Han dicho en primerlugar que si
el fundo rústico es de tal calidad que no se
perciben sus frutos sino de dos en dos años,
ó de cinco en cinco , ó cada año , se perci-
ben dos veces , ó se cojen , en fin . unifor-
memente en cualquiera parte de! año , se
entenderá ta reconducción tácita en este úl-
timo caso , tan solo por el tiempo corrido,
y en los demas por medio año , pnr dos ó
por cinco respectivamente. Han sostenido
también que si la casa ó el prédio urbano
fuese tal que no se percibiesen sus rentas
uniformemente en cualquiera parte del año,
porque se acostumbrase á alquilarlos en
cierto día del mismo año,  precisamente no
encontrándose después con facilidad inqui-
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breentenderse con todas las cláusulas ac-
cesorias contraídas en el contrato : no así
con la otra clase de condiciones , porqué
habiéndose establecido por la voluntad es-
presa de una tercera persona es indispen-
sable su intervención espresa ó tácita para
estenderlas á un tiempo ho comprendido en
la convención. En efecto, la fianza no podría
estenderse de ningún modo á las obligacio-
nes derivadas del nuevo arrendamiento,
tanto porque esa garantía debe ser espresí
y terminante, sin que pueda inducirse nun-
ca, como porque dependiendo de la volun-
tad y de los actos de una tercera persona
que no ha intervenido en el hecho inducti-
vo de la reconducción, nunca podría pre-
sumirse racionalmente que por su parte ha-
bía también consentido en ello.

Esta presunción, que sirve de base al ar-
rendamiento tácito, no es tan absoluta qué
algunas veces no pueda dejar de pro-
ducir el efecto de la reconducción. Si me-
dia un hecho que la esclnye directa ó vir-
tualmente; si se pruel>a que las parles, a
pesar de la continuación del arrendamien-
to , no han tenido la intención de prorogar
el contrato, la presunción desaparece y el
arrendamiento presunto no llega á con-
traerse ni á verificarse. Tal sucedería, por
ejemplo, si á la conclusión del mismo hu-
biese entablado demanda para la espulsioti
del arrendatario; ó si aquel despidiese for-
malmente ácsle,  aun cuando en unoy otro
caso continuase el segundo en el goce de la
cosa por mucho tiempo después de termi-
nado el tiempo del contrato.

Tampoco puede inducirse la tácita re-
conducción cuando los interesados consig-
naron una cláusula terminante y prohibi-
tiva de cita.

Arbitros en adoptar todas las condicio-
nes lícitas y legitimas que les dictan su inte-
rés ó su cálenlo, la cláusula prohibitiva de-
berá respetarse, y en su virtud, aun cuando
concluido el arrendamiento permanezca el
arrendatario tres ó mas dias en el disfrute
de la cosa, el propietario podrá espetarle de
ella, bien que abonándole, s i se  trata de
tierras, las labores é impensas que con pos-

92

lino , como sucede en muchos pueblos , en
los cuales se alquilan las casas el día de San
Juan, el de la Virgen de Agosto ó el de San
Miguel, entonces si el inquilino permanece
en la casa concluido el tiempo del alquiler,
se  considera la reconducción por todo el
año , puesto que respecto de estos prédios
una vez en el año se percibe la pensión. Si
la razón que ha tenido la ley para introdu-
cir la tácita reconducción en los prédios
rústicos por un año » y en los urbanos por
el tiempo de su habitación, consiste en la
diversa manera de percibir sus frutos ó sus
rentas por años, respecto de unos , y por
dias respecto de otros, cesa completamente
en los casos enumerados por los autores , y
por consecuencia parece que debe cesar
también Indiferencia (1).

Una vez que tenga lugar la tácita recon-
ducción, consiguiente es que se verifique
por el mismo precio que se satisfizo en el
anterior contrato. En esto no puede haber
la menor duda; ¿pero se entenderán sub-
sistentes y obligarán á los contratantes to-
das las condiciones del mismo contrato pri-
mitivo, como, por ejemplo, la hipoteca, la
fianza, las cláusulas penales y todas las de-
mas accesorias que hubieran creído con-
veniente establecer en é l?  Ant. Gom., á
quien hemos citado con tanta repetición en
esta parte del artículo, se  hace cargo de dt-
cbaduda y la resuelve fijando una rcglaque,
á su claridad reune la mas completa exac-
titud. Distingue dicho escritor entre las
condiciones, vínculos y cláusulas accesorias
puestas en el contrato primitivo que depen-
den de la mera y única voluntad de las
partes contratantes, como la prenda, hipote-
ca, penas, época del pago, etc., y lasque
ademas de esta dependen déla concurren-
cia y voluntad de un tercero, y resuelve
que la tácita reconducción se considera
siempre establecida con todas las condicio-
nes de la primera clase, pues por la mis-
ma razón que mediante la voluntad presun-
ta de las partes se  sobreentiende y verifica el
nuevo arrendamiento, debe verificarse yso-

1)  Aul .  Gow pin. cH.
TOMO 111.

Lorenzo Arrazola



ARRENDAMIENTO.730
terioridad al plazo hubiere hecho. Lo mis-
mo sucederá cuando una de las partes, pre-
viendo las dificultades ó tal vez la impo-
sibilidad que ha de ofrecer en determi-
nadas circunstancias la restitución de la
cosa al dueño antes del trascurso de los
tres dias siguientes á la espiración del
mismo plazo advierte á la otra anticipa-
damente que no por ello consiente en la
reconducción. Este aviso, ó por esprcsarlo
mejor, esta especie de protesta contra el
disfruto ulterior del arrendatario, que pue-
de hacerse de cualquier modo y sin necesi-
dad de ninguna otra formalidad, fuera de
la que baste para acreditar la certeza de
ella, producirá el efecto ya indicado, y en
su virtud no se entenderá introducida la tá-
cita reconducción.

Pero tanto en estos dos casos como en el
anterior de la cláusula prohibitiva, puede
ofrecerse una circunstancia particular yanó-
mala que dé lugar á una cuestión cuando
menos imposible de someter á reglas segu-
ras y constantes. Después, tanto de la cláu-
sula prohibitiva puesta en el contrato , co-
mo de la advertencia ó protesta hecha fuera
de  él y antes del vencimiento de su plazo
para impedir la reconducción, las partes
pueden variarle  propósito, pueden consentir
y hasta desear la tácita reconducción que
antes repugnaron y prohibieron espesa-
mente. En que les sea potestativo hacerlo
así,  prestando su consentimicuto posterior
para que se verifique de este modo, ninguna
dificultad puede haber; mas ¿podrá reali-
zarse este mismo desistimiento tácitamen-
te? ¿Podrá inducirse por el consentimiento
presunto ó de un modo tácito que quisieron
dejar sin efecto la cláusula prohibitiva ó la
protesta? Nosotros creemos que sí, porque
á escepcion de aquellos casos en que la ley
requiere la espresiou positiva y solemne de
la voluntad, lo mismo se obliga el individuo
por la palabra que por el hecho inductivo
de ella; el consentimiento implícito no es
menos cierto y eficaz que el esplícito. Se
trata de una ley que se han impuesto las
partes; y siendo incuestionable que pueden
derogarla ó modificarla, importa poco que

lo hagan bajo una forma d otra; lo esencial
es que no quede duda acerca de que tal ha
sido su intención y de que ha estado en su
ánimo el hecho de que se trata. Pero aquí
es  donde, llevando la cuestión al terreno de
la práctica, se loca la verdadera dificultad,
porque un hecho puede tener distintas sig-
nificaciones según los casof y lascircuns-
tancias, y solo á los tribunales es dado apre-
ciarle con arreglo á ellas en su verdadero
punto de vista. De parte de! arrendatario
la cuestión es sencilla, porque el acto post-
ro  de la permanencia en la cosa mas allá del
término natural del contrato, sin que medie
un obstáculo para su restitución ó abando-
dono al propietario, manifiesta el deseo de
continuar disfrutándola como antes. Res-
pecto al propietario de tierras, Pothier con-
sidera como una prueba suficiente de la in-
tención de continuar en el arrendamiento
el hecho de dejar pasar la época en  que
corren riesgo los frutos y de esperar los
días próximos á una cosecha abundante pa-
ra invocar contra el arrendatario la no
existencia de la reconducción. Nosotros so-
lo diremos que en defecto de una declara-
ción formal de las partes, serán necesarios
hechos muy significativos para admitir la
reconducción contra la prohibición ó pro-
testa con que anteriormente se propusieron
impedirla.

Concluiremos el exámen de esta materia,
también usual é importante, manifestando
que siendo la tácita reconducción un nuevo
contrato, es menester para que pueda veri-
ficarse que las partes tengan en aquel mo-
mento la capacidad misma que necesitarían
para poder celebrarlo espresa y solemne-
mente. Si alguna de ellas carece á la sazón
déla líbre administración de susbienes, es-
ta incapacidad no será un obstáculo para
la reconducción en el caso de hallarse pro-
visto el interesado de un tutor ó adminis-
trador con las facultades competentes.

SECCION V.

DEC ARRENDAMIENTO DE PREDIOS RÚSTICOS.

Hemos indicado en otro lugar de este ar-

Enciclopedia española de derecho y administración



ARRENDAMIENTO. 731
de esta materia, si bien en diversos sentidos,
y acaso en oposición de miras según las
ideas y doctrinas que predominaban encada
una de las épocas y circunstancias. Cuando
los derechos del propietario alcanzaron una
protección exagerada á la sombra de leyes
que tendían á oprimir al colono en benefi-
cio del primero; cuando los arrendatarios
eran propiamente una especie de esclavos
dedicados al cultivo de las propiedades per-
tenecientes á los grandes señores y corpo-
raciones opulentas, el arrendamiento de
tierras cohibido con restricciones onerosas,
no solo ofrecía obstáculos al fomento y des-
arrollo de la agricultura, si no que no era
un contrato quepudieseceicbrarsclibremen-
te; ni era una convención espontánea deri-
vada de la mutua y deliberada voluntad y
que produjese los derechos recíprocos y
las obligaciones propias del mutuo consenti-
miento quedebia servirla de base. La suerte
de los arrendatarios ó colonos se sacrificó en-
tonces á la prepotencia y dominación de los
propietarios.

Pero mas adelante sucedió todo lo contra-
rio. Cuando los desmedidos privilegios con-
cedidos á la ganadería en perjuicio de la
agricultura, hicieron conocer la indispensa-
ble necesidad de proteger á los colonos, hu-
bo, como era natural, una especie de reacción
en las ideas que muy pronto se hizo sentir
en las disposiciones legislativas. Lospúvi-
legios dados á la industria pecuaria empe-
zaron á restringirse; los arrendatarios de
tierras llegaron á alcanzar una protección
estraordinaria; los autos acordados, las rea-
les cédulas y las demás disposiciones ema-
nadas de los monarcas hacían todos los
días declaraciones sumamente beneficiosas
para los mismos; las cartas y sobrecartas,
las provisiones y las ejecutorias de) Consejo
de Castilla los amparaban con mas fre-
cuencia aun en el uso y disfrute de ellos,
como en el uso y disfrute de los derechos
adquiridos á la sombra de prácticas abusi-
vas; en una palabra, el derecho de propie-
dad quedó deprimido, y al revés de lo que
había sucedido en épocas anteriores , la
suerte de los propietarios se sacrificó á la

tículo, que se cuentan entre los bienes in-
muebles, y pueden arrendarse como tales,
no solo las tierras, los bosques y los estan-
ques que producen frutos por el cultivo ó
naturalmente , sino también aquellos que
sin producirlos dan otra clase de ren-
tas, como por ejemplo, las canteras, las mi-
nas y todos los demas objetos de esta espe-
cie que nacen y existen en las tierras. A to-
dos estos bienes llamamos comunmente , y
en un sentido muy lato , bienes ó predios
rústicos , porque en cuanto dice relación
con su goce y disfrute ,- con la trasmisión
de  su propiedad, y con todos los demas ac-
tos legales , se rijen por unos mismos é
idénticos principios. Con todo, prédios rús-
ticos, rigorosamente hablando , son los ter-
renos que, situados dentro ó fuera de la po-
blación, se destinan al cultivo. Cuando la
finca arrendada se componga en parte de
edificios de  habitación, y en parte de tier-
ras destinadas al cultivo, su calificación de-
berá tomarse de aquello cuyo goce y uso
se haya propuesto como fin principal el ar-
rendatario ; así se estimará como prédio
rústico , si el edificio ó edificios que con-
tenga la finca han entrado en el contrato
como una consideración accesoria y subal-
terna, habiendo sido el fin principal de es-
te el aprovechamiento de las tierras.

Fácilmente se inferirá , pues , que las
consideraciones especiales que nos propo-
nemos esponer en esta sección, ban de  apli-
carse principalmente al arrendamiento de
tierras , como á él se refieren del mismo
modo las reflexiones que nos ha sujerido
el exámen de esta materia, al hablar de la
importancia económica y social del arren-
damiento en general. España es  un pais
agricultor por escelcncia, y el arrendamien-
to de tierras, base del cultivo y medio el
mas eficaz de promoverlo y propagarlo, ha
de ser siempre el objeto constante de una
legislación previsora é ilustrada.

Así es  que cu todos los códigos nacionales,
desde el Fuero Juzgo hasta la Novísima Re-
copilación, encontramos pruebas muy paten-
tes del celo vivo y de la constante diligen-
cia con que los legisladores se han ocupado

Lorenzo Arrazola



ARRENDAMIENTO.7M
exagerada y mal entendida protección que »
llegó á dispensarse á los arrendatarios.

El exámen de las leyes dadas en a<|ucl!a
época y de los infinitos recursos y pleitos,
dirigidos al Consejo y suscitados cu el mis-
mo tribunal, nos recuerda algunos de esos
enormes privilegios y algunas de esas prác-
ticas tan perjudiciales. Nos recuerdan , por
ejemplo, el privilegio de la tasa, á virtud
del cual los labradores arrendatarios hacían
valuar por peritos el arrendamiento de las
tierras según su calidad y cou arreglo á las
leyes y ejecutorias de los tribunales, y con-
seguían pagar tan solo aquella renta que se
graduaba en los aprecios. Nos recuerdan el
no menos oneroso privilegio de no poder
ser desahuciados los mismos arrendatarios
ni aumentárseles su renta. El consejo de
Castilla introdujo con sus resoluciones esta
práctica, y el espíritu de la época y las pro-
videncias deotros tribunales la dieron mayor
latitud todavía, eslcndicndola á que vacan-
do las tierras por muerte de los que las te-
nían arrendadas, hubiesen de suceder, co-
mo de hecho sucedían, en el arrendamiento
sus herederos, si las querían, con lo cual se
creía asegurar la labranza de dichas tierras
y uo esponerseá sufrir el esccso de las ren-
tas ó á verse obligados á dejar los arrien-
dos en ocasión de no hallar terrenos á pro-
pósito los arrendatarios. También nos re-
cuerdan la preferencia que obtenían siem-
pre en los arrendamientos por el tanto los
vecinos sobre los labradores forasteros ; la
prohibición de admitir pujas de cuarta par-
te ni otra alguna en los arrendamientos de
dehesas, montes, heredades y tierras de lat
bor que se verificaban en público remate;
las moratorias (pie se concedían á los arren-
datarios deudores para el pago de sus ren-
tas; la moderación ó reducción del precio
siempre (pie reclamaban contra el conveni-
do y lo suponían escesivo é inmoderado; la
obligación que se imponía en otras ocasio-
nes á los dueños y arrendatarios de suje-
tarse á previa tasación forzosa ó indispen-
sable en los arrendamientos de las dehesas
de pasto ó labor; el arriendo también for-
zoso establecido cu muchas partes del rei-

no á pagar en especie de granos ; la prohi-
bición de arrendar mas de cierto número
de fanegas detierra;  el derecho de posesión
introducido á favor de los mismos arrenda-
tarios, de sus viudas, hijos y herederos le-
gítimos; la Usa,  en fin, de la pensión del
arrendamiento en una cuota determinada
de frutos.

Guando las buenas doctrinas económicas
empezaron á ser conocidas y pudieron com-
prenderse el error y los perjuicios del an -
terior sistema, las prácticas de los tribuna-
les esperimentaron alguna modificación re-
lajándose algún tanto el rigor con que se
observaban aquellos privilegios. Ya en  tiem-
pos del Sr.  D. Cáelos III se mandó que en
los arrendamientos de tierras sus dueños
quedasen en libertad para hacerlos como
les acomodara y se convinieran con los co-
lonos: quedó abolido también el derecho
de tanteo y el de posesión , si bien se con-
servó donde hubiera privilegio, fuero ú otro
derecho particular, y desapareció en fin la
onerosa restricción de la tasa, Un contraria
á los derechos de la propiedad como á la
índole esencial de este contrato. Mas ade-
lante el cambio político' que esperimentó
nuestro país , reclamaba una reforma radi-
cal y completa: los principios consignados
en la nueva Constitución del Estado eran
incompatibles con los vestigios de la anti-
gua legislación, que aun se observaban.

Este uuevo órden de cosas produjo el
célebre decreto de las Cortes de 1813, el
cuál después de haber sufrido en su obser-
vancia las vicisitudes de la época , fue ai
fin restablecido en 1856, como ya queda in-
dicado.

Este decreto introdujo una variación ra-
dical en el sistema de los arrendamientos
de tierras. Declarando la libertad omnímo-
da y absoluta de los dueños para arrendar-
las como mejor les parezca y por el precio
conveniente, abolió el derecho do la Usa y
el de la preferencia respecto de toda clase
de personas, sin* esccpcion ni limitación
alguna. Declaró terminados los arriendos
al vencimiento del plazo estipulado, y pro-
hibió á los dueños despedir á los arren-
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bada 6 do pan terciado , que son dos partes
de trigo y otra de cebada ; ó pacta el arren-
datario que pagará un a parte ♦ alícuota de
los productos, como por ejemplo, de nueve
dos, cuya renta en algunas partes se llama
«oreo, ó se satisface una cantidad de grano
por cada fanega de sembradura. En este pun-
to hay tal diversidad de prácticas y costum-
bres en cada una de las provincias de España,
que ni es  posible dar idea de  todas ellas, ni
reducirá proposicionesgcneraics, lo que ve-
mos observarse. Bastará decir que en todos
estos caso# es igualmente válido el arrenda-
miento , y que el precio consignado de
cualquiera de los modos indicado, equivale
en último resultado á h pensión pagada en
dinero efectivo. Tan cierto es  esto,  que
cuando el dueño se ve en el caso de recla-
mar el pago de Ja pensión estipulada en
frutos , pide que el arrendatario le satisfa-
ga y entregue el número de ellos conveni-
do , y en su defecto la cantidad numeraria
equivalente á su importe, según el mayor
precio que hubiesen tenido basta el mo-
mento del pago.

El arrendamiento de tierras á pagar en
especie de frutos, no solo se ha considera-
do como legal y permitido, sino que aten-
didas las condiciones especiales de nuestro
suelo, se ha estimado por los hombres prác-
ticos y conocedores , como mas ventajoso
para fomentar la agricultura y los intereses
do los arrendatarios , habiendo llegado al-
guno de ellos á sostener la conveniencia in-
disputable en su concepto de que todos los
arrendamientos se pagasen en una cuota no
convencional sino fija de los frutos de las
mismas tierras. Recordamos con este moti-
vo la opinión de un hombre muy entendi-
do , que informando al Consejo de Castilla
acerca de los males que esperimentaban los
arrendatarios de tierras, y sobre los medios
convenientes para destruirlos, proponía la
publicación de algunas leyes , y entre ellas
la siguiente: «La primera, que todo arren-
damiento de tierras se pague en frutos; esto
debe ser la primera ley , porque es la mas
justay será la mas benéfica á la agricultura.
Por ella se igualarán la condición del colo-

datarios , ni aun con el protesto de necesi-
tar la Coca para sí mismos, sino en los po-
cos casos que esceplúa. En una palabra , el
derecho de propiedad , mermado , compri-
mido, desnaturalizado en beneficio de la
industria pecuaria, quedó completamente
revindicado , y tal vez en e$ta parle fueron
las Cortes algo mas allá de lo que conve-
nía, como puede inferirse de la terminante
prohibición que impusieron á los arrenda-
tarios para subarrendare] todo ni parte de
las lincas, sin la aprobación de los dueños.
Tal es el estado presente de nuestra legis-
lación, según el cual todavía subsisten al-
gunas diferencias entre el arrendamiento de
tierras y el de las demas cosas; diferencias
nacidas,de su índole peculiar y de los ob-
jetos que constituyen su materia, y qne por
eso misino modifican mas ó menos las doc-
trinas generales que antes hemos cspucsto*
De  estas especialidades vamos á ocuparnos
en esta sección. �
. Es la primera que nos ocurre relativa al
modo de constituir el arrendamiento, ó mas
bien á una de las condiciones esenciales de
este contrato. Hemos dicho al hablar del
precio, que este debe consistir por regla
general en dinero efectivo, y hemos indi-
cado muy ligeramente que ,  sin embargo no ¡
hay inconveniente ninguno en estipularle
alguna vez en parte de los frutos produci-
dos por la cosa arrendada. Añadiremos
ahora que no solamente sucede asi en el
arrendamiento de tierras , sino que al me-
nos en muchas provincias es el  modo mas
general y frecuente de arrendarlas. Celé-
brase, pues,  entre nosotros, unas veces
á pagar en dinero, otras á pagar en es-
pecie de frutos. En el primer caso, ó se
paga la pensión en dinero solo, según los
plazos que se estipulan, ó en dineroy adea-
las de ganados, aves y leña, ó un tanto en di-
nero, con la obligación de despalmar ó abo-
nar tanta porcionde tierra al año, con lo cual
se mejora considerablemente la finca, ó final-
mente , en dinero y frutos á la vez. En el
segundo, ó se estipula una cantidad deter-
minada de frutos , como por ejemplo,
tantas fanegas de trigo , de centeno, de cc-
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no y délos propietarios, que gozarán ó su-
frirán proporcional mente de las influencias
del cielo : en los años abundantes , crecien-
do la cuota de frutos, subirá el arrendamien-
to;  en los estériles, bajando la cuota dis-
minuirá: la calamidad se partirá cntre los
dos , y no se verá la horrible tiranía de que
en un año calamitoso, cuando el pobre co-
lono pierde su tiempo , trabajo y simiente,
exija el propietario con todo rigor el mismo
arrendamiento que pagaría si la cosecha
fuese abundante (1) . » Cualesquiera quesean,
sin embargo, la exactitud y los {andamen-
tos de esta doctrina, nuestras leyes no la
han aceptado: los arrendamientos de tier-
ras, según el artículo 2.° del decreto resta-
blecido en el año de 1836,  pueden hacerse
libremente á gusto de los contratantes por
el precio ó cuota en que convengan. Pue-
den establecer , por consiguiente, que la
pensión se pague en dinero ó en frutos, se-
gún lo estimen mas conforme á sus respec-
tivos intereses: cualquier pacto aceptado en
este sentido deberá ser respetado.

El arrendamiento de tierras impone ge-
neralmente al arrendador y al arrendatario
las mismas obligaciones que el arrenda-
miento de cosas en general. En cuanto al
arrendador no hallamos ninguna particula-
ridad digna de notarse. Debe entregar el
predio en la forma anteriormente esplicada:
debe conservarle en estado de servir al uso
para que há sido arrendado; debe hacer en
él todas las reparaciones necesarias al efec-
to, y debe, finalmente, hacer seguro al ar -
rendatario el pleno y pacífico goce del mis-
mo. En cuanto á los arrendatarios las con-
diciones especiales de este arrendamiento
ofrecen algunas que no debemos omitir.

En efecto, como antes hemos dicho, una
de las principales obligaciones del arrenda-
tario consiste en hacer de la cosa el uso
para el cual está destinada por su natura-
leza ó por la costumbre. Sin embargo, al
arrendatario de prédios rústicos se le debe

ARRENDAMIENTO.
dejar mucha mas libertad .en el goce de
ellos por la índole especial de las cosas
mismas. Verdad es que nunca podrá mudar
esencialmente la situación, de las tierras;
no podrá, por ejemplo , reducir á plan-
tío las que son labrantías , ni arrancar ef
arbolado de las primeras para destinarlas
al cultivo; pero sí podrá practicar modi-
ficaciones de otra especie en el fundo,
y sustituir una especie de cultivo á otro,
roturar y fertilizar terrenos incultos, y en
general todas aquellas que , mejorando la
condición de las fincas , no graven los in-
tereses del propietario. Conviene repetirte:
esta clase de arrrendamientos en su esen-
cia participan mucho de la índole de  una
operación industrial. El propietario es al
colono lo que el capitalista al industrial
que recibe un interés; y el interés de  la
agricultura en general no  menos que el in-
terés particular bien entendido de los pro-
pietarios exije que tes capitales inmuebles,
confiados ¿ la industria agrícola, se esploten
con la misma independencia que los capita-
les moviliarios. No decimos que la seme-
janza sea completa; pero creemos que exis-
te una grande analogía entre estos dos con-
tratos y que no debe perderse de vista una
circunstancia tan importante y tan fecunda
en la aplicación de la regla general que he-
mos recordado.

Al hablar del uso que puede hacer el ar-
rendatario de la cosa arrendada, consigna-
mos los principios generales admitidos co-
munmente en esta materia, concretándolos
al uso y disfrute de algunas cosas determi-
nadas, como las minas, las canteras, los
bosques y otras semejantes, proponiéndo-
nos tratar de la caza y de la pesca existen-
tes en tierras arrendadas al hablar del ar-
rendamiento de ellas. El art. 5 del decreto
de 5 de mayo de 1854 dispone que los ar-
rendatarios de tierras propiedad parti-
cular tendrán en órden á la caza las facul-
tades que estipulen con los dueños, y en
cuanto á la pesca, añade el 37, que podrán
estos cu los estanques, lagunas ó charcas
que se  hallen en tierras cerradas comunicar
á todos los arrendatarios las facultades que

r i i  Memorial ajustado del espediente consultiva so-
bre los dauos dula agricultura y establecimiento do una
ley aeraría.
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formar con él una sola propiedad; por eso
defendemos que el usufructuario de la tier-
ra se hace también usufructuario del terre-
no agregado. Pero que pueda aprovecharse
de aquel terreno que no entró en la consi-
deración de los contratantes y que produ-
ciría una desproporci-on mayor ó menor en-
tre el fundo y el precio sin satisfacer la
parte de este correspondiente al ensanche
recibido por la propiedad nos parece de -
masiado violento; tanto mas, cuanto que así
como el arrendatario puede reclamar cuan-
do la tierra -se destruye parcialmente y se
hace, por consiguiente, menos fructífera
una disminución proporcionada en la pen-
sión, asi el propietario cuando la finca reci-
be un aumento de cierta consideración de-
be tener el derecho recíproco de demandar
el aumento proporcional de ella , según
el principio ubi damnum ibi (ucrum.

Otra de las obligaciones del arrendatario
es, como dejamos dicho en su oportuno lu-
gar, usar y cuidar del prédlo como un buen
padre de familias. La ley 7,  tít.  8,  Part. 5
impone al arrendatario de tierras el deber
de cuidarlas y cultivarlas como si fueran
suyas, añadiendoque si por impericia, cul-
pa ó negligencia suya, de sus dependien-
tes y criados se empeorasen, habrá de in-
demnizar todo el daño causado á justa ta-
sación practicada judicialmente por perso-
nas entendidas. La misma responsabilidad
impone al arrendatario en el caso de que
sus enemigos cortasen árboles ó hiciesen
otro daño en la heredad.

La ley no ha fijado, ni era posible que fi-
jase las operaciones que debe practicar el
arrendatario en el cultivo de  su heredad,
ni mucho menos los actos de que debe abs-
tenerse para no perjudicar las diferentes
clases de tierras y de los sistemas de culti-
vo que en cada localidad y hasta dentro de
una misma se conocen y practican confor-
me á las condiciones del clima, de los ter-
renos y de otras muchas circunstancias que
no permiten establecer ninguna regla cons-
tante y uniforme. Las especiales á que de-
be ajustarse el cultivo de un terreno dado
solo pueden ser conocidas de los hombres

les competen á ellos en los términos que se
estipule. De  aquí se infiere que si el dueño
no se las comunica espresamente y nada se
pacta respecto de este particular en el con-
trato el arrendatario carecerá de ellas ; lo
cual, por lo tocante á la caza, debe entender-
se de lasheredades cercadas, toda vez que en
las abiertas, podiendo cazarlos estrados sin
licencia del dueño, con sujeción á las orde-
nanzas, según clart.  4 del citado real decre-
to,  con mayor ra zon será lícito al arrendatario
verificarlo. Podrá, pues, el arrendatario ca-
zaren dichas heredades y en todas épocas,
sin que le alcance la restricción puesta álos
particulares de no poder hacerlo mas que en
las heredades no labradas ó que estén de
rastrojo, por cuanto la prohibición de ca-
zar en las labradas ó con el  fruto pendien-
te, como fundada en el temor del daño que
se les causaría, no puede aplicarse á s los
mismos colonos, únicos interesados en el
aprovechamiento de dichos frutos.

¿Y tendrá derecho el arrendatario al au-
mento que puede recibir la tierra por alu-
vión durante el arrendamiento? Los juris-
consultos han opinado de diferentes mane-
ras acerca de esta cuestión. Unos han creí-
do que pertenecíéndole el disfrute de la
tierra arrendada , este disfrute se esten-
día por el derecho de  accesión á la parte
acrecentada, sin alteración alguna en cuan-
to al precio convenido. Han opinado otros
que este acrecentamiento queda fuera del
contrato , el cual no pudo comprender lo
que no existía ai tiempo de su celebra-
ción. Otros, en fin, adoptando un término
medio, han juzgado que el arrendatario
tendrá, en efecto, derecho á disfrutar del
beneficio debido al aluvión; pero no de otro
modo que satisfaciendo un aumento de pre-
cio proporcional á la entidad del mayor dis-
frúte. Este dictamen, queestá conforme sus-
tancialmente con el principio que asentamos
al hablar del aluvión, nos parece muy ra-
cional y equitativo. Que el arrendatario
tenga derecho á disfrutar el terreno acre-
centado lo juzgamos cosa fuera de toda duda,
porque el aumento se  une y agrega al fun-
do principal en tales términos que viene á
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prácticos de la localidad de que se trate, y
á su juicio deberá rccurrirse en cualquiera
cuestión que se suscite para la justa apre-
ciación de los hechos, en el caso de que el
contrato no marque, como debe hacerse yes
conveniente que se haga, la manera de ve-
rificar el cultivo en sus principales deta-
lles. En su defecto, la fórmula usada cons-
tante y generalmente en los arrendamientos
de tierras es que el arrendatario haya de
usarlas y cultivarlas á uso y costumbre de
buen labrador. La inteligencia de estos deci-
de en todo caso si las operaciones del arren-
datario han sido tan acertadas y regulares
como convenía al buencultivo que está obli-
gado á prestar.

Hemos indicado asimismo entre otras
obligaciones que incumben al arrendatario,
la de pagar el precio, espresando el lugar,
el plazo y la forma en que debe verificarlo.
Añadiremos ahora que cuando se arrienda
una tierra ó heredad á pagar en especie sea
osla una sola , como por ejemplo trigo, sea
compuesta como trigo y centeno , ó trigo y
cebada, deben seguirse para el pago las re-
glas que establecemos al hablar del año ru-
ral ,  y que cuando se estipula en dinero
no habiendo dia terminantemente marca-
do para verificarle, deben seguírselas re-
glas indicadas para el pago de la renta en
especie , puesto que, como allí decimos, la
razón de deber se completa con la recolec-
ción ó alzamiento de  frutos.

Si el precio se hubiese estipulado en gra-
nos, el colono tiene opcion á pagarlo en es-
pecie ó en dinero á la lasa. Así se ordenó
en el auto acordado del Consejo de 30 de
julio de 1708 ¡I),  y aunque es verdad que
en esta disposición se habló solamente del
trigo á cebada que debiesen pagar por arren-
damiento de las tierras , creemos que debe
aplicarse á cualquiera otra ciase de frutos
por militar en todos los casos una propia ra-
zón cu favor de los labradores , á saber, la
de que si en la época del pago el precio de
los frutos tiende á la alza , no es justo pri-
var al colono de semejante beneficio, siena -

<í > Not. i * t< ley 8, til. 11, lili. 10 de la Novititna
lU>co|iÍ)ntioi>.

pro que dé en dinero al propietario lo que
en rigorosa justicia le corresponde , que no
es mas que el valor ó importe de la cuota
de frutos , estipulada según el que tengan en
el momento de vencer el plazo.

En el caso de haberse estipulado por vía
de precio , no una cantidad de frutos cual-
quiera , sino de los procedentes y derivados
del mismo prédio arrendado , el colono á no
preferir el pago en dinero, deberá entregar
precisamente la parte suficiente de frutas
producidos por el mismo fundo, y no cum-
plirá con ofrecer otros de distinta proceden-
cia aunque sean de igual ó superior cali-
dad, porque como deudor de una cosa de-
terminada, no lan solo por su especie sino
también por su origen, no llena su com-
promiso sino entregando lo que precisa-
mente ha prometido.

Espucstas las consideraciones especiales
que nos parecen mas dignas de mención
respecto de los deberes de los arrendata-
rios , vamos á ocuparnos de un punto muv
importante que suele dar lugar en el arren-
damiento de tierras á cuestiones muy em-
peñadas. Nos referimos á la remisión y re-
baja del precio por causa de esterilidad ó
pérdida total de los frutos de la finca arren-
dada.

Cuando por un accidente imprevisto ha
llegado esta á sufrir la completa destruc-
ción de sus producciones , ó una disminu-
ción muy considerable de las utilidades que
debió percibir el arrendatario, orase  haya
pactado el pago de la pensión en dinero,
ora en frutos simplemente, tiene este dere-
cho á reclamar en su respectivo caso uno
de ios beneficios indicados. La ley 22 ,  títu-
lo 8 ,  Part. 5 ,  establece los dos casos, y
dispone que si se destruyeran ó perdiesen
lodos los frutos de la heredad, viña ú otra
cosa semejante arrendada , por ocasión que
«non fuesse muy acostu minada de avenir;
�assi como por avenidas de ríos ó por mu-
�chas lluvias, ó por granizo, ó por fuego
�que los quemasse, ó por hueste de los ene-
amigos, ó por asonada de otros ornes que
�los destruyeren, ó por sol, ó por viento
■muy caliente, ó por aves ó por langostas, ó
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�otros gusanos que ios comiessen, ó por al- I
■guna otra ocasión semejante deslas que |
� túllese todos los frutos decimos que non
�es temido el que lo toviesse arrendado de
�dar ninguna cosa del precio del arrenda-
� miento que oviesse prometido á dar.» Ha-
bla después del otro caso en que no se per-
diesen todos los frutos por completo, y aña-
de :  «pero si ...... cogiere el labrador alguna
� partida de ellos estonce en su escogencia
�sea de dar todo el arrendamiento al señor
�de  la heredad si se atreviere á darlo; é s i
�non de sacar por si las despensas é las mi-
�sionesque fizo en labrar la heredad, ó lo
�que sobrare de lo al señor de aquella cosa
�que tenia arrendada.» Escusado es decir
que cuando el fruto de la heredad se pier-
de por culpa del arrendatario, como por la-
brarla mal, por no cuidarla ó por otro mo-
tivo semejante, está obligado á pagar ínte-
gramente la pensión convenida.

Las disposiciones de la ley de Partida
que por su reconocida importancia y fre-
cuente uso acabamos de trascribir , no se ¡
fundan seguramente en los principios regu-
ladores de  la naturaleza de este contrato,
ni pueden sostenerse como una deducción
lógica de ellos. Suponer, como lo hacen al-
gunos jurisconsultos, que el arrendamiento
se asemeja á una especie de venta de Jos
productos futuros de la cosa arrendada , es
en nuestro sentir un error cuyas conse-
cuencias podrían ir mucho mas allá del
punto que nos ocupa. En el arrendamiento
si algo se trasfiere á semejanza de la ven-*
ta es el derecho á los frutos, el poder de
usar de la cosa ó de servirse de ella, como
dice nuestra ley de Partida. Así es que nin-
guna impone al propietario la obligación de
asegurar al colono los frutos , sino la de
asegurarle el uso y el goce pleno y pacífico
de la cosa, siquiera esta rinda ó no sus
naturales y ordinarios productos. El dueño
ha trasferido cuanto podía trasferir: ha
asegurado cuanto le era dado asegurar.
¿Dejará , por ventura, de haber llenado to-
dos sus deberes , y adquirido por lo tanto
un derecho perfecto en el rigor de los prin-
cipios á que la otra pártele cumpla á su ’

TOMO 1».

vez lo pactado porque un acontecimiento
imprevisto le haya embarazado las utilida-
des calculadas al contraer el compromiso?

Pero si la materia y el objeto de esta cla-
se de arrendamiento es el uso de la finca,
su fin consiste indudablemente en la per-
cepción de los frutos: si el derecho á ellos,
y nada mas que ese derecho con todas sus
consecuencias, es lo que una parte quiere
dar y lo que la otra se propone adquirir,
también es  cierto que en tanto lo cede la
una y lo acepta la otra bajo condiciones
onerosas en cuanto conduce al aprovecha-
miento de los frutos del fundo arrendado, y
precisamente á la probabilidad de que este
produzca esos frutos , y de que los produz-
ca en una cierta cuantía, atienden uno y
otro contrayente , aquel para pedir, y este
para ofrecer el preció en que al fin han lle-
gado á conformarse: el precio loes  del de-
recho trasferido por medio del contrato;
sil regulación se toma de la cantidad y cali-
dad probables de los frutos ó utilidades de
la cosa.

Ahora bien : lo que el estricto derecho
prescribe en el caso de una pérdida total ó
muy considerable de las cosechas por caso
fortuito , la equidad lo rechaza : seria civil-
mente justo pagar al propietario el precio
puesto al uso de una cosa que él trasfirió
sin restricciones é hizo efectivo con reli-
giosa exactitud ; poro seria injusto moral-
mente é insostenible en el órden de las co-
sas que al colono se le obligase á pagar un
uso estéril y tal vez ruinoso. En tal caso la
equidad y el interés de la agricultura acon-
sejan que se proteja al desgraciado colono,
templando con una humana y prudente es-
cepcion la severidad de las reglas genera-
les que determinan sus obligaciones.

Asi, pues , si por algún accidente , no
muy acostumbrado, como dice la ley , se
pierden todos los frutos de la heredad ar-
rendada, conceptuamos justa su disposición
«ca guisada cosa es como la misma añade,
�que como él pierde la simiente é su tra-
�bajo que pierda el señor la renta que deve
�aver.» En el caso de perderse parcialmen-
te los frutos, la alternativa que la ley esta-
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Lleco pone á salvo completamente los de-
rechos del propietario.

Como en el fondo de esta disposición se
otorga al colono una rebaja de precio, equi-
valente á la diferencia qne resulte entro es-
te y el producto neto de la cosecha, en la di-
ficultad de liquidar con exactitud su impor-
te pava entregarlo al dueño cu frutos, parece
h» mas racional y sencillo , y así lo reco-
miendan los prácticos que en tales casos
habida consideración á las circunstancias,
- r  baje la tercera, cuarta ú oira parte del
precio, según el arbitrio de los jueces (I).
Tal es también la costumbre que general-
mente se observa en los tribunales.

Las mismas leyes de Partidas escepluan,
sin embargo de loespucsto, dos casos, en
los cuales no tiene lugar la remisión total
ni la parcial del precio del arrendamiento.
Es el primero , cuando el arrendatario se
obligó á que por ctiab/uier ocasión que se per-
fílense el fruto d él pertenecería el dttiln. Esta
disposición de nuestra ley está conforme con
el principio bien conocido de la legislación
romana. Per pactum polest <piis se aflslringe-
re ail casitm fortuilum. La ley, como hemos
visto antes, ha enumerado una porción de
casos fortuitos , algunos do los cuales han
dado margen á empeñadas disputas entre
los antiguos jurisconsultos, [{enunciamos á
tomar parte en el debato, muy poco prove-
choso á la verdad , de si son ó no verdade-
ros casos fortuitos en el terreno de las ideas
y de las doctrinas: la ley los declara tales,
y esto nos basta. Mas acerca de la ostensión
que debe darse vi la obligación de que tra-
tamos, contraida por el arrendatario, se ba
suscitado otra cuestión de que no podemos
desentendemos. Porque entre los mismos
casos fortuitos los hay ordinarios y cstraor-
dinarios; que pueden proveerse por la fre-
cuencia qpn que ocurren y que no es fácil
caigan en la intención de las partes, porque
rara vez se verifican. Los ordinarios son el
granizo, el rayo, los hielos, la sequía y
otros semejantes, los cuales en unos países
son freí nenies y en otros no son muy inusi-

tados: los eslraordinarlos son los estragos de
la guerra , las inundaciones á que no está
acostumbrado el país y otros análogos que
se escapan á una regular previsión.. Supo-
ner que el arrendatario que tomó sobre sí
simplemente y en términos generales los ca-
sos fortuitos, quiso obligarse á todos sin dis-
tinción , inclusos los de la última especie,
seria violentar el sentido natural de las
cláusulas del contrato y llevar la intención
mas allá de lo que el órden regular de las
cosas permite. Nadie calcula sobre peligros
que no conoce; nadie acepta responsabili-
dades en que verosímilmente no ha pensa-
do siquiera. Por lo tanto , para que el a r -
rendatario sufriese la de lodos los casos for-
tuitos ordinarios ó estraordinarios , seria
menester que á los unos y á los otros se hu-
biese obligado csprcsamenlc: no habiendo
hablado sino de los casos fortuitos en ge-
neral la opinión común, fundada en las ra-
zones que ligeramente se acalvan de espo-
ner, limita la responsabilidad de aquel á
los ordinarios y previstos.

El segundo caso , que esceptúa la ley ci-
tada, es cuando otorgado- el arrendamiento
por dos años ó mas, la pérdida ó esterilidad
de uno se compensase con la abundancia
de otro. «Ca si un año de aquellos, se per-
�diesen los frutos... y el año ante desse ó
�después oviesse cogido tantos frutos que,
■seyendo bien asurado, ahondaría para pa-
�gar el arrendamiento é las despensas del
�labrador por ambos los años; estonce lenu-
»do seria de pagare! arrendamiento.» Con-
siguiente á esta disposición, añade la ley
que si el dueño hubiese hecho ya la remi-
sión ó reducción del precio del año de la
pérdida podrá reclamarlo en el de la abun-
dancia que sobrevenga después. Escusado
es advertir que el arriendo por dos ó mas
años á que aquella se refiere, debe haberse
verificado en un solo contrato , no en dos ó
mas arrendamientos, de forma que los dos
años, el de la esterilidad y el de la abun-
dancia se refiriesen á períodos distintos y
separados entre s í :  sub una location?, como
dice Greg. Lop. , namsi  essent diversa won
procedcreiil. También se colije claramcnti(U  LC» j r .  l’r.-.-.iU i r .  (|iniKl. * .  cap. JO
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deracion? Que los jurisconsultos romanos y
los de  otros países tropezaran con esta cues-
tión y se  dividieran en ella, no es eslraño;
peroque nuestros comentadoreslos imitasen
solo puede esplicarsepor el pruritode inter-
pretar la legislación patria por la romana
hasta en Jos puntos mas claros é incontro-
vertibles. Cabalmente la ley dePartida, á
que tantas veces nos hemos referido, mar-
ca perfectamente, aun que de un modo in-
directo, la línea divisoria entre la pérdida
que dá derecho á la rebaja y la que debe
ser de cargo del arrendatario solamente. En
ella cuando la pérdida es parcial se  deja al
arbilrio .de! .labrador, ó pagar por cutero el
precio del arriendo, ó entregar al propieta-
rio los frutos cogidos, hecha deducción de
las impensas; y como no pudo ocurrirsele
al legislador que el colono prefiriese jamas
la entrega de  ios frutos en el caso de supe-
rar estos al precio estipulado, infiérese de
tal disposición, que solo cuando el producto
neto de  la cosecha represente un  valor in-
ferior á dicho precio, habrá lugar á la re-
baja, y no cuando á pesar de  la pérdida que-
den al colono frutos que sufraguen para
el reintegro de  k>$ gastos del cultivo y reco-
lección y„ para el pago del precio. El cálcu-
lo de  Gregorio López nos parece, pues, gra-
tuito é inadmisible: la relación entre el pre-
cio estipulado y el producto ordinario de
las heredades no es igual en todas parles ni
constante en ninguna. En este concepto, si
por pérdida depoca  consideración y como tal
de  cargo del colono hubiera de  entenderse
siempre la que  no llega á la mitad de los fru-
tos que suelen cogerse en  un año común (1)
resultaría en  unos casos que exigiendo algo
mas de la mitad habria de  pagarse al pro-
pietario por via de  precio una cantidad su-
perior al valor líquido de  la cosecha, y en
otros, que cogiendo menos de la mitad, lo-
graría una rebaja en el precio, no obstante
que la cosecha aunque corta bastase y so -
brase para el pago del lodo. Lo ventajoso
del contrato celebrado y el crecido valor de
los frutos en la época del vencimiento po-

que la disposición de  la ley se aplica , no
solo cuando el año abundante precede ó
subsigue inmediatamente al estéril,  sino Cam-
bien cuando inedia entre ellos algún otro
regular: tive sil annus Aimedíate seguens sive
iulerpollatus (I).

Ademas de los dos casos determinados en
la ley , los comentadores de  nuestro dere-
cho enumeran otros en los cuales, según su
doctrina, no tiene lugar tampoco la remi-
sión ó disminución del precio. Indicaremos
los mas autorizados.

1 .  ® Cuando la costumbre del pais lleva
consigo ijue ef arrendatario cargue siem-
pre con la responsabilidad de  los daños que
puedan ocurrir en los frutos de  la.  finca ar-
rendada; pues sobre ser esta una materia
en que tanta pajrte tienen las prácticas y
costumbres admitidas, y autorizadas estas
obligan por regla general siempre quenada
se haya estipulado en contrario, in  con-
Iraclibus ea lácile veniuul gute suni morís el
constulúdinis.

2. a Cuando la causa de  la pérdida ó
esterilidad existía ya y era conocida al
tiempo del contrato, bien que entonces
los efectos mas ó menos probables de  aque-
lla causa ya no constituyen verdadero ca -
so fortuito , ni menos la ocasión no muy
acostumbrada y frecuente de  que habla la
ley de  Partida. De  ahí es ,  que el que lome
en arrendamiento una viña mpy vieja , ó
algún campo próximo á un rio que con fre-
cuencia sale de madre, si estos accidentes
se  verifican y le  ocasionan una pérdida , no
tendrá derecho á remisión ni rebaja. El pe-
ligro, ó cuando menos el riesgo era eviden-
t e ,  debe, pues, suponerse que quiso arras-
trarlo y que lo tuvo en  consideración al esti-
mular el precio.

5.° Cuando el daño que proviene del
caso fortuito es  de  poca consideración, pues
el arrendatario debe soportar la pérdida
módica ya que disfruta todo el lucro aun-
que sea muy grande. Así lo establecía es-
presamentc la ley roipana. ¿Mas cuál será
el  daño que haya de reputarse de  pocaconsi-

( i;  Gres López, glosa. 8. '  y 8.* ley S i ,  til. 8,  Perl. S.( I )  Grog. Lop. i la ley *>, til. 8, Parí. 5 .
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drian esplicar naturalmente cu muchos ca- >
sos este fenómeno. La ley no ha querido eso
y la jurisprudencia tampoco debe consa-
grarlo. En buen hora que por los inconve-
nientes de la liquidación en vez de dejar á
elección del colono el pago del precio ó la
entrega de los frutos, deducidas impensas,
se adopte el temperamento de la reducción
de aquel á la cantidad que parezca pruden-
te según las circunstancias; mas para la re-
solución prévia de si es ó no llegado el caso
de la rebaja, es preciso partir del mismo
punto que fija la ley, á saber, la relación
entre el precio y la cantidad ó valor de la
cosecha. Verdad es que en esto habrán de
tocarse algunas de las dificultades de la li-
quidación de que se ha querido huir. ¿Pero
acaso no las habrá también para apurar los
frutos que dá una heredad en año común, y
si los del de la pérdida llegan ó no á la mi-
tad de este tipo? Toda cuestión de hecho
ofrece los inconvenientes de la prueba. So-
bre todo la jurisprudencia ha podido sim-
plificar los medios de ejecución, inventando
uno distinto del indicado por la ley para lle-
gar al resultado que esta se propone; pero
no la es lícito alterar las bases de su dispo-
sición, refiriéndola á casos no comprendi-
dos en su letra ni en su espíritu, ó dejando
de aplicarla á otros para los cuales fue dic-
tada.

Algunos autores creen que acaeció ndo la
pérdida de los frutos después que han sido
cogidos ó separados de los árboles ó de las
plantas, aunque se hallen sin recoger en la
heredad ó campo que los produjo, la res-
ponsabilidad es  del arrendatario y por con-
siguiente que debe satisfacer el precio, dan-
do' por razón que desde la corta ó separa-
ción adquieren la cualidad de muebles, y
entrando en el dominio del arrendatario,
perecen para él por la regla res suo domino
perií. A nosotros nos parece mas fundada la
opinión de los que también en este caso le
reconocen el derecho á la remisión ó reba-
ja. Tan suyos son los frutos antes de la cor.
ta como después; lo mismo debieran pere-
cer para él en una época que en 'otra según
el origen del derecho. Si la ley hubiera

puesto este límite fuerza seria respetarlo;
tanto mas cuanto que siendo la remisión un
favor que se dispensa al arrendatario, una
cscepciou de las reglas jurídicas que mar~
can la índole y extensión de sus deberes, no
seria conforme á las sanas doctrinas el am-
pliarla en perjuicio del dueño. Pero la ley
habla dé la pérdida ó destrucción de frutos
sin distinguir los pendientes de los ya cor-
tados; y si aun que ya cortados perecen en
el campo sin culpa alguna del colono por
un verdadero é inevitable caso fortuito, co-
mo lo seria el de una fuerte y repentina llu-
via que impidiese recoger las mi eses des-
pués de la siega, pa récenos que también ha-
bría lugar á la remisión ó rebaja del precio,
no solo por concurrir en este caso la razón
de la ley, sino por serle aplicable su testo
sin la menor violencia. Tanto en este caso
como en los demas concurre igual razón, que
es el no haber podido aprovechar el arren-
datario las producciones de la finca, y si
justo es en un caso que por perder este la
semilla y el trabajo pierda el dueño la pen-
sión, justo será también eso mismo en el
otro sin que alcancemos una ratón que jus-
tifique de modo alguno la diferencia.

Pudiera dudarse, si en cualquiera caso
fortuito el colono indemnizado de la pérdi-
da por una compañía de seguros conserva
ó no su derecho á la reducción del precio.
Nosotros entendemos que lo conserva intac-
to. El seguro es un contrato celebrado entre
el colono y el asegurador; el propietario ha
sido estraño á él, y puesto que no soporta
las cargas dé la aseguración, tampoco tiene
derecho á disfrutar sus ventajas. Si el colo-
no se evita el daño del caso fortuito es  á
costa de un sacrificio independiente de las
obligaciones del arriendo: aun cuando no lo
sufra, pues, de hecho subsisten las conside-
raciones en que se fundó la ley para otor-
garle la remisión ó disminución del precio.

La ley de Partida, después de haber dis-
pensado al colono del pago total ó parcial
del precio en los casos fortuitos de pérdida
ó destrucción de los frutos, le impone el de-
ber de satisfacerlo doblado si la heredad ó
cosa arrendada rindiese por el solo beneíi-
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mas estas observaciones y robustecerlas con
otras de no menor importancia pero lo
creemos inútil porque afortunadamente la
disposición legal á que nos referimos no está
ni sabemos que haya estado nunca en ob-
servancia; sin duda alguna, porqueel due-
ño que arrienda se desprende de todo el de-
recho que tiene á los frutos, y por lo mismo
ninguno puede ejercitar respecto de ellos,
aunque sean muy abundantes.

También puede haber lugar, bien á la
reducción, bien al aumento proporcional del
precio cuando, arrandada una heredad á
razón de tanto por fanega , yugada, tahu-
lla, etc., y fijado al propio tiempo el núme-
ro de estas que contiene aquella y la suma
total del precio, resulta luego que eh la
medida hubo déficit ó esceso, á no ser que
lo uno ó lo otro sea tan grande que, ó tras-
pase conocidamente los limites de la empre-
sa que quiso acometer el colono con arre-
glo á sus fuerzas, ó no satisfaga en manera
alguna el objeto que se propuso al tomar
en arriendo la finca, en cuyo caso le será
lícito pedir la rescisión del contrato. Si k>
arrendado fue una heredad á tanto por fa-
nega, etc.,  sin espresar su cabida, no hay
cuestión posible sobre aumento ó disminu-
ción del precio por no ser este determinado
sino con relación á cada fanega , debiendo
multiplicarse las contenidas en la heredad
por la cantidad fijada para conocer el im-
porte total de aquel. Si la heredad se arren-
dó simplemente como cuerpo cierto sin in-
dicar su cabida ó espresándola solamente
por vía de demostración, tampoco habrá
lugar á aumento ni disminución del pre-
cio , á no ser que por circunstancias parti-
culares pareciese lo uno ó lo otro racio-
nal y equitativo. Finalmente, si en un
solo y mismo acto y por un solo y mismo
precio se arrendasen dos fundos distintos,
el déficit que pudiese resultar en el uno se
compensaría con el esceso que apareciera
en el otro, debiendo buscarse la compensa-
ción, no en el número de las yugadas, fa-
negas, etc. de mas y de menos que hubiera
encada uno, salvo que ambas tierras fuesen

� de igual especie y bondad, sino en su va-

ció de la naturaleza el duplo de lo que so-
lia producir un año cón otro comunmen-
te (I). Esta disposición se funda en una ra-
zón de reciprocidad: <Ca guisada cosa es,
dice el testo, que como al Señor pertenece
la pérdida de la ocasión que viene por
aventura , que se le siga bien, otrosí, por la
mejoría que acaesce en la cosa por essa
misma razón.» El argumento puede des-
lumbrar con cierta apariencia de equidad,
pero en  realidad carece de toda fuerza. El
dueño trasmitió al arrendatario todo su de-
recho al uso y goce de la cosa con todas
sus eventualidades , con todas sus con-
tingencias, como ya hemos tenido oca-
sión de observar; favorables ó adversas. En
consecuencia, todos los frutos que él pudie-
re recoger por virtud del derecho transferido
en tan estraordinaria é inesperada cuan-
tía , pertenecen legítimamente al colono.
La gracia otorgada á este en el caso de
la pérdida, ya hemos dicho que es una
escepcion .del derecho común , y su funda-
mento no puede convertirse á favor del
dueño en el caso de exuberante ganancia.
El interés de la agricultura, la humanidad
misma clama porque al infortunado colo-
no que regó en vano con su sudor la tier-
ra no se le obligue á pagar un derecho
inútil, un uso y un goce que en realidad
no lo han sido. Ninguna de estas consi-
deraciones aboga por el propietario ; ni
es para él una desgracia la estraordinaria
y casual fecundidad del predio en un año
dado, aunque el prédio se regulase bajo el
supuesto de una producción mucho menor,
ni el interés de la agricultura puede cifrar-
se en que al cultivador se le mermen jamas
las ganancias á pretesto de ser escesivas.
La posición de uno y otro en el  caso de que
hablamos, es muy distinta. El último trata
de evitar un daño enorme que no tiene
compensación: el primero trataría de ob-
tener una ganancia mas ó menos considera-
ble sobre la utilidad legítima fijada en el
contrato. Pudiéramos desenvolver mucho

(I) Lej B ,  IK a, Ptrt. 5.
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loren renta.- Estas doctrinas no proceden
de nuestra legislación; pero son conformes
álos principios seguidos por la romana en el
contrato de compra-venia y tienen la fuerza
y autoridad de todo lo que se funda en las
máximas de la justicia universal.

El arrendatario que se hubiese obligado
á poner en casa del dueño los frutos que
constituyen el precio del arriendo deberá
indudablemente hacerlo así; pero si el due-
ño cambia de  domicilio estableciéndose en
un punto mas lejano, cesa dicha obligación,
porque esta imprevista traslación de domi-
cilio no puede empeorar la condición del
colono,según la regla de derecho fiemo alie-
no fado prtvijravari debet. El dueño deberá
designarle la persona á quien haya de ha-
cer la entrega de los frutos en su antiguo
domicilio.

En órden á la conclusión del arrenda-
mieulo de tierras, ademas de las conside-
raciones espuestas al tratar de las causas y
modos por los que concluye esLe contrato,
conviene advertir que el decreto de las Cór-
tes restablecido en 1856 distingue el ar-
rendamiento verificado por tiempo deter-
minado del que se hubiera celebrado sin
tiempo ó indefinidamente. En el primer
caso dispone el art. ti que fenecerá con el
plazo, sin necesidad de mutuo desahucio:
el arrendatario no podráalegar posesión para
continuar contra la voluntad del dueño, cual-
quiera que haya sido la duración del con-
trato. El simple trascurso del tiempo acaba
todos sus efectos, y á no ser que por el con-
sentimiento tácito de los interesados se ver
rilique un nuevo arrendamiento en los tér-
minos que también hemos csplieada, no hay
posibilidad de llevar mas adelante el pri-
mitivo;

Pero ¿podrá el dueño de la finca durante
el tiempo estipulado remover al arrenda-
tario del disfrute de ella, quitándosela ó
ó despidiéndole para que la deje á su dis-
posición? Fuera de ios casos legítimos de
rescisión enumerados ya en sus lugares
oportunos, el dueño no podrá despedir al
arrendatario aun con el prelesto de necesi-
tar la finca para sí mismo, sino en los casos

de que no le pague la renta, de que t ra te
mal la finca ó de que falte á las condicione.*
estipuladas. En la primera circunstancia
difiere el arrendamiento de tierras del de
casas, porque en este puede el dueño des-
pedir al inquilino y removerle de la casa
cuando la necesitase para sí ó para su fami-
lia en los términos que veremos mas ade-
lante: en aquel solo puede verificarlo con-
curriendo alguna de ¡as causas indicadas.
En cuanto á la omisión en el pago del pre-
cio téngase presente lo que sedeja manifes-
tado al hablar de la segunda obligación
del arrendatario. En orden al mal trato de la
finca, como esta es una cuestión de puro
hecho que en todo caso y en el de una con -
testación judicial debe resolverse por lo que
declaren los espartos, a su dictamen ha-
brá que estar, estimándose la espulsion del
arrendatario siempre que estos confirmen
la certeza de los hechos fundamentales de
la reclamación. Y en cuanto á la violación
délas condiciones estipuladas, ya dejamos
indicado en qué términos debe realizarse,
á fin de que se considere como un motivo
justo para despedir al arrendatario.

Si el arrendamiento se celebró sin tiem-
po ó indefinidamente fuera de las causas
generales que producen la terminación del
contrato, se acaba este cuando convenga á
cualquiera de las partes , avisando á la otra
con la anticipación de que hemos hablado,
sinqueel arrendatario, aun cuando lo haya
sido por espacio de muchos años, tenga de-
recho alguno de posesión una vez desahu-
ciado por el dueño.

Aunque la anticipación do que habla la
ley es la de un año, y trascurrido este, á
contar desde el aviso ó despedida , tiene el
arrendatario el imprescindible deber de
entregar la heredad á su dueño, con todo,
si se tratase de tierras amelgadas ó dividi-
das en hojas para sembrarlas alternativa-
mente, ó biende bosques divididos en suer-
tes ó secciones para la corla y demas apro-
vechamientos de los pastos y arbolado, aun-
que el arriendo se haya otorgado por tiempo
ilimitado, el dueño no podrá desahuciar
al mismo arrendatario antes de que haya
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por consiguiente sin entablar la demanda eje-
cutiva. El desahucio que ¿¡ene lugar en los
casos y páralos fines ya espuestosen este ar-
tículo, se formula en los términos que deja-
mos manifestados en la sección tercera.

- Puede pedir también el dueño la resci-
sión y terminación del arrendamiento cuan-
do concurre alguna de las causas legítimas
y competentes para ello. La demanda en ese
caso debe ser ordinaria, y formulada en los
términos comunes sigue los trámites pro-
pios de  un juicio de semejante naturaleza.
Finalmente, puede pedir el dueño el des-
pojo del arrendatario, no solo cuando el ar-
rendamiento se ha otorgado ¿ plazo fijo, si-
no también cuando se ha verificado por tiem-
po indeterminado. En el primer caso tiene
lugar el despojó si cumplido el término,
todavía el arrendatario se resiste á de-
jar la finca: entonces el arrendador debe
solicitar se le haga saber que en un térmi-
no preciso, regulado siempre por la cos-
tumbre del pais y . por las condiciones do
Ja tinca. misma, la deje libre y desembara-
zada y á disposición del dueño, bajo aper-
cibimiento de que no verificándolo será
lanzado de ella á su costa.

Acordado asi por el juez, todavía se le
suele dar un término mas breve, si dentro
del primero no ha cumplido la providencia
reiterando el mismo apercibimiento; pero si
tampoco la prestase el dcbidocumplimiento,
se lleva á cabo el lanzamiento ó despojo,
haciendo entrega legaimente de la finca ai
propietario. En el segundo caso, esto es,
cuando el arrendamiento se ha otorgado
por tiempo indefinido, puede tener lugar
el despojo , si desahuciado el arrendatario
en debida forma, no deja la finca vencido
que sea el año. Entonces el arrendador está
en el caso de promover las mismas diligen-
cias que acabamos de referir hasta conse-
guir el lanzamiento ó despojo del propio ar-
rendatario.

En órden á las reclamaciones que pueden
mediar entre el arrendador y arrendatario
sobre el reintegro de daños y perjuicios ó
el abono de mejoras, téngase presente lo
que hemos manifestado al hablar de la ac-

utilizado todas lasjtojas de la tierra y todas las
suertes del bosque en los términos que se
propusiera hacerlo al contraer el arreada-,
miento. Reconocemos que la ley está termi-
nante en cuanto á dar por suficiente anti-
cipación la de un año, sin distinción ni es-
cepcion alguna ; mas ya hemos visto que
por la naturaleza misma de las cosas y por
el sistema indispensable de cultivo que hay
que observar algunas veces , esta disposi- i
cion no puede aplicarse sino á aquellas
tierras que por sus particulares condicio-
nes pueden rendir ó rinden de hecho todos
sus frutos en un año. La ley contiene una
disposición general y ha comprendido, como
no podía dejar de ser,  los casos ordinarios;
en los que salen de esta esfera, en los que
concurren circunstancias especiales , la ra-
zón de aquella no milita, y la jurisprudencia
está llamada á suplir su silencio conforme
á las reglas de una sana interpretación;

Espueslas las obligaciones especiales.de!
arrendador y del arrendatario de tierras y
los modos de terminar este arrendamiento,
creemos oportuno hablar de los procedi-
mientos judiciales que pueden tener lugar
entre ellos con ocasión de este contrato.

El mas usual y frecuente es el que puede
promover el arrendador contra el arrenda-
tario para el pago del precio. La accionque
comunmente se entabla pora ello es la eje-
cutiva fundada en la escritura del arrenda-
miento, si la hay, ó en la confesión del deu-
dor á falta de esc documento. Cuando al
arrendador le interesa remover al arrenda-
tario , se  suele pedir por un otrosi en la mis-
ma demanda ejecutiva el desahucio, á fin
de que en la época correspondiente deje l i-
bre y desembarazada y á disposición del
dueño la heredad ó tierra de que se trata.
Para el pago, tanto déla pensión é pensio-
nes vencidas, como de la que haya de vencer
en lo sucesivo , puede también solicitar el
propietario el embargo de frutos y efectos y
la intervención y retención de las cosechas.
El desahucio de que hemos hecho indicación
puede promoverle el dueño también, y esto
es lo común y ordinario, sin que el arrea*
dataria le sea deudor de cantidad alguna, y
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cion que nace del contrato de arrenda-
miento.

Concluiremos este examen relativo á las
especialidades que ofrece el arrendamiento
de tierras, ocupándonos ligeramente de un
convenio que suden celebrar el dueño y el
arrendatario, que es muy común en nuestro
país, v que participando bajo cierto punto
de vista de la naturaleza del arrendamiento,
puede estar sometido á principios y reglas
propias y peculiares de este contrato. Nues-
tros lectores comprenderán que aludimos á
lo que ordinariamente llamamos aparcería,
en lo cual el propietario va á la parte con el
arrendatario cu el disfrute y aprovecha-
miento de la finca.

Aunque la aparcería, considerada bajo
cierto aspecto , participa como hemos dicho
de la naturaleza del arrendamiento, no deja
de tener puntos de contacto muy notables
con la sociedad, siéndole aplicables por lo
tanto algunas de las condiciónes distintivas
de este contrato. Cuando el dueño de un
prédio rústico , lo dá al aparcero para que
le  cultive con la obligación de que le acuda
con la cuarta parte, por ejemplo , de los
productos, contráese entre ellos una espe-
cie de sociedad , toda vez que el uno pone
en ella un capital productivo y el otro la in-
dustria y los medios necesarios para hacer-
le producir. En este sentido, y supuesta la
condición de haber de entregar al dueño
una parte alícuota de los frutos como se ha
dicho , el contrato se asemeja al de socie-
dad. Pero si se considera que aun en este
caso concurren las condiciones propias del
arrendamiento, que tienen aplicación la
mayor parte de las reglas y principios que
fijen en estos contratos , que el dueño no
espolie á ninguna pérdida su capital y el
aparcero aventura á todas horas el suyo , y
sobro lodo, que el primero recibe siempre
su parte alícuota de lo poco ó mucho que
ha producido la tierra, y que si este pro-
ducto es  inferior á los gastos del cultivo, lo
que el dueño percibe á título de beneficios
es aquello mismo que constituye una parle
de la pérdida sufrida por el primero , el
contrato so parece mas bien al arren- !

damicnto y participa dp su naturaleza.
Estas dudas no son nuevas : han existi-

do siempre. Los jurisconsultos romanos no
se atrevieron á calificar la aparcería sino
de una especie de sociedad. Partíarius c«-
lonug quasi tocitlalis jure lucrum tlamnum
cum domino fundí patitur (I). Los juriscon-
sultos modernos, reconociendo en este con-
trato caractéres peculiares de la sociedad y
del arrendamiento, aplican las reglas pro-
pias de la sociedad á lo que tiene de co -
mún con ella , y las qne corresponden al
arrendamiento en aquellos puntos en que
se  asemeja á él este contrato. Nosotros he-
mos tenido qne someternos A ese estado de
incertidumbre en que todavía permanece la
legislación, y por ello hemos calificado de
una especie de sociedad la aparcería al
hablar de ella ligeramente en el artículo de
este nombre refiriéndonos al de sociedad
para determinar allí cnanto la aparcería
tiene de común con este contrato. Ahora
nos haremos cargo de los puntos en que
tiene mas conexión y afinidad con el arren-
damiento, y en que se rije por las reglas
propias de esta convención.

Aun antes del decreto de las Cortes de
1813, el aparcero carecía de la facultad de
subarrendar la finca. Para el cultivo de  so
fundo, para su aprovechamiento, el pro-
pietario ha debido considerar Incapacidad y
aptitud de la persona elegida: esta es,  cuan-
do menos, una de las razones porque se  ha
fijado en aquel individuo y no en otro, sien-
do seguro que no hubiera contratado coa
uno inepto por muchas ventajas que le
ofreciera en sus condiciones. No ha de ser,
pues,  lícito al colono darse un sustituto
en lo que tan intima relación tiene con su
personalidad. Por otra parte , la obligación
contraída por el aparcero es en cierto mo-
do una obligación de hacer , y es sabido
que esta clase de deudores sin el beneplá-
cito del acreedor no pueden descargar so-
bre otra persona el deber que as í  mismos se
impusieron.

A pesar de esto la aparcería no termina
por la muerte del colono , según el comun

i j  Ley K.  i g .de loeet.

Enciclopedia española de derecho y administración



ARRENDAMIENTO. 745
nuestro alcance de  las reglas especiales que
tienen limitada aplicación á los arrenda-
mientos de prédios rústicos. Siguiendo el
mismo órden para dar la propia estructura
á nuestro trabajo , vamos á esponer en la
presente las que se refieren al arrenda-
miento de casas, y como estos contratos,
aunque sometidos ya á reglas generales y
comunes por la ley de 9 de abril de 1842, se
rigen , sin embargo , por las disposiciones
antiguas del auto acordado' en lo.tocante a
las casas de la corte que se hallaban arren-
dadas antes de aquella fecha, nos ha pare-
cido conveniente examinar en primer lugar
la doctrina aplicable á los arrendamientos
de casas en general, y en segundo las par-
ticularidades relativas á las casas de Ma-
drid , asunto importante en la corle , y que
dá márgen todos los dias á empeñadas y
costosísimas cuestiones. Con este fin, he-
mos dividido la sección en los dos párrafos
de que vamos á ocuparnos.

§. 1 /  Conjíderacionet aplicables á lodos loe
arrendamientos de casas.

Remos usado al tratar de esta materia la
denominación de casas , no precisamente
porque nuestras observaciones se concreten
á aquella clase de edificios destinados á
servir de vivienda y habitación á los hom-
bres, sino porque determina con mas exac-
titud el objeto á que por punto general se
refieren las doctrinas y las leyes que hacen
á nuestro propósito. Por lo demas , estas
doctrinas y leyes son aplicables aun á otra
clase de prédios , cuyo objeto principal no
es la habitación ; á la manera quedas ob-
servaciones espuestas en la sección ante-
rior se aplican á edificios destinados á este
último objeto, solo porque existiendo en un
prédio rústico vienen á formar una parle
subalterna y accesoria del mismo.

Comprendemos, pues, en  la denomina-
ción de casas , y para el asunto de este ar-
ticulo, todos los prédios que llamamos ur-
banos . y por consiguiente no solo aquellos
que están situados dentro de las poblacio-
nes sino los que existen fuera de ellas, cou

sentir délos jun onsultos, sancionado por
la costumbre.

Las disposiciones y doctrinas que rigen
sobre el arrendamiento de prédios rústicos
se aplican igualmente é la aparcería salvas
siempre las modificaciones qne hemos indi-
cado antes.

Una de ellas consiste en que el aparcero
ni puede pretender remisión ó rebaja del
precio, ni se halla tampoco en el caso de
sufrir aumento alguno. La razón es  , que
teniendo derecho el dueño á la cuota de
frutos estipulada y nada mas /disfruta por
el mismo hecho su aumento, y soporta su
disminución ó pérdida, compartiendo con
el colono las consecuencias favorables ó ad-
versas íe  los casos fortuitos.

La pérdida de los frutos , sobrevenida
después de su separación de la tierra, es de
cargo del colono en los demas arrendamien-
tos,  si no la ha producido un caso fortuito,
tan eslraordinario é inevitable como el que
hemos puesto por ejemplo anteriormente;
en la aparcería gravitará igualmente sobre
el propietario y el colono , pues lo mismo
pertenecen al uno que al otro los frutos en
todas épocas y sazones. Sin embargo , esto
no liberta al aparcero de indemnizar los
daños acaecidos por su* culpa antes de la
partición , ó por no haber entregado al
dueño á- su debido tiempo la porción de
frutos que le correspondía , púes siendo ya
deudor de una cosa , corren de su cuenta
los riesgos de la misma.

El aparcero no debe proceder á la trilla,
á la vendimia ni á las demas operaciones
agrícolas que determinan ya los resultados
de la cosecha, sin haber avisado préviamen-
le y con suficiente anticipación al propieta-'
rio para que este pueda vigilar por sí mis-'
mo la recolección, y cerciorarse de la’ can-
tidad de los frutos. Finalmente , tampoco
puede disponer de porción alguna de estos'
antes de verificarse la partición.

SECCION VI.
NL AURENDAMIEUTO DE CASAS.

. En la sección anterior hemos hecho una
csposicion tan ordenada como ha estado ¿

TOMO nt .

Lorenzo Arrazola



746 ARRENDAMIENTO.
veces reclamaban los miares  qúe se les
dejasen expeditas y á su disposición casas
habitadas por paisanos: ahora un depen-
diente de rentas hacia espeler á un inquili-
no dé la  casa que mas le acomodaba para
alojarse á su gusto: en otras ocasiones es-
tos, aquellos y todos se apoderaban por sí
y ante si de las llaves de las casas y las re-
tenían contra la voluntad de sus dueños,
hasta que lograban introducirse en ellas.
Esto, como hemos indicado, eran pernicio-
sos abusos, tan contrarios ¿ las leyes como
al legitimo derecho de propiedad. Las le-
yes concedían preferencia á los militares en
el inquilinato de las easas; pero ese dere-
cho se limitaba á las casas desalquiladas
cuando los dueños no las quisiesen para sí
ó para su familia. La preferencia concedida
á los empleados eu rentas no podian gozar-
la sino en el caso de que se tratara de nue-
vo arrendamiento y fuera preciso para cus-
todia y despacho de los géneros y efectos de
la real Hacienda por no haber otra propor-
cionada. Este era el verdadero carácter y
el estrecho limite de un derecho que llegó
á ejercitarse con tanta arbilriaridad..

Otro privilegio del cual abusaron tam-
bién los que tenían interés en ello fue el
del fuero. Toáoslos que estaban exentos
de la jurisdicción común y ordinaria alega-
ban y hacían valer su fuero especial cuando
eran demandados para el pago de los alqui-
leres, irrogándose con esto á los dueños
todos los perjuicios que eran consiguientes
á las competencias, á la nulidad de  los pro-
cedimientos y á la necesidad de litigar en
tribunales especiales. Las leyes se vieron
en la constante necesidad de hacer sobre
este punto reiteradas declaraciones. Ya la 12,
tít. 11 ,  lib. 10 de la Nov. Recop. ordenó
que los dueños de casas pudiesen reclamar
sus alquileres ejecutivamente en los juzga-
dos ordinarios, .cualquiera que fuese el
fuero de los deudores, escepluando única-
mente á los militares incorporados en sus
respectivos cuerpos y residentes en los des-
tinos de estos, y los que también estuviesen
empleados mientras se hallaren en los luga-
res de sus empleos. Otras muchas disposi-

tal que sean edificios y no formen p rte de
un prédio rústico. Así pertenecen á dicha
clase los molinos y otros artefactos , y los
sitios destinados á ferias, mercados, diver-
siones públicas y olrosohjelos análogos. Las
reglas especiales que rigen en los arrenda-
mientos de casas son aplicables á los de
esta clase de propiedades.

Viniendo ahora á la esplicacion de aque-
llas doctrinas, diremos que en cuanto al
arrendamiento de casas también ofrece
nuestra legislación el mismo ejemplo que
en los de tierras y heredades, es  decir , el
empeño y los esfuerzos empleados constan-
temente por los dueños y los inquilinos
para obtener unos á costa de los otros
ventajas y privilegioscxorbi tantos, cuyo re-
sultado fue siempre desnaturalizar el con-
trato y alterar en grave perjuicio de aque-
llos ó de estos la reciprocidad de derechos
que envuelve el mutuo compromiso.

Uno de estos privilegios fue la preferen-
cia concedida á ciertas clases y profesiones
en el inquilinato de las casas. Justa y bien
entendida en su origen, útil y conveniente
en algunos casos, vino, sin embargo , á
dársele con el tiempo tal ensanche y osten-
sión que degeneró en un abuso pernicioso y
depresivo del derecho de propiedad. Pre-
ferencia obtuvieron los militares de mar y
tierra, los catedráticos de algunas univer-
sidades, los doctores, maestros y licencia-
dos, y hasta los estudiantes; preferencia se
arrogaron sin estarles declarada per las le-
yes muchos empleados, especialmente los
de rectas, en una palabra, todos los que
tenían algún carácter público se creyeron
autorizados á pretender y exigir ese privi-
legio en concurrencia de otros inquilinos.

No fue eso lodo, sin embargo, porque el
goce de esa preferencia en concurrencia
de otros inquilinos hubiera sido al fin una
depresión tolerable. Las mismas leyes nos
ofrecen pruebas muy patentes de los abu-
sos que cada día era necesario corregir.
Una vez un comandante general hacia de
su propia autoridad desocupar en una ca-
pital de provincia muy importante dot ca~
síi» para alojarse á su satisfacción ; otras
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gando el justo precio de las casas que habi-
taban, no se les inquietase por los dueños,
según lo pretendían.

La publicación de la ley de 9 de abril de
1842 vino á poner término á todas estas di-
sidencias y conflictos, variando completa-
mente el estado de las cosas en la materia
de que nos ocupamos. Hoy el arrendamien-
to de casas es un contrato enteramente li-
bre y espedí lo para los dueños de ellas.
Tanto en la corte, como en los demas pue-
blos de la Península é islas adyacentes, el
propietario en uso del legítimo derecho de
propiedad puede arrendar su casa á quien
tenga por conveniente sin restricción algu-
na. Ni los militares, ni los profesores, ni los
empleados pueden alegar preferencia ennin-
gun sentido. Al dueño le es  permitido fijar el
tiempo y la duración del disfrute, y cuantos
pactos y condiciones se estipularen de co-
mún acuerdo serán cumplidos y observados
puntualmente. El inquilino no puede ale-
gar ningún derecho para continuar en la
casa, cumplido el plazo; en una palabra, el
arrendamiento ha entrado en el órden de
las condiciones legítimas que son propias
de la naturaleza de este contrato.

Siguiendo ahora el órden que nos hemos
propuesto en esta sección, diremos que las
obligaciones del dueño y del inquilino cnlre
sí son las generales que incumben al arren-
dador respecto del arrendatario y á este res-
pecto de aquel. Hemos hecho mérito de
ellas en la sección correspondiente, donde
se han examinado también varias cuestio-
nes que pueden surjir entre el dueño y el
inquilino, con ocasión, ya del uso que baga
este de la casa, ya de las reparaciones que
tenga necesidad deejecutar, ya, en fin, de los
deterioros ó destrucción que sufra el edifi-
cio por caso fortuito ó motivos imputa-
bles.

En cuanto á los modos de concluir el ar -
rendamiento de casas, son también aplica-
blesporpunto general las doctrinas espues-
tas en la sección tercera. Conviene, sin em-
bargo, añadir que si este arrendamiento se

i ha verificado por tiempo indefinido puede
I concluir á voluntad del dueño ó del inqui-

ciones hicieron declaraciones en este senti-
do; pero en último estado se dictó la real
resolución de 10 de octubre de 1817, en la
cual quedó consignado, l.°: que el inquili-
nato de casas era una materia que escluye
todo fuero privilegiado; 2.°: que por con-
secuencia de ello, cuando un militar pre-
tendiera una casa desalquilada que el due-
ño no quisiese para sí ó para alguno de su
familia deberá oficiar á Ja autoridad civil á
fin de que lome las disposiciones conve-
nientes al objeto de que sea atendida su
preferencia; 5.a: que los inquilinatos de
casas han pertenecido siempre ¿ la policía
de  los pueblos, y como tales se  habían con-
siderado de conocimiento privativo de la
jurisdicción ordinaria, y l ’ :  que para evi-
tar disputas en lo sucesivo, y tal vez com-
petencias que pudieran suscitarse en esta
materia, se circularan por el Consejo á to-
dos los tribunales y justicias del reino las
reales órdenes que cita, por lasque se con-
firmaba claramente en favor de la real juris-
dicción ordinaria el privativo conocimiento
sobre inquilinatos.

De  parte de los dueños no eran mas leves
ni menos constantes los esfuerzos hechos
para mortificar á los inquilinos. La subida
continua y arbitraria délos inquilinatos in-
trodujo la tasa en Madrid, que después se
hizo extensiva á algunas capitales impor-
tantes y á algunos puertos muy concurridos
y plazas de armas. Para muchos de estos
puntos daba el Consejo de Castilla provisio-
nes comprensivas de las reglas que debían
observarse. Los funcionarios públicos mas
celosos clamaban por el pronto remedio de
abusos tan graves, y entre otros, el Sr. Eli-
zondo decía á este propósito que había lle-
gado á tanto el desenfreno de los dueños de
casas en arbitrar con esceso el precio de los
arrendamientos, vejando y molestando á los
inquilinos, queá instancia de la ciudad de
Málaga se señaló por el Consejo el arreglo
debido observar para lo sucesivo, distribu-
yéndole en doce capítulos admirables, con-
forme á los cuales habia acordado la Junta
general de Comercio que,, subsistiendo en
el suyo unos vecinos de dicha ciudad y pa �

Lorenzo Arrazola



ARRENDAMIENTO.748
lino mismo , sin otra obligación ni circuns-
tancia que la prescrita por el art. 2 de la
ley dé 9 de abril, á saber, la de avisar ó
manifestar su propósito aquel que quiera
darle por terminado á la otra parte con la
anticipación que se bailare adoptada por
la costumbre general del pueblo , y en otro
caso con la de cuarenta dias.

Esta disposición no tendrá lugar, sin em-
bargo, en el caso de que el arrendamiento
se hubiera efectuado, como sucede con bas-
tante frecuencia, por dias ó por meses. En-
tonces el inquilino podrá darle por termi-
nado, en el primer caso el día que tenga
por conveniente , sin necesidad de avisar
con anticipación, á no ser que se hubiera
estipulado la de hacerlo algunos dias antes;
en el segundo bastará que á principios del
mes ponga en conocimiento del dueño su
propósito de dejar la casa á la conclusión
del mismo. Repetimos que en esta materia
hay que estar principalmente á las costum-
bres de cada localidad.

Si el arrendamiento se estipuló por tiem-
po determinado , el modo mas natural y
frecuente de terminar es la conclusión de
este plazo. Para ello la ley de 9 de abril no
exije que el dueño desahucie al inquilino
ni practique ninguna otra diligencia prévia.
Pero ya se baya efectuado el inquilinato por
tiempo fijo, ya por un plazo indetermina-
do, puede concluir ademas por cualquiera
délas causas generales que hemos esplica-
do antes, como son, la consolidación de
los derechos del propietario y del inquilino,
el consentimiento mútuo de ambos, la es-
tincion forzosa ó voluntaria del derecho del
primero, el impedimento del uso del edifi-
cio y la destrucción, hundimiento ó ruina
del mismo.

Cuando el arrendamiento de la casa se
haya ejecutado á plazo fijo, puede ocurrir,
y ocurre frecuentemente la duda de si al
dueño le será permitido espulsar al inquili-
no en algunos casos antes del fenecimiento
del término.

La ley de Partida designa cuatro en que
el dueño podía ejercer este derecho. Prime-
ro: cuando necesitaba la casa para sí ó para

alguno de sus hijos. Segundo: cuando tu-
viese necesidad de repararla. Tercero: s i
el inquilino hiciese mal uso de ella. Cuarto:
si dejase de pagar el alquiler dos años.

En cuanto al primero, tomado del derecho
romano (1), la ley concretaba la facultad
del dueño al caso en que cayéndose toda
la casa en que este habitaba ó amenazando
ruina y no teniendo otra, ó esperimentando
cualquiera causa apremiante, ó casando al-
guno de sus hijos , ó haciéndole caballero,
necesitase la casa alquilada: aun asi y todo
el dueño no podía desalojar al inquilino si-
no proporcionándole otra ó descontando á
prorata la parte de  la pensión correspon-
diente a) tiempo que debia habitarla. La
necesidad por consiguiente en qne se apo-
yara la espulsion del inquilino debia ser
posterior al contrato de arrendamiento y
derivada de un motivo inopinado. Debía
ser también una necesidad urgente y forzo-
sa independiente de  hechos voluntarios»
siendo de notar que si bien la ley de Par-
tida mencionó entre las causas justas de  es-
pulsion el matrimonio de un hijo , esta se
fundaba en otra consideración de interés
público, el cual reclama que se facilite por
todos los medios posibles la celebración de
los enlaces conyugales (2).

A pesar de los términos claros y esplrci-
tos de la ley de Partidas, los dueños encon-
traron trazas de abusar de su disposición y
de burlar los saludables fines que se propu-
so. Los dueños usaban arbitrariamente de
esa facultad, y alegando una necesidad su-
puesta para despedir á los inquilinos ó pa-
sando á habitar las casas para desocuparlas
á poco tiempo, las alquilaban de nuevo por
mas subido precio, que era lo común , ó las
daban á personas á quienes querían favore-
cer. Este fraude dió lugar á la práctica in-
concusa que se estableció en todos los tribu-
nales del reino, y señaladamente en el con-
sejode Castilla» de obligar á losdueños á pres-
tar fianza segura y llana deque la habitarían

(1)  Aede quice tu eondeclettt bebere dlcii ,  tatito
te expelli non oportel , niei propiit ueibuc domlnus eem
nececerltm ene probeborit. Ü »,  Cod. de Locet. e l
Conduel.
(t) Eliion. Tóate caerte, p tg .  t i l .
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Sea como quiera, lo que hoy importa exa-

minar es si ese derecho, después de la ley
de 9 de abril de 1842 subsiste, y por con-
siguiente si los dueños de casas alquiladas
por tiempo determinado podrán desalojar á
los inquilinos antes de su conclusión, cuan-
do las quieran para ellos ó sus familias.
Esta cuestión no nos ofrece ninguna duda,
pues si bien es verdad que la ley no pres-
cribe espresamente el derecho que en el
sentido espuesto concedían á los dueños el
auto acordado y la práctica, lo es también
que ese derecho constituye una escepcion
del principio general que establece la mis-
ma ley respecto de la duración del arren-
damiento á tiempo fijo, y en tai concepto
basta que la ley no la contenga para que
el derecho no pueda ejercitarse. Abierta-
mente dice el art. 2 .1’ que si en estos con-
tratos se hubiese estipulado tiempo fijo pa-
ra su duración, fenecerá el arrendamiento
cumplido el plazo, y esta disposición abso-
luta, genérica ¿indeterminada no aparece
ni en ese ni en otro artículo de la misma
ley limitada á ningún caso. Por otra parte
el pensamiento del legislador fue evidente-
mente nivelar el arrendamiento de casas
con los de tierras, rompiendo las trabas que
se oponían antes al ejercicio de la propie-
dad y dejando á las partes su natural y le-
gitima libertad de arreglar las condiciones
del contrato á la sombra de los principios
tutelares del derecho común. Traída la re-
forma á este terreno, el sostener la facultad
concedida antiguamente al propietario para
espulsar al inquilino cuando necesitase la
casa para sí , hubiera sido un contra-
sentido.

Si por regla general, arrendada nna cosa
á tiempo cierto, el dueño está en la obliga-
ción de hacer seguro al inquilino el uso y
disfrute de la misma hasta la conclusión de
aquel ; si entretanto debe defenderle de
cualquier obstáculo que á ello se oponga y
pueda superarse , es claro que en ningún
caso habrá de tener tan severa aplicación
esta regla como cuando aquel provenga de
la voluntad y de los hechos propios del due-
ño, el cual, dado que quiera para sí la casa,

por sí mismos ó por su familia al menos, en
el espacio de dos años , resarciendo al in-
quilino despojado los daños y perjuicios
irrogados. Esta fianza se aumentaba cuan-
do la necesidad era temporal y se contraía
á que si desapareciendo esta pasase el due-
ño á arrendar la casa, seria preferido el an-
tiguo inquilino, especialmente siendo co-
merciante (1).

Esta práctica fue sancionada poco tiem-
po después por la ley. El famoso auto acor-
dado del Consejo, dictado para arreglar los
inquilinatos de la corte, dispuso que cuando
los dueños intentasen vivir y ocupar sus pro-
pias casas, los inquilinos las dejaran y des-
ocuparan sin pleito en el preciso y perento-
rio término de cuarenta dias, prestando cau-
ción de habitarlas por si mismos y no ar-
rendarlas hasta pasados cuatro años. Esta
disposición se hizo estensiva de hecho á las
casas de  fuera de la corte, y desde entonces
todos los dueños pudieron usar y usaron li-
bremente de la facultad que comprendía di-
cha disposición. Ya se alcanza sin necesi-
dad de advertirlo hasta qué punto había
quedado desnaturalizada la antigua dispo-
sición de la ley de Partidas. Esta solo per-
mitía al dueño despedir al inquilino cnando
existia una necesidad tan apremiante como
hemos dicho poco há ,  y con la restricción
de proporcionar al inquilino otra ó des-'
contarle del precio del arrendamiento la
parte correspondiente al tiempo que faltase
para su conclusión. Esto último siempre hu-
biera sido de rigorosa justicia; pero lo pri-
mero siendo potestativo en el dueño, y que-
-dando ¿ su arbitrio nunca podría consti-
tuir. una reparación suficiente ni salvar
los inconvenientes do una facultad, que
violaba uno de los principios mas sagrados
que rigen en  materia de contratos. Juzgúe-
se hasta qué punto podría llenar estos obje-
tos la nueva disposición del auto acordado,
cuando dejaba al dueño easi en completa
libertad de ejercitarla , y cuando la caución
que introdujo era tan fácil de burlar , sin
que por eso cscusase al inquilino de los per-
juicios consiguientes á la espulsion.

t i )  EliioD.toe. eit. pig. 10, itim. 3 .

Lorenzo Arrazola



ARRENDAMIENTO.7M0
puede y debe esperar á que el arrendamien-
to pendiente tenga su natural terminación.
Por otra parte la facultad de que se trata
puede hacer con frecuencia ilusorio un con-
trato que no depende de la voluntad ni de
los caprichos de una de las partes; puede
perjudicar á los establecimientos útiles, los
cuales para crearse y estenderse con con-
fianza necesitan la garantía de un goce lijo
y duradero; y por último, no se funda en
ninguna razón sólida ni en ningún pretcsto
plausible. Hoy que las habitaciones se han
aumentado considerablemente, el dueño
puede encontrar con facilidad donde co-
locarse sin necesidad de romper el contra-
to ni de molestar al que le celebró en la
seguridad de que seria efectivo.

Otra cosa muy diferente seria si previen-
do el propietario la posibilidad de necesitar
la casa antes del plazo, se hubiera reserva-
do expresamente la facultad de expulsar al
inquilino. En tal caso nadie puede impe-
dirle que lo haga por cuanto la misma ley
A que nos hemos referido, ha dispuesto en
su art. l . °  que los pactos y condiciones que
hubiese tenido por conveniente establecer
con el arrendatario, serán cumplidos y ob-
servados á la letra. Si al reservarse el due-
ño dicha facultad no se determinó la anti-
cipación con que debería despedir al inqui-
lino, creemos, fundados en una razón de
completa analogía, que deberán guardarse
los mismos términos prescritos para el
desahucio en los arrendamientos de tiempo
indefinido, esto es, el adoptado por la cos-
tumbre general del pueblo , y en otro caso
el de cuarenta dias.

La doctrina que acabamos de sostener
está conforme con la que generalmente han
adoptado los códigos modernos. En Fran-
cia, según el testimonio del tribuno Mouri-
cault, habia prevalecido el uso de admitir
indistintamente la reclamación de todo pro-
pietario que quisiese personalmente ocupar
su casa, ya.en lodo, ya en parte, teniendo
la facultad de despedir al inquilino. Sola-
mente para impedir el dolo de un propieta-
rio que no tuviese otra mira que propor-
cionarse un arriendo mas ventajoso, se exi-

gía que afirmase delante del tribunal que
quería ocupar la casa y que efectivamente
la ocupase.

Esta facultad quedó derogada en el Có-
digo civil , estableciéndose que en ade -
lante solo pudiera hacer uso de ella el due-
ño cuando expresamente se la hubiera re-
servado en el contrato. El inquilino que no
haya firmado ninguna reserva, está seguro
de gozar pacíficamente de la casa sin temer
una expulsión arbitraria ai de parte del
dueño, ni del nuevo sucesor.

El segundo caso por el cual permitía la
ley de Partida al dueño espulsar al inqui-
lino, se verificaba cuando después de  alqui-
lada la casa ocurriera alguna novedad de
tal especie que exigiese el derribo de ella,
si no se atendía prontamente á su repara-
ción: en este evento el dueño tenia tam-
bién el deber de proporcionar otra al inqui-
lino hasta qué pudiera habitar la primera,
ó descontarle la parte del precio corres-
pondiente al tiempo que debía habitarla.
Como se observa, pues, no bastaba una obra
cualquiera, una obra aparente como solía
figurar la malicia de los propietarios para
desalojar á los inquilinos y dar después las
casas á otros con aumento de precio; era
indispensable una obra calificada porel jui-
cio pericial de necesaria y que diese nueva
forma á la casa misma. Cuando la obra se
limitaba á dar alguna mas ostensión á
cierta ó ciertas piezas ; cuando se redu-
cía á abrir ó cerrar puertas y á levan-
tar algunos tabiques sin causar innovación
alguna esencial , el primer inquilino te-
nia expedita su reintegración allanándose
á pagar aquello mas que correspondía á es-
ta novedad. Así asegura el señor Elizondo
que se ejecutorió por el consejo en sala de
provincia en causa que patrocinó pertene-
ciente á la marquesa viuda de Ugena.

¿Y se considerará hoy terminado el ar-
rendamiento en el caso de que se trata, ó
podrá reclamar el inquilino el disfrute de la
casa, verificada que sea su reparación? La

I resolución de esta duda puede inferirse de
lo que dejamos expuesto ál hablar de los
modos de concluir el arrendamiento. Allí
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por analogía de ella, si arrendado Un moli-
no, un batan ó cualquier otro artefacto se-
mejante, construido, por ejemplo, sobre un
río, ó bien un parador ó una posada situa-
dos en un camino rea!, abandonase después
inesperadamente el rio su cauce, ó se va-
riase el camino real dirigiéndole por otra
parte en términos que el molino quedase en
seco y la posada desierta, podrá el arrenda-
tario pedir la remisión total ó parcial del
precio, según la entidad dé lar pérdida que
esperimentase, á no ser que al celebrar el
contrato hubiese tomado sobre sí el riesgo
de los casos fortuitos de esta especie, y so-
bre tal condición se hubiera graduado el
precio.

Aun esta doctrina puede tener aplicación
al arrendamiento de las casas. Como la pen-
sión se satisface, dice el señor Elizondo,
por el uso, son diarias en el foro las dispu-
tas acerca ó de la absoluta preservación del
pago ó de su modificación por esterilidad ú
otro caso fortuito. Sobre esto, añade, es  im-
posible establecer regla fija , pendiendo la
aplicación de las circunstancias de cada ca-
so, y debiendo por lo mismo hacerse dis-
tinción solo de aquellos en que, ó se impida
el uso por culpa del dueño ó del inquilino,
habiendo pacto afirmativo ó negativo en el
contrato.

En cuanto al caso del impedimento que
haya privado a) inquilino fiel uso y disfrute
de la casa, advierte Pothier que si al tiempo
de entrar el inquilino á habitarla, se halla-
se el pueblo sitiado por enemigos ó invadi-
do de la peste, deberían remitírsele los al-
quileres estipulados, como quiera que estas
calamidades le imposibilitaron contra su vo-
luntad de ver realizadas sus esperanzas.
Duvergier amplificando el fundamento de
esta opinión, añade que nodeberia dispen-
sarse el pago de los alquileres al inquilino
que cesase voluntariamente de habitar una
casa por huir de una invasión enemiga ó
de la peste de que el pueblo estuviese ame-
nazado, pues la fuerza mayor solo existiría
cuando hubiese sido espulsado de orden
de los gefes- militares ó de las autoridades
encargadas de la policía sanitaria. En este

dijimos que la pérdida total de la cosa re-
suelve el contrato de pleno derecho; que el
propietario no podría obligar al arrendata-
rio á la  continuación del contrato, ofrecién-
dole una cosa equivalente é comprometién-
dose á reconstruir ó reponer la destruida;
que por su parte el arrendatario tampoco
podría exigirle lo uno ni lo otro, y final-
mente,  que la pérdida parcial no produce
el mismo efecto. Consiguiente ¿ esta doc-
trina, si la casa se deterioró y destruyó esen-
cialmente y las obras ejecutadas en  eUa han
sido tan considerables que han dado al edi-
ficio mismo nueva forma trasformándole
en otro diverso, como antes dijimos, el ar-
rendatario no tendrá derecho para exigir la
continuación del contrato; pero si las obras-
no han variado la esencia de la casa, ni han
dado otro resultado que alterar accidental-
mente algunas parles de ella , el inquilino
podrá reclamar sin duda alguna el disfrute
de ella, verificada que sea la reparación y
satisfaciendo como hemos indicado, él ma-
yor valor que prudencial ó pericialmente
se  gradúe.

Finalmente, en cuanto al tercero y cuarto
de los casos enumerados por la ley de  Par-
tida , nos referimos á las observaciones que
hemos espuesto en la sección segunda de
este capítulo con relación al arrendamiento
de cosas, á las cuales nada tenemos que
añadir-

En el arrendamiento de casas, á la ma-
nera que en el de tierras , puede suscitarse
la cuestión relativa á la remisión total ó
parcial del precio. Ya hemos dicho al con-
traernos en la sección anterior á este último
contrato, que si por alguna ocasión que no
fuese muy acostumbrada se destruyesen ó
perdiesen los frutos de una heredad, el ar-
rendatario, según que la pérdida haya sido
total ó parcial, ó quedará libre del pago del
precio ó cumplirá con entregar al  dueño los
frutos que resten, deducidos los gastos del
cultivo y recolección. Aplicando esta dispo-
sición a! arrendamiento de que tratamos, y
teniendo presente el espíritu y la razón fun-
damental de la ley,  creemos , siguiendo en
este punto la opinión mas autorizada, que
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punto creemos que no puede establecerse
una regla constante , aplicable sin ninguna
restricción á la generalidad de los casos, y
que debe dejarse mucho á la prudencia y
arbitrio de ¡os tribunales, pues si la guerra
y la peste llegan á desarrollarse en un pun-
to ,  esto solo en circunstancias dadas puede
ser causa suficiente para que una familia
tenga que abandonar forzosamente su vi-
vienda yacaso el pueblo de su domicilio.

Si la casa se hubiera arruinado ó amena-
zara serlo, debe tenerse también presente
la doctrina del mismo Pothier, el cual afir-
ma que si el inquilino se viese precisado á
abandonarla por diebo motivo ó por temor
fundado de que se realizase, cesará el al-
quiler desde el dia en que fuere desocupa-
da. Hemos dicho temor fundado, porque no
hay necesidad de que exista certidumbre
del peligro. Basta un temor legítimo, racio-
nal y fundado en motivos atendibles, de-
biendo resolver la cuestión en todo caso los
tribunales, ó por si mismos ó sometiéndola
á juicio de peritos.

Concluiremos diciendo algunas palabras
acerca del modo de formular las reclama-
ciones judiciales que con mas frecuencia
suelen suscitar los dueños do casas contra
los iuquilinos.

La mas común es la que tiene por objeto
el pago de los alquileres. Este se pide por
lo general entablando la vía ejecutiva, y
después de celebrar previamente juicio de
conciliación, acompañando al efecto la es-
critura pública del contrato, si se hubiera
otorgado, cu cuyo caso , ninguna dificultad
puede ocurrir. Pero si ,  como ordinariamen-
te sucede, el arrendamiento se hubiera ce-
lebrado en papel privado ó recibo que firma
el dueño y entrega al inquilino , anotando
en él á continuación las mensualidades
que se van satisfaciendo, la práctica incon-
cusa de esta corle ha establecido que ,  des-
pués de formular la ejecución por la can-
tidad líquida que resulta debiendo el in-
quilino, se pida por un otrosí que ponga de
manifiesto el recibo del inquilinato, ó el úl-
timo, si para cada pago hubiera librado uno
el dueño; y que,  conprobado por el tenor

AiUlENI)  AMIENTO.
i de este documento que resta debiendo la

cantidad pedida, se despache la ejecución
por ella.

Esta práctica, que debió tener su origen
en la naturaleza del procedimiento breve
y sumario, según el auto acordado que re-
gia en la corte, y en la necesidad de propor-
cionar á los dueños de casas un medio fácil
y espedí lo de conseguir el cobro de los al-
quileres, nos parece que debe seguirse como
provechosa para la administración de jus-
ticia. Cierto es que, examinada por el rigor
de los principios jurídicos, la ejecución en
tal caso no se funda en ninguno de los tí-
tulos legales que la traen aparejada , por-
que ni el recibo presentado por el inqui-
lino tiene la fuerza y las condiciones de un
documento público ejecutivo , ni puede ser
equivalente á la confesión jurada del deu-
dor, quees  otro de los recaudos de aquella
ciase. Siq embargo, supuesta la práctica
general de celebrarse los arrendamientos
de casas por medio de  documentos privados,
y supuesta la dificultad casi insuperable de
otorgarse documentos públicos, no solo en
fas poblaciones pequeñas donde esa clase
de fincas producen tan escasos rendimien-
tos, sino aun en las capitales de alguna
consideración serian de mucha monta los
inconvenientes que resultarían de suprimir
la manera de proceder que sostenemos. No
pudiendo contar el dueño con un documento
público para preparar la ejecución, se veria
en la necesidad inescusable de apelar á la
confesión, y burlado este medio con una ne-
gativa ó con una contestación maliciosa ó
evasiva, e l  propietario se veria obligado á
seguir un litigio largo y dispendioso cada
vez que hubiese de repetir la misma recla-
mación. Por otra parte, la ejecución, según
aquella práctica, se funda en una prueba
de fa deuda, tan positiva é incontestable
como pudiera serlo una escritura guarenti-
gia ó una confesión paladina y absoluta.
Si el dueño entregó al alquilarla casa un
papel privado en el cual se han ido anotan-
do los pagos efectuados por el inquilino,
evidente es que exhibido en juicio este do-

i cu mentó por el inquilino mismo y resultando
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- y ios inquilinos y los esfuerzos hechos por

los unos para sobreponerse á los otros en
las demas partes del reino, tuvieron lugar
en mayor escala todavía respecto de los in-
quilinatos de la corle. Las mismas gestio-
nes de parte de ciertos fnneionarios, de los
militares, de los profesores y de multitud
de personas pertenecientes á clases que se
creían en el caso de poderejcrcitarsemcjantc

Í privilegio para obtener preferencia en el ar-
rendamiento: las mismas reclamaciones y

I cuestiones empeñadas para disfrutar de
I fuero especial y sustraer del conocimiento

de la jurisdicción ordinaria las demandas
sobro el pago de alquileres; los mismos mc-

II dios empleados por los propietarios para
aumentar el precio de los inquilinatos y los
mismos recursos, finalmente, ideados y prac-
ticados por los inquilinos para resistir la
arbitrariedad de aquellos y hacer frente á
la dura ley que, abusando de la necesidad,
les imponía su constante afande acrecentar
las rentas de sus propiedades.

En el brevísimo examen (pie nos es dado
hacer de las disposiciones de nuestra anti-
gua legislación referente á este particular
sobresale el medio de la tasa; recurso crea-
do en favor de los inquilinos para poner
coto á las exigencias desmedidas de tos due-
ños y mantener la proporción justa y equi-
tativa que permitían las circunstancias en-
tre el tanto de  los alquileres y la estimación
de las casas.

Ya en tiempo del Sr. don Felipe II fue
conocido este remedio y se estableció que
los alcaldes hiciesen tasar todas las casas
alquiladas en la corte, aunque los interesa-
dos no lo pidieran. Don Felipe III creó tres
tasadores con el mismo objeto, mandando
que lo que fuera tasado se ejecutare, sin
embargo de apelación, y el mismo rey
algunos años después se vió en la necesi-
dad de dictar disposiciones mas latas en
este punto, ordenandoque en adelante las
tasas se hicieren por un alcalde de casa y
corte, un aposentador y un regidor: que
por ningún caso la lasa ó retasa de las ca-
sas se hiciera en otra forma que la que él
prescribía; y que ,  pasados mas de cuatro

deél que hadejadodesatisfaceralgunas men-
sualidades, hay la mayor y lamas segura cer-
teza de que es las se adeudan, y en consecuen-
cia de  que puede procederse sin género algu-
no de duda á la exacción de la cantidad que
importen. La presentación de este docu-
mento hecha por el inquilino equivale sin
disputa á la confesión clara que él pudiera
haber hecho déla misma deuda, y en este
concepto no podemos menos de reconocer
que la forma de proceder adoptada en ios
tribunales de la corle para los casos de que
vamos hablando no ofrece ilegalidad ningu-
na y que debe seguirse como provechosa y
á propósito para obtener fácilmente los fi-
nes á que debe aspirarse siempre en la ad-
ministración de justicia.

Otro procedimiento suele tener lugar con
no menos frecuencia entre el dueño y el in-
quilino: hablamos del despojo. Cuando ter-
minado el plazo del arrendamiento el pri-
mero no quiere continuarle, ó cuando el
segundo deja de satisfacer el precio del ar-
rendamiento en los términos que dejamos
es  puesto en la sección correspondiente, el
dueño puede solicitar se haga saber al in-
quilino que en un breve y perentorio térmi-
no deje desocupada la casa y á disposición
de su dueño, bajo apercibimiento de ser
lanzado de ella judicialmente. Si practica-
do así no lo verificase, sin embargo, el in-
quilino, puede pedirse desde luego el lanza-
miento; si bien la práctica tiene introducido
que todavía se conceda un segundo termino
al requerido. El lanzamiento en todo caso
debe hacerse coa mandamiento judicial , y
por escribano y alguacil delegados para ello.

En cuanto al desahucio que también pue-
de hacer judicial ó cstrajudicial mente el
dueño al inquilino, nada tenemos que aña-
dir  á lo espuestd al tra lar de este mismo no-
to con referencia al arrendamiento de tier-
ras. Practíquesedc un modo ó de otro, las
formalidades que hay que llenar son siem-
pre las mismas.

§. 2." Consideraciones aplicables á los ar-
rendamientos de casas de Madrid.

La contienda sostenida entre los dueños
mo  ni.
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años del arrendamiento, pudiera el inquili-
no en cualquier tiempo pedirla, viviendo en
la misma casa.

En cuanto al fuero y á la preferencia
también las cosas se fueron regularizando
poco á poco, yentrando enel órdcncomun y
ordinario. ElSr. D. Carlos lll derogó el fuero
de toda clase de personas privilegiadas en
Madrid y sitios reales , para que loe dueños
de casas pudieran cobrar suscréditos ejecu-
tivamente, sin admitirse inhibición ni decli-
natoria, acudiendoá los jueces ordinarios, cs-
ccptuando únicamente á los militares incor-
porados en sus respectivos cuerpos , y resi-
dentes en los destinos de estos , y los que
estuvieren empleados mientras se hallaren
en los lugares de sus empleos , y el señor
don Carlos IV mandó que los dueños y ad-
ministradores de casas pudieran arrendar-
las libremente á las personas con quie-
nes se convinieran, sin que por ninguna por
privilegiada que fuese, pudiera pretender-
se ni alegarse preferencia con motivo algu-
no , esceptuando únicamente los alcaldes
de casa y corte dentro de sus respectivos
cuarteles. En el día el fuero y la preferen-
cia han desaparecido completamente: el
primero, por la real resolución de 10 de oc-
tubre de 1817, mencionada en el párrafo
anterior, y aplicable al arrendamiento de
casas de la corle : y la segunda por la ley de
9 de abtil de 1842 , la cual autorizó á los
dueños de casas , asi en la corte como en
los demas pueblos de la península é islas
adyacentes, en uso del legítimo derecho de
propiedad para arrendarlas libremente des-
de la publicación de la ley bajo los pactos
y condiciones que les parecieren mas conve-
nientes.

El arrendamiento de casas en la corte ha
entrado por consiguiente en el órden co-
mún y regular de esta ciase de contratos.
No está ya sometido como antes á disposi-
ciones especiales y de escepcion; rigen en
él los mismos principios, las mismas reglas,
las propias doctrinas que en los arrenda-
mientos de casas de fuera de la corté , sin
otra escepcion qne la establecida en el artí-
culo 3.* de la ley de 9 de abril de 1 842 res-

pecto de los arrendamientos ya hechos y
pendientes á la publicación de esta ley , l o s
cuales ordenó que debieran cumplirse en
los términos convenidos y por el tiempo y
en la forma que habían de durar con arre-
glo á la ley vigente en Madrid hasta enton-
ces ,  reales resoluciones, práctica y cos-
tumbres observadas al tiempo de celebrarse
dichos contratos.

Pero ¿hasta donde se cstiende esta escep-
cion que acabamos de indicar? ¿Qué dispo-
siciones do la ley que rigió en Madrid; qué
reales resoluciones; qué prácticas y qué
costumbres deberán considerarse hoy en vi-
gor y plena observancia? La contestación á
estas preguntas nos parece muy sencilla.
Como la ley solo respetó los arrendamientos
hechos y pendientes á la publicación deella,
estarán en observancia únicamente las dis-
posiciones , prácticas , resoluciones y cos-
tumbres que establecían derechos y obliga-
ciones entre los que celebraron arrenda-
mientos de casas antes del 9 de abril de
1842 ; todas las demas disposiciones, prác-
ticas , resoluciones y costumbres que nn
eran aplicables á estos arrendamientos an-
teriores á dicha fecha , han quedado dero-
gadas. Asi, por ejemplo, el derecho que te-
nía el inquilino á que muerto él continuase
su viuda ó alguno de sus hijos habitando la
casa , subsiste indudablemente en los  ar-
rendamientos de que vamos hablando; el
derecho que tenia á continuar en el disfru-
te de ella sin limitación de tiempo y sin po-
der ser desahuciado sino en los casos que
el mismo auto, acordado permitía se conser-
va también del mismo modo, y la facul-
tad que tenia de pedir la tasa de la habita-
ción puede ejercitada actualmente. Lo mis-
mo diremos respecto del dueño. El derecho
que tenían de pedir la misma tasa pasados
diez años; la prohibición de subarrendar y
traspasar el todo ó parte de las habitaciones
sin consentimiento de los dueños ó admi-
nistradores, y la facultad de desalojar á los
inquilinos cuando loa mismos dueños inten-
tasen vivir y ocupar las casas por sí mis-
mos, lodo esto se aplica aun y se  verifica en
los arrendamientos antiguos á que hemos
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mos tenido ocasión de indicar, debe respe-
tar el derecho del inquilino , y no puede
desalojarle ni desahuciarle , á fin de que le
deje espedila la habitación. El inquilino po-
drá continuar usándola todo el tiempo que
tenga por conveniente , y muerto él .conti-
nuará su viuda si quisiere, y si no sus hi-
jos , en el mismo disfrute. El arrendamien-
to así otorgado no concluye sino por las
causas generales y comunes que según lo
espuesto en su oportuno lugar ponen tér-
mino á este contrato.

Eso no obstante, para compensar las con-
secuencias de la restricción que el auto
acordado impuso á los dueños, se les con-
cedió el derecho de pedir la lasa pasados
diez años de la habitación. Cualquiera,
pues, que antes del 9 de abril de 1842 tu-
viese alquilada una casa, ha podido y pue-
de solicitar tan pronto como hayan cumpli-
do ó cumplan los diez años contados desde
el día del arrendamiento que se tase por
peritos , y el inquilino está obligado á pa-
gar el mayor alquiler que estos gradúen.
Para formular semejante solicitud basta que
el dueño presente ante el juez de primera
instancia á quien competa, un escrito pi-
diendo que el inquilino nombre un perito
de su confianza, el cual con el que el due-
ño puede nombrar desde luego, ó se reserve
designar en el acto, procedan al reconoci-
miento y tasación de la casa fijando el al-
quiler que el primero deba pagar por ella
en la actualidad. El juez lo acuerda así ,  y
nombrados los peritos y observadas las
formalidades del caso, eslienden su certifi-
cación en la forma acostumbrada. Si ambos
á dos estuviesen discordes, como sucede
frecuentemente, el mismo juez nombra un
tercero para que dirima la discordia. Diri-
mida esta, ó si no la hay consignada la de-
claración de los peritos, el juez pronuncia
su auto fijando ó determinando la cantidad
que debe satisfacer el inquilino en lo suce-
sivo. Notificada esta providencia, si este se
allana á satisfacer la cantidad graduada , el
procedimiento no tiene ulterior progreso,
si no puede apelar de ella. En estas actua-
ciones, así como en las domas que se pro-

aludido. Pero la prohibición impuesta por
el auto- acordado á los dueños y adminis-
tradores de tener sin uso y cerradas las ca-
sas, la que vedaba á los vecinos ocupar dos
cuartos y algunas otras disposiciones seme-
jantes á estas que no se refieren á los con-
tratos celebrados entre el dueño y eL inqui-
lino, han quedado derogadas por la ley tan-
tas veces mencionada.

Las observaciones , pues, de que vamos
á ocuparnos son concernientes á esta clase
de inquilinatos existentes al tiempo de su
publicación: lodos los demas que como ya
hemos dicho han entrado en el derecho co-
mún se rigen por la ley y disposiciones pos-
teriores.

Bajo de este concepto lo primero que
creemos deber advertir , es que los anti-
guos arrendatarios de casas de la corte , ó
sea los que las tenían arrendadas antes del
9 de abril de 184$, no pueden subarren-
darlas ni traspasarlas, en todo ni parte , á
no ser con espresou consentimiento de los
dueños y administradores. En este punto
han sido mas Favorecidos los inquilinos pos-
teriores , pues según la opinión que hemos
sostenido en la sección primera, la ley de 9
de abril no les prohíbe subarrendar en todo
ó parte la casa alquilada, y por consecuen-
cia se hallan autorizados para ejecutar este
acto.

En cuanto á los modos de concluir el ar-
rendamiento debe tenerse presente la mis-
ma distinción que hemos hecho antes de
ahora. El arrendamiento que se hubiera
otorgado antes de aquella fecha á plazo fi-
jo concluirá vencido este plazo: en tal caso,
cumplido el término después de  la fecha
misma, el dueño habrá adquirido desde su
vencimiento el derecho de despedir al in-
quilino. Supongamos, pues, que en el año
1840 se arrendó una casa en Madrid por
diez; el dueño habrá adquirido en el de
Í8o0el  derecho de desalojar al inquilino
sin que, este pueda invocar la perpetuidad
de los arrendamientos que establecía el an-
tiguo auto acordado.

Si el arrendamiento se hubiese otorgado
por tiempo indefinido, el dueño, como he-
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para sus propios usos , y pidiendo se haga
saber al inquilino que en el preciso término
de cuarenta dias la deje libre, desocupada
y á disposición del mismo dueño. El juez
debe acordarlo así sin mas trámites , y sí el
inquilino promoviera algún incidente que
tendiera á diferir el cumplimiento de esía
providencia en perjuicio de aquel , el juez
debe proceder con la mayor brevedad po-
sible, y aun rechazar toda pretensión ma-
liciosa, toda vez que el auto acordado pre-
viene terminantemente que los inquilinos
en el caso de que vamos hablando desocu-
pen las casas sin pleito, -y que los jueces
procedan de plano y sin figura de juicio.

Y si el inquilino hubiera promovido al-
gún incidente, y el juez desestimando su
pretcnsión acordara que se llevase á efecto
su anterior proveído terminante á que en
el plazo de cuarenta días deje aquel libre y
desocupada la casa, ¿en qué términos de-
berá admitirse la apelación que en semejan-
te caso pudiera interponer de esta provi-
dencia?

Se dirá que la conveniencia de acudir y
atender á la necesidad del dueño que recla-
ma para si , tal vez con grande urgencia la
casa, y la de evitar que la malicia del in-
quilino pueda desnaturalizar el beneficio
concedido al primero , conviniendo en un
plazo indefinido el de los cuarenta dias que
la ley señala , exije que la alzada se admita
solo en el efecto devolutivo , á fin de que la
providencia judicial pueda ejecutarse desde
luego. Sin embargo de esta consideración lo
contrario nos parece mas seguro, porque
no concurre para autorizar la admisión de
la alzada en aquel efecto solamente ningu-
na de las reglas que esponemos en la sec-
ción sétima del articulo Arzuciow. Ni la
dilación en el cumplimiento de dicha pro-
videncia podría perjudicar á la cosa de que
se trata en términos de ser indispensable
proveerá su conservación, ni seirata de un
procedimiento privilegiado, como son el su-
mario, el sumarísimoy el ejecutivo , en los
cuales el mismo favor ó privilegio concedi-
do á la persona que lo promueve, exije que
la alzada no embarace el cumplimiento de

muevan sobre el contenido de las reglas |
que abraza el auto acordado, los jueces
deben proceder de plano y sin forma de
juicio resolviendo brevemente los incidentes
que se susciten.

¿Pero deberá el dueño celebrar juicio de
conciliación con el inquilino antes de pro-
ducir esta solicitud? Algún motivo de du-
da pudieran ofrecer la naturaleza misma
del procedimiento , y la disposición del
auto acordado que no permite suscitar plei-
tos ni presentar demandas en estos asuntos,
dando á aquel un carácter de sencillez tal
que hace al parecer escusado el cumpli-
miento de aquel requisito. Sin embargo,
corno á pesar de esta observación el ne-
gocio es susceptible de avenencia , co-
mo no obstante la sencillez de sus trámi-
tes, todavía puede evitarse en el juicio de
paz la necesidad de acudir á la autoridad
judicial para que acuerde y disponga lo que
sin su intervención puede verificarse, como
en lugar del nombramiento de peritos, de
su examen y reconocimiento, de su decla-
ración y discordia , y del auto resolutorio
del juez, en lo cual se invierten tiempo é
intereses, puede determinarse de común
acuerdo el mayor precio que haya de satis-
facer el inquilino, creemos que las partes
deberán celebrar el juicio previo de que va-
mos hablando, y que los jueces llenarán un
deber de conveniencia y de legalidad, exi-
jiendo la presentación del documento que
acredite haberse cumplido con aquella for-
malidad antes de dar curso á la solicitud
del dueño.

Otro derecho que tiene el dueño que hu-
biese arrendado su casa en Madrid antes
del 9 de abril de 184'2 para hacer cesar el
contrato , es pedirla para sí ó para alguno
de su familia. Nada mas necesita alegar que
la simple esposicion de este concepto, y el
inquilino nada mas puede exijir que ¡a cau-
ción de que el dueño la habitara por si mis-
mo , sin arrendarla hasta pasados cuatro
«utos, ¡‘ara formular esta pretcnsión no
necesita mas que presentar un sencillo es-
trilo , manifestando que las circunstancias
le ponen en el caso de necesitar la casa
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bien espuestas, el inquilinodeberá desalojar
la casa ; pero si la obra hubiere sido- de
poca consideración , y tal que no varíase la
forma y esencia de aquella , podrá volver á
ocuparla satisfaciendo el mayor alquiler
que gradúen los peritos. Si la obra ha sido
tan considerable que haya variado esencial-
mente la forma antigua de la habitación,
de suerte que bien pueda llamarse otra , el
inquilino no podrá, ejercitar aquel derecho
y se considerará concluido el arrendamien-
to. Para formular la pretensión de que he-
mos hablado, el dueño deberá solicitar que,
peritos nombrados por el mismo y por el
inquilino, examinen detenidamente el esta-
do del edificio , y declaren si las obras
son urgentísimas ó necesarias en términos
deque  su dilación perjudicara notable-
mente á Ja linca , cuáles son las que deben
practicarse y qué cantidad podrán importar.
Verificado esto y confirmada la necesidad y
la importancia de las obras puede solicitar
el dueño que el inquilino desaloje la casa,
y sucesivamente el despojo en los términos
que dejamos espueslos.

SECCION Vil.

DEL ALQUILER DE COSAS MUEBLES.

Tenemos ya indicado que pueden ser ob-
jeto ó materia del arrendamiento, no solo
los.bienes raíces , sino también los mue-
bles y semovientes, y que al de estos últi-
mos se dá con toda propiedad el nombre de
alquiler. Al ocuparnos, pues, del arrenda-
miento de estas cosas, seguiremos el orden
trazado en las dos secciones anteriores de-
terminando las particularidades propias de
este contrato.

El al qu i 1er de cosas muebles está someti-
do por punto general ¿ lo s  principios es-
puestos en este artículo, salvas muy pocas
modificaciones; así es.que la ley apenas ha-
ce alguna referencia á dicha estipulación, y
nuestros escritores tampoco tratan de pro-
pósito la  materia A nosotros, sin embargo,
nos ha parecido conveniente recordar en es-
te párrafo algunas nociones generales y fi-

la determinación judicial, ni se  trata, en
fin , de una apelación en que por razones
especiales haya suprimido la ley el efecto
suspensivo. Si por punto general esta debe
admitirse siempre en ambos efectos menos
cuando la ley hayadeclaradoespresamente lo
contrario ó la aplicación de alguna de aque-
llas. reglas reclame por un motivo de  inte-
rés general la ejecución del fallo , no pare-
ce posible sostener que en el caso de que
vamos hablando, deba llevarse este ¿efecto,
sin aguardar la resolución de aquel recurso.
El interés del dueño , y aun lar urgentes
circunstancias en que pueda hallarse , no
son motivos suficientes para que se  infrinja
el órden común de proceder , y se  defrau-
den las esperanzas concebidas, por el inqui-
lino ál producir la alzada. La suspensión
del fallo es' una de las consecuencias natu-
rales de este recurso y el que lo entabla
propónese sin duda él fin de verla? realiza-
das. Mientras una disposición espresa no
exija ‘ la pronta é instantánea ejecución
dpi fallo , no hay términos hábiles pa-
ra dejar de conceder el recurso en uno y
otro electo. Creemos , pues , que el Juez
deberá admitir la alzada en ambos á pe-
sar de la- urgencia- en que pueda encon-
trarse el dueño.

Si el inquilino no hubiera promovido
cuestión alguna , y pasados los cuarenta
dias designados por el juez para dejar es-
pedí ta la habitación no lo verificase, el due-
ño debe pedir, que se proceda á lanzarle
de ella en la forma acostumbrada. La equi-
dad ha introducido que todavía en este ca-
so se le conceda un término breve, con
apercibimiento de adoptarse desde luego
dicha medida , y si aun dentro de él no lo
ejecutase debe llevarse á efecto sin la me-
nor dilación en los términos indicados.

Por último , el dueño puede solicitar tam-
bién que el inquilino le deje espedita la ha-
bitación con el fin de repararla ó reedifi-
carla. Sobre este punto ya tenemos dicho
.que no toda obra autoriza al dueño para
promover semejante solicitud. Siendo la ne-
cesidad tal como hemos indicado, y con-
curriendo en la obra las condiciones tam-
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semovientes, por ejemplo, cuando se alqui-
ló un caballo para diez dias, y pasados no
se devuelve; y siguiendo la opinión común
la resuelve negativamente. Esta doctrina es
conforme á la ley romana, que no admitía la
reconducción en los bienes muebles, l le-
vándola tan adelante algunos comentadores
que, en su sentir, el locatario que concluido
el término del contrato continuaba sirviéndo-
se de la cosa, cometía un robo, á no ser que
entendiese que el propietario 1e autorizaba
para ello. Pothier profesa distinta opinión,
á lo menos con respecto á aquellos muebles
que el dueño tiene por costumbre alquilar,
pues si un tapicero, dice, me ha alquilado
alguuosmuebles, ó un alquilador un caballo
por cierto tiempo, habrá tácita reconduc-
ción siempre que, concluido aquel término,
conserve yo el caballo ó los muebles sin que
el alquilador los reclame. Nosotros somos
de este mismo dictamen, y no solo admiti-
mos como Duvergier el . ejemplo puesto
por Pothier, sino que no vacilamos de cali-
ficarlo como este de verdadera reconduc-
ción. Duvergier duda, cuando menos, que
lo sea, porque la voluntad de alquilar nue-
vamente la cosa no es cierta. ¿Pero es ó no
cierto el hecho de que, concluido el  término
del primer contrato, ni el locatario ha de-
vuelto la cosa , ni el locador la ha reclama-
do, como pudieron y debieron hacerlo? Pues
ahora bien, la reconducción de los inmue-
bles no reconoce mas que ese hecho, el cual
se tiene por suficiente para dar por cierta
la voluntad de las partes y su tácito con-
sentimiento para no  nuevo arriendo bajo
las mismas condiciones del anterior. Ver-
dad es que, como dice Pothier , si quince
dias después el locatario no quiere ya ser-
virse de los muebles, podrá devolverlos al
dueño, pagándole el precio correspondiente
á los quince dias, y que á su vez el loca-
dor si no quiere que aquel siga usándolos
por el precio del anterior contrato, podrá
reclamárselos sin venir obligado á dejárselos
usar mas tiempo. ¿Pero sucede otra cosaco
la tácita reconducción de los inmuebles? So-
bre esta materia hemos hecho en oiro lugar
una observación importante que conviene

jar de una manera sensible los puntos en
qüese  desvia de ellas.

Diremos á este Hn que la perfección del
contrato, como sucede en el arrendamiento
de las demás cosas, depende del simple con- i
sentimiento de las partes: la escritura no
es necesaria, y solo puede ser útil ad  proba-
tiuncin. Caso de otorgarse algún documen-
to, la costumbre prefiere el privado; en de-
fecto de este, son admisibles todas las demás
pruebas que el derecho reconoce.

La duraciondel contrato se prolonga por
todo el tiempo convenido; pero en el caso
dono haberse estipulado, se determinará
por las circunstancias y los usos locales. En
algunas partes se alquilan los muebles de j
una habitación por dias; lo mas general es
que se tomen por meses ó medios años. Si
se alquilaron juntamente con la casa y na-
da se determinó especialmente respecto de �
ellos , el alquiler de esta última fijará la
duración del de los primeros , sobreen-
tendiéndose que el inquilino ha querido
lomarlos por todo el tiempo que se propuso
disfrutar la habitación. Si se alquilóun car-
ruage ó un caballo , se entenderán con-
tratados por el tiempo necesario para el
viaje que haya de hacerse con dios. El pre-
cio lijado por un cierto período no significa
siempre que el contrato termina á la con-
clusión de él: si se alquila un carruage á
tanto por dia para ir de Un pueblo á otro
distante treinta ó cuarenta leguas, es claro,
á pesar déla manera en que se ha estipula-
do el precio, que el alquiler se ha hecho,
no para un dia solo, sino para todos los que
debe durar el viaje.

Cuando ni el destino de la cosa, ni otras
circunstancias revelan la intención de las
partes sobre la duración del contrato, prc- |
ciso es recurrir á la cláusula que lija el pre-
cio. En consecuencia, si se loma un caballo
á tanto por dia ó por semana con el solo fin
de pascar, el alquiler cesará al iin de cada
dia ó de cada semana, á voluntad de cual-
quiera de los contrayentes.

Grog. Lop. en la glos. i á la ley 20, tí-
tulo 8 ,  Parí. 5 ,  examina si la reconducción
tácita tendrá lugar en las cosas muebles y J
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el derecho Je  dejar sin efecto el contrato
á la conclusión de cada uno de aquellos,
como si se alquilase el mueblage de una
casa á tanto por mes. En semejante caso el
locatario se entiende que toma los muebles
por un numero indeterminado de mescsyque
puede al fin de cada uno de estos-devolver
la cosa pagando el precio de los corridos
hasta entonces, de donde se  sigue que á la
conclusión de cada mes no se verifica una
tácita reconducción, sino que continúa el
alquiler estipulado.

Cuando el usufructo se ha constituido
sobre bienes muebles, el usufructuario solo
puede arrendar los destinados á este uso,
cuidando ademas que no se les haga servir
para otro distinto del que les sea natural, y
de evitar cualquier abusó de parte del lo-
catario con todas las precauciones que pue-
da sugerir la prudencia de un buen padre
de familia. .

En general el usufructuario no debe des-
tinar á la locación los muebles que se des-
truyen pronto con el uso, como los vestidos,
el menage de casa, etc., pues seria este un
medio, no de usufructuarlos, sino de  con-
sumirlos (i).

¿Será licita la locación de aquellos mue-
bles que no se desgastan rápidamente con el
uso, y cuya destrucción natural proviene
solamente de la vejez, tales como los espe-
jos, relojes, armarios , tapicerías, etc.? Pu-
diera decirse que el uso -de estas cosas os
siempre el mismo, y que no se las espone á
un pronto deterioro por alquilarlas. Pero la
verdad es que la manera de servirse de los
muebles iuíluye sobremanera on su dura-
ción, que mejor se conservan en las manos
de una persona que en fas de otra, sin que
al que los conserva con menos cuidado se
le pueda imputar un abuso propiamente di-
cho : y que siempre debe esperarse mayor
vigilancia y un uso mas moderado de parte
del propietario ó del usufructuario, que de
un detenlador temporal, como e s  el locata-
rio. No es, pues, indiferente para el pro-

repetir aquí. La reconducción en su esencia
no es mas que la renovación por tiempo ili-
mitado de un arrendamiento que fue de
tiempo fijo.

Todo lo que puede arrendarse por tiem-
po ilimitado es susceplible r por lo tanto, de
reconducción, y nadie negará que también
los muebles pueden alquilarse de aquel mo-
do. Mas para poner fin á esta clase de ar-
riendos, la ley no ha prescrito el desahucio,
aunque la equidad aconsejará en muchos R
casos que al locatario de muebles no se  le re-
tí rende improviso sin darle siquiera un breve
término, aquel que prudencialmcnte secsli-
me oportuno para que pueda proporcionarse
otros. Y hé aquí por qué la facultad recí-
proca de demandar ó dejar los muebles á
cualquiera hora después de la reconduc- I
cion nonos  ha impedido asegurar que lo I
mismo sucede en todas las reconducciones,
á pesar de que en las fincas rústicas la des-
pedida debe anticiparse un año, y cuarenta
dias en las urbanas. Esta restricción no es
una consecuencia de la reconducción consi-
derada como tal, es decir, como renovación
del alquiler, sino que constituye una con-
dición de todo arrendamiento ilimitado de
cosas inmuebles. La ley no la estiende á
los de mucblos y por eso con reconducción
y sin ella si no se eslipulótiempo, cualquie-
ra de las partes en rigor de derecho puede
cuando quiera poner término al contrato.
Por lo demás si el locatario después de con-
cluida el plazo pactado retiene la cosa con-
tra la voluntad manifiesta del locador, es
evidente que la reconducción no podrá ve-
rificarse, y aquel, ademas del precio corres-
pondiente al tiempo del uso indebido, de-
berá satisfacer á este los daños y perjuicios,
si alguno se le ha seguido de la privación
de la cosa.

Muchas veces ni el período de tiempo que
sirve para graduar el precio, ni las cláusu-
las del contrato, ni las demas circunstan-
cias indican la duración de este. Las partes
no han pensado en lijar un termino; antes
bien han querido obligarse por un cierto
número de periodos sucesivos, á razón de
tanto por período, reservándose solamente �

'11 F.l - i  vastimeniorum u»uírne:<is Irgalus «ii. rtic*n
diim C»l i ta u l i  i lvbrrr. ne at-iiiaiuv : nee lamen /e-
ralnrww» i/nta rirtxmur i ta  tion r lwr.  L .  ib.
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ptclario que el usufructuario goce por si
mismo de la cosa ó que la alquile á otro, y
por lo tanto, la facultad de alquilar nu de-
be ser atribuida á este fácilmente sin cono-
cerse circunstancia alguna que indique en
el que constituyó el usufructo la voluntad
de  concederla.

Las cosas muebles, lo mismo que las in-
muebles , deben ser entregadas al locatario
con todos sus accesorios , debiendo verifi-
carse la entrega en el lugar donde la cosa
se encuentre y á costa del locador ; pues
los gastos de conducción serán do cuenta
del locatario, á no ser que un pacto espre-
so, las circunstancias ó la costumbre, indi-
quen distinta intención en las partes relati-
vamente á estos estreñios del contrato. El
uso, por ejemplo, ha consignado que los al-
quiladores de caballos y de coches conduz-
can uno y otro á las casas de las personas
á quienes los han alquilado cuando viven ó
residen en el mismo lugar, y de consiguien-
te sino se ha convenido otra cosa, el alqui-
lador deberá conformarse á esta costumbre
no obstante la regla general.

El locatario debe poner en la conserva-
ción de la cosa la diligencia de un buen pa-
dre de familias; pero esta responsabilidad
cesa cuando el locador por sí ó por medio
de otra persona ha tomado á su cargo aquel
cuidado. Así es , que cuando uno alquila á
otro un carruage , y le dá un cochero para
conducirlo, el cochero, y no el locatario, es
el que debe proveer á la conservación del
carruage y de los caballos , y responder ó
soportar las consecuencias de cualquiera
descuido. Cuando este pacto no se estipula
el locatario responde de todos los daños y
perjuicios originados en  las cosas alquila-
das por culpa y negligencia de sí mismo,
ó por la de sus dependientes, siendo apli-
cables de lleno á esta clase desarrendamien-
tos las reglas que hemos espueslo al hablar
del mismo contrato en general.

La convención puede estender todavía la
responsabilidad del locatario hasta los ca-
sos fortuitos, pero sobre este punto es me-
nester que la voluntad de los contrayentes
esté muy claramente manifestada. Algunas

ARRENDAMÍEMO.
leyes romanas que han seguido varios
autores, tenían por hadante el que la cosa
se hubiese estimado en el  contrato para car-
gar sobre el locatario los casos fortuitos.
Mas semejante doctrina no podría admitirse
sin peligro, de un modo tan general y ab-
soluto. Aunque de la estimación de la cosa
pueda inferirse con alguna razón que el lo-
catario aceptó aquella responsabilidad , la
inducción no es tan perentoria que no pueda
combatirse , y si el locatario demuestra que
al dar una estimación á la cosa se tuvo otro
objeto distinto, la presunción deberá ce-
der á esta prueba y estarse á la regla de
que los riesgos de la cosa pertenecen al
dueño.

También puede tener responsabilidad el
locador en este contrato , y tal sucedería
cuando las cosas alquiladas contuviesen a l -
gún vicio por el que hubieran venido á per-
judicar al locatario. La ley 14 ,  tít. 8 ,  Par-
tida 5 ,  que establece este principio , pone
el ejemplo en el alquilador de toneles ü otra
clase de vasos para poner vino, aceite ó co-
sas semejantes, y dispone que si al tiempo
dé darlos en alquiler estuviesen rotos ó ma-
los y por esta causa ¡os efectos puestos en
ellos se empeorasen ó perdiesen, el locador
deberá responder de los perjuicios aunque
ignorase aquella circunstancia. Es, sin em-
bargo, nna muy esencial para ello que el
locatario ignorase la mala calidad de las co-
sas alquiladas; pues de lo contrario la ley
entendió que con este conocimiento no po-
dría considerarse engañado. La ignorancia
del -dueño ya hemos visto que no le exime
de responsabilidad , porque como dice la
ley , «todo home debe saber si es  buena ó
mala aquella cosa que aloga. Tengase pre-
sente, sin embargo, lo que hemos dicho en
la sección segunda, párrafo primero, prime-
ra obligación.

Siendo el arrendamiento un títnlo en vir-
tud del cual se recibe la cosa con obligación
de devolverla en su día, el arrendatario que
se apropiare ó distragere la cosa podrá ser
perseguido como reo de estafa (1).

<i  Art» <49 y «2  Cod. Pen. ,
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participar en una proporción dada de los
beneficios del negocio. La asociación, sin
embargo, no entra aquí mas que como cir>
constancia accesoria: el contrato en su
esencia es un verdadero arrendamiento.

Pueden ser propiamente objeto del ar-
rendamiento todos los animales susceptibles
de producir beneficio para la agricultura ó
para el comercio; así se arriendan bestias
para labor y carga; pero el arrendamiento
de ganados se aplica mas especialmente
á aquellos animales que.se  apacientan y
tienen formando rebaño, como el ovejuno,
el cabrío , el vacuno , etc. El propósito coir
que se celebra este contrato es  , y no puede
menos de ser, la participación en los bene-
ficios que los animales produzcan; por con-
siguiente pueden ios interesados pactar en
esta ó aquella proporción la prorata de las
utilidades; pero no adjudicarlas por entero
á una sola de ellas, mediante que esta con-
dición desnaturalizaría eLcontrato. Ordina-
riamente el arrendatario estipula para sí el
trabajo y esquilmo de los animales.

Aunque es muy difícil reducir á reglas
generales las varias combinaciones admi-
tidas „ y autorizadas por los usó» locales
en punto al arrendamiento de ganados,
podemos decir que este se celebra princi-
palmente de tres maneras. Primera , como
una aparcería simple,, ósea dando el gana-
do solo para participar el dueño de sus pro-
ductos. Segunda , dándolo juntamente con
la heredad al colono ó aparcero de ella.
Tercera, arrendándolo á precio fijo por una
cantidad dada óá  tanto por cabeza. Si una
de las partes pusiera una mitad del ga-
nado, y la otra la restante mitad con mas
su trabajo y su industria, á condición de
dividirse proporciomalmente los beneficios,
el contrato seria una verdadera sociedad,
sujeto por consiguiente á las leyes y condi-
ciones propias de su  naturaleza.

En cada uno de estos modo» de celebrar
el arrendamiento de ganados, conviene te-
ner presentes las doctrinas que vamos á es-
poner, repitiendo que no podiendo ser esta»
aplicables hay que estar esclusivamente á
los usos de cada lugar.

96

SECCION VIH.

ML ÁRmOAMÍEXTO DB GANADOS.

Como según hemos dicho al hablar de es-
te contrato en general pueden arrendarse
también las bestias que se destinan á cier-
tos usos y labores , y los animales que dan
algunos producios, como los carneros , las
ovejas, los corderos y otros semejantes,
hemos creído deber consagrar á ¡a esposi-
cion de las particularidades que se notan
en el arrendamiento de los objetos indica-
dos, una sección donde ligeramente pue-
dan ser tratadas. Tomando, pues, la pala-
bra ganado en sn sentido general y lato,
diremos que hay arrendamiento de ganados
siempre que el dueño de ellofrlos entrega á
otra persona para que los utilice , ó para
que los guarde , alimente y crie, á fin de
dividirse sus esquilmos y beneficios , bajo
las condiciones que convengan entre sí.
Respecto de este contrato nada encontramos
dispuesto en nuestra legislación, y sin em-
bargo es de uso muy frecuente en la prác-
tica. Hay territorios donde apenas se arrien-
da una heredad sin hacerlo al mismo tiem-
po de un cierto número* de cabezas de ga-
nado, que sirven principalmente para el
abono de las tierras , y hay otros donde so
arriendan Ips ganados por sí solos é inde-
pendientemente de los fundos rústico». Eo
uno y otro caso hay cierta» reglas general-
mente admitidas , que entran. como condi-
ciones comunes en esta clase de contratos.

Examinado el arrendamiento de ganados
en su naturaleza, contiene elementos que
hasta cierto punto lo asimilan á otros con-
tratos que llevan distinto nombre. En ra-
zón de lo que sirve de materia á la conven-
ción participa de la naturaleza del arrenda-
miento de cosas ; mas considerada la obli-
gación que el locatario se impone de cuida;
de Ips animales que le han sido confiados,
tiene también algo del arrendamiento de
trabajos. Y participa asimismo de la ín-:
dolé de la sociedad, en cuanto una de
las parles contratantes pone el ganado y la
otra su industria, trabajo y cuidados para

TOMO II I .
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Arrendainiealo de ganado en aparcería.

Verifícase este contrato cuando el dueño
del ganado lo entrega á otra persona para
que lo guarde, mantenga y cuide, quedán-
dose con aquella parte de  provechos ó be-
neficios que se estipula , ó que en defecto
de estipulación tiene autorizada la cos-
tumbre.

Si al otorgar el arrendamiento se hiciere
el justiprecio del ganado , entiéndese que
su objeto es facilitar la comparación de su
valor actual con el que tenga á la conclu-
sión del contrato, para saber si ha habido
pérdidas ó ganancias., sin que de semejante
estimación pueda nunca inferirse que la
propiedad del ganado se trasmitió al arren-
datario.

Este debe poner en la conservación del
ganado la diligencia propia de un buen pa-
dre de familias , sin que responda de los
casos fortuitos; pero en todo evento , él es
el obligado á probar que la pérdida del ga- |
nado acaeció por caso fortuito1, así como si
el dueño replicase que ai caso fortuito ha-
bía precedido una falta del arrendatario; él
seriad obligado á probar esta falla. Esto no
»e entiende cuando se trata de uno de aque-
llos casos fortuitos que,  como dijimos en el
párrafo segundo de la sección segunda,
acontecen regularmente por la culpa y ne-
gligencia del arrendatario como sucede en
el hurto. Si parte de los animales que cons-
tituyen el ganado han sido robados , cree-
mos que el arrendatario no podrá eximirse
de responsabilidad , sino probando que
adoptó para evitar este hecho todas las me-
didas de seguridad que dictaba la pruden-
cia y estaban á su alcance , toda vez que se
trata de na accidente que no aoontece en lo
general sino poí falla de vigilancia y cui-
dado.

Pero ¿deberá soportar el arrendatario al-
guna parle de  la pérdida ocurrida por ca-
so fortuito, no como responsable de su pro-
pio hecho, sino en virtud del convenio que
sobre pérdidas ó ganancias en general con-
tenga el contrato? Ante ’todo es preciso con-
sultar la letra y espíritu de la estipulación
misma. Si esta nada resuelve , menester es

examinar la cuestión con gran detenimien-
to ,  porque razones hay seguramente res-
petables en pró y en contra del arrendata-
rio. Su irresponsabilidad puede fundarse en
la consideración de que no habiendo adqui-
rido la propiedad del ganado, tampoco debe
soportar total ni parcialmente una pérdida
de la cual no sea culpable : si la propiedad
del ganado quedó Integra en el dueño, su-
yos deben ser todos los peligros: re» perit
domino.

Esta máxima , en la cual se resume toda
la defensa del arrendatario , está sujeta,
sin embargo, como observa Pothier, á al-
gunas ésce pelones, y contrayéndonos al
caso presente, ¿quién duda que él propie-
tario de una cosa puede justa y lícitamente
cargar sobre otro los riesgos de ella pagán-
dole el precio de edos  mismos riesgos? ¿Su-
cede otra cosa en los contratos de seguro?
Pues del propio modo , añade el autor cita-
tado , puede el dueño del ganado imponer
una parte de sus riesgos al arrendatario,
concediéndole como precio de ellos una par-
te de los beneficios.

La legislación francesa adoptó un térmi-
no medio, puos distinguiendo entre la pér-
dida total y parcial del ganado, establece
que la primera si ocurrió sin culpa del ar-
rendatario pertenece al dueño , y que la se-
gunda la deben soportar ajobos en coman
conforme al valor que tenia él ganado al
hacerse el contrato , y al que tenga á la con-
clusión de este (1).

Pero esta disposición ni es lógica ni equi-
tativa. Supuesta la falla de culpa del ar-
rendatario, ó debe sobrellevar , por evijirlo
así la naturaleza del contrato, una parte de
todas las pérdidas , ó no debe participar de
ningutía: es  imposible adoplar uno y otro
temperamento á la vez sin incurrir en un
contraprincipio. Peca ademas la ley france-
sa, en nuestro conceplo, contra la equidad,
porque ni aun en vías de transacción ha
podido cuerdamente abandonarse al propie-
tario á su mala suerte cuando perece todo
el ganado, y tratar de aliviársela cuando Jo

1*1 Ar l .  1SI0 éel C6d. rtt.
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quien, coma dejamos dicho, no se trasfiere
la propiedad de estos , aun cuando hayan
sido estimados al hacerse el contrato, de-
berá sufrir toda pérdida que no proceda
de ui> verdadero é inevitable caso fortuito;
peroá su vez el arrendador sufrirá toda
pérdida completa ó parcial que acontezca
porcaso fortuito ó fuerza mayor, llenándo-
se, como suponemos que debe hacerse, las
condiciones indicadas anteriormente al ha-
blar.de esta materia en general. .

Lo que hace las veces de precio en este
contrato debe guardar, como en los demas
arrendamientos, cierta proporción con los
sacrificios que respectivamente hacen, los
contrayentes; debe ser justo, y si. en más ó
menos de la mitad excediera este límite,
habría lugar á su reducción, conforme á la
ley Recopilada (i).

Puede celebrarse este contrato por tiem-
po cierto ó por tiempo incierto. En este últi-
mo caso por una razón análoga á la que con-
curre en los arrendamientos de tierras de-
berá entenderse celebrado por un año, pe-
riodo indispensable para poder realizar por
una vez siquiera todos los beneficios que es
capaz de producir el ganado, debiendo en -
tenderse renovado por otro tanto tiempo el
contrato, si mediante el tácito consenti-
miento de las parles se verificase una re-
conducción.

¿La muerte de los contrayentes pondrá
término á este arrendamiento? Nos inclina-
mos á la opinión negativa. Las considera-
ciones personales que han podido influir
en la celebración del contrato soq aquí de-
masiado secundarías para que las obliga-
ciones recíprocas de las partes no se trasmi-
tan á sus herederos.

Si el arrendamiento se ha celebrado, pues,
por un número determinado de años, no se
entenderá fenecido por el fallecimiento de
alguna de las partes. La regla general, es-
plicada en su oportuno lugar, tiene aquí
completa aplicación.

Si el arrendatario infringiese las suyas,
el dueño podría pedir bien la rescisión del

necesita menos, eeto es, cuando la pérdida
ha sido parcial y acaso pequeña.

A su vez la opinión de Pothier nos pare-
ce fundada en una buena teoría; pero poco
útil y aceptable en la práctica.- Es induda-
ble que el dueño del ganado puede decli-
nar en el contrato sus riesgos otorgando á
la otra parte la debida compensación, ¿Pe-
ro cuándo podrá decirse que las ba decli-
nado? Esta es la verdadera dificultad que
ni aun teóricamente resuelve el jurisconsul-
to francés de una manera satisfactoria. Su-
poniendo que en aquel pais se haya esti-
pulado siempre en la aparcería de ganados
la mitad de la lana y de las crias para el
dueño y la otra mitad de ambas cosas con
la leche, el estiércol y el trabajo de los
animales para el arrendatario, no encontra-
mos bastante fundamento para poder decir
que la mitad de la lana y de las crías con-
cedida al arrendatario debe considerarse
como precio de los riesgos del ganado, por-
que tampoco le  hay, en nuestro juicio, para
añadir como en prueba de esta proposición
que de otra suerte estaría suficientemente
recompensado el arrendatario con la leche
y demas provechos que estipula. Es im-
posible prescindir de la libertad que en
este punto debe y no puede menos de
concederse á los contrayentes, y mas im-
posible todavía someter á esa especie de
tarifa inflexible la parte de beneficios que
equitativamente corresponde.al aparcero de
ganados, cuando tantas y tan variadas cir-
cunstancias pueden alterar los términos del
cálculo y modificar sus proporciones.

Nosotros admitimos el principio consig-
nado por Pothier; pero solo creemos aplica-
ble su decisión cuando pueda inferirse de
las cláusulas del contrato y demas circuns-
tancias que el dueño quiso imponer al arren-
datario y este aceptó realmente los riesgos
del ganado , estipulando como en compen-
sación ó precio de ellos una parte de  los
beneficios otorgados al mismo. En otro ca-
so, y salvando siempre la fuerza y la autori-
dad de las costumbres locales, lo mas seguro
es gobernarse por las reglas generales del
derecho; el arrendatario de ganados, á i< , Ley S. til. 1. 1ib. 10 de la No». Reeop.
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contrato, bien el abono de daños y perjui-
cios ó ambas cosas tal vez secan las cir-
cunstancias.

Disuelto el arrendamiento, debe proce-
derse á la liquidación y partición de los be-
neficios ó pérdidas, conforme á lo estipu-
lado y á los usos locales, en cuanto no se
hallen en contradicción con la voluntad es-
presa ó tácilanreote manifestada por las
partes.

Arrendamiento de ganado al colono y al
aparcero. Es el que se celebra con el colo-
no ¿ aparcero de una heredad cuando le
dá el dueño su ganado ó cierto número de
bestias que á ella tiene destinadas. La obli-
gación que esencialmente contraen Uno y
otro en semejante caso, es la de dejar en
la heredad á la conclusión del contrato la
misma entidad colectiva, es decir, el mis-
mo ganado, compuesto de igual número de
reses, ó el mismo número de bestias que re-
cibió , y no pudiendo ser asi ,  otras tantas
de igual valor.

Oblígase también á soportar la pérdida
total ó parcial, culpable ó fortuita del ga-
nado y de las bestias, y á invertir en bene-
ficio y fomento de la heredad todo el abo-
no que produzcan aquel y estas ; pero en
cambio hace suyos sin deducción ni parti-
cipación con el dueño todos los benefi-
cios y provechos que provengan durante el
contrato.

Por consecuencia , si bien es cierto que
el arrendatario no adquiere la propiedad
del ganado, ni puede disponer de él en tal
concepto, hace suyas las crias, salvo las que
fuesen necesarias para reemplazar las reses
muertas ó perdidas. Con esta misma res-
tricción puede también desprenderse de las
reses que por su vejez ó estado convenga
renovar en el ganado para su mejor apror
vcchamiento.

A la conclusión del arrendamiento él co-
lono debe, según hemos dicho,  restituir
con la heredad el mismo número de reses y
de las mismas especies que recibiera. Si el
numero está incompleto ¿deberá abonar
las que falten según el precio corriente, ó
según lo que valiesen al hacerse el contrato?

Nosotros opinamos qne debe atenderse al
último estremo por una razón moy sencilla.
El dueño de la heredad puso en ella el ga-
nado que reputó necesario para su abono:
esta era la utilidad principal que se propo-
nía obtener, no el'hacer una grangeria con
el ganado mismo. Ahora bien, si por haber
bajado el precio del ganado le abona el ar-
rendatario, tomando por tipo los valores de
la época en que se celebróel contrato , una
cantidad con la cual haya para comprar
mayor número de cabezas que las que fal-
tan, el dueño hace un lucro indebido y que
nunca pudo entrar en sus miras: si por el
contrario ha subido el precio del ganado y
la cantidad abonada no sufraga para la com-
pra de tantas reses cómo faltan, el propie-
tario sufre un perjuicio no menos indebido.
Nosotros comparamos en este caso el gana-
do á un utensilio de labranza: asi como el
arrendatario que juntamente con la here-
dad hubiese recibido un arado ó una azada
debería á la conclusión de un arriendo de-
volver aquel mismo arado ó azada en buen
estado ú otro equivalente, ó entregar el di-
nero necesario para comprarlo, de la misma
manera el que recibió con la heredad un
ganado , destinado á satisfacer las necesi-
dades del cultivo, debe en su dia res-
tituir el mismo ganado ú otro equiva-
lente, ó abonar la cantidad necesaria para
reponerlo.

Indicamos todas estas condiciones como
las mas propias de la naturaleza del con-
trato. Por lo demas, claro es que las par-
tes pueden establecer otras y que en lodo
caso, si nada estipularon espresamente, de-
be estarse á los usos locales.

En cuanto al aparcero de tierras que re-
cibe un ganado colocado en ellas para su
abono, deberán observarse las mismas re-
glas que en la simple aparcería de ganados
con pocas modificaciones, pues son en efec-
to contratos iguales, con la sola diferencia
de que los estiércoles no pertenecen pre-
cisamente al arrendatario, ó por lómenos
este no puede disponer de  ellos á su arbi-
trio , pues debe emplearlos esclusivamente
en la heredad. -
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to para no abandonar esta materia á la du-
da y á la incertidutnbre, señalar el punto
hasta donde llega la asimilación, y esta-
blecer las reglas especiales á que debe re-
curriese cuando las generales del arrenda-
miento dejen de ser aplicables; pero esto
no puede hacerse de una manera general,
clara y precisa, siendo mas fácil observar
en cada caso la modificación que exige en
los principios Indiferencia de las conven-
ciones. Nosotros nos limitaremos á indicar,
siguiendo al jurisconsulto citado, aquellas
cuestiones cuya solución puede ofrecer ma-
yores dificultades.

Aunque el goce de una de las cosas sea
el equivalente del goce de la otra, noJ es
absolutamente necesario que se haya con-
cedido por igual tiempo. En efecto, puede
el uso de aquella durante un año, por ejem-
plo, valer ciento, y el de esta cincuenta so-
lamente, y en tal caso lo verdaderamente
equitativo será que el uso de la última se
otorgue por dos años, y por uno solo e l  de
la primera.

Cuando en la convención no se baya fi-
jado tiempo mas que para el goce de una
de las cosas, se sobreentiende que el de la
otra se ha concedido por un tiempo igual,
á no ser que esta en fuerza de su propia'
naturaleza requiera un uso mas ó menos
prolongado. Así el que haya aceptado el uso'
de un caballo por tres meses en equivalen-
cia del goce de una heredad, que ba con-
cedido por su parte al otro contrayente, no
podrá exigir de este que se limite también
á disfrutarla durante los tres meses, si por
ventura no basta este tiempo para la per-
cepción de  frutos. *�

Si se hubiese guardado un silencio abso-
luto en el contrato acerca de la duración del
disfruté de las cosas que mutuamente se
concedieron los interesados, es  preciso dis-
tinguir. O alguna de ellas requiere por
su naturaleza que su gocé tehga cierta du-
ración, ó bien el uso á que sirven ambas no
indica hada sobre este punto. En el primer
caso es de suponer que las partes han que-
rido prolongar el goce recíproco todo el
tiempo necesario para la verdadera y com-

Arrendamiento de  ganados d precio fijo ó d
lanío por cabeta,- Exactamente igual es  el
resultado de  una y otra combinación para
los efectos del contrató. Ora se dé un pre-
cio fijo al ganado que toma el arrendatario,
ora se le dé á cada cabeza, el contrato es
entonces el que hemos examinado en la pri-
mera sección de este capitulo, y se rige por
las reglas y principios comunes de los ar-
rendamientos de cosas. El arrendador tiene
la obligación de entregar el número de re-
ses convenido , y el arrendatario Ja de de-
volverlas de la misina manera. El pago del
precio, la conservación de la cosa , las res-
ponsabilidades de ano y otro de los contra-
tantes están sujetas á las reglas que ya co-
nocemos.

SECCION IX.

DE ALGUNOS CONTRATOS QÜE TIENEN ANALOGIA

CON EL  ARRENDAMIENTO DE COSAS.

El contrato en cuya virtud se obligan las
partes á cederse la una á la otra recíproca-
mente el uso de cierta cosa, es como ob-
serva Potbier, un contrato do ul des, mas
semejante al de arrendamiento que á nin-
gún otro de los nominados. Bajo algún pun-
to de vista pudiera comparársele también á
la sociedad y al préstamo de uso; mas para
pertenecer á esta última clase, le sobra la
circunstancia esencial de ser oneroso; y
para ser de la primera le falta el requisito,
no menos esencial en tas sociedades, de que
los contrayentes pongan en común sus co-
sas respectivas ó el uso de ellas para parti-
cipar solidariamente ó en una proporción
dada de sus beneficios. La convención com-
prende dos arrendamientos impropiamente
dichos, pues cada contrayente arrienda al
otro la cosa de que se desprende, y el uso
de la que recibe le sirve como de precio de
la primera. No es este precio, sin embargo,
el que el verdadero arrendamiento requie-
re, y de ahí nace la diferencia entre ambas
clases de contratos, y la necesidad de modi-
ficar en el de que tratamos, los principios
que rigen en el otro. Convendría por lo lan-
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Piola fruición do alguna. En el segun-
do resultará que cada parle podrá poner
término cuando quiera al contrato * pi-
diendo á la otra la restitución de l oque
hubiese entregado con tal que lo haga
tempore congrí para no irrogarla perjuicio.
Así, dice el escritor citado, si yo hubiese
concedido á alguno el uso de un telar en
cambio del uso de otra cosa, aunque esté
pronto á devolver esta no podré pcdif un
telar, si el otro ha empezado en él alguna
obra hasta que quede concluida (1).

Dejando uno de los contrayentes de cum-
plir lo pactado aunque sea por impedimen-
to de fuerza mayor, no puede obligarse al
otro á que continúe cumpliendo por su
parle. Así el que haya concedido el go-
ce de un almacén por el de una casa, si
el almacén perece en un incendio, cesa de
tener derecho á seguir disfrutando la casa,
y solo exige la equidad que al que la ocupa
se le dé tiempo suficiente para desocuparla
y encontrar otra pagando el alquiler cor-
respondiente desde el día del incendio del
almacén

Si por ser el goce de una de las cosas
que se concedió en cambio de mas valor
que el de la otra, debiese durar el de esta
mas tiempo, y cesase prematuramente el da
la primera por una fuerza mayor, no podrá
el que la tenia reclamar inmediatamente
la cosa dada, sino que deberá dejar que el
otro se sirva de ella por un tiempo equiva-
lente y proporcional, atendida Indiferencia
délos  valores ó utilidades. Por el contrario,
cuando la que deje de disfrutarse por fuer-
za mayor sea ¡a de  menos valor, no solo po-
drá reclamarse inmediatamente la oirá, sino
el resto ó alquiler que corresponda para
nivelar las utilidades. Por ejemplo, uno ha
concedido á otro el goce de una casa por
dos años á cambio del goce de una heredad
que este le concedo por cuatro: si  la heredad
se hace infructífera al cabo de un año , el
dueño de la casa, además de su devolución
tendrá derecho á que se le abone el alquiler
de seis meses, pues según la estimación

que se dió á las cosas en el  contrato, el
disfrute de la heredad por nn ano solo re-
presenta la mitad del disfrute de la casa
durante el mismo tiempo; y no seria justo
dejar que la otra mitad se hubiese obtenido
de valde.

La propia regla deberá seguirse cuando
dehiendo tener lugar el goce de las cosas su-
cesivamente, después que uno de los contra-
yentes haya disfrutado la que recibió , pe-
rece la suya, y no puede, por la tanto, pro-
porcionar á este su uso. En tal caso es cla-
ro que debe satisfacerle el alquiler de  la
que por su parte ha disfrutado.

Por lo demases preciso no perder de  vista
la verdadera intención de las parles contra-
tantes. Estas decisiones no tienen lugar si-
no cuando realmente se han propuesto ce-
lebrar el contrato conmutativo á que nos
referimos; pues otra cosa muy distinta se-
ria si solo hubiesen tratado de favorecerse
con nn préstamo recíproco.

Si á la conclusión del término fijado en la
convención ó indicado por las circunstancias
signe cada parte y se la deja seguir gozando
de lo que ba recibido, esta continuación res-
pectiva de goce y la tolerancia reciproca de
los contrayentes inducen una especie de
doble tácita reconducción, en cuya virtud
se entienden reproducidas todas las esti-
pulaciones anteriores, á escepcion de  las
que se re ferian á la duración del contrato.
Para determinar la del nuevo se consultarán
los usos locales, si los bay, aunque solo sea
con relación á uno de los objetos del con-
trato, ó bien se atenderá á la naturaleza de
los productos y tiempo necesario para per-
cibirlos.

Cuando fuese uno solo de los interesados
el que continuara con aquiescencia del otro
en el disfrute de la cosa entregada por este,
recobrando por su parte la suya , no habría
respecto de él tácita reconducción. A falta
del precio ó de lo que bacía veces de tal en
el primer contrato, ó babia de  estipularse
otro, y en este caso el segundo contrato se-
ria un arrendamiento nuevo y distinto del
anterior y no una continuación de este, ó si
no se estipulaba ninguno, el contrayente que< |  He loc.ipr nínn. 16 J.
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Cuando uno concede á otro el  goce de  una

cosa por cierto tiempo en  equivalencia de  la
propiedad de  otrá qne aquel le iradiere,
este contrató comprende dos: una especie
de 'Venta y una especie de  arrendamiento; el
requisito único que falla á cada uno de  ellos
para ser tal venta y tal arrendamiento, es
un precio que consista eú dinero.

Las cuestiones que pueden surgir de  un
contrato semejante deben subordinarse A
los principios que rigen la venta y el aren*
damiento con las restricciones consiguien-
tes á la falta de un precio metálico.

Con arreglo, pues, á dichos principios, si
la cosa tcasferida en  pleno dominio pere-
ciese por caso fortuito en poder del que la
recibiera en equivalencia dei goce de  otra
suya, el nuevo dueño es e l  que debe sopor-
lar la pérdida, sin libertarse por eso de  sus
compromisos con e l  otro contrayente, e l
cual trasmitiendo su propiedad cumplió
los suyos y adquirió un derecho perfecto al
goce de  Ja cosa q demediante aquel sacrifi-
cio le  fue otorgado para cierto tiempo. Mas
si se  tratase de un caso de  eviccion, el pro-
pietario desposeído tendría las acciones que
qué la ley concede á todo comprador y co-
mo por vía de  restitución de  precio, podría
pedir que se  le reintegrase inmediatamen-
te en  el uso de su  pertenencia y el abono de
daños y perjuicios, según les circunstan-
cias.

Cuando es  la cosa cuyo goce se otorgó
en cambio de  la propiedad de  otra, la que
parece ó requiere eviccion por cualquiera
otra causa, la cesación en  el goce de  ella
produce siempre k resolución del contra-
to, pudiendo la parte á quien se  otorgó el
disfrute pedir la restitución de  lo que d ió
en  equivalencia. Lio  Ira parte quedó obliga-
da á asegurarla el disfrute dé la  que le cor-
responde duran Le cierto tiempo, y si no puede
cumplir, aunque sea por fuerza mayor lo  pro-
metido, debedevolver lo que recibiera come
precio. No siempre seria justo, sin embargo,
que el que disfrutó por algún tiempo la per-
tenencia del otro recobrase simplemente la
suya al  momento de  cesar en  e l  goce deaque-
lla. Si asise hiciese, siendo las cosas quefor-

continuase en el aso de  lo que se le entregó
lo  disfrutaría gratuitamente, y no pudiendo
haber arrendamiento sin precio, las relacio*
nes producidas entre las partes por el an -
tiguo convenio en cuanto á aquel objeto
degenerarían en otra especie de  contrato.

Tampoco se verificaría tácita reconduc-
ción respecto de  una de  las partes en el ca-
so  de  que, habiéndose concedido el uso de
dos cosas por tiempos desiguales á causa
de  su diferente valor, el que recibió la con-
cedida por un término mas corto la siguie-
se disfrutando después de  concluido este.

Pudiera pretenderse que portal hecho
el contrayente que continuó gozando de la
cosa mas allá del término fijado quedase
obligado á dejar gozar de la suya al otro
durante un tiempo proporcional mente igual.
Mas semejante combinación, como observa
muy bien Pothier, ofrece grandes inconve-
nientes. Toda reconducción tácita se  en-
tiende hecha por el mismo precia y con las
propias Condiciones del anterior contrato, y
esté principio no puede aplicarse al caso
propuesto. Los contrayentes comenzaron á
disfrutar á la par sus  cosas, representando
él  goce de  la una el precio actual del de la
otra. Hé aquí, pues, lo que no podía veri-
ficarse en la retond acción. El que todavía
no hubiese concluido de  disfrutar la que  se
le entregó, ¿qué recibirla en  cambio del uso
que este siguiera haciendo de  la suya mas
allá del tiempo prefijado? El derecho única-
mente de  continuar también disfrutando de
aquella cuando espirase el plazo respectivo,
nn goce futuro por Un goce actual. De este
modo se convertiría en  sucesivo el goce de
las cosas que por el primer contrato fue s i -
multáneo; yes  claro que con una alteración
tan profunda en  uno de los puntos mas esen-
ciales del arrendamiento no pueden verifi-
cárselas reconducciones.

Asi, pues, lo mismo en estecasoque en  el
anterior las parles no quedan ligadas me-
diante la prolongación de  uso por nn con-
trato de  arrendamiento ni otro análogo, de-
biendo únicamente una indemnización al
dueño de  la cosa el qne haya seguida dis-
frutándola después del término convenido.
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marón el objeto del contrato da un valor
desigual hasta el punto de haberse conju-
rado el goce temporal de la una, como
equivalente ¿ la plena propiedad dé la  otra,
es claro qae una de las partes quedaría per-
judicada. Los tribunales en tal caso habrán
de regular lo que deba satisfacerse como
precio del nso de la cosa por el tiempo que
se consiguió disfrutarla, teniendo en cuen-
ta la eviccion y las demas circunstancias.
Pero en ninguna de las parles hay derecho
¿ exijir que la cosa que se dió en propiedad
como precio del goce de la otra se divida
adjudicando al dueño de esta la parte cor-
respondiente al tiempo que duró el contra-
to, pues lo mismo al que enagenó que al
que aceptó el objeto por entero puede no
convenir la readquisicion ó la conserva-
ción de  una parte de! mismo.

CAPITULO TEBCEtO.
�Ex, a aaxxa< ■ iE ,vre  M w

0EKV1CI9M.

Espuestas las consideraciones que nos han
parecido oportunas respecto del arrenda-
miento en general y las doctrinas concer-
nientes al arrendamiento de cosas tanto
mueble», como inmuebles, róstanos hablar
de  este mismo contrato con aplicación á las
obras y servicios. Nuestro método está fun-
dado en la división general , comunmente
admitida, que solo reconoce las dos espe-
cies de arrendamientos que hemos anun-
ciado, el de casas y el de obras; y como el
de  estas comprende RO solamente las que
el hombre puede prestar con sus fuerzas
físicas, sino también con los recursos de
sus facultades morales, nos proponemos
tratar, aunque no con mucha estension, de
las personas que se obligan al servicio de
otro, de  los conductores y porteadores, de
los que loman á su cargo la construcción
de algunas obras y de los que se compro-
meten á llevarlas á cabo por su propia
cuenta , que es lo que llamamos obras ¿
destajo. De todos estos puntos nos ha-
remos cargo en la presente sección, echa n-

ARRENDAMIENTO.
do antes una rápida ojeada sobre las consi-
deraciones que son comunes á las di versas
obras y servicios que pueden ser objeto del
contrato.

SECCION I.

COVSÍDERACIONES GENERALES SOBRE EL  ARBX5-

DAM1ENTO DE  OBRAS Y SERVICIOS.

Apenas hay necesidad de indicar que el
arrendamiento de obras es el qne celebran
dos personas, de las cuales una se obliga
y compromete expresamente á hacer en fa-
vor de la otra alguna obra ó servicio, me-
diante cierto precio que esta á su vez se
obliga á darle. La esencia, pues, de  este
contrato y lo que le distingue del de cosas
consiste, según se observa fácilmente, en
que la materia no es  una cosa ni un predio
rústico, ni un mueble, ni una bestia, sino la
obra que se obliga la parte á ejecutar ó d
servicio que debe prestar con arreglo á su
compromiso; el trabajo de sus propias ma-
nos ó el producto y la creación de su in -
genio.

Esta indicación basta para comprender
la grande importancia del arrendamiento
que examinamos, puesto que, como hemos
dicho al principio de este articulo, exami-
nando la influencia de este contrato sobre
el órden social , las inmensas ventajas que
de él proceden, no consisten tanto en la tras-
misión del goce y aprovechamiento de  las
cosas bajo las condiciones propias de  la
naturaleza de la convención como en ¡a
buena combinación de los vínculos y rela-
ciones que establecen entre los hombres la
comunicación del trabajo, el cambio de sus
servicios y el saludable influjo que aquel y
estos ejercen en el bienestar moral y mate-
rial de los pueblos.

Nuestra antigua legislación nada enseña
ni dispone acerca del arrendamiento de los
servicio» domésticos, sin duda alguna por-
que en  aquellos aparladas tiempos los ser-
vicios domésticos equivalían á U servidum-
bre ó por punto general iban, inherentes á
ella. Después de su abolición no encentra-
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nombre propio, como le  han hecho ya escri-
tores modernos acogiéndonos á los princi-
pios del mismo derecho romano , y des-
preciando la sutileza que le sirvió de fun-
damento para desviarse de ellos en este caso
particular. Si el locador es el que suminis-
tra lo que constituye la materia del con-
trato por cierto precio , y conductor ó loca-
tario el que recibe aquella y paga este, ar-
rendador ó locador debe llamarse , y lla-
maremos nosotros a) que se  obliga á hacer
algo por otro, y arrendatario ó locatario al
que mediante el precio que se estipuló ad-
quiere derecho A la obra ó servicio pro-
metido.

Supuesta la identidad de naturaleza en-
tre los arrendamientos de cosas y de obras
por cuanto unos mismos requisitos esencia-
les exijen para su validez unos mismas de-
rechos y obligaciones producen entre las
partes y de  unas propias acciones las revis-
ten para compelerse múluamente al cum-
plimiento de lo estipulado, solo nos resta
esponer las reglas particulares que tienen
aplicación A este Contrato en raaop de las
obras ó servicios que forman su objeto.

Examinaremos, pues,  ante todo qué
obras y servicios pueden ser materia de ar-
rendamiento.

SECCION II.

OBRAS Y SERVICIOS QUE PUEDEN SER OBJETO

DEL CONTRATO DE ARRENDAMIENTO.

Al hablar en la sección primera del capí-
tulo primero de la cosa como condición
esencial del arrendamiento, dijimos que po-
dían ser arrendadas las obras y que en este
arrendamiento se comprendían los servi-
cios, el trabajo, la industria y hasta los cui-
dados que pueden prestar las personas.
Efectivamente, el jornalero, el obrero y el
criado arriendan el trabajo que pueden
prestar con sus brazos y con sus fuerzas fí-
sicas; el que se coloca al frente de un esta-
blecimiento induslral, comprometiéndose A
dirijir sus operaciones, arrienda los servi-
cios de su industria y el arquitecto que

Míos mas que alguna que otra ley dispersa
entre las recopiladas encaminada á repri-
mir las faltas ó escesos de ios criados res-
pecto desús amos, sin determinar por eso,
y como hubiera sido conveniente hacerlo,
las obligaciones que los ligan respectiva-
mente y sus efectos civiles, como conse-
cuencia uno y otro del contrato celebrado.

Salva , sin embargo , esta omisión bajo
las condiciones de la sociedad de aquella
época , las leyes de Partida mas filosóficas,
despreocupadas y sábias que las de ningún
otro país, como tendremos luego ocasión
de observarlo mostraron perfectamente
que cuando la amistad , la benevolencia ó
la compasión no sustituyen al interés que
es el móvil mas poderoso de todas las accio-
nes humanas, solo al arrendamiento pode-
mos deber todos los oficios que no nos es
dado ó conveniente prestarlos á nosotros
mismos; los que contribuyen al desarrollo
-de . la inteligencia y á nuestra perfección
moral ; los que conducen á la conservación
de la salud y á nuestra comodidad y re-
creo; los que sirven al acrecentamiento de
nuestros bienes ó industria; todo lo nece-
sario en suma para la satisfacción de las ne*-
cesidades de la civilización mas refinada.

Las legislaciones modernas han suplido
el vacío de las antiguas, formulando las
Obligaciones y los derechos de los que en
uno ú otro sentido intervienen en estos
contratos , y aunque esto sea nna mejora
positiva bajo cualquier aspecto que se con-
sidere , es lo cierto que laeircunstancia de
ser un hecho y no una cosa lo que forma la
materia del contrato, no afecta á su esencia
ni altera por consiguiente de un modo ra-
dical las obligaciones que nacen de él.

La legislación romana invertía en el ar-
rendamiento de obras hs  denominaciones
dé los  contrayentes, llamando locador al
que encargaba y recibía la obra , y conduc-
tor al que la prestaba en desempeño de
aquel encargo: qu» simul el opus conducil el
oporas local. Las leyes de Partida , poco téc-
nicas en este punto, se valen casi siempre de
rodeos para designar A los contrayentes.
Nosotros conservaremos A cada uno su

TOMO n i .
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se obliga á edificar ana casa por cuenta de
otro presta en el mismo concepto las obras
y los servicios de so talento y de  sus cono-
cimientos artísticos. En este caso, sin em-
bargo, no puede usarse la palabra arrenda-
miento sino en un sentido rigorosamente
jurídico, porque en el lenguaje comunmen-
te adoptado el contrato celebrado entre las
personas que acabamos de mencionar se
llama mas bien alquiler, ajuste ó concier-
to. Así no decimos que un criado ó un jor-
nalero bao. arrendado sus obras y servicios
¿otro, sino que están ajustados por esta ó
aquella suma.

Aunque la palabra obras y servicios es
tan lata que puede comprender .los de to-
das clases y condiciones, con relación, sin
embargo, al contrato de arrendamiento y al
concepto comunmente admitido en este pun-
to, se limita á los que pueden prestar aque-
lla clase de personas que se ajustan y con-
ciertan con otras á quienes tienen bajo su au-
toridad ó dependencia para aprovecharse
de  sn trabajo material; á los que prestan
aquellos que se obligan á conducir y tras-
ladar personas ó cosas de un punto á otro,
y á Ibsque desempeñan final mente aquellos
otros que toman á su cargo por una cantidad
dada la construcción de alguna obra , por
ejemplo, de una casa. No es esto decir que
no puedan ser materia del arrendamiento,
jurídicamente considerado, otra clase de
trabajos personales mas nobles y elevados
que puede prestar el hombre cuando en la
prestación de ellos concurriesen todas y ca-
da una de las condiciones esenciales de es-
to contrato, á saber: un ajuste prévio, una
cantidad convenida como precio del trabajo
y el acuerdo ó consentimiento espresode los
interesados. Lo que queremos significar es
que cuando el trabajo ó los servicios son
de cierta especie elevada y tienen en su
misma índole una importancia tan recono-
cida que no permite que se confundan con
otra clase deservicios y trabajos, la presta-
ción de ellas no constituye por este solo he-
cho y por el hecho de recibir una recom-
pensa, las mas veces ó casi siempre no con-
venida, un contrato de arrendamiento.

Seguramente no puede negarse, qne
cuando un literato ó un hombre científico
se obligan á escribir y á entregar á otro las
producciones de su talento y capacidad por
una cantidad previamente convenida, me-
dia cnirc ambos un ajuste ¿convenio que
en su esencia equivale al arrendamiento de
obras. Lo mismo que cuando un módico
se comprometiera á prestar los ausilios de
su profesión por un tiempo determinado y
mediante una retribución convenida, no
podría negarse tampoco que esta obligación
envolvía esencialmente y en el rigor de los
términos un arrendamiento ó alquiler de
obras ; pero cuando esas condiciones no
existen, cuando no ha precedido ajuste de
ninguna clase, cuando no ha mediado nin-
gún acuerdo sobre el precio, cuando no
hay en último resultado otra cosa sino la
prestación de esos trabajos de índole eleva-
da y noble, como lientos dicho, entonces no
puede ni debe decirse que hay arrenda-
miento ni alquiler sobre tales objetos.

Los romanos lo conocieron así, y pres-
cindiendo de las eternas cuestiones de los
comentadores, el buen sentido y la opinión
constante de todos los tiempos han sancio-
nado y conservado hasta hoy esta doc-
trina.

La legislación de aquel pais atendió al
principio no á la importancia, sino á la
índole de los trabajos ó de los servicios pa-
ra calificar el contrato celebrado acerca de
la prestación de ellos, como arrendamiento
ó como mandato. Si esta se verificaba por
un precio convenido, el contrato se consi-
deraba arrendamiento, s ino  mediaba esta
circunstancia, se calificaba de mandato.
Posteriormente se introdujo la distinción de
precio y honorario, sirviendo el primero pa-
ra retribuir cierta clase do trabajos poco
importantes y nobles, y el segundo para
recompensar los de esfera mas elevada. En
el primer caso se consideraba constituido
un arrendamiento, en el segundo un encar-
go que admitía de suyo aquella recom-
pensa.

Esta teoría dejaba en pie una dificultad
que nacía do U imposibilidad de calificar
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cierto y la rompe por no ser perito, añade
que lo mismo se entiende de los demas
maestros, físicos, cirujanos, albéilares y
demas que reciben precio para hacer algu-
na obra cuando yerran por culpa ó imperi-
cia. La circunstancia de recibir precio para
hacer alguna obra denota claramente que la
ley se refería al caso en que estas personas,
aunque facultativas, se hubiesen obligado ¿
prestar sus obras y servicios por una can-
tidad dada, convenida de antemano; y par-,
tiendo de este principio, aplicá á este caso
el principio ó regla común en materia de
arrendamiento sobre la responsabilidad del
que se obliga á prestarlas.

Quede, pues, establecido que aun cuan-
do caben en este contrato de arrendamiento
todas las obras y servicios que el hombre
puede prestar desde los materiales que pro-
ducen sus fuerzas físicas, hasta los nobles y
elevados que se derivan de su inteligencia,
no consideramos como objeto de nuestra dis-
cusión y de este tratado, sino el trabajo y
los servicios que prestan las personas indi-
cadas y que vtimos á desenvolveren los pár-
rafos siguientes:

§: 1 /  De leu personas que se obligan al  ser-
vicio de otro.

Entre las personas que se comprometen
á prestar en favor de otro ios servicios y las
obras que pueden ejecutar con sus fuerzas
físicas se comprenden , según hemos dicho,
los criados y los obreros. Estos son los que
propiamente hablando alquilan ó ajustan
dichas obras mediante el precio convenido
con aquel en cuyo favor deben prestarse.

Damos el nombre de criado á los que por
cierto precio, llamado en este  caso salario,
se consagran al servicio personal y domés-
tico de otros ó bien les ayudan en algún tra-
bajo mecánico y corporal, como el de iaagri-
cultura y viven con él bajo un mismo te-
cho. Llamamos obreros á los que ajustan y
prestan sus servicios al día ó por un tiempo
determinado, sin alojarse en su propia ca-
sa. Cuando estos ajustan un trabajo al día
reciben la denominación especial de jorna-

la importancia y elevación de los trabajos
para determinar la índole de la retribución
ó recompensa que debía dárseles; y para ori-
llarla apelaron, no á la relación del valor
de la obra con la retribucionprometida, sino
á la naturaleza yá  la importancia de aquella;
hicieron por consiguiente distinción entre
las arles mecánicas y .las liberales, y asen-
tando que los trabajos en que predomina la
inteligencia son demasiado elevados y no-
bles para poderse apreciar en dinero, que-
dó decidido que la retribución ó recompen-
sa ofrecida por ellos debia considerarse co-
mo honorario y no como precio; que las
convenciones que tuviesen por objeto se-
mejantes obras conservaban toda la digni-
dad y escclencia de un mandato y que los
trabajos materiales que no pudieran co-
locarse en tan alta esfera quedasen en la
condición de arrendamientos.
. La verdadera solución que nosotros cree-

mos aplicable á la cuestión presente, es la
que ya se desprende de las consideraciones
espuestas hasta aquí. Nosotros creemos que
deben distinguirse dos casos esencialmente
diversos entre s i :  aquel en que precede
ajuste entre ¡asparles ó consentimiento es-
preso sobre las obras y convenio formal so-
bre la retribución que haya, de percibir el
que las presta, y aquel otro en que no con-
curre ninguna de  estas circunstancias, ni
hay otra cosa mas que la prestación de
las obras mismas. En el primer caso en
que su importancia escluye el nombre
del arrendamienloserán, sinembargo, apli-
cables las reglas y los principios propios de
este contrato; en el segundo, por mas que
medie y se reciba una retribución y recom-
pensa no convenida ni ajustada, creemos
que habrá un mandato irregular, ó como
dijeron los glosadores de las leyes romanas,
un mandato retribuido. En estos casos no
concurre ninguna de las condiciones esen-
ciales y características de este contrato.

No á este caso, pues, sino al anterior,
creemos que se refiere la ley 10, tít. 8 ,  Par-
tida 5,  que hablando de la responsabilidad
del lapidario que recibe uoa piedra precio-
sa para engarzarla en sortija por precio
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Ierra; si en ves de ajustarse por dias, me-
ses ó afios estipulan un precio cierto, pro-
porcionado ¿la cantidad del trabajo que se
obligan á ejecutar, el contrato cambia de
carácter, siendo mas bien una obra á des-
tajo que un alquiler de servicios.

Este contrato, á la manera que se dijo al
hablar del arrendamiento en general , pue-
de celebrarse ¿ tiempo lijo ó por un perio-
do ilimitado. En el primer caso su dura-
ción se determina por el plazo que han
prescrito ios interesados á no ser que se
hubiera celebrado, como rarísima vez acon-
tecerá, por toda la vida del que ha de des-
empeñar los servicios, en cuyo caso el
principio de libertad que nunca puede des-
terrarse de las acciones humanas, haría
que semejante obligación fuese resc indi ble
y que uno y otro de los contratantes pu-
diera apartarse de ellg.

Si no se hubiese prefijado el tiempo de la
duración del contrato se atenderá para de-
terminarla á la naturaleza de las obras ó
servicios pactados y á los usos establecidos
en cada localidad. Cuando el precio se es-
tipula á tanto por día ó por mes, se entien-
de celebrado el contrato por periodos ¡gua-
les. Pero no siempre deberá deducirse lo
mismo del señalamiento del precio á tanto
por año: en muchas parles hay la costum-
bre de regular asi el salario de los criados
y no por eso habrá de privarse á las partes
de la libertad de poner término al contrato
cuando les acomode, guardándose recípro-
camente, como exige la equidad , la consi-
deración de avisarse algunos dias antes. En
cuanto á la duración del contrato cuando
se toman criados para las faenas y labores
del campo sin espresar nada en el ajuste, y
cuando se toman del mismo modo trabaja-
dores para operaciones especiales -y deter-
minadas, como la siega, la vendimia, etc.,
deberá estarse igualmente á los usos y re-
glas adoptados en cada localidad.

El criado ú obrero no queda obligado á
prestar mas servicios ó trabajos que los
que se hubieren estipulado, pero en cambio
lo está á ejecutarlos leal y cumplidamente,
y á resarcir al amo los daños y perjuicios

que le causare por su negligencia ó impe-
ricia (1). Fundada en este principio y mas
bien proponiendo un ejemplo que resolvien-
do un caso especial, la ley 15,  tít. 8 , Par-
tida 5 dice que los pastores que reciben
soldada deben poner toda la diligencia po-
sible en la guarda del ganado, y que si este
sufriese algún daño, lo deben pagar al due-
ño, á no ser que probasen por algunas se-
ñales ciertas ó en otra manera y jurasen
<pie acaeció sin culpa suya; bien que si el
dueño probase ásu vez la culpa del pastor,

| no se admitirá el juramento de este. Tam-
bién responden los que alquilan su trabajo
de, la impericia ó negligencia de las perso-
nas de que se sirven para que Ies ayu-
den '2).

El criado doméstico ademas de la obliga-
ción que contrae de prestar los servicios en
favor de la persona que los ha estipulado, se
convierte por las consecuencias que lleva
consigo el compromiso en un miembro de
la familia y se sujeta á la autoridad domés-
tica del amo. De aquí nacen otro órden de
derechos y obligaciones de fidelidad , obe-
diencia y respeto, que no son del presente
lugar, y de las cuales nos reservamos tratar
en el <pic es oportuno.

De una ley recopilada se infiere, que to-
dos los que trabajan á jornal deben estar á
disposición de! que los emplea de sol á
sol (5). Si fuere otro el uso de! lugar, se es-
tará á la costumbre. El amo ó locatario de-
be por su parte cumplir al criado ú obrero
todas las condiciones de su contrato, no exi-
girle mas servicios ó trabajos que los esti-
pulados, alojarle y alimentarle, según cor-
responda á su clase y pagarle á su tiempo
el salario. Esta obligación prescribe á ios
tres años , sin que se admita respecto de su
cumplimiento declinatoria alguna de fue-
ro vV; poro la ley concede al criado el inte-
rés de un 5 por 100 y á los artesanos y me-
nestrales el del 6 por 100 de la deuda des-
de el día de la interpelación judicial (5).

í l )  LL.  10. 12 Y 13. t i l .  «. Parí- » .
(2 Le) i .  t i l .  23, hb. » ,  Nov. ReCop.
(3; Ley 1, t i l .  26. l ib.  8, No*.  ReCop.
, i )  Lev ni .  l i l .  11, lib. 10 Nov.Recvp.
i 5; LL .  19, 13, 13 y 16, t i t .  11, lit*. 10, Ñor.  R«e«p.
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perjuicio, todavía pudiera obligársele á in-
demnizarlo. Si el criado ú obrero ajustado
por todo un año dejase de prestar sus ser-
vicios durante algunos días por taren de
enfermedad , se estará á los usos y costum-
bres locales, sin embargo de que la equidad
dicta que en tal caso no se le haga rebaja
ninguna proporcional del salario, pues has-
ta cierto punto el dme ha debido proveer
y contar con este incidente (i}.

Si el alquiler se ha hecho á tiempo fijo
las- partes están respectivamente obligada»
á Henar sus compromisos hasta la conclusión
del término, y si alguna los quebranta debe
abonar á la otra losdaños y perjuicios; única
solución posible de las obligaciones de ha-
cer ó no hacer en el caso de faltar el deudor
al cumplimiento.

Mas esta regla no carece de escepciones,
como quiera que pueda haber justos moti-
vos para que tanto el amo como el criado ú
obrero dejen de ejecutar el contrato. La
cantidad estipulada constituye el precio de
un servicio efectivo; luego la enfermedad
sobrevenida al locador autoriza al locatario
á retener la parle de salario correspondien-
te al tiempo que haya durado la enferme-
dad , á no ser que , como queda dicho, se
trate de un doméstico ó trabajador ajustado
por todo un año y que baya sufrido una l i -
gera dolencia. Habiéndose hecho un con-
trato por tiempo indeterminado, aun es  mas
obvio que el amo en caso de enfermedad
del criado ú obrero puede despedirle , bien
que la humanidad le aconseje abstenerse del
uso riguroso de este derecho. En todo caso
si llama á vn médico y hace algunos otros
gastos para la curación de su doméstico no
puede después reclamárselos , puea no  es-
tando obligado á semejante dispendio , se
entiende que lo hizo gratuitamente.

El criado á quien toca la suerte de solda-
do no está obligado al abono de daños y
perjuicios al amo ; pero ri el que abandona
su servicio por causa independiente de su
voluntad, aunque al parecer sea plausible,
pues esta consideración no  destruye la cir-

ARRENDAMIENTO.
El jornalera tiene derecho á qne se le

pague iu  jornal, si asi lo eiije,  en la noche
del mismo día en que ha trabajado (!)�

Si en ¡a locación de servicios ó de traba-
jos no se hubiese fijado precio , deberá re-
gularse este conforme á la oomun estima-
ción que tengan en cada logar aquella es-
pecie de trabajo ó servicios, y faltando este
tipo , habrá de  someterse la cuestión á jui-
cio de peritos. Antiguamente los ayunta-
mientos estaban facultados para tasar los
jornales de los obreros (2) pero aun antes
de consagrarse la libertad de todo género de
industrias, y los principios en que estaban
basadas las leyes sobre arrendamientos de
casas y tierras, que por identidad* de razón
son aplicables al alquiler del trabajo perso-
nal, ya se había rolo semejante traba en
favor de los jornaleros del campo autori-
zándoles para concertar á su arbitrio los
salarios con los dueños de las tierras (3).
Tampoco se hallan en observancia las leyes
recopiladas que prohibían el alquilar cria-
dos por días y fijaban el número de los que
podía tener cada familia (4).

Cualquiera que sea el trabajo hecho du-
rante el tiempo para el cual se ajuste el jor-
nalero, no tiene derecho á ningún aumento
del jornal estipulado. Tampoco le tiene el
amo á la disminución , porque antes de la
conclusión de aquel termine el trabajador
su faena y no haya otra en que ocuparle,
aunque este adelanto proceda de haberse
empleado mas brazos de los necesarios.
Menos le tendrá cuando el mismo haya im-
pedido al jornalero trabajar hasta el fin del
dia. Pero si el jornalero deja su tarea ó no
pnede continuarla antes de concluir el dia
por cualquiera causa independiente de la
voluntad del amo , annque sea por fuerza-
mayor, tampoco tendrá derecho á que se
le abone mas jornal ó salario que el corres-
pondiente á la parte del dia en que real-
mente ha trabajado; y si abandona su tarea
voluntariamente ocasionando coa ello algún

( í  ) L*y 9, Ui. M ,  l ib. S ,  Ñor. Reeop.
(9)  Ley 4, lie. 96. lit». i .  Sor.  Hecop.
( l i  Reil proditor» del cornejo de 18 de traflembr*

de 1707, ñola 1,  lit.  34, l ib. 8. Ñor. Hecop.
HJ Leyes 4 y Mcetbae, lit. 14, lib.  í .  (lev Btcopr (<) Polbier du Isge núm. <�?.
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cuaslancia esencial de que la inejecución
del contrato e«  enteramente libre;

El doméstico ¿ quien no se diesen las co-
sas necesarias para la vida, 4 no se  le paga-
se  so salario, ó se le maltratase de  obra ó
de palabra , ó se intentase deshonrarle ó
corromperle puede rescindir el contrato,
y aun reclamarle los daños y perjuicios se-
gún las circunstancias. A su vea el amo po-
drá también despedir al criado d obrero si
este adolece de incapacidad para el servicio
ú obra que tomó á su cargo , ó si es negli-
gente, ó insubordinado hasta un ponto que
justifique la espulsion á juicio de tos tri-
bunales.

Para la estimación de daños y perjuicios
en los casos de que acabamos de hablar no
puede darse regla fija: la situación y cir-
cunstancias respectivas en. que  se  hallen una
yvjtra parle han de ejercer por Tuerza una
influencia directa en la cuestión, y esta in-
fluencia no puede determinarse en  Una fór-
mula general. Deberá dejarse , pues , su
apreciación en cada caso al criterio judi-
cial ilustrado con las pruebas de las parles,
y si fuese preciso por d dictamen de per-
sonas peritas.

La muerte del criado ú obrero pone tér-
mino siempre á este contrato : el compro-
miso-era personalisi me y no puede trascen-
der á los herederos. No sucede lo  mismo
por parte del amo,  á no Ber qqe pueda pro?
barse que también sus circunstancias per-
sonales influyeron en la obligación contraí-
da con é l .

En el alquiler de  obras y de servicios tie-
ne también lugar la- tácita reconducción.
Si el criado ú obrero que se ajustó por tér-
mino fijo continúa prestando á 1a conclu-
sión de este sus trabajos ó servicios, se  en-
tienden]ustado de nuevo bajo las mismas
condiciones que antes.

2.° De los ooadactares y porleaderes.

Ademas de los servicios que prestan y
arriendan los domésticos y jornaleros , pue-
de también arrendarse la conducción de to-
da clase de efectos, y aun de las personas,

ARRENDAMIENTO.
lanto poraiar como por tierra. Este es  el
cofttrato de  arrendamiento qte celebran los
arrieros, los ordinarios, tos carraageros, las
empresas de diligencias y mensageríasó los
dueños y encargados de  ellas y de toda cla-
se de vehículos cuando toman ¿ su cargo el
trasporte de dichos objetos de  un punto á
otro por caminos, por rios , por canales 6
por el mar mediante el pago del precio con-
venido. El trasporte por ««siguiente pnede
ser terrestre y marítimo sega a ota el  y lo
por donde se verifique la conducción;

En este contrato puede confuadirsa fteik
mente el arrendamiento de cosa con ti  de
las obras y servicios deque se trata; es  por
lo mismo necesario lijar con eiaotrtnd esta
diferencia. Cuando el dueño de un carrnage
ó de  un buque le alquila á otro por cierto
tiempo para que con eHoe , de su propia
cuenta y á sus propios riesgo» ejecute ¡a
conducción que se ha propuesto hacer, el
contrato no es mas que un simple arrenda-
miento de  cosas. El dueño del buque ó del
carruage ninguna obra ni servicio personal
tiene que prestar , y su responsabilidad te
halla limitada á la entrega de  la coca en  es-
tado de  servir á su objeto. Pero si el dueño
del oaruage ó del buque no soto arrienda
uno ú otro artefacto , sino que contrae la
obligación de veri ticar.eon* ellos la conduc-
ción de  las cosas 6 de  las personas entre los
puntos estipulados , entonces existe el ar-
rendamiento de obras y servicios , de  que
nos ocupamos en esta eecoion.

La» leyes de Partida conocieren esta dis-
tinción y la consignaron con bastante clari-
dad en sus disposiciones. «Obras que orne
■faga, dice la 3 ,  til. 8 .  Parí. 8 ,  con sus
■manos, ó bestias ó uovtoa para traer mer-
cadurías, ó para aprovecharse del uso de-
sellas.... pueden ser atogadas ó arrenda-
■das.> En este caso nó hay mas que un
simple arrendamiento de  cosas. Pero la ley
8 del mismo título y Partida , añade : «A
■cuestas por sí mismo , Ó en alguna su bes-
■ tía , ó en carreta ó en nave de levar algua
■orne vino, ó olio, oto.,» en cuyo caso no
solo se  arrienda el artefacto que sirve de
instrumento para la conducción, sino la
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por el conductor , tiene el deber de  vigilar-
las y custodiarlas , y per consecuencia la
responsabilidad directa de los daños que
por negligencia del mismo puedan ocurrir.

La mas grave dificultad que puede pre-
sentarse al tratar del ejercicio y de la rea-
lización de esta responsabilidad, tiene por
objeto la estimación de las cosas ó la gra-
duación de  su valor.

Rara vez , sin embargo , se detallan ni
justiprecian los objetos en el acto de su
entrega al conductor. Ninguna ley obliga á
hacer esta declaración que seria sobrema-
nera embarazosa , y lo que sucede ordina-
riamente es'que el remitente ó viajero en-
vía sus baúles, maletas, cajas y paquetes,
sin indicar la naturaleza y valor de los efec-
tos que con tienen. De ahí las dificultades
que na tur a¡mente han de tocarse en el ca-
so de una pérdida para determinar su im-
porte , y hacer efec tiva la responsabilidad
de los porteadores, cuestión en la cual no
puede menos de darse cierta latitud á los
tribunales , á 6*  de que apurando todos los
medios de investigación decidan lo que en
conciencia crean mas conforme á la ver-
dad y á la justicia. Para evitar estos incon-
venientes en las administraciones de  dili-
gencias, por ejemplo, suele lomarse la pre-
caución de entregar al viajero 6 remiten-
te un billete, en el cual se espresa ln
cantidad que abonará la compañía ó em-
presa por cada clase de bulto en caso de
pérdida, permitiendo al dueño que si no se
conforma con esta tarifa , fije él mismo e¡
valor que le parezca , abonando un tanto
por ciento, mediante cuyo premio 1* em-
presa le asegura aquellos objetos por el va-
lor declarado. El que al entregar la cosa
acepta un recibo concebido en estos térmi-
nos se somete á las condiciones insertas
en él , y no tiene derecho á exijir en nin-
gún caso que la responsabilidad del portea-
dor se entienda mas allá de  los límites con-
venidos. Tampoco deben responder las
compañías y empresas que se encargan de
este género de conducciones de las cosas
que se entregan directamente á los conduc-
tores ó mayorales sin anotarse en el registro.

obra y loa servicios del dueño mismo que se
compromete á verificarla; En nao y otro
caso la responsabilidad y los principios que
rigen las demás consecuencias del contrato
son diversos.

Así como hay transportes terrestres y ma-
rítimos, según sea el punto por d nde ha-
yan de verificarse , los hay también mer-
cantiles y ordinarios, según se apliquen á
las necesidades de la vida común ó á las
operaciones del comercio que es lo mas
frecuente. En el primer caso se rigen por
los principios de los arrendamientos de co-
sas y de los de  obras; en el segundo debed
acomodarse á las disposiciones mercantiles
en los términos que puede verse en los ar-
tículos PÚKTEAMB, rUETAMJS.VTQ.

Muy poco es, pues, lo que podemos aña-

dir á las doctrinas y á los principios con-
signados ya en las anteriores secciones at

hablar de este género de arrendamiento.
Todas las particularidades deque podemos
ocuparnos tienen por objeto la responsabi-
lidad que impone á los contratantes.

Esta responsabilidad es por punto gene-
ral la misma que contraen todos aquellos
que toman á su cargo la conservación y cus-
todia de algunos efectos, puesto que el con-
ductor ó porteador se equiparan completa-
mente á ellos en las cosas cuyo trasporte se
obligan; á realizar. Todos los daños que
ocurran por negligencia del conductor, ó
por no haber puesto todo el cuidado posi-
ble,  regular y acostumbrado; los estravíos,
los hurtos , y en una palabra , lodos los me-
noscabos que no sean puramente casuales,
todos le son imputables. No lo serán tam-
poco cuando hayan sobrevenido por fuerza
mayor ó por la naturaleza de las mismas
cosas en cuyo, caso probándolo no estará
obligado á indemnizar el perjuicio. Esta res-
ponsabilidad > no solo comprende lo que los
conductores han recibido y dejado en el
carruaje mismo ó en el buque, sino todas
aquellas cosas qqe se han colocado en el
punto ó lugar designado para llevarlas des-
pués á trasladarlas á ellos. Desde el mo-
mento en que se entregan las cosas que
han de conducirse en un punto designado
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Aquellos dependientes no son personas au-
torizadas para celebrar á nombrede la com-
pañía semejantes contratos ; y ai huir de las
que tienen esta misión, y de la formalidad
del registro , puede haber el riesgo de que
se celebre un contrato fraudulento con los
conductores en perjuicio de los intereses de
la empresa.

3." De los que loman d su cargo la cons-
trucción de una obra.

La construcción de  una obra puede esti-
pularse mediante una recompensa á tanto
por día , ó bajo otro tipo , siendo de cuenta
del dueño de la obra el pago de los opera-
rios por una cantidad alzada, que es  lo que
se llama obra á destajo. En el segundo ca-
so , que será objeto del párrafo siguiente,
tiene el locador el carácter de un verdadero
empresario ; en el primero del cual trata-
remos ahora , no es propiamente mas que
un director de  tas obras , pero con derechos
y deberes especiales, nacidos de sus eín-
cunstancias personales y de la índole del
servicio que se obliga á prestar al loca-
tario.

En efecto , el contrato á que aludimos no
suele celebrarse sino para obras que re-
quieren conocimientos artísticos ó faculta-
tivos, y con personas adornadas de ellos.
De ahi es que aun no interviniendo el ar-
quitecto j maestro ó artífice en la construc-
ción , sino como un director asalariado de
la obra, contrae un empeño que no puede
ni debe confundirse con un alquiler coman
y ordinario*de servicios. Ambos contratos
son dé ud’ mismo género; pero constituyen
especies distintas. Para convencerse de la
diferencia basta observar qne en el uno el
trabajo forma el objeto inmediato de la con-
vención, en el otro no es el trabajo precisa-
mente lo que se busca sino sus resalados,
la obra concluida ya y perfecta según se
había proyectado y convenido, hasta cuyo
punto no se estingnen las obligaciones del
que tomó á su  cargo la construcción, mien-
tras que el mero locador de trabajos ó de
servicios cumple con prestarlos con la asi-
duidad y esmero convenientes.

Con arreglo á los principios que determi-
nan la naturaleza y efectos del arrenda-
miento, acomodados á las circunstancias
especiales del que nos ocupa , el perito lo-
cador queda obligado:

1 .° A dirijir la obra por sí mismo, pues-
to que en  consideración ¿ su habilidad per-
sonal se le ha confiado la construcción.

2.® A hacerlo con solidez y perfección
que es  el primero y principal de los fines
que la otra parte se  propuso en  el contrato,
y con arreglo al plano aprobado por esta si
así se convino. La ley 21 , tí*. 32, Part. 3,
hablando de  la pana que merecen los que
son puestos sóbrelas labores cuando facen y
alfimo falsedad, dice , que si por ventura
la obía nueva se derribase ó se moviese an-
tea de acabarse , ó quince años después de
que fuese hecha , presúmese que esto acon-
teció por culpa de aquel que era puesto pa-
ra hacerla , debiendo por lo mismo él y sus
herederos repararla ó reconstruirla á sus
tspensas, salvo que la ruina proviniese de
caso fortuito. Citando esta ley y otia dis-
posición del derecho romano (l), dice muy
fundadamente Gregorio López, que aunque
parecen dictadas con relación á las obras
públicas, son aplicables por identidad de
razón á los edificios privados (2) , y esta es
en efecto la Opinión coman de  los doctores.
Será, pues, responsable el perito de la rui-
na ó falseamiento de la obra hasta quince
años después de su conclusión si no justifi-
ca que sobrevino por caso fortuito; pues la
presunción que contra él ha establecido la
ley, le impone el deber de la prueba. La
buena fé no le exime de responsatylidad,
porque asi la contrae ¿uando el vicio de la
obra procede de malicia como cuando pro-
cede de ignorancia , siendo como es en él
un deber la pericia. Tampoeo le exime la
circunstancia de haberse viciado la cons-
trucción de la obra por culpa de los opera-
rios , pues responde de estos como de  si
mismo, y aun por eso tiene el derecho in-
disputable de elegirlos y contratarlos á su
arbitrio y satisfacción. Ni se libertaria, en

f l )  Lej  omne* I .Cód .  da oper, pubk
{9 Laj  (B, tit. � ,  Vari.  J,  ( toa* a.
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quier tiempo, como también por la sola
voluntad del locatario ó sea del dueño del
terreno, por la muerte del locador y por
cualquier caso fortuito ó fuerza mayor que
haga imposible el cumplimiento de lo pac-
tado. Tales son, también, los modos porque
se disuelve el arrendamiento de obra á des-
tajo , y por lo tanto reservamos esta mate-
ria para el siguiente párrafo, como lugar
mas á propósito para tratarla con mayor os-
tensión por las particulares circunstancias
de aquel contrato. V. �***«.

$. A.° De leu obra* á des/aje.

El contrato es  de obra á destajo , cuando
se estipula la construcción de toda ella por
una cantidad determinada. Decimos de toda
la obra con relación á los límites que la
pongan los contrayentes , pues por lo  demas
no solo puede tomarse ¿ destajo la edifica-
ción , por ejemplo, de una casa, sino tam-
bién la labor de carpintería necesaria para
ella ú otra parte de la fábrica.

. Cabe también este contrato en las ope-
raciones rurales , como sucede cuando se
estipula por cierta cantidad la siega , ¡a
vendimia y la cosecha de cualquier otro
fruto.

A pesar de que no suelen celebrarse estos
contratos sino con personas peritas, posir
ble es que alguna vez se eneargue alguna
que no lo sea de la construcción de la obra
por cierto precio; pero esto en nuestro
sentir no altera la naturaleza de las obliga-
ciones del empresario, d cual deberá su-
frir las mismas responsabilidades que si
fuera un maestro ó facultativo en la mate-
ria. Las razones en que nos fundamos, sont
en primer lugar, que si tal convención se
verifica , siempre será en consideración á
alguna cualidad particular que concurra en
el carácter del empresario, á cierto espíritu,
v. gr. de órden , de interés y de economía,
ó á alguna esperiencia en aquella clase de
negocios de que carezca el otrocontrayento;
en segundo, que habiendo tomado á su  cargo
una obra cuya buena construcción requiere
conocimientos especiales, deber suyo es  va-

fin , con probar que la mina ó falseamiento
acaeció por la poca solidez del suelo, pues-
to que obligación suya era examinar la na-
turaleza del terreno , calcular su fuerza y
prepararlo convenientemente para que pu-
diese sostener el edificio, ó por la mala ca-
lidad de los materiales, que debió recono-
cer y no emplear si eran malos, á no ser
que los hubiese suministrado el que mandó
hacer la obra , siendo sabedor de sus defec-
tos, ó que el propio arquitecto se lo hu-
biera advertido.

Al concluirse la obra el dueño puede exi-
jir que sea reconocida por peritos de ambas
partes y tercero en discordia nombrado por
el juez. Si los peritos entendieren que la
obra es falsa, está obligado, como ya se
ha dicho , el que la dirijió ó sus herederos,
bien á levantarla de nuevo 4 repararla á
sus costas, ó bien á devolver el precio , re-
sarciendo en todo caso los daños y perjui-
cios.

Tiene también el que ha lomado á su
cargo la ejecución de la obra, el deber de
guardar los materiales que se le den para
ella con una regular diligencia y emplear-
los bien en la construcción , siendo respon-
sable por consiguiente de cualquier sus-
tracción ó eslravío de ellos , y de su pérdi-
da ó deterioro, si proviniese de descuido 4
impericia del mismo ó de sus operarios.

A su vez el dueño del terreno contrae la
obligación: i.*, de facilitar todo Innecesa-
rio para la sólida y perfecta construcción
dé la  obra; 3.°, de pagar al arquitecto ó
maestro de obras el precio estipulada , y si
este no se determinó en el contrato, lo que
valiere su trabaje á juicio de peritos , de-
biendo abonar en otro caso el interés del 6
por 100 desde el dta de la interpelación ju-
dicial (1). El pagodeberá verificarse al tiem-
po fijado en el contrato , y si ni espresa ni
tácitamente lo hubiese sido, cuando la obra
esté concluida.

Estínguese el contrato de construcción de
obra por la conclusión de esta , por el con-
sentimiento unánime de las parles en cual-

f l j  Ley <1, íil. t i ,  10’. Nof .  Beoep.
TOMO t i l .
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h»r<e para ella de un individuo que los po-
sea , y últimamente , que si á pesar de esta
precaución la obra sale defectuosa , y de
sus resultas se le exije alguna indemniza-
ción, tendrá el derecho de repetir contra el
perito de quien se sirvió, el cual contrajo
con él á su vez los deberes especiales que se
esplican en este párrafo y en el prece-
dente.

El derecho romano estableció que cuando
el encargado de hacer una obra suminis-
trase la materia principal, como lo es el
suelo respecto del edificio (l), el contrato
no debia considerarse arrendamiento sino
venta. Con arreglo ácste principio admiti-
do también en nuestra legislación cuando
el empresario ponga el terreno, y la obra se
menoscabe ó destruya por fuerza mayor ó
caso fortuito antes de su conclusión y en-
trega , la pérdida ó quebranto será para
aquel como vendedor de una cosa futu-
ra (2); pero no si después de concluida la
obra requiere al comprador á que la reci-
ba y este no quiere comparecer ó lo de-
mora indebidamente , pues entonces será
del mismo la pérdida ó perjuicio que acaez-
ca entre tanto sin culpa de la otra parte (3).

Cuando el constructor pone ademas de
su industria los materiales de la obra, pera
no el terreno , el contrato conserva el ca-
rácter de arrendamiento , ó cuando mas po-
drá decirse que incluye un arrendamiento
por lo tocante á la industria personal del
empresario, y una venta en razón del su-  <
ministro de los materiales , debiendo re-
girse bajo cada uno de estos conceptos por
las reglas peculiares del contrato respecti-
vo. Pothier lo considera, sin embargo, co-
mo  un arrendamiento puro, pues basta en
su sentir para que conserve este carácter
que el locatario haya dado al locador la
materia principal, que en las obras es el
terreno. Todos los demas son accesorios, y
no deja de haber arrendamiento porqife los
ponga el constructor, á la manera que no se
desnaturaliza el contrato celebrado con un

menestral cualquiera , por ejemplo ua sas-
tre, porque este ponga los adornos y demas
adherentes de un traje, siempre que se le
haya suministrado el paño. De este princi-
pio consagrado por el derecho romano , se
deduce que en  el caso á que nos referimos
la pérdida acaecida antes ó después de con-
cluirse la obra por alguna ocasión que
acaeciese , según dice la ley de Partida (1),
así como por grandes lluvias, ó por aveni-
das de agua, ó por terremoto , ó por otra
cosa semejante no imputable al constructor,
pertenece al dueño del terreno, el cual de-
be pagar á aquel, no solo el precio de  su
industria, sino también el valor de los ma-
teriales. Contra esta opinión se podrá ob-
jetar que la citada ley de Partida im-
pone generalmente al dueño del terreno,
sin distinción de circunstancias, la pér-
dida del edificio que sucede sin culpa de!
que ha tomado á su cargo su construcción,
y que pudiendo entenderse esto del caso en
que ponga aquel solamente su industria , no
hay razón bastante para eslenderlo á otros
en que,  como hemos indicado mas arriba,
se ha celebrado un doble contrato, uno de
arrendamiento con respecto á la industria, y
otro de venta con respecto á los materiales;
venta imperfecta , pues que no recae sobre
materiales determihados, sino sobre los que
sean necesarios para la obra, de modo que
hasta su  conclusión no se sabe los materia-
les que el primero se propuso vender , ni
puede pensarse que el dueño del terreno
quisiera obligarse á pagarlos proporcional-
mente á medida que se fuesen colocando en
la obra, sino en su totalidad, cuando ya
formase un lodo completo y acabado. Estas
observaciones no carecen de todo funda-
mento; pero las consecuencias que de ellas
ha pretendido deducir algún autor , nos pa-
recen poco lógicas. Soporte en buen ho-
ra el arquitecto , maestro ó empresario la
pérdida del edificio de cualquier mane-
ra que suceda , á no ser que el dueño
haya sido moroso en su reconocimiento
y aprobación; pero limítese esta pérdi-

<♦) LeyS9.fL loo. cond.
(9) Leyr* It »«¡ ,  til. 5. P*rt. 5.
(S) Leyes SI y 11, til. fl y 17, Ui.  S, Pirt.  5. (1) Ley te, til. S, Part. 5.
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4.a Emprender la obra á su debido

tiempo y darla concluida dentro del plazo
fijado en el contrato, á no ser que se lo im-
pidiese algún obstáculo de  fuerza mayor,
pues en otra caso es  responsable de los
daños y perjuicios producidos por la de-
mora.

El destajista, sea ó no perito, ni por
error, ni mucho menos por engaño pue-
de exijir al que le encargó la obra un precio
que esceda los limites que la ley ha puesto
á ta  libertad de la contratación en esta par-
te. Asi que sí hubiera estipulado una can-
tidad que sobrepuje en mas de la mitad al
justo valor de la obra, deberá restituir el
esceso, teniendo derecho el perjudicado á
exijírselo dentro de los cuatro años que la
ley prefija parala reclamación de las lesio-
nes en general (1),

Las obligaciones del que encargó la
obra, como ya se ha dicho en el párrafo an-
terior á propósito del contrato de simple
construcción, son dos:

1." Hacer lo que le incumba conforme
á la convención y cuanto dependa de él pa-
ra que pueda llevarse á cabo la obra con la
regularidad, prontitud, solidez y perfec-
ción apetecibles. Si por la falta de cumplí-,
miento de este deber ó de cualquier otro
de los que se haya impuesto en el contrato
irrogasealgun perjuicio al destajista tendrá
este un dcrecbo evidente al resarcimiento
y aun á la rescisión , según las circunstan-
cias.

2 .’ Satisfacer al destajista el precio con-
venido, y si este no se fijó en el contrato lo
que valiera la obra ó su construcción á jui-
cio de peritos, adeudando, si lo demora, el
interés del 6 por 100 desde la interpelación
judicial (2). El pago deberá hacerse en la
época que se hubiere estipulado, y si sobre
ello nada se dijo, cuando la obra esté con-
cluida y el dueño la haya aprobado y reci-
bido, ó podido aprobarla y recibirla median-
te la invitación del destajista, á quien no
debe dañar su morosidad en tales actos: así
está cspresamcnle dispuesto en una ley

(l  ■ Lev 7. til. f .  I|h, 10 de b 5ov, Reeop.
5.  Ley 17, lil. 11, iib-.W, 5ov. Kccup.

da á los materiales, que es lo que cons- I
tituia el objeto de la venta, única parte del
contrato que cae bajo el dominio de las
precedentes consideraciones. Si el contrato
es doble , si al mismo tiempo que la venta
de los materiales incluye un arrendamiento
de la industria del destajista, y e s t c , co -  |
mo tal locador, ha cumplido religiosamente
sus pactos, no hay razón para privarle de
la recompensa estipulada, aplicándole dis-
posiciones y doctrinas propias de otro con-
trato. En cuanto se constituyó vendedor
nada mas natural y justo que determinar
sus derechos y obligaciones conforme á las
leyes que rigen sobre la venta; pero nada
mas justo también que determinar sus obli-
gaciones y derechos en la parle en que ce-
lebró un arrendamiento por las leyes relati-
vas á este contrato.

Las obligaciones del. destajista son con
algunas modificaciones que espondremos
las mismas que hemos enumerado a) tratar
del contrato de simple construcción , á
saber:

1?  Hacer la obra pactada debiendo di-
rijirla por sí mismo, si es perito, á no ser
que de los términos de la comisión y de- [
mas circunstancias se deduzca claramente
que no se le encargó la construcción en
consideración á sus dotes artísticas ó facul-
tativas.

2.* Hacer la obra con la solidez y per-
fección debidas, arreglándose al plano apro-
bado por el dueño, si asi se estipuló entre
ellos, como sucede generalmente;, y siendo
responsable de la ruina ó falseamiento de la
obra durante su construcción y 15  anos
después, salvo que procediese de fuerza
mayor ó caso fortuito en los términos mis-
mos que hemos esplicado en el párrafo pre-
cedente.

5.’  Conservar los materiales que se le
dén ,  si no se encargó él de suministrarlos
para la obra con una regular diligencia,
pues  en este contrato como de utilidad re-
cíproca se presta la culpa leve, y emplear-
los bien en la construcción, bajo las res-
ponsabilidades que hemos esplicado asi-
mismo en el párrafo anterior.

Lorenzo Arrazola



ARRENDAMIENTO.780
de Partida (1). Habiéndose fijado precio
en el contrato , el destajista perito no
puede cxijir aumento alguno. La ley supo-
ne que un esperto no ha podido ser enga-
ñado en un asunto de su profesión ó arle,
y así es que no le otorga el remedio de la
lesión, aunque alegue que se le perjudicó
en mas ó menos de la mitad de Injusto (2).
No falta quien opine que tampoco puede
pedir aumento de precio por el encareci-
miento de los materiales ó de la mano de
obra: la ley, sin embargo, no hace tai de-
claración, que con relaciona algún caso pu-
diera ser injusta. Convenimos en que hay
algo de ventura en estos contratos, que
nunca pierde de vista el que los celebra y
en que así pueden las circunstancias mo-
dificar las bases de su cálculo en daño co-
mo en provecho de sus intereses, prescri-
biendo la equidad que el arquitecto , ala-
rife ó empresario de otra clase que uti-
lizaría el próspero suceso de una baja,
sufra A su vez el contratiempo de un al-
za en el precio de los materiales ó de los
jornales. Pero á tal punto pudiera elevarse
ó descender ese precio por efecto de acci-
dentes cstraordinarios, que no fuera justo
que una ú otra de las partes sufriera por la
estricta observancia de sus pactos un per-
juicio enormísimo que la mas suspicaz prc-
\isionno hubiese podido siquiera vislum-
brar. En un caso de esta especie, segura-
mente cstraordiuario, pero no imposible,
los tribunales deberían en una prudente y
equitativa decisión conciliar los intereses
de ambos contratantes.

Habiéndose pactado la construcción de
la obra conforme á un plano dado , es con-
siguiente que el destajista tampoco ten-
drá derecho á mayor retribución por las al-
teraciones ó mejoras que hubiere hecho sin
autorización del dueño. Establecemos esta
doctrina como creemos que ha establecido
la ley Recopilada toda su disposición en el
supuesto de que el dueño del terreno no
hubiese empleado algún medio doloso para

inducir al arquitecto, maestro ó empresario
de la obra en alguna equivocación de cálca-
lo. De otra suerte, no porque sea este perito,
deberá carecer de derecho á una indemniza-
ción justa, pues la ley en ningún caso favo-
rece el dolo, el cual por esta razón se pres-
ta en todos los contratos.

Sobre el privilegio de esta clase de cré-
ditos véase el articulo AraeGMaes.

El contrato de arrendamiento de obras
de que vamos tratando se disuelve:

1.  ° Por la conclusión de la obra.
2 .° Por el consentimiento mutuo de las

partes, el cual puede poner término al con-
contrato antes y después de comenzada la
obra, con la diferencia de que en este se-
gundo caso debe el dueño abonar al empre-
sario el precio de loque lleva hecho, y en
el primero no ha lugar á indemnización
alguna, salvo que el destajista hubiese gas-
tado algo en preparativos, necesarios para
emprender la obra, en cuyo caso, si de  no
aprovecharlos en ella se le sigue algún per-
juicio, prescribe la equidad que sea indem-
nizado. Según la opinión de algunos auto-
res nada mas podrán reclamarse las partes
á título de daños y perjuicios, á no ser que
hubiesen pactado otra cosa para el caso de
disolución del contrato; pero esta adver-
tencia es cuando menos inútil. Si la diso-
cion se verifica por el consentimiento recí-
proco de los contrayentes, ¿quién de ellos
ha de poder reclamar fundadamente al
otro cosa alguna por daños y perjuicios?
Si alguno se le sigue de la disolución del
contrato , así mismo que ha consentido en
ella, debe imputárselo. Si otra cosa se pac-
ta en el acto mismo de la disolución rela-
tivamente á indemnizaciones, el derecho á
estas provendrá de un nuevo convenio, no
de la naturaleza y condiciones del contra-
tro disuelto.

3.° Según algunos escritores , puede
también verificarse la disolución por la sola
voluntad del que encargó la obra, el  cual
siempre que crea conveniente á sus intere-
ses renunciar á ella, ó suspenderla ó con-
fiarla á otra persona, tiene el derecho de
hacerlo , advirtiéndoselo al arquitecto ó

ÍC Ley 47, Ht. 8. Parí. 5.
.1.- Ley 4. til. 4, lib. lo Nov. llecop.
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lor, quod »n dubio ñ l  electa industria perso-
na! el sic locatio non transeal ad  heredera (1).
Muerta, por consiguiente, la persona que
mereció semejante confianza al dueño de la
obra, y pudíendo no ser sus herederos tan
competentes como lo era su causante para
llevarla á cabo, nada mas natural y justo
que considerar concluido el contrato, pues
en el lleno de su libertad quedan aquel y
estos, caso de merecer la confianza del pri-
mero, para celebrar una nueva convención
con el mismo objeto.

La muerte del empresario ó destajista al-
tera una de las condiciones esenciales en
que descansa este contrato de obras, que es
el carácter de personalísimas y no trasmisi-
bles que imprime á las obligaciones deriva-
das de él; y muy claro es que alterada ó vio-
lada esa condición esencial , el contrato no
puede subsistir. No sucede asi respecto del
que encargó la obra. En )as obligaciones
contraídas por él nada hay de personal ; él
ha estipulado para si y para sus herederos,
porque tal es  la índole de la convención que
ha celebrado ; así lejos de haber inconve-
niente en ello es muy conforme á lodos los
principios legales la continuación de  aque-
llas obligaciones en el heredero ó herederos
del locatario.

Aunque estas , como acabamos de decir,
no se trasmiten á los herederos del empre-
sario ó destajista , observa muy oportuna-
mente cierto escritor ya citado, que si este
hubiese incurrido en algún motivo de res-
ponsabilidad , por ejemplo, el de la demora
en la ejecución de las obras , sus herederos
aunque no le sucederán en la obligación
principal de continuarlas por las razones
manifestadas, le sucederán sin embargo en
la secundaria de daños y perjuicios. Esto es
consiguiente á la naturaleza de la respon-
sabilidad que desde el momento mismo de
haberse contraido pesa sobre los bienes del
empresario.

La misma ley de Partida citada última-
mente y trascrita en parte , añade una cir-
cunstancia muy digna de la atención de

maestro coa quien había contratado é in-
demnizándole los daños y perjuicios. Se*
gun la doctrinada estos mismos escritores,
el empresario de la obra por su parte, una
vez perfecto el contrato, no puede separar-
se  de él ,  y si retarda su cumplimiento, pue-
de ser compelido judicialmente, y se fundan
para elloen que en el arquitecto, maestro
ó encargado de la obra no pueden concurrir
ninguna de las razones que hacen escusa-
ble en la otra parte el arrepentimiento, y
de aquí la diferenciado derechos que en-
tre ellos establecen sobre este punto. Nos-
otros creemos que aun en este caso debe
admitirse la reciprocidad de derechos que
es propia de la naturaleza de este contrato,
que va inherente á él y que constituye su
carácter distintivo.

4.* Se estingue igualmente el contrato
de obra á destajo por la muerte del desta-
jista, á diferencia del arrendamiento de
cosas que,  como tenemos dicho en su lugar
oportuno y establece la ley, no concluye por
semejante causa. La ley 9 ,  tít. 8 ,  Part. 5 ,
después de hablar de ciertos funcionarios
públicos y de maestros de las ciencias que
percibiendo cierta dotación muriesen antes
de cumplirse el año y de disponer que en
semejante caso los herederos han de perci-
birla dotación integra, como si hubieran
servido el año por completo, añade: «Esso
■mismo dezimos de los menestrales que
■pleytcasen (1), algunas obras é prome-
tieren de las cumplir por precio cierto;
»que si se muriesen ante quo las acaben,
■que deven aver sus herederos aquello que
■ovicren merecido ellos é non mas.»

En efecto, cuando se ajusta una obra de
la especie á que nos referimos, por lo común
se consulta la habilidad, la esperienciay los
conocimientos acreditados ya Je la persona
á quien so encarga en tales términos que,
según el testimonio de Greg. Lop. y demás
glosadores, conformes todos en esta parle,
esas condiciones personales del encargado
de la construcción, se presumen siempre
en caso de duda. Videtur, dice aquel escri-

( I )  Ley í ,  l i t .  8. l ’Mt  3. p'o». 3.(1 E»to es,

Lorenzo Arrazola
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nuestros lectores. «Pero si lodo el precio,
dice , quisieren demandar, deven dar otros
menestrales tan sabidores como aquellos que
fincaron que acaben las obras.» Es decir,
que no obstante la regla general , según la
cual en el caso de fallecer los menestrales
y demás personas que han ajustado la cons-
trucción de una obra por cierto precio se
entiende concluido y terminado el contrato
sin tener los herederos derecho á otra parte
de! precio mas que la devengada, cuando
estos herederos están dispuestos á dar y dan
efectivamente otros menestrales tan diestros
y entendidos como los que fallecieron, pue-
den demandar toda la cantidad estipulada.

Gregorio López, que comentando esta
parte de la ley asegura no haber visto dis-
posición alguna en el derecho civil confor-
me á su contenido , presintió la dificultad
que se deriva á primera vista de ella, y
dijo: El  videtur forte limitaiidum, quod hic
habclur nissi essel electa industria persones.

Y en efecto , ¿cómo seria posible confiar á
una persona desconocida la continuación
de una obra importante y acaso grandiosa,
emprendida bajo la garantía de los conoci-
mientos probados que caracterizaban al
empresario ó constructor á quien se tratase
de reemplazar? ¿Quién podría responder
de que el continuador de la obra designado
por los herederos, llenaría las condiciones
propias del caso ó indispensables para lle-
varla debidamente á cabo? Preciso es  con-
venir, pues , en que la disposición de la ley
citada puede entenderse cuando mas en el
caso de que la obra sea de tal naturaleza
que.no presuponga conocimientos especia-
les, y que pueda ser continuada y termina-
da por el constructor nuevamente designa-
do sin detrimento alguno de los intereses
del dueño.

5." Concluye, finalmente, el arrenda-
miento de obra, cuando un acontecimiento
de fuerza mayor imposibilita su cumpli-
miento. En tal caso tienen aplicación las
doctrinas y principios generales espuestos
al tratar del arrendamiento en general,
toda vez que el suceso que impide mate-
rialmente la ejecución del contrato , es in-

dependiente de la voluntad de los interesa-
dos, y ninguno puede ser culpado con vi-
sos de razón y de justicia. Por esta consi-
deración, y por la índole misma de la cau-
sa puramente casual y fortuita , el que tomó
á su cargo la obra , sea arquitecto, maes-
tro de obras ó cualquier otro, no puede
pretender indemnización alguna en razón
del perjuicio que pudiera haber esperimen-
tado. Eso no obstante , si este mismo cons-
tructor gastó algo en los indispensables
preparativos de la obra y en el acarreo de
materiales dispuestos para e l la ,  parece jus-
to, y asi lo creen Polhier y algunos otros
tratadistas, que se le reintegre por el que
encargó la obra , mediante que en ese caso
debe considerarse aquel gasto como hecho
é invertido en negocio suyo, de su orden y
en su propia Utilidad , Tamquam ejus nego-
t ium gerens.

SECCION 111.

DE ALGUNOS CONTRATOS QUE TIENEN ANALOGIA

CON EL ARRENDAMIENTO DE OBRA.

Hay dos maneras de convención que, aun-
que no puedan calificarse en rigor de ar-
rendamiento de obra, tienen grande analo-
gía con él.

La primera , perteneciente á la clase de
los contratos innominados fació til facías,
consiste en encargar uno de los contrayen-
tes al otro la construcción de cierta obra
obligándose por su parte á hacer otra para
él. Falta aquí el precio en dinero, requisito
esencial de todo arrendamiento; pero en lo
demás el contrato tiene todos los caracteres
de tal como quiera que cada contrayente,
que es á su vez locador y locatario, contrae
respecto del otro las obligaciones mismas
que hemos cspucsto anteriormente. Son,
pues ,  aplicables á este caso los princi-
pios generales que rijen en el arrenda-
miento de obras con las modificaciones
que exige de suyo la circunstancia de ao
consistir el precio en dinero.

La segunda de dichas convenciones se ve-
rifica cuando estipulan las parles que como
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Repetimos por tanto lo dicho á propósito de
la convención anterior , á saber, quecos
las modificaciones consiguientes á la ausen-
cia de un precio en dinero , el doble con-
trato á que nos referimos debe regirse por
las reglas concernientes á los de venta y
arrendamiento de obra.

ARRENDATARIO. El que reci-
be las cosas dadas en arrendamiento, V. *«-
BEMBAMIEMTO.

precio de una obra ó de cierto trabajo eje-
cutado por una de ellas le cederá la otra
el uso ó propiedad de una cosa. Este con-
trato do ut facías es semejante en parte al
arrendamiento deobra, y en parte á la ven-
ta , porque en efecto si en lugar de  recibir
respectivamente como precio la cosa , y el
trabajo y servicio estipulados, consistiese
este en dinero, el que trasmite aquella no
haria mas que venderla, y el que se obliga á
este seria simplemente un locador de obra.

FIN DEL TOMO TERCERO,

Lorenzo Arrazola
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